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PRÓLOGO
Las reales audiencias indianas siempre han llamado la atención de los investigadores
y cuentan con una amplia bibliografía, pero a pesar de ello aun se advierten aspectos
que requieren estudio, situación a la que no escapa la de Santiago de Chile, y que se ve
agravada porque son muy escasos los trabajos que se ocupan de ella.
Esta situación es la que ha movido el interés por abordar su estudio desde una
perspectiva, no sólo simplemente histórica, sino también institucional y prosopográfica,
recurriendo para ello especialmente a las fuentes documentales conservadas en el propio
Archivo de la Real Audiencia de Santiago de Chile, y a los fondos tocantes a ella que se
conservan en el Archivo General de Indias, además de una serie de otros repositorios de
interés para su investigación.
Este libro se ha estructurado sobre la base de cuatro partes. En la primera se realiza
un estudio preferentemente histórico; en la segunda se ofrece un análisis marcadamente
institucional; en la tercera se presenta un ensayo prosopográfico; y en la cuarta se
acompañan las cédulas biográficas de los ministros de la audiencia, ordenados por la
continuidad de sus plazas.
Es de justicia agradecer a la Fundación Mapfre-América el interés mostrado por este
trabajo y el haberlo incluido dentro de sus proyectos de investigación y publicación, sin el
cual no habría podido realizarse, bien así como su constante apoyo y preocupación.
Debo también agradecer al personal del Archivo Nacional de Chile, Archivo General
de Indias, Archivo Histórico Nacional de Madrid, y Archivo Histórico de la Universidad
de Sevilla, por su siempre atenta disposición a colaborar durante el desarrollo de la
investigación, la que se vio facilitada por el patrocinio del Fondo Nacional de Ciencia y
Tecnología de Chile.
Santiago de Chile-Zaragoza, julio de 1997.
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6STATUS QUAESTIONIS
La historiografía jurídica ha dedicado una gran cantidad de trabajos, de muy desigual
valor, al tratamiento de las reales audiencias indianas1.
A pesar de ello, la Real Audiencia de Santiago de Chile cuenta con una antigua y
escasísima bibliografía, situación a la que se une la casi completa carencia de estudios
de carácter institucional, y la falta de investigaciones sobre aspectos concretos, tales
como el de la carrera de los honores de los ministros, o el análisis de sus togados en
cuanto miembros del estamento letrado de la sociedad.
El único trabajo general publicado sobre la audiencia de Santiago de Chile es la
memoria de Raúl Muñoz Feliú, que constituye una exposición marcadamente histórica
sobre el tribunal, en cuya elaboración sólo se utilizaron materiales de archivos chilenos2.
En cierto modo complementaria de este trabajo fue la memoria publicada en 1950 por
Elena Madrid Rebolledo sobre el ministerio público en el Derecho Indiano, en la cual
analizaba el oficio de fiscal en la Real Audiencia de Santiago 3.
Con posterioridad solamente se pueden contar artículos o ensayos sobre ciertos
aspectos concretos de la actuación del tribunal.
En 1972 Jacques Barbier estudió a los letrados del tribunal bajo el reinado de Carlos
III4, y ocho años después volvía sobre el mismo tema, aunque ahora hasta el año 17965.
En 1973 el profesor Manuel Salvat Monguillot daba a la luz un trabajo que analizaba las
funciones de gobierno de la Real Audiencia de Santiago de Chile6. Tres años después el
profesor Bernardino Bravo Lira analizaba los últimos años de la judicatura indiana en
Chile7, y en 1983 el profesor Carlos Salinas Araneda publicó un índice de los autos
acordados de la audiencia8.
En los últimos años he dedicado algunos de mis trabajos a tratar algunos aspectos
vinculados al tribunal, tales como: los oidores honorarios9; la invocación del derecho
                                                
1 SUÁREZ, Santiago Gerardo, Las reales audiencias indianas. Fuentes y bibliografía, Caracas, 1989.
2 MUÑOZ FELIÚ, Raúl, La real audiencia de Chile, Santiago, 1937.
3 MADRID REBOLLEDO, Elena, El Ministerio Público en el Derecho Indiano , Santiago, 1950.
4 BARBIER, Jacques, “Elite and Cadre in Bourbon Chile”, en The Hispanic American Historical
Review, LII: 3, Durham, 1972, pp. 416-435.
5 BARBIER, Jacques, Reform and Politics in Bourbon Chile 1775-1796, Ottawa, 1980.
6 SALVAT MONGUILLOT, Manuel, “Las funciones de gobierno de la audiencia de Chile”, en III
Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano, Madrid, 1973, pp. 597-622.
7 BRAVO LIRA, Bernardino, “Judicatura e institucionalidad en Chile (1776-1876). Del Absolutismo
Ilustrado al Liberalismo Parlamentario”, en REHJ. I, Valparaíso, 1976.
8 SALINAS ARANEDA, Carlos, “Índice de los autos acordados de la Real Audiencia de Santiago de
Chile”, en RCHHD. 9, Santiago, 1983, pp. 181-190.
9 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Los oidores honorarios. Notas para su estudio”, en Anales de
la Universidad de Chile. Estudios en honor de Alamiro de Ávila Martel, 20, Santiago, 1989, pp. 233-247.
7común10; la apelación en materias de gobierno 11; las reformas de Carlos III12; y las
bibliotecas de sus ministros13.
Por lo que toca a los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile no existe
ninguna obra que los estudie íntegra y cabalmente, aunque sí existen desde antiguo
algunos artículos o monografías sobre la materia.
Al finalizar el siglo XVIII Vicente Carvallo Goyeneche en los apéndices de su
Descripción histórico geográfica del Reino de Chile, publicó un Catálogo de los
Señores oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile, que contenía los nombres
de los ministros comprendidos entre don Alonso de Solórzano y Velasco y don José
Santiago de Aldunate con las fechas de sus títulos, incluyendo entre ellos a los
regentes14. Publicó además un Catálogo de los Señores Fiscales de la Real Audiencia
del Reino de Chile, con las mismas características15.
En 1903 Abraham de Silva y Molina dio a la luz un interesante estudio sobre los
oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile durante el siglo XVII, en el cual ofrece
breves noticias biográficas de ellos16.
Se cuenta además con los, de sobra conocidos, catálogos de oidores y fiscales de los
siglos XVI y XVII publicados por Schäfer como apéndices al segundo tomo de su clásico
trabajo sobre el Consejo de Indias17 que, aunque con algunas omisiones y ligeros errores
de fechas, por lo demás, casi inevitables en este género de trabajos, constituyen hasta el
día un material imprescindible para el análisis de los ministros indianos, y que supera
ampliamente los exiguos listados que había ofrecido Ruiz Guiñazú en 191618. De interés
igualmente son las nóminas publicadas en 1954 bajo el dictado de Títulos de Indias en el
catálogo número XX del Archivo General de Simancas, que ofrece los datos para los
ministros comprendidos entre mediados del siglo XVII y principios del siglo XIX19.
                                                
10 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “El derecho común ante la Real Audiencia de Chile en una
alegato del siglo XVIII”, en RCHHD. 15, Santiago, 1989, pp. 105-116.
11 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La apelación en materia de gobierno y su aplicación en la
Real Audiencia de Chile (S. XVII, XVIII, XIX)”, en RCHHD. 16, Santiago, 1990-1991, pp. 343-382.
12 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Las reformas de Carlos III y la Real Audiencia de Santiago
de Chile”, en Temas de Derecho, VII, nº 2, Santiago, 1992, pp. 23-46.
13 BARRIENTOS GRANDON, Javier, La cultura jurídica en el reino de Chile. Bibliotecas de
ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile (s. XVII-XVIII) , Santiago, 1992.
14 CARVALLO GOYENECHE, Vicente, Descripción histórico geográfica del Reino de Chile, en
Colección de historiadores de Chile y documentos relativos a la historia nacional, IX, Santiago, 1875,
pp. 476-477.
15 Idem, pp. 477-478.
16 SILVA Y MOLINA, Abraham de, “Oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile durante el
siglo XVII”, en AUCH. CXIII, Santiago, 1903, pp. 5-75.
17 SCHÄFER, Ernesto, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Su historia, organización y labor
administrativa hasta la terminación de la Casa de Austria. II. La labor del Consejo de Indias en la
administración colonial, Sevilla, 1947, pp. 442-524.
18 RUIZ GUIÑAZÚ, Enrique, La magistratura indiana , Buenos Aires, 1916.
19 Títulos de Indias. Catálogo XX del Archivo General de Simancas, Valladolid, 1954.
8Especial importancia revisten los once tomos del Catálogo de las Consultas del
Consejo de Indias dirigido por Antonia Heredia Herrera, donde se encuentran las
consultas para la provisión de plazas de audiencias indianas hasta el año 167520. Interesa
igualmente el, hoy muy difundido, From impotence to Authority de Mark A. Burkholder y
Dewitt S. Chandler, donde ofrece un listado de los ministros del tribunal desde 1687 en
adelante21; y como continuación de este trabajo el Biographical Dictionary of Audiencia
Ministers in the Americas, 1687-1821, donde entregan las cédulas biográficas de los
ministros con noticias familiares, de estudios, y servicios22.
Hay también algunos aportes relativos a ciertos ministros del tribunal, entre los cuales
destacan los que se señalan a continuación.
Para el oidor Hernando Machado de Chávez (157-1630), el estudio de Jesús
Paniagua 23; para su colega Gaspar de Escalona y Agüero (c.1590-1650), los artículos de
David Pareja24, Alfonso García Gallo25, e Ismael Sánchez Bella26; para el oidor Sancho
García de Salazar (c.1630-1688) mi trabajo sobre su biblioteca27; para el oidor Juan del
Corral Calvo de la Torre (1665-1737), los estudios de Carlos Alurralde28, José Torre
Revello29, y María Margarita Róspide30; y para el oidor Benito María de la Mata Linares
y Vázquez Dávila (1772-18 ?) el trabajo de José María Mariluz Urquijo31.
                                                
20 Catálogo de las Consultas del Consejo de Indias, Madrid-Sevilla, 1973-1995.
21 BURKHOLDER, Mark y CHANDLER, Dewitt, From impotence to Authority. The Spanish Crown
and the American Audiencias, (1687-1808), Columbia, 1977, hay versión española en Méjico 1984.
22 BURKHOLDER, Mark y CHANDLER, Dewitt, Biographical Dictionary of Audiencia Ministers in
the Americas, 1687-1821 , Westport, Connecticut-London, 1982.
23 PANIAGUA, Jesús, “La proyección del humanismo jurídico español en Chile. Hernando Machado
(1557-1630)”, en RCHHD. 18, Santiago, 1994-1995.
24 PAREJA, David, “Un inédito valioso del autor del Gazophilacium Regium Peruvicum”, en Revista
del Archivo Nacional del Perú , II, Lima, 1921, pp. 79-130.
25 GARCÍA GALLO, Alfonso, “El proyecto de “Código Peruano” de Gaspar de Escalona y Agüero”,
en AHDE. XVII, Madrid, 1946, pp. 889-920, y ahora en sus Estudios de Historia del Derecho Indiano,
Madrid, 1972, pp. 367-399.
26 SÁNCHEZ BELLA, Ismael, “Notas sobre Gaspar de Escalona y Agüero y Juan Luis López, juristas
del virreinato peruano”, en RCHHD. 6, Santiago, 1970, pp. 217-237, y ahora en su Derecho Indiano
Estudios. II. Fuentes. Literatura Jurídica. Derecho Público , Pamplona 1991, pp. 319-346.
27 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La biblioteca del oidor Sancho García de Salazar (c.1630-
1688). Notas para el estudio de la cultura jurídica en Chile indiano. (II)”, en Revista de Historia del
Derecho Ricardo Levene, 29, Buenos Aires, 1992, pp. 7-28.
28 ALURRALDE, Carlos, Los comentarios a la Recopilación de Indias del licenciado Juan del Corral
Calvo de la Torre, Buenos Aires, 1951.
29 TORRE REVELLO, José, “Los comentarios a las Leyes de Indias de Juan del Corral Calvo de la
Torre”, en XXV Congreso Internacional de Americanistas. Actas, II, La Plata, 1934, pp. 307-314.
30 RÓSPIDE, María Margarita, “Los "Comentarios" de Corral Calvo de la Torre como cedulario”, en
IX Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios, I, Madrid,
1991, pp. 159-184.
31 MARILUZ URQUIJO, José María, “Las memorias de los regentes de Buenos Aires. Manuel
Antonio de Arredondo y Benito de la Mata Linares”, en RIHD. 1, Buenos Aires, 1949, pp. 1-9.
9Para el fiscal Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero (1752-1803) el artículo de
Antonio Dougnac sobre una de sus obras32; para sus colegas José Antonio Moxó de
Francoli (1751-1808) y Luis María Moxó (1770-1846), el ensayo de Pere Molas
Ribalta33; y para el regente José de Rezaval y Ugarte (1747-1800), la monografía de
Guillermo Feliú Cruz34.
                                                
32 DOUGNAC RODRÍGUEZ, Antonio, “El Derecho de aguas indiano según Ambrosio Cerdán y
Pontero”, en Revista de Derecho de Minas y Aguas, III, Santiago, 1992, pp. 133-165.
33 MOLAS RIBALTA, Pere, “Dos catedráticos de Cervera en la América Borbónica. La familia
Moixo”, en EHSEA, 7, Alcalá, 1991, pp. 22-30.
34 FELIÚ CRUZ, Guillermo, “Un bibliógrafo español del siglo XVIII. José de Rezábal y Ugarte, oidor
regente de la Real Audiencia y presidente interino de la Capitanía General de Chile. Estudio biográfico,
bibliográfico y crítico”, en BACH. 74, Santiago, 1966, pp. 74-121.
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PRIMERA PARTE
ESTUDIO HISTÓRICO DE LA REAL AUDIENCIA DE SANTIAGO DE
CHILE
I. CREACIÓN Y FUNDACIÓN DE LA REAL AUDIENCIA DE SANTIAGO DE
CHILE
1. La primera Real Audiencia en Concepción (1565-1575)
Desde los inicios del asentamiento castellano en Chile, al promediar el siglo XVI, y
hasta la creación de la Real Audiencia de Concepción en 1563, el más alto tribunal del
reino fue el justicia mayor, de cuyas sentencias se podía apelar para ante la Real
Audiencia de Lima.
Pedro de Valdivia en 1549 había traído para servir este oficio al relator limeño
Antonio de las Peñas con jurisdicción sobre Santiago y la Serena. En 1555 la Real
Audiencia de Lima, para poner freno a los desórdenes generados tras la muerte de
Valdivia, nombró a Francisco de Villagra en calidad de corregidor y justicia mayor del
reino de Chile y éste designó como su teniente general a Gregorio Castañeda, para
encargarse de los negocios de justicia 35.
A partir de 1560 en el Perú, Charcas y Chile se comenzaron a levantar voces para
solicitar al monarca la creación de una real audiencia en el reino de Chile, o bien para
incorporarlo al distrito de alguna de las ya existentes en el virreinato36.
Las primeras tentativas correspondieron a los oidores de Charcas, quienes intentaron
convencer a la corona para incluir dentro de sus términos a las provincias de Chile. En
efecto, por abril de 1561 el oidor Juan Matienzo escribía al rey sobre la necesidad que
había de establecer una audiencia en Arequipa: Que es puerto de mar, a lo menos está
cerca dél, por estar en medio del Perú y Chile, a do podrían venir todos los negocios de
Chile muy fácilmente37. Días después insistía en estas sugerencias y señalaba que: Los
oydores antiguos desta audiencia dieron por parecer que convendría que se le diese por
                                                
35 DOUGNAC RODRÍGUEZ, Antonio, “El teniente de gobernador en el Reino de Chile (1541-
1609)”, en Estructuras, gobierno y agentes de la administración en la América española (siglos XVI,
XVII y XVIII) , Valladolid, 1984, pp. 432-436.
36 Para la Audiencia de Concepción véase el muy elemental trabajo de URREJOLA ARRAU,
Alfonso, “Concepción, sede de la primera audiencia”, en Revista de Derecho de la Universidad de
Concepción, 14, Concepción, 1946, pp. 43-53; MAZZEI DE GRAZIA, Leonardo, “Fundación y
supresión de la audiencia de Chile: Concepción 1567-1575”, en RI. XLIX, Madrid, 1989, pp. 27-89;
BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La Real Audiencia de Concepción (1565-1575)”, en REHJ. XV,
Valparaíso, 1992-1993, pp. 131-178.
37 LEVILLIER, Roberto, La audiencia de Charcas. Correspondencia de presidente y oidores,
Madrid, 1918, Carta del licenciado Matienzo al rey, Los Reyes, 8-IV-1561, p. 4.
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distrito a Chile y al Cuzco y Arequipa y que sería mejor que se pasase la audiencia a
Arequipa38.
En carta del mes de octubre de 1561 el presidente y oidores de la audiencia de
Charcas reiteraban este dictamen, pues entendían que: Es justo que se señale a esta
audiencia por distrito, aviendo de residir en esta ciudad, las ciudades del Cuzco y
Arequipa con sus términos y jurisdicción y desde allí para acá todo lo que cae dentro,
que es Chucuyto y la ciudad de la Paz con sus jurisdicciones y todo lo que hay desde
aquí adelante descubierto y por descubrir en que entra Tucumán, las poblaciones de
Manzo y Chávez, el Río de la Plata y la provincia de Chile39, y recalcaban que:
Conviene ansi mismo que entre la provincia de Chile en este distrito, pues confina con
esta y pueden fácilmente ir e venir por tierra40.
Estas peticiones no fueron atendidas y por real provisión del 22 de mayo de 1561 se
señaló por distrito de la audiencia de Charcas: La dicha ciudad de La Plata con más
cien leguas de tierra alrededor por cada parte41, aunque también se precisaba que tal
resolución se había adoptado por ahora, porque: No se tenía buena ni entera noticia de
qué distrito y jurisdicción hayamos de dar ni señalar a la dicha audiencia42. En tal
conformidad otra real provisión despachada el 29 de agosto de 1563 amplió el distrito
de la audiencia de Charcas e incluyó en él los territorios de Tucumán, Juríes y Diaguitas
que se apartaron de la gobernación de Chile: Avemos acordado de lo proveer y ordenar
así y apartar la dicha gobernación de Tucumán, Juríes y Diaguitas de la dicha
gobernación de Chile e incluirlas en el distrito de los Charcas43.
Las discusiones originadas por la fijación del distrito de la audiencia de Charcas
llevaron a estudiar la posibilidad de erigir una audiencia en Chile. Así lo dejaba entrever
una información levantada de oficio por el Consejo de Indias en agosto de 1563 en la
que se preguntó a diversos vecinos de los reinos del Perú acerca de los distritos que
convendría fijarles a cada una de las audiencias del virreinato. La sexta de las preguntas
de dicha información decía: Fuele preguntado sy en caso que se oviese de asentar
audiencia real en la provincia de Chile a dónde les estaría más commodo acudir con
sus negocios a los vezinos y moradores de las dichas provincias de Tucumán y
Diaguitas y las otras comarcanas a la dicha audiencia de Chile o a la de los Charcas44.
Al estudio de los términos que habrían de darse a los distritos de las audiencias del
virreinato peruano se sumó como motivo para pensar en crear una audiencia en Chile,
las reiteradas quejas que los ministros del tribunal de Lima y los vecinos del reino
dirigían al monarca por el desacertado gobierno de Villagra y por lo dilatada e
                                                
38 LEVILLIER, Roberto, (n.3), Carta del licenciado Matienzo al rey, Los Reyes, 13-IV-1561, p. 15.
39 LEVILLIER, Roberto, (n.3), Carta de la audiencia de Charcas al rey, La Plata 2-X-1561, p. 28.
40 Ibidem.
41 LEVILLIER, Roberto, (n.3), Real provisión, Los Reyes, 22-5-1561, p. 527.
42 Ibidem.
43 LEVILLIER, Roberto, (n.3), Real provisión, Guadalajara, 29-VIII-1563, p. 589.
44 LEVILLIER, Roberto, (n.3), Información levantada por el Consejo de Indias, Madrid, 3-VIII-1563,
p. 530.
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infructuosa que resultaba la guerra contra los naturales del reino. En este sentido el
cabildo de Santiago decía al rey el 3 de diciembre de 1563 que:
Entendemos que los naturales, siendo, como son, belicosos, han entendido el
temor que a los naturales tienen los españoles y el gobernador, no tan obedecido
como sería menester, por donde deseamos Vuestra Majestad fuese servida de
enviar Audiencia Real que en ella resida, o aquello que más al servicio de
Vuestra Majestad conviniese; porque la Audiencia parece ser al presente
temprano, por tener paz y justicia, tendríamos contento, aunque padecemos gran
pobreza, por haber sido esta la más trabajosa tierra que se ha descubierto en las
Indias, especialmente para los que la hemos descubierto e poblado e conquistado
tantas veces45.
El licenciado Monzón, por esta misma época, escribía al monarca desde Lima una
carta, recibida en el Consejo el 24 de abril de 1564, donde insistía en la imperiosa
necesidad que había de poner audiencia en Chile, pues de lo contrario se perdería el
reino:
No proveyendo en ese Real Consejo de persona que gobierne, podría Vuestra
Majestad cometerlo al abdiencia de los Charcas o a la de Chile, porque como
tengo escrito a Vuestra Majestad, no habiendo abdiencia en Chile se perderá del
todo, porque aunque no hubiere otros pleytos sino los agravios del governador y
tenientes certifico a Vuestra Majestad que era tan necesario como esta. Llegado
Francisco de Villagrán a Chile quitó todos los indios y chácaras y tierra que
había dado don García de Mendoza y sobre esto él y sus tenientes han hecho
grandes agravios a los vecinos de aquella tierra y desacatos contra las
provisiones desta abdiencia46.
El 24 de noviembre de 1564 insistía el licenciado Monzón al monarca sobre este
asunto y le reiteraba que: Ya he escrito a Vuestra Majestad lo que conviene que haya
audiencia para el sosiego y bien de aquella tierra47, y la ciudad de Concepción
expresaba al licenciado Castro, en enero del año siguiente, que: Todo el reyno está
cansado desto de gobernadores, que la cosa más deseada que tenemos es una
Audiencia Real en estas provincias, por donde más claro se entenderán los agravios
que se hacen48.
El licenciado Lope García de Castro, llegado a Lima en 1564 como presidente de
dicha audiencia, prontamente compartió el juicio de los vecinos del reino de Chile en
cuanto a la necesidad que había de una audiencia y, desde temprano, se lo representó al
monarca. El 3 de marzo de 1565 escribía al rey:
                                                
45 CDIHCH. (1a. serie), XXIX, El cabildo de Santiago al rey, Santiago, 3-XII-1563, p. 367.
46 CDIHCH. (2da. serie), I, doc. 8, El licenciado Monzón al rey, s/f, recibida en el Consejo el 24-IV-
1564, pp. 16-17.
47 ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, Real Audiencia de Concepción 1565-1573.
Documentos para su estudio , Santiago, 1992, doc. 167, Carta del licenciado Monzón al rey, Lima, 20-XI-
1564, p. 233.
48 CDIHCH. (2da. serie), I, doc. 13, La ciudad de Concepción al licenciado Castro, Concepción, 23-I-
1565, pp. 28-29.
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No puedo dejar de avisar a Vuestra Majestad, que al descargo de su real
conciencia conviene que se ponga una audiencia en las provincias de Chile,
porque las crueldades que hay y han hecho los gobernadores y el poco recaudo
que los mismos gobernadores han puesto en la Real Hacienda no lo puedo
significar por carta. Yo les he enviado a tomar cuenta de la Real Hacienda
conforme a un capítulo de la instrucción que Vuestra Majestad me dio y tengo
entendido que el poco castigo que se ha hecho sobre las crueldades y malos
tratamientos que se han hecho en los naturales han sido las causas de su
levantamiento...Y como hombre que estoy en esta tierra y tengo la cosa presente
me parece que Vuestra Majestad lo puede proveer sin costa mandando que la
audiencia que está en Quito se pase a Chile, porque certifico a Vuestra Majestad
que bastan para este reyno esta audiencia y la de Charcas y al tiempo doy por
testigo dello, porque no hay negocios en la provincia del Quito que hayan
menester audiencia 49.
En abril del mismo año de 1565 reiteraba el licenciado Castro que: Escrito he a
Vuestra Señoría cuánta necesidad hay para el descargo de la conciencia de Su
Majestad que se ponga una audiencia en Chile y que esto se podría hacer sin costa de
Su Majestad, enviando la audiencia de Quito allí, porque en Quito no es necesaria50.
Estas mismas razones las repetía en junio de dicho año: Escrito tengo a Vuestra
Señoría, cuán necesaria es la Audiencia en Chile y cuán poco necesaria es en Quito y
cómo con la sobra de una se podría remediar la falta de la otra, porque en Quito,
maldita sea la necesidad que hay de ella51.
Las instancias del presidente de la audiencia limeña dieron fruto, pues a principios de
1565, Felipe II decidió la creación de una audiencia real en el reino de Chile, con
asiento en la ciudad de Concepción, para poner atajo a los abusos de los gobernadores y
procurar el pronto término de la guerra contra los naturales, además de ser útil para
lograr un mejor cuidado de la real hacienda.
Los nombramientos de sus oidores se despacharon el 14 de enero de 1565 y sus
Ordenanzas se expidieron en San Martín el 18 de mayo del mismo año.
La planta de establecimiento de la real audiencia, según los reales títulos
despachados a sus ministros era de tres oidores, un presidente letrado y un fiscal;
además de los restantes oficiales subalternos, cuya actuación se reglaba por sus
                                                
49 CDIHCH. (2da. serie), I, doc. 15, El licenciado Castro al rey, Los Reyes, 6-III-1565, pp. 33-34.
50 CDIHCH. (2da. serie), I, doc. 16, El licenciado Castro al Consejo, Los Reyes, 26-IV-1565, pp. 34-
35.
51 CDIHCH. (2da. serie), I, doc. 17, El licenciado Castro al Consejo, Los Reyes, 15-VI-1565, p. 36.
Ideas semejantes las reiteraba en carta del 23 de septiembre de 1565: Siempre he sido de opinión que
Vuestra Majestad debería mandar poner una audiencia allí y que podría enviarse la de Quito, porque yo
digo a V.M. que no es necesaria donde está; en otra de 25 de septiembre de igual año insistía: El doctor
Rivas, oidor de la audiencia de Quito me escribió esa carta que originalmente envío con esta, V.S. verá
por ella cual anda aquel gobierno y por eso es que he escrito que conviene que aquella audiencia vaya a
Chile, porque allí no es necesaria; y en otra de 12 de enero de 1566 expresaba que: En Chile es menester
otra Audiencia como por otras he escrito a V.M. a la cual se le debe dar por distrito toda la gobernación
de Chile hasta el Estrecho de Magallanes y toda la gobernación de Tucumán con todo lo que más se
descubriese por aquellas partes.
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Ordenanzas despachadas el 18 de mayo de 156552, tales eran un relator, un alguacil
mayor y sus tenientes, escribanos, intérprete, un capellán y un portero.
Por reales provisiones despachadas el 14 de enero de 1565 se expidieron los títulos a
los oidores provistos para el nuevo tribunal, con goce a un salario anual de cuatro mil
pesos. Los nombramientos recayeron en los licenciados Egas Venegas, en calidad de
decano; Juan Torres de Vera y Aragón y Gabriel Serra y Ronquillo. Por real provisión
fechada en Segovia el 14 de septiembre de 1565 se designó como presidente del
tribunal, con un salario de cinco mil pesos, al oidor de la audiencia de Lima, doctor
Melchor Bravo de Sarabia; y por otra del 14 de diciembre del mismo año se libró título
para la fiscalía al licenciado Álvaro García de Navia y Estrada, con un salario anual de
tres mil pesos.
Los oficios subalternos se proveyeron en los siguientes sujetos: alguacil mayor,
Diego Ortega Morejón, por real provisión fechada en Madrid el 2 de abril de 1565;
relator, el bachiller Baltazar Valencia, por real provisión despachada en Madrid el 4 de
mayo de 1565; portero, Gregorio Torres, por real provisión dada en Madrid el 14 de
enero de 1565, aunque luego, por otra real provisión fechada en el Monasterio de
Guisando el 20 de abril del mismo año, se concedió dicha plaza a Juan Gutiérrez de
Dueñas.
Los oidores provistos en enero de 1565, principiaron inmediatamente a organizar su
paso a Indias. Así el licenciado Egas Venegas, obtuvo por real cédula despachada en
Madrid el 13 de febrero de 1565 que se le socorriera con 500 pesos de oro: Para se
aderezar y proveer de lo necesario para su viaje53, los que le serían entregados por los
oficiales reales de Sevilla y se les descontarían de su salario, luego obtuvo, por real
cédula fechada en Madrid el 6 de abril de 1565, que se le adelantaran 500 pesos más de
su salario con cargo a las reales cajas de Castilla del Oro en Tierra Firme. Este oidor
pasó a Indias en compañía de varios criados, para lo que había obtenido licencia por real
cédula de 17 de agosto de 1565. De su parte, el oidor Juan Torres de Vera y Aragón,
también obtuvo que se le auxiliase con 500 pesos a cuenta de su salario, por cédula del
13 de marzo de 1565, y otros 500 más por cédula de 6 de abril; dándosele además
licencia para llevar seis criados, tres esclavos negros, 500 ducados en joyas de oro y
plata y: Las armas ofensivas y defensivas que hubiere menester54. Su colega Gabriel
Serra, consiguió también un adelanto de 500 pesos por real cédula de 25 de febrero de
1565 y otros 500 más por cédula de 6 de abril del mismo año, además obtuvo licencia
para pasar a Indias junto a su mujer e hijos, seis criados y ocho mujeres para su servicio,
tres esclavos libres de derechos y quinientos pesos en onzas de oro y plata55.
El fiscal Navia y Estrada también obtuvo dos remesas de 500 pesos por cédulas de 6
y ocho de abril de 1565, además de licencias para llevar consigo a su mujer e hijos, seis
                                                
52 En ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, (n. 13), pp. 23-68.
53 ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, (n. 13 ), doc. 3, RC. Madrid, 13-II-1565, p. 71.
54 Idem, doc. 5, RC. Madrid, 13-III-1565, pp. 73-74.
55 Idem, pp. 72-77.
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criados y ocho mujeres, más tres esclavos y: Para que pueda llevar ciertas armas para
su servicio56.
Los tres oidores se embarcaron rumbo a su nuevo destino a finales de 1565. Apenas
llegados a Tierra Firme, por el mes de febrero del año siguiente, falleció el oidor
Gabriel Serra, por lo que continuaron el viaje solamente los dos restantes, más la familia
del ministro difunto. En mayo de 1566 arribaron a Lima, donde les esperaba el
presidente provisto Melchor Bravo de Sarabia, quien aun no había recibido los reales
despachos que contenían su nombramiento y, aunque se abrieron los pliegos que los
oidores traían de la península, no aparecieron por parte alguna, ni menos se le trataba
como tal en alguna cédula, por lo cual, avisaba desde Lima el oidor Venegas al monarca
que: Por ahora no va a servir su plaza, por no hallarse su provisión, ni que en otra o en
alguna cédula, Vuestra Majestad le llame presidente57.
En enero de 1567 partieron desde Lima únicamente los oidores Venegas y Torres de
Vera. En junio de 1567 llegaron a la Serena, donde: Fueron recibidos por el capitán
Álvaro de Mendoza, natural de Extremadura, por teniente de gobernador, con muchas
invenciones que mandó se hiciesen para alegrallos58, y por Juan Godínez, alcalde del
cabildo de Santiago, a quien en sesión del dos de mayo de 1567 de dicha corporación se
le había comisionado para ir a la Serena: A besar las manos a los señores presidente e
oydores que vienen e a darles el parabién de su venida59. En el mes de julio, los oidores
recalaron en Valparaíso, donde fueron recibidos por el cabildo de Santiago en cuerpo,
pues en sesión de la corporación del 26 de junio se había acordado, que:
Por cuanto Su Majestad había (enviado) a este reyno para asentar la
Audiencia Real en la cibdad de la Concepción, para lo cual han llegado a la
cibdad de la Serena los Señores Oydores, e se tiene aviso que vendrán al puerto
de Valparaíso desde dicha cibdad a tomar puerto para ir en seguimiento del dicho
viaje para ir a asentar la dicha Real Audiencia, para lo cual e para aviar a los
dichos Señores Oydores e proveer lo que más convenga al servicio de Su
Majestad en el sustento de este reyno, han acordado que vayan al dicho puerto la
Justicia e Regimiento desta dicha cibdad60.
En Valparaíso los oidores: Fueron visitados de todos los nobles que en la ciudad
había, dándole el parabién de su venida y festejándoles como mejor pudieron, porque
Santiago es un pueblo fértil, vicioso de todas cosas, muy bastantemente proveído para
la vivienda de toda suerte de hombres. Se holgaron allí, rogándoles y pidiéndoselo por
merced en nombre de toda la república fuesen (a) aquella ciudad, no lo quisieron
hacer, diciendo no traían orden para pasar en pueblo alguno, si no era en la
Concepción, donde el Rey les mandaba asentar su Audiencia61.
                                                
56 Idem, doc. 9, pp. 78-80.
57 CDIHCH. (2da. serie), I, doc. 33, Egas Venegas al rey, Los Reyes, 22-IX-1566, p. 79.
58 GÓNGORA MARMOLEJO, Alonso, Historia de Chile desde su descubrimiento hasta el año de
1575, en Colección de Historiadores, II, Santiago, 1862, p. 155.
59 Actas del Cabildo de Santiago, II, en Colección de Historiadores, XVIII, Santiago, 1898.
60 Idem, pp. 161-162.
61 GÓNGORA MARMOLEJO, Alonso, (n. 24), II, p. 155.
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Se embarcaron, luego, hacia su destino y después de una dificultosa navegación
desembarcaron en Talcahuano, lugar al que una tempestad les había obligado a tocar
tierra, para finalmente entrar a Concepción el primer día de agosto de 1567.
El martes cinco de agosto de 1567: Los señores licenciado Egas Venegas e
licenciado Joan Torres de Vera, oydores de la dicha Real Audiencia, rescibieron ansi
las varas de la real justicia e hicieron el juramento e solenidad que debían en virtud de
los títulos que de los dichos oficios tienen y comenzaron a usarlos y ejercerlos62, y el
domingo diez de agosto: Se rescibió el Sello Real de dicha Real Audiencia, con la
solenidad que se requería, y delante de él los dichos señores oydores tornaron hacer e
hicieron el juramento e solenidad que se requería y debían hacer63.
La recepción del real sello en Indias revestía especial gala y fausto, supuesto que él
representaba a la persona del monarca y, por ello, se había despachado una real cédula
fechada el 17 de julio de 1565, dirigida a la recién creada audiencia de Concepción para
instruirla en el ceremonial de recepción que habría de guardarse en la entrada y
recibimiento del sello real. En su parte más significativa, dicha disposición prescribía:
Porque como sabéis cuando el nuestro sello entra en cualquiera de las nuestras
audiencias reales de estos reinos entra con la autoridad que si nuestra real
persona entrare, y ansí es justo y conviene que se haga en la dicha ciudad de la
Concepción, por ende, Yo vos mando que tengáis cuidado llegando que sea el
dicho sello a la dicha provincia de Chile antes que entre en la dicha ciudad de la
Concepción de salir vosotros y la justicia y regimiento de la dicha ciudad un
buen trecho fuera de ella a recibir el dicho sello, y desde donde estuviere hasta la
dicha ciudad vaya encima de una mula o de un caballo bien aderezado, y vos el
presidente y oydor más antiguo lo llevad en mano con toda la veneración que se
requiere, según y como se acostumbra hacer en las audiencias reales de estos
reinos, y ansí por esta orden iréis hasta exponer en la Casa de la Audiencia Real
donde dicho sello esté y en ella tenga cargo de él la dicha persona que hubiere de
servir el dicho oficio de chanciller...64.
En cumplimiento de esta real disposición el ceremonial realizado en Concepción para
la entrada en la ciudad del sello fue cuidadosamente preparado: Para lo cual hicieron un
cadalso en la plaza principal a donde llevaron el Sello Real en un caballo ricamente
aderezado, y debajo de palio como es costumbre y allí lo recibieron los oidores con el
aparato y gravedad que para tal caso se requería65.
La audiencia se había instalado así con la sola presencia de dos de sus oidores, pues
el presidente se encontraba en Lima en espera de su real título, el tercer oidor había
muerto en Tierra Firme, y el fiscal se hallaba enfermo en el Perú. Para suplir la ausencia
de este último, proveyeron los oidores al licenciado Diego de Rivas como fiscal ad
interim, con un salario anual de tres mil pesos. Como no habían llegado los titulares de
                                                
62 CDIHCH. (2da. serie), I, Testimonio de cómo y cuándo se abrió la audiencia de Chile, Concepción,
19-XI-1567, p. 102.
63 Ibidem.
64 ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, (n. 13), doc. 18, p. 87.
65 MARIÑO DE LOBERA, Pedro, Crónica del Reyno de Chile, en Colección de Historiadores, V,
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algunos oficios subalternos, nombraron al bachiller Baltazar Sánchez como capellán de
la cárcel con mil pesos de salario; a Juan Rodríguez como portero, con cuatrocientos
cincuenta pesos de salario; y a un indio como intérprete con doscientos cincuenta pesos.
Nombraron también a Antonio Quevedo como escribano de cámara del tribunal.
Finalmente, el 22 de agosto de 1567 comenzó a despachar el tribunal: Los dichos
señores se comenzaron a sentar y se sentaron en los estrados de esta Real Audiencia
para en ellos oír y determinar los pleytos y causas que en ella ocurriesen y el dicho día
por nos el secretario fueron leídas y publicadas las Ordenanzas de la dicha Real
Audiencia66.
Los oidores Egas Venegas y Juan Torres de Vera y Aragón desde la instalación de la
audiencia el 10 de agosto de 1567 hasta el 16 de agosto del año siguiente, fecha del
juramento del presidente Melchor Bravo de Sarabia como gobernador y capitán general
del reino, ejercieron por sí el gobierno judicial, político y militar del distrito de la
audiencia que le había sido confiado al tribunal. En el desempeño de tal comisión
adoptaron diversas decisiones tocantes al gobierno político y a la guerra, tales como
proveer generales para la guerra de Arauco en las personas de Martín Ruiz de Gamboa,
Lorenzo Bernal y Miguel de Velasco; designar corregidores en todos los partidos de la
gobernación, fijándoles un salario de mil pesos, salvo al de Valdivia, al que le asignaron
mil doscientos; nombrar escribano público y de cabildo en Santiago a Nicolás Garnica;
ordenar a los oficiales reales residentes en Santiago que pasaren a Concepción; proveer
los oficios subalternos del tribunal; tratar de quitar el servicio personal de los indios, etc.
Melchor Bravo de Sarabia asumió como gobernador y capitán general del reino el 16
de agosto de 1568 y desde aquel día cesó la audiencia en el ejercicio del gobierno
político y militar de su distrito, pues en el título de gobernador despachado en favor de
Bravo de Sarabia el 27 de septiembre de 1567 se señalaba expresamente que se había
acordado que él solo tuviera la gobernación de la tierra, al prescribir:
Por la satisfacción que tenemos de vuestra persona y porque atendemos que
así cumple a nuestro servicio y buena gobernación de aquella tierra, habemos
acordado que vos solo tengáis la gobernación de ella y seáis nuestro capitán
general, y proveáis los repartimientos de indios que se hubiesen de encomendar y
los otros que se hubiesen de proveer así como lo ha hecho hasta aquí la dicha
audiencia, por ende por la presente vos damos poder y facultad para que vos solo
tengáis la gobernación de las dichas provincias de Chile y de todo el distrito de la
dicha audiencia y seáis nuestro capitán general de las dichas provincias67.
El nombramiento de Bravo de Sarabia limitaba la actuación de la audiencia a la
competencia que le era propia, vale decir, a la administración de justicia en nombre del
monarca a los estantes y habitantes de su distrito, sin embargo, a pesar de la claridad del
título del gobernador, los oidores desde el 10 de noviembre de 1573 y hasta la supresión
del tribunal, pretendieron el gobierno del reino en desmedro de Bravo de Sarabia
apoyando sus aspiraciones en la confusa redacción de una real cédula de 30 de abril de
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19-XI-1567, p. 102.
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1571, que en una de sus frases decía, para dirigirse a los oidores: Porque vosotros estéis
más desocupados para la administración de nuestra justicia y gobierno68. Con este
argumento, de encomendarles el rey el gobierno de su distrito, se opusieron al
presidente gobernador, anularon los repartimientos de indios que había hecho y dieron
pie a tantos alborotos que ellos fueron unos de los motivos que se tuvieron presentes al
tiempo de suprimir el tribunal.
El funcionamiento del tribunal se caracterizó por las casi diarias desavenencias entre
sus ministros, lo que divertía el fin para el cual se había instalado y dificultaba el recto
ejercicio de su competencia.
El oidor Juan Torres de Vera y Aragón en el mes de junio de 1569 amenazó al fiscal
interino bachiller García de Paredes, solamente por el hecho de haber pedido la
presentación de unas fianzas, con: Hacerle cortar la lengua y dar doscientos azotes69 y,
tanto temor infundió este atropello en el ánimo del fiscal que buscó refugio en el
monasterio de San Francisco, donde permaneció hasta que tuvo entera seguridad de que
el airado oidor había calmado su cólera.
Por su parte, el fiscal propietario Álvaro García de Navia y Estrada experimentó
también la enemistad de todos los miembros del tribunal, y así se quejaba al monarca en
mayo de 1569 que los oidores Egas Venegas y Juan Torres de Vera y Aragón le trataban
en los reales estrados: Peor que al más bajo procurador de la audiencia, haciéndole
muchas amenazas que le enviarán a un cepo a la cárcel y otros deshonestos
tratamientos de palabra en mucho deshonor de la honra y autoridad de vuestro fiscal y
rasgándole las peticiones que da70. Algunos meses después los ministros cumplieron su
amenaza y el atribulado fiscal volvió a acudir al monarca con su queja, ahora también
dirigida contra el oidor Martínez de Peralta: Vuestros oidores me prendieron y entraron
en prisiones, fueron el licenciado Egas y doctor Peralta y esto pasó en dos de diciembre
de este año de sesenta y nueve71.
El estéril gobierno de la Real Audiencia de Concepción en orden a poner término a la
guerra contra los naturales, sumado a las querellas internas de sus ministros, a los
alborotos y desencuentros entre estos y el gobernador por determinar a quién pertenecía
el gobierno del reino, y a las quejas de los vecinos y de los mismos magistrados en
cuanto a la inutilidad del tribunal en un país que aun estaba por pacificar, contribuyeron
a formar el ánimo en la corte para decretar la supresión del tribunal, la que fue acordada
por real cédula despachada en San Lorenzo el Real el 20 de agosto de 1573.
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Estudios. II Fuentes. Literatura Jurídica. Derecho Público, Pamplona, 1991, pp. 549-589.
69 CDIHCH. (2da. serie), I, doc. 58, Memorial de García Paredes al rey, Concepción, 15-VI-1569, pp.
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19
En efecto, desde el año 1569 se habían levantado innumerables voces que clamaban
por la supresión del tribunal, porque lo consideraban inútil en una tierra de guerra aun
sin pacificar. En este sentido el fiscal Navia y Estrada escribía al monarca en mayo de
1569 que: Tengo escrito a los del Vuestro Consejo, cuán poca necesidad hay en el reino
de Audiencia en este tiempo que el reino está por conquistar72.
Lorenzo Bernal del Mercado era aun más categórico al aconsejar en carta fechada
tres días después que debía proveerse un nuevo gobernador y mandar: Quitar la Real
Audiencia de este reino porque en tierra de guerra no hace fruto73. Insistía en esta idea
fray Lope de la Fuente, cuando señalaba en agosto de ese mismo año que: La real
Audiencia por agora hasta que este reino esté pacífico no conviene, ni es necesaria en
este reino porque en él más se han de tratar negocios de guerra que de estrados74. En
1571 el licenciado Navia insistía en que: En este reino, atento a la poca gente y
negocios y cuentas nunca hubo necesidad de Audiencia y impertinentemente está aquí75.
Finalmente, por la citada real cédula fechada en San Lorenzo el Real el 26 de agosto
de 1573 Felipe II mandó quitar el tribunal y destinar a sus ministros a otros tribunales de
las Indias. En los fundamentos de esta real resolución parecía reconocerse la opinión de
los vecinos en torno a la inutilidad de una real audiencia en un reino que se hallaba aun
por conquistar y pacificar.
La misma real cédula comunicaba que se había nombrado gobernador y capitán
general del reino al capitán Rodrigo de Quiroga, y como su teniente de gobernador al
licenciado Calderón:
Presidente y oidores de la nuestra audiencia que reside en la ciudad de la
Concepción de las provincias de Chile: sabed que entendida la continua guerra y
alteración en que esas provincias están y para su sosiego y quietud y por el mal
aparejo que hay para esa audiencia se pueda sustentar y entretener convenía la
mandásemos quitar y proveer que sola una persona tuviere el gobierno de esa
tierra, visto y platicado por los del nuestro Consejo de las Indias y consultado
con Nos acatando las causas, de que lo tuvimos por bien, y de proveer por
nuestro gobernador y capitán general de esas provincias al capitán Rodrigo de
Quiroga y por su teniente al licenciado Calderón, como allá lo entenderéis; y
porque conforme a los títulos y despachos que les mandamos dar, luego que
lleguen de esa tierra han de comenzar a usar de ellos y gobernarla y mantenerla
en justicia como hasta aquí lo ha hecho esa Audiencia, luego que hayan tomado
la posesión de sus oficios dejaréis vosotros y el nuestro fiscal y los demás
oficiales y ministros de esa audiencia los vuestros, y no usaréis más de ellos en
manera alguna, so las penas en que caen e incurren las personas que no cumplen
el orden y mandado de su rey señor y usan oficios reales para que no tienen
poder y facultad; que por otra nuestra cédula habemos mandado que a cada uno
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de vos se os pague lo que se os debiere de vuestros salarios hasta el día que esa
audiencia se quitare76.
La real cédula de extinción del tribunal solamente vino a cumplirse el día 25 de junio
de 1575, fecha en que el licenciado Calderón ordenó suspender la actuación de la
audiencia e inició la residencia del presidente y oidores, aunque ya en el mes de mayo
había notificado en la ciudad de Santiago al oidor Juan Torres de Vera y Aragón que:
No trujere vara ni ejerciese el oficio de oidor77.
Una vez extinguido el tribunal, el licenciado Calderón y el gobernador no supieron
qué destino dar al real sello de la audiencia y tras consultar al monarca, por una real
cédula despachada en San Lorenzo el Real el 5 de agosto de 1577 se les respondió:
Decís que el Sello con que libraba nuestra Real Audiencia las provisiones que
en ella se despachaban, no se ha consumido hasta saber lo que mandásemos se
hiciese, y porque por ahora no se ha de usar de él, luego que recibáis esta nuestra
cédula haréis que se hunda y de su valor se haga cargo a los nuestros oficiales de
esa provincia78.
2. El Reino de Chile sin Audiencia Real (1575-1609)
Tras la supresión de la Real Audiencia de Concepción, por real provisión fechada en
San Lorenzo el Real el 24 de junio de 1573, se despachó en favor del licenciado
Gonzalo Calderón título de lugarteniente del dicho gobernador y capitán general que
fuere de las dichas provincias de Chile79, y por otra librada en el Bosque de Segovia el
13 de julio del mismo año se encomendó a dicho lugarteniente que conociera de las
causas en las que antes había entendido la audiencia:
Porque no habiendo de haber la dicha Audiencia, conviene a nuestro servicio
y a la buena administración de nuestra justicia y quietud y sosiego de la dicha
provincia, vecinos y moradores de ella proveer y ordenar como en los pleitos que
en la dicha provincia se hubieren movido en la dicha audiencia estuvieren
pendientes y en los que adelante se movieren se haga justicia a las partes, y se
sepa y entienda quien ha de conocer de ellos, por la presente, por la confianza
que tenemos del dicho licenciado Calderón, y porque entendemos que con toda
rectitud, fidelidad y diligencia hará justicia en los dichos pleitos, declaramos y
mandamos que de todos ellos conozca y los sentencie y determine y ejecute...80.
El lugarteniente fue recibido al uso y ejercicio de su oficio el 8 de junio de 1575 por
el cabildo de la ciudad de Santiago, y se mantuvo en servicio hasta 1579, año en que fue
substituido por el doctor Luis Lope de Azoca, quien ejerció hasta 1590, año en que fue
                                                
76 AGI. Chile, 124, Expediente sobre suprimir las Audiencias de Chile y Panamá . También en
ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, (n. 13), doc. 128, p. 183.
77 CDIHCH. (2da. serie), II, doc. 111, Licenciado Torres de Vera al rey, Potosí, 20-X-1576, pp. 287-
294.
78 LIZANA, Elías, Colección de documentos históricos del Archivo del Arzobispado de Santiago , 2,
Santiago, 1920, p. 177.
79 ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, (n. 13), doc. 164, pp. 224-225.
80 ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, (n. 13), doc. 165, pp. 225-227.
21
reemplazado por el licenciado Vizcarra, a quien continuó en 1604 el licenciado
Hernando Talaverano Gallegos, que permaneció en funciones hasta la instalación de la
audiencia en Santiago 81.
La actuación de los diferentes lugartenientes que se sucedieron en el reino no fue de
las más acertadas y lucidas, malquistándose frecuentemente con los gobernadores y
granjeándose una antipatía generalizada por los abusos que se les imputaban. Todo ello
fue uno de los motivos por los cuales, prácticamente desde que se suprimió la Real
Audiencia de Concepción los vecinos y corporaciones comenzaron a solicitar al rey que
fuera restablecido el tribunal real.
Del licenciado Calderón decía en 1576 el antiguo oidor don Juan Torres de Vera y
Aragón, que: Entendida su poca capacidad y partes se recibió pena, no tanto por
faltarle la calidad que se requería para semejante ministro, como por entender sus
pocas letras y menos experiencia, porque lo primero, con ser Vuestra Majestad servido
dello, lo llevamos suavemente que, estoy cierto que si Vuestra Majestad estuviera
informado no le cometiera cosa de tanto aumento, no habiéndose probado y héchose de
alguna experiencia, porque hizo en estas partes más embustes que Carcapele82. De su
lado, en 1577, el obispo de Santiago fray Diego de Medellín describía al lugarteniente
como: Hombre fiero y sin razón, porque cierra como toro a cuanto quiere, gran merced
haría V.M. a este reino en darle otro teniente más cuerdo y más asentado, que este no
tiene término en sus cosas, en un día cometió cuatro sacrilegios, y proceder contra él
jurídicamente y por razón es tomarse con un toro o fiera brava83.
A su sucesor, el doctor Lope de Azoca, se le pintaba como: Hombre falto de juicio y
poca prudencia y acierto para el oficio que usa84, pues se decía que era: Persona de tan
poca experiencia en negocios de tal condición que a todo el reino tiene maravillado
haber Vuestra Majestad proveído por teniente y cargo a semejante hombre, porque
demás de no ser hombre de negocios, estando en audiencias se quiere comer a los
negociantes, y a los unos da de puñadas y a los otros rompe las peticiones85.
Al licenciado Vizcarra se le reprochaba el haberse hecho recibir de gobernador del
reino sin tener título, ni merced para ello, a la muerte del propietario don Martín García
Oñez de Loyola, como noticiaba fray Antonio de Victoria quien escribía, que: El
licenciado Pedro de Vizcarra, teniente de gobernador, se hizo recibir por gobernador y
capitán general sin tener poder ni facultad para ello, el cual por ser viejo y poco
soldado y no amigo del gobernador muerto, por haberle reprendido su mal proceder en
su oficio, sólo se ha ocupado en hacer informaciones contra el muerto gobernador86.
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Al parecer, solamente el licenciado Talaverano Gallegos escapaba a la mala opinión
de sus contemporáneos. En efecto, el padre Rosales que le conoció ya en edad madura,
le describía como: pequeño de cuerpo, grande de ánimo, de sesenta años, cortés, afable
y humano, tan liberal que pocos le llegaron a pedir mercedes que no se las hiciera, y
tan bien afortunado en su gobierno que no tuvo desgracia ninguna ni pérdida, antes
muchas ganancias87.
La conducta de los referidos tenientes parece haber influido grandemente en el ánimo
de los vecinos para pedir con insistencia que se volviera a poner audiencia en el reino.
3. Los vecinos solicitan el restablecimiento de la Real Audiencia
Sólo había transcurrido un año desde que se había quitado la audiencia de
Concepción, cuando comenzaron a elevarse voces en el reino dirigidas a mover la
voluntad del monarca en orden a restablecer el tribunal en Chile, aunque ahora con
asiento en la ciudad de Santiago.
En efecto, el propio juez de residencia y lugarteniente de gobernador licenciado
Calderón escribía al rey el 17 de octubre de 1576 que no era gran dificultad instalar
audiencia, e incluso proponía el modo de cubrir los salarios de sus ministros, pues a su
juicio:
Se podría facilísimamente tener Audiencia y Gobernador en este Reyno, y que
hubiese de qué pagarse sus salarios en esta manera. Estando la tierra con toda la
pobreza y aprieto que tienen, valen los quintos en cada un año de cuarenta a
cincuenta mil pesos y, mandándose que de la mitad de estos quintos se pagasen
salarios, y de la otra mitad se pagasen gastos de guerra habría para todo, y podría
tener un presidente cuatro mil pesos de salario, y dos oidores cada tres, y un
fiscal dos, y tres mil trescientos tres oficiales de la Real Hacienda, y el
Gobernador lo que V.M. fuere servido...Esto es cosa tan conveniente, cuanto se
puede encarecer mandando que la Audiencia resida en esta ciudad de Santiago,
que sola ella la ha menester, y el gobernador en la de la Concepción, porque
desta manera cada uno haga su oficio y estando trocados ninguno hará el suyo y
con sólo nueve mil pesos más habrá para tenerlo todo, que hoy se gastan sin
entender en qué y de aquí adelante se tiene gran esperanza que no solamente
habrá para esto, más habrá mucho con ayuda de Dios que enviar a V.M. si
sucede la pacificación de la tierra, como se entiende sucederá88.
Además, únicamente cuando el reino había quedado sin audiencia real, los mismos
vecinos que habían clamado por su supresión tomaron conciencia de lo necesaria que
era en una provincia aun por pacificar y donde las ocupaciones de la guerra contra los
naturales no daban tiempo al gobernador y a su lugarteniente para despachar los
negocios de justicia con la diligencia y preocupación debidas a tan preciosa materia.
Este desamparo se acrecentaba por una serie de desaciertos cometidos por los
gobernadores, quienes en muchas ocasiones agraviaban a los vecinos dejándoles sin
posibilidad de buscar remedio a sus quejas por la lejanía y carestía de acudir a Lima, a
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lo que se sumaba la poca experiencia de aquellos que eran nombrados para servir el
oficio de lugarteniente de gobernador y justicia mayor, por lo cual desde temprano los
vecinos empezaron a solicitar el restablecimiento del tribunal real.
El 4 de septiembre de 1581 el vecino de la villa de la Imperial don Juan de Ocampo
escribía al monarca que:
Pídese por todos a una voz Audiencia, a causa de la mucha experiencia que
han tomado de la falta que les hace, después que se alzó y quitó del Reyno,
aunque no sé si el estado eclesiástico es conforme a esta voluntad, dado que a
todos es de harta quietud y acierto89.
Dos años después, el 25 de agosto de 1583, el escribano de cámara de la gobernación
del reino don Cristóbal Luis, insistía al monarca en la necesidad que había de poner
audiencia en la ciudad de Santiago:
Conviene mucho que V.M. provea Audiencia que asista en esta ciudad de
Santiago, que es el pueblo más barato de mantenimientos de este reino y cabeza
de gobernación, a donde con dos mil pesos de salario se sustentarán muy bien90.
Al año siguiente, el 2 de noviembre de 1584, era el propio lugarteniente de
gobernador y justicia mayor don Lope de Azoca, quien reiteraba la necesidad que había
del regio tribunal, debido al desacierto y abusos de los gobernadores:
Porque estos gobernadores no conocen que tienen a Dios ni Rey a quien dar
cuenta, según su modo de proceder, como todo consta del testimonio que envío a
vuestro Real Consejo, y la causa porque Vuestra Majestad quitó deste Reyno
vuestra Real Audiencia fue por haber sido informado que no había de qué pagar
tanto salario y agora, sin haber la dicha Audiencia, paga Vuestra Majestad otro
tanto, como si la tuviera, según las situaciones y salarios que el dicho gobernador
ha señalado...Delante de Dios certifico que no está segura la conciencia de
Vuestra Majestad, ni este Reyno será mantenido en paz ni en justicia en el
entretanto que no hubiere en él vuestra Real Audiencia, porque si hay guerra es
por desorden que han tenido los gobernadores e capitanes que con color della
hacen cosas jamás oídas, ni hay hombre que posea ni sepa tener cosa propia 91.
El mismo doctor Azoca, el 26 de febrero de 1586, repetía al monarca que tenía por
cosa muy conveniente poner audiencia:
En lo tocante a los casos de justicia yo procuro con todas mis fuerzas hacer lo
que debo y soy obligado y con hacer lo posible para mejor cumplir lo que
Vuestra Majestad desea, ternía por cosa muy necesaria y acertada poner
Audiencia en este Reyno y para las cosas de la guerra no haría daño alguno, pues
cesando agravios Dios se acordaría desta provincia, y haciéndose lo contrario, de
poco fruto son presidios ni socorro, y una cosa certifico a Vuestra Majestad
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como persona con quien se ha tratado, que si los cabildos han dejado de pedir
Audiencia ha sido pareciéndoles que los que gobiernan lo tomarán mal92.
Por esta misma época los eclesiásticos de Santiago, en un memorial dirigido al rey,
daban parecer sobre la necesidad de:
Que haya en este Reyno Audiencia en la ciudad donde pareciere convenir y
los jueces y ministros della se elijan, no tanto grandes letrados como de grande
virtud y celo de la justicia. Que S.M. mande que los salarios de presidente y
oidores y de los demás oficiales del Audiencia y aun de los demás ministros que
S.M. tiene en este Reino se paguen en las cajas del Pirú...93.
Poco tiempo después el cabildo eclesiástico de la ciudad de Santiago insistía ante el
monarca en la necesidad que se experimentaba de Audiencia para acabar con los
vejámenes y opresiones:
Que lo que sucede de agravios particulares no tratamos porque sería largo
discurso, sólo decimos que ninguno de los que los padecen osan sentirlos, cuanto
más quejarse dellos, por evitar otros mayores y para que en todo tuviese remedio
cierto y cesasen opresiones y se administrase justicia y que por ello este Reyno
se sustentase, nos ha parecido a nos y es común opinión de los que pueden tener
parecer que Vuestra Majestad enviase con brevedad Audiencia, y en el ínterin
orden sobre lo que por él no le conviene remediarse, pues todos estamos en vida,
honra y hacienda debajo del amparo de Vuestra Majestad...94.
Algunos años más tarde, don Domingo de Erazo escribía un Memorial sobre el
estado del Reyno de Chile, en el que expresaba el mismo anhelo de la fundación de una
audiencia, pues a su juicio:
Es precisamente necesario y conviene al servicio de Dios y de V.A. y buena
administración de la justicia y amparo y beneficio de aquellas provincias poner
Audiencia en Chile, en la parte más cómoda para las dichas tres provincias, con
un presidente que tenga título de virrey...95.
Las mismas ideas vertía en octubre de 1599 el franciscano fray Domingo de Villegas
en carta enviada al monarca:
Tiene esta tierra necesidad de una Audiencia Real para su buen gobierno y
para ser mantenida en justicia y razón, porque la pobreza que ahora tiene no da
lugar a venir a la procurar a la de los Reyes y así muchos carecen della por tener
respecto, y son muy agraviados de los gobernadores y sus oficiales de guerra, así
en quitalles sus haciendas por fuerza como en estorbarles el acudir a ellos y en
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otras muchas cosas que se remediarían habiéndola...merecen cualquier merced
que V.A. les hiciese, porque son de los más leales vasallos que tiene V.A. y los
más pobres, pues éstos digo que algunas o muchas veces carecen de alcanzar
justicia por no tener con qué seguilla, como arriba refiero, porque está quinientas
leguas ésta de los Reyes de aquel Reyno y casi en esta distancia o poco más tiene
tres audiencias este Reyno del Perú y aunque de presente no tiene el Reyno de
qué pagar los salarios, será Dios servido que adelante lo haya, que él entretanto
se podrá pagar en este Perú. Sírvase V.A. que por un bien común y en que se
servirá mucho Nuestro Señor se gaste esto, que el tiempo que tuvo Chile
Audiencia tuvo justicia y más descanso que después acá...96.
En 1602 don Gonzalo de Becerra advertía al virrey del Perú don Luis de Velasco,
que: Mientras S.M. no pusiere Audiencia Real en esta tierra no faltarán los agravios, ni
dexarán de estar oprimidos sus vasallos97, y en septiembre de 1603 el licenciado don
Pedro Vizcarra escribía al rey para que: Se sirva mandar volver el Audiencia y
Chancillería Real que se removió...y se descargará la conciencia de Vuestra Majestad,
y en ambos fueros se administrará justicia98.
4. El virrey Luis de Velasco y la creación de la Real Audiencia de Santiago de
Chile
Los clamores del reino y las continuas peticiones que llegaban a oídos del virrey don
Luis de Velasco, le movieron a consultar con los letrados de la audiencia limeña sobre
la necesidad de restablecer un tribunal real en Chile, y tras convencerse de la necesidad
que había de ella, escribió al monarca el 1 de diciembre de 1603 sobre tal materia:
Parece que no sólo es conveniente, sino forzoso y necesario que V.M. mande
poner allí una Audiencia Real, por muchas causas que lo piden para en buen
gobierno de la paz y para facilitar la pacificación y conducción de la guerra,
porque en lo uno y en lo otro hay tanto que hacer que no basta una sola cabeza,
por buena que sea, para tanta carga, y con una Audiencia habrá justicia y cada
uno poseerá lo que fuere suyo, y gozará del premio o pena que mereciere su buen
o mal servicio, con igualdad y sin escepción de personas; cesarán los agravios y
quejas, demasías y exorbitancias de los prelados y gente eclesiástica, que dan
mucho que hacer; castigarse han vicios y pecados que son tantos estando la tierra
tan afligida que se entiende que por ellos y por la falta que hay de justicia la
castiga Dios con tan riguroso azote como padece y ha padecido. Estos y otros
muchos buenos efectos hará la Audiencia en la república y en el gobierno, que de
presente se echan de menos99.
Esta carta fue recibida en el Consejo y, enterado éste de tales advertencias y
proposiciones del virrey, en consulta fechada en Valladolid el 20 de septiembre de
1604, trasladaba al soberano dichas consideraciones:
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El Virrey don Luis de Velasco, en carta de primero de diciembre del año
pasado de 603, en que trata de las cosas del Reyno de Chile, dice que ha
considerado diversas veces el estado que al presente tienen y lo que el tiempo ha
mostrado y lo que amenaza en lo porvenir, y que no fiando negocio tan
importante de su solo parecer lo ha comunicado con personas graves y celosas
del servicio de V.M. y muy inteligentes y les parece que no sólo es conveniente,
sino necesario y forzoso que se ponga Audiencia en aquel Reino de Chile, por las
muchas causas y razones que para ello representa, y entenderá V.M. más
particularmente por su carta que va con esta100.
Pero el Consejo además consultaba el establecimiento de una Audiencia Real en
Santiago del Reino de Chile:
Y habiéndose visto en el Consejo y considerado muy atentamente, como
quiera que ha muchos años que se puso allí Audiencia y se quitó algunos después
por causas que devieron mover a ello. Ha parecido que por las razones que don
Luis de Velasco representa y para el mejor asiento, pacificación, población y
conservación de aquel Reyno y buena administración de justicia y otras cosas a
que el Gobernador no puede asistir por andar ocupado en las de guerra, conviene
que se funde y ponga una Audiencia Real en las dichas Provincias de Chile, y
que el Gobernador y Capitán General sea Presidente della, con que se escusarían
los encuentros y diferencias que suelen ofrecerse cuando sirven estos oficios
personas distintas, y que aya cuatro oydores y un fiscal como en las demás
audiencias; y ya el Gobernador tiene su salario señalado y su teniente el que ha
de tener un oydor, y así sea moderada la quantidad que se acrecentará de gastos
antes, se espera que se escusará nuevo, con los buenos subcesos que se pueden
esperar de ponerse la Audiencia, la qual ha de estar en la ciudad de Santiago,
donde se puso la vez pasada, y aquella Provincia está de paz, acudiendo el
Presidente a la guerra y pacificación del Reyno, habrá quien administre justicia,
y le provea de lo que hubiere menester101.
El monarca se limitó estampar que: Olgará que el Consejo me avise las causas
porque se quitó la Audiencia quando se puso otra vez, para poder resolver mejor lo que
más convenga102.
El Consejo, en consulta fechada en Valladolid el 11 de febrero de 1605, respondió
que revisados los papeles que obraban en su poder no se había hallado la consulta ni
nada tocante a la supresión de la audiencia anterior, y sólo se limitaba a indicar que los
motivos podían leerse en la cédula que se expidió sobre la materia y en un capítulo de
carta del virrey:
A la consulta inclusa donde se trata de lo que conviene volver a poner
Audiencia en las provincias de Chile, fue Va. Mtd. servido de responder que
holgaría de que el Consejo avisase a Va. Mtd. la causa por qué se quitó la
Audiencia, cuando se puso la otra vez, para poder resolver mejor lo que más
convenga, y habiéndose buscado los papeles que hubo cerca desto, y la Consulta
que se hizo sobre el quitar la dicha Audiencia, no se ha hallado, porque entonces
se hacían de palabra las Consultas, mas en la Cédula que se envió sobre esto y
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por los capítulos de carta del Virrey del Perú, de que va aquí copia que Va. Mtd.,
siendo servido, mandará ver, se refieren las razones que hubo para quitar la dicha
Audiencia103.
En la misma consulta el Consejo insistía en la necesidad de restablecer la audiencia,
según lo había vuelto a comunicar el virrey don Luis de Velasco104, y traía en su auxilio
el ejemplar de lo sucedido con la extinta primera Real Audiencia de Filipinas, de cuya
nueva fundación se experimentaban grandes ventajas:
Por lo que después ha mostrado el tiempo y la experiencia, y lo que el Virrey
don Luis de Velasco ha escrito, y por lo que Alonso de Rivera, Gobernador y
Capitán General de dichas Provincias de Chile, y su Teniente General escriben
en cartas que se han recibido después que se hizo a Va. Mtd. la Consulta inclusa,
en que con gran encarecimiento representan y dicen lo mismo que don Luis de
Velasco acerca de lo que importa volver a poner la dicha Audiencia en aquellas
Provincias, ha parecido al Consejo que conviene que se haga para el mejor
asiento y población de la tierra. Pues habiendo sucedido lo mismo en las Islas
Filipinas, después de haberse quitado la primera Audiencia que allí se asentó, se
experimentaron grandes daños e inconvenientes y se conoció lo que importaba
volver a asentarla en aquellas Islas, como se hizo y lo está ahora105.
Esta vez el rey, sin tomar decisión todavía sobre el asunto, respondió que: Porque se
tardaría en aguardar respuesta del Conde de Monterrey, es a bien pedir parecer al
Marqués de Cañete, dándole noticia de todo lo que viene aquí, callándole el parecer del
Consejo106.
Como don Luis de Velasco había sido substituido en el gobierno del virreinato por el
conde de Monterrey, se optaba por pedir el parecer a don García Hurtado de Mendoza,
marqués de Cañete, que había sido gobernador de Chile, y virrey del Perú, a quien se
tenía por hombre muy enterado en las cosas y negocios del reino de Chile.
Don García, por carta fechada en Madrid el 29 de marzo de 1605, daba su opinión al
Consejo, y aunque estimaba que era temprano el restablecimiento, convenía en que se
pusiera audiencia en Chile:
Lo primero, esta Audiencia residía en la ciudad de Santiago que es de las
mayores y de más substancia del Reyno, y resultava desto que de las de guerra
acudían a ella y quedaba todo lo demás desamparado, y son las que más
necesidad tienen de defensa, por estar en ellas los indios de guerra. Visto esto se
mudó en la de la Concepción, que es de las de arriba, y se conoció ser mayor el
daño, porque los ministros y oficiales della consumían los bastimentos de la
tierra y hacían notable falta para los soldados...Combiene se ponga Audiencia en
Chile107.
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Recibido este parecer, el Consejo en consulta datada en Valladolid el 22 de abril de
1605, insistía en la necesidad que había de poner audiencia en Chile, para que se
acabara la pacificación y para que se poblara, debiendo ser su presidente el gobernador:
En cumplimiento de lo que Va. Mtd. fue servido de responder y mandar en la
consulta inclusa de 11 de febrero pasado, donde se trata de volver a poner
Audiencia en Chile, se pidió parecer sobre ello al Marqués de Cañete, y ha
enviado el que va aquí, y aunque representa algunas causas por las cuales juzga
que se podría escusar el poner la dicha Audiencia en Chile hasta que la tierra esté
reducida y poblada, también dice que después que él salió della que ha tantos
años, se podrían haber mudado las cosas, de manera que convenga la Audiencia,
y haviéndose visto en el Consejo, y considerado que las cosas de Chile están en
diferente estado del que el Marqués las dexó, y que el virrey don Luis de Velasco
y el Gobernador de las mesmas Provincias de Chile, teniéndolas presentes y
haviéndolo mirado y considerado, dicen lo mucho que conviene que se funde y
vuelva a poner la Audiencia, para que se pueda acabar la pacificación de aquel
Reyno y para que se pueble, y que el Gobernador ha de ser el Presidente della, ha
parecido que conviene se ponga Audiencia en aquellas Provincias, como se ha
consultado a Va. Mtd., pues estando a cargo dellas las cosas de justicia, el
Presidente a cuyo cargo han de estar las del gobierno y guerra, podrá campear y
atender mucho mejor a la pacificación y población del Reyno108.
Esta vez el monarca accedió a las reiteradas instancias del Consejo y respondió
lacónicamente a la consulta: Hágase lo que parece al Consejo109.
El Consejo tardó unos meses en proseguir el curso necesario para lograr que se
llevara la práctica el establecimiento de la audiencia en Santiago de Chile, que se había
decretado sobre consulta del 22 de abril de 1605.
En efecto, solamente en consulta de la Cámara fechada en Valladolid el 14 de
diciembre de 1605 se proponía el modo y orden que habría de tenerse en plantar y
fundar la audiencia, y asimismo se consultaban los sujetos que se estimaban a propósito
para ocupar sus plazas:
Haviendo sido V.M. servido de tener por bien y mandar se funde Audiencia y
Chancillería Real en las provincias de Chile, y que se asentase en la ciudad de
Santiago, donde estuvo la vez pasada, y que el Gobernador de aquellas
provincias fuese juntamente Presidente della y se proveyesen quatro oydores y
un fiscal como los ay en las demás Audiencias de las Indias, todo en
conformidad de lo que el Consejo dellas consultó a V.M., se ha tratado y
platicado en este de la Cámara, ansí sobre lo tocante al modo y orden de plantar
y fundar la dicha Audiencia; como de la election de las personas para oydores y
fiscal, y lo que cerca de lo uno y lo otro ha parecido es lo siguiente:...110.
La Cámara decía, en primer término, que parecía bien fijar como salario para los
oidores y el fiscal la suma de 3.000 pesos ensayados que montaban 3.600 ducados, que
era la cantidad que hasta el momento se pagaba al teniente de gobernador:
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Presupuesto que como queda dicho el Gobernador ha de ser Presidente de la
Audiencia con el mesmo salario que agora tiene sin acrecentársele ninguna cosa
por razón desta ocupación conviene se señale el que han de tener los oydores y
fiscal, y habiéndose platicado sobre esto en el Consejo de Indias y antes y
después en este de la Cámara, parece se les podrá dar a razón de cada 3.000
pesos ensayados que montan 3.600 ducados, y es lo mesmo que se da agora al
teniente general que está allí sirviendo111.
Agregaba además que, como había sido estilo en aquellos casos en los cuales se
mandaba asentar una audiencia, convenía proveer sujetos de las condiciones necesarias
y a alguno que estuvieran sirviendo en otra, y que se hallare con la debida práctica para
que asistiera a ella hasta dejarla bien asentada, y conforme al estilo de las restantes:
En todas las fundaciones de Audiencias y tribunales que se han hecho en estos
Reynos y en las Indias se ha acostumbrado enviar algún oydor de otra Audiencia,
político y experto para asentar la que de nuevo se funde con el estilo y forma de
proceder que tienen las demás, y lo mesmo conviene se haga agora y con esta, en
personas en quien concurran las calidades que se requiera para encomendarles
esta fundación, y que asistan allí algún tiempo hasta que todas las cosas tocantes
al estilo y proceder de los negocios se ponga y quede en el buen estado y
perfection que se requiere y es menester112.
Conforme a lo anterior la Cámara proponía para que fueran como oidores a asentar la
audiencia a los alcaldes del crimen de Lima don Alberto de Acuña y don Luis Merlo de
la Fuente, señalando que a uno de ellos se le eligiera, por su cordura y buenas prendas, y
que para evitar que se excusaran de pasar a Chile, se les mandara sólo permanecer por
tres años, transcurridos los cuales debería el elegido volver a Lima en plaza de oidor,
señalándole además una ayuda de costa de 2.000 ducados, por las expensas del viaje:
Y porque el Dr. Alberto de Acuña y lic. Luis Merlo de la Fuente, ambos
Alcaldes del Crimen de la Audiencia de Lima con la plática y experiencia que
allí han cobrado, y la que tenían de la Audiencia de Tierra Firme, donde ambos
fueron oydores, y ser letrados cuerdos, con edad, autoridad, y aprobación, se
tienen por muy competentes, se nombran y se proponen a V.M. en un mesmo
lugar para que de ellos u otros elija V.M. el que fuere servido para que vaya a
sentar y fundar esta Audiencia, y no se nombran oydores, porque demás de no
ofrecerse ninguno con más partes y experiencia que los propuestos, se puede
dubdar de que no querrán aceptar esta ocupación hallándose en lugar tan
superior, que sería gran embargo para conseguir el estado, y más si se nombraran
otros de otras Audiencias más distantes, y aun de los referidos se puede tener el
mesmo recelo por las descomodidades y largo camino. Pero para animar y
premiar al que de los dos hubiese de yr parece se le podrá hacer merced de
declarar que esta ausencia en ida y estada y buelta sea de solos tres años al fin de
los cuales el que fuere elegido y hiciere el viaje vuelva a plaza de oydor de la
mesma Audiencia de Lima, y que sin esta ocupación y nuevo trabajo la merecen
por sus buenas partes y servicios, y que para el camino de ida y vuelta se le haga
merced de 2000 ducados de ayuda de costa que respecto de la distancia del
camino y carestía grande de aquellas provincias es bien moderada, y que todo
esto se escriba al virrey enviándole títulos de oydores para ambos porque si
alguno dellos fuere muerto o tuviere legítimo impedimento se dé al otro,
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haciendo las instancias que convenga, para que no se excuse, y en los títulos se
dirá que esta plaza sea supernumeraria si no la hubiere vaca quando vuelva el
que fuere, y acá se terná cuydado de consumirla en la primera ocasión, que en
otras semejantes se ha hecho esto mesmo 113.
Proponía la Cámara para las tres restantes plazas de oidores a los siguientes siete
letrados, conforme a este orden:
1) Licenciado Hernando Talaverano Gallegos: En primer lugar para la primera
destas tres plazas al licenciado Hernando Talaverano, porque no obstante que el
Consejo no tiene más satisfacción de sus letras y suficiencia que de los demás arriba
propuestos, parece que convendría le hiciese V.M esta merced por estar actualmente
sirviendo el oficio de Teniente general de aquel Reyno, y averse de consumir esta plaza,
en que fue proveído por seis años, en cuatro de noviembre de 1602, juntándose a esto
las noticias que había adquirido de las cosas del mesmo Reyno114.
2) Doctor Antonio de Ibarra: Estudió derecho en la Universidad de Méjico, por la
qual se graduó de doctor en cánones, de allí pasó al Perú, donde por provisiones del
Virrey sirvió los cargos de Corregidor de Parinacocha y el de Caxamarca, y después el
de Abogado y Defensor general de los Indios, y fue asesor del Virrey don Luis de
Velasco, el qual dice que se ayudó del en la residencia que tomó al Marqués de Cañete,
y la Audiencia, estando vaca la plaza de fiscal le nombró para que la sirviese y como lo
hizo y hasta que V.M. la proveyó, y es sobrino de Francisco de Ibarra que descubrió y
pobló a su costa la provincia de la Nueva Vizcaya115.
3) Doctor Gómez Cornejo: Estudió en Salamanca y se graduó de licenciado en leyes
por aquella Universidad el año de 88, y el de 92 le proveyó el Duque de Osuna la
cátedra de Prima de Leyes de su Universidad, y después la de Prima de Cánones, que
lee al presente, y el año de 97 el Consejo Real de Castilla le nombró por Juez de
Apelaciones de aquel estado, y el de seiscientos le dio el Duque título para lo mismo116.
4) Licenciado Juan de Alvarado Bracamonte: Se graduó de bachiller en cánones por
Salamanca el año de 85, y el de 87 de licenciado por Osuna, y después pasó al Perú
donde leyó seis años en la Universidad de Lima las Cátedras de Vísperas y Prima de
Leyes y Cánones, y en días extraordinarios muchos títulos de ambos derechos, y abogó
en aquella Audiencia, y fue diez años juez asesor de la justicia ordinaria, y mucho
tiempo abogado y defensor general de los indios, y los Virreyes y Audiencias le
cometieron cosas importantes de que dio buena cuenta117.
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5) Licenciado Sancho de Muxica: Acabados sus estudios en Salamanca fue a Sevilla
y se opuso al Colegio del maese Rodrigo y le llevó, y ha leído las Cátedras de Instituta
y Vísperas y de Prima de Cánones, y es abogado en aquella Audiencia118.
6) Licenciado Juan Caxal: Habiendo abogado muchos años en los Consejos fue
proveído por Juez de Registros de la Isla de la Palma en que sirvió seis años, y en este
tiempo se ofrecieron en aquella Isla ocasiones de guerra y fortificaciones y la
fundación de un monasterio de monjas a que acudió con diligencia y dio buena
residencia119.
7) Licenciado Diego de Coveilla: Estudió en Salamanca y se graduó de bachiller en
leyes por aquella Universidad y de licenciado por la de Sigüenza, y después pasó a la
provincia de Quito donde fue provisor, visitador y vicario general de aquel obispado, y
tuvo muchas comisiones de la Audiencia, y habiendo venido a pretender a estos Reynos
fue proveído por fiscal de la Inquisición de Logroño, y hubo de dejar esta plaza por
acudir a la defensa del licenciado Coveilla, su padre, sobre las alteraciones de Quito,
donde había sido oydor, y el Consejo le encargó la enmienda y la formación de los
libros de las leyes y cédulas de las Indias, en que ha dos años que se ocupa120.
Igualmente en la misma consulta la Cámara proponía en el siguiente orden a tres
letrados para ocupar la fiscalía:
1) Doctor Gabriel de Zelada: Después de haber estudiado derechos en Salamanca y
graduádose allí de bachiller y de licenciado y dotor por Osma, y ocupádose algún
tiempo en judicaturas ha exercido la abogacía muchos años en la Corte, y ha más de
diez que es abogado de pobres121.
2) Licenciado Guillén de Solís: A más de veinticinco años que comenzó sus estudios
en esta Universidad de Valladolid, por la cual fue graduado de bachiller en leyes y de
licenciado, porque era de Aragón, y desde que recibió este grado se volvió a la Corte,
donde continuadamente a abogado en los Consejos122.
3) Licenciado Pedro de Diez Romero: Estudió derechos en Salamanca, y se graduó
de bachiller por aquella Universidad, y de licenciado por la de Valencia, y ha diecisiete
años que aboga en los Consejos. Su padre fue abogado de pobres del Consejo y Cárcel
de Corte, y es sobrino del licenciado Caravajal, que fue del Consejo de Indias123.
El monarca aceptó todas las proposiciones hechas por la Cámara del Consejo de
Indias, y decidió que pasaran a fundar la Real Audiencia de Santiago de Chile el doctor
don Alberto de Acuña o el licenciado don Luis Merlo de la Fuente, en calidad de
decano, y para las tres plazas restantes de oidores nombró a los licenciados don
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Hernando Talaverano Gallegos, don Pedro Diez Romero y don Juan de Caxal, y para la
fiscalía al licenciado don Guillén de Solís:
Paréceme bien que no se difiera más la fundación desta Audiencia, y que para
formarla vayan a ella o Alberto de Acuña o Luis Merlo con la limitación de
tiempo y provisión de plazas de la Audiencia de Lima que aquí se dice, y que al
que fuere y a los demás se den los salarios y ayuda de costa que parece al
Consejo, y para las tres plazas de Oydores nombro a los licenciados Talaverano,
Po. Diez y Caxal, y para fiscal a Guillén de Solís, y despáchense todos con
mucha brevedad124.
Los títulos de cada una de los letrados nombrados en estas plazas fueron despachados
en Madrid por reales provisiones libradas el 23 de marzo de 1606125.
A pesar de lo anterior, hubo algunos contratiempos que demoraron la puesta en
práctica del establecimiento de la Real Audiencia en Santiago de Chile, tales fueron el
haberse promovido a uno de los oidores provistos a una alcaldía en Navarra, don Pedro
Diez Romero, y el haberse excusado don Guillén de Solís de pasar a servir la fiscalía.
Para proveer la vacante de la plaza de oidor producida por el ascenso del doctor
Pedro Diez Romero, la Cámara sobre consulta fechada el 10 de septiembre de 1607
propuso al doctor Gabriel de Zelada, al licenciado Francisco de Mosquera, al doctor
Simón de Meneses, y al licenciado Francisco Seco de Esquivel. El rey nombró a don
Gabriel de Zelada, que ya había sido consultado el año de 1605 al momento de decidirse
la fundación126, a quien se le libró su título por real provisión fechada en Madrid el 17
de octubre de 1607127.
En consulta de la Cámara fechada el 16 de octubre de 1607 se proponía a los
siguientes cuatro letrados para proveer la fiscalía vacante por haber rehusado el
licenciado Guillén de Solís: licenciado Fuentes Asada, licenciado Francisco de
Mosquera, licenciado Diego Castilla, y licenciado Pedro Machado. El rey nombró a este
último, que servía desde hacía diez años como relator en Quito128. Su título se le
despachó por real provisión librada el 31 de diciembre del mismo año de 1607129.
5. Instalación de la Real Audiencia de Santiago
Comunicada que fue al virrey del Perú, marqués de Montesclaros, la decisión de
mandarse fundar audiencia en Santiago del reino de Chile, se entregó título de oidor
fundador del tribunal al alcalde del crimen de Lima don Luis Merlo de la Fuente, porque
el doctor don Alberto de Acuña ya había sido ascendido a plaza de oidor en Lima,
conforme a su título despachado por real provisión fechada el 15 de marzo de 1607.
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Don Luis Merlo de la Fuente, como oidor decano fundador, desde finales de 1608
comenzó a realizar los preparativos para pasar a su nuevo destino y cumplir con su
encargo.
Una de sus primeras ocupaciones fue adquirir en Lima las alhajas, ornamentos y
demás paramentos que consideraba necesarios para habilitar las salas del tribunal y,
especia lmente, las del Real Acuerdo que había de existir. Así adquirió un dosel de
terciopelo carmesí de Granada, con las armas reales debidamente bordadas, siete sillas
de madera con espaldares de cuero, siete cojines de terciopelo carmesí, una alfombra
turquesca de nueve varas y otras de siete, dos bufetes de madera, dos tinteros y dos
salivaderas de plata, una campanilla de plata torneada, una sobremesa de terciopelo
carmesí, y otra de paño verde130.
Desde Lima salieron hacia Chile el oidor fundador y sus colegas Caxal y Zelada, sin
que esperaran al fiscal Machado, y sabiendo que el oidor Talaverano Gallegos les
aguardaba en Santiago.
Los ministros llegaron a Santiago en mayo de 1609 y a petición del gobernador y
presidente provisto don Alonso García Ramón decidieron esperar hasta el mes de
septiembre para proceder al establecimiento del regio tribunal, pues así habría tiempo de
esperar que acabaran las campañas militares en que estaba ocupado el gobernador en la
región de Arauco.
El día elegido para la solemne instalación del tribunal fue el de la celebración de la
natividad de María, vale decir, el 8 de septiembre de dicho año de 1609, aunque los
actos habían principiado el día anterior.
El 7 de septiembre se realizó el ceremonial de ingreso y recepción del real sello en la
ciudad de Santiago, que hasta dicho momento permanecía debidamente custodiado en
las afueras de la ciudad en casa del licenciado don Francisco Pastene.
La recepción del real sello se llevó a cabo con la pompa y solemnidad prescritas
desde antiguo para tan especial ceremonia, y conforme a las precisas instrucciones que
una real cédula despachada en Madrid el 17 de febrero de 1609 había mandado guardar
a los recientemente nombrados presidente y oidores:
Presidente y Oidores de la mi Audiencia Real que habemos mandado fundar
en la ciudad de Santiago de las provincias de Chile, sabed que Nos os mandamos
enviar con esta, para la Audiencia un nuestro Sello Real con que se sellen y
despachen todas las provisiones y cartas que en ella se libraren, el cual haya de
tener y tenga en su poder la persona que hubiere de servir el oficio de Chanciller,
y porque como sabéis, cuando nuestro Sello entra en cualquiera de las mis
Audiencias Reales destos Reynos entra con la autoridad que si nuestra Real
Persona entrase, y es justo y conviene que se haga en la dicha Audiencia de
Santiago, por ende vos mando que tengáis cuidado, llegado que sea el dicho
Sello a la dicha provincia de Chile, antes que entre en la dicha ciudad de
Santiago, de salir vosostros y la Justicia y Regimiento de la dicha ciudad un buen
trecho fuera della a recibir el dicho Sello, y desde donde estuviere hasta la dicha
ciudad, vaya encima de un caballo bien aderezado, y vos el Presidente y el oidor
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más antiguo lo llevad en medio con toda la veneración que se requiere según y
como se acostumbran en las Audiencias destos Reynos, y así por esta orden iréis
le poner en las Casas de dicha Audiencia Real, donde el dicho Sello esté, y en
ella tenga cargo la dicha persona que hubiese de servir el dicho oficio de
Chanciller y de sellar las provisiones que en la dicha Audiencia Real se
acordaren y despacharen...131.
El ceremonial realizado, en estricta observancia de la citada real cédula, era descrito
por el escribano real don Melchor Hernández de la Serna en los siguientes términos:
El día lunes siete de septiembre de mil y seiscientos nueve, a las tres de la
tarde, estando Su Señoría Alonso García Ramón, presidente de la Real Audiencia
que Su Majestad mandó fundar en esta provincia, en casa del licenciado
Francisco Pastene, que es cerca de la ciudad, los señores Doctor Luis Merlo de la
Fuente, licenciado Fernando Talaverano Gallegos y Juan Caxal y Doctor Gabriel
de Zelada, de a caballo, acompañados de todos los caballeros, gente principal,
vecinos y moradores de la ciudad, fueron a la dicha casa del licenciado Pastene.
El Señor Presidente tomó el Real Sello y se lo puso al pecho en una banda de
tafetán, estando el Real Sello guardado en una cajita de hierro dorada. Puesta en
marcha la comitiva se dirigió al Monasterio de San Francisco, y junto a la Iglesia
se había aderezado una gran pieza con paños de seda y dosel, debajo de éste una
tarima elevada sobre dos gradas cubierta con una alfombra turquesca, encima de
la tarima un bufete con su tapete de seda, y encima dos cojines de terciopelo
carmesí uno sobre otro.
Llegado el acompañamiento a la dicha pieza el Señor Presidente García
Ramón y el Señor Doctor Merlo, subieron a lo alto de la tarima, y descubiertos e
hincados de rodillas el presidente puso el cofrecito de hierro dorado que
encerraba el Real Sello encima de los cojines de terciopelo. Se cubrió el cofrecito
con un paño de tafetán rosado cuajado de muchas flores de seda de todos colores,
y encima se sentó una corona de plata dorada con piedras engastadas a la
redonda. Terminadas estas ceremonias se retiraron el Presidente y la
concurrencia, quedando el Doctor Merlo y escribano Melchor Hernández de
Serna por custodia del Real Sello, asistidos de una Compañía de Infantería al
mando del capitán Ginés de Lillo, arcabuceros, alabarderos que montaron
guardia a la puerta de la pieza donde estaba el Real Sello132.
Al día siguiente se llevó a efecto con la etiqueta prevista para este género de
principales funciones, la instalación del tribunal en medio de un gran concurso de
vecinos que, con sus mejores galas, acompañaban al real sello que era conducido bajo
palio desde la plaza de San Francisco hasta las Casas Reales situadas en el costado norte
de la plaza mayor. Una vez allí fue depositado en la Real Sala sobre unos cojines de
terciopelo carmesí que al efecto se había dispuesto sobre un bufete que presidía el
estrado que se había levantado. Una vez ubicado el Real Sello en su honroso sitial, el
presidente del tribunal notificó a los oidores su nombramiento en tal oficio, y obedecida
la real provisión prestó juramento, e igual cosa se practicó con los respectivos
nombramientos de los ministros.
                                                
131 AGI. Chile, 166, Libro registros cedularios, Libro I, RC. Madrid, 17-II-1609, fs. 321.
132 ANRACH. 3.136, Fe de la solemnidad con que entró el Real Sello para la fundación de la
Audiencia de Santiago de Chile, fs. 18-18 vta.
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Finalmente la audiencia dio gracias de Dios por cuán bien se había hecho todo, y
presenció desde el corredor de la segunda planta de las Reales Casas unas escaramuzas
de las compañías de soldados que lucían sus dotes en la plaza mayor.
El acta de todos estos sucesos y ceremonias, levantada por el escribano real, dejaba
este relato:
Martes ocho de septiembre de mil seicientos nueve, a las cuatro de la tarde, se
juntaron en las Casas Reales el presidente, los cuatro oidores, el obispo fray Juan
Pérez de Espinosa, el corregidor, los alcaldes y demás personas del cabildo,
vestidos con ostentosas ropas talares y gorras de raso carmesí, religiosos,
caballeros y seguidos de un gran concurso de gente, se dirigieron al convento de
San Francisco. Aquí les esperaba el Doctor Merlo, una vez en la pieza donde se
hallaba el Real Sello, el presidente y el oidor decano subieron las dos gradas de
la tarima y doblaron la rodilla ante el bufete. El Doctor Merlo abrió con la llave
que tenía el cofrecito dorado y sacó envuelto en un tafetán rosado y lo puso
encima de los cojines. De aquí lo tomó el presidente y con la reverencia debida
lo besó y puso sobre su cabeza y le vo lvió a poner sobre los cojines. La misma
ceremonia hicieron sucesivamente el obispo, los oidores, y los alcaldes
ordinarios, después de lo cual el Doctor Merlo encerró el Real Sello en su cofre,
le puso llave y en compañía del presidente se dirigieron a la capilla mayor de San
Francisco.
En la puerta de la reja de la capilla les esperaba un palio de raso carmesí con
cenefas de terciopelo guarnecido de flecaduras de oro y plata, cuyas varillas
llevaban los dos alcaldes ordinarios y once personas del cabildo, todos trece
vestidos de ropas rozagantes.
Conducidos a la puerta de la iglesia, hallaron aquí un caballo aderezado con
gualdrapa y guarniciones de terciopelo negro. El presidente y el oidor decano
colocaron el cofrecito del Real Sello encima de la silla del caballo y lo cubrieron
con una banda de tafetán rosado, guarnecida de plata y sobre esta la otra banda
con que había estado cubierto sobre el bufete. El presidente tomó lugar bajo el
palio, a derecha del Real Sello, y el oidor decano a la izquierda, llevando en sus
manos los extremos de la banda, los oidores Talaverano y Caxal tomaron las
riendas del caballo, y así ordenada la procesión se puso en marcha en dirección a
las Casas Reales, seguida de numeroso gentío, en que veíanse caballeros,
capitanes, eclesiásticos religiosos y seglares, y gran parte del vecindario.
Al son de cajas, trompetas y pífanos y disparos de arcabucería llegó la
procesión a la plaza mayor de la ciudad que se hallaba vistosamente engalanada.
La caballería tomó posición en los cuatro ángulos de la plaza, la infantería
después de dar una vuelta en torno se fue poniendo en dos filas, dejando una
calle ancha por donde pasó el palio con el Real Sello, hasta llegar a la puerta de
las Casas Reales que daban a la plaza. El presidente y el oidor decano tomaron
en sus manos el cofrecito dorado cubierto con su banda de tafetán y lo subieron a
la sala de la Real Audiencia.
Se hallaba esta sala colgada de terciopelo con su estrado elevado sobre gradas
en la cabecera, cubierto por dosel carmesí y encima del estrado un bufete con su
tapete de terciopelo carmesí con flecadura de oro, y sobre él dos cojines de lo
mismo.
El oidor decano con la llave que traía pendiente del cuello abrió el cofrecito
dorado y sacó el Real Sello sentándolo sobre los dos cojines de terciopelo.
Entonces el presidente y los oidores repitieron las mismas ceremonias que habían
hecho en San Francisco de besar y poner el Sello sobre sus cabezas.
Llegado el momento de declarar la instalación del alto Tribunal, el señor
Alonso García Ramón notificó a los oidores como Su Majestad le había hecho
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merced de proveerle por presidente de la Real Audiencia de Santiago de Chile, y
pidió se obedeciese y cumpliese la provisión. Habiendo tomado el señor Merlo
de mano del presidente el real título lo entregó al secretario de cámara y le
ordenó lo leyera de verbo ad verbum. Leído el título pasó el presidente a hacer el
juramento que Su Majestad le había exigido por razón del dicho oficio, y puesto
de rodillas sobre un cojín de terciopelo y extendida la mano derecha sobre el
Real Sello juró en los términos que el Doctor Merlo le presentó por escrito.
Hecho el juramento tomó asiento en el estrado de la Real Audiencia, en medio
del dosel, teniendo a su izquierda al obispo, que hasta entonces había estado de
pie como los demás. Enseguida juró el Doctor Luis Merlo de la Fuente, oidor
decano, y pasó a tomar asiento a la derecha del presidente, siguieron el
licenciado Fernando Talaverano Gallegos, licenciado Juan Caxal, y doctor
Gabriel de Zelada por su turno, jurando y ocupando bajo el dosel el lugar que les
correspondía. Terminó esta solemne ceremonia con una acción de gracias al
Todopoderoso por cuán bien se había fecho todo133.
Acabadas estas solemnes funciones, el presidente, los oidores y demás oficiales
reales, y capitulares que habían asistido al acto de instalación, salieron de la sala de la
Audiencia, y se apostaron en el corredor que estaba delante de ella y que caía a la plaza,
para presenciar unas muy lucidas escaramuzas de las compañías de infantería y
caballería que estaban en ella, tras lo cual se acabó la fiesta.
El mismo día 8 de septiembre el presidente y oidores del recién establecido tribunal
se sentaron a hacer audiencia, y en ella dictaron el primero de los autos acordados, que
establecía el voto de celebrar anualmente la fiesta de la Natividad de María en la iglesia
del convento grande de la Merced:
En la Ciudad de Santiago del Reino de Chile, en dicho dia del mes de
setiembre de mill y seiscientos y nueve años, los señores presidente y oydores de
la rreal audiencia y chancilleria que por mandado del rrey nuestro señor an
fundado en esta dicha Ciudad y Reino, es a saver, su señoria del señor Presidente
alonso garcia Ramon, doctor luis merlo de la fuente, licenciado fernando
talaverano gallegos y juan caxal, doctor graviel de selada oydores, dijeron: que
en hacimiento de gracias a nuestro señor por la señalada merced que a este
Reyno a hecho en aber ordenado y tenido por bien de que se aya fundado esta
rreal audiencia; por los buenos efectos que siendo nuestro señor serbido de ella
se an de seguir en grande servicio suyo y del rrey nuestro señor, y por aber sido
en dia tan señalado como el del nacimiento de la madre de dios. Los dichos
señores presidente e oydores dijeron que botavan y botaron, prometian y
prometieron a dios nuestro señor y a su bendita madre por si y en nombre de los
señores presidente e oydores que les sucedieren que todos los dias de la natividad
de la madre de Dios yran a los dibinos oficios a el Monasterio de nuestra señora
de las mercedes de esta ciudad donde de hordinario se selebra la dicha fiesta con
grande solenidad y asistiran la vispera de la nueva fiesta a Visperas y el dia a la
missa y sermon y prosession y lo guardaran y cumpliran como dia de tabla y lo
firmaron134.
                                                
133 Ibidem. Transcriben esta acta GAY, Claudio, Historia física y política de Chile. Documentos
sobre la historia, la estadística y la geografía, 2, París, 1852, pp. 184-189; ERRÁZURIZ, Crescente,
Historia de Chile durante los gobiernos de García Ramón, Merlo de la Fuente y Jaraquemada , 2,
Santiago, 1908, pp. 3-7; SILVA Y MOLINA, Abraham de, “Oidores de la Real Audiencia de Santiago de
Chile durante el siglo XVII”, en Anales de la Universidad de Chile, 113, Santiago, 1903, pp. 7-13.
134 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 8-IX-1609, fol. 25.
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Dos días después, con acuerdo de los oidores, el presidente nombró al licenciado don
Francisco Pastene para que sirviera ad interim la plaza de fiscal mientras llegaba el
propietario que no había asistido al acto de instalación.
II. FUNCIONAMIENTO DE LA REAL AUDIENCIA DE SANTIAGO DE
CHILE
1. Casas de Audiencia
El primer capítulo de las Ordenanzas de 1609 despachadas para la Real Audiencia de
Santiago prescribía que: En la dicha ciudad de Santiago haya casa de Audiencia donde
estén y habiten los dichos mis presidente y oidores y esté mi Sello Real y registro y la
cárcel y alcaide de ella y la fundición, y entretanto que no hubiere comodidad para
vivir en la dicha Casa, los oidores se aposenten en las posadas que tomaren con
voluntad de sus dueños pagándoles su alquiler; y la Audiencia se haga en la casa donde
morare el presidente y allí esté la cárcel y alcaide de ella135.
En cumplimiento de este mandato el presidente don Alonso García Ramón y el oidor
decano fundador don Luis Merlo de la Fuente se preocuparon en arreglar especialmente
para el funcionamiento del tribunal algunas de las dependencias de la casa de los
gobernadores que se encontraba situada en el costado norte de la plaza mayor, donde
hoy se halla el edificio del Correo Central.
La casa de los gobernadores, que era ocupada esporádicamente debido a la ausencia
de su titular en el sur del reino por las necesidades de la guerra, consistía en una sencilla
construcción de dos plantas levantadas de adobe, con un corredor en la segunda de ellas
que caía al costado de la plaza mayor.
En la segunda de las plantas se habilitó la sala del Real Acuerdo en una de aquellas
que miraban hacia la plaza, y se alhajó con los muebles, ornamentos y paramentos que
especialmente había traído desde Lima el oidor fundador, y que se habían costeado a
cuenta del ramo de penas de cámara.
En la cabecera de la sala se hallaba dispuesto el estrado encima de unas gradas, sobre
cuyo cielo colgaba suspendido por tres cordones de seda de pie de gallo el dosel de
terciopelo carmesí de Granada con flecadura de seda a la redonda, en cuyo centro lucía
rebordado el escudo de las armas reales, forrado en lienzo crudo cotense, salvo la gotera
que iba forrada en tafetán de Castilla.
Sobre el estrado y bajo el dosel se encontraba el bufete de madera de la Audiencia
cubierto por una sobremesa de terciopelo carmesí, guarnecida con fleco de oro y seda
forrada en esterlín, y encima de ella se hallaba una campanilla de plata torneada, y dos
tinteros de plata llanos136.
                                                
135 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , Madrid, 17-II-1609, ord. 1, fs. 2 vta.
136 ANRACH. 3.136, Inventario de las alhajas, ornamentos y demas paramentos que el Sr. Oydor
fundador condujo de Lima , fs. 108-114.
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Tras el bufete de la audiencia se encontraban las cinco sillas para el presidente y los
cuatro oidores, que eran de madera escayolada con sus asientos y espaldares de cuero
prensado con la labor de la isla de Santo Domingo, forrados los dichos espaldares en
badana tableteada con clavos dorados, sobre cuyos asientos se disponían cojines de
terciopelo carmesí con sus caireles y cuatro borlas de seda, forrados en lienzo 137.
Estas sillas y sus respectivos cojines fueron reparadas y substituidas en 1690 por
otras, cuyo arreglo fue encomendado al escribano de cámara capitán don Bartolomé de
Maldonado quien, el 11 de febrero de 1690 daba cuenta de haberse gastado 75 pesos en
diez varas de felpa carmesí de Granada; 12 pesos y un real y medio en siete onzas y
media de seda carmesí; 17 pesos y cinco reales en diez onzas y seis adarmes de hilo de
oro para el fleco; doce reales en seis varas de cotense y florete; veintiséis pesos y seis
reales en 360 clavos de bronce dorados; treinta reales en 300 clavos de medio almud;
veintiún pesos en seis armazones de sillas de nogal; veinte reales en dos tablas para los
asientos; nueve pesos en seis cordobanes de capado para los forros de las sillas; un peso
en la lana para los asientos; cinco pesos en la hechura de los asientos; quince pesos en la
hechura de las seis sillas; cincuenta reales en seis badanas para fundas de las sillas; y
veinte reales por la hechura de las dichas fundas138.
Bajo el estrado cubría el suelo una alfombra turquesca de más de nueve varas, y a la
izquierda del estrado un bufete de madera para el relator, cubierto con una sobremesa de
paño verde, guarnecida con flecos de seda, y su correspondiente silla de espaldar139.
La alfombra turquesca fue reemplazada en 1690 por otra de cayrena que había sido
comprada en noventa pesos140.
A la derecha del estrado se disponían las sillas para los abogados. La primera de
ellas, de espaldar y con cojín semejante a las de los oidores, tocaba al fiscal del
tribunal141.
El monarca, informado de los gastos hechos para alhajar el tribunal, mandó por real
cédula librada en San Lorenzo el 26 de octubre de 1610 que se le diera relación
particular de: Lo que se ha gastado en lo susodicho y si se pudo tomar de otra parte lo
que se gastó de penas de cámara142.
                                                
137 Ibidem.
138 ANRACH. 478, pza. 6, Memoria de lo que importa lo costeado en las sillas de alfombra, y
coxines que de mandato de los Señores Presidente y Oydores de esta Real Audiencia se hicieron ,
Santiago, 11-II-1690, fs. 93-93 vta.
139 ANRACH. 3.136, Inventario de las alhajas, ornamentos y demas paramentos que el Sr. Oydor
fundador condujo de Lima , fs. 108-114.
140 ANRACH. 478, pza. 6, Memoria de lo que importa lo costeado en las sillas de alfombra, y
coxines que de mandato de los Señores Presidente y Oydores de esta Real Audiencia se hicieron ,
Santiago, 11-II-1690, fs. 93-93 vta.
141 ANRACH. 3.136, Inventario de las alhajas, ornamentos y demas paramentos que el Sr. Oydor
fundador condujo de Lima , fs. 108-114.
142 AGI. Chile. 166, Registro de oficio para la Audiencia de Chile. Libro I (1573-1615), RC. San
Lorenzo, 26-X-1610, fs. 223.
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La Real Audiencia funcionó en estas dependencias hasta el día del terremoto del 13
de mayo de 1647, que prácticamente redujo a escombros la casa de los gobernadores, en
razón de lo cual se habilitó transitoriamente la capilla de San Antón para que sirviera de
lugar de reuniones al Real Acuerdo.
A pesar de haberse iniciado prontamente las labores de reconstrucción de la casa de
los gobernadores, los trabajos demoraron. En 1650 únicamente se habían logrado
levantar, algo más de tres varas, las murallas de las casa de audiencia, aunque se
esperaba concluir las obras en el verano del año siguiente, pues se habían comprado
tejas y ladrillos. Así ocurrió efectivamente, pero jamás pudo dársele al edificio la forma
y dignidad que merecía, no obstante los estériles esfuerzos del alarife don Pedro de
Lepe, que había intentado dar algún lucimiento al edificio de la audiencia, entre otras
razones porque no se lograba que se entregaran los materiales comprados a los
particulares, como hacía presente el 30 de abril de 1660 el fiscal don Alonso de
Solórzano Velasco, al poner en noticia del tribunal que don Francisco Peraza debía 200
varas de canelo, doña María Silva 670 adobes, don Antonio Marambio 180 adobes, don
Alonso Hurtado una barreta, el Convento de la Merced 1.500 ladrillos y 230 fanegas de
cal, y el Convento de Santo Domingo 70 fanegas de cal143.
Aun en 1682 nada se había conseguido de los deudores, y a instancias del fiscal
interino don Juan de la Cerda Contreras se despachó en contra de ellos mandamiento de
apremio el 16 de diciembre144. Sólo en 1693 se consiguió dar cierta forma
arquitectónica a las casas de audiencia, gracias a los empeños de don Julián de Lecaros,
del alférez don Francisco Mexía, y del carpintero Miguel González145.
En 1709 el gobernador don Juan Andrés de Ustáriz decidió radicarse definitivamente
en la ciudad de Santiago, y para ello ordenó que se reconstruyera la antigua casa de los
gobernadores y de la audiencia.
Las obras estuvieron a cargo del corregidor don Rodrigo Antonio Matías Baldovinos,
quien dispuso que la construcción tuviera dos plantas, con una fachada de 72 varas a lo
largo de la plaza, y con 29 habitaciones de balconerías bajas, con elaboradas rejas
boladas y embutidas que había trabajado el alférez don Francisco Pérez y el teniente don
Ventura Caso. En la cornisa lucían mascarones de bronce dibujados por el escultor Julio
Cordero, y contaba con una portada monumental de piedra de la cantera de Santo
Domingo descalabrada y labrada por siete canteros, en la que lucían las armas reales146.
La planta baja de esta construcción contaba con cuatro patios interiores, de los cuales
a la Real Audiencia le correspondía el del oriente del costado que caía a la plaza, en
cuyo frente se ubicaba su puerta principal, destinándose dos salas para el tribunal.
                                                
143 ANRACH. 2.223, pza. 4, Autos fiscales sobre los materiales de esta Real Audiencia. Años 1660 a
1682.
144 Ibidem.
145 PEREIRA SALAS, Eugenio, Historia del arte en el Reino de Chile, Santiago, 1965, pp. 35-37.
146 BENAVIDES COURTOIS, Juan, “Arquitectura e ingeniería en el Chile de Carlos III”, en
Estudios sobre la época de Carlos III en el Reino de Chile, Santiago, 1989, pp. 103-105.
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En las obras se gastaron 47.829 pesos 3 reales y tres cuartillos, que se entregaron al
corregidor Baldovinos entre el 11 de diciembre y el 30 de marzo de 1715147, a los que
debieron sumarse los nuevos gastos en que se incurrió en las obras realizadas entre 1716
y 1725148.
Este edificio sufrió graves daños en el terremoto del 8 de julio 1730, ocasión que el
corregidor de la ciudad aprovechó para proponer al cabildo que fuera ampliado, como
expresaba en cabildo del 3 de agosto del mismo año: Este día propuso el señor
corregidor la mucha utilidad que reportara a esta dicha ciudad en la extensión del
palacio, Real Audiencia y cárcel de hombres y de mujeres, porque asi el palacio, como
la Real Audiencia están situados en un recinto tan corto, que no tiene desahogo alguno,
ni capacidad para muchas oficinas precisas, ni lugar alguno que pueda servir de fuga y
acogida en los temblores, por cuya razón se ha experimentado en lo presente que su
excelencia se ha visto precisado a desamparar con toda su familia el palacio y se halla
actualmente viviendo en la plaza pública debajo de un tabique de tablas. Y asimismo, la
casa de la Real Audiencia se halla sin sala secreta en donde se traten las materias de
acuerdos, por no haber habido sitio suficiente en donde fabricarse149.
Con esta finalidad, en el mismo cabildo se acordó comprar las casas colindantes de
doña María Toledo, arruinada con el terremoto, la de don Antonio Carabajal y la que
había sido del capitán Juan Antonio Balcázar: Con cuyos terrenos se pueden conseguir
las extensiones propuestas del palacio, casas de audiencia y cárcel. Y asimismo se
conseguirá edificarse algunos cuartos a la calle para oficios públicos de los señores
que no los tienen al presente150.
En dichas operaciones trabajó arduamente el alcalde de la ciudad don Juan Luis de
Arcaya, a quien el cabildo acordó darle una ayuda de costa por ello: En atención al
mucho trabajo y desvelo que el señor don Juan Luis de Arcaya ha tenido en la refacción
del palacio, caja real, y Real Audiencia, en que ha trabajado como es notorio, no
siendo de su incumbencia, parecía de justicia se le diese alguna ayuda de costa. Y por
votos unánimes, acordaron se le diesen por vía de ayuda de costa al dicho señor don
Juan Luis seiscientos pesos de a ocho reales del ramo de la balanza151.
A pesar de estos esfuerzos y, no obstante, las reparaciones que se realizaron bajo la
dirección del alarife don Nicolás Basauri, no pudo mejorarse mayormente el estado de
ruina y estrechez del palacio de la Real Audiencia de Santiago, y en los años siguientes
sólo se efectuaron pequeñas reparaciones al edificio.
El 13 de marzo de 1736 el cabildo de Santiago acordó reparar un pedazo de un
mojinete del palacio de la audiencia, pues el procurador general de la ciudad había
representado: Como un pedazo de un mojinete que cae de los altos a la Sala de
                                                
147 ANRACH. 489, Autos sobre las cuentas rendidas por el corregidor don Rodrigo Baldovinos en
las obras del Palacio de la Real Audiencia, Años 1715 a 1717.
148 ANRACH. 489 , Autos sobre las obras del palacio de la Real Audiencia, 1716-1725 .
149 ACS. XXIX, Santiago, 1982, Cabildo, 3-VIII-1730, p. 74.
150 Ibidem.
151 Idem, Cabildo, 15-XII-1730, p. 87.
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Audiencia está amenazando ruina, y que así le parecía conveniente se reparase152, y en
cabildo del 4 de febrero de 1746 representó el procurador: La necesidad que tiene la
sala de esta Real Audiencia de trastejos, y el zaguán de dicha Casa Real de reparar la
ruina que amenaza por haberse rendido algunas maderas153, en razón de lo cual
acordaron encargar al maestre de campo don Pedro Cañas que hiciera las reparaciones,
junto a las de los altos del cabildo en las que estaba ocupado.
Hacia 1760 el ingeniero don José Birt presentó al gobierno un plano para edificar un
edificio propio para la Real Audiencia de Santiago, pero su proyecto no fue aceptado, y
sólo el 10 de mayo de 1769 la Junta de Real Hacienda dio su aprobación a un segundo
plano que había sido delineado por el mismo Birt. Conforme a él, se proyectaba un
edificio de dos plantas en cal y ladrillo con una enmaderación de menor costo que,
únicamente comenzó a levantarse en 1788154.
Cuatro años antes, vale decir, en 1784 se había dado principio a la construcción de la
cárcel, que se edificaba en el terreno inmediato al palacio de la audiencia, debiendo
apoyarse en la pared oriente del edificio. Con ocasión de tales trabajos quedó al
descubierto que: La pared que cae al oriente de la sala del despacho se halla en mala
constitución y en un estado ruinoso...siendo tal vez necesaria su demolición155.
Por ello la audiencia en acuerdo del 1 de octubre de 1784 decidió pedir informes
sobre el estado de la pared al corregidor y al arquitecto don Joaquín Toesca. Este último
informó que: Para precaver todo riesgo, que de ello pudiera resultar, debo informar
que en la actualidad indispensablemente se necesita asegurar esta pared maestra con
suficientes puntales diagonalmente fijados en el suelo de la cárcel156. Por ello, el mismo
día la audiencia acordó disponer su traslación al Palacio de los Gobernadores157.
Las obras del Palacio de la Real Audiencia, comenzadas en 1788, no avanzaron con
rapidez, y por ello durante el gobierno de don Luis Muñoz de Guzmán, se aprobaron el
12 de septiembre de 1803 unos nuevos planos trazados por el arquitecto don Juan José
Goycolea, que proyectaban un edificio de dos plantas, que comenzó a construirse el 2 de
febrero de 1804 en el costado norte de la plaza mayor entre las casas del gobernador y el
edificio del cabildo158.
Se nombró como superintendente de las obras al oidor don José de Santiago Concha
y Jiménez de Lebatón, y trabajaron como maestros Miguel Campos, Pedro Merea y
                                                
152 ACS. XXX, Santiago, 1983, Cabildo, 13-III-1736, p. 43.
153 ACS. XXXI, Santiago, 1983, Cabildo, 4-II-1746, p. 133.
154 ANRACH. 2.948, pza. 25, Expediente formado sobre la reconstrucción del palacio de la Real
Audiencia. Año 1788 .
155 ANRACH. 2.119, pza. 3, Expediente formado sobre la traslación del Tribunal de esta Real
Audiencia al Palacio del M.I.S.P. durante la construcción de la nueva cárcel de esta ciudad, año 1784.
156 Idem, Informe del arquitecto don Joaquín Toesca al Tribunal, Santiago, 4-X-1784, fs. 39-39 vta.
157 Idem, Auto de la Audiencia, Santiago, 4-X-1784, fs. 40 - 40 vta.
158 ANCM. 1.075, Edificio de la Real Audiencia. Años 1804-1805 .
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Tadeo Vicuña, para que finalmente fuera inaugurado el 20 de abril de 1808 bajo la
presidencia de don Francisco Antonio García Carrasco159.
El edificio, construido en cal y ladrillos sobre banda, sotabanco y basa corrida de
piedra canteada, tenía un frontis de 57 varas de largo y 18 varas y media de alto,
decorado por seis pilastras dóricas, en cuyos intercolumpios se abrían seis ventanas con
rejas de hierro, y una puerta de roble y ciprés con ochenta clavos y un golpeador de
aldabón de bronce, sobre la cual había un balcón de hierro y dos ventanas pareadas, y
arriba de sus cornisas lucía un gran escudo con las armas reales, y coronando todo el
frontispicio una torre reloj coronada en una cúpula de madera.
La planta baja albergaba la tesorería general dispuesta en cuatro salas, el almacén de
las bulas, la sala de armas, el almacén del azogue y la chancillería real.
Igualmente en esta planta se ubicaba la capilla de San Antón, aderezada con un altar
de estuco, molduras doradas, jaspeado y barnizado, en cuya parte central lucían una
"valiente tela" atribuida a Tiziano, que representaba la huida del niño Dios a Egipto. Su
techo y murallas estaban enlucidos al temple, y el presbiterio era de gradas de piedra
con un púlpito tallado de filigrana y dorado, en cuyos sexavos lucían las figuras de los
cuatro evangelistas, y en la sacristía se guardaban los vasos y ornamentos sagrados que
se habían adjudicado a la capilla real por la Junta de Temporalidades de los jesuitas
expulsos160.
En la segunda planta se encontraban la antesala del crimen, con imponente arco y
pórtico de orden dórico, que conducía a la sala del crimen, que contaba con una tribuna
de piedra labrada, y en el cielo destacaba una graciosa figura de la justicia. A esta sala
seguía la del Acuerdo y la de lo civil, todas provistas de chimeneas de piedra jaspeada,
más la sala de Ordenanza, la de la Contaduría Mayor, y cuatro salas destinadas a los
procuradores.
En la Sala del Real Acuerdo se podía observar un óvalo de estuco con marco dorado
y un águila real que aprisionaba en sus garras un libro de leyes, y en el techo, pintado al
óleo, una figura alusiva a la rectitud de la justicia, y por orlas un mote doctrinal. Su
suelo enladrillado se cubría en invierno con una alfombra de tripe muy fina, y en verano
con petates.
Este edificio, que sirvió a la Real Audiencia de Santiago hasta su extinción, y por
algún tiempo a los tribunales que la reemplazaron, hoy día es ocupado por el Museo
Histórico Nacional.
2. Falta de ministros y nombramiento de acompañados
Los primeros años de funcionamiento de la Real Audiencia de Santiago fueron
precarios, pues se caracterizaron por la falta de sus ministros, debido a su demora en
llegar al reino o a sus muertes prematuras.
                                                
159 ANRACH. 475, 2.223, 2.760.
160 ANRACH. 2.602, pza. 10, Alhajas de la Capilla de la Real Audiencia. Año 1792.
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En efecto, si bien el tribunal se instaló el día 8 de septiembre de 1609 con la asistencia
de sus cuatro oidores de planta y bajo la dirección del gobernador y capitán general en
cuanto presidente, no se halló presente su fiscal propietario, razón por la cual fue
nombrado interinamente para el servicio de esta plaza el abogado criollo don Francisco
Pastene161.
La plaza de fiscal se había provisto sobre consulta del Consejo del 14 de diciembre de
1605 en el aragonés don Guillén de Solís162, a quien se le despachó título por real
provisión librada en Madrid el 28 de marzo del año siguiente, pero se excusó de pasar a
servirla163, y por ello sobre consulta del 16 de octubre de 1607 fue nombrado don
Hernando Machado164, a quien se le libró título por real provisión fechada en Madrid el
31 de diciembre del mismo año165, y que sólo tomó posesión de su plaza el 1 de diciembre
de 1610166.
De su lado, el decano don Luis Merlo de la Fuente había sido provisto sobre consulta
del 14 de diciembre de 1605 por un período de tres años167, tras los cuales debía regresar a
Lima en calidad de oidor, y en dicha conformidad se le había despachado su título por real
provisión fechada en Madrid el 31 de diciembre del año siguiente168. Por tal razón en
septiembre de 1612 se despidió de sus colegas Talaverano Gallegos, Caxal, y Zelada, y
salió hacia la capital del virreinato.
El sucesor de Merlo de la Fuente fue el licenciado don Pedro Álvarez de Solórzano,
nombrado sobre consulta del Consejo fechada el 7 de mayo de 1611169, y cuyo título se le
despachó por real provisión dada en San Lorenzo el 9 de agosto del mismo año170, pero
que sólo asumió el 1 de julio de 1613171, de tal manera, la plantilla del tribunal volvía a
estar completa.
La situación anterior no duró mucho, pues el día 4 de agosto de 1613 murió el doctor
don Gabriel de Zelada, y el día 6 de noviembre de 1614 el licenciado Pedro Álvarez de
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Solórzano fue suspendido del ejercicio de su plaza en virtud de auto dictado por la propia
audiencia, en razón de haber casado a su hija doña Florencia con don Pedro Lísperguer
sin contar con el real permiso. Por una real cédula de 30 de diciembre de 1614 se mandó
al príncipe de Esquilache que averiguara estos sucesos y, en definitiva, el 18 de marzo de
1616 determinó que el oidor Álvarez de Solórzano: Sea vuelto y restituido a la tal plaza
de oidor de ella, sin embargo del auto de suspensión que proveyó la Audiencia en seis de
noviembre de 1614, que declaro por nulo y de ningún valor172.
El 19 de enero de 1619 murió el licenciado don Juan de Caxal, y al mes siguiente
falleció el licenciado Pedro Álvarez de Solórzano, de tal manera, únicamente quedaba en
el despacho el achacoso oidor decano Hernando Talaverano Gallegos, acompañado por el
fiscal don Hernando Machado. Este último informó al Consejo en carta del 19 de abril de
1619 que por la muerte de dos oidores quedaban en el tribunal sólo él y el decano, ante lo
cual se despachó real cédula fechada en San Lorenzo el Real el 11 de marzo de 1620 en la
que se declaraba: Que la Audiencia se ha de conservar e ir continuando con los oydores
que quedaren en ella, aunque sea uno solo como se dice173.
Esta situación de ausencia de ministros en la Real Audiencia de Santiago de Chile
motivó la expedición de la real cédula anterior, cuyo contenido se hizo general por real
cédula fechada también en San Lorenzo el Real el 14 de agosto de 1620, y que más tarde
fue incluida en la Recopilación de Indias174.
La falta de oidores se agudizó aun más en Santiago, pues ya en marzo del año 1619
había muerto el decano y sólo permanecía el fiscal175, quien continuó sin tribunal hasta el
27 de marzo de 1619, día en que prestó juramento el doctor Cristóbal de la Cerda y
Sotomayor, provisto en la cuarta plaza vacante desde 1614 por la muerte de don Gabriel
de Zelada176.
El oidor don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor de inmediato escribió al Consejo de
Indias para dar cuenta de la precaria situación en la que se hallaba la audiencia, y decía
que había: Quedado solo en ella, por haber hallado muertos a los que antes que llegase
estaban sirviendo esas plazas177.
Debido a la falta de ministros el oidor de la Cerda y Sotomayor comenzó a designar
jueces acompañados para el despacho y determinación de los pleitos, conforme al capítulo
13 de las Ordenanzas del tribunal, que mandaban que: Si acaso en la Audiencia no
hubiere más de un oidor, pueda el solo ordenar los procesos en todas las dichas causas
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hasta concluirlas en definitiva; y hacer informacion, y dar mandamientos para prender; y
concluso el negocio para la determinacion del tome el acompañado que le pareciere; y lo
mismo haga en todos los articulos prejudiciales que incidieren, que no se pueden reparar
por la sentencia definitiva.
En dicha conformidad, mientras estuvo solo el oidor de la Cerda, es decir, entre marzo
de 1619 y el 20 de noviembre de 1620, día en que juró como oidor el fiscal Machado,
designó como acompañados a los licenciados Gaspar Jorge de Segura, que había sido
alcalde ordinario; al doctor Hernando de Molina; al licenciado Andrés de Toro Mazote; al
licenciado Juan de Morales Negrete, que había sido alcalde ordinario; al alcalde de Lima
Juan de Canseco, accidentalmente en el reino; al licenciado Francisco Pastene, fiscal
interino del tribunal; al licenciado Juan de Zelada y al alcalde ordinario licenciado Juan de
Escobar178.
Excepcionalmente el oidor de la Cerda se acompañó de algún lego, pues las mismas
Ordenanzas le permitían que, a falta de letrados, se pudiera: Acompañar con otras
personas de letras, cualesquiera que alli hubiere179, y así entre mayo y julio de 1620
actuó acompañado por el maestrescuela don Juan de la Fuente Loarte180.
La actuación del oidor de la Cerda y Sotomayor fue aprobada por el monarca,
conforme lo declaraba una real cédula fechada en Madrid el 17 de diciembre de 1621, en
la que se señalaba respecto de él que: Dice que luego que llego, aunque se hallo solo,
como queda dicho, comenzo a despachar acompañandose con el fiscal y algunos
abogados conforme a las Ordenanzas de esa Audiencia, lo qual esta bien181.
Sobre consulta del Consejo del 22 de enero de 1620 había sido ascendido a oidor el
fiscal Machado182 en lugar del licenciado Álvarez de Solórzano, y juró en su nueva plaza
el 20 de noviembre de dicho año183, con lo cual quedó vacante la fiscalía, y junto al
decano de la Cerda como únicos oidores nombraron interinamente como fiscal al
licenciado don Andrés de Toro Mazote, quien despachó en ella hasta enero de 1622184,
época en la que asumió el propietario don Jácobe de Adaro y San Martín185.
También entre 1620 y 1622 los oidores de la Cerda y Machado se acompañaron de
algunos licenciados para la determinación de los pleitos, entre ellos, Hernando de Toledo,
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Francisco Pastene, Juan de Escobar y Gaspar Jorge de Segura, y en enero de 1621 del
maestrescuela Juan de la Fuente186.
En enero de 1622 se normalizó la actuación del tribunal, porque se incorporó el fiscal
Adaro y San Martín, y el oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar187, de modo tal que
sólo continuaba vacante la tercera plaza, que fue ocupada en abril de 1623 por el doctor
Rodrigo de Carvajal y Mendoza 188.
Desde esta época hasta fines del siglo XVII las vacancias fueron escasas y por
períodos breves, debido a que se redujo el lapso que mediaba entre la muerte de un
ministro y la toma de posesión de su sucesor. En efecto, en la década del veinte dicho
tiempo oscilaba entre los dos o tres años, por ejemplo a la muerte del oidor Caxal ocurrida
en 1619 la vacancia se prolongó hasta 1623, pero en la década siguiente la vacancias
duraban cerca de un año, e incluso menos, sobre todo cuando la vacancia de producía por
ascenso.
También influyó en la disminución del tiempo de las vacancias el hecho de que los
provistos tardaban menos en llegar al reino, pues los primeros solían ocupar dos o más
años antes de tomar posesión, como el oidor Álvarez de Solórzano, provisto en 1611 y
que juró en 1613, o su colega Narváez y Valdelomar, nombrado en 1620 y que asumió en
1622. Desde 1630 en adelante lo normal era que entre el despacho del título y el
juramento sólo mediaran unos meses, así el oidor Adaro fue provisto en mayo de 1631 y
se incorporó en marzo siguiente. Esto se debía a que muchos de los nombrados se
encontraban ya en las Indias, especialmente en Lima, y no en España o en distritos
alejados del reino. Así, de trece ministros nombrados entre la fundación y 1640, seis se
encontraban en los reinos de España, tres en Lima, dos en Chile y dos en Santo
Domingo 189; y de los trece provistos entre 1640 y 1670, cuatro se hallaban en la
península, seis en Lima, dos en La Plata, y uno en Buenos Aires190.
Finalmente, contribuyó también a dar estabilidad al funcionamiento de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, el que los fiscales de ella fueran ascendidos a plazas de
oidor en el mismo tribunal. En efecto, entre 1605 y 1681 fueron nombrados 18 fiscales, de
ellos cinco no llegaron a asumir191, y de los 13 restantes, sólo don Francisco de Cárdenas
y Solórzano no fue ascendido a plaza de oidor, pues fue sancionado y depositado en
Panamá.
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El último decenio del siglo XVII se caracterizó igualmente por la falta de ministros en
el tribunal. En efecto, el 28 de octubre de 1688 murió el oidor don Sancho García de
Salazar, y a principios del 1689 se hizo efectiva la suspensión de su colega don Juan de la
Cueva y Lugo ordenada por real cédula del 11 de noviembre de 1686, de tal manera que
sólo quedaba en el despacho don Juan de Laya Bolívar y el fiscal don Pablo Vázquez de
Velasco, situación que se prolongaba aun en 1690 cuando ambos habían sido trasladados
a Lima, en razón de lo cual y, para no desamparar el tribunal, decidieron permanecer en
Santiago hasta la llegada de sus sucesores, y así lo informaron al monarca, además de
haber acordado cobrar de las cajas reales el salario que les tocaba por las plazas que
estaban llamados a servir en Lima. De este modo continuaron en Santiago hasta el día 4
de enero de 1692, fecha en que juró el oidor don Diego de Zúñiga y Tovar, provisto sobre
consulta del 20 de febrero de 1690, quien quedó en la audiencia como único ministro
hasta el 14 de marzo de 1692, día en que tomaron posesión sus colegas don José Blanco
Rejón, don Álvaro Bernardo de Quiroz y don Gregorio Blanco Laysequilla, y diecisiete
días después juró el fiscal don Gonzalo Remírez de Baquedano.
El monarca al conocer la actuación de Laya Bolívar y Vázquez de Velasco en orden a
esperar a sus sucesores, ordenó despachar una real cédula el 17 de agosto de 1700 en la
que aprobaba tal decisión y mandó que se les contribuyera con el sueldo de sus plazas de
Lima192.
Durante el siglo XVIII la audiencia de Santiago no enfrentó problemas graves de
integración y funcionó prácticamente con todos sus ministros, e incluso en ocasiones
contó con mayor número de oidores que los de su dotación debido al nombramiento de
supernumerarios.
Al finalizar el siglo XVIII nuevamente hubo que nombrar jueces acompañados, aunque
ahora se prefería habilitar para el despacho al fiscal en todas aquellas causas en las que no
se encontraba implicado, conforme a una ley de las recopiladas de Indias que ampliaba
los términos de la primitiva ordenanza del tribunal, al mandar que: Si en la Audiencia no
hubiere mas de un Oidor, pueda el solo ordenar los procesos en todas las dichas causas,
hasta concluirlas en definitiva, hacer informaciones, y dar mandamientos para prender, y
concluso el pleyto, para la determinacion de el, se elija y nombre al Fiscal, o
acompañado, que conforme a lo referido pareciere193.
En enero de 1793 despachaba en el tribunal únicamente el oidor don Francisco Tadeo
Díez de Medina quien además oficiaba de presidente porque el propietario se hallaba
ausente en la frontera. La falta de ministros se había originado por sus enfermedades, en
razón de las cuales algunos permanecían en sus casas y otros habían salido de Santiago en
busca de remedio para sus achaques. Así pues, el oidor Díez de Medina decidió nombrar
como acompañado al fiscal don Joaquín Pérez de Uriondo y Martierena en todos aquellos
pleitos en que no estuviera implicado el ministerio fiscal:
En la ciudad de Santiago de Chile, en diez dias del mes de enero de mil
setescientos noventa y tres años, el Sr. Dn. Francisco Tadeo Diez de Medina, del
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Consejo de Su Majestad, oidor decano de esta Real Audiencia, dijo que por
quanto con motivo de la auciencia de los SS. Ministros de esta misma Real
Audiencia, unos por enfermos y otros a tomar baños, se hallaba solo en el
tribunal, en cuyo caso y en el de hallarse exerciendo las funciones de la
presidencia conforme a la real cédula de S.M. de 2 de agosto de 1789, por la
ausencia del Sr. propietario a la frontera, le corresponde conforme a la ley 63, tit.
15, lib. 2 de Indias el nombramiento de juez que por falta o impedimento de SS.
Ministros supla su ausencia para determinacion de los negocios, a efecto de que
no pare el curso de estos por la insinuada razon en perjuicio de la causa publica;
debio elegir y eligio en conformidad de la ley 97 del mismo titulo y libro al Sr.
Fiscal de S.M. a efecto de que le acompañe en el diario despacho en todo lo que
no hiciere de parte194.
De conformidad a esta resolución del oidor decano, se despachó título de acompañado
para habilitar al fiscal, haciéndoselo saber por medio del siguiente oficio:
Hallandome solo en el tribunal por la auciencia de los demas SS. Ministros,
por sus enfermedades y tomar baños, he resuelto conforme al tenor de las leyes
sesenta y tres y noventa y siete, titulo 15, libro segundo de nuestras Municipales,
nombrar a Usia para la determinacion y despacho diario de los negocios en que
no estuviere implicado el Ministerio, reservando formar sala para quando el caso
lo pida, lo que participo a Usia para que en su inteligencia se sirva desde este dia
asistir al tribunal. Dios guarde a Usia muchos años. Santiago y enero diez de mil
setecientos noventa y tres195.
El mismo día el fiscal Pérez de Uriondo respondía al decano que aceptaba dicha
designación y así se lo comunicaba:
Por el oficio que acabo de recibir quedo enterado de lo resuelto por Usia en
orden a mi asistencia diaria al Despacho de los negocios en que no estuviere
implicado el Ministerio durante la ausencia de los demas SS. Ministros, que por
sus enfermedades y tomar baños se hallan en el campo, y pronto a su mas
puntual obedecimiento196.
Como los ministros enfermos y los que se encontraban tomando baños eran tres, a
saber, don Luis de Urriola y Echevers, don Juan Rodríguez Ballesteros, y don Alonso
González Pérez, el decano además de haber habilitado al fiscal hubo de nombrar a dos
jueces acompañados de entre los abogados de la audiencia que tenían la mayor
antigüedad, que eran los doctores don Martín de Ortúzar y don Juan de Dios Gazitúa:
Mediante, que sin embargo del nombramiento que por provisión de esta fecha
se ha hecho en el Sr. Fiscal de S.M. para el despacho diario de los negocios y
pleytos que se libran en esta Real Audiencia, se hace preciso formar sala para
aquellos en que estuviere implicado el Ministerio, o en que por sus muchas
ocupaciones no pueda concurrir y para las causas criminales a fin de que con
ningún motivo se entorpezca y pare el curso de las causas, se nombran con
intervencion de dicho Sr. Fiscal, al Dr. Dn. Martín de Ortuzar y a Dn. Juan de
Dios Gazitua, ambos abogados de esta Real Audiencia y mas antiguos de ella, a
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quienes se les hara saber este nombramiento, acepten y juren en la forma
ordinaria, previniendoseles que esten prontos para asistir cuando se les avise197.
El mismo día el doctor Gazitúa fue notificado y prestó juramento conforme rezaba el
acta: Dijo que aceptaba y acepto dicho nombramiento y juro por Dios nuestro Señor y
una señal de la Cruz usar bien y fielmente del enunciado oficio a su leal saber y entender.
El susodicho lo hizo en toda forma y so cargo del prometio guardarlas poridades del
acuerdo y lo firmo198.
En 1799 volvieron a producirse varias vacancias que alteraron el normal
funcionamiento del tribunal. En agosto de 1798 murió el oidor Urriola y Echeverz, y
pocos meses después se hizo efectivo el destierro a La Paz del oidor Díez de Medina,
mandado por real orden del 6 de octubre de 1795, y en mayo de 1799 comenzó a gozar de
su jubilación el oidor don Alonso González Pérez conforme a la real cédula del 19 de
diciembre de 1798 que así se lo había comunicado. Así pues, únicamente quedaban en la
audiencia los supernumerarios don José Santiago de Aldunate y don José de Santiago
Concha, más el regente don José de Rezaval y Ugarte, quien el 29 de mayo de 1799
solicitó al presidente don Joaquín del Pino que, por la falta de ministros, habilitase al
jubilado González Pérez para que continuara asistiendo al tribunal. Aceptó el presidente
esta sugerencia y el 31 de mayo respondió al regente que: Con la mayor energía he
trasladado al Sr. Dr. Dn. Alonso González Pérez las razones en que US. se funda para
solicitar que este ministro, no obstante su jubilación, prosiga asistiendo al despacho de
este Tribunal y demás juntas y comisiones que tenía a su cargo mientras subsiste la
necesidad y escasez de ministros y, no dudando que impuesto de ellas lo execute,
expóngolo a US199. Recibida esta comunicación por el regente, despachó el decreto que
habilitaba al oidor:
Recibido este oficio y en su inteligencia y cumplimiento, esperándose el que
le dará en quanto le sea posible el acreditado zelo por el Real Servicio del Sr. Dn.
Alonso González Pérez, téngasele por Ministro Avilitado para continuar
asistiendo al despacho en esta Real Audiencia y en las comisiones y juntas que le
estaban encargadas, mientras no se lo impidan las disposiciones de su viaje a
España en que piensa entender el dicho Sr. por el mes de septiembre según lo ha
significado al Tribunal200.
El oidor González Pérez asistió al despacho hasta septiembre de 1799, último mes en
que aparecen sus actuaciones, pues en dicha época pasó a Buenos Aires rumbo a la
península, por lo que de nuevo en el tribunal quedaban dos ministros y el regente, pero la
súbita muerte de este último el 19 de junio de 1800 obligó al presidente del Pino a
habilitar como oidor al fiscal don Francisco Manuel de Herrera, decisión aprobada por
real orden fechado el 8 de junio de 1801, que manifestaba su conformidad con: La
providencia del señor Pino de haber habilitado de oidor por falta de estos, con la muerte
del Sr. Rezabal, al Sr. Fiscal de S.M., y manda que sólo en los pleitos de partes, pero en
                                                
197 Idem, Nombramiento acompañados, Santiago, 10-I-1793, fs. 4.
198 Idem, Juramento del Dr. Juan de Dios Gazitua, Santiago, 10-I-1793, fs. 4 vta.
199 ANRACH. 3.012, pza. 2, Oficio del presidente al regente, Santiago, 31-V-1799, fs. 2.
200 Idem, Decreto del regente, Santiago, 31-V-1799, fs. 3.
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los demás en que la Real Hacienda tenga o pueda tener directa o indirectamente el
menor interés es conveniente que el Fiscal ejerza su ministerio, y para conjueces se
nombren abogados, porque la defensa de los derechos del Fisco o Real Hacienda
corresponde privativamente a los Fiscales y en sus personas esta depositada la Real
Confianza, y por lo mismo no debe encargarse a otros el desempeño del ministerio fiscal
hallándose vivo y sano el propietario201.
El 31 de diciembre de 1801 regresó al reino el oidor Díez de Medina y halló al tribunal
con sólo dos ministros propietarios y al fiscal habilitado como oidor, es decir, continuaban
las vacancias del regente y de dos oidores. Su presencia en Santiago no alivió la situación
de la audiencia, pues en marzo de 1802 enfermó al caer accidentalmente al entrar en su
calesa, dolencia que agravada por la viruela que contrajo escasos meses después, y que en
agosto de 1803 le tenía semiparalítico e imposibilitado de asistir al despacho, razón por la
cual el 6 de mayo de 1802 fue nombrado como conjuez para suplir su ausencia el doctor
don Nicolás José de Gandarillas, a quien el 28 de julio del mismo año se le reiteró el
nombramiento por el presidente don Luis Muñoz de Guzmán:
Para remediar la falta de votos en las causas criminales y civiles arduas, que
con ocasión de la enfermedad del Sr. Decano me expone VS. en papel de ayer, y
previene S.M. en reales cédulas de 13 de agosto y 24 de noviembre de 1799
sufraguen en las de esta naturaleza, he venido en nombrar de conjuez, por la
facultad que me dispensa la ley 63, tit. 15, lib. 2, de estos Dominios al Dr. Dn.
Nicolás José Gandarillas en todas las Salas del Tribunal y juntas mientras
subsista la necesidad que motiva este nombramiento y para cualquier implicancia
que ocurra en las presentes circunstancias como VS. me propone en su citada a
que contesto202.
En agosto de 1803 se incorporó a la audiencia el oidor don Manuel de Irigoyen en la
cuarta plaza, vacante desde la jubilación de su colega González Pérez, y como continuaba
sin provisión la segunda, el presidente aprovechando que se hallaba en Santiago el oidor
provisto de Guatemala don Joaquín Bernardo de Campuzano, le llamó al despacho del
tribunal el 23 de diciembre de 1808, y se mantuvo en él hasta el 13 de marzo de 1809,
pues al día siguiente juró el propietario don Félix Francisco Bazo y Berry, tal como lo
explicaba su apoderado al reclamar el abono de sus sueldos: Este fue llamado por V.S. el
23 de Diciembre ultimo a despachar en esta Real Audiencia, ocupando Plaza por las
vacantes y escasez de Ministros, como lo verifico puntualmente hasta la llegada y
recepcion del Sr. Oydor Dn. Felix Bazo y Berry203.
Con la llegada de Bazo y Berry el tribunal después de más de quince años volvía a
tener provista su plantilla, pues también había tomado posesión el nuevo regente don Juan
Rodríguez Ballesteros.
                                                
201 ANRACH. 3.132, Índice de reales cédulas dirigidas a la Real Audiencia de Santiago de Chile
desde el año de 1756 al de 1806 , RO. Madrid, 8-VI-1801.
202 ANRACH. 3.012, pza. 3, Oficio del presidente al regente, Santiago, 28-VII-1802, fs. 2.
203 ANCG. 603, El Apoderado del Sr. Oydor Dn. Joaquin Bernardo Campuzano sobre abono de su
sueldo del tiempo que sirvio en esta Real Audiencia en calidad de Agregado, Santiago, 29-V-1809, fs.
132.
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En abril de 1811, cuando el gobierno se hallaba en manos de una Junta Gubernativa,
comenzaron a ejercerse una serie de presiones sobre los ministros de la audiencia, a
quienes se acusaba de haber instigado un motín contra la Junta, ante las cuales algunos de
los oidores renunciaron. Fue el caso de don José Santiago de Aldunate y Guerrero quien
presentó su renuncia ante la Junta Gubernativa el 6 de abril de 1811, y solicitó permiso
para pasar a Lima, hacia donde salió el día 18 de dicho mes. El 9 de abril del mismo año
siguieron su ejemplo los oidores don Félix Francisco Bazo y Berry y don Manuel de
Irigoyen, con lo cual únicamente quedaban en el despacho el regente don Juan Rodríguez
Ballesteros y el decano don José de Santiago Concha, pues la fiscalía había vacado el 6 de
abril debido a la muerte de su titular el barón de Juras Reales.
Como el regente y el decano no renunciaron a sus oficios, el gobierno, considerando
que se mostraban contrarios a la justa causa que sostiene el Reyno para conservar estos
dominios al Sr. Dn. Fernando VII, ordenó que en el preciso término de tres días, a contar
del 24 de abril, se retirara el regente a la ciudad de San Fernando, y el decano a la Ligua,
con goce a una pensión mensual de 150 pesos, y así dejaba de funcionar el tribunal.
Una vez producida la restauración de la monarquía en el reino, el gobernador y capitán
general don Mariano Osorio decidió la reinstalación del tribunal con los antiguos
ministros que permanecían en Chile, y que eran Santiago Concha y Aldunate y Guerrero,
quienes reabrieron solemnemente la Real Audiencia el 15 de marzo de 1815, bajo la
presidencia del mismo Osorio, y con asistencia de don José Antonio Rodríguez Aldea,
nombrado como oidor interino por el virrey Abascal, quien en su calidad de más moderno
asumió interinamente la fiscalía.
En mayo de 1815 se incorporó como oidor don Antonio Caspe y Rodríguez, y el
antiguo oidor don Félix Francisco Bazo y Berry. Al año siguiente tomó posesión don
Antonio Luis Pereyra, nombrado para suceder a Aldunate y Guerrero a quien se había
traslado a Lima.
Finalmente, en la madrugada del día 13 de febrero de 1817 el tribunal dejó de
funcionar, pues sus ministros huyeron a Valparaíso después de conocida la derrota de las
armas reales en los campos de Chacabuco.
3. Las reformas de Carlos III y el funcionamiento de la Real Audiencia de
Santiago
Durante el reinado de Carlos III (1759-1788) se produjeron las innovaciones más
importantes en el régimen jurídico institucional de las audiencias indianas.
En efecto, por real decreto de 11 de marzo de 1776 se modificaron las plantas de los
tribunales americanos, al crearse el nuevo oficio de regente, al aumentarse las plazas de
oidores, y al dividirse el ministerio fiscal, en de lo civil y de lo criminal, en aquellas
audiencias en que era servido por un solo titular204.
Estas reformas significaron en la Real Audiencia de Santiago de Chile, además de la
introducción del regente como nuevo magistrado, el establecimiento de una quinta plaza
                                                
204 LÓPEZ BOHÓRQUEZ, Alí, “Las reformas de Carlos III en las audiencias americanas”, en Boletín
de la Academia Nacional de la Historia, XLVI, nº 262, Caracas, 1983, pp. 319-342.
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de oidor, y la creación de una segunda plaza de fiscal, junto a quienes aparecerían
institucionalmente reglados los agentes fiscales205.
La más significativa de las reformas introducidas por Carlos III, a instancias de José de
Gálvez, en las audiencias indianas fue la creación de la plaza de regente en cada una de
ellas en virtud del real decreto del 11 de marzo de 1776, decisión que fue comunicada por
real orden despachado en Madrid el 6 de abril del mismo año206.
El régimen jurídico institucional de este nuevo oficio fue fijado el 20 de junio de 1776
por la Instrucción de lo que deben observar los Regentes de las Reales Audiencias de
América: sus funciones, regalías, cómo se han de haber con los Virreyes y presidentes, y
éstos con aquellos207.
Para servir esta plaza fue nombrado, sobre consulta del Consejo de Cámara fechada el
23 de septiembre de 1776, el asturiano don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo y Robles,
a quien se le despachó título por real provisión librada en San Lorenzo el 16 de noviembre
del mismo año208. Tomó posesión de su oficio el 22 de diciembre de 1777 y se mantuvo
en él todo el reinado de Carlos III, pues en 1788 fue ascendido a plaza en el Consejo de
Indias, de la que se le despachó título por real provisión el 21 de julio de dicho año.
Las reformas de Gálvez de 1776 significaron también la creación de una segunda
fiscalía en la Real Audiencia de Santiago de Chile, de tal manera, el ministerio público era
ejercido por un fiscal de lo civil y por otro de lo criminal.
Por real provisión fechada en San Ildefonso el 25 de agosto de 1776, se despachó título
de fiscal en lo civil de la Real Audiencia de Santiago de Chile en favor de don Lorenzo
Blanco Cicerón209, para ocupar la plaza vacante por la promoción de José Perfecto Salas,
oficio que juró el 30 de abril de 1777210, y que sirvió hasta el 15 de abril de 1780, día en
que salió de Santiago, para tomar posesión de una plaza de oidor en la Audiencia de
Charcas, que se le había concedido por real provisión del 24 de marzo de 1779.
De su lado, por real provisión fechada en San Ildefonso el 25 de agosto de 1776 se
despachó título como primer fiscal del crimen de la Real Audiencia de Santiago en favor
                                                
205 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Las reformas de Carlos III y la Real Audiencia de Santiago
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206 MARILUZ URQUIJO, José María, “Las memorias de los regentes de Buenos Aires. Manuel
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208 ANRACH. 3.136, Títulos de presidentes, oidores y fiscales, RP. San Lorenzo, 14-XI-1776, fs.
234-236.
209 AGI. 223, Títulos de fiscales desde 1631 , RP. San Ildefonso, 25-VIII-1776. También en
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de don Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero211, plaza de la que tomó posesión el
3 de abril de 1777212, y en la que despachó hasta 1779, año en que fue trasladado a Lima,
como alcalde del crimen.
Finalmente la nueva plaza de oidor, que correspondía a la quinta, fue provista, sobre
consulta del Consejo de Cámara fechada el 3 de marzo de 1777, en el doctor don Nicolás
de Mérida y Segura, a quien se le despachó título por real provisión librada en Aranjuez el
21 de abril de 1777213. Tomó posesión de ella el 6 de abril del año siguiente214, y sólo la
dejó a su muerte ocurrida el 6 de noviembre de 1781.
Todos estos nuevos ministros fueron típicos representantes de los hombres de la
Ilustración, por ello su actuación en Chile escapó, muchas veces, el mero campo de sus
oficios y se extendió a aspectos tales como la cultura, los estudios, el progreso económico
y las felicidad de la república, es decir, ideas todas muy queridas de los ilustrados.
3.1. Mejoramiento del despacho del tribunal
La labor en el tribunal, tanto del regente Álvarez de Acevedo, cuanto de los fiscales
Blanco Cicerón y Zerdán, fue muy intensa, porque dedicaron gran parte de su actividad a
mejorar el funcionamiento del despacho, mediante la proposición de diversas medidas
encaminadas a obtener una buena y más pronta administración de justicia, aunque algunas
de ellas originaron desencuentros entre los ministros.
3.1.1. Censura de prácticas contrarias a las leyes y reparo de omisiones
Los fiscales Blanco Cicerón y Zerdán de Landa y Simón Pontero al poco tiempo de
haber tomado posesión de sus plazas advirtieron la existencia de una serie de prácticas en
la audiencia que eran contrarias a derecho, además de haber notado algunas omisiones en
el cumplimiento de ciertos deberes en los que habían incurrido los oidores, y para obtener
su reformación dirigieron al tribunal, el 16 de mayo de 1777, una representación en que
hacían presentes: Varias corruptelas, y abusos dignos de reforma y de remedio215.
a) Violación de la ley recopilada que mandaba a los oidores traer varas de justicia:
era esta la primera práctica contraria a derecho en que reparaban los fiscales, pues desde
la segunda mitad del siglo XVI se hallaba dispuesto que en aquellas audiencias donde no
había alcaldes del crimen, los oidores llevaran varas de justicia tal como la traían los
alcaldes de casa y corte216, y al efecto decían: Primeramente an advertido los Fiscales
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que esta en practica que los Señores Oydores de esta Real Audiencia, aunque Alcaldes de
Corte al mismo tiempo, no trahen o cargan la respetable insignia de varas de justicia que
es (segun la expresion de la ley 11. tit. 2. lib. 3, de la Recopilacion de Indias) el honroso
distintivo por donde son conocidos los Jueces, a quienes an de acudir las partes para que
se les administre igualmente217.
Los oidores de la Real Audiencia de Santiago nunca habían sido particularmente
celosos del cumplimiento de este deber, así por real cédula fechada en El Pardo el 30 de
septiembre de 1714 se había mandado expresamente: Que los Oidores de la Audiencia de
Chile, ronden, traigan vara alta de justicia como Alcaldes del Crimen, y hagan en parte
pública el Juzgado de provincia, por queja que se dio de que nada de esto hacían218.
Los oidores reconvenidos por esta representación de los fiscales escribieron al monarca
el 28 de mayo de 1777, que si no traían varas de justicia era porque no estaba en práctica
en la audiencia de Santiago, y que la costumbre había derogado dicha obligación: Por su
primera observacion extrañan que como Oydores y Alcaldes de Corte no trahygamos
varas segun lo prevenido en la ley 26. tit. 16. lib. 2 de las Recopiladas de Indias. Ninguno
de los Ministros que en la actualidad componen esta Real Audiencia reconocio que sus
predecesores las huviesen cargado y como materia de seremonias y regalia conceptuaron
que estaban abolidas por contraria costumbre como lo autorizan todas las decisiones en
el tit. 15. lib. 3 de la expresada Recopilacion219.
b) Faltas en la relación y vista de las causas: reprochaban también los fiscales que los
negocios de importancia fueran resueltos con la sola cuenta del relator, y sin estar
presentes las partes a la vista de las causas.
La actuación de los relatores había preocupado desde tiempo atrás a la audiencia, y
para reparar algunos vicios en la relación y vista de las causas había dictado varios autos
acordados.
Por auto acordado del 18 de marzo de 1758 había ordenado precisamente la formación
de los memoriales ajustados por parte de los relatores, a los que necesariamente debían
ajustarse: Los dichos Relatores desde hoy en adelante, con ningún motivo ni pretexto
traigan en relación en definitiva pleito alguno civil o criminal que no sea por memorial
ajustado con las partes, sus procuradores o abogados en la forma establecida por la
citada ley 11 y por la 3ª, tit. 17, lib. 2 de las de Castilla, a cuyo contexto se ajustarán los
susodichos220.
                                                                                                                                         
Oidores y Alcaldes de Valladolid y Granada, y traygan varas de justicia, como las traen los Alcaldes de
nuestra casa y Corte, y los Presidentes les obliguen a que así lo hagan y cumplan .
217 MM. 196, doc. 4.716, Representación de los fiscales a la Real Audiencia, Santiago, 16-V-1777, fs.
291-292.
218 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas reales cédulas de esta Real Audiencia desde 1658 hasta
1778, RC. El Pardo, 30-IX-1714, fs. 81.
219 MM. 196, Informe de la Real Audiencia sobre las prácticas representadas por los Fiscales,
Santiago, 28-V-1777, fs. 263.
220 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 18-III-1758, fs. 88-88 vta.
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El cumplimiento de este deber les fue recordado a los relatores por nuevo auto
acordado del 30 de octubre de 1760, en el que se dispuso que: Formarán los Relatores los
Memoriales que enseña la ley 11, título 2, libro 2, sin que por ningún motivo ni pretexto
traigan relación en definitiva de pleito alguno, civil o criminal, que no sea en esta forma,
ajustando y concertando los Memoriales con las partes, sus procuradores o abogados, al
modo a que precisa la susodicha ley 11, y la 3ª, tít. 17, libro 2 de Castilla221.
En cuanto a la asistencia de las partes a la relación y vista de los pleitos, el mismo auto
acordado del 30 de octubre de 1760 había recordado a los abogados de las partes su
precisa obligación de asistir a las relaciones de las causas en definitiva con traje decente y
apropiado: Se notificará a los Abogados de esta Real Audiencia que, desde el día 7 de
enero del próximo año de 61 en que se han de leer las Ordenanzas que manada la ley
182, tit. 15, lib. 2, precisa e inviolablemente hayan de asistir por sí o por otros abogados
a las Relaciones de las causas en definitiva o que tengan fuerza de tales que
patrocinaren, en traje de golilla, o con otros decentes, que correspondieren a su
ministerio, como se estila y practica en todos los Consejos y Chancillerías de Europa y
América, y sobre todo como literalmente lo manda la ley 11, tit. 22, lib. 2 de nuestro
Derecho Municipal, concordante con otras de Castilla222.
Dos años después de esta representación de los fiscales, nuevamente se hicieron
presente algunos defectos en las relaciones, advertidos por el fiscal Zerdán cuando el día
16 de abril el relator don Miguel Rocha había hecho relación oral de una causa criminal
por salteos y homicidios, negándose a relatar por escrito, e insultando de viva voz al
fiscal. Habiéndose quejado Zerdán y a su instancia el 17 de abril de 1779 la audiencia
dispuso que la relación de las causas criminales arduas y graves debía hacerse en adelante
por escrito223.
En 1796 el regente don José de Rezaval y Ugarte volvía a hacer presente la existencia
de estos defectos: No se hacían memoriales ajustados por los Relatores, sino en causas
de notable gravedad y expectación; no asistían las más de las veces los abogados y
procuradores a la vista de los pleytos224.
c) Desarreglos los turnos del Juzgado Mayor de Provincia y de Bienes de Difuntos:
censuraban los fiscales el hecho de no guardarse el turno que estaba mandado para el
servicio de este juzgado que, desde una real cédula fechada en Aranjuez el 8 de abril de
1565 se ordenaba que fuera trimestral, y que la audiencia de provincia se hiciera: Los
martes, jueves y sábados de cada semana por las tardes, en las plazas de las ciudades
donde residiera la Audiencia225, y al efecto señalaban los fiscales que: Estan en la
inteligencia que el Juzgado de Provincia turna entre los SS. Ministros por tiempo de
cuatro meses y por un año el de Bienes de Difuntos. En las leyes tit. 19 y tit. 32. lib. 3 de
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las recopiladas se establece que las sirvan por turno el primero cada tres meses y de dos
en dos años el segundo, con que mientras no se manifieste su derogacion no hay merito
para que dejen226.
Tampoco habían sido celosos los oidores en el cumplimiento de este deber, pues hacia
1620 los vecinos de Santiago se habían quejado que la audiencia de provincia la hacían
los oidores en sus casas y no en la plaza, en razón de lo cual se les despachó real cédula
fechada en Madrid el 3 de septiembre de 1624 en la que se mandaba al presidente: Deis
orden para que la dicha audiencia de provincia se haga en la plaza y no en casa de
dichos oidores227.
En el siglo siguiente una real cédula fechada en El Pardo el 30 de septiembre de 1714
volvía a reiterar el cumplimiento de esta obligación: Que los Oidores de la Audiencia de
Chile, ronden, traigan vara alta de justicia como Alcaldes del Crimen, y hagan en parte
pública el Juzgado de provincia, por queja que se dio de que nada de esto hacían228.
Los oidores recriminados por los fiscales hicieron presente al monarca lo siguiente:
Reparan que vuestros Ministros no turnan en los Juzgados de Provincia y de Bienes de
Difuntos en los tiempos prescriptos por vuestras Leyes Reales. Por el testimonio
legalizado de que comprenderian si se huviesen mejor informado que la practica ha sido
asistir cada Ministro al primer Juzgado cuatro meses y al segundo por dos años. Y que si
en algunas ocasiones no han completado estos terminos ha dependido de que hallandose
alguno de vuestros Oydores en su puntual ejercicio ha sido nombrado para que
acompañe a vuestros Presidentes a la Frontera del Reyno, sublevada por la invacion de
los indios229.
d) Incumplimiento de deberes de los abogados: los fiscales notaban que los abogados
no cumplían la ley municipal que mandaba que subscribieran los escritos con su firma
entera.
e) Faltas en los acuerdos: hacían también presente que se vulneraban las leyes de
Castilla, y especialmente la 83 del título 15, libro 2 de las de Indias, al no respetarse las
reglas de los acuerdos.
En 1796 el regente don José de Rezaval y Ugarte escribía, en el momento de su ingreso
a dicha plaza, que había advertido algunos inconvenientes en los acuerdos, principalmente
la demora: Se postergaban algunos en su notable votación por dilatado tiempo230.
                                                
226 MM. 196, doc. 4.716, Representación de los fiscales a la Real Audiencia, Santiago, 16-V-1777, fs.
292.
227 AGI. Chile, 166, Libro II. Registro de oficio para la Audiencia de Chile, 1615-1643, RC. Madrid,
3-IX-1624, fs. 383.
228 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas reales cédulas de esta Real Audiencia, RC. El Pardo, 30-IX-
1714, fs. 81.
229 MM. 196, doc. 4.711, Informe de la Real Audiencia sobre las prácticas representadas por los
Fiscales, Santiago, 28-V-1777, fs. 263.
230 MM. 213, doc. 5.466, El regente don José de Rezaval al Secretario de Estado y del Despacho
Universal, Santiago, 10-II-1796, fs. 216.
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f) Omisión en llevar ciertos libros: finalmente, representaban Blanco Cicerón y Zerdán
el hecho de no llevarse por la audiencia ciertos libros exigidos por las leyes, tales como el
de votos de gobierno, y el de cartas ordinarias y secretas.
Sobre esta materia obtuvieron los fiscales que la audiencia por auto acordado del 7 de
mayo de 1778 les comisionara para el arreglo del archivo secreto del tribunal231. En
cumplimiento de este encargo Blanco Cicerón y Zerdán levantaron un prolijo inventario
del archivo secreto232.
Algunos años más tarde el oidor don Francisco Tadeo Díez de Medina y Vidanges hizo
poner a su costa el libro copiador de reales cédulas del tribunal desde su fundación que se
hallaba perdido y que fue encontrado a instancia suya 233.
El ya citado regente Rezaval y Ugarte, también reparaba en estas omisiones cuando
escribía en 1796 que: No había libros formales y con la debida separación, ni de
conocimientos de procuradores, de los Relatores y de la Fiscalía, tampoco los había de
toma de razón de los autos y expedientes devueltos, ni del despacho diario y de los autos
acordados234.
Ante la intempestiva e inesperada representación de los fiscales, los ministros del
tribunal reaccionaron airadamente y, junto a la representación recibida, elevaron al
monarca un detallado informe en el que rebatían duramente lo expuesto por Blanco
Cicerón y Zerdán, y exponían lo conveniente que habría resultado que los fiscales: Antes
de presentar sus pedimentos se informen mejor del estilo, prácticas y providencias con
que se gobiernan vuestras Reales Audiencias, tanto para que se eviten dilaciones en el
despacho de los juicios, como para que cese el rumor y escándalo que se ocasiona al
público, nunca instruido de la substancia de estos asuntos, y siempre propenso a rebajar
la estimación que tanto necesitan vuestros ministros en el uso y ejercicio de su
judicatura235.
El Consejo de Indias, previo examen de los autos y vista de su fiscal, el 14 de mayo de
1778 rechazó los cargos imputados a los oidores por los fiscales y, posteriormente, por
real cédula del 20 de octubre de 1780 dirigida al virrey del Perú y al presidente de la Real
Audiencia de Charcas, distritos a los que habían sido trasladados Blanco Cicerón y
Zerdán, les mandó que: Hagan comparecer ante sí respectivamente cada uno al que se
                                                
231 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 7-V-1778, fs. 118-119.
232 ANRACH. 3.147 , Inventario del Archivo Secreto de la Real Audiencia.
233 ANRACH. 3.138, Copiador de Cedulas Reales en la fundacion y Principio de la Audiencia y
Chancilleria real de este Reyno, con otros varios y esenciales documentos, algunos originales, perdido y
hallado a solictud de don Francisco Tadeo Diez de Medina, Santiago, 1-III-1794.
234 MM. 213, doc. 5.466, El regente don José de Rezaval y al Secretario de Estado y del Despacho
Universal, Santiago, 10-II-1796, fs. 216.
235 MM. 196, doc. 4.711, Informe de la audiencia sobre las prácticas representadas por los Fiscales,
Santiago, 28-V-1777, fs. 262-270.
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halle en su capital y, reprendiéndole severamente su modo de proceder, le advierta que
en adelante se abstengan de formar semejantes representaciones236.
3.1.2. División en salas para reparar el atraso en la vista y determinación de los
pleitos
En las audiencias virreinales de Méjico y Lima el ejercicio de la jurisdicción civil
estaba entregado a los oidores y el de la criminal a los alcaldes del crimen, en razón de lo
cual había en ellas una sala de oidores para lo civil, y otra de alcaldes del crimen para lo
criminal, y en las restantes no existía esta distinción, tal como lo recordaba Solórzano y
Pereyra: En todas las Chancillerías usan, y exercen promiscua, y simultaneamente ambas
jurisdicciones, exceptas las de México, y Lima, en las quales hay distintas salas y plazas
de Oidores, y de Alcaldes237.
Además de esta distinción de salas en cuanto al ramo de la jurisdicción, en las
audiencias de Méjico y Lima los oidores despachaban divididos en dos salas civiles.
En Méjico la división de los oidores en salas no era permanente, pues una real cédula
fechada en Madrid el 7 de junio de 1593 permitía al virrey que señalare diariamente los
oidores que iban a integrar cada una de ellas: Que cuando el Virrey se quedare en su
aposento, y no fuere a la sala, pueda señalar a los Oidores los pleytos que han de ver, y
repartir las salas, como esto lo haga antes que la Audiencia se siente en los estrados,
porque despues de sentados, lo ha de proveer y ordenar el mas antiguo238 y, conforme a
ella Solórzano y Pereyra explicaba que: En la Audiencia de México no están distintas las
salas de los Oidores, sino que el Virrey, como Presidente de ella, las dispone a su
arbitrio, y cada día escoge, y saca Jueces de entre los mismos Oidores que vean y
determinen estos, o aquellos pleytos que les señala239.
En Lima, por su parte, las dos salas de oidores se encontraban permanentemente
separadas, desde que en 1592 lo había practicado así el virrey marqués de Cañete,
decisión que fue aprobada al año siguiente: Después que en ella se pusieron ocho
Oidores, a instancia del Virrey Marqués de Cañete el año de 1592 él mismo los dividió en
dos salas, y a cada una señaló Presidente proprio de los dos más antiguos, y también
proprio Secretario, a imitación de la Chancillería de Valladolid. Y de esto dio cuenta a su
Magestad, y tuvo respuesta en aprobación de ello el año de 1593240.
La Real Audiencia de Santiago de Chile contaba sólo con cuatro oidores conforme a su
planta de establecimiento, los que además eran alcaldes del crimen al tenor de sus
Ordenanzas241 y de la Recopilación de Indias242, en razón de lo cual no había en ella más
                                                
236 ANMV. 82, pza. 3, RC. 20-X-1780.
237 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, Política indiana , Madrid, 1776, 5.5.2.
238 Idem, 5.3.63. Esta real cédula fue incluida en la Recopilación de Indias, 2.15.61.
239 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 203), 5.3.63.
240 Idem, 5.3.64.
241 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , ord. 9 y ord. 24, fs. 4 vta., 6.
242 Recopilación de Indias, 2.16.26.
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que una sala de oidores para el conocimiento y determinación de los pleitos civiles y
criminales.
Extraordinariamente en 1758 el tribunal se encontraba provisto de siete oidores, es
decir tres más que los de su planta de establecimiento, pues además de los cuatro del
número, despachaban en ella otros tres en plazas supernumerarias. Los cuatro propietarios
eran el decano don Martín de Recabarren, y sus colegas don José de Traslaviña y Oyagüe,
don Gregorio Blanco Laysequilla, y don Juan de Balmazeda Zenzano, y los tres
supernumerarios eran don Juan Bautista Verdugo, don Domingo Martínez de Aldunate y
don Melchor José de Santiago Concha y Errazquín.
Dada esta especial circunstancia el presidente don Manuel de Amat y Junyent
consideró que una medida eficaz para combatir la criminalidad sería la división del
tribunal en dos salas, de modo tal que los propietarios formaran sala civil, y los
supernumerarios sala criminal, proposición que el 27 de mayo de 1758 sometió a voto
consultivo del Real Acuerdo:
Hallándose esta Real Audiencia ilustrada de siete SS. Ministros, en quienes se
emula la literatura con la integridad y la aplicación con las demás prendas, y
goza de tres más de los de su dotación con que fue creada y, siendo cada uno
sobrado para resolver las causas civiles, no sólo las que se ofrecen en este Reyno,
sino otras más arduas, mucho más bien los cuatro de que se compone dicho
cuerpo. Y haciéndose cargo de sola esta clase pudieran los otros tres dedicarse
enteramente al conocimiento de las criminales, partiendo así la carga dividida en
dos Salas, de las cuales la última podrá tenerse en la que llaman del Real
Acuerdo...Pero como por su gravedad, es del número de aquellos que conforme a
la Ley debo solicitar el dictamen de V.S. se lo consulto porque me ministre el
que contemplare acercarse más al acierto que deseo243.
Los oidores, vista esta consulta, acordaron el 28 de mayo de 1758 oír previamente el
dictamen del fiscal, que lo era don José Perfecto Salas, quien lo emitió el 14 de junio,
mostrándose favorable a la proposición de la presidencia:
La idea que se le ofrece para aterrar de un golpe a los criminosos en la
separación de SS. Ministros...Como al fin se determina la consulta, puede tener
dos inspecciones, una que mira a la utilidad y conveniencia del medio propuesto,
y otra que mira a lo facultativo de su práctica. En cuanto a la primera, es de
sentir el Fiscal que si por utilidad se entiende, como enseñan las leyes, aquello
que supone una verdadera necesidad, apenas podrá encontrarse otro pensamiento
más útil, como es difícil hallarse otro asumpto que más necesite remediarse....
Y así pasando a lo que es facultativo, le parece al Fiscal, que no se opone a la
erección ni destino de esta Real Audiencia, porque prescindiendo por ahora de lo
que la ley de Indias del título de las Audiencias dispone en el punto de lo que los
SS. Virreyes y Presidentes pueden en orden a la división de Salas, en lo que hoy
se trata no es rigorosa división, tanto cuanto es una especie de cómoda
separación de ministerios en el entretanto que se verifica la concurrencia de siete
SS. Ministros, sin desnudarlos de la investidura de Oidores y Alcaldes de Corte,
que reside en todos y cada uno...Y si esta se contempla como cierta especie de
comisión dentro de la esfera de la jurisdicción criminal que por Derecho le
compete a cualquiera de los SS. Ministros como Alcaldes de Corte, no parece
                                                
243 ANRACH. 2.181, pza. 11, Expediente formado a instancias del Sr. Presidente sobre la división en
salas de este Tribunal , Petición del presidente al Real Acuerdo, Santiago, 27-V-1758.
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que pueda haber duda en las facultades que para destinar a uno o a tres goza el
Gobierno, por ser muy claras las Leyes, y más estando a la vista tan poderosas
causas244.
El mismo día de emitida la vista fiscal los oidores se reunieron en Real Acuerdo de
Justicia” y despacharon en voto consultivo la solicitud del gobierno. Seis de los siete
ministros, sin perjuicio de estimar útil la medida, estuvieron por no condescender a la
división propuesta, y el restante declaró pasar por la opinión del presidente:
Entre los medios que ha meditado el desvelo de VS. en una consulta a este
Real Acuerdo, si pueden de los siete SS. Ministros que le componen destinar tres
para el conocimiento y determinación de solas las causas criminales, y que los
cuatro restantes queden con el solo despacho de lo civil. Y habiéndose
reflexionado la consulta con toda la solidez que pide su adsiduidad, a excepción
de un solo Señor Ministro que difirió el dictamen a VS., ha parecido a los demás
no poderse practicar el arbitrio propuesto de la división de las Salas, porque la
misma gravedad de la materia y el ningún peligro y daño que vino a excepcionar
la ley 51, tit. 3, lib. 3, de nuestro Derecho Municipal, puede instar a que sin dar
parte a S.M. se empeña la authoridad de VS. sobre la contingencia de que se
haya de revocar lo proveído y executado....
Por la ley 12, tit. 15, lib. 2 de la misma Recopilación se ordena que la
Audiencia y Chancillería de Santiago de Chile se componga de cuatro Oydores
que también sean Alcaldes de Corte, y por la 26, tit. 16, de dicho libro, que
donde no hubiese Alcaldes del Crimen, los Oydores conozcan de las causas
civiles y criminales, extendiéndole este conocimiento a todas y cualesquieras sin
excepción alguna la ley 68, tit. 15 del mismo libro. Y habiendo aceptado sus
Plazas los SS. Ministros de esta Real Audiencia con las cargas que expresan
dichas Leyes, están obligados según ellas a conocer y determinar en los negocios
de unas y otras causas, sin que dé medio a la separación, por ser su oficio
necesario y no voluntario, y por haber adquirido el público Derecho a todos de
sus negocios, sin poder abstenerse de ninguno de ellos, interin que S.M. no mude
la forma de la jurisdicción y estilo de este Tribunal, por ser así conforme al
instituto de las Audiencias Pretoriales, a diferencia de las Consulares de Lima y
México.
Por estas y otras consideraciones que se han tenido presentes en este Real
Acuerdo, ha parecido a los más SS. que le componen, no haber arbitrio en VS.
para la execución de su proyecto; y en todo lo demás que mire al beneficio de la
República, y concordare con nuestras Leyes Reales continuará con desvelo con
la misma notoriedad que hasta el presente. VS. resolverá conforme a lo que
tuviere por más justicia245.
El presidente aceptó el voto de mayoría de los ministros del Real Acuerdo y, en su
consecuencia, no se procedió a la división en salas.
Veinte años después de este frustrado intento de dividir en salas el tribunal, se llevó a
la práctica dicha medida, ahora amparada en la legislación real que la permitía. Decisión
que fue adoptada por el primer regente, don Tomás Álvarez de Acevedo, quien al tomar
posesión de su oficio se encontró con un despacho recargado y con una gran cantidad de
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245 Idem, Voto consultivo, Santiago, 14-VI-1758.
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pleitos atrasados, por lo cual desplegó una incesante actividad para poner al corriente las
labores del Acuerdo.
Con esta finalidad procedió en 1779 a dividir el tribunal en dos salas, en conformidad a
la facultad que le confería el capítulo XVII de la Instrucción de Regentes, que prescribía:
Podrá el Regente formar Sala extraordinaria de Justicia Civil y Criminal siempre que
hubiere necesidad para ello246, y a lo comunicado por real orden del 21 de octubre de
1776, que permitía formar la segunda sala siempre que el número y concurrencia de
negocios lo requiriera.
Para lograr esta finalidad hizo aderezar una pieza especial dentro del palacio de la Real
Audiencia para el funcionamiento de la segunda sala, la que ya se encontraba preparada el
9 de febrero de 1779, según él mismo reconocía: Se halla preparada la pieza en que se
debe formar la segunda con los utensilios y adornos necesarios247.
Así pues, ya dispuesta materialmente la segunda sala, proveyó el 2 de febrero de 1779
un auto por el cual ordenaba a los dos relatores del tribunal le pasaran una lista de las
causas pedidas en relación y le informaran si estimaban que podrían bastarse para el
apropiado despacho de ambas salas: Por cuanto se halla ya completo el número de SS.
Ministros provistos para esta Real Audiencia, y todos en estado de poder asistir al
Despacho del Tribunal, por consequente es llegado el caso, en que con arreglo a lo que
se le tiene prevenido por real orden de 21 de octubre del año pasado de 1776, se debe
dar principio a la división de salas, siempre que lo requiera el número y concurrencia de
negocios...debía mandar y mandaba que los relatores le pasen promptamente una lista de
las causas que tengan en su poder pedidas en relación , informando al mismo tiempo si
podrán dar a basto al despacho de las dos salas, en los días y horas que se conceptuare
necesaria su formación248.
Cumplieron los relatores lo solicitado e hicieron presente que les parecía conveniente
nombrar a un tercer relator. Se pidió el dictamen del fiscal en esta materia, el que convino
en la provisión de un tercer relator supernumerario, pero manifestó que dicho
nombramiento tocaba al gobierno y no al regente. Ante ello se llegó a un acuerdo entre
ambos y se determinó que sería nombrado por el presidente, pero a proposición del
regente y, en dicha conformidad, el 26 de febrero fue nombrado como relator
supernumerario don Nicolás Gandarillas:
Hágase como propone el Sr. Fiscal en la respuesta que antecede y en su
conformidad procédase al nombramiento de un tercer relator supernumerario,
para que turnando con los dos propietarios en el repartimiento de causas y
procesos y sin más salario ni ayuda de costa, por ahora, que los derechos y
emolumentos que legítimamente le correspondan por las relaciones que hiciere
con arreglo al Aranzel se facilite el despacho de las dos Salas, en los días y horas
que pareciere precisa su formación, con arreglo a lo prevenido en el real orden de
21 de octubre del año pasado de 1776, cuya copia se ha agregado al expediente.
Y, en atención a que, sin embargo de lo que el mismo Sr. Fiscal expone en su
                                                
246 Instrucción de Regentes, (n. 173), cap. XVII.
247 AGI. Chile, 183, Sobre la división en salas de la Audiencia, Auto del regente, Santiago, 9-II-1779,
fs. 1.
248 Ibidem.
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citada respuesta acerca de la facultad que me compete para hacer dicho
nombramiento, conferenciada la materia con el Sr. Presidente, por obviar
diferencias, hemos quedado acordes, en que a propuesta mía nombrará la persona
que me parezca más a propósito para el servicio y desempeño de dicha relaturía.
Pásesele el correspondiente oficio proponiendo para dicho empleo al dr. Dn.
Nicolás de Gandarillas, Abogado de esta Real Audiencia, de cuya idoneidad,
expedición y demás buenas calidades me hallo enterado y satisfecho 249.
En dicha conformidad el presidente don Agustín de Jáuregui y Aldecoa despachó el
nombramiento en favor de Gandarillas el 27 de febrero de 1779, en el que decía: Desde
luego le elijo y nombro por tal Relator Supernumerario de esta Real Audiencia para
que en esta calidad asista a ella250. Gandarillas prestó juramento el día 4 de marzo
siguiente251, y se le confirmó su título por real provisión librada en El Pardo el 14 de
febrero de 1780, asignándole un salario de 400 pesos252.
De este modo, preparada la pieza para el despacho, y nombrado un tercer relator, el
regente por auto fechado el 18 de marzo de 1779 designó los ministros que habrían de
asistir a cada una de las dos salas, y les asignó un relator. La primera sala quedó
formada por el regente y los oidores don Luis de Santa Cruz y don Benito de la Mata
Linares, asistidos por el relator don José de Ureta, y la segunda por los oidores don Luis
de Urriola y Echevers, don José de Rezaval y don Nicolás de Mérida y Segura, asistidos
por el relator don Miguel Rocha, ministros que, de acuerdo al citado auto deberían dar:
Principio al Despacho desde el lunes próximo, que se contarán 22 del corriente, a cuyo
efecto el segundo relator propietario Don. Miguel Rocha llevará a ella desde dicho día
todos los Pleytos, causas y negocios que estén repartidos y radicados en la relaturía de
su cargo. El primero Don José Ureta continuará despachando en la Sala primera y el
supernumerario Don Nicolás Gandarillas tendrá preparados los Memoriales ajustados
de las causas y procesos que se le repartieren253.
De este modo, por vez primera la Real Audiencia de Santiago desde su instalación en
1609, funcionaba dividida en salas y, gracias a esta medida, al poco tiempo de haber
jurado el regente en su plaza se normalizó el despacho e incluso la formación de la
segunda sala se verificó escasas oportunidades, y ya en septiembre de 1780 Álvarez de
Acevedo comunicaba a la corona que había decidido que cesara:
Cuando tomé posesión de la Regencia de esta Real Audiencia a fines del año
pasado de 1777 se hallaba el tribunal recargado de negocios y pleitos
atrasados...(pero) he logrado ver finalizado todos los antiguos y tan corriente y
desembarazado el despacho de las ocurrencias diarias que algunos días faltan
relaciones y asuntos con que llenar las tres horas de audiencia que prescribe la
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Ley...Considerando que la referida expedición se ha conseguido con el continuo
y arreglado despacho de una sola Sala, pues aunque efectivamente se estableció
la segunda según participé a V.E. en carta de 25 de mayo del año pasado de 79,
se verificó muy pocas veces su formación por falta de ministros a causa de la
promoción de don Benito de la Mata Linares y continuas enfermedades del
Decano don Luis de Santa Cruz, he tomado concepto de que no es necesaria por
ahora dicha segunda Sala 254.
3.2. Mejoramiento en la administración de justicia criminal
La administración de justicia criminal y su regulación y mejoramiento fue una
preocupación constante de la Real Audiencia de Santiago, especialmente durante la
segunda mitad del siglo XVIII.
Por auto acordado del 24 de octubre de 1756 se había ordenado que los escribanos
públicos dieran razón a los alcaides de lo juzgado sobre los reos presos en sus cárceles,
para evitar su injusta permanencia privados de libertad255.
En 1757 el fiscal don José Perfecto Salas había elaborado, por orden del tribunal, una
Instrucción circular en que se dan reglas para la substanciación de causas criminales,
que fue aprobada por auto acordado256.
Tan pronto como llegó a Chile, notó el fiscal don Ambrosio Zerdán el desorden y
escaso celo en el cumplimiento de las leyes reales en lo tocante a la administración de
justicia en lo criminal. Por ello instó ante la audiencia para que se adoptasen medidas que
mejoraran dicha situación y así consiguió que por auto acordado fechado el 22 de enero
de 1778 se le encargara la: Formación de una perfecta y exacta Instrucción que
contuviere el modo y forma de substanciar y seguir toda especie de causas criminales257.
El fiscal dio pronto cumplimiento a esta comisión y, presentado su trabajo al tribunal,
fue aprobado por auto acordado del 10 de marzo de 1778 bajo el título de: Instrucción
circular que con presencia de las anteriores formadas ordena el Sr. Dn. Ambrosio
Zerdán y Pontero, del Consejo de Su Majestad y su Fiscal del Crimen en esta Real
Audiencia, para que sirva de regla en la substanciación de causas criminales258.
Al finalizar este siglo se formó una nueva Instrucción para substanciar causas
criminales, que fue aprobada por auto acordado en 1796, y que recibió sanción real por
real cédula fechada el 24 de noviembre del año siguiente259.
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Obtuvo también Zerdán la división de la ciudad de Santiago en cuatro barrios para la
mejor administración de justicia criminal, con la consiguiente formación de las
Instrucciones para los alcaldes de barrio. La división en cuatro barrios fue aprobada por
auto acordado del 31 de agosto de 1778260 y las correspondientes Instrucciones fueron
elaboradas por los oidores don José de Rezaval y Ugarte y don José Lucas de Gorbea y
Vadillo261.
Se ocupó igualmente el fiscal en tratar de resolver el permanente problema de la
provisión de verdugo, pues no se contaba con este subalterno en el tribunal, y cuando
había necesidad de él, se recurría a algún reo forzado o indultado.
El 17 de octubre de 1778 presentó Zerdán un pedimento ante la Real Audiencia, para
hacer presente la necesidad de nombrar un verdugo en forma permanente, y para ello
solicitaba se le informase sobre los expedientes tocantes a su provisión que existieran en
la secretaría de cámara:
El Fiscal de S.M. en los Criminal, dice: Que siendo el Verdugo, un subalterno
sumamente necesario para que tengan efecto las resoluciones de Justicia, es
indispensable se proceda a nombrar sujeto que sirva este oficio sin exponerlo a
las contingencias que ha padecido hasta ahora, habiendo recaído en reos forzados
o indultados por semejante ministerio. Para pedirlo, el Fiscal a V.A. con las luces
e instrucción correspondiente necesita saber qué dineros señala el Aranzel a
dicho subalterno, y reconocer el expediente o expedientes que haya en la
Secretaría relativos a la provisión de este empleo262.
Mientras se substanciaba este expediente huyó el verdugo, que lo era el reo rematado
Antonio Garrido, quien luego de diversas diligencias fue recapturado y nuevamente
destinado al servicio de tal empleo, pero en la última semana de mayo de 1779 volvió a
escapar263, en razón de lo cual el fiscal insistió el 1 de junio de 1779 en la necesidad de
proveer dicho empleo con un salario apropiado, aunque nada llegó a decidirse264.
3.3. Mejoramiento del régimen carcelario
Otra de las preocupaciones del fiscal don Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero
fue la situación de las cárceles y de los presos en ellas.
El fiscal en el desempeño del ministerio público en lo criminal el 9 de abril de 1777,
vale decir, dos días después de haber asumido solicitó a la Audiencia una: Noticia de
todos los reos actualmente presos en la Real Cárcel, con expresión de los motivos de su
                                                
260ANRACH. 2.975, pza. 2, Auto acordado, Santiago, 31-VIII-1778.
261 ANFV. 264, pza. 7, Instrucciones para los alcaldes de barrio, 1778.
262 ANRACH. 2.231, pza. 2, Expediente promovido por el Sr Fiscal del Crimen sobre la provisión del
empleo de verdugo. Año de 1778, Petición del fiscal del crimen a la Real Audiencia, Santiago, 17-X-
1778, fs. 43-43 vta.
263 ANRACH. 2.352, pza. 2, Autos sobre la fuga del verdugo. Año de 1779 .
264 ANRACH. 2.231, pza.2, Expediente promovido por el Sr Fiscal del Crimen sobre la provisión del
empleo de verdugo. Año de 1778, Petición del fiscal del crimen a la Real Audiencia, Santiago, 1-VI-1779,
fs. 46-48.
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captura según resulta de los autos, cuyo estado se especifique, ya pendan en gobierno o
en esta real Audiencia, y otros qualesquiera juzgados. Asimismo la de los reos destinados
a las obras públicas, o depositados en ellas, con distinción del tiempo y por qué fueron
remitidos a ellas, no solamente por lo que respecta a los españoles, sino también respecto
de os indios. Igualmente una relación exacta del número y nombre de los escribanos,
procuradores y receptores, alguaciles y demás ministros subalternos del tribunal, como
también el de abogado y procurador de pobres265.
Su actividad se dirigió, igualmente, a la revisión del estado de las cárceles y a enterarse
del tratamiento de los recluidos en ellas, para adoptar las medidas conducentes a su debida
protección. Así el 18 de noviembre de 1778 llevó una presentación al Real Acuerdo sobre
el exceso de reos que existía en la cárcel pública266. Por la misma época insistía en el
estricto cumplimiento que debían dar los alcaides y encargados de obras públicas a la
obligación de recibir a los reos previa copia competente de sus condenas267.
En materia carcelaria, quizá su más significativa labor la cumplió al redactar una
Instrucción para el gobierno del alcaide de la cárcel de Santiago, que fue aprobada por
auto acordado del 10 de marzo de 1778, y mandada circular a todos los alcaides de las
cárceles del país268. Esta Instrucción constaba de 21 capítulos, algunos de los cuales
reproducían disposiciones de las Ordenanzas del tribunal269.
3.4. Mejoramiento de la protección jurídica de los naturales
Por real cédula fechada el 22 de octubre de 1761 se extinguió la plaza de protector de
indios de la Real Audiencia de Santiago de Chile, y se mandó que ejerciese dicho empleo
el fiscal del tribunal, pero se representaron al monarca los inconvenientes que había en
acumular dicho oficio a la fiscalía, por ello, sobre consulta del Consejo de indias del 4 de
junio de 1768 se acordó crear una plaza de abogado protector de indios con el salario
anual de 3.000 pesos, en cuya consecuencia fue nombrado por tal don Alonso de Guzmán,
a quien se le despachó título en Aranjuez el 13 de diciembre de 1769270.
El restablecimiento de este oficio fue de corta duración, pues la Instrucción de
Regentes de 1776 encargó al fiscal del crimen que sirviera dicho empleo. En su carácter
de Protector General de Naturales del reino, Zerdán también se ocupó en la defensa de los
indios y de procurar su buen tratamiento y apropiada defensa.
En 1779 presentó un memorial ante la audiencia, en el que consultaba al Real Acuerdo
una serie de dudas suscitadas a raíz de recaer en él los empleos de Fiscal y de Protector de
                                                
265 ANRACH. 2.107, pza. 5, Expediente promovido por el Sr. Fiscal del Crimen sobre el estado de
los reos presos en las cárceles, 1777.
266 ANRACH. 2.274, pza. 1, Expediente promovido por el Sr. Fiscal del Crimen en razón del exceso
de reos existentes en la cárcel pública. Año de 1778.
267 MM. 196, doc. 4.715, fs. 286.
268 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Santiago, Auto
acordado, Santiago, 10-III-1778, fs. 190-195.
269 ÁVILA MARTEL, Alamiro, Esquema del Derecho Penal Indiano, Santiago, 1941, pp. 46-47.
270 AGI. Chile, 181, Títulos varios, RP. Aranjuez, 13-XII-1769.
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Indios, a raíz del cual se determinó que en aquellas ocasiones en las que, actuando como
protector, se encontrara impedido de acusar a los indios la acusación debía formularla el
fiscal de lo civil271.
Este acuerdo de la Real Audiencia generó una cuestión de procedimiento en orden a
determinar cuál de los dos fiscales debería concluir los alegatos cuando el fiscal de lo civil
formulaba la acusación, pues éste había consentido en alegar primero para que concluyera
el del crimen, en cuanto protector de indios, pero esta práctica contrariaba lo practicado en
otras causas criminales en que no había indios, y así lo hizo presente al tribunal el fiscal
de lo civil don Lorenzo Blanco Cicerón el 12 de julio de 1779, y pedía que se resolviera la
cuestión:
El Fiscal de S.M. dice que se le han pasado varias causas criminales de Indios
en que según lo acordado por V.A. ha hecho de acusador, respecto a que el Sr.
Fiscal del Crimen, siendo al mismo tiempo Fiscal Protector de Naturales debe
defenderlos, en cuya consecuencia, siguiendo el Fiscal el debido orden judicial
que siempre se ha observado , no ha tenido embarazo en alegar primero para que
por parte del reo concluya dicho Sr. Fiscal Protector, así para prueba como para
definitiva, pero teniendo entendido que no sucede así en las otras causas
criminales que no son de indios y se siguen con el Sr. Fiscal del Crimen en las
cuales, sin embargo de hacer de acusador usa del privilegio de concluir, sin duda
por razón de su ministerio superior al que ejerce de Abogado Defensor de
Pobres, siendo igualmente el del Fiscal respecto del Protector de Naturales, se ve
precisado a hacerlo presente a V.A., para que en caso de deber pasar y seguir el
Sr. Fiscal del Crimen el referido privilegio en las causas que agita con el
Defensor de Pobres, se declare igualmente competerle al Fiscal en las que sigue
con el Sr. Fiscal Protector de Naturales272.
Ambos fiscales llegaron a un acuerdo sobre la materia, y en su consecuencia, la Real
Audiencia declaró el 29 de octubre de 1779 que: De consentimiento de los SS. Fiscales
debían así declararlo, que el Sr. Fiscal Protector debe concluir en las de Indios y el
Defensor de Pobres en las de los demás que no lo sean, y así lo acordaron por punto
general273.
3.5. Mejoramiento de la enseñanza jurídica y de su práctica
El fiscal don Ambrosio Zerdán mostró una gran diligencia por procurar el
adelantamiento de los estudios y, muy particularmente, de los jurídicos y su práctica
conforme a los ideales del siglo XVIII.
                                                
271 ANRACH. 2.254, pza. 6, Expediente promovido por el Sr. Fiscal del Crimen por recaer en él el
empleo de Protector de indios.1779.
272 ANRACH. 2.643, pza. 1, Expediente sobre quien ha de concluir en las causas criminales de los
indios. Año de 1779, Presentación del fiscal de lo civil al Real Acuerdo, Santiago, 12-VII-1779, fs. 3-3
vta.
273 Idem, Decreto de la Real Audiencia, Santiago, 29-X-1779, fs. 7.
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Principal participación le cupo al fiscal don Ambrosio Zerdán en la erección del
Convictorio Carolino 274, pues fue designado como su primer Ministro Protector el 19 de
julio de 1777 y en tal carácter adoptó todas las providencias necesarias para obtener su
apertura, la que se verificó solemnemente el 3 de abril de 1778, en cuya ceremonia el
propio Zerdán pronunció la oración inaugural275.
Aunque no fue éste un colegio propiamente jurídico hubo en él un ciclo entero de
Instituta, cuyo primer pasante fue don Agustín Seco y Santa Cruz276.
El 2 de abril de 1778 el fiscal Zerdán planteó al presidente del reino la necesidad de
crear una Academia de Práctica Forense donde se ejercitaran los bachilleres y aun los
propios profesores, quienes se encontraban: Deseosos de sus mayores adelantos y
convencidos del atraso y perjuicio que ocasiona a sus progresos la falta de una junta o
cuerpo académico donde puedan ejercitar sus noticias y conocimientos legales277,  y
proponía como modelo a la Real Academia de Santa Bárbara de la que él había sido
miembro.
De esta petición se dio vista al fiscal de lo civil, y así informó su colega Blanco
Cicerón el 27 de junio de aquel año: El proyecto verdaderamente es tan propio del
distinguido celo, aplicación y finos talentos del señor don Ambrosio, como utilísimo al
público y gremio de abogados y demás individuos que siguen esta carrera que quieran
participar de igual beneficio278.
El gobernador el 6 de julio aprobó el proyecto de Zerdán y en su conformidad la
audiencia despachó tres días después un auto acordado por el que se mandaba erigir la
Academia279.
Por real cédula de 24 de octubre de 1779 se confirmó por la corona la creación de la
Academia Carolina de Leyes Reales y Práctica Forense y sus Constituciones que habían
sido redactadas por el mismo Zerdán en su calidad de Director de ella y encargado de
ponerla en funcionamiento280.
                                                
274 FRONTAURA, José Manuel, “El Convictorio Carolino. (Apuntes para la historia de los antiguos
colegios de Chile)”, en AUCH. Santiago, 1889, pp. 255 y ss.
275MM. 198, doc. 4.841, Oración inaugural del Convictorio Carolino , Santiago, 3-IV-1778, fs. 294-
301.
276 ÁVILA MARTEL, Alamiro de, “La Universidad y los estudios superiores en Chile en la época de
Carlos III”, en Estudios sobre la época de Carlos III en el Reino de Chile, Santiago, 1989, p. 189.
277 MM. 198, doc. 4.842, Presentación del fiscal del crimen al presidente, Santiago, 2-IV-1778, fs.
302-307.
278 MM. 198, doc. 4.843, Informe del fiscal de lo civil, Santiago, 27-VI-1778, fs. 308-309.
279 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 9-VII-1778, fs. 131r-13r.
280 ESPINOSA QUIROGA, Hernán, La Academia de Leyes y Práctica Forense, Santiago, 1954.
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3.6. Incidencias de etiqueta por la introducción de la plaza de regente
A pesar de que la Instrucción de Regentes reglaba minuciosamente los aspectos de
ceremonial y etiqueta que involucraba la creación de este nuevo oficio, se plantearon
durante la regencia de Álvarez de Acevedo diversas cuestiones derivadas de incidencias
entre las autoridades del reino por materias de etiqueta.
Queda ya referido el primer desencuentro que tuvo el regente en estas materias cuando
en la catedral de Santiago el subdiácono no le bajó a besar el Evangelio, no obstante, que
él se hallaba presidiendo la ceremonia, pues el presidente Jáuregui se encontraba fuera de
la ciudad. Álvarez de Acevedo llevó este incidente hasta el Real Acuerdo el día 30 de
junio de 1778, donde sus colegas se conformaron con la opinión de su regente en orden a
que a éste le correspondían los mismos honores que al presidente cuando este último se
hallaba ausente281.
La cuestión fue elevada a la corona y, finalmente, el 13 de marzo de 1780 se ordenó
que al regente de Chile pertenecían iguales honores que al presidente en los casos
precitados y, por ello se libraría carta al obispo para que reprendiera al subdiácono 282.
Otra duda planteada bajo la regencia de Álvarez de Acevedo se originó en 1780 por la
sucesión en la gobernación y capitanía general del reino, al ascenso de don Agustín de
Jáuregui al virreinato, pues al producirse la vacante asumió el regente con acuerdo de la
audiencia, reservándose el cuerpo sólo el ejercicio del real patronato y la provisión de
empleos.
Esta medida contrariaba lo expresamente dispuesto por la ley 57 del título 15 del libro
2 de las de Indias y por lo dispuesto en la 10, título 2 del libro 2, de modo tal que no fue
extraño que el monarca el 11 de mayo de 1781 desaprobara esta resolución y reprendiera
al tribunal por abdicar de una competencia que sólo a él le correspondía283.
En 1780 formuló también Álvarez de Acevedo la duda suscitada durante el tiempo en
que recaían en él los empleos de presidente y gobernador, en orden a si debería juntarse la
Real Audiencia e ir con ella el cabildo secular a sacarlo los días de función de tabla desde
palacio.
El Acuerdo determinó dar vista al fiscal, oficio que a la sazón servía interinamente el
oidor más moderno don Nicolás de Mérida y Segura, quien fue de parecer que se
observase la costumbre, para lo cual se ordenó que certificaran los escribanos la práctica
seguida con los decanos que accidentalmente habían ejercido la presidencia. Francisco
Borja de la Torre, escribano de cámara y José Rubio, escribano público y del cabildo,
certificaron que a la muerte de Antonio Guill y Gonzaga recayó el gobierno en el decano
Juan de Balmazeda y Zenzano y: Se juntaban sus Señorías con los demás Señores que
                                                
281 ANRACH. 2.560, pza. 1, Expediente formado sobre las regalías, honores, y preeminencias que se
deben observar y guardar con el Sr. Regente de esta Real Audiencia de Chile, el Sr. Dn. Tomás Álvarez
de Azevedo, Año de 1778, Real Acuerdo, Santiago , 30-VI-1778, fs. 1.
282 MARTIRÉ, Eduardo, (n. 172), pp. 164 y ss.
283 Ibidem.
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componen aquél tribunal en las casas de dicha Real Audiencia a donde los venía a sacar
el cabildo para las funciones de tabla284.
Con el mérito de esta certificación la audiencia dictaminó que no se hiciera novedad
por ahora y que se consultara a la corte, con lo cual quedaba desairado el regente. El
monarca por real cédula fechada el 1 de julio de 1781 aprobó lo obrado por el tribunal285.
El mismo año 1780 se planteó una nueva cuestión de etiqueta por parte del regente
mientras servía interinamente la gobernación y capitanía general, pues pretendía asistir
con traje militar al acompañamiento del estandarte real la víspera del apóstol Santiago,
patrono de la ciudad. Visto este asunto el Real Acuerdo se determinó que no podía
hacerlo, pues no había sido práctica ni estilo, ni haberlo hecho así ningún oidor decano en
el interinato del gobierno y capitanía general, como había ocurrido cuando el mando había
recaído en los decanos Melchor José de Santiago Concha y Juan de Balmazeda Zenzano,
todo ello sin perjuicio de dar cuenta a la corona y de la decisión real286.
También el año 1780, que bien prodríamos llamar “año de etiquetas”, plantearon los
relatores al regente una nueva cuestión que se reducía a declarar si estaban obligados o no
a acompañar al oidor decano u otro ministro que presidiera la sala en ausencia del regente
hasta la salida del tribunal, debido a que les parecía que esta prerrogativa sólo tocaba al
regente en virtud del capítulo 15 de su Instrucción:
Los Relatores de esta Real Audiencia ante V.S. conforme a derecho y
decimos: que por el capítulo 15 de las Instrucciones de la Regencia se nos
previene que acompañemos a V.S. con todos los demás subalternos hasta la
salida de ella, como lo ejecutamos, practicando lo mismo con los Señores
Decano, Subdecano, y subsiguiente que han presidido el Tribunal en defecto de
V.S. y más antiguo, por habérsenos dado a entender esta obligación con respecto
a que todas las facultades del Decanato que se refundieron en V.S. por el artículo
67 en su ausencia, vuelven a su principio en la propia conformidad que a V.S. se
conceden, y por consiguiente con aquella particularidad del acompañamiento
dispensadas a los SS. Regentes. Esta es una prerrogativa nuevamente establecida
y anexa a este empleo que no puede vo lver a los SS. Decanos, pues jamás han
usado de ella, y que hablando debidamente, con impropiedad puede
comprenderse bajo el nombre de facultades, que en nuestra corta inteligencia
sólo demuestran el ejercicio de la autoridad en la Sala en aquellas funciones
respectivas a su dirección y gobierno propias del Sr. que la preside y las mismas
que pudiera ejercer el Excmo. Sr. Presidente asistiendo a ella, sin que por esto se
hagan participables sus privilegios. Con todo, nuestra ciega obediencia no ha
reparado en dificultades y ha sido puntualmente observante de cuantos preceptos
se le han impuesto, procurando en todas sus acciones y procedimientos acreditar
la mayor sumisión. Pero ahora que ha llegado a nuestra noticia la declaración de
S.M. en el asiento del Coche del Sr. Presidente, denegándoseles la testera que
antes ocupaban, con que parece se deciden privativamente a favor de V.S. estas
excepciones de cuando proceder con acierto y excusar la culpa o nota en que
                                                
284 ANRACH. 2.106, pza. 1, Expediente formado sobre la propuesta hecha por el Sr. Regente
Presidente, sobre si durante los empleos que han recaído en su persona debería juntarse la Real
Audiencia e ir con ella el Cabildo Secular a sacarlo en los días de funciones de Tabla, Año de 1780.
285 MARTIRÉ, Eduardo, (n. 172), pp. 168-169.
286 ANRACH. 2.274, pza. 4, Expediente promovido por el Sr. Presidente Regente sobre el acompañar
en traje militar al Estandarte Real la víspera de Santiago Apóstol, con ocasión de haber recaído en su
persona el Gobierno y Capitanía General. Año de 1780.
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podemos incurrir introduciendo o autorizando una costumbre, tal vez contraria a
las intenciones de nuestro Soberano y perjudicial a las regalías de V.S. le
hacemos la reverente consulta para que se digne prevenirnos si debemos
acompañar o no, faltando V.S., al Sr. Ministro que presidiese el Tribunal, sin que
se presuma que pretendemos eximirnos de esta pensión287.
El regente Álvarez de Acevedo, por auto fechado el 19 de mayo de 1780 declaró que
los relatores y demás subalternos no estaban sujetos a la obligación impugnada, y que
debían guardar la costumbre observada con anterioridad a la Instrucción de Regentes:
Vista la antecedente representación o consulta de los Relatores de esta Real
Audiencia, en atención a que ni el capítulo 75, ni otro alguno, de la Instrucción
de Regentes impone a los subalternos del Tribunal obligación de acompañar
hasta la salida de él al Sr. Ministro más antiguo que por ausencia del Regente
preside la sala: Se declara deberse continuar sin innovación la práctica y
costumbre observada acerca del particular con los Señores Decanos antes del
establecimiento de la Regencia, hasta que otra cosa se prevenga y mande por
superior competente con la debida formalidad, en cuyo caso los Relatores y
demás interesados usarán de su derecho como les convenga 288.
Se planteó también durante la regencia de Álvarez de Acevedo la cuestión de
determinar si en ausencia del presidente a las visitas de cárceles y, concurriendo el regente
y el decano, debía este último ocupar asiento en la testera del coche, pues así lo pretendía,
y así se declaró en el Real Acuerdo, dándose cuenta al rey, quien desaprobó esta
determinación y, sobre consulta del Consejo en pleno de tres salas del 17 de noviembre de
1785, se libró una real cédula en San Ildefonso el 23 de agosto de 1786 declarándose por
punto general el orden que debía observarse:
Habiéndose visto en mi Consejo de las Indias en pleno de tres salas, con lo
que en su inteligencia expresaron mis Fiscales y, consultándome sobre ello en 17
de noviembre del año próximo pasado, he resuelto desaprobar la declaración de
la nominada Audiencia por ser contraria al insinuado artículo (Como por esta mi
real cédula declaro por punto general) que cuando no asista el Virrey o
Presidente a la visita de Cárceles o funciones públicas, ocupe la testera el
Regente a la derecha y el Decano o el que le siga en antigüedad a la izquierda,
sin que otro alguno vaya al vidrio, por ser este el método más correspondiente al
carácter de tales magistrados, lo que os prevengo para que cada uno, en la parte
en que os toque, concurráis al puntual cumplimiento de esta mi Real
deliberación, por ser así mi voluntad289.
                                                
287 ANRACH. 2.136, pza. 10, Expediente formado sobre si los Relatores y demás subalternos del
Tribunal han de acompañar al Sr. Ministro que los presida hasta la salida de él. Año de 1778 ,
Representación de los relatores al regente, Santiago, 18-V-1780, fs. 187-187 vta.
288 Idem, Decreto del regente, Santiago, 19-V-1788, fs. 188.
289 ANRACH. 2.767, Expediente sobre el asiento del Sr. Decano cuando en ausencia del Sr.
Presidente concurre en el coche de la presidencia con el Sr. Reegente a la visita de cárceles, RC. San
Ildefonso, 23-VIII-1786.
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3.7. Reducción de la plantilla de la Real Audiencia y reformas de Porlier
El aumento una plaza de oidor y la división de la fiscalía decretada en 1776 tuvo
escasa duración en la audiencia de Santiago de Chile, pues a instancias del primer
regente fueron suprimidas en 1781.
Como hubiera advertido Álvarez de Acevedo en julio de 1780 que eran muy escasas
las relaciones que se hacían en el tribunal y que no se alcanzaba a llenar las horas de
despacho, pidió informe a los relatores: En atención a haber notado de algunos días a
esta parte escasés de relaciones preparadas para llenar las horas de despacho del
Tribunal, los Relatores me informarán a continuación de este, los motivos o causas de
que dimane dicha novedad290.
El 18 de julio de 1780 los relatores don José de Ureta, don Miguel Rocha y don
Nicolás de Gandarillas cumplían el decreto anterior y decían al regente que lo que:
Debemos informar es que el constante celo y aplicación al despacho de las causas que
pendían ha hecho se evacuen de tal forma que de las muchas que habían atrasadas al
ingreso de V.Sia. a la plaza de Regente, no queda hoy alguna de ellas por despachar291.
Tan era así que Ureta sólo tenía cuatro causas, Rocha una, y Gandarillas ninguna.
El 28 de julio del mismo año informaba el escribano de cámara: Lo que puedo
informar es que es constante el celo y aplicación al despacho de las causas que pendían y
ha hecho se acaben, pues las muchas que habían atrasadas al ingreso de V.S. a la Plaza
de Regente no hay al presente alguna que despachar, por cuyo motivo se ha minorado el
número de litigantes292.
Con estos antecedentes Álvarez de Acevedo escribía a la corte el 7 de septiembre de
1780, que había decretado el cese de la segunda sala, y que le parecía: Que esta
Audiencia no necesita en la actualidad más ministros que quatro, y un regente, y un
fiscal con dos agentes, para desempeñar cumplidamente la administración de justicia y
los demás negocios a que debe atender293. Recibido este parecer se pasó en dictamen al
fiscal del Consejo, y con su opinión favorable, sobre consulta del 5 de octubre de 1781,
se accedió en todo a lo solicitado por el regente, y se despachó un real decreto el 29 de
octubre del mismo año que suprimía la quinta plaza de oidor, y reducía a una las
fiscalías, más dos agentes fiscales:
En representación del dos de septiembre del año ppado. hizo presente el
Regente de esa Real Audiencia que ese tribunal tenía expeditos todos los
negocios de su encargo y, que por ser corto el número de pleitos no es necesario
segunda sala, y que así bastarían para lo futuro el Regente, cuatro Oidores y un
Fiscal y dos solicitadores fiscales para desempeñar cumplidamente la
administración de justicia y los demás objetos en que debe entender. En vista,
pues, de esta proposición y de lo expuesto por el Fiscal del Consejo de Indias en
                                                
290 ANRACH. 2.839, pza. 9, Expediente formado por el Regente de la Real Audiencia con motivo de
haber notado no haber causas suficientes para llenar las horas de despacho del Tribunal. Año de 1780,
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su respuesta que acompañó este tribunal a consulta del cinco del corriente mes,
ha resuelto el Rey se supriman en esa Real Audiencia dos plazas de Ministros
cuando llegue el caso de vacantes para dotación de la que haya de formarse en
Buenos Aires...294.
La reducción de las plazas del tribunal de Santiago se concretó en noviembre de 1781
cuando a la muerte del titular del quinto oficio de oidor don Nicolás de Mérida, no se le
proveyó sucesor, y la fiscalía se redujo a una en 1783 al promoverse a dicha plaza en
Buenos Aires a don José Márquez de la Plata, y así su colega don Joaquín Pérez de
Uriondo asumió la fiscalía como único titular. De esta forma la planta de audiencias
indianas establecida en 1787 a instancias de Porlier, y que volvía al número de
magistrados anteriores a las reformas de Gálvez, no produjo efectos en la audiencia de
Chile, que ya desde 1781 había perdido un oidor y un fiscal.
También bajo la regencia de Álvarez de Acevedo se suprimió la tercera plaza de
relator que se había creado a instancias suyas. El día 17 de julio de 1786 murió don José
de Ureta y Mena, relator más antiguo del tribunal, por lo cual en acuerdo del 20 de julio
del mismo año el presidente y oidores acordaron promover al tercer relator don Nicolás
José de Gandarillas, reputándole como segundo relator, y con goce a sueldo íntegro:
Vistos: Dijeron los Señores que lo componen (El Real Acuerdo) que, con
respecto de haber fallecido el día diez y siete de este mes el Dr. Dn. Joseph de
Ureta y Mena, relator más antiguo de esta Real Audiencia (Lo que pondrá por
certificación el escribano de cámara) es llegado el caso que el nominado Dr. Dn.
Nicolás (Gandarillas) obte la que vaca por su fallecimiento, y en su conformidad
declararon que en atención a tener hecho el juramento y estar exerciendo dicho
empleo se le tenga y repute por segundo relator, contribuyéndole con el sueldo
íntegro de 800 pesos asignados a estas Plazas, desde el día en que falleció el
nominado relator finado, pagando la parte que corresponda a la media anata, con
arreglo a dicho real título, tomándose razón de esta providencia en la Contaduría
Mayor y Caja Real...295.
Por el mismo auto la Audiencia acordó suprimir la citada tercera plaza de relator:
Con consideración a haberse suspendido la segunda Sala de esta Real
Audiencia, con cuyo motivo se creó la tercera relatoría, habiéndose suprimido
con su ocasión una plaza de Oydor, que también se suprima por ahora la dicha
tercera relaturía, hasta nueva providencia296.
III. LA REAL AUDIENCIA DE SANTIAGO Y LOS CONFLICTOS DE PODER
1. Disputas y enfrentamientos entre sus ministros
Las relaciones entre los miembros de la Real Audiencia de Santiago de Chile fueron,
por lo general, cordiales, a diferencia de lo que había ocurrido en la antigua audiencia de
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Concepción. Sin embargo, hubo algunas diferencias entre sus ministros a lo largo de los
más de dos siglos de su funcionamiento las que, en caso alguno, llegaron a afectar el
normal despacho de los negocios propios del tribunal.
En los primeros años de actuación de la audiencia fue comentada en toda la ciudad la
manifiesta enemistad que existía, de una parte, entre el oidor decano don Cristóbal de la
Cerda y el fiscal don Jácobe de Adaro y San Martín, y de otra, los oidores don Gaspar de
Narváez y Valdelomar, don Hernando Machado, y don Rodrigo de Carvajal y Mendoza,
la que llegó a tanto que los primeros hicieron circular la especie de que los últimos les
querían asesinar. El propio oidor Narváez y Valdelomar se encargaba en su testamento de
desvirtuar estas habladurías:
Declaro que en los años pasados los SS. DD. Don Cristobal de la Cerda
Sotomayor, oydor mas antiguo de esta Real Audiencia de Santiago de Chile, y
Jacove Adaro y San Martin, fiscal della, dixeron y publicaron que los SS.
licenciado Hernando Machado, Dn. Rodrigo de Carvajal y Mendoza, asimismo
oydores della, y yo, los queriamos matar, de que se causo grande escandalo en
esta ciudad y reyno, y fuera por haberse determinado a decirlo sin fundamento
ninguno, y juro a Dios y a esta señal de Cruz + que ni yo, ni los dichos SS.
licenciados Dn. Hernando Machado y Dn. Rodrigo de Carvajal, de burlas ni de
veras, ni en otra manera, ni forma de tal se trato, ni se comunico, ni se, ni
entiendo que estos pensamientos, ni imaginacion hubiese, y debajo de juramento
que tengo fecho digo con toda verdad297.
Efectivamente habían ocurrido una serie de altercados entre los ministros hacia el año
1630, sobre todo con el fiscal Adaro y San Martín, porque éste había apoyado al
gobernador Laso de la Vega en el levantamiento de banderas de enganche y de estandarte
de leva entre los vecinos de Santiago en junio de 1630 para acudir a la guerra de Arauco.
De aquellos sucesos el vecindario tomó motivo para hacer circular una serie de versos
injuriosos contra los ministros y el fiscal, como aquel en que se decía: Quítense los
calzones los oidores, y levanten las faldas las mujeres, den al soldado agujas y alfileres, y
escríbanse mentiras a montones298.
Uno de los más ruidosos altercados habidos en la audiencia lo ocasionó en 1659 el
oidor depositado don Pedro de Hazaña Solís y Palacio con motivo de pretender el
decanato del tribunal a la partida del que lo era, doctor don Nicolás Polanco de Santillana,
pues había entrado en dicha preeminencia don Juan de Huerta Gutiérrez, que había jurado
37 días después que Hazaña, pero que no tenía el defecto de depositado, pues era
numerario.
Esta disputa fue elevada al virrey conde de Alba para que determinase a quién tocaba
la antigüedad. Mientras estaba pendiente la solución el oidor Hazaña se encerró en su casa
por más de tres meses sin querer asistir al despacho, y aunque sus colegas le enviaban
recados en que besaban a su merced las manos rogándole que concurriera y que entregara
las llaves del archivo, se excusaba diciendo estar de purga y muy achacoso. Después de
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tantos recados del tribunal, que le eran comunicados por el escribano de cámara se enojó y
amenazó con poner en el cepo de cabeza al referido subalterno 299.
Finalmente, el virrey, por real provisión fechada en Lima el 30 de noviembre de 1660,
declaró la antigüedad en favor del oidor Huerta Gutiérrez:
Con ocasión de la merced que Su Majestad hizo al señor Nicolás Polanco
Santillán, que tan dignamente obtuvo la de fiscal de esta Real Audiencia, se ha
querido introducir el dicho Señor Licenciado don Pedro de Hazaña por más
antiguo en la Audiencia de Santiago de Chile, y pretendido preceder y presidir al
más antiguo de los oidores que le aventaja en propiedad, y porque estas
pretensiones son contra todo derecho...La antigüedad y precedencia en la Real
Audiencia de Chile, pertenece al oidor Juan de Huerta Gutiérrez, como más
antiguo y propietario, y no a don Pedro Hazaña Solís y Palacio, que la
disputaba300.
Esta provisión se cumplió el 14 de marzo de 1661, cuando el oidor Hazaña se hallaba
sacramentado, y su colega Huerta Gutiérrez, sin venia alguna se había hecho a la vela
hacia el Perú.
La década del setenta del siglo XVII fue la más borrascosa en toda la existencia de la
audiencia debido a la poca moralidad de sus ministros, a saber, don José de Meneses, don
Gaspar de Cuba, don Juan de la Peña, y don Manuel de León. Precisamente entre estos
dos últimos ministros se dio una guerra declarada, que comenzó por la orden que dio el
presidente Henríquez al oidor de León y Escobar para que prendiera y desterrase a la
amante del oidor de la Peña Salazar, ante lo cual éste imputó al primero el crimen de
pecado nefando, tal como lo referían el propio gobernador y dos ministros en carta
fechada en junio de 1672: Con noticia que tuvo el Presidente de esta Audiencia del
escándalo que daba en esta ciudad una mujer, dio orden al Doctor Don Manuel de León
Escobar, oydor de ella, para que la prendiese y depositase, y porque la causaba la
asistencia en su casa de Don Juan de la Peña Salazar, asimismo oydor, por cuyo motivo
prorrumpió contra Don Manuel imputándole algunos excesos y en especial el delito de
pecado nefando301.
Por esta razón las relaciones entre ambos ministros eran pésimas, tal como expresaba
la carta ya citada: Como estos ministros están de esta calidad, no pueden conciliarse en
nada, ni menos conservarse con el decoro que piden sus puestos estando juntos302. Tan
era así que el propio oidor de la Peña escribía a la reina gobernadora que era: El Doctor
Don Manuel de León, mi enemigo declarado, por los avisos que di a la Audiencia de
Lima gobernando, de la parcialidad que tenía con don Francisco de Meneses303.
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Ambos ministros fueron suspendidos en el ejercicio de sus oficios. El primero durante
la residencia del gobernador don Juan Henríquez fue separado a 20 leguas de Santiago, y
al segundo se le instruyó proceso y, decretándose embargo de sus bienes en 1674, fue
encerrado en la torre de la Casa de Recogidas y al año siguiente desterrado al Callao por
el visitador Munibe304.
Durante el siglo XVIII fueron escasas las diferencias o disputas entre los ministros de
la audiencia de Santiago, aunque hubo algunas dignas de comentario.
En octubre de 1712 los oidores don Ignacio Antonio del Castillo y don Francisco
Sánchez de la Barreda y Vera, discutieron airadamente en el real acuerdo y casi llegaron a
las manos por no convenir en los dictámenes, aunque rápidamente quedaron hechos
amigos, pero a pesar de ello el presidente don Juan Andrés de Ustáriz informó al monarca
de semejante caso, y por real cédula fechada el noviembre de 1713 le ordenaba que:
Llaméis a vuestras posadas a los referidos oidores y les expreséis me ha sido reparable
este lance y cuan de su obligacion es de asistir en el Tribunal con toda modestia y
arreglado modo, prescribiendoles que si sucede en adelante la mas leve cosa destas
pasare a tomar la mas severa demostracion que merezca semejante altercado305.
El mismo oidor don Ignacio Antonio del Castillo, mientras ocupaba el decanato del
tribunal, se ganó la animadversión del oidor don Juan del Corral Calvo de la Torre, pues
este último ministro servía en calidad de supernumerario la plaza que por su minoridad no
podía ocupar don Juan Próspero de Solís Vango, quien al cumplir los 20 años comenzó a
asistir al acuerdo sin derecho a voto, y el decano le dio asiento con preferencia al
experimentado del Corral, quien por esta razón trataba a del Castillo y a Solís Vango
como: Dos mozos sin practica ni experiencia, y del último decía que: Cuando el nacio
estaba ya yo en Salamanca, y hallandole luego que le recibi en esta Audiencia con tal
cortedad de estudios, que para descargo de mi conciencia expreso a V.M. no saber
latinidad, le mande fuese a mi estudio por las noches para enseñarle lo que era traslado y
autos, como fue mas de dos meses sin provecho alguno306. Por ello se atrevía a afirmar
que: Debe a mi enseñanza en el tribunal los pocos principio de practica con que se
halla307.
Durante el reinado de Carlos III se produjeron las últimas disputas serias entre algunos
ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile.
La llegada del primer regente don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo y de los dos
fiscales don Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero, y don Lorenzo Blanco Cicerón,
convulsionó la vida interna del tribunal con una serie de desencuentros entre el regente,
los fiscales y los oidores.
Los oidores calificaban a los fiscales como de pelo propio, visiteros, revoltosos,
díscolos, desvergonzados y holgazanes, y el regente decía del fiscal Blanco Cicerón que
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era: Mal hallado por su genio díscolo con la paz que había podido conseguir cortando y
apaciguando las inquietudes que ocasionó la irregular conducta del referido Cicerón
desde su ingreso al ministerio.
Estos enfrentamientos duraron corto tiempo, pues ambos fiscales fueron trasladados
después de tres años exactos de servicios en la audiencia santiaguina.
2. Disputas y enfrentamientos con el gobernador
Durante los más de dos siglos de funcionamiento de la Real Audiencia de Santiago del
reino de Chile, no fueron pocos los enfrentamientos que hubo entre los oidores y el
gobernador y capitán general que, a su vez, era presidente del tribunal.
Los motivos más frecuentes de los roces y conflictos entre los ministros del tribunal y
el gobernador eran los tocantes a cuestiones de competencia y jurisdicción, y los relativos
a ceremonial y honores.
Las más antiguas desavenencias de que se tiene noticia fueron las habidas entre el
oidor decano don Luis Merlo de la Fuente y el gobernador don Juan de Jaraquemada,
quien desde los primeros días de su gobierno se formó un juicio negativo del ministro, y
así lo comunicaba al virrey del Perú en carta fechada el 29 de enero de 1611, donde le
recordaba que se habían cumplido los tres años por los cuales había sido provisto el oidor
en la audiencia, y le expresaba que: Con su condición no hay en ella la conformidad que
fuera justo y la que tienen los demás ministros308.
Quizá las más graves diferencias de toda la historia del tribunal se produjeron con el
gobernador y capitán general don Francisco Laso de la Vega por cuestiones tocantes al
fuero militar y a la competencia que le tocaba a éste en materias de guerra.
Una real cédula fechada en Madrid el 2 de diciembre de 1608 había declarado que el
conocimiento de los casos de guerra y de las causas de los militares tocaba al gobernador
en cuanto capitán general309, principio que había sido reiterado por real cédula fechada el
20 de septiembre de 1627310. Sobre estas bases el gobernador defendía su competencia
privativa en orden al reclutamiento de vecinos para concurrir a la guerra de Arauco, de
cuyas providencias se había recurrido a la Real Audiencia, generando un áspero
enfrentamiento entre Laso de la Vega y el tribunal, que el obispo de Santiago resumía en
1626 al hablar de: Las continuas discordias y competencias de oidores entre sí, y todos
con el Presidente, con tanto escándalo como es notorio. Y he entendido en ellos y el fiscal
avisado a Vuestra Majestad que aunque el Arzobispo del nuevo Reino Don Julián de
Cortázar, yo y personas de autoridad hemos procurado apaciguar sus pendencias, han
menospreciado nuestras diligencias, porque cada cual quiere sustentar su opinión sin
resistencia en este reino311.
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El mismo prelado relataba en 1631 los hechos que habían motivado algunos de estos
enfrentamientos:
El invierno pasado llegó el Presidente a esta ciudad a valerse de algunos
socorros de gente y caballos, por haber hallado en mal estado las cosas de la
guerra y no tener fuerzas para hacerla. Y por haberle ayudado algunos vecinos
desta ciudad de Santiago y su buena diligencia, fue Dios servido tuviese muy
importantes sucesos, de que avisamos a V.M. Ha pretendido le ayuden este
verano para proseguir, por tener nueva cierta se juntan diez mil indios, los más
gente de a caballo para cobrar la reputación que perdieron en la batalla de
Arauco. Apercibió el gobernador algunos vecinos por la necesidad urgente, en
virtud de concordia que hicieron Presidente e Oidores para que hiciese
apercibimientos. Este año la revocaron los Oidores, aunque no ha cesado la causa
y necesidad; sobre que han tenido algunas diferencias, de que envían testimonio
a V.M. Muchas diligencias hice para ponerlos en paz y conformidad, a que
mostró el Presidente buena voluntad, abrazando todo lo que le propuse en orden
al servicio de V.M. y ha tenido prudencia y sufrimiento. Los oidores dicen les
compete declarar cuándo obliga la necesidad a que el Gobernador pueda
apercebir a los vecinos, que se defienden con real cédula para que no los puedan
apercebir sino en caso de necesidad; que no sé cómo pueda entender cuándo la
hay quien no tiene la guerra presente y la maneja312.
Ocurrió el gobernador en defensa de su jurisdicción al virrey del Perú, conde de
Chinchón, quien por auto fechado el 8 de marzo de 1632 declaró que la audiencia estaba
inhibida del conocimiento de los casos militares, decisión que fue aprobada por real
cédula librada el 26 de abril de 1634313, y otra real cédula despachada el 30 de marzo de
1635 declaró como casos militares no susceptibles de ser apelados a la Real Audiencia de
Santiago, el apercibimiento de soldados para la guerra y el ordenar sacar mantenimientos
para la gente de guerra314.
Sobre la base de estas disposiciones don Francisco Laso de la Vega el 14 de octubre de
1637 realizó una serie de declaraciones sobre las causas que le tocaban privativamente en
cuanto gobernador y capitán general y se las comunicó a la Real Audiencia, la que
reunida en el Real Acuerdo de Justicia el 27 de diciembre de dicho año votó sobre el
asunto, y los oidores don Jácobe de Adaro y San Martín, don Pedro González Güemes,
don Pedro Machado y don Pedro Gutiérrez de Lugo las contradijeron, y acordaron dar
noticia al monarca con copia de sus votos315.
El 8 de mayo de 1639 enviaron los oidores una extensa carta al monarca en la cual se
quejaban de la conducta del gobernador Laso de la Vega: Pretende el Presidente de esta
Audiencia que como Gobernador y Capitan General todos los casos que le pareciere los
pueda declarar por pertenecientes al Gobierno y su jurisdiccion militar inhibiendo en
ellos y de su conocimiento, y que cada que lo llegare a hacer, aunque sea sobre causas
                                                
312 Idem, Carta del obispo don Francisco de Salcedo al rey, Santiago, 20-XI-1631, p. 148.
313 ANRACH. 1.693, pza. 1, RC. 26-IV-1634, fs. 19.
314 Idem, RC. 30-III-1635, fs. 19 vta.
315 MM. 309, Copia de los Votos de los oidores de la Audiencia de Santiago, provincia de Chile
sobre las declaraciones del Gobernador y Capitan General de ellas, que hizo a 14 de julio del 37 en
materias de iurisdiccion que contradijo el fiscal en ella segun y como se hallan escritos en el libro del
Real Acuerdo de Justicia a foxas 11, fs. 152 vta.
78
que esten pendientes y se sigan en justicia en esta Audiencia, y aunque esten
ejecutoriadas por sentencias de vista y de revista que se le deben remitir dandose por
inhibida, donde no que las puede tomar de su propia autoridad. En esta consideracion
hizo ciertas declaraciones a los 14 de octubre del año pasado de 37 y, sin embargo de las
dilixencias con el para que desistiese de ellas, las llevo adelante, y tomo algunas
fenecidas y otras pendientes que le fueron entregadas por conservar la paz y buena
correspondencia y otros justos respetos que en tales competencias se deben atender316.
En la misma carta los oidores hacían presente al monarca el peligro que representaba
para la libre administración de justicia por el tribunal, el tener a un gobernador muy
poderoso que, además, contaba con un ejército de dos mil plazas, y solicitaban que se
moderaran sus facultades: Esta Audiencia...representa que de un Gobernador en partes
tan remotas la mano es muy poderosa, y teniendo debajo de la suya a su disposicion dos
mil plazas armadas es mucho de temer su indignacion por los ministros de la Paz aunque
sean enteros y superiores, y que si al Gobierno y Capitania General de estas Provincias
no se le modera y reprime la facultad en que se introducido de poder declarar los casos y
tomar todas las causas que le pareciere, por decir que son suyas de su jurisdiccion, la de
esta Audiencia, en las cosas mas propias de su obligacion como son las de justicia,
quedara usurpada, su libre administracion impedida, y su autoridad sin el lustre y fuerza
que es menester para hacer con entereza y valor el servicio de V.M., y estos vasallos
desconsolados, reconociendo menos poderosa y desautorizado el Tribunal donde han de
recurrir con sus agravios y apelaciones317.
La pretensión de los ministros no fue atendida, pues por real cédula fechada en Madrid
el 18 de junio de 1640 se mandó al gobernador que, como capitán, general declarase si los
casos eran militares o no, debiendo pasar la audiencia por tal declaración318.
Fue pública también, en el siglo XVII, la enemistad del oidor don Juan de La Peña
Salazar con los gobernadores don Francisco de Meneses, don Diego González Montero y
don Juan Henríquez.
Al gobernador don Francisco de Meneses le acusaba de parcialidad con el oidor don
Manuel de León y Escobar, quienes habían hecho desterrar a una mujer con la que
escandalizaba a la ciudad319. Era tal la enemistad con Meneses, que el oidor limeño don
Lope Antonio de Munive, que residenció al gobernador, junto con publicar su residencia
ordenó alejar a 20 leguas de Santiago al oidor de la Peña para que no estorbara la
investigación.
Con el gobernador don Juan Henríquez, sucesor de Meneses, también mantuvo agrias
disputas. El 5 de marzo de 1671 el gobernador le reprendió por su participación en el
escándalo del capítulo de los frailes de San Agustín y, para alejarle de Santiago, le
encomendó ese mismo año que efectuara la visita de la tierra, a lo que se negó el oidor320.
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Como insistiera el gobernador, la noche del 27 de julio de 1671 de la Peña se asiló en el
Convento de Santo Domingo, y al día siguiente el gobernador proveyó un auto para
levantar una información sumaria en su contra321.
En 1777 se produjo una cuestión de etiqueta entre el oidor decano y el presidente,
gobernador y capitán general debido a que el día 22 de mayo, habiendo concurrido a la
Junta General de Temporalidades de Jesuitas el decano con capa sobre la garnacha, el
presidente a pedimento de los fiscales le ordenó que se la quitase y que quedase en toga
tal como se estilaba en el Real Acuerdo y, a pesar de las representaciones que le fueron
hechas, insistió en su orden, en razón de lo cual el decano don Juan Verdugo llevó la
cuestión al Real Acuerdo, el que por nota del 23 de mayo pedía al presidente que se
resolviera el conflicto conforme a las Municipales, y porque estimaba: Que este modo de
proceder no sólo vulnera la regalía del Sr. Decano, sino también la de todo el cuerpo de
la Audiencia, se ha de servir V.S. de mandar se reciba información con intervención del
Sr. Fiscal de S.M. del modo en que se ha asistido a semejante Junta322.
Al día siguiente se reunió el Real Acuerdo, con asistencia del presidente y del fiscal, y
en él se determinó guardar la costumbre y no innovar en ella y dar cuenta al rey: Que no
se haga novedad y que se guarde y cumpla el estilo y costumbre inmemorial que hasta
aquí se ha observado que el Sr. Decano y los demás Señores Ministros siempre que
acuden a la Junta de Real Hacienda de Aplicaciones, Temporalidades y otras cualquiera
fuera del tribunal de esta Real Audiencia, lo hagan con las capas de garnachas323.
A finales del siglo XVIII hubo un largo enfrentamiento entre el oidor decano don
Francisco Tadeo Díez de Medina y Vidanges, y los gobernadores don Ambrosio de
Benavides y don Ambrosio O’Higgins.
Medina, en 1785 solicitó licencia para pasar a la ciudad de La Paz a atender negocios
de familia. El Consejo solicitó informe al virrey de Buenos Aires y éste informó: Que no
convenía la residencia de Medina en La Paz, porque con su genio orgulloso impediría
indiscretamente el nuevo sistema de gobierno que se establecía324. Por tal razón, no sólo
le fue negada la licencia sino que además por real orden reservada dirigida al presidente
Benavides el 5 de octubre de 1789: Se le encargó al Presidente de Chile que vigilase su
conducta325.
En 1789 escribía el gobernador de Chile proponiendo al Consejo que: A Medina se le
trasladase a la Audiencia de Lima, pues habiendo observado su conducta con
desconfianza y cautela, advertía vehemencia de genio, cavilosidad, e inclinación a
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322 ANFV. 331, pza. 31, Real Acuerdo al presidente, Santiago, 23-V-1777, fs. 133.
323 Idem, Real Acuerdo, Santiago, 24-V-1777, fs. 135.
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325 Ibidem.
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competencias326. Con estas consideraciones, por real orden del 20 de mayo de 1790 se:
Previno de nuevo al Presidente que si las operaciones de Medina no fuesen conforme a
sus deberes le procesase y diese cuenta; y a éste se le reprendió conminándole con
privación del empleo, si no se enmendaba327.
En junio de 1792 el Gobernador O'Higgins salió de Santiago hacia la Frontera, y dejó
el mando en manos de Diez de Medina en calidad de decano entregándole unas
instrucciones para el gobierno interino, ante lo cual el oidor protestó enérgicamente e hizo
caso omiso del instructivo.
A su regreso de la Frontera, el gobernador escribió a la corte el 18 de junio y el 17 de
octubre de 1793 quejándose de la extraña conducta del expresado oidor. La corona por
real orden fechado en San Lorenzo el 6 de octubre de 1794 mandó que Diez de Medina
usara cuanto antes de licencia: Para pasar a la ciudad de La Paz, su patria,
permaneciendo en ella aun cuando se cumpla el año porque se le concedió la expresada
licencia, bajo el concepto de que S. M. se la prorroga hasta que se verifique la vacante
proporcionada en otro tribunal, todo con el objeto de que no vuelva más a Chile328. Pero
además se advertía a O'Higgins: Que si vuelve a ausentarse de esa capital delegue sus
facultades con arreglo al artículo 40 de la Real Cédula de 2 de agosto de 1789 sin añadir
instrucción alguna a su contexto, por cuyo medio se cortará toda disputa e
interpretación, y si el subdelegado se excediese se le hará después cargo según
corresponda329.
En dicha conformidad salió Medina del puerto de Valparaíso el 16 de junio de 1796 en
el paquebote "San Antonio", pero como a la salida de la rada éste naufragó, hubo de
embarcar en la fragata "La Aurora", para finalmente arribar a La Paz el 28 de septiembre
de 1796.
La corona en el precitado real orden, le advertía que: Cuide de evitar se repitan los
disgustos que se han notado en Chile, en el nuevo destino o traslación a otro tribunal330.
Por otro real orden fechado el 7 de julio de 1797 se le mandó regresar a servir su plaza en
Chile ofreciéndole ascenso a Méjico o Lima. Ante ello, el ya anciano, oidor representaba
en carta del 22 de diciembre de 1799: Que no le conviene su traslación a Méjico por la
grande distancia, ni a Lima, porque allí residen sus mayores enemigos, el Virrey
O'Higgins y el asesor Rozas, que le persiguieron en Chile331, y solicitaba plaza
supernumeraria del Consejo de Indias.
Sobre Consulta del 26 de enero de 1800 se negó esta petición y se le conminó a
marchar de inmediato a Chile. Llegó a Santiago el 31 de diciembre de 1801, y cayó
enfermo rápidamente, pues en marzo de 1802 enfermó de cuidado producto de haber
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caído accidentalmente al entrar en la calesa, y desde febrero del año siguiente se
encontraba semiparalítico y gravemente afectado de viruela por lo que ya no concurría al
tribunal. El 5 de enero de 1803 solicitó que se le jubilara, pero no alcanzó a obtener el
retiro, pues murió algunos meses después, tras haber ido a Santa Cruz a tomar aires puros
y frescos.
A principios del siglo XIX, hubo varias disensiones entre el gobernador don Luis
Muñoz de Guzmán y la Real Audiencia debido al siempre coflictivo asunto de las
apelaciones al tribunal de los decretos gubernativos, que solían derivar en molestas
cuestiones de competencia.
En 1803 el diputado de Peumo don Justo Jerez fue destituido de su empleo por el
subdelegado de Santa Cruz de Triana, por lo que ocurrió ante el gobernador, quien ordenó
que el subdelegado le instruyera proceso para que decidiera sobre su total separación y
corrigiera sus excesos si los había. De esta providencia apeló Jerez para ante la Real
Audiencia, la que le fue concedida, y en definitiva acogida, pero no obstante ello, el
gobernador por oficio del 7 de noviembre de 1805 mandó al subdelegado que no
restituyera a Jerez en su empleo, el que nuevamente ocurrió a la audiencia, y esta
despachó real provisión amparándole, la que se vio obligado a cumplir el subdelegado y
debió reponer al diputado, pero al día siguiente de haberlo hecho, con el auxilio de una
partida de dragones le apresó y embargó sus bienes, por lo que Jerez, nuevamente, acudió
a la audiencia. El tribunal ante este desacato gubernativo pasó oficio al gobernador
quejándose de su conducta:
A pesar que esta Real Audiencia nada desea y procura más que la constante
armonía y conformidad con V.E...se ve, no obstante, en ocasiones necesitada a la
manifestación de sus derechos, cuando algún procedimiento interfiere, mengua y
compromete a la autoridad, decoro y respeto que le son debidos, y cuya guarda
no puede serle indiferente por su inmediato influjo en la observancia de las
Leyes, peculiar instituto de este Tribunal...Quando últimamente considera las
consecuencias de un tan grande y público vilipendio y desdoro de la autoridad de
este Regio y Superior Tribunal de Justicia del Reyno en el hecho de la oposición
armada al cumplimiento de sus resoluciones con transgresión de la ley 16. tit. 15.
lib. II, y con necesario escándalo de los testigos concurrentes, sabedores de los
principios y fines del suceso, no puede menos esta Real Audiencia que suponer
sorpresa en las enunciadas providencias de V.E. Sobre todo, la ilustración y
prudencia de V.E. deberá conocer por las expuestas reflexiones la precisión en
que se ve de solicitar el desagravio de su autoridad y de la administración de
justicia 332.
El gobernador Muñoz de Guzmán se negó a contestar este oficio mientras la audiencia
no le pasara los autos, pero el tribunal se negó a ello, pues debía primero pronunciarse
sobre el violento despojo del diputado. El gobernador entonces se limitó a proveer un auto
en el que mandaba se mantuviera la destitución de Jerez, y ordenaba dar cuenta al
monarca de la competencia con la audiencia.
En 1809 se presentó un caso semejante, ahora con el gobernador don Francisco García
Carrasco quien, en enero de dicho, año ordenó anular la elección de alcaldes efectuada
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por el cabildo de la ciudad de Valparaíso, y nombró a un vecino de su agrado, ante lo cual
la corporación apeló para ante la Real Audiencia, la que decidió que tocaba al cabildo
elegir libremente un nuevo alcalde, medida que el gobernador pidió que fuera revocada,
pero el tribunal insistió en ella, y el gobernador entonces declaró el caso por de mero
gobierno y arbitrio de la presidencia, en el que estaba inhibida la audiencia, y ordenó
recibir como alcalde a quien él había nombrado.
Frente a este ultraje la audiencia dio cuenta a la corona quejándose de la conducta del
gobernador: Advertirá su sabiduría e integridad, el temerario intento del dicho Presidente
en aseverar inapelable sus providencias expedidas sobre elección de capitulares,
tratando por este infundado principio de emborrar su escandalosa resistencia al
cumplimiento de lo resuelto por este Tribunal333.
3. Disputas y enfrentamientos con los eclesiásticos
Las relaciones entre los ministros de la Real Audiencia de Santiago y los miembros de
la iglesia, especialmente con el obispo de la ciudad, no siempre fueron todo lo buenas que
predicaba el piadoso fray Gaspar de Villarroel en su Gobierno eclesiástico y pacífico.
Los motivos más frecuentes que originaban el desencuentro entre los ministros de la
justicia y los de Dios solían ser cuestiones de competencias, y de etiqueta y protocolo, a
las que se daba particular importancia en la época.
En el tiempo de la fundación de la audiencia ocupaba la silla episcopal de Santiago
fray Juan Pérez de Espinosa, quien durante todo su ministerio no cesó de incomodar al
tribunal.
De antiguo procedían los rencores del obispo para con algunos de los miembros del
tribunal, en concreto contra el oidor don Hernando Talaverano Gallegos, a quien mientras
era teniente de gobernador había acusado ante el rey, por carta fechada el 1 de marzo de
1609, para que: Fuese servido de mandar castigar al licenciado Talaverano Gallegos,
teniente general de aquel Reyno, del exceso que había hecho en haber perdido el respeto
a la dignidad episcopal y haber sido causa para que todas las personas de aquella ciudad
se amotinasen contra él; con cuyo favor los religiosos de Santo Domingo habían llevado
a su casa y echado por cima de las tapias de sus corrales el cuerpo de Jerónimo de
Benavides, regidor que fue de aquella ciudad, sin darle noticia ni haber acudido a la
parroquia, como está dispuesto por los Santos Concilios, con que causaron uno de los
mayores escándalos que jamás se vieron334.
El Consejo de Indias ordenó que informaran el presidente y la audiencia, pero no
contento el obispo solicitó en 1612 que se nombrara al oidor don Pedro Álvarez de
Solórzano para que recibiera información sobre lo sucedido, pero el Consejo, el 9 de
noviembre de 1612, se limitó a reiterar que informaran el gobernador y la audiencia: Y
                                                
333 MM. 220, doc. 5.667, Carta de la Real Audiencia al rey, Santiago, 27-X-189, fs. 193.
334 LIZANA, Elías, (n. 44), Petición al Consejo de Indias, Santiago, 1612, p. 93.
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que se escriba al Gobernador procure con mucho cuidado la buena correspondencia
entre la Audiencia y el Obispo335.
Las desavenencias con el tribunal comenzaron hacia 1610 por cuestiones de
ceremonial, tocantes al orden que debía tenerse en las procesiones y demás actos actos
públicos, las que fueron elevadas al monarca, quien despachó una real cédula a finales de
1611 precisamente: Para evitar las competencias, diferencias y encuentros que entre el
presidente de mi Audiencia Real que reside en la ciudad de Santiago de las Provincias de
Chile y el Obispo dellas se puedan ofrecer sobre la precedencia en las procesiones y
otros actos, y lo que se ha de hacer con el dicho Presidente336. En ella se daba razón al
obispo, pues se declaraba que la precedencia debía observarse sobre la base de la práctica
de otros lugares, que en el caso de Santiago, era Lima.
Este buen suceso, envalentonó al prelado, quien fundado en este respaldo se atrevió a
enviar un libro de reglas de buena educación al tribunal, ante lo cual los ministros
ordenaron arrestar al obispo quien, poniendo en entredicho a toda la ciudad, se retiró al
campo, y allí se mantuvo hasta que un oidor fue a buscarle y los demás tuvieron que
conducirle por las calles de la ciudad hasta su casa llevando las riendas de su mula 337.
Desde este momento las relaciones entre el tribunal y el prelado quedaron rotas para
siempre, y no dejaron pasar ocasión en que maltratarse y tomarse múltiples desquites.
La audiencia en octubre de 1611, por vía de fuerza despachó una real provisión de
justicia dirigida al prelado para que éste, en cuanto juez eclesiástico, absolviera al capitán
don Diego de Huerta y le concediera apelación al metropolitano. El obispo ordenó
absolverle llanamente y sin costas, pero exigió que prestara fianza depositaria de los
juzgado y sentenciado por todas instancias, frente a lo cual el alcalde ordinario don
Álvaro de Quiroga, encargado de notificar la real provisión al prelado: Con poco temor de
Dios - decía el obispo - y con notable escándalo desta ciudad y de los indios nuevamente
convertidos, prendió mi persona y me derribó de la silla donde estaba asentado en el
suelo con título de ejecutar mandatos de vuestra provisión real338, y a pesar de haberle
representado el obispo que tenía mandado cumplir la real provisión: No desiste de su mal
intento, antes ha alborotado la ciudad a campana tañida y toque de caja a modo de
guerra para prender segunda vez mi persona, poniendo guardas a mi casa y a los
conventos339.
Frente a este vejamen a su dignidad, el obispo se querelló ante la Real Audiencia
contra el alcalde ordinario don Álvaro de Quiroga y fulminó en su contra censuras
eclesiásticas, además de pedir que la provisión de absolver fuera con fianzas, pero el
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337 MENDIBURU, Manuel de, Diccionario histórico biográfico del Perú , VI, Lima, 1890, p. 276;
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339 Ibidem.
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tribunal no sólo no accedió a lo solicitado, sino que despachó una nueva real provisión
contra el prelado en la que le ordenaba que absolviera a don Álvaro de Quiroga de las
censuras eclesiásticas, y así se lo hizo notificar por el escribano de cámara don Bartolomé
de Maldonado. Fray Juan Pérez de Espinosa al ser notificado en el Convento de San
Agustín pidió al escribano de cámara que le diese testimonio con sus respuestas de la real
provisión, pero éste luego de una serie de excusas le hizo presente: Que no los podía dar,
porque los señores de la Real Audiencia se lo habían mandado precisamente340. El
indignado obispo ordenó el 12 de noviembre de 1611 se hiciese información de testigos
de estos hechos, la que fue practicada por don Antonio Fernández Caballero, su provisor y
vicario general, quien tomó declaración a tres testigos sobre lo sucedido341.
El obispo don Francisco de Salcedo, sucesor de Pérez de Espinosa, fue un enemigo
declarado de la audiencia, y durante todo su gobierno diocesano no hizo otra cosa que
clamar al rey por su supresión, y quejarse de la conducta de sus ministros.
En mayo de 1626 escribía al monarca para informar que la política real de tasación del
tributo de los indios de encomienda y su reducción a pueblos: No se ejecuta por la tibieza
y poca obediencia de los Oidores desta Audiencia, que no ejecutan más de lo que les
conviene, y a sus deudos y amigos. Y en Chile no se cumplen más órdenes y Cédulas de
Vuestra Majestad de las que se conforman con sus afectos e intereses342, y pedía al rey
que: Ponga el remedio que conviniere, que a lo que he podido entender es escusado el
gran gasto que con tan copiosos salarios se hace con esta Audiencia con tan poco fruto y
notables inconvenientes de su asistencia, como tengo escrito en otra a V.M. que se
reparan con aliviar este pobre reino de tanto gravamen343.
En noviembre de 1631 insistía en lo poco necesaria que era la audiencia en el reino de
Chile: Cuanto importa a su real servicio que no persevere esta audiencia, por el poco
fruto de su asistencia en tierra tan corta y miserable como por cortar el continuo subsidio
de salarios de Oidores y ministros, que la acaban de agotar con pleitos que no tenía
antes de su fundación, que no montan en veinte años lo que tienen de renta en uno344, y
concluía su carta con estas expresivas frases: Sobre todo ser muy conveniente a la paz y la
guerra destas provincias, no haya en ellas Audiencia, pues no se ha de conquistar con
argumentos345.
Otra carta fechada en febrero de 1632 contenía párrafos semejantes contrarios a la
existencia del tribunal y con juicios poco favorables para sus ministros: Paréceme cabe
aquí referir a V.M. lo que en diversas ocasiones he avisado desde que llegué a esta
Iglesia, el gasto que hace escusado con esta Real Audiencia, perpetuo seminario de
discordia entre los Oidores y con el Gobernador, de que es notorio el mal ejemplo y no
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342 Idem, I, Carta del obispo Francisco de Salcedo al rey, Santiago, 2-V-1626, p. 118.
343 Ibidem.
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cesan malos efetos. No conviene al servicio de V.M. su asistencia, ni a la conservación y
aumento de esta miserable tierra, que la han puesto en las bajas tantos ministros, ni para
la conclusión de esta guerra346.
Las reiteradas opiniones del obispo Salcedo en orden a suprimir la Real Audiencia de
Chile hicieron mella en el ánimo real, pues se ordenó por real cédula del 2 de noviembre
de 1638 al virrey del Perú conde de Chinchón que informara sobre tal asunto, pero este
contradijo el parecer del prelado y nada se determinó 347.
Desde el año 1632 había comenzado también el prelado a censurar la conducta del
oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, respecto de quien criticaba cierta práctica de
nepotismo, pues decía que: En mi presencia se ha dado el mejor corregimiento de este
gobierno a uno, casado con sobrina del Dor. Valdelomar dos veces en discurso de cuatro
años348. Un año después acusaba a dicho oidor de haber levantado una información
maliciosa contra el gobernador don Francisco Laso de la Vega: El caso es que le cometió
al Doctor Valdelomar (ya difunto) la Audiencia una información del estado del reino. Y
él la dirigió a quitar la presunción al Gobernador, valiéndose de un Escribano que por
sus malas mañas la misma Audiencia condenó a azotes y galeras. Habiendo llegado este
mal a ser mucho mal, como el remedio de V.M. está lejos, tomó Dios la mano y llevóse a
Don Rodrigo de Carabajal, aliado grande del Dtor. Valdelomar...Esto pasa en tierras
cortas y desto sirve Audiencia donde hay tantas razones para que no la haya, que ha
causado tan grandes daños en este reino...que es escusada, que las causas son pocas y de
ninguna sustancia y, si hay algunos pleitos, es porque la hay349.
En mayo de 1633 el prelado las emprendía contra el fiscal don Jácobe de Adaro y San
Martín y contra su sucesor don Pedro Machado de Chaves: A esta Real Audiencia vino
por fiscal della el Doctor Don Pedro Machado. Al principio pareció a toda esta república
acertado nombramiento, porque con su buen agasajo ganaba las voluntades de todos y
abominaba el proceder que había tenido su antecesor, el Doctor Jacobe de Adaro (que
vino por oidor desta Audiencia, a quien toda esta república abominaba por su mal
despacho y proceder, aceptando personas sin mirar por la justicia). Después que el dicho
Don Pedro Machado llegó, ha trazado nuevas obstrucciones con su buen artificio de
haber casado dos sobrinas suyas, una con don Juan Rodulfo y otra con don Gaspar
Tomás Calderón, ambos los más emparentados y poderosos que hay en esta tierra, por
cuya causa no hay persona que pida justicia contra ellos, ni contra sus parientes y la que
han pedido hasta agora no la han alcanzado. Vea Vmd. cómo descarga S.M. su
conciencia en este caso, pues lo puso Dios para que administre justicia y nos pone
ministros que la tiranicen350.
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Cinco meses después volvía a quejarse del fiscal Machado: El año pasado, recién
llegado a esta ciudad el Doctor Don Pedro Machado por Fiscal de esta Real Audiencia,
avisé el grande aplauso y gusto con que fue recebido, que siempre es así que las cosas
nuevas aplacen. Después se han descubierto causas por que este proveimiento tiene
enconvenientes nocivos a la república; porque, como su padre fue Fiscal y oidor de esta
Audiencia, lleva adelante las enemistades que por su muerte quedaron351.
La docta y amena pluma de fray Gaspar de Villarroel, resumía en la siguiente anécdota
el desamor que el obispo Salcedo tenía por la audiencia y sus ministros: Ocupo una silla
casi caliente de un antecesor mío, tan poco aficionado a la audiencia de este reino y por
ella tan mal afecto a todos los oidores del mundo que, examinando para órdenes un
religioso y hallándole poco aprovechado le preguntó: ¿Cómo siendo ya de edad había
estudiado tan poco?. Respondióle que había tomado la frailía con barbas y que en el
siglo no se había ocupado en el latín, sino en el arte de marear. Pidió el obispo un mapa
que tenía de ordinario en su estudio y díjole al religioso: Yo trato de irme a España y no
quisiera ver oidores en mi vida, hágame aquí un derrotero por donde pueda ir sin ver un
oidor, que no es poca gramática saber andar tres mil leguas sin que en tanta distancia se
vea una audiencia; señalóle el puerto de Buenos Aires y el Brasil, escala de Portugal, con
que quedó el obispo contento y el ordenante aprobado. Hizo su viaje el obispo y, sin
licencia de Su Santidad y sin consentimiento del Rey, dio consigo en España, abominando
la Audiencia352.
El episcopado de fray Gaspar de Villarroel fue pacífico, aunque no exento de motivos
de discordia, como él mismo reconocía: Con la Audiencia Real tengo muy buena
correspondencia, y aunque en las Indias se ofrecen entre ellas y los obispos grandes
ocasiones de desavenencias, porque unos y otros nunca sabemos contenernos dentro de
los límites de nuestra jurisdicción, yo procuro tener siempre sobre mi cabeza la de
Vuestra Majestad; y ellos son tan cristianos, que en las cosas de importancia siempre
veneran la Iglesia, y yo disimulo todo lo que toca a mi persona, sabiendo distinguir entre
ella y mi dignidad353.
En su clásica obra el Gobierno pacífico eclesiástico, reiteraba esta buena
correspondencia y armonía al escribir que: He advertido con grande atención los
procedimientos de la Audiencia Real y pesado los inconvenientes que le oponen y los
provechos que con ella tienen, he hallado que este reino asegura su conservación con el
ampara de esta Real Audiencia354.
Se gloriaba el mismo fray Gaspar de Villarroel de sus buenas relaciones con los
ministros de la audiencia santiaguina, al señalar que: En ocho años no he excomulgado un
oidor, ni en todos ellos ha habido golpe de campana para entredicho. La Audiencia Real
ha conspirado todo en mi favor. Mis libros los han llenado de elogios y alabanzas mías al
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Consejo; los fiscales se han hecho mis procuradores. Pongo en este libro que saco la
teoría del pacífico, en que yo soy profeso. Nadie puede mucho tiempo disimular su
inclinación: Nepo potest (dijo Séneca) diu personam agere. Bastan ocho años de pacífico
para probar que la paz no es disimulo. Y aunque la Real Audiencia que en esta ciudad
reside tiene por oidores ángeles, entre ángeles puede haber diferentes pretensiones. San
Miguel, que fue tutelar del pueblo de Dios, le dijo a Daniel que el Ángel Custodio de los
persas le había resistido muchos días para que su pueblo afligido no saliese de su
cautiverio, por lo que con la compañía de los hebreos medraban sus pupilos. Sin
embargo, pues de la angelidad de los oidores, hemos tenido grandes dificultades, pero
conteniéndonos unos y otros dentro de nuestros límites hemos callado con cordura, sin
quiebra del Derecho nuestras jurisdicciones; y como es tan poderoso el brazo del rey he
tenido yo mucho que sufrir355.
Fray Diego de Humanzoro sucedió en la silla episcopal al pacífico fray Gaspar de
Villarroel, y durante su gobierno diocesano se enfriaron mucho las amistosas relaciones
que su antecesor había cultivado con el regio tribunal.
El primer desencuentro tuvo su origen en una serie de desaires que los oidores hicieron
al prelado en cuestiones de etiqueta, entre las que se contaba una ocurrida en 1663 con
ocasión de dos coloquios espirituales que se celebraron con motivo del misterio de la
Purísima Concepción de María, pues cuando asistió al segundo celebrado en el convento
de la Compañía de Jesús no se le admitió el uso de sitial: Llevaron mi asiento al
cimenterio de la Compañía de Jesús y el que cuidaba de él lo volvió a casa, diciendo que
no le habían dado el lugar que se me debía; disimulélo por parecer convenir así a la paz.
Luego me enviaron los oidores a decir con su fiscal: que no me pusiese sitial en mi
referido asiento, que tampoco se lo pondría el Presidente de la dicha Real Audiencia.
Respondí que yo no podía asistir en público sin dicho sitial, ni era decente a mi dignidad.
Pretendieron que me sentase con ellos, después de el Presidente. No lo acepté por ser
contra cédula de V.M. y porque se tiraba a privarme del sitial, y me contenté con no
asistir al coloquio, pudiendo estorbar356.
Algunos días después de estos sucesos se hicieron unas comedias públicas por el
nacimiento del príncipe, y como la audiencia mantuvo su opinión respecto del sitial del
obispo, éste se excusó de asistir 357. No pasó mucho tiempo más hasta que volvió a
producirse otro incidente, esta vez al ser invitado el prelado a presenciar unos juegos de
toros y de cañas que se celebraban en la ciudad, a los que comprometió su asistencia fray
Diego, mas como su casa no tenía ventanas que dieran a la plaza, su provisor hizo un
tablado en el cementerio de la catedral para poner allí el sitial del obispo, pero el oidor
decano le envió recado para persuadirle de no poner sitial, ante lo cual relataba el prelado:
Respondí con toda cortesía que yo no hacía agravio a nadie con usar de mi derecho,
confirmado con mil actos positivos aquí y en la ciudad de Lima, y que no era razón que
quisiesen privarme de el sitial en los actos públicos, y más estando dentro de el Sagrado
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de mi Iglesia. Y añadí que, como me mostrasen Cédula Real o mandato cualquiera de
V.M., estaba dispuesto a no usar de el sitial, como no usaría de él, sin embargo dela
costumbre de mi metropolitano...Y habiendo estado en acuerdo los oidores...persistieron
en persuadirme que no pusiese sitial358.
Ambas partes perseveraron en sus posiciones hasta el final y así refería el prelado que
se acabó por no celebrar los referidos juegos: Y, no teniendo razón alguna, sin derecho
para su pretensión, se valieron de el poder en perjuicio de toda esta ciudad, mandando
no se hiciesen ni prosiguiesen las fiestas reales, para las cuales se habían hecho muchos
gastos, estimando en menos el desperdicio de ellos que dejar de salir con su tema contra
el obispo359.
El año 1664 y el siguiente el obispo presenció la llegada de dos nuevos integrantes del
tribunal, a saber, el fiscal don Manuel Muñoz de Cuéllar y el oidor don Juan de la Peña
Salazar, de quienes se formó muy buena opinión. Del primero escribía al rey que: No
puedo escusar de dar a V.M. las gracias de la merced que fue servido de hacer en el
Doctor Don Manuel Muñoz de Cuéllar de plaza de Oidor desta Audiencia, por concurrir
en él muchas y buenas partes de experiencia, virtud y letras, y haberle visto desde que
llegó a este obispado desta ciudad de Santiago de Chile, acudir a los oficios de fiscal con
toda vigilancia, y cuidado y mucha justificación; y sin faltar a su obligación se ha
ocupado y ocupa en el bien de la república y de todas las obras pías y de caridad360. Del
segundo escribía en 1670 que: Siendo tan notorias las buenas prendas del doctor don
Juan de la Peña Salazar, y las esperiencias de su talento y prudencia con que se ha
portado, sirviendo la plaza de oidor de la Real Audiencia deste reino, pudiera con
bastante causa escusar esta recomendación pero, porque no desdore la pureza y limpieza
de ministro tan recto y justificado algún informe siniestro...ha sido muy de mi obligación
dar cuenta a V.M. de la buena que ha dado de las cosas de su cargo, siendo acérrimo
defensor de la ley y de la justicia361.
Esta buena opinión cambió muy pronto debido a los escándalos que protagonizaron
todos los ministros del tribunal con su mal vivir y poco santas costumbres, las que el
prelado reprendía severamente: Los pecados públicos y males de la sensualidad en cuyo
sucio fuego se abraza esta república provocan la ira de Dios...Es pues el mayor
escándalo desta ciudad en materia de deshonestidad el que dan los señores oidores desta
Real Audiencia362.
Hasta tal punto llegaba la desvergüenza de los oidores que fray Diego de Humanzoro,
solicitaba al monarca en 1672 que les trasladase a otros tribunales: Las audiencias reales
fundaron nuestros gloriosos reyes para administrar justicia y componer los pueblos en
buena política cristiana, y aunque siempre hay en ellas muchas miserias y pecados,
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nunca en mi sentir han llegado a ser tantos en esta ciudad y tan graves como al presente,
y la causa es porque las cabezas están enfermísimas y en tal estado de dolencias que no
podemos esperar convalecencia de ellas si no es mudándolas a otros templos363.
En la misma carta refería el obispo los motivos de sus censuras contra cada uno de los
miembros de la audiencia. Del decano don Gaspar de la Cuba y Arce decía que: Sus
estudios son muy cortos, y su maña mucha para lo que no conviene364; de su colega don
Juan de la Peña Salazar decía ahora que: El mal ejemplo de su grande amigo don Gaspar
de Cuba le ha pervertido, de manera que hoy es por muchos años atrás el mayor
escándalo de todo este reino365; del oidor don José de Meneses escribía que: Es el más
escandaloso de todos, no es graduado en letras, ni las ha profesado366; y del último oidor
don Manuel de León, señalaba que: También ha seguido en sus vicios a sus
compañeros367.
No se salvaba tampoco el fiscal don Francisco de Cárdenas, sucesor de Muñoz de
Cuéllar, de quien fray Diego de Humanzoro, escribía al rey, que:
He sido informado que el señor don Francisco de Cárdenas, fiscal de esta
Audiencia, tiene comunicación y trato ilícito con doña María de Astorga y que
para comunicarse con la susodicha, viste traje lascivo e indecente de mujer y ha
solicitado que le encomienden y encarguen las rondas de noche por tener más
comodidad de comunicarse con la susodicha y con las obligaciones de su oficio
fomenta pecados públicos368.
El sucesor del obispo Diego Humanzoro, fray Bernardo Carrasco, tuvo aun más serios
desencuentros con los ministros de la audiencia.
Primero se malquistó con el oidor decano don Juan de la Cueva y Lugo, porque este
ministro no quiso revocar un auto proveído por la audiencia, sobre el embargo de los
bienes de don Pedro Fernández de Moreda, visitador de las Cajas Reales de Valdivia,
quien había embargado 300 fanegas del trigo de los diezmos de aquella plaza destinados
al obispo369. Además tuvo con él diversas disensiones en el despacho del Juzgado Mayor
de Censos de Indios quien, decía el obispo: Por haberle amonestado aquello que me
pareció de obligación, ha pretestado causa para eximirse de dar las asistencias a este
juzgado, sin más motivo que el referido y quererse solo y absoluto en todos los
tribunales370.
A estas diferencias entre el oidor y el obispo se sumaba la escandalosa y menos
arreglada conducta de don Juan de la Cueva y Lugo, la que movió al prelado, a noticiar de
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367 Ibidem.
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369 LIZANA, Elías, (n. 44), I, p. 371.
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ella al monarca por carta fechada el 15 de julio de 1683 y a levantar una información
sobre sus procedimientos para acreditar sus dichos, la que acompañaba a su misiva 371. En
carta fechada en agosto de 1686 resumía el obispo los motivos de haber hecho tal
información: El grave escándalo que da en esta dicha ciudad con su desenfrenado vivir,
no sólo estando mal amistado con algunas mujeres, sino valiéndose de la autoridad de su
oficio para violentar a otras muchas...Habiéndose hecho absoluto este ministro en la
Audiencia y con esto dueño de ella, lo ha sido también de hacer cuantas injusticias y
vejaciones le dicta el poco temor de Dios con que vive, y menos respeto a ser Ministro de
tan Cathólico Monarca...Pues aunque tiene por compañero al Dor. Sancho de Salazar lo
arrastra ordinariamente, unas veces de industria y otras de temor...Siendo ambos, por la
falta de letras y juicio, tan indignos de la garnacha como sabe toda esa corte372.
Enterado el Consejo de la información levantada por el obispo, sobre consulta del 9 de
mayo de 1685, se decidió enviar comisión al presidente don José de Garro para que
averiguara las acusaciones, con orden de hacer salir al oidor de Santiago y destinarle a:
Concepción donde le detendrá hasta fenecer la causa y enviarla como se le ordena al
Consejo, sin que en el tiempo que durare la pesquisa vuelva al exercicio de la plaza de
oydor de aquella Audiencia373, en cuya conformidad se despachó real cédula el 21 de
mayo de 1685 al presidente de la audiencia 374.
Mas no salió del todo airoso el obispo, pues el Consejo mandó también reconvenir al
prelado por no haber tenido ninguna jurisdicción para formar información en su contra,
aunque el fiscal del Consejo había sido aun más severo pues había dictaminado: Parece al
Fiscal que este obispo ha excedido notoriamente y que se le debe extrañar375.
Don Juan de la Cueva no permaneció indiferente a la inquina episcopal y en la primera
ocasión que se le presentó tomó desquite del prelado. Ocurrió ella, en palabras del virrey
del Perú, cuando este ministro que actuaba: No teniendo ningunas letras ni juicio, es
arrojado y vano, y así hace cada día muchas locuras, y todas se podrán creer con sólo el
suceso del Obispo en la Cathedral que, pasando del Choro al Altar Mayor volviéndose a
hacer cortesía a la Audiencia y, reparando que habiéndose levantado Don Sancho de
Salazar, se estaba sentado Don Juan de la Cueva le dijo el Obispo que aunque no fuese
por su persona debía hacer más estimación de su dignidad, y la respuesta de Don Juan
de la Cueva, estándose sentado, fue “Padre, el Rey no se levanta a sus vasallos”376.
En 1687 se lamentaba fray Bernardo Carrasco de las hostilidades de que era víctima
por parte de los oidores, y que sus ocupaciones espirituales no le hubieran: Quebrantado
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el cuerpo ni han gastado el espíritu tanto como la contradicción, que cada día encuentro
más declarada a mi persona y dignidad y a los autos del servicio de Dios y cumplimiento
de mi oficio, en los pocos Oidores que residen en esta Audiencia de V.M. Porque
habiendo salido de ella, promovidos a otras plazas, los ancianos de letras y seso, que no
menos con su experiencia que con el ejemplo de sus costumbres cooperaban a la causa
de Dios y a la felicidad de la república, se echan mucho menos aquellos buenos ejemplos
y cristianos procedimientos en estos dos ministros modernos, a quienes tengo sobre mi
cuesta, sufriendo y tolerando repetidos desaires en ajamiento de mi persona y
dignidad377.
Las diferencias del prelado con los ministros de la Real Audiencia de Santiago, sólo
acabaron cuando los oidores de la Cueva y García de Salazar fueron suspendidos del
ejercicio de sus plazas en virtud de real cédula fechada el 11 de noviembre de 1686. El
gobernador don José de Garro hizo efectiva la suspensión del oidor don Sancho García de
Salazar el 21 de octubre de 1688, día en que el atemorizado ministro se asiló en el
convento de San Francisco del Monte, en el que murió a la semana exacta de haber
llegado. La suspensión del oidor don Juan de la Cueva se cumplió en 1689, cuando el
presidente le hizo salir de Santiago y le desterró a Quillota, y tras el largo curso de su
proceso tuvo la felicidad de verse restituido al tribunal en calidad de decano después de
22 años, es decir, en marzo de 1711.
Los sucesores de estos ministros mantuvieron pacíficas relaciones con fray Bernardo
Carrasco, entre otras razones, porque el reemplazante de García de Salazar fue don
Francisco Blanco Rejón, ordenado de presbítero, y el de Cueva y Lugo, don Francisco de
Bilbao La Vieja, hombre experimentado y mayor.
Bajo el episcopado de don Luis Francisco Romero se produjeron algunos altercados
entre la Real Audiencia y el prelado y su cabildo eclesiástico, derivados de cuestiones de
protocolo y etiqueta.
Una de las primeras se originó debido al cumplimiento que debía tener el cabildo
eclesiástico de la ley municipal que le mandaba acompañar a la Real Audiencia cuando
asistía a sus iglesias, pues se rogaba y encargaba: A los Deanes y Cabildos de las Iglesias
Metropolitanas y Catedrales de las Indias, que quando los Virreyes, Presidentes y
Audiencias fueren a sus Iglesias a oír los Divinos Oficios, o a otras donde concurren los
Cabildos a oficiar, salgan a recibirlos hasta la puerta de la Iglesia, quatro, o seis
Prebendados en el número que estuviere en costumbre; y lo mismo hagan al salir, aunque
no asistan en el cuerpo de Audiencia los Virreyes y Presidentes378.
Tal ocurrió, porque el día de San Pedro después de finalizados los oficios divinos en la
catedral, los prebendados del cabildo no salieron a despedir o acompañar a la Real
Audiencia, en razón de lo cual el fiscal movió un expediente contra el cabildo eclesiástico
sobre dicha cuestión, la que se amplió a determinar si los prebendados estaban obligados
o no a salir a recibir a la Real Audiencia en la procesión a que asistía el día 15 de agosto
con ocasión de la Solemnidad del Tránsito de Nuestra Señora, y demás funciones aunque
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no fueran de tabla, pues la de la Asunción no era de tabla 379, cuestión que se elevó al
Consejo de Indias.
Por real cédula fechada en Madrid el 19 de enero de 1718 se determinó que: Estando
mandado por cédula de 28 de julio de 1714 se observe en la función de Nuestra Señora
del Tránsito lo mismo que en las fiestas de Tabla según está prevenido por la ley 7, tit.
15, lib. 3 de la Recopilación, sin diferencia alguna deba practicarlo el referido cabildo
cumpliéndolo de aquí en adelante, y salir a recibir y despedir a la Audiencia según se
previene por la citada ley380.
El mismo año 1714 se produjo un interesante conflicto entre el prelado y los ministros
del tribunal acerca del tratamiento que debía dar el obispo a la Real Audiencia por escrito,
pues en una consulta que le había dirigido lo hacía con el dictado de Señoría, y no con el
de Alteza, que era el que defendían los oidores. Como ninguna parte cedió en sus
posiciones el obispo escribió al rey el 30 de octubre de dicho año: Dando cuenta de los
disturbios y alborotos que ocasionaron los Ministros de esta Audiencia, sobre una
consulta que hizo al Acuerdo con tratamiento de Señoría381.
El monarca por real cédula fechada en Madrid el 19 de enero de 1718 dio respuesta a
la carta informe del obispo, y previno a su sucesor el doctor Rojas que si sobre la práctica
de dar tratamiento de Señoría a la Audiencia tenía algo que comunicar así lo hiciera382.
En carta fechada el 6 de septiembre de 1721 del obispo informaba al rey lo que tenía
que decir sobre la materia, y ello se reducía a que: Entre esta Audiencia y el Obispo ha
sido práctica inconmensa, de más de cincuenta años a esta parte, este tratamiento en las
representaciones y cartas a los Reales Acuerdos383. Fundaba este juicio el prelado en la
práctica y opinión de fray Gaspar de Villarroel, en la Recopilación de Indias, y en la
costumbre observada en otros casos:
Lo primero, porque Don Fray Gaspar de Villarroel, siendo Obispo de esta
Iglesia, trae a la letra una carta que escribió al Real Acuerdo de esta ciudad, en
respuesta de otra que por éste se le remitió, en tres de agosto de 1648, sobre un
negocio grave de competencia, previniéndole la brevedad en la respuesta, que
executó luego dicho reverendo Obispo con solo el tratamiento de Señoría a este
Tribunal, la cual se halla en su segunda parte de el Gobierno Eclesiástico, quest.
20, art. 3, n. 95, folio 692...Lo segundo, que, estando prevenido por la Ley 60,
título 15, libro 3 de la Recopilación de Indias, que sólo los Virreyes, escribiendo
a las Reales Audiencia y Acuerdos usen y practiquen el tratamiento de Señoría,
es constante que en este reino todos los Gobernadores de él, en las consultas y
representaciones a los Reales Acuerdos, no han observado otro tratamiento y
estilo que el de Señoría...Siendo constante que, en punto de precedencias,
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ceremonias y cortesías, es la costumbre la mejor ley, como expresamente lo
declaran las leyes 3, 7, 8, 13, 22, 32 y otras del título 15, libro 3 de las de Indias,
parece se halla bien fundada la pretensión de los Obispos de esta Iglesia en el
referido tratamiento a esta Real Audiencia, en sus cartas y representaciones...384.
El Consejo de Indias, conocido este informe y previa vista de su fiscal, dictaminó que
los prelados debían dar el tratamiento de Alteza a la Real Audiencia en las
comunicaciones en las que mediara jurisdicción, y el de Señoría para la correspondencia
en la que no interviniera acto jurisdiccional385, y así se declaró por real cédula fechada el
8 de julio de 1723386.
En 1722 volvía a haber discordias entre el prelado y la audiencia, debido a que a juicio
del obispo los ministros del tribunal le negaban el auxilio para remediar escándalos
públicos387.
Don Alonso del Pozo y Silva, sucesor del obispo Rojas, sólo tuvo algunos pequeños
conflictos de jurisdicción con la Real Audiencia de Santiago, como uno ocurrido en 1728
al haberse presentado recurso de fuerza en conocer y proceder contra su vicario y provisor
general que entendía en los inventarios y tasaciones de los bienes quedados a la muerte
del boticario don Juan José Calderón, que había instituido por heredera a su alma, recurso
que acogió el tribunal y en su consecuencia la causa fue entregada al alcalde ordinario don
Pedro Ureta. El prelado, prudentemente escribió al rey y le daba su opinión en cuanto le
parecía que dichas causas en que el alma era instituida heredera, no eran de fuero mixto,
sino sólo espiritual y por ello tocaban a la jurisdicción eclesiástica, por lo que pedía que el
rey declarase esta materia: Porque estas competencias suelen desunir a unas y otras
jurisdicciones, de que vive muy lejos el obispo, me ha parecido dar cuenta a V.M. para
que en este y otros casos me ordene V.M. lo que debo ejecutar388.
A pesar de que la Instrucción de Regentes reglaba minuciosamente los aspectos de
ceremonial y etiqueta que involucraba la creación de este nuevo oficio, se plantearon
durante la llegada y actuación del primer regente de la Audiencia de Santiago don Tomás
Antonio Álvarez de Acevedo originó diversas cuestiones derivadas de incidencias entre
las autoridades del reino por materias de etiqueta, algunas de las cuales fueron con la
autoridad eclesiástica.
Uno de dichos desencuentros se produjo cuando en la catedral de Santiago el
subdiácono no bajó el Evangelio para que lo besara el regente, no obstante que él se
hallaba presidiendo la ceremonia, pues el presidente Jáuregui se encontraba fuera de la
ciudad. Álvarez de Acevedo llevó este incidente al Real Acuerdo el día 30 de junio de
1778, donde sus colegas se conformaron con la opinión de su regente en orden a que a
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éste le correspondían los mismos honores que al presidente cuando este último se hallaba
ausente y, al efecto se extendió el siguiente voto:
Propuso el Regente según el cap. 76 de la Instrucción sobre sus honores y
preeminencias que, con motivo de lo acaecido el día 22, a que asistieron los
Señores Ministros de esta Real Audiencia a una de las Fiestas de Octava de
Corpus, que por turno se celebra, a la que no se halló el señor Presidente, se notó
que al bajar el subdiácono desde el Presbiterio al lugar que ocupa el señor
Presidente para besar el libro del Evangelio, habiendo llegado como a dos o tres
pasos del sitial del señor presidente y visto no estar allí se volvió inmediatamente
cerrando el libro del Evangelio. Y comprendiendo el Acuerdo que, efectivamente
a los señores Regentes se les deben distinguidos honores y mayores que los que
antes correspondían a los señores Decanos, equiparándolos a los señores
Virreyes y Presidentes en los actos a que concurran presidiendo solos en casos de
asistir aquellos, según se nota en el capítulo 46 de la nueva Instrucción, en esta
atención pareció arreglada la propuesta y en su virtud para formar expediente
acordaron se extendiese como Acuerdo esta propuesta389.
En conformidad al auto anterior se remitió al Consejo el expediente formado por la
audiencia y allí el fiscal de los negocios del Perú informó, que el acuerdo del tribunal
chileno se ajustaba al artículo 76 de la Instrucción de Regentes y a la ley 51, título 15,
libro 3 de las Municipales, para que se observasen al regente los respetos que merecía su
investidura. Sin embargo, el Consejo en pleno resolvió el 21 de julio de 1779, que como
el presidente del reino de Chile se hallaba fuera de Santiago, pero dentro de su
jurisdicción, no le correspondían al regente los honores de aquél.
El ministro de Indias no se conformó con este dictamen y pidió su parecer al fiscal
para la Nueva España, don Antonio Porlier, quien el 30 de agosto contradecía la opinión
del Consejo y señalaba que por la ley 14, título 15, libro 3 de Indias se ordenaba que
asistiendo la audiencia en ausencia de su presidente se le debían al oidor decano las
mismas ceremonias que al presidente, y como el capítulo 61 de la Instrucción de Regentes
establecía que las facultades de los decanos se refundían en los regentes, y en los capítulos
66 y 70 se mandaba, que en las audiencias donde no hubiera virrey se siguiese el
ceremonial acostumbrado con el presidente, siempre que no pugnase con la Instrucción,
mandando se aplicase la precitada ley 14. Además añadía que en el caso de Chile era
costumbre inmemorial que se guardasen a los decanos las mismas honras que a los
presidentes en su ausencia y que los capítulos 45 y 46 de la Instrucción se referían no a las
vacantes del virreinato o presidencia, sino a la falta a los actos públicos por enfermedad u
otro motivo. De tal manera, a su juicio había sido muy escandaloso que el subdiácono
cerrase el Evangelio sin darlo a besar al regente390.
El 24 de febrero el ministro José de Gálvez pasó este expediente al Consejo en pleno
de sus tres salas con asistencia de ambos fiscales, quienes para una mejor comprensión
dividieron el asunto en dos puntos. El primero, cuando concurría la audiencia faltando su
presidente, pero encontrándose éste dentro de su distrito; y el segundo, cuando no estaban
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deben observar y guardar con el Sr. Regente de esta Real Audiencia de Chile, el Sr. Dn. Tomás Álvarez
de Azevedo, Año de 1778, Real Acuerdo, Santiago , 30-VI-1778, fs. 1.
390 MARTIRÉ, Eduardo, (n.172), pp. 164 y ss.
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en la audiencia ni el presidente ni el regente. En lo tocante a la primera cuestión y,
apoyados en las leyes 13, 18, 27 y 28 del título 15 del libro 3 de la Recopilación de
Indias, determinaron que competían al regente las mismas preeminencias que al
presidente cuando asistiera el tribunal con la falta de este último, pues el regente hacía las
veces de cabeza de la audiencia, pero las demás prerrogativas las conservaba el presidente
mientras se hallara dentro de su provincia por lo cual no podían pasar al regente. En esta
conformidad el 13 de marzo de 1780 se ordenó que al regente de Chile pertenecían
iguales honores que al presidente en los casos precitados y, por ello se debía librar carta al
obispo para que reprendiera al subdiácono 391.
En 1786 se produjeron diversos incidentes entre el obispo don Manuel de Alday y el
oidor decano don Francisco Tadeo Diez de Medina derivados de haberse refugiado en
sagrado el abogado don Mariano Pérez de Sarabia, contra quien se había decretado
mandamiento de prisión en diversas sumarias iniciadas por desacato y falta de respeto a
los tribunales.
El día 27 de junio de 1786 amanecieron fijados en la puertas del Palacio de los
gobernadores donde se hallaba el despacho de la Real Audiencia, en las de las casas de los
oidores, en las de la catedral y en las esquinas de la plazuela del Monasterio de las
Agustinas, unos pasquines irrespetuosos e irreverentes que interrogaban al tribunal sobre
las causas que seguía contra Pérez de Sarabia, y: En él decía que se le hiciesen veer los
delitos que había cometido392.
Ante semejante hecho el tribunal reunido en el Real Acuerdo despachó el mismo día
una real provisión citatoria contra Pérez de Sarabia: Nos el Presidente, Regente y Oydores
de esta Real Audiencia...Por el presente citamos, llamamos y emplazamos al licenciado
Dn. Mariano Perez de Sarabia para que dentro del termino de nueve dias primeros
siguientes al de la publicacion comparezca y se presente en el Cuartel que esta en el
Colegio de San Pablo de esta capital a vindicarse de la culpa393.
Una vez publicada la decisión anterior, don Mariano Pérez de Sarabia, temeroso de los
ministros de la Real Audiencia, se asiló en la parroquia de Santa Ana, desde donde fue
extraído por el oidor Díez de Medina tras haber concedido el obispo el allanamiento
previa caución juratoria.
Producido el allanamiento el oidor obstaculizó la intervención eclesiástica, por lo que
el prelado escribió al rey para explicarle que: Se han ofrecido con este ministro las dudas
en el modo de proceder, que suplico rendidamente a V.M. se digne resolver, a fin de que
en esta y demás causas de su naturaleza se proceda por ambas jurisdicciones con la
urbanidad que a cada uno corresponde394, aunque no dejaba de señalar que : Sin embargo
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392 ANRACH. 2.251, Autos sobre la aberiguacion de los Autores de los Carteles o Pasquines que
amanecieron fixados en las puertas de la Iglecia Cathedral, en las del Palacio del Sr. Presidente, y casas
de los Señores Ministros de esta Real Audiencia, Año de 1786, fs. 2.
393 Idem, Provisión de la Real Audiencia, Santiago, 27-VI-1786, fs. 1.
394 LIZANA, Elías, (n. 44), I, Carta del obispo don Manuel de Alday al rey, Santiago, 22-VI-1786, p.
702.
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de que Don Francisco Thadeo se ha hecho justicia con su mano, me ha parecido mejor
disimular y consultar a V.M. el modo de proceder en adelante395.
Salvo los incidentes anotados, no hubo mayores diferencias entre los ministros de la
Real Audiencia de Santiago y el obispo y se mantuvo la concordia entre los dos cuchillos
llevándose a la práctica la doctrina de fray Gaspar de Villarroel, y su opinión sobre la
concordia entre ambas instituciones y la necesidad de ella:
Para la diversión y honestos entretenimientos de los obispos son los oidores
muy a propósito; porque los prelados ¿Con qué otras personas de la república
podrán familiarizarse sin nota?. Un obispo en casa es indecencia, y en la de un
oidor a nadie puede parecer mal. Los hombres que se criaron en escuelas ¿Cómo
podrán vivir sin comunicar letrados?. Y estas Audiencias siempre se pueblan con
excelentes sujetos de Salamanca. En casos arduos ¿Es malo tener a mano un
buen consejo?. ¿Cómo puede pasar un hombre sin amigos?. Y no pudiendo haber
amistad sino entre iguales ¿Con quién la tendrá el obispo sin oidores?. Y para el
morir, que es lo principal, ¿Es de poca importancia su protección?. ¿De quién
puede fiar el obispo con gusto las cosas de su alma, sino de la virtud, piedad y
letras de una Audiencia?. Pues, si el gusto, la honra, y la conciencia con las
audiencias reales se aseguran, ¿Por qué los obispos no las desean? 396.
IV. DISOLUCIÓN DE LA REAL AUDIENCIA DE SANTIAGO DE CHILE
1. Disolución de la Real Audiencia de Santiago de Chile (1811)
La Real Audiencia de Santiago de Chile se mantuvo en actividad desde su instalación
el 8 de septiembre de 1609 hasta el 24 de abril de 1811, día en que sus dos últimos
ministros fueron desterrados por orden de la Junta Gubernativa que se había constituido
en septiembre de 1810.
La razón fundamental de la disolución del tribunal en 1811 fue la decidida oposición
que manifestaron sus ministros a la idea de establecer una junta gubernativa tras la
prisión de Fernando VII, y el hecho concreto que ocasionó el cese de su funcionamiento
fue el haberla hecho cómplice de un alzamiento armado contra los juntistas ocurrido en
abril de 1811.
1.1. La Real Audiencia de Santiago y el “juntismo”
Conocidas que fueron en Santiago las noticias de la invasión francesa a la Península,
la prisión de Fernando VII, y la instalación de la Junta Central como representativa y
depositaria de la soberanía del monarca durante su ausencia y cautividad, la Real
Audiencia de Santiago instó ante el Gobernador por su pronto reconocimiento y por
prestar el correspondiente juramento de obediencia, y así se hizo al finalizar el año
1808.
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Estas nuevas de la Península dieron pie a que comenzaran a oírse algunas voces
proclives a alterar el legítimo gobierno constituido en el reino y que a la sazón detentaba
el brigadier de ejército don Francisco Antonio García Carrasco.
En 1809 la Real Audiencia hubo de ocuparse en entender en algunos procesos
seguidos contra quienes aparecían como instigadores o, al menos partidarios, de ideas
dirigidas a innovar en la constitución del reino, entre quienes se contaban Pedro Ramón
Arriagada y fray Rosauro Acuña, a quien procesó el oidor don Manuel de Irigoyen,
debido a que ambos habían sostenido en Chillán “conversación de conspiración”, y el
primero había llegado a decir que:
En España ya no había Rey; que José Bonaparte estaba coronado y jurado por
tal, y que estaba gobernando sin impedimento de los españoles; que la Junta
Central era compuesta de unos intrusos, que no eran más que unos hombres
particulares como ellos, a quienes no se debía rendir subordinación, ni
obediencia; que no debíamos vivir sujetos a ellos, y que esta Junta no trataba más
que de mantenernos engañados sin comunicarnos cosa alguna, y expuesto a una
sorpresa, y que hacía muy poco aprecio de este Reino, y que lo que convenía era
que los habitantes, todos a una, tratasen de ser independientes de todas las
naciones, y sacudir el yugo español, haciéndonos republicanos; que en este reino
no se necesitaba de Rey397.
En 1810 un nuevo hecho vino a sumarse a los motivos de preocupación de la
audiencia frente a la posible insurgencia, y tal fue el saberse la nueva de la deposición
del virrey del Río de la Plata don Baltazar Hidalgo de Cisneros, pues la Junta
Provisional Gubernativa constituida el 25 de mayo en Buenos Aires comunicó por
oficio fechado tres días después al gobernador del reino de Chile el nuevo orden en el
gobierno del virreinato transandino.
El gobernador puso de inmediato en manos de los ministros de la audiencia este
oficio y solicitó al regente y oidores que le dieran su parecer por voto consultivo sobre
lo que estimaban debían contestarse a la Junta rioplatense. Tras oír el dictamen del
agente fiscal de lo civil, por enfermedad del fiscal titular barón de Juras Reales, en el
Real Acuerdo del 20 de junio de 1810 decidieron los togados oponerse decididamente a
la nueva Junta, sobre la base de las disposiciones alfonsinas de las Siete Partidas, que
había hecho presente el agente fiscal:
Que se adopte a la mayor brevedad lo pedido por el agente fiscal de lo civil,
que por su antigüedad hace de fiscal, en fuerza de las sabidas, legales y juiciosas
razones que expone, sacadas de nuestro sabio y antiguo código, para lo que se
tenga presente el precepto de la ley 1ª, título 16, Partida 2, que ordena que si no
se respeta a los que guardan los derechos y preeminencias del rey, se desprecia al
mismo soberano, porque la deshonra hecha a sus grandes oficiales es hecha al
mismo en cuya guarda y servicio están; y si esta debe medirse por la grandeza de
la representación, por la naturaleza del agravio inferido, el modo, lugar, y
tiempo, se verá que, en Buenos Aires, han ofendido los partidarios de la nueva
autoridad que allí han levantado a la más respetable de estos dominios,
degradándole de su encargo en el lugar mismo de su autoridad, en un tiempo en
que no debía romperse el vínculo de la unidad, y sí estrecharlo más a los heroicos
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sentimientos de sus compatriotas, aun cuando queden pocos en la gloriosa lucha
que sostienen, mayormente cuando se está viendo que de esta novedad ha
resultado en aquel virreinato que el señorío del reino está amenazado de
divisiones, cuyo gravísimo mal trata de evitar la ley %, titulo 15, Partida 2,
excitando los deberes de la lealtad, del honor y aun de los propios intereses de
los ciudadanos, pues según se explica la ley 3, titulo 15, Partida 2 -aquellos que
le cobdician guardar, mas lo facen por ganar algo con él, o apoderarse de sus
enemigos- y la 13, título 12, Partida 2, y la ley 3, título 19, Partida 2, que no es
guarda cumplida del reino cuando no se preserva de los males que le pueden
sobrevenir, pues al reino le nace guerra de los suyos mismos, e viene
departimiento de la tierra de aquellos que la deben ayuntar, e destruimiento de
aquellos que la deben guardar; pues se ve que si se difunden semejantes
establecimientos, resultarán la anarquía, la desolación y la pérdida de todo, y los
que reunidos pueden hacerse invencibles, por la división darán al tirano del día el
placer de verlos desolados...398.
Por estas y otras consideraciones los ministros del tribunal santiaguino estaban
unánimes en contestar a la Junta del Río de la Plata, cuán pernicioso parecía su
establecimiento:
Que por todo lo dicho, a la junta provisoria de Buenos Aires se le conteste que
su establecimiento le ha parecido a este gobierno que puede ser origen y causa de
la división de la tierra y de innumerables males por la anarquía, desolación y
ruina que amenaza, y quizá un humo que ennegrezca las glorias de la reputación
que ha ganado la capital por sus inmortales triunfos, y que puede tener lugar
aquel horroroso arrepentimiento que expresa la ley 3, título 19, Partida 2; y que
sin perjuicio de las relaciones exteriores de comercio que debe mantener siempre
este reino para conservar el vínculo de unidad, no puede concurrir por su parte en
aquellos oficios que exije para afianzar los planes que se ha propuesto,
mayormente cuando a este Tribunal le consta por cartas fidedignas y cédulas
originales de gracias la legítima instalación de la junta de Regencia 399.
Por esta misma época comenzaron a producirse frecuentes querellas y discrepancias
entre el gobernador y el cabildo de Santiago, las que llegaron a su máxima expresión
cuando el 25 de mayo de 1810 el gobernador ordenó la prisión del procurador de la
ciudad don Juan Antonio Ovalle, del abogado don Bernardo Vera y Pintado y del
mayorazgo don José Antonio de Rojas, acusados de conspiración, cuya sumaria instruyó
el oidor don Félix Francisco Bazo y Berry, quienes finalmente fueron absueltos400.
El cabildo de Santiago, agraviado por el proceso seguido contra su procurador, instó
ante el gobernador por la libertad de los procesados, pero intempestivamente en la
mañana del 10 de julio de 1810 Ovalle y Rojas fueron embarcados por orden del
gobierno rumbo a Lima, ante lo cual se reunió cabildo abierto y se diputó para
parlamentar con el gobernador al alcalde don Agustín Eyzaguirre y al nuevo procurador
don José Gregorio de Argomedo, quienes no fueron recibidos por García Carrasco, ante
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399 Idem, p. 52.
400 CHICH. XXX, Proceso seguido por el Gobierno de Chile en 25 de mayo de 1810, contra don
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lo cual los capitulares y un buen número de vecinos se dirigió a la Real Audiencia para
pedir que se solicitara al gobernador que diera satisfacción de su conducta, y tras
diversas reuniones el gobernador destituyó al secretario de la gobernación don Judas
Tadeo Reyes, a su asesor interino don Juan José del Campo, y a su escribano substituto
don Juan Francisco Meneses, y nombró como asesor al oidor don José de Santiago
Concha.
Estas medidas no aquietaron los ánimos y el cabildo con el auxilio de la Real
Audiencia logró que el gobernador renunciara al mando el 16 de julio de 1810, y que
fuera substituido por el octogenario conde de la Conquista don Mateo de Toro y
Zambrano, como militar de más alta graduación.
Los capitulares triunfantes pretendieron valerse del valetudinario nuevo gobernador
para alterar la constitución del reino y para que se negara reconocimiento al Consejo de
Regencia, tal como lo defendía su procurador don José Miguel Infante, y como lo
acordó el cabildo el 14 de agosto de 1810, pero a pesar de ello se juró la Regencia el
mismo día.
En este estado de los sucesos, el cabildo ya era un decidido partidario de la idea de
constituir una Junta Gubernativa, a imagen de las que se habían establecido en España,
y para lograr tal propósito comenzó a presionar al viejo conde de la Conquista.
El 11 de septiembre de 1811 los capitulares pasaron a la casa del gobernador y le
pidieron que citara al regente y oidores y a los jefes militares, y así se hizo. En dicha
reunión el alcalde don Agustín Eyzaguirre: Propuso como arbitrio el más oportuno
para conciliar la diferencia de opiniones populares y pacificar al público, la creación
de una Junta Gubernativa401, y agregó que: Respecto de ser una de las causas
principales del disgusto general la provisión y nombramiento para Capitán General de
este Reino del señor don Francisco Javier de Elío, y para su asesor don Antonio
Garfias, debía negarse la aceptación y recibimiento de ambos402. Esta opinión fue
compartida por el regidor don Fernando Errázuriz, por el procurador don José Miguel
Infante, y por los demás capitulares, salvo por los regidores don José Joaquín Rodríguez
y don Pedro González Álamos.
Conocida la opinión del cabildo todos los ministros de la audiencia la desaprobaron y
trataron de desvanecer los fundamentos en que se apoyaban los capitulares. Así el
regente don Juan Rodríguez Ballesteros: Tomó luego la voz y empezó a desvanecer
todas las aparentes razones del Cabildo, estableciendo como sólido principio que
estando reconocido y jurado el Supremo Consejo de Regencia, como sustituto
representativo de la soberanía de Fernando Séptimo, y por consiguiente las leyes en
uso y observancia bajo el presente Gobierno establecido por ellas, no residían aquí
facultades para alterarlas con un nuevo Gobierno desconocido; y menos podía negarse
el obedecimiento y cúmplase a los despachos de los dos sujetos agraciados, Elío y
Garfias403. Por su parte los oidores compartieron el parecer de Rodríguez Ballesteros:
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Los demás señores de la Real Audiencia siguieron comprobando con muchas
explicaciones, leyes y razones, la sentencia del Regente, con cuya plena convincencia
quedó persuadido el Presidente y mudos los cabildantes404.
Finalmente se acordó en esta reunión no alterar el sistema de gobierno ni constituir
junta, y que: Para dar fin a todas las discordias y temores en que se hallaba la ciudad
con la expectativa de tantas novedades, se ordenase y publicase un Bando expresando y
asegurando al pueblo que no se haría la menor alteración y novedad en el Gobierno
actual, y que todo seguiría en el método y estilo establecido y especificado; que nos e
establecería la temida y decantada Junta sin que nadie en lo sucesivo fuese osado a
tratar ni discutir sobre este sistema405.
Con este propósito se comisionó al oidor decano don José de Santiago Concha para
que redactase el acuerdo, el que fue extendido el día siguiente, 12 de septiembre de
1810, y en el que se señalaba que: Se deduce ser intempestiva, y por lo tanto contraria a
los más sagrados estatutos legales, ocasión de la anarquía y contra los deberes de la
fidelidad, que ha acreditado siempre este Reino, la instalación de la incendiaria Junta
Gubernativa, como lo proyectan gentes sin reflexión, por interés particular, cuando los
del Estado, los del pueblo y de cada individuo, están bajo del amparo, justificación y
asiduo trabajo de las autoridades constituidas406, en cuya consecuencia se acordó para
evitar los males que semejantes ideas contenían: Se publique de nuevo por bando , que
no se trate por persona alguna ni en corrillos, ni en casas particulares de proyecto
alguno que diga oposición a las órdenes del Consejo de Regencia, ni sobre instalación
de Junta, descansando en el cuidado y esmero, con que se tomarán las providencias
más convenientes para la conservación y beneficio del Reino; que se aperciba a los
infractores de esta prohibición con las penas que imponen las leyes a los tumultuantes
en un pueblo, que se les impondrá irremisiblemente, interesándose las justicias
ordinarias y los señores Alcaldes del Crimen en la averiguación de semejantes
individuos, polillas del Estado, para denunciarlos al Superior Gobierno, y que se
proceda a la formación de su respectiva causa, y más pronto castigo407.
El regente Rodríguez Ballesteros y los oidores don José de Santiago Concha, don
José Santiago de Aldunate, don Manuel de Irigoyen, y don Félix Bazo y Berry firmaron
este acuerdo ante el escribano de cámara, quien lo pasó al presidente para que lo
firmara, pero éste le contestó: Que lo dejase allí, y que Su Señoría avisaría al
Tribunal408.
Al día siguiente, cuando se esperaba la publicación del bando anterior el presidente
convocó: A su Palacio una Junta compuesta del Cabildo, dos Canónigos del Cabildo
Eclesiástico, don Vicente Larraín, y don Juan Pablo Fretes, el Prior del Consulado don
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407 Ibidem.
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Celedonio Villota, el cónsul don Joaquín Gandarillas, los dos Coroneles don Manuel
Olaguer Feliú y don Francisco Reyna409.
En dicha reunión los coroneles Olaguer Feliú y Reyna se limitaron a pedir la
publicación del bando acordado el día 11 y luego se retiraron, tras lo cual se acordó citar
a cabildo abierto para tratar las ocurrencias del Reino el día 18 de septiembre:
Acordaron que era muy útil discutir el examen de las enunciadas opiniones, oyendo a
un diputado de cada corporación, y hasta el número de trescientos a cuatrocientos
vecinos de la primera nobleza, citándose por esquelas señaladas con el Sello del Muy
Ilustre Señor Presidente, que se reunirán en las Salas del Consulado, para lo cual se
señaló el día dieciocho del presente410.
De inmediato se redactó la esquela invitatoria, cuyo tenor era el siguiente: Para el
día 18 del corriente espera a v. el Muy Ilustre Señor Presidente con el Ilustre
Ayuntamiento en las salas del Real Tribunal del Consulado, a tratar de los medios de
seguridad pública, discutiéndose allí qué sistema de gobierno deba adoptarse para
conservar estos dominios al señor don Fernando Séptimo411.
El mismo día 13 la Real Audiencia se enteró de esta alarmante novedad, y reunidos
sus ministros en el Acuerdo a las ocho de la noche ordenaron pasar el siguiente oficio al
presidente:
No cumpliera, esta Real Audiencia con los más importantes y sagrados
deberes correspondientes a su instituto si cuando ve amenazada la más notoria
vulneración de las leyes, y a todo el Reino en el mayor riesgo de abismarse en
desórdenes y males, los más lamentables, a causa de las providencias expedidas
por v.s. en la Junta de esta mañana, no representara los inconvenientes y
fatalísimas resultas que ya se divisan.
¿Qué extrañeza no ha causado a este Tribunal el saber que después de
concurrido el día de ayer a tratar de consolar, y remediar la aflicción que había
manifestado, desde el día anterior la Municipalidad de esta ciudad por las
convulsiones que padecía el pueblo y divisiones en partidos que anunciaban
desgracias lamentables: que después de haber oído los objetos de aquellas
discordias, y los dictámenes que se produjeron por algunos de los del Cabildo
para acallarlas, y últimamente que después de haber oído v.s. y los concurrentes
la opinión de todos los señores del Acuerdo, que se les exigió con designio de
conformarse en ideas de pacificación, y que habiéndose producido con
uniformidad y pluralidad la providencia que expresa el fundado Auto, que ha
pasado a v.s. esta tarde y ya se había hecho público, cuyo auto hasta ahora que
son las ocho de la noche no se ha firmado por v.s., y lo resuelto no sólo no se ha
cumplido, sino despreciado, procediéndose a una nueva convocación, en la
mañana de hoy, y a una tan ilegal determinación, como la de poner en
compromiso la observancia de nuestra actual constitución?.
¡Qué dolor!. Tal es el convite cuya esquela acaba de ver este Tribunal.
El solo asunto de la cuestión ya fundó a presencia de v.s. la Real Audiencia,
lo opuesto que es a las leyes, al buen orden y a la tranquilidad de los pueblos.
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No es menester sino ver la sensación que ha causado en la ciudad esta gran
novedad. La gente sensata, amante de su constitución, de la felicidad pública, y
de los intereses del monarca, y enemiga de la novedad que originaría en los más
sanos principios, se había aquietado con la sola noticia de que se publicaba por
Bando la prohibición de tratar de Junta y de ninguna otra alteración de los
sistemas de nuestro Gobierno y sabia legislación.
Ahora con la providencia de v.s. todo se ha convertido en zozobra e inquietud.
Para sosegarla no hay otro arbitrio sino la reforma de ella. Esta es la que reclama
con todo esfuerzo posible a la justificación de v.s. esta Real Audiencia: no
verificándose, se hará v.s. responsable de las resultas funestas que son
consiguientes al trastorno de las leyes, eversión del orden, anarquía y pérdida del
Reino.
No quiera, pues, v.s. hacerse cargo de tamaños males.
No lo espera este Tribunal, pero en caso contrario le quedará la satisfacción,
de haber con este oficio cumplido su deber en beneficio de la Religión, y del
Rey, y de la causa pública, y dará cuenta a Su Majestad con el testimonio
correspondiente412.
El anciano conde de la Conquista presionado por los capitulares respondió a la
audiencia con un nuevo oficio al día siguiente, en el que invitaba al tribunal a enviar a
una diputación de sus ministros a parlamentar con él y el cabildo a las cuatro de la tarde
para tomar la decisión definitiva, pero los ministros se negaron a asistir y así lo
comunicaron por nuevo papel fechado el mismo 14 de septiembre: No le parece que
evita males algunos con la diputación que v.s. le exige; y antes cree que los incautos se
pueden persuadir que está autorizando el dictamen con la asistencia de la diputación
de este Tribunal, cuyas opiniones quedarán sojuzgadas por la pluralidad que se les
opone, mayormente cuando ve que con sólo autorizar v.s. la conformidad que prestó a
su dictamen, y ejecutarlo, queda asegurado el orden. el señorío de su Majestad en estos
dominios, y la tranquilidad del Reino; de lo contrario, ve que por momentos se aumenta
el peligro de la patria, y que toda innovación en la constitución actual ocasiona
innumerables males de que v.s. responderá a Dios y al Rey, los que ha procurado el
Tribunal evitar siempre en sus resoluciones413.
El mismo día 14 el agente fiscal don José Teodoro Sánchez, que hacía de fiscal por la
muerte del propietario barón de Juras Reales, pasó un largo oficio al presidente en el
cual fundaba la oposición a toda alteración en la constitución del reino, y al efecto le
expresaba que: El Fiscal, como el más inmediato vocero en este dominio de los
derechos del Rey y de los más sagrados del público, permanente seguridad también
debe cumplir con su esencial deber de representar a Vuestra Señoría con la debida
respetuosidad, los inconvenientes y vicios insanables de lo dispuesto en el precitado
Cabildo o Junta del día de ayer 13414.
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Después de varias gestiones el 15 de septiembre el presidente decretó que se llevase
a efecto la convocatoria para el cabildo abierto del día 18 y que así se comunicare a la
Real Audiencia, y al día siguiente ofició al tribunal que en la citada reunió sólo se
discutirían los medios más proporcionados para cautelar la seguridad del reino y la
soberanía de Fernando VII. Los ministros el mismo día respondieron reiterando su
oposición a dicho cabildo y además advertían al gobernante que: Si contra la intención
de US. y el contenido de la esquela del convite se tratase también, y quedase resuelta la
instalación de la Junta Gubernativa en el Congreso del día dieciocho, no puede menos
de protestar desde ahora esta Real Audiencia de la nulidad de lo que se disponga
contra las leyes de la monarquía, cuyo cumplimiento ha jurado415.
Nuevamente el día 17 de septiembre los ministros hicieron un último intento por
mover el animo del conde de la Conquista y le enviaron un nuevo oficio en el que
dolidos por los vejámenes sufridos en los días pasados le decían que: No los intimida
por un instante los males de que se ven amenazados, y si v.s. cree que con abandonar
sus cargos, y retirarse de la capital se remedian las desgracias públicas, sin pérdida de
instante hágaselos v.s. saber para ejecutarlo: será la primera vez que en materias
pertenecientes al bien del Estado se apartan las reales Audiencias de sus jefes, pues
cualquiera disconformidad en materias tan sagradas cubre a alguno de horribles
manchas, y enormes delitos porque deben ser los espejos de la fidelidad en los deberes
al Rey que representan, y sus pueblos416, y desesperados acaban su misiva
expresándole: Por último, señor, ya no tiene recurso que apurar, este Tribunal reitera
sus protestas y clamores, y espera que v.s. tomará aquellas providencias que sean del
agrado de Dios y del Rey; y si nada de lo expuesto alcanza, y ha de celebrarse el
congreso, presídalo v.s., no permita el establecimiento de Junta, y dé orden a los Jefes
militares que no obedezcan esta nueva autoridad si se establece417.
Reunióse, pues, el día 18 de septiembre el citado cabildo abierto, y tal como recelaba
la audiencia se estableció una Junta Gubernativa, presidida por el mismo conde de la
Conquista, e integrada por un vicepresidente, fue designado como tal el obispo electo
don José Antonio Martínez de Aldunate, y por vocales al regente jubilado y electo
consejero de Indias don Fernando Márquez de la Plata, don Juan Martínez de Rozas,
don Ignacio de la Carrera, don Francisco Javier Reyna, y don Juan Enrique Rosales418.
El mismo día el conde de la Conquista envió un oficio al regente y oidores en el cual
les comunicaba que al día siguiente debían concurrir en pleno, o por medio de una
diputación, a prestar obediencia.
La aclamación general del pueblo noble y diputados de las corporaciones que
convocaron con objeto de consultar los mejores medios para fijar la tranquilidad
pública, acaba de acordar como el único y más necesario la instalación de la
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Junta Provisional que en nombre del señor don Fernando Séptimo gobierne este
Reino, y ha resuelto que todos los Tribunales y cuerpos concurran por sí, o por
diputaciones que lo representen, a prestar mañana a las doce del día obediencia.
Siendo Vuestras Señoría uno de ellos se le queda esperando para tan solemne
acto419.
De inmediato los ministros contestaron con otro oficio en el cual pedían copia del
acta de establecimiento de la Junta ante de dar cumplimiento al acto de obedecimiento:
Muy Ilustre Señor Presidente: Para contestar al oficio de v.s. que acaba de
recibir este Tribunal, necesita tener a la vista la Acta en testimonio de instalación
de la Junta Provisional para que con instrucción de sus facultades y objetos a que
se extiende, proceder con más conocimiento en materia tan sagrada420.
A los pocos minutos de enviado este oficio recibieron los ministros una segunda
comunicación del conde de la Conquista en la que sólo se limitaba a señalarles:
Concurriendo v.s. a este Palacio, en la hora que se tiene prefijada, se leerá a v.s.
previamente la Acta de instalación de la Junta Provisional Gubernativa; para que
impuesto de su contenido le preste su reconocimiento421.
El regente y oidores pasaron la tarde y noche de aquel día reunidos para decidir qué
acciones debía ejecutar, y acordaron enviar una larga representación al presidente
oponiéndose a la instalación de la Junta, y advirtiendo que si por la fuerza se veían
precisados a prestar obediencia, lo haría el tribunal mediante una diputación,
limitándose desde dicho acto a su sola función jurisdiccional:
Muy Ilustre Señor Presidente: Es tan privativo de la Majestad la facultad y
poder de constituir jueces en la tierra que juzguen en su lugar según fuero y
derecho, el de hacer ley o fuero nuevo y mudar el antiguo, si atiende que es en
beneficio de los pueblos, que nadie puede ponerlo en duda sin ofender una de sus
más sagradas regalías como atributo inherente al señorío que tiene en la tierra.
Este es dogma en nuestros sabios y antiguos códigos, y sólo por privilegio, o
costumbre ganada con su consentimiento puede algún pueblo o particular poner
en ejercicio esta facultad.
La unidad del Poder Ejecutivo en un solo individuo ha sido siempre la imagen
del gobierno monárquico, como el alma del cuerpo político, y aunque el Rey
constituye en sus reinos cuerpos coligados, disputándoles parte de su soberano
poder, ha sido siempre buscando el centro de unidad en una sola persona con
más plenitud de facultad.
El Supremo Consejo de Regencia aunque coligado, supone al Rey vivo, y esta
Suprema Autoridad análoga a nuestra actual constitución, y reconocida por la
Nación y este Reino se halla establecida en nuestros Códigos, cuya observancia
han jurado los mismos Reyes, como su cabeza, guiarse por él, caminar de
acuerdo para obedecerle, amparar, guardar y acrecentar el Reino.
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V.S. como Presidente y Capitán General, Superintendente, Subdelegado e
Intendente de Provincia, ha jurado a presencia de un Crucifijo y de los Santos
Evangelios, la observancia de las Leyes, guardar los fueros y costumbres y
privilegios del Reino y las Ordenanzas de esta Real Audiencia.
¿Cómo podrá V.S. departir su poder y dividirlo, consintiendo muchos colegas
y conjueces para la administración y ejercicio del que ha depositado el Soberano
en un solo individuo?.
¿Será conforme a las Ordenanzas de este Tribunal que muchos lo manden y
presidan?.
Reconocido el Supremo Consejo de Regencia como depositario del poder de
la Majestad, no sólo por V.S. y este Real Acuerdo, sino por todas las
Corporaciones de esta capital, ofreciendo obedecer y cumplir su órdenes, ¿Cómo
con noticia comunicada por uno de sus Ministros de la Monarquía a este Real
Acuerdo de estar provisto en la persona del señor don Francisco Xavier Elío el
cargo de Presidente y Capitán General, consiente V.S. en que a éste y a sus
sucesores se les despoje de su poder y facultad?, ¿Se ha devuelto a los pueblos el
poder de la soberanía, o goza esta capital de algún fuero antiguo, o privilegio, o
ganado alguno nuevo para alt erar, moderar, o ampliar los primeros cargos
administratorios?.
¿Nos oprimen las angustias y aflicciones que a nuestros hermanos y
compatriotas de la Península o luchamos con el poderoso enemigo que ellos
tienen dentro de su casa?.
¿Debemos añadirles mayores aflicciones a la que padecen, con las noticias de
estas alteraciones y novedades?.
Si el motivo es el divisarse algunos buques en la costas, ¿No nos aseguró el
Secretario de V.S. a su presencia y del Ilustre Ayuntamiento que estaba
averiguado que eran balleneros?. Y aun cuando fueran enemigos ¿Podrá esta
fuerza intimidar la capital?.
Señor, se penetran de dolor los ánimos de unos Ministros del rey, no por sus
humillaciones y abatimientos, no porque muchos los manden y presidan, no por
la desconfianza de perder sus plazas, sino por los indecibles males que preveen
con este nuevo sistema.
Si V.S. depositario de la fuerza lo sostiene, tendrá que postrarse este Tribunal
por medio de una diputación, haciendo a V.S. de nuevo responsable a Dios y al
Rey, en la inteligencia que, diputados por Su Majestad a sólo administrar justicia
a los pueblos de este Reino, a fin de que no carezcan de este consuelo, y de sus
jueces naturales se ceñirán a sólo este ramo, sin intervenir de modo alguno en
materia gubernativa en la que se les tendrá por inhibidos y excusados hasta las
resultas de Su Majestad, a quien dan cuenta esperando la última resolución de
V.S.422.
A media mañana del mismo día 19 de septiembre recibieron los atribulados regente y
oidores nuevo oficio del conde de la Conquista, en el que se les reiteraba con dureza y
amenazas la citación a prestar obediencia, ahora ya no por diputados sino en cuerpo:
Cuanto V.S. expone en oficio de hoy a que contesto, todo lo tuvo presente la
Presidencia antes de decidirse a la convocación del Congreso del día de ayer e
instalación de la excelentísima Junta Provisional Gubernativa: ella está resuelta a
hacerse reconocer en la hora y día prefijado:
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Sentirá infinito que concluido ya el expediente y afianzada ya la materia, aun
dé V.S. lugar a novedades que la obliguen a tomar providencias serias, y
ejecutivas, especialmente en circunstancias que constando a V.S. la aclamación
universal del pueblo, que ha constituido majestuosa y uniformemente este
respetable cuerpo, insista todavía en sembrar con sus oficios el germen de las
desavenencias, conducta por cierto muy ajena de un Tribunal del Rey, y que en
fuerza de sus obligaciones debe aspirar a la unión y a la concordia.
Ambas cosas se logran si V.S. personalmente concurre a prestar el
reconocimiento debido; pues aunque en el oficio del dieciocho se permitió
hacerlo por diputados, las circunstancias delicadas en que V.S. mismo ha puesto
este negocio, exigen asista todo el Tribunal con el agente que subscribe haciendo
de fiscal interino.
Queda, pues, con lo expuesto, la materia acabada y podrá V.S. dar cuenta a Su
Majestad a la mayor brevedad que es todo cuanto se ha propuesto hacer la Junta
Gubernativa 423.
Enterados los ministros de este amenazante oficio acordaron concurrir a la casa del
presidente a prestar la obediencia requerida, para no realizar un sacrificio estéril, tal
como lo comunicaban a la corte en carta fechada el 30 de octubre de 1811:
La intriga y seducción, insinuándose de mil modos, y por sendas ocultas y
subterráneas, llevaba adelante su proyecto hasta doblar el ánimo del último
presidente y jefe del Reino, que halagado por un mando perpetuo, con altos
honores y tratamientos, se unió a esta miserable gravilla de sediciosos, y convino
en que se instalase la junta, con fórmulas honestas y decentes, que el Tribunal
veía siempre venenosas, y sólo capaces de engañar a incautos, y así no quiso
prestarse a su reconocimiento, hasta que fueron amenazados los ministros y
vieron sobre sí un golpe que les amagaba con un sacrificio estéril y sin fruto424.
Fray Melchor Martínez relataba cómo fue preparado este acto de obedecimiento por
los juntistas: En esta misma mañana fue obligada la Real Audiencia a prestar su
juramento de subordinación y obediencia a la Junta, y para dar principio a las
vejaciones y desprecios que este Tribunal tenía que padecer, se preparó este acto en
casa del Presidente, teniendo prevenida una gran música que a la entrada de los
señores Oidores tocó un concierto alegre y armonioso425.
Una vez dentro de la sala que se tenía preparada y en presencia de la Junta y de
varios vecinos, a los que acompañaba una muchedumbre desafiante en la calle, el
regente y oidores volvieron a hacer presente su oposición a la novedad introducida, y así
lo explicaban a la corte: Aun este peligro no fue bastante a doblegar su firmeza y
constancia, porque a pesar de verse a presencia de los nuevos jueces y de muchos que
concurrieron a complacerse en su abatimiento de un modo escandaloso, protestaron a
vista de todos y renovaron las que tenían hechas que Vuestra Majestad vería en el
expediente con que se dio cuenta, no obstante se resistía aun este legal recurso, único
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que les quedaba en semejante aflicción426. Acabadas dichas protestas hubieron los
ministros de prestar la promesa de obediencia requerida, y se levantó de ella la siguiente
acta, bajo las protestas indicadas:
En la ciudad de Santiago de Chile, a diecinueve días del mes de septiembre de
mil ochocientos diez y ocho años: habiendo ocurrido el Tribunal de la Real
Audiencia al Palacio, casa y morada y del Excmo. señor Presidente de la Junta
don Mateo de Toro, Conde de la Conquista, a efecto de prestar el juramento de
obediencia a la excma. Junta Gubernativa, instalada para conservar estos
dominios al señor don Fernando Séptimo, y seguridad del Reino, lo hicieron
puestas las manos sobre los Santos Evangelios, prometieron respetar y obedecer
a la dicha Excma. Junta Gubernativa. Y lo firmaron de que certifico bajo de las
protestas que tienen hechas en sus oficios. Rodríguez Ballesteros.- Concha.-
Aldunate.- Irigoyen.- Basso.- Como Fiscal Sánchez427.
Firmada esta acta se retiraron de inmediato el regente y oidores, en medio de músicas
ofensivas, tal como señalaba fray Melchor Martínez: Evacuado el reconocimiento y
despedidos los señores, se les acompañó con la sonata que llaman la Guillotina,
declarando abiertamente el abatimiento y afrentosa muerte de la autoridad y
representación del Tribunal428.
No acabaron aquí los encuentros entre la Junta y la Real Audiencia, pues los
ministros privadamente continuaban manifestando su oposición a ella y dirigían
memoriales a la corte para noticiar de los hechos ocurridos, y la propia Junta se dirigía a
hostilizar a los ministros, tal como ellos lo informaban a la Regencia:
Como se considerase el nuevo Gobierno desairado con esta protesta, insistió
al día siguiente en su esplicación, que dieron, salvando siempre las sagradas
regalías de un Gobierno monárquico y las obligaciones de sus ministerios.
De este modo, quedaron en su Tribunal circunscritos a administrar justicia a
los pueblos, otorgando sólo los recursos en sus casos a los Supremos Tribunales
de la Nación, a pesar que con repetición se interponían para la Junta,
suponiéndola ya depositaria del soberano poder, y aunque esta toleraba esta
conducta, veía que deseaba con ansias separar este estorbo y sacudirse de unos
Ministros que no consentían en los ensanches que quería dar a su autoridad. A
este fin se dieron comisiones reservadas para examinar su conducta, por ver si
resultaba contra ellos algún crimen que motivase su separación; pero un Dios,
que proteje la inocencia, hizo que durmiese el calumniante, y los votos del
pueblo eran a favor de su inculpabilidad y pública integridad429.
El 24 de septiembre la Junta Gubernativa pasó un nuevo oficio a la Real Audiencia
en el que la recriminaba porque en su conducta no se observaba un sincero
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reconocimiento, y le exigían que hiciera presente la razón de ello, bajo amenaza de
tomar la satisfacción necesaria:
Creyó esta Junta el día diecinueve del corriente, cuando Usía pasó a prestar el
debido juramento de su reconocimiento, y que al oir leer el Acta de su
instalación, quedase convencido de la facultad, utilidad y necesidad de tan
importante establecimiento, mucho más cuando observó que el Ministerio Fiscal
(el más opuesto) manifestaba con palabras expresivas, que todo estaba muy en
orden; pero como al tiempo de firmarse la diligencia pidiese Usía, que se
estampase en ella, que todo se entendía bajo las protestas hechas en los oficios
girados en el expediente del caso, tuvo a bien disimular entonces la Junta
persuadiéndose que el aplauso general de todo el pueblo obligase a Usía a
vencerse, y darle una satisfacción, que acreditase en todo el Reino la unión
pública de los magistrados, empeñados en la más justa de las causas.
Ha visto que, aun aquellos poquísimos inadvertidos que antes opinaban
tristemente, procuran dar las pruebas más sinceras de su regocijo y obediencia.
Pero también repara que Usía sostiene firme un dictamen contrario en
conversaciones particulares, y en los modos de manifestarse. Basta una chispa
para formar un incendio.
La Junta debe arrancar de raíz toda desaveniencia escandalosa para pensar
sólo en el desempeño de los nobles, fieles y justos fines encargados, por el voto
general a su cuidado, y que juró cumplir.
Convino a Usía con la paz y unión siempre que Usía la acepte de un modo
que todo el Reino la entienda. Mas si Usía se niega a tan necesaria demostración,
corra al momento la cortina y signifique Usía individualmente, cuál es la protesta
para que pueda surtir su efecto: porque si ella abraza todas las cláusulas o
expresiones de los oficios, y pareceres de Usía en el antedicho expediente,
previene a Usía, la Junta, por última prueba de sus deseos de la concordia, que,
en tal caso, se verá necesitada (aunque con dolor) a tomar por sí la satisfacción
que Usía resiste darle.
Usía sabe que la primera obligación del magistrado es no permitir se profane
su autoridad: y que esta obligación tanto más crece cuanto es mayor la dignidad
que constituye 430.
El 26 de septiembre de 1810 la Real Audiencia contestó al oficio anterior señalando
a la Junta que: La protesta con que se presentó a su reconocimiento y obediencia, se
termina sólo a eximirse de la responsabilidad de la cuenta que haya de darse a Su
Majestad para la aprobación de su establecimiento431. No contenta la Junta con esta
respuesta le dirigió al día siguiente nuevo oficio exigiendo al tribunal que expidiera una
circular para todas las justicias del reino en la que declarara su obediencia a la Junta,
petición a la que accedió el tribunal el mismo día y, al efecto, acordó la siguiente
circular:
La Real Audiencia de este Reino ha considerado muy justo y arreglado el
empeño con que se ha constituido la Excma. Junta Provisional Gubernativa
recientemente establecida en esta capital para conservar estos dominios a nuestro
amado Soberano el señor don Fernando Séptimo, o sus legítimos representantes,
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y tratar de su defensa de los enemigos que intenten invadirlos; y en este concepto
espera que los Gobernadores y Subdelegados de las Ciudades y Partidos
subalternos, se conformarán en tan interesante designio y coadyuvarán por su
parte al expresado y loable de la misma Excelentísima Junta, y de este Tribunal,
procurando evitar toda división y disconformidad432.
Remitida que fue esta circular a la Junta esta declaró que quedaba muy complacida y,
por el momento cesaron las tensiones con los ministros del tribunal, pero tal situación
habría de durar muy poco.
En efecto, el día 5 de octubre de 1810 la Junta hizo llegar a la Real Audiencia un
traslado autorizado del “Ceremonial y ocupación de la Junta”, en cuyo artículo séptimo
se declaraba que a ella debían hacerse los honores dispensados a los capitanes generales,
y que en las funciones de tabla se le debería guardar el ceremonial tocante a los virreyes
y presidentes, y en su artículo octavo se agregaba que: Toda la Junta en cualquiera acto
público, o función de tabla presidirá a los Tribunales y Corporaciones del Reino sin
excepción433. Contestó la Real Audiencia al día siguiente, e hizo presente lo contrarios a
las leyes que eran los citados artículos siete y ocho:
Excmo Señor: Queda prevenida esta Real Audiencia sobre la observancia que
Vuestra Excelencia le insinúa de la instrucción que se sirve acompañarla con
oficio de cinco del corriente que acaba de recibir; y sin embargo de que supone
que para la resolución de los artículos séptimo y octavo, Vuestra Excelencia
habrá tenido presente las Leyes del Título 15, Libro 3º de Indias, como en la 51
se ordena que, en el Real Acuerdo se traten las dudas que puedan ocurrir en actos
públicos, sobre ceremonias en que se comprende la de asientos, pudiendo haberla
tocante al cumplimiento de la 30, en que se dispone que en actos públicos
estando la Audiencia en forma de Tribunal no se siente con los Oidores ninguna
persona, parece que respecto a haberse divulgado que, en los tales actos públicos
y funciones de tabla que se celebran en la ciudad de Buenos Aires preside a la
Audiencia únicamente el Excmo. Jefe de aquella Junta, podía, si Vuestra
Excelencia lo tuviese a bien practicar lo propio en esta capital y para obtemperar
de algún modo las razones y fundamentos de la referida ley 30, disponer que los
demás señores Vocales, a excepción del señor don Fernando Márquez de la Plata
que, lo tiene declarado por su Majestad, tuviesen el asiento de huéspedes,
después del señor Sub-Decano como está resuelto por la Real Cédula para los
señores Consejeros honorarios, según se verificó en la mañana que concurrió este
Tribunal con Vuestra Excelencia a la prestación de su reconocimiento en la casa
de su morada, resultando así que el cuerpo de Audiencia sea presidido en la
forma que señalan las leyes.
Igualmente ha parecido a este Tribunal hacer presente a Vuestra Excelencia la
prohibición que le imponen, como sabe Vuestra Excelencia, las leyes 22 y 26 del
prenotado Título y libro, el artículo 69 de la Real Instrucción de Regentes y dos
modernas Reales Ordenes de 4 de octubre de 1781, y de asistir a funciones que
no sean de tabla, pues aunque ha concurrido a las misas de gracias
acostumbradas de tiempo inmemorial para el reconocimiento de los señores
Presidente, instalación de Consejo representativo de nuestro Monarca, y por
algunos triunfos de nuestras armas, siendo nueva la función de iglesia que se
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prepara por el establecimiento de la Excma. Junta de esta ciudad, le parece a esta
Real Audiencia hallarse en el caso de la ley 26 precitada, de asistir solamente los
señores Ministros que Vuestra Excelencia guste llamar; sobre todo, reproduce
este Tribunal su obsecuencia y deseos de la mejor armonía, para que se sirva
Vuestra Excelencia conforme a ella resolver lo que fuese de su agrado, así en
cuanto a los particulares insinuados, como en orden a que supuesto se halla
desocupado el Palacio de la Presidencia deba ir el Tribunal a sacar Vuestra
Excelencia con arreglo a lo mandado por la Real Cédula de 1º de julio de mil
setecientos ochenta y uno 434.
El 9 de octubre de 1810 la Junta contestó duramente a los ministros, y les decía:
Hablemos con franqueza: V.S. quiere dar a entender que sólo se presta por la fuerza, y
no por la armonía, con que la Junta le ha convidado...Omitiera el paso de llamar a V.S.
para evitar escándalos; y concluyamos que si V.S. quiere de veras la unión no sólo es
necesario proclamarla, sino manifestarla en los lances precisos para no proceder
engañados, como sucede diciendo V.S. que apetece la armonía, y negándose a
concurrir a una función que cuando fuera nueva en la sustancia, o en los modos, sería
para obligar mucho más a V.S. por las calidades que la condecoran435. Cansados el
regente y oidores contestaron de inmediato a la Junta que la audiencia: Procederá como
ha sido de su agrado determinar436.
Tras estos sucesos las relaciones entre los ministros y los juntistas se mantuvieron
pacíficas por algún tiempo, aunque el llamado “Motín de Figueroa”, rompió tal quietud.
1.2. La Real Audiencia de Santiago y el “Motín de Figueroa”
La Junta Gubernativa había decidido que el día 1 de abril de 1811 se procediera a la
elección de diputados para formar un Congreso, con cuya finalidad el cabildo desde el
28 de marzo había repartido esquelas de convite para concurrir al palacio del Consulado
el día señalado, en cuya mañana desde las siete horas comenzaron a hacerse presente los
electores.
Aquella mañana en la pequeña plazuela que existía frente al Consulado se hallaba
dispuesta una compañía de Dragones de Penco al mando de su capitán don Juan Miguel
Benavente, y algunos de ellos comenzaron a pedir que se condujese a dicho lugar la otra
Compañía de Infantería Veterana de la Frontera para acompañarles, petición a la que
respondió el capitán que no había orden para ello, entonces: Mal satisfechos los
soldados con la respuesta, instaron con voces poco comedidas, que tuvo por
conveniente el oficial castigar, y en efecto dio dos pequeños golpes a un cabo Sáez, lo
cual visto y llevado a mal por sus compañeros, lo rodearon y amenazaron al Capitán
con las armas, diciéndole que se contuviese y retirase, que no lo reconocían por su jefe,
y que su verdadero comandante era don Tomás Figueroa, a quien reclamaban y pedían
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que viniese a mandarlos, y añadieron otras expresiones de que en el día habían de
desbaratar la Junta y restablecer el gobierno antiguo, al señor don Francisco Antonio
García Carrasco y a sus legítimos oficiales437.
En medio de tal alboroto: Acudió a sosegar esta disensión el tumultuario
Comandante General don Juan de Dios Vial que se hallaba cerca y contenido y
amenazado por los soldados igualmente que Benavente, desistió, dando orden de que
aquella tropa se retirase a su cuartel438.
La orden de Vial fue obedecida, pues la tropa se retiró, pero: Avisando sin perder
tiempo a su Comandante don Tomás de Figueroa, le suplicaron viniera al Cuartel a
ponerse a su frente. Apenas llegó la Compañía a San Pablo, entró don Tomás de
Figueroa que fue recibido de los soldados con voces de ¡Viva el Rey!, ¡Este es nuestro
Comandante!, ¡Queremos que nos guíe a defender al Rey y la Religión!. Diciendo esto
abrieron las puertas de los almacenes, y sacaron armas y municiones de que se
proveyeron a satisfacción439.
Después de semejante recibimiento, don Tomás de Figueroa dijo a los soldados de la
tropa que le siguieran: Que él los conduciría a donde estaba la Junta, y se encaminó al
Consulado donde suponía se hallaba; pero llegando a dicho lugar y sabiendo que no
estaba la Junta, prosiguió su marcha a la Plaza Mayor, en la que tendió su tropa
formada en batalla, ocupando el frente del sur, correspondiente a las Cajas Reales440.
En el costado norte de la Plaza Mayor se hallaba el Palacio de la Real Audiencia, y
sus ministros en ese momento se encontraban en el Acuerdo, y hasta él llegó Figueroa, y
después de saludar al regente y oidores les dijo: Que las tropas de su mando y grande
parte del pueblo se hallaban en conmoción por causa de las diferentes opiniones acerca
del Gobierno. Que supuesto que el Real Tribunal era representante y depositario de la
autoridad Real, le impartiera las órdenes convenientes al estado de las cosas. Que él
estaba pronto y dispuesto con su tropa para ejecutarlas, y defender al Rey y a la
Religión. Que sus miras se dirigían a evitar toda efusión de sangre, y deseaba se
aplicasen medios oportunos a la paz y unión de los diversos partidos441.
El regente y oidores intercambiaron opiniones y respondieron a Figueroa que no se
hallaban en disposición de impartirle órdenes algunas sin oficiar previamente a la Junta,
lo que iban a ejecutar inmediatamente, y que esperara el resultado de dicha gestión
conteniendo a su tropa en el intertanto. Figueroa de inmediato se retiró del Acuerdo y
bajó a la plaza a dirigir a sus soldados: Pero a este tiempo halló ya formado el batalla el
Batallón de Granaderos del cuartel de los Huérfanos, colocado a medio tiro de pistola
en frente de sus tropas, y viendo al Comandante Vial que estaba delante del Batallón, le
preguntó, qué novedad era aquella, y qué jefe debía mandar en la plaza, pues no debía
ignorar que a él correspondía ese oficio por su grado y antigüedad. Vial respondió que
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no reconocía otro jefe ni autoridad que la Junta; y acalorados ambos con otras
preguntas y respuestas sobre el mismo asunto, se separaron caminando cada uno a su
respectivo cuerpo, pero a pocos pasos dados, las tropas de ambos partidos que estaban
tan cercanas entre sí y de sus dos Comandantes, rompieron el fuego repentinamente
con una mutua descarga, que tuvo por resultado la muerte de muchos soldados de una
y otra parte, y muchos más heridos que estaban en la Plaza. A causa de no soplar
viento alguno, se obscureció el ámbito de la Plaza con el humo de la pólvora, quedando
ocultos los enemigos recíprocamente, con cuya ocasión y por falta de valor y
disposición en los oficiales tomaron precipitada fuga los dos ejércitos beligerantes,
corriendo desordenados los de Vial para las calles del sur y los de Figueroa para las
del norte hacia donde estaba el cuartel442.
Don Tomás de Figueroa corrió a refugiarse en el Convento de Santo Domingo, de
cuyo asilo fue extraído y, cargado de grillos y cadenas, fue llevado a la cárcel pública,
enjuiciado de inmediato por una comisión especial y condenado a la pena de muerte
ordinaria, la que fue ejecutada a las cuatro de la mañana del día dos de abril.
La Junta Gubernativa había sido noticiada del alzamiento que se estaba verificando y
en el mismo momento en el que se supo que las tropas de Figueroa huían, el vocal de la
Junta don Juan Martínez de Rozas montó a caballo y junto a algunos dragones y a
numerosas personas que se le reunieron se dirigió a la Plaza Mayor, y llegó hasta las
puertas de la Real Audiencia, donde aun se hallaban los ministros, a cuyo acuerdo subió
acompañado de un grupo de personas: Haciéndoles cargo de haber concurrido con sus
consejos a la conjuración de Figueroa, le informaron éstos brevemente de todo lo
ocurrido, según arriba queda dicho, y le aseguraron haber dado parte de todo a la
Junta443.
Martínez de Rozas negó que la Junta hubiera recibido el oficio del tribunal, y aunque
le mostraron la copia que habían dejado los ministros para su resguardo no se calmó y:
Los maltrató y amenazó Martínez de Rozas, diciéndoles que estaban mal quistos y
aborrecidos del pueblo y que sus vidas estaban poco seguras. Estas palabras del Vocal
fueron seguidas de otras expresiones ultrajantes en que prorrumpieron los de su
comitiva contra los Ministros del Tribunal, y hubo alguno que dijo: ¿Por qué no matan
a balazos a esos pícaros?444. A pesar de estas violencias nada más ocurrió pues
Martínez de Rozas se retiró para perseguir a Figueroa.
Pocos minutos después los ministros se enteraron que dos de los insurgentes se
habían dirigido a violentar la casa del regente Rodríguez Ballesteros, por lo que
hubieron de salir del tribunal a defenderse en la misma Plaza Mayor, según relataban el
decano Santiago Concha y sus colegas:
Dirijiéndose dos de los más sediciosos a casa de nuestro anciano Rejente a
insultar e intimidar su inocente familia, violentando sus puertas y aun disparando
contra ellas, viéndose en la triste necesidad de salir arrastrando sus ropas talares
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sobre la sangre de los que perecieron en la refriega, y ponerse en pública plaza,
delante de todo el pueblo, a vindicar su conducta, diciendo que su ministerio no
había conocido jamás más armas que las de la palabra, y que las augustas
funciones de la majistratura no se manchaban con sórdidas empresas, ni contra
revoluciones, que ya disipada y descubierta ésta, era muy fácil por medio de una
esquisita inquisición, averiguar su criminalidad o inocencia, y que entre tanto se
les permitiese pasar libres a sus casas.
Mucho imponen, señor, a los pueblos sus majistrados, cuando están
persuadidos de su inocencia, firmeza e integridad; pues un silencio profundo
dominaba, y sólo uno que poco tiempo hacía había perdido un pleito,
condecorado con la insignia de oficial de milicias, pidió nuestras cabezas, sin que
correspondiese una sola voz a tan inhumana solicitud, y antes bien, uno de sus
jefes, don Manuel Cotapos, a impulsos de su honor y nobleza, condujo a los
Ministros a sus propias casas, sin que osase una sola persona el insultarlos445.
Desde dicho momento la situación de los ministros se volvió intolerable y
comenzaron a experimentar las presiones y violencias de los juntistas, que acabaron con
la disolución del tribunal 23 días después.
1.3. Disolución de la Real Audiencia de Santiago
Los ministros explicaban a la corona qué ocurrió a partir del referido 1 de abril:
Desde ese momento ya se convirtieron en cuarteles las casas de Audiencias, ya no se
permitió pasar al Despacho; todo era indagar y averiguar si habían tenido parte en lo
que llamaban conspiración, y como no resultase el menor indicio, ni presunción,
tomaron el arbitrio de ocultas amenazas si no renunciaban a sus cargos446.
Las presiones contra los oidores comenzaron a surtir efecto prontamente, pues el día
6 de abril de 1811 el subdecano don José Santiago Aldunate y Guerrero presentó ante la
Junta la renuncia a su oficio:
Desde el año 1797 he tenido el honor de servir a S.M. en la Real Audiencia de
este Reino, como su Oidor y Alcalde de Corte. En los catorce años que ha
mediado mi continuada dedicación y aplicación al despacho han quebrantado
enteramente mi salud, padeciendo fuertes reumatismos, que sólo podrán
deponerse vacando aquella ocupación. Por otra parte, la falta de vista para la
frecuente lectura de procesos me obliga a hacer, en manos de V.E., dimisión y
renuncia de aquellos empleos, dejando a su superior justificado arbitrio la
declaración de los honores a que me contemplare acreedor por mis servicios,
como igualmente aquella cuota alimentaria que se estimare de justicia. Y si por
lo común esta ha sido de la mitad o dos tercios del sueldo que ha gozado el
empleado, la escasez del erario, destinado a objetos de primera atención, me hace
no extender mi súplica a este punto y sujetarme en lo demás a lo que V.E.
dispusiere, a cuya justificación me someto y abandono, quedando siempre
dispuesto al servicio o destino que la Excma. Junta me juzgase útil para el bien
de mi patria 447.
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La Junta Gubernativa aceptó el 9 de abril dicha renuncia, y le concedió licencia para
pasar a Lima, previo aviso al Gobierno:
Vistos: Admítese al señor Oydor y Alcalde de Corte de la Real Audiencia de
este Reyno, Doctor don José Santiago Aldunate, la renuncia que hace de estos
empleos y se le concede la licencia que solicita para pasar a la capital de Los
Reyes del Perú, previniéndosele avise el tiempo de su marcha para que lleve el
correspondiente pasaporte, y sobre los honores y sueldos que puedan quedarle, y
a que termina igualmente su súplica, se proveerá oportunamente”448.
El mismo día 9 de abril presentaron sus renuncias los oidores don Manuel Mariano
de Irigoyen y don Félix Francisco Bazo y Berry, a quienes la Junta se las aceptó de
inmediato y les otorgó licencia para pasar a Lima, pero cuando ya se hallaban en el
puerto de Valparaíso, se les intimó una nueva orden de la Junta en virtud de la cual se
destinaba al oidor Irigoyen a la ciudad de Mendoza y a su colega Bazo y Berry se le
obligaba permanecer en Valparaíso, aunque más tarde obtuvieron permiso para pasar al
Perú, tal como lo refería el decano Santiago Concha: Vociferado entonces el designio
del aniquilamiento de la Audiencia y destierro de los oidores, procuraron salvar su
existencia natural los señores Aldunate, Irigoyen y Baso, a quienes se había acordado
en la Junta Gubernativa el confinarlos a la otra banda de la cordillera, obtenida
licencia para embarcarse para Lima, como lo verificaron449.
De esta manera desde el día 9 de abril sólo quedaban en la audiencia su anciano
regente don Juan Rodríguez Ballesteros y el decano don José de Santiago Concha,
quienes se negaron a renunciar, a pesar de las presiones que recibían, e hicieron inútiles
gestiones porque se les permitiera volver al despacho, según refería el oidor Santiago
Concha: El señor regente don Juan Rodríguez Ballesteros y yo continuamos reiterando
insinuaciones a la Junta para que se nos permitiese proseguir la administración de
justicia, como la había ejercido el tribunal hasta el citado día 1º de abril, desde el 18
de septiembre del año anterior en que se instaló aquella junta con juramentado
reconocimiento del Soberano y de las autoridades constituidas450.
Todo fue en vano, y tal como continuaba el relato del antiguo decano: El resultado
de nuestras reclamaciones fue el intimársenos con oficio, testimonio de la célebre acta
de la misma Junta, fechada en 24 días de abril de 1811, por la que se resolvió la
separación de nuestros oficios, y el destierro dentro de tercero día del regente a la villa
de San Fernando, que se le conmutó en la de Melipilla, y de mí, el decano, a la de la
Ligua a 50 leguas de distancia, en donde me constituí prontamente451.
El tenor de dicho acuerdo de la Junta fechado el día 24 de abril de 1811 era el
siguiente:
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En la ciudad de Santiago de Chile, en 24 días del mes de abril de 1811, los
Señores de la Excma. Junta de Gobierno del Reyno, estando en su Sala de
despacho dijeron:
Que, en atención a los sucesos del primero del corriente; al oficio que en el
mismo día pasaron a esta Junta los ministros del tribunal de la Real Audiencia y
su oposición notoria y manifiesta al actual sistema de gobierno, comprobada con
muchos datos que precedieron a su instalación, a la justa causa que sostiene el
Reyno para conservar estos dominios al Señor Don Fernando VII, libertándolo a
toda costa de cualesquiera otro intruso; y finalmente a la imperiosa necesidad en
que nos hallamos de abrazar ciegamente las necesidades convenientes para
establecer y mantener la tranquilidad y seguridad públicas, no menos que la de
los individuos que por los clamores comunes la tienen comprometida, ha resuelto
la Junta que se separen de sus empleos al Señor Regente don Juan Rodríguez
Ballesteros y al señor Decano don José Santiago Concha; que por ahora se retire
el primero a San Fernando y el segundo a la Ligua, verificando ambos su salida
en el preciso términos de tres días, y que interinamente y hasta nueva
providencia a cada uno por vía de alimentos se les señale ciento cincuenta pesos
mensuales, dándose cuenta a S.M. de esta resolución cuando las circunstancias lo
permitan, y que se comunique para su cumplimiento a dichos Señores, con copia
de este acuerdo, de que se tomará razón en la Tesorería General de Real
Hacienda y Contaduría Mayor, y así lo acordaron y firmaron de que
certificamos452.
Así pues, dejaba de actuar la Real Audiencia de Santiago de Chile después de 202
años, 3 meses, y una semana exactos desde su instalación.
El anciano regente obtuvo que su destierro le fuera conmutado a la villa de Melipilla,
donde permaneció cuatro meses, tras los cuales obtuvo licencia del Congreso para pasar
a Lima, ciudad a la que arribó a finales del año 1811 y en la que perseveró hasta su
muerte ocurrida el 17 de febrero de 1818, un año después de haber sido jubilado de la
magistratura.
Por su parte, el oidor decano cumplió de inmediato el decreto del destierro y el curso
de su vida en los años inmediatos a su separación fue el siguiente, conforme a su propio
testimonio: Yo también, cansado de estar más de ocho meses expatriado de la ciudad,
después de infinidad de padecimientos, privaciones e incomodidades, traté de aliviarlas
con solicitar mi embarque para Lima, lo que al cabo conseguí; mas por las
enfermedades de mi mujer y familia, de diez hijos y otros tantos sirvientes, el
fallecimiento de una hija y diversos inconvenientes, no pude realizar mi marcha en los
meses corridos hasta el 30 de Marzo de 1813, en que se cerraron los puertos para la
comunicación con Lima, teniendo ya remitido a Valparaíso todo mi equipaje y
librería453.
El decano sí tendría la satisfacción de volver al desempeño de su plaza de oidor
decano cuando la Real Audiencia fue reinstalada en 1815 por orden del presidente don
Mariano Osorio luego del triunfo de las armas reales.
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2. El Tribunal de Justicia y Apelaciones (1811-1814)
Menos de un mes duró la falta de un tribunal superior de justicia en el reino, pues el
13 de mayo de 1811 la Junta Gubernativa y los diputados recientemente electos
decidieron nombrar a los letrados que habrían de integrar el nuevo Tribunal de
Apelaciones para la más pronta administración de Justicia, tal como declaraba el
siguiente acuerdo:
En la ciudad de Santiago de Chile, en trece días del mes de mayo de 1811,
estando los señores que componen esta Excelentísima Junta de Gobierno, en
unión de los demás señores diputados del reino dijeron:
Que, siendo de la mayor importancia y necesidad nombrar cuanto antes los
jueces que deben componer el nuevo Tribunal de Apelaciones para la más pronta
administración de justicia, ordenaban y mandaban se procediese inmediatamente
a la elección por cédulas secretas; y verificada en la forma que se ha expuesto,
resultó a pluralidad de votos en favor de los licenciados Dn. Francisco Cisternas,
Dn. Francisco Pérez, Dn. Lorenzo Villalón, y Dn. Juan de Dios Gazitúa, la
misma que se aprobó generalmente declarando que el decanato del expresado
Tribunal tocaba al indicado licenciado Dn. Francisco Cisternas, como también el
subdecanato al predicho licenciado Dn. Francisco Pérez, y que en orden a las
demás elecciones obtuviese la preferencia el licenciado Dn. Lorenzo Villalón;
que sacándose testimonio de esta acta se circule por la Secretaría a todas las
autoridades y corporaciones de la capital y demás ciudades y partidos del reino.
Así lo proveyeron y firmaron de que certifico454.
De este modo, sin que se decidiera expresamente la creación de un tribunal, se
procedió a la elección de cuatro letrados para integrar un Tribunal de
Apelaciones, que en todo venía a cumplir las competencias de la Real Audiencia,
y como tal la substituyó.
2.1. Planta del Tribunal de Justicia y Apelaciones
Conforme a la citada acta del día 13 de mayo de 1811 el nuevo Tribunal de
Apelaciones se integraba por cuatro “jueces”, a los que también se acostumbró llamar
de “colegas” o “ministros”, y uno de ellos ocupaba el asiento de decano al igual que en
la audiencia: Aunque este título no le daba más facultad que el gobierno económico
distributivo en el despacho del Tribunal455.
Ninguna referencia había a la plaza de fiscal, que al momento de la disolución de la
Real Audiencia se hallaba vacante por muerte de su titular el primer barón de Juras
Reales, y era suplido por el agente fiscal de lo civil doctor Campos, aunque en 1812
actuaba como tal don Juan de Dios Vial del Río, y sólo el 11 de agosto de 1814 se
proveyó la fiscalía en el doctor don José Tadeo Mancheño.
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Sus oficiales subalternos fueron los mismos de la antigua audiencia. Así, en junio de
1811 el mismo tribunal designó relator interino al licenciado don Lorenzo Fuenzalida456,
y el 11 de agosto de 1814 fue nombrado propietario don Juan Francisco Meneses457.
En el momento de la disolución de la Real Audiencia oficiaban de porteros don
Antonio Guzmán y don Toribio de la Cuadra, quienes pasaron a serlo del nuevo
Tribunal, pero por decreto del 12 de agosto de 1811 Guzmán fue destinado a servir en el
Congreso con mitad de sueldo, tal como lo informaba por oficio al Tribunal don José
Miguel Infante:
El Alto Congreso Nacional ha resuelto, que don Antonio Guzmán portero de
ese Tribunal, pase en el día a serlo de Su Alteza con la misma dotación y
quedando el otro obligado a entregarle la mitad de los emolumentos que perciba
en lo subcesivo458.
La única diferencia que existía entre la planta de este Tribunal de Apelaciones y la
antigua Real Audiencia consistía en que no se proveyó la plaza de regente, y nada se
decía respecto de la presidencia de él, aunque debía entenderse que era la propia Junta
Gubernativa la que debía presidir, pues así lo había hecho respecto de la Real Audiencia
conforme a su “Ceremonial y ocupación” aprobado el 5 de octubre de 1810, cuyo
artículo 8 prescribía que: En conformidad a lo dispuesto en el anterior artículo toda la
Junta en cualquiera acto público, o función de tabla presidirá a los Tribunales, y
Corporaciones del Reino sin excepción459.
Esta planta de cuatro ministros fue disminuida a sólo tres a contar del día 11 de
agosto de 1814, pues el día anterior se había nombrado a los cuatro letrados que debían
integrar el Tribunal, pero de inmediato uno de ellos, el doctor Bernardo Vera y Pintado,
declinó tal nominación, por lo que se decidió que el Tribunal continuara sólo con tres
plazas y que el renunciado supliera las ausencias:
Santiago, 11 de agosto de 1814. Admítesele al ciudadano Dr. Dn. Bernardo
Vera y Pintado la renuncia que hace al nombramiento de colega del Tribunal de
Apelaciones, que se compondrá en adelante de sólo tres individuos. El Sr. Dn.
Fernando Márquez de la Plata, por sus dilatados servicios, queda jubilado con
dos mil pesos libres de todo descuento, sea cual fuere su nominación. El Dr.
Vera suplirá la falta de cualquiera de sus colegas. Carrera.- Uribe.- Rodríguez460.
Además el 10 de agosto de 1814 fue nombrado el primer fiscal propietario de este
Tribunal, plaza que se concedió al doctor José Tadeo Mancheño.
                                                
456 ANRACH. 3.012, pza. 2, Borradores comunicaciones enviadas, 1811-1814.
457 Boletín de las Leyes y Decretos del Gobierno, 1810-1814, Santiago, 1898, Decreto, Santiago, 11-
VIII-1814, p. 357.
458 ANRACH. 3.012, pza. 1, Comunicaciones recibidas de la Junta de Gobierno, Congreso Nacional
y otras autoridades, 1811-1814 , Oficio, Santiago, 12-VIII-1811.
459 Ceremonial y ocupación de la Junta, Santiago, 5-X-1810, en MARTÍNEZ, Melchor, (n. 263), I, p.
137.
460 Boletín de las Leyes y Decretos del Gobierno, 1810-1814, Santiago, 1898, Decreto, Santiago, 11-
VIII-1814, p. 357
118
Con esta composición de tres ministros, más un fiscal, y los restantes oficiales
subalternos se mantuvo el Tribunal de Apelaciones hasta su disolución en octubre de
1814.
2.2. Competencia del Tribunal de Apelaciones
Desde el nombramiento de los primeros colegas del Tribunal de Apelaciones en
agosto de 1811 se entendió que era el continuador natural de la Real Audiencia y, en tal
carácter, era el tribunal superior del país dotado de una amplia competencia de justicia,
tanto jurisdiccional contenciosa cuanto no contenciosa, y protectora, y además con el
ejercicio de especiales competencias que por vía de comisión mantenían sus ministros.
El nuevo gobierno tempranamente decretó que los ministros de este Tribunal debían
ajustarse en el ejercicio de sus funciones a todo lo dispuesto por las leyes y a la práctica
que se había observado hasta dicho momento. Tal decisión la adoptó el gobierno por
decreto fechado el 19 de junio de 1811, al resolver la consulta que le habían dirigido los
colegas el 29 de mayo en orden a que se les comunicara qué práctica debían adoptar en
aquellos casos en los cuales se hallaren impedidos, los que eran muy frecuentes debido
a que antes de asumir la judicatura habían ejercido activamente la abogacía:
Santiago, 19 de junio de 1811. Vista la anterior consulta del Tribunal de
Justicia y Apelaciones, y lo expuesto por el Ministerio Fiscal, se declara que
dicho Tribunal en el punto consultado como en los demás casos ocurrentes debe
ajustarse a lo dispuesto por las leyes, y a la práctica observada hasta aquí461.
Expresamente también se ratificó que pertenecía a este Tribunal el conocimiento de
los recursos de fuerza, pues el 19 de noviembre de 1811 los colegas consultaron al
Congreso: Si les corresponde o no el conocimiento de los Recursos de Fuerza462. El
Congreso, sin tomar una decisión definitiva, respondió a los ministros que tal asunto se
les remitía: Por comisión mientras que se dicten normas generales463.
Igualmente conservó el Tribunal la competencia para conocer de los casos de corte,
algunos de cuyos expedientes aun se conservan, como uno iniciado de oficio en
septiembre de 1814 contra José Antonio Torrejón por los homicidios de Faustina
Aguilar, Sebastián Bascuñán y un forastero464.
También se mantuvieron las competencias ejercidas por los ministros a través del
servicio de juzgados especiales, o del desempeño de determinadas comisiones.
El Juzgado de Provincia continuó desempeñándose por turno entre los colegas,
aunque un decreto fechado el 16 de agosto de 1813 dispuso que se sirviera por
cuatrimestres y no por trimestres como había sido lo habitual, pues ordenó a los
                                                
461 ANRACH. 3.012, pza. 1, Comunicaciones recibidas de la Junta de Gobierno, Congreso Nacional
y otras autoridades, 1811-1814 , Decreto, Santiago, 19-VI-1811.
462 Idem, Decreto, Santiago, 19-XI-1811.
463 Ibidem.
464 ANRACH. 3.005, Causa criminal de oficio contra José Antonio Torrejón por homicidio de
Faustina Aguilar, Sebastián Bascuñán y un forastero , 1814.
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ministros que lo desempeñarán: Turnándose el Juzgado de Provincia entre todos por
cuatrimestres465.
El 14 de junio de 1811 la Junta Gubernativa ordenó al decano del Tribunal de
Apelaciones que designara a los ministros que debían integrar la Real Sala de
Ordenanza. Cuatro días después el decano don Francisco Cisternas comunicaba a la
Junta sus designaciones para que los colegas fueran nombrados por el gobierno:
...En la última, a que se le mandó dar debido cumplimiento, la de 7 de septiembre
de 1779, en que Su Majestad ordena a los Regentes deben concurrir a la Sala de
Ordenanza, por su ministerio supliendo los Decanos sus veces cuando estén
ausentes o impedidos, y que los Virreyes y Presidentes con propuesta o acuerdo
de ellos nombren dos ministros de las Audiencias. En esta virtud, quedando
advertido de la obligación que me corresponde por mi ministerio, y que no
habiendo en el día otros ministros en el Tribunal que los licenciados Don
Lorenzo Villalón y Don Juan de Dios Gacitúa, les propongo a Usía, para que se
digne nombrarlos, y que establecida así la Sala de Ordenanza conforme a la
mente de Su majestad pueda desempeñar sus funciones para el mejor servicio del
Rey y de la patria. Santiago, y junio 18 de 1811466.
La Junta Gubernativa aceptó la proposición realizada, y el 22 de junio de 1811 pasó
el siguiente oficio al decano del Tribunal de Apelaciones:
La Junta conviene en el nombramiento que hace U. para vocales de la Sala de
Ordenanza en los conjueces de este Tribunal, licenciados Lorenzo Villalón y
Juan de Dios Gacitúa, y lo avisa a U. en contestación a su oficio del 18 del
corriente467.
El 29 de julio de 1811 el Congreso determinó los ministros del Tribunal debían
desempeñar las comisiones de las Alzadas de Comercio y Minería, y el Juzgado de
Monasterios, y así lo comunicó al decano por oficio:
El Alto Congreso Nacional del Reino se ha servido determinar que en las
Alzadas de Comercio conozca el Sr. Decano; en las de Minería el Sr. Subdecano,
y que el Juzgado de Monasterios recaiga en el Sr. Ministro Juan de Dios
Gacitúa468.
El 16 de agosto de 1813 la Autoridad Ejecutiva, en acuerdo con el Senado, ratificó lo
dispuesto en la providencia anterior y además confió al ministro más moderno, en
conformidad a las Leyes de Indias, el servicio del Juzgado de Bienes de Difuntos:
El Ministro menos antiguo de este Tribunal debe, conforme a la ley, conocer y
despachar las causas de Bienes de Difuntos y Monasterios; el Decano las
                                                
465 ANRACH. 3.012, pza. 1, Comunicaciones recibidas de la Junta de Gobierno, Congreso Nacional
y otras autoridades, 1811-1814 , Decreto, 16-VIII-1813.
466 Idem, Oficio del decano a la Junta Gubernativa, Santiago, 18-VI-1811.
467 Idem, Oficio de la Junta Gubernativa al decano, Santiago, 22-VI-1811.
468 Idem, Oficio del Congreso Nacional al Tribunal de Justicia y Apelaciones, Santiago, 29-VII-1811.
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Alzadas del Consulado, y las de Minería el Subdecano, turnándose el Juzgado de
Provincia entre todos por cuatrimestres469.
En lo tocante al desempeño de ciertos servicios por vía de comisión en materias
propias de la Real Hacienda y de la Sala de Ordenanza, continuó el Tribunal de
Apelaciones con ellos, aunque con una integración distinta, pues el artículo 10 del
Reglamento provisorio de 1811 disponía que:
Las de Hacienda (causas) tendrán sus Alzadas ordinarias a la Junta de ellas y
Sala de Ordenanza...con la variación que en adelante formarán la Junta de
Hacienda, el Vicepresidente del Congreso, Ministro más antiguo del Tribunal de
Justicia, Contador Mayor, Ministro de Real Hacienda, y Fiscal470.
También existe constancia de haber continuado los ministros del Tribunal de
Apelaciones en el despacho de votos consultivos en materias gubernativas, como podía
comprobarse cuando el 7 de octubre de 1812 el gobierno sometió a voto consultivo la
eventual prohib ición de la yerba mate del Paraguay mediante el siguiente oficio:
Pasa a VS. del Gobierno el adjunto expediente en Voto Consultivo sobre la
prohibición de la Yerba Mate del Paraguay. Dios g. a VS. ms. as. Santiago y
octubre 7 de 1812. Pedro José Xaraquemada471.
Así pues, este Tribunal de Justicia y Apelaciones conservaba en la práctica la misma
amplia competencia de que había estado dotada la Real Audiencia de Santiago.
2.3. Funcionamiento del Tribunal de Justicia y Apelaciones
El Tribunal de Justicia y Apelaciones despachó desde el nombramiento de sus
primeros jueces el 13 de mayo de 1811 hasta octubre de 1814, época en que se produjo
el triunfo de las armas reales y la huida de los insurgentes a Mendoza.
Tal como había ocurrido en algunas ocasiones con la Real Audiencia de Santiago,
hubo momentos en los cuales hubo de recurrirse al nombramiento de conjueces o
acompañados para suplir las faltas por enfermedad u ocupaciones de los titulares.
La primera actuación documentada de este Tribunal data del 29 de mayo de 1811, es
decir, dieciséis días después de haberse nombrado a sus ministros, fecha en la que
consultaban a la Junta Gubernativa sobre la práctica que deberían observar en aquellos
negocios en los que fueren recusados472.
Don Francisco Cisternas, nombrado decano del Tribunal, se hallaba enfermo al
momento de verificarse su provisión, y por tal razón presentó su renuncia ante la Junta
Gubernativa en los primeros días de junio de 1811, la que le fue aceptada el día 18 de
dicho mes:
                                                
469 Idem, Decreto, 16-VIII-1813.
470 Reglamento provisorio para el arreglo de la Autoridad Ejecutiva, 1811, art. 10.
471 ANRACH. 3.012, pza. 1, Comunicaciones recibidas de la Junta de Gobierno, Congreso Nacional
y otras autoridades, 1811-1814 , Oficio, Santiago, 7-X-1812.
472 Idem, Consulta del Tribunal de Justicia y Apelaciones, 29-V-1811.
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En vista de la dimisión que ha hecho a esta Junta el Licenciado Dn. Francisco
Cisternas del cargo de Juez de ese Tribunal, ha puesto con esta fecha el Decreto
del tenor siguiente: Vistos, las certificaciones presentadas que se convencen las
enfermedades del licenciado Francisco Cisternas, se le admite la dimisión del
cargo de juez de Apelaciones y se le dan las gracias por la buena disposición con
que en bien del público se había destinado a contraerse a estos servicios. Avísele
así para su inteligencia y al Tribunal de Apelaciones tomándose razón de este
decreto. Juan Martínez de Rozas473.
Recibido este decreto por el Tribunal, sus ministros hicieron presente a la autoridad
ejecutiva la dificultad en que se encontraban para el despacho de los negocios al quedar
sólo tres jueces en la sala, y para remediarla solicitaban que se proveyera la plaza
vacante:
Ha tenido VS. a bien avisar a este Tribunal por oficio del 18 del presente la
renuncia que hizo del empleo de Decano el Lic. Francisco Cisternas. Ya este
Ministro por sus habituales enfermedades hacía muchos días que no concurría al
despacho y su falta perjudicaba al público en aquellas causas en que por razón
del destino que antes tenían los Ministros se hallan legalmente impedidos...Por
otra parte concurre los muchos Juzgados que están a nuestro cargo, que por tres
solos difícilmente pueden desempeñarse, y cuya consideración tuvo VE. presente
al tiempo de la creación de este Tribunal. Por lo que parece urgentísimo la
provisión de aquella Plaza para el mejor servicio del público y desempeño de las
funciones de nuestro cargo. Santiago, 21 de junio de 1811474.
La Junta no accedió a proveer la vacante y sólo se limitó a designar como conjueces
para los casos de implicancia a los licenciados Pedro José González y José Astorga, y
así lo hizo saber al Tribunal:
Contéstesele al Tribunal de Justicia y Apelaciones, que en caso de implicancia
o si necesidad de Ministros podrá citar a uno de los licenciados Dr. Pedro José
González y Dn. José Astorga, a quienes la Junta nombra en calidad de Conjueces
para el despacho de los negocios que ocurran. Santiago, 23 de junio de 1811475.
Esta providencia alivió escasamente el trabajo de los noveles jueces, quienes el 11 de
septiembre de 1811 exponían a la Junta Gubernativa que: Ha más de tres meses que
falta en este Tribunal una de las Plazas de su asignación476, sin embargo, la vacante no
se proveyó de inmediato, y sólo a principios de octubre siguiente se nombró en calidad
de decano al antiguo regente de la audiencia y provisto consejero de Indias don
Fernando Márquez de la Plata.
A comienzos de 1813 nuevamente vio el Tribunal reducida su plantilla a sólo tres
ministros, pues el subdecano don Francisco Antonio Pérez fue nombrado miembro de la
Junta Gubernativa, y además eran frecuentes las inasistencias del ministro don Juan de
Dios Gacitúa, quien debido a sus achaques no concurría al despacho.
                                                
473 Idem, Decreto, Santiago, 18-VI-1811.
474 Idem, Oficio del Tribunal de Justicia y Apelaciones a la Junta, Santiago, 21-VI-1811.
475 Idem, Decreto, Santiago, 23-VI-1811.
476 ANRACH. 3.012, pza. 2, Borradores Comunicaciones enviadas, 1811-1814, Oficio del Tribunal a
la Junta, Santiago, 11-IX-1811.
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Por estas razones la Junta decidió el 24 de mayo de 1813 retirar a don Juan de Dios
Gacitúa y nombrar en su reemplazo a don Ignacio Godoy:
Deseando el Gobierno la más recta y pronta administración de Justicia y
cerciorado de que en el Tribunal de Apelaciones del Reyno por falta de uno de
sus Ministros y enfermedades de otro no se halla bien servido el Público, a fin de
proveerlo de uno que pueda desempeñar aquel cargo sin gravar el Erario que no
sufra nuevas cargas en las actuales circunstancias. Teniendo presente que Dn.
Juan de Dios Gacitúa por sus enfermedades y edad no se halla en actitud de
aquel pesado servicio, se le retira por ahora de él con la mitad del sueldo de su
dotación hasta que por el Congreso Nacional del Reyno se aclaren si estas Plazas
deben ser temporarias o perpetuas, y que entre en su lugar el licenciado Ignacio
Godoy con la otra mitad, sin detrimento alguno del aumento de sueldo que goza
como asesor del Concepción. Santiago, 24 de mayo de 1813477.
Para suplir la falta de don Francisco Antonio Pérez y Salas el 11 de julio de 1813 el
gobierno en unión del Senado decidió nombrar al asesor del Tribunal de Minería don
Gabriel José Tocornal como ministro interino del Tribunal, y así se lo comunicó al
interesado:
El Gobierno en unión del M.I. Senado ha nombrado en acuerdo de ayer
Ministro interino del Tribunal de Justicia para que subrogue al Excmo. Sr. Dn.
Francisco Antonio Pérez y le está esperando en esta Sala para que venga a
aceptar el cargo, jurarlo y tomar posesión de él. Lo transcribe a US. para su
inteligencia y efectos correspondientes. Dios g. a US. ms. as. Sala del Palacio, 12
de julio de 1813. Francisco Pérez, Infante, Agustín Eyzaguirre478.
En marzo de 1814 el ejército insurgente debió enfrentar a las fuerzas reales dirigidas
por el brigadier don Mariano Osorio, situación ante la cual el director supremo decretó
el cierre de todos los Tribunales el día 7 de dicho mes y así lo comunicó a los ministros:
Santiago, 7 de marzo de 1814. El Director Supremo del Estado ha decretado
hoy lo que sigue:
La peligroso situación de la Patria exige que todo ciudadano se dedique
exclusivamente a la defensa y seguridad de la Patria amenazada. Y para que no
sea distraída con otras atenciones, se cerrarán desde este momento todos los
Tribunales que entienden en juicios entre partes. Transcríbase por Secretaría. De
superior orden lo copio a US. para su cumplimiento. Dios g. a. US. ms. as.
Santiago 7 de marzo de 1814. Mariano Egaña479.
El Tribunal de Apelaciones suspendió de inmediato sus labores y así lo comunicó al
Gobierno por oficio fechado el 8 de marzo de 1814:
A las diez de este día, y estando en el Despacho ordinario de Justicia ha
recibido este Tribunal el oficio de VE. para que suspendiéndose todo
                                                
477 ANRACH. 3.012, pza. 1, Comunicaciones recibidas de la Junta de Gobierno, Congreso Nacional
y otras autoridades, 1811-1814 , Decreto, 24-V-1813.
478 Idem, Oficio, Santiago, 12-VII-1813.
479 Idem, Decreto, Santiago, 7-III-1814.
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conocimiento de asunto entre partes se trate el interesante de la defensa de la
Patria y queda obedecido y cumplido en todas sus partes480.
La clausura de los tribunales se mantuvo hasta el 21 de marzo de 1814, cuando el
gobierno la levantó:
Con esta fecha he decretado lo siguiente: Haviendo cesado los motivos que
obligaron a suspender el despacho de los Tribunales, ofícieseles continúen en sus
funciones desde el día de mañana y fíxense carteles para que llegue a noticia de
todos. Antonio José de Irisarri481.
El 9 de agosto de 1814 don José Miguel Carrera decretó el cese de todos los
ministros del Tribunal de Justicia y Apelaciones, y nombró a sus sucesores, y así lo
comunicó a los colegas por oficio fechado al día siguiente:
Habiendo excedido el término del despacho de este Tribunal los individuos
que lo componen han sido separados en los términos que expresa el decreto el
decreto que se acompaña a VI. Ya pueden retirarse de tan penosa fatiga al
cuidado de sus familias y al incremento de sus intereses, abandonados acaso por
esa ocupación. Lleven en sí el reconocimiento de la Patria y las atenciones del
Gobierno. Dios g. a VS. ms. as. Santiago, agosto 10 de 1814. José Miguel
Carrera482.
El decreto en el cual se nombraba a los sucesores de los ministros removidos era el
siguiente:
Santiago, 9 de agosto de 1814. Excedidos los términos de los regidores
últimamente electos y de los colegas que componen el Tribunal de
Apelaciones...Nombra para las Apelaciones a Dn. Bernardo Vera, Dn. Ignacio
Godoy, Dn. Lorenzo Fuenzalida y Dn. José Vicente Aguirre, que recibiendo el
oficio de su nombramiento y puestos en posesión procederán al despacho de
segunda instancia de las causas contenciosas porque tanto claman los
interesados. Carrera. Uribe. Muñoz483.
De los antiguos jueces sólo continuaba en el desempeño de la magistratura don
Ignacio Godoy. Dos días después de haberse comunicado las designaciones anteriores a
los agraciados con ellas, el doctor Vera y Pintado renunció a la plaza que se le había
conferido, y el gobierno junto con aceptar su renuncia redujo las plazas del Tribunal a
solamente tres ministros, y decretó honrosamente la jubilación del anciano regente don
Fernando Márquez de la Plata:
Santiago 11 de agosto de 1814. Admítesele al ciudadano Dr. Dn. Bernardo
Vera y Pintado la renuncia que hace al nombramiento de colega del Tribunal de
Apelaciones, que se compondrá en adelante de sólo tres individuos. El Sr. Dn.
Fernando Márquez de la Plata, por sus dilatados servicios, queda jubilado con
                                                
480 Idem, Oficio del Tribunal al Director Supremo, Santiago, 8-III-1814.
481 Idem, Decreto, Santiago, 21-III-1814.
482 Idem, Decreto, Santiago, 10-VIII-1814.
483 Boletín de las Leyes y decretos del Gobierno 1810-1814 , Santiago, 1898, Decreto, Santiago, 9-
VIII-1814, pp. 355-356.
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dos mil pesos libres de todo descuento, sea cual fuere su nominación. El Dr.
Vera suplirá la falta de cualquiera de sus colegas. Carrera.- Uribe.- Rodríguez484.
En la misma fecha se había nombrado como fiscal del Tribunal al doctor José Tadeo
Mancheño y como relator titular a don Juan Francisco Meneses, y con tal composición
se mantuvo el Tribunal hasta su disolución en la segunda semana de octubre de 1814,
época en la que los insurgentes abandonaron Santiago debido a los éxitos militares del
ejército restaurador.
2.4. Los ministros del Tribunal de Justicia y Apelaciones
Casi la totalidad de los abogados que ocuparon plazas en este Tribunal de Justicia y
Apelaciones tenían cierta tradición de servicio en la judicatura, precisamente en la
disuelta Real Audiencia de Santiago.
De los cuatro jueces fundadores del Tribunal de Apelaciones en 1811, al menos tres
habían estado vinculados a la Real Audiencia de Santiago.
En efecto, el decano don Francisco Cisternas, había estudiado en la Real Universidad
de San Felipe, había sido individuo de la Real Academia Carolina de Leyes y Práctica
Forense, y había sido recibido como abogado por la Real Audiencia de Santiago Chile en
1770. En 1769 había rematado en 12.300 pesos el título de Chanciller y Registrador de la
Real Audiencia de Chile. Oficio del que le extendió título provisorio el presidente del
reino el 22 de octubre de 1770, y que fue confirmado por real provisión fechada en
Aranjuez el 25 de mayo de 1772. En Santiago fue Asesor General del Juzgado de
Comercio, asesor del cabildo secular entre 1779 y 1788, y alcalde ordinario en 1789 y
1790. Pero lo más trascendente era que el Consejo de Regencia, por real provisión
fechada en Cádiz el 2 de agosto de 1810 le había despachado título de oidor honorario de
la Real Audiencia de Chile, en especial consideración al mérito que había contraído por
haber cedido a la real corona la encomienda de Huasco Alto485.
Don Lorenzo José de Villalón sucedió en 1801 al relator don Francisco de Borja
Orihuela, y se le había despachado título por real cédula fechada en Aranjuez el 13 de
febrero de 1802, conservando su plaza hasta la disolución del tribunal486.
Don Juan de Dios Gacitúa había sido nombrado ministro suplente de la Real
Audiencia de Santiago en 1793, para acudir al despacho por ausencias y enfermedades
de los oidores propietarios.
El juez subdecano don Francisco Pérez y Salas había sido secretario de la Academia
Carolina en 1791487, y dos años después se había desempeñado como fiscal de ella488.
                                                
484 Idem, Decreto, Santiago, 11-VIII-1814.
485 AGI. Chile, 184, 222; FF. pp. 87-96.
486 AGI. Chile, 223, Relatores, títulos desde 1626, RC. Aranjuez, 13-II-1802.
487 ESPINOSA QUIROGA, Hernán, (n. 246).
488 Ibidem.
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Además el sucesor de Cisternas fue el antiguo regente de la Real Audiencia de
Santiago y provisto consejero de Indias don Fernando Márquez de la Plata.
3. Restauración de la Real Audiencia de Santiago de Chile (1815-1817)
La reapertura de la Real Audiencia de Santiago de Chile fue una de las
consecuencias derivadas de la victoria de las armas reales contra los insurgentes en la
ciudad de Rancagua los días 1 y 2 de octubre de 1814, pues después de ella se restauró
el régimen monárquico, bajo las órdenes del gobernador y capitán general don Mariano
Osorio, quien de inmediato comenzó a adoptar las medidas necesarias para restablecer
las antiguas instituciones, disueltas o alteradas por los independentistas.
3.1. Reapertura de la Real Audiencia de Santiago de Chile
El antiguo decano de la audiencia don José de Santiago Concha aun permanecía en el
reino en esa fecha, y el 14 de octubre relataba a la corte cómo habían ocurrido los
sucesos de la restauración desde el día 2 de octubre hasta su entrada en la ciudad cuatro
días después:
Quiso el cielo que en la misma noche llegase noticia de estar el ejército Real
en la orilla del río Cachapoal, a la inmediación de la villa de Rancagua, y al día
siguiente se supo la derrota de los insurgentes y ocupación de dicha villa...Yo en
medio de estos gravísimos conflictos, sustos y amarguras, me mantuve en mi
casa a puerta cerrada hasta el día 3 del presente Octubre, en cuya mañana
presencié desde la ventana acometer seis salteadores todos de cara blanca al
boticario de enfrente don Joaquín Moscardo, a quien pusieron una pistola al
pecho para que entregase cuanto dinero tuviese, como lo verificó...El día 5 por la
mañana tuve noticia haber en la misma entrada a la ciudad una división del
ejército Real, llamada por algunos buenos vecinos, y aunque corta fue bastante
para poner orden y sosegar al pueblo, inmediatamente dispuse mi vuelta a la
ciudad con toda la familia, y aunque en el camino no faltaron los sustos, por las
bandadas de malhechores de que estaban inundados los campos, llegamos
felizmente regocijados desde que entramos por los arrabales, al ver el regocijo de
las gentes, con vivas y multitud de banderas que ya habían puestas en casi todos
los ranchos y casas489.
Dentro de las primeras medidas adoptadas por Osorio para restaurar el orden
monárquico se encontró la de restablecer el tribunal de la Real Audiencia, y como
únicamente permanecía en Chile el viejo decano Santiago Concha hizo llamar al Perú a
sus antiguos colegas expatriados, y así llegó al reino don José Santiago Aldunate y su
colega don Félix Francisco Bazo y Berry, y a ellos se unió don José Antonio Rodríguez
Aldea, provisto oidor interino por decreto del virrey Abascal el 12 de noviembre de
1814.
A pesar de estas providencias el tribunal no se reabrió inmediatamente, pues sus
antiguos ministros debieron vindicar su conducta durante el período de dominación
insurgente, cosa que ya habían hecho al finalizar el mes de febrero de 1815, y por tal
                                                
489 CHICH. IX, Carta del oidor José de Santiago Concha a la corte, Santiago, 13-X-1814, pp. 129-
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razón Osorio decidió que la reapertura de la Real Audiencia de Santiago debía
verificarse el día 15 de marzo de 1815, mas como no había llegado el titular de la
fiscalía comunicó el 14 de marzo al decano que entregara a Rodríguez Aldea los papeles
de la fiscalía, que debía asumir en su carácter de oidor más moderno:
El día de mañana se instala la Real Audiencia que el Gobierno insurgente
había disuelto, y como por las Leyes de Indias y última Real Cédula debe
despachar la fiscalía interinamente el Oidor menos antiguo, quanto como ahora
sucede se halla insuficiente número de Ministros, he dispuesto a consulta del
Tribunal, que U. entregue lo perteneciente a aquel ministerio al Señor Auditor de
Guerra Doctor Don José Antonio Rodríguez, Oidor interino de esa Audiencia.
Santiago, y marzo 14 de 1815490.
La reinstalación del tribunal se realizó con especial gala y fausto según daba cuenta
el propio gobernador y ahora también presidente don Mariano Osorio al día siguiente de
dicho acto:
Después de las graves atenciones de la restauración de un país casto,
trastornado totalmente por su larga revolución; en medio de las más críticas y
peculiares del Ejército Real de mi expedición para sus aprestos y refuerzos
conducentes a la seguridad interior y a la continuación de la guerra traspasando
Los Andes sobre el distrito de Buenos Aires, cuya capital y Gobierno persisten
cada día más obstinados en su rebelión; me ha desvelado juntamente el cuidado y
régimen político de este Re ino en todos sus objetos. El de la administración de
justicia y auxilio de la Policía urbana, uno de los principales de interés y servicio
público, pendía en gran parte de la reposición de la extinguida Real Audiencia,
no sólo por el despacho de las causas de su instituto, sino de los Juzgados y
comisiones anejas a sus Ministros; esta falta había recargado sobre mí el peso de
muchos negocios y recursos embarazosos; reunidos y habilitados por fin los
Oidores propietarios don José de Santiago Concha y don José Santiago Aldunate,
que permanecían aquí, Félix Francisco Baso, restituido desde Lima, y del
Auditor de Guerra de este Ejército don José Antonio Rodríguez interinamente
provisto por el Virrey, dispuse la nueva instalación de este Tribunal verificada
ayer, con particular solemnidad por haberse juntado mi recibimiento público de
ceremonial de los empleos de Superior Gobernador, Capitán General y
Presidente interino e la misma Real Audiencia...
El regocijo de este acto ha sido general en toda la ciudad, y puede decirse que
será memorable en los fastos de Chile este día de triunfo de los buenos vasallos,
y de reconciliación de los prevaricadores desgraciados, de renovación de las
autoridades constituidas y de consolidación de la soberanía de nuestro amado
Señor don Fernando Séptimo en esta parte de sus dominios para su futura
prosperidad491.
En el acto de reapertura, e inmediatamente después de haber prestado juramento
como gobernador, presidente y capitán general, Osorio pronunció estas palabras ante los
ministros del tribunal:
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Señores, la divina providencia nos destina para que hagamos felices a los
fieles habitantes de este desgraciado Reino. Trabajemos sin cesar hasta
conseguirlo. Llevemos por norte de nuestros procederes un solo Dios, una sola
Religión, un solo Rey. Hagamos justicia sin separarnos de las sabias leyes de la
Monarquía, hagámoslo con desinterés y rectitud, no escuchemos otra voz que la
de la razón y equidad. Nuestras costumbres sirvan de modelo para los demás.
Oigamos con la misma igualdad al pobre que al rico, al noble que al plebeyo. Si
así lo hacemos (como espero), habremos llenado nuestros deberes y conseguido
la gloria a que aspiramos492.
Este discurso fue seguido de repetidos “vivas” y palmadas, y tras él se procedió a
cantar un solemne Te Deum en la catedral, al que continuaron diversos actos y festejos:
Los concurrentes aplaudieron con repetidas Vivas, y palmadas este tan sabio
como cristiano discurso, y llenos de alborozo se encaminaron con Su Señoría a la
Santa Iglesia Catedral, en donde esperaba su Cabildo vestido de ceremonia; allí
se descubrió a S.M. u se cantó un solemnísimo Te Deum por el distinguido
beneficio que ha hecho al Reyno, dándole tan digno, amable y virtuoso jefe.
Concluido este acto religioso, volvieron todos a la Plaza Mayor, y
adelantándose sólo Su Señoría al medio del cuadro gritó el alta voz: ¡Viva el
Rey!. Los asistentes repitieron las mismas expresiones y mandando Su Señoría
hacer fuego, empezó la fusilería y artillería alternando una lucida salva que con
el general repique de campanas, y sonido de muchos voladores de fuego
artificial, excitaban el júbilo y entusiasmo que inundaba a todos los vecinos de
Santiago.
Las tropas al retirarse desfilaron con orden y bizarría por ante Su Señoría y
concurrentes, los cuales después de haberle acompañado hasta Palacio, se
retiraron para disponerse a asistir al lucido refresco que tenía dispuesto el M.I.C.
para obsequiar con magnificencia todo el público esta noche 493.
Así pues, el 15 de marzo de 1815 era reinstalada la Real Audiencia de Santiago de
Chile bajo la presidencia interina del gobernador y capitán general don Mariano Osorio,
e integrada por el oidor decano don José de Santiago Concha, el subdecano don José
Santiago Aldunate y Guerrero, su colega don Félix Francisco Bazo y Berry, y el oidor
interino don José Antonio Rodríguez Aldea, que como más moderno hacía las veces de
fiscal.
3.2. Funcionamiento de la Real Audiencia de Santiago de Chile (1815-1817)
La restaurada audiencia funcionó sin mayores inconvenientes hasta el 24 de febrero
de 1817, día en que sus ministros huyeron de la ciudad, debido al triunfo de las tropas
independentistas.
El día 2 de mayo de 1815 prestó juramento como oidor en el tribunal el granadino
don Antonio Caspe y Rodríguez, a quien por real decreto fechado en la Isla de León el 14
de noviembre de 1810 se le había conferido una plaza supernumeraria de oidor en la Real
Audiencia de Santiago, de la cual se le extendió título por real provisión fechada en la Isla
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493 Ibidem.
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de León el 28 de noviembre de 1810. Posteriormente, sobre consulta del 9 de febrero de
1811 se le concedió plaza propietaria de oidor en la Real Audiencia de Santiago, en la que
fue nombrado por real decreto fechado en Cádiz el 19 de febrero de 1811. Por real
provisión fechada en Cádiz el 7 de marzo de 1811 se le despachó título de esta plaza.
Había salido de Cádiz el 17 de abril de 1811 para hacerse cargo de su nuevo destino, a
bordo del navío "Capitán Ephonstone Fleming". Arribó a Valparaíso el 25 de julio del
mismo año e inmediatamente se dirigió al gobierno juntista para que lo recibiera en su
oficio. El Congreso le contestó que la Real Audiencia había sido suprimida y reemplazada
por el Tribunal de Justicia y Apelaciones, que funcionaba con el número completo de
vocales, en razón de lo cual debía esperar alguna vacante. Por esta razón continuó viaje al
Perú y permaneció en Lima hasta 1815, año en que viajó a Chile para ocupar su plaza en
la reinstalada real audiencia, lo que hizo hasta que por real provisión fechada en Madrid el
16 de noviembre de 1815 y despachada a consulta del 9 de septiembre del mismo año, fue
trasladado a servir una plaza de alcalde del crimen en la real audiencia de Lima, la que
asumió a principios de 1817494.
En junio de 1816 abandonó su plaza el oidor don José Santiago Aldunate, para
hacerse cargo de un oficio de oidor en la Real Audiencia de Lima, cuyo título se le
había despachado el 16 de noviembre de 1815.
Cinco meses después asumía un nuevo oidor, el madrileño don Antonio Luis Pereyra,
a quien por real provisión fechada el 6 de febrero de 1816, despachada a consulta del 16
de enero del mismo año, se le había nombrado oidor de la Real Audiencia de Santiago.
Llegó a Valparaíso el 3 de noviembre de 1816 y prestó juramento de su plaza el mismo
mes, manteniéndose en ella hasta 1817.
Había viajado a Chile junto a la expedición del brigadier Mariano Osorio y se
desempeñó como auditor de guerra del ejército, por enfermedad del oidor don Francisco
Valdivieso y Pradas y, dice él mismo: Este útil e importante servicio irritó de tal suerte al
gobierno sedicioso que en odio a su persona, desterró a otro lado de la Cordillera de los
Andes a su mujer y resto de la familia que permanecía en Santiago. Tras la independencia
en Chile, volvió al Perú, donde el 29 de enero de 1819 el virrey escribía al monarca, que
la persona de Pereyra, por sus recomendables circunstancias...y bellas actitudes, méritos
y servicios... era acreedor de toda compasión, y digno de un nuevo destino 495.
Sólo el 7 de diciembre de 1816 pudo jurar el fiscal propietario don José Antonio
Navarrete496, natural de Piura, que había viajado a la península, donde había sido elegido
diputado y secretario de las cortes, y en tal carácter había firmado la Constitución de
1812.
Restablecidas las antiguas plantas de las audiencias indianas fijadas en 1776, por real
decreto fechado en Madrid el 6 de junio de 1815 fue nombrado fiscal del crimen de la
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Real Audiencia de Santiago, despachándosele título por real provisión del 16 de
septiembre del mismo año, plaza que juró el 7 de diciembre de 1816, y en la que se
mantuvo hasta la disolución del tribunal en febrero del año siguiente. Regresó a la
Península, donde fue nombrado, en 1822, oidor de la audiencia de Canarias, de la que fue
ascendido a la de Galicia497.
Quien no pudo asumir fue don Francisco Valdivieso y Pradas, que el 20 de
septiembre de 1814 solicitó una plaza de oidor en Chile, supuesto que había dos vacantes
producto de haberse acordado volver a la planta de 1776. Se accedió a ello sobre consulta
del 27 de septiembre de 1814 y por real decreto del 6 de junio de 1815 fue nombrado
oidor de la Real Audiencia de Santiago, extendiéndosele título por real provisión fechada
en Madrid el 16 de junio del mismo año de 1815.
No llegó a asumir su plaza, porque enfermó y no pudo viajar al reino de Chile con la
expedición de Mariano Osorio, de la que estaba provisto como auditor de guerra por el
virrey Joaquín de la Pezuela. Sobre consulta del 23 de octubre de 1816 se declaró que su
plaza era de las de aumento y por ello estaba exenta del pago de media anata. Después de
la independencia del Perú, fue miembro del Congreso, ministro del Supremo Tribunal de
Justicia y ministro de Estado498.
Tampoco llegó a asumir el oidor don José Álvarez de Acevedo, hijo del antiguo
regente don Tomás Antonio, quien por real decreto del 29 de diciembre de 1809 fue
provisto como supernumerario del mismo tribunal. Se le despachó título en el Alcázar de
Sevilla el 15 de enero de 1810, pero menos pudo despachar en su plaza, por las agitaciones
de la insurgencia. Por real provisión de 4 de abril de 1811 se le despachó título de oidor de
la Audiencia de Buenos Aires, oficio que menos pudo asumir. Finalmente, el 16 de febrero
de 1816 fue nombrado fiscal en lo civil de la Real Audiencia de Charcas, plaza que
tampoco sirvió499.
4. Disolución definitiva de la Real Audiencia de Santiago de Chile (1817)
Al igual que lo ocurrido en 1811 la Real Audiencia de Santiago de Chile no fue
suprimida expresamente por las autoridades republicanas, triunfantes el 12 de febrero de
1817, sino que en esta ocasión dejó de funcionar simplemente porque sus ministros
abandonaron la ciudad en la madrugada del día 13 de febrero de 1817 para dirigirse a
Valparaíso y desde allí embarcarse rumbo al Perú.
Nuevamente al viejo decano don José de Santiago Concha le tocaba vivir un
momento de angustia, que relataba vívidamente en un Manifiesto, que publicó en 1817:
Amaneció el siguiente infausto día 12 de Febrero, y en la mañana se
divulgaron noticias contradictorias, ya de la mayor fuerza de los invasores, ya en
su acometida a las tropas reales, ya del triunfo de éstas y ya el paraje en que se
hallaban.
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Yo y los demás Oidores y muchas otras personas interesadas en la causa del
Rey fuimos con frecuencia a Palacio, y apenas logramos ver al Presidente, que se
mantenía encerrado con algunos jefes militares, y nos manifestó que iban bien
favorables las ocurrencias...
En esta confianza, cuál fue mi sorpresa, amargura y conflicto, cerca de las
oraciones de este triste día en que entró en mi cuarto de estudio el sub-inspector
don Ramón González Barnedo y sólo me dice: “Procure ponerse en salvo, si
puede, porque hemos perdido una acción en Chacabuco que será difícil reparar,
aunque lo estamos procurando”500.
De inmediato el oidor decano se reunió con algunos regidores del cabildo y vecinos
principales, con quienes concurrió a la casa del obispo Rodríguez Zorrilla para decidir
sobre la adopción de medidas urgentes para intentar poner orden en la ciudad y preparar
su defensa, pues a esa hora el gobernador y capitán general don Francisco Casimiro
Marcó del Pont había huido a Valparaíso, pero como vieran que cualquier medida era
estéril, pasada la una de la madrugada don José de Santiago Concha pidió la bendición
al prelado y se retiró a su casa donde agitada y rápidamente cogió algunas de sus
pertenencias y salió dela ciudad junto a su familia rumbo al puerto de Valparaíso, para
así evitar sufrir nuevamente los vejámenes que había padecido en abril de 1811.
Pero en Valparaíso antes de embarcar fue detenido por orden de los republicanos,
quienes le obligaron a permanecer en el país y sólo consiguió en 1820 autorización para
pasar a Lima, aunque definitivamente viajó a Río de Janeyro.
Así dejaba de funcionar definitivamente la Real Audiencia de Santiago de Chile, y
nuevamente era substituida por el ahora restablecido Tribunal de Justicia y Apelaciones
que comenzó a despachar un días después de la huida de los ministros.
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SEGUNDA PARTE
ESTUDIO INSTITUCIONAL DE LA REAL AUDIENCIA DE
SANTIAGO DE CHILE
I. REGULACIÓN JURÍDICA DE LA REAL AUDIENCIA DE SANTIAGO DE
CHILE
La Real Audiencia de Santiago del Reino de Chile, como toda institución indiana,
estaba regida, ordenada y regulada por el derecho indiano.
El derecho indiano se hallaba integrado por tres elementos formativos, a saber, el
derecho municipal indiano, el derecho castellano, y los derechos indígenas en cuanto
eran aceptados. De estos tres elementos, por razones evidentes, sólo los derechos
indígenas no concurrían a la regulación de la audiencia.
El derecho municipal indiano, es decir, el creado para ser aplicado específicamente
en las Indias, en cuanto derecho propio, tenía una aplicación preferente por sobre el
castellano, cuya vigencia era, pues, subsidiaria del referido derecho municipal.
1. El Derecho Municipal Indiano y la Real Audiencia de Santiago de Chile
Como queda dicho, el derecho municipal indiano era aquel creado especialmente
para las Indias y, en cuanto tal, constituía el derecho propio de tales reinos y su
aplicación era preferente al derecho castellano.
Este derecho propio de los reinos de las Indias, en cuanto a sus fuentes de creación
podía ser de origen real o emanado de instituciones territoriales y subordinadas
radicadas en América, o del propio pueblo indiano.
El derecho municipal indiano de origen real era creado por el rey y el Consejo de
Indias, y se manifestaba primordialmente a través de una serie de mandatos de
gobernación, especialmente reales provisiones y reales cédulas, a las que se sumaban las
leyes propiamente tales, a saber pragmáticas y ordenamientos, aunque estas últimas por
la naturaleza institucional de los reinos de las Indias fueron muy escasas. Desde
principios del siglo XVIII cobraron importancia igualmente los reales decretos y los
reales órdenes, propios de la administración centrada en las secretarías y ministerios.
Dentro del cúmulo de fuentes del derecho municipal indiano de origen real un
número significativo de ellas se destinaba a regular las reales audiencias indianas con
carácter general, y otras, con carácter particular, se referían específicamente a la Real
Audiencia de Santiago de Chile.
El derecho municipal indiano de origen real dictado particularmente para la Real
Audiencia de Santiago del reino de Chile estaba formado básicamente por sus
Ordenanzas, contenidas en real provisión fechada en Madrid el 17 de febrero de 1609, y
por diversas reales cédulas y demás mandatos de gobernación dirigidas particularmente
al tribunal.
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De su lado, el derecho municipal indiano de origen real dictado para la generalidad
de las audiencias de Indias se había recogido en diversos títulos de la Recopilación de
Indias de 1680, particularmente de su libro segundo, y en una serie de disposiciones
reales extravagantes, principalmente posteriores a la citada Recopilación.
1.1. Derecho Municipal Indiano Real
El derecho municipal indiano de creación real estaba constituido básicamente por
una serie de mandatos de gobernación, especialmente reales provisiones y reales
cédulas, despachadas todas ellas sobre consulta del Consejo de Indias, y que
representaban la casi totalidad de las manifestaciones de este derecho.
Se agregaban a las diversas especies de mandatos de gobernación las leyes
propiamente tales, que lo eran en Castilla desde la Baja Edad Media, las pragmáticas y
los ordenamientos. Aunque las primeras fueron escasas, siempre fueron más que los
segundos, pues en los reinos de las Indias no había cortes, aunque algunas de las
castellanas se ocuparon en ciertos temas indianos.
Con la aparición y organización de la administración en el siglo XVIII dependiente
de las secretarías y ministerios adquirieron importancia igualmente los reales decretos y
los reales órdenes.
De toda esta variedad de disposiciones reales expedidas para las Indias, una serie de
ellas se dirigían particular y específicamente a regular la Real Audiencia de Santiago de
Chile y, en cuanto tal, formaban el derecho municipal indiano de origen real particular
del tribunal.
Otro cantidad importante de leyes y mandatos de gobernación estaban destinados a
ordenar y reglar a las audiencias americanas en general y, por ello, formaban el derecho
municipal indiano real general en esta materia.
1.1.1. Derecho Municipal Indiano Real Particular
El derecho real indiano dictado especial y expresamente para reglamentar y
estructurar la organización de la Real Audiencia de Santiago del reino de Chile estaba
constituido básicamente por sus Ordenanzas, contenidas en real provisión despachada
en Madrid el 17 de febrero de 1609, y por diversas otras disposiciones reales que se
ocuparon a lo largo de toda su historia en tratar de aspectos específicos de su
organización y funcionamiento.
1.1.1.1. Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago del Reino de Chile
Las Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile se despacharon por real provisión
fechada en Madrid el 17 de febrero de 1609501.
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Las Ordenanzas fueron leídas y juradas guardar por el presidente, oidores y demás
ministros subalternos el día 31 de diciembre de 1609, después de que se las hubo
revisado y cotejado con otros textos502.
1.1.1.1.1. Texto de las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile
Estas Ordenanzas, por su estructura y contenido, pertenecían a la gran familia de las
Nuevas de 1563 y, concretamente, se habían elaborado sobre la base de la versión
despachada para Manila en 1596, que había introducido algunas novedades al texto de
1563.
Las Ordenanzas de Santiago conforme a su texto conservado en el libro registro
cedulario del Consejo de Indias constaban de 329 ordenanzas más un capítulo final, esto
es, numéricamente cinco menos que las de Manila.
A pesar de lo anterior, la versión conservada en el Libro cedulario del Tribunal sólo
contaba con 324 capítulos503, al igual que la copia del Archivo del Arzobispado de
Santiago, editada por el presbítero Lizana, pero en otra copia conservada en el Libro de
Ordenanzas y Autos Acordados del tribunal eran 326 los capítulos504, por error de
numeración algunos (Ver ord. 52, 144, 200, 210, 290), o por haber seguido esta copia
más fielmente la versión Filipina, y la copia de los Manuscritos de José Toribio Medina
tenía sólo 323 capítulos.
Finalmente, el traslado de las Ordenanzas que recibió en tribunal tampoco coincidía
exactamente con el texto anotado en el libro registro de oficio del Consejo, entre otras
razones porque, inmediatamente de recibidas, por acuerdo de la Real Audiencia, y a
instancias del oidor fundador don Luis Merlo de la Fuente, celebrado el mismo día 31
de diciembre de 1609, fue comisionado el mismo oidor y sus colegas don Juan de Caxal
y don Gabriel de Zelada para que revisaran el texto de las Ordenanzas recibidas, pues
en ellas parecían advertirse ciertos errores del pendolista, de tal manera que los salvaran
confrontándolas con las de las audiencia de Lima, la de Charcas, y las antiguas de
Concepción:
En la ciudad de Santiago del Reyno de Chile, en treynta y un dias del mes de
diciembre de mil y seiscientos y nueve años. El Sr. Dn. Luis Merlo de la Fuente,
Oydor mas antiguo y fundador de la Real Audiencia de dicha ciudad. Haviendo
visto las Ordenanzas que al presente mando enviar S.M. a la dicha Real
Audiencia, y pareciendole que habia algunas palabras defectuosas y
considerando que se han de leer el primer dia de Audiencia conforme al estilo de
las Chancillerias, y que tambien se han de dar traslados de ellas a los Oydores y
demas oficiales; y para que se den con la mayor puridad que al verdadero sentido
de las dichas Ordenanzas conviene. Hordeno que los Señores Oydores Juan de
Caxal y Gabriel de Zelada con su merced, juntos en acuerdo confiriesen como
confirieron las dichas nuevas Reales Ordenanzas, con las que cada uno de los
dichos Señores tenía, que son el dicho Sr. Dr. Merlo las de la Chancilleria de Los
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Reyes; el dicho Sr. Juan Caxal las antiguas de la Real Audiencia que hubo en
este Reyno, y el Sr. Gabriel de Zelada, las de las Charcas...505.
El resultado de este cotejo fue la enmienda de letras o palabras en 13 capítulos; la
eliminación de letras o palabras en 10 capítulos; y la inclusión entre renglones de ciertas
palabras en 3 capítulos, tras lo cual ordenaron que se asentara al pie de las Ordenanzas
dicho auto y declaración:
Y leydas todas de Verbo ad Verbum y conferidas unas con otras enmendaron
y textaron y pucieron entre Renglones, las letras y partes siguientes: Enmendado
= en la ord. 15 Publicacion. En la 28 inhivir vicitas = y 37 Cuñados = 84 hiciere
= 87 della = 130 tiras = 139 s = 141 y dellos = 178 fiscales = 231 Relacion = 232
impericia = 233 con = 257 y. Testado. En la 24 usso. En la 26 n. En 28 nn. 30
eren. 42 ss. 49 ss. 6 y. 77 guar. 139 ce. En 280 y en su defecto qualquier otro.
309 y. Entre renglones: no en la ordenanza 95 y en la 197 de los, y en la 310 los.
Y para que de todo ello conste, mandaron poner al pie de las dichas Ordenanzas
este Auto y declaracion y lo firmaron506.
Así pues, aunque estas Ordenanzas se habían elaborado sobre la base de las
despachadas para Manila en 1596, fueron cotejadas con distintas versiones de las
Nuevas de 1563.
1.1.1.1.2. Fuentes de las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile
Las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago, pertenecían a la gran familia de
las Nuevas de 1563 y, concretamente, se habían elaborado sobre la base de la versión
despachada para Manila en 1596, que había introducido algunas novedades al texto de
1563, en consecuencia sus fuentes son semejantes a las del tribunal filipino 507.
El texto de las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile conforme al
libro registro conservado en el Archivo de Indias constaba de 329 capítulos, más uno
final, vale decir, cinco menos que el de Filipinas de 1596.
Esta diferencia numérica se debía a diversas razones, pues las Ordenanzas de
Santiago contaban con tres disposiciones menos que el texto de Manila, y en ellas
además se refundían o dividían algunos de sus capítulos.
a) Eliminación de ordenanzas: en el texto de las Ordenanzas de Santiago conservado
en el libro registro del Consejo, se habían eliminado los originarios capítulos 27, 168 y
200 de la versión de Manila de 1596.
La supresión de la ordenanza 27 de las de Filipinas resultaba lógica, pues ella
mandaba: Que el mi presidente e oydores no puedan dar licençia para passar a las
provinçias del Peru.
La 168 tocante al deber del escribano de cámara de dar traslado al fiscal de las penas
y el memorial de procesos fiscales semanalmente, no aparecía en el libro registro
                                                
505 ANRACH. 3.137, Acuerdo, Santiago, 31-XII-1609, fs. 51 vta.
506 Idem, fs. 51 vta. - 52.
507 MURO ROMERO, Fernando, “Las Ordenanzas de 1596 para la Audiencia de Filipinas”, en AEA.
XXX, Sevilla, 1973, pp. 629-677.
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cedulario del Consejo, pero sí en el traslado de la audiencia y en el del Archivo del
Arzobispado.
El capítulo 200 era el que mandaba al relator que dijera en las relaciones las penas
con que las partes eran recibidas a prueba, pero igual que en el caso anterior sí se
encontraba en el traslado de la audiencia y en el del Archivo del Arzobispado.
b) Refundición de ordenanzas: la versión chilena había refundido las siguientes
cuatro originarias ordenanzas filipinas: i) la 5 y 6 tocante a la jurisdicción y voto del
presidente no letrado pasaban a ser el número 5 con dos partes; ii) la 8 y 9 relativas a la
conservación del patronato se convertía en el número 7 con dos partes; iii) la 144 y 145
referidas a los derechos de los escribanos de cámara se convertían en la 142 distribuida
en dos partes y; iv) la 152 y 153 que trataban del deber de los escribanos de cámara de
hacer ciertas relaciones, eran ahora la ordenanza 149 en dos partes.
c) División de ordenanzas: se había dividido el capítulo 20 relativo a alzamiento de
destierros y cartas de espera y a apelaciones de juicios de residencia, pues ahora se
convertía en el número 18 para los primeros asuntos y en el 19 para los segundos.
La diferencias de contenido en relación al texto fuente de 1596, salvo la ordenanza
segunda diferente lógicamente por cuanto señalaba el distrito del tribunal, eran las
siguientes:
i) Ordenanza 3, que nombraba al gobernador y capitán general como presidente de la
audiencia, sólo contenía la leve innovación de agregar como frase final y a el que le
subcediere.
ii) Ordenanza 5, ahora 5, 1ª parte, agregaba que al gobernador, en cuanto capitán
general le tocaba el conocimiento de las causas de los soldados, no sólo criminales, sino
también las civiles, tanto en primera instancia, cuanto en segunda.
Además contenían su actualización al hacer referencia a la real cédula del 2 de
diciembre de 1608, que regulaba dicho conocimiento, al intercalar la frase: En
conformidad de lo proveido y ordenado por cedula nuestra fecha el 2 de diciembre de
este presente año de mil y seiscientos ocho y guardando su tenor y forma.
Dicha real cédula, pues pasaba a ser una nueva fuente de las Ordenanzas, y
significaba una de las escasas actualizaciones respecto del texto de Manila. Ella fue
además recopilada, y conforme a su texto declaraba que los gobernadores: Como
capitanes generales conozcan de todos los pleytos, delitos y causas de la gente de
guerra de sus Ciudades, Islas y Provincias, siendo reos, y asimismo de todos los que
tocaren a los Alcaydes y castellanos, Capitanes, Sargentos Mayores, Oficiales,
Capitanes de artilleria y Artilleros y gente de guerra, que en las dichas ciudades y
puertos están a sueldo508.
iii) Ordenanza 43, ahora 41, relativa a la sucesión en el gobierno por falta del
gobernador, es modificada por entero, pues la de Filipinas confiaba el mando a la misma
audiencia, haciendo el oficio de presidente y capitán general el oidor más antiguo, en
                                                
508 Recopilación de Indias, 3.11.4.
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cambio la de Chile la adecuaba a la real cédula del 25 de enero de 1609, que lo confiaba
a la persona designada en el "pliego de mortaja" dejado por el antecesor.
Es decir, aquí se está en presencia de un segundo caso en el cual hay una nueva
fuente para las Ordenanzas santiaguinas, respecto de las de Manila, fruto de una
actualización y adecuación a la regulación particular del reino de Chile.
Al igual que lo ocurrido en el caso de la cédula anterior, ella fue recopilada en 1680,
junto a otra fechada el 7 de mayo de 1635, y conforme a su tenor prescribía que: El
Virey tenga hecho nombramiento de dos, o mas personas, para que si llegare el caso de
morir el Gobernador, suceda la primera, y así las demás , por la graduacion de sus
nombramientos, y sirva en el ínterin que el Virey envia persona que gobierne, hasta que
nos los proveamos en propiedad509.
iv) Ordenanza 52, ahora 50, tocante a la facultad de la audiencia para conceder
licencias a los pueblos o particulares para hacer repartimientos, respecto de la cual se
eliminaba la frase final: Y no para otra cossa alguna. La qual licençia, en los cassos
arriba dichos, se les de no teniendo propios los tales pueblos.
v) Ordenanza 61, ahora 59, la alteración de este capítulo se debía a que se substituía
la remisión a la audiencia de Méjico por la de Lima, a propósito de los derechos del
escribano de cámara, y por igual razón se eliminaba en el capítulo 166, ahora 162, la
frase final: Y que este aranzel sea el mismo que tienen los escrivanos de camara de la
audiençia de Mexico.
vi) Ordenanza 89, ahora, 87, en ella, con una finalidad similar a la anterior, a
propósito del fiscal se suprimía la frase final: Y guardándosele en esto de la apelacion y
en todo lo demas perteneciente a su oficio lo que esta ordenado y se guarda al fiscal de
Mexico, que es lo mismo que se guarda con los fiscales de mis Consejos y Audiencias
de Valladolid y Granada.
vii) Ordenanza 67, ahora 65, que mandaba al tribunal remitir las cuentas fenecidas al
Consejo de Indias, era alterada al prescribirse que ellas debían ser enviadas al Tribunal
de Cuentas de Lima.
1.1.1.1.3. Estructura y contenido de las Ordenanzas
Las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile, al igual que su fuente
filipina de 1596, estaban estructuradas en 22 títulos, con las variantes numéricas de
capítulos y de contenido que quedan reseñadas.
La organización de los capítulos en 22 títulos no era original del texto de Manila de
1596, sino que procedía de las Ordenanzas promulgadas en Monzón el 4 de octubre de
1563 para las audiencias de Charcas, Quito y Panamá.
Los 22 títulos con el número de capítulos que los formaban eran los siguientes:
Casa de Audiencia (Ords. 1-2)
                                                
509 Recopilación de Indias, 3.16.3.
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Jurisdicion de presidente y oidores en causas ceviles y criminales (Ords. 3-
42)
Cossas de gobierno (Ords. 43-59)
Pleitos eclesiasticos (Ords. 60-63)
Hacienda Real y Oficiales de ella (Ords. 64-73)
Penas de Camara (Ords. 74-75)
Bienes de difuntos (Ord. 76)
Indios y cosas tocantes a ellos (Ords. 77-85)
Fiscal (Ords. 86-94)
Alguacil maior y sus tinientes (Ords. 95-117)
Escrivanos del Audiencia (Ords. 118-183)
Relatores (Ords. 184-216)
Repartidor (Ord. 217)
Tasador (Ords. 218-219)
Abogados (Ords. 220-245)
Procuradores (Ords. 246-265)
Receptores (Ords. 266-295)
Porteros (Ords. 296-299)
Carceleros (Ords. 300-312)
Interpretes del Audiencia (Ords. 313-324)
Aranzel (Ords. 325-326)
Archivos (Ords. 327-329)
Ordenanza final.
1.1.1.1.4. Lectura de las Ordenanzas
Las Ordenanzas debían leerse públicamente el primer día de audiencia, vale decir, el
7 de enero de cada año, en presencia del tribunal y de todos los oficiales subalternos.
Este deber había sido introducido en las Ordenanzas de la Audiencia de Méjico de
1530, cuyo capítulo 50 decía: Ordenamos y mandamos, que estas nuestras ordenanças
sean leydas el primer dia de audiencia de cada un año publicamente presentes los
dichos nuestro Presidente y oydores y oficiales de la Audiencia, a los quales mandamos
que aquel dia todos se hallen presentes, so las penas quel dicho nuestro Presidente les
pusiere510.
Este capítulo no fue recogido en las Ordenanzas nuevas de 1563 y, por consiguiente,
tampoco en las de Manila de 1596, en razón de lo cual no aparecía en el texto de las
                                                
510 Ordenanzas de la Audiencia y Chancillería Real de Méjico, 1528, ord, 50, en SÁNCHEZ-
ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 99.
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Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile, aunque luego fue incluido en la
Recopilación de Indias, con expresa indicación de su fuente mejicana 511.
Sin perjuicio de lo anterior, la Real Audiencia de Santiago de Chile fijó desde su
establecimiento el deber de dar lectura a sus Ordenanzas el primer día de audiencia
siguiendo la práctica y estilo de las audiencias y chancillerías reales de Valladolid y
Granada, tal como lo señalaba el Real Acuerdo el mismo día en que fueron juradas:
Considerando que se han de leer el primer dia de Audiencia conforme al estilo de las
Chancillerias512.
A pesar de esta disposición, algunos subalternos solían no acudir a la dicha lectura,
en razón de lo cual la audiencia dictó diversos autos acordados para conminarles al
cumplimiento de este deber, y muy particularmente a los abogados.
En efecto, por auto acordado fechado 16 de diciembre de 1730, se ordenó notificar a
los abogados que concurrieran a la lectura, so pena de 25 pesos:
En la ciudad de Santiago de Chile, en dieciséis dias del mes de diciembre de
mil setescientos y treinta años. los Señores Presidente y Oydores desta Real
Audiencia, Dr. Dn. Francisco Sanchez de la Barreda y Vera, y Lic. Juan del
Corral Calvo de la Torre, del Consejo de S.M., estando en el Real Acuerdo de
Justicia digeron que por quanto se ha notado que los abogados desta Real
Audiencia no asisten a las visitas generales de carzel, ni los dias siete de enero a
oir las Ordenanzas, debian de mandar y mandaron se notifique a los susodichos
concurrir los dias expresados a esta Real Audiencia, pena de veinte y cinco pesos
aplicados en la forma ordinaria, y asi lo proveyeron e acordaron y señalaron los
dichos Señores513.
Veintiún años después, debía la audiencia proveer nuevo auto sobre la misma
materia, supuesto que ningún abogado había concurrido a la lectura, y por ello les
imponía una pena de cuatro pesos:
En atencion a que todos los años se leen en esta Real Audiencia las Reales
Ordenanzas, a que deben concurrir los abogados y demas Ministros, para la
puntual observacion de lo que en ellas se manda; y no haver concurrido ningun
abogado, ni menos averse escusado, se les condena a cada uno de ellos en cuatro
pesos aplicados en la forma ordinaria, los que entregaran al Receptor de Penas de
Camara514.
1.1.1.1.5. Modificaciones a las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago
Desde que fueron despachadas las Ordenanzas de la audiencia en 1609, hasta la
disolución del tribunal en 1817, algunos de sus capítulos sufrieron modificaciones,
                                                
511 Recopilación de Indias, 2.15.182, Mandamos que el dia primero de Audiencia de cada año,
hallándose públicamente presentes nuestros Presidente, Oidores y Oficiales, se lean las Ordenanzas que
les pertenecen, y los Presidentes impongan a los que no asistieren las penas que les pareciere.
512 ANRACH. 3.137, Real Acuerdo, Santiago, 31-XII-1609, fs. 51 vta.
513 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado, Santiago,
16-XII-1730, fs. 76.
514 Idem, Auto acordado, Santiago, 7-I-1751, fs. 75.
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algunas de ellas introducidas por reales cédulas particulares, otras por la Recopilación
de Indias, y otras, en fin, por las reformas del siglo XVIII.
El capítulo segundo, que fijaba el distrito del tribunal fue precisado por la
Recopilación de Indias, pues mientras las Ordenanzas únicamente se limitaban a
señalar: Queremos y es nuestra voluntad que la dicha Audiencia tenga por su distrito
todas las ciudades, villas y lugares y tierras que se incluye en el govierno de las
Provincias de Chile, asi lo que agora esta pacifico y poblado , como lo de aqui adelante
se redujere, pacificare y poblare515, la ley recopilada señalaba: Tenga por distrito todo
el dicho Reyno de Chile, con las Ciudades, Villas, Lugares y tierras que se incluyen en
el gobierno de aquellas Provincias, así lo que ahora está pacífico y poblado, como lo
que se reduxere, poblare y pacificare dentro y fuera del Estrecho de Magallanes y la
tierra adentro, hasta la Provincia de Cuyo inclusive516.
Finalmente, al volver a plantarse audiencia en Buenos Aires, la real cédula de 25 de
julio de 1782 que la creó y fijó su distrito517, incluyó dentro de él a la provincia de
Cuyo, que hasta el momento pertenecía al distrito de la Real Audiencia de Santiago de
Chile518.
El capítulo 76, que mandaba designar anualmente a un oidor como Juez de Bienes de
Difuntos519, fue modificado por real cédula dirigida al tribunal el 15 de abril de 1626 que
elevó dicho término a dos años, pues ordenó: Que los Oydores nombrados anualmente
por Jueces de Bienes de Difuntos lo sean de ahora en adelante por dos años520.
La ampliación del tiempo de la comisión del oidor como Juez de Bienes de Difuntos
a dos años se había declarado por real cédula fechada en Madrid el 15 de diciembre de
1609, luego recopilada521.
1.1.1.2. Legislación real y mandatos de gobernación
Desde la misma creación de la Real Audiencia de Santiago comenzaron a
despachársele multitud de reales cédulas y de diversas disposiciones reales, motivadas
por situaciones concretas y propias de su organización y funcionamiento, que
constituyeron a lo largo de toda su historia su derecho peculiar, las más de las veces
complementario de sus Ordenanzas, y otras modificador de ellas.
                                                
515 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , ord. 2, fs. 2 vta.
516 Recopilación de Indias, 2.15.12.
517 ANRACH. 2.923, pza. 16 a, Expediente sobre la apertura de la Real Audiencia de Buenos Aires,
fs. 206-210.
518 LEVENE, Ricardo, Historia del Derecho Argentino, III, Buenos Aires, 1946, pp. 396-397.
519 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , ord. 76, ...Y mando que para la
dicha cobranza de los bienes de difuntos, la dicha Audiencia nombre en cada un año un oydor, que sea
juez de la tal cobranza, y pueda conocer de ello como si toda la Audiencia conociese.
520 ANRACH. 3.136, RC. 15-IV-1626, fs. 213vta.-214.
521 Recopilación de Indias, 2.32.1, Otrosí mandamos que la jurisdicción del Oidor Juez de bienes de
difuntos dure por tiempo de dos años, y pasados, nombre el Virey, o Presidente otro en su lugar, con las
mismas calidades, y con que por esta ocupacion no lleve salario, ni ayuda de costa.
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Este derecho municipal indiano particular integrado por disposiciones reales
extravagantes diririgidas especialmente a la Real Audiencia de Santiago, jamás fue
reunido en un único texto o cuerpo fijador, en razón de lo cual básicamente se conserva
en los libros registros de oficio del Consejo de Indias, y en los originales enviados al
tribunal, agrupados en sus libros cedularios.
Sin perjuicio de lo anterior algunos de los ministros de la misma audiencia formaron
sus propios cedularios particulares, o extractos de reales disposiciones, para su uso
personal.
1.1.1.2.1. Cedularios y libros del Consejo de Indias
En el archivo del Consejo de Indias quedaban registradas todas las disposiciones
reales dirigidas a la Real Audiencia de Santiago, que hoy se custodian en el Archivo
General de Indias522.
Los principales libros del Consejo en los cuales se registraban estas disposiciones
reales eran los Registros de Oficio, donde se copiaban las reales cédulas, reales
provisiones, cartas acordadas, capitulaciones, instrucciones, y demás fuentes jurídicas,
que se conservan desde el año 1573 en adelante, es decir, desde algunos textos dirigidos
a la Real Audiencia de Concepción en adelante523.
Revisten interés igualmente algunos libros de decretos524, y otros de despachos525, en
los que se recogen muchas disposiciones particulares, especialmente relativas a los
ministros y subalternos del tribunal.
1.1.1.2.2. Cedularios de la Real Audiencia de Santiago
La Real Audiencia de Santiago de Chile desde el día de su instalación comenzó a
formar sus libros copiadores de cédulas y disposiciones reales, comenzando con el que
contenía sus documentos fundacionales, a saber, Reales rdenanzas, títulos de sus
presidentes, oidores, fiscales, y algunos subalternos, más algunos otros textos tocantes
especialmente a sus ministros. Este libro, como todos los demás, se guardaba en el
archivo del tribunal, aunque a finales del siglo XVIII estaba perdido, y fue encontrado y
                                                
522 MURO OREJÓN, Antonio, “Los cedularios chilenos”, en RCHHD. 6, Santiago, 1969, pp. 212-
216.
523 AGI. Chile, Libro registro de oficio 1573-1652 ; AGI. Chile, 167, Libro registro de oficio 1652-
1694; AGI. Chile, 168, Libro registro de oficio 1693-1710 ; AGI. Chile, 169, Libro registro de oficio
1710-1717.
524 AGI. Chile, 3, Decretos originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de 1621
al 1699 ; AGI. Chile, 70, Decretos originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de
1689 al 1756 .
525 AGI. Chile, 75, Despachos, 1604-1706 ; AGI. Chile, 76, Despachos, 1707-1712 ; AGI. Chile, 77,
Despachos, 1713-1717; AGI. Chile, 78, Despachos, 1718-1723; AGI. Chile, 79, Despachos, 1724-1732;
AGI. Chile, 80, Despachos, 1733-1740; AGI. Chile, 81, Despachos, 1741-1750.
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puesto en nueva forma en 1794 por orden y a costa del oidor decano don Francisco
Tadeo Díez de Medina y Vidanges526.
Además de este libro cedulario de la fundación, se fueron progresivamente formando
otros en orden cronológico a medida que llegaban las reales disposiciones al tribunal.
Estos cedularios en abril de 1723, según certificación del escribano de cámara don
Miguel Cuadros, comprendían: Seis libros de cedulas, de folio entero, numerados desde
el nº 1 hasta el Quinto, y el sesto se va formando527, y en 1777 declaraban los ministros
del tribunal que se conservaban en los archivos del tribunal nueve tomos de cédulas y el
décimo estaba próximo a encuadernarse: Se conservan nueve tomos de Reales Zedulas y
proximo a encuadernarse el decimo de las novisimas528.
Se confeccionaron también algunos libros, o índices de reales cédulas y demás
disposiciones reales, tales como los que recogían las dictadas entre 1613 y 1658529;
entre 1756 y 1806530; y entre 1811 y 1813531.
Igualmente se elaboraron algunos cedularios sobre materias específicas, tal como el
que reunía las tocantes al Juzgado Mayor de Bienes de Difuntos, mandado hacer en
1791 por orden del oidor don Luis de Urriola y Echevers, que reunía 16 disposiciones
sobre este juzgado532.
1.1.1.2.3. Cedularios privados
Algunos ministros de la propia Real Audiencia de Santiago formaron sus colecciones
de cédulas y restantes reales disposiciones para su uso privado, bien transcribiéndolas
íntegramente, bien resumiéndolas.
En el siglo XVII el primer ministro que elaboró para su uso privado una colección de
cédulas fue el fiscal y luego oidor don Pedro Machado de Chávez, obra que se
desconoce y de cuya existencia noticio ahora, pues sobre la base de ella se redactó y
cotejó el libro cedulario de la Real Audiencia de Santiago, como puede observarse por
                                                
526 ANRACH. 3.136, Tomo Primero. Copiador de Cedulas Reales en la fundacion y principio de la
Audiencia y Chancilleria Real de este Reyno, con varios, y esenciales documentos, algunos originales,
perdido y hallado a solicitud de el Sr. Decano Dn. Francisco Tadeo Diez de Medina, Santiago, 1-III-
1794.
527 ANCG. 692, Razon de todos los papeles de que consta el Archivo de la Real Audiencia, que esta
en dos escaparates en la ante capilla de dicha Real Audiencia, Santiago, 21-IV-1728, fs. 195-201.
528 MM. 196, Carta de la Real Audiencia de Santiago al Rey, Santiago, 28-V-1778, fs. 267.
529 ANRACH. 3.114, Indice de Reales cedulas desde 1613 a 1658.
530 ANRACH. 3.132, Indice de Reales Cedulas desde, 1756 a 1806 .
531 ANRACH. 3.113, Reales Cedulas desde 1811 a 1813 .
532 ANRACH. 663, pza. 1, Indice de las Reales Cedulas pertenecientes al Juzgado Mayor de Bienes
de Difuntos, que se hace de orden verbal del Sr. Dn. Luis de Urriola, del Consejo de S. M., Oydor y
Alcalde de Corte de esta Real Audiencia, para pasarlo al Sr. Dn. Juan Rodriguez Ballesteros, del mismo
Consejo, Juez General de dicho Juzgado Mayor de Bienes de Difuntos, 21-III-1791, fs. 1-58 vta.
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diversas anotaciones marginales que señalan que la cédula transcrita se halla: En el
Libro del Sr. Oydor Machado533.
Del siglo XVIII conozco la existencia de dos colecciones de cédulas, ambas
extractadas.
La primera de ellas fue obra del oidor y luego regente don José de Rezaval y Ugarte
Compendio alfabetico de varias Reales cedulas y Ordenes expedidas para el Govierno
de America, que no se hallan inclusas en la Recopilacion de Indias, formado para su
uso privado por el Sr. Dn. Jose de Rezaval y Ugarte, Regente de la Real Audiencia de
Chile534.
Esta obra, al parecer, la comenzó a elaborar en Chile mientras fue oidor, y luego la
continuó hasta su muerte ocurrida como regente del mismo tribunal en 1800, y en ella
se recogían extractadas algo más de dos mil reales disposiciones.
Otro cedulario, cuyo autor desconozco, se conserva en el Fondo Antiguo del Archivo
Nacional y, aunque su estructura no es alfabética, es de mayor entidad que el de
Rezaval, pues reúne extractos de 467 disposiciones reales, cuyos resúmenes son más
extensos, y en ocasiones se transcribe íntegro el texto, y abarca cédulas desde 1658 a
1778535.
1.1.2. Derecho Municipal Indiano Real General
Una gran cantidad del derecho municipal indiano de origen real estaba dirigido a la
generalidad de las audiencias de Indias, y se refería a aspectos tales como: organización
del tribunal, competencia y jurisdicción, honores y preeminencias, procedimientos, etc.
Gran parte de estas disposiciones reales que contenían declaraciones aplicables a
todas las audiencias de Ultramar se había recogido en diversos títulos de la
Recopilación de Indias de 1680, particularmente de su libro segundo, que así pasó a
constituirse en el texto jurídico de vigencia general para los tribunales reales de las
Indias.
Con posterioridad a la Recopilación continuó la creación de derecho real para
América, y así se produjo un sinnúmero de nuevas disposiciones reales tocantes a las
audiencias ultramarinas, que constituyeron su legislación general extravagante, pues no
fue fijada en ningún cuerpo oficial, aunque sí fue recogida en algunas obras de carácter
privado.
1.1.2.1. Recopilación de Indias de 1680
La Recopilación de Indias de 1680, en cuanto cuerpo fijador del derecho municipal
indiano de origen real recogió una gran cantidad de disposiciones relativas a las
                                                
533 ANRACH. 3.136, fs. 97, 98 vta.
534 ANRACH. 3.209, Compendio alfabetico de varias Reales cedulas y Ordenes expedidas para el
Govierno de America, que no se hallan inclusas en la Recopilacion de Indias, formado para su uso
privado por el Sr. Dn. Jose de Rezaval y Ugarte, Regente de la Real Audiencia de Chile.
535 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas cédulas de esta Real Audiencia desde 1658 hasta 1778, fs.
25-105.
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audiencias americanas, agrupadas preferentemente en diversos títulos del libro II, que
ascendían a 839 leyes.
El título 15 de dicho libro contenía 133 leyes bajo la rúbrica de: De las Audiencias y
Chancillerías Reales de las Indias; los tres restantes se ocupaban de los oficios togados
de ellas, a saber, el 16, con 148 leyes De los Presidentes y Oidores de las Audiencias y
Chancillerías Reales de las Indias; el 17, con 39 leyes De los Alcaldes del Crimen de
las Audiencias de Lima y México; y el 18, con 48 leyes , De los Fiscales de las
Audiencias y Chancillerías Reales de las Indias.
Otros once títulos de este libro regulaban a los subalternos de las audiencias: el 20,
con 32 leyes, De los Alguaciles Mayores; el 21, con 10 leyes, De los Tenientes de Gran
Chanciller; el 22, con 34 leyes, De los Relatores; el 23, con 63 leyes, De los Escribanos
de Cámara; el 24, con 28 leyes, De los Abogados; el 25, con 50 leyes, De los
Receptores y Penas de Cámara; el 26, con 9 leyes, De los Tasadores y Repartidores; el
27, con 32 leyes, De los Receptores ordinarios y su Repartidor; el 28, con 18 leyes, De
los Procuradores; el 29, con 14 leyes, De los Intérpretes; y el 30, con 7 leyes, De los
Porteros y otros Oficiales.
Tres títulos más se referían a dos juzgados que eran servidos por vía de comisión por
alguno de los oidores, y a la visita de la tierra, servida también por comisión, eran ellos,
el título 19, con 5 leyes, De los Juzgados de Provincia de los Oidores; el título 30, con
70 leyes, Del Juzgado de Bienes de Difuntos; y el título 31, con 32 leyes, De los
Oidores, Visitadores Ordinarios de los Distritos.
Finalmente, los últimos dos títulos de este libro trataban de materias directamente
vinculadas a las audiencias de Ultramar, tales eran, el título 33, con 20 leyes, De las
informaciones y pareceres de servicios; y el 34, con 47 leyes, De los visitadores
generales y particulares.
De estas 839 leyes, que recogen un número mayor de disposiciones reales, pues
muchas de ellas refundían diversas fuentes, la más antigua era una real provisión
fechada en Madrid el 14 de noviembre de 1526, tocante a la Real Audiencia de Santo
Domingo 536, y la más moderna una real cédula despachada en Madrid el 18 de agosto de
1679, relativa a la Real Audiencia de Guadalajara537.
Buena parte de estas 839 leyes recogían capítulos de las Ordenanzas de audiencias,
advirtiéndose una utilización preferente de las Ordenanzas nuevas de 1563 (196
capítulos), y tras ellas las de Manila de 1596 (91 capítulos), y las Antiguas de 1530 (11
capítulos), a las que se sumaba una cita de las Ordenanzas de Lima, despachadas en el
Bosque de Segovia el 17 de agosto de 1565538.
                                                
536 Recopilación de Indias, 2.15.2.
537 Recopilación de Indias, 2.15.7.
538 Recopilación de Indias, 2.15.68.
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1.1.2.2. Legislación real y mandatos de gobernación
Con posterioridad a la Recopilación de Indias de 1680 se dictó una gran cantidad de
reales disposiciones tocantes a las audiencias de Ultramar, que no fueron recogidas en
ningún texto fijador de carácter oficial, aunque sí hubo algunas colecciones privadas
que las recogieron539.
Entre dichas obras merecen mencionarse el manuscrito Cedulario índico del
panameño Manuel José de Ayala, complementado por su Diccionario de gobierno y
legislación de Indias; el Teatro de la legislación universal de España e Indias por
orden cronológico de sus cuerpos y decisiones no recopiladas, de Antonio Xavier Pérez
y López; y el Catálogo cronológico de las Pragmáticas, Cédulas, Decretos, Ordenes y
Resoluciones generales emanadas después de la publicación de la Recopilación de las
leyes de Indias, de Juan José Matraya y Ricci.
Dentro de la legislación real posterior a la Recopilación de 1680 tocante a las
audiencias americanas, especial importancia reviste la Instrucción de lo que deben
observar los Regentes de las Reales Audiencias de América: Sus funciones, regalías,
cómo se han de haber con los Virreyes y Presidentes, y estos con aquellos, de 1776, que
en 78 capítulos reglaba la actuación de este nuevo ministro en las audiencias540.
El oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Juan Hipólito Suárez
Trespalacios y Escandón (1744-1788), contaba dentro de su librería con un ejemplar de
la Instrucción de Regentes541.
1.2. Derecho Municipal Indiano Criollo
Fuente importante también relativa a la Real Audiencia de Santiago de Chile, eran
algunas disposiciones que formaban parte del derecho municipal indiano creado en las
Indias, y que suele denominarse derecho indiano criollo542.
Entre ellas revestían especial interés los autos acordados dictados por la misma Real
Audiencia, destinados normalmente a reglar el funcionamiento del tribunal y la
actuación de sus sibalternos.
Igualmente, tenía interés el Arancel de los derechos de los subalternos del tribunal,
dictado por la misma audiencia, en obedecimiento del mandato que le imponían sus
Ordenanzas.
                                                
539 MARILUZ URQUIJO, José María, “El “Teatro de la legislación universal de España e Indias” y
otras recopilaciones indianas de carácter privado”, en RIHD. 8, Buenos Aires, 1957, pp. 267-280.
540 MM. 273, Real Instrucción de Regentes, 1776, fs. 214-238. SALVAT MONGUILLOT, Manuel,
“La Instrucción de Regentes”, en RCHHD. 3, Santiago, 1964, pp. 57-69.
541 BARRIENTOS GRANDON, Javier, La cultura jurídica en el reino de Chile. (Bibliotecas de
ministros de la Real Audiencia de Santiago, siglos XVII-XVIII), Santiago, 1992.
542 GARCÍA GALLO, Alfonso, Metodología de la historia del Derecho Indiano, Santiago, 1970, pp.
60-61.
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Finalmente, en algunas ocasiones como resultado de alguna visita practicada por um
ministro de la audiencia se solían dictar instrucciones para algunos subalternos, tales
como los escribanos de cámara.
1.2.1. Autos Acordados de la Real Audiencia de Santiago
Los autos acordados de las reales audiencias indianas constituyen unas de las fuentes
jurídicas más ricas e interesantes del derecho municipal indiano de origen criollo, pues
dan cuenta de la praxis procesal de los tribunales, y de los problemas vinculados a la
administración de justicia que venían a intentar solucionar, tocando muchos aspectos
vinculados a la actuación y deberes de los oficiales subalternos.
A pesar de esta importancia manifiesta, los de la Real Audiencia de Santiago de
Chile prácticamente no se conocen y han llamado escasamente la atención de los
investigadores, advirtiéndose también su prácticamente nula utilización como fuente de
conocimiento del derecho indiano realmente aplicado en Chile.
La única excepción a este abandono es el breve, pero valioso trabajo del profesor
Carlos Salinas Araneda, consistente en un índice de 123 autos acordados del tribunal
santiaguino desde 1609 hasta 1807, aunque con importantes lagunas en que no se anota
la existencia de ninguno, sobre todo durante el siglo XVII y primera mitad del siglo
XVIII, así entre 1612 y 1630, entre 1632 y 1706, entre 1710 y 1729, entre 1731 y 1747,
y entre 1807 y 1817543.
Escribía el profesor Salinas Araneda que muy pocos de los autos acordados de la
audiencia santiaguina habían sido publicados, y entre ellos, destacaban algunos de la
segunda mitad del siglo XVIII en ciertos números de la Gaceta de los Tribunales, o el
del 28 de septiembre de 1609 por Álvaro Jara en sus Fuentes para la historia del
trabajo en el Reino de Chile544.
A estos datos se puede agregar que en 1881 José Bernardo Lira publicó, en su clásica
La legislación chilena no codificada, una serie de cuatro autos acordados del siglo
XVIII aun vigentes a finales del siglo siguiente, tales eran el de 25 de agosto de 1757
sobre tramitación de causas criminales, el de 14 de febrero de 1788 sobre renuncias de
religiosos antes de profesar, el de 29 de mayo de 1797 sobre testigos en causas
criminales, y el de 1 de octubre de 1798 sobre declaratorias de pobreza para litigar545.
En 1896 Alberto Coo Tagle en su libro Concordancias de la Lei de Organización y
Atribuciones de los Tribunales con la lejislación chilena, publicó tres autos acordados
de la Real Audiencia de Santiago, aun aplicables en dicha época, a saber, el de 25 de
agosto de 1757 sobre substanciación de causas criminales546, el de 29 de mayo de 1797
                                                
543 SALINAS ARANEDA, Carlos, “Índice de los autos acordados de la Real Audiencia de Santiago
de Chile”, en RCHHD. 9, Santiago, 1983, pp. 181-190.
544 Idem, p. 182.
545 LIRA, José Bernardo, La legislación chilena no codificada, o sea Colección de Leyes i Decretos
Vijentes i de interes jeneral, III, Santiago, 1881, pp. 148-155.
546 COO TAGLE, Alberto, Concordancias de la Lei de Organización i Atribuciones de los Tribunales
con la lejislación chilena , Santiago, 1896, pp. 507-511.
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sobre presentación de testigos en causas criminales547, y el de 1 de octubre de 1798
sobre declaratoria de pobreza 548.
Al parecer la propia Real Audiencia de Santiago no fue muy cuidadosa en la
conservación de sus autos acordados.
En efecto, desde la fundación del tribunal en 1609 ellos fueron transcritos en un libro
abierto especialmente para copiar las Ordenanzas, sus Aranceles, y los títulos de sus
primeros ministros, en el cual se conservan 20 autos acordados dictados en los años
1609, 1610, 1611, 1612 y 1631549.
A principios del siglo XVIII se abrió un cuaderno especial para copiar los autos
acordados, que contiene 71 de ellos, y se inicia con el dictado el 29 de diciembre de
1708, sobre el acompañamiento en las procesiones, y acaba con el de 16 de abril de
1793 sobre hacer rogativas en el reino por el buen éxito de las armas reales en la guerra
contra Francia y sus dominios550. A él se agregó un segundo cuaderno, que recoje un
auto acordado fechado el 14 de febrero de 1788 para que los escribanos no hicieran en
un mismo instrumento testamento y renuncia de novicios, y otros 30 desde el de 17 de
junio de 1796 sobre el modo de proporcionar alimentos a los esclavos puestos en
depósito por petición de acreedores hasta uno del 15 de junio de 1807 sobre el
establecimiento de un cirujano para que reconociera heridos y muertos en la ciudad551.
Debido a la necesidad de contar con un libro dedicado a reunir los autos acordados,
el regente y presidente interino don Tomás Álvarez de Acevedo decidió abrir un libro
especial para copiarlos, el que inició con un auto del 8 de agosto de 1787, en el que
ordenaba al escribano de cámara don José de Castro que pusiera una copia legalizada de
todos ellos en dicho libro, ordenados cronológicamente, y que siempre estuviera en la
mesa del acuerdo552.
En el referido auto expresaba el regente que: Hace mucha falta una coleccion de los
autos acordados por esta Real Audiencia para poder registralos, reconocerlos y
tenerlos presentes en los casos que ocurran, sin perjuicio de la conservacion y
seguridad de los originales que deben custodiarse en el archivo553. Por estas
consideraciones, señalaba que debía: De mandar y mando que el Essno. de Camara Dn.
Josef de Castro ponga copia legalizada de ellos en este libro formado para el efecto
conforme, colocando en el, asi los proveidos hasta el presente como los que se
                                                
547 Idem, pp. 512-513.
548 Idem, pp. 266-268.
549 ANRACH. 3.136, Tomo Primero. Copiador de Cedulas Reales en la fundacion y principio de la
Audiencia y Chancilleria Real de este Reyno, con varios, y esenciales documentos, algunos originales,
perdido y hallado a solicitud de el Sr. Decano Dn. Francisco Tadeo Diez de Medina, Santiago, 1-III-
1794.
550 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º Autos Acordados por la Real Audiencia, fs. 53 y ss.
551 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º Autos Acordados por la Real Audiencia, fs. 201 y ss.
552 ANRACH. 3.234, pza. 2, Quaderno de Autos Acordados, Auto del regente, Santiago, 8-VIII-1787,
fs. 65-65 vta.
553 Idem, fs. 65.
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proveyeren en lo sucesivo por la antiguedad de sus fechas, y con el Orden y Claridad
combiniente para facilitar su inspeccion y reconocimiento554. Finalmente, mandaba el
regente: Que dicho Libro se coloque y este siempre sobre la Mesa del Tribunal555.
Esta orden del regente no tuvo el cumplimiento debido, pues el escribano de Cámara
don José María Castro para llevar a debido efecto la formación del libro de autos
acordados, según declaraban los subalternos del tribunal en octubre de 1789: Los
recogió a su casa con el fin de arreglarlos556, pero muy pronto, en octubre de 1788
enfermó gravemente, y desde el día 20 de dicho mes fue suplido en la escribanía de
cámara por el escribano público don Andrés Manuel de Villarreal, quien lo hizo hasta su
muerte ocurrida el 12 de febrero de 1789557, por lo cual no adelantó mayormente en su
cometido.
Mas no cejó en su empeño el regente, pues el 27 de enero de 1789 abrió expediente
para averiguar el estado en que se hallaba la formación del dicho libro de autos
acordados y, al efecto decretó: A fin de proveer lo conveniente sobre el arreglo del
Libro formado para copiar los Autos Acordados por esta Real Audiencia: El Escribano
de Camara pondra a continuacion de este un testimonio del Auto proveido en dicho
Libro acerca del particular, certificando el estado en que se halla este asunto558.
En cumplimiento de dicha orden, el escribano de cámara interino don Andrés Manuel
de Villarreal certificó el 28 de febrero de 1789, que no había hallado en la oficina a su
cargo más que el libro nuevo que había mandado formar el regente en 1787 con la sola
copia de su orden para confeccionarlo: Yo el infrascripto Secretario Publico de Cavildo
e interino de Camara, certifico en cuanto puedo y a lugar en derecho, que haviendose
hecho exquisitas diligencias asi personales, como adquirido noticias sobre el paradero
de un Quaderno de Autos Acordados por esta Real Audiencia, que devia existir en esta
Secretaria de mi cargo; no he podido facilitar su paradero, ni otro justificativo sobre el
caso que un Libro Nuevo con tapas coloradas en que se halla un solo auto559.
Enterado el regente de esta situación, ordenó el 5 de marzo de 1789 que el nuevo
escribano de cámara interino don Agustín Fernández cumpliera el mandato que había
dado en 1787 para formar la colección de autos acordados: En atencion a constar por la
Certificacion que antecede no haberse dado cumplimiento a lo mandado por Auto de 28
de Agosto de 1787, sobre la Recoleccion y arreglo de los Autos acordados de la Real
                                                
554 Idem, fs. 65-65 vta.
555 Idem, fs. 65 vta.
556 ANCG. 692, Expediente formado por el Señor Regente de esta Real Audiencia sobre la
Recoleccion y arreglo de los Autos Acordados por dicho Tribunal de la Real Audiencia , Certificación del
escribano de cámara, Santiago, 29-X-1789, fs. 204 vta.
557 ANCG. 666, Expediente iniciado por el Sr. Fiscal de S.M. solicitando las actuaciones respectivas
a la aseguracion de los actuados, y papeles de la Escrivania de Camara, por fallecimiento del Lizdo. D.
Jose Maria Castro , fs. 185.
558 ANCG. 692, Expediente formado por el Señor Regente de esta Real Audiencia sobre la
Recoleccion y arreglo de los Autos Acordados por dicho Tribunal de la Real Audiencia , Decreto del
regente, Santiago, 27-I-1789, fs. 203.
559 Idem, Certificación del escribano de cámara, Santiago, 28-II-1789, fs. 203-203 vta.
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Audiencia, a causa (sin duda) de la enfermedad y fallecimiento del Essno. de Camara
propietario don Josef de Castro, el interino ultimamente nombrado Dn. Agustin
Fernandez procurara cumplir y obrar lo prevenido y ordenado en dicha providencia
con la pocible anticipacion, reconviniendo a los que han servido y administrado la
Escrivania en diversos tiempos y a los Relatores y demas Ministros Subalternos del
Tribunal, a fin de que se suministren las noticias y Documentos que tuvieren
conducentes al asumpto, haciendoles saver para el efecto dicho Auto y Providencia. Y
de las resultas de todo dara Quenta instruida a su debido tiempo560.
El escribano de cámara don Agustín Fernández hizo todas las averiguaciones
posibles, las que resultaron infructuosas, y sólo pudo comprobar que el escribano don
José María Castro había llevado a su casa el antiguo cuaderno de autos acordados para
arreglarlo, donde él mismo los había visto y separado para entregarlos a su sucesor, pero
al buscarlos entre los papeles del fallecido no habían aparecido y sólo esperaba hallarlos
entre los papeles de la secretaría de cámara que estaba arreglando: Certifico en quanto
puedo, y ha lugar en Derecho que, consequencia del anterior Decreto he practicado
devidas diligencias sobre la coleccion de los Autos Acordados de esta Real Audiencia,
inquiriendo no solo los Essnos. anteriores, sino tambien de los Relatores, y demas
Subalternos las noticias de su paradero; que han sido en vano, por asegurar los
primeros que estaban en la oficina, y los segundos que el finado Dn. Jose Castro los
recogio a su casa con el fin de arreglarlos, en donde el certificante tiene presente
haverlos visto, y aun separado con el objeto de que no se empapelasen, y perdiesen
para entregarlos al que entrase en dicha oficina; pero haviendolos solicitado entre los
papeles de dicho finado no se encuentran, esperando unicamente su hallazgo en el
rebusco de papeles de esta Oficina y arreglo de ellos en que estoy entendiendo561.
Tras esta certificación se detuvo el curso de este expediente, hasta que el nuevo
regente don Francisco Antonio Moreno y Escandón ordenó el 27 de abril de 1794 que,
los escribanos de cámara informaran sobre el estado de las diligencias realizadas para
averiguar el paradero del cuaderno de autos acordados y la formación del nuevo libro
copiador de ellos: Por quanto, para el reparo de la falta del Livro y Autos acordados se
dispuso que se solicitase el Quaderno donde estos existian y que se formase un Livro
nuevo en que estendiese los que en adelante se fuesen proveiendo; y se dio orden para
que no intimasen las diligencias con motivo del prolijo imbentario mandado formar de
todos los Papeles de la Escrivania de Camara, ignorandose el efecto de todas estas
Providencias: Los actuales Escrivanos de Camara daran a continuacion razon de todos
traiendose a la vista dicho Livro y Quaderno para expedir la providencia que
corresponda562.
Como en marzo del año siguiente los escribanos de cámara aun no daban
cumplimiento a este decreto, la audiencia les reiteró la orden anterior: Mediante a no
                                                
560 Idem, Decreto del regente, Santiago, 5-III-1789, fs. 204-204 vta.
561 Idem, Certificación del escribano de cámara, Santiago, 29-X-1789.
562 Idem, Decreto del regente, Santiago, 27-IV-1794, fs. 205-205 vta.
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constar el cumplimiento de lo mandado en la Providencia que antecede: Los
Escrivanos de Camara se lo daran puntual y debido dentro de segundo dia563.
A pesar de tan perentorio mandato, este expediente no continúa, pero sí consta la
formación de dicho libro, aunque en algún momento le fueron quitadas sus tapas
coloradas, y actualmente, sólo 14 de sus fojas se encuentran encuadernadas sin ningún
orden en el volumen 3.234 del Fondo Real Audiencia del Archivo Nacional, que es un
libro copiador de sentencias del tribunal564, entre las que aparecen doce autos acordados
del siglo XVIII, de los cuales sólo dos no aparecían en los otros cuadernos, a saber, el
de 21 de marzo de 1707 sobre derechos del relator en ciertas causas, y el de 3 de agosto
de 1728 sobre residencias de corregidores.
De este modo, se conservan 124 autos acordados en los cuadernos o libros formados
en diversos tiempos por la propia audiencia para reunirlos, cuyo índice es el que ha
publicado el profesor Salinas Araneda, con los importantes vacíos de los años
comprendidos entre 1613 y 1630; 1632 y 1706; 1710 y 1729; 1731 y 1749; 1769 y
1775, y los posteriores a 1807565.
Los dos amplios períodos del siglo XVII en los cuales no hay noticias de autos
acordados por la audiencia, pueden ser aminorados con algunas fuentes fragmentarias
conservadas en algunos fondos documentales del Archivo Nacional, que se señalan a
continuación.
i) En el volumen 3 del Fondo Antiguo del Archivo Nacional existe una foja titulada
Autos Acordados Antiguos de la Audiencia de Chile566, debida quizá al regente don José
de Rezaval y Ugarte, en la que se transcriben íntegros dos autos acordados, a saber, uno
del 7 de marzo de 1634 sobre prohibición de traer cuchillos los indios, mulatos y
negros, y otro de 6 de marzo de 1662 sobre facultades de la persona nombrada para el
gobierno interino en el pliego de mortaja.
ii) En un volumen del Archivo de la Real Audiencia se transcribe un auto acordado
del 27 de diciembre de 1680 para que los oficiales reales de Concepción acudieran con
los caudales necesarios para preparar trincheras y defensas frente a la amenaza del
enemigo pirata567.
iii) En otro volumen del Archivo de la Real Audiencia se contiene el expediente que
acabó con la formación de un auto acordado fechado el 17 de febrero de 1694 relativo al
jornal de los indios que concertaban su trabajo o que lo alquilaban568.
                                                
563 Idem, Auto de la Real Audiencia, Santiago, 2-III-1795, fs. 205 vta.
564 ANRACH. 3.234, fs. 64-69, 94-96, 97-99, 162-163.
565 SALINAS ARANEDA, Carlos, (n. 43), aunque registra sólo 123, pues no anota el de 3 de agosto
de 1728 sobre residencias de corregidores que se halla en ANRACH. 3.234, fs. 94-96. El profesor
Salinas, además de los volúmenes 3.136, 3.137 y 3.234, anota que en los volúmenes 496 y 3.140 hay
copia de dos autos transcritos en los legajos anteriores.
566 ANFA. 3, Autos Acordados Antiguos de la Audiencia de Chile, fs. 288.
567 ANRACH. 484, pza. 1, Auto acordado, Santiago, 27-XII-1680, fs. 2-3.
568 ANRACH. 526, pza. 1, Sobre el jornal de los indios que sirven por assiento, 1694, fs. 1-4 vta.
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De esta manera se elevan a 24 los autos acordados conocidos de la Real Audiencia de
Santiago de Chile dictados durante el siglo XVII.
En relación a los vacíos observados en los autos acordados durante el siglo XVIII y
principios del XIX, existen igualmente diversas otras fuentes, que ofrecen muchas
noticias sobre ellos, de las cuales anoto las siguientes.
i) En un volumen del Archivo Real Audiencia se transcriben dos autos acordados del
año 1706, a saber, uno del 5 de noviembre sobre servicios de los indios a favor de los
curas569, y otro del 17 de noviembre de 1706 declaratorio de las mensuras que le tocaba
practicar al juez agrimensor570.
ii) En otro volumen del mismo fondo aparece un auto acordado sobre el depositario
general y sus tenientes en 1709571, y otro del 2 de mayo de 1710 sobre declarar vaca la
plaza del oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz572.
iii) Ya se ha señalado que en el volumen 3.234 del Archivo Real Audiencia se
encuentra un auto acordado fechado el 3 de agosto de 1728 sobre residencias de
corregidores573.
iv) En una foja del volumen tres del Fondo Antiguo existe una foja titulada Indice de
Autos Acordados, elaborado quizá por el oidor y regente don José de Rezaval y Ugarte,
que menciona solamente doce autos acordados del siglo XVIII, entre ellos uno del 16 de
abril de 1730 para: Que en la Carcel no se detengan los esclavos mas que ocho dias por
sus amos574, y otro del 15 de marzo de 1789 sobre el establecimiento de
Superintendencia de Bodegas575.
v) En un volumen del Archivo de la Real Audiencia se encuentra un auto acordado el
10 de febrero de 1785 sobre tenientes de corregidores y jueces de comisión576.
vi) En otro volumen del Archivo de la Real Audiencia se transcribe un auto acordado
fechado el 18 de enero de 1791 sobre la necesidad para las justicias ordinarias de dar
noticia a la Real Sala de las sentencias que dictaban imponiendo penas aflictivas577.
vii) En otro volumen del Archivo de la Real Audiencia se contiene el auto acordado
del 13 de septiembre de 1804 para que los escribanos y receptores concurrieran
prontamente con las justicias ordinarias a la actuación de las causas criminales578.
                                                
569 ANRACH. 482, pza 5, Auto acordado, Santiago, 5-XI-1706, fs. 129-129 vta. y copia a fs. 130-
131.
570 ANRACH. 482, pza. 5, Auto acordado, Santiago, 17-XI-1706, fs. 134- 135 vta.
571 ANRACH. 3.140, fs. 420-421.
572 ANRACH. 3.140, fs. 426-428 vta.
573 ANRACH. 3.234, fs. 94-96, aunque incompleto.
574 ANFA. 3, Indice de Autos Acordados, fs. 283 vta.
575 Ibidem.
576 ANRACH. 3.155, fs. 2 vta.
577 ANRACH. 2.534, fs. 38-39.
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viii) En uno de los tomos de los Manuscritos para la Historia de Chile, formados por
José Toribio Medina, se encuentra una copia del auto acordado del 8 de enero de 1816
sobre tramitación de causas criminales579.
ix) A estos datos se debe sumar la existencia de un legajo manuscrito titulado
Extractos de autos acordados mas notables de la Audiencia de Chile desde el año 1748,
hasta el presente580, de autor anómino, aunque por algunas indicaciones debió ser un
oidor o fiscal del propio tribunal, que pasó algún tiempo en Lima, y me inclino a creer
que fue formado por el oidor don José de Rezaval y Ugarte.
En esta pieza se incluyen los extractos de 39 autos acordados, desde el primero
fechado el 29 de mayo de 1748 sobre mandar hubiera tabla de pleitos, hasta uno del 12
de julio de 1780 sobre declarar a la audiencia gobernadora, seis de los cuales no
aparecen en el Índice publicado por el profesor Salinas Araneda, a saber, uno del 27 de
mayo de 1762 sobre carreras de caballos, otro del 24 de febrero de 1764 sobre ciertos
derechos de los escribanos de cámara, otro del 15 de abril de 1779 para que no se
entreguen a los abogados los autos pedidos en relación, otro del 14 de octubre de 1779
sobre el modo de expedir provisiones circulares de vereda, otro del 29 de octubre de
1779 sobre quién había de concluir las causas criminales de los indios, y otro del 12 de
julio de 1780 sobre declarar a la audiencia gobernadora.
Así pues, a los 103 autos acordados que se conocían de la Real Audiencia de
Santiago de Chile dictados durante el siglo XVIII y principios del XIX, se pueden
sumar otros 17, con lo que su número se eleva a 120, de tal manera, el total de autos
acordados conocidos aumenta a 144.
Finalmente, a estas noticias se puede agregar, que también existen originales o
traslados de autos acordados en ciertos volúmenes del propio archivo de la Real
Audiencia, del de Capitanía General, del Fondo Antiguo, del Archivo Claudio Gay, del
Fondo José Ignacio Víctor Eyzaguirre, y en los Manuscritos de Medina.
i) En el Archivo de la Real Audiencia hay diversos volúmenes que tienen copias de
varios autos acordados, tales como el de 10 de febrero de 1785 sofre oficio al
gobernador para que remitiera un bando que prohibía portar armas a personas de baja
esfera581; el de 10 de julio de 1797 sobre apelación en causas de discernimiento de
tutelas582; y el de 17 de diciembre de 1798 que fijó el Ceremonial que se deberá
observar en la entrada y juramento de los SS. Presidente, Regente, Oydores y Fiscales
de esta Real Audiencia, y de los Ministros Honorarios583.
                                                                                                                                         
578 ANRACH. 2.534, pza. 3, De varios autos acordados para el escarmiento y extinción de los
frequentes rovos que se experimentan en esta ciudad, 1804.
579 MM. 273, fs. 239-245.
580 ANFA. 3, pza. 4, Extractos de Autos Acordados mas notables de la Audiencia de Chile desde el
año 1748, hasta el presente, fs. 289-310 vta.
581 ANRACH. 3.145, fs. 2.
582 ANCG. 496, pza. 16.
583 ANRACH. 2.895, pza. 2, Expediente sobre el Ceremonial que se debe observar en el Recivimiento
de SS. Ministros de esta Real Audiencia, qual se observó en las recepciones de los SS. Consejeros
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ii) En diversos volúmenes del Archivo de la Capitanía General se encuentran copias
del auto acordado del 17 de diciembre de 1759 sobre remate de tierras baldías584; el de
30 de septiembre de 1799 que fijaba el Arancel de los derechos que debían satisfacerse
en razón de sus profesiones a los médicos, cirujanos, sangradores y matronas de
obstetricia por los exámenes que practicaran y por visitas de botica585; y el del 16 de
diciembre de 1799 sobre deberes de los subalternos para corregir abusos y retrasos en el
curso de los procesos586.
iii) En un volumen del Fondo Antiguo existe una copia del auto acordado el 29 de
agosto de 1796 dirigido a los subdelegados sobre la imposición de la pena de azotes587.
iv) En un volumen del Fondo Gay aparecen el de 25 de febrero de 1790 sobre
formalizar un expediente del cual resultara el ceremonial que debía observarse por el
tribunal en el acto de recibimiento de los obispos; y el de 17 de diciembre de 1798 que
fijó el Ceremonial que se deberá observar en la entrada y juramento de los SS.
Presidente, Regente, Oydores y Fiscales de esta Real Audiencia, y de los Ministros
Honorarios588.
v) En un volumen del Fondo José Ignacio Víctor Eyzaguirre existe un traslado del
auto acordado de 1791 sobre prohibir a los subdelegados imponer pena de muerte o
aflictiva sin previa consulta a la audiencia 589.
vi) En un tomo de los Manuscritos de Medina se transcribe el auto acordado del 20
de diciembre de 1798 sobre actuaciones de los abogados, procuradores y sus partes590.
Sobre la base de los 144 autos acordados de la Real Audiencia de Santiago que se
conocen, desde el primero fechado el día de la instalación del tribunal, es decir, el 8 de
septiembre de 1609, sobre el voto de celebrar por la audiencia la fiesta de la Natividad
de María en la iglesia de la Merced todos los años591, hasta el del 8 de enero de 1816
sobre tramitación de causas criminales592, se pueden indicar la serie de temas que
abordaban.
Las materias que aparecían regladas en los autos acordados tocaban a los ramos de
gobierno y guerra, hacienda, justicia, y varios, con una natural primacía de los tocantes
a justicia.
                                                                                                                                         
Honorarios del Consejo Real de Hacienda, y si deben concurrir con la Real Audiencia en el acto de el
Besamanos y demás puntos que contienen, fs. 39-45.
584 ANCG. 18, fs. 79-80.
585 ANCG. 699, fs. 24.
586 ANCG. 692, fs. 257-258.
587 ANFA. 3, pza. 14, fs. 159-165.
588 ANG. 44, pza. 55, fs. 126-129.
589 ANJVE. 5, pza. 52a, Copia de auto de la Real Audiencia sobre prohibir a los Subdelegados
imponer pena de muerte ni ninguna aflictiva sin previa consulta, 1791, fs. 1-2.
590 MM. 273, Auto acordado, Santiago, 20-XII-1798, fs. 210-214.
591 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 8-IX-1609, fs. 25.
592 MM. 273, Auto acordado, Santiago, 8-I-1816, fs. 239-245.
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i) Gobierno y Guerra: estas materias, aunque no propiamente de procedimiento u
organización del tribunal, revestían importancia por la guerra de Arauco y por las
frecuentes ocasiones en las que el oidor decano debía asumir el gobierno interino del
reino.
Entre ellos se podían citar el del 20 de septiembre de 1609, para que los presidentes
acudieran a las cosas de la guerra593; el del 28 de septiembre de 1609 sobre la libertad
de los indios e indias menores de 17 años cautivos en las fronteras594; el de 6 de marzo
de 1662 sobre las facultades de la persona nombrada para gobernar el reino en caso de
muerte del gobernador propietario 595; el de 27 de diciembre de 1680 sobre
fortificaciones en Concepción596; y el de 24 de febrero de 1763 sobre crear una
compañía de artilleros en Valparaíso597.
ii) Hacienda: en cuanto la audiencia ejercía cierta fiscalización sobre los oficiales
reales y las cuentas hubo algunos autos acordados tocantes a este ramo.
Eran ejemplo de estos autos acordados el del 3 de febrero de 1610 para que los
oficiales reales reintegraran a la Caja de Bienes de Difuntos lo que se había tomado de
ella en gastos de la audiencia 598; el de 8 de enero de 1611 sobre tomar cuentas a los
oficiales reales nombrándose contador y escribano para ello599; el del 17 de diciembre
de 1759 sobre remate de tierras baldías, y la orden de pregonar en las villas cabeceras de
los partidos previa citación de los colindantes con ellas600; el de 25 de junio de 1761
para que el tesorero del papel sellado no hiciera trueque con el papel errado sin pase601;
el del 28 de enero de 1762 relativo a la obligación de consignar el dinero procedente de
los remates públicos en poder del depositario general602; el de 11 de diciembre de 1762
para que los oficiales reales no cobraran derecho alguno en razón de las certificaciones
que dieren603; el de 23 de enero de 1767 para que los oficiales reales de Concepción
remitieran las cuentas de la ciudad al rey y al Tribunal de Cuentas en la misma
                                                
593 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 20-IX-1609, fs. 27-27 vta.
594 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 28-IX-1609, fs. 39-41.
595 ANFA. 3, Autos Acordados Antiguos de la Audiencia de Chile, Auto acordado, Santiago, 6-III-
1662, fs. 208.
596 ANRACH. 484, pza. 1, Auto acordado, Santiago, 27-XII-1680, fs. 2-3.
597 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Audiencia, Auto acordado, Santiago,
24-II-1763, fs. 88-89 vta. Su extracto en ANFA. 3.
598 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 3-II-1610, fs. 98.
599 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 8-I-1611, fs. 118.
600 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 17-XII-1759, fs. 67-67 vta. También ANCG. 18, fs. 79-80. Su extracto en ANFA. 3, fs. 292.
601 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 25-VI-1761, fs. 88-88 vta. Su extracto en ANFA. 3, fs. 292 vta.
602 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 28-I-1762, fs. 72. Extracto en ANFA. 3.
603 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 11-XII-1762, fs. 80 vta. Extracto en ANFA. 3.
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conformidad y tiempo que los de Santiago 604; y el de 16 de mayo de 1768 sobre el
cumplimiento del reglamento sobre Montepío de viudas y pupilos de oidores y oficiales
reales de los obispados de Santiago y Concepción605.
iii) Justicia: eran la mayoría de los autos acordados los dictados sobre este ramo, que
era el principal instituto del tribunal.
iv) Varios: otros autos acordados se ocupaban de temas diversos, tales como aspectos
de policía y buen orden de la ciudad, o relativos a los naturales, o a festejos y
ceremonias.
De esta clase eran aquellos como el del 18 de octubre de 1609 que prohibía cargar
armas a los negros y mulatos606; el de 7 de marzo de 1634 prohibiendo a los indios,
mulatos y negros llevar cuchillos607; el 6 de febrero de 1785 sobre oficiar al gobernador
para que enviara testimonio del bando que había publicado para prohibir a las personas
de baja esfera que llevaran consigo armas cortas o largas608; los de 19 de febrero de
1763 sobre remisión de albañiles a Valdivia609 y sobre expulsión de extranjeros610; el
del 26 de enero de 1631 sobre los festejos por el nacimiento del príncipe don
Baltazar611; y el de 13 de julio de 1793 para que se hicieran rogativas en todo el reino
por el buen éxito de las armas de la corona en la guerra contra la nación francesa612.
Las materias vinculadas al ejercicio de la jurisdicción, competencia y actuación
propia del tribunal y de sus ministros y subalternos que fueron regladas por autos
acordados, eran básicamente las siguientes:
i) Subalternos: este fue uno de los aspectos más reglamentado a través de autos
acordados.
i.i) Aranceles y derechos: los principales autos acordados tocantes a este tema eran
los del 23 de septiembre de 1609 ordenando la formación de arancel con tasa de los
derechos teniendo a la vista los de Lima613, y el propio Arancel con declaración de los
                                                
604 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 23-I-1767, fs. 110 vta.
605 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 16-V-1768, fs. 112-113.
606 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 18-X-1609, fs. 41-41 vta.
607 ANFA. 3, Autos Acordados Antiguos de la Audiencia de Chile, Auto acordado, Santiago, 7-III-
1634, fs. 208.
608 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 6-II-1785, fs. 144-144 vta. También en ANRACH. 3.145, fs. 2, aunque con fecha 10-II-1785.
609 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 19-II-1763, fs. 90-91 vta.
610 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 19-II-1763, fs. 92-93.
611 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 26-I-1631, fs, 245.
612 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 13-VII-1793, fs. 173-173 vta.
613 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 23-IX-1609, fs. 13 vta.
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derechos de los oficiales y subalternos de la audiencia614; los del 1 de diciembre de 1609
sobre mandar formar aranceles para las justicias, escribanos y subalternos del reino615, y
el mismo Arancel formado en virtud de dicho acuerdo616; el del 21 de marzo de 1707
que fijó los derechos del relator en ciertas causas, y de los demás subalternos con
salarios situados en la caja de Censos de Indios617; el de 17 de diciembre de 1760 que
reguló los derechos de quien debía realizar los inventarios en provincias618; el de 25 de
febrero de 1765 que fijó el Arancel y forma de las tasaciones de costas619; el de 13 de
febrero de 1797 sobre la declaración de los derechos del alguacil mayor en razón de la
prisión de ciertos reos620; el de 3 de diciembre de 1798 sobre los derechos que debían
percibir los escribanos y abogados en las causas de disenso matrimonial621; el de 30 de
septiembre de 1799 que fijaba el Arancel de los derechos que debían satisfacerse en
razón de sus profesiones a los médicos, cirujanos, sangradores y matronas de obstetricia
por los exámenes que practicaran y por visitas de botica622; el de 21 de noviembre de
1799 sobre los derechos que debía percibir el escribano de cámara, porteros, y sitialeros
de estrados en los recibimientos de ministros con asiento en el tribunal623; el de 25 de
noviembre del mismo año sobre los derechos que en razón de sus oficios debían
satisfacerse a los empleados y subalternos del cabildo secular por las diligencias que
practicaran624; el de 28 de noviembre de 1799 que fijó los derechos que debían percibir
los defensores generales de menores en razón de sus actuaciones625; y el de 3 de febrero
de 1800 sobre el aumento del salario del alcaide de la cárcel mientras duraba la obra de
los tajamares626.
                                                
614 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 23-IX-1609, fs. 14-21.
615 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 1-XII-1609, fs. 26.
616 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 1-XII-1609, fs. 26 vta.-43 vta.
617 ANRACH. 3.137, fs. 54-55 (Incompleto); ANRACH. 3.234, Auto acordado, Santiago, 21-III-
1707, fs. 66 vta.-68 vta..
618 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 17-XII-1760, fs. 53-54, y 65-66. Su extracto en ANFA. 3, fs. 292.
619 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 25-II-1765, fs. 94-94 vta. Su extracto en ANFA. 3.
620 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 13-II-1797, fs. 22-28 vta.
621 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 3-XII-1798, fs. 47-48.
622 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 30-IX-1799, fs. 62-65. También en ANCG. 699, fs. 24.
623 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 21-XI-1799, fs. 69-69 vta.
624 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 25-XI-1799, fs. 74-75.
625 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 28-XI-1799, fs. 70-73.
626 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 3-II-1800, fs. 46-46 vta.
156
i.ii) Escribanos: tales eran el del 4 de febrero de 1610 que mandaba a los de
provincia públicos y reales que acudieran a hacer relación de las causas apeladas627; el
del 22 de junio de 1610 para que los escribanos notificaran al fiscal las sentencias y
autos criminales628; el del 6 de septiembre de 1757 sobre la facultad del escribano de la
villa de San Fernando para actuar las diligencias judiciales e inventarios de dentro de las
doce leguas de la villa, y las restantes las cometa el corregidor a sus tenientes o a otras
personas629; el del 4 de abril de 1761 sobre el deber del notario mayor y de los
escribanos reales de dar a los oficiales reales las certificaciones y testimonios que
solicitaran sin necesidad de exhortos630; el de 14 de febrero de 1788 que les ordenó no
hicieran en un mismo instrumento el testamento y la renunciación de novicios631; el de
25 de octubre de 1799 para que en los partidos y villas donde hubiera escribanos y
dentro de sus doce leguas, se verificaran ante ellos todas las actuaciones de los
subdelegados, alcaldes y demás jueces, y para que también pasaran ante ellos los
restantes actos y contratos, y sólo por urgencia o en su ausencia se practicaran ante el
juez y testigos632; y el de 16 de diciembre de 1799 sobre sus deberes de custodiar
procesos633.
i.iii) Escribano de cámara: por auto acordado del 29 de mayo de 1748 se le dieron
reglas sobre la manera de concluir los procesos y llevarlos a los acuerdos634; por otro del
18 de marzo de 1758 se le dieron nuevas reglas sobre su actuación635; las que volvieron
a reiterarse y aumentarse por auto acordado del 30 de octubre de 1760636; por auto
acordado de 10 de marzo de 1764 se declaró que si se mandaba realizar alguna
diligencia a los comisarios sobre negocios radicados en el tribunal, debían entenderse
                                                
627 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 4-II-1610, fs. 98 vta.
628 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 22-VI-1610, fs. 104-104 vta.
629 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 6-IX-1757, fs. 62-63. Su extracto en ANFA. 3.
630 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 4-IV-1761, fs. 71-71 vta Su extracto en ANFA. 3..
631 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 14-II-1788, fs. 4 vta.-6 vta.
632 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 25-X-1799, fs. 68-68 vta.
633 ANCG. 692, Testimonio de auto acordado por la Real Audiencia y pasado a este Superior Govno.
para su cumplimiento en lo respectivo, Auto Acordado, Santiago, 16-XII-1799, fs. 257-258. También en
ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia , Auto acordado, Santiago, 16-
XII-1799, fs. 76-78.
634 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Audiencia, Auto acordado, Santiago,
29-V-1748, fs. 10-10 vta. También en ANRACH. 3.234, fs. 162-163. Su extracto en ANFA. 3, fs. 289.
635 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 18-III-1758, fs. 32-33 vta. Su extracto en ANFA. 3, fs. 290.
636 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 30-X-1760, fs. 38-42 vta. Su extracto en ANFA. 3, fs. 292.
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sin perjuicio de los derechos del escribano de cámara y demás subalternos637; por otro
del 26 de octubre de 1764 se declaró que el escribano de cámara no debía entregar los
autos sin orden del tribunal si las causas estaban juzgadas en grado de revista638; y por
otro del 7 de diciembre de 1789 se les impuso la obligación de formar cada día sábado
una lista de los procesos pasados a los relatores639.
i.iv) Relatores: por auto acordado del 29 de mayo de 1748 se les dieron reglas sobre
la forma de realizar las relaciones640; por otro del 18 de marzo de 1758 se reguló su
actuación en las relaciones por memoriales ajustados641; por otro del 30 de octubre de
1760 se le insistió en la forma de realizar las relaciones en definitiva642; y por otro del 8
de enero de 1768 se determinó la forma en que debía proceder el relator que asistía al
despacho de la audiencia pública643.
i.v) Abogados: por auto acordado del 16 de diciembre de 1730 se reiteró el deber de
los abogados de concurrir con el tribunal a la visita de cárceles del día 7 de enero de
cada año644; por otro fechado el 7 de enero de 1751 se recordó el deber de los abogados
de concurrir a la lectura anual de las Ordenanzas del tribunal, y en razón de no haber
asistido ninguno se les condenó en 4 pesos aplicados en la forma ordinaria645; por otro
del 30 de octubre de 1760 se les recordó su deber de asitir a las relaciones de causas en
definitiva en traje de golilla, o con otros decentes646; por otro del 12 de mayo de 1762
se declaró su obligación de asistir al tribunal para saber por la tabla los pleitos que se
seguían, y se entendieran interpelados por ella647; por otro del 26 de marzo de 1778 se
establecieron los requisitos y formalidades que debían cumplir quienes deseaban ser
                                                
637 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 10-III-1764, fs. 84. Su extracto en ANFA. 3.
638 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 26-X-1764, fs. 100 vta. Su extracto en ANFA. 3.
639 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 7-XII-1780, fs. 163-163 vta.
640 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 29-V-1748, fs. 10-10 vta. También en ANRACH. 3.234, fs. 162-163, y su extracto en ANFA. 3,
fs. 289.
641 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 18-III-1758, fs. 32-33 vta. Su extracto en ANFA. 3, fs. 290.
642 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 30-X-1760, fs. 38-42 vta. En ANFA. 3, fs. 291-291 vta.
643 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 8-I-1778, fs. 117-117 vta. Su extracto en ANFA. 3.
644 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 16-XII-1730, fs. 21. También en vol. 3.234, fs. 97-99, y su extracto en ANFA. 3, fs. 289.
645 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado, Santiago, 7-I-
1751, fs. 20. También en ANRACH. 3.234, fs. 97, y su extracto en ANFA. 3.
646 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 30-X-1760, fs. 38-42 vta. Su extracto en ANFA. 3.
647 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 12-V-1762, fs. 76 vta. También en ANFA. 3.
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admitidos al uso y ejercicio de abogados de la audiencia648; por otro del 9 de julio de
1778 se acordó lo conveniente a la fundación y establecimiento de la Academia de
Leyes y Práctica Forense649; por otro del 20 de diciembre de 1784 se acordó el
nombramiento de un abogado de pobres en lo civil y otro en lo criminal650; el de 7 de
diciembre de 1789 se dictó otro que imponía multas a los abogados que no concurrieran
al tribunal al momento de hacerse relación de las causas que patrocinaban, cuatro pesos
la primera vez, ocho la segunda, y suspensión del oficio la tercera651; por otro de 28 de
septiembre de 1796 se imponía la obligación a los abogados patrocinantes de causas
criminales de alegar en ellas al tiempo de la relación652; por el de 29 de mayo de 1797 se
prohibía a los defensores de reos presentar por testigos en el término de prueba a los
mismos que ya habían presentado en las informaciones sumarias653; por el de 5 de
octubre de 1797 nuevamente se resolvía imponer multas a los abogados y procuradores
que no asistieran a la vista de sus respectivas causas en los días señalados en tabla654; el
20 de diciembre de 1798 se dio otro sobre el deber de firmar los escritos que presentaran
en primera instancia en causas superiores a 300 pesos, y la imposición de multas a ellos
y a los procuradores por palabras ofensivas655; y el de 16 de diciembre de 1799 sobre el
deber de restituir procesos a la escribanía de cámara, y su deber de no ausentarse de la
ciudad sin licencia del regente656.
i.v) Procuradores: por auto acordado del 22 de diciembre de 1755 se declaró que los
procuradores debían entregar anualmente los autos en la secretaría de cámara657; y por
                                                
648 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
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649 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
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653 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 29-V-1797, fs. 32-32 vta.
654 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 5-X-1797, fs. 38-38 vta.
655 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 20-XII-1798, 58-59. También en MM. 273, fs. 210-214.
656 ANCG. 692, Testimonio de auto acordado por la Real Audiencia y pasado a este Superior Govno.
para su cumplimiento en lo respectivo, Auto Acordado, Santiago, 16-XII-1799, fs. 257-258. También en
ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia , Auto acordado, Santiago, 16-
XII-1799, fs. 76-78.
657 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 22-XII-1755, fs. 23-23 vta. También en ANRACH. 3.234, fs. 98, y su extracto en ANFA. 3, fs.
289.
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otro del 12 de junio de 1778 se reiteraron las normas dadas hasta dicha fecha sobre
procuradores y se dictaron otras nuevas sobre el cumplimiento de sus deberes658.
i.vi) Defensor general de menores: por auto acordado del 28 de noviembre de 1799
se fijaron los deberes y forma de actuación de estos subalternos, y los derechos que
debían percibir en razón de sus actuaciones659.
i.vii) Capellán: entre otros, se referían a él o a la capilla del tribunal el de 28 de enero
de 1611 que ordenó despedir al capellán don Juan de la Fuente Loarte y substituirlo por
los religiosos de San Francisco660; el de 7 de diciembre de 1611 que mandó restituir a su
empleo a don Juan de la Fuente Loarte661; y el del 4 de septiembre de 1612 para que se
entregara al capellán y portero del tribunal el ornamento y frontal de la cárcel662.
ii) Procedimiento: era esta otra materia en la cual abundaban los autos acordados.
ii.i) Jueces en discordia: por auto acordado del 8 de julio de 1631 se declaró que el
fiscal fuera juez y dirimiera las discordias que hubiera entre los oidores, cuando no
fuera parte663.
ii.ii) Declaratorias de pobreza para litigar: el 1 de octubre de 1798 se dictó auto
acordado sobre el modo de admitir las informaciones sobre declaratorias de pobreza
para litigar en aquellos lugares donde no había tribunales de justicia664.
ii.iii) Recusaciones: por auto acordado del 15 de julio de 1631 se decidió que las
recusaciones del fiscal cuando actuara como juez en discordia se sometieran a las
mismas reglas que las recusaciones de los oidores665; y por otro fechado el 25 de
octubre de 1754 se acordó que las recusaciones del asesor del gobierno pudieran ser sin
necesidad de expresión de causa666.
ii.iv) Relaciones: por auto acordado del 29 de mayo de 1748 se dieron reglas a los
relatores sobre la forma de realizar las relaciones667; por otro del 12 de septiembre de
                                                
658 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 12-VI-1778, fs. 134-138 vta. Su extracto en ANFA. 3.
659 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 28-XI-1799, fs. 70-73.
660 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 28-II-1611, fs. 122 vta.
661 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 7-XII-1611, fs. 124 vta.
662 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 4-IX-1612, fs. 130 vta.
663 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 8-VII-1631, fs. 247-248.
664 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 1-X-1798, fs.44-45. Publicado en Gaceta de los Tribunales, 26, p. 100; LIRA, José Bernardo,
(n. 45), III, pp. 154-155, y COO TAGLE, Alberto, (n. 46), pp. 266-268.
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666 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 25-X-1754, fs. 22. También en ANRACH. 3.234, fs. 97, y su extracto en ANFA. 3, fs. 289.
667 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 29-V-1748, fs. 10-10 vta. También en ANRACH. 3.234, fs. 162-163, y su extracto en ANFA. 3,
fs. 289.
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1750 se declaró que habiendo tres ministros en el tribunal se debía hacer relación de las
causas que estuvieran en estado, sin que se admitieran escritos de las partes para
suspenderla hasta que el tribunal estuviera completo668; y por otro del 30 de octubre de
1760 se insistió a los relatores su deber de formar memoriales ajustados y se reguló la
forma de realizar las relaciones en definitiva669.
ii.v) Inventarios: por auto acordado del 12 de diciembre de 1760 se declaró que los
inventarios debían hacerse por las justicias ordinarias670; y por otro del 17 de diciembre
del mismo año se reguló quién debía realizarlos en provincias671.
ii.vi) Procedimientos criminales: por auto acordado del 20 de septiembre de 1756 se
declaró que los escribanos públicos debían dar razón al alcaide de lo juzgado sobre los
reos presos672; por otro del 14 de junio de 1757 se acordó que las justicias ordinarias no
impusieran pena capital, de azotes, ni destierro sin dar cuenta al Real Acuerdo673; por
otro del 3 de agosto se encargó al fiscal que diera una instrucción circular sobre el modo
de proceder en la substanciación de causas criminales674; y por uno del 25 de agosto de
1757 se aprobó la Instrucción circular que forma el fiscal de la Real Audiencia de Chile
D. José Perfecto Salas, para la substanciación de causas criminales675; por otro del 27
de junio de 1758 se dieron reglas sobre la ejecución de las penas capitales676; por otro
del 19 de mayo de 1759 se regló la actuación de los receptores en causas criminales677;
por otro del 15 de enero de 1766 se declaró que los alcaldes ordinarios no hicieran
ejecutar sus sentencias que impusieran penas corporales sin dar cuenta a la audiencia 678;
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673 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 14-VI-1757, fs. 27-25 vta. Su extracto en ANFA. 3, fs. 290.
674 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 3-VIII-1757, fs. 28-29. Su extracto en ANFA. 3, fs. 290.
675 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 25-VIII-1757, fs. 30-31. Su extracto en ANFA. 3, fs. 290. Publicado en Gaceta de los
Tribunales, 31, p. 120; LIRA, José Bernardo, (n. 45), III, pp. 148-150; COO TAGLE, Alberto, (n. 46),
pp. 507-511.
676 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 27-VI-1758, fs. 34-35 vta. Su extracto en ANFA. 3, fs. 290, aunque con fecha 27-VII-1758.
677 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 19-V-1759, fs. 36-36 vta. Su extracto en ANFA. 3, fs. 290 vta.
678 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 15-I-1766, fs. 108-108 vta.
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por otro del 23 de marzo de 1776 se declaró que los corregidores no podían imponer
pena alguna a los reos sin dar cuenta a la audiencia 679; por otro del 22 de enero de 1778
se mandó a los fiscales que remitieran a las provincias una instrucción circunstanciada
para la substanciación de las causas criminales680; el de 10 de marzo del mismo año
contenía y aprobaba la Instrucción circular que con presencia de las formadas
anteriormente ordena el fiscal en lo criminal de la Real Audiencia don Ambrosio
Zerdán y Pontero, para que sirva de regla en la sustanciación de causas criminales681;
el de 23 de abril de 1789 fijaba los procedimientos que debían observarse respecto de
los reos destinados a presidio y a obras públicas682; el de 6 de mayo de 1790 sobre
imposición de penas aflictivas por las justicias ordinarias y deberes de los cirujanos683;
el de 18 de enero de 1791 sobre imposiciónd e penas de azotes por las justicias
ordinarias684; el de 29 de agosto de 1796 sobre el modo de substanciar las causas
criminales y de ejecutar las sentencias685; el de 28 de septiembre de 1796 sobre la
obligación de los abogados patrocinantes de causas criminales de alegar en ellas al
tiempo de la relación686; el de 29 de mayo de 1797 sobre presentación de testigos en
causas criminales687; el de 10 de enero de 1799 para dirigir reales provisiones a los
subdelegados y justicias con la finalidad de hacer que las presas hilaran y tejieran dos o
más cortes de bayeta o que las ocuparan en otras labores propias de su sexo, a imagen
de lo que se hacía por el subdelegado de Talca688; y el de 8 de enero de 1816 sobre
substanciación de causas criminales689.
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687 Gaceta de los Tribunales, 12, p. 2; LIRA, José Bernardo, (n. 43), III, pp. 153-154; COO TAGLE,
Alberto, (n. 46), pp. 512-513.
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ii.vii) Procedimientos ejecutivos: por auto acordado del 30 de octubre de 1760 se
reguló la forma de hacer efectivos los apremios690; y sobre la misma materia se
despachó otro fechado el 16 de octubre de 1764691.
ii.viii) Procedimiento de disenso: el 22 de mayo de 1797 se dictó auto acordado para
evitar la dilación promovida por los hijos de familia en las causas de disenso
matrimonial692; y el 10 de julio del mismo año se acordó otro para que no se fundaran
los dictámenes ni las providencias en las que se declarara la racionalidad o
irracionalidad del disenso cuando debía prestarse conforme a la pragmática del 23 de
marzo de 1776693. Finalmente por auto acordado del 3 de diciembre de 1798 se
declararon los derechos y honorarios que debían percibir los escribanos y abogados en
las causas de disenso matrimonial694.
iii) Cárceles y Visita de ellas: el del 16 de diciembre de 1730 sobre el deber de los
abogados de concurrir con el tribunal a la visita de cárceles del día 7 de enero de cada
año695; el de 9 de febrero de 1778 que aumentaba el salario del alcaide de la cárcel de
Santiago y encomendaba al fiscal del crimen para que formara una instrucción arreglada
a las leyes para que le sirviera de norma y gobierno al alcalde que fuera nombrado696, y
el de 26 de febrero que contenía dicha Instrucción que hace el fiscal en lo criminal de la
Real Audiencia don Ambrosio Zerdán y Pontero para gobierno del Alcaide de la Cárcel
de Santiago697; el de 16 de abril de 1791 para que los alcaides de las cárceles no
consintieran en ellas por más de ocho días a los esclavos presos por disposición de sus
amos sin orden judicial698; el de 7 de noviembre de 1803 para requerir a los alcaldes
ordinarios y demás jueces que no faltaran a las visitas de cárceles699; y el de 4 de febrero
de 1805 para que sólo previa orden escrita del oidor semanero se castigara con azotes al
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697 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 26-II-1778, fs. 119-122.
698 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 16-IV-1791, fs. 172-172 vta.
699 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 7-XI-1803, fs. 79-79 vta.
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interior de la cárcel a los esclavos que hubieran delinquido contra sus amos,
precediendo demanda verbal de estos700.
iv) Archivo del tribunal: por auto acordado del 7 de mayo de 1778 se encargó a los
fiscales que arreglaran el archivo secreto de la audiencia701.
v) Ceremonial y etiqueta: entre ellos se encontraban el de 29 de diciembre de 1708
sobre el modo en que el obispo debía acompañar a los tribunales en sus funciones
públicas702; el de 31 de agosto de 1763 sobre el avenimiento entre el cabildo secular y
los prelados de la Merced para el modo y forma de hacer el convite de los capitulares a
la novena que hacía la audiencia para conmemorar el terremoto de 1730703; el de 28 de
abril de 1787 sobre el lugar de huéspedes en el funeral del presidente don Ambrosio de
Benavides concedido a sus albaceas, y adopción de esta regla como ejemplar por estar
en uso y costumbre704; el de 25 de febrero de 1790 sobre formalizar un expediente del
cual resultara el ceremonial que debía observarse por el tribunal en el acto de
recibimiento de los obispos705; y el de 17 de diciembre de 1798 que fijó el Ceremonial
que se deberá observar en la entrada y juramento de los SS. Presidente, Regente,
Oydores y Fiscales de esta Real Audiencia, y de los Ministros Honorarios706.
1.2.2. Aranceles de los oficiales subalternos
Los derechos que debían llevar los oficiales subalternos de las audiencias de Indias en
razón de las actuaciones que realizaban, debían estar declarados por un arancel que,
normalmente, fijaba la propia Real Audiencia.
En el reino de Chile, el capítulo 308 de las Ordenanzas libradas en San Martín el 18
de mayo de 1565 para la Real Audiencia de Concepción, mandaba: Que el dicho nuestro
presidente y oidores de la dicha nuestra Audiencia den orden como en la sala de la
audiencia publica se ponga una tabla, en que este asentado el arancel de los derechos
que han de llevar el sello y registro y escrivano y los demás oficiales de la dicha nuestra
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Audiencia, y cada uno de los dichos escrivanos tengan otra tal tabla y memoria en los
escritorios de sus casas, allende de la que ha de aver en la Audiencia707.
Los oidores de la Real Audiencia de Concepción don Egas Venegas y don Juan
Torres de Vera y Aragón formaron los Aranzeles de los oficiales de ella conforme al que
tiene de presente la rreal audiencia de los reies, y los mandaron guardar el día 22 de
agosto de 1567708.
Por su parte, las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile del año 1609
mandaban en su capítulo 59 que: Quanto a los derechos que han de llevar los scrivanos
de cámara y otros officios, se guarde lo que esta proveydo y ordenado para mi
Audiencia de Lima, en lo que no estuviere proveydo por estas mis ordenanzas709, y en la
ordenanza 325 se mandaba: Que el dicho mi presidente y oidores de la dicha mi
Audiencia den orden como en la sala del audiencia se ponga una tabla, en queste
asentado el arancel de los derechos que an de llevar el sello, registro y scrivano y los
demás oficiales de la dicha mi Audiençia, y cada uno de los dichos scrivanos tengan
otra tal tabla y memoria en los scriptorios de sus casas, aliende de la que ha de aver en
la Audiençia710.
De acuerdo, a las citadas Ordenanzas el presidente y oidores de la Real Audiencia de
Santiago, en acuerdo de justicia del día 23 de septiembre de 1609: Dixeron que en
conformidad de lo mandado por S. M. en las Ordenanzas de esta Real Audiencia es
necesario hacer Aranzel de los derechos que los Ministros y Oficiales de la dicha Real
Audiencia debían haber y llevar711, y decretaron que se comisionaba al oidor fundador y
más antiguo don Luis Merlo de la Fuente para que lo formara sobre la base del Arancel
de la Real Audiencia de Lima, quien el mismo día presentó el Arancel de los derechos
que han de llevar los Officiales de la Real Audiencia de Santiago de Chile712, cuyas
disposiciones se dividían en doce títulos, con declaración de que regiría: Hasta que por
el Rey nuestro Señor o por los dichos Señores, en su Real nombre, otra cosa se
provea713.
En octubre de 1612 el escribano de cámara don Bartolomé Maldonado pareció ante la
audiencia y suplicó el referido Arancel de 1609, por considerar que sus derechos eran
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bajos e insuficientes, y tras el curso de este expediente, el presidente y oidores, por auto
fechado el 18 de diciembre de 1612: Mandaron se aga aranzel rreal, el qual rremitieron
le haga el doctor Gabriel de Zelada, oydor desta rreal audiencia714.
El oidor Zelada cumplió su cometido y presentó el 24 de diciembre de 1612 un nuevo
Aranzel de los derechos que an de llevar los Oficiales de esta Real Audiencia, que fue
aprobado por la audiencia el 21 de enero de 1613, aunque con la siguiente declaración:
Con que dentro de quatro años traygan confirmacion de su magestad del dicho arancel,
para lo qual se le den al dicho escrivano de camara los testimonios que pidiere715. No
hay constancia de que Maldonado hubiera obtenido la referida confirmación.
Sólo en el siglo XVIII fueron modificados estos Aranceles, a solicitud del tasador
general de costas procesales y repartidor de pleitos don Ignacio de los Olivos.
En efecto, Olivos el 20 de diciembre de 1760 presentó una solicitud al Real Acuerdo
para hacer presente la vetustez de los Aranceles vigentes, las dificultades que había en su
aplicación, y los vicios a que daba lugar, por lo que pedía se nombrara a una persona
hábil y suficiente para realizar su reforma:
La experiencia le tiene señalado (roto) y el cumplimiento de su cargo se
ofrecen cada día muchas dudas y se notan varios reparos, así por parte de los
litigantes como de los Ministros de Pluma, a causa de la antigüedad de los Reales
Aranceles, y que muchas de sus ordenatas no son practicables en los presentes
tiempos, de que resulta el desconsuelo suyo en las actuaciones de su oficio, el
dolo que fomenta el litigante, y las dudas que ocurren entre dichos ministros; y
respecto que la estudiosa aplicación y noble ánimo de V.A. se halla empeñada en
reformar todo mal uso y mal dirigidas conductas, en beneficio y consuelo del
común, se ha de servir V.A. mandar se reformen los Antiguos Aranceles,
nombrando persona o personas de la plena satisfacción de V.A. para que los
instruya de nuevo según práctica y especulación de los presentes tiempos, para
que así sirviéndole de seguro Norte al dicho Tasador General logre el consuelo
de contentar a unos y otros y libertarse de las censuras, a que sus dudas le
propenden, y el común se interese en la moderna arreglada dirección que de la
justificada reflexión de V.A. se promete716.
Recibida esta representación en el Real Acuerdo, se decretó dar vista al fiscal don
José Perfecto Salas, quien emitió su dictamen el 8 de enero de 1761 en el que consentía a
lo manifestado por el tasador general de costas:
El Fiscal, habiendo visto la Representación del Thasador General de Costas
de esta Real Audiencia dice que, siendo como es cierta y constante a todos la
dificultad que propone, nacida de la variedad de las cosas en su adelantamiento,
y antigüedad de Aranceles en que ve cada día tropezar, y con razón, a las partes y
                                                
714 ANRACH. 497, pza. 3, El escribano de cámara don Bartolomé Maldonado sobre suplicar del
Arancel proveído para el cobro de los derechos de sus actuaciones, Auto, Santiago, 18-XII-1612, fs. 81.
715 Idem, Auto, Santiago, 21-I-1613, fs. 92.
716 ANRACH. 491, pza. 2, Autos de la Real Audiencia que nombra al oidor Dn. José de Traslaviña
para que, en unión del Fiscal, proceda a la reforma de los Reales Aranzeles establecidos para el cobro
de los derechos judiciales que corresponden a los ministros de justicia, 1760, Presentación de don
Ignacio de los Olivos a la Real Audiencia, Santiago, 20-XII-1761, fs. 11.
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ministros inferiores, le parece que en consecuencia de la ley podrá V.A. mandar
hacer como pide dicho Thasador, por ser de justicia 717.
La audiencia, con el mérito de la representación y del informe fiscal, el día 9 de enero
de 1761 ordenó reformar el Arancel, y comisionó para ello al oidor don José de
Traslaviña y Oyagüe, con asistencia del fiscal:
Hágase reforma de los Reales Aranceles, por las razones que se expresan, y
para ello se nombra al Sr. Dr. Dn. Joseph de Traslaviña, Oidor y Alcalde de
Corte de esta Real Audiencia para que haga dicha reforma, con asistencia del Sr.
Fiscal718.
El día 12 de enero siguiente ordenó el oidor comisionado notificar a todos los
ministros subalternos para que, en el termino de ocho días: Deduzcan por escrito todo lo
que tuvieren por conveniente a ellos719.
En respuesta al decreto anterior hicieron llegar sus informes el alguacil mayor, el
tasador de costas procesales, el escribano de cámara, y el relator don Antonio de los
Álamos.
Recibidos dichos informes, el oidor comisionado presentó un nuevo Arancel el día 5
de marzo de 1761, que una vez visto por el fiscal fue aprobado por la Real Audiencia 720.
Estos Aranceles fueron presentados a la corona para obtener la real aprobación, la que
le fue dada por real cédula fechada en San Ildefonso el 18 de septiembre de 1764721, y
mantuvieron su aplicación hasta el primero de marzo de 1866, día en que comenzaron a
regir los Aranceles Judiciales, aprobados por ley del 21 de diciembre de 1865, cuyo
artículo 49 derogó expresamente los anteriores, al prescribir: Quedan derogados en
todas sus partes los aranceles promulgados por real cédula de 18 de setiembre de 1764
i todas las demas disposiciones relativas a la materia de la presente lei722.
Este Arancel fue complementado, bajo la regencia de don José de Rezaval y
Ugarte723, en lo tocante a los Derechos de los subalternos en juramento de ministros
honorarios, mediante auto acordado aprobado el 21 de noviembre de 1797724.
                                                
717 Idem, Vista del fiscal, Santiago, 8-I-1761, fs. 11 vta.
718 Idem, Auto de la Real Audiencia, Santiago, 9-I-1761, fs. 12.
719 Idem, Decreto del oidor comisionado, Santiago, 12-I-1761, fs. 12 vta.
720 Idem, Aranceles, Santiago, 5-III-1761, fs. 37-49.
721 ANFA. 3, Aranzel de Derechos de Ministros Subalternos de la Real Audiencia de Chile, aprobado
por S. M. por cédula dada en San Ildefonso en 18 de septiembre de 1769, fs. 311-314 vta.
722 LIRA, José Bernardo, (n. 45), III, p. 88.
723 ANCG. 699, Aranceles de la Real Audiencia por el regente don José de Rezaval y Ugarte, 1795-
1797, fs. 23-27.
724 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 21-XI-1797, fs. 227.
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1.2.3. Autos e instrucciones de visitas a subalternos
Una de las medidas dirigidas a fiscalizar la actuación de los oficiales subalternos de
las audiencias indianas era la institución de la visita, pues uno de los oidores era ministro
visitador de ellos, y además existía un oidor visitador de los escribanos, dentro de los
cuales se hallaba el escribano de cámara.
En algunas ocasiones, uno de los resultados de estas visitas era la aprobación de
instrucciones para los subalternos en relación al desempeño de sus oficios, y así evitar
que volvieran a incurrir, en las omisiones, vicios o defectos que se les habían notado.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile se aprobó una Instrucción para los
escribanos, en los que estaba incluido el de cámara, producto de una visita a sus
registros.
El 8 de enero de 1760 el presidente don Manuel de Amat y Junyent, decretó que se
practicara una visita a los escribanos públicos del número y ordinarios, para cuyo
cometido nombró al oidor don Juan Verdugo:
Respecto de que por la ley 28. tit. 31. lib. 2 de las de Indias, se prebiene que
en defecto de visitador del distrito, provea el Govierno una persona de
satisfacción que vizite (sic) los Rexistros de los Escrivanos Públicos del número
y ordinarios para que bea si están conformes a las Leyes y Pragmáticas destos
Reynos: En esta atención verificándose a la sazón los términos de la ley, no
menos que la necesidad de esta Providencia según estoy informado. Elijo y
nombro al Sr. Dr. Dn. Juan Verdugo, del Consejo de Su Magestad, Oydor y
Alcalde de Corte de esta Real Audiencia, a quien le doy toda la comisión en
derecho necesaria para que en conformidad a la Ley haga una exacta vizita y
reconocimiento de los mencionados officios, y me dé cuenta de sus resultas725.
El 19 de enero siguiente el oidor visitador nombró por escribano de la visita a don
Luis Luque Moreno, y ordenó notificar a los escribanos que el día 21 de febrero iba
principiarla, y además mandó que se fijara el auto correspondiente: En las puertas del
Palacio y Real Audiencia para que llegue a noticia de todos esta visita y que si alguno o
algunos tuvieren que pedir contra dichos Escrivanos civil o criminalmente lo hagan ante
mí, presentando sus querellas, poniendo sus demandas, y pidiendo sus desagravios
sobre que se les guardará justicia726.
Concluida la revisión de los registros, el visitador ordenó el 23 de febrero de 1761
que informara el fiscal727, quien tras examinar la multitud de vicios y defectos que
dejaba reconocer la visita sólo pudo responder que había visto el expediente y: Lo a
vuelto a registrar, sin que se le ofrezca rumbo cierto y seguro a que dirigir su
pedimento, a vista de los defectos y desgreños en que están dichos oficios728.
                                                
725 ANRACH. 1.707, pza. 2, Autos obrados sobre la visita de los Escribanos Públicos y Reales de
esta Corte que está practicando el Sr. Dr. Dn. Juan Verdugo, del Consejo de Su Magestad, Oydor y
Alcalde de Corte desta Real Audiencia, Decreto del presidente, Santiago, 8-I-1760, fs. 169.
726 Idem, Auto del visitador, Santiago, 19-I-1760.
727 Idem, Santiago, 23-II-1761, fs. 218 vta.
728 Idem, Vista fiscal, Santiago, 22-IV-1761.
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Tras ello, el oidor visitador pasó el 23 de abril de 1761 los autos concluidos al
presidente729, quien el mismo día pidió nuevo informe al fiscal, el que se limitó a decir
que: Conteniendo los más de los Rexistros vizios insanables y estando muchos de ellos
authorizados de sujetos que no tienen facultad por derecho, le parece que sólo el
Soberano podrá subsanar tan considerables defectos730.
Sobre esta base, el 24 de abril de 1761 el presidente ordenó remitir los autos de la
visita al monarca para que decidiera las medidas debían adoptarse731.
El monarca, habiendo visto el citado expediente y recibido un memorial de descargos
de los escribanos que hacían presente haber sido esa la primera visita y que no tenían
reglas fijas por las cuales conducirse, despachó al presidente una real cédula fechada en
San Lorenzo el 13 de octubre de 1763 en la que le ordenaba que:
Providenciaréis que por el mismo Oydor que executó la vicita o hallándose
con qualquier legítimo impedimento, por el que nombraréis, se reconozcan de
nuevo todos los protocolos de los Escribanos por el mismo orden y methodo que
se observó en la Vicita... previniendo os también que esta Diligencia podrá para
los subsesivo servir de Instrucción y regla en el Govierno de los Escrivanos,
como se los mandaréis, advirtiéndoles que por las posteriores vicitas que
dispondréis se repitan, se reconocerá como lo observan, y en su defecto se le
formarán los cargos, y se les impondrán las penas y multas correspondientes, ya
que por agora proceda con benignidad, considerando que no se les han dado
reglas fijas para el Exercicio de sus empleos732.
En dicha conformidad el presidente comisionó el 13 de julio de 1764 nuevamente al
oidor Verdugo para pasar a revisar los registros de los escribanos733.
Tras el parecer del fiscal, y los descargos de los escribanos, el oidor visitador dictó
sentencia el 3 de agosto de 1768, en la que: Dixo que debía absolver y absolvía a los
dichos Escribanos de los cargos y defectos que les resultan de dicha visita por ser así la
mente y disposición de S.M.734.
Pero además, el oidor visitador dictó en su misma sentencia una Instrucción a la que
en adelante debían ajustar sus actuaciones todos los escribanos:
Y para que en lo venidero se reparen y enmienden las faltas que se han notado
contra las Leyes que tratan de esta materia, guardando la fe pública que deven
observar en la práctica de sus instrumentos, se arreglen precisa y puntualmente
en lo de adelante a la siguiente Instrucción...735.
                                                
729 Idem, Auto del visitador, 23-IV-1761.
730 Idem, Vista fiscal, Santiago, 24-IV-1761.
731 Idem, Decreto del presidente, Santiago, 24-IV-1761.
732 Idem, RC. San Lorenzo, 13-X-1763, fs. 225-227 vta.
733 Idem, Decreto del presidente, Santiago, 13-VII-1764, fs. 229 vta.
734 Idem, Sentencia, Santiago, 3-VIII-1765, fs. 249.
735 Idem, fs. 249 vta.-250 vta.
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Presentada la sentencia e Instrucción al gobierno, fue aprobada y mandada guardar el
22 de agosto de 1765736.
El presidente Guill y Gonzaga dio cuenta de lo actuado al monarca por carta fechada
el 18 de octubre de 1765, y remitió los autos de lo obrado, y por real cédula fechada en
San Lorenzo el 10 de octubre de 1767 fue aprobada la dicha visita:
He venido en aprobar lo ejecutado en la mencionada Visita de Escrivanos, y
en su consequencia os mando que cuidéis de que se arreglen, y observen lo
prevenido, y en su defecto se les corrija a correspondencia de los cargos que les
resulten, haciendo que en las visitas del casco de esa ciudad y en las de fuera se
arreglen y guarden lo dispuesto por las Leyes veinte y siete, y veinte y ocho
Libro segundo título treinta y uno, la ciento y sesenta y nueve Libro segundo,
título quinze, y la diez y ocho Libro octavo, título título veintitrés de la
Recopilación de esos Dominios por lo que toca al papel sellado737.
2. Derecho Castellano
El derecho castellano era en Indias derecho general, y como tal subsidiario del
municipal indiano, y se aplicaba, pues, en defecto de disposiciones propias, conforme al
orden de prelación contenido en las Leyes de Toro de 1505, que no era más que el que
se había fijado en el Ordenamiento de Alcalá de 1348.
En efecto, el derecho castellano se aplicó en las Indias por razones jurídicas y
prácticas, supuesto que las nuevas tierras por donación pontificia y otros justos títulos se
habían incorporado a la corona de Castilla, y porque tal derecho era el que regulaba las
más de las materias propias del derecho privado, amén de ser el de los conquistadores.
Tal decía en 1620 el oidor de la Real Audiencia de Panamá don Francisco Carrasco del
Saz (15 ?-1625) en su Interpretatio ad aliquas Leges Recopilationem Regni Castellae:
...& Regnum harum Indiarum Occidentalium adauctum, vel adiectum Regnis
Castellae & Legionis, eiusdem legibus subiicitur & gubernatur, quae sancitae
suerunt in praedicto Regno Castellae, nam adiunctum fuit casu primum fortuito,
deinde bello, ex Alexandro in lege si ex toto, notabili 3. de legatis I. idem
Alexand. cons. 168. lib. 2. Jason in lege finali C. de verbor. significatio...738.
El derecho castellano se aplicó en Indias con carácter de derecho general, esto es como
un derecho de aplicación subsidiaria, pues se recurría a él a falta de derechos especiales,
que en el Nuevo Mundo, estaban representados por los derechos indígenas y el derecho
municipal indiano.
Esta posición del derecho real castellano en América, no era más que el reflejo de
aquella vieja solución dada por los comentaristas al problema de la vigencia de los
                                                
736 Idem, Decreto del gobernador, Santiago, 22-VIII-1765, fs. 252 vta.
737 ANCG. 696, RC. San Lorenzo, 16-X-1767, fs. 223-223 vta.
738 CARRASCO DEL SAZ, Francisco, Interpretatio ad aliquas Leges Recopilationis Regni Castellae;
explicataeque quaestiones plures, antea non ita discussae, in praxi frequentes iudicibus quibuscumque, nec
non causidicis, & in Scholis utiles, etiam Theologiae Sacrae professoribus & confessariis, Hispali, 1620,
cap. I, nº 20, fol. 13.
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estatutos y derechos propios de las ciudades italianas en relación con el común, y que
Baldo había expresado en el ya citado adagio: Ubi cessat statutum habet locum ius
commune que, por otra parte se había consagrado en el Ordenamiento de Alcalá.
La aplicación en las Indias del derecho real castellano como derecho común, por ende,
en carácter subsidiario de los derechos propios, conforme al orden de prelación de Alcalá
de 1348 confirmado en las Leyes de Toro de 1505, se mandó guardar a la Real Audiencia
de Méjico por el capítulo 54 de sus Ordenanzas antiguas de 20 de junio de 1528, que al
efecto decían a sus oidores que como:
En estas nuestras ordenanças no van declarados ni proveydos todos los casos
convenientes y nescesarios para la buena y breve administración de la justicia e
orden de la dicha nuestra Audiencia, ordenamos e mandamos que cada e cuando
acaesciere alguna cosa que no este proveyda y declarada en estas nuestras
ordenanças y en las leyes de Madrid fechas el año de quinientos e dos, se
guarden las leyes e premáticas de nuestros Reynos, conforme a la Ley de Toro,
ora sea de horden, o forma, o sustancia, que toque a la ordenación o dicesión de
los negocios y pleytos de la dicha Audiencia y fuera de ella739.
Esta ordenanza pasó al texto retocado de las antiguas de audiencias de 1530 y de allí a
la 312 de las nuevas de 1563, que son citadas como fuentes de la ley segunda del título
primero del libro segundo de la Recopilación de Indias, cuyo tenor es el que sigue:
Ordenamos y mandamos, que en todos los casos, negocios y pleytos en que no
estuviere decidido, ni declarado lo que se debe proveer por las leyes de esta
Recopilación, o por Cédulas, Provisiones, u Ordenanzas dadas, y no revocadas
para las Indias, y las que por nuestra orden se despacharen, se guarden las leyes
de nuestros Reynos de Castilla, conforme a la de Toro, así en cuanto a la
substancia, resolución y decisión de los casos, negocios y pleytos, como a la
forma y orden de substanciar740.
Disposición esta, muy conforme a la parte final de la ley anterior de la propia
Recopilación, que prescribía que: En lo que no estuviere decidido por las leyes de esta
Recopilación, para las decisiones de las causas y su determinación, se guarden las leyes
de la Recopilación, y Partidas de estos Reynos de Castilla, conforme a la ley siguiente741,
y a la ley que declaraba la autoridad que habrían de tener las leyes de la Recopilación de
Indias, que en su parte respectiva mandaba: Que las leyes en este libro contenidas...se
guarden, cumplan, y executen, y por ellas sean determinados todos los pleytos, y
negocios, que en estos y aquellos Reynos ocurrieren...guardando en defecto de ellas lo
ordenado por la ley segunda, titulo primero, libro segundo de esta Recopilación.
Por esto, bien podía decir Antonio de León Pinelo (1592?-1660) en 1630, en su
Tratado de las confirmaciones reales, que:
                                                
739 En PUGA, Vasco de, Provisiones, cédulas, instrucciones para el gobierno de la Nueva España,
México, 1563, fols. 12 vta. y ss. Ahora en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), pp. 77-101.
740 Recopilación de Indias, 2.1.2.
741 Recopilación de Indias, 2.1.1.
171
Las leyes de Castilla todas están mandadas guardar en aquellos Reynos (Los
de Indias), no absolutamente, sino en lo que no estuviere decidido por las suyas
propias i particulares, o no fuere contrario a ellas742.
Su contemporáneo, Juan de Solórzano y Pereyra (1575-1655), en 1647 en su célebre
Política indiana, escribía en similares términos:
Siempre este Supremo Consejo de las Indias, de quien vamos hablando, ha
procurado governar y contener las Provincias de ellas en Leyes, y ordenanzas, no
sólo justas, sino ajustadas, y convenientes a lo que al govierno, temple,
disposición, y necesidad de cada una de ellas le ha parecido, dejando en lo demás
en su fuerza, y vigor las comunes, y generales que están dadas, y promulgadas
para los Reynos de Castilla y León...743.
En el caso particular del derecho aplicable a las reales audiencias de Ultramar,
revestían especial interés las Ordenanzas de las Chancillerías y Audiencias de
Valladolid y Granada, y las disposiciones tocantes a ellas incluidas en la Nueva
Recopilación de Castilla de 1567.
2.1. Ordenanzas de las Chancillerías y Audiencias de Valladolid y Granada
En Córdoba el año 1485 se dieron las primeras Ordenanzas para la Audiencia y
Chancillería Real de Valladolid. En ellas se fijó su residencia en dicha ciudad y se
estableció su composición sobre la base de un presidente, ocho oidores, tres alcaldes,
veinte escribanos y diversos nuevos oficiales: Juez Mayor de Vizcaya, procurador de
pobres, alguacil, receptor de salarios, receptor de penas de cámara, carcelero, casero, y
cuatro porteros744.
El 13 de abril de 1486 los reyes despacharon unas nuevas Ordenanzas para la
Audiencia y Chancillería745, que elevaron a treinta el número de escribanos, crearon diez
plazas de escribanos receptores y reglaron algunos otros oficios subalternos.
A principios de noviembre de 1486 la Audiencia y Chancillería se trasladó a
Salamanca y permaneció allí hasta principios de 1488, época en la que regresó a
Valladolid. El 24 de marzo de 1489, desde Medina del Campo, se expidieron unas nuevas
Ordenanzas para el tribunal746. Según ellas se integraría de un presidente, ocho oidores
que despacharían colegiadamente en dos salas y que conocerían en cada una de ellas de
todos los pleitos civiles conforme a derecho y según las formas procesales ordinarias. Se
mantuvieron los tres alcaldes para entender únicamente en los asuntos criminales, por ello
                                                
742 LEÓN PINELO, Antonio, Tratado de confirmaciones reales de encomiendas, oficios i casos, en que
se requieren para las Indias Occidentales, Madrid, 1630, part. I. cap. 8. § 22.
743 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, Política indiana , Madrid, 1647, cito por la reimpresión de
Madrid, 1776, T. II, lib. V, cap. 16, nº 11, fol. 403.
744 PÉREZ DE LA CANAL, M.A., “La justicia de la Corte de Castilla durante los siglos XIII al XV”, en Historia,
instituciones, documentos, 2, Sevilla, 1967, pp. 426-441.
745 Ibidem.
746 En VARONA GARCÍA, María Antonia, La Chancillería de Valladolid en el reinado de los Reyes
Católicos, Valladolid, 1981, pp. 243-264.
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más tarde se les llamará alcaldes del crimen, quienes desde tal momento debían juzgar en
forma colegiada y conforme a derecho.
Las Ordenanzas de 1489 reglaron la competencia de la Audiencia y Chancillería Real
de Valladolid, como un tribunal que conocía excepcionalmente en primera instancia de
los casos de corte y de las: Causas contra corregidor o alcalde ordinario o otro oficial
del tal lugar y sobre caso en que pueda ser convenido durante el tiempo de su oficio, ca
en estos casos puedan los dichos nuestros oydores conocer e determinar en primera
ystancia747, además en este grado podía entender en pleitos sobre términos de concejos y
fuerzas eclesiásticas. Salvo estos casos, la audiencia intervenía por vía de apelación o de
suplicación en causas civiles y criminales, según prescribían sus Ordenanzas: Que todas
las apelaciones de qualesquier juezes asi hordinarios como delegados vayan a la nuestra
Chancilleria748. De las sentencias de la audiencia cabía, en ciertos casos, una segunda
suplicación para ante el Consejo Real, llamada de las mil y quinientas doblas, por el
monto de la fianza que había de depositarse.
Conquistada que fue Granada, decidieron los reyes erigir una nueva Audiencia y
Chancillería para este reino ahora incorporado a la monarquía y, con tal finalidad,
despacharon desde Segovia unas Ordenanzas el 30 de septiembre de 1494 para la
Audiencia que habría de establecerse en Ciudad Real749.
Estas Ordenanzas siguieron muy de cerca a las de Valladolid de 1489. Según ellas esta
nueva audiencia se integraría con un prelado en calidad de presidente, cuatro oidores que
libraban los pleitos en una sola sala únicamente en negocios civiles, y dos alcaldes que
entendían en las causas criminales. Dispusieron además las Ordenanzas, que el notario de
Andalucía, el de Granada y un substituto del de Toledo con un escribano para cada uno de
ellos pasarían a residir en Ciudad Real, como también uno de los abogados de pobres de
la Audiencia de Valladolid se instalaría en la sede del nuevo tribunal.
La primera planta de la Audiencia y Chancillería de Ciudad Real se componía del
obispo de Córdoba, Iñigo Manrique de Lara, en calidad de presidente, y como oidores el
doctor Gonzalo Fernández de Roenes, los licenciados Juan López de Palacios Rubios, y
Bernardino, y el bachiller Juan García de Haro. De estos oidores, los tres primeros
procedían de la audiencia de Valladolid. En 1503 se crearon dos nuevas plazas de oidor,
al igual que en Valladolid y, finalmente, el 8 de febrero de 1505 se ordenó el traslado de
la Chancillería desde Ciudad Real a Granada, donde se asentó definitivamente.
La competencia de esta Audiencia y Chancillería era similar a la de Valladolid. Así sus
Ordenanzas señalaban: Es nuestra merced e voluntad que desde aqui adelante para
siempre jamas aya y este de continuo otra nuestra Corte y Chancilleria en la cibdab de
Cibdad Real o en su comarca, donde Nos mandaremos, en que en nuestro nombre se
oygan, libren y determinen los pleytos civiles y criminales en los casos en que segund las
leyes de nuestros rreynos y las Ordenanzas por Nos dadas para la nuestra Corte e
                                                
747 Ordenanzas de 1489 , ord. VII, en VARONA GARCÍA, María Antonia, (n. 246), p. 247.
748 Idem, ord. III, p. 245.
749 En VARONA GARCÍA, María Antonia, (n. 246), pp. 402-406. Para esta Audiencia vide CORONAS
GONZÁLEZ, Santos, “La Audiencia y Chancillería de Ciudad Real (1494-1505)”, en Cuadernos de
Estudios Manchegos, 11, 1981, pp. 47-139.
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Chancilleria se pueden oyr y librar y determinar750. En su primera ordenanza se
prescribía que los oidores: Conozcan de las causas ceviles que en grado de apelacion o
suplicacion o en primera ystancia o por caso de corte ante ellos vinieren y se ovieren de
tratar, segund que las leyes de nuestros regnos e las Ordenanzas de nuestra Corte e
Chancilleria antigua lo disponen751, y en lo tocante a los alcaldes, la segunda de sus
ordenanzas madaba que conocieran de las causas criminales: Segund que lo pueden hazer
y hazen los nuestros alcaldes de la nuestra Corte e Chancilleria antigua por virtud de las
dichas Leyes y Ordenanzas752.
La aplicación a las audiencias americanas de estas Ordenanzas de las audiencias y
chancillerías de Valladolid y Granada, la recordaba en la primera mitad del siglo XVII
Juan de Solórzano y Pereyra, cuando escribía que: Son, pues, estas Audiencias y
Chancillerias de las Indias, y sus Oidores, y Ministros, de la misma potestad y
autoridad que las de España. Así se deven governar en todo por sus leyes, y
ordenanzas; sino es que en las particulares que se les han dado haya algo que sea
diferente, o contrario753.
Esta vigencia en América de las Ordenanzas de la audiencias y chancillerías de
Valladolid y Granada se había declarado desde las Ordenanzas antiguas de 1528 para la
Audiencia de Méjico, cuyo primer capítulo mandaba que el presidente y oidores: Ayan
de conocer y conozcan de todos los pleytos y causas ceviles y criminales, segun y como
pueden y deven conocer los nuestros Oydores de la nuestra Audiencia de Valladolid y
Granada, y los alcaldes de nuestras Chancillerias, en lo criminal; los quales en el
proceder y sentenciar de las dichas causas, guarden las ordenanças que de yuso seran
contenidas en los casos en ella declarados, y en los demas que en ellas no fuere
expresado, guardéis las ordenanças de las dichas Audiencias en todo aquello que no
fueren diferentes e contrarias de lo en estas ordenanças contenido754.
En el texto de dichas Ordenanzas antiguas había otras referencias a las chancillerías
de Valladolid y Granada, tales eran en su capítulo 2 a propósito del despacho de cartas y
provisiones con el real sello755; en el capítulo 3, en relación al modo de ir a la audiencia
las apelaciones de las justicias inferiores756; en el capítulo 6, relativo al conocimiento en
                                                
750 Ordenanzas de 1494, pr. en VARONA GARCÍA, María Antonia, (n. 246), p. 402.
751 Idem, ord. I, pp. 402-403.
752 Idem, ord. II, p. 403.
753 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.9.
754 Ordenanzas de la Audiencia de Méjico (1528), cap. 1, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José,
(n. 1), p. 78.
755 Idem, cap. 2 , Otrosy, es nuestra merced y voluntad que los dichos nuestros Presidente e Oydores
que agora son o por tiempo fueren, libren y despachen todas las cartas y provisiones y cartas executorias
que dieren, con nuestro titulo y con nuestro sello y registro, segun e de la forma y manera que al presente
se libra e despacha en las dichas nuestras Audiencias y Chancillerías de Valladolid e Granada.
756 Idem, cap. 3, Iten ordenamos y mandamos, que las apelaciones que se ynterpusieren de
qualesquier nuestros Governadores e sus Alcaldes Mayores, e otros qualesquier nuestros juezes e
justicias...ayan de ir y vayan a la nuestra Audiencia, segun y como y de la manera que vienen a estos
nuestros Reynos a las nuestras Audiencias de Valladolid y Granada .
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primera instancia de las causas de dentro de las cinco leguas y de los casos de corte757;
en el capítulo 9, tocante al nombramiento de jueces acompañados758; y en la 54 al
reiterar la competencia de los oidores759.
En las Ordenanzas nuevas de audiencias de 1563, aunque no se recogió el mandato
expreso de aplicar subsidiariamente las ordenanzas vallisoletanas y granadinas, también
se mantenían las referencias a las audiencias y chancillerías de Valladolid y Granada,
vgr. en el capítulo 3 a propósito de la competencia de los oidores y de las varas de
justicia 760; en el capítulo 24, tocante a las horas de audiencia 761; en el 52, relativo al
conocimiento de las fuerzas eclesiásticas762; en el capítulo 84, respecto del alguacil
mayor763; y en el capítulo 106, a propósito de la provisión de las receptorías764.
En las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile de 1609, se
conservaron las mismas remisiones a las de Valladolid y Granada, ahora en sus
capítulos 9, 30, 60, 95, y 119.
Pero además se incluía un capítulo, tomado de las Ordenanzas de Manila de 1596, en
el cual expresamente se ordenaba la aplicación de las Ordenanzas vallisoletanas y
granadinas: Que en la determinación de los pleytos civiles y criminales y en la orden y
                                                
757 Idem, cap. 6, Otrosi ordenamos que los dichos nuestro Presidente e Oydores ayan de conocer y
conozcan, no tan solamente de todos los pleytos y causas que ante ellos pendieren en grado de
apelacion...y conozcan en primera instancia de todos los pleytos y causas, asi ceviles como de criminales,
dentro de las cinco leguas y en todos los casos de Corte, que segun leyes de nuestros Reynos y
ordenanças de nuestras Audiencias los Oydores y Alcaldes dellas pueden y deven conocer, y no mas.
758 Idem, ...Pero si el Presidente estoviere ausente o en tal manera ynpedido que no pueda entender
en lo susodicho, mandamos que los Oydores que quedaren puedan nombrar y tomar los dichos letrados
conforme a la hordenança de Valladolid que cerca desto dispone.
759 Idem, Otrosi, por quanto por ser la dicha nuestra Audiencia nuevamente fecha y no estar en ella
proveydos todos los oficiales que en adelante converna que aya, asimismo por ser los nuestros Oydores
proveydos para usar y exercer la jurediccion no solamente en las causas ceviles, de que conoscen los
nuestros Oydores de la Audiencia de Valladolid, pero asymismo an de tener y tienen el exercicio de la
jurediccion criminal como Alcaldes de nuestra Corte e Chancilleria...
760 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, cap. 3, Yten ordenamos que los dichos oydores
conozcan en las dichas causas civiles y criminales segun y como pueden conocer los oydores y alcaldes
de nuestras Audiencias de Valladolid y Granada, y puedan traer y traygan varas de justicia como las
traen los alcaldes de las dichas nuestras Audiencias de Valladolid y Granada.
761 Idem, cap. 24, Yten, mandamos que el presidente y oidores de la nuestra Audiencia esten cada dia
que no fuere feriado en los estrados a oyr relaciones tres horas los dias que no fueren de audiencia, y los
dias de audiencia quatro horas segun quee sta ordenado en las nuestras Audiencias de Valladolid y
Granada.
762 Idem, cap. 52, Yten, ordenamos y mandamos que los nuestros oydores de la dicha Audiencia en
los casos de fuerzas hechas por los juezes eclesiásticos conozcan segun y de la manera que en estos
nuestros reynos conocen las Audiencias de Valladolid y Granada, sin estender lo mas de lo que en dichas
nuestras Audiencias se platica.
763 Idem, cap. 84, Yten, mandamos que al nuestro alguazil mayor de la nuestra Audiencia se le
guarden las honras y preheminencias que se guardan a los alguaziles mayores de las nuestras
Audiencias de Valladolid y Granada, y tengan el lugar y asiento que en ellas tienen los dichos alguaziles
mayores.
764 Idem, cap. 106...Y en lo de las receptorias se guarde lo que esta ordenado en las Audiencias
destos nuestros reynos.
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forma de proceder en ellos, se guarden las leyes y pragmaticas y estilos destos reynos y
de las Audiencias dellos, en lo que no estuviere particularmente proveido por estas
ordenanzas765.
Por esta razón no era infrecuente encontrar en las bibliotecas de oidores de Indias,
ejemplares de dichas ordenanzas, como en la del oidor de Lima don Gregorio González
de Cuenca (15 ?-1581), quien poseía ambas766, y en la del oidor de la audiencia de
Santiago don Sancho García de Salazar (c.1636-1688) donde se hallaban las
Ordenanzas de Granada767.
Prueba de la aplicación de las ordenanzas de las chancillerías peninsulares por la
Real Audiencia de Santiago, se hallaba desde su misma instalación, pues, como queda
dicho, el tribunal fijó desde su apertura el deber de dar lectura a sus Ordenanzas el
primer día de audiencia, según la práctica y estilo de las audiencias reales de Valladolid
y Granada, tal como lo señalaba el Real Acuerdo el mismo día en que fueron juradas:
Considerando que se han de leer el primer dia de Audiencia conforme al estilo de las
Chancillerias768.
2.2. Nueva Recopilación de Castilla de 1567
Dentro de los cuerpos fijadores del derecho real castellano con aplicación subsidiaria
en Indias, el de mayor vigencia fue la Nueva Recopilación de Castilla de 1567, sólo en
parte desplazada por la Novísima Recopilación de Leyes de España de 1805.
Por lo que tocaba a las audiencias, la Nueva Recopilación dedicaba gran parte de los
25 títulos del libro II a regular las audiencias y chancillerías peninsulares, y sus
subalternos, en los cuales se recogían gran parte de las Ordenanzas de las chancillerías,
disposiciones posteriores, e importantes decisiones acordadas en las visitas practicadas a
estos tribunales.
Hay buena prueba de la aplicación de esta Recopilación por la audiencia de Santiago,
en materias propias de organización y funcionamiento del tribunal y de sus oficiales.
Por auto acordado del 18 de marzo de 1758 se ordenó a los relatores que elaboraran
los memoriales ajustados conforme a lo prescrito en la Nueva Recopilación de Castilla:
Los dichos Relatores desde hoy en adelante, con ningún motivo ni pretexto, traigan en
relación en definitiva pleyto alguno civil o criminal que no sea por memorial ajustado
con las partes, sus Procuradores, o Abogados, en la forma establecida por la citada ley
                                                
765 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , cap. 58.
766 HAMPE MARTÍNEZ, Teodoro, “Lecturas de un jurista del siglo XVI. La biblioteca del doctor
Gregorio González de Cuenca, presidente de la Audiencia de Santo Domingo (1581)”, en AEA. XLI,
Sevilla, 1984, p. 190.
767 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La biblioteca del oidor Sancho García de Salazar (c.1630-
1688). Notas para el estudio de la cultura jurídica en Chile indiano. (II)”, en Revista de Historia del
Derecho Ricardo Levene, 29, Buenos Aires, 1992, p. 27.
768 ANRACH. 3.137, Real Acuerdo, Santiago, 31-XII-1609, fs. 51 vta.
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11 y por la tercera, tít. 17, lib. 2 de las de Castilla, a cuyo contexto se arreglarán los
susodichos769.
La provisión de las plazas de relator se hacía por oposición y los pretendientes a ellas
eran examinados conforme a las disposiciones de la recopilación castellana, tal como
puede apreciarse en el siguiente auto de la Real Audiencia de Santiago de Chile:
En la ciudad de Santiago de Chile, en primero de julio de 1776 años: Estando
en el Real Acuerdo de Justicia los SS. Presidente y Oidores de esta Real
Audiencia, Doctores Dn. Juan Verdugo, y Dn. Melchor de Santiago Concha, del
Consejo de S.M., dijeron que por cuanto es constante y notorio haber fallecido el
Dr. Dn. Fernando Bravo, abogado y segundo Relator de esta Real Audiencia el
día 28 del próximo mes pasado, y teniendo S.M. dispuesto por su real cédula
dada en El Pardo a 29 de febrero del año pasado de 774 que en las vacantes de
las Relaturías se fijen edictos convocatorios con plazos competentes para que
llegue a noticia de todos, y que los opositores sean examinados conforme a la ley
25, tit. 17. libro 2do. de la Recopilación de Castilla...debían de declarar y
declararon por vacante la referida plaza...770.
II. PLANTA Y OFICIOS DE LA REAL AUDIENCIA DE SANTIAGO DE
CHILE
1. Planta de la Real Audiencia de Santiago de Chile
La planta de la Real Audiencia de Santiago de Chile, como la de las demás
audiencias de Ultramar, estaba constituida por dos grandes órdenes de plazas, a saber,
las unas vinculadas directamente al ejercicio de la jurisdicción, tales eran, las de
presidente, oidores, y fiscales, a las que se agregó en el siglo XVIII, la de regente; y las
otras auxiliares del ejercicio de la jurisdicción que formaban el nivel de los oficiales
subalternos, tales como escribanos de cámara, relatores, receptores, etc.
Al primer nivel de plazas, se lo designará como el vinculado directamente a la
jurisdicción, aunque ello no es del todo propio, pues sólo los presidentes, sobre todo
letrados, los oidores y los alcaldes del crimen, en su caso, la ejercían, y no los fiscales,
quienes debían cautelar el derecho y la hacienda reales sin ejercicio de jurisdicción.
Se opta por este imperfecto circunloquio para denominar a estas plazas superiores,
pues tampoco es exacto agruparlas bajo el dictado de “Ministros”, pues el fiscal no lo
es, o el de “Plazas togadas”, supuesto que algunos subalternos también las llevaban, y
más que togas los titulares de estos oficios usaban una toga particular que era la
garnacha, aunque en la literatura de la época se las denominaba frecuentemente así.
                                                
769 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 18-III-1758, fs. 88-88 vta.
770 ANCG. 692, Testimonio de los autos formados sobre la vacante de la segunda Relaturía de esta
Real Audiencia. 1776, Decreto de la Real Audiencia, Santiago, 1-VII-1776, fs. 16-16 vta.
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1.1. Planta y plazas vinculadas directamente a la jurisdicción
La plantilla de la Real Audiencia de Santiago, contó a través de su historia con una
plaza de presidente, un número variable de plazas de oidores, y una o dos plazas de
fiscales, las que constituían su planta de número o de propietarios, así denominados
porque sus titulares servían alguno de los oficios de la dotación del tribunal.
1.1.1. Planta y plazas numerarias
La planta de plazas numerarias de la Real Audiencia de Santiago de Chile no
permaneció invariable desde la creación del tribunal, sino que sufrió diversas reformas a
la largo de los más de dos siglos de su existencia.
Las reformas que experimentó la plantilla numeraria de la Real Audiencia de
Santiago se produjeron durante los siglos XVIII y XIX, concretamente desde el reinado
de Carlos III.
1.1.1.1. Las plazas de la plantilla de establecimiento (1609-1776)
Desde la consulta del Consejo fechada en Valladolid el 20 de septiembre de 1604, en
que se sugería al monarca volviera a poner audiencia en Chile, se señalaba que su planta
había de ser la de un presidente de capa y espada, pues dicho oficio lo serviría el
gobernador y capitán general, cuatro oidores y un fiscal:
...Conviene que se funde y ponga una Audiencia Real en las dichas Provincias de
Chile, y que el Gobernador y Capitán General sea Presidente della, con que se
escusarían los encuentros y diferencias que suelen ofrecerse cuando sirven estos
oficios personas distintas, y que aya cuatro oydores y un fiscal como en las
demás audiencias...771.
Así finalmente, cuando sobre consulta del Consejo datada en Valladolid el 22 de
abril de 1605, Felipe III acordó la creación de una audiencia en Santiago de Chile, se
conformó con dicho parecer del Consejo, y el tribunal nacía con un presidente de capa y
espada, cuatro oidores y un fiscal.
El preámbulo de las Ordenanzas despachadas para la Real Audiencia de Santiago de
Chile el 17 de febrero de 1609 fijaban esta misma planta para el tribunal, al señalar que
se había acordado y resuelto fundar la dicha: Audiencia y Chancillería Real en la ciudad
de Santiago de las dichas provincias, donde haya un presidente, que ha de ser el mi
gobernador y capitán general que al presente es y adelante fuere de ellas y cuatro
oidores, fiscal y los otros oficiales necesarios772.
Esta composición del tribunal se mantuvo inalterada hasta el año 1776, cuando
producto de las reformas introducidas en el reinado de Carlos III, se le dio nueva planta
a las audiencias de Indias.
                                                
771 AGI. Chile, 67, Consultas años 1604-1697 . Consulta nº. 1, Consejo, Valladolid, 20-IX-1604.
772 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile, en AGI. Chile, fols. 152 vta.-219; también
en ANRACH. 3.136 y 3.137, y han sido publicadas por LIZANA, Elías, (n. 1). Recientemente con las
variantes que presentaban respecto de las de Manila de 1596, a las que tuvieron por modelo, se pueden
ver en notas en SÁNCHEZ-ARCILLA, Bernal, José, (n. 1), pp. 249-310.
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1.1.1.2. Las plazas de la nueva plantilla (1776-1781)
Durante el reinado de Carlos III, a instancias de su ministro José de Gálvez, por real
decreto fechado el 11 de marzo, se dio nueva planta a las audiencias indianas, lo que
significaba introducir la nueva plaza de regente en todas las audiencias americanas,
incrementar el número de oidores, y separar las fiscalías civil y criminal en aquellos
tribunales en que eran servidas por un solo titular773.
En el caso de la Real Audiencia de Santiago la reforma importó, junto con introducir
la plaza de regente, crear una quinta de oidor, y separar la fiscalía en dos, de modo tal
que se establecía un fiscal para lo civil y otro para lo criminal774.
La plaza de regente fue provista, sobre consulta de Cámara fechada el 23 de
septiembre de 1776, en el asturiano colegial del de San Pelayo de Salamanca don
Tomás Antonio Álvarez de Acevedo, a quien se le despachó título por real provisión
librada en San Lorenzo el Real el 14 de noviembre de 1776775, y que entró a servir en su
oficio el 22 de diciembre del año siguiente776.
La quinta plaza de oidor fue provista sobre consulta de Cámara fechada el 3 de
marzo de 1776, en el gaditano y doctor por Alcalá don Nicolás de Mérida y Segura, a
quien se le despachó título por real provisión expedida en Aranjuez el 21 de abril de
1777777, quien comenzó a despachar en ella el 6 de abril del año siguiente778.
Las dos fiscalías se proveyeron en el gallego don Lorenzo Blanco Cicerón para la de
lo civil, y en el barcelonés don Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero para la de
lo criminal, a quienes se les extendieron sus títulos por reales provisiones libradas en
San Ildefonso el 25 de agosto de 1776779, oficios que comenzaron a servir en abril del
año siguiente.
1.1.1.3 Las plazas de la tercera plantilla (1781-1812)
La plantilla dada en 1776 para la Real Audiencia de Santiago tuvo corta duración,
pues, a instancias del primer regente se suprimieron la quinta plaza de oidor, y la
segunda fiscalía, estableciéndose una plantilla integrada por un presidente de capa y
espada, un regente, cuatro oidores, y un fiscal auxiliado por un agente fiscal de lo civil y
otro de lo criminal.
                                                
773 LÓPEZ BOHÓRQUEZ, Alí Enrique, “Las reformas de Carlos III en las audiencias americanas”,
en Boletín de la Academia Nacional de la Historia , LXVI:262, Caracas, abril-junio, 1983, pp. 319-342.
774 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Las reformas de Carlos III y la Real Audiencia de Santiago
de Chile”, en Temas de Derecho, VII, nº 2, Santiago, 1992, pp. 23-46.
775 ANRACH. 3.136, Títulos de Presidentes, Regentes, Oidores, y Fiscales, RP. San Lorenzo, 14-XI-
1776, fs. 234-236.
776 ANRACH. 3.138, Juramentos de Presidentes, Oidores, Fiscales, y subalternos, Santiago, 22-XII-
1777.
777 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Aranjuez, 21-IV-1777.
778 ANRACH. 3.138 , Juramentos de Presidentes, Oidores, Fiscales y subalternos, Santiago, 6-IV-
1778.
779 AGI. Chile, 223, Títulos de fiscales desde 1631, RP. San Ildefonso, 25-VIII-1776.
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En efecto, Álvarez de Acevedo, después de constatar el escaso número de
expedientes que se traían en relación al acuerdo, escribía a la corte el 7 de septiembre de
1780, que le parecía: Que esta Audiencia no necesita en la actualidad más ministros
que quatro, y un regente, y un fiscal con dos agentes, para desempeñar cumplidamente
la administración de justicia y los demás negocios a que debe atender780.
Recibido este parecer se pasó en dictamen al fiscal del Consejo de Indias, y con su
opinión favorable, sobre consulta del 5 de octubre de 1781, se accedió en todo a lo
solicitado por Álvarez de Acevedo, despachándose un real decreto el 29 de octubre del
mismo año que suprimía la quinta plaza de oidor, y reducía a una las fiscalías, más dos
agentes fiscales:
En representación del dos de septiembre del año ppado. hizo presente el
Regente de esa Real Audiencia que ese tribunal tenía expeditos todos los
negocios de su encargo y, que por ser corto el número de pleitos no es necesario
segunda sala, y que así bastarían para lo futuro el Regente, cuatro Oidores y un
Fiscal y dos solicitadores fiscales para desempeñar cumplidamente la
administración de justicia y los demás objetos en que debe entender. En vista,
pues, de esta proposición y de lo expuesto por el Fiscal del Consejo de Indias en
su respuesta que acompañó este tribunal a consulta del cinco del corriente mes,
ha resuelto el Rey se supriman en esa Real Audiencia dos plazas de Ministros
cuando llegue el caso de vacantes para dotación de la que haya de formarse en
Buenos Aires781.
Esta nueva planta se llevó a la práctica respecto de la supresión de un oficio de oidor
a la muerte de don Nicolás de Mérida y Segura ocurrida el 6 de noviembre de 1781, de
tal manera, fue precisamente la quinta plaza creada por el real decreto de 1776 la que
desapareció a la muerte de su primer titular.
La reducción de las dos fiscalías a una se verificó tal como lo prescribía el decreto de
1781, pues cuando se mandó poner audiencia en Buenos Aires el año 1783 se trasladó al
fiscal de lo civil de Santiago don José Márquez de la Plata y Soto conforme a su título
expedido el 12 de julio de aquel año. De este modo sólo continuó en el ejercicio de la
fiscalía un único fiscal don Joaquín Pérez de Uriondo y Martierena, quien despachaba
en la de lo criminal desde 1779, y a su muerte ocurrida en Melipilla el 7 de marzo de
1797, sobre consulta de Cámara del 17 de enero de 1798, publicada el 28 del mismo
mes, fue nombrado don Francisco Manuel de Herrera782, a quien se le despachó título
por real provisión fechada el 17 de marzo del mismo año783.
Así pues, las reformas del año 1788 introducidas a instancias de Antonio Porlier no
afectaron a la audiencia de Santiago, supuesto que ella ya había experimentado una
reducción de su plantilla, de tal manera que el Reglamento de plazas y sueldos de los
                                                
780 ANRACH. 2.839, pza. 9, Expediente formado por el Regente de la Real Audiencia con motivo de
haber notado no haber causas suficientes para llenar las horas del despacho del Tribunal , Carta del
regente a la corte, Santiago, 7-IX-1780, fs. 140.
781 Idem, RD. 29-X-1781, fs. 141.
782 AGI. Ultramar, 802, Consultas para provisión de plazas de audiencias desde 1792 hasta 1808 ,
Consulta, 17-I-1798.
783 AGI. Chile, 223, Títulos de Fiscales desde 1631 , RP. 17-III-1798.
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ministros de las audiencias de América e Islas Filipinas, promulgado por real cédula de
27 de abril de 1788, no hizo más que recoger la planta de la Audiencia de Santiago que
el propio Gálvez había fijado por el real decreto del 29 de octubre de 1781.
En los últimos años del siglo XVIII el regente don José de Rezaval y Ugarte
consideró necesario que se volviera a la planta que había fijado la reforma de 1776 y al
efecto escribía al ministro el 10 de febrero de 1796, diciéndole que:
Aunque por Real Decreto de 29 de octubre se sirvió S.M. suprimir a
consecuencias de los informes que se hicieron por esta Regencia las dos Plazas
de Oidor y Fiscal que se habían creado por Real Decreto de 22 de marzo de
1776, las mismas relaciones que dirijo a V.E. dadas por mi orden por los
escribanos de cámara con inspección de los libros de la Fiscalía, comprueban
hasta la última evidencia que han variado las circunstancias que prestaron mérito
a su extinción, y que en esta sería propio de la paternal bondad de S.M su
restablecimiento para la más pronta y expedita administración de justicia, así en
las causas entre partes, como en las que es interesada la Real Hacienda y deben
verse en las juntas respectivas784.
A pesar de esta instancia no se restableció la planta de 1776, y la Audiencia de
Santiago continuó en funciones con la que se le había fijado en 1781 hasta la disolución
del tribunal en abril de 1811.
1.1.1.4. Las plazas de la plantilla de Cádiz (1812-1814)
Tras la aprobación de la Constitución de Cádiz en 1812 se dictó un decreto el 9 de
octubre del mismo año fijando una nueva estructura y planta para las audiencias
regionales españolas y para las americanas.
Conforme a ella las audiencias de Méjico y Lima se integrarían con un regente, doce
ministros, y dos fiscales, distribuidos en una sala civil y en otra criminal, y las restantes
audiencias se compondrían de un regente, nueve ministros y dos fiscales, divididas en
dos salas, suprimiéndose en todas la plaza de presidente.
La reformas de 1812 tuvieron corta duración y prácticamente no alcanzaron a
llevarse a la práctica en la Audiencia de Santiago, pues ella se hallaba disuelta desde
abril de 1811 debido al triunfo inicial de la insurgencia.
Solamente se proveyó un ministro togado conforme a la nueva plantilla de 1812. Por
real decreto fechado en Madrid el 6 de junio de 1814 fue nombrado ministro togado de
la Audiencia de Chile don Francisco Valdivieso y Pradas, en caso de haber vacante785.
1.1.1.5. Las plazas de la plantilla de la Restauración (1815-1817)
Cuando en abril de 1815 fue restablecida en Santiago la real audiencia, ya se había
abrogado la ley de 1812. En efecto, por real orden de 13 de julio de 1814 se volvió a
entregar la presidencia de los tribunales a los virreyes y gobernadores y capitanes
generales, y sobre consulta del Consejo de Indias fechada el 7 de abril de 1815 se había
                                                
784 MM. 213, doc. 5.466, José de Rezaval y Ugarte al Ministerio de Gracia y Justicia, Santiago, 10-II-
1796, fs. 216.
785 AGI. Chile, 184, Provisiones de aquella Audiencia, RD. Madrid, 6-VI-1814.
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resuelto: Que por ahora se observase el Reglamento dado a las Audiencias de aquellos
dominios en 11 de marzo de 1776 en cuanto al número de sus Ministros, sin innovar en
los sueldos actuales786.
De esta manera, la Real Audiencia de Santiago de Chile, restaurada el 15 de marzo
de 1815 y definitivamente disuelta el 13 de febrero de 1817, funcionó con la plantilla
que se le había dado en 1776, vale decir, un presidente que era el gobernador y capitán
general, un regente, cinco oidores, un fiscal de lo civil y otro de lo criminal.
Esta planta alcanzó a cubrirse, pues el regente don Juan Rodríguez Ballesteros, que
lo era desde 1806, fue jubilado sobre consulta del 29 de febrero de 1817787, y sobre
consulta del 4 de junio del mismo año fue nombrado para sucederle don Pedro Antonio
Cernadas y Bermúdez de Castro, a quien se le despachó título por real provisión librada
en Madrid el 2 de agosto de 1817, aunque no pudo servir dicha plaza 788.
La quinta plaza de oidor le fue conferida por real decreto del 6 de junio de 1815 a
don Francisco Valdivieso y Pradas789.
Por real decreto fechado en Madrid el 6 de junio de 1815 fue nombrado fiscal del
crimen don José Antonio de Navarrete, despachándosele su título por real provisión
fechada en Madrid el 16 de junio del mismo790, pues la otra fiscalía se le había dado, por
real decreto fechado en el Alcázar de Sevilla el 5 de enero de 1810 a don Luis María de
Moxó791.
1.1.2. Plazas supernumerarias
Las plantillas de las audiencias americanas con bastante frecuencia solían verse
acrecentadas por el nombramiento de ministros en plazas supernumerarias los que, por
regla general, actuaban con iguales facultades que los ministros del número.
Las plazas supernumerarias eran aquellas que, naturalmente, se proveían excediendo
el número de plazas propietarias, normalmente con ejercicio desde luego, y con los
mismos privilegios y regalías que gozaban los ministros numerarios, salvo en cuanto
solía concedérseles por regla general únicamente la mitad del salario.
Con cierta frecuencia a los provistos en plaza supernumeraria se les concedía opción
a la primera vacante que se ofreciera, y en casos muy excepcionales se les daba sueldo
entero.
Este género de plazas se acostumbraron proveer desde el siglo XVII, y fueron muy
frecuentes durante el reinado de Carlos II, con quien se aceptó frecuentemente el
servicio pecuniario para la provisión de ministros togados, constituyéndose este género
                                                
786 AGI. Lima, 789, Títulos de alcaldes del crimen desde 1603 hasta 1816.
787 AGI. Chile, 173 , Consultas desde 1799 a 1820, Consulta, 29-II-1817.
788 AGI. Chile, 223, Títulos de Regentes desde 1776, RP. Madrid, 2-VIII-1817.
789 AGI. Chile, 184, Provisiones de aquella Audiencia, RD. Madrid, 6-VI-1815.
790 AGI. Chile, 223, Títulos de fiscales desde 1631, RD. Madrid, 6-VI-1815.
791 Idem, RD. Alcázar de Sevilla, 5-I-1810.
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de plazas obtenidas por la vía del beneficio en uno de los medios principales de acceso
de los americanos a la judicatura letrada en Indias.
En el comienzo del reinado de don Felipe V se decidió acabar con las plazas
supernumerarias y con el beneficio de ellas, y al efecto por real decreto fechado el 6 de
marzo de 1701, junto con suspender temporalmente la obtención de oficios con
jurisdicción por la vía del servicio pecuniario se suprimieron las plazas
supernumerarias, y se ordenó que los ministros afectados por la reforma cesaran de
inmediato el servicio de sus oficios, y perdieran sus salarios, hasta que se produjera
alguna vacante, para las cuales se les consideraría preferentemente. Sin embargo,
algunos meses más tarde, se suavizó esta decisión al mandarse que los supernumerarios
perdieran el ejercicio y sus honores, pero sin que dejaran de percibir sus salarios, hasta
que llegara el caso de una vacante792.
A pesar de lo anterior, desde 1709 se volvió nuevamente frecuente el nombramiento
de ministros supernumerarios, y sólo se redujeron durante el reinado de don Carlos III.
Durante todo el tiempo que funcionó la Real Audiencia de Santiago de Chile se
proveyeron doce ministros en plazas supernumerarias, todos ellos en oficios de oidor, y
previo servicio pecuniario, siendo diez de ellos americanos.
Oidores de plazas supernumerarias
Real Decreto Oidor Naturaleza Servicio
Madrid, 1-II-1709 Ignacio Fausto Gallegos Lima 2.500 doblones
Madrid, 11-VI-1710 Leandro de Torquemada Sevilla 2.500 pesos
Buen Retiro, 7-III-1707 Juan del Corral Calvo de la Torre La Plata 8.000 pesos
Buen Retiro, 12-VI-1708 Salvador Sánchez de la Barreda Lima 2.500 doblones
Buen Retiro, 14-I-1747 Juan Bautista Verdugo Santiago de Chile 20.000 pesos
Buen Retiro, 1-VII-1748 Domingo Martínez de Aldunate Santiago de Chile 20.000 pesos
Buen Retiro, 2-X-1750 José de la Fuente y Villalta Lima 22.980 pesos
RP. 2-IX-1756 Melchor de Santiago Concha Lima Sin servicio793
San Lorenzo, 13-IX-1795 José de Aldunate y Guerrero Santiago de Chile Sin servicio
Sevilla, 29-XII-1809 José Álvarez de Acevedo Santiago de Chile Sin Servicio
Cádiz, 14-XI-1810 Antonio Caspe y Rodríguez Granada Sin servicio
Madrid, 29-VII-1815 José Antonio Rodríguez Aldea Chillán (Chile) Sin servicio
                                                
792 BURKHOLDER, Mark y CHANDLER, Dewitt, From impotence to Authority. The Spanish
Crown and the American Audiencias (1687-1808), Columbia, 1977, hay versión castellana en Méjico,
1984, (por la que cito), p. 207.
793 Había obtenido plaza de oidor en Charcas por el servicio de 19.000 pesos fuertes, y en 1756 fue
trasladado a plaza supernumeraria en Chile, por haber casado sin el real permiso.
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Durante el siglo XVIII hubo períodos en los cuales la plantilla de la Real Audiencia
de Santiago se vio acrecentada por la presencia de varios ministros supernumerarios.
Entre 1712 y 1713 el tribunal se hallaba provisto de seis oidores, pues servían las
cuatro plazas propietarias don Ignacio Antonio del Castillo, don Álvaro Bernardo de
Quiroz, don Juan Próspero de Solís Vango, y don Francisco Sánchez de la Barreda y
Vera, y además despachaban como supernumerarios don Ignacio Fausto Gallegos, y don
Juan del Corral Calvo de la Torre.
En los nueve años que median entre 1758 y 1767 la Real Audiencia de Santiago
funcionó con siete oidores, pues a los propietarios don Martín de Recabarren, don José
Clemente de Traslaviña y Oyagüe, don Gregorio Blanco Laysequilla, y don Juan de
Balmazeda y Zenzano, se sumaban tres supernumerarios, a saber, don Melchor de
Santiago Concha, don Juan Bautista Verdugo y don Domingo Martínez de Aldunate.
1.1.3. Plazas futurarias
Además de las plazas supernumerarias, desde el siglo XVII se solían conceder
futuras de plazas de oidor o de fiscal, vale decir, se despachaba en favor de algún sujeto,
normalmente previo servicio pecuniario, título futurario con opción a la vacante, lo que
le permitía vestir toga, y despachar en el tribunal durante las ausencias y enfermedades
de ministros, con goce a medio salario. Tal podía observarse en el real decreto de
nombramiento del primer ministro a quien se concedió una futura de oidor en el tribunal
de Santiago:
Al Dr. Dn. Andrés Hidalgo de Paredes y Espinosa, abogado de la Audiencia
de Charcas he hecho merced, en atención a sus títulos y méritos de letras, de
futura de plaza de oidor de la Audiencia de Chile, con la mitad de los gajes que
gozan los propietarios enteramente, poniéndose desde luego toga y sirviendo las
ausencias y enfermedades de cualquiera de los ministros del número de ella, y
con declaración que va de entrar en la propiedad y goce entero de la plaza, sin
presentar de nuevo despacho, pagando la media anata que debiere en Chile...794.
Al igual que las plazas supernumerarias, los despachos de futuras de ministros
togados fueron suprimidos por la reforma de 1701, aunque con posterioridad volvieron
a proveerse.
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile se proveyeron solamente cinco futuras,
cuatro en plazas de oidor, y la restante en oficio de fiscal.
Previo servicio pecuniario de 11.000 escudos, por real decreto fechado en Madrid el
9 de diciembre de 1692 se le concedió futura de plaza de oidor a don Andrés Hidalgo de
Paredes y Espinosa795, natural de La Plata, despachándosele título por real provisión
                                                
794 AGI. Chile, 3, Decretos circulares para el distrito de dicha Audiencia (1621-1699), RD. Madrid,
9-XII-1692.
795 AGI. Chile, 3, Decretos circulares para el distrito de dicha Audiencia (1621-1699), RD. Madrid,
9-XII-1692.
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librada en Madrid el 31 de diciembre del mismo año796, que fue el primer sujeto que
recibió esta merced en el tribunal de Santiago, aunque jamás llegó a jurar.
Previo servicio pecuniario de 8.000 pesos, por real decreto fechado en Madrid el 26
de abril de 1695 se concedió futura de plaza de oidor de la Real Audiencia de Chile a
don José del Corral Calvo de la Torre797, natural de La Plata, despachándosele su título
por real provisión librada en Madrid el 26 de junio del mismo año798.
El caso de este ministro es bastante singular, pues su futura de oidor fue afectada por
la reforma de 1701 y debió abandonar el despacho y perder sus gajes, a lo que se opuso
tenazmente y al efecto dirigió al monarca un Manifiesto en derecho sobre no ser
comprendido en el valimiento de sus sueldos que se han mandado quitar a los ministros
supernumerarios de las Reales Audiencias799, pero no obtuvo gran cosa.
Sin embargo, cuando por real decreto del 7 de marzo de 1707 fue nombrado oidor de
la audiencia de Santiago don Juan Próspero de Solís Vango, que sólo contaba con 17
años, se libró en favor de Corral Calvo de la Torre una nueva futura de oidor para que
despachara en la plaza del núbil magistrado mientras durara su minoridad:
Por cuanto, por decreto de siete de marzo del presente año de 1707 he hecho
merced de oidor a don Juan Próspero de Solís Vango, caballero de la Orden de
Calatrava, de Plaza de Oidor de número de esa Audiencia en la vacante de don
José Blanco Rexón, a quien promoví al arcedianato de la iglesia metropolitana de
Charcas, con la circunstancia respecto de ser menor de edad de que no la pueda
jurar, ni entrar en esa Audiencia hasta que tenga veinte años cumplidos y que
desde esa edad asista en ella sin voto hasta que cumpla los veinticinco, y para
salvar estos inconvenientes de la falta de este ministro he resuelto nombrar oidor
futurario a don Juan del Corral Calvo de la Torre para que sirva la plaza de oidor
de ella...800.
Cuando el joven Solís Vango enteró lo 20 años y prestó juramento de su plaza sin
derecho a votar en el Acuerdo, se generó un agria disputa entre del Corral y él por
determinar a quien correspondía la precedencia en el estrado, y para acabar con ella la
corona, por real cédula expedida el 4 de abril de 1710, dejó a del Corral en libertad para
servir o no la plaza de Solís Vango 801.
Finalmente, por real provisión fechada el 8 de septiembre de 1710 se despachó en
favor de del Corral título de plaza supernumeraria en la Real Audiencia de Chile, de
cuyo ejercicio fue suspendido por real cédula fechada el 27 de agosto de 1714, en razón
de imputársele ciertos malos procedimientos tenidos mientras servía el corregimiento de
                                                
796 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 31-XII-1692.
797 AGI. Chile, 3, Decretos circulares para el distrito de dicha Audiencia (1621-1699), RD. Madrid,
26-IV-1695.
798 AGI. Chile, 223 , Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 26-VI-1695.
799 ANRACH. 2.725, pza. 3, Manifiesto en derecho sobre no ser comprendido en el valimiento de sus
sueldos que se han mandado quitar a los ministros supernumerarios de las Reales Audiencias.
800 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 24-V-1707.
801 ANRACH. 3.148, RC. 8-IX-1710, fs. 17.
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Concepción. Sólo pudo volver al servicio de su oficio supernumerario por real provisión
expedida el 3 de mayo de 1722.
Por real decreto fechado en Madrid el 31 de enero de 1700 se le concedió futura de
oidor en Chile a don José de Valverde Contreras y Alarcón, natural de Lima, con mitad
de gajes y segunda opción a la del número después de del Corral802, despachándosele su
título por real provisión librada en Madrid el 12 de febrero del mismo año803, plaza que
juró el 27 de abril de 1704804.
Por real decreto fechado en Madrid el 21 de marzo de 1700 se concedió futura de
fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile al limeño don Marcelo de Ayala Marín
Benavides805, pero no alcanzó a sacar sus reales despachos, pues fue afectado por la
reforma que suprimía este género de provisiones.
Previo servicio pecuniario de 17.000 pesos fuertes, sobre consulta del Consejo de
Hacienda del 25 de mayo de 1740 se concedió por real decreto expedido en Buen Retiro
el 11 de junio del mismo año a don José de Traslaviña y Oyagüe futura de oidor de la
Real Audiencia de Chile806, despachándosele su título por real provisión librada en
Buen Retiro el 1 de julio de 1740807.
1.1.4. Plazas interinas
En algunas ocasiones cuando las plantillas de las audiencias se encontraban en tal
manera disminuidas por falta o ausencia de ministros, solían los presidentes de ellas
nombrar a algún letrado para que sirviera con la calidad de ad interim una plaza de
oidor o fiscal mientras el monarca la proveía en propiedad.
En la Real Audiencia de Chile fueron escasos los nombramientos de ministros
interinos.
El primero de ellos se produjo inmediatamente de instalada la Real Audiencia, pues
como el fiscal fundador don Hernando Machado no había llegado al reino, el presidente
del tribunal nombró el 10 de septiembre de 1609 al licenciado criollo don Francisco
Pastene, quien sirvió el oficio hasta la llegada del propietario, que juró en su plaza el 1
de diciembre de 1610808.
                                                
802 AGI. Chile, 70, Decretos originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de 1689
a 1756, RD. Madrid, 31-I-1700.
803 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 12-II-1700.
804 ANRACH. 3.138 , Juramento de Presidentes, Oidores, Fiscales y subalternos, Santiago, 27-IV-
1704.
805 AGI. Chile, 67, Consultas. Años 1604 a 1716, RD. Madrid, 21-III-1700.
806 AGI. Chile, 70, Decretos originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de 1689
a 1756, RD. Aranjuez, 11-VI-1740.
807 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 1-VII-1740.
808 SILVA Y MOLINA, Abraham de, Oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile durante el
siglo XVII, Santiago, 1903, p. 10.
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El segundo y último nombramiento interino fue el de don José Antonio Rodríguez
Aldea, a quien el virrey Abascal le proveyó como oidor interino por despacho fecho en
Lima el 12 de noviembre de 1814 para que concurriera al restablecimiento del tribunal,
que los derrotados insurgentes habían disuelto:
Don José Fernando de Abascal y Souza...Por cuanto, atendiendo a los méritos
y servicios del Dr. José Antonio Rodríguez contraídos en la expedición del
Reyno de Chile dirigida a sujetar los excesos de aquellos insurgentes, a que
concurrió en calidad de Auditor interino por nombramiento que le hice de 14 de
diciembre del año próximo pasado de 1813, manejándose con la mayor
exactitud, desinterés y fidelidad...Por tanto, en nombre de S.M., que Dios guarde,
nombro y elijo al referido Dr. Dn. José Antonio Rodríguez por oidor interino de
la Real Audiencia de Chile, con la mitad de sueldo de su dotación y, en
consecuencia, encargo a los SS. Regente y Ministros de ella que, presentándose
el interesado con el título, precedido el juramento acostumbrado, lo reconozcan
por tal oidor...809.
1.1.5. Plazas honorarias810
Especial mención merecen las plazas honorarias provistas por los príncipes quienes,
según Solórzano Pereira: No se contentando con nombrar y proveer los magistrados,
oficiales y ministros que se juzgaban por bastantes para el uso y ejercicio ordinario de
los tribunales, cargos, prefecturas y oficios...solían también nombrar otros algunas
veces que tuviesen y gozasen la dignidad, título y honor de ellos, relevándoles de su
uso, exercicio y ocupación811.
De este modo las plazas honorarias eran aquellas que sólo concedían a su titular los
honores y preeminencias, sin uso, ejercicio ni salario, pues por carecer de jurisdicción
sólo les venía a quedar el desnudo título y honor de ellas812.
Por carecer de administración de justicia no podían los honorarios vestir la garnacha
y sólo llevaban capa talar y sombrero, según refería el oidor honorario de la Real
Audiencia de Santiago don Francisco Ruiz de Berecedo: La vestidura que usa el oydor
honorario es la capa talar y sombrero...no viste la toga porque siendo demostrativa de
la jurisdicción del mero y mixto imperio, no teniendo esta jurisdicción el oydor
honorario, por eso no se vestía de insignia que no le competía, y el honor puede
consistir sin esta toga de administración de justicia813.
                                                
809 ANRACH. 2.119, Decreto del virrey, Lima, 12-IX-1814.
810 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Los oidores honorarios. Notas para su estudio”, en Anales
de la Universidad de Chile. Estudios en honor de Alamiro de Ávila Martel, 20, Santiago, 1989, pp. 233-
247.
811 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, Discurso sobre los derechos, honores, preeminencias y
otras cosas que se deben dar y guardar a los consejeros honorarios y jubilados, en Obras Varias
Póstumas del Dr. Dn. Juan de Solórzano Pereira , Madrid, 1776, nº. 141.
812 Idem, nº. 145.
813 RUIZ DE BERECEDO, Francisco, Expediente donde se evidencian los agravios que ha padecido
el carácter de oidor honorario de su plaza , en ANRACH. 2.106, pza. 12, fs. 9 vta.
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Por ser de la naturaleza de las plazas honorarias estar privadas del uso y ejercicio,
aquellos ministros titulados en ellas no podían asistir ni estar presentes en ningún acto
en el cual la audiencia ejerciera jurisdicción. Así lo prescribía tardíamente una real
cédula librada en San Lorenzo el 8 de octubre de 1797, cuando señalaba que se había:
Venido en declarar que ningún Ministro Honorario de Consejo o Audiencia debe asistir
a los actos de jurisdicción que ejerza la Audiencia814.
Como la cuestión de determinar si un acto era o no de jurisdicción solía generar
diversas disputas entre los honorarios y los ministros del cuerpo, se expidieron varias
reales cédulas que declaraban expresamente cuáles debían entenderse como
jurisdiccionales y cuáles no.
Así una real cédula dirigida a la Real Audiencia de Méjico el 19 de junio de 1764,
confirmada por otra expedida en San Lorenzo el Real el 8 de octubre de 1797, dispuso
que: No pudiéndose dudar que son de esta clase (de jurisdicción) los de recibir
juramento y dar posesión a los ministros honorarios en los mismos términos que a los
propietarios, de ningún modo deben concurrir a ellos los honorarios de cualquier clase
que sean815.
Otra real cédula despachada en San Ildefonso el 20 de septiembre de 1797 determinó
que: El acto de recibir el besamanos mis Reales Audiencias cuando gobiernan y el de
dar posesión a los Presidentes después de haber hecho juramento son de jurisdicción a
que no deben concurrir los ministros honorarios816.
Por lo tocante al lugar que debían ocupar cuando concurrían en el cuerpo del
tribunal, una real cédula fechada en 1789 resolvió: Declarar por punto general, que en
todos los actos a que concurran en las Audiencias de mis dominios de Indias, ministros
propietarios y honorarios del nominado mi Consejo, que no tengan empleo en ellas
mismas, hayan de ocupar el asiento inmediato al que presida en aquel día el
tribunal817.
Este mismo criterio adoptó la real cédula de 14 de septiembre de 1793, que señaló
que: Los ministros honorarios, aun con antigüedad, cuando asisten con los Oidores,
Alcaldes y Fiscales que son del cuerpo y tienen derecho a asistir en los acuerdos,
exceptuando sólo a los que tuvieren honores de mis Consejos, que a estos permito se les
dé asiento en los actos públicos después del oidor más antiguo del tribunal que asista al
acto, con tal que este no sea ministro del propio tribunal, que entonces ha de ocupar el
lugar que le corresponde818.
                                                
814 ANRACH. 2.895, pza. 2, RC. San Lorenzo el Real, 8-X-1797.
815 Ibidem.
816 ANRACH. 2.895, pza. 2, RC. San Ildefonso, 20-IX-1797.
817 ANRACH. 669, pza. 4.
818 ANRACH. 2.498, RC. San Ildefonso, 14-IX-1793, fs. 2.
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Para la Real Audiencia de Santiago de Chile se proveyeron cuatro plazas de oidores
honorarios durante los más de dos siglos que se mantuvo en funciones819.
El primer letrado que fue agraciado con una plaza de oidor honorario fue el doctor
don Francisco Ruiz de Berecedo, a quien por real provisión fechada en El Pardo el 22
de enero de 1728 se le despachó título de oidor honorario de la Real Audiencia de
Chile820.
El doctor Ruiz de Berecedo promovió en 1748 un expediente ante la audiencia de
Santiago para que se le guardaran sus honras de oidor honorario que, desde hacía algún
tiempo se habían comenzado a obscurecer, pues no se le invitaba al recibimiento de
presidentes y oidores, ni menos a los actos públicos seculares y eclesiásticos, ni a los de
divertimiento a que concurría la audiencia821.
Por real provisión fechada en Madrid el 31 de diciembre de 1805 se le libró título de
oidor honorario de la Real Audiencia de Chile a don José de Irigoyen y González del
Rivero822.
Por real provisión fechada en Cádiz el 2 de agosto de 1810 la Regencia le extendió
título de oidor honorario de la Real Audiencia de Santiago de Chile a don Francisco
Cisternas823.
Por real provisión fechada en Madrid el 3 de abril de 1816 se le dio título de oidor
honorario de la Real Audiencia de Santiago a don Pedro José Méndez de la Chica824.
1.2.6. Los ministros depositados
En ciertas ocasiones las plantillas de las audiencias se veían acrecentadas por el
depósito que se hacía en ellas de algunos ministros de otras audiencias. Tal ocurría
normalmente cuando un ministro por justas causas y consideraciones era destinado
forzosamente a servir temporalmente en otro tribunal como una medida preventiva o de
corrección.
Estos traslados ordinariamente eran decretados por el monarca durante las visitas, o
por los mismos visitadores de algún distrito de audiencia contra aquellos ministros que
se hallaban mal opinados, de genio díscolo e inquieto, o contra los que se habían puesto
cargos por sus supuestos procedimientos desarreglados.
El depósito implicaba que el ministro debía dirigirse de inmediato al tribunal al cual
se le destinaba, sin que gozara de antigüedad, y en espera de determinación definitiva de
su situación.
                                                
819 Rectifico aquí los datos que ofrecía en 1989 en BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 310), pp.
246-247.
820 ANRACH. 2.106, pza. 12, RP. El Pardo, 22-I-1728, fs. 2vta.-3.
821 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “El derecho común ante la Real Audiencia de Chile en una
alegato del siglo XVIII”, en RCHHD. 15, Santiago, 1989, pp. 105-116.
822 ANRACH. 602, RP. San Lorenzo el Real, 31-XII-1805, fs. 68-69.
823 AGI. Chile, 223, Títulos de ministros honorarios, RP. Cádiz, 2-VIII-1810.
824 AGI. Chile, 223, Títulos de ministros honorarios, RP. Madrid, 3-IV-1816.
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El primer ministro depositado en la Real Audiencia de Santiago de Chile fue don
Nicolás Polanco de Santillana, fiscal futurario de la Real Audiencia de Charcas, por
despacho del virrey conde de Alba de Liste fechado en Lima el 11 de marzo de 1643.
Comenzó a servir el 10 de mayo de 1644 y despachó en ella hasta agosto de 1659, época
en que pasó a Lima, como fiscal en lo civil, cuando ya años antes había alcanzado plaza
del número.
El segundo caso de un ministro depositado en la audiencia de Santiago fue el del
oidor de Charcas don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, a quien por real cédula librada
en Buen Retiro el 16 de mayo de 1651 se le destinó en dicha calidad mientras duraba la
visita que realizaba don Francisco Ustáriz Marín:
El Rey. Presidente y Oidores de mi Audiencia de la ciudad de Santiago de
Chile, por justas causas y consideraciones que ocurren he resuelto que mientras
dura y se determina la visita que el Dr. Dn. Francisco Hustariz Marín, presidente
de mi Audiencia de las provincias de Charcas está tomando a los ministros y
oficiales de ella, se mude al licenciado Pedro de Azaña Solís y Palacio, mi oidor
de aquella Audiencia, a servir la plaza de oidor que está vaca en esa de Chile por
muerte del Dr. Dn. Gaspar de Escalona y Agüero, saliendo con él del distrito de
la de los Charcas todos sus hijos y parientes, sin llevar consigo desas provincias
a ningún hijo que estuviere casado o emancipado y sólo puedan ir con él los que
hubieren debajo de la patria potestad. Y así os mando como luego que el dicho
licenciado Pedro Azaña se presentare en esa Audiencia con esta mi cédula le
admitáis al uso y exercicio de la Plaza de Oidor de ella que como dicho es está
vaca para que la sirva y esté en ella en depósito mientras dura y se determina la
dicha visita. Y es mi voluntad le recibáis en virtud de esta mi cédula sin otro
título y que aya de poder exercer y exerza con la misma jurisdicción y demás
cosas pertenecientes a la dicha Plaza, según y como lo hacen los demás oidores
de esa Audiencia y de las otras de las Indias y de estos Reinos, guardando las
Ordenanzas de ella, y al dicho licenciado Pedro de Azaña le guardaréis y haréis
guardar las honras y preeminencias que por razón de la dicha Plaza debe haber y
gozar y le deben ser guardadas, estando advertidos que aunque sea más antiguo
que el decano de esa Audiencia no le ha de preceder, sino que ha de sentarse
después de él y antes que el siguiente en antigüedad, de suerte que venga a tener
su lugar inmediato al más antiguo. Porque al dicho Dn. Francisco Hustariz Marín
se le ha despachado cédula mía para que si de la visita resultase alguno o algunos
de los ministros tan notablemente culpados que merezcan ser privados o
suspendidos de los oficios que tienen, habiéndoles primero dados sus cargos, los
pueda suspender de ellos para que no los usen desde el día que se le intimase en
adelante, y que si es que he resuelto se muden a otras Audiencias les alcance en
ellas, os mando que en este caso que el dicho Visitador suspenda o prive de
oficio al dicho licenciado Pedro de Azaña, luego que recibáis el despacho suyo
por donde conste dello, le abstengáis del exercicio de la Plaza de esa Audiencia y
no le consintáis usar ni gozar del salario de ella hasta que yo ordene otra
cosa...825.
El motivo del depósito del oidor Hazaña en el tribunal santiaguino era el haber
casado a un hijo suyo dentro del distrito de su audiencia sin el real permiso.
En este caso, el depósito del ministro no significaba acrecentar un oidor a los del
número, pues se lo destinaba a servir una plaza vacante, que era la del fallecido don
Gaspar de escalona y Agüero.
                                                
825 ANRACH. 3.138, RC. Buen Retiro, 16-V-1651, fs. 39-39 vta.
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El tercer y último ministro depositado en la Real Audiencia de Santiago de Chile fue
el oidor de Panamá don Martín de Recabarren en 1715, que juró el 30 de junio de 1716.
Sobre consulta fechada el 10 de abril de 1723 se le concedió plaza en propiedad en la
vacante quedada por ascenso de don Ignacio Antonio del Castillo826, de la que se le libró
título por real provisión despachada en San Ildefonso el 30 de diciembre de 1723827, y
prestó juramento de ella el 30 de agosto del año siguiente, manteniéndose en ella hasta su
muerte.
1.2. Planta y plazas subalternas
La plantilla de la Real Audiencia de Santiago de Chile, conforme a sus Ordenanzas
de 1609, se completaba con los oficiales subalternos necesarios, que eran un alguacil
mayor de corte y sus tenientes; un chanciller; escribanos de cámara; relatores;
repartidor; tasador; abogados; procuradores; receptores; receptor de penas de cámara;
porteros; carceleros; intérpretes.
A estos subalternos se unían los agentes fiscales para auxiliar en el servicio de sus
plazas a los fiscales, y el capellán.
1.2.1. Alguacil mayor y sus tenientes
Los capítulos 95 a 117 de las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile
de 1609 formaban el título del Alguacil mayor y sus tinientes, que transcribía
íntegramente los veinte capítulos que bajo el mismo título le destinaban las Ordenanzas
nuevas de 1563, más los dos últimos capítulos que habían aparecido en las Ordenanzas
de Filipinas de 1596. A su vez, la mayor parte de los veinte capítulos de las Ordenanzas
nuevas de 1563 tocantes al alguacil mayor y sus tenientes se habían tomado de las
Ordenanzas que el virrey Antonio de Mendoza había dado para la Nueva España en
1548.
Conforme a las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile de 1609,
debía haber en ella un alguacil mayor, y cierto número de tenientes suyos nombrados
por él mismo, con quienes la audiencia debía usar sus oficios: En los negocios y casos
que se ofrezcan, y sea necesario executar algunos autos, o mandamientos828.
Sobre consulta de Cámara fechada el 14 de mayo de 1608 fue nombrado como
primer alguacil mayor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Pedro Fernández
de Valenzuela829, quien no llegó a servir su oficio. Por ello la audiencia nombró en su
lugar el 9 de septiembre de 1609 al coronel don Miguel Gómez de Silva830, que se
mantuvo en funciones hasta su muerte ocurrida el 13 de julio de 1623.
                                                
826 AGI. Chile, 68, Consultas originales del distrito de esa Audiencia. Años de 1717 a 1732 , Consulta
nº. 72, Madrid, 10-IV-1723.
827 ANRACH. 3.136, Títulos de oidores, RP. San Ildefonso, 30-XII-1723, fs. 131-132.
828 Recopilación de Indias, 2.20.3.
829 AGI. Chile, 67, Consultas, Años 1604-1697, Consulta nº. 7, Cámara, 14-V-1608.
830 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 308), p. 10.
191
Desde este momento este oficio se adecuó al régimen de los “vendibles y
renunciables”, y conforme a él era adquirido en pública subasta, hasta que se vinculó
por juró de heredad a don Francisco García Huidobro a quien, previo servicio
pecuniario de 16.000 pesos de a 20 reales de vellón cada uno, por real decreto fechado
el 30 de mayo de 1740, se le concedió la plaza de Alguacil Mayor a uno de sus hijos y
se le extendió título por real provisión librada en Aranjuez el 18 de junio de 1740831. A
su muerte, ocurrida el 23 de octubre de 1773, la audiencia le dio la posesión del referido
oficio a don José Ignacio García Huidobro, hijo del anterior, a quien se le confirmó este
oficio por juro de heredad conforme a su real título fechado en San Ildefonso el 24 de
julio de 1775832. Una vez muerto, fue sucedido por su hermano don Vicente García
Huidobro, quien prestó juramento el 21 de julio de 1781833, y cuyo título real se le
expidió en San Ildefonso el 7 de septiembre de 1782834.
1.2.2. Chanciller
Era este el oficial a quien tocaba la custodia del Sello Real: Y de sellar las
provisiones, que en las Chancillerías se despacharen835, y además de acuerdo a las
Ordenanzas le correspondía guardar la cámara del tribunal donde debía hallarse el
archivo 836.
El primer titular de este oficio fue don Alonso del Pozo y Silva, natural de Sevilla,
que era depositario general de Santiago desde 1605 y tesorero de Cruzada desde el año
siguiente, quien asumió su plaza en el acto de instalación del tribunal el día 8 de
septiembre de 1609, y lo desempeñó hasta su muerte ocurrida en Santiago el 20 de
marzo de 1643837.
1.2.3. Escribanos de Cámara
Las Ordenanzas mandaban que hubiera escribanos de cámara en la Real Audiencia
de Santiago de Chile nombrados por el rey838, sin precisar su número, pero desde su
fundación sólo se proveyó un titular.
Sobre consulta del 15 de febrero de 1607 se nombró como primer escribano de
cámara de la recién erigida audiencia a don Bartolomé Maldonado839, natural de La
                                                
831 AGI. Chile, 223, Alguaciles Mayores, títulos desde 1740, RP. Aranjuez, 18-VI-1740.
832 AGI. Ultramar, 802, fs. 121.
833 ANRACH. 3.138, Juramento del Alguacil Mayor don Vicente García Huidobro , Santiago, 21-VII-
1781, fs. 260.
834 AGI. Chile, 223, Alguaciles Mayores, títulos desde 1740, RP. San Ildefonso, 7-IX-1782.
835 Recopilación de Indias, 2.21.1.
836 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , cap. 327, fs. 56.
837 ESPEJO, Juan Luis, Nobiliario de la antigua Capitanía General de Chile, Santiago, 1917, p. 199.
838 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , cap. 119.
839 AGI. Chile, 1, Consultas del distrito de dicha Audiencia, 1578-1656 , Consulta del Consejo, nº.
104, 15-II-1607.
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Serena, Extremadura, casado con doña Nicolasa Suárez, natural de Madrid 840. Sobre
consulta fechada el 7 de abril del mismo año se fijó su salario en 200 ducados anuales,
más 300 de crecimiento por el término de seis años841. En dicha conformidad se le libró
su título por real cédula fechada en El Pardo el 1 de junio de 1607, donde se precisaba
expresamente que: Por el tiempo se asientan las cosas de la Audiencia se le acudan con
300 ducados más de salario en penas de cámara y gastos de estrados842. Juró su oficio
el 26 de junio de 1609 y lo sirvió durante 24 años843.
Este oficio era de aquellos comprendidos dentro de la categoría de los “vendibles y
renunciables” y a dicho régimen se adecuó en la Real Audiencia de Santiago de Chile.
En 1790 se decidió por la audiencia la división de la escribanía de cámara del
tribunal en dos subalternos que la sirvieran844 y, en su consecuencia, desde dicha época
en adelante fueron sacadas a remate por separado.
1.2.4. Relatores
Las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile mandaban que hubiera en
ella plazas de relatores, aunque desde su fundación sólo se proveyó una, y su
designación tocaba al presidente del Consejo de Indias845.
Por real cédula fechada en El Pardo el 29 de febrero de 1776 se hizo aplicable a la
provisión de relatores en las Indias las disposiciones castellanas846, tocantes a la pública
oposición y examen ante la propia audiencia:
He resuelto que para las Relatorías que bacasen en las expresadas Audiencias
dispongan estas que dentro del término de ocho días después del recibo de esta
mi real cédula se figen edictos en la forma ordinaria con los Plazos competentes
para que pueda llegar a noticia de todos las Bacantes, y cumplidos que sean se
admita a examen a los opositores, el qual deberá executarse según previene la
citada ley veynte y cinco, tit. diez y siete, libro 2do. de la Recopilación de
Castilla, y que concluidos los exsamenes proceda la Audiencia del distrito a la
calificacion de los méritos y circunstancias y calidades de los Opositores
proponiendo tres de estos con la correspondiente graduación, y ynformando al
mismo tiempo de los que concurran en los demás opositores no incluidos en la
proposición acompañando con su informe los autos íntegros de la tal Oposición,
en que se acrediten y consten con la debida justificación para que en virtud de
                                                
840 MEDINA, José Toribio, Diccionario biográfico colonial, Santiago, 1906, p. 495.
841 AGI. Chile, 1, Consultas del distrito de dicha Audiencia, 1578-1656 , Consulta nº. 106, Consejo, 7-
IV-1607.
842 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. El Pardo, 1-VI-1607.
843 ANRACH. 3.136, fs. 119-119 vta.
844 ANCG. 666, Expediente formado sobre división de la dicha Escribanía en dos subalternos que la
sirvan, 1790, fs. 203-240.
845 Recopilación de Indias, 2.22.1.
846 Nueva Recopilación de Castilla, 2.17, 1 y 25.
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todo por el Presidente Gobernador o Decano del nominado mi Consejo se provea
con propiedad la vacante...847.
Por real cédula librada en San Lorenzo el 1 de junio de 1607 se extendió título de
primer relator de la Real Audiencia de Santiago en favor del licenciado don Juan de
Trescanales, fijándole un salario anual de 200 ducados, más 300 ducados anuales de
crecimiento de salario por el tiempo de seis años, situados en penas de cámara y gastos
de justicia 848.
El presidente don Manuel de Amat y Junyent, considerando lo recargado del trabajo
del tribunal, nombró como segundo relator, en calidad de interino a don José de Ureta,
librándole título provisorio en Santiago el 10 de junio de 1759, a quien el rey confirmó
como relator en segunda plaza por real cédula librada en San Ildefonso el 20 de
septiembre de 1764849.
Desde esta época, pues, la audiencia de Santiago del Reino de Chile contó con dos
plazas de relator, considerándose más honorífica la primera, por ser la de fundación. Por
tal razón, al quedar vaca, el relator de la segunda pasaba por opción a servir la primera,
y se proveía la segunda que resultaba vacante por la citada opción.
Durante la regencia de don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo, con ocasión de
haberse acordado la división del tribunal en dos salas, decidió el mismo regente proveer
una tercera plaza de relator supernumerario, para lo cual él propondría al sujeto que le
parecía a propósito y el presidente le nombraría. Tal decisión la acordó el regente el 26
de febrero de 1779, previa vista del fiscal, proponiendo al doctor don Nicolás de
Gandarillas para servir dicho oficio:
Hágase como propone el señor fiscal en la respuesta que antecede y en su
conformidad procédase al nombramiento de un tercer relator supernumerario,
para que turnando con los dos propietarios en el repartimiento de causas y
procesos, y sin más salario, ni ayuda de costa por ahora que los derechos y
emolumentos que legítimamente le correspondan por las relaciones que hiciere
con arreglo al Arancel, se facilite el despacho de las dos Salas, en los días y
horas que pareciere precisa su formación con arreglo a lo prevenido en el Real
Orden de 21 de octubre del año pasado de 1776, cuya copia se ha agregado al
expediente. Y en atención a que, sin embargo de lo que el mismo señor Fiscal
expone en su citada respuesta acerca de la facultad que me compete para hacer
dicho nombramiento, conferenciada la materia con el señor Presidente, por
obviar diferencias, hemos quedado acordes en que a propuesta mía nombrará la
persona que me parezca más a propósito para el servicio y desempeño de dicha
relaturía. Pásesele el correspondiente oficio proponiendo para dicho empleo al
Dr. Dn. Nicolás de Gandarillas, abogado de esta Real Audiencia, de cuya
                                                
847 ANCG. 692, Testimonio de los autos formados sobre la vacante de la segunda Relaturía de esta
Real Audiencia (1776), RC. El Pardo, 29-II-1774, fs. 17vta-20.
848 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. San Lorenzo, 1-VI-1607. También en ANRACH.
3.136, fs. 131.
849 AGI. Chile, 223, Relatores, títulos desde 1626, RC. San Ildefonso, 20-IX-1764.
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idoneidad, expedición y demás buenas calidades me hallo enterado y
satisfecho 850.
En dicha conformidad el presidente don Agustín de Jáuregui y Aldecoa despachó el
nombramiento en favor de Gandarillas el 27 de febrero de 1779851, quien prestó
juramento el día 4 de marzo siguiente852, y a quien se le confirmó su título por real
provisión librada en El Pardo el 14 de febrero de 1780, asignándole un salario de 400
pesos853.
El día 17 de julio de 1786 murió don José de Ureta y Mena, relator más antiguo del
tribunal, por lo cual en acuerdo del 20 de julio del mismo año el presidente y oidores
acordaron promover al tercer relator don Nicolás José de Gandarillas, reputándole como
segundo relator, y con goce a sueldo íntegro, pero además en el mismo auto se acordó
suprimir la tercera plaza de relator:
Vistos: Dijeron los Señores que los componen (El Real Acuerdo) que, con
respecto de haber fallecido el día diez y siete de este mes el Dr. Dn. Joseph de
Ureta y Mena, relator más antiguo de esta Real Audiencia (Lo que pondrá por
certificación el escribano de cámara) es llegado el caso que el nominado Dr. Dn.
Nicolás (Gandarillas) obte la que vaca por su fallecimiento, y en su conformidad
declararon que en atención a tener hecho el juramento y estar exerciendo dicho
empleo se le tenga y repute por segundo relator, contribuyéndole con el sueldo
íntegro de 800 pesos asignados a estas Plazas, desde el día en que falleció el
nominado relator finado, pagando la parte que corresponda a la media anata, con
arreglo a dicho real título, tomándose razón de esta providencia en la Contaduría
Mayor y Caja Real...Con consideración a haberse suspendido la segunda Sala de
esta Real Audiencia, con cuyo motivo se creó la tercera relatoría, habiéndose
suprimido con su ocasión una plaza de Oydor, que también se suprima por ahora
la dicha tercera relaturía, hasta nueva providencia854.
En 1799 nuevamente se proveyó una tercera relatoría, pues se despachó
nombramiento de relator interino en tercera plaza en favor de don Modesto Villegas,
quien continuaba en dicha calidad aun en 1807. Por ello el presidente del tribunal
solicitaba en dicho año que se la concediera en propiedad y que se le situara su salario
por la Junta de Real Hacienda, sin que sepamos si alcanzó a darse respuesta o no a esta
petición855.
                                                
850 AGI. Chile, 183, Sobre división de salas de la Audiencia , Decreto del regente, 26-II-1779, fs. 6
vta.-7.
851 Idem, Título de relator supernumerario, Santiago, 27-II-1779, fs. 8-9.
852 ANRACH. 3.138, Juramento del relator don Nicolás José de Gandarillas, Santiago, 4-III-1779,
fs. 252.
853 AGI. Chile, 185, Relación de los empleos políticos. Año 1783, RP. El Pardo, 28-II-1780.
854 ANRACH. 3.137, Auto de la Audiencia , Santiago, 20-VII-1786, fs. 147-147 vta.
855 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios.
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1.2.5. Repartidor de pleitos
Las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago disponían que hubiera un
repartidor de pleitos y de los negocios que en ella se trataren856.
En la Recopilación de Indias se declaraba que este empleo debía servirlo un mismo
titular junto al oficio de tasador857, y conforme a una real cédula del 10 de mayo de
1619, que ambos fueran vendidos y rematados en el mejor postor858.
1.2.6. Tasador
Las Ordenanzas del tribunal mandaban que hubiera un tasador nombrado por la
propia audiencia 859.
Como ya queda dicho, este empleo era servido por un misto titular junto al de
repartidor de pleitos y negocios, y se proveía por venta y remate en el mejor postor.
1.2.7. Abogados
Las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago dedicaban un título de 26
capítulos a regular la actuación de los abogados de ella860, quienes para poder serlo
debían previamente ser examinados y probados por el tribunal, y luego inscritos en la
matrícula de abogados861.
Lugar especial ocupaba el abogado de pobres, cuyo salario según una real cédula
fechada en Madrid el 26 de mayo de 1573 se situaba en el ramo de penas de cámara y
gastos de justicia 862.
1.2.8. Procuradores
Igualmente las Ordenanzas de la audiencia mandaban que en ella haya numero de
procuradores ciertos y no mas863, los que debían ser examinados por el presidente y
oidores antes de ser recibidos al uso y ejercicio de sus empleos864.
Entre los procuradores había uno que lo era de pobres, cuyo salario también estaba
fijado en el ramo de penas de cámara y gastos de justicia 865.
                                                
856 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , cap. 217.
857 Recopilación de Indias, 2.26.1.
858 Recopilación de Indias, 2.26.2.
859 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , cap. 218.
860 Idem, caps. 220-245.
861 Idem, cap. 233.
862 Recopilación de Indias, 2.24.27.
863 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , cap. 248.
864 Idem, cap. 246.
865 Recopilación de Indias, 2.24.27.
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1.2.9. Receptores
Diversas reales cédulas del siglo XVI, todas ellas recopiladas, mandaban a los
presidentes y audiencias, que en cada una de ellas: Se haga y señale número competente
de Receptores para los negocios, causas y cosas que se suelen ofrecer, conforme a lo
dispuesto por las leyes de estos Reynos de Castilla, y de este título, y demás de los que
tuvieren título, firmado de nuestra mano, vendan los que faltaren a cumplimiento del
número señalado866.
Además de estos receptores del número u ordinarios, el presidente y oidores podían
nombrar receptores extraordinarios867, pero previo examen y rendición de fianzas de la
administración de sus oficios868.
1.2.10. Receptor de penas de cámara
Este oficial era el encargado de cobrar: Todas las penas, que en cualquiera forma
nuestros presidentes y Oidores aplicaren, así para nuestra Cámara, como para
Estrados de las Audiencias, y otros gastos, y los Alguaciles mayores tengan cargo de
las executar, y el Receptor presente luego lo que cobrare ante los Oficiales de nuestra
Real Hacienda869.
Tanto en las Ordenanzas nuevas de 1563, cuanto en las de Filipinas de 1596 y, por
ende, en las de Santiago de 1609, era llamado tesorero870.
1.2.11. Porteros
El capítulo 296 de las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile
mandaba que: En la dicha mi Audiencia aya un portero que guarde la puerta della, y
haga lo que los oydores mandaren871.
Como primer portero fue nombrado don Pedro de Iduya, quien fue recibido en su
oficio el día 9 de septiembre de 1609872.
El regente don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo, con ocasión de la nueva planta
dada al tribunal en 1776, y de su división en dos salas, decidió la creación de una
segunda plaza de portero, asignándole por auto fechado el 19 de octubre de 1778 a cada
uno un salario de 400 pesos más otros 100 en penas de cámara como acrecentamiento
para el de la primera plaza 873.
                                                
866 Recopilación de Indias, 2.27.1.
867 Recopilación de Indias, 2.27.4.
868 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , cap. 293.
869 Recopilación de Indias, 2.25.1.
870 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , cap. 74.
871 Idem, cap. 296.
872 ANRACH. 3.136, Juramento del portero, 9-IX-1609, fs. 99.
873 ANRACH. 2.923, pza. 2, Autos sobre la creación de primero y segundo portero , Auto del regente,
23-II-1778.
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En dicha conformidad, por decreto del presidente don Agustín de Jáuregui fechado el
25 de febrero de 1779 se ordenó poner edictos para la segunda plaza de portero,
presentándose como pretendiente don Toribio González de la Cuadra, a quien el
presidente, previo parecer conforme de la Audiencia, ordenó el 6 de marzo del mismo
año se le librara título, el que le fue despachado el 11 de marzo de 1779, con un salario
de 400 pesos874.
Desde este año, pues, y hasta su disolución definitiva en 1817, la Real Audiencia de
Santiago de Chile contó con dos plazas de portero.
1.2.12. Carceleros
Todo un título había en las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago destinado a
los carceleros875.
Se mandaba en ellas también que el alguacil mayor: No ponga carcelero sin que sea
primero presentado en la dicha Audiencia, para que se vea si es avil y suficiente, y sea
por el mi presidente y oidores aprovado, so pena que pierda el derecho de nombrarlo
por un año, y lo pongan los dichos mi presidente y oydores876.
1.2.13. Intérpretes de la Audiencia
El capítulo 313 de las Ordenanzas de la audiencia santiaguina mandaba: Que aya
numero de ynterpretes en la dicha mi Audiencia, y que antes que sean recevidos a usar
el oficio juren en forma devida que usaran sus oficios bien y fielmente, declarando e
ynterpretando el negocio y pleyto que les fuere cometido clara y abiertamente, sin
encubrir ni añadir cosa alguna, diciendo simplemente el hecho del negocio y delicto,
testigos que examinaren, sin ser parcial a algunas de las partes y sin favorecer mas a
uno que a otro877.
1.2.14. Agentes fiscales
Desde mediados del siglo XVI se introdujo la práctica por parte de los fiscales
de nombrar solicitadores que les auxiliaban en el desempeño de su oficio. Es lo
que había hecho hacia 1550 el fiscal limeño don Juan Fernández en tiempos del
pacificador La Gasca, pero éste los había mandado quitar, aunque luego la
audiencia nombró otro a su instancia con salario de 400 pesos878.
Sólo en las Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila de 1596 se introdujo un
capítulo que permitía al fiscal nombrar un solicitador: Que si conforme a la chalidad y
cantidad de negocios fiscales que huviere, pareciere que conviene quel dicho fiscal
tenga un solicitador, como le tienen los fiscales de mis Consejos y Audiencias, que le
                                                
874 Idem, Título de segundo portero, Santiago, 11-III-1779.
875 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , caps. 300-312.
876 Idem, cap. 104.
877 Idem, cap. 313.
878 SUÁREZ, Gerardo-Santiago, Los fiscales indianos. Origen y evolución del ministerio público,
Caracas, 1995, pp. 259-260.
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pueda tener. Cuyo nombramiento se haga en la forma, como y por quien se acostumbra,
y con la moderacion de salario que pareciere a presidente y audiencia, los quales se lo
podran señalar879.
Este capítulo pasó a ser el número 89 de las Ordenanzas de la Real Audiencia de
Santiago, y en la práctica ordinaria se le llamaba agente fiscal y, desde las reformas de
Carlos III en el caso de Chile, hubo uno de lo civil y otro del crimen.
1.2.15. Capellán
Si bien, en las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago, nada se decía de la
existencia de un capellán, desde su instalación actuó como tal el licenciado don Juan de
la Fuente Loarte, quien por auto del propio tribunal fechado el 28 de febrero de 1611
fue despedido, encargándose la capilla a los religiosos de San Francisco:
En la ciudad de Santiago de Chile a veinte y ocho días del mes de febrero de
mil y seiscientos y once años los Señores Presidente y Oydores desta Real
Audiencia, estando en Real Acuerdo de Justicia, mandaron se notifique al
licenciado Juan de la Fuente Loarte, Capellán desta Real Audiencia, se tenga por
despedido del dicho oficio de capellán, y no use de él más, de aquí adelante, y
que en el entretanto que por esta Audiencia otra cosa se provea, sirvan la dicha
capellanía los Religiosos y Convento de San Francisco de esta ciudad880.
A pesar de una serie de dificultades económicas, la Real Audiencia de Santiago
siempre contó con un capellán hasta su primera disolución en 1811. Más tarde la
capellanía se mantuvo en el Tribunal de Justicia y Apelaciones, que funcionó entre 1811
y 1814, y luego continuó en la restablecida Real Audiencia entre 1815 y 1817, para
mantenerse en el reinstalado Tribunal de Justicia y Apelaciones entre 1817 y 1818, y en
la Cámara Superior de Apelaciones, que le substituyó este último año, y sólo fue
suprimida por decreto del 3 de junio de 1823, debido a razones económicas:
Por cuanto, de acuerdo con el Senado Conservador he decretado:
Que en atención a los graves apuros del Erario, que exijen se supriman los
empleos no absolutamente necesarios, se suprime la capellanía de la Cámara de
Justicia881.
2.. Régimen jurídico de los oficios
Cada una de las plazas de las audiencias americanas era servida por el titular del
oficio correspondiente, y la regulación de cada oficio se hallaba establecida no sólo en
el derecho municipal indiano y en el castellano, sino también en el derecho común
romano canónico.
                                                
879 MURO ROMERO, Fernando, (n. 7), p. 635.
880 ANRACH. 3.136, Auto, Santiago, 28-II-1611, fs. 122. Traslado de este auto en ANRACH. 766,
pza. 18, fs. 207 vta.
881 Boletín de las Leyes y de las Ordenes y Decretos del Gobierno, lib. 1, nº. 5, Santiago, 15-V-1523,
pp. 74-75.
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El régimen jurídico de los oficios de presidente, regente, oidores, y fiscales, difería
del de los oficiales subalternos, precisamente porque ellos estaban vinculados
expresamente al ejercicio de la jurisdicción o, más exactamente, porque la jurisdicción
que ejercían unos dimanaba directamente del rey, fuente y origen de todo lo
jurisdiccional, y porque en el caso del fiscal debía defender precisamente el derecho y
jurisdicción real.
2.1. Régimen jurídico de los oficios vinculados a la jurisdicción
La audiencia era una institución colegiada constituida sobre la base de oficios reales
con jurisdicción. Es decir, la noción jurídica que la estructuraba era la del oficio,
enraizada en las concepciones del ius commune romano-canónico882.
Sus oficios eran reales, esto es, estaban concebidos en función del príncipe y giraban
en torno a él, pues era una regalía instituir los oficios, atribuirles su competencia,
proveer sus titulares, conferirles honores, y demás caracteres de su naturaleza 883.
i) Los oficios Proceden del príncipe: así lo defendieron los juristas castellanos desde el
siglo XIII, inmersos en el marco conceptual del ius commune y, tras sus huellas los
letrados indianos.
Entre otros, Jerónimo Castillo de Bovadilla escribía que: Según Bartulo, Juan Platea y
otros, todas las dignidades temporales proceden del Rey, como de fuente884; y el fiscal de
la Real Audiencia de Charcas Francisco Alfaro en similares términos sentaba: Princeps
enim fons et origo est omnium dignitatum885.
Instituir oficios y proveerlos era, pues, una regalía, tal como sostenía Solórzano y
Pereyra: Otra de las mayores y más considerables regalías de los Reyes consiste en la
creación y en la provisión de los oficiales y magistrados y demás ministros que juzgan
necesario para el buen gobierno de sus estados886.
Esta naturaleza de los oficios quedaba expresamente consignada en las reales
provisiones que contenían los títulos despachados en favor de quienes eran provistos en
un oficio con jurisdicción en las audiencias de Ultramar, así podía leerse en el despachado
en Madrid el 31 de diciembre de 1606 en favor de don Luis Merlo de la Fuente como
oidor fundador de la Real Audiencia de Santiago de Chile, pues en él se expresaba la
creación del oficio por voluntad real, al igual que su provisión:
                                                
882 BRAVO LIRA, Bernardino, “Oficio y oficina, dos etapas en la historia del Estado indiano”, en
AHJE. V, Guayaquil, 1980, pp. 241-265. También en RCHHD. 8, Santiago, 1981, pp. 73-92, y en su
Derecho común y derecho propio en el Nuevo Mundo, Santiago, 1989.
883 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Jurisdicción y oficios en Indias”, en Journées d’Alicante de
la Societé d’Histoire de Droit, Alicante, Mayo de 1994.
884 CASTILLO DE BOVADILLA, Jerónimo, Política para corregidores y señores de vasallos en
tiempos de paz y de guerra , Madrid, 1597, II.2.1.
885 ALFARO, Francisco, Tractatus de officio fiscalis deque fiscalibus privilegiis, Vallisoleti, 1606, gl.
I.2.
886 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.13.1.
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Don Phelipe...Por quanto, por convenir a mi servicio y al buen estado,
pacificacion y poblacion de las provincias de Chille que en ellas se ponga
Audiencia y Chancilleria Real, y acordado y determinado que asi se haga y que
esta se funde y resida en la ciudad de Santiago (Creación del oficio) y mi
voluntad es que vos el licdo. Luis Merlo de la Fuente, Alcalde del Crimen de mi
Audiencia Real de la ciudad de Los Reyes de las provincias del Piru, vais a
fundar y asentar la Audiencia y asistáis en ella como mi oydor mas antiguo, por
la presente os elijo y nombro para el dicho cargo (Provisión del oficio)...887.
ii) La jurisdicción deriva del príncipe: en los príncipes residía originariamente la
jurisdicción y de ella emanaba la que ejercían los titulares de oficios dotados de ella.
En el reino de Chile, último rincón de la monarquía hispano-indiana, sostenía esta
doctrina el oidor honorario Francisco Ruiz de Berecedo a mediados del siglo XVIII y,
apoyándose en Pedro Gregorio y en Juan Bautista Valenzuela Velázquez, afirmaba que:
En los príncipes y reyes absolutos reside la raíz de todo lo jurisdiccional y pueden
disponer a su arbitrio las dignidades, grados, honores y preeminencias que deben
observar sus ministros888. Iguales ideas defendía el ya citado Francisco Alfaro al escribir
que: Et ita magistratus et iurisdictione a principe procedunt tamquam a fonte et ab eo
deriventur889.
En los mismos títulos de los oficios despachados en favor de los provistos en ellos se
contenía una cláusula expresa en la que el rey les tenía por recibidos a su uso y ejercicio,
y les daba el poder y facultad para ejercerlos. Así se podía leer en el librado como oidor
fundador de la Real Audiencia de Santiago de Chile en favor de don Luis Merlo de la
Fuente: Yo por la presente os recibo y doy por recibido al dicho cargo y al uso y
exercicio de el, y os doy poder y facultad para librar y ejercer890, y en el del fiscal del
mismo tribunal don Martín Gregorio de Jáuregui: Yo por el presente os recibo y os he por
recibido al usso y exercicio de el dicho oficio y os doy poder y facultad para ussarle y
exercerle891.
iii) Titulares del oficio se obligan para con el príncipe: como consecuencia de ser el
oficio creado por el príncipe, y que su jurisdicción anexa derivaba del mismo príncipe, el
titular de él se obligaba para con el rey a usarlo bien y fielmente, conforme a sus deberes
propios.
Este deber del provisto en el oficio solía consignarse expresamente en su título,
normalmente como una cláusula anterior a la del formal nombramiento, como podía
leerse en el de fiscal del crimen de Méjico despachado por real provisión fechada en
Madrid el 23 de junio de 1648 en favor de don Francisco Calderón y Romero: Conviene
nombrar persona que la sirva de las letras y partes necesarias y, atendiendo a que estas y
otras concurren en la de vos D. Francisco Calderón y Romero, colegial del Colegio
                                                
887 ANRACH. 3.136, Títulos de Presidentes, Oidores y Fiscales, RP. Madrid, 31-XII-1606.
888 RUIZ DE BERECEDO, Francisco, Expediente donde se evidencian los agravios que ha padecido el
carácter de oydor honorario de su plaza , en ANRACH. 2.106, pza. 12, fs. 2; el borrador de su alegato en
ANFA. 2, pza. 29.
889 ALFARO, Francisco, (n. 385), gl. I.2.
890 ANRACH. 3.136, Títulos de Presidentes, Oidores y Fiscales, RP. Madrid, 31-XII-1606.
891 ANRACH. 3.136, Título del fiscal don Martin Gregorio de Jauregui, RP. Aranjuez, 15-V-1721.
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Mayor de Cuenca de la Universidad de Salamanca, y a lo bien que me habéis servido y
esperando que lo continuaréis con la fidelidad y rectitud que sois obligado he tenido por
bien de proveeros como por la presente os proveo por fiscal de la sala del crimen de la
dicha mi Audiencia de Méjico892.
En Castilla las Siete Partidas regulaban genéricamente el juramento que debían
prestar los oficiales del rey, como manifestación de los deberes que contraían para con
él:
Iurar deven los Oficiales del Rey, que fablamos en las leyes deste título,
fincando los ynojos antel Rey, e poniendo las manos entre las suyas, e jurando a
Dios primeramente, e despues a el como a su Señor natural, que guardara cada
vez destas siete cosas. La una, la vida e la salud del Rey. La segunda, que
guardara por quantas partes pudiere, la su honrra, e la su pro. La tercera, que
segund su seso, que le dara buen consejo, e leal en todas las cosas quel gelo
demandare. La quarta, que le guardara bien su poridad, tambien de dicho, como
de fecho, de guisa que descubierto por ello non sea en ninguna manera. La quinta
que guardaran las cosas, que con el han de debdo, o pertenescen a su Señorio. La
sesta que obedesceran su mandamiento en todas las cosas, quier gelo mande por
palabra, o por carta, o por mandadero. La setena, que fagan cada uno dellos su
Oficio bien, e lealmente, e que por ninguna cosa que les pueda venir de bien, ni
de mal, non fagan cosa contra esta jura, si non, que ayan la yra de Dios, e del
Señor a quien juran893.
Por ello Francisco de Alfaro (c.1541-c.1645), fiscal de la Real Audiencia de Charcas,
en su clásico Tractatus de officio fiscalis escribía que el nombrado para servir un oficio
antes de su recepción, debía jurar desempeñarse rectamente y cumplir todo según la
obligación de su oficio: Ante receptionem iurare debet, omnia se recte, & secumdum
offici obligationem expedire894.
Además, en el mismo título se contenía la cláusula que obligaba al provisto, antes de
tomar posesión del oficio, a prestar juramento al príncipe de usarlo y ejercerlo bien y
fielmente, como se leía en el título de fiscal de la Real Audiencia de Santiago expedido en
Aranjuez el 15 de mayo de 1721 en favor de don Martín Gregorio de Jáuregui: Y mando
al Presidente y Oidores de la dicha mi Audiencia, tomen y reciban de vos el referido Dr.
Dn. Martin Gregorio de Jauregui el juramento y solemnidad que en tal caso se requiere y
debéis hacer de servir bien y fielmente este empleo895.
El deber y obligación que el provisto en un oficio contraía para con el príncipe se
explicitaba y detallaba en el mismo texto del juramento que debía hacer al rey, con texto y
contenido que seguía muy de cerca a la citada ley de Partidas, como podía observarse en
el prestado el 27 de marzo de 1619 por el oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile
don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor:
                                                
892 AGI. Méjico, 1.640, Títulos de fiscales de lo Civil y Criminal de la Audiencia de Méjico desde 1623,
RP. Madrid, 23-VI-1648.
893 Siete Partidas, 2.9.26.
894ALFARO, Francisco, (n. 385), gl. XIX, nº 1.
895 ANRACH. 3.136, Título del fiscal don Martin Gregorio de Jauregui, RP. Aranjuez, 15-V-1721.
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Yo, el Dr. Dn. Christobal de la Cerda y Sotomayor, juro a la Magestad del
Rey Don Phelipe, Nuestro Señor, y a los Reyes, sus subcesores en la Corona de
Castilla y Leon, por Dios nuestro Señor y los Santos Evangelios, que asi como
Oydor proveydo para esta Real Audiencia, obedecere los mandamientos que el
Rey nuestro Señor hiciere por palabra, carta o mensajero cierto, al Presidente y
Oydores de ella, y que no descubrire en ninguna manera las poridades del
Acuerdo y aquellas que Su Magestad mandare y enviare a mandar que tengan
secreto, y procurare, quanto me sea posible, el breve despacho de los pleytos y
negocios civiles y criminales de esta dicha Real Audiencia, y que por amor ni
desamor, ni por miedo ni por don que me den, ni prometan, no me desviare de la
verdad ni del derecho, ni rescebire don, tierra ni acortamiento, ni mercedes de
ningun grande, Concejo, ni Universidad, por pleyto, ni provision, de hombre
alguno que nos los diesen por ellos y que guardare las Ordenanzas Reales que
esta Real Audiencia, tiene y hubiere y todas las provisiones, cedulas y cartas que
el Rey nuestro Señor ha enviado o enviare a ella para la buena administracion y
execucion de su Real Justicia, y todo lo demas que por razon de ser tal Oydor
soy obligado, y si ansi lo hiciere, Dios nuestro Señor me ayude, y si no, me lo
demande en este mundo al cuerpo y en el otro al alma, Amen896.
iv) Responsabilidad ante el príncipe por el uso y ejercicio del oficio: lógica
consecuencia de todo lo anterior era que el titular de un oficio real fuera responsable
ante el príncipe por el uso y ejercicio que de él hacía, y no ante otro oficial alguno.
De este modo, se hacía preciso distinguir, de un lado, la responsabilidad de titular del
oficio por aquellos de sus negocios y actos no vinculados al ejercicio de él y, de otro, la
responsabilidad derivada del uso y ejercicio del oficio.
iv.i) Responsabilidad por actos o negocios fuera del oficio: los togados de las
audiencias podían ser reconvenidos civil y criminalmente por hechos o negocios no
tocantes al desempeño de sus oficios, ante las justicias ordinarias en el caso de las
causas civiles, o ante el propio príncipe, su consejo, o aquel a quien lo cometiera el rey,
en las causas criminales, tal cual elegantemente explicaba Solórzano y Pereyra:
Aunque regularmente a otros Magistrados les honra, y favorece el derecho, en
que durante su oficio, por el respeto, y dignidad que a él se debe, y porque no se
les ponga embarazo en administrarle, no puedan ser convenidos, ni molestados
con pleytos, como se podrá ver por los muchos textos, y Autores, que juntan
Bobadilla, Mastrillo y otros a cada paso; esto, como ellos mismos lo notan, se
limita en los Consejeros, Oidores y demás Ministros perpetuos; porque si les
huviera de guardar este respeto, las acciones civiles o criminales, que se pudiera
intentar contra ellos, no sólo vinieran a suspenderse, sino a perderse del todo por
la dicha perpetuidad. Y por esta razón tiene estatuido el derecho común, que en
las causas civiles puedan ser convenidos ante las Justicias Ordinarias; y en las
criminales ante el Príncipe, o su supremo Consejo, o ante otros, a quien el mismo
Príncipe cometiere especialmente estos negocios897.
En relación a la responsabilidad en causas civiles, el capítulo 31 de las Ordenanzas
de Charcas de 1563 disponía: Que cuando alguna persona quisiere pedir o demandar
algo a alguno de los nuestros oidores lo pueda hacer ante la dicha nuestra Audiencia o
                                                
896 ANRACH. 3.136, Juramento de Presidentes, Oidores y Fiscales, Juramento oidor don Cristóbal
de la Cerda, Santiago, 27-III-1619, fs. 67 vta.
897 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.35.
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ante los alcaldes ordinarios, y pueda apelar de los dichos alcaldes para la dicha
Audiencia898. Esta disposición fue recopilada en 1680 haciéndola extensiva a las
demandas contra presidentes, oidores, alcaldes del crimen y fiscales899.
La opción que se daba al demandante civil de ocurrir en primera instancia ante la
propia audiencia o ante los alcaldes ordinarios, se debía a que podía no querer renunciar
al caso de corte que le tocaba por litigar contra un poderoso y, en tal caso, tenía derecho
a acudir al tribunal real y no a las justicias ordinarias900.
Por lo tocante a la responsabilidad en causas criminales, el capítulo 34 de las
Ordenanzas de Charcas de 1563 prescribía: Que nuestro Presidente de la dicha
Audiencia conozca de las causas criminales de los oydores della juntamente con los
alcaldes ordinarios, no obstante la ordenanza que dispone lo contrario901.
iv.ii) Responsabilidad ex officio: explicaba Solórzano Pereyra que, por los delitos
cometidos en el oficio, o por ocasión de él: Verdaderamente es, y regularmente debe ser
de lo reservado al Príncipe, que es solo, segun nos lo enseña el derecho, el que puede
remover, y remueve los Oficiales, que él mismo puso, y aprobó902.
Este principio general reconocía una excepción, más bien aparente, en el derecho
indiano, introducida por real cédula fechada el 5 de septiembre de 1620 y dirigida al
virrey de Méjico, marqués de Guadalcázar, cuya segunda parte, decía Solórzano
Pereyra: Parece que habla de los (delitos) cometidos en el oficio, o por ocasión dél, y
conformándose con lo que he dicho estar dispuesto por derecho común, y del Reyno,
solo le da licencia de prender, y fulminar proceso contra ellos, cuando la calidad y
gravedad del exceso fuere tan enorme, que requiera pública, y breve satisfacción,
porque sus palabras dicen así: “Por casos, excesos, y delitos tales, en que se puede
temer, y recelar algun daño considerable, o sedición, o alboroto popular, u otro delito
tan enorme, y notorio, en que por la pública satisfacción conviniere hacer alguna
demostración”903.
Al comentar esta disposición Solórzano y Pereyra declaraba que no le parecía
aconsejable que los virreyes ejercieran esta facultad libremente, a menos que los delitos
imputados al ministro fueran de notorio cohecho o de negociaciones escandalosas: Pero
yo (como ya lo he dicho) no querría, ni aconsejaría, que fácilmente usasen de este
poder los Virreyes, en unos, ni en otros delitos: porque si a esto se diese lugar, le
tendrían de intimidar mucho a los Consejeros, y Oidores, viendo que siempre que se les
antojase podrían proceder contra ellos, y suspenderlos en los oficios...Pero si el crimen
que se imputase al Ministro fuese de algun notorio cohecho, o grave, y escandalosa
                                                
898 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 31, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 197.
899 Recopilación de Indias, 2.16.42.
900 CARRASCO DEL SAZ, Francisco, Tractatus de casibus curiae, Matriti, 1630, nº. 102.
901 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 34, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 198.
902 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.47.
903 Idem, 5.4.45.
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negociación, o baratería, no dejo de inclinarme a que los Virreyes podrían poner luego
mano en su averiguacion, y castigo, pues es tan grande la confianza que de ellos se
hace904.
Bien sabido es, que los medios institucionales apropiados para exigir esta
responsabilidad por el ejercicio del oficio, eran básicamente la residencia y la visita905.
v) Contenido institucional del oficio: el oficio importaba, al menos tres elementos: i)
la atribución de cierta genérica competencia reflejada en la expresión uso y ejercicio; ii)
las honras, gracias, mercedes, franquicias, etc. y; iii) un salario o gajes.
Estos tres elementos se consignaban expresamente en los reales títulos despachados
en favor del provisto en un oficio, como podía leerse en el del fiscal de la Real
Audiencia de Santiago de Chile don Martín Gregorio de Jáuregui, librado en Aranjuez
el 15 de abril de 1725:
(COMPETENCIA) ... Es mi voluntad que como tal entréis, estéis, y residáis
en ella, pidiendo demandando, acusando y defendiendo a todas y cualesquiera
causas y cada una de ellas que cumplan a mi servicio y a la guarda de mi
patrimonio y execucion de la justicia, y usando y exerciendo dicha plaza segun y
como lo hicieron vuestros antecesores, y lo hacen, pueden y deben hacer los
fiscales de mis audiencias y chancillerias de Valladolid y Granada, y mando al
Presidente y Oydores de la dicha mi Audiencia...Os ayan y tengan por tal mi
Fiscal de ella y otras cualesquier personas, y usen con vos el dicho oficio, en
todo lo a el anexo y concerniente,
(HONRAS) guardandoos y haciendoos guardar todos los honores, gracias,
mercedes, franquezas, libertades, preheminencias, prerrogativas e immunidades
que por este empleo devéis aver y gozar y os deven ser guardadas, todo bien y
cumplidamente, sin que en ello, ni en parte de ello no os pongan, ni consientan
poner embarazo, ni impedimento alguno...
(SALARIO) ... Con cuyo cargo ayáis y llevéis de salario, en cada un año, mil
pesos ensayados de a cuatrocientos cincuenta maravedises cada uno....906.
vi) Símbolos del oficio: los oficios con jurisdicción se manifestaban externamente en
sus titulares por algunos símbolos que representaban el honor de ellos y la misma
jurisdicción, entre los que se contaban la garnacha y la vara de justicia 907.
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905 CÉSPEDES DEL CASTILLO, Guillermo, "La visita como institución indiana", en AEA. III,
Sevilla, 1946, pp. 985-1025; SÁNCHEZ BELLA, Ismael, "Los visitadores generales de Indias y el
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visita en Indias", en Revista de la Facultad de Derecho de México, 101-102, Méjico, 1976; "Eficacia de la
visita en Indias", en AHDE. L, Madrid, 1980, pp. 383-411; ahora todos reunidos en su Derecho Indiano
Estudios. I. Las visitas generales en la América española (Siglos XVI-XVII) , Pamplona, 1991. Además
MOLINA ARGÜELLO, Carlos, "Visita y residencia en Indias", en III Congreso del Instituto
Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios, Madrid, 1973, pp. 423-431; ARREGUI
ZAMORANO, Pilar, La Audiencia de México según los visitadores. Siglos XVI y XVII, Méjico, 1981.
906 ANRACH. 3.136, Título del fiscal don Martin Gregorio de Jauregui, RP. Aranjuez, 15-V-1721.
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vi.i) Garnacha: era una toga talar de color negro, con mangas y vuelta, que caía
desde los hombros sobre la espalda, acompañada desde el siglo XVII por la golilla, que
era un adorno hecho de cartón forrado en tela, que rodeaba al cuello y en cuya parte
superior llevaba unida por delante un pedazo que caía bajo el mentón, con esquina a los
dos lados, y sobre el cual se ponía una tela blanca de gasa engomada o almidonada.
Francisco Alfaro escribía que Felipe II, con justísimas causas, había establecido
como precepto general, para que sus ministros supremos se distinguieran en el hábito de
los restantes letrados y demás personas, que vistieran la toga talar, que permitía sólo a
los presidentes, consejeros, oidores y fiscales, tanto de los consejos, cuanto de las
audiencias: Cum enim iustissimis de causis Philipus II, Rex noster bonae memoriae,
praecepto generali statuerit, ut vestis esset, qua eius supremi ministri a caeteris
litteratis, & ab omnibus propterea habitu distinguerentur, iussit, tales ministros vestem,
seu togam talarem deferre: hac autem uti solummodo Praesides, Consiliarios,
Auditores, & Fiscales, tam Supremorum Consiliorum, quam Audientiarum caeterarum
permissit 908.
El mandato de Felipe II a que hacía referencia Alfaro era una real cédula librada en
Tomar el 22 de mayo de 1581, dirigida al presidente y oidores de la Real Audiencia de
Santo Domingo, en la que se decía:
Que entiendo, que los del nuestro Consejo, Alcaldes de nuestra Casa y Corte,
Fiscales, Presidentes y Oydores de las nuestras Audiencias destos Reynos, avian
dejado de traer las ropas que solian, que se llaman talares, y traian capas largas,
habito que todos generalmente usan, y que en la apariencia y demostracion no se
diferencian de los que los han de respetar: y entiendo convenir a nuestro servicio,
que se singularicen en el habito de todos los demas, para que a todos sea claro y
por el sean conocidos y respetados como conviene, avemos acordado y ordenado
que de aqui adelante traygan las dichas ropas talares que acostumbraban. y
porque nuestra voluntad es que lo mismo se haga en las Audiencias de las
nuestras Indias, os mando que de ahora y de aqui adelante, Vosotros y vuestro
Fiscal de essa Audiencia, los que fueredes seglares traygáis las dichas ropas que,
como dicho es, se acostumbraban, y permitimos que trayendolas podáis andar a
caballo con gualdrapas, no en vargante lo dispuesto y ordenado909.
Fray Gaspar de Villarroel anotaba que: Esta toga o vestidura talar es conocida señal
de honor y substituye por las que traían los antiguos senadores para distinguirles de
todos los demás, y para que tan venerable forma de vestido hiciere crecer el respeto910,
pues era: Muy justo diferenciar en el hábito a los que exceden a todos los demás, y que
                                                                                                                                         
907 BRAVO LIRA, Bernardino, “Símbolos de la función judicial en el derecho indiano”, en Casa
Museo Colón. VI. Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano , 3, Valladolid,
1986, pp. 235-254, y en su Derecho común y derecho propio en el Nuevo Mundo , Santiago, 1989.
908 ALFARO, Francisco, (n. 385), gl. XXXI.7, fol. 244.
909 VILLARROEL, Gaspar de, Govierno eclesiástico pacífico y unión de los dos cuchillos pontificio y
regio, Madrid, 1657, II.XII.
910 Idem, II.XI.1.14.
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los que representan los Príncipes, se diferencien de los particulares911, amén de que en
los magistrados además son las prendas de las letras912.
El docto obispo de Santiago de Chile seguía en las frases que se han anotado las
afirmaciones de Solórzano Pereyra, quien tras señalar que los oidores se habían
granjeado ya mucho respeto: Se ordenó para que fuese mayor, se pusiesen Togas
talares, que son las que hoy usan, y se llaman Garnachas. Cuyo honor, por otra del año
1581 se estendio a los Fiscales que antes no le tenían913, y agregaba: Que esta Toga
talar que succedió en lugar de las Infulas o Laticlavios, de que usaban los Senadores, y
otros Magistrados Romanos, sea propiamente insignia, y ornamento de honor, y
manifieste el que se debe dar, y guardar a los que las traen, lo muestran y prueban
latamente con lugares de buenas letras Casaneo, Pedro Fabro, Mastrillo, Zipeo, y
Calixto Remirez914.
vi.ii) Vara de la justicia: era del grosor de una lanza y de la altura de una persona, en
cuya parte superior tenía una cruz, que servía para tomar juramento.
La vara de la justicia era insignia propia de los alcaldes del crimen, a quienes se les
había asignado a imagen de los alcaldes de casa y corte, pero tempranamente se había
mandado que la trajeran los oidores de la Real Audiencia de la ciudad de Méjico en
cuanto podían conocer tanto de las causas civiles cuanto de las criminales, tal como se
dispuso por real cédula fechada en Madrid el 5 de abril de 1528: Y porque han de
conocer de todas las causas que ante ellos fueren ansi ceviles como criminales, ansi en
primera instancia, como en grado de apelacion, es nuestra voluntad que traygan varas
de nuestra justicia. Por ende por la presente mandamos, que los dichos nuestros
oydores, puedan traer y traygan varas de nuestra justicia: que para ello por la presente
les doy poder cumplido915.
Este deber se reiteró más tarde para todas aquellas audiencias indianas en las que no
había alcaldes del crimen, y así debían los oidores llevarla en cuanto ejercían también la
jurisdicción criminal, conforme lo mandaban diversas cédulas recopiladas: Los oidores
de audiencias donde no hubiéremos proveido Alcaldes del Crimen, conozcan de las
causas civiles y criminales, segun y como pueden conocer los Oidores y Alcaldes de
Valladolid y Granada, y traygan varas de justicia, como las traen los Alcaldes de
nuestra Casa y Corte, y los Presidentes les obliguen a que así lo hagan y cumplan916.
Los oidores de la Real Audiencia de Santiago no fueron muy celosos del cumplimiento
de este deber, así por real cédula fechada en El Pardo el 30 de septiembre de 1714 se
había mandado expresamente: Que los Oidores de la Audiencia de Chile, ronden, traigan
                                                
911 Idem, II.XI.1.15.
912 Idem, II.XI.1.16.
913 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.13.
914 Idem, 5.4.14.
915 PUGA, Vasco de, (n. 239), RC. Madrid, 5-IV-1528, fol. 15.
916 Recopilación de Indias, 2.16.26.
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vara alta de justicia como Alcaldes del Crimen, y hagan en parte pública el Juzgado de
provincia, por queja que se dio de que nada de esto hacían917.
En 1777 los fiscales don Lorenzo Blanco Cicerón y don Ambrosio Zerdán de Landa y
Simón Pontero, al poco tiempo de haber tomado posesión de sus plazas, advirtieron la
existencia de una serie de prácticas de la audiencia que eran contrarias a derecho, además
de haber notado algunas omisiones en el cumplimiento de ciertos deberes en los que
habían incurrido los oidores, y para obtener su reformación dirigieron al tribunal, el 16 de
mayo de dicho año, una representación en que las hacían presentes, de las cuales la
primera era la violación de la ley recopilada que mandaba a los oidores traer varas de
justicia918.
Estas notas distintivas del régimen jurídico de los oficios reales con jurisdicción
propios de las audiencias indianas, muestra con claridad que las plazas y sus titulares no
pueden, en caso alguno, ser considerados como “funcionarios”, “burócratas” o, en
general, como miembros de la administración pública, o meros empleados estatales, o
titulares de un cargo público919, y que hacerlo, desencamina al historiador y le vuelve
imposible explicar la naturaleza de las instituciones que pretende estudiar, ni menos le
permite vislumbrar siquiera las consecuencias jurídicas, y prácticas derivadas de ellas.
2.1.1. Presidente
2.1.1.1. Origen y evolución de las presidencias de audiencias indianas
El oficio de presidente de las audiencias indianas apareció con la creación de la
primera Real Audiencia de Méjico el año 1527. En efecto, por la real cédula fechada en
Burgos el 13 de diciembre de 1527, se decía que: Para la buena governacion dessas
dichas tierras, y administracion de la nuestra justicia, en ellas nos avemos acordado de
mandar proveer una nuestra audiencia, y chancilleria real, que aya quatro oydores con
nuestro presidente, que resida en la gran ciudad de Tenuxtitlan Mexico920. En dicha
conformidad, las Ordenanzas antiguas de 1528 despachadas para la Real Audiencia
erigida en Méjico consagraban la existencia de la plaza de presidente y, aunque de
momento no se proveía a su titular, se mandaba que usara del oficio el gobernador de
Panuco: Que en la dicha Audiencia residan al presente quatro Oydores, quanto nuestra
voluntad fuere, en la gran ciudad de Tenuxtitlan Mexico; en la qual, entre tanto que
Nos mandemos proveer de la persona que adelante ha de residir por presidente de ella,
                                                
917 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas reales cédulas de esta Real Audiencia desde 1658 hasta
1778, RC. El Pardo, 30-IX-1714, fs. 81.
918 MM. 196, doc. 4.716, Representación de los fiscales a la Real Audiencia, Santiago, 16-V-1777, fs.
290.
919 Pasar en silencio la configuración institucional de la judicatura letrada indiana cimentada en la
noción del oficio de raigambre romano-canónica, propia del ius commune, es la nota preponderante en la
historiografía de lengua inglesa, de la que es buen ejemplo la, hoy muy difundida, obra de
BURKHOLDER, Mark y CHANDLER, Dewitt, (n. 292).
920 PUGA, Vasco de, (n. 239).
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husen del dicho cargo de Presidente de la dicha Audiencia Nuño de Guzman, nuestro
Governador de la Provincia de Panuco921.
La incertidumbre respecto a la persona del presidente de la audiencia, no se mantuvo
en el caso de la Real Audiencia de Santo Domingo, pues en sus Ordenanzas
despachadas el 4 de junio del mismo año 1528 se nombraba como tal al licenciado
Sebastián Ramírez de Fuenleal, obispo electo de Santo Domingo, y antiguo oidor de la
Audiencia y Chancillería de Valladolid: Primeramente mandamos que la dicha
Audiencia, quanto nuestra merced e voluntad fuere, resida como al presente reside en
la cibdad de Santo Domingo de la ysla Española, e use y sea nuestro Presidente de ella,
por el tiempo que nuestra voluntad fuere, el licenciado Sebastian Ramirez, electo
Obispo de Santo Domingo e la Concebcion, conforme a su provision que para ello le
avemos mandado dar922.
En 1530, al despacharse las segundas Ordenanzas para la Real Audiencia de Méjico
se proveyó como presidente al referido obispo de Santo Domingo: Primeramente
mandamos que la dicha Audiencia, quanto nuestra merced e voluntad fuere, resida
como al presente reside en la cibdad de Tenuxtitlan Mexico, de la dicha Nueva España,
y use y sea nuestro Presidente de ella, por el tiempo que nuestra voluntad fuere, el
Reverendo in Christo Padre Don Sebastian Ramirez, Obispo de Santo Domingo y la
Concebcion, conforme a su provision que para ello le avemos mandado dar923.
Así pues, las primeras dos audiencias de Ultramar estuvieron presididas en su época
fundacional por un prelado, probablemente a imagen de las audiencias y chancillerías de
Valladolid y Granada, pues las Ordenanzas de la primera prescribían: Que en la dicha
nuestra Corte e Chancilleria aya e este continuamente un prelado por presidente924, y
las de la segunda mandaban: Que desde aqui adelante para siempre jamas, esten e
rresidan de continuo en la dicha nuestra Corte e Chancilleria un prelado para
presidente925.
El presidente prelado en las audiencias indianas fue de corta duración, pues cuando
don Sebastián Ramírez de Fuenleal fue trasladado de la presidencia de Santo Domingo a
la de Méjico, conforme a su título del 12 de julio de 1530, fue nombrado para sucederle
en la plaza que dejaba el licenciado Alonso de Fuenmayor, antiguo consejero de
Navarra926, con quien comenzaría la serie de presidentes letrados. En el caso de Méjico
la presidencia la mantuvo el obispo hasta la creación del virreinato, pues su primer
                                                
921 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1528, cap. 1, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 78.
922 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 1, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 78.
923 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1530, cap. 1, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 79.
924 Ordenanzas de la Audiencia y Chancillería de Valladolid , 1489, cap. 4, en VARONA GARCÍA,
María Antonia, (n. 246), Valladolid, 1981, p. 244.
925 Ordenanzas de la Audiencia y Chancillería de Granada , cap. 1, en VARONA GARCÍA, María
Antonia, (n. 246), p. 402.
926 SCHÄFER, Ernesto, El Real y Supremo Consejo de Indias, II, Sevilla, 1935, p. 443.
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virrey don Antonio de Mendoza, fue nombrado por su presidente y se le despachó título
de tal por real provisión fechada en Barcelona el 17 de abril de 1535, con quien se inició
la serie de presidentes de capa y espada927.
Desde este momento inicial quedó, pues, fijada la política real en cuanto al carácter
de quienes habrían de presidir las audiencias indianas, ya que desde ahora serían, o
letrados, o de capa y espada. La principal consecuencia de esta distinción, venía dada
por la posibilidad de votar o no en las causas judiciales, pues desde las Ordenanzas
antiguas de 1528, se mandaba: Que el dicho nuestro Presidente, sy fuere letrado, tenga
voto, e sy no lo fuere, no lo tenga928.
Durante el siglo XVI el principio general seguido por la corona fue nombrar letrados
como presidentes de las audiencias que se fueron creando, con la sola excepción de las
dos virreinales, en que la presidencia se entregó al virrey, vale decir a un hombre de
capa y espada929.
En las audiencias creadas antes de la década del 60 del siglo XVI la política de la
corona fue vacilante en relación a la presidencia, pues hubo algunas sin presidente, otras
en que presidía un oidor, y otras en las que presidía un letrado distinto a los oidores.
a) Audiencias sin presidente: hubo tres en las cuales no se nombraba presidente
alguno, sino sólo oidores y se solía señalar a uno de ellos como más antiguo, tales
fueron la de Panamá entre 1538 y 1542, la de Nueva Galicia entre 1548 y 1572 y la de
Santa Fe entre 1548 y 1565.
La de Panamá, mandada fundar el 26 de febrero de 1538930, sólo contaba con tres
oidores, en cuyas Ordenanzas despachadas ese mismo año se decía: En la qual aya tres
Oidores, que sean en doctor Robles y el licenciado Montenegro, y otro que por Nos
será nombrado...y que sea el mas antiguo Oydor el dicho doctor Robles931. Este tribunal
fue suprimido por las Leyes Nuevas de 1542932.
La de Nueva Galicia, mandada fundar el 13 de febrero de 1548933, tuvo una
configuración peculiar, a imagen de su modelo la del reino de Galicia en España, pues
carecía de presidente y sólo se integraba de: Cuatro oidores alcaldes mayores, como los
                                                
927 PUGA, Vasco de, (n. 239), fols. 99-99 vta.
928 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1528, cap. 9, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 85.
929 Queda dicho lo tocante a la de Méjico, y para la de Lima, creada en las Leyes Nuevas de 1542, su
capítulo 10 mandaba: Que en las provincias o reynos del Peru resida un Visorrey y una Audiencia Real
de quatro Oydores letrados, y el dicho Visorrey presida en la dicha Abdiencia .
930 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 69.
931 Ordenanzas de la Real Audiencia de Panamá , 1538, cap. 1, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 79.
932 Leyes Nuevas, 1542, cap. 10, Yten ordenamos y mandamos que en las provincias o reynos del
Peru resida un Visorrey y una Audiencia Real... porque de aqui adelante no ha de haber Abdiencia en
Panama , en MURO OREJÓN, Antonio, “Las Leyes Nuevas de 1542-1543”, en AEA. XVI, Sevilla, 1961.
933 PÁEZ BROTCHIE, Luis, La Nueva Galicia a través de su viejo Archivo Judicial. Índice analítico de
los Archivos de la Audiencia de la Nueva Galicia o de Guadalajara y del Supremo Tribunal de Justicia del
Estado de Jalisco, México, 1939, p. 21.
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hay en el reino de Galicia en estos reinos934. Sólo en 1572 se le dio un presidente
letrado.
La de Santa Fe, fundada en 1547935, no contó inicialmente con un presidente, sino
sólo de cuatro oidores, y únicamente en 1554 se la dio un presidente letrado, el
licenciado Gracián de Briviesca, pero su nombramiento fue anulado al año siguiente y
no viajó, y sólo en 1558 se la volvió a dotar de un presidente letrado, el doctor Arbizo,
que se ahogó en el viaje936.
b) Audiencias en que presidía un oidor: tal fue el caso de la audiencia de Los
Confines de Guatemala, creada por las Leyes Nuevas de 1542: Mandamos que se ponga
una Audiencia Real en los confines de Guatimala y Nicaragua, en que aya quatro
Oydores letrados, y el uno de ellos sea Presidente, como por Nos fuere ordenado; y al
presente mandamos que presida el licenciado Maldonado, que es oydor de la Audiencia
que reside en Mexico937.
c) Audiencias en que presidía un letrado distinto a los oidores: fueron las audiencias
de Santo Domingo desde 1530 y la de Charcas desde 1559.
Queda dicho que para la Real Audiencia de Santo Domingo, cuando don Sebastián
Ramírez de Fuenleal fue trasladado de su presidencia a la de Méjico, conforme a su
título del 12 de julio de 1530, fue nombrado para sucederle en la plaza que dejaba el
licenciado don Alonso de Fuenmayor, antiguo consejero de Navarra938, desde quien
serían letrados todos sus presidentes hasta el licenciado don Cristóbal de Ovalle, muerto
en 1586, pues sus sucesores serían de capa y espada, aunque tanto el propio de Ovalle
como su antecesor el doctor don Gregorio González de Cuenca, nombrado en 1575,
eran además capitanes generales.
La Real Audiencia de Charcas presenta en esta materia una situación singular. En
efecto, en la consulta del Consejo de Indias del 20 de abril de 1551 que proponía al rey
la creación de una audiencia en la ciudad de La Plata de los Charcas, los consejeros
instaban porque tuviera cuatro oidores, que presidiera el virrey del Perú si se hallaba en
la ciudad, y si no el oidor más antiguo: Que en esta Audiencia se pongan quatro
Oydores y este debajo de la Gobernacion del Virrey que fuere en el Peru, y si algun
tiempo con ellos residiere, presida, como lo ha de hacer, cuando estuviere en la de Los
Reyes, y en su ausencia presida el Oydor mas antiguo939.
Nada se decidió en dicha fecha, y en la consulta del Consejo del 2 de julio de 1557
en que presentaba sujetos para proveer las plazas de la audiencia de Charcas, el sistema
originariamente previsto, había experimentado una variación, pues conservando la
                                                
934 Instrucciones y Ordenanzas de los Oidores y los demas oficiales de la Audiencia de la Ciudad de
Compostela y Nueva Galicia, 1548, pr. en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 141.
935 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 77.
936 Idem, p. 498.
937 Leyes Nuevas, 1542, cap. 11, en MURO OREJÓN, Antonio, (n. 432).
938 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 443.
939 Idem, II, p. 79.
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presidencia del virrey si se encontraba en el tribunal, junto a los cuatro oidores, creaba
un oficio de regente letrado para que presidiera: Parece que el licenciado Pero Ramirez
de Quiñones, oydor de la audiencia Real de los Confines que es en Guatimala...se pase
y vaya por regente desta Audiencia de los Charcas, el qual presida en ella durante el
tiempo que el visorrey no estoviere en aquella audiencia, porque entonces ha de
presidir el visorrey940. Así, por real provisión fechada el 30 de diciembre de 1559 se
despachó título de regente en favor de Ramírez de Quiñones941, situación que se
mantuvo 4 años, pues en 1563 fue nombrado presidente.
Desde 1563 y hasta finales del siglo XVI se produjo un cambio en la política real en
orden al carácter que habría de tener quien iba a ocupar la presidencia de las audiencias
en Indias, pues se optó por confiarla a un letrado distinto a los oidores con el preciso
título de presidente.
Ello ocurrió en las de Charcas y Quito desde 1563, en la de Concepción en el reino
de Chile desde su fundación en 1565 hasta su supresión en 1563, Santa Fe del Nuevo
Reino de Granada desde 1565 hasta 1604, Panamá desde su restablecimiento en 1568 y
hasta 1596, Nueva Galicia desde 1572 en adelante, y Manila desde su creación en 1583
hasta su supresión en 1588.
En la Real Audiencia de Charcas, por real provisión fechada en Madrid el 16 de
agosto de 1563 se despachó título de presidente en favor de don Pero Ramírez de
Quiñones, que hasta el momento sólo se desempeñaba con título de regente942. Esta
situación se mantuvo hasta el año 1695, cuando por real provisión fechada el 29 de
mayo se libró título de presidente en favor del maestre de campo don Francisco
Domínguez, es decir, en un hombre de capa y espada943.
En la de Quito, por real provisión fechada el 27 de septiembre de 1563 se libró título
de presidente en favor del licenciado don Hernando de Santillán, que hasta el momento
servía como oidor en Lima944.
En la de Concepción en el reino de Chile, por real provisión fechada en Segovia el 14
de septiembre de 1565 se extendió título de presidente al oidor de Lima doctor don
Melchor Bravo de Sarabia 945, aunque prontamente, por real provisión fechada el 27 de
septiembre de 1567, también se le despachó título de gobernador y capitán general946.
                                                
940 LEVILLIER, Roberto, La Audiencia de Charcas. Correspondencia de presidentes y oidores 1561-
1579, 1, Madrid, 1918, p. 511.
941 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 504.
942 LEVILLIER, Roberto, (n. 440), RP. Madrid, 16-VIII-1563, 1, pp. 572-573.
943 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 505.
944 VARGAS, José María, Don Hernando de Santillán y la fundación de la Real Audiencia de Quito,
Quito, 1963, pp. 47-60.
945 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La Real Audiencia de Concepción (1565-1575)”, en REHJ.
XV, Valparaíso, 1992-1993, pp. 137 y 173.
946 CDIHCH. I, doc. 17, RP. 27-IX-1567.
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Para la Real Audiencia de Santa Fe, creada en 1548, sólo se proveyó como su primer
presidente el 10 de mayo de 1554 al licenciado Gracián de Briviesca, pero casi de
inmediato se revocó la provisión, y únicamente el 15 de agosto de 1558 se dio título de
tal al consejero de Navarra doctor Arbizo, pero no alcanzó a asumir, pues murió
ahogado en el viaje, y finalmente por título fechado el 17 de septiembre de 1565 se dio
la presidencia al doctor Andrés Diez Venero de Leyva, que fue el primer presidente que
ejerció como tal. En 1604, por título fechado el 11 de agosto, se proveyó la presidencia
en el gobernador y capitán general don Juan de Borja, iniciándose la serie de presidentes
de capa y espada947.
En 1563, cuando fue restablecida la Real Audiencia de Panamá, su presidencia se
confió a un letrado, y se proveyó el 14 de septiembre de 1567 en el presidente de Santo
Domingo licenciado don Alonso Arias de Herrera, y sólo a partir de 1596 se entregó a
un militar con título de gobernador de Tierra Firme, cuyo primer titular fue don Alonso
de Sotomayor948.
La Real Audiencia de Nueva Galicia, trasladada a Panamá en 1563, desde su
restablecimiento en 1568 contó con un presidente letrado, cuyo primer titular fue el
oidor de Granada licenciado don García Pérez de Manzanedo, aunque declinó el oficio,
y así fue hasta 1609, año en que se proveyó al primero de capa y espada don Antonio
Peraza de Ayala y Rojas, para luego seguirse una política vacilante, pues en 1640 volvió
a nombrarse un letrado, el oidor de Valladolid don Diego de Avendaño, a quien en 1651
substituyó uno de capa y espada don Jerónimo Garcés Carrillo manteniéndose esta
práctica hasta 1700, en que nuevamente se proveyó a un letrado el doctor don Alonso de
Ceballos y Villagutierre949.
Finalmente en la Real Audiencia de Manila, creada en 1583, se proveyó un
presidente letrado, el doctor Santiago de Vera, quien se mantuvo como tal hasta la
supresión del tribunal en 1589950.
Desde fines del siglo XVI se advierte una nueva modificación del criterio en esta
materia, pues se comenzó a entregar la presidencia de las audiencias a militares, es
decir, a hombres de capa y espada, quienes además eran gobernadores y capitanes
generales en sus distritos.
Así ocurrió al restablecerse la Real Audiencia de Manila en 1595, desde su primer
presidente, además gobernador y capitán general de Filipinas: Don Francisco Tello de
Guzman, a quien he ynviado por mi governador y capitan general de las dichas Islas
Philipinas, sea presidente de la dicha mi Audiencia conforme al titulo que dello se le
ynvia951.
                                                
947 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 498.
948 Idem, II, pp. 466-467.
949 Idem, II, pp. 473, 537-538.
950 Idem, II, p. 520.
951 Ordenanzas de la Real Audiencia de Filipinas, 1596, cap. 3, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7), p. 630.
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Lo mismo sucedió en 1606 al erigirse la Real Audiencia de Santiago de Chile, pues
en sus Ordenanzas se señalaba: He acordado y resuelto que se funde la dicha mi
Audiencia y Chancilleria en la ciudad de Santiago de las dichas provincias, donde aya
un presidente, que ha de ser el mi Governador y Capitan General, que al presente es y
adelante fuere dellas952.
Finalmente la de Buenos Aires, última audiencia creada en el siglo XVII, también
contó con un presidente de capa y espada, así ya en su real cédula de fundación fechada
el 6 de abril de 1661 se mandaba que: El dicho mi presidente sea de capa y espada, y en
quien concurra inteligencia en lo militar, para que juntamente sea Gobernador y
capitan General de las Provincias del Rio de la Plata, las del Paraguay y Tucuman953.
Durante el siglo XVIII se mantuvo esta misma política, pues por real decreto de 18
de diciembre de 1786 se nombró como presidente de la nueva Real Audiencia de
Caracas al gobernador y capitán general de la provincia de Venezuela don Juan
Guillelmi954.
Al volverse a fundar audiencia en Buenos Aires su presidencia fue confiada al virrey,
gobernador y capitán general de las provincias del Río de la Plata don Nicolás Francisco
Cristóbal del Campo955.
En 1787 se decidió la creación de la Real Audiencia del Cuzco, que nació sin plaza
de presidente, pues sólo la integraban un regente, tres oidores y un fiscal, pero ya por
real decreto del 20 se septiembre del año siguiente era nombrado como presidente don
Manuel Pineda956.
Finalmente, en 1799 al trasladarse definitivamente la audiencia de Santo Domingo a
Puerto Príncipe se nombró como su presidente al capitán general de Cuba y gobernador
de La Habana, a la sazón el marqués de Someruelos957.
En 1812 la Constitución de Cádiz dejaba en manos de leyes y reglamentos la
determinación de la composición de las reales audiencias indianas y, en dicha
conformidad, por decreto del 9 de octubre del mismo año de 1812 se dictó el
Reglamento de las Audiencias y Juzgados de primera instancia, que en esta materia
señalaba que en ninguna audiencia habría más presidente que su regente, reforma que
fue tan corta, cuan breve la vigencia de la constitución gaditana, pues por real orden de
                                                
952 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, pr., fs. 2 vta.
953 LEVAGGI, Abelardo, “La primera audiencia de Buenos Aires”, en RIHD. 10, Buenos Aires,
1982, p. 26.
954 RAMOS PÉREZ, Demetrio, “El presidente de la Real Audiencia de Caracas en su fase inicial y su
intento de concentración de todos los poderes”, en Memoria del II Congreso Venezolano de Historia, II,
Caracas, 1975, pp. 467-498, y ahora en La Real Audiencia de Caracas en la historiografía. (Materiales
para su estudio), Caracas, 1986, p. 352.
955 ANRACH. 2.923, pza. 16 a, Expediente sobre la apertura de la Real Audiencia de Buenos Aires,
fs. 206-210.
956 CASTRO, Ignacio, Relación de la fundación de la Real Audiencia del Cuzco en 1788, y en las
fiestas con que esta Grande y Fidelísima Ciudad celebró este honor, Madrid, 1795.
957 ARMAS MEDINA, Fernando, “La Audiencia de Puerto Príncipe (1775-1853)”, en AEA. XV,
Sevilla, 1958.
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13 de julio de 1814 se volvió a entregar la presidencia de los tribunales a los virreyes y
gobernadores y capitanes generales, y sobre consulta del Consejo de Indias fechada el 7
de abril de 1815 se resolvió: Que por ahora se observase el Reglamento dado a las
Audiencias de aquellos dominios en 11 de marzo de 1776 en cuanto al número de sus
Ministros, sin innovar en los sueldos actuales958.
2.1.1.2. Presidencia interina de las audiencias indianas
En las Ordenanzas antiguas de la Real Audiencia de Santo Domingo del año 1528 se
estableció el principio general que regiría en aquellos casos de impedimento del
presidente, al determinarse que debería ser substituido en sus competencias por el oidor
más antiguo:
Otrosy queremos e mandamos, que todas las cosas e cada una de ellas que por
las hordenanças de suso conthenidas cometemos al Presidente que en la Corte e
Chancilleria estoviere, las pueda hacer y haga en su lugar el Oydor mas antiguo
que en la nuestra Audiencia estoviere, durante el ausencia o ynpedimento del
dicho Presidente por donde no pueda entender en el negocio por sy mismo, salvo
en el grado de revista que se guarde la hordenança que esta hecha arriba959.
Este capítulo se reprodujo en las Ordenanzas de Méjico de 1528 y de 1530. Pero
además para la Real Audiencia de Méjico por real cédula fechada en Madrid el 4 de
agosto de 1530 se estableció como principio general que en caso de muerte, enfermedad
u otro impedimento cualquiera del presidente, debía hacer sus veces el oidor más
antiguo:
Por quanto algunas vezes acaece que por muerte o enfermedad o otro
impedimento, falta la persona del presidente de la nuestra audiencia de la nueva
España: ordenamos y mandamos que el oydor mas antiguo que a la sazon fuere
haga las cosas de la dicha nuestra audiencia: lo que el nuestro presidente podria y
devia hazer, conforme a las ordenanzas della, y si algun pleyto se uviere de veer
en grado de revista en que segun las dichas nuestras ordenanzas, se avia de hallar
presente el dicho nuestro presydente, el tal pleyto se pueda ver y vea ansi mesmo
con el dicho oydor mas antiguo en lugar del dicho nuestro presidente960.
La misma real cédula sólo establecía como excepciones a este principio aquellas
cosas que por cédulas o instrucciones se hubieran cometido al presidente para que sólo
él las hiciera, o las cometidas al presidente y oidores, en cuyo caso se mandaba que:
Estas tales y las que adelante cometieremos a solo el dicho presidente las hagan todos
los oydores juntos y no solo el mas antiguo961.
Este orden fue precisado en las Ordenanzas nuevas de 1563, pues en ellas se dispuso
que producida la falta del presidente el gobierno interino recaía en la audiencia en
cuerpo, pero el oficio de presidente y las competencias propias de este oficio de justicia
                                                
958 AGI. Lima, 789, Títulos de alcaldes del crimen desde 1603 hasta 1816.
959 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 47, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 98.
960 PUGA, Vasco de, (n. 239), RC. Madrid, 4-VIII-1530, fol. 51 vta.
961 Ibidem.
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tocaban al oidor más antiguo: Faltando el Presidente de la dicha Audiencia de suerte
que no pueda gobernar, la misma Audiencia govierne y haga todo lo que el podia
hazer, haciendo el officio de Presidente el oydor mas antiguo, y las demas cosas que se
cometen al Presidente hasta que Nos proveamos de otra cosa962.
En las Ordenanzas de Manila de 1596 se mantuvo esta distinción, en cuanto el ramo
de gobierno recaía interinamente en toda la audiencia, y el oficio de presidente lo debía
hacer el oidor más antiguo, a quien además confiaba el ramo de guerra en cuanto
capitán general: Faltando el presidente de la dicha Audiençia, de suerte quel no pueda
governar, la misma Audiençia govierne, y haga todo lo quel podia haçer, haçiendo el
officio del presidente y capitan general, el oydor mas antiguo, para quel solo haga y
provea todas las cossas que son propias del presidente y capitan general, hasta que Yo
provea otra cossa y persona que haga los dichos officios963.
Una real cédula fechada en San Lorenzo el 5 de septiembre de 1620, luego
recopilada, declaró los términos en que el oidor más antiguo debía ejercer la presidencia
interina en lo tocante a provisión de oficios: Está ordenado que en vacante de Virey o
Presidente, el Oidor mas antiguo por sí solo haga y provea todas las cosas propias y
anexas al Presidente, y por excusar la duda que se podia ofrecer en la provision de
oficios: Declaramos, que...la facultad que ha de tener el Oidor mas antiguo, es en lo
ceremonial, gobierno de de la Audiencia, y todo lo demas que no le estuviere prohibido,
especialmente por ley, estilo, o costumbre legítimamente introducida y guardada964.
Por ello, bien podía escribir Solórzano y Pereyra que: En las de las Indias, si sucede
ausentarse, o morir, o estar impedido por otra causa el Virrey, o Governador, que en
ellas preside, no solo se suple la persona del Virrey, o Presidente por el Oidor mas
antiguo, como se hace en las de España, sino que pasa luego a toda la Audiencia todo
el govierno general que en él residía, así en lo espiritual, como en lo temporal, y en lo
civil, como en lo criminal, y en lo militar965, y para rectificar una errada opinión de Juan
de Matienzo966, aclaraba que: En quanto añade luego el mismo Autor que el Oidor mas
antiguo de la Audiencia de los Reyes exerce solo el oficio de Governador quando falta
Virrey, me parece no estuvo bien informado, porque verdaderamente este govierno
pasa, y se incorpora en toda la Audiencia, y por toda ella se administra, como lo dicen
las cédulas que tengo citadas. Y el Oidor mas antiguo solo exerce lo que toca al oficio
de Presidente967.
Esta regla consagrada en la ordenanza 43 de las de Manila de 1596, fue modificada
para el reino de Chile en cuanto al gobierno interino, pues antes de fundarse la audiencia
                                                
962 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 35, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 198.
963 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, cap. 43, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7), p. 626 y 638.
964 Recopilación de Indias, 3.2.10.
965 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.42.
966 MATIENZO, Juan de, Commentaria in librum V Recopilationem, Matriti, 1578, 5.3.6, gl. 1, nº. 2.
967 Idem, 5.3.46.
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en Santiago, por una real cédula fechada en San Lorenzo el 2 de septiembre de 1607 el
gobernador y capitán general don Alonso García Ramón se encontraba facultado para
nombrar a un sucesor interino en caso de peligro, para que asumiera tras su muerte
mientras el virrey nombraba a una persona que fuera a hacerse cargo de él hasta la
designación real968. El documento en el cual el gobernador designaba a su sucesor era
llamado ordinariamente “pliego de mortaja”.
Este sistema fue confirmado y precisado por una real cédula despachada en Madrid
el 25 de enero de 1609, que confiaba el gobierno interino del reino a la persona
designada por el virrey: El Virey tenga hecho nombramiento de dos, o mas personas,
para que si llegare el caso de morir el Gobernador, suceda la primera, y así las demás,
por la graduacion de sus nombramientos, y sirva en el ínterin que el Virey envia
persona que gobierne, hasta que nos los proveamos en propiedad969.
Así pues, al despacharse las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago, fechadas
el 17 de febrero de 1609, se acogió esta innovación respecto del régimen general
expresado en las Ordenanzas de Manila de 1596, de modo tal que su capítulo 41,
relativo a la sucesión en el gobierno por falta del gobernador, prescribía: Mando que
quando faltare el mi Governador y Capitan General de las dichas Provincias y
Presidente de la dicha Audiencia en caso de fallecimiento, sirva estos cargos la
persona y en la forma que por Cedula nuestra fecha a 25 de henero deste año tengo
ordenado, y mandado y no en otra manera970.
A los pocos días de haberse instalado la Real Audiencia de Santiago de Chile, el
presidente, gobernador y capitán general don Alonso García Ramón hizo presente la
dificultad que le planteaba su nuevo oficio de presidente, pues en razón de los de
gobernador y capitán general debía acudir a la guerra en Arauco, lo que pugnaba con las
ocupaciones propias de la presidencia en la ciudad de Santiago, y pedía a los ministros
le dieran su parecer:
En la ciudad de santiago Reyno de Chile en veinte dias del mes de setiembre
de mill y seiscientos y nueve años. Estando en acuerdo de justicia los señores
presidente y oydores de la rreal audiencia y chancilleria desta ciudad, es a saver,
su señoria del señor Presidente alonso garcia Ramon, doctor luis merlo de la
fuente, licenciado fernando talaverano gallegos y juan caxal, doctor graviel de
selada oydores. El dicho señor presidente propusso a los dichos señores que
como les hera notorio estando sirviendo al rrey nuestro señor en los oficios de
gobernador y capitan general deste dicho Reino su magestad se abia servido de
hacerle merced de proveherle tambien por presidente de esta dicha rreal
audiencia y que respecto de la ynposibilidad que abia para que su señoria
pudiesse asistir esta dicha Real audiencia fundada en esta dicha ciudad de
Santiago y a las de la guerra que esta de los estados de arauco y tucapel a mucho
mas de ochenta leguas de esta ciudad, que los dichos señores biessen lo que su
señoria debia hacer que fuesse mas conbiniente y de mayor servicio de su
                                                
968 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 308), p. 11.
969 Recopilación de Indias, 2.16.3.
970 ANRACH, 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, cap. 41. Igual orden se mandó
guardar a la Real Audiencia de Buenos Aires por el capítulo 42 de sus Ordenanzas de 1661, y algo
semejante había mandado una real cédula fechada en Madrid el 10 de mayo de 1643 para el caso de
vacancia del presidente, gobernador y capitán general de Tierra Firme (Recopilación de Indias, 2.16.2).
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magestad, porque su yntencion y voluntad hera de acudir a lo de mayor
ynportancia...971.
Los ministros parlamentaron sobre la cuestión y decidieron que el presidente,
gobernador y capitán general debía acudir a las cosas de la guerra, que conceptuaban ser
dicha decisión más conforme con la voluntad real, amén de que no era letrado:
Y aviendo visto todas las cedulas rreales, cartas e hordenes que de su
magestad tiene el dicho señor Presidente para atender y proseguir las cossas de la
guerra, y considerando la grande ynportancia que ay de que su señoria
presencialmente acuda a ella y que por ser su señoria cavallero de capa y espada
y no letrado graduado y por el consiguiente sin voto la determinacion de las
causas de justicia que se an de determinar en la dicha Rl. audiencia. Por todo lo
qual atentamente considerado unanimemente fueron de parecer de que su señoria
hara muy mayor servicio al rrey nuestro señor en asistir a las cossas de la guerra,
ciudades, sitios y lugares de arriba a donde esta y adonde assisten todos sus
capitanes y gente que en ella sirben a su magestad y lo firmaron972.
En conformidad al acuerdo anterior don Alonso García Ramón al día siguiente dio
todo su poder cumplido a los ministros del tribunal para que, durante su ausencia en las
provincias de guerra, proveyesen todas las cosas que a él le tocaban en razón de su
oficio de presidente:
Poder que da el señor Presidente a los Sses. oydores desta Real audiencia
En la ciudad de santiago en veinte y un dias del mes de setiembre de mill y
seiscientos y nueve años. Estando en acuerdo los SS. presidente e oydores de la
Real audiencia y chancilleria desta ciudad. Es a saver su señoria del señor
Presidente alonso garcia Ramon, doctor Luis Merlo de la fuente, licenciado fdo.
talaverano gallegos juan caxal Doctor graviel de selada oydores. El dicho señor
Presidente dixo que como a los dichos señores hera notorio por el acuerdo de la
foja presedente el dia passado se abia tomado Resolucion de ser mas conviniente
que el dicho señor Presidente asistiese personalmente a la administracion y
execucion de las cossas de la guerra que a las de la rreal audiencia desta ciudad
que esta distinta y apartada de adonde al presente se hase la guerra de ochenta a
nobenta leguas y considerando que no probeyendosse con tienpo del rremedio
conbiniente sucederian algunas costas y gastos y bexacion y otros
ynconbinientes, aviendose de acudir con los despachos y personas a las partes y
lugares de la guerra a donde el dicho señor presidente asistiesse, y considerando
su señoria la dificultad que esto tiene y deseando que con la menor bejacion que
sea posible los vasallos de su magestad del distrito desta Rl. audiencia alcanssen
justicia y todas las cossas a ella tocante se expidan con la mayor facilidad que
buenamente puedan, entendiendo que asi conbiene al servicio de su magestad.
Por la grande satisfacion que tiene de todos los dichos sses. oydores dixo que les
dava y dio todo su poder cunplido tal qual mexor de derecho puede y deve para
que durante el tienpo que estubiere ocupado en las cossas de la guerra los dichos
señores, en conformidad y cumplimiento de lo dispuesto Por la ordenanza treinta
y seis desta Real audiencia que es del tenor siguiente = otrossi que faltando el
Presidente de la dicha audiencia de suerte que el no pueda gobernar la misma
audiencia gobierne e haga todo lo que el Podia hacer y aciendo el oficio de
presidente el oydor mas antiguo y las demas cossas que se cometen al Presidente
hasta que nos probeamos de otra cossa = puedan haser e Hagan todo lo que su
señoria hiciera y pudiera hacer como presidente de la dicha rreal audiencia si
                                                
971 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 20-IX-1609, fs. 27-27 vta.
972 Ibidem.
218
estuviera presente que para ello y sin mayor balidacion les dava y dio todo el
poder que tiene puede y deve dar y para que ansimismo biniendo algunos
despachos de su magestad para el dicho señor presidente los dichos ss. oydores
los puedan abrir y quedando los originales dellos en el archivo de la dicha Real
audiencia. Respecto de los inconbinientes de los Rios aguas y caminos le embien
un tanto auturizado dellos en cumplimiento de lo qual lo firmaron su señoria del
dicho señor Presidente y los dichos ss. Por ante mi el presste escrivano de
Camara973.
Este orden y práctica adoptados por la Real Audiencia de Santiago de Chile fue
aceptado por la real corona, habida consideración de las necesidades de la guerra, pero
con alguna variación, pues por real cédula fechada en Madrid el 5 de octubre de 1626 se
mandó al tribunal: Que hallandose ausente el presidente de ella govierne solo el Oidor
mas antiguo las salas y pleytos de ella, en conformidad a lo dispuesto por la ley del
Reyno974. Es decir, reiteraba el principio general del ejercicio por parte del oidor decano
de las facultades propias del presidente cuando este faltaba, según lo prescribía una ley
de la Recopilación de Castilla975.
Algunos años después, una real cédula fechada el 24 de octubre de 1655 precisó las
facultades que debían entenderse conferidas al sujeto nombrado en el “pliego de
mortaja” , pues en ella expresamente se mandó: Que la persona nombrada a prevencion
de la muerte del Gobernador y Capitan General de este Reyno solo sea Gobernador en
lo Militar y que el Gobierno Politico quede en la Real Audiencia, y que esto se observe
sin embargo de qualesquiera orden o estilo que hubiese en contrario976.
La Recopilación de Indias de 1680 resumió en una de sus leyes el principio general
en lo tocante a la presidencia interina, y las situaciones de excepción, que eran Chile,
Panamá y Filipinas: Mandamos que faltando el Virey, o Presidente, de suerte que no
pueda gobernar, sucedan en el gobierno nuestras Reales Audiencias, y resida en ellas,
como lo podía hacer el Virey, o Presidente quando servían estos cargos: y el Oidor mas
antiguo sea Presidente, y él solo haga y provea todas las cosas propias y anexas al
Presidente; y si fuere Capitán General, asimismo use este cargo el Oidor mas antiguo,
hasta que por Nos se provea de sucesor, o le envíe quien conforme a nuestras órdenes
tuviere facultad para ello, si por las leyes de este libro no se dispusiere en algunas
Audiencias lo contrario, o diferente977.
En la práctica este régimen se aplicó varias veces en el reino de Chile y fue corriente
que en la primera mitad del siglo XVII el gobernador designara como su sucesor en el
“pliego de mortaja” al oidor más antiguo del tribunal.
Así por auto fechado en Concepción el 19 de julio de 1610 el presidente, gobernador
y capitán general don Alonso García Ramón designó como su sucesor al oidor decano y
                                                
973 Idem, Poder del presidente a los oidores, Santiago, 21-IX-1609, fs. 28-28 vta.
974 AGI. Chile, 166, Libro II. Registro de oficio para la Audiencia de Chile, 1615-1643, RC. Madrid,
5-X-1626, fs. 387-388.
975 Nueva Recopilación de Castilla, 2.5.32.
976 ANFA. 3, RC. 24-X-1655, fs. 288.
977 Recopilación de Indias, 2.15.57.
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fundador don Luis Merlo de la Fuente quien, tras la muerte del titular, juró ante el
cabildo de Santiago como gobernador y capitán general el 16 de agosto de 1610 y se
mantuvo en el uso y ejercicio de estos oficios hasta el juramento del designado
interinamente por el virrey don Juan Jaraquemada el día 15 de enero de 1611978.
Por segunda vez ocurrió igual a la muerte del gobernador don Alonso de Ribera,
quien por despacho librado en Concepción el 9 de marzo de 1617 había designado como
sucesor al decano don Hernando Talaverano Gallegos, quien juró ante el cabildo como
gobernador y capitán general el día 16 de marzo de 1617 y actuó como tal hasta el 18 de
abril de 1618, día en que juró don Lope de Ulloa y Lemos, nombrado por el virrey979.
Un tercer y último caso se presentó a la muerte del propio Ulloa y Lemos quien, por
despacho librado en Concepción el 24 de noviembre de 1620, había nombrado como
sucesor al decano don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor, que juró como gobernador y
capitán general ante el cabildo de Santiago el 13 de diciembre de 1620 y ejerció estos
oficios hasta el 5 de noviembre de 1621, día en que asumió don Pedro Osores de Ulloa,
nombrado por el virrey príncipe de Esquilache 980.
El 6 de marzo de 1662 la Real Audiencia de Santiago dictó un auto acordado relativo
al recibimiento que debía hacerse a los gobernadores designados a prevención de la
muerte del propietario, pues el cabildo había consultado si a don Diego González
Montero nombrado en tal carácter se le debía hacer igual recibimiento que a los
propietarios, y el tribunal acordó en dicho auto que de conformidad a la real cédula de
1655 sólo le tocaba el gobierno militar, y por ello no le correspondía ser recibido como
a los titulares:
Visto el escrito presentado por el Cabildo de la Ciudad, y informe del fiscal
sobre el recibimiento que se debia hacer al Gobernador Dn. Diego Gonzalez
Montero y forma que debia guardarse dijeron: Que se guardara y cumpliera la Rl
Cedula de 24 de octubre de 1655 en que expresamente se manda que la persona
nombrada a prevencion de la muerte del Gobernador y Capitan General de este
Reyno solo sea Gobernador en lo Militar y que el Gobierno Politico quede en la
Real Audiencia, y que esto se observase sin embargo de qualesquiera orden o
estilo que hubiese en contrario, que todas son palabras de la Real Cedula, y en su
conformidad el Cavildo no debera permitir a Dn. Diego Gonzalez Montero, que
es el Gobernador nombrado a prevencion, que tome posesion, ni se le haga el
recibimiento que se acostumbra hacer a los Gobernadores propietarios, y los que
vinieren nombrados por el Virrey del Peru despues que haian tendio noticia de la
muerte del Gobernador de este Reyno: y asi lo proveyeron y rubricaron981.
Esta orden y costumbre se observó también durante el curso del siglo XVIII, y
conforme a ella, si no había pliego de providencia para nombrar a un sujeto en el gobierno
interino en caso de vacancia, éste era asumido por la audiencia, y el ramo de lo militar era
entregado al oidor decano.
                                                
978 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 308), p. 11.
979 Idem, pp. 17-18.
980 Idem, pp. 24-25.
981 ANFA. 3, Autos Acordados Antiguos de la Audiencia de Chile, Auto acordado, Santiago, 6-III-
1662, fs. 288.
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El 29 de octubre de 1733 el gobernador don Gabriel Cano y Aponte, hallándose
gravemente enfermó, expidió un decreto por el cual confió el despacho del gobierno y
capitanía general al oidor decano don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera:
Atento a que por la enfermedad que actualmente estoy padeciendo, la que me
impide poder atender a los negocios, expedientes y providencias de Gobierno y
Capitanía General, para que no se retarde ni resulte el más leve perjuicio, tanto al
servicio del Rey como a las partes, cometo al señor doctor don Francisco
Sánchez de Barreda y Vera del Consejo de S.M. su Oidor más antiguo desta Real
Audiencia, todas las cosas y negocios, providencias y despachos tocantes a
Gobierno y Capitanía General para el fin arriba expresado en virtud de este
decreto que sirva de comisión y despacho en forma982.
El 11 de noviembre siguiente falleció el gobernador Cano y Aponte, ante lo cual la
audiencia el mismo día dio orden al escribano de cámara que certificara si había pliego de
providencia nombrado a algún sujeto para dicha ocasión en el gobierno interino, y como
no lo había, ni aun llegaba al reino el provisto don Bruno Mauricio de Zavala, por auto
acordado del 12 de noviembre de 1733, declaró que llegaba el caso de asumir el gobierno
a todo el tribunal y confiar lo militar al decano Sánchez de la Barreda y Vera:
Se halla precisa la puntual providencia en lo militar y gubernatibo en el ínterin
que llega a este Reino, y más no hallándose en el Archivo del Acuerdo, pliego
alguno secreto de Gobernación en inter, para estos casos, estando prevenido por
leyes reales, con la práctica y estilo así de la Real Audiencia de los Reyes, en la
muerte de señores Virreyes...y en este Reyno más de sesenta años por muerte del
señor don Martín de Mujica que acabó sus días en actual ejercicio de sus
empleos, en esta atención: Acordaron y declararon que en este caso toca y
pertenece al dicho señor Dr. don Francisco Sánchez Barreda y Vera por Oidor
más antiguo, la Capitanía General de este Reyno, y el gobierno de él en gracia y
justicia a todos los dichos señores en el inter que llega el dicho Excmo. Sr. don
Bruno Mauricio de Zavala, o viene pliego de providencia del señor Virrey de
estos Reinos...983.
En dicha conformidad, el mismo día 12 de noviembre fue recibido de capitán general
del reino el oidor Sánchez de la Barreda y Vera y se mantuvo como tal hasta el 6 de mayo
de 1734, día en que fue recibido don Manuel de Salamanca, como presidente, gobernador,
y capitán general, con lo cual también acababa el gobierno de la audiencia 984.
Estos acuerdos y decisiones de la Real Audiencia de Santiago de Chile fueron
aprobados por real cédula fechada en el Pardo el 1 de marzo de 1735, en la que se
comunicaba al tribunal que: Habiéndose visto en mi Consejo de las Indias, con lo que dijo
su Fiscal he tenido a bien avisaros del éxito de vuestra representación, y que se queda
con estas noticias para que os halléis en esta inteligencia985.
A mediados de dicho siglo volvió a producirse otro interinato, entre el 24 de enero de
1768 y 1770, cuando asumió la audiencia el gobierno interino, y su decano don Juan de
                                                
982 ACS. XXIX, Santiago, 1982, Decreto del presidente, Santiago, 29-X-1733, pp. 196-197.
983 Idem, Auto acordado, Santiago, 12-XI-1733, pp. 218-219.
984 Idem, p. 226.
985 ACS. XXX, Santiago, 1983, RC. El Pardo, 1-III-1735, p. 35.
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Balmazeda Zenzano y Beltrán hizo oficio de presidente, a la muerte del titular don
Antonio de Guill y Gonzaga, y se mantuvo en dicha calidad hasta el día 3 de marzo de
1770, fecha en que fue recibido como presidente, gobernador, y capitán general don
Francisco Javier de Morales y Pérez de Castejón986.
Este orden sufrió una leve alteración por la Instrucción de Regentes de 1776, en
cuanto al quedar refundidas en los regentes las facultades de los oidores decanos, eran
ahora estos nuevos magistrados quienes asumían interinamente el oficio de presidente
en caso de vacancias: En las vacantes de Virreyes o Presidentes se observará lo
establecido en las leyes 57. Tít. 15. Lib. 2, y 1o Tít. 2. Lib. 3 de la Recopilación de
Indias, con las demas Cedulas y Ordenanzas que hablan en este asunto y, en
consecuencia, de reunirseles a los Regentes las facultades y prerrogativas de los
Decanos, como ya se halla dispuesto por mi Real Persona, sustituirán estos el cargo de
Virrey o Presidente, segun y en la forma que se halla prevenido respecto de los
Decanos987.
En el caso de la Real Audiencia de Santiago de Chile, esta innovación de la
Instrucción de Regentes tuvo aplicación en algunas ocasiones.
La primera de ellas ocurrió en 1780 cuando a don Tomás Antonio Álvarez de
Acevedo, en su carácter de regente, le correspondió asumir ad interim la gobernación y
capitanía general del reino de Chile, por ascenso del propietario don Agustín de Jáuregui
y Aldecoa a plaza de virrey del Perú, y se mantuvo en el ejercicio de estos oficios hasta
diciembre del mismo año, cuando entregó el mando al titular don Ambrosio de
Benavides.
Posteriormente, por real cédula fechada el 2 de agosto de 1789 se reguló con más
precisión y detalle los casos de vacancia del gobierno por muerte o imposibilidad
absoluta, o por simple ausencia temporal, prescribiéndose que en caso de producirse
recaía el gobierno superior del reyno en todos los ramos políticos y militares y de Real
Hacienda, juntamente con el real vice patronato en la real audiencia y para efecto de que
en todos los negocios diarios y urgentes que requieran pronto despacho no se infiera
grave perjuicio con la demora al mejor servicio de las partes interesadas se ocurra al Sr.
Regente para que libre las providencias que correspondan988.
En junio de 1792 se produjo una interesante situación derivada de la ausencia del
presidente a la frontera, y de su substitución por el regente, pues éste había muerto hacía
poco tiempo y no había titular en la audiencia, en razón de lo cual sólo estaba el oidor
decano don Francisco Tadeo Díez de Medina y sus colegas.
Como en la Instrucción de Regentes de 1776 se prescribía que: Las facultades de los
Decanos de las Audiencias quedarán en adelante refundidas en los Regentes; y en
ausencia de estos, volverán los Decanos segun y en la forma que se conceden a los
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987 Instrucción de Regentes, cap. LXVI.
988 ANRACH. 2.136, pza. 1, RC. 2-VIII-1789.
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Regentes989, y la citada real cédula de 1789 mandaba que debía ocurrirse al regente para el
despacho de las providencias diarias y urgentes, en junio de 1792 el gobernador don
Ambrosio O'Higgins, antes de salir de Santiago, dejó el mando en manos del decano Diez
de Medina, entregándole unas instrucciones para el gobierno interino, ante lo cual el oidor
protestó enérgicamente e hizo caso omiso del instructivo.
O’Higgins, a su regreso de la Frontera, tuvo una serie de disensiones con el decano en
razón de no haber éste seguido las instrucciones que le había dejado, y por ello escribió al
ministro de Indias el 18 de junio de 1793 quejándose de la: Extraña conducta que ha
tenido el oidor Dn. Francisco Medina en el tiempo que ha despachado los negocios de
esta Capitanía diarios y urgentes, por su ausencia a la Frontera990.
Estas quejas y las nuevas que repitió el gobernador el 17 de octubre de 1793, sumadas
a varias otras que se habían recibido contra Díez de Medina desde 1785, movieron a la
corona a mandarle por real orden fechado en San Lorenzo el 6 de octubre de 1794 que
usara de inmediato de la licencia de un año que se le había concedido: Para pasar a la
ciudad de La Paz, su patria, permaneciendo en ella aun cuando se cumpla el año porque
se le concedió la expresada licencia, bajo el concepto de que S. M. se la prorroga hasta
que se verifique la vacante proporcionada en otro tribunal, todo con el objeto de que no
vuelva más a Chile991.
Pero además, en este mismo real orden se advertía al gobernador O'Higgins que se
ciñera en cuanto al gobierno interino a la real cédula de 1789, y no dejara instrucción
alguna al interino: Para que en lo sucesivo se eviten nuevos motivos de disensión, se ha
servido S.M. resolver se advierta a V.E., que si vuelve a ausentarse de esa capital delegue
sus facultades con arreglo al artículo 40 de la Real Cédula de 2 de agosto de 1789 sin
añadir instrucción alguna a su contexto, por cuyo medio se cortará toda disputa e
interpretación, y si el subdelegado se excediese se le hará después cargo según
corresponda992. En dicha conformidad embarcó Díez de Medina en el puerto de
Valparaíso el 16 de junio de 1796 en el paquebote "San Antonio", pero como a la salida
de la rada naufragó, hubo de embarcar en la fragata “La Aurora", para finalmente arribar a
La Paz el 28 de septiembre de 1796.
Pocos días antes de la partida de Díez de Medina volvió a vacar el gobierno, pero
como ya había regente le correspondió a éste asumir el interinato. En efecto, a la partida
del gobernador, presidente y capitán general don Ambrosio O'Higgins promovido a virrey
del Perú, la audiencia se reunió en acuerdo extraordinario de justicia el día 26 de mayo de
1796, para asumir el mando del reino, y acudir al regente don José de Rezaval y Ugarte
                                                
989 Instrucción de Regentes, cap. LXI.
990 AGI. 139, exp. 2, Expediente sobre la solicitud del oidor de Chile Dn. Francisco Tadeo Diez de
Medina para pasar con licencia a La Paz, ordenes al Presidente de Chile para que observe las
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991 Idem, RO. San Lorenzo, 6-X-1794.
992 Ibidem.
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para el despacho de los negocios diarios y urgentes, conforme lo declaraba el acta
levantada por el escribano de cámara don Melchor Román:
Estando en el Real Acuerdo Extraordinario de Justicia los Señores Dn. José de
Rezaval y Ugarte, caballero de la Real y Distinguida Orden Española de Carlos
III, Dn. Alonso González Pérez, y Dn. Luis de Urriola y Echeverz, Regente y
Oydores de esta Real Audiencia, a que asistió el Sr. Dn. Joaquín Pérez de
Uriondo, fiscal de la misma y caballero de la expresada Orden, todos del Consejo
de S.M., con lo que expuso este su Ministro a la vista dijeron: Que en atención a
haberse sabido positivamente y por públicas noticias y por carta que manifestó el
Sr. Regente de el Excmo. Sr. Barón de Ballenari Presidente, Gobernador y
Capitán General de este Reyno escrita desde el Puerto de Valparaíso con fecha
de antes de ayer veinticuatro del corriente en que le participaba que a las ocho de
la misma mañana pasaba a verificar su embarque en la fragata de la Real Armada
nombrada El Pilar, la que le conducía para el Puerto del Callao a servir el
Virreynato del Perú, que la Real piedad se había dignado conferirle, y a no aver
pliego de providencia de S.M. para la sucesión de este mando; debían declarar y
declaraban, que en conformidad de las Leyes y Reales Cédulas posteriores y
señaladamente de la expedida en dos de Agosto de 1789, había recaído el
Gobierno Superior del Reyno en todos los ramos políticos y militares y de Real
Hacienda, juntamente con el Real Vice patronato en esta Real Audiencia y
mandaron que a efecto de que en todos los negocios diarios y urgentes que
requieran pronto despacho no se infiera grave perjuicio con la demora al mejor
servicio de las partes interesadas se ocurra al Sr. Regente para que libre las
providencias que correspondan y publicándose este Auto en la forma
acostumbrada para que llegue a noticia de todos pásense por el mismo Sr.
Regente los Oficios correspondientes a los Reverendos Obispos de esta Capital y
de la Concepción, al Sr. Gobernador Intendente de esta Provincia, a la
Contaduría Mayor de Cuentas, y a los demás Jefes Militares y Políticos de la
comprehensión de este mando para su inteligencia y cumplimiento, y a los
Prelados Superiores de las Religiones en la parte que a cada qual pertenezca, y
fecho sacándose testimonio de este Auto, dése cuenta a S.M. para su Soberana
aprobación, y así lo proveyeron y firmaron, de que doy fe 993.
El regente Rezaval y Ugarte entregó el mando al propietario don Joaquín del Pino el
día 18 de septiembre de 1796.
Mientras esto ocurría en Chile, desde La Paz, el oidor Diez de Medina solicitaba a la
corona un ascenso, mas por real orden del 25 de junio de 1797 se le mandó volver de
inmediato a servir su plaza en Chile, pero representó esta decisión y volvió a solicitar una
promoción o plaza supernumeraria en el Consejo de Indias porque volver a Chile sin
ascenso sería deshonor994, pero nuevamente el 26 de enero de 1800 se le comunicó que:
S.M. no viene en ello y quiere que vaya inmediatamente a servir su plaza995.
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De esta forma hubo de viajar a Santiago, a donde llegó el día 31 de diciembre de 1801,
y se encontró con que el gobierno se hallaba vacante por promoción del titular don
Joaquín del Pino al virreinato del Perú, y como había muerto el regente Rezaval y Ugarte,
y a él la audiencia le restituyó al decanato, le correspondió nuevamente asumir como
presidente, gobernador y capitán general interino, oficios que ejerció hasta el 30 de enero
de 1802, día en que entregó el mando al propietario don Luis Muñoz de Guzmán, sin que
hubiera quejas en su contra.
Este sistema para las vacancias fijado por la Instrucción de Regentes y por la real
cédula del 2 de agosto de 1789, fue alterado por real orden de 23 de octubre de 1808, que
dispuso que en caso de vacancia de la presidencia, gobierno y capitanía general, debía
asumir el militar graduado de más alto rango que no bajara de coronel.
En 1808, a la muerte del gobernador don Luis Muñoz de Guzmán, pretendió el regente
don Juan Rodríguez Ballesteros que la audiencia asumiera el gobierno interino del reino,
aunque ello contravenía el novísimo real orden que lo confiaba al militar de más alta
graduación que no bajara de coronel, pero tras algunas discordias hubo de condescender a
que se hiciera cargo del gobierno interino el brigadier don Francisco García Carrasco996 y,
cuando éste fue obligado a renunciar el 16 de julio de 1810, fue sucedido por el brigadier
don Mateo de Toro y Zambrano, conde de la Conquista.
2.1.1.3. Competencia de los presidentes de las audiencias indianas
Como todo titular de un oficio real el presidente de las reales audiencias de Ultramar
gozaba de una competencia genérica definida en razón del oficio como todo la tocante a
él, y concretada, sólo por vía, de señalamiento de casos, a través de diversas facultades
y deberes específicos, respecto de los cuales se podían advertir ciertas diferencias en
razón del carácter del titular de la plaza, básicamente si era letrado o de capa y espada, y
dentro de estos últimos, si era virrey, o simplemente un gobernador y capitán general.
La genérica competencia de los presidentes de audiencias indianas se consignaba en
sus reales títulos, y se definía originariamente sobre la base de la competencia de los
presidentes de la audiencias y chancillerías de Valladolid y Granada.
El primer título despachado en favor de un presidente no prelado para una audiencia
indiana fue el librado en Barcelona el 17 de abril de 1535 en favor del virrey don
Antonio de Mendoza, para la de Méjico, y en él se contenían las cláusulas definitorias
de su competencia y que se iban a convertir en las de estilo en lo sucesivo, tales eran: i)
presidir la audiencia; ii) hacer y proveer todo lo conveniente y necesario al servicio de
Dios; iii) hacer y proveer todas las cosas y negocios que en la audiencia fueran
concernientes a su oficio y; iv) seguir el ejemplar de los presidentes de las audiencias y
chancillerías de los reinos de España:
Don Carlos...Acatando la suficiencia y abilidad y fidelidad de vos don
Antonio de Mendoza: y porque entendemos, que ansi cumple a nuestro servicio,
y a la execucion de nuestra justicia y buen despacho y expedicion de los
negocios, y cosas de la dicha nuestra audiencia y chancilleria, en lugar del dicho
obispo de Sancto Domingo, y la concepcion de la vega, esteys y residays y
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presidays en la dicha audiencia, juntamente con los nuestros oydores della, y
hagays y proveays todas las cosas convinientes y necesarias al servicio de dios
nuestro Señor, y todas las cosas y negocios, que en la dicha nuestra audiencia
acaescieren al dicho oficio de presidente della, anexas y pertenecientes, segun y
de la manera, que lo hazen y deven hazer los otros nuestros presidentes de las
nuestras audiencias y chancillerias reales destos nuestros Reynos...997.
Esta misma genérica definición de la competencia, consagrada en sus cláusulas de
estilo se conservó en los títulos de presidentes posteriores, sólo que con el agregado de
ejercer el oficio como los restantes presidentes de audiencias ultramarinas, además de
las peninsulares, tal como podía leerse en el fechado en Madrid el 16 de agosto de 1563
para don Pero Ramírez de Quiñones como presidente de la Real Audiencia de Charcas:
Estéis y presidáis en ella juntamente con los nuestros oydores que en ella
hoviere y hagáis y proveáis todas las cosas convenientes y necesarias al servicio
de Dios nuestro Señor, y todas las cosas y negocios que en la dicha audiencia
acaescieren al dicho oficio de presidente de ella annexas y pertenecientes, segun
y de la manera que lo hazen y deven hazer los nuestros presidentes de las
nuestras audiencias y chancillerias reales destos reynos y de las nuestras
Indias...998.
Aunque no se señalaba expresamente en la legislación, ni en la práctica indiana, la
competencia del presidente de las audiencias se extendía a todo aquello que tocaba a: i)
la dirección y funcionamiento del tribunal y; b) despacho de comisiones.
i) Dirección y funcionamiento del tribunal: el presidente, en cierto modo, tenía la
dirección económica del tribunal, y en razón de ella tenía, entre otras las siguientes
facultades:
i.i) Recibir excusas de asistencia de los oidores: el capítulo 32 de las Ordenanzas de
Manila de 1596 mandaba que el oidor que no pudiera ir a la audiencia debía excusarse
ante el presidente999, disposición que pasó a las de Santiago: Que el oydor que por
enfermedad o otro justo impedimento no pudiere ir a la Audiencia, se envie a escusar a
el presidente, y faltando el presidente, a el oydor mas antiguo1000. Este capítulo fue
recopilado en las Municipales1001, y más tarde la Instrucción de Regentes lo modificó al
entregar al nuevo magistrado esta facultad1002.
i.ii) Ver pleitos y dividir salas: una real cédula recopilada, fechada en Madrid el 17
de enero de 1593, señalaba que: La Audiencia guarde en el ver los pleytos y dividirse
los Oidores por Salas, lo que el Virey o Presidente ordenare, como sea antes de la
hora; porque despues de asentados los Oidores, es nuestra voluntad que lo provea y
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ordene el Oidor mas antiguo...lo qual se ha de entender donde hubiere costumbre de
que el Virey, o Presidente divida las Salas1003.
iii) Nombrar jueces para las causas: por real cédula recopilada, fechada en Madrid el
28 de marzo de 1620, se declaró: Que a los Vireyes y Presidentes de nuestras Reales
Audiencias, como sus cabezas, toca el nombramiento de los que han de ser Jueces de
las causas y pleytos, que se tratan en ellas en los casos que en virtud de nuestras
Cédulas, o en otros qualesquier se hubieren de hacer, y que así se debe observar,
conforme a lo que se practica en nuestros Consejos y Audiencias de estos Reynos de
Castilla1004.
i.iv) Nombrar conjueces por falta de oidores: por una real cédula recopilada, fechada
el 31 de septiembre de 1634 se determinaba que: El nombramiento de el Juez, que por
falta, o impedimento de Oidores hubiere de suplir su ausencia para la determiancion de
los negocios con el Oidor que quedare en la Audiencia, toca al Presidente de ella, y así
le ha de hacer en las ocasiones que se ofrecieren, sin embargo de qualquier
Ordenanza1005.
En uso de esta atribución el presidente de la Real Audiencia de Santiago de Chile
don Luis Muñoz de Guzmán, con expresa invocación de la ley recopilada, nombró el 28
de julio de 1802 a don Nicolás José de Gandarillas como conjuez:
Para remediar la falta de votos en las causas criminales y civiles arduas, que
con ocasión de la enfermedad del Sr. Decano me expone VS. en papel de ayer, y
previene S.M. en Reales Cédulas de 13 de agosto y 24 de noviembre de 1799,
sufraguen en las de esta naturaleza, he venido en nombrar de conjuez por la
facultad que me dispensa la l. 63, tit. 15, lib. 2º de estos Dominios al Dr. Dn.
Nicolás José de Gandarillas en todas las Salas del Tribunal y Juntas, mientras
subsista la necesidad que motiva este nombramiento, y para cualquier
implicancia que ocurra en las presentes circunstancias, como VS. me propone en
su citado, a que contesto1006.
i.v) Nombrar ejecutores y comisarios: una real cédula fechada en Córdoba el 20 de
abril de 1570, luego recopilada, prescribía que: Todas las veces que por las Audiencias
se ordenare, o resolviere, que vaya Executor, u otra persona a alguna comision, hará la
eleccion y nombramiento el Presidente, y no los Oidores, los quales no pongan
impedimento en lo susodicho, y guarden lo proveido1007.
i.vi) Imponer penas: el capítulo 58 de las Ordenanzas de Méjico de 1530 les
facultaba para imponer penas a los ministros y subalternos que no concurrieran a la
lectura de las Ordenanzas del tribunal el primer día de audiencia: Que estas nuestras
ordenanças sean leydas el primer dia de audiencia de cada un año publicamente
presentes los dichos nuestro Presidente y oydores y oficiales de la Audiencia, a los
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1005 Recopilación de Indias, 2.15.63.
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quales mandamos que aquel dia todos se hallen presentes, so las penas quel dicho
nuestro Presidente les pusiere1008, disposición que fue recopilada1009.
i.vii) Cuidar del cobro de multas a los oidores: en la Recopilación de Indias se
recogían dos reales cédulas que mandaban que: Los presidentes y las personas, que
cada uno señalare en su Audiencia, tengan cuidado de cobrar las multas de los Oidores
en los casos de Ordenanza1010.
ii) Despacho de comisiones: tocaba al presidente nombrar a los ministros del tribunal
que debían desempeñar comisiones particulares, o servir ciertos juzgados, entre ellas:
ii.i) Visita de cárceles: desde las Ordenanzas antiguas de 1528 se contenía un
capítulo que mandaba a dos oidores que visitaran las cárceles y presos de ellas el sábado
de cada semana, por el orden en que los repartiera el presidente1011, facultad esta que
pasó a las Ordenanzas de 1530, y a las de 1563, y de este modo el capítulo 29 de las de
Santiago de Chile prescribía: Que el sabado de cada semana vayan dos oydores por su
tanda, como el presidente los repartiere, a visitar las carceles del Audiencia y de la
villa donde el Audiencia estuviere1012.
ii.ii) Visitador de ministros y oficiales: una real cédula recopilada, despachada en
Madrid el 14 de noviembre de 1626, le facultaba para nombrar a un oidor como
visitador de sus ministros y oficiales: En todas las Audiencias nombren los Presidentes
un Oidor, el que les pareciere, para que sea Visitador de sus Ministros y Oficiales, y
entiendan, que no procediendo con la justificacion que deben, han de ser castigados, y
los que recibieren agravio, sepan a quien han de acudir en particular1013.
ii.iii) Ministro comisionado en substitución del designado por el rey: una real cédula
fechada en Aranjuez el 14 de agosto de 1610, luego recopilada, mandaba que: Todas las
veces que por Nos se cometieren algunos negocios a Oidores, o Alcaldes de nuestras
Reales Audiencias, y quando llegaren las comisiones hubieren fallecido los Ministros
nombrados en ellas, o estuvieren impedidos, de forma que no las puedan usar y exercer,
el Presidente de la Audiencia nombre otro Oidor, o Alcalde, el que le pareciere mas a
propósito, y de la inteligencia que se requiera, que vaya a entender en su excecucion y
cumplimiento1014.
Pesaban igualmente sobre el presidente una serie de deberes que delineaban algunos
otros aspectos de su competencia, especialmente en lo tocante a su asistencia y
participación en ciertas visitas y comisiones, y a su deber de llevar ciertos libros.
                                                
1008 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1530, cap. 58, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 99.
1009 Recopilación de Indias, 2.15.182.
1010 Recopilación de Indias, 2.15.171.
1011 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1528, cap. 18, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 89.
1012 ANRACH. 3.137 , Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, cap. 29.
1013 Recopilación de Indias, 2.15.169.
1014 Recopilación de Indias, 2.16.32.
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i) Asistencia y participación en visitas y comisiones: el presidente en razón de su
oficio debía asistir a determinadas visitas vinculadas al ejercicio de la jurisdicción y
además le correspondía participar en algunas juntas y comisiones:
i.i) Juzgar causas criminales de los oidores: desde el capítulo 34 de las Ordenanzas
de Charcas de 1563 se prescribía: Que nuestro Presidente de la dicha Audiencia
conozca de las causas criminales de los oydores della juntamente con los alcaldes
ordinarios, no obstante la ordenanza que dispone lo contrario1015, y esta misma
disposición se recogió en el capítulo 40 de las Ordenanzas de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, y más tarde fue recopilada1016.
Así por ejemplo, en 1722 el presidente de la Real Audiencia de Santiago y los alcaldes
ordinarios instruyeron dos causas a pedimento del marqués de Piedra Blanca de Guana,
vecino de La Serena, y general don Pedro Erazo, contra el oidor don Ignacio Fausto
Gallegos, una de ellas por el delito de injurias, pues le había llamado: pícaro, traidor,
ladrón, borracho, cabrón, cornudo1017.
i.ii) Hacer informaciones contra los oidores: en virtud de una real cédula fechada en
Valladolid el 22 de marzo de 1602, luego recopilada, se daba: Comision y facultad a los
Presidentes de nuestras Audiencias Reales de las Indias para que puedan hacer y
recibir informaciones quando convenga, y se anecesario contra qualesquiera de los
Oidores de las Audiencias en que presidieren, y enviarlas cerradas y selladas a buen
recaudo a nuestro Real Consejo de las Indias, para que en él vistas, se provea lo que
convenga1018.
Derivación de esta facultad general era la particular concedida por real cédula
fechada en Madrid el 20 de noviembre de 1621 en orden a tocar al presidente hacer las
informaciones en caso de casamiento prohibido de oidores o de sus hijos: Declaramos
que quando sucediere casarse alguno de los Ministros prohibidos, o sus hijos, o
concertar de casarse en sus distritos, o haber parcialidades de Oidores, u otros
Ministros, toca al Presidente de la Audiencia, como punto universal, escribir y hacer
las informaciones, que convengan, ante el Escribano de Cámara que eligiere...y
conforme a lo que resultare proceda el Presidente y avise al Consejo1019.
i.iii) Tomar cuentas a los oficiales reales: el capítulo 58 de las Ordenanzas nuevas de
1563 prescribía que el presidente y dos oidores al principio de cada año tomaran cuentas
a los oficiales reales1020, e igual precepto pasó a las de la Real Audiencia de Santiago:
Que el mi presidente con dos oydores, en principio de cada año, tomen quentas a los
                                                
1015 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 34, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 198.
1016 Recopilación de Indias, 2.16.43.
1017 ANCG. 283, Causa contra el oidor don Ignacio Fausto Gallegos, por injurias, denuestos y otros
vituperios, 1722.
1018 Recopilación de Indias, 2.15.39.
1019 Recopilación de Indias, 2.16.87.
1020 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 58, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 202.
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oficiales que tienen cargo de mi Real Hacienda, del año pasado, y la fenezcan dentro
del mes de henero y febrero, y acabadas, envien un traslado de ellas al mi Consejo de
Indias1021.
Para dar cumplimiento a esta comisión la Real Audiencia de Santiago de Chile dictó
un auto acordado el 8 de enero de 1611, y procedió a nombrar un contador y un
escribano para ella1022.
ii) Llevar y conservar ciertos libros: el presidente de las audiencias también tenía a
su cargo llevar y conservar determinados libros relativos a algunas actuaciones del
tribunal o de los subalternos.
ii.i) Libro de acuerdos: desde las Ordenanzas nuevas de 1563 tenía el deber de llevar
un libro de acuerdos, bajo secreto, para asentar los votos en causas superiores a cien mil
maravedíes1023, así en el capítulo 17 de las Ordenanzas de la Real Audiencia de
Santiago se decía: Que el nuestro presidente tenga un libro de acuerdo, el qual jure de
lo tener en secreto, en que brevemente se asienten los botos suyos y de los oydores en
todos los pleytos de cien mil maravedis arriba1024. Este capítulo, algo ampliado, fue
recopilado en las Municipales1025.
ii.ii) Libro de condenaciones: el capítulo 66 de las Ordenanzas de 1563 imponía al
presidente el deber de mantener en su poder un libro en el cual cada escribano tenía que
asentar semanalmente las condenaciones que ante él habían pasado1026, disposición que
pasó a las Ordenanzas de la audiencia de Santiago: Que en poder del mi Presidente aya
un libro en el qual cada escrivano en su presencia asiente cada semana las
condenaciones que ante el ovieren pasado, so pena de pagarlas de su hacienda1027.
Este capítulo fue recopilado en 1680, aunque con las modificaciones introducidas por
reales cédulas fechadas en Madrid el 20 de septiembre de 1607 y en Lerma el 26 de
julio de 1608, conforme a las cuales los escribanos de cámara debían escribir las
condenaciones en presencia del presidente cada tres días1028.
La competencia de los presidentes de las audiencias de Ultramar quedó notablemente
reducida con la creación de la plaza de regente, pues este nuevo ministro asumió
muchas de sus facultades directamente, y en las que conservaba tenía que despachar las
providencias con acuerdo de los regentes, tal como se manifestaba en el capítulo 35 de
la Instrucción de Regentes, que prescribía: Los Regentes tendrán la dirección de las
                                                
1021 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, cap. 65.
1022 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 8-I-1611, fs. 118.
1023 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 11, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 193.
1024 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, cap. 17.
1025 Recopilación de Indias, 2.15.156.
1026 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 66, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 203.
1027 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, cap. 75.
1028 Recopilación de Indias, 2.15.163.
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Audiencias en lo contencioso y económico, con independencia de los Virreyes y
Presidentes, no hallándose estos en sus salas; pero si estuviesen presentes darán por sí
las providencias que ocurran con acuerdo de los Regentes1029.
2.1.1.4. Honras, honores y preeminencias de los presidentes
El oficio de presidente llevaba consigo una serie de honras, honores y preeminencias
que les debían ser guardadas a sus titulares, conforme a la genérica enunciación que de
ellas se hacía en sus reales títulos. Así podía leerse en el librado en Barcelona el 17 de
abril de 1535 en favor de don Antonio de Mendoza, como presidente de la Real
Audiencia de Méjico:
Y que gozeys, y vos sean guardadas todas las preminencias prorrogativas y
inmunidades y libertades, que por razon de ser nuestro presidente de la dicha
nuestra audiencia deveys aver y gozar, y vos deven ser guardadas...y como tal
vos honrren y acaten en los casos y cosas al dicho oficio anexas y pertenecientes:
y vos guarden y hagan guardar todas las preminencias prorogativas y
inmunidades, y todas las cosas, que por razon de ser nuestro presidente desta
dicha audiencia [deveys] aver y gozar, y vos deven ser guardadas si y segun que
mejor y mas cumplidamente se yso y devio y devia usar y guardar a los nuestros
presidentes, que han sido y son de la dicha nuestra audiencia de todo bien y
cumplidamente en guisa, que vos no menguen ende cosa alguna...1030.
Estas cláusulas pasaron a ser de estilo en el despacho de los títulos de los presidentes
de audiencias en Indias, como se ve en el librado en Madrid el 16 de agosto de 1563 en
favor de don Pero Ramírez de Quiñones como presidente de la Real Audiencia de
Charcas:
Y que gozeys y vos sean guardadas todas las preheminencias, prerrogativas e
ynmunidades y libertades que por razon de ser nuestro presidente de la dicha
audiencia devéis aver y gozar y vos deven ser guardadas...y como tal vos honrren
y acaten y guarden y hagan guardar todas las preheminencias, prerrogativas e
ynmunidades y todas las otras cosas y cada una de ellas que por razon de ser
nuestro presidente de la dicha audiencia devéis aver y gozar, y vos deven ser
guardadas si es segun que mejor y mas cumplidamente devio y deve usar a los
nuestros presidentes que han sido y son de las nuestras audiencias de las dichas
nuestras Yndias, de todo bien y cumplidamente en guisa que vos no mengue
ende cosa alguna 1031.
Como en muchos casos el presidente de la audiencia era además gobernador y
capitán general, y en otros también virrey, las honras que le eran debidas solían unirse o
confundirse con las tocantes a los otros oficios, en razón de lo cual muchas veces es
difícil distinguir cuáles les pertenecían propiamente en razón de la presidencia, aunque
las que debían observarse en el tribunal parecían ser peculiares al oficio de presidente,
bien así como ciertas otras que les eran debidas por los ministros eclesiásticos.
                                                
1029 Instrucción de Regentes, cap. XXXV.
1030 PUGA, Vasco de, (n. 239), RP. Barcelona, 17-IV-1535, fol. 99.
1031 LEVILLIER, Roberto, (n. 440), 1, RP. Madrid, 16-VIII-1563, pp. 572-573.
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i) Acompañamientos, anuncios y visitas: una serie de cortesías que les eran debidas a
los presidentes decían relación con el deber de los oidores, alcaldes del crimen y
fiscales, y demás subalternos a acompañarlos en ciertos actos y ceremonias.
i.i) Honras en el juramento y recepción: la audiencia de Santiago reguló prolijamente
por auto acordado del 17 de diciembre la ceremonia del juramento y recepción del
presidente. Así una vez cotejado en el acuerdo el real sello de los despachos del
provisto:
Se levantará el Oydor más moderno con el Sr. Fiscal, el Cabildo y demás
ministros subalternos, a excepción del escribano de cámara y portero de turno
que quedarán en el Tribunal, y pasarán a Palacio a traer al Sr. Presidente, que se
ha de recebir, con quien volverán y entrarán en la Sala según estilo, sin que dejen
sus asientos los SS. Regente y Ministros que quedaron haciendo Tribunal, pero sí
se levantarán luego que el Sr. Presidente entre de la barandilla para adentro de la
Sala del Tribunal, y en su mesa habrá un Crucifixo, el Misal abierto sobre un
coxin y otro en el suelo, en el que se hincará y puesta la mano derecha sobre la
peana y el Misal, tomará con la izquierda el papel en que estará extendido el
juramento y lo leerá en voz alta, e inmediatamente se levantará y pasará a
abrazar a los SS. y tomará el asiento más preeminente, leeráse después por el
escribano de cámara el auto de su recepción, lo pasará arriba que lo firmen los
SS. y depués tocará la campanilla el nuevo Sr. Presidente llamando a Audiencia
Pública, y evacuada que sea se bajarán, tomarán sus capas los SS. y saldrán con
el Sr. Presidente, Cabildo y demás comitiva hasta dexar al que se ha recibido en
Palacio, y al que acaba en su casa, si hubiere concurrido al acto 1032.
i.ii) Fiestas de Tabla: debían los ministros del cuerpo de la audiencia acompañar al
presidente a ciertas misas y fiestas de tabla, tal como lo mandaban diversas cédulas
recopiladas: Que los Oidores, Alcaldes, y Fiscales, y los demás Ministros, que tienen
asiento en el cuerpo de la Audiencia, acompañen a Misa al Virey, o Presidente los
primeros dias de las tres Pascuas, y los de Corpus Christi, Asuncion de nuestra Señora,
y Advocacion de la Iglesia mayor, y en las demas ocasiones en que se celebrare fiesta
de tabla, y fueren convocados para otro qualquier acompañamiento, y el Oidor mas
antiguo, o el que sucediere en su lugar, vaya al lado izquierdo del Virey, o Presidente, y
luego que llegue a emparejar con él, le haga la cortesía, y reverencia debida, como a
Virey y Presidente, y él le corresponda con el agrado y buen término que se debe, de
forma que entre todos conserven la buena correspondencia, que es justo; y quanco
volvieren a nuestras Casa Reales todos los Oidores, Alcaldes, Fiscales, y los demas del
cuerpo de Audiencia, si aquel dia no hubieren de comer juntos, se queden a caballo a la
puerta, pasando por en medio el Virey, o Presidente, y desde los caballos le hagan la
cortesía debida1033.
i.iii) Anuncio de llegada: el regente provisto para una audiencia debía dar aviso de su
llegada con anticipación al presidente de la audiencia, tal como prescribía la Instrucción
de Regentes de 1776, en su segundo capítulo: Antes de llegar el Regente electo a la
Ciudad, y Audiencia, para la que por mí hubiere sido nombrado, escribirá a el Virrey,
                                                
1032 ANRACH. 2.895, pza. 2, Ceremonial que se deberá observar en la entrada y juramento de los
SS. Presidentes, Regentes, Oydores, y Fiscales de esta Real Audiencia y de los Ministros Honorarios,
Santiago, 17-XII-1798, § 7.
1033 Recopilación de Indias, 3.15.6.
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Presidente o al que hiciere Cabeza del Tribunal: por el Correo o el medio que tenga
por más conveniente, avisándole el parage donde se hallase y el día en que piensa
entrar, así para praticar esta atención con los referidos, como para que estos den las
órdenes correspondientes a efecto de que se le franqueen los auxilios necesarios para
su comodidad y decencia1034.
La Real Audiencia de Santiago de Chile en el párrafo 10 de su Ceremonial aprobado
por auto acordado del 17 de diciembre de 1798 reiteraba esta atención para con el
presidente por parte del regente provisto: Antes de llegar el Sr. Regente electo a esta
ciudad escribirá al sr. Presidente o al Sr. que hiciere Cabeza de el Tribunal avisándole
el parage donde se hallase y el día en que piensa entrar1035.
i.iv) Visitas de estilo y cortesía: el regente una vez arribado a la ciudad debía acudior
ante el presidente y entregarle sus reales despachos: En llegando el Regente a la
Ciudad, se presentará al Virrey, Presidente o al que haga Cabeza, y le entregará mi
Real Cédula o Despachos que llevase para servir su Empleo1036.
Esta misma cortesía se reiteraba en el Ceremonial de la Real Audiencia de Santiago
de Chile: Recibidos los Reales despachos que entregará en la primera visita (que hará
inmediatamente que llegue) al Sr. Presidente o al Sr. que haga vezes de tal y cumplidas
las demás urbanidades que se mandan observar en la Instrucción de Regentes se le
señalará día y hora para que jure y tome posesión del empleo1037.
La misma Instrucción de 1776 mandaba que el regente, una vez acabada la audiencia
en la que hubiera tomado posesión, debía ir a saludar al presidente: Concluida esta
función, que precisamente ha de ser por la mañana, pasará el Regente a la Sala Civil,
donde la haya distinta de la Criminal, para asistir a su Despacho; y finalizado éste, y la
hora de Audiencia, irá a cumplimentar al Virrey o Presidente, hayan o no asistido al
juramento y posesión1038.
ii) En funciones eclesiásticas: otras de sus honras tocaban a ciertas cortesías y
honores que debían prestarles los ministros que asistían al altar en las funciones de
iglesia.
ii.i) Oír misa y asistir a la iglesia en silla preeminente: por una cédula del emperador
don Carlos y por otra de Felipe II se declaraba que: El Presidente, Oidores y Ministros
que hacen cuerpo de Audiencia, y concurren sentados, tengan en la Iglesia sillas,
poniendo la de el Presidente con preeminencia a las demás: y los vecinos honrados se
                                                
1034 Instrucción de Regentes, cap. II.
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SS. Presidentes, Regentes, Oydores, y Fiscales de esta Real Audiencia y de los Ministros Honorarios,
Santiago, 17-XII-1798, § 10.
1036 Instrucción de Regentes, cap. III.
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Santiago, 17-XII-1798, § 11.
1038 Instrucción de Regentes, cap. VII.
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asienten en bancos; y a otra persona ninguna se consienta llevar silla a la Iglesia, si no
fuere Obispo o titulado1039.
ii.ii) Ser incensados según costumbre: dos reales cédulas recopiladas prescribían que:
Si estuviere en uso incensar el Diácono a los Presidentes quando asistieren en la
Iglesia a los Divinos Oficios, se continúe con los sucesores, y guarde la costumbre, y en
ningun caso se haya de incensar a las mugeres de los Presidentes, ni Oidores, ni darles
la Paz1040.
ii.iii) Recibir la paz según la costumbre: si el presidente asistía a la catedral en
cuerpo de audiencia debía recibir la paz en cuerpo de tribunal, pero si asistía solo debía
observarse la costumbre: En las Iglesias Catedrales y Metropolitanas, donde asistiere
la Audiencia se dé la Paz al Presidente, Oidores, y Ministros, que tienen asiento en
cuerpo de Audiencia; y si no estuviere el Presidente se dé también al Oidor mas
antiguo, y a todos los susodichos por el clérigo que dispone el Ceremonial, sin salir del
Altar el Diácono, ni Subdiácono, que ayudan al Preste: y si asistiere el Presidente solo,
se guarde en darle la Paz lo que se hubiere observado con su antecesor1041.
2.1.1.5. Salario de los presidentes
En razón de su oficios los presidentes de las audiencias de Indias tenían derecho a un
salario, fijado en sus títulos, que dependía de los distintos tribunales y de si ejercían
también el oficio de gobernador o capitán general, además de haber variado a lo largo
del tiempo.
El presidente de la Real Audiencia de Méjico, en época de la fundación, gozaba de
un salario que ascendía a la suma anual de 3.000 ducados de oro, como se señalaba en el
título de don Antonio de Mendoza: Y mandamos que ayays de llevar y lleveys de salario
en cada un año con el dicho oficio tres mill ducados de oro: de los quales gozeys vos y
vos sean dados y pagados desde el dia que vos hizieredes a la vela para seguir vuestro
viaje a la dicha nueva España en el puerto de san Lucar de varameda en adelante, los
quales mandamos al nuestro tesorero de la dicha tierra que vos de y pague en cada un
año a los tiempos, y segun y de la manera que pagaren los otros salarios de los dichos
oydores de la dicha audiencia1042.
En el caso de la Real Audiencia de Concepción en el reino de Chile, a su primer y
único presidente el doctor don Melchor Bravo de Sarabia le fue asignado en su real
título despachado por real provisión fechada en Segovia el 14 de septiembre de 1565 la
cantidad de 5.000 pesos anuales1043.
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile, el Consejo en consulta del 14 de
diciembre de 1605 propuso al monarca que oficiara de presidente el gobernador y
                                                
1039 Recopilación de Indias, 3.15.25.
1040 Recopilación de Indias, 3.15.13.
1041 Recopilación de Indias, 3.15.18.
1042 PUGA, Vasco de, (n. 239), RP. Barcelona, 17-IV-1535, fol. 99.
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capitán general del reino, y que no llevara más salario que el que ya gozaba en razón de
dichos empleos: Como queda dicho el Gobernador ha de ser Presidente de la
Audiencia, con el mesmo salario que agora tiene, sin acrecentársele ninguna cosa por
razón desta ocupación1044. Opinión con la que el rey se conformó: Se den los salarios y
ayuda de costa que parece al Consejo1045.
En dicha conformidad el salario del presidente, gobernador y capitán general del
reino de Chile ascendía a 6.000 ducados anuales, que era el que gozaba el primer
presidente don Alonso García Ramón1046.
En el siglo XVIII este salario fue acrecentado, pues por real orden fechado el 6 de
marzo de 1789 se declaró que el presidente de la Real Audiencia de Chile debía gozar
de un sueldo anual de 10.000 pesos1047.
2.1.2. Regente
2.1.2.1. Origen del oficio de regente
El oficio de regente había aparecido en época del emperador don Carlos, pues
cuando bajo su reinado fue creada la audiencia y juzgado de los grados de Sevilla en
1525 ella aparecía integrada por un regente y por seis jueces, distribuidos en dos salas,
que debían juzgar colegiadamente en cada una de ellas1048. En 1566 se alteró esta
composición de modo tal que se fijó su planta en un regente que la presidiría, seis jueces
divididos en dos salas, la audiencia de la cuadra compuesta por los alcaldes de la cuadra,
un fiscal y dos alguaciles.
El mismo año 1566 Felipe II decidió introducir en las audiencias de Galicia y de
Canarias la plaza de regente.
En efecto, para la de Galicia dispuso: Que de aquí adelante en la Audiencia de Galicia
haya un Regente Letrado en lugar del Gobernador; y que todas las leyes y ordenanzas
que hablan con el Gobernador, se entiendan con el dicho Regente; el qual presida en la
dicha Audiencia, y vea los pleytos y vote en ellos1049. Este oficio se mantuvo hasta 1587,
año en que nuevamente se proveyó un gobernador.
El 7 de diciembre de 1526, por una real provisión despachada en Granada se había
creado una Audiencia Real de Alzada de las Islas Canarias, integrada por tres jueces, sin
presidente o regente que la dirigiera. Sus ordenanzas se le dieron el 24 de febrero de 1531.
En 1566 se varió su planta al disponerse: Que en la Audiencia de Canaria haya un
Regente, que sea cabeza y resida en ella, el qual ordene lo que toca a la vista de los
pleytos, y execucion de las ordenanzas de la dicha Audiencia; y juntamente con el dicho
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1045 Ibidem.
1046 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 120.
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Regente haya otros dos Jueces de apelacion de la dicha Audiencia, para que todos tres
determinen los pleytos que a la dicha Audiencia ocurrieren o pudieren ocurrir conforme
a las ordenanzas de ella1050.
Es decir, desde 1566 había en las audiencias de Sevilla, Galicia y Canarias, una plaza
de regente, de carácter letrado, que como cabeza presidía el tribunal y cuya competencia,
además de votar en los pleitos, se extendía a ordenar la vista de ellos pleitos, y la
ejecución de las ordenanzas.
En las Indias durante el mismo reinado de Felipe II apareció excepcionalmente la
plaza de regente en la Real Audiencia de Charcas.
El Consejo de Indias se ocupaba desde 1551 en tratar de la conveniencia de poner
audiencia en la villa de La Plata, provincia de los Charcas, como se veía en la consulta
del Consejo de Indias del 20 de abril de 1551 que proponía al rey la creación de una
audiencia en la ciudad de La Plata de los Charcas, en la que los consejeros instaban
porque tuviera cuatro oidores, que presidiera el virrey del Perú si se hallaba en la
ciudad, y si no el oidor más antiguo: Que en esta Audiencia se pongan quatro Oydores y
este debajo de la Gobernacion del Virrey que fuere en el Peru, y si algun tiempo con
ellos residiere, presida, como lo ha de hacer, cuando estuviere en la de Los Reyes, y en
su ausencia presida el Oydor mas antiguo1051.
Nada se decidió en dicha fecha, aunque ya por agosto de 1554 estaba acordada su
creación por el emperador don Carlos, como se deduce de una consulta fechada en
Valladolid el 27 de dicho mes y año, donde luego que los consejeros decían: Ansi
mismo tornamos a acordar a su magestad lo que otras vezes hemos scripto, cerca de la
provision de la abdiencia de los charcas que tambien tenemos por cosa necesaria y
provechosa estas abdiencias, al margen se leía: Que ya su magestad a mandado que se
provea1052.
Casi tres años después, en consulta del Consejo del 2 de julio de 1557 se presentaban
sujetos para proveer las plazas de la audiencia de Charcas, y el sistema originariamente
previsto, había experimentado una variación, pues conservando la presidencia del virrey
si se encontraba en el tribunal, junto a los cuatro oidores, se creaba un oficio de regente
letrado para que presidiera: Parece que el licenciado Pero Ramirez de Quiñones, oydor
de la audiencia Real de los Confines que es en Guatimala...se pase y vaya por regente
desta Audiencia de los Charcas, el qual presida en ella durante el tiempo que el
visorrey no estoviere en aquella audiencia, porque entonces ha de presidir el
visorrey1053.
                                                
1050 Nueva Recopilación de Castilla, 3.3.1.
1051 AGI. Indiferente, 737, Consulta, Consejo, Valladolid, 20-IV-1551.
1052 Idem, Consulta, Consejo, Valladolid, 27-VIII-1554. Así pues, este tribunal fue mandado
establecer en 1554 y no en 1555 como se señala ordinariamente.
1053 LEVILLIER, Roberto, (n. 440), 1, p. 511.
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El monarca accedió a la propuesta, y por real provisión fechada el 30 de diciembre
de 1559 se despachó título de regente en favor de Ramírez de Quiñones1054. Dos años
más tarde, la Real Audiencia de Lima, fijaba por real provisión los términos del distrito
del nuevo tribunal, y en ella volvía a reiterar su planta integrada por un regente, pues
recordaba que se había: Acordado de poner, asentar e fundar otra audiencia e
chancilleria rreal que este e resida en la ciudad de la plata, provincia de los charcas de
los dichos reynos, en que aya un regente y quatro oydores, para que vean oygan e
despachen los negocios e casos de justicia que a la dicha audiencia ocurrieren1055.
La regencia en Charcas, introducida en esta audiencia desde la creación del tribunal,
entregada a un letrado que debía presidirla en ausencia del virrrey, subsistió escaso
tiempo, pues por real provisión fechada en Madrid el 16 de agosto de 1563 el regente
Ramírez de Quiñones recibía título de presidente, en lugar de regente:
Por quanto, al tiempo que ordenamos que oviese audiencia en la ciudad de la
Plata de los Charcas, que es en las Provincias del Peru, proveymos a vos, el
licenciado Pero Ramirez de Quiñones, por nuestro regente de la dicha audiencia,
con cinco mill pesos de salario en cada un año con el dicho cargo, como mas
largo se contiene en la provision que sobre ello mandamos dar, e agora
entendiendo que ansi cumple a nuestro servicio y a la execucion de nuestra
justicia y buen despacho y espedicion de los negocios y cosas de la dicha nuestra
audiencia, nuestra merced y voluntad es que agora y de aqui adelante entretanto
que otra cosa mandamos proveer, ansi como sois regente seáis nuestro presidente
de la dicha audiencia y chancilleria real de los Charcas y presidáis en ella
juntamente con los nuestros oydores...1056.
La plaza de regente no volvería a aparecer en las audiencias de las Indias, sino hasta
el reinado de Carlos III, cuando a instancias del ministro José de Gálvez se estableció
una nueva planta para las audiencias americanas que, amén de aumentar las plazas
togadas, introdujo en todas ellas el oficio de regente, como se detallaba en el real
decreto de 11 de marzo de 1776, comunicado a las Indias por real cédula circular
fechada en Madrid el 6 de abril del mismo año1057.
Para reglar el nuevo oficio y sus relaciones con los virreyes y presidentes se dictó en
Aranjuez el 20 de junio de 1776 la Instrucción de lo que deben observar los Regentes
de las Reales Audiencias de América: sus funciones, regalías, cómo se han de haber
con los Virreyes y Presidentes, y estos con aquellos1058.
En el caso de la Real Audiencia de Chile, sobre consulta de Cámara fechada el 23 de
septiembre de 1776, fue nombrado como primer regente el asturiano don Tomás
Antonio Álvarez de Acevedo y Salazar, que hasta la fecha servía como fiscal de lo civil
en Lima, a quien se le despachó su título por real provisión fechada en Aranjuez el 21
                                                
1054 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 504.
1055 LEVILLIER, Roberto, (n. 440), 1, RP. Los Reyes, 22-V-1561, pp. 526-529.
1056 Idem, RP. Madrid, 16-VIII-1563, pp. 572-573.
1057 AGI. Indiferente, 829, RC. Madrid, 6-IV-1776.
1058 AGI. Indiferente, 379; MM. 273, fs. 214-238. Publicada por SALVAT MONGUILLOT, Manuel,
(n. 40), pp. 57-69; y por SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), pp. 389-399.
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de abril de 17771059, plaza de la que tomó posesión el 22 de diciembre del mismo
año1060, y que sirvió hasta principios de 1789, época en que pasó a plaza togada en el
Consejo de Indias, conforme a su título expedido por real provisión fechada el 21 de
julio de 1788.
Para sucederle fue nombrado el neogranadino don Tomás Antonio Moreno y
Escandón, a la sazón oidor en Lima, a quien se le libró título por real provisión fechada
el 11 de noviembre de 17881061, y tomó posesión de su plaza el 16 de noviembre de
1789, y la sirvió hasta su muerte ocurrida el 22 de febrero de 17921062.
Sobre consulta de Cámara del 19 de septiembre de 1792, publicada el 17 de octubre
del mismo año, fue nombrado para suceder a Moreno y Escandón don José de Rezaval y
Ugarte1063, a quien se le despachó título por real provisión fechada el 9 de noviembre de
17921064, y de la que tomó posesión el 14 de febrero de 1795, manteniéndose en ella
hasta su muerte ocurrida el 19 de junio de 1800.
Para ocupar la vacante quedada por la muerte de Rezaval y Ugarte, sobre consulta de
Cámara del 10 de marzo de 1801 fue nombrado don Fernando Márquez de la Plata1065, a
quien se le extendió su título por real provisión fechada el 24 de abril del mismo año1066,
y que juró el 28 de abril de 18031067. Sirvió esta plaza hasta fines de 1806, pues dicho
año sobre consulta de Cámara fechada el 16 de junio, y publicada el 7 de julio siguiente,
se le concedió plaza togada en el Consejo de Indias para ocupar la vacante quedada por
muerte de don Francisco Ignacio Cortines1068.
Sobre consulta de Cámara fechada el 11 de agosto de 1806, publicada en Cámara del
3 de septiembre siguiente, fue nombrado para sucederle don Juan Rodríguez
Ballesteros1069, a quien se le despachó título por real provisión librada el 12 de
septiembre de 18061070, y de la que tomó posesión al año siguiente, manteniéndose en
ella hasta su jubilación acordada sobre consulta del 29 de febrero de 18171071.
                                                
1059 ANRACH. 3.136, RP. Aranjuez, 21-IV-1776, fs. 234 vta.-236.
1060 ANRACH. 3.138, Juramento del regente don Tomás Álvarez de Acevedo, Santiago, 22-XII-1777.
1061 AGI. Chile, 223, Títulos de regentes desde 1777 , RP. 11-XI-1788.
1062 ANRACH. 663, pza. 20, Expediente sobre los funerales del Sr. Regente D. Francisco Moreno y
Escandón, 1792.
1063 AGI. Ultramar, 802, Consulta, Cámara, 19-IX-1792.
1064 AGI. Chile, 223, Títulos de Regentes desde 1777, RP. 9-XI-1792.
1065 AGI. Chile, 173, Consultas desde 1799 a 1820, Consulta, 10-III-1801. También en AGI.
Ultramar, 802.
1066 AGI. Chile, 223, Títulos de Regentes desde 1777, RP. 24-IV-1801.
1067 ANRACH. 563, pza. 1, Juramento del Sr. Regente D. Fernando Márquez de la Plata, 1803.
1068 AGI. Ultramar, 802, Consulta, Cámara, 16-VI-1806.
1069 AGI. Chile, 173, Consultas desde 1799 a 1820, Consulta, 11-VIII-1806. También en AGI.
Ultramar, 802.
1070 AGI. Chile, 223, Títulos de Regentes desde 1777, RP. 12-IX-1806.
1071 AGI. Chile, 173, Consultas desde 1799 a 1820, Consulta, 29-II-1817.
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Para sucederle fue nombrado, sobre consulta del 4 de junio de 1817 don Pedro
Antonio Cernadas y Bermúdez de Castro, hasta la fecha oidor decano en Cuzco, a quien
se le libró título por real provisión fechada en Madrid el 2 de agosto de 1817, pero no
llegó a tomar posesión de su plaza, debido al triunfo de la insurgencia1072.
2.1.2.2. Competencia de los regentes
La competencia de los regentes, en cuanto titulares de un oficio con jurisdicción, se
definía genéricamente, aunque en las Instrucción de 1776 se precisaba bastante el
ámbito al cual se extendía al señalar que los nuevos ministros tendrían: La dirección de
las Audiencias en lo contencioso y económico1073.
La creación de este nuevo magistrado parecía estar motivada por el interés de la
corona en entregar la dirección interna del tribunal a un ministro togado, y apartar a los
presidentes de capa y espada de actuaciones propias del ámbito jurisdiccional, que les
eran ajenas por la naturaleza de su formación. Esta intención es la que ha permitido al
profesor Bravo Lira sostener que esta reforma manifestaba la tendencia ilustrada a
separar la Judicatura de la Administración1074.
Si la finalidad era entregar a un letrado la dirección interna de las audiencias, debían
producirse dos modificaciones de importancia en el régimen jurídico existente, a saber,
acabar con las que ejercían los oidores en el mismo ramo, y restar las competencias que
en dicho orden tenían los presidentes, para reunirlas y concentrarlas en los regentes.
i) Acabar con las facultades de los decanos: a los oidores más antiguos de las
audiencias tocaban una serie de facultades de orden económico y contencioso en el
tribunal, a las que iban unidas una serie de prerrogativas y preeminencias, con las cuales
acabó la Instrucción de Regentes, al prescribir que: Las facultades de los Decanos de
las Audiencias quedarán en adelante refundidas en los Regentes1075.
Lógica consecuencia de este principio general era el que la misma Instrucción
dispusiera que: Los Regentes serán en todas las Audiencias Subdelegados de Penas de
Cámara, cesando en este encargo los Decanos o qualquiera otro que lo obtenga, y se
entenderán con ellos las Leyes que disponen lo concerniente al manejo, destino y
gobierno de los Caudales de este Ramo de mi Real Hacienda1076.
Otra manifestación de esta fusión de facultades en los regentes se consagraba en el
capítulo LXXIV de la Instrucción, que decía: Quando fuesen nuevos Virreyes o
Presidentes a las Audiencias, muriesen o saliesen promovidos a otros empleos, o sin
ellos, se practicará lo que en semejantes casos se haya acostumbrado y disponen las
                                                
1072 AGI. Chile, 223, Títulos de Regentes desde 1777, RP. Madrid, 2-VIII-1817.
1073 Instrucción de Regentes, 1776, cap. XXXV.
1074 BRAVO LIRA, Bernardino, “Judicatura e institucionalidad en Chile, 1776-1876. Del
Absolutismo Ilustrado al Liberalismo Parlamentario”, en REHJ. I, Valparaíso, 1976, pp. 61-87.
1075 Instrucción de Regentes, 1776, cap. LXI.
1076 Idem, cap. LVII.
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Leyes de Indias, con sola la novedad de que los Regentes executarán lo que
antecedentemente hacian los Decanos1077.
Los oidores decanos únicamente en ausencia o a falta de regentes volvían a asumir
sus antiguas competencias conforme los ejecutaban los regentes: Y en ausencia o falta
de estos, volverán los Decanos segun y en la forma que se conceden a los Regentes1078.
ii) Restricción de la competencia y actuación de los presidentes: la reforma de 1776
no acabó con la plaza de presidente, que se mantuvo en cabeza de los mismos titulares,
salvo en las audiencias de Quito y Guadalajara, donde se reunían la presidencia y la
regencia, y la de Charcas, donde podía eventualmente producirse: Los Regentes de
Quito y Guadalaxara entrarán desde luego con el concepto y facultades de Presidente y
además, como Letrados, exercerán todas las funciones que se han expuesto y
pertenecen a los Regentes de las otras Audiencias, por ser compatibles en ellos, como
también el de las Charcas, llegando su caso, según la ley 44. Tit. 15. lib. 21079.
Conservado, pues, el oficio de presidente, la reforma se dirigió a menguar su
intervención en todas las materias tocantes a la dirección y funcionamiento del tribunal
y, a la consiguiente concentración o directa intervención del regente en la mayor
cantidad de ellas.
Para conseguir la disminución de las competencias y actuación del presidente en
materias propias de la actuación económica y jurisdiccional de la audiencia se siguieron
tres vías diversas en la Instrucción de 1776, a saber, i) despojar de ciertas competencias
judiciales a los presidentes; ii) reducir sus competencias privativas y; iii) establecer la
dirección del presidente con acuerdo del regente, si concurría al tribunal.
ii.i) Despojar al presidente de ciertas competencias: la Instrucción, aunque no en
muchos casos, entregó directamente al regente competencias que antes pertenecían al
presidente de la audiencia.
ii.i.i) Recibir excusas de asistencia de los oidores: el capítulo 32 de las Ordenanzas
de Manila de 1596 había mandado que el oidor que no pudiera ir a la audiencia debía
excusarse ante el presidente1080, disposición que pasó a las de Santiago 1081, y que más
tarde fue recopilada en las Municipales1082.
                                                
1077 Idem, cap. LXXIV.
1078 Idem, cap. LXI.
1079 Instrucción de Regentes, 1776, cap. LXV.
1080 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, 32, en MURO ROMERO, Fernando, (n. 7), p.
634.
1081 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, cap. 30.  Que el oydor que
por enfermedad o otro justo impedimento no pudiere ir a la Audiencia, se envie a escusar a el presidente,
y faltando el presidente, a el oydor mas antiguo .
1082 Recopilación de Indias, 2.15.22.
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Ahora la Instrucción prescribía que los ministros y demás subalternos debían dar
cuenta al regente en aquellas ocasiones que no pudieran asistir a las salas1083.
ii.i.ii) ) Llevar libro de acuerdos: desde las Ordenanzas nuevas de 1563 el presidente
debía llevar un libro de acuerdos, bajo secreto, para asentar los votos en causas
superiores a cien mil maravedíes1084, precepto que se reprodujo en el capítulo 17 de las
Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago1085 y que, algo ampliado, fue recopilado
en las Municipales1086.
La Instrucción confiaba ahora al regente, y en su defecto al decano, y a los fiscales el
deber de conservar dicho libro, precisamente para “desembarazar” a los presidentes1087.
ii.ii) Reducir las competencias privativas del presidente: en toda la Instrucción no
había más que tres facultades que se entregaban a la sola decisión de los presidentes,
una de las cuales sólo era aplicable a los virreyes de Méjico y Lima.
ii.ii.i) Nombrar sala para decidir si un pleito era civil o criminal: en Méjico y Lima
en aquellos casos en los cuales se dudaba si se trataba de un pleito civil o criminal,
correspondía al virrey nombrar sala para su decisión1088.
ii.ii.ii) Nombrar pesquisidores y jueces de comisión: acordada por las salas algunas
diligencias judiciales correspondía al presidente nombrar los pesquisidores y jueces de
comisión que hubiere menester, pero si los nombrados se excusaban o eran devueltos
los nombramientos a la sala, esta facultad pasaba a los regentes1089.
ii.ii.iii) Dar licencia al regente para ausentarse dentro del distrito: para que los
regentes pudieran ausentarse dentro de los términos del distrito de su tribunal debían
                                                
1083 Instrucción de Regentes, cap. XXXII. Los Ministros, Relatores, Escribanos de Cámara y demás
Subalternos que no pudiesen asistir a las salas por enfermedad u otro legítimo impedimento darán
cuenta al Regente de el que es, asi para el gobierno del Tribbunal como para que se les tenga por
escusados de sus respectivas obligaciones.
1084 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 11, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 193.
1085 ANRACH. 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, cap. 17. Que el nuestro
presidente tenga un libro de acuerdo, el qual jure de lo tener en secreto, en que brevemente se asienten
los botos suyos y de los oydores en todos los pleytos de cien mil maravedis arriba.
1086 Recopilación de Indias, 2.15.156.
1087 Instrucción de Regentes, cap. LVI. Para los Libros en que se escriben los Votos de los Ministros,
así Civiles como Criminales, habrá en cada Audiencia dos Alacenas o papeleras en que custodiarlos, con
dos llaves cada una, de las quales tendrá una de cada Papelera el Regente, y en su ausencia el Decano, y
las otras dos las tomarán los Fiscales Civil y Criminal, a fin de que con mas libertad de los Jueces y
menos embarazo de los Virreyes y Presidentes, pueda executarse esta facultad que conceden las leyes; y
revoco y anulo qualesquiera Ley, práctica o costumbre que haya en contrario de esta mi providencia; y
mando que en todo lo demás se guarde y cumpla la 156. del Tit. 15. lib. 2 de la Recopilación de Indias.
1088 Idem, cap. XXII. En México y Lima, quando haya duda de si un pleyto es Civil o Criminal,
nombrará Sala para su resolución el Virrey, de un Oidor y un Alcalde, que presidirá el Regente, con
asistencia de los dos Fiscales.
1089 Idem, cap. XXXVI. Los Virreyes o Presidentes continuarán en nombrar en sus respectivos
Tribunales los Pesquisidores y Jueces de Comisión quando las Salas acordaren algunas diligencias
judiciales; pero si se excusaren o devolviesen a las Salas los nombramientos, los executarán los
Regentes.
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necesariamente tomar permiso del presidente, como debían ejecutarlo los restantes
ministros1090.
ii.iii) Competencia del presidente con acuerdo del regente: si el presidente asistía a
la audiencia la casi totalidad de las competencias que antes de 1776 ejercía por sí
mismo, ahora las debía despachar con acuerdo del regente: Pero si estuvieren presentes
darán por sí las providencias que ocurran con acuerdo de los Regentes1091.
De este modo las facultades del presidente dejaban de pertenecerle privativamente,
pues siempre debía actuar con acuerdo del regente, y en algunos casos la voluntad del
regente se imponía, pues el presidente debía necesariamente acceder a la voluntad del
regente, principio que se manifestaba a lo largo de gran parte de los capítulos de la
Instrucción de 1776.
ii.iii.i) Permiso para mudar de sala: en las dos audiencias virreinales de Lima y
Méjico el regente podía pasar de una sala a otra, pero si estaba presente el virrey debía
tomar su permiso, que de permiso sólo tenía el nombre, pues el virrey no podía1092.
ii.iii.ii) Completar salas o mudar ministros: en Méjico y Lima el regente podía
completar una sala o mudar a un ministro de una a otra, pero debía darle parte al virrey
presente, para que éste lo ejecutara1093.
ii.iii.iii) Señalamiento de salas: el señalamiento anual se salas en Méjico y Lima
debía ejecutarlo el virrey a proposición del regente1094.
ii.iii.iv) Aprobación de nombramiento de oidores que gobiernan salas del crimen: al
virrey tocaba aprobar la proposición hecha por el regente de los oidores a quienes
tocaría gobernar las salas del crimen en Méjico y Lima1095.
ii.iii.v) Nombrar oidores para completar la sala del crimen: en Méjico y Lima el
virrey debía destinar a los oidores que fueren necesarios para completar la sala de
alcaldes del crimen con acuerdo del regente1096.
                                                
1090 Idem, cap. L. Para ausentarse los Regentes dentro del territorio de sus respectivos Tribunales,
tomarán el permiso de los Virreyes o Presidentes, según está dispuesto por Leyes de Indias en quanto a
los otros Ministros Togados. Vide cap. LIII que en relación a los restantes ministros exige al virrey pedir
informe al regente.
1091 Idem, cap. XXXV.
1092 Idem, cap. XI. negarlo El Regente podrá pasar de una sala a otra en Méjico y Lima, quando lo
juzgue conveniente, pero si se hallase con el Virrey tomará su permiso, que no podrá negárselo.
1093 Idem, cap. XVI. Pero si este estuviese en el Tribunal al tiempo de practicarse estas providencias,
las executará a su nombre, con aviso que le de el Regente; y en lo que se oponga a esto la Ley 61. Tit. 15.
lib. 2, la reformamos.
1094 Idem, cap. XVIII. En México y Lima hará el Virrey al principio del año el señalamiento de Sala
en la forma que se haya acostumbrado hasta ahora; pero deberá ejecutarlo a proposición del Regente
por el mayor conocimiento, que es regular que tenga, de las circunstancias de los Ministros.
1095 Idem, cap. XIX. Los Oidores que han de gobernar las Salas del Crimen en México y Lima, en
conformidad de lo resuelto en mi Real decreto de once de Marzo de este año, se propondrán también por
los Regentes a los Virreyes para su aprobación.
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ii.iii.vi) Nombrar a quienes servirían las fiscalías interinamente: en caso de vacancia
de ambas fiscalías debía el presidente, con acuerdo del regente, nombrar a quien debería
despachar en ellas conforme a las leyes de Indias1097.
ii.iii.vii) Dar licencia a los ministros para ausentarse: tocaba a los presidentes
pronunciarse sobre las instancias de los ministros para ausentarse, pero previo informe
de los regentes1098.
ii.iii.viii) Repartir comisiones a los ministros: el señalamiento de ministros para el
despacho de comisiones que correspondía a los presidentes, debían verificarlo previo
informe de los regentes1099.
ii.iii.ix) Imponer multas y penas a los ministros, salvo al regente: los presidentes
carecían de toda facultad para imponer penas o multas a los regentes, respecto de cuya
conducta sólo podían informar a la corte, y en relación a los demás ministros no podían
hacerlo sin el acuerdo y concurrencia de los regentes1100.
iii) Centrar en el regente la dirección del tribunal: eliminadas las atribuciones de los
decanos al refundirlas en los regentes, y notoriamente mermadas o mediatizadas las de
los presidentes, la Instrucción tendió a centrar en el regente todas las competencias y
actuaciones vinculadas a la dirección económica y contenciosa del tribunal, dejando de
este modo, en manos de un letrado dichas tareas vinculadas estrechamente a la labor
jurisdiccional.
Para conseguir esta finalidad la Instrucción de Regentes de 1776 siguió dos vías, que
eran, de un lado, entregar al muevo magistrado una serie de facultades privativas y, de
otro, confiarle la plena dirección del tribunal cuando no asistía el presidente.
iii.i) Facultades privativas del regente: la Instrucción confió directamente al regente
una gran cantidad de facultades que podía ejercer en forma privativa, sin intervención
alguna del presidente.
                                                                                                                                         
1096 Idem, cap. XXIII. En las Audiencias de México y Lima, si faltase en la Sala del Crimen uno o
más Alcaldes, para completarla nombrará el regente los Oidores que sean necesarios, sin tener precisión
de dar cuenta al Virrey, pero si este se hallase en el Tribunal, lo executará con acuerdo del Regente.
1097 Idem, cap. XXVII . Estando vacantes las dos Fiscalías de las Audiencias, o alguna de ellas, se
observará para la subrogación de los sugetos que hayan de servirlas lo prevenido en las leyes 29 y 30,
Tit. 16, lib. 2, con lo que en semejantes casos se haya practicado; pero deberá executarse con acuerdo de
los Regentes; y donde estos sean tambin Presidentes, nombrarán por sí solos, si asi lo executaban
anteriormente los Presidentes, y si no, con el Acuerdo.
1098 Idem, cap. LIII. Quando los Virreyes o Presidentes tuviesen instancia de alguno de los Ministros
para ausentarse, pedirán informe a los Regentes antes de conceder o negar la Licencia, a fin de evitar los
inconvenientes que puedan ocurrir en uno y otro caso.
1099 Idem, cap. LIV. En las Comisiones o encargos que toque su repartimiento a los Virreyes o
Presidentes, precederá el informe de los Regentes para el mayor acierto; y convendrán que no se den
muchos a uno, así para que circulen por todos como para que los Ministros no se embaracen demasiado .
1100 Idem, cap. LXII . Ni los Virreyes ni los Presidentes tendrán facultad alguna para multar,
desterrar, suspender ni imponer otra pena a los Regentes, ni tampoco a los demás Ministros de mis
Audiencias, sin el Acuerdo y concurrencia de aquellos y sólo podrán informar a mi Real Persona o a mi
Consejo Supremo de Indias con la justificación correspondiente de los excesos o faltas que propongan,
según se ordena en la Ley 41. Tit. 3. lib. 3.
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iii.i.i) Determinar la sala a la cual asistía: en los tribunales de Méjico y Lima el
regente podía asistir a la sala que le pareciere, y si se hallaba a la vista de los pleitos,
podía ser juez civil y criminal1101.
iii.i.ii) Formar sala extraordinaria de justicia, o acuerdo de justicia o decisivo: podía
el regente formar sala extraordinaria de justicia civil o criminal, o acuerdo de justicia o
decisivo tocante a la audiencia, y sólo debía cumplir la formalidad de dar parte
previamente al virrey por escrito firmado o a través de un escribano de cámara1102.
iii.i.iii) Repartir causas a los relatores: tocaba al regente repartir por turno a los
relatores las causas civiles y criminales, y en casos necesarios podía encomendar alguna
a un relator determinado1103.
iii.i.iv) Repartir los procesos entre los escribanos: le correspondía realizar el
repartimiento de los procesos que se habían de repartir entre los escribanos, por turno y
no de señalamiento, y en las dudas suscitadas sobre ello era juez privativo 1104.
iii.i.v) Resolver dudas sobre acumulación de procesos: en las audiencias de Méjico y
Lima, si había dudas sobre la acumulación de un proceso a otro de distinta sala, le
correspondía resolver al regente con un oidor de cada una de las salas interesadas1105.
iii.i.vi) Tomar razón de los presos por orden del gobierno: debía el regente tomar
razón semanalmente, o en menos tiempo si lo juzgaba oportuno, de los presos puestos
en la cárcel por orden del virrey o presidente, y si no eran de aquellos que notoriamente
gozaban de fuero militar, no se les podía rematar a presidio, destierro, ni a otra pena
corporal, por vía de providencia, pues debía recoger los autos del gobierno y pasarlos a
la sala del crimen para que los conociera y aprobara, y si la sala no aprobaba lo decidido
por el gobierno, debía manifestarlo al regente, para que moderara o revocara las
penas1106.
                                                
1101 Idem, cap. VIII. En las Audiencias de México y Lima podrá asistir el Regente en la sala que le
pareciese y será Juez, así en las causas Civiles como en las Criminales, si se hallase a la vista de ellas.
1102 Idem, cap. XVII. Podrá el Regente formar Sala Extraordinaria de Justicia Civil o Criminal
siempre que hubiese necesidad para ello; y lo mismo Acuerdo en lo de Justicia o decisivo que toque a la
Audiencia; pero antes de executarlo dará parte al Virrey o Presidente por papel firmado de su mano o
por medio de un Escribano de Cámara.
1103 Idem, cap. XX. El Regente repartirá por turno a los Relatores las causas Civiles y Criminales; y
si en algún caso, por motivo particular, conviniese recomendar alguna a determinado relator, podrá
executarlo .
1104 Idem, cap. XXI. También hará el repartimiento de los Procesos que se han de repartir, y no de
señalamiento, a los Escribanos de Cámara, observándose turno entre ellos; y en las dudas que ocurran
sobre estos asuntos, será Juez privativo el Regente.
1105 Idem, cap. XXIV.  Habiendo dudas sobre la acumulación de un Proceso a otro de distinta Sala en
las Audiencias de México y Lima, la resolverá el Regente con un Oidor de cada una de las de la disputa;
pero si la duda fuese respecto de un Proceso a otro de la misma Sala y de distintos oficios de Escribano,
la determinará la propia Sala .
1106 Idem, cap. XXVIII. El Regente tomará razón semanalmente, o con menos dilación, si le
pareciere, de los Presos que hubiere en la Carcel por orden del Virrey o Presidente; y no siendo de los
que notoriamente gozan el fuero Militar, no se les rematará a Presidio, Destierro ni otra pena corporal,
por vía de providencia, pues deberá recoger los Autos de Gobierno y pasarlos a la Sala del Crimen para
su reconocimiento y aprobación, según su naturaleza y lo que exija la Justicia; y quando no se aprueben
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iii.i.vii) Procurar el pronto y cumplido servicio de la justicia: el regente debía tener
como uno de sus principales cuidados el informarse frecuentemente del estado de los
pleitos para evitar su dilación por medios ilegítimos, y con tal finalidad debía dar las
órdenes convenientes para el debido y pronto servicio de la justicia 1107.
iii.i.viii) Dar licencia para imprimir las alegaciones en derecho: en aquellas
ocasiones en que las salas daban licencia a las partes para escribir en derecho, tocaba al
regente dar licencia por escrito para que se imprimieran dichas alegaciones1108.
iii.i.ix) Celar por el exceso de introducir pleitos fraudulentamente: el capítulo XXXI
de la Instrucción prescribía que: Habiendo fraude en introducir en una Sala de las
Audiencias de México y Lima la petición que fue repelida en otra, se dará cuenta al
Regente llevandole la Peticion repelida y la nuevamente presentada para que las remita
a la Sala a que fue cometida la primera y zele la corrección de este exceso1109.
iii.i.x) Recibir las excusas de asistencia de los ministros y subalternos: debían los
ministros y subalternos dar cuenta al regente en aquellas ocasiones en que no podían
asistir al tribunal por algún legítimo impedimento1110.
iii.i.xi) Celar la observancia de las leyes sobre apelaciones gubernativas: se le
encargaba especialmente que se preocuparan por el estricto cumplimiento de las leyes
reales tocantes a las apelaciones en materia de gobierno 1111.
iii.i.xii) Jurisdicción privativa sobre el conocimiento del sello: se les entregaba
privativamente esta competencia en todas las materias sobre el sello y dudas que
ocurrieren sobre ello 1112.
                                                                                                                                         
por la Sala las determinaciones del Virrey o Presidente, se lo manifestará al Regente, a fin de que las
moderen o revoquen.
1107 Idem, cap. XXIX.  Será uno de los principales cuidados de los Regentes, el informarse con
frecuencia del estado que tienen los Pleytos en las Audiencias, para evitar el que se impida su curso y
determinación por medios ilegítimos, y dará las órdenes correspondientes a fin de que la justicia tenga el
debido y pronto servicio que le corresponde.
1108 Idem, cap. XXX. Quando por las Salas se diese licencia a las Partes para escribir en Derecho en
Pleytos Civiles o Criminales, no se imprimirán las Alegaciones sin licencia por escrito del Regente.
1109 Idem, cap. XXXI.
1110 Idem, cap. XXXII. Los Ministros, Relatores, Escribanos de Cámara y demas Subalternos que no
pudiesen asistir a las Salas por enfermedad u otro legítimo impedimento darán cuenta al Regente de el
que es, asi para gobierno del Tribunal como para que se les tenga por escusados de sus respectivas
obligaciones.
1111 Idem, cap. XLI. Siendo de gravísimo perjuicio el que no se observen con toda exactitud las Leyes
de Indias, que permiten la Apelación de todas las determinaciones de Gobierno para las Reales
Audiencias según y en las forma que se prescribe en la 22, Tit. 12. del lib. 5. y en la 35, Tit. 15. lib. 2,
será uno de los principales cuidados de los Regentes el hacer que tengan puntualisimo cumplimiento,
zelando que se defrauden unas decisiones tan justas y apartando qualesquier motivo de terror que
intimide a las partes para dexar de seguir su derecho, y a este fin pasaran sus oficios con los Virreyes y
Presidentes, los quales se abstendrán de asistir a los Acuerdos en que se traten las Apelaciones de sus
providencias, como se dispone en la Ley 24, Tit. 15. lib. 2. y sobre lo que ocurra en este asunto darán
cuenta todos los años a mi real Persona los Regentes, o antes si hubiese algun motivo urgente, sobre lo
que se les hara cargo especial en sus residencias si estuviesen omisos en esta materia de tanta
importancia.
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iii.i.xiii) Jurisdicción en pleitos inferiores a 500 pesos: aquellos negocios que no
exigían formalidad de juicio inferiores a 500 pesos, podían determinarlos
verbalmente1113.
iii.i.xiv) Subedelegación de penas de cámara: en todas las audiencias los regentes
pasaban a ser subdelegados de penas de cámara1114.
iii.i.xv) Celar por la observancia de los Aranceles: debían cuidar por el
cumplimiento de los aranceles de los subalternos y castigar a los infractores, y se les
facultaba para disponer que se formaran nuevos si era preciso1115.
iii.i.xvi) Dar licencias a escribanos para ir a negocios y a porteros para
ausentarse1116.
iii.ii) Competencia plena del regente: la primera parte del capítulo XXXV de la
Instrucción fijaba este principio general, al señalar que: Los Regentes tendrán la
dirección de las Audiencias en lo contencioso y económico, con independencia de los
Virreyes y Presidentes, no hallándose estos en sus Salas1117.
Este principio tenía diversas manifestaciones en varios capítulos de la Instrucción de
1776, tanto en aspectos de funcionamiento y actuación, cuanto en los de mera etiqueta y
ceremonial.
iii.ii.i) Presidencia de las salas de justicia y del Acuerdo: si el presidente no asistía a
las salas de justicia debía presidir el regente1118, de tal manera que en las salas de
justicia debía ocupar la derecha de la testera y el ministro más antiguo la izquierda, y en
la del Acuerdo le tocaba la derecha de la testera y la izquierda al decano, todo ello salvo
en las audiencias virreinales, donde la silla del virrey permanecería sin ocupar1119.
                                                                                                                                         
1112 Idem, cap. LI . Los Regentes tendrán jurisdicción privativa sobre el conocimiento del Sello y
dudas que ocurran acerca de este asunto; y en su ausencia o falta, la tendrán los Decanos de las
Audiencias, cesando las Comisiones que tal vez se hayan dado para ello por los Virreyes o Presidentes.
1113 Idem, cap. LII. Siendo regular que acudan muchos a los Regentes para la expedición de sus
Negocios, que por su naturaleza no exigen la formalidad de un Pleyto, y especialmente los Pobres,
podrán tener juicios verbales y determinarlos, no excediendo el importe de la cantidad que se
contravierta de quinientos pesos.
1114 Idem, cap. LVII. Los Regentes serán en todas las Audiencias Subdelegados de penas de Cámara,
cesando en este encargo los Decanos o qualquiera otro que lo obtenga, y se entenderán con ellos las
Leyes que disponen lo concerniente al manejo, destino y gobierno de los Caudales de este Ramo de mi
Real Hacienda.
1115 Idem, cap. LVIII. Zelarán los Regentes la observancia de los Aranceles, castigando a los que
llevaren derechos excesivos; y quando sea preciso dispondrán que se formen de nuevo por la Audiencia,
en conformidad de los dispuesto por las Leyes de Indias, precediendo el aviso que darán a los Virreyes y
Presidentes.
1116 Idem, cap. LIX. Los Escribanos de las Audiencias no irán a Negocio alguno sin licencia de los
Regentes, ni los Porteros de ellas podrán ausentarse sin igual permiso .
1117 Idem, cap. XXXV.
1118 Idem, cap. IX. No estando en las Salas de Justicia de sus respectivos Tribunales el Virrey o
Presidente, presidirá el Regente y lo mismo en las del Acuerdo.
1119 Idem, cap. X. Si no asistiesen el Virrey ni el Presidente en las salas de Justicia o de Acuerdo de
sus respectivos Tribunales, ocupará el Regente la derecha de la testera en las primeras, con el más
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Si el presidente asistía a las salas de justicia, el regente ocuparía el asiento inmediato
a él, y si asistía al Acuerdo, cuando se trataba de un virrey éste sólo tendría la testera, y
si era un presidente no virrey, ocuparía la derecha de la testera y el regente la
izquierda1120.
ii.ii.ii) Completar salas o mudar ministros: en Méjico y Lima el regente podía
completar una sala o mudar a un ministro de una a otra sin dar cuenta al virrey1121.
ii.ii.iii) Nombrar oidores para completar la sala del crimen: en Méjico y Lima, no
hallándose presente el virrey, podía el regente destinar a los oidores que fueren
necesarios para completar la sala de alcaldes del crimen1122.
ii.ii.iv) Dar licencia a ministros para retirarse durante horas de audiencia o
despacho: era facultad propia de los regentes si no se hallaba el presidente presente1123.
2.1.2.3. Honras, honores y preeminencias de los regentes
Una de las principales preocupaciones de la Instrucción de Regentes de 1776 fue
determinar las cuestiones de los honores y ceremonial tocantes a este nuevo magistrado,
tal como podía observarse en su propio título, pues allí se consignaba que se regulaban
sus funciones, regalías, cómo han de haberse con los virreyes y presidentes, y estos con
aquellos, y en su exposición de motivos se expresaba que para que la introducción de
este nuevo ministro: Se verifique sin los estorbos que suelen producir las disputas sobre
las facultades, funciones y distintivos de las personas y empleos en toda clase de
profesiones y destinos, con perjuicio del público y retardación de mi Real Servicio:
mandé que por una Junta de Ministros de mi satisfacción se formase una Instrucción
bien circunstanciada y clara, a fin de que arreglándose a ella los Virreyes, Presidentes
y Regentes, no quede motivo de turbarse la harmonía que debe subsistir entre Sugetos
                                                                                                                                         
antiguo de los Ministros a la izquierda; y en las segundas la derecha de la testera, con el Decano a la
izquierda; pero en México, Lima y Santa Fe quedará cin ocupar la Silla del Virrey. La diferencia entre
las salas de justicia y el acuerdo es casi imperceptible, pues para las primeras habla de “ministro más
antiguo”, ya que podía tratarse de una sala de justicia criminal, donde sería un alcalde del crimen quien
ocuparía su izquierda, o bien podía ser una segunda sala civil, en cuyo caso el más antiguo podía ser un
oidor que no fuera el decano, y para la segunda sí habla del “decano”, por la propia naturaleza de la sala
del Acuerdo.
1120 Idem, cap. IX...Pero si se hallasen en las primeras el Virrey o Presidente, ocupará el regente el
asiento inmediato a éstos; y en las segundas el Virrey solo tendrá la testera y si fuera Presidente tendrá
la derecha de la testera y el Regente la izquierda.
1121 Idem, cap. XVI. En México y Lima podrá el Regente completar una Sala quando le parezca
conveniente, y mudar uno o más Ministros de una a otra, habiendo causa legítima y urgente, sin
necesidad de parte al Virrey.
1122 Idem, cap. XXIII. En las Audiencias de México y Lima, si faltase en la Sala del Crimen uno o
más Alcaldes, para completarla nombrará el regente los Oidores que sean necesarios, sin tener precisión
de dar cuenta al Virrey.
1123 Idem, cap. XXV. Sin licencia del Regente, no hallándose el Virrey o Presidente en sus
respectivos Tribunales, no se retirarán o separarán durante la hora de Audiencia o Despacho, los
Oidores, Alcaldes, Relatores y demás que estén obligados a asistir, a menos que no tengan causa justa y
que se la hagan presente.
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tan autorizados y cuya unión es indispensable para que tengan cumplido efecto mis
Reales intenciones1124.
Al igual que en el caso de los demás titulares de un oficio real en los mismos títulos
despachado en favor de los provistos en una regencia se ordenaba que les fueran
guardados todos sus honores y preeminencias, como podía leerse en el del primer
regente de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Tomás Álvarez de Acevedo,
expedido por real provisión fechada en Aranjuez el 21 de abril de 1777: Y mando al
Presidente y Oidores de la de Chile, que luego que vean este título, tomen y rescivan de
Vos el juramento con la solemnidad que se requiere y devéis hacer, de que bien y
fielmente excerceréis el espresado empleo, y que aviendole hecho y puestose testimonio
de el en este titulo, ellos y todas las personas estantes y avitantes en aquel Distrito, os
haian, rescivan y tengan por tal Regente, guardando os y haciendoos guardar todas las
honras y preheminencias y prerrogatibas que por esta razon os corresponden1125.
Las honras, honores y preeminencias propias de los regentes, tocaban, al menos a
tres grandes órdenes de actos y ceremonias, a saber, i) el juramento y recepción de la
plaza; ii) actos en la audiencia; iii) actos fuera del tribunal.
i) Honores y ceremonias en el juramento y recepción: la Instrucción de 1776
prescribía que una vez efectuado el nombramiento de alguna regencia, se pasaría aviso
formal al agraciado, quien debía procurar escribir en la primera ocasión al virrey o
presidente o a quien hiciera de cabeza de la audiencia, a los ministros en particular, al
arzobispo u obispo, a los tribunales de la Inquisición, de Cuentas y Cruzada, si los
había, y a los cabildos eclesiástico y secular: A fin de que por medio de esta atención, a
que todos los insinuados deberán corresponder, se remueva todo motivo de queja, que
tanto indispone los ánimos, con gravísimo perjuicio de la recta administración de
Justicia y causa pública1126.
Antes de llegar el regente a la ciudad debía escribir al virrey o presidente, o a quien
hacía de cabeza del tribunal, avisándole el paraje donde se hallaba y el día que pensaba
ingresar, no sólo por urbanidad y atención, sino para que se adoptasen las providencias:
A efecto de que se le franqueen los auxilios necesarios para su comodidad y
decencia1127.
Recibida dicha comunicación el Acuerdo debía adelantar algunos alguaciles para que
asistieran al regente y estuvieran a sus órdenes, y el oidor decano y el subdecano debían
salir en coche a una legua para recibirle y acompañarle hasta dejarle en su casa1128.
                                                
1124 Idem, pr.
1125 ANRACH. 3.136, Título del regente don Tomás Álvarez de Acevedo, RP. Aranjuez, 21-IV-1777,
fs. 235.
1126 Instrucción de Regentes, (n. 40), cap. I.
1127 Idem, cap. II.
1128 Idem, ...Y los dos Oidores más antiguos, a quienes les pasará la noticia el Virrey, Presidente, o
Decano que la haya tenido, saldrán en Coche a una legua, para recibir y acompañar a el Regente hasta
dexarlo en su Casa; y el Acuerdo adelantará a mayor distancia algunos Alguaciles para que le asistan y
esten a sus Ordenes.
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El Ceremonial de la Real Audiencia de Santiago de Chile, aprobado por auto
acordado del 17 de diciembre de 1798 reiteraba estas prescripciones, pero además las
precisaba y desarrollaba al disponer que una vez recibida la comunicación del lugar en
que paraba el regente: El Acuerdo dará orden se le franqueen los auxilios necesarios
para su comodidad y decencia, adelantará algunos Alguaciles para que lo asistan y
estén a sus órdenes, y saldrán a distancia de una legua los dos SS. Oydores más
antiguos en coche y en trage Militar de Campo con el Escribano de Cámara y Portero
de turno, y demás que voluntariamente quieran ir para recibirlo y acompañarlo hasta
dejarlo en su casa1129.
Llegado el regente a la ciudad debía presentarse ante el virrey, presidente, o quien
encabezare el tribunal para entregarle sus despachos, los que pasados a la secretaría del
Acuerdo, debían ser reconocidos y registrados1130. El mismo día el virrey debía enviarle
“recado de bienvenida” con su secretario u “otra persona de carácter”, y si era
presidente no virrey, o sólo decano, debía ir en persona a darle la bienvenida1131.
También las demás personas y corporaciones a quienes había comunicado su llegada
debían cumplimentarle 1132.
Hallándose conformes los reales despachos, el presidente debía señalar día y hora
para el juramento y toma de posesión si es que iba a concurrir a dicho acto, y de lo
contrario debía hacerlo el decano, y comunicárselo al regente, quien debía verificar
dichas ceremonias en la forma acostumbrada para los demás ministros1133. Iguales
prescripciones contenía el Ceremonial de la audiencia: Recibidos los Reales Despachos,
que entregará en la primera visita (que hará inmediatamente que llegue) al Sr.
Presidente o al Sr. que haga veces de tal, y cumplidas que sean las demás urbanidades
                                                
1129 ANRACH. 2.895, pza. 2, Ceremonial que se deberá observar en la entrada y juramento de los
SS. Presidentes, Regentes, Oydores, y Fiscales de esta Real Audiencia y de los Ministros Honorarios,
Santiago, 17-XII-1798, § 10.
1130 Instrucción de Regentes, (n. 40), cap. III, En llegando el Regente a la Ciudad, se presentará al
Virrey, Presidente o al que haga Cabeza, y le entregará mi real Cédula o Despachos que llevase para
servir su empleo, los quales se pasarán a la Secretaría del Acuerdo, a fin de que se reconozcan, y
registren en la misma forma que se practica con los de los otros Ministros Togados del Tribunal.
1131 Idem, cap. IV, En el mismo día le enviará recado de bienvenida el Virrey, con su Secretario u
otra Persona de carácter; y si fuese Presidente o Decano, practicará por sí esta política.
1132 Idem, cap. V, Los M.R. Arzobispos, R. Obispos y Comunidades, a quienes el Regente hubiere
dado cuenta de la promoción de su Empleo, executarán con él las urbanidades que son correspondientes
en semejantes casos, a las que igualmente corresponderá el Regente.
1133 Idem, cap. VI, Estando corrientes los despachos, señalarán día y hora los Virreyes o Presidentes
para que jure y tome posesión el Regente, si hubiesen de asistir a el acto, y si no lo executará el Decano,
dando aviso en uno y otro caso a el Regente, para que acuda a cumplir con esta indispensable
formalidad que se hará según y del propio modo que se acostumbra con los Oidores y demás Ministros;
pero si en alguna Audiencia hubiese la práctica de que los Virreyes o Presidentes Juren antes de tomar
su lugar, lo hará también el Regente y para ello y demás previas diligencas le acompañará uno o dos
Oidores.
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que se mandan observar en la Real Instrucción de Regentes, se le señalará día y hora
para que jure y tome posesión del empleo1134.
El Ceremonial de la Real Audiencia de Santiago de Chile dedicaba un largo párrafo a
regular el acto de juramento y toma de posesión del regente, y así señalaba que el
portero del tribunal debía avisar al cabildo, abogados y demás subalternos,
convidándose con recados del tribunal al contador mayor, superintendente de la Real
Casa de Moneda, alguacil mayor, y ministros honorarios, de modo tal que:
Juntos en la Real Sala, los SS. que componen esta Real Audiencia, con el Sr.
Presidente si gustare asistir al acto, en el día asignado a las nueve de la mañana a
mampara cerrada se leerán arriba por el escribano de Cámara los Reales
Despachos y serán obedecidos por todos los SS. que asistan al Acuerdo, con la
calidad de que el Real Sello con que vengan autorizados resulte conforme en el
cotejo que se practicará con el que tiene la Chancillería de esta Real Audiencia,
en la conformidad que queda mandado en el § 7, observándose las demás
ceremonias que contiene para con el Sr. Presidente, las que concluidas e
inmediatamente que este Sr. se retire a Palacio de la Sala de Audiencia tornarán a
su casa al nuevo Regente en carruaje todos los demás señores, cabildo y
convidados e irá después el Sr. Presidente en Persona a darle la enhorabuena 1135.
ii) Honores y preeminencias en el tribunal: al regente en cuanto le tocaba la
dirección económica y contenciosa del tribunal le eran debidas una serie de honras y
preeminencias por parte de los demás miembros del Acuerdo y de los subalternos.
ii.i) Demostraciones al ingresar y salir de las salas: si el regente entraba en la sala
hallándose presente el presidente, los demás ministros debían hacerle una demostración
de atención sin levantarse, pero sí debían hacerlo los subalternos o abogados que
estuvieran sentados1136.
ii.ii) Acompañamientos: no hallándose el presidente en el tribunal, si el regente
llegaba a él antes de la hora de audiencia, todos los ministros debían acompañarle desde
el lugar en que se juntaban hasta la puerta de la sala donde iba a permanecer, situándose
en dos filas para que pasare en medio de ellas el regente e ingresare primero y tras él los
ministros de dicha sala 1137.
Si el regente pasaba de una sala a otra durante el despacho, el portero debía avisarlo a
los ministros de la sala a la que iba a pasar, y los de la sala que dejaba debían
                                                
1134 ANRACH. 2.895, pza. 2, Ceremonial que se deberá observar en la entrada y juramento de los
SS. Presidentes, Regentes, Oydores, y Fiscales de esta Real Audiencia y de los Ministros Honorarios,
Santiago, 17-XII-1798, § 11.
1135 Idem, § 12.
1136 Instrucción de Regentes, (n. 40), cap. XII, Quando entrase el Regente en la Sala, estando ya en
ella el Virrey o Presidente, no se levantarán los Ministros ni al tiempo de salir, si quedasen en ella; pero
en uno y otro caso le harán alguna demostración de atención, como también el Virrey o Presidente; y los
Subalternos o Abogados que estuviesen sentados se pondrán de pie.
1137 Idem, cap. XIII, No estando el Virrey o presidente en el Tribunal respectivo, y yendo a él antes
de la hora de Audiencia el Regente, le acompañarán todos los Ministros desde el parage en donde se
junten hasta la puerta de la Sala donde se hubiere de quedar, poniéndose en dos filas, y pasando por
medio el Regente, quien al entrar se volverá y les hará cortesía, siguiéndole después los Ministros de
aquella Sala y retirándose los otros a la suya, si fuese en México o Lima, donde las hay distintas.
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acompañarle hasta la puerta de la otra sala, donde debían recibirle los ministros de esta
última, a menos que el paso de una sala a otra se verificara durante la relación o
votación de algún pleito, pues en tal caso los ministros sólo debían ponerse de pie al
entrar y salir el regente, y debían acompañarle únicamente los subalternos que no
estuvieran ocupados1138.
Finalizado el despacho, no hallándose el presidente en el tribunal, los ministros
debían acompañarle hasta la puerta de la sala, y los subalternos hasta la salida del
tribunal1139.
iii) Honores y preeminencias en actos fuera del tribunal: a los regentes les eran
debidas una serie de cortesías y ceremonias en actos y concursos fuera de la audiencia.
iii.i) Asiento en coche: en las visitas generales de cárceles, el virrey debía llevar a la
derecha del vidrio del coche al regente y a la izquierda al oidor más antiguo, y si el
presidente no era virrey, debía llevar a la izquierda de la testera al regente y a los dos
oidores más antiguos al vidrio 1140. Si el virrey o presidente no asistía, el regente debía
ocupar la testera y el oidor decano y el subdecano el asiento del vidrio 1141. Esta misma
regla se aplicaba a las demás funciones en las que se debía ocupar coche1142.
iii.ii) Tratamiento: los virreyes y presidentes debían dar a los regentes de palabra y
por escrito el tratamiento de señoría1143.
                                                
1138 Idem, cap. XIV, Si durante el Despacho pasase el regente de una Sala a otra, no estando en ella
el Virrey, le acompañarán los Ministros hasta la puerta y los de la otra Sala a donde fue le saldrán a
recibir hasta el mismo sitio, dándole aviso con tiempo uno de los Porteros; entendiéndose este cumplido
de los expresados casos, no estando pendiente la Relación o Votación de algún Pleyto o expediente,
porque en éste, sólo se pondrán de pie al salir y entrar el Regente, los Ministros y demás que estuviesen
ocupados, acompañándole los Subalternos que no tengan actual precisión en la Sala .
1139 Idem, cap. XV, Acabado el Despacho y finalizada la hora de Audiencia, no estando en ella el
Virrey o Presidente, acompañarán al Regente los Ministros que se hallasen en la Sala, hasta la puerta de
ella, y los subalternoshasta la salida del Tribunal, executándose lo mismo respectivamente en las Salas
de Acuerdo y no alterándose el Ceremonial que en unas y otras se hubiesen practicado con los Virreyes y
Presidentes, sino es en aquello que expresamente se innovase o mejorase por esta Instrucción.
1140 Idem, cap. XLV, En las Visitas Generales avisarán un día antes los Regentes a los Virreyes o
Presidentes en sus respectivos Tribunales, por si quisiesen asistir y, concurriendo, se practicarán en la
forma acostumbrada, llevando los Virreyes a la derecha del vidrio del coche al Regente y, a la izquierda,
al Oidor más antiguo; y si fuere Presidente, llevará a la izquierda de la testera al Regente y a dos
Oidores los más antiguos al vidrio; y en los asientos de la Sala de Visita se observará lo que está
prevenido en orden a las de Justicia .
1141 Idem, cap. XLVI, Si no asistiese el Virrey o Presidente en sus respectivas Audiencias, enviarán
su Carroza para el uso del Tribunal, asi en esta función como en todas las otras públicas que ocurran, y
en ella ocupará el Regente la testera y los dos Oidores más antiguos el asiento del vidrio, y en la Sala se
executará lo mismo que en las de la Audiencia, según queda advertido en su lugar.
1142 Idem, cap. LXX, .. .Y por lo que hace a el lugar que deben ocupar en los Coches los Virreyes,
Presidentes y Regentes, se guardará lo dispuesto acerca de las Visitas generales de Cárceles,
acomodando estas mismas reglas a qualesquiera otras ocurrencias que se ofrezcan de la misma o
semejante naturaleza.
1143 Idem, cap. XLVIII, Los Virreyes y Presidentes darán a los Regentes de palabra y por escrito el
tratamiento de Señoría, y éstos visitarán con frecuencia a los Virreyes para conferir y proceder de
acuerdo en los asuntos que convengan a mi Real Servicio y bien de mis Vasallos, cuidando los Virreyes
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iii.iii) Portero, alguacil de guardia y soldados: para facilitar el uso de las
atribuciones de los regentes, siempre debían tener en su casa un portero y un alguacil de
guardia, y los virreyes de Méjico y Lima debían poner a sus órdenes dos soldados de
caballería, y los demás presidentes uno de caballería o de infantería1144.
Sobre el acompañamiento de dos soldados cuando el regente salía en coche con el
tribunal, se dictó una real cédula fechada en Madrid el 3 de febrero de 1789, a instancias
del fiscal de la Real Audiencia de Santiago don Joaquín Pérez de Uriondo, para
reclamar por la actitud del regente Álvarez de Acevedo mientras servía la presidencia
interina: He venido en reprovar al mencionado Regente Presidente interino el haber
puesto los dos soldados delante de su Coche, con prevencion de que en lo sucesivo no
lo hagan los Presidentes1145.
iii.iv) Fiestas de tabla: en aquellas ocasiones en que la audiencia concurría en cuerpo
a una fiesta de tabla junto al virrey, se debía poner almohada al regente, y si no asistía el
virrey se le debía poner silla de terciopelo, haciendo siempre testera al lado del
Evangelio1146.
Cuando en las fiestas de tabla la audiencia se formaba en procesión, debían hacerse
dos filas de ministros, presidiendo el virrey y haciendo cabeza en la derecha y el regente
en la izquierda, y si no asistía el virrey, el regente ocupaba la derecha y el decano la
izquierda1147.
En las audiencias en las que no había virrey debía guardarse el ceremonial
acostumbrado, siempre que no se opusiera a las distinciones debidas a los regentes1148.
                                                                                                                                         
de que no se les detenga en sus Ante-Salas o Ante-Cámaras; pues aun respecto de los otros Ministros
está mandado en la ley 57. Tit. 15. lib. 3.
1144 Idem, cap. LX, Conviniendo a mi Real Servicio y beneficio público el facilitar a los Regentes el
uso de sus facultades, tendrá cada uno de ellos diariamente en su casa un Portero y un Alguacil de
Guardia, y en caso de que no estén suficientemente dotados estos Subalternos, se les dará lo que
corresponda por este aumento de trabajo por los Regentes, del fondo de Penas de Cámara; y no
habiendo caudales en él, buscarán otro Efecto, a lo que contribuirán los Virreyes y Presidentes; los
quales pondrán a las órdenes de los Regentes para el mismo efecto en México, y Lima dos Soldados de a
Caballo y uno en las otras Audiencias, o de Infantería, según hubiese mayor proporción en los Pueblos
de estas últimas.
1145 ANRACH. 669, pza. 12, Sobre el cumplimiento de la Real Cédula fechada en Madrid a 9 de
febrero de 1789, sobre que se quiten los dos Soldados que van delante del Coche el M.I.S.P. cuando sale
con la Real Audiencia, RC. Madrid, 9-II-1789, fs. 90-90 vta.
1146 Instrucción de Regentes, 1776, cap. LXVII, En las funciones de Iglesias, que son de Tabla, y en
que concurran las Audiencias en cuerpo de tales con los Virreyes, se observará el Ceremonial que se
previene en la Ley 26. Tit. 15 del lib. 3. de la Recopilación de Indias; pero no hablandose en ella de los
Regentes, por no haberlos en el tiempo de su establecimiento, y correspondiendo a su carácter más
graduación que a el de los Oidores: mando que se les distinga poniéndoles Almohada quando asistan los
Virreyes y, cuando no asistan ellos, se le ponga también Silla de terciopelo, haciendo siempre testera en
el lado del Evangelio, que es el que pertenece a las Audiencias.
1147 Idem, cap. LXVIII, Cuando se forman estas procesionalmente en las expresadas funciones, será
haciendo dos filas de Ministros, presidiendo los Virreyes y haciendo cabeza en la derecha y los Regentes
en la izquierda, y cuando no asistan, tomarán los Regentes la derecha y los Decanos la izquierda.
1148 Idem, cap. LXX, En las Audiencias en que no hay Virreyes, se observará el Ceremonial que se
haya tenido hasta aquí, con tal que no se oponga a las distinciones referidas de los Regentes y Ministros,
teniendo presente lo que ordena la Ley 14. Tit. 15. del lib. 3...
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2.1.2.4. Salario de los regentes
En el Reglamento de Plazas para las audiencias americanas aprobado en 1776 se fijó
el salario de los regentes, que no era único, pues variaba en las distintas audiencias,
entre los 10.000 pesos anuales declarados para el regente de Lima y los 6.000 para el de
Buenos Aires.
Tras la regencia de Lima, se situaban las de Santiago de Chile y Charcas con 9.720
pesos anuales, y a ellas seguían las de Méjico y Cuzco con 9.000, la de Manila con
7.000 y las de Guadalajara, Guatemala, Quito, Santa Fe y Santo Domingo, con 6.600.
Las reformas introducidas a instancias de Porlier y que se concretaron en el
Reglamento de Plazas y Sueldos de Ministros de las Audiencias de América e Islas
Filipinas, aprobado el 27 de abril de 1788, significaron, entre otras alteraciones, una
fuerte disminución de los salarios para los ministros de Indias, pues ahora se asignaban
7.500 pesos anuales para el regente de Lima, 6.750 para el de Méjico, 6.600 para los de
Guadalajara y Quito, 5.860 para los de Charcas y Santiago de Chile, 5.250 para el de
Buenos Aires, 5.000 para el del Cuzco, 4.950 para el de Santa Fe, 4.500 para el de
Manila, y 4.300 para los de Caracas, Guatemala y Santo Domingo.
2.1.3. Oidores
Las plazas de oidores en las audiencias indianas aparecieron en los tribunales de
Santo Domingo en 1526 y de Méjico en 1527, pues el Juzgado y Audiencia de la
Española de 1511 estaba integrado por tres ministros a los que simplemente se
denominaba jueces: Primeramente hordeno y mando que en las dichas Yndias estén e
resydan en la dicha Abdiencia las dichas personas, las quales, por agora e en quanto
mi merced e voluntad fuere, sean los licenciados Marcelo de Villalobos e Juan Ortís de
Matienço e Lucas Vasques de Ayllon, los quales se llamen e yntitulen Juezes de la
Abdiencia e jusgado que esta e resyde en las dichas Yndias1149.
El número de oidores de cada audiencia indiana no era el mismo, pues las hubo
integradas sólo por tres oidores, como originalmente las de Panamá, y Concepción; o
por cuatro como primitivamente las de Santo Domingo y Méjico. Además, a lo largo del
tiempo el número de plazas de oidores en cada audiencia varió en múltiples ocasiones,
como se ilustrará a continuación.
i) La Real Audiencia de Santo Domingo fue creada por real provisión fechada en
Granada el 14 de septiembre de 1526, y en sus Ordenanzas despachadas en 1528 sólo se
decía respecto a su planta que se nombraba a un presidente y dos oidores: E use e sea
presidente de ella, por el tiempo que nuestra voluntad fuere el licenciado Sebastian
Ramirez, electo Obispo de Santo Domingo e la Concebcion...y por Oydores al licenciado
                                                
1149 Ordenanzas de la Audiencia y Juzgado de Apelación de las Indias, Burgos, 5-X-1511, cap. I, en
SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 66.
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Gaspar de Espinosa y Alonso Çuaço1150. En 1530 se proveyó una tercera plaza de oidor
en favor del licenciado don Juan de Vadillo1151.
A finales del siglo XVI su planta se hallaba integrada por un presidente, que era
gobernador y capitán general, y por cuatro oidores, tal como se recogía en la Recopilación
de Indias1152. En el siglo XVIII las reformas de Gálvez en 1776 elevaron el número de sus
oidores a cinco1153, y la nueva planta de 1788 los redujo a tres.
ii) Por real provisión de 29 de noviembre de 1527 se creó una Audiencia y
Chancillería en Méjico1154. El 4 de agosto de 1527 fueron nombrados sus cuatro oidores
y desde Madrid el 20 de abril de 1528 se le despacharon sus Ordenanzas que mandaban
que: En la gran ciudad de Tenuxtitlan Mexico y de los pueblos de la dicha Nueva
España, avemos acordado de mandar proveer de una nuestra Audiencia y Chancilleria
Real, que aya quatro Oydores, con un nuestro Presidente1155.
En 1556, a instancias del virrey Luis de Velasco se aumentó a cinco el número de sus
oidores, nombrándose a don Pedro de Villalobos para servir la nueva plaza 1156, y poco
tiempo después se crearían dos plazas más, con lo que el número de oidores llegaba a
siete, y en 1597 se mandó: Acrecentar una plaza de Oydor a cumplimiento de ocho, para
que haya en ella dos salas, para el bueno y breve despacho de los negocios, y sobre
consulta fechada en Madrid el 31 de noviembre se proveyó a don Pedro de Otalora1157. De
tal manera, en las Municipales de 1680 se recogió su planta formada por ocho oidores1158.
Sobre consulta del 2 de febrero de 1737 se aumentaron: Por vía de providencia
interina, quatro oidores y dos alcaldes del crimen para que se pudiesen despachar los
muchos pleitos atrasados que había en esta Audiencia, con calidad que estas seis plazas
aumentadas no se entendiesen de pie fixo, sino que ( sin embargo de haber de servir los
Ministros que se nombrasen con plaza llena) fuesen subintrando por su antigüedad en las
vacantes que ocurriesen de las del número que entonces avía, subsistiendo así hasta que
la mencionada Audiencia se volviese a quedar en su antiguo establecimiento, para que
viese la Cámara al tiempo de averse reducido el número de Ministros a los ocho Oidores
y cuatro alcaldes del crimen, si se necesitaba proponer a S. M. que se estableciese por
                                                
1150 Ordenanzasde la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 1, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 78.
1151 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 109, n. 149.
1152 Recopilación de Indias, 2.15.2.
1153 AGI. Indiferente, 829, RC. Madrid, 6-IV-1776.
1154 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, pp. 4 y ss. y 67-68.
1155 Ordenanzas de la Audiencia de Méjico, 1528, en PUGA, Vasco de, (n. 239), fol. 12 vta.
1156 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 110, n. 151.
1157 AGI. Méjico, 1, Consultas, Consulta Consejo, Madrid, 31-XI-1597.
1158 Recopilación de Indias, 2.15.3.
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planta firme para en adelante el aumento de uno o dos ministros, según se hallase por
conveniente y necesario1159.
La reforma del año 1776 aumentó a diez el número de sus oidores, pero la planta de
1788 volvió a los ocho que tenía antes del plan de Gálvez.
iii) El 26 de febrero de 1538 se erigió una Audiencia y Chancillería Real en la ciudad
de Panamá, cuyas Ordenanzas se le despacharon en la misma fecha 1160, conforme a ellas
se había: Acordado mandar de proveer una nuestra Audiencia y Chancillería Real que
resida en la ciudad de Panamá que es en la dicha provincia de Tierra Firme, en la qual
aya tres Oydores1161, plantilla que no varió hasta la supresión del tribunal por el capítulo
10 de las Leyes Nuevas de 15421162.
En 1563 la Real Audiencia de Los Confines fue trasladada a la ciudad de Panamá, con
una plantilla que se componía de tres oidores y un presidente1163. Sobre consulta de
Cámara del Consejo de Indias del 29 de agosto de 1657 se decidió proveer una plaza más
de oidor en la Audiencia 1164, la que se proveyó en el licenciado don Bernardo Trigo de
Figueroa a consulta del 7 de septiembre del mismo año1165, de tal manera en la
Recopilación de 1680 se recogía su planta formada por cuatro oidores, y el presidente que
era gobernador y capitán general1166.
Esta audiencia fue suprimida en 1717, aunque sobre consulta de Cámara de Indias del
6 de octubre de 1721 fue restablecida: Con el numero de ministros que se hallaba antes
de su ultima extincion1167, pero definitivamente fue extinguida por real cédula fechada el
17 de julio de 17511168.
iv) El capítulo 11 de las Leyes Nuevas mandó: Que se ponga una Audiençia Real en
los confines de Guatimala y Nicaragua, en que aya quatro Oydores letrados, y el uno de
ellos sea Presidente, como por Nos fuere ordenado; y al presente mandamos que presida
el liçençiado Maldonado, que es oydor de la Audiençia que reside en Mexico1169. Este
                                                
1159 AGI. Méjico, 452, Consultas para la provisión de alcaldes del crimen desde 1640, Consulta, 2-II-
1737.
1160 SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), pp. 77-101. SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, pp.
68-70; PURROY TURRILLAS, Carmen, “Una pesquisa a la Audiencia de Panamá”, en Actas y Estudios
del IX Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano , II, Madrid, 1991, pp. 329-
344.
1161 Ordenanzas de la Real Audiencia de Panamá , 1538, pr., en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 78.
1162 Leyes Nuevas de 1542, en MURO OREJÓN, Antonio, (n. 432), p. 815; y en SÁNCHEZ-
ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), pp. 103-116.
1163 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 110.
1164 AHCC. X, Consulta Cámara, 29-VIII-1657, p. 75.
1165 AHCC. X, Consulta Cámara, 7-IX-1657, p. 79.
1166 Recopilación de Indias, 2.15.4.
1167 AGI. Panamá, 254, RC. Balsain, 21-VII-1722.
1168 AGI. Santa Fe, 544, RC. 17-VII-1751.
1169 Leyes Nuevas de 1542, (n. 432), cap. 11.
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tribunal fue trasladado en 1563 a la ciudad de Panamá 1170, pero mandado restablecer el 15
de enero de 1568 con la misma planta original1171.
En 1608 se creó una quinta plaza de oidor, para la cual fue nombrado don García de
Carvajal: Por haberse aumentado en una las cuatro plazas de su dotación1172. Esta
plantilla de cinco oidores fue recogida en la Recopilación1173. La reforma de 1776
mantuvo sus cinco plazas de oidores, pero la de 1788 las redujo a cuatro.
v) Las Leyes Nuevas, crearon igualmente una Real Audiencia en el Perú y, al efecto,
disponía su capítulo 10, que se integrara: De quatro oydores letrados e el dicho vissorrey
pressida en la dicha abdiençia, la qual rresidirá en la cibdad de los rreyes por ser en la
parte más convenible1174.
En 1554 se aumentó en una plaza el número de oidores, y dos años más tarde se creó
otra más1175, y ya en 1597 los oficios de oidor ascendían a ocho. En 1630, a instancias del
virrey se proveyó una nueva plaza de oidor, con lo cual su número se elevaba a nueve, y
para servirla fue nombrado don Luis Henríquez, y así se decía en su título: Por haberme
escrito mi virrey de las provincias del Peru y fiscal de mi Audiencia Real de la ciudad de
Los Reyes, que respecto de los muchos negocios que alla ocurren, no pueden los ocho
oidores que ay en ella satisfacer a todo el despacho de los dichos negocios con la
brevedad y expediente necesario y que era conveniente añadir en la dicha Audiencia dos
plazas de oydores, he tenido por bien de que por agora haya otro oydor mas en ella1176.
En 1680 se acrecentó su planta en un oidor más, con lo cual llegaron a diez, y se
proveyó en ella a don Juan Jiménez de Lobatón, como se refería en su título:
Considerando que siempre están algunos oidores de mi Audiencia de la ciudad de Los
Reyes en las provincias del Peru embarazados en otras ocupaciones fuera de ella, resolvi
en consulta de mi Consejo de Camara de Indias que demas de las nueve plazas que
conforme lo ordenado debe tener la dicha Audiencia, se proveiese otra, cumplimiento de
diez, que son las que últimamente habia en ella, para que pueda correr el despacho de
tanta diversidad de materias y negocios como alli concurren con la brevedad que
conviene1177.
                                                
1170 OTS CAPDEQUI, José María, Las instituciones del Nuevo Reino de Granada al tiempo de la
independencia, Madrid, 1958.
1171 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 74.
1172 AGI. Guatemala, 503, Títulos de oidores, RP. Madrid, 7-III-1608.
1173 Recopilación de Indias, 2.15.6.
1174 Leyes Nuevas de 1542, (n. 432), cap. 10.
1175 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 110, n. 151.
1176 AGI. Lima, 790, Títulos de oidores desde 1604 , Título oidor don Luis Henríquez, RP. Madrid,
20-IX-1630.
1177 AGI. Lima, 790, Títulos de oidores desde 1604 , Título oidor don Juan Jiménez de Lobatón, RP.
San Lorenzo, 10-X-1680.
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En la Recopilación de Indias no se recogía esta planta ampliada, sino que se señalaba
que debía integrarse por ocho oidores1178. La reforma de 1776 sí fijó en diez el número de
ellos, y la de 1788, volvió a sólo ocho plazas.
vi) Por real provisión del 21 de mayo de 1547 se fundó otra Real Audiencia en Nueva
Galicia con sede en Compostela. Recibió sus Ordenanzas el 19 de marzo de 15481179.
Esta Audiencia nació a semejanza de la Audiencia de Galicia en España, según lo
confirmaban sus propias Ordenanzas de 1548, que mandaban: Proveer una nuestra
Audiencia, que resida en la ciudad de Compostela que es en el dicho nuevo reino, en la
cual haya cuatro oidores alcaldes1180.
Por real cédula del 10 de mayo de 1560 fue trasladada a Guadalajara, siempre dentro
de Nueva Galicia 1181, y el 11 de junio de 1572 le fueron otorgadas las mismas
Ordenanzas que se habían despachado en 1563 para la de Quito, producto de lo cual dejó
de estar subordinada a la Audiencia de Méjico y se equiparó en todo a las restantes, y se
fijó su planta en un presidente y tres oidores: De aquí adelante aya un Presidente y tres
Oydores1182.
En la Recopilación de Indias de 1680 aparecía integrada por cuatro oidores1183, los que
fueron elevados a cinco por la reforma de 1776, y nuevamente vueltos a cuatro por la de
1788.
vii) Por real provisión fechada el 21 de mayo de 1547 se creó una Real Audiencia en
Santa Fe del Nuevo Reino de Granada, que únicamente comenzó a despachar el 7 de abril
de 1550, con una plantilla de cuatro oidores1184.
En la Recopilación de Indias se señalaba que debían integrarla cinco oidores1185,
número que no fue alterado por las reformas de 1776 y 1788.
viii) En la consulta del Consejo de Indias del 20 de abril de 1551 que proponía al rey
la creación de una audiencia en la ciudad de La Plata de los Charcas, los consejeros
instaban porque tuviera cuatro oidores, que presidiera el virrey del Perú si se hallaba en
                                                
1178 Recopilación de Indias, 2.15.5.
1179 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, pp. 75-77; PARRY, John, “The Ordinances of the Audiencia of
Nueva Galicia”, en Hispano American Historical Review, XVIII, Durham-Carolina, 1938, pp. 364-373;
SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), pp. 141-146.
1180 Ordenanzas de la Audiencia de Nueva Galicia, 1548, pr., en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 141.
1181 PÁEZ BROTCHIE, Luis, (n. 433), p. 22; PARRY, John, The Audiencia of the New Galicia in the
sixteenth century. A study in spanish colonial government, Cambridge, 1948.
1182 Ordenanzas de la Audiencia de Nueva Galicia, 1572, pr., en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 190.
1183 Recopilación de Indias, 2.15.7.
1184 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, pp. 77-78; RESTREPO CANAL, Carlos, “Fundación de la Real
Audiencia de Santa Fe y sus efectos políticos”, en Boletín de Historia y Antigüedades, XXXVI, Bogotá,
1949, pp. 385-406; MAYORGA GARCÍA, Fernando, “El distrito de la Audiencia de Santa Fe durante los
siglos XVI y XVII”, en RCHHD. 13, Santiago, 1987; y del mismo, La Audiencia de Santa Fe en los siglos
XVI y XVII, Bogotá, 1991.
1185 Recopilación de Indias, 2.15.8.
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la ciudad, y si no el oidor más antiguo: Que en esta Audiencia se pongan quatro
Oydores y este debajo de la Gobernacion del Virrey que fuere en el Peru, y si algun
tiempo con ellos residiere, presida, como lo ha de hacer, cuando estuviere en la de Los
Reyes, y en su ausencia presida el Oydor mas antiguo1186.
Nada se decidió en dicha fecha, y en la consulta del Consejo del 2 de julio de 1557
en que presentaba sujetos para proveer las plazas de la audiencia de Charcas, el sistema
originariamente previsto, había experimentado una variación, pues conservando la
presidencia del virrey si se encontraba en el tribunal, junto a los cuatro oidores, creaba
un oficio de regente letrado para que presidiera: Parece que el licenciado Pero Ramirez
de Quiñones, oydor de la audiencia Real de los Confines que es en Guatimala...se pase
y vaya por regente desta Audiencia de los Charcas, el qual presida en ella durante el
tiempo que el visorrey no estoviere en aquella audiencia, porque entonces ha de
presidir el visorrey1187.
En la Recopilación de Indias, su número de oidores aparecía fijado en cinco1188.
A principios del siglo XVIII esta audiencia fue extinguida, pero por real decreto del
18 de febrero de 1720 se mandó que: Se vuelva a establecer la Real Audiencia de Quito,
segun su ereccion y previenen las leyes, con un presidente, cuatro oidores y un
fiscal1189, pero poco tiempo después volvía a contar con cinco oidores, los mismos que
mantuvo el plan de 1776, pero que el de 1788 redujo a cuatro.
ix) Por real provisión fechada en Guadalajara el 29 de agosto de 1563 se estableció una
Real Audiencia en San Francisco de Quito1190, para la cual se despacharon sus
Ordenanzas desde Monzón el 4 de octubre de 15631191, conforme a las cuales se integraba
por un presidente y cuatro oidores, los mismos que se le señalaban en la Recopilación de
Indias1192, que fueron aumentados a cinco en 1776, y vueltos a cuatro en 1788.
                                                
1186 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 79.
1187 LEVILLIER, Roberto, (n. 440), 1, p. 511.
1188 Recopilación de Indias, 2.15.9.
1189 AGI. Quito, 122, Consulta para proveer plazas de la Real Audiencia de Quito, 1720.
1190 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, pp. 80-82. TOBAR DONOSO, Julio, “El restablecimiento de la
Audiencia de Quito”, en Boletín de la Academia de Historia Nacional, XIX, Quito, 1940, pp. 5-12; PÁEZ,
Roberto, “La Audiencia de Quito en el siglo XVII”, en Boletín de la Academia de Historia Nacional,
XXIV, Quito, 1944, pp. 215-252; VIVANCO, Carlos, “La Real Audiencia de Quito en el siglo XVI”, en en
Boletín de la Academia de Historia Nacional , I, Quito, 1919, pp. 7-21; VARGAS, José María, Don
Fernando de Santillán y la Real Audiencia de Quito , Quito, 1963; ALONSO, María de la Luz, “La función
de gobierno de la Audiencia, su planteamiento en Quito en 1586”, en Boletín Mejicano de Derecho
Comparado, 28-29, año X, Méjico, 1978; REIG SATORRES, José, “Precisiones sobre la Audiencia y
Presidencia de Quito”, en RCHHD. 11, Santiago, 1985; del mismo: “La Real Audiencia de Quito defiende
su distrito”, en Actas y Estudios del IX Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho
Indiano, II, Madrid, 1991, pp. 305-328.
1191 REIG SATORRES, José, Ordenanzas de la Real Audiencia de Quito , Quito, 1978; también en
SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), pp. 189-247. Vide además RODRIGUEZ ORDOÑEZ, J.,
“Introducción a las Reales Ordenanzas de la Real Audiencia de Quito”, en AHJE. IV, Quito, 1976, pp. 257-
272.
1192 Recopilación de Indias, 2.15.10.
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x) Una real provisión despachada el 27 de agosto de 1565 creó una audiencia en
Concepción en el reino de Chile1193. Sus Ordenanzas, de la familia de las de 1563, le
habían sido dadas por real provisión fechada en San Martín el 18 de mayo de 15651194,
conforme a las cuales comenzó a actuar el 10 de agosto de 1567 con una planta integrada
por un presidente letrado, tres oidores y un fiscal. Este tribunal además de sus labores
propias ejerció el gobierno de su distrito. Fue suprimida por real cédula de 26 de agosto
de 1573, la que se cumplió el 25 de junio de 1575.
xi) El 25 de mayo de 1583 se erigió otra audiencia en Manila, que comenzó a
despachar el 9 de junio de 15841195. Sus Ordenanzas se le enviaron el mismo año de su
creación, conforme a las cuales su planta se componía de un presidente y tres oidores. En
1588 fue mandada suprimir, lo que se ejecutó por el gobernador Gómez Pérez das
Mariñas, el 20 de junio de 1590.
Este tribunal fue restablecido en 1595 y en el mes de junio de dicho año se nombraron
a sus nuevos ministros, pero ahora se integraba por un presidente y cuatro oidores,
quienes lo instalaron el 8 de junio de 1598. Sus nuevas Ordenanzas se le habían
despachado el 25 de mayo de 1596 y constituyen una variante de las de 15631196.
En la Recopilación de Indias se recogía su plantilla de cuatro oidores1197, los que en
1776 pasaban a ser cinco, y desde 1788 sólo cuatro.
xii) La Real Audiencia de Buenos Aires fue establecida por real provisión de 6 de abril
de 16611198. El 2 de diciembre del mismo año se le dieron sus Ordenanzas1199. Comenzó a
despachar el 3 de agosto con un presidente, tres oidores y un fiscal. Fue suprimida por
real cédula de 31 de diciembre de 1671, la que se llevó a debido efecto el 26 de octubre
                                                
1193 MUÑOZ FELIÚ, Raúl, La Real Audiencia de Chile , Santiago, 1937; ZORRILLA CONCHA,
Enrique, Esquema de la justicia en Chile colonial, Santiago, 1942; MAZZEI DE GRAZIA, Leonardo,
“Fundación y supresión de la Audiencia de Chile: Concepción 1567-1575”, en RI. XLIX, Madrid, 1989, pp.
27-89; BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La Real Audiencia de Concepción 1565-1575”, en REHJ. XV,
Valparaíso, 1992-1993, pp. 131-178.
1194 En ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, (n. 207), pp. 23-68, y en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n.1), pp. 189-247.
1195 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, pp. 88-94; CUNNINGHAM, Charles, The Audiencia in the
Spanish colonies, as illustrated by the Audiencia of Manila 1583-1800 , Berkeley, 1919.
1196 En MURO ROMERO, Fernando, (n. 7). Ahora en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1),
pp. 249-310.
1197 Recopilación de Indias, 2.15.11.
1198 RUIZ GUIÑAZÚ, Enrique, La magistratura indiana , Buenos Aires, 1916, pp. 161-241;
MANULIS, Isaac, “La Real Audiencia pretorial de Buenos Aires”, en Boletín del Instituto de
Investigaciones Históricas de la Facultad de Filosofía y Letras, VI, nº.33-36, Buenos Aires, 1927, pp. 213-
343; CAUZZI, Teresa Beatriz, “Conclusiones sobre la historia de la primera Audiencia de Buenos Aires
(1661-1672)”, en Res Gesta, 5, Rosario, 1979, pp. 5-8; de la misma, Historia de la primera Audiencia de
Buenos Aires (1661-1672), Rosario, 1984; LEVAGGI, Abelardo, “La primera Audiencia de Buenos Aires”,
en RHD. 10, Buenos Aires, 1982, pp. 11-120.
1199 En PRADO Y ROJAS, Aurelio, Acuerdos y sentencias dictados por la Suprema Corte de Justicia
de Buenos Aires, I (1era. serie), I, Buenos Aires, 1875, pp. 336-373. Ahora en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), pp. 249-310.
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del año siguiente, planta que se recogía en una ley recopilada, con la indicación de estar
suprimida1200.
Esta audiencia fue restablecida al acabar el siglo XVIII, por real cédula de 14 de abril
de 17831201, integrada por un presidente, un regente y cinco oidores.
xiii) La Real Audiencia de Caracas se fundó por real provisión del 6 de julio de 1786 y
se instaló el 17 de julio de 1787 con una planta integrada por un regente, tres oidores y un
fiscal1202.
xiv) La Real Audiencia de Cuzco fue mandada erigir por real decreto fechado el 26 de
febrero de 1787, expidiéndose la real provisión correspondiente de fundación en Aranjuez
el 3 de mayo de 1787, con una planta integrada por un regente, tres oidores y un fiscal1203.
2.1.3.1. Competencia de los oidores
A diferencia de los oidores de las audiencias y chancillerías de Valladolid y Granada
que sólo ejercían competencia en materia civil, los americanos fueron instituidos con
competencia civil y criminal, pues ejercían esta última de igual manera que los alcaldes
de dichas chancillerías, tal como lo declaraban las Ordenanzas antiguas de Santo
Domingo de 1528, y demás ordenanzas posteriores: Los quales nuestro Presidente e
Oydores que agora son e adelante fueren, mandamos que ayan de conoscer y conozcan
de todos los pleytos e causas ceviles y criminales, segund e como pueden conoscer los
nuestros Oydores de las nuestras Audiencias de Valladolid e Granada, y los Alcaldes
de las dichas nuestras Chancillerías, en lo criminal1204, y como en términos semejantes
                                                
1200 Recopilación de Indias, 2.15.13.
1201 SÁNCHEZ ARJONA, J, “Crónica de la apertura de la segunda Audiencia de Buenos Aires (1785)”,
en Boletín del Instituto de Investigaciones Históricas, VII, Buenos Aires, 1928-1929; LEVENE, Ricardo,
“Historia de la segunda Audiencia de Buenos Aires”, en RI. VII, Madrid, 1946, pp. 239-251; MARILUZ
URQUIJO, José María, “La Real Audiencia de Buenos Aires y la Administración de justicia en lo criminal
en el interior del Virreinato”, en Actas del Primer Congreso de la Historia de los Pueblos de la Provincia de
Buenos Aires, La Plata, 1952, II, pp. 221-291; y su “La Real Audiencia de Buenos Aires y el Juzgado de
Provincia”, en Memoria del II Congreso Venezolano de Historia, Caracas, 1975, II, pp. 126-166;
MARTIRÉ, Eduardo, “Tres Reglamentos de la Real Audiencia de Buenos Aires”, en Actas del VI Congreso
Internacional de Historia de América, Buenos Aires, 1982, IV, pp. 117-132.
1202 GARCÍA CHUECOS, Héctor, “La Real Audiencia de Caracas. Apuntes para su historia”, en
Estudios de Historia Colonial Venezolana, 2, Caracas, 1938, pp. 1-113; PARRA MÁRQUEZ, Héctor, “La
Real Audiencia de Caracas”, en Historia del Colegio de Abogados de Caracas, Caracas, 1952; MORÓN,
Guillermo, “La Real Audiencia de Caracas”, en Historia de Venezuela, Caracas, 1971; LÓPEZ
BOHÓRQUEZ, Alí, Los ministros de la Real Audiencia de Caracas. Caracterización de una elite
burocrática del poder español en Venezuela , Caracas, 1984; LEAL, Ildefonso, “Orígenes históricos de la
Real Audiencia de Caracas”, en Revista de Control Fiscal, XXVI, Caracas, 1985. Estos y otros estudios han
sido reunidos por LÓPEZ BOHÓRQUEZ, Alí, en La Real Audiencia de Caracas en la historiografía
Venezolana. (Materiales para su estudio) , Caracas, 1986.
1203 CASTRO, Ignacio de, Relación de la fundación de la Real Audiencia del Cuzco, y de las fiestas
con que esta grande y fidelísima ciudad celebró este honor, Madrid, 1795; TORERO GOMERO, C.F.,
“Establecimiento de la Audiencia del Cuzco”, en Boletín del Instituto Riva-Agüero , 8, Lima, 1969-1971,
pp. 374-522; VILLANUEVA, Horacio, “La Audiencia de Cuzco”, en Anales del III Congreso Nacional de
Historia del Perú . Descubrimiento, Conquista y Virreinato , Lima, 1965, pp. 424-430.
1204 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 1, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), pp. 78-79.
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reiteraban las Ordenanzas nuevas de 1563, al decir que: Los dichos oidores conozcan en
las dichas causas civiles y criminales segun y como pueden conocer los oidores y
alcaldes de nuestras Audiencias de Valladolid y Granada, y puedan traer y traygan
varas de justicia como las traen los alcaldes de las nuestras Audiencias de Valladolid y
Granada1205.
Sólo en las audiencias virreinales de Méjico y Lima se introdujeron alcaldes del
crimen, en razón de lo cual, a los oidores sólo tocaba el ejercicio de la competencia
civil.
En efecto, sobre consulta del 4 de mayo de 1568 se decidió la creación de una sala de
tres alcaldes del crimen en la Real Audiencia de Méjico1206, lo que se comunicó al
tribunal por real cédula fechada el 19 de junio del mismo año1207. Para la de Lima se
acordó lo mismo sobre consulta del Consejo fechada el 25 de octubre del mismo año de
15681208. La situación excepcional de estas dos audiencias quedó recogida expresamente
en la Recopilación1209.
De este modo, la competencia de los oidores indianos, salvo los de Méjico y Lima,
abrazaba la jurisdicción civil y criminal, en razón de lo cual se solían titular “oidores y
alcaldes del crimen” u “oidores y alcaldes de corte”, y así se declaraba en las
Municipales que en las: Chancillerías Reales, donde no hubiere Alcaldes del Crimen,
los Oydores conozcan de todas las causas civiles y criminales, que a las Chancillerías
vinieren en grado de apelación de los Gobernadores, Alcaldes mayores, y otras
Justicias de las provincias y distritos de su jurisdicción y las determinen en vista y
grado de revista1210.
Al igual que en el caso de los restantes titulares de oficios reales, la competencia de
los oidores se definía genéricamente en razón de sus oficios, y se extendía a entrar, estar
y residir en la audiencia, y a conocer, y determinar con voz y voto todos los negocios
que fueren a la audiencia conforme a sus ordenanzas, con las potestades de firmar y
señalar cartas, provisiones, sentencias y demás mandamientos que en ella se dieren, tal
como podían y debían hacer los oidores de las restantes audiencias, como podía leerse
en el título despachado el 31 de diciembre de 1606 en favor del oidor fundador de la
Real Audiencia de Santiago don Luis Merlo de la Fuente:
Asistáis, estéis, y residáis en la dicha Audiencia de Chille, como mi oydor
mas antiguo, y tengáis voz y voto en todos los negocios de que en ella se pudiere
                                                
1205 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, cap. 3, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José,
(n. 1), p. 191.
1206 AGI. Indiferente, 738, Consulta, 4-V-1568.
1207 AGI. Méjico, 1.089, RC. 19-VI-1568.
1208 AGI. Indiferente, 738, Consulta, 25-X-1568.
1209 Recopilación de Indias, 2.17.1, Por hacer bien y merced, y más cumplimiento de justicia a los
vecinos y moradores de los Reynos del Perú y Nueva España, y que los delitos fuesen mejor inquiridos y
castigados: Tuvimos por bien de acrecentar en cada una de las Audiencias de Lima y México una Sala de
cuatro Alcaldes del Crimen en las Casas de dichas nuestras Reales Audiencias.
1210 Recopilación de Indias, 2.15.68.
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y hubiere conocer, conforme las Ordenanzas que he mandado hazer para la dicha
Audiencia, y lo pueden y deben hazer los oydores de las citadas Audiencias
Reales y de las Chancillerias, firmando y señalando las cartas provisiones, y
sentencias y otros mandamientos y autos que en ella se dieren...1211.
Estos términos eran sacramentales, pues se reiteraban con ligeras variantes en los
títulos de todos los oidores, aunque en algunos de ellos se agregaban ciertas cláusulas,
como la de conocer como los demás oidores de Indias y de la península. Así en el
expedido por real provisión fechada en San Ildefonso el 30 de octubre de 1723 en favor
del oidor de Santiago don Martín de Recabarren se leía: Mando que como tal oydor
podáis entrar, estar y residir en dicha Audiencia, y tener voz y voto segun y como le
tienen los demas oydores de la dicha mi Audiencia y las demas de las Indias y de estos
Reynos, y conocer y librar y determinar, todos los pleytos y causas que hubiere, y
señalar las cartas Provisiones, sentencias y otros mandamientos y autos que en dicha
Audiencia se vieren1212.
Los oidores de las audiencias americanas, además de la competencia jurisdiccional
propia de sus oficios, también debían desempeñar una serie de competencias por vía de
comisión, aspecto en el cual también se diferenciaban de sus colegas de Valladolid y
Granada, tal como lo advertía Solórzano y Pereyra al señalar que: En las Audiencias de
España los Oidores, por la mayor parte, solo se ocupan , y entienden en oir, y votar sus
pleytos; pero en las de las Indias, fuera de este cuydado, tienen otras muchas
ocupaciones1213.
Dentro de las múltiples comisiones que debían servir los oidores indianos se
encontraban el despacho de algunos juzgados particulares, tales como el Mayor de
Provincia, el de Bienes de Difuntos, el de Ejecutorias del Consejo, el de Medias Anatas
y Lanzas, y el de Censos de Indios; también se hallaban dentro de las comisiones el
servicios de algunas asesorías, como la del Comisario Subdelegado General de la Santa
Cruzada, y la de Guerra; igualmente se encontraban algunas visitas, como la de la tierra,
la de los oficiales reales, la de armadas, la de escribanos, y la de pueblos de indios y,
finalmente, una serie de otras muy diversas comisiones, como la de fábricas de iglesias,
la asistencia a las almonedas, la protecturía de hospitales, etc.
2.1.3.2. Honras, honores y preeminencias de los oidores
Los oidores, como todo titular de un oficio, debían gozar de las honras, honores y
preeminencias anexas a él, las que estrechamente se ordenaba en sus reales títulos que
les fueran guardadas, por el presidente, sus colegas, y toda clase de personas:
Y os guarden y hagan guardar todas las honras, gracias, mercedes,
franquicias, libertades, preeminencias, prerrogativas e inmunidades, y todas las
otras cosas que cada una de ellas tocan y deben tocar los demas oydores de la
dicha Audiencia y de las otras de las Indias, todo bien y cumplidamente, sin que
                                                
1211 ANRACH. 3.136, Título oidor don Luis Merlo de la Fuente, RP. Madrid, 31-XII-1606.
1212 Idem, Título oidor don Martín de Recabarren, RP. San Ildefonso, 30-X-1723, fs. 131-132.
1213 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.49.
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os falte cosa alguna, y que en todo, ni en parte de ello, embargo ni contrario
alguno os no pongan impedimento, ni consientan poner... 1214.
En igual sentido Juan de Solórzano y Pereyra anotaba en su Política Indiana respecto
de los oidores de los tribunales de Ultramar que era: Convenientisimo que sean
favorecidos, y honrados por su Magestad, y su Real Consejo de ellas, no solo tanto,
sino aun mas que los Oidores de España, y reverenciados, y respetados tambien en el
mismo grado por los vecinos, y moradores de las Ciudades, y Provincias, donde
residen, y administran justicia. Porque esto lo pide, y requiere la gran distancia que
hay de ellas a la Real Persona, cuya suprema autoridad en aquellas partes, se suple, y
representa por estos Ministros, y si comenzase a disminuirse, o menospreciarse, iria
todo muy de caída1215.
De las muchas honras, honores, preeminencias, franquicias y otros respetos debidos a
los oidores, sólo se anotarán algunos por vía ejemplar.
i) Garnacha: como queda dicho, la garnacha era una toga talar de color negro, con
mangas y vuelta, que caía desde los hombros sobre la espalda, acompañada desde el
siglo XVII por la golilla, que era un adorno hecho de cartón forrado en tela, que rodeaba
al cuello y en cuya parte superior llevaba unida por delante un pedazo que caía bajo el
mentón, con esquina a los dos lados, y sobre el cual se ponía una tela blanca de gasa
engomada o almidonada.
Precisamente su naturaleza de honor, era reconocida por el obispo de Santiago de
Chile fray Gaspar de Villarroel, quien señalaba que: Esta toga o vestidura talar es
conocida señal de honor y substituye por las que traían los antiguos senadores para
distinguirles de todos los demás, y para que tan venerable forma de vestido hiciere
crecer el respeto1216, pues era: Muy justo diferenciar en el hábito a los que exceden a
todos los demás, y que los que representan los Príncipes, se diferencien de los
particulares1217, amén de que en los magistrados: Son las prendas de las letras1218.
ii) Uso de gualdrapa: por una real cédula fechada en Tomar el 22 de mayo de 1581,
luego recopilada, se les permitió junto a los alcaldes del crimen y fiscales que si
llevaban garnachas: Puedan andar a caballo con gualdrapa, sin embargo de lo
dispuesto por las leyes de estos Reynos1219.
iii) Apearse del caballo: Solórzano y Pereyra explicaba que entre las cortesías que se
observaban con los oidores indianos se hallaba la de apearse del caballo todo aquel que
se encontraba con alguno de ellos: Para la ceremonia, o cortesía que se les guarda en
                                                
1214 ANRACH. 3.136, Título oidor don Luis Merlo de la Fuente, RP. Madrid, 31-XII-1606.
1215 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.12.
1216 VILLARROEL, Gaspar de, (n. 409), II.XI.1.14.
1217 Idem, II.XI.1.15.
1218 Idem, II.XI.1.16.
1219 Recopilación de Indias, 2.16.97.
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las Indias, apeandose de los cavallos, quando los encuentran, y haciendo muestra de
acompañarlos, hay un célebre lugar de Apuleyo1220.
iv) Tratamiento de señores: una ley recopilada ordenaba a los virreyes que les
tratasen de “merced” en presencia, y de “señor” en ausencia1221, por ello Solórzano y
Pereyra sostenía que el tratamiento de señor no se les debía negar, ni siquiera en
ausencia 1222.
v) Uso de silla, alfombra y almohada en la iglesia: si los oidores concurrían a la
iglesia, no en cuerpo de audiencia, no debía ponerse estrado, pero en ningún caso se les
podía impedir que llevaran silla, alfombra y almohada1223.
vi) Asiento en el coro de la iglesia: cuando concurrían a la iglesia como particulares
se les debía dar lugar en el coro, siempre que no ocuparan las sillas colaterales
inmediatas al prelado1224.
vii) Prefieren a los adelantados: los oidores, alcaldes del crimen, y fiscales, debían
preferir en los concursos públicos y eclesiásticos y asientos a los adelantados, inclusos
los de la misma provincia 1225.
viii) Prefieren a los inquisidores: por una real cédula fechada en el Pardo el 2 de
noviembre de 1591, luego recopilada, se dispuso que debían preferir a los inquisidores
en todos los actos que no fueran de fe1226.
2.1.3.3. Antigüedad de los oidores
La antigüedad en los oficios constituía uno de los elementos más distintivos de las
honras propias debidas a ellos, con una serie de consecuencias ceremoniales y prácticas,
                                                
1220 SOLÓRZANO PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.16.
1221 Recopilación de Indias, 3.15.57, Los Vireyes traten a los Oidores, Alcaldes y Fiscales en
presencia de merced, y en ausencia de Señor...
1222 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.17.
1223 Recopilación de Indias, 3.15.27, ...Y si los Oidores no fueren en forma de Audiencia, se excuse el
ponerlos (estrados); pero no por esto se entienda, que si fueren como particulares, no puedan llevar cada
uno silla, alfombra, y almohada.
1224 Recopilación de Indias, 3.15.32, ...Y quando fueren los Oidores como particulares, encargamos a
los Deanes, y Cabildos, que les den lugar en el Coro, con que no ocupen las sillas colaterales inmediatas
a la del Prelado. Concuerda con Recopilación de Indias, 3.15.48, En el tiempo que se celebraren los
Divinos Oficios en las Iglesias catedrales, no entren los Seglares en el Coro si no fueren Oidores,
Alcaldes del Crimen, Fiscales, u otras personas, que por Derecho, y Concilios puedan entrar y asistir.
1225 Recopilación de Indias, 3.15.74, Es nuestra voluntad, que los Oidores, Alcaldes y Fiscales, en
cuerpo de Audiencia, y qualquiera de ellos, como particular, prefiera en los concursos y asientos a los
Adelantados, aunque lo sean de las mismas Provincias, así en las Iglesias Catedrales, como en las otras
partes y lugares donde se hallaren.
1226 Recopilación de Indias, 3.15.78, En todos los actos, que no fueren de Fe, prefieran los Oidores a
los Inquisidores.
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tales como la preferencia en los asientos, el orden en el votar los pleitos1227, o el servicio
interino de algunos oficios, como la fiscalía por el oidor más moderno 1228.
Aquel de los oidores que tenía más antigüedad era llamado oidor decano y, en tal
carácter le correspondían una serie de atribuciones tocantes a la dirección del
funcionamiento del tribunal, además de diversas honras, honores y privilegios, entre los
que se contaban los siguientes:
i) Presidencia interina: en su lugar queda apuntado que tocaba al oidor decano hacer
el oficio de presidente cuando este faltaba, y le debían ser guardadas las mismas
ceremonias1229.
ii) Cobranza de las ejecutorias del Consejo: diversas cédulas recopiladas
encomendaban al oidor más antiguo la cobranza de las condenaciones contenidas en
todas las ejecutorias de visitas y residencias despachadas por el Consejo de Indias, con
derecho a llevar el tres por ciento de todo lo que así cobraren1230.
iii) Asistencia y voto en las Juntas de Hacienda: una real cédula fechada en el Pardo
el 17 de marzo de 1587 mandaba que en todos los acuerdo tocantes a la Real hacienda
debía entrar y hallarse presente, con derecho a voto el oidor decano 1231.
iv) Ordenar la vista de pleitos y división de salas: esta facultad le competía cuando el
presidente no concurría a la audiencia 1232.
v) Ordenar el cese de la sala del menos antiguo: en aquellas audiencias en las que
los oidores conocían divididos en salas, y a falta de virrey, podía el decano ordenar que
cesara en el conocimiento de lo que estaba viendo la otra sala 1233.
vi) Conocimiento privativo de causas sobre la introducción de libros en las Indias
contra el privilegio de San Lorenzo el Real1234.
                                                
1227 Recopilación de Indias, 2.15.183, Porque nuevamente se ha dudado si al tiempo de votar los
pleytos y negocios de gobierno, guerr, justicia, hacienda y todos los demas, civiles y criminales, se ha de
comenzar a votar por los jueces antiguos, o modernos: Declaramos y mandamos, que en esto se guarde
el estilo de nuestros Reales Consejos, Chancillerías y Audiencias de estos Reynos de Castilla, y que
comiencen a votar los mas modernos, y prosigan los siguientes en antigüedad, hasta llegar a los que
ocuparen los primeros lugares. La ley castellana a la que hacía referencia era la recopilada en Nueva
Recopilación de Castilla, 2.4.6.
1228 Recopilación de Indias, 2.16.29, Ordenamos y mandamos, que en todos los casos de vacante, de
Fiscal supla por él, y haga su oficio durante la vacante, el Oidor mas moderno de la Audiencia donde
sucediere, habiendo en ella suficiente número de Jueces para la expedicion y despacho de los negocios
Fiscales, y de parte, de suerte que el Oidor no haga falta en ellos, y así se observe general y
uniformemente en todas nuestras Audiencias de las Indias.
1229 Recopilación de Indias, 3.15.14.
1230 Recopilación de Indias, 2.16.19.
1231 Recopilación de Indias, 2.16.24.
1232 Recopilación de Indias, 2.15.61.
1233 Recopilación de Indias, 2.15.18.
1234 Recopilación de Indias, 1.24.12.
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La determinación de la antigüedad y el momento desde el cual debía contarse suscitó
una serie de discusiones doctrinarias y prácticas, amparadas en una incompleta
legislación y en una conducta errática por parte del Consejo de Indias, pues las
posibilidades eran contarla desde la fecha del real título, o desde la fecha de la efectiva
toma de posesión del oficio.
Una real cédula fechada en Valladolid el 29 de abril de 1559, luego recopilada,
establecía lo siguiente: Que los Oidores proveídos para que nos sirvan en las Reales
Audiencias, han de gozar la antigüedad desde el dia que tomaren la posesion, aunque
hayan salido de otras Audiencias, donde fueron mas antiguos; pero si la promocion
fuere de Lima a México, o de México a Lima, han de conservar la antigüedad que
tenian en la Audiencia de donde salieron, como se practica en las Chancillerias de
Valladolid y Granada de estos Reynos de Castilla1235.
Es decir, en esta disposición se fijaban las siguientes dos reglas sobre el cómputo de
la antigüedad de los oidores:
i) Se fijaba como regla general el criterio de la posesión, como momento inicial para
contar la antigüedad.
ii) No se aceptaba la suma de la posesión anterior de aquel oidor que era trasladado
de un tribunal a otro, pues su antigüedad comenzaba en su nuevo destino desde el día de
su posesión en él, salvo cuando se tratara de un traslado entre las audiencias de Méjico y
Lima.
Introdujo una modificación a la real cédula de 1559, otra fechada en San Lorenzo el
6 de julio de 1588, también recopilada, que prescribía que: Si por Nos fueren proveidos
dos Oidores, Alcaldes del Crimen, o Fiscales, para una Audiencia, y se embarcaren
para servir sus plazas en unos mismos Galeones o Flota, se les guarde su antigüedad,
conforme a la data de los títulos, aunque el mas antiguo tome despues la posesion; y si
no fuere alguno en la misma ocasion de Galeones o Flota, tenga la antigüedad el que
primero llegare a tomar la posesion de su plaza1236.
Esto es, se mantenía el criterio general de comenzar a contarse la antigüedad desde el
día de la posesión en aquellos casos en los que dos o más oidores provistos para una
audiencia viajaban en distintas flotas o galeones, y se introducía el cómputo desde la
fecha del real título, para aquellos casos en que viajaban en la misma flota o galeones.
A comienzos del siglo XVII, Juan de Solórzano y Pereyra, se inclinaba por el criterio
de la toma de posesión, sin realizar las distinciones apuntadas en las dos cédulas
anteriores, las que quizá no conoció pues no las citaba en su Política.
En efecto, escribía en ella que: Suele ofrecerse y controvertirse muy de ordinario la
competencia sobre la antigüedad, quando alguno de ellos ocurre a tomar posesion de
su Plaza con titulo de data anterior, y otro posterior en ella, la tomó primero, por haber
abreviado mas su viage, o tenido mas feliz navegacion. Y lo que en este punto hallo
resuelto mas comunmente por los Doctores, es, que si el Principe especialmente no
                                                
1235 Recopilación de Indias, 2.16.25.
1236 Recopilación de Indias, 3.15.68.
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huviere declarado lo contrario, como muchas veces lo suele hacer, segun lo advierte
Felino, el que primero tomó la posesion suele ser preferido, porque la viene a tener en
acto, y en habito por esta aprehension, y a comenzar a exercer su oficio, y ser cooptado
en el orden, y numero de los de su Audiencia: todo lo qual no concurre en el otro, que
solo tiene en habito el ministerio, y en sola virtud de su primera nominacion1237.
Pero advertía el mismo Solórzano que: No faltan otros Doctores que en esto lo hacen
dudoso, o por lo menos limitable, quando el primer nombrado tuvo causas bastantes
para no haver ocurrido primero, o tenia ya en otra Audiencia plaza con exercicio, o se
detuvo, y ocupó en algo que fuese del Real servicio1238.
En definitiva, Solórzano y Pereyra también reconocía el principio general de contarse
la antigüedad desde la toma de posesión del oficio, pero admitía como posibles las
excepciones del oidor que pasaba de una audiencia a otra, y el de aquel que teniendo
título anterior juraba con posterioridad a otro por alguna causa bastante, todo ello, sin
perjuicio de que el rey declarara algo en particular.
Estos principios tuvieron amplia aplicación durante los siglos XVI y XVII, y más de
alguna vez en la Real Audiencia de Santiago de Chile.
Un primer caso se presentó en 1651 entre los oidores provistos don Juan de Huerta
Gutiérrez, cuyo título se había despachado por real provisión fechada el 23 de
septiembre de 1650, y don Juan Cortez, cuyo título se libró por real provisión datada el
17 de abril de 1651. Este último ministro viajó a su destino en los galeones del año
1651, y el doctor Huerta Gutiérrez se encontraba en Santiago en plaza de fiscal, pero no
podía jurar como oidor pues aun no recibía sus reales despachos, no obstante conocer su
promoción, en razón de lo cual solicitó al monarca que, para evitar que Cortez
pretendiera precederle si tomaba posesión antes que él, se declarara su antigüedad
conforme a la fecha de su título, petición a la que se accedió y así se le comunicó por
real cédula fechada en Madrid el 11 de junio de 1652, en la que se declaraba que:
Aunque el dicho licenciado don Juan Cortez haya tomado posesion antes que vos, le
hayáis de preceder en la antigüedad1239. Los temores del oidor Huerta Gutiérrez no se
concretaron, pues su colega Cortez murió antes de tomar posesión de su oficio.
A principios del siglo XVIII se presentó nuevamente una cuestión semejante, que se
resolvió conforme al criterio general de la toma de posesión.
Con fecha 11 de mayo de 1702 se despachó título de oidor en favor de don Ignacio
Antonio del Castillo, residente en España, y con fecha 27 de junio de 1703 se libró
título de oidor en favor de don Francisco de Rojas y Acevedo, residente, en Lima. El
oidor del Castillo hizo presente que no había podido tomar la flota y galeones para pasar
a tomar posesión, y por ello pedía que se graduara la antigüedad según la fecha de los
reales títulos, instancia que le fue denegada, como se le comunicó por real cédula
fechada en Madrid el 16 de noviembre de 1703, cuyo texto extractado señalaba:
                                                
1237 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.24.
1238 Ibidem.
1239 ANRACH. 3.136, RC. Madrid, 11-VI-1652, fs. 381-382 vta.
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Con motivo de haberse hecho merced de Plaza de Oydor de Chile en 11 de
mayo de 1702 a Dn. Ignacio Antonio del Castillo, residente en España, y haberse
hecho después igual gracia en 27 de junio de 1703 en dicha Audiencia a Dn.
Francisco de Rojas y Acevedo, residente en Lima: representó el primero que no
habiendo estado en su mano pasar a tomar posesión, se graduase la antigüedad
por el día de la gracia, aunque dicho Dn. Francisco u otro alguno tomase antes
posesión, y Su Magestad resolvió que se debía tener por más antiguo el que
primero de los dos tomase posesión por el juramento que en ella hiciese respecto
de lo que podía haber en la antigüedad de estos dos ministros1240.
Este criterio de la posesión fue alterado desde la primer mitad del siglo XVIII, para
consagrar con carácter general el de la fecha del real título.
Francisco Ramírez de Valenzuela, en sus adiciones a la Política Indiana de
Solórzano y Pereyra señalaba un caso en el que se había optado por este principio: En
este año de 1736 litigaron en el Consejo dos Contadores de la Contaduría de quentas
de Lima, que ambos tenían plaza supernumeraria, con opcion a la primera vacante; el
titulo de uno fue primero en tiempo, y juró en el Consejo primero; pero el otro tomó
posesion primero, y la consintió el primero. Vacó una plaza numeraria, y se dio al
primero por sentencia de vista, y revista1241.
Posteriormente, con ocasión de una disputa habida en Lima entre tres oidores por
precedencia, se declaró por real cédula fechada el 8 de julio de 1780, que en lo sucesivo
debía regularse y contar la antigüedad no por el día de la posesión, sino por la fecha del
real título, y si había dos o más provistos en igual fecha, debía ser preferido el ministro
provisto en la plaza señalada por primera1242, criterio reiterado en real cédula fechada en
Madrid el 27 de julio de 17911243, y que era el mismo que sostenía Rezaval y Ugarte en
su Compendio Alfabético de varias Reales Cédulas, donde señalaba que la antigüedad
debía regularse: Por la fecha de los reales títulos y no por la toma de posesión, y en el
caso de haber dos o más ministros provistos en una misma consulta: deberá obtenerla
la plaza que tuviere la graduación de primera conforme al Auto Acordado de Castilla,
29. tit. 4. lib. 2 Reales Cédulas de 29 de enero de 1780 y 8 de julio del mismo año,
dadas en Madrid, que prescriben esta regla general1244.
A pesar de la claridad de las reales cédulas citadas, no cesaron las disputas por
cuestiones de antigüedad, y la propia corona pasó por alto en ciertos casos el nuevo
principio general de la fecha del real título.
Así ocurrió en la Real Audiencia de Santiago de Chile el año 1790, pues durante él
tomó posesión como oidor don Alonso González Pérez, a quien se había trasladado
desde igual plaza en Buenos Aires con declaración de mantener la antigüedad que
                                                
1240 ANFA. 3, pza. 4, Extractos de reales cédulas de la Real Audiencia de Santiago de Chile, RC.
Madrid, 16-XI-1703.
1241 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.24 i.f. (Adición de Francisco Ramírez de
Valenzuela).
1242 ANRACH. 2.248, pza. 2, RC. 8-VII-1780.
1243 Ibidem, RC. Madrid, 27-VII-1791.
1244 REZAVAL Y UGARTE, José de, (n. 34).
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poseía desde la época en que había estado en Charcas, en razón de lo cual venía a ser
unos meses más antiguo que el decano en ejercicio don Francisco Tadeo Díez de
Medina y Vidanges, no obstante lo cual el tribunal le concedió el subdecanato y
permaneció Diez de Medina como decano, decisión que González Pérez aceptó para
evitar públicos desencuentros, pero la cuestión fue elevada a la corte para su resolución
definitiva.
Por real cédula fechada el 15 de febrero de 1793 se declaró que la antigüedad tocaba
a González Pérez, pero no obstante ella se mantenía a Diez de Medina en el decanato
para evitarle el desaire de dejar una plaza que ocupaba desde mucho tiempo:
Debe entenderse la antiguedad de este ministro (González Pérez) comprensiva
desde el tiempo que sirvió en Charcas, y que por consiguiente le corresponde la
preferencia a todos los oydores de esa mi Real Audiencia, pero sin perjuicio de
esta misma antiguedad declarada a González Pérez es mi Real Voluntad, se
suspendan los efectos de ella y dicha mi Real Resolución, hasta que él o don
Francisco Diez de Medina falten o sean trasladados de ese Tribunal, a fin de que
Medina no sufra el desaire de dejar el asiento de Decano que ha ocupado tanto
tiempo1245.
2.1.3.4. Prohibiciones a los oidores
Si bien los oidores indianos gozaban de una serie de honras, prerrogativas y otras
libertades, pesaban también sobre ellos unas estrechísimas prohibiciones dirigidas
directa o indirectamente a asegurar el recto ejercicio de su competencia y el
consiguiente bien y cumplido mantenimiento de los vasallos en paz y en justicia.
La amplia serie de prohibiciones y restricciones impuestas a los oidores decían
relación con la pretensión de evitar su parcialidad derivada de actuaciones que les
ligaran a los negocios que debían ser conocidos por la audiencia, bien por intereses o
lazos con otros ministros o subalternos, bien por vinculaciones con la sociedad local.
i) Prohibiciones para evitar parcialidades con otros miembros del tribunal o las
partes: había una serie de limitaciones o prohibiciones que afectaban a los oidores, cuyo
propósito era conservar su imparcialidad, evitando posibles causas de recusaciones en
razón de actuaciones o lazos con otros ministros, con subalternos, o con las partes.
i.i) Prohibición de ejercer la abogacía: desde las Ordenanzas antiguas de 1528 se
prohibía a los oidores el que fueran abogados en la audiencia, o en cualquier otra
audiencia secular, ni en arbitramento de causa que pudiera llegar al tribunal1246,
precepto que fue recogido en las Ordenanzas nuevas de 15631247, e incluido en las
Municipales1248.
                                                
1245 ANRACH. 2.248, pza. 2, RC. 15-II-1793.
1246 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 20, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 89.
1247 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 27, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 197.
1248 Recopilación de Indias, 2.16.81.
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i.ii) Prohibición de hacer partido con abogados, procuradores o escribanos: desde
las Ordenanzas antiguas de 1528 se mandaba que: Ningund Oydor no haga partido,
direte ni yndirete, publica ni secretamente, por sy ni por ynterposita persona, con
abogado ni procurador alguno, ni con escrivano, para que le de cosa alguna de su
salario ni de las receptorias ni otra dadiva por ello, so pena de tenerle por
quebrantador del juramento, y pérdida de oficio1249.Este capítulo fue recogido en las
Ordenanzas nuevas de 15631250, y más tarde fue recopilado1251.
i.iii) Prohibición de comunicación con abogados y procuradores: desde las
Ordenanzas antiguas de 1528 se encargaba y exhortaba: A los dichos Oydores que cese
la comunicacion e continua conversacion de ellos con los pleyteantes y con los
abogados y procuradores de ellos, porque cesen las sospechas1252, precepto que pasó a
las Ordenanzas nuevas1253, y más tarde fue recopilado1254.
i.iv) Prohibición de vivir con subalternos: en las Ordenanzas antiguas de 1528 se
mandaba que: De aqui adelante ningund Abogado ni Relator ni Escrivano del
Audiencia no biva de bivienda con los Oydores ni Alcaldes, ni alguno de ellos1255,
precepto reiterado en las Ordenanzas nuevas de 1563, y en la Recopilación de
Indias1256.
i.v) No dejarse acompañar por las partes ni frecuentarlas o ser servidos por ellas:
una real cédula fechada en Madrid el 23 de julio de 1580, luego recopilada, prohibía a
los oidores, alcaldes y fiscales que se dejaran acompañar, ellos o sus mujeres, por los
pleiteantes1257, y ya las Ordenanzas antiguas de 1528 habían dispuesto que: Ni
pleiteantes algunos syrvan a ninguno de los dichos juezes, ni continuen en sus casas ni
consientan que les sirvan; e sy alguno de ellos hizieren lo contrario, que sean
reprendidos sobre ello publicamente por el Presidente e los otros Oydores hasta en dos
                                                
1249 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 15, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 88.
1250 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 28, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 197.
1251 Recopilación de Indias, 2.16.68.
1252 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 14, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 88.
1253 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 28 i.f. , en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 197.
1254 Recopilación de Indias, 2.16.68, i.f.
1255 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 13, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 87.
1256 Recopilación de Indias, 2.16.52.
1257 Recopilación de Indias, 2.16.53, Los Oidores, Alcaldes y Fiscales no se dexen acompañar de
personas que traxeren pleytos en las Reales Audiencias, ni den lugar a que acompañen a sus mugeres,
por los inconvenientes que de lo contrario resultan.
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vezes, e a la tercera vez que lo hiziere, que sea multado en el salario de aquel dia, y asy
dende en adelante que lo consintiere1258, disposición incorporada a las Municipales1259.
ii) Prohibiciones para evitar vinculaciones con la sociedad local: otra amplia gama
de prohibiciones intentaban evitar la creación de nexos entre los oidores y la sociedad
local, para así prevenir posibles imparcialidades debido a intereses que pudieran
contravenir a la justicia debida.
ii.i) Prohibición de visitas y juegos: diversas reales cédulas recopiladas impedían a
los ministros que visitaran a los vecinos, y que asistieran a desposorios, casamientos, o
entierros, salvo en casos muy señalados y forzosos1260.
Una real cédula despachada el 20 de noviembre de 1610, luego recopilada, mandó
que: Los Oidores y Ministros de Audiencias, sus parientes y criados, y los
Gobernadores, Corregidores y Alcaldes mayores no tengan en sus casas tablages de
juego, aunque sea con pretexto de sacar limosnas para Hospitales, y otras obras de
piedad1261.
Tres años después, otra real cédula fechada en San Lorenzo el 3 de agosto de 1613:
Deseando remediar el exceso de juegos de naypes, y otros prohibidos entre hombres, o
mugeres, y particularmente en casas de Oidores, Alcaldes del Crimen y Ministros de
Audiencias: y asimismo las visitas de Ministros con vecinos particulares, y de mugeres
de Ministros con las de los vecinos, de que resultan amistades y parcialidades1262,
ordenó a los virreyes y presidentes que no lo consintieran, permitieran, ni toleraran y
que pusieran el remedio conveniente.
ii.ii) Prohibición de padrinazgos: se impedía a los presidentes, oidores, alcaldes del
crimen y fiscales, que fueran padrinos de matrimonios o bautismos de persona alguna
de sus distritos, o estos respecto de ellos o de sus hijos, pero se permitía que lo fueran
de aquellos ministros o de sus hijos y deudos en cuyos pleitos y causas les estaba
prohibido ser jueces1263.
                                                
1258 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 13, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 87.
1259 Recopilación de Indias, 2.16.52.
1260 Recopilación de Indias, 2.16.49, Ordenamos a los dichos Ministros, que no visiten a los vecinos,
ni a alguno de ellos por ningun caso, ni a otra qualquier persona particular, tenga, o no tenga, pueda, o
no pueda tener negocio, o pleyto: y asimismo que no vayan a desposorios, casamientos, ni entierros en
cuerpo de Audiencia, ni alguno en particular, si no fuere en casos muy señalados y forzosos.
1261 Recopilación de Indias, 2.16.75.
1262 Recopilación de Indias, 2.16.74.
1263 Recopilación de Indias, 2.16.48, Mandamos que los Presidentes, Oidores, Alcaldes del Crimen y
Fiscales, en ningún tiempo, y por ningun caso puedan ser, ni sean padrinos de matrimonios, ni baptismos
de ningunas personas de sus distritos y jurisdicciones, en cuyas causas y pleytos fueren, o pudieren ser
Jueces, conforme a derecho y leyes de estos nuestros Reynos de Castilla, y que estos tales tampoco lo
puedan ser en matrimonios y baptismos de Presidentes, Oidores, Alcaldes y Fiscales, ni de sus hijos;
pero bien permitimos, que los dichos Ministros sean padrinos de matrimonios unos de otros, y de sus
deudos y parientes, en cuyos playtos y causas están prohibidos de ser Jueces, y de los baptismos de sus
hijos, y así se guarde y cumpla inviolablemente sin contravenir en ninguna forma, porque de lo contrario
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ii.iii) Prohibición de tener granjerías, estancias y de tratar y contratar: por una real
cédula fechada en Valladolid el 29 de abril de 1549 se dispuso lo siguiente:
Vos mando, que agora ni de aqui adelante, ninguno de vosotros entendays en
armadas ni descubrimientos, ni tengays grangerias de ninguna suerte de ganados
mayores ni menores ni estancias ni labranzas ni minas, ni tengays tratos de
mercadurias ni otras negociaciones ni tratos, por vosotros ni en compañia ni por
interpositas personas, directe ni indirectemente, ni os sirvays de los yndios de
agua ni yerva ni leña, ni otros servicios ni aprovechamientos, directe ni
indirectemente, so pena de la nuestra merced y de perdimiento de los vuestros
oficios, y los que de vosotros al presente tuvieredes ganados y otras grangerias
os deshagays de ellas dentro de medio año, primero siguiente que os damos de
termino para ello...1264.
En Valladolid el 16 de abril de 1550 se dio sobre cédula de la anterior, y por otra
fechada allí mismo el 2 de mayo se ordenó cumplirlas exactamente1265, las que junto a
otras fueron la fuente de un capítulo de las Ordenanzas nuevas de 15631266, y más tarde
recopiladas1267.
Por real cédula fechada en Valladolid el 9 de mayo de 1565 se amplió la prohibición
anterior, a tener casas propias para vivir o alquilar, ni chacras, estancias, tierras, huertas,
labrar casas, ni tiendas en la ciudad donde residiere la audiencia o fuera de ella, o dentro
del distrito1268, y por otras despachadas en San Lorenzo el 1 de noviembre de 1610 y en
Madrid el 30 de junio de 1629 se incluyó el tener canoas de perlas, o de otras
pesquerías1269.
Esta prohibición de tratar y contratar comprendía a las mujeres e hijos no
emancipados de los ministros1270.
En el caso de la Real Audiencia de Santiago de Chile, desde muy temprano hubo
acusaciones contra algunos de sus ministros por contravenir esta prohibición, en razón
de lo cual a sólo cuatro años de haberse fundado el tribunal, se le dirigió una real cédula
fechada en Madrid el 1 de junio de 1612 en la cual se les recordaba este veto y se les
pedía informe:
He sido informado que sin embargo de estar prohibido por diversas cedulas,
leyes y ordenanzas reales que los Oydores, Fiscales, ni otros ministros mios de
las Indias tengan grangerias, estancias, ni yndios, algunos de vosotros
contraviniendo a ello tenéis estancias y ocupáis en ellas los indios sin pagarles
                                                                                                                                         
nos tendremos por deservido, y se les hará cargo en las visitas y residencias, y serán castigados con
rigor de derecho.
1264 PUGA, Vasco de, (n. 239), RC. Valladolid, 29-IV-1549, fol. 177 vta.
1265 Idem, fol. 178.
1266 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 29, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 197.
1267 Recopilación de Indias, 2.16.54.
1268 Recopilación de Indias, 2.16.55.
1269 Recopilación de Indias, 2.16.59.
1270 Recopilación de Indias, 2.16.66.
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sus jornales, a que no se debia dar lugar, mayormente teniendo tan suficientes
salarios para sustentaros en tierra tan acomodada y fertil, y porque quiero saber
lo que hay y pasa acerca de lo susodicho...os mando que me enviéis relacion
particular y puntual1271.
Las referidas acusaciones tocaban al oidor decano don Hernando Talaverano
Gallegos, respecto de quien se despachó cédula particular en Madrid el 2 de mayo de
1615 pidiendo nueva información, porque se había: Informado que el licenciado
Talaverano, oydor de la Audiencia ha tenido una chacara para asementeras y para
criar ganado1272. En definitiva, el Consejo de Indias, por sentencia del 25 de noviembre
de 1617 le impuso una multa de cien ducados y ordenó la requisición de la estancia.
En algunas ocasiones se solía conceder licencias a los ministros para adquirir bienes
raíces, normalmente previo un servicio pecuniario, bien en el momento de tratar la
adquisición de la plaza, generalmente supernumeraria, o cuando ya gozaban de ella.
Los casos de ministros de la Real Audiencia de Santiago que lograron esta licencia al
momento de tratar la obtención de sus plazas previo servicio pecuniario fueron el fiscal
don José Perfecto Salas, en 1746, a quien en su título se le otorgó licencia para poseer
bienes raíces1273; y el oidor don Juan Verdugo, en 1747, a quien en su real título de
plaza de oidor supernumerario, obtenida previo servicio de 20.000 pesos, se le dio
licencia para poseer bienes raíces1274.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile un caso de concesión particular de
licencia previo servicio pecuniario, fue el del oidor don Martín de Recabarren, quien la
solicitó para invertir en bienes raíces los 32.478 pesos de la dote de su mujer, y que
sobre consulta del 30 de junio de 1739 le fue concedida1275, y así se le comunicó por
real cédula fechada en el Pardo el 4 de abril del año siguiente para comprar haciendas y
bienes raíces en el reino de Chile1276.
ii.iv) Prohibición de entender en armadas, descubrimientos y minas: desde un
capítulo de las Leyes Nuevas de 1542 se prohibía a virreyes y gobernadores entender en
descubrimientos nuevos, por mar o por tierra1277, restricción que se extendió a los
oidores por la citada real cédula del 29 de abril de 1549, luego recogida en las
Ordenanzas nuevas de 15631278, y más tarde recopilada1279.
                                                
1271 AGI. Chile, 166, Libro I. Registro de oficio para la Audiencia de Chile 1573-1615, RC. Madrid,
1-VI-1612, fol. 244r.
1272 Idem, RC. Madrid, 2-V-1615, fol. 250.
1273 AGI. Chile, 223, Títulos de fiscales desde 1631, RP. 13-V-1746.
1274 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 29-VII-1748.
1275 AGI. Chile, 69, Consultas originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia, años de
1733 al 759, Consulta, 30-VI-1739.
1276 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. El Pardo, 4-IV-1740.
1277 Leyes Nuevas de 1542, (n. 432), cap. XXXVI.
1278 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 29, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 197.
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ii.v) Prohibición de sembrar: una real cédula fechada en Valladolid el 9 de mayo de
1565, luego recopilada, ordenó que: Los Presidentes, Oidores, Alcaldes y Fiscales, en
ninguna forma puedan sembrar trigo, ni maiz para sus casas, ni para vender1280.
Una acusación por violar esta prohibición se había hecho contra el oidor don Hernando
Talaverano Gallegos, aunque se originaba en hechos anteriores a la provisión de su plaza,
pues eran de la época en que servía como lugarteniente del reino. Su residencia del tiempo
que había servido como tal, estuvo a cargo del oidor don Juan Caxal, quien falló el 30 de
junio de 1614 absolviéndole de los capítulos que se le habían puesto que, entre otros, eran
el de tener estancia con ganado a cuatro leguas de la ciudad de Santiago y haber sembrado
trigo y otras legumbres en ella 1281.
ii.vi) Prohibición de dar dinero a censo: varias reales cédulas, luego recopiladas
ordenaban: Que por ninguna via, ni forma nuestros Oidores, Alcaldes, ni Fiscales
puedan dar, ni den dineros a censo perpetuo, ni al quitar1282.
ii.vii) Prohibición de recibir dinero u otros bienes de particulares o corporaciones:
en las ordenanzas antiguas de 1528 se contenía un capítulo que prohibía a los oidores
que: Tengan ni tomen ni resciban dineros ni otra cosa alguna por via de acostamiento
ni de dadiva, de cavallero, ni perlado, ni otra persona, ni universidad alguna1283,  y
agregaba este mismo capítulo que: Por que mas perfectamente se guarde la limpieza y
se quiten las sospechas de los juezes de la dicha nuestra Corte e Chancilleria,
especialmente de los nuestros Oydores, de quien los otros juezes an de tomar exemplo,
mandamos e defendemos que el Presidente e Oydores e Alcaldes, ni Escrivanos ni
Procurador Fiscal ni Abogado de los Pobres, de aqui adelante no pueda tomar ni
recibir, por sy ni por ynterpositas personas, presente ni dadiva alguna, de qualquier
valor que sea, ni cosas de comer ni de beber ni de otra cosa alguna, de concejo ni de
universidad ni otra persona alguna o verisimiliter se espera que traera pleito en breve,
ni del que oviere traydo pleito ante ellos durante el año de su abdiencia; e asimismo
durante el dicho año no lo puedan rescibir de el ni de otro por el, por sy ni por
ynterposita persona, ni sus mugeres ni hijos, en poca cantidad ni en mucha1284.
Esta misma prohibición se recogió en las Ordenanzas nuevas de 15631285, y luego en
las Municipales1286, que también reunieron otras cédulas sobre la materia, como las que
                                                                                                                                         
1279 Recopilación de Indias, 2.16.60, Los Presidentes, Oidores, Alcaldes y Fiscales no entiendan, ni
puedan entender en Armadas, ni descubrimientos sin nuestro expreso mandato, ni en minas, en mucha, ni
en poca cantidad, en todo el distrito donde residieren, y los que contravinieren a lo susodicho, incurran
en las penas contenidas en las leyes antecedentes.
1280 Recopilación de Indias, 2.16.57.
1281 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 308), pp. 15-19.
1282 Recopilación de Indias, 2.16.58.
1283 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 15, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 88.
1284 Ibidem.
1285 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 28, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 197.
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ordenaban a presidentes y oidores que: No reciban de ningún género de personas
dineros prestados, ni otras cosas, dádivas, ni presentes, en poca o en mucha
cantidad...y no tengan familiaridad estrecha con personas Eclesiásticas, ni Seglares, ni
la permitan a sus familias1287, y la fechada en Madrid el 13 de diciembre de 1620 que
mandaba a los oidores, alcaldes del crimen y fiscales, que actuaran: Procurando excusar
comunicaciones y amistades estrechas y correspondencias: no se encarguen de
negocios, de qualquier calidad que sean: susténtense de sus haciendas y salarios, sin
valerse de otros medios, pues todos son prohibidos en sus personas, mugeres y hijos,
especialmente el recibir dineros, ni otras cosas prestadas1288.
Fray Gaspar de Villarroel traía en su Gobierno Eclesiástico dos preciosas anécdotas
tocantes a esta materia referidas a la rectitud y limpieza del oidor de Lima don Juan
Páez de Laguna, que ocupaba dicha plaza desde 1605.
En una de ellas contaba que: Envióle cierto cavallero unas jaulas de pájaros, porque
era aficionado a los jilgueros, enojóse tanto del presente, que unos indiezuelos que le
habían traído, huyeron amedrentados. Cogió las jaulas el oidor con sus propias manos
y llamándolos a voces salió corriendo tras ellos, y apoderóse de él tanto aquel
sentimiento que, siendo un cavallero de gran juicio y sumamente reportado, se halló
lejos de su casa en cuerpo y destocado. Y arrojando las jaulas en el suelo se retiró
corriendo, notando de haber salido a la calle tan desautorizado, como de que aquel
cavallero se hubiese atrevido a enviarle los pájaros1289.
En la segunda refería que el oidor: Partió - otra vez - en su mesa una lima, teniendo
una fuente de ellas; alabóla al partirla (dánse en Lima de valde a carretadas), preguntó
a su mujer qué habían costado, y respondió que se las había enviado un vecino.
Enojóse el oidor y mandóselas volver, pero que le perdonase el haber partido aquella
lima, que le volvía entre esotras, porque al partirla no supo que era ajena1290.
ii.viii) Prohibición de matrimonio en sus distritos: Solórzano y Pereyra escribía que
no sólo los virreyes, presidentes, oidores y demás ministros de las audiencias debían
proceder en su ministerio con cuidado, recato, entereza, y limpieza: Sino también deben
estar advertidos, de que mientras tuvieren, y exercieren los dichos oficios, no pueden
casarse, ni sus hijos, e hijas en todo el distrito de las tales Audiencias1291.
La razón que daba Solórzano, sobre la base de textos del derecho civil, canónico y
real y de las doctrinas de los autores, de tal prohibición no sólo era que: El miedo, e
impresión que causa, o puede causar a los súbditos el mando y autoridad de sus cargos,
hace faltos de libertad, y sospechosos de violencia, y tyranía semejantes
                                                                                                                                         
1286 Recopilación de Indias, 2.16.68.
1287 Recopilación de Indias, 2.16.69.
1288 Recopilación de Indias, 2.16.70.
1289 VILLARROEL, Gaspar de, (n. 409), II.XII.
1290 Ibidem.
1291 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.1.
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matrimonios1292, sino además porque: Se impide por causa de ellos la libre
administración de justicia por los parentescos, familiaridades, amistades, y otros
muchos embarazos y dependencias que suelen ocasionar1293.
La real cédula capital en esta materia fue despachada en Madrid el 10 de febrero de
1575. En ella se decía que por el resultado de visitas, residencias, otras relaciones y por
la experiencia se habían visto algunos inconvenientes que se seguían de casarse los
virreyes, presidentes, oidores, alcaldes del crimen, fiscales, y sus hijos en sus distritos,
en razón de lo cual convenía: A la administración buena de la nuestra Justicia, y lo
demás tocante a sus oficios, que estén libres de parientes, y deudos de aquellas partes,
para que sin pasión hagan, y exerzan lo que es a su cargo, y despachen y determinen
con toda entereza los negocios, de que conocieren, y no haya ocasión, y necesidad de
usar las partes de recusaciones, y otros medios, para que se hayan de abstener del
conocimiento de ellas, sino con la rectitud que conviene le despachen1294.
Por estas razones, se prohibía: Que agora, y de aquí adelante, entre tanto que por
Nos otra cosa se mande en contrario, sin nuestra licencia particular, como en nuestros
Reynos se hace, no se puedan casar, ni casen en las dichas nuestras Indias los dichos
nuestros Virreyes, presidentes, y Oidores, Alcaldes del Crimen, ni Fiscales de las
nuestras Audiencias de ellas en su distrito, y lo mismo sus hijos, e hijas, durante el
tiempo que ellos nos sirvieren en los dichos cargos, so pena que por el mismo caso sus
Plazas queden vacas, y desde luego las declaramos por tales, para las proveer en las
personas, en quien fuere nuestra voluntad1295.
Esta real cédula, junto a otra del mismo tenor fechada en Elvas el 17 de marzo de
1619, fue recopilada en las Municipales1296. Allí también se recogió otra despachada en
Viana el 15 de diciembre de 1592 que declaró que se entendían incursos en las penas
aun aquellos que trataren o concertaren casarse por palabras, o promesa, o escrito, o con
la esperanza de obtener la licencia 1297, al igual que otra datada en Elvas el 12 de mayo
de 1619 que prohibía admitir memoriales o peticiones en el Consejo de Indias sobre
estas licencias1298, y otra dada en Lerma el 19 de julio de 1608 que mandaba no acudir
con sus salarios a los ministros, desde el día en que trataren de casar1299.
Una real cédula fechada en Madrid el 20 de noviembre de 1621 dio facultad a los
virreyes y presidentes para que hicieran guardar inviolablemente las referidas cédulas:
Executando la pena en los transgresores, y dando luego aviso, para que se provean sus
                                                
1292 Idem, 5.9.2.
1293 Ibidem.
1294 En SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.5.
1295 Ibidem.
1296 Recopilación de Indias, 2.16.82.
1297 Recopilación de Indias, 2.16.84. SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.6.
1298 Recopilación de Indias, 2.16.85. SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.6.
1299 Recopilación de Indias, 2.16.86. SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.7.
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plazas, y que los Presidentes que estuviesen subordinados a Virreyes, le remitan a él los
papeles1300.
Como excepciones a este principio general de la prohibición de los matrimonios se
hallaban las siguientes:
i) Padres de los ministros: Solórzano y Pereyra señalaba que: Los padres de los
magistrados no se deben tener por comprehendidos en esta prohibición, aunque se
casen dentro de sus proprias Provincias, donde sus hijos goviernan, y con personas de
ellas1301.
ii) Hermanas y hermanos de los ministros: sobre la base de las opiniones de diversos
autores Solórzano y Pereyra escribía que: Nuestra prohibición no comprehende los
casamientos de los hermanos, y hermanas de los Jueces, y así se ha practicado
siempre1302.
iii) Hijos fuera del distrito: una real cédula fechada en el Pardo el 8 de julio de 1578
concedió licencia a los virreyes, presidentes, oidores, alcaldes del crimen y fiscales, para
que en cualquier parte de las Indias pudieran casar a sus hijos, con tal que no fuera
dentro del distrito de la audiencia en el que residían1303.
iv) Casarse con viuda de ministro: Solórzano y Pereyra anotaba una serie de casos en
los cuales diversos oidores habían casado, sin pedir licencia, con viudas de otros
ministros que habían sido compañeros suyos en las mismas audiencias, ocasiones en las
que se había disimulado o tolerado dichos enlaces: Por parecer que estas tales viudas,
aunque hayan estado muchos años en las dichas Ciudades, habitando con sus primeros
maridos, no se puede decir, que adquirieron en ellas domicilio, como ni sus hijos
origen, o naturaleza, aunque allí hayan sido procreados, porque todos retienen y
conservan la del padre, y el mismo domicilio, en que se hallaba quando fue
proveído1304.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile se presentó un caso de estos, y fue el del
oidor don Juan de Balmazeda y Zenzano, quien casó en la parroquia de Santa Ana de
Santiago el 8 de febrero de 1750 con doña Agustina Álvarez de Uceda, natural de
Córdoba, hija de don Pedro Álvarez y de doña María de Uceda. A la sazón, doña
Agustina había enviudado de su primer marido don Francisco Fernández de Córdoba, y
del segundo el fiscal de la audiencia don Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo. Doña
Agustina no sobrevivió a su tercer marido, pues murió en Santiago el 29 de noviembre de
17611305.
                                                
1300 En SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.69. Recopilación de Indias, 2.16.87.
1301 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.39.
1302 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.38.
1303 Recopilación de Indias, 2.16.83.
1304 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.9.68.
1305 ESPEJO, Juan Luis, (n. 337), pp. 141-142.
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v) Casar previa licencia real: la única posibilidad que tenían las personas incluidas
en la prohibición de contraer matrimonio sin incurrir en las penas señaladas par los
contraventores, era obtener la licencia real.
Desde finales del siglo XVII fue frecuente el otorgamiento de estas licencias, previo
servicio pecuniario.
Normalmente en el momento de obtener una plaza supernumeraria, el pretendiente
ofrecía además del dinero fijado para obtener la provisión, una cantidad adicional para
lograr ciertas dispensas o gracias, tales como la dispensa de naturaleza, y la licencia
para casar dentro del distrito. En otros casos, un ministro que ya gozaba de una plaza
lograba la licencia para él o para sus hijos previo un servicio pecuniario directo.
Los ministros que al obtener sus plazas previo servicio pecuniario, consiguieron
también licencia para contraer matrimonio fueron: el oidor don Salvador Sánchez de la
Barreda y Vera, que en 1708 obtuvo su plaza supernumeraria previo servicio de 2.500
doblones1306; el oidor don Ignacio Fausto Gallegos, que en 1709 logró plaza
supernumeraria previo beneficio de 10.000 pesos1307; el oidor don José Clemente de
Traslaviña, que en 1740 obtuvo su plaza futuraria previo servicio de 17.000 pesos1308; el
fiscal don José Perfecto Salas, que en 1746 obtuvo su plaza previo servicio de 13.000
pesos1309; y el oidor don Juan Verdugo, que en 1747 obtuvo su plaza supernumeraria
previo servicio de 20.000 pesos1310.
En 1694 el fiscal de la Real Audiencia de Santiago don Pablo Vázquez de Velasco,
previo servicio pecuniario de 4.000 escudos, obtuvo licencia para contraer matrimonio
con una dama limeña1311. Otro ministro a quien se concedió licencia para casar en el
distrito de la audiencia y con natural de él fue el oidor don Gregorio Blanco Laysequilla,
a quien le fue otorgada sobre consulta del 4 de septiembre de 17551312, y en ella no se
hace referencia a servicio pecuniario alguno. Por real cédula fechada el 4 de octubre de
1787 se concedió la misma licencia al oidor don Luis de Urriola y Echeverz quien, en uso
de ella, casó con doña María Josefa Balbontín de la Torre y Rojas, viuda del marqués de
Montepío, natural de Santiago, hija de don José Nicolás Balbontín, natural de Santiago, y
de doña Ana Josefa de los Reyes, natural de Valparaíso1313.
Algunos ministros consiguieron licencia para el matrimonio de sus hijos, tales
fueron: el oidor don Martín de Recabarren que, previo servicio de 15.000 reales de
                                                
1306 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 8-VII-1708.
1307 Idem, RP. Madrid, 21-II-1709.
1308 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 1-VII-1740.
1309 AGI. Chile, 223, Títulos de fiscales desde 1631, RP. 13-V-1746.
1310 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 29-VII-1748.
1311 LOHMAN VILLENA, Guillermo, Los ministros de la Audiencia de Lima en el reinado de los
Borbones (1700-1821) , Sevilla, 1974, p. 140.
1312 AGI. Chile, 69, Consultas originales pertenecientes al distrito de aquella Adiencia, años de 1733
al 759, Consulta, 4-IX-1755.
1313 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. 4-X-1787.
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vellón, obtuvo que se le concediera licencia para casar a sus hijas con naturales del
reino, la que se le otorgó sobre consulta del 3 de marzo de 17421314, y que le fue
comunicada por real cédula fechada en Aranjuez el 1 de junio del año siguiente1315; el
oidor don Juan Bautista Verdugo, que obtuvo por real cédula del 3 de agosto de 1767
licencia para casar a su hija doña María Francisca de Paula con natural del distrito1316. Un
caso similar fue el oidor don Melchor José de Santiago Concha, a quien por real cédula
fechada el 29 de octubre de 1774 se le otorgó para casar a sus hijos e hijas1317.
Casos hubo también en que esta licencia fue denegada, como a don Francisco
Sánchez de la Barreda y Vera, quien ofreció beneficiar a la corona con 1.000 pesos para
lograr el permiso de casar a sus hijos con naturales del distrito y, no obstante la opinión
favorable del Consejo, sobre consulta del 22 de agosto de 1735, el rey estampó que: No
vengo en condescender a lo que se propone1318.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile se presentaron también algunos casos en
los que sus oidores fueron sancionados por violar la prohibición de los matrimonios en
sus distritos, tales fueron los siguientes:
i) El oidor don Pedro Álvarez de Solórzano casó en 1614 a su hija doña Florencia con
don Pedro Lísperguer, en razón de lo cual sus colegas informaron al monarca y, por auto
firmado por el presidente y los oidores Talaverano y Caxal el 6 de noviembre de 1614, le
suspendieron del ejercicio de su oficio y le mandaron se abstuviera de usarle en manera
alguna hasta que el rey otra cosa proveyera. El monarca enterado de ello, por real cédula
fechada el 30 de diciembre de 1614 ordenó al virrey del Perú, príncipe de Esquilache que:
Proceda a su averiguacion y resultando ser cierto lo suspenda de la Plaza1319. Tras la
averiguación de rigor, el príncipe de Esquilache por decreto del 18 de marzo de 1616
determinó que el oidor Álvarez de Solórzano: Sea vuelto y restituido a la tal plaza de
oidor de ella, sin embargo del auto de suspensión que proveyó la Audiencia en seis de
noviembre de 1614, que declaro por nulo y de ningún valor1320.
ii) El oidor de la Real Audiencia de Charcas don Pedro de Hazaña Solís y Palacio fue
depositado en la de Chile por real cédula fechada en Buen Retiro el 16 de mayo de 1651,
mientras el visitador del tribunal de Charcas examinaba y determinaba los capítulos de
revisión que se le habían puesto por haber consentido el matrimonio de su hijo don
Lesmes con doña María de Figueroa y Quiñones, natural del distrito de su audiencia, sin
el real permiso1321.
                                                
1314 AGI. Chile, 69, Consultas originales pertenecientes al distrito de aquella Adiencia, años de 1733
al 759, Consulta, 3-III-1742.
1315 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. Aranjuez, 1-VI-1742.
1316 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. 3-VIII-1767.
1317 AGI. Chile, 223 , Licencias y privilegios, RC. 29-X-1774.
1318 AGI. Chile, 69, Consultas originales del distrito de aquella Audiencia, años de 1733 al 759 ,
Consulta, 22-VIII-1735.
1319 ANRACH. 3.136, RC. 30-XII-1614, fs. 144.
1320 Idem, Auto del virrey, Lima, 18-III-1616.
1321 ANRACH. 3.136, RC. Buen Retiro, 16-V-1651.
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iii) El oidor don Pedro González Güemes de la Mora casó en Santiago de Chile en
1638, sin real permiso, con doña Clara de Xaraquemada Solórzano del Hoyo y Silva,
natural de Santiago, hija del maestre de campo don Diego de Xaraquemada y de doña
María de Silva y Morales.
Por esta razón el virrey del Perú avisó al Consejo y se le instruyó proceso, en el que
fue condenado en 1639 a pagar 2.000 pesos y a salir de Santiago dentro de los 20 días
siguientes a que fuera notificado de la sentencia. Pero en 1640 recibió una real cédula que
había obtenido su suegra, doña María de Silva, merced a un beneficio a la real corona de
2.700 ducados para poder casar a una de sus hijas con oidor, razón por la cual se revió su
causa, pero se mantuvo la condenación por sentencia de vista del 1 de agosto de 1646 y de
revista del 4 de febrero de 1647, y en su consecuencia fue trasladado a plaza de oidor de
la Real Audiencia de Santa Fe, conforme a su título extendido el 25 de mayo de 16471322.
El obispo de Santiago, fray Gaspar de Villarroel ofrecía en su Gobierno eclesiástico
pacífico algunos detalles de este asunto, no sin ciertas notas de hallarse escandalizado:
Yo nunca había entendido que este caso pudiera suceder en casamiento de
oidor, pero como en el mundo se ven cada día cosas nuevas, vi casarse uno en mi
obispado con matrimonio clandestino...Esparció en este Reyno de Chile el vulgo
que lo sindica todo, que un oidor estaba secretamente casado, creció tanto la voz
que llegó a los oídos del Virrey, y por orden suya se hizo la información. Ganó
cierta señora una cédula para poder casar una de sus hijas con cualquiera oidor
de esta Audiencia; juntáronse los oidores a tratar del caso; pidióseme licencia
para celebrar el matrimonio: Neguéles hasta que corriesen las denunciaciones
todas, hízose la una, y acabada de hacer, dieron noticia al oidor que estaban
juntos sus compañeros y que trataban de impedir la ejecución de la cédula, a
título de subrepción, por oponérsele haber callado una tan importante verdad
como estar el casamiento hecho cuando se pidió el indulto...Arrebató el oidor de
su mujer, y con mucha gente de su casa entraron tumultuariamente en la mía, y
arrodillándose él y ella, dijeron que se querían casar, reprendíles el casarse sin
denunciaciones; ponderéles el punto de la conciencia, y después la indecencia
grande de desposarse un ministro en la forma que los hombres ordinarios, mandé
depositar la señora, y con el oidor, respetando su dignidad, no hice demostración
alguna, sino remítile a un clérigo la causa para que conociese del delito de
haberse casado sin las solemnidades todas del derecho 1323.
iv) Don Ignacio Antonio del Castillo, oidor de la Real Audiencia de Santiago, ascendió
a la de Charcas, y allí el año 1739 casó sin real permiso con doña Ana María del Campo y
Vega, natural de Charcas, razón por la que fue suspendido en 1740 cuando ya era decano,
y por real decreto del 19 de noviembre de 1742 fue declarada vaca su plaza, aunque fue
restituido a ella el 17 de agosto de 17461324.
v) En 1754 el oidor de la Real Audiencia de Charcas don Melchor José de Santiago
Concha, casó en La Plata sin real licencia con doña María Constanza Jiménez de Lobatón
(17 ?-1773), natural de La Plata, hija de don Nicolás Jiménez de Lobatón y Azaña (16 ?-
1757), natural de Lima, presidente de la Audiencia de Charcas y primer marqués de
                                                
1322 AGI. Chile, 1, Consultas.
1323 VILLARROEL, Gaspar de, (n. 409), II.XVI.4.
1324 AGI. Charcas, 194.
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Rocafuerte, y de doña Constanza de Costilla Valverde y Cartagena, natural del Cuzco.
Ello fue la causa de su traslado como supernumerario a la Real Audiencia de Santiago de
Chile, ordenado por real cédula fechada el 2 de septiembre de 17561325.
2.1.3.5. Salario de los oidores
Al igual que los demás titulares de un oficio real, los oidores gozaban de un salario
anual, pues, como escribía Solórzano y Pereyra: Es justo y conveniente que estén (como
en todas las Audiencias lo están) bien acomodados, y pagados en sus salarios1326.
Por una real cédula fechada en 1543 se dispuso que debían haber y gozar su salario
desde el día en que se hacían a la vela, con prevención de embarcarse en navío de
bandera y seguir su viaje en derechura1327, pero posteriormente: Se reduxo a que solo se
les pagasen seis meses por todo el tiempo de camino, y navegacion, por oviar los
fraudes de algunos que se detenían mas en ellos1328.
Así se podía leer, por ejemplo, en real cédula fechada en Madrid el 2 de julio de 1662
para que al oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, le pagaran su salario desde el día en
que embarcó1329, y en otra fechada allí mismo el 28 de diciembre de 1682 para que le
pagaran al oidor don Sancho García de Salazar, su salario desde el día en que se hizo a
la vela en los galeones1330.
Durante el siglo XVII se estableció la práctica de señalar expresamente en las
provisiones los meses de salario que debían pagársele a los oidores, desde el
nombramiento hasta que tomaran posesión, el que tenía como límite inferior los
señalados seis meses.
Así podía verse respecto del oidor don Juan de la Peña y Salazar, a quien en real
cédula librada en Madrid el 11 de marzo de 1662 se mandaba le fueran pagados por los
oficiales reales ocho meses de salario por el tiempo de su viaje1331.
Pero además se solía pagar el tiempo que hubiera excedido el viaje, siempre que la
demora no se debiera a culpa del ministro, por ejemplo, el haberse ocupado en negocios
del real servicio, o el haberse retrasado por razones climáticas, tal como lo explicaba el
mismo Solórzano y Pereyra: Aunque si por probanzas, o testimonios fidedignos llegase
a constar que no huvo tal fraude, y que el proveido gasto mas tiempo, por no tener
embarcacion, o por otros justos impedimentos de mar, o tierra, o invasiones de
enemigos, suele el Consejo por justos decretos tener por bien, y ordenar que se pague
                                                
1325 MEDINA, José Toribio, (n. 340), pp. 811-812.
1326 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.18.
1327 Recopilación de Indias, 8.26.2.
1328 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.19.
1329 AGI. Chile, 223, Sueldos, RC. Madrid, 2-VII-1662.
1330 Idem, RC. Madrid, 28-XII-1682.
1331 Idem, RC. Madrid, 11-III-1662.
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mayor cantidad, porque sus trabajosos sucesos no le sean de daño en esta parte de
hacienda1332.
Así ocurrió, por ejemplo, con el oidor don Pedro González Güemes de la Mora,
quien se detuvo en Panamá para hacer ciertas averiguaciones que se le habían
encomendado, y como tardó más de los seis meses de rigor, por real cédula fechada en
Madrid el 4 de abril de 1637 se ordenó que se le pagara el salario correspondiente al
tiempo que permaneció en Panamá1333.
Por real cédula fechada en Madrid el 22 de abril de 1692 se ordenó a los oficiales
reales que pagaran al oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz el salario del tiempo que
justificara haberse detenido en su viaje, además de los seis meses que le estaban
señalados1334, y por real cédula fechada en Madrid el 6 de octubre de 1692 se declaró lo
mismo en favor del oidor don José Blanco Rejón, con la salvedad que a este ministro se
le habían señalado ocho meses de salario 1335. Por real cédula fechada en Madrid el 15 de
mayo de 1696 se ordenó a los oficiales reales le hicieran bueno el salario al oidor don
Diego de Zúñiga y Tovar del tiempo que justificara haberse detenido por el
impedimento del viaje hasta su toma de posesión1336, pues había embarcado en Cádiz el
17 de enero de 1691, y arribó a Buenos Aires, donde hubo de permanecer seis meses
por hallarse cerrada la cordillera, de tal manera que sólo pudo llegar a Santiago el 4 de
enero de 1692, y juró al día siguiente.
El derecho a gozar del salario se conservaba hasta el día de la muerte del oidor,
conforme lo declaraban una real cédula del 26 de mayo de 1573 y otra del 7 de julio de
15781337.
Los salarios de los oidores no eran iguales para todas la audiencias y experimentaron
diversas variaciones a lo largo del tiempo, en razón de lo cual se darán solamente
algunos ejemplos de ellos.
Los oidores de la Real Audiencia de Santo Domingo tuvieron un salario original de
150.000 maravedíes, el que muy pronto les fue aumentado a 300.000, y pocos años
después fue incrementado a 337.500 maravedíes, y desde 1560 se les daban además 300
ducados de ayuda de costa. En 1599 fueron aumentados a 600.000 maravedíes, es decir,
a 1.400 ducados1338.
Los oidores de la Real Audiencia de Méjico, gozaban desde su establecimiento en
1528 un salario anual de 500.000 maravedíes, y desde 1530 de 650.000 maravedíes, es
decir, 1.733 ducados. En 1535 esta suma fue reducida a los 500.000 maravedíes
                                                
1332 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.19.
1333 AGI. Chile, 223, Sueldos, RC. Madrid, 4-IV-1637.
1334 Idem, RC. Madrid, 22-IV-1692.
1335 Idem, RC. Madrid, 6-X-1692.
1336 Idem, RC. Madrid, 15-V-1696.
1337 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.4.22.
1338 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 118.
282
originarios, pero el 19 de octubre de 1550 nuevamente fue elevado a 650.000
maravedíes1339.
Sobre consulta del Consejo de 2 de julio de 1557 les fue acrecentado el salario en
150.000 maravedíes por vía de ayuda de costa, y así se ordenó por una real cédula
fechada en Valladolid el 7 de septiembre de 1558 que decía: Nuestra merced y voluntad
es de les mandar de ayuda de costa en cada un año dellos, otros ciento y cincuenta mil
maravedis mas, de manera que con las seyscientas y cincuenta mil maravedis mas que
tienen de salario y de ayuda de costa tengan para su sustentacion ochocientas mil
maravedis cada un año1340.
Los oidores de la Real Audiencia de Concepción en el Reino de Chile gozaron de un
salario anual de 4.00 pesos, conforme se declaraba en sus títulos1341.
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile, en la consulta de la Cámara fechada el
14 de diciembre de 1605, en la que se presentaban los sujetos que eran a propósito para
proveer su planta de establecimiento, se proponía en salario de 3.600 ducados anuales
para cada oidor, es decir, 3.000 pesos: Conviene se señale el que han de tener los
oydores y fiscal, y habiendose platicado sobre esto en el Consejo de Indias, y antes y
despues en este de la Camara, parece se les podra dar a razon de cada 3.000 pesos
ensayados, que montan 3.600 ducados, y es lo mismo que se da agora al teniente
general que esta alli sirviendo1342. El rey se conformó con este parecer, y en lo tocante a
esta materia decidió: Se den los salarios y ayuda de costa que parece al Consejo1343.
El salario de los oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile se situó en los
ramos de quintos, almojarifazgos y uno por ciento, pero a algunos de los oidores
fundadores no se les alcanzó a enterar sus gajes por la cortedad de estos caudales, y por
ello solicitaron aun antes de la fundación del tribunal que se les situaran en las Cajas
Reales de Potosí, pero el monarca no accedió, y por real cédula fechada en San Lorenzo
el 12 de septiembre de 1609, se ordenó a los oficiales reales que los: Señalados 3.600
ducados, y que se los paguen de los quintos, almoxarifazgos y uno por ciento que me
pertenece en aquella tierra1344.
En ciertos casos se despachaba cédula especial para que algún oidor provisto cobrara
su salario en otras cajas reales, normalmente de camino a tomar posesión. Así se hizo
respecto del oidor don Rodrigo de Carvajal y Mendoza, en cuyo favor se dirigió una real
cédula el 19 de diciembre de 1620 a los oficiales reales de Méjico para que le fuera
pagado lo que hubiere haber de salario en Chile, desde el día en que se hizo a la vela,
                                                
1339 Idem, II, p. 119.
1340 PUGA, Vasco de, (n. 239), RC. Valladolid, 7-IX-1558, fol. 203 vta.
1341 ACADEMIA CHILENA DE HISTORIA, (n. 207), Título del oidor don Egas Venegas, RP. 14-I-
1565, pp. 201-202.
1342 AGI. Chile, 67, Consultas, años 1604 a 1697, Consulta Cámara, 14-XII-1605.
1343 Ibidem.
1344 AGI. Chile, 223, Sueldos, RC. San Lorenzo, 12-IX-1609.
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descontados los 1.000 pesos que se le habían anticipado en España, para arreglar su
viaje1345.
Durante el siglo XVIII, los salarios de los oidores de la Real Audiencia de Santiago
de Chile fueron incrementados por la reforma de Gálvez en 1776, fijándose en la suma
de 4.860 pesos anuales.
Era éste uno de los salarios más elevados de toda América, pues sólo era superado
por el de los oidores de la audiencia de Lima, que gozaban de 5.000 pesos, y
únicamente era igual al de los ministros de Charcas. Le seguían los oidores de Méjico y
Cuzco con 4.500 pesos; los de Buenos Aires con 4.466 pesos; los de Manila con 3.500;
y los restantes de Caracas, Guadalajara, Guatemala, Quito, Santa Fe, y Santo Domingo,
con 3.300 pesos.
La reforma de 1788 mantuvo los salarios de todos los oidores indianos, salvo los del
Cuzco, a quienes les fue rebajado en 500 pesos.
2.1.4. Fiscales1346
2.1.4.1. Origen de los fiscales indianos1347
El oficio de fiscal en las audiencias indianas apareció regulado desde las Ordenanzas
antiguas de 1528, aunque inicialmente no se proveyó un titular para servir la plaza, y
sólo desde las Ordenanzas nuevas de 1563 se generalizó su existencia, pues como
escribía Solórzano y Pereyra, al principio un oidor hacía de tal: Eregidas, y ordenadas
en el modo que se ha dicho las Audiencias de las Indias, pareció tambien poner en
ellas, a imitacion de las de España, Procuradores o Abogados Fiscales particulares
que defendiesen el derecho, y hacienda Real. Porque al principio no se nombraron,
sino uno de los Oidores suplia por ellos, y exercia este oficio1348.
Las Ordenanzas de 1528 para la Real Audiencia de Santo Domingo, contenían un
capítulo dedicado a reglar la plaza de procurador fiscal: Porque segund la confiança que
hazemos de nuestro Procurador Fiscal que ha de estar en la nuestra Corte e
Chancilleria, es muy conplidero a nuestro servicio y a execucion de la nuestra justicia,
que este a tal entienda solamente en los negocios y causas a Nos tocantes...1349.
En Santo Domingo, desde la época del Juzgado y Abdiencia creado en 1511, se había
proveído un fiscal, y como primer titular del oficio fue nombrado el licenciado Sancho
Velázquez, que lo sirvió hasta 1520, aunque en diversos períodos fue substituido por
interinos, y sólo en 1523 se proveyó a un segundo propietario, el licenciado Francisco
                                                
1345 Idem, RC. Madrid, 19-XII-1620.
1346 SUÁREZ, Santiago-Gerardo, (n. 378).
1347 ARVIZU Y GALARRAGA, Fernando, “El fiscal de la audiencia en Indias y su paralelo
castellano (Siglos XVI y XVIII), en Poder y presión fiscal en la América española, Valladolid, 1986, pp.
203-233.
1348 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.6.1.
1349 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n.), p. 96.
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de Prado, que despachó hasta 1531, y de allí en adelante se nombraron con
regularidad1350.
En la Real Audiencia de Méjico, sus Ordenanzas de 1528, reprodujeron el ya citado
capítulo de las Ordenanzas dominicanas, pero agregaron uno nuevo que señalaba que
por el momento no se nombraba titular para dicho oficio: Como quiera que al presente,
por escusar a nuestros subditos de bexaciones, avemos dexado de proveer de nuestro
Procurador Fiscal, desde agora, ordenamos y mandamos, que quando fuere nuestra
voluntad de lo mandar proveer y los nuestros Oydores nombraren alguno por nuestro
Procurador Fiscal para algun caso particular, mandamos que aya de guardar y guarde
la ordenanza siguiente1351, y lo mismo se señaló en sus Ordenanzas de 1530.
Sólo en 1532 la propia audiencia proveyó provisoriamente un fiscal, y el primer
titular de nombramiento real fue el licenciado Cristóbal de Benavente, provisto ad
interim en 1535, y confirmado el 2 de julio de 15401352.
La primera Real Audiencia de Panamá careció de fiscal en toda su corta existencia,
es decir, entre 1538 y 1542, pues sus Ordenanzas de 1538, contenían el mismo capítulo
de las Ordenanzas mejicanas, que dejaban de proveer dicho oficio, y sólo desde su
restablecimiento en 1563 contó con un fiscal, cuy primer titular fue el licenciado
Carasa, provisto el 4 de diciembre de 15641353. Careció también de fiscal la Real
Audiencia de Los Confines1354, entre 1542 y 1553, año en que se proveyó como titular
al licenciado Juan Márquez1355.
La Real Audiencia de Lima, al igual que la de Los Confines, originariamente no tuvo
fiscal, y sólo el pacificador la Gasca nombró un titular interino que fue confirmado en
1547, que pronto cayó enfermo, por lo que únicamente en 1553 se nombró un
reemplazante, que murió en Panamá antes de asumir, de modo tal que el primero que
por provisión real tomó posesión fue el licenciado Juan Bautista Monzón, cuyo título se
le había despachado el 1 de agosto de 15691356.
Para la Real Audiencia de Guadalajara, creada en 1548, sólo en 1568 se le proveyó
un fiscal, cuyo primer titular fue el licenciado Bernardino Morante1357.Para la de Santa
Fe, también creada en 1548, únicamente se nombró fiscal en 1553, el doctor Juan
Maldonado1358.
                                                
1350 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 449.
1351 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1528, cap. 40, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n.), p. 96.
1352 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 463.
1353 Idem, p. 471.
1354 GARCÍA GALLO, Alfonso, “Las audiencias de Indias. Su origen y caracteres”, en Memoria del
II Congreso Venezolano de Historia , I, Caracas, 1975, p. 389, n. 274.
1355 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 478.
1356 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 490.
1357 Idem, p. 497.
1358 Idem, p. 503.
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Solamente desde las Ordenanzas nuevas de 1563 todas las audiencias indianas
contaron con una plaza de fiscal, reglada por un título especial de dicho texto.
En las audiencias de Méjico y Lima se creó una segunda plaza de fiscal el año 1597,
de tal manera, había uno para lo civil, y otro para lo criminal1359.
La división de la fiscalía en las restantes audiencias sólo se produjo con las reformas
de 1776, de tal manera que en todas ellas había un fiscal para lo civil y otro para lo
criminal1360.
En la Real Audiencia de Méjico, por real decreto del 18 de octubre de 1779 se
decidió: Crear otra fiscalía más de lo civil en la referida mi Real Audiencia de México
con destino al despacho de todos los asumptos y negocios de mi Real Hacienda, y para
despachar en ella fue nombrado don Ramón de Posada y Soto, a quien se le despachó
título por real provisión fechada el 23 de octubre del mismo año1361.
La reforma aprobada el 4 de mayo de 1788 volvió a reducir las fiscalías a una, salvo
en las audiencias de Méjico, Lima, Buenos Aires, y Santa Fe, además de la de Manila.
Posteriormente, en algunas audiencias volvió a proveerse una segunda fiscalía. Tal
fue el caso de la Real Audiencia de Guadalajara, en que sobre consulta del 1 de agosto
de 1798 se proveyó nuevamente una segunda fiscalía para lo criminal, y se despachó
título de ella por real provisión del 1 de diciembre del mismo año en favor de don Juan
Ignacio Fernández de Munilla:
Por quanto por el Reglamento de Plazas y sueldos de las Audiencias de mis
Reynos de las Indias que me digné aprobar con fecha de 4 de mayo de 1788,
dispuse se suprimiera una plaza de fiscal en mi Real Audiencia de la Provincia
de Nueva Galicia que reside en la ciudad de Guadalajara, cuyo resolución tuvo
efecto por lo relativo a la del crimen que quedó extinguida por promoción de don
Francisco Xavier Borbón a otra igual de mi Real Audiencia de México, sin
embargo, habiéndoseme representado después la necesidad de que subsista
aquella Plaza por el cúmulo de negocios graves y exigentes que ocurren en aquel
Tribunal, y la imposibilidad de que un solo fiscal pueda desempeñarlos; teniendo
presentes los informes que sobre este particular me han hecho últimamente el
presidente, Regente, Oidores y Fiscal de la propia Audiencia, y lo que sobre todo
me hizo presente mi Consejo de las Indias en consulta de primero de agosto de
este año, he resuelto restablecer la referida plaza de Fiscal del Crimen de la
nominada Audiencia de Guadalajara, y nombrar para ella a vos Don Juan Ignacio
Fernández de Munilla, en los mismos términos que lo obtubo el referido don
Francisco Javier Borbón, con el propio salario de 3.300 pesos anuales con que
estaba dotada esta plaza...1362.
                                                
1359 SUÁREZ, Gerardo-Santiago, (n. 378), pp. 111-112.
1360 AGI. Indiferente, 829, RC. Madrid, 6-IV-1776.
1361 AGI. Méjico, 1.640, Títulos de fiscales, Título del fiscal don Ramón de Posada y Soto, RP. San
Lorenzo, 23-X-1779.
1362 AGI. Guadalajara, 303, Títulos de Fiscales, Título del fiscal Juan Ignacio Fernández de Munilla,
RP. San Lorenzo, 1-XII-1798.
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2.1.4.2. Fiscales interinos
El servicio interino de la plaza de fiscal, cuando el oficio se hallaba vacante por
alguna causa, se reguló de manera diversa a través del tiempo.
Durante el siglo XVI y primeros decenios del siglo XVII la práctica consistía en que
la propia audiencia nombraba a algún letrado para que despachara en la fiscalía mientras
duraba la vacancia o ausencia del titular.
Ello ocurrió diversas veces durante los primeros años de funcionamiento de la Real
Audiencia de Santa Fe del Nuevo Reino de Granada. Así en acuerdo del 6 de abril de
1551 los oidores nombraron al bachiller Francisco Venero por fiscal de la Real Audiencia
vecino de la ciudad y primer abogado del tribunal, quien juró dicho día1363. En acuerdo
del 24 de marzo de 1552, por haberse desistido el bachiller Venero del oficio de fiscal,
nombraron a Pedro Escudero Herrezuelo, alcalde mayor de la ciudad de Vélez , y juró en
dicho día1364. En acuerdo del 10 de abril de 1553, por haber pedido licencia de tres meses
el fiscal Pedro Escudero, nombraron para la ausencia al bachiller Juan Sánchez, quien juró
ese día1365. En acuerdo del 26 de abril de 1554 nombraron fiscal al bachiller Gaspar de
Magallanes, porque Juan Sánchez había salido a la costa del mar del norte por mandado
de la Audiencia, quien juró el día 27 de abril1366. En acuerdo del 13 de julio de 1556
nuevamente volvieron a nombrar al bachiller Venero: Por quanto el doctor Juan
Maldonado, fiscal de SM. en la dicha Audiencia se fue desta ciudad sin dejar y nombrar
persona que, conforme a la ordenanza de la dicha Audiencia, usase el dicho oficio, e a la
expedición de los negocios y causas fiscales, civiles y criminales, e a la expedición de los
negocios e fisco convenía nombrar persona que use el dicho oficio en el entretanto que el
doctor vuelve o SM. provee del dicho oficio, por ende que por el dicho entretanto
nombraban y nombraron por fiscal de la dicha Audiencia al bachiller Venero1367.
También ocurrió así en la Real Audiencia de Concepción desde su fundación. En
efecto, como el día de su instalación aun no arribaba al reino el propietario licenciado
don Álvaro García de Navia y Estrada, los oidores fundadores nombraron como interino
al licenciado don Diego de Rivas el 10 de agosto de 1567, y se mantuvo en la plaza
hasta el 4 de noviembre del año siguiente, fecha en que asumió el propietario 1368. En
enero de 1569, se ausentó el fiscal propietario, y fue nombrado como fiscal interino el
bachiller García de Paredes, quien ocupó la fiscalía hasta el 15 de junio de 15691369, lo
mismo ocurrió en 1571, ocasión en que fue nombrado como interino el licenciado don
                                                
1363 Libro del Acuerdo del Audiencia Real del Nuevo Reyno de Granada, que se comenzó primero de
enero de mil y quinientos y cincuenta y un años (1551-1556), Bogotá, 1947, p. 3.
1364 Idem, pp. 44-45.
1365 Idem, p. 62.
1366 Idem, pp. 138-139.
1367 Idem, pp. 271-272.
1368 CDIHCH. I, Testimonio de cómo y cuándo se abrió la Audiencia de Chile, Concepción, 19-XI-
1567, p. 102.
1369 CDIHCH. I, Memorial de García de Paredes al rey, Concepción, 15-VI-1569, doc. 58, pp. 120-
122.
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Hernando Bravo de Villalba, quien volvió a servir la plaza, en 1574, cuando murió el
propietario 1370.
En la Real Audiencia de Santiago se produjo una situación semejante, pues en el
momento de instalarse el tribunal, aun no llegaba al reino el propietario don Hernando
Machado, razón por la cual, fue nombrado como interino el licenciado don Francisco
Pastene el 10 de septiembre de 1609, y despachó en la fiscalía hasta el 1 de diciembre
de 1610, día en que tomó posesión el propietario1371.
Por real cédula fechada en Madrid el 7 de diciembre de 1640 se ordenó con carácter
general que en las ocasiones de vacancia de la fiscalía de las audiencias americanas debía
suplir y ejercer dicho oficio el oidor más moderno, siempre que hubiera suficiente número
de oidores:
Por la presente ordeno y mando que de aquí adelante en semejantes cassos de
vacante del mi fiscal, de cualquiera de mis Audiencias de las dichas Indias, supla
por el y haga su oficio durante la dicha vacante el oydor mas nuevo de la
Audiencia donde lo tal sucediere habiendo en ella bastante número de jueces
para la expedicion y despacho de los negocios de partes y fiscales. De suerte que
este Oydor no haga falta en ellos, y que esta orden se guarde y observe general y
uniformemente en todas las dichas mis audiencias de las Indias sin contravenir a
ella en manera alguna1372.
Esta real cédula, aunque fechada el 7 de diciembre de 1639, fue incluida en la
Recopilación de Indias1373. También en la Municipales se dispuso que si no había
suficiente número de jueces y el oidor más moderno hacía falta al despacho, el
presidentes, o la audiencia que gobernare, debía nombrar a un abogado para que sirviera
la fiscalía interinamente1374.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile fue frecuente que el oidor más moderno
sirviera interinamente la fiscalía.
Así el oidor don Nicolás Polanco de Santillana ocupó la fiscalía entre el 10 de mayo
de 1643 y el 10 de marzo de 1644, tiempo durante el cual se hallaba suspendido el
propietario don Antonio Fernández de Heredia. También el oidor don José Blanco
Rejón sirvió interinamente como fiscal desde mediados de 1691, época en que salió de
Santiago don Pablo Vásquez de velasco ascendido a Lima, hasta el 31 de marzo de
1692, día en que juró el propietario don Gonzalo Remírez de Baquedano. En 1713,
cuando el fiscal don Baltazar José de Lerma y Gallo ascendió a Lima, entró a la fiscalía
interinamente el oidor don José del Corral Calvo de la Torre, y se mantuvo en ella hasta
                                                
1370 MEDINA, José Toribio, (n. 340).
1371 ANRACH. 1.256, pza. 2; 1.370, pza. 1.
1372 AGI. Méjico, 452, Consultas de la provisión de alcaldes del crimen, RC. Madrid, 7-XII-1640.
1373 Recopilación de Indias, 2.16.29.
1374 Recopilación de Indias, 3.2.45, Porque está ordenado por la ley 29. tit. 16. lib. 2. que en vacante
de Fiscal sirva esta ocupacion el Oidor mas moderno de la Audiencia: Ordenamos y mandamos, que si
no quedare suficiente número de Jueces, y el Oidor hiciere falta al despacho, pueda el Virey, o
Presidente, o la Audiencia si gobernare, nombrar un Abogado que sirva la Fiscalía en interin que Nos la
proveamos...
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la llegada del numerario don Miguel de Gomendio, que se produjo el 20 de mayo de
1715. Otro caso interesante se produjo cuando el presidente don Manuel de Amat y
Junyent fue ascendido a plaza de virrey del Perú y llevó al fiscal don José Perfecto Salas
como su asesor general, en razón de lo cual el oidor don Melchor José de Santiago
Concha entró a la fiscalía el 7 de septiembre de 1761 y se mantuvo en ella hasta el
regreso de Salas que se verificó en junio de 1775. Finalmente, cuando se reinstaló la
audiencia el 15 de marzo de 1815, el presidente don Mariano Osorio nombró fiscal
interino al oidor más moderno don José Rodríguez Aldea, quien despachó en ella hasta
el 7 de diciembre de 1816, día en que asumió el propietario don José Antonio de
Navarrete.
2.1.4.3. Competencia de los fiscales indianos
El fiscal de la Real Audiencia de Charcas Francisco Alfaro, escribía en 1606 en su
Tractatus de officio fiscalis, que el oficio de fiscal podía ser definido como aquel que
defendía en juicio, tanto en los supremos consejos, cuanto en las audiencias y
chancillerías, los negocios, tocantes a las cosas, al patrimonio o a la justicia del
príncipe: Fiscalem definire possumus, ut Fiscalis sit, qui nostri supremi Principis
negotia, sive ad rem, vel patrimonium, sive ad justitiae complementum pertinentia in
judicio in Supremis Consiliis, vel in Chancellariis defendit1375.
Esta genérica competencia, les venía declarada en sus reales títulos, tal como podía
leerse en el despachado en Madrid el 14 de mayo de 1631 en favor de don Pedro
Machado como oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile, en reemplazo de don
Jácobe de Adaro:
De aquí adelante, quanto mi voluntad fuere, seáis mi fiscal y promotor de mi
justicia de mi Audiencia Real, que reside en la ciudad de Santiago, en las
Provincias de Chile, en lugar y por promocion del doctor Jacobo Adaro de San
Martin a plaza de oidor de la misma Audiencia, y quiero que como tal mi fiscal
podáis entrar en ella, pedir y demandar, acusar y defender todas aquellas cosas y
cada una de ellas que cumplan a mi servicio y patrimonio real, y a la execucion
de mi justicia y acrescentamiento de mis rentas reales, segun han hecho y debido
hacer el dicho Jacobo Adaro de San Martin y lo hacen y pueden y deben hacer
los otros mis fiscales de mis Audiencias Reales de los Reinos de las Indias,
guardando las Ordenanzas...1376.
Al igual que en otros casos, estos términos eran de estilo, y sólo se advertían ligeras
variantes en algunos de los títulos, como por ejemplo indicar que debían ejercer el
oficio tal cual hacían los fiscales de las audiencias y chancillerías de Valladolid y
Granada, como podía leerse en el expedido el 15 de mayo de 1721 en favor de don
Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo como fiscal de la misma Real Audiencia de
Santiago:
Es mi voluntad que como tal, entréis, estéis, y residáis en ella, pidiendo,
demandando, acusando y defendiendo a todas y qualesquiera causas y cada una
                                                
1375 ALFARO, Francisco, (n. 385), gl. 9.24, fol. 27.
1376 AGI. Chile, 223, Títulos de Fiscales desde 1631 , Título del fiscal don Pedro Machado, RP.
Madrid, 14-V-1631.
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de ellas que cumplan a mi servicio y a la guarda de mi patrimonio y ejecucion de
la justicia, y usando y ejerciendo dicha plaza segun y como lo hicieron vuestros
antecesores, y lo hacen y pueden y deben hacer los fiscales de mis Audiencias y
Chancillerias de Valladolid y Granada...1377.
Concordaban las expresiones de los referidos títulos con los deberes propios del
fiscal, que configuraban la competencia del oficio, de acuerdo a las prescripciones de
las Ordenanzas de audiencias indianas, pues ya en las antiguas de 1528, se declaraba
que porque era muy cumplidero al servicio y ejecución de la justicia real: este tal
entienda solamente en los negocios a Nos tocantes, para lo cual se le mandaba que: este
y resida continuamente en ella, debiendo jurar que: Proseguira nuestras causas y
alegara y defendera nuestra justicia, y en otras causas se avra bien y lealmente y sin
parcialidad ni encubierta alguna, y que defendera nuestros derechos... y en todo mirara
e procurara nuestro servicio e justicia Real preminencia1378. En las Ordenanzas de
1563 se mandaba al fiscal que: Entienda solamente en los que nos tocaren y a nuestra
camara y fisco1379, y en las de Manila de 1596, se precisaba que: El dicho fiscal tenga
gran cuidado de la defensa y conservacion de mi jurisdiçion, patronazgo y hacienda
real, y de darme quenta, con particular relacion, de todo lo que en esto huviere, y de
quanto mas convenga a mi real servicio1380.
En suma, pues, la genérica competencia de los fiscales se extendía a la defensa del
derecho, jurisdicción y hacienda real en el distrito de la audiencia en la cual se les
mandaba, entrar, estar y residir.
2.1.4.4. Honras, honores y preeminencias de los fiscales indianos
Los fiscales indianos desde muy temprano comenzaron a gozar prácticamente de
todas las honras, honores y preeminencias debidas a los oidores, tal como reconocía
Solórzano y Pereyra cuando escribía que: Advierto que la necesidad, y dignidad del
cargo que exercen ha resultado el estar mandado por las cédulas de ellas, que se les
guarde, así en el salario, como en las demas cosas, el mismo honor casi que a los
Oidores1381. Así, por ejemplo, se mandaba que llevaran garnacha 1382.
Como en los restantes casos de titulares de un oficio real, en sus propios títulos se
mandaba que le fueran guardadas todas las honras y demás cosas que les eran debidas,
como podía leerse en el expedido el 4 de octubre de 1597 en favor de don Francisco de
Alfaro, como fiscal de la Real Audiencia de Charcas:
                                                
1377 ANRACH. 3.136, Título del fiscal don Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo, RP. Aranjuez, 15-V-
1721.
1378 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 96.
1379 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 77, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), pp. 205-206.
1380 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, cap. 92, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7), p. 645.
1381 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.6.5.
1382 ALFARO, Francisco, (n. 385), gl. 31.7; SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.6.5.
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Os ayan, reciban y tengan por tal mi Fiscal de la dicha Audiencia de los
Charcas, y usen con vos el dicho oficio, segun dicho es, y os guarden y hagan
guardar todas las honras, gracias, mercedes, franquezas, preeminencias,
libertades e inmunidades, y todas las otras cosas que por razón de ser mi Fiscal
de la dicha Audiencia debéis haber y gozar, y os deben ser guardadas, como se
hizo con el dicho Doctor Geronimo de Tovar, y se hace y debe hacer con los
otros mis Fiscales de las dichas Audiencias, de todo bien y cumplidamente, sin
que os falte cosa alguna...1383.
Queda dicho que estas expresiones eran de estilo, pues se reproducían literalmente, o
sólo con ligeras variantes en todos los títulos, así podía verse en el expedido el 15 de
mayo de 1721 en favor de don Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo como fiscal de la
Real Audiencia de Santiago de Chile:
Os ayan y tengan por tal mi Fiscal de ella, y otras cualesquier personas de mis
Indias Occidentales, y usen con vos el dicho oficio en todo lo a el anexo y
concerniente, guardandoos y haciendoos guardar todas las honras, gracias,
mercedes, franquezas, libertades, preheminencias, prerrogativas, e inmunidades
que por este empleo devéis haver y gozar y os deven ser guardadas todo bien y
cumplidamente, sin que os falte cosa alguna, y que en ello, ni en parte de ello no
os pongan, ni consientan poner embarazo, ni impedimento alguno...1384.
Una de las cuestiones propias de los honores tocantes a los fiscales era la relativa al
lugar que debían ocupar en los asientos en la audiencia, o en las demás funciones en que
el tribunal concurría en cuerpo.
En un comienzo los fiscales no se sentaban en estrados junto a los oidores, sino que
en el primer lugar del banco de los abogados, tal como lo explicaba el obispo de
Santiago, fray Gaspar de Villarroel: No tuvieron antiguamente...la preeminencia que oy
tienen en orden a los asientos en los estrados; porque aunque precedían a los
Abogados todos, al fin se sentaban con ellos1385.
Este orden se había mandado guardar por diversas reales cédulas particulares, como
en una despachada el 2 de agosto de 1553 al presidente y oidores de la Real Audiencia
de Santa Fe del Nuevo Reino de Granada para que guardaran al fiscal provisto don Juan
Maldonado sus honras y preeminencias: Que en la sala donde se hace la audiencia
pública se asiente en el banco de la mano derecha de los abogados, el primero de todos
en la cabeza del banco1386. Este mismo orden se hizo general en las Ordenanzas nuevas
de 1563, que prescribieron: Que el dicho nuestro fiscal se asiente en el vanco de la
mano derecha, primero que todos los abogados1387.
                                                
1383 RP. San Lorenzo, 4-X-1597, en ALFARO, Francisco, (n. 385), fols. 2-3.
1384 ANRACH. 3.136, Título del fiscal don Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo, RP. Aranjuez, 15-V-
1721.
1385 VILLARROEL, Gaspar de, (n. 409), II.16.6.nº.29.
1386 SUÁREZ, Gerardo-Santiago, (n. 378), p. 148.
1387 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 79, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 206.
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En la Real Audiencia de Concepción en el reino de Chile, se produjeron diversos
desencuentros por esta materia entre el fiscal don Álvaro García de Navia y Estrada y los
oidores, por lo cual el propio fiscal escribía en 1569 al monarca sobre lo conveniente que
sería darle asiento a los fiscales en los estrados: Parece convenir mucho a vuestro real
servicio que los vuestros fiscales por estas partes tengan la mas autoridad que aca se les
deben dar y ansi sera ayuda para sin ella, Vuestra Alteza dalles el asiento en los estrados
con vuestros oidores1388.
El terremoto que asoló la ciudad el 8 de febrero de 1570 a la hora de misa mayor dejó
muy a mal traer las casas de la audiencia y por ello informaba el fiscal al presidente que:
El licenciado Torres y el doctor Peralta, vuestros oidores, mudaron la dicha Audiencia y
Tribunal Real a otra Sala1389. El traslado del tribunal dio lugar nuevas disputas entre los
oidores y el fiscal Navia y Estrada, pues los primeros comenzaron a sentarse bajo dosel en
el estrado en sillas francesas de respaldo, y al fiscal le mandaron: En perjuicio y injuria
de vuestro fisco que yo - escribía Navia - me asiente en un banco bajo en igualdad de los
demás procuradores y oficiales reales1390. Por esta razón el fiscal comunicó al presidente
Bravo de Saravia que mientras no: Den la orden que a vuestro servicio conviene yo me he
abstenido y abstendré de ir a la dicha sala1391. Ante tal actitud los oidores dictaron un
decreto en el cual se le decía al fiscal: Que se le manda que, sin embargo, de lo que dice
asista a la Audiencia e a los negocios de Su Majestad con apercibimiento que si no lo
hiciese no ganará salario alguno e será tenido por ausente1392. Tras esto, no le quedó a
Navia y Estrada, más que concurrir al tribunal, pues su situación económica era de gran
necesidad.
Por esta misma época ya se había decidido dar a los fiscales indianos asiento en el
estrado después del oidor más moderno, tal como lo mandaba al presidente y oidores de
la real audiencia de Méjico una real cédula fechada el 22 de agosto de 1568, en la que se
ordenaba que el fiscal: Se assiente en el assiento que vosotros tenéis, al lado del Oydor
mas moderno1393.
Sin perjuicio de esta decisión, el capítulo 89 de las Ordenanzas de Filipinas de 1596,
y sus textos derivados de Santiago de Chile de 1609, y de Buenos Aires de 1661
mantuvo el capítulo de las Ordenanzas de 1563 que le señalaba su asiento en el primer
lugar del banco de los abogados. Pero en la Recopilación de Indias sí se les daba asiento
en los estrados: Los Fiscales de lo Civil se asienten en los Reales Estrados en la misma
                                                
1388 CDIHCH. I, El fiscal don Álvaro García de Navia y Estrada al rey, Concepción, 28-V-1569, doc.
77, p. 218.
1389 CDIHCH. II, El fiscal don Álvaro García de Navia al presidente Bravo de Sarabia, Concepción,
18-I-1571, doc. 112, pp. 328-329.
1390 Ibidem.
1391 Ibidem.
1392 Ibidem.
1393 ENCINAS, Diego de, Provisiones, cedulas, capitulos de ordenanzas, instrucciones y cartas
libradas y despachadas...(Madrid, 1596). Cedulario Indiano recopilado por Diego de Encinas.
Reproducción facsímil de la edición única de 1596, estudio e índices por el Doctor Don Alfonso García
Gallo, Madrid, 1945, II, RC. 22-VIII-1568, fol. 264.
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orden que los Oidores; pero en el último lugar, y lo mismo se guarde en Lima y México
respecto de los Alcaldes, para el asiento que ha de tener en su Sala el Fiscal del
Crimen1394.
Igualmente, diversas reales cédulas y ordenanzas regularon el lugar que debía tener
el fiscal en los demás actos a que concurría la real audiencia, respecto de lo cual desde
muy temprano se prescribió que ocupara el lugar inmediato al oidor más moderno, con
preferencia a las restantes justicia, como lo mandaba la citada real cédula del 2 de
agosto de 1553: En la visita de la cárcel de esa ciudad que vos los oidores hiciéredes,
que se siente en el mismo estrado con vos, los dichos oidores y justicias de esa ciudad,
en cabo de todos los oidores, y después de él se sienten las justicias ordinarias; y en la
visita que hiciéredes de la cárcel real, se siente con vos los dichos oidores, al cabo de
todos, y en los actos públicos de ayuntamiento y misas y procesiones y visitaciones
generales y recibimientos se prefiera el dicho fiscal a todos después del presidente y
oidores, así en el ir por su orden, como en el asentamiento en el lugar adonde van, y
después del dicho fiscal ha de ir el nuestro alguacil mayor1395.
El mismo orden se mandó guardar en las Ordenanzas nuevas de 1563, que
prescribían que: En la visita de la carcel real se asiente en los estrados despues de los
oydores; y lo mismo en la visita de la carcel de la ciudad, prefiriendo las justicias
ordinarias; y en todas las otras cosas lleve el mejor lugar despues de los oydores y
despues del, el alguazil mayor del Audiencia1396. Las Ordenanzas de Manila de 1596
agregaron a este capítulo la siguiente frase: Guardandosele en esto de la apelacion y en
todo lo demas perteneciente a su oficio lo questa hordenado y se guarda con el fiscal de
Mexico, que es lo mismo que se guarda con los fiscales de mis Consejos y Audiencias
de Valladolid y Granada1397 que, curiosamente no fue recogido en las Ordenanzas de
Santiago de Chile de 1609 ni en las de Buenos Aires de 1661, pero sí en la Recopilación
de Indias, que prescribió: Y en las visitas de Cárcel, prefiriendo en esta y todas las
demás concurrencias a las Justicias Ordinarias, y Alguaciles mayores, de forma que se
les guarde en todo lo perteneciente a sus oficios lo que está ordenado, y se guarda con
los Fiscales de nuestros Consejos, y Chancillerías de Valladolid y Granada1398.
2.1.4.5. Prohibiciones a los fiscales indianos
El principio general en esta materia era el que les estaba prohibido lo mismo que a
los oidores, tal como lo sostenía Solórzano y Pereyra: Principalmente para muchas
provisiones, y prohibiciones de las municipales de nuestras Indias, en las quales todo lo
que se dispone, o prohibe en las personas de los Oidores, y Alcaldes, y de sus mugeres,
                                                
1394 Recopilación de Indias, 2.18.2.
1395 SUÁREZ, Gerardo-Santiago, (n. 378), p. 148.
1396 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 79, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 206.
1397 MURO ROMERO, Fernando, (n. 7), p. 645.
1398 Recopilación de Indias, 2.18.2.
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e hijos, se guarda y se manda que se guarde, y practique en la misma forma con los
Fiscales1399.
Pero además de las sobredichas prohibiciones, pesaban sobre ellos algunas
especiales, derivadas de la naturaleza del oficio que estaban llamados a servir.
La principal restricción de esta naturaleza consistía en prohibirse a los fiscales que
entendieran en cualquier negocio que no tocara a los intereses del rey, tal como se
prescribía en las Ordenanzas antiguas de 1528 que, al efecto señalaban: Que este tal
entienda solamente en los negocios y causas a Nos tocantes y no se entrometa en otros
negocios ni pleitos algunos1400. De su lado, las Ordenanzas de 1563, reiteraron esta
prohibición y agregaron que: No pueda abogar en negocio alguno, y entienda solamente
en los que nos tocaren y a nuestra camara y fisco1401, disposición que pasó a la
Recopilación de Indias1402.
2.1.4.6. Salario de los fiscales indianos
Los fiscales de las audiencias de Ultramar, como todo titular de un oficio real, debían
haber y llevar un salario anual que, como en el caso de los oidores, no era el mismo en
todas la audiencias, y que experimentó variaciones a través del tiempo.
En la audiencia de Santo Domingo el fiscal tenía originariamente como gajes la suma
de 800 ducados, los que le fueron aumentados en 1569 a 1.000 ducados, y algo después
de 1578 su salario anual fue equiparado al de los oidores, es decir, 337.500 maravedís,
más 300 ducados de ayuda de costa1403. En Méjico, desde 1530 el fiscal gozaba del
mismo salario que los oidores, es decir, al principio 1.733 ducados, rebajados a 500.000
maravedís en 1535, y vueltos a la suma primitiva en 1550, y siete años más tarde,
elevado a 800.000 maravedíes1404.
En el caso de la Real Audiencia de Concepción en el reino de Chile, el fiscal recibió
un salario anual de 3.000 pesos, es decir, 1.000 menos que los oidores1405.
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile, sobre consulta de Cámara del 14 de
diciembre de 1605 se propuso al monarca situarle un salario anual de 3.000 pesos
ensayados, es decir, 3.600 ducados, cantidad que fue aprobada por el monarca1406.
                                                
1399 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.6.14.
1400 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 96.
1401 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 77, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), pp. 205-206.
1402 Recopilación de Indias, 2.18.6.
1403 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, p. 118.
1404 Idem, p. 119.
1405 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 445), p. 137.
1406 AGI. Chile, 67, Consultas, años 1604-1697, Consulta Cámara, 14-XII-1604.
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La reforma de 1776 significó para los fiscales de la Real Audiencia de Santiago de
Chile un incremento de sus salarios a la suma de 4.860 pesos anuales, es decir, la misma
que percibían los oidores1407, y que se mantuvo con la reforma de 1788.
En relación al salario de quienes servían interinamente las dos fiscalías, civil y
criminal, se declaró por real orden fechado en Aranjuez el 13 de marzo de 1788, que les
fueran abonados los medios sueldos correspondientes, en los casos de vacantes,
imposibilidad o ausencia de propietarios1408.
2.2. Régimen jurídico de los oficiales subalternos
Los oficiales subalternos de las audiencias indianas estaban sujetos a un régimen
jurídico distinto al que era propio al de las plazas togadas, pues sus empleos no llevaban
anexo el ejercicio de la jurisdicción, y de allí se derivaban algunas de sus principales
características, las que por su naturaleza escapan largamente los propósitos de este
trabajo y por ello sólo se ofrecerá un bosquejo de algunas de ellas, para centrarse este
apartado a la descripción de los subalternos de la Real Audiencia de Santiago de Chile.
i) No son letrados: los empleos de los diversos oficiales subalternos de los tribunales
no requerían la condición de letrados en sus titulares, aunque en ellos se prefería a
quienes tuvieran experiencia y práctica.
ii) Suelen ser vendibles y renunciables: muchos de los empleos de los subalternos se
encontraban en la categoría de los vendibles y renunciables, es decir, se podían adquirir
en pública almoneda, previo cumplimiento de las condiciones legales1409.
La Recopilación de Indias destinaba el título 20 de su libro octavo a tratar de la venta
de oficios. La primera de las leyes de este título, que recogía seis reales cédulas
expedidas entre 1522 y 1645, incluía a las escribanías de cámara de las audiencias
dentro de los oficios vendibles y renunciables:
Por quanto una de las mayores, y más conocidas Regalías de nuestra Real
preeminencia, y Señorío, es la creación y provisión de los oficios públicos, tan
necesarios a la buena administración de justicia, que no puede vivir la República
sin ellos...y estos son en dos especies: unos con jurisdicción; y otros con alguna
partic ipación de ella, que no la tienen derechamente, y las necesidades generales
y públicas, han obligado a que (reservando los de la primera especie) se
beneficien los de la segunda, para aumento de nuestra hacienda Real. Y porque
en tiempo de los Católicos Reyes nuestros antecesores se criaron algunos oficios,
que se dieron, y concedieron de merced a beneméritos de nuestra Real Corona, y
después tuvieron por bien, que se diesen por venta y beneficio, como iban
vacando, con calidad de poderlos renunciar: Nuestra voluntad es, y mandamos
                                                
1407 AGI. Indiferente, 829, RC. Madrid, 6-IV-1776.
1408 ANRACH. 648, pza. 4, Expediente sobre el cumplimiento de un Real Orden dado en Aranjuez en
13 de marzo de 1788, que dispone se abonen los medios sueldos a los que sirven interinamente las dos
fiscalias, civil y criminal, ya sea por haber vacante, imposibilidad, o ausencia del propietario , RO.
Aranjuez, 13-III-1788, fs. 18-20 vta.
1409 TOMÁS Y VALIENTE, FRANCISCO, La venta de oficios en Indias (1492-1606) , Madrid, 1972,
y del mismo “Notas sobre las ventas de oficios públicos en Indias”, en III Congreso del Instituto
Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios, Madrid, 1973, pp. 377-421.
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que sean vendibles y renunciables los oficios siguientes, como hasta ahora se ha
observado según nuestras resoluciones, general y especialmente dadas.
Alguaciles mayores de las Audiencias, Escribanos de Cámara de las
Audiencias...1410.
iii) Suelen gozar de salario, pero además perciben derechos: algunos de los oficiales
subalternos gozaban de una quitación anual, pero la regla general era que sus ingresos
procedieran de los derechos que debían serles satisfechos por las partes en razón de sus
actuaciones.
El salario de los oficiales subalternos estaba situado, por regla general, en el ramo de
penas de cámara que, normalmente era insuficiente para cubrir los salarios. Por ello se
solicitó innumerables veces respecto de casi todos los subalternos su situación en otros
ramos, pues normalmente no había interesados en servirlos debido a que les resultaba
imposible conseguir el íntegro pago de sus salarios, situación que ni siquiera pudo
subsanarse por el expediente de rematar en pública almoneda varias de dichas plazas.
A pesar de lo anterior la precitada situación fue confirmada por real cédula fechada
el 26 de mayo de 1769 que mandó a la Real Audiencia y Oficiales Reales que debía
subsistir en el ramo de penas de cámara la dotación de sus ministros subalternos1411.
iv) Son fiscalizados judicialmente: a las propias reales audiencias indianas les tocaba
fiscalizar la actuación de sus oficiales subalternos, tarea que cumplían mediante la
comisión de uno de sus oidores para que realizara la visita de ellos.
La visita de los ministros y oficiales de la audiencia parece no haberse practicado
regularmente en las Indias.
En efecto en la visita a la audiencia de Méjico que, a partir de 1608, continuó don
Juan de Villela, éste decía que en dicho tribunal en el tiempo de veinte años no se habían
hecho más que dos, a saber, una realizada por el oidor don Eugenio de Salazar hacia
1589, y otra iniciada por el oidor don Hernando Saavedra Valderrama en 1592 y acabada
por su colega don Pedro Núñez Morquecho, en razón de lo cual acusaba a los oidores
mejicanos por esta falta, cargos por los cuales la sentencia del Consejo les ponía
culpa1412.
2.2.1. Alguacil mayor
Sobre consulta de Cámara fechada el 14 de mayo de 1608 fue nombrado como
primer alguacil mayor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Pedro Fernández
de Valenzuela1413, quien no llegó a servir su oficio. Por ello el tribunal nombró en su
lugar el 9 de septiembre de 1609 a don Miguel Gómez de Silva, que se mantuvo en
funciones hasta su muerte ocurrida el 13 de julio de 1623, momento desde el cual este
oficio se proveyó como vendible y renunciable.
                                                
1410 Recopilación de Indias, 8.20.1.
1411 AGI. Chile, 223, Porteros y demás subalternos de la Real Audiencia de Chile, RC. 26-V-1769.
1412 ARREGUI ZAMORANO, Pilar, La Audiencia de México según los visitadores (Siglos XVI y
XVII), Méjico, 1985, p. 138.
1413 AGI. Chile, 67, Consultas, Años 1604-1697, Consulta nº 7, Cámara, 14-V-1608.
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En efecto, Gómez de Silva fue sucedido por el capitán don Pedro de Recalde, quien
obtuvo la vara por compra en la cantidad de 29.000 pesos1414. El 12 de enero de 1636
don Pedro Recalde otorgó poder al capitán don Juan Alonso Granada: Para que en su
nombre y representando su propia persona pueda hacer y haga desde hoy en adelante
renunciación de la vara de Alguacil Mayor de esta Corte en cabeza de Su Majestad y
en favor de Pedro Recalde, y por su muerte Antonio de Recalde, sus hijos legítimos, y
en caso que no fuere admitida dicha renunciación por no tener edad los dichos sus
hijos haga la dicha renunciación llanamente, como dicho es, en cabeza de Su Majestad
y en favor del capitán Andrés de Ceraín y Asencio de Zavala1415.
El referido capitán Alonso Granada el 19 de noviembre de 1636 hizo la mencionada
renunciación en los términos citados ante el escribano público de Santiago don Pedro
Vélez1416 y, tras la muerte de Recalde, que ocurrió el 1 de enero de 1637, el capitán
Andrés de Ceraín y Asencio de Zavala, presentó dicho instrumento de renuncia y fue
recibido por la Audiencia como Alguacil Mayor. Ello motivó un largo expediente
promovido por la viuda de Recalde en defensa de los derechos de sus hijos al citado
oficio, pero no logró que se diera la vara a ninguno de ellos, pues eran menores y estaba
prohibido por una novísima real cédula hacer renunciaciones en menores.
Previo servicio pecuniario de 16.000 pesos de a 20 reales de vellón cada uno, por real
decreto fechado el 30 de mayo de 1740, se le concedió la plaza de Alguacil Mayor a uno
de los hijos de don Francisco García Huidobro, y se le extendió título por real provisión
librada en Aranjuez el 18 de junio de 1740, con las siguientes calidades: Con el sueldo
que gozan los oydores de aquella Audiencia, satisfecho del mismo ramo, a uno de
vuestros hijos menores y en su defecto al sujeto que casare con una de vuestras hijas,
con facultad de nombrar teniente interin que el referido vuestro hijo llega a la edad
competente, siendo en uno y otro caso de la aprobación del presidente de la enunciada
Audiencia de Chile la persona que hubiere de servirla, y que faltando todos antes de
tener la edad, hayáis de exercer vos el dicho don Francisco García de Huidobro la
referida plaza durante vuestra vida1417.
A su muerte, ocurrida el 23 de octubre de 1773, la audiencia dio la posesión del
referido oficio a don José Ignacio García Huidobro, hijo del anterior, a quien se le
confirmó este oficio por juro de heredad conforme a su real título fechado en San
Ildefonso el 24 de julio de 17751418. A su muerte fue sucedido por su hermano don
Vicente García Huidobro, quien prestó juramento el 21 de julio de 17811419, y cuyo
                                                
1414 ANRACH. 2.800, pza. 2, El Sr. Fiscal de S.M. por la defensa de la Real Hacienda y
cumplimiento de las cédulas reales contra doña María de Fonseca, viuda del capitán Pedro de Recalde,
alguacil mayor que fue de esta Real Audiencia, sobre que no se admita la renunciación que el susodicho
hizo del dicho oficio en don Pedro Recalde, su hijo menor, fs. 44.
1415 Idem, fs. 41vta.-42.
1416 Idem, fs. 42-42vta.
1417 AGI. Chile, 223, Alguaciles Mayores, títulos desde 1740, RP. Aranjuez, 18-VI-1740.
1418 AGI. Ultramar, 802, fol. 121.
1419 ANRACH. 3.138, Juramento del Alguacil Mayor don Vicente García Huidobro , Santiago, 21-
VII-1781, fs. 260.
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título real se le expidió en San Ildefonso el 7 de septiembre de 17821420. Entre los años
1784 y 1804 sirvió este oficio don Juan Gutiérrez de Espejo
2.2.2. Chanciller
A diferencia de lo que ocurría en la mayoría de las restantes audiencias americanas,
desde el siglo XVIII era este uno de los oficio que tenían el carácter de vendible y
renunciable en el caso de la Real Audiencia de Santiago de Chile.
El primer titular de este oficio fue don Alonso del Pozo y Silva, natural de Sevilla,
que era depositario general de Santiago desde 1605 y tesorero de Cruzada desde el año
siguiente, quien asumió su plaza en el acto de instalación del tribunal el día 8 de
septiembre de 1609, y lo desempeñó hasta su muerte ocurrida en Santiago el 20 de
marzo de 16431421.
En 1743, a la muerte de don Matías de Vargas, que ocupaba dicha plaza desde largo
tiempo, el oficio de chanciller y registrador fue rematado en pública almoneda por don
Nicolás Beltrán Navarro en la suma de 2.150 pesos, quien obtuvo la confirmación real
por real provisión librada en Aranjuez el 2 de junio del año siguiente1422.
Pocos años después remató el oficio don Luis del Pozo y Silva, quien lo renunció el
23 de enero de 1755 en favor de don Juan Martín de Echenique, que obtuvo la
confirmación por real provisión librada en San Lorenzo el 9 de noviembre del año
siguiente1423.
Producida la vacante, el oficio fue rematado por don Vicente García Huidobro en la
suma de 3.000 pesos más otros 150 por la dispensa de su menor edad, a quien se le
despachó real título por real provisión fechada en San Ildefonso el 27 de septiembre de
17691424.
Cuando bajo el reinado de Carlos III se incorporó a la real corona el oficio de Gran
Chanciller y Registrador Mayor de las Indias, que Felipe IV había concedido al conde
duque de Olivares por título librado el 27 de julio de 1623, el Consejo propuso a
consulta del 9 de mayo de 1777 la duda que se le ofrecía tocante a si en la referida
incorporación del citado oficio de Gran Chanciller se incluían o no las chancillerías de
las audiencias de América, pues provenían de un mismo origen. El monarca así lo juzgó
y al resolver la consulta declaró que: En la incorporación resuelta se comprehenden mis
Reales Audiencias de Indias, y que el Consejo debe proceder a executarla desde luego
                                                
1420 AGI. Chile, 223, Alguaciles Mayores, títulos desde 1740, RP. San Ildefonso, 7-IX-1782.
1421 ESPEJO, Juan Luis, Nobiliario de la antigua Capitanía General de Chile, Santiago, 1917, p. 199.
1422 AGI. Chile, 223, Títulos de sus Chancilleres y Registradores desde 1744, RP. Aranjuez, 2-VI-
1744.
1423 AGI. Chile, 223, Títulos de sus Chancilleres y Registradores desde 1744, RP. San Lorenzo, 9-XI-
1756.
1424 AGI. Chile, 223, Títulos de sus Chancilleres y Registradores desde 1744, RP. San Ildefonso, 27-
IX-1769.
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por expedientes separados según la diversidad de poseedores a quiénes actualmente
pertenezcan estos oficios del Sello y Registro1425.
En dicha conformidad, por real cédula fechada el 5 de octubre de 1777 se previno a
la Real Audiencia de Chile que al sujeto que estuviera sirviendo con legítimo título la
chancillería de ella se le despachara nombramiento interino en nombre de su majestad
hasta la nueva disposición que finalizare expediente con el dueño y tenedor de dicho
oficio1426.
La Real Audiencia de Santiago de Chile en cumplimiento de la cédula anterior abrió
expediente con su chanciller y registrador don Vicente García Huidobro, que lo era
desde 1769, e informó por carta fechada el 2 de junio de 1778 que: El citado oficio que
obtenía el referido Huidobro, resultó no ser de los comprendidos en la mencionada
Real Cédula, ni menos conferido por provisión y nombramiento del Gran Chanciller
como los de las demás Audiencias de Indias, sino de la clase de los oficios vendibles y
renunciables como hizo constar por el título que presentó, su fecha 27 de septiembre de
1769, en que Su Majestad se dignó aprobar y confirmar el remate que de él hizo en
cantidad de 3.000 pesos que enteró en cajas Reales, con más 177 pesos
correspondientes al derecho de la media anata, y 150 pesos más con que sirvió a Su
Majestad por habérsele dispensado la menor edad1427.
2.2.3. Escribanos de cámara
Sobre consulta del 15 de febrero de 1607 fue nombrado como primer escribano de
cámara de la recién erigida audiencia de Santiago don Bartolomé Maldonado1428, natural
de La Serena, Extremadura, casado con doña Nicolasa Suárez, natural de Madrid 1429.
Sobre consulta fechada el 7 de abril del mismo año se fijó su salario en 200 ducados
anuales, más 300 de crecimiento por el término de seis años1430. En dicha conformidad
se le libró su título por real cédula fechada en El Pardo el 1 de junio de 1607, donde se
precisaba expresamente que: Por el tiempo se asientan las cosas de la Audiencia se le
acudan con 300 ducados más de salario en penas de cámara y gastos de estrados1431.
Juró su oficio el 26 de junio de 1609 y lo sirvió durante 24 años1432.
Por real cédula fechada en Madrid el 25 de julio de 1620 se ordenó al presidente y
oidores de la audiencia de Santiago que no consintieran que el escribano de cámara y de
gobernación llevara más derechos de los que le pertenecían, y que hicieran justicia en
                                                
1425 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, Consulta Consejo, 9-V-1777.
1426 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. 5-X-1777.
1427 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, Carta de la Real Audiencia, Santiago, 2-VI-1778.
1428 AGI. Chile, 1, Consulta n. 104, Consejo, 15-II-1607.
1429 MEDINA, José Toribio, (n. 340), p. 495.
1430 AGI. Chile, 1, Consulta nº 106, Consejo, 7-IV-1607.
1431 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. El Pardo, 1-VI-1607.
1432 ANRACH. 3.136, fs. 119-119vta.
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dicha materia1433. Por real cédula librada en Madrid el 30 de diciembre de 1633 se
ordenó que el salario anual de 200 ducados del escribano Maldonado debía pagarse del
ramo de penas de cámara y gastos de estrados1434.
Por real cédula fechada en Madrid el 18 de febrero de 1631 se ordenó al presidente y
oidores que proveyeran que los tenientes nombrados por el escribano de cámara y
gobernación de la audiencia para que despacharan con el gobernador dieran fianzas para
el buen ejercicio de sus oficios1435.
En 1632 don Bartolomé Maldonado hizo presente al monarca su pretensión de que se
le diera facultad para poder nombrar escribano que sirviera por él. Por real cédula
fechada en Madrid el 16 de marzo de 1633 se despachó un cédula al presidente y
gobernador don Francisco Laso de la Vega en la cual se le pedía que enviara relación
acerca de dicha petición, y que mientras se resolvía se guardaran las leyes, advirtiendo
que quien supliera al escribano de cámara debía ser escribano real1436.
Una real cédula librada el 13 de noviembre de 1581 daba: Licencia y permiso para
que los primeros compradores de oficios de pluma de las Indias Occidentales, que son
vendibles y renunciables, los pudiesen renunciar una vez, sirviéndome con el tercio del
valor dellos1437, disposición que fue ratificada por otra despachada en Madrid el 14 de
diciembre de 1606 que prescribía que por hacer merced a mis vasallos de las dichas
Indias de dar licencia y facultad, como por la presente la doy y concedo, para que los
dichos oficios de pluma que se han acostumbrado renunciar por una vez en virtud y
conformidad de la dicha cédula (la de 1581) se puedan renunciar y renuncien ahora y
de aquí adelante perpetuamente para siempre jamás todas las veces que quisiesen los
poseedores de ellos pagando en mis cajas reales el tercio del valor que tuvieren al
tiempo de la renunciación1438.
De conformidad a las cédulas anteriores don Bartolomé Maldonado hizo
renunciación de su oficio en favor de su hijo menor y de don Martín Suárez de
Madrigal. A su muerte, este último fue nombrado para sucederle, librándosele su título
por real provisión fechada el 19 de julio de 16341439, y prestando juramento de su oficio
el 17 de julio de 16341440, el que sirvió hasta el año de 16531441.
Por real cédula fechada en Madrid el 14 de agosto de 1634 se ordenó al presidente y
oidores de la Audiencia de Chile que vieran lo que estaba proveído en cuanto a que para
                                                
1433 AGI. Chile, 166, RC. Madrid, 25-VII-1620, fs. 275r.
1434 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. Madrid, 30-XII-1633.
1435 AGI. Chile, 166, RC. Madrid, 18-II-1631, fs. 449r-450r.
1436 AGI. Chile, 166, RC. Madrid, 16-III-1633, fs. 451v-426v.
1437 ANRACH. 1.604, pza. 2, fs. 230.
1438 Idem, fs. 230-231vta.
1439 ANRACH. 3.136, RP. 19-VII-1634, fs. 258vta.
1440 ANRACH. 483, pza. 5, fs. 144-145vta.
1441 ANRACH. 308, Registros del escribano de cámara don Martín Suárez, años de 1648 a 1653 .
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el ejercicio del oficio de escribano de cámara y gobernación se requería título de
escribano real, y que informaran sobre lo que sucedía en su distrito en esta materia1442.
Suárez de Madrigal fue sucedido por el comisario general de caballería don
Bartolomé de Maldonado, natural de Santiago, e hijo del primer escribano de cámara,
que casó con doña Antonia Bravo de Náveda, natural de Colchagua, y que sirvió el
oficio hasta su muerte ocurrida el 6 de enero de 16731443. A Maldonado le sucedió su
hijo el capitán don Bartolomé de Maldonado, quien lo hizo hasta su muerte ocurrida
hacia 16951444, y le sucedió interinamente el escribano don Gaspar Valdés durante dos
años.
A principios de 1697 comenzó a despachar en la escribanía de cámara de la audiencia
en forma interina don Pedro Martínez Blanco, y lo hizo hasta el año 1701. En 1699 el
cabildo de Santiago le ordenó que presentara su título para escribirlo en los libros del
ayuntamiento, pero él se negó y, declinando jurisdicción para ante la Real Audiencia,
obtuvo sentencia que declaró no estar obligado a hacerlo, y multó a cada uno de los
capitulares que había concurrido al acuerdo en 50 pesos1445.
El día doce de diciembre de 1701 se remató el oficio de escribano de cámara en el
capitán don Valeriano Maldonado por la suma de 10.600 pesos: Con cargo de traer
confirmación de Su Majestad dentro de seis años de dicho remate1446.
Don Valeriano quedó debiendo una parte del precio y por tal razón el 12 de
diciembre de 1703 se despachó mandamiento en su contra, juicio que duró hasta el 9 de
abril de 1707 y en el que obtuvo sentencia favorable.
Los oficiales reales solicitaron el 11 de mayo de 1707 al presidente don Francisco
Ibáñez de Peralta que, de conformidad a la novísima real cédula fechada en Madrid el
17 de noviembre de 1703 que ordenaba: Observar precisa e inviolablemente la ley 6ta.
tit. 19. lib. 5 de la Recopilación de Indias, en que se declara correr los dichos seis años
desde el día del remate, habiéndose cumplido con exceso dicho oficio en el dicho don
Valeriano, se ha de servir V. S. de declararlo por vaco y caduco y que se saque a
pregón por el término de derecho para que se remate en el mayor postor1447.
Se opuso don Valeriano Maldonado, alegando que por el juicio que se le había
seguido en razón del no pago del remanente del precio del remate se había interrumpido
el término de seis años, pero tras la respuesta del abogado que hacía de fiscal, don Juan
de la Cerda Contreras, el presidente declaró por vaco su oficio:
                                                
1442 AGI. Chile, 166, RC. Madrid, 14-VIII-1634, fs. 478r.
1443 ESPEJO, Juan Luis, (n. 337), p. 892.
1444 ANRACH. 478, pza. 8, Autos sobre el asiento que debe ocupar en la Real Audiencia el relator
don Bernardino de Resa y Cervantes con preferencia al escribano de cámara capitán don Bartolomé de
Maldonado, años de 1692 y 1693.
1445 ANRACH. 2.199, pza. 6, El cabildo secular de esta ciudad contra don Pedro Martínez Blanco,
sobre que presente título de escribano de cámara, año de 1699.
1446 ANRACH. 1.977 pza. 1, El fiscal de S.M. con el escribano de cámara de la Audiencia sobre que
se declare por vaco el dicho oficio por falta de confirmación real, año de 1707, fs. 3.
1447 Idem, Los Oficiales Reales al presidente, Santiago, 11-V-1707, fs. 3.
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En la ciudad de Santiago de Chile, en diez días del mes de septiembre de mil
setescientos y siete años, el Señor Sargento General de Batalla don Francisco
Ibáñez de Peralta, caballero de la Orden de San Juan, del Consejo de Su
Majestad, Gobernador y Capitán General de este Reyno de Chile y Presidente de
su Real Audiencia, habiendo visto los autos y causa que sigue el capitán don
valeriano Maldonado, secretario de Cámara de esta Real Audiencia, con el Real
Fisco, sobre que se declare por vaco el dicho oficio por defecto de confirmación,
con lo demás deducido y alegado por las partes: Dijo que debía declarar y
declaró por vaco el dicho oficio de secretario de cámara por haber pasado el
término asignado de los seis años, y no haber traído el susodicho confirmación
real, y en consecuencia mandaba y mandó a los Oficiales Reales de estas Reales
Cajas que procedan al público remate del dicho oficio por cuenta de la Real
Hacienda, y para ello se den los pregones prevenidos por la ley en la forma
acostumbrada, y así lo proveyó Su Señoría con parecer del asesor nombrado.
Ibáñez.- Lic. Francisco de Meneses Zaldívar1448.
El 13 de septiembre siguiente don Valeriano Maldonado apeló de dicho auto ante la
real audiencia, la que por sentencia del 26 de noviembre del mismo año confirmó el
auto apelado1449, tras lo cual el escribano se presentó por vía de suplicación ante el
tribunal y la audiencia definitivamente por sentencia de revista fechada el 5 de junio de
1708 confirmó el citado auto1450.
El 19 de junio de 1708 el capitán don Miguel Goméz de Palomares, tesorero oficial
de las Reales cajas procedió a la información y evaluación del oficio de escribano de
cámara para efecto de sacarlo a público remate. Para ello hizo comparecer a don
Ventura de Camus, contador real, quien juramentado: Dijo que según el conocimiento
que le asiste a este declarante valúa el dicho oficio en once mil pesos de a ocho reales.
Y sobre otras razones le asiste para ello el que ha tiempo de ocho años, poco más o
menos, se remató en diez mil y seiscientos pesos1451.
En los meses de junio y julio se dieron los treinta pregones de rigor para el remate de
la escribanía, la que fue adjudicada al capitán don Francisco de Porras y Barreda, quien
en julio de 1710 reclamaba el pago de su salario anual que, conforme a su título,
ascendía a: 200 ducados de Castilla, que hacen doscientos y setenta y cinco pesos de a
ocho reales en penas de cámara1452, y además agregaba que sólo se le habían pagado 36
pesos de a 8 reales, y que él tenía: Gastado más de cien pesos de a ocho reales de mi
propio caudal1453.
En 1719 fue rematada la escribanía de cámara en 6.010 pesos por don Miguel
Cuadros, en cuya virtud fue admitido a examen por la Real Audiencia, la que le:
Declaró por hábil y suficiente para usar y exercer dicho oficio, por lo cual el presidente
                                                
1448 Idem, Auto del presidente, Santiago, 10-IX-1707, fs. 7vta.-8.
1449 Idem, fs. 17 vta.
1450 Idem, fs. 30 vta.
1451 Idem, Declaración del contador don Ventura Camus, Santiago, 19-VI-1708, fs. 31 vta.
1452 ANRACH. 556, pza 2 bis, El capitán don Francisco de Porras y Barreda por sus salarios de
escribano de cámara , fs. 13.
1453 Ibidem.
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del tribunal le expidió título provisorio en Santiago el 21 de julio de 1719, que fue
confirmado por real provisión fechada en Balsain el 17 de octubre de 17211454.
El precitado escribano de cámara don Miguel de Cuadros renunció en 1752 a este
oficio en favor de don Juan Bautista de Borda, que en 1727 había entrado al servicio
como amanuense de la escribanía de cámara1455. En dicha conformidad el presidente le
libró título provisorio en Santiago el 1 de julio de 1752, que fue confirmado por real
provisión expedida en Buen Retiro el 29 de noviembre del año siguiente1456.
Por real cédula despachada en Buen Retiro el 14 de septiembre de 1760 se había
ordenado que el salario de 270 pesos del escribano de cámara don Juan Bautista Borda,
que había sucedido al renunciado don Miguel de Quadros, debía enterarse por los ramos
de la Real Hacienda1457.
En 1770, al quedar vacante la escribanía, fue rematada por don Francisco Cisternas
en 12.300 pesos, librándosele su título provisorio por el presidente en Santiago el 22 de
octubre de aquel año, y confirmado por real provisión fechada en Aranjuez, 25 de mayo
de 17721458.
Cisternas renunció al oficio en 1777, y el 4 de julio de dicho año fue rematada la
escribanía en pública almoneda en favor de don José Antonio de Arístegui, quien
ofreció pagar la cantidad de 1.801 pesos de contado, despachándole su título el
presidente en Santiago el 29 de julio de 1777, mas como no pudo enterar dicha cantidad,
consintió en 1778 que su fiador don Domingo Tagle solicitara para él la confirmación
real. Por ello el Cabildo de Santiago acordó fijarle, mientras Tagle obtenía la real
confirmación, un salario anual de 1.000 pesos, y así lo comunicó al monarca, sin
embargo la Contaduría general expresó en dictamen fechado en Madrid el 14 de marzo
de 1782 que: No puede menos la Contaduría General de graduar y estimar por
intempestiva y despreciable absolutamente en todas sus partes la solicitud que se
promueve1459.
Hacia 1780 comenzó a servir interinamente la escribanía de cámara don Francisco
Borja de la Torre, que en 1758 había ingresado como oficial a la secretaría de cámara de
la Real Audiencia de Santiago de Chile1460, y cuando la servía don Francisco Cisternas
ya se hallaba de oficial mayor1461. Hay registro de sus protocolos ya en 1780, y consta
                                                
1454 AGI. Chile, 223, Títulos de escribanos de cámara desde 1721, RP. Balsain, 17-X-1721.
1455 ANRACH. 3.137, Autos acordados de la Real Audiencia de Chile, fs. 157.
1456 AGI. Chile, 223, Títulos de escribanos de cámara desde 1721, RP. Buen Retiro, 29-XI-1753.
1457 AGI. Chile, Sueldos, RC. Buen Retiro, 14-IX-1760.
1458 AGI. Chile, 223, Títulos de escribanos de cámara desde 1721, RP. Aranjuez, 25-V-1772.
1459 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios.
1460 ANCG. 696, fs. 195.
1461 Idem, fs. 196.
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que servía como interino en octubre de 17861462. De su actuación como escribano de
cámara de la Real Audiencia se conservan sus registros de los años 1780 a 17831463.
En agosto de 1787, cuando entregaba los papeles de la secretaría de cámara de la
audiencia, que había servido interinamente, se percató de que faltaban muchos procesos
que se hallaban en poder de las partes retirados por sus procuradores. Por ello solicitó al
tribunal que adoptara las medidas conducentes a su devolución, cosa que decretó la
audiencia el 18 de agosto de 1787, dentro del término de ocho días, y bajo pena de
doscientos pesos1464.
Don José María de Castro el día 11 de noviembre de 1786 remató el oficio de
escribano de cámara en la suma de 15.015 pesos. En abril de 1788 solicitó a la real
audiencia mandase declarar que debía observarse el artículo 39 de la Instrucción de
Regentes de 1776, en orden a que conforme a él ahora tocaba a los relatores manuscribir
las sentencias, y no al escribano de cámara, tal y como lo declaró el tribunal el 8 de
mayo de dicho año1465.
En octubre de 1788 enfermó gravemente, y desde el día 20 de dicho mes fue suplido
en la escribanía de cámara por el escribano público don Andrés Manuel de Villarreal,
quien lo hizo hasta su muerte, ocurrida el 12 de febrero de 1789.
Cuando enfermó el escribano de cámara propietario don José de Castro, fue
nombrado para suplirle interinamente don Andrés Manuel de Villarreal el día 20 de
octubre de 1788, y lo hizo hasta el 27 de marzo de 1789, día en que fue nombrado como
interino don Juan Agustín Fernández.
Tras la renuncia de don Juan Agustín Fernández fue nombrado como escribano
interino el 9 de julio de 1790, y juró en él al día siguiente1466. El once de agosto de 1790
remató la mitad del oficio de escribano de cámara de la Real Audiencia, en
arrendamiento por tres años, en la suma de quinientos pesos anuales1467.
El 9 de agosto de 1791 presentó su renuncia al oficio de escribano de cámara de la
Real Audiencia, por haberle surgido incompatibilidades e inconvenientes con su oficio
de escribano de cabildo1468. En dicha conformidad el 14 de septiembre de 1791 se
ordenó sacar a remate su oficio1469.
                                                
1462 ANCG. 692, fs. 275.
1463 ANRACH. 346, Registros del escribano de cámara Francisco Borja de la Torre, Años 1770 a
1783.
1464 ANRACH. 2.565, pza. 3, Don Francisco Borja de la Torre, escribano de cámara de la
audiencia, sobre devolución de procesos, 1787, fs. 35-36.
1465 ANRACH. 2.104, pza. 11, Expediente seguido a instancia del Escribano de Cámara de esta Real
Audiencia sobre el cumplimiento del artículo 39 de la Instrucción de Señores Regentes, 1788, fs. 77-81.
1466 ANRACH. 3.168, pza. 1, Nombramiento de escribano de cámara interino en Dn. Andrés Manuel
de Villarreal por renuncia del licenciado Dn. Juan Agustín Fernández, Año de 1790.
1467 ANCG. 696, fs. 222-223.
1468 Idem, fs. 227-227 vta.
1469 Idem, fs. 238 vta.
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Una vez recibido de escribano de cámara procedió a levantar inventario de todos los
papeles que había en ella, y encargó tal actuación al oficial cuarto don Juan Lorenzo
Urra, que trabajó más de dos años en ella. En 1791 hizo instancia ante la Real Audiencia
para que se estableciera un Colegio de Escribanos en Santiago, sin embargo su
proposición no prosperó1470.
En 1800 se querelló por injurias contra Francisco Javier del Fierro, preso en la cárcel
como principal inculpado del hurtos de papeles de las escribanías, quien en una visita de
cárcel le trató: De cómplice en dicho robo, diciendo que yo había dado a vender los
papeles a medias, que no había oficina más desordenada que la mía, y por último que yo
no cuidaba de ella1471.
Fue oficial de su secretaría don Juan Lorenzo Urra, que ingresó al servicio el año
1791 como oficial cuarto. De su actuación como escribano de cámara se conservan sus
registros, correspondientes a los años 1790 a 1793, junto a los de los escribanos Juan
Agustín Fernández y José Jorge Ahumada1472.
Don Juan Agustín Fernández el 28 de marzo de 1789 fue nombrado escribano de
cámara interino, y el mismo día tomó posesión del oficio, sirviéndolo hasta su renuncia,
presentada el 6 de julio de 1790, pero aprobada solamente el día 9 de julio de 17901473.
Fue oficial de su secretaría don José Jorge Ahumada, oficial mayor, con salario de 300
pesos cada año1474.
De su actuación como escribano de cámara se conservan sus registros parcialmente,
correspondientes a parte del año 1790, junto a los de los escribanos Andrés Manuel de
Villarreal y José Jorge Ahumada1475.
A la muerte del escribano de cámara don José María Castro, y tras haberse decidido la
separación en dos titulares del referido oficio, don José Jorge Ahumada remató el 11 de
agosto de 1790 una mitad del dicho oficio en arrendamiento por la suma de quinientos
pesos anuales y por el término de tres años. El dicho remate fue aprobado el 15 de
septiembre del mismo año por la Junta Superior de Real Hacienda, tras lo cual el
                                                
1470 ANRACH. 2.913, pza. 13, Expediente formado a instancia de Dn. Andrés Manuel de Villarreal
sobre que se establezca en esta capital un Colegio de Escribanos, Año de 1791 .
1471 ANRACH. 2.565, pza. 17, Causa criminal seguida por don Andrés de Villarreal contra
Francisco Javier del Fierro Expósito preso en esta Cárcel como uno de los principales ladrones en el
robo de papeles del año 1800 , fs. 219-230, en concreto, fs. 221.
1472 ANRACH. 357, Registros de los escribanos de cámara Juan Agustín Fernández, Andrés Manuel
Villarreal, y José Jorge Ahumada, Años 1790 a 1794.
1473 ANRACH. 3.168, pza. 1, Nombramiento de escribano de cámara interino en Dn. Andrés Manuel
de Villarreal por renuncia del licenciado Dn. Juan Agustín Fernández, Año de 1790.
1474 Idem, fs. 15.
1475 ANRACH. 357, Registros de los escribanos de cámara Juan Agustín Fernández, Andrés Manuel
Villarreal, y José Jorge Ahumada, Años 1790 a 1794.
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presidente ordenó el 20 de octubre siguiente se le despachara título de escribano de
cámara1476.
El día 13 de marzo de 1793 don José Jorge Ahumada remató en propiedad la mitad
del oficio de escribano de cámara en la suma de 5.015 pesos, a pagar en el término de
tres años1477. Sin embargo, don José Jorge Ahumada no prestó la fianza necesaria y no se
le despachó el título en propiedad, y continuó en el arrendamiento1478.
El 17 de junio de 1796 los ministros de Real Hacienda hicieron presente a la
Superintendencia Subdelegada de Real Hacienda que el referido don José Jorge
adeudaba 859 pesos y 6 y medio reales por el arriendo de la escribanía, por lo que era
preciso despachar mandamiento de ejecución en su contra y sacar a nuevo remate el
oficio. El 21 de junio el subdelegado le dio plazo de seis días para enterar el dinero, bajo
apercibimiento de sacar a pregones su plaza 1479. Como no pagara, fue sacada a pregones
junto a la otra mitad que servía don Melchor Román, pero nuevamente no hubo postores
y continuó en el servicio de ella.
Los ministros de la Real Hacienda hicieron presente al presidente el 20 de noviembre
de 1798 el hallarse vencido el término de tres años del arrendamiento por el cual había
rematado en 1793 la escribanía don José Jorge Ahumada, y solicitaron se declarara
vacante y se sacara a remate. Así lo declaró el presidente el día 15 de abril de 1799, y
fue pregonado entre el 1 de agosto y el 15 de octubre de 1800, sin que hubiera postores,
por lo que se renovó el arrendamiento en Ahumada, y lo mismo ocurrió en abril de 1804,
cuando nuevamente fue pregonado el remate de la escribanía de cámara y no hubo
postores1480.
Fue oficial de su escribanía de cámara don Juan Lorenzo Urra, que había ingresado
como oficial cuarto en 1791, quien permaneció en ella hasta 1795, año en que remató un
oficio de procurador que ejerció hasta 1813, año en que fue confinado a Aconcagua, por
habérsele envuelto en una conspiración contra los Carrera, y que en mayo de 1817 entró
a servir una de las dos secretarías de cámara del Tribunal de Justicia y Apelaciones,
oficio que conservó en la Cámara de Apelaciones, y en la Corte de Apelaciones de
Santiago 1481.
De su actuación como escribano de cámara se conservan sus registros,
correspondientes a los años 1790 a 1794, junto a los de los escribanos Juan Agustín
                                                
1476 ANCG. 212, Expediente formado sobre el Remate de la Escribanía de Cámara de esta Real
Audiencia, el qual se ha verificado en Dn. Jorge Ahumada en cantidad de quinientos pesos en
arrendamiento, Año de 1790 , fs. 48-76 vta.
1477 ANCG. 692, Acta de Remate, Santiago, 13-III-1793, fs. 239-240.
1478 ANCG. 692, fs. 264 vta.
1479 ANCG. 692, fs. 267-268.
1480 ANCG. 212, Expediente formado sobre el remate de la escribanía de cámara de la Real
Audiencia que sirve en arrendamiento don José Jorge Ahumada, Años de 1798-1800 , fs. 77-90.
1481 ANRACH. 1.159, pza. 2, Expediente sobre la provisión de la Escribanía de Cámara vacante por
fallecimiento de Dn. Melchor Román, Año de 1824 , fs. 60-61.
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Fernández y Andrés Manuel de Villarreal1482. También un fragmento de sus registros de
los años 1802 a 18061483; y sus registros de los años 1805 a 18091484.
A la muerte de don José Jorge Ahumada, los ministros de Real Hacienda hicieron
presente al presidente que se hallaba vaco el dicho oficio y que debía ordenarse fuera
sacado a pregones para su remate, lo que fue ordenado el 22 de junio de 1809, y tras los
pregones fue rematada en propiedad el día 16 de agosto de 1809 en don Agustín Díaz,
representado por don Manuel Fernández Burgos en la cantidad de 6.000 pesos, de los
cuales pagaría 1.000 al contado, y los restantes en cinco años con un interés del 5%, bajo
la condición de obtener confirmación real y de presentarla en el término de seis años. El
remate fue aprobado por la Junta de Real Hacienda el día 23 de agosto de 18091485.
El último escribano de cámara de la Real Audiencia de Santiago de Chile fue don
Melchor José Román, quien cuando había sido creado el oficio de escribano anotador de
hipotecas, lo remató el día 3 de julio de 1791, despachándosele su título el 18 de agosto
del mismo año, del que tomó posesión el día cinco de septiembre siguiente1486. El
Comisario Juez Apostólico, Subdelegado General de la Santa Cruzada, y demás gracias
y Juez ejecutor del Breve de 4 de marzo de 1750, y Colector de Mesadas Eclesiásticas y
Medias Anatas, le nombró como Notario Mayor de Cruzada, despachándole título el 19
de mayo de 1792, oficio del que prestó juramento y en el que fue recibido el 5 de junio
del mismo año1487. Además desde que comenzó a servir la escribanía de cámara, por
orden verbal del decano don Francisco Tadeo Díez de Medina, y de los regentes
posteriores, sirvió como actuario de la Superintendencia de Penas de Cámara1488.
También por decreto del juez de rematados don José Santiago de Aldunate, fechado el
17 de septiembre de 1798 fue nombrado actuario de dicho Juzgado1489.
Vacante la mitad de la escribanía de cámara por renuncia de don Andrés Manuel de
Villarreal, la remató don Melchor en arrendamiento el 23 de mayo de 1793 por el
término de tres años: Tomó en arrendamiento el de escrivano de cámara, por 375 pesos
anuales, mientras no hay quien le remate en propiedad1490.
Casi de inmediato se opuso don Francisco de la Colina de Oro ofreciendo rematar la
dicha mitad de la escribanía en propiedad, pero se desechó su postura y, finalmente, el
                                                
1482 ANRACH. 357, Registros de los escribanos de cámara Juan Agustín Fernández, Andrés Manuel
Villarreal, y José Jorge Ahumada, Años 1790 a 1794.
1483 ANRACH. 1.779, pza. 6, Registro del escribano de cámara José Jorge Ahumada, Años 1802 a
1806.
1484 ANRACH. 633, Registros del escribano de cámara José Jorge Ahumada, Años 1805 a 1809. En
este expediente continúa el registro de la escribanía de cámara hasta 1816 .
1485 ANCG. 212, Remate que se hizo en propiedad de la escribanía de cámara en don Agustín Díaz,
Año de 1809 , fs. 91-99 vta.
1486 ANCG. 696, fs. 245.
1487 ANCG. 696, fs. 246 vta.
1488 ANCG. 696, fs. 248.
1489 ANCG. 696, fs. 248 vta.-249.
1490 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios.
307
14 de enero de 1794 se le despachó título a don Melchor José Román de la citada
escribanía de cámara1491.
A pesar de ello, el 17 de enero del mismo año de 1794 hizo nueva postura en
propiedad don Francisco de la Colina de Oro, y tras largo expediente que acabó con su
desistimiento, la Junta Superior de Real Hacienda decretó el 27 de octubre de 1796 que:
Corra por ahora el referido arrendamiento en los términos que hasta aquí, hasta que
comparesca Postor que remate en propiedad1492.
El 19 de febrero de 1799 los ministros de Real Hacienda hicieron presente al
presidente que don Melchor Román adeudaba 1.625 pesos del arrendamiento de la
escribanía de cámara que servía, y que había manifestado que no tenía dinero con que
pagar, más que con las costas de diversas causas que se le adeudaban, por ello solicitaba
se oficiara a la audiencia para que providenciara lo conveniente al efecto de la tasación y
cobro de sus derechos, para que con ellos saldara su deuda. Así se hizo, y pudo
responder de su deuda1493.
Sin embargo, el 19 de marzo los ministros de Real Hacienda hicieron presente al
presidente que don Melchor servía la escribanía en arrendamiento desde el 23 de mayo
de 1793, y que debiéndose renovar cada tres años, se había renovado una vez, y vencidos
los segundos tres años debía procederse a nuevo avalúo en propiedad y arrendamiento
para sacarla a pregones. Así se hizo y se declaró vacante el 15 de abril de 1799, y se
ordenó sacarla a pregones el 30 de julio de 1800 con un valor de 6.000 pesos en
propiedad, mas no hubo postores y continuó en el alquiler, y lo mismo ocurrió cuando
volvió a pregonarse en 1804, de tal manera que su situación de arrendatario se
prolongó 1494.
Por carta fechada en Santiago el 13 de abril de 1805 solicitaba a la corona se le
adjudicara en pleno dominio la citada escribanía de cámara por las dos terceras partes
del precio en que fuere tasada, admitiéndosele en parte de pago las cantidades que había
entregado como precio del alquiler1495.
El 26 de agosto de 1805 el Contador opinó respecto de esta petición que no podía
accederse a ella, y dictaminaba que debía mandarse al gobernador que sacara a remate
dicho oficio1496. Sobre consulta del Consejo fechada el 1 de octubre de 1805 se acordó
negarle lo pedido y en dicha conformidad se despachó real cédula en San Lorenzo el 16
de diciembre de 1805, en la que además se ordenaba que: Se saque a pública subasta
dicho oficio, removiendo qualesquier impedimento que hubiere para que se verifique su
remate, publicándolo de tiempo en tiempo si al presente no pareciere postor1497.
                                                
1491 ANCG. 692, fs. 245-260 vta.
1492 ANCG. 692, fs. 265-273 vta.
1493 ANCG. 692, fs. 274-277.
1494 ANCG. 692, fs. 678-290.
1495 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, Carta de Melchor Román, Santiago, 13-IV-1805.
1496 Idem, Dictamen del Contador, 26-VIII-1805.
1497 ANCG. 692, RC. San Lorenzo, 16-XII-1805, fs. 291-291 vta.
308
Esta real cédula fue obedecida en Santiago de Chile el 14 de mayo de 1807 y, en
dicha conformidad el fiscal instó por que se sacare a remate la plaza, y así el 18 de junio
de 1807 el presidente ordenó que se pusiese a pregones, lo que se hizo entre el 20 de
junio y el 6 de julio, sin que hubiera parecido postor alguno, ni menos para el último
pregón que se fijó el 28 de julio de 1807 y, en consecuencia, se mantuvo don Melchor en
la escribanía1498. De este modo, don Melchor Román continuó sirviendo la escribanía de
cámara hasta la supresión del tribunal en 1811.
Cuando se instaló en 1811 el Tribunal de Justicia y Apelaciones creado por los
insurgentes para reemplazar a la Real Audiencia, don Melchor Román siguió actuando
en él como escribano de cámara más antiguo1499, y luego conservó su oficio en la
Cámara Superior de Apelaciones que funcionó entre 1817 y 18231500, y en la Corte de
Apelaciones, que la substituyó dicho año, hasta su muerte1501.
Fue oficial de su secretaría de cámara don José Acuña, que ingresó como oficial
segundo en 1793, y al poco tiempo ascendió a oficial mayor, oficio que conservó en el
Tribunal de Justicia y Apelaciones, en la Cámara de Apelaciones y en la Corte de
Apelaciones de Santiago, habiéndose opuesto en 1824 a una de las secretarías de cámara
de ella que, precisamente, había vacado por muerte de don Melchor Román1502.
De su actuación como escribano de cámara se conservan sus registros de los años
1791 a 17971503; de los años 1794 a 18141504; y de 1798 a 18221505.
2.2.4. Relatores
Por real cédula librada en San Lorenzo el 1 de junio de 1607 se extendió título de
primer relator de la Real Audiencia de Santiago de Chile en favor del licenciado don
Juan de Trescanales, fijándole un salario anual de 200 ducados, más 300 ducados
anuales de crecimiento de salario por el tiempo de seis años, situados en penas de
cámara y gastos de justicia1506.
A la muerte del licenciado don Juan de Trescanales ocurrida hacia 1624, este oficio
permaneció vacante durante más de dos años. Por ello el fiscal del tribunal don Jácobe
                                                
1498 ANCG. 692, fs. 292-294.
1499 ANRACH. 594, Registros del escribano de cámara don Melchor Román, años de 1794 a 1814.
1500 ANRACH. 2.194, pza. 6, Expediente obrado a instancia del ciudadano escribano de cámara más
antiguo de dicho Tribunal sobre ser pagados sus derechos de ciertas compulsas, 1811-1818.
1501 ANRACH. 1.159, pza. 2, Expediente sobre la provisión de la Escribanía de cámara vacante por
fallecimiento de don Melchor Román, Año 1824.
1502 ANRACH. 1.159, pza. 2, Expediente sobre la provisión de la Escribanía de Cámara vacante por
fallecimiento de Dn. Melchor Román, Año de 1824, fs. 60-61.
1503 ANRACH. 360, Registros del escribano de cámara Melchor Román, Años 1791 a 1797.
1504 ANRACH. 594, Registros del escribano de cámara Melchor Román, Años 1794 a 1814.
1505 ANRACH. 1.761, Registros del escribano de cámara Melchor Román, Años 1798 a 1822.
1506 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. San Lorenzo, 1-VI-1607. También en ANRACH.
3.136, fs. 131
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de Adaro y San Martín escribía al monarca el 20 de febrero de 1625 dando cuenta de
dicha vacancia. Se le respondió por real cédula librada el 20 de octubre de 1627,
señalándole que ya se había proveído a un titular1507.
La vacancia de la plaza de relator se prolongó porque a la muerte del licenciado
Trescanales fue nombrado el licenciado don Diego Baños y Sotomayor, librándole título
por real cédula expedida en Monzón el 20 de marzo de 1626, pero se excusó de servir
este oficio1508. En su reemplazo se nombró al licenciado don Antonio Rodríguez de
Garay, quien se exoneró de ir a servir la plaza, por lo que se extendió nuevo título en
favor del bachiller don Diego Benítez de Maqueda por real cédula fechada en Madrid el
9 de abril de 16271509, quien prestó juramento de su oficio el 29 de agosto de 16291510.
Por dejación del oficio que hizo el bachiller Benítez de Maqueda, se despachó título
en favor de don Alonso Hurtado de Mendoza por real cédula expedida en Madrid el 6 de
abril de 16391511 quien, a su vez, hizo dejación de la plaza, librándose título para
sucederle a don José de Axpee y Artaeche por real cédula fechada en Madrid el 1 de
agosto de 16711512, quien la sirvió hasta su muerte ocurrida en 1686.
Axpee y Artaeche fue sucedido interinamente por el licenciado don José Fajardo,
nombrado por el presidente y gobernador don José de Garro1513, y se mantuvo en el
interinato hasta la llegada del titular don Bernardino de Ressa y Cervantes, a quien se le
extendió título por real provisión fechada en Madrid el 16 de diciembre de 16871514, que
fue recibido al uso y ejercicio de él el día 26 de junio de 16901515, y lo sirvió hasta su
muerte ocurrida el 19 de septiembre de 16971516.
En 1692 el licenciado Ressa y Cervantes movió causa contra el escribano de cámara
don Bartolomé de Maldonado para que se declarara que debía preferirle en el asiento,
debiendo ocupar el del lado derecho del tribunal y el escribano el del lado izquierdo.
Después de tramitado el expediente la real audiencia por sentencia del 28 de abril de
1693 declaró: Deber preferir el relator en propiedad al escribano de cámara1517.
                                                
1507 AGI. Chile, 166, RC. Madrid, 20-X-1627, fs. 406v-408v.
1508 AGI. Chile, 223, Relatores, títulos desde 1626, RC. Monzón, 20-III-1626.
1509 Idem, RC. Madrid, 9-IV-1627. También en ANRACH. 3.136, fs. 236.
1510 ANRACH. 3.136, Juramento del relator Benítez de Maqueda, Santiago, 29-VIII-1629, fs. 255.
1511 Idem, RC. Madrid, 6-IV-1639.
1512 Idem, RC. Madrid, 1-VIII-1671.
1513 ANRACH. 478, pza. 8, fs. 141 vta.
1514 ANRACH. 478, pza. 8, Autos sobre el asiento que debe ocupar en la Real Audiencia el relator
don Bernardino de Ressa y Cervantes, R.P. Madrid, 16-XII-1687, fs. 128-129.
1515 ANRACH. 1.707, pza. 1, fs. 55.
1516 ANRACH. 1.701, pza. 1, fs. 140.
1517 Idem, Sentencia, Santiago, 28-IV-1693, fs. 149.
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En 1697, a la muerte del licenciado Ressa y Cervantes, entró a servir interinamente la
relaturía el escribano público y del número don Gaspar de Valdés1518.
Don Gabriel Cano y Aponte por título fechado en Santiago el 6 de septiembre de
1732 nombró a don Alonso de Guzmán: Por relator de dicha Real Audiencia, interin
que Su Majestad envía persona que le sirva1519, a quien sucedió don Juan Antonio
Caldera.
Por renuncia de don Juan Antonio Caldera fue nombrado para sucederle el licenciado
don Juan Antonio de los Alamos, a quien se le expidió título por real cédula datada en
Madrid el 23 de abril de 17541520.
En 1756 el relator don Antonio de los Álamos hizo presente al monarca los muchos
negocios de oficio que ocurrían en la audiencia de Santiago, y los pocos de parte con los
cuales solventar su salario, el que estaba situado en las penas de cámara, que eran
insuficientes para cubrirlo. Por ello solicitaba que, a ejemplar de lo resuelto para los
relatores de Charcas y Lima sobre consulta del 27 de junio de 1755, se mandara pagar
su salario en otros ramos de la Real Hacienda y se le permitiera servir su empleo por
substituto en sus ausencias y enfermedades.
El monarca, sobre consulta del 7 de enero de 1757, no condescendió a que pudiera
servir por substituto, y declaró que se mantuviera: La situación de este sueldo en Penas
de Cámara, y páguese de mi Real Hacienda la parte (y aun el todo) si no alcanzase a
cubrirle el citado ramo, cuya gracia se ha de verificar desde el primero de enero de
este año1521.
Dos años después, el presidente don Manuel de Amat y Junyent, considerando lo
recargado del trabajo del tribunal, nombró como relator interino a don José de Ureta,
librándole título provisorio en Santiago el 10 de junio de 1759, a quien el rey confirmó
como relator en segunda plaza por real cédula librada en San Ildefonso el 20 de
septiembre de 17641522.
Desde esta época, pues, la Real Audiencia de Santiago del Reino de Chile contó con
dos plazas de relator, considerándose más honorífica la primera, por ser la de fundación.
Por tal razón, al quedar vaca, el relator de la segunda pasaba por opción a servir la
primera, y se proveía la segunda que resultaba vacante por la citada opción.
Así ocurrió a la muerte de don Antonio de los Álamos que servía la primera plaza,
pues fue sucedido por don José de Ureta que despachaba en la segunda, cuyo real título
                                                
1518 ANRACH. 1707, pza. 1, fs. 138 vta.
1519 ANRACH. 666, pza. 8, Expediente de Dn. Alonso de Guzmán sobre que se le admita de relator
en la Real Audiencia , fs. 288-288vta.
1520 Idem, RC. Madrid, 23-IV-1754.
1521 AGI. Chile 69, Consultas originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de
1733 al 759, Consulta, 7-I-1757.
1522 AGI. Chile, 223, Relatores, títulos desde 1626, RC. San Ildefonso, 20-IX-1764.
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le fue librado por real cédula fechada en San Lorenzo el 30 de octubre de 1771 con un
salario de 800 pesos1523.
El relator Ureta y Mena obtuvo por real cédula librada en Madrid el 11 de julio de
1780 la facultad de nombrar: Un substituto idóneo que sirva la relatoría en los casos de
enfermedad, u otro legítimo impedimento1524.
En dicha conformidad el relator Ureta y Mena propuso a la Real Audiencia de
Santiago el 15 de diciembre de 1781 que se nombrara como su substituto al licenciado
don Francisco de Borja Orihuela, proposición que fue aprobada por el tribunal por auto
del 23 de septiembre de 1784, plaza que juró cuatro días después1525. De este modo, el
abogado don Francisco de Borja Orihuela entró: A servir en calidad de sostituto del Dr.
Dn. José Ureta, la que éste tenía en propiedad, y para cuya sostitución obtuvo real
permiso1526.
Como se dudara si la gracia de la situación del salario que se había concedido a
Álamos continuaría o no en Ureta, los oficiales reales escribieron el 3 de abril de 1771
preguntando si deberían continuar pagando el salario del primer relator de la Real
Hacienda. Se resolvió que así debía hacerse y al efecto se les despachó una real cédula
fechada en Aranjuez el 1 de junio de 1772, donde se señalaba que el salario situado en
penas de cámara correspondiente a 827 pesos y 5 reales debía ser enterado por la Real
Hacienda si dicho ramo no bastaba1527.
Para ocupar la vacante en la segunda relaturía, producida por la opción a la primera
de Ureta y Mena, se despachó título en favor de don Fernando Bravo de Naveda por real
cédula expedida en San Lorenzo el 3 de octubre de 17711528, quien la sirvió hasta su
muerte ocurrida el 28 de junio de 1776.
Muerto Bravo de Naveda la Real Audiencia, por auto fechado el 1 de julio de 1776,
hizo fijar edictos para sacar la plaza a oposición, y en el intertanto nombró con la misma
fecha como relator interino a don José Antonio Badiola, quien el día 3 de julio de 1776
prestó el juramento de estilo1529.
                                                
1523 AGI. Chile, 185, Relación de los empleos políticos, Años 1783; AGI. Chile, 223, Relatores,
títulos desde 1626, RC. San Lorenzo, 3-X-1771.
1524 ANRACH. 2.839, pza. 11, Expediente sobre las facultades concedidas por S.M. al relator de la
Real Audiencia Don José de Ureta y Mena para que pueda nombrar un substituto con aprobación del
tribunal, RC. Madrid, 11-VII-1780, fs. 158-159.
1525 Idem, fs. 164 vta.-166.
1526 ANRACH. 2.105, pza. 1, Expediente de la provisión del empleo de Relator de la Audiencia por
muerte de dn. Miguel de Rocha , fs. 5.
1527 AGI. Chile, 223, Sueldos, RC. Aranjuez, 1-VI-1772.
1528 AGI. Chile, 223, Relatores, títulos desde 1626, RC. San Lorenzo, 3-IX-1771.
1529 ANCG. 692, Testimonio de los autos formados sobre la vacante de la segunda Relaturía de esta
Real Audiencia, 1776, Título interino en favor de don José Antonio Badiola, Santiago, 1-VII-1776, fs. 21-
21 vta.
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Once abogados se presentaron a hacer oposición, y por auto del 17 de septiembre de
1776 la real audiencia formó la terna de rigor para pasarla al Consejo de Indias, la que
estaba integrada en orden por don Miguel de Rocha y Rodríguez, don José Antonio
Badiola, y don Agustín Seco y Santa Cruz1530.
Finalmente esta plaza le fue concedida a don Miguel de Rocha y Rodríguez, a quien
se le despachó título por real provisión fechada en El Pardo el 19 de marzo de 1777, con
un salario igual al del primer relator, vale decir, 800 pesos anuales1531.
Durante la regencia de don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo, con ocasión de
haberse acordado la división del tribunal en dos salas, decidió el mismo regente proveer
una tercera plaza de relator supernumerario, para lo cual él propondría al sujeto que le
parecía a propósito y el presidente le nombraría. Tal decisión la acordó el regente el 26
de febrero de 1779, previa vista del fiscal, proponiendo al doctor don Nicolás de
Gandarillas para servir dicho oficio:
Hágase como propone el señor fiscal en la respuesta que antecede y en su
conformidad procédase al nombramiento de un tercer relator supernumerario,
para que turnando con los dos propietarios en el repartimiento de causas y
procesos, y sin más salario, ni ayuda de costa por ahora que los derechos y
emolumentos que legítimamente le correspondan por las relaciones que hiciere
con arreglo al Arancel, se facilite el despacho de las dos Salas, en los días y
horas que pareciere precisa su formación con arreglo a lo prevenido en el Real
Orden de 21 de octubre del año pasado de 1776, cuya copia se ha agregado al
expediente. Y en atención a que, sin embargo de lo que el mismo señor Fiscal
expone en su citada respuesta acerca de la facultad que me compete para hacer
dicho nombramiento, conferenciada la materia con el señor Presidente, por
obviar diferencias, hemos quedado acordes en que a propuesta mía nombrará la
persona que me parezca más a propósito para el servicio y desempeño de dicha
relaturía. Pásesele el correspondiente oficio proponiendo para dicho empleo al
Dr. Dn. Nicolás de Gandarillas, abogado de esta Real Audiencia, de cuya
idoneidad, expedición y demás buenas calidades me hallo enterado y
satisfecho 1532.
En dicha conformidad el presidente don Agustín de Jáuregui y Aldecoa despachó el
nombramiento en favor de Gandarillas el 27 de febrero de 17791533, quien prestó
juramento el día 4 de marzo siguiente1534, y a quien se le confirmó su título por real
provisión librada en El Pardo el 14 de febrero de 1780, asignándole un salario de 400
pesos1535.
El día 17 de julio de 1786 murió don José de Ureta y Mena, relator más antiguo del
tribunal, por lo cual en acuerdo del 20 de julio del mismo año el presidente y oidores
                                                
1530 Idem, Auto, Santiago, 17-IX-1776, fs. 62 vta.
1531 AGI. Chile, 185, Relación de los empleos políticos, Años 1783; AGI. Chile, 223, Relatores,
títulos desde 1626, RP. El Pardo, 19-III-1777.
1532 AGI. Chile, 183, Sobre división de salas de la Audiencia , fs. 6vta.-7.
1533 Idem, fs. 8-9.
1534 ANRACH. 3.138, Juramento del relator don Nicolás José de Gandarillas, Santiago, 4-III-1779,
fs. 252.
1535 AGI. Chile, 185, Relación de los empleos políticos. Años 1783, RP. El Pardo, 28-II-1780.
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acordaron promover al tercer relator don Nicolás José de Gandarillas, reputándole como
segundo relator, y con goce a sueldo íntegro:
Vistos: Dijeron los Señores que los componen (El Real Acuerdo) que, con
respecto de haber fallecido el día diez y siete de este mes el Dr. Dn. Joseph de
Ureta y Mena, relator más antiguo de esta Real Audiencia (Lo que pondrá por
certificación el escribano de cámara) es llegado el caso que el nominado Dr. Dn.
Nicolás (Gandarillas) obte la que vaca por su fallecimiento, y en su conformidad
declararon que en atención a tener hecho el juramento y estar exerciendo dicho
empleo se le tenga y repute por segundo relator, contribuyéndole con el sueldo
íntegro de 800 pesos asignados a estas Plazas, desde el día en que falleció el
nominado relator finado, pagando la parte que corresponda a la media anata, con
arreglo a dicho real título, tomándose razón de esta providencia en la Contaduría
Mayor y Caja Real...1536.
Por el mismo auto la real audiencia acordó suprimir la tercera plaza de relator:
Con consideración a haberse suspendido la segunda Sala de esta Real
Audiencia, con cuyo motivo se creó la tercera relatoría, habiéndose suprimido
con su ocasión una plaza de Oydor, que también se suprima por ahora la dicha
tercera relaturía, hasta nueva providencia1537.
El presidente de la audiencia en el mismo año de 1786 dispuso que el abogado don
Francisco de Borja Orihuela supliera: Las muchas faltas que por su enfermedad tan
prolongada hacía el Dr. Rocha1538.
Muerto Rocha y Rodríguez, a mediados de 1788, la audiencia ordenó el 1 de
septiembre del mismo año fijar edictos para que se presentaran los interesados en el
oficio, y comparecieron como opositores los abogados don Francisco de Borja Orihuela,
don Juan José del Campo, y don José Sánchez Villasana 1539.
Después que los opositores hubieron hecho presente sus méritos se dio vista al fiscal
don Joaquín Pérez de Uriondo quien, en su dictamen fechado el 11 de noviembre de
1788, decía a la audiencia que: Podrá desde luego mandarse por Vuestra Alteza que
estos sean examinados con arreglo a la l.25, tit. 17, lib. 2 de las recopiladas de
Castilla, haciéndoles comparecer por su orden y antigüedad, a efecto de que
señalándoseles causa se pase a practicar las diligencias de examen previas y
establecidas y, ejecutándose con la mayor formalidad y rigorismo que se necesita para
probar la idoneidad, desinterés, y fidelidad con que debe servirse tan importante
oficio1540.
Verificado el examen se libró título en favor de don Francisco de Borja Orihuela, que
fue confirmado por real cédula expedida en Madrid el 8 de agosto de 17891541, quien se
                                                
1536 ANRACH. 3.137, Auto de la Audiencia , Santiago, 20-VII-1786, fs. 147 - 147 vta.
1537 Ibidem.
1538 ANRACH. 2.105, pza. 1, fs. 5vta.
1539 ANRACH. 2.105, pza.1, Expediente de la provisión del empleo de relator de la Real Audiencia
por muerte de don Miguel de Rocha.
1540 Idem, fs. 10-10vta.
1541 AGI. Chile, 223, Relatores, títulos desde 1626, RC. Madrid, 8-VIII-1789.
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presentó ante el tribunal para ser recibido en su oficio y prestó juramento de rigor el 11
de septiembre del mismo año1542.
Muerto don Francisco de Borja Orihuela en 1801 fue sucedido por don Lorenzo José
de Villalón, al que se le despachó título por real cédula fechada en Aranjuez el 13 de
febrero de 1802, conservando su plaza hasta la disolución del tribunal1543.
En 1799 se despachó nombramiento de relator interino en la tercera plaza en favor de
don Modesto Villegas, quien continuaba en dicha calidad aun en 1807. Por ello el
presidente del tribunal solicitaba en dicho año que se la concediera en propiedad y que
se le situara su salario por la Junta de Real Hacienda, sin que sepamos si alcanzó a darse
respuesta o no a esta petición1544.
2.2.5. Repartidor de pleitos y tasador de penas de cámara
Estos oficios solían ser servidos por un solo titular, y estaban dentro de aquellos
considerados vendibles y renunciables.
Así por ejemplo, en 1751 los había rematado en 350 pesos don Ignacio de los Olivos,
a quien se le extendió título provisorio por el presidente el 24 de abril de dicho año, y
los ocupaba por confirmación real por real provisión fechada en Buen Retiro el 18 de
marzo de 1755, manteniéndose en ellos hasta 1787, con un salario de 200 pesos anuales,
situados en penas de cámara1545.
En 1760, a petición de don Ignacio de los Olivos la Real Audiencia de Santiago
comisionó al oidor don José de Traslaviña y Oyagüe para que se realizara una reforma
de los Aranceles de los derechos de los subalternos del tribunal1546.
Muerto don Ignacio de los Olivos la audiencia mandó fijar edictos para rematar dicha
plaza, tasándose por peritos en 200 pesos, sin embargo, fue rematada en don Francisco
Aguilar de los Olivos por la suma de 155 pesos, a quien le despachó título provisorio la
audiencia gobernadora el 5 de julio de 17871547, y le fue confirmado por real cédula
librada en Madrid el 12 de julio de 17891548.
                                                
1542 ANRACH. 669, pza. 19, Expediente sobre cumplimiento de una Real Cédula original, en que Su
Majestad nombra relator propietario de la Real Audiencia al abogado don Francisco de Borja Orihuela,
que desempeñaba interinamente dicho oficio , fs. 161-161vta.
1543 AGI. Chile, 223, Relatores, títulos desde 1626, RC. Aranjuez, 13-II-1802.
1544 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios.
1545 AGI. Chile, 223, Títulos de tasador general de costas y repartidor de pleitos desde 1755 , RP.
Buen Retiro, 18-III-1755.
1546 ANRACH. 491, pza. 2, Autos de la Real Audiencia que nombra al oidor Dn. Jose de Traslaviña
para que en unión del Fiscal proceda a la reforma de los Reales Aranceles establecidos para el cobro de
los derechos judiciales que corresponden a los ministros de justicia, Años 1760-1761.
1547 AGI. Chile, 223, Tasador de costas procesales.
1548 ANRACH. 669, pza. 10, Expediente promovido sobre el cumplimiento de la Real Cédula fecha
en Madrid a 12 de julio de 1789, previniendo a esta Real Audiencia lo que expresa con motivo de los
defectos padecidos en el remate del oficio de Tasador General de Costas y Repartidor de Pleytos de ella
hecho en don Francisco Aguilar de los Olivos, fs. 79-81vta.
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Don Francisco Aguilar de los Olivos sirvió dichos oficios hasta su muerte ocurrida
en noviembre de 1809, tras la cual el presidente don Francisco García Carrasco nombró
el 1 de diciembre de 1809 como tasador general de costas interino al doctor don Pedro
Ramón de Silva Bohórquez1549.
2.2.6. Abogados
Conforme a un viejo precepto se disponía en las Ordenanzas de la Real Audiencia de
Santiago de Chile que: Ninguno sea ni pueda ser abogado en la dicha mi Audiencia, sin
que primeramente sea examinado y aprovado por el mi presidente y oidores, y escripto
en la matricula de los abogados1550.
Durante el siglo XVII el número de abogados de la audiencia santiaguina no fue muy
elevado, situación que varió desde la segunda mitad del siglo XVIII, debido a la
apertura de la Real Universidad de San Felipe en 1758, pues en ella había facultades de
cánones y leyes1551.
La Real Audiencia de Santiago de Chile dictó el 26 de marzo de 1778 un auto
acordado sobre la recepción de abogados en ella1552.
En relación a los abogados de pobres, se ha podido comprobar que en 1682 fue
nombrado como tal don Álvaro Romero, quien aun servía este oficio diez años
después1553, y que por título fechado en Santiago el 6 de mayo de 1776 fue nombrado
abogado defensor general de pobres don Manuel Álvarez de Toledo.
2.2.7. Procuradores
Al igual que los abogados, debían los procuradores conforme a las Ordenanzas, ser
examinados por la Real Audiencia: Mando que los procuradores que se obieren de
rezevir en la mi Audiencia, no usen de los tales oficios antes que sean examinados por
el mi presidente y oydores, y les sea por ellos dado licencia1554, y además se reiteraba la
antigua prescripción conforme a la cual se mandaba: Que haia numero cierto de
procuradores y no mas1555.
                                                
1549 ANRACH. 2.903, pza. 8, Nombramiento de tasador general de costas interino, fs. 36-39.
1550 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile, 1609, ord. 233, en SÁNCHEZ-
ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 293.
1551 GONZÁLEZ ECHENIQUE, Javier, Los estudios jurídicos y la abogacía en el reino de Chile,
Santiago, 1954.
1552 ANRACH. 3.137, fs. 127-129.
1553 ANRACH. 478, pza. 6, fs. 99.
1554 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile, 1609, ord. 246, en SÁNCHEZ-
ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 296.
1555 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile, 1609, ord. 247, en SÁNCHEZ-
ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 296.
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En la Real Audiencia de Santiago de Chile, desde 1673 y por espacio de más de 20
años se desempeñó como procurador don Pablo Velasco1556.
Durante buena parte del siglo XVIII existieron tres plazas de procuradores del
número, aunque a finales del mismo siglo se habían incrementado en varias más, las que
se proveían por remate en pública almoneda, bien en propiedad o en simple
arrendamiento.
La primera plaza de procurador de número le fue concedida a don José María
Santibáñez, en cuyo favor se le despachó título por el presidente el 17 de marzo de
1785, y le fue confirmado por real provisión fechada en San Ildefonso el 18 de
septiembre de 1788. En 1799 fue sucedido por don Juan Lorenzo de Urra, a quien se le
despachó real título por real provisión fechada en San Lorenzo el 17 de octubre de 1800.
La segunda plaza la servía en 1779 don Claudio Mena 1557, quien fue sucedido por
don José Gregorio Calderón, a quien se le despachó título provisorio en Santiago el 11
de marzo de 1789, y le fue confirmado por real provisión fechada en Madrid el 11 de
julio de 17921558.
La tercera plaza la sirvió don José Ignacio Lepe hasta 1790, a quien sucedió don Juan
Bringas, nombrado provisoriamente el 17 de diciembre de 1791, tras haberla
rematado1559, y obtuvo real confirmación por real provisión fechada en Aranjuez el 17
de junio de 1796.
Además también ocuparon empleos de procuradores durante el siglo XVIII: don
Adrián de Basavilvaso, que lo fue hasta el año 17721560; don Diego Toribio de la
Cuadra, que lo era en 17791561. En 1786 renunció al empleo de procurador don Manuel
Sandoval1562, y en ese mismo año remató el empleo don Pedro Moreno 1563. En agosto de
1787 había muerto el procurador don Manuel Fajardo1564. Hasta 1791 sirvió en
arrendamiento don Manuel José de Morales, año en que remató el oficio don José de
Cañas1565.
                                                
1556 ANRACH. 478, pza. 8, fs. 142-142 vta.
1557 ANRACH. 1.701, pza. 5, fs. 65.
1558 ANCG. 212, Remate de plaza de Procurador del Número en don José Gregorio Calderón, Año
1788, fs. 32-47.
1559 ANCG. 616, Remate de una plaza de Procurador del Número en don Juan Bringas, Año 1691,
fs. 1-14.
1560 ANCG. 615, Vacancia del empleo de Procurador del Número de don Adrián d e Basavilvaso ,
Año 1772, fs. 136-137.
1561 ANRACH. 1.701, pza. 5, fs. 65.
1562 ANCG. 212, Renuncia del empleo de procurador por don Manuel Sandoval , Año 1786, fs. 281-
291.
1563 Idem, fs. 312-320.
1564 ANRACH. 2.565, pza. 3, fs. 37.
1565 ANCG. 611, Remate de Procurador de Número en don José de Cañas, que sirve en
arrendamiento don Manuel José de Morales, Años 1791-1800, fs. 1-19.
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2.2.8. Receptores
El empleo de receptor también se encontraba dentro de los considerados vendibles y
renunciables, y así se proveía por remate, tal como ocurrió, por ejemplo, en 1798 en
favor de don José de Cañas1566; o el 20 de octubre de 1806 cuando fue adjudicado uno
de estos empleos en favor de don Joaquín Pizarro1567.
2.2.9. Tesorero o receptor de penas de cámara
Se ha podido comprobar que entre 1674 y 1680 sirvió este empleo el capitán don
Salvador Pérez de Ortega, quien fue sucedido en dicho año por el capitán don Antonio
Ballarna, que solicitó que rindiera cuentas su antecesor para que él pudiera usar y
ejercer el empleo1568.
En 1685 servía este oficio don Francisco de Peraza 1569, a quien sucedió en 1687 el
escribano de cámara capitán don Bartolomé Maldonado1570. El 13 de junio de 1693
entró a desempeñar interinamente este empleo el relator don Bernardino Ressa y
Cervantes, y lo hizo hasta diciembre de 16961571, época en la que fue sucedido por don
Valeriano de Arcas1572.
En 1740 ocupaba este empleo don José Álvarez de Henostroza 1573, y en 1760 lo
servía el maestre de campo don Juan José de Santa Cruz y Silva, quien aun lo
desempeñaba en 17751574.
2.2.10. Porteros
Como primer portero fue nombrado don Pedro de Iduya, quien fue recibido en su
oficio el día 9 de septiembre de 16091575.
En el título expedido en favor del primer portero se ordenó que llevara el mismo
salario que había tenido el de la antigua Real Audiencia de Concepción, situado en la
                                                
1566 ANCG. 615, Remate del oficio de escribano receptor en don José de Cañas, Año 1798, fs. 119-
135.
1567 ANCG. 212, Remate del empleo de receptor en don Joaquín Pizarro , año 1806, fs. 101-115.
1568 ANRACH. 1.701, pza. 1, El capitán Antonio de Ballarna, Receptor General de Penas de
Cámara, sobre que rinda cuentas de su administración el capitán Salvador Pérez de Ortega, su
antecesor, Año 1680.
1569 AGI. Chile, 131.
1570 ANRACH. 2.926, pza. 1, El escribano de cámara y receptor de las penas que a ella se aplican
sobre que los escribanos receptores de las ciudades den cuenta de las condenaciones hechas por las
justicias, Año 1688.
1571 ANRACH. 1.701, pza. 1, fs. 92.
1572 Idem, fs. 139.
1573 ANRACH. 2.800, pza. 1.
1574 ANRACH. 1.701, fs. 154.
1575 ANRACH. 3.136, fs. 99.
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misma forma que aquel, mas como no se halló razón en los libros de los Oficiales
Reales de cuál había sido dicha cantidad, se le señalaron 500 pesos ensayados, que
habrían de pagarse en gastos de estrados y en su falta en penas de cámara, y no
habiendo de ambos, en cualquier otra hacienda, con la debida confirmación real dentro
de cuatro años. Esta situación se mantuvo hasta una real cédula fechada el 27 de julio de
1627 que dispuso que el salario del portero de 500 pesos debía situarse sólo en gastos de
estrados, y su faltante en penas de cámara1576.
Tras la muerte de don Pedro Iduya, por real cédula fechada en Madrid el 9 de enero
de 1636, se extendió título de portero en favor de don Alonso Osorio Castellanos1577.
Por real cédula librada en Madrid el 6 de agosto de 1654 se nombró como portero a
don Miguel de Valencia, para suceder a don Alonso Osorio Castellanos, fijándole un
salario de 500 pesos ensayados, consignados en gastos de estrados y penas de
cámara1578. Esta situación del salario fue confirmada por real cédula fechada en Madrid
el 11 de agosto de 1659 que ordenó que el salario del portero debía pagarse en gastos de
estrados, y si faltare en penas de cámara, tal cual se había hecho con Osorio
Castellanos1579.
Por real cédula fechada en Madrid el 11 de enero de 1684 se concedió al viejo
portero don Miguel de Valencia la facultad: Para que elija y nombre a su hijo mayor
para que después de los días de su vida, sirva y exerza la dicha portería en
propiedad1580.
En efecto, fue substituido por su hijo don José de Valencia, quien aun actuaba como
tal en 16961581. En 1700 servía como portero don Miguel de Salvatierra1582, quien en 2
de mayo de dicho año parecía ante la real audiencia señalando: Que para celebrar el
Santo sacrificio de la Misa hay necesidad de refacción de algunas alhajas, y hacer una
palia, bolsa de corporales, paño de cáliz, y comprar un plumero, y porque hay dinero
en penas de cámara se ha de servir Vuestra Alteza de mandar se me libren en este ramo
la cantidad que pareciere conveniente, que estoy a dar cuenta del gasto que
hicieren1583. Se dio vista al fiscal, y su titular don Baltazar José de Lerma opinó que: Es
muy justo se atienda a tan precisa necesidad1584. Salvatierra aun oficiaba de portero en
17121585.
                                                
1576 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. 27-VII-1627.
1577 AGI. Chile, 223, Títulos de porteros desde 1636 , RC. Madrid, 9-I-1636.
1578 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. Madrid, 6-VIII-1654.
1579 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. Madrid, 11-VIII-1659.
1580 AGI. Chile, 223, Títulos de porteros desde 1636 , RC. Madrid, 11-I-1684.
1581 ANRACH. 478, pza. 8, fs. 94.
1582 ANRACH. 556, pza. 2.
1583 ANRACH. 556, pza. 2, Sobre gastos para la Real Capilla , fs. 11.
1584 Idem, fs. 11 vta.
1585 ANRACH. 556, pza. 3.
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En 1744 entró a servir la portería del tribunal don Nicolás de Guzmán quien
permanentemente enfrentó el problema del no pago de su salario debido a la escasez del
ramo de penas de cámara, lo que le hacía escribir que había llegado: Al estado casi de
mendigar, por no contribuírseme con el salario de los 800 pesos imputados en penas de
cámara, por lo exhausto de sus fondos1586. Tan grave era esta situación que en 1778
Guzmán exponía a la real audiencia su: Suma indigencia y desnudez, y de estárseme
debiendo 2.3000 pesos de sueldos vencidos1587.
La carencia del ramo de penas de cámara para cubrir el salario de portero, y lo
reducido de su dotación obligó a don Nicolás de Guzmán a hacer presente esta situación
al monarca quien, para paliar en cierto modo esta necesidad, por real cédula librada el 7
de mayo de 1773, ordenó arbitrar los medios necesarios para la decente subsistencia del
portero de la audiencia de Santiago, considerándose entre ellos asignarle 6 reales por la
actuación de cada apremio, y la providencia de que los corregidores del distrito le
contribuyeran con 50 pesos anuales cada uno tomados de las multas que exigieren1588.
En vista de tal resolución el regente Álvarez de Acevedo ordenó que se situara el
salario del portero del tribunal en los ramos de Real Hacienda por un monto anual de
500 pesos1589.
En 1770 el portero don Nicolás de Guzmán solicitó a la Audiencia que habiendo:
Llegado el tiempo en que Vuestra Alteza se sirve cada seis meses de despachar
libramiento de treinta pesos para cera y vino de esta Capilla Real en que se celebra
diariamente el Santo Sacrificio de la Misa que oyen los Señores que componen este
Regio Tribunal1590. Se pidió informe a los Oficiales Reales, quienes señalaron: Que
aunque ha estado en costumbre librar al portero cada seis meses los treinta pesos que
pide, pero por el pliego de reparo del Señor Contador Mayor que libró con vista de la
cuenta del año de 68, su fecha 30 de octubre de 69...nos prohíbe conforme a Leyes
Reales el que entreguemos cantidad alguna por razón de salarios o ayudas de costas
sin expresa orden del Rey1591.
Se dio vista al fiscal, y éste sugirió que el escribano de Real Hacienda y el de Cámara
informaran sobre la costumbre observada en esta materia. El escribano de Cámara
certificó: Que en cerca de cuarenta años que ha exerzo oficio públicos y este de
Cámara, siempre he visto librar al Portero de esta Real Audiencia anualmente treinta
pesos para gastos de cera y vino de la Capilla Real, y tengo entendido por tradición
viene esta práctica de inmemorial tiempo1592. Con esta información y la vista favorable
                                                
1586 ANRACH. 2.923, Nicolás de Guzmán a la Real Audiencia, Santiago, 9-IV-1778, fs. 9.
1587 Ibidem.
1588 AGI. Chile, 223, Porteros y demás subalternos de la Real Audiencia de Chile, RC. 7-V-1773.
1589 ANRACH. 2.923, fs. 10.
1590 ANRACH. 2.136, pza. 6, Sobre gasto para la cera de la Candelaria, fs. 142.
1591 Idem, Los Oficiales Reales a la Real Audiencia, fs. 142 vta.
1592 Idem, Certificación del escribano de cámara , fs. 145.
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del fiscal se despachó el 22 de enero de 1770 el libramiento ordenándose se informara al
monarca1593.
El mismo regente Álvarez de Acevedo, con ocasión de la nueva planta dada al
tribunal en 1776, decidió la creación de una segunda plaza de portero para la sala del
crimen, asignándole por auto fechado el 19 de octubre de 1778 a cada uno un salario de
400 pesos más otros 100 en penas de cámara como acrecentamiento para el de la
primera plaza1594.
En abril de 1778, mientras se tramitaba el expediente tocante a la creación de la
segunda portería el titular de la única plaza don Nicolás de Guzmán pareció ante la
audiencia manifestando que por real despacho fechado en Madrid el 3 de julio de 1773
se le había hecho merced de que su hijo don José Antonio sirviera en sus ausencias y
enfermedades, y que fuese atendido con preferencia cuando vacare la portería, lo que no
había tenido efecto por la muerte prematura de su hijo, y por ello solicitaba que se
entendiera esta gracia en favor del otro hijo suyo don Juan José Guzmán, que oficiaba
como procurador del número, para quien pedía la segunda plaza de portero, haciendo
renuncia a su derecho de cobrar sus sueldo impagos1595.
El fiscal don Ambrosio Zerdán fue de opinión de no condescender a esta petición,
porque debía: Mirarse el nombramiento de Portero, así como el de los demás ministros
subalternos por privativos del señor Presidente1596. A pesar de ello, el tribunal declaró
por auto del 31 de octubre de 1778 que don Juan José debía entenderse subrogado en la
gracia que se había hecho a su hermano José Antonio y, en tal carácter, suplir a su padre
en ausencias y enfermedades, y por acuerdo tomado el 14 de enero de 1779 dio su
parecer al presidente en orden a que no resultaba conveniente que se diera la segunda
portería al hijo del actual portero1597.
Por decreto del presidente Jáuregui fechado el 25 de febrero de 1779 se ordenó poner
edictos para la segunda plaza de portero, presentándose como pretendiente don Toribio
González de la Cuadra, a quien el presidente, previo parecer conforme de la audiencia,
ordenó el 6 de marzo del mismo año se le librara título, el que le fue despachado el 11
de marzo de 1779, con un salario de 400 pesos1598.
El 18 de febrero de 1780 la audiencia puso en noticia del presidente haber muerto el
titular de la primera plaza don Nicolás de Guzmán, presentando a su hijo don Juan José
para que le fuera dada en propiedad, conforme a lo cual el presidente Jáuregui le
despachó título el 23 de febrero del mismo año1599.
                                                
1593 Idem, fs. 146.
1594 Idem, fs. 27 vta.
1595 ANRACH. 2.923, fs. 10.
1596 Idem, fs. 13vta.-14.
1597 Idem, fs. 18-20.
1598 AGI. Chile, 185, Relación de los empleos políticos, Años 1783.
1599 ANRACH. 2.923, fs. 27 vta.
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Este nombramiento dio motivo a la apertura de un expediente debido a que el titular
de la segunda plaza don Toribio González de la Cuadra solicitó al tribunal que se le
promoviera a la primera, debiendo entenderse el nombramiento de Guzmán para la
segunda1600. El fiscal don Lorenzo Blanco Cicerón opinó que: Parece de justicia, pues
es sabido que en los destinos que se sirven por dos o más con grado de antigüedad o
preferencia, suceden en las vacantes, unos a otros por su orden1601. A pesar de ello, el
propio González de la Cuadra se desistió posteriormente de su instancia y, en dicha
conformidad, se confirmó a Guzmán en la primera plaza, quien juró en ella el 21 de
septiembre de 1780.
Por real cédula librada en Aranjuez el 24 de mayo de 1790 se ratificó que el sueldo
del portero era de 800 pesos, y que como ahora servían dos titulares el mismo oficio,
debían compartir el salario, sin más ayuda de costa1602.
2.2.11. Intérpretes o lenguas
No existe constancia alguna que la Real Audiencia de Santiago de Chile hubiera
contado permanentemente con una persona que hubiera ocupado este empleo, y
pareciera ser que sólo en los casos concretos en los que se precisaba de un intérprete era
nombrado alguno, bajo el juramento de rigor.
2.2.12. Agentes fiscales
Por real cédula fechada el 19 de octubre de 1777 se dio facultad a los fiscales de las
reales audiencias para que pudieran nombrar a sus agentes, nombramientos que debían
recaer precisamente en abogados de satisfacción, los que debían presentarse en el
Consejo para su aprobación y expedición de los títulos correspondientes1603.
El primer agente fiscal de lo civil fue nombrado por el fiscal de dicho ramo don
Lorenzo Blanco Cicerón el año 1777, quien despachó título provisorio en Santiago el 8
de abril de 1777 en favor del abogado don Francisco Antonio de Elizalde, que obtuvo
confirmación por real provisión librada en Aranjuez el 24 de mayo de 1778, con una
dotación de 800 pesos anuales1604.
De su lado, el primer agente fiscal en lo criminal fue nombrado por el fiscal don
Ambrosio Zerdán el mismo año de 1777, recayendo dicho oficio en el abogado don
Pascual de Silva Bohórquez, a quien le libró título provisorio en Santiago el 8 de abril
de 1777, y que obtuvo real confirmación por real provisión fechada en Aranjuez el 7 de
julio de 1778 con una dotación anual de 800 pesos1605.
                                                
1600 Idem, fs. 28.
1601 Idem, Vista Fiscal, Blanco Cicerón, Santiago, 1-IV-1780, fs. 29vta.-30.
1602 AGI. Chile, 223, Sueldos, RC. Aranjuez, 24-V-1790.
1603 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios.
1604 AGI. Chile, 223, Títulos de sus ministros y subalternos, RP. Aranjuez, 24-V-1778.
1605 AGI. Chile, 223, Títulos de sus ministros y subalternos, RP. Aranjuez, 7-VII-1778.
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Al igual que lo que ocurría con las fiscalías, era considerada plaza superior la de
agente fiscal de lo civil. Por tal razón, el ascenso ordinario del agente fiscal de lo
criminal era a la plaza de lo civil. Tal ocurrió sistemáticamente en la audiencia de
Santiago.
En efecto, cuando en 1784 dejó la agencia fiscal de lo civil don Francisco Antonio de
Elizalde ascendió a ella el que lo era del crimen, don Pascual de Silva Bohórquez, y al
dejarla éste último en 1790, le substituyó el del crimen, que era don José Teodoro
Sánchez.
Al vacar la fiscalía del crimen en 1784 por ascenso a la de lo civil de don Pascual de
Silva Bohórquez, el fiscal del crimen don Joaquín Pérez de Uriondo y Martierena
despachó título provisorio de este oficio en favor del doctor José Teodoro Sánchez el 14
de abril de 1784, confirmado por real provisión fechada en El Pardo el 12 de febrero de
1785.
Cuando Sánchez ascendió a la de lo civil en 1790, el mismo fiscal Pérez de Uriondo,
despachó título provisorio de la agencia fiscal del crimen en favor de don Juan José del
Campo y Quiroz el 14 de junio de 1790, quien obtuvo real confirmación por real
provisión librada en Madrid el 9 de marzo del año siguiente1606, y se desempeñó como
tal hasta la disolución del tribunal en 1811, al igual que su colega José Teodoro
Sánchez.
2.2.13. Capellán
Desde la instalación de la audiencia actuó como su capellán el licenciado don Juan
de la Fuente Loarte, quien por auto del propio tribunal fechado el 28 de febrero de 1611
fue despedido, encargándose la capilla a los religiosos de San Francisco:
En la ciudad de Santiago de Chile a veinte y ocho días del mes de febrero de
mil y seiscientos y once años los Señores Presidente y Oydores desta Real
Audiencia, estando en Real Acuerdo de Justicia, mandaron se notifique al
licenciado Juan de la Fuente Loarte, Capellán desta Real Audiencia, se tenga por
despedido del dicho oficio de capellán, y no use de él más, de aquí adelante, y
que en el entretanto que por esta Audiencia otra cosa se provea, sirvan la dicha
capellanía los Religiosos y Convento de San Francisco de esta ciudad1607.
Sin embargo, por nuevo auto de la audiencia fechado el 7 de diciembre del mismo
año de 1611 fue restituido el licenciado de la Fuente Loarte al servicio de la capilla:
En la ciudad de santiago de chille en siete dias del mes de Disiembre de mill y
seiscientos y once años los sses. presste. e oydores desta rreal audiencia =
Mandaron que el licdo. Juan de la fuente loarte Buelva a continuar y servir la
capellania desta rreal audencia como antes lo hacia en virtud del titulo que para
ello tiene y se le pague el salario que fuese corriendo conforme a el desde
mañana a ocho de diciembre y se notifique a los padres de s. francisco de esta
ciudad que se abstengan de servir de oy en adelante la dicha capellania y se les
                                                
1606 AGI. Chile, 223, Títulos de sus ministros y subalternos. Agentes fiscales, títulos desde 1778.
1607 ANRACH. 3.136, Auto, Santiago, 28-II-1611, fs. 122. Traslado de este auto en ANRACH. 766,
pza. 18, fs. 207 vta.
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libre y pague lo que se les deviere de lo que uvieren servido hasta oy dia de la
fecha deste auto y ansi lo proveyeron y Ron. 1608.
En 1678 la Real Audiencia de Santiago de Chile informó al monarca: Sobre que por
no tener el capellán della los 400 pesos para su congrua, respecto de estar consignado
en Penas de Cámara, y no haber efectos para la satisfacción de este estipendio, no
había capellán que dijese misa en la Audiencia, ni a los presos de la Cárcel los días de
fiesta1609.
En dicha conformidad se despachó a la audiencia una real cédula fechada en Burgos
el 7 de noviembre de 1679 en la que se mandaba se dispusiera: En primer lugar se
pagare al dicho capellán de su consignación de Penas de Cámara, que sirviéndole a
todas las demás personas que tuviesen su situación en este efecto, y constando que no
cabe en él se le satisfaga lo que faltare de cualquiera nuestra Hacienda con calidad de
reintegrarlo a ella de lo que procediere de dichas penas de cámara, y antes de pagar a
otros ninguno y que las misas que el capellán dijere sean por la intención de nuestra
Real Persona1610.
Para cumplir la cédula anterior el presidente y oidores nombraron por auto del 21 de
junio de 1681 como capellán de la real audiencia al presbítero don Pedro Aguilar y
Saravia: Con la obligación de decir misa todos los días de Audiencia en la capilla della
antes de la hora señalada para el despacho ordinario, y de decir misa todos los días de
fiesta a los presos de la cárcel, aplicando dichas misas por nuestra intención y
asistiendo con la dicha nuestra Audiencia cuando concurriere a la celebración de las
fiestas de tabla, y a otras como se ha acostumbrado, y que cuando por justo
impedimento no pudiere asistir personalmente a todo y cualquiera cosa de las
referidas, sostituya sacerdote en su lugar que cumpla con la obligación, y que en otra
manera no había de gozar del estipendio, y mandaron que habiendo asegurado el
derecho de mesada se le despachase título en forma de provisión real1611. Se le libró
título el mismo día, conforme al cual se le situaba un salario de 400 pesos anuales en el
ramo de penas de cámara1612.
Don Pedro Aguilar y Saravia sirvió durante 41 años la capellanía del tribunal, hasta
su muerte ocurrida en junio de 1722. Casi de inmediato el presidente don Gabriel Cano
y Aponte nombró como capellán al presbítero licenciado don Juan Terado, a quien se le
despachó título en Santiago el 16 de junio de 17221613.
                                                
1608 ANRACH. 3.136, Auto, Santiago, 7-XII-1611, fs. 124.
1609 ANRACH. 484, pza. 4, Expediente del licenciado don Pedro Aguilar y Saravia, capellán de la
Real Audiencia, sobre el pago de sus sueldos durante 16 años, fs. 78 vta.
1610 Idem, RC. Burgos, 7-XI-1679, fs. 80-80 vta.
1611 Idem, fs. 79.
1612 Idem, Título de capellán en favor de don Pedro Aguilar y Saravia , RP. Santiago, 21-VI-1681, fs.
78 vta.-81 vta.
1613 ANRACH. 766, pza. 18, Título de capellán de la Real Audiencia licenciado Juan Terado,
Santiago, 16-VI-1722, fs. 222 vta.-223 vta.
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Al presbítero Terado le sucedió el clérigo doctor don Domingo Sánchez de Barreda,
quien en junio de 1761 fue ascendido al curato rectoral de la catedral de Santiago. Por
ello el presidente don Manuel de Amat y Junyent nombró como capellán al doctor don
Gregorio Badiola, a quien se le despachó título el 25 de junio del mismo año de
17611614.
En 1774, por ascenso del capellán Badiola al curato rectoral de la catedral de
Santiago, fue nombrado por el presidente don Agustín de Jáuregui como capellán de la
real audiencia el presbítero don Juan Agustín de Escandón, a quien se le libró título el 9
de septiembre de 17741615.
En 1792 fue ascendido al curato de Petorca el capellán don Juan Agustín de
Escandón, quien fue sucedido dicho año por don Pedro Velasco Cañas, nombrado por
decreto del presidente don Ambrosio O’Higgins fechado el 22 de septiembre de 1792,
cuyo texto era el siguiente:
Santiago, 22 de septiembre de 1792.
Por quanto haviendo sido presentado y proveido el Dr. Dn. Juan Agustin de
Escandon al Curato de la Doctrina de Petorca, ha vacado la capellania de esta
Real Audiencia que obtenía, y es preciso elegir sujeto que le substituya, nombro
para el servicio de la dicha Capellania a Dn. Pedro Velasco y Cañas, con el
mismo sueldo que ha gozado el expresado Dr. Dn. Juan Antonio de Escandon, y
avisese a aquel interesado para que acuda por su titulo, y que despachado en la
forma acostumbrada, entre en su virtud a la posesion de este empleo, despues de
tomada razon de el en la Contaduria General de de Real hacienda y Tribunal de
Cuentas. O’Higgins1616.
A don Pedro Velasco y Cañas se le despachó su título el 24 de septiembre del mismo
año1617.
La capellanía se mantuvo en el Tribunal de Justicia y Apelaciones, que funcionó
entre 1811 y 1814, y luego continuó en la restablecida Real Audiencia entre 1815 y
1817, para mantenerse en el reinstalado Tribunal de Justicia y Apelaciones entre 1817 y
1818.
Se mantuvo también en la Cámara Superior de Apelaciones, creada en 1818, y sólo
fue suprimida por decreto del 3 de junio de 1823, debido a razones económicas:
Por cuanto, de acuerdo con el Senado Conservador he decretado:
Que en atención a los graves apuros del Erario, que exijen se supriman los
empleos no absolutamente necesarios, se suprime la capellanía de la Cámara de
Justicia1618.
                                                
1614 Idem, Título de capellán de la Real Audiencia en favor del doctor don Gregorio Badiola ,
Santiago, 25-VI-1761, fs. 225.
1615 Idem, Título de capellán de la Real Audiencia en favor del presbítero don Juan Agustín de
Escandón, Santiago, 9-IX-1774, fs. 226-227.
1616 ANCG. 600, Nombramiento de capellán de la Real Audiencia de este Reyno de Chile en Don.
Pedro Velasco y Cañas, fs. 18.
1617 ANRACH. 766, pza. 18, Título de capellán de la Real Audiencia en favor del presbítero don
Pedro Velasco y Cañas, Santiago, 24-IX-1792, fs. 212-213.
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III. COMPETENCIA DEL TRIBUNAL
La cristianización del derecho romano produjo un cambio de visión en lo tocante a la
concepción del poder político y sus fines, en cuanto ahora se lo entenderá y defenderá
como establecido en directo beneficio de la comunidad. Esta perspectiva cristiana del
poder político arraigó profundamente en la península Ibérica, principalmente en el reino
visigodo toledano, tras su conversión al catolicismo en el III Concilio de Toledo, donde
en la primera mitad del siglo VII fue magistralmente recogida por San Isidoro de Sevilla.
El prelado hispalense escribía en su Liber Sententiarum que: Non statim utile est
omne potestatis insigne, sed tunc vere est utile, si bene geratur. Tunc autem bene
geritur, quando subiectis prodest, quibus terreno honore praefertur. Potestas bona est,
quae a Deo donante est, ut malum timore coerceat, non ut temere malum committat1619.
También aparecían en esta concepción unidas la justicia y la verdad como las primeras
virtudes de un príncipe: Regiae virtutes praecipuae duae: iustitia et veritas1620, y por
ello completando la sentencia horaciana defendía el santo que si: Recte igitur faciendo
rex, nomen tenetur peccando amittitur. Unde et apud veteres tales erat proverbium: rex
eris si recte facias, si non facias non eris1621.
Esta doctrina se recogió en el título preliminar adicionado al Liber Iudiciorum en
algunos de los manuscritos de la vulgata1622, cuya versión romanceada, el Fuero Juzgo,
señalaba expresamente que: El rey deve aver duas virtudes en sí mayormientre: Justicia
et Verdat1623.
Desde esta perspectiva resulta fácil comprender la visión medioeval del rey y de sus
deberes para con sus vasallos: mantenerlos en justicia y en verdad, como lo expresaban
las Partidas: Vicarios de Dios son los reyes, cada uno en su regno, puestos sobre las
gentes para mantenerlos en justicia et en verdat, cuanto en lo temporal, bien así como el
emperador en su imperio1624.
                                                                                                                                         
1618 Boletín de las Leyes y de las Ordenes y Decretos del Gobierno, lib. 1, nº. 5, Santiago, 15-V-1823,
pp. 74-75.
1619
 SEVILLA, Isidoro de, Liber sententiarum, 3.48.5.
1620
 SEVILLA, Isidoro de, Etymologiae, 9.3. La edición de Lindsay trae la voz veritas, pero otro
códice la reemplaza por pietas. Por ello el mismo San Isidoro en su Chronica de regibus Gothorum, al
describir a Suíntila como modelo de príncipe, escribía: Plurimae in eo regia maiestatis virtutes, fides,
prudentia, industria, in iudicis examinatio strenua in regendo cura .
1621
 Ibidem.
1622
 Liber Iudiciorum, tit. pr. 1.
1623
 Fuero Juzgo, tit. pr. 2.
1624
 Siete Partidas, 2.1.5.
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Supuesto lo anterior, la principal misión del rey era asegurar a cada uno lo suyo dentro
de su reino, pues en él radicaba la suprema jurisdicción y de él dimanaba la que ejercían
los jueces en el reino 1625.
En Castilla, durante el Medioevo, debía el rey mantener a su pueblo en justicia y en
paz, misión que cumplía asistido por consejeros y auxiliares que formaban la casa del
rey1626, sin embargo, cualesquiera que fueran estos auxiliares y la tarea que
desempeñaran, siempre se imputaba ella al propio rey, quien por tal razón aparecía en
todo momento como el único protagonista de los actos de gobierno 1627. Este deber del
príncipe, de hacer justicia le era continuamente recordado por las cortes del reino para que
oyera y atendiera personalmente a aquellos que solicitaban su intervención, al pedir
mercedes, denunciar agravios o demandar sus sentencias de primera instancia en algún
pleito o en apelación de otros jueces. En estas últimas materias, por tener que decidir los
negocios según derecho, generalmente desconocido por él, requería la asistencia de
personas expertas. Con el tiempo acabó por confiar el ejercicio de la justicia a letrados
inhibiéndose personalmente del conocimiento y fallo de los asuntos que se le
sometían1628.
Así lo defendieron los juristas castellanos desde el siglo XIII, inmersos en el marco
conceptual del ius commune y, tras sus huellas los letrados indianos. Entre otros, Castillo
de Bovadilla escribía que: Según Bartulo, Juan Platea y otros, todas las dignidades
temporales proceden del Rey, como de fuente1629; y Alfaro en similares términos sentaba:
Princeps enim fons et origo est omnium dignitatum...et ita magistratus et iurisdictione a
principe procedunt tamquam a fonte et ab eo deriventur1630.
Esta justicia debida por el monarca a sus vasallos, compendiaba la visión medioeval de
una concepción judicial del gobierno, no restringida únicamente a aquella justicia
administrada entre partes por seso y sabiduría, sino que comprensiva del general ejercicio
de la virtud de dar a cada uno lo suyo en todo orden de materias, tal y cual como lo
sostenían las mismas Partidas cuando declaraban que: Communaleza deve el rey aver a
todos los del su Señorío, para amar, e honrar, e guardar a cada uno dellos, segun qual
es, o el servicio que del rescibe1631.
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Este básico deber del príncipe se resumía en el concepto de buen gobierno, que debía
procurar a sus vasallos y que, en términos generales, comprendía la protección de la
iglesia y la evangelización en el caso de las Indias, el mantenimiento del reino en paz y
justicia, y su salvaguardia en la paz y en la guerra.
Como era imposible a los reyes asegurar, personal y directamente, a sus vasallos el
buen gobierno, les era imprescindible auxiliarse de oficiales reales para el cabal
cumplimiento de estos fines. Explicaba Solórzano y Pereyra en su Política indiana, que:
En las partes y lugares donde los Reyes, y Príncipes no pueden intervenir, ni regir, y
gobernar por sí la República, no hay cosa en la que puedan hacer más segura, y
agradable merced que en darla Ministros, que en su nombre, y lugar la rijan, amparen y
administren, y distribuyan justicia, recta, limpia y santamente, sin la cual no pueden
consistir, ni conservarse los Reynos1632.
Por esta razón, continuaba el mismo Solórzano y Pereyra, los reyes habían decidido:
Crear, erigir y poner en las Ciudades más principales de cada Provincia, Audiencias y
Chancillerías Reales, a donde las partes pudiessen recurrir en apelación de las
sentencias y agravios que les hubiesen hecho los Alcaldes Ordinarios o Corregidores1633,
por lo cual: Se deben dar muchas gracias a nuestros Reyes por el gran beneficio que han
hecho a sus vasallos de las Indias con las fundaciones de estas Audiencias. Porque de
verdad no se puede negar, que son los castillos roqueros de ellas, donde se guarda
justicia, los pobres hallan defensa de los agravios, y opresiones de los poderosos, y a
cada uno se le da lo que es suyo con derecho, y verdad1634.
Lo mismo reconocía en 1672 el obispo de Santiago, fray Diego de Humanzoro, cuando
escribía, que: Las audiencias reales fundaron nuestros gloriosos reyes para administrar
justicia y componer los pueblos en buena política cristiana1635.
De esta forma las audiencia aparecía como una institución vicarial del monarca, en
cuanto cumplía un deber propio de él, cual era mantener a su pueblo en justicia, y por ello
la audiencia recibía el cuerpo el tratamiento de Alteza, actuaba bajo dosel, y podía
despachar reales provisiones como si del monarca mismo se tratara, en razón de
representar a la real persona.
Esta regia representación y, su consiguiente actuación vicaria del monarca, era
sostenida en forma unánime por los juristas castellanos e indianos. Así el hispano José
Yánez Parladorio escribía a principios del siglo XVII que: Atque proinde quamvis Curia,
sive cohors non dicatur, nisi ubi rex regiam habet, aut cum suis moratur consiliariis et
primatibus, et tamen huius regii sigilli tanta est potestas, ut etiam rege absebte,
Chancellariae Curiae seus cohors appellentur1636.
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En Indias, estas mismas ideas las defendía Solórzano y Pereyra cuando, a propósito de
las honras debidas a los oidores, explicaba que: Esto lo pide, y requiere la gran distancia
que hay de ellas a la Real Persona, cuya suprema autoridad en aquellas partes, se suple,
y representa por estos Ministros, y si comenzase a disminuirse, o menospreciarse, iría
todo muy de caída1637. De su lado, su contemporáneo el oidor de la Real Audiencia de
Chile Gaspar de Escalona y Agüero era aun más expresivo al señalar que la audiencia:
Vivamente representa la Real persona y es un cuerpo místico del Príncipe1638, y el citado
fiscal de la Real Audiencia de Charcas Francisco Alfaro, afirmaba que: In his Audientiis
inmediate regiam personam representari1639, y el obispo de Santiago de Chile fray Gaspar
de Villarroel en su clásico Gobierno Eclesiástico Pacífico, sentenciaba: Son los Oidores
una viva representación de los Reyes. Son las Audiencias imágenes de los Príncipes1640.
Mas, no sólo los autores defendían esta real representación en las audiencias, sino
también la propia corona, como podía leerse en una serie de reales cédulas.
Así en una real cédula fechada el 23 de mayo de 1563 y dirigida al obispo de Nueva
Galicia, para censurar un escandaloso encuentro que había tenido con el regio tribunal,
que: Nos tenemos de Vos por muy deservido, asi porque en ello no guardasteis orden
devido, ni tuvisteis el miramiento y respeto que devierades tener, y guardar a los dichos
nuestros Oydores, por representar, como representan nuestra persona real1641. En otra
cédula del año 1610 se recordaba a los ministros del tribunal que: Vosotros, mis
presidentes, Oidores y Fiscales, representáis inmediatamente nuestra persona real1642, y
en una fechada el 30 de abril de 1640 se advertía a un gobernador que no se enfrentara:
Con la dicha mi Audiencia, respetandola como Tribunal que representa la Suprema
autoridad de mi Persona1643.
La fundación de reales audiencias en las Indias parece haberse debido normalmente a
problemas de índole política que afectaban a las provincias donde se las mandaba
establecer.
El desacierto de muchos gobernadores y las continuas quejas de los vasallos por los
vejámenes de que eran víctimas por parte de sus gobernantes resulta ser una de las
principales consideraciones que la corona tuvo para decidir la creación de audiencias,
pues se creía que un cuerpo letrado, representante de la real persona, constituía un seguro
escudo para súbditos tan alejados de la protección real, quienes así tendrían a su mano el
recurso a la real jurisdicción.
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Así pues, la audiencia aparecía como un tribunal vicarial del rey, pues cumplía
personalmente el deber del príncipe de mantener en justicia y en paz a sus vasallos, de allí
que la competencia de la audiencia se refiera originaria y naturalmente al ejercicio de la
justicia, pero no entendida en el sentido frecuente hoy día como la dirigida a la solución
de conflictos entre partes, sino en su concepto medioeval, es decir, como una actuación
preventiva y represiva enderezada a asegurar a cada uno lo suyo, y de este modo hacer
efectiva la justicia y el estricto cumplimiento del derecho en pro de los habitantes de su
distrito. Se estaba, pues, ante una concepción judicial del gobierno, cuya imagen era la del
rey justiciero, propia de la Edad Media.
Así la competencia de las audiencias de Indias se traducía en que eran, dentro de sus
distritos, las guardianas del derecho en su acepción más amplia, lo que se manifestaba en
dos grandes órdenes de materias: i) hacer justicia al monarca y; ii) hacer justicia a los
vasallos en general, y a los naturales en particular, como súbditos que merecían una
especial protección.
El cumplimiento de esta amplísima competencia lo realizaba la audiencia mediante el
ejercicio de competencias propias realizadas en cuerpo, o mediante competencias
asignadas por vía de comisión a sus oidores, o a alguno de sus ministros.
i) La defensa y guarda de la justicia debida al monarca la cumplían las audiencias en
un doble aspecto: en materia eclesiástica, como defensoras del Real Patronato en sus
distritos; y en materia de derecho y hacienda reales.
ii) El deber de hacer justicia y mantener en paz a los vasallos de sus distritos en
general, lo cumplían las audiencias en tres grandes ámbitos: frente a los oficiales
gubernativos; frente a los oficiales eclesiásticos y, frente a los propios particulares.
iii) El deber particular de hacer justicia y mantener en paz a los vasallos indígenas de
sus distritos, lo cumplían a través de una serie de competencias atribuidas al cuerpo del
tribunal, de otras asignadas al fiscal, y de otras ejercidas por vía de comisión.
1. La audiencia y su deber de hacer justicia al monarca
1.1. En materia eclesiástica: la defensa del Real Patronato
La genérica competencia de las audiencias indianas de procurar que se le diera al
monarca lo que le era debido por la iglesia y los eclesiásticos se compendiaba en su
amplio deber de defender y conservar el Patronato Real, pero sin menoscabar la
jurisdicción eclesiástica1644.
Esta competencia la explicaba Solórzano y Pereyra, al señalar que: Aunque las causas,
que tocan al Patronato Real, o a otras Regalías, suelen tambien en España tratarse, y
despacharse en el Supremo Consejo, segun lo nota Bobadilla, y Yo lo he tocado en otro
capítulo; pueden, y deben asimismo las Chancillerías de las Indias tomar en sí este
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derecho, y conocimiento, pues hallamos, que no solo les está permitido, sino apretada, y
repetidamente encargado por muchas cédulas y ordenanzas1645.
Dentro de este contexto, en el proemio de las Ordenanzas del Patronato del 1 de junio
de 1574, luego recopiladas, se mandaba que: Los Vireyes, Audiencias y Justicias Reales,
procedan con todo rigor contra los que así fueren o vinieren contra nuestro derecho y
patronazgo, procediendo de oficio, o a pedimento de nuestros fiscales, y en la execución
de esto se tenga mucha diligencia1646, y en su capítulo 24 se ordenaba a: Nuestros
Vireyes, Presidentes, Oidores y Gobernadores de las Indias, que vean, guarden y
cumplan, y hagan guardar y cumplir en todas aquellas Provincias, Pueblos e Iglesias de
ellas todos los derechos y preeminencias que tocaren a nuestro Patronazgo Real, en todo
y por todo, según y como está proveido y declarado, lo qual harán y cumplirán por los
mejores medios que les pareciere convenir, dando los despachos y recados que convenga,
que para todo les damos poder cumplido en forma1647.
Mucho más clara en esta materia fueron las Ordenanzas de la Real Audiencia de
Manila de 1596, que incluyeron un capítulo, que luego se extendió a los demás textos
elaborados sobre su base, en el que se resumía el deber de las audiencias en esta materia,
al prescribir que: El dicho presidente y oidores tengan especial cuidado de la
conservacion de mi patronazgo real, no consintiendo que en nada se quebrante, en todo
ni en parte. Que conservando el dicho mi patronazgo y ansi mismo mi jurisdiccion real,
no se entremetan en la eclesiastica, sino que hantes la amparen y faborezcan como esta
dispuesto por mis leyes reales1648.
En el cumplimiento de esta competencia le cabía especial intervención al fiscal,
respecto de quien las Ordenanzas nuevas de 1563 le mandaban que saliera: A la defensa
de la jurisdicción real, y sobre ello haga todas las diligencias necesarias1649, precepto
complementado por las Ordenanzas de Filipinas de 1596, que señalaban: Que el dicho
fiscal tenga gran cuidado de la defensa y conservacion de mi jurisidiccion, patronato y
hacienda real, y de darme quenta, con particular relacion, de todo lo que en esto huviere,
y de quanto mas convenga a mi real servicio1650, más tarde incluido en la Recopilación de
Indias1651.
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Así pues, las audiencias indianas en el ejercicio de esta competencia como defensoras
del Real Patronato en sus distritos debían procurar que se conservaran las regalías de la
corona, e intervenían con tal finalidad en una serie de negocios y causas, tales como: i)
retención de bulas; ii) recursos de fuerza; iii) recursos de nuevos diezmos; iv) espolios de
los obispos; v) presentaciones a beneficios; vi) erección de iglesias y hospitales y; vii)
establecimiento de monasterios.
1.1.1. Retención de bulas
Desde temprano se exigió por la corona que las bulas y documentos pontificios, antes
de pasar a las Indias y de ser aplicados en ellas, contaran con el pase del Consejo de
Indias. El fundamento de este pase regio o exequatur, según los reyes, era evitar la
falsificación de bulas o letras apostólicas, pero se convirtió en precepto general para
impedir que llegaran al Nuevo Mundo documentos que atentaran contra las regalías de la
corona, tal como sostenía Solórzano y Pereyra al señalar que a las audiencias: Se les
concede la retención de Bulas que pudieren parar perjuicio en algo al dicho Real
Patronato1652.
En las Ordenanzas nuevas de 1563 se contenía un capítulo que entregaba esta especial
competencia a las audiencias, cuyo tenor era el siguiente:
Mandamos que la dicha nuestra Audiencia, governadores y otras justicias de
sus distritos se ynformen y sepan sy en aquellas partes ay algunas personas que
tengan poderes, bullas apostolicas para cobrar espolios de los arzobispos y
obispos que murieren en aquellas partes, o las sede vacantes; y sabido quien las
tiene, las haga traher asi, y ante todas cosas supliquen dellas para ante su
Santidad y no consientan ni den lugar que usen dellas en manera alguna, ni se
cobren los dichos espolios ni sede vacantes, ni hagan ni consientan hazer otros
autos algunos en perjuicio del derecho y concesiones de pontifices que cerca
dello tenemos y la costumbre ynmemorial que de no se cobrar; y los tales
poderes y bullas que asi tomaren originalmente, los ymbiaran en los primeros
navios antes los del nuestro Consejo de las Yndias con las suplicaciones que se
ovieren ynterpuesto acerca dello1653.
Este capítulo pasó a las Ordenanzas de Manila de 1596, y de allí a las de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, y más tarde fue recopilado1654, pero además en las
Municipales se recogieron muchas otras cédulas que tocaban a esta competencia de las
audiencias. Así una de las leyes recopiladas prescribía que: Si algunas Bulas, o Breves se
llevaren a nuestras Indias, que toquen en la gobernacion de aquellas Provincias,
Patronazgo y jurisdiccion Real, materias de Indulgencias, Sede vacantes, o espolios, y
otras qualesquier, de qualquier calidad que sean, si no constare que han sido
presentados en nuestro Consejo de las Indias, y pasados por él: Mandamos a los Vireyes,
Presidentes y Oidores de las Reales Audiencias, que los recojan todos originalmente de
poder de qualesquier personas que los tuvieren, y habiendo suplicado de ellos para ante
Su Santidad, que esta calidad ha de preceder, Nos los envien en la primera ocasion al
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dicho nuestro Consejo1655, y otra real cédula fechada en Madrid el 13 de enero de 1649
mandaba a los virreyes, audiencias, y gobernadores que: Estén con particular cuidado de
recoger todos y qualesquier Breves de Su Santidad, conforme a lo proveido por las leyes
antecedentes, y para los mismos efectos, y todos los demás despachos que se hubieren
dado y dieren por qualesquier Consejos, Tribunales y Ministros que no estén pasados por
el Consejo de Indias1656.
Esta competencia le fue especialmente recordada y encargada a la Real Audiencia de
Santiago de Chile por real cédula librada en Lerma el 5 de noviembre de 1611, donde se
decía al presidente y oidores que:
He sido informado que a esa tierra se han llevado y llevan de ordinario
algunos breves y bulas de Su Santidad y de sus nuncios que han sido y del que al
presente lo es en estos Reynos sobre cosas ansí de gracia como de justicia, y que
sin ir certificado en ellos de haberse visto en el mi Consejo de las Indias, como
está mandado, se ha usado y se usa dellos, y porque conviene que se tenga
mucho cuidado de cumplir lo que sobre esto está proveído, y quiero enteder que
breves, bulas y otros indultos de Su Santidad y sus nuncios se han llevado a esas
provincias así por monasterios religiosos, cofrades, hospitales, y otras personas
eclesiásticas sin haberse visto en el dicho mi Consejo, os mando que todos los
que así se hubieren llevado a esas partes los toméis originalmente de poder de
qualesquier personas donde se hallaren y en la primera ocasión los enviaréis al
dicho mi Consejo, y en el entre tanto daréis orden y proveeréis como no se
proceda sobre lo en ellos contenido en manera alguna, y de aquí adelante,
siempre que sepáis de algunos de los dichos breves y bulas que se llevasen sin
haberse hecho en ellos la dicha diligencia los tomaréis y enviaréis como está
dicho 1657.
El pase regio y esta competencia de las audiencias indianas fue tratada por muchos
juristas indianos, desde sus particulares posiciones vicarialistas o regalistas, pues
generaban una serie de dificultades teóricas y prácticas, entre ellos por el oidor y luego
regente de la Real Audiencia de Santiago de Chile don José de Rezaval y Ugarte, en un
manuscrito inédito titulado Sobre recursos de fuerza y protección1658, formado a finales
del siglo XVIII, en el que calificaba a esta competencia como remedio tuitivo que se
enderezaba a: Precaver los perjuicios que al estado y particulares pudieren seguirse con
la ejecución de las Bulas1659, concepción que mostraba con toda claridad que era
entendida como una actuación dirigida a conservar lo debido a la corona y vasallos por la
iglesia, es decir, a asegurar la justicia al monarca y a los vasallos.
Todos los juristas que se ocuparon de esta facultad atribuida al Consejo de Indias y de
su práctica, sostenían que ella no se dirigía a analizar la justicia de los documentos
papales, sino que derivaba de la necesidad de mantener la observancia de las leyes, usos y
                                                
1655 Recopilación de Indias, 1.9.2.
1656 Recopilación de Indias, 1.9.3.
1657 AGI. Chile, 166, Registro de oficio para la Audiencia de Chile , Libro I (1573-1615, RC. Lerma, 5-
XI-1611, fs. 242r-243v.
1658 REZAVAL Y UGARTE, José de, Sobre recursos de fuerza y protección, en ANFV. 88, pza. 2,
fs. 12-31.
1659 Idem, fs. 15.
333
costumbres tocantes a los derechos del monarca, y a la necesidad de evitar escándalos o
turbaciones de la paz pública, de donde aparecía que la competencia de las audiencias en
esta materia se entendía como un medio de defender las regalías de la corona y de
asegurar la paz de los vasallos indianos.
Así, por ejemplo, un autor como José de Covarrubias, sostenía en el siglo XVIII que
mediante el pase regio no se trataba de examinar: La justicia o injusticia de los rescriptos
y bulas en sí, sino únicamente se examina, respecto del público, si en sus cláusulas y en
su contenido se trastornan las leyes, usos y costumbres de la nación, la disciplina
recibida en el reino, la autoridad nativa de los superiores eclesiásticos, la disciplina
monástica, o se introducen novedades que puedan traer escándalo, o turbar el sosiego
público1660.
En igual sentido, el oidor de Santiago don José de Rezaval y Ugarte señalaba que en
Castilla tocaba al fiscal introducir la demanda ante el Consejo: Por ser el principal
interesado mediante el perjuicio que de la ejecución de la Bula puede resultar al público,
como por la observancia de las leyes y costumbres sobre que debe velar en razón de su
empleo1661, y que tal recurso procedía: Siempre que la Bula se oponga a lo dispuesto por
el Santo Concilio de Trento y Leyes del Reyno o altere las costumbres recibidas1662.
Además, entendía Rezaval y Ugarte que la retención de bulas era una competencia
especialmente dirigida a conservar en justicia a los vasallos, pues debía procederse a ella
si causaba escándalo o turbación pública, y aun en el caso en que: Si de la ejecución de la
Bula se teme que pueda suceder, bastará para su retención, la cual se funda en la
constitución de los reinos y conservación pública de sus vasallos que debe el Príncipe
anhelar por todos los medios1663.
Por su parte, el fiscal indiano don Pedro Frasso, estimaba la gran conveniencia que de
este recurso había en tierras tan remotas como las Indias: Semper itaque ad cuiuscumque
Apostolici rescripti executionem hoc praecisse, in istis maxime Indiarum partibus
requiritur, ut in regio Indiarum Consilio primo examinentur litterae, et exequi debere
mandentur1664.
Esta competencia atribuida al Consejo de Indias, hacía incurrir al monarca y a sus
ministros en las censuras que fulminaba la bula In Coena Domini en sus capítulos 10 y 12
contra aquellos que impedían la ejecución de cartas papales, aun so pretexto de recurrir a
la Santa Sede para mejor informarla, a menos que la súplica se hiciera de verdas y luego
se prosiguiera legítimamente1665. Para evitar esta censura, las audiencias indianas debían,
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al retener alguna bula debían ante todas cosas suplicar a Su Santidad, y remitirlas al
Consejo, suplicación, según Frasso no era dolosa, sospechosa, furtiva ni subrepticia, sino
que cedía en obsequio de la sede apostólica, y sin excederse en sus términos, lo cual no
lesionaba al papa, ni hacía incurrir en censuras: Ne dolosae, suspectae, furtivae ac
subrepticiae sint, hoc cedit in obsequium Apostolicae Sedis, et finis limitis non
exceduntur, et hoc non damnat Summi pontificis, nec censurae vetant1666, opinión
semejante a la del padre Diego de Avendaño, quien afirmaba que los monarcas no
incurrían en la excomunión fulminada por la bula de la Cena, pues ella sólo censuraba a
quienes: Con pretexto de un cierta frívola apelación contra un gravamen recibido por
letra Apostólica, recurrían a las curias seculares y a la potestad laical para que
recogiese y retuviese dichos documentos; y asimismo a quienes, acatando las instancias
de terceros, sin el beneplácito o el consentimiento de la Sede Apostólica, o sin que ella
examinase el hecho, impedían la ejecución de lo mandado1667.
La Real Audiencia de Santiago de Chile conoció en algunas ocasiones de estos
asuntos, lo que ocurría ordinariamente en el caso de las patentes de superiores religiosos
quienes debían presentarlas al tribunal. Tal sucedió en 1712 cuando la audiencia notificó
al provincial y guardianes de la Orden de San Francisco que no reconocieran a fray José
de Quadros como comisario porque había comenzado a usar sus patentes sin haberlas
presentado al tribunal, pero el religioso replicó que las había presentado en Buenos Aires,
por lo que se informó a la corona, la que por reales cédulas fechadas en Madrid el 12 de
marzo de 1716 y el 12 de marzo de 1718 declaró que la presentación de patentes debía
realizarse ante el gobierno dentro de cuyos términos debía ejecutarse1668.
También la audiencia entendía de ordinario en la comprobación del pase de las bulas
de los obispos, por ejemplo en 1724 las del obispo Escandón1669.
A finales del siglo XVIII se reiteró a las audiencias indianas esta especial competencia,
mediante una real cédula fechada en El Pardo el 5 de marzo de 1787 en la que se les
ordenaba que estuvieran atentas a mirar si los agustinos usaban de privilegios o
exenciones en virtud de breves, o rescriptos papales, o patentes que no contara con el pase
regio:
Mando a mis Virreyes, Presidentes, Audiencias y Gobernadores de los
expresados Reynos de las Indias e Islas Filipinas que en cumplimiento de esta mi
Rl. determinacion y de las Leyes recopiladas para aquellos Dominios en el libro
1, titulo noveno, esten a la mira de si los Religiosos Agustinos usan de algunos
privilegios o exenciones en virtud de Breves o Rescriptos de S.S. o Patentes de
sus Superiores sin que hayan obtenido debido pase, recogiendo original
                                                
1666 FRASSO, Pedro, (n. 1.164), I, gl. 43.
1667 AVENDAÑO, Diego de, Thesaurus Indicus, seu generalis instructor pro regimine conscientiae,
in iis quae ad Indias spectant, Antuerpiae, 1668, I.59-60.
1668 CORRAL CALVO DE LA TORRE, Juan del, Commentaria in libros Recopilationis Indiarum,
II, Madrid, 1756, fs. 350, y I, fs. 412-413.
1669 ANRACH. 494, pza. 5, Pase de las bulas del obispo Sr. Escandón, Año 1724.
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qualquiera que descubran y remitiendolo en esta forma al enunciado mi
Consejo1670.
1.1.2. Recursos de fuerza
En términos generales, el recurso de fuerza era aquel que se interponía para ante la
jurisdicción real siempre que se pretendía que la hacía algún juez eclesiástico en un
proceso del que entendía, cuyo conocimiento correspondía en las Indias a las reales
audiencias, según lo mandaban sus Ordenanzas y diversas reales cédulas.
Por real cédula fechada en Valladolid el 12 de junio de 1559 se otorgó competencia a
la audiencia de Méjico para conocer de los recursos de fuerza según los prevenían las
leyes y Ordenanzas de los reinos de Castilla: Por la presente vos doy poder y facultad
para conocer de qualesquier fuerças en qualesquier negocios y pleytos eclesiasticos que
uvieren en essa tierra entre qualesquier personas que se traten, y assi conocereys dellas y
hareys otorgar y reponer quando hallaredes, que los juezes eclesiasticos hazen fuerça1671.
Esta cédula sirvió de fuente a un capítulo de las Ordenanzas nuevas de 1563, que
ordenaba y mandaba: Que los nuestros oydores de la dicha Audiencia en los casos de
fuerzas hechas por los juezes eclesiasticos conozcan segun y de la manera que en estos
nuestros reynos concoen las Audiencias de valladolid y Granada, sin estender lo mas de
lo que en las dichas nuestras Audiencias se platica1672 que, luego fue recogido en las
Ordenanzas de Manila de 1596, y de allí pasó a las de Santiago de Chile de 1609, para
más tarde ser recopilado1673.
La fuerza que habilitaba para interponer este recurso podía cometerse por el juez
eclesiático de tres modos, a saber, i) en conocer y proceder en perjuicio de la jurisdicción
real; ii) en conocer y proceder en perjuicio de la jurisdicción de los ordinarios
eclesiásticos y; iii) en el modo en que conoce y procede abusando de su jurisdicción.
En el primer modo de cometer la fuerza, el eclesiástico violaba la jurisdicción real y
atentaba contra las regalías de la corona, pues como escribía el regente de la Real
Audiencia de Santiago de Chile don José de Rezaval y Ugarte: La fuerza se causa por el
Eclesiástico en tres modos: en conocer y proceder, como cuando conoce sobre causa
profana, en cuyo caso tiene lugar el Auto que llamamos de Legos, declarando nulos los
Autos obrados por el Eclesiástico y remitiendo el conocimiento al secular que
corresponda1674.
                                                
1670 ANRACH. 648, pza. 5, Testimonio de la Real Cedula dada en el Pardo a 5 de marzo de 1787
para que se remitan al Consejo de Indias los breves y Patentes que sin su debido pase hayan obtenido los
Religiosos del Orden de San Agustin de estos Reynos, fs. 21-23.
1671 PUGA, Vasco de, (n. 239), RC. Valladolid, 12-VI-1559, fol. 207 vta.
1672 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 52, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 201.
1673 Recopilación de Indias, 2.15.134.
1674 REZAVAL Y UGARTE, José de, (n. 1.158), fs. 25
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Desde esta perspectiva, cuando un juez eclesiástico usurpaba la jurisdicción real, el
recurso de fuerza se dirigía a defender y conservar los derechos del monarca, y como tal
le estaba encargado a las audiencias indianas el conocimiento de tal materia, tal como lo
explicaba Solórzano y Pereyra: Aunque de la usurpación, o impedimentos de la
jurisdiccion Real suele conocer solo el Rey, o su Consejo Supremo, como se dice en otra
ley recopilada, por estas palabras, “Del impedimento, y ocupación de la nuestra
jurisdicción, o Señorío, ninguno puede conocer, sino Nos”. Sin embargo, también este
conocimiento, y la defensa de la dicha jurisdicción Real, está, no sólo cometida, sino
gravemente encargada a las Audiencias de las Indias por una cédula dada en Valladolid
a 13 de febrero de 1559, donde dice: Y no deis lugar a que contra ella se vaya, ni pase en
manera alguna1675.
1.1.3. Recursos de nuevos diezmos
La donación de los diezmos a la corona castellana por Alejandro VI en 1501, su
posterior devolución por Fernando, y finalmente lo decidido en la llamada Concordia de
Burgos, acarreó la dificultad de determinar la naturaleza jurídica del diezmo, en cuanto
gravamen eclesiástico o secular, y los consiguientes conflictos de competencia por
conocer de las causas relativas a ellos entre la jurisdicción real y la eclesiástica1676.
Uno de tales conflictos se presentaba en lo tocante a los denominados recursos de
protección o de nuevos diezmos, que se suscitaban cuando se pretendía diezmar alguna
cosa que no acostumbraba estar afecta al gravamen o que estaba exenta de él por la
legislación real, o como escribía el regente de la Real Audiencia de Santiago de Chile don
José de Rezabal y Ugarte, procedía: No sólo cuando se piden nuevos diezmos, si tambien
cuando se alterara la cuota en aquellas cosas de que pagaba antes1677, en cuyo caso se
facultaba al afectado para ocurrir ante la jurisdicción real para levantar la opresión
cometida por los jueces eclesiásticos.
El conocimiento de este recurso estaba mandado llevar ante el Consejo Real, según
algunos autores en forma privativa, de tal manera que no tocaba a las audiencias indianas,
y según otros sí les pertenecía.
Uno de los juristas indianos que negaban esta competencia a las audiencias de
Ultramar era el fiscal de la Real Audiencia de Charcas don Francisco Alfaro, quien
explicaba que él se había inhibido de su conocimiento, aunque había quienes sostenían
que tal competencia se había introducido por costumbre: Sed nihilominus, ut praedixi,
video licentiam sibi summi aliquando iurisdictionis latius protrahendae, et praesertim in
casus contingentia, cum nova quaedam decima peteretur per Episcopum in Argentina
Cancellaria, & ego allegarem, causam ad Supremmum Consilium remittendam, ex
l.6.tit.5.lib.I. Recop. obtinuit in Cancellaria debere agitari ex consuetudine, quam aliquis
                                                
1675 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.20.
1676 HERA, Alberto de la, “Álvarez de Abreu y la naturaleza jurídica de los diezmos en Indias”, en III
Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios, Madrid, 1973,
pp. 803-826.
1677 REZAVAL Y UGARTE, José de, (n. 1.158), fs. 31.
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iudex alegavit esse in alia huius Regni Audientiae, quae an sit consuetudo ex uno aut
altero actu, ipse viderit: illud autem scio, & ita factum, & me contrarium sensisse1678.
De la misma opinión era el regente de la Real Audiencia de Chile Rezabal y Ugarte,
quien defendía que el conocimiento de estas causas: Pertenece privativamente al Consejo
Real, pues aunque algunos autores dicen que también a las Chancillerías y Audiencias, la
ley que habla de ello sólo lo encomendó a los del Consejo1679, sin que haya otra
resolución posterior, y a la verdad, fundándose este recurso en la regalía y protección
que el Rey deve a sus vasallos no puede competer su conocimiento a las Audiencias sin
que hubiere ley positiva que lo previniere, como sucede en los de retención y aun de
fuerza1680.
La opinión contraria la defendían, entre otros, Solórzano y Pereyra, y su adicionador
Ramírez de Valenzuela, fundados en la práctica y en haberse introducido dicha costumbre
y uso en las Indias.
Solórzano y Pereyra escribía que: Aunque todas las causas, que se mueven sobre
nuevos diezmos, están mandadas traer al Consejo por otra ley recopilada, y de que tratan
latamente Covarrubias, y otros que refiere Bobadilla; todavia las Audiencias de las
Indias conocen tambien de ellas, como ví correr sin dificultad en las de Lima, y la Plata,
y que el Consejo confirmaba las sentencias, que pronunciaban en estos pleytos1681, y su
adicionador Ramírez de Valenzuela agregaba que: Esta práctica se observa en tanto
grado, que haviendo comenzado a actuar el cabildo de la Iglesia de México con los
Religiosos Carmelitas, sobre que pagasen diezmos de la fruta que vendian en sus huertas
intra Claustra, y sobre que se anulase cierta escritura de transacción, acudió la religion
a la Real Audiencia, por decir, que el Cabildo la hacia en proceder en esta materia, y
haviendose hecho relacion, se retuvo en ella el conocimiento, y acudio el Cabildo a
proseguir el pleyto, y se dieron sentencia de vista, y revista, de que se interpuso segunda
suplicacion, y se vio en el Consejo por los años de 17271682.
En suma, este recurso, fuera que su conocimiento sólo tocara al Consejo, fuera que
también correspondiera a las audiencias, tenía una doble finalidad, pues de un lado
pretendía defender las regalías de la corona y conservar la observancia de las leyes y
costumbres recibidas, en cuanto sólo a ella tocaba imponer gravámenes, y de otro se
dirigía a proteger a los vasallos de exacciones injustas.
En cuanto se encaminaba a proteger las regalías de la corona intentaba, como escribía
el regente de la Real Audiencia de Santiago don José de Rezaval y Ugarte: Conservar la
pública tranquilidad y evitar la vejación de las Leyes y costumbres recibidas1683 y, al
                                                
1678 ALFARO, Francisco, (n. 385), gl. XXIV.2-3, fol. 232.
1679 Nueva Recopilación de Castilla, 1.5.6-7.
1680 REZAVAL Y UGARTE, José de, (n. 1.158), fs. 30.
1681 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.18.
1682 Ibidem, i.f.
1683 REZAVAL Y UGARTE, José de, (n. 1.158), fs. 31.
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conocer por uso y costumbre las audiencias indianas de él, estaban protegiendo las
regalías de la corona, y asegurando en justicia lo que era debido al monarca.
1.1.4. Espolios de los obispos y rentas vacantes
Eran llamados espolios los bienes adquiridos por los prelados, inmediata o
mediatamente por contemplación y vocación de la Iglesia (intuitu Ecclesiae) que ellos,
justamente, no habían vendido ni distribuido antes de su fallecimiento, o como decía
Escriche, ditinguiendo entre espolios y rentas vacantes: Llámanse espolios los bienes que
los arzobispos y obispos dejan al tiempo de su muerte, habiéndolos adquirido de las
rentas de la mitra; y se dicen vacantes las rentas de la mitra que correspondan al tiempo
que media desde el fallecimiento del prelado, hasta el día de la preconización del sucesor
en Roma1684, o en palabras del obispo de San Carlos de Ancud, monseñor Justo Donoso:
Se aplica, empero, esta voz para designar, en particular, el derecho de disponer de los
bienes eclesiásticos que quedan por fallecimiento de los clérigos o regulares, a quienes el
derecho prohíbe testar de tales bienes1685.
Por derecho canónico común a los clérigos seculares, inclusos los obispos, les estaba
prohibido disponer mortis causa de los bienes eclesiásticos adquiridos intuitu ecclesiae, o
de algún beneficio, como el obispado, canongía o parroquia: Quae consideratione
ecclesiae perceperunt nullum de iure facere possunt testamentum1686, en consecuencia,
los bienes eclesiásticos que dejaba el clérigo después de su muerte, se adjudicaban según
las prescripciones canónicas a la iglesia donde poseía el beneficio 1687, pero
posteriormente, en virtud de diversas constituciones apostólicas, eran aplicados a la
Cámara Apostólica, y con dicha finalidad se nombraron en los diferentes reinos y estados
colectores apostólicos encargados de su recaudación1688.
A pesar de estas prescripciones, en reinos como Francia, Portugal y, particularmente en
los de España, no fueron observados estos mandatos y se conservó la antigua costumbre
que autorizaba a los clérigos a testar, incluso de los bienes adquiridos en razón de la
iglesia o beneficio, de tal manera que cuando no habían otorgado testamente les sucedían
sus herederon ab intestato1689.
No obstante lo anterior, en los reinos de España esta costumbre jamás comprendió a
los obispos, respecto de quienes se mantenía en vigor la prohibición de testar de los
bienes adquiridos por vocación de la iglesia y, concretamente, de aquellos que lo eran en
                                                
1684 ESCRICHE, Joaquín, Diccionario razonado de legislación y jurisprudencia, París, 1852, p. 654.
1685 DONOSO, Justo, Diccionario teológico, canónico, jurídico, litúrgico, bíblico, 2, Valparaíso,
1855, p. 197.
1686 Corpus Iuris Canonici , Liber decretalium Gregorii IX, Augustae Taurinorum, 1776, Cap. Quia
nos, 9, De testamentis.
1687 Corpus Iuris Canonici, Decretum Gratiani, Augustae Taurinorum, 1776, I.Canon 40 Apost.;
II.Canon 22. q.1.
1688 LAMBERTINI, Próspero Lorenzo, Tractatus de Synodo Dioecesana, 3.8.6, en Bullarium,
Constitutiones, Epistolae, &c., Venetiis, 1768.
1689 Novísima Recopilación de Leyes de España, 10.30.12.
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razón del obispado, de suerte tal que, conforme a la antigua disciplina de las iglesias de
los reinos de España, muerto el obispo, sus bienes eran inventariados y guardados para
aplicarlos a los usos piadosos a que estaban destinados por las reglas canónicas en
beneficio de las iglesias y de los pobres1690.
En las Indias se mantuvo esta práctica y costumbre, confirmada por el régimen del
Real Patronato, pues en América, debido a la concesión apostólica de los diezmos a la
corona, los espolios pertenecían a las iglesias respectivas y no a los prelados y sus deudos,
de allí que como decía el fiscal indiano Pedro Frasso, la práctica ordinaria seguida por las
audiencias de Ultramar era que: Apenas muerto el prelado, y aun antes estando próximo a
morir, recogiesen los bienes que dejaba con el nombre de espolios y cuidasen de ellos,
hasta que hecho el recuento, se determinase cuánto pertenecía a los espolios y cuánto era
a ellos extraño1691.
Esta situación fue alterada por la constitución Romani Pontificis providentia del papa
Paulo III expedida el 3 de enero de 1542, pues ella obligaba a entregar las rentas de las
vacantes a los colectores de la Cámara Apostólica1692, decisión que fue suplicada por el
emperador don Carlos y, aunque no fue oído, no se dio cumplimiento a esta carta
apostólica, al decir del padre Avendaño, como: Derecho de protección de una persona
indefensa1693, que así eran considerados los espolios: Siempre en peligro de evaporarse en
manos de los deudos del difunto prelado1694, en razón de lo cual las Ordenanzas nuevas
de 1563, ordenaban a las audiencias que: Se ynformen y sepan sy en aquellas partes ay
algunas personas que tengan poderes, bullas apostolicas para cobrar espolios de los
arzobispos y obispos que murieren en aquellas partes, o las sede vacantes; y sabido quien
las tiene, las haga traher asi, y ante todas cosas supliquen dellas para ante su Santidad y
no consientan ni den lugar que usen dellas en manera alguna, ni se cobren los dichos
espolios ni sede vacantes, ni hagan ni consientan hazer otros autos algunos en perjuicio
del derecho y concesiones de pontifices que cerca dello tenemos y la costumbre
ynmemorial que de no se cobrar; y los tales poderes y bullas que asi tomaren
originalmente, los ymbiaran en los primeros navios antes los del nuestro Consejo de las
Yndias con las suplicaciones que se ovieren ynterpuesto acerca dello1695.
Por esta razón, una real cédula fechada en Madrid el 28 de marzo de 1620, luego
recopilada, ordenaba a los virreyes, presidentes, audiencias y gobernadores que: En
muriendo algun Arzobispo u Obispo en los distritos de sus Provincias y Gobernaciones,
pongan luego cobro en los bienes que dexaren, en conformidad de las provisiones y
cartas acordadas, que en semejantes casos se despachan en nuestro Consejo Real de
Castilla, de forma que en esto haya la buena cuenta y razon que es justo, sin dar lugar a
                                                
1690 DONOSO, Justo, (n. 1.185), p. 198.
1691 FRASSO, Pedro, (n. 1.164), I.157.
1692 BRUNO, Cayetano, (n. 1.165), p. 292.
1693 AVENDAÑO, Diego de, (n. 1.167), I.112.
1694 Idem, I.113.
1695 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 53, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 201.
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ocultaciones, ni que se defraude nada de lo que fuere debido a la Iglesia, y a los que
pretendieren tener derecho a los dichos bienes, y envien a nuestro Consejo de Indias
copia de los inventarios que de ellos hicieren en las primeras ocasiones que hubiere para
estos Reynos1696, y por ello otras reales cédulas fechadas en Madrid el 5 de octubre de
1626, el 23 de junio de 1627, y el 17 de julio de 1648, declaraban que como consecuencia
del patronato tocaba a la corona la conservación y guarda de los espolios y vacantes: De
los diezmos que a Nos pertenecen por concesiones Apostólicas hemos dotado todas las
Iglesias de nuestras Indias, Arzobispados y Obispados de ellas, supliendo de nuestra Real
hacienda lo necesario para su dotacion, alimentos y congrua sustentacion; y por ser las
dichas Iglesias, Arzobispados y Obispados de nuestro Patronzago Real, y estar debaxo de
la inmediata proteccion nuestra, atendiendo a lo que conviene, que lo que montaren las
vacantes y espolios de los Arzobispados y Obispados, esté siempre de manifiesto para
quien lo hubiere de haber, conforme a derecho1697, debían los virreyes dar las órdenes
para que los oficiales reales cobraran todo lo que montaren las vacantes y espolios.
Las mismas cédulas y otras recopiladas, eran aun más claras en lo tocante a las rentas
vacantes, al señalar que una vez muerto el prelado: Vacan estas rentas asignadas para sus
alimentos durante sus vidas y deben acabarse con ellas y quedan por hacienda nuestra,
incorporadas a nuestro Real patrimonio1698.
Este criterio fue confirmado por Felipe V en virtud de una real cédula fechada en San
Ildefonso el 20 de septiembre de 1737, pues en ella se declaró que pertenecían a la corona
los diezmos de las Indias por la concesion apostólica de Alejandro VI, con dominio pleno,
absoluto e irrevocable, y que pertenecían a ella por el mismo derecho todos los frutos y
rentas decimales que se causaban por las vacantes de los arzobispos y obispos, y demás
ministros que gozaban de renta decimal en las Indias, y que podía aplicar estos frutos y
rentas a cualesquiera usos y necesidades de la corona, como otro cualquier ramo de la
Real Hacienda, pero a pesar de ello, estimaba justo destinar los productos de vacantes en
lo sucesivo: A obras pías, que han de ser las que yo mandare, se hagan atiendan y
socorran1699.
Esta política fue aceptada, en parte, por la Santa Sede, que celebró un concordato con
Fernando VI, en virtud del cual se autorizó a los reyes a realizar la exacción y
administración de los espolios, pero bajo la condición de invertir sus productos en usos
píos con arreglo a los cánones y, al efecto, les facultaba para que nombraran colectores en
las diócesis respectivas, los que necesariamente debían ser personas eclesiásticas
investidas de todas las facultades para administrar y emplear los bienes comprendidos en
los espolios1700.
En suma, la práctica de las audiencias indianas en estas materias se encaminaba a
proteger los derechos patrimoniales de la corona derivados del Real Patronato, y como
                                                
1696 Recopilación de Indias, 1.7.37 (2).
1697 Recopilación de Indias, 1.7.37 (1).
1698 Recopilación de Indias, 1.7.41.
1699 BRUNO, Cayetano, (n. 1.165), p. 295.
1700 DONOSO, Justo, (n. 1.185), p. 198.
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explicaba Solórzano y Pereyra se extendía a: Quando mueren los los obispos, aunque
suele regularmente el Consejo Supremo de España recoger o hacer que se recojan por sí
o por las Provisiones reales que para esto despacha, los bienes y los espolios que dejan, y
retiene y avoca en sí todos los pleitos que sobre ello se mueven y la paga de sus criados y
acreedores, como testifica el mismo Bobadilla. En las Provincias de las Indias se deja, y
comete todo esto a las Reales Audiencias, y asi se les ha encargado y ordenado por
muchas cédulas1701.
En cumplimiento de esta competencia la Real Audiencia de Santiago de Chile entendió
en el conocimiento de los espolios de los obispos de Santiago y la Concepción, por
ejemplo, en 1754 de los espolios del obispo don Juan González Melgarejo1702; y en 1805
de los del obispo de Concepción don Tomás de Roa y Alarcón, de algunos de cuyos
documentos ha dado noticia Fernando Campos Harriet1703.
1.1.5. Presentaciones a beneficios
El principal derecho que confería el Real Patronato al monarca era el de presentar a la
Santa Sede sujetos idóneos para oficios y beneficios eclesiásticos que, se ejercía
básicamente a través del Consejo de Indias, para las plazas de arzobispos, obispos, y
dignidades.
En las Indias, la labor de las audiencias en esta materia consistía fundamentalmente en
informar periódicamente al rey y al Consejo sobre las dignidades, beneficios, doctrinas y
otros oficios eclesiásticos que existían en sus distritos, con especificación de cuáles
estaban proveídos y cuáles se hallaban vacantes, y además debían enviar relación
completa de todos los eclesiásticos y de aquellos que deseaban serlo, con expresión de sus
méritos, suficiencia, letras y buenas partes, y para qué beneficios, prelacías u oficios
parecían a propósito1704.
Vinculada a esta materia, las audiencias debían impedir que los obispos presentados
entraran en posesión de sus diócesis si no acreditaban con testimonio de escribano público
haber prestado juramento de respetar y guardar el Patronato Real y la jurisdicción
secular1705, lo que también debían hacer en las presentaciones realizadas al prelado de
dignidades, canongías u otros oficios eclesiásticos.
Además las Ordenanzas nuevas de 1563 entregaban otra competencia a los presidentes
de las audiencias tocantes a esta materia al señalar que: Quando huviere dubda acerca de
entender alguna cosa de las contenidas en la erecion de la yglesia o sobre las collaciones
que el obispo a de hazer a los por nos presentados, que el Presidente del Audiencia lo
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1703 CAMPOS HARRIET, Fernando, “El expolio en el Derecho Indiano”, en Memoria del X
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1705 Recopilación de Indias, 1.7.1.
342
declare1706, facultad que las Ordenanzas de Manila de 1596 entregó a toda la
Audiencia1707 y, así pasó a las de la Real Audiencia de Santiago de Chile.
Esta disposición se aplicaba normalmente en aquellas ocasiones en las que al
presentado para cierta dignidad le afectaba algún defecto que le inhabilitaba
canónicamente, en cuyo caso el asunto quedaba encargado a la conciencia de los prelados,
quienes podían negar la colación al presentado, y éste, según Frasso, tenía tres recursos,
uno de los cuales era ante la audiencia: Al metropolitano o al obispo vecino para que le
diera la institución; apelación al juez eclesiástico para que ordenara la colación; y por
último, recurrir a la Real Audiencia y al Consejo de Indias con el mismo objeto1708.
Este recurso a las audiencias se fundaba en estimar estas controversias como
pertenecientes al Real Patronato y, por ende, bajo la custodia del tribunal real y no de la
jurisdicción eclesiástica, a pesar de lo cual los juristas indianos no tuvieron una posición
clara y uniforme.
En efecto, Solórzano y Pereyra, a pesar de su regalismo, sólo se atrevía a decir que: Yo
no me atrevería a consejar que se entrometiese a conocer de ellas los Virreyes o
Audiencias, antes diferiría a la reclamación del prelado1709, pero esta competencia era
defendida en el siglo XVIII por el conde de la Cañada, quien argumentaba en pro de ella
del siguiente modo: El ruego de los Príncipes en las materias y negocios que están en su
potestad, llevan todas todas las fuerzas de sus preceptos legales y obligan a su
cumplimiento, o a que se representen y justifiquen las causas que lo impidan. ¿Y podrá
dudarse de la potestad del rey para defender sus presentaciones y que tengan cumplido
efecto como lo disponen los cánones y leyes citadas?. ¿Sería tolerable que se faltase al
respeto y decoro de la Majestad, despreciando sus ruegos, sin poner en su real noticia las
causas que tuviere el obispo para no obedecerlo y cumplirlo?1710.
En estas últimas líneas, que destilan regalismo, se advertía que dentro de la concepción
del conde de la Cañada esta competencia de las audiencias indianas tendía a defender y
salvaguardar el derecho y jurisdicción reales frente a los agravios que les podían inferir
los prelados y, de tal modo, asegurar la justicia debida al monarca.
1.1.6. Erección y fundación de iglesias, hospitales, conventos y monasterios
Desde la bula Eximiae Devotionis del papa Julio II en 1508, la corona se arrogó la
facultad de autorizar la fundación de iglesias en el Nuevo Mundo, tal como declaraba una
ley recopilada: Que no se erija, instituya, funde ni constituya iglesia catedral ni
parroquial, monasterio, hospital, iglesia votiva ni otro lugar pío ni religioso sin licencia
                                                
1706 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 54, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 201.
1707 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, cap. 62, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7), p. 642.
1708 FRASSO, Pedro, (n. 1.164), I.22-23.
1709 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 4.3.24.
1710 CAÑADA, Conde de la, Observaciones prácticas sobre los recursos de fuerza, modo y forma de
introducirlos y determinarlos en los tribunales reales superiores, Madrid, 1794, IV.56.
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expresa nuestra1711, y otra que agregaba: Que en las Ciudades y Poblaciones de nuestras
Indias se edifiquen y funden Monasterios de Religiosos, siendo necesarios para la
conversion y enseñanza de los naturales y predicacion del Santo Evangelio, con calidad
de que antes de fabricar Iglesia, Convento, ni Hospicio de Religiosos, se nos dé cuenta y
pida licencia especialmente, como se ha acostumbrado en nuestro Consejo de Indias1712.
Este mismo principio fue reiterado por una real cédula circular fechada en Madrid el 7
de marzo de 1705 en la cual se prohibían las erecciones y fundaciones eclesiásticas sin
haber obtenido previa licencia real a través del Consejo de Indias, so pena de formular
expresos cargos en las residencias a quienes consintieran pasar contra este precepto1713.
Se encargaba a los virreyes y audiencias que se ocuparan en asegurar el cumplimiento
y observancia de este precepto general, para lo cual debían informar y dar: Cuenta de las
Iglesias que están fundadas, y de las que pareciere conveniente fundar1714.
Así las Ordenanzas nuevas de 1563 encomendaban al oidor visitador de la tierra que
informara de: Las iglesias y monasterios que seran menester y que edificios publicos
seran necesarios para el bien de los pueblos1715, y como ya queda dicho las mismas
Ordenanzas prescribieron que: Quando huviere dubda acerca de entender alguna cosa de
las contenidas en la erecion de la yglesia... que el Presidente del Audiencia lo declare1716,
facultad que las Ordenanzas de Manila de 1596 entregó a toda la Audiencia1717.
Por último, para evitar conflictos o dudas en lo tocante a la erección y fábrica de las
iglesias, debía la audiencia designar a uno de sus oidores como comisario de la fábrica de
iglesias, el que no recibía salario por el servicio de esta comisión1718.
La Real Audiencia de Santiago de Chile entendió en muchas ocasiones sobre negocios
y materias tocantes a estas cuestiones, entre las que se mencionarán algunas de ellas.
Por real cédula fechada en Madrid el 31 de diciembre de 1628 se ordenó al presidente
y oidores de la Real Audiencia de Chile que si los hermanos de San Juan de Dios tenían a
su cargo la administración del hospital de Santiago sin órdenes reales, debían quitárselo y
                                                
1711 Recopilación de Indias, 1.6.2.
1712 Recopilación de Indias, 1.3.1.
1713 CORRAL CALVO DE LA TORRE, Juan del, (n. 1.168), I, fol. 295.
1714 Recopilación de Indias, 1.2.1.
1715 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 198.
1716 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 54, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 201.
1717 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, cap. 62, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7), p. 642.
1718 Recopilación de Indias, 2.16.38.
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entregarlo al obispo, dándole toda la ayuda necesaria para que les tomara cuentas por el
tiempo que habían tenido la dicha administración1719.
Por real cédula librada en Madrid el 16 de diciembre de 1631 se ordenó al presidente y
oidores de la audiencia de Chile que hicieran guardar las cédulas que prohibían la
fundación de conventos en el reino sin licencia real, y que se demolieran los que en
contravención a ello hubiera fundado la orden de San Agustín y otras órdenes1720. Las
prescripciones de la cédula anterior fueron reiteradas al presidente y oidores de Chile por
real cédula despachada en Madrid el 26 de febrero de 1636 en la que se les ordenaba que
cumplieran la cédula de 16 de diciembre de 1631, donde se mandaba que no se
consintieran nuevas fundaciones de conventos, y que se demolieran los que se hubieran
hecho sin licencia del rey1721.
Por real cédula fechada en Madrid el 17 de agosto de 1634 se ordenó al presidente y
oidores de la Real Audiencia de Chile que informaran sobre la petición del albacea de don
Alonso del Campo Lantadilla sobre que se le diera licencia para fundar en las provincias
de Chile un convento de monjas de Santa Clara1722.
En 1702 los religiosos franciscanos fundaron un convento y hospicio en Mendoza sin
haber obtenido la previa licencia real, en razón de lo cual la audiencia informó al
monarca, y así se despachó una real cédula fechada en Madrid el 26 de abril de 1703
dirigida al provincial de los franciscanos en la que se le ordenaba cumplir el breve del
papa Paulo V que disponía que se suprimieran los conventos con menos de dos religiosos,
y otra fechada el mismo día mandaba a la audiencia que hiciera demoler dentro del
término de dos meses el convento de Mendoza 1723, y como no fue ejecutada de inmediato,
se dirigió nueva real cédula a la Real Audiencia de Santiago el 12 de mayo de 1714 para
que se cumpliera con la demolición1724, la que finalmente se llevó a cabo, y por real
cédula despachada en Madrid el 30 de abril de 1717 se encargó especialmente al tribunal
que cuidara del cumplimiento y observancia de las regalías patronales, en lo tocante a la
licencia real para erigir conventos1725.
                                                
1719 AGI. Chile, 166, Libro II Registro de oficio para la Audiencia de Chile, 1615-1643, RC. Madrid,
31-XII-1628, fs. 427v-428r.
1720 AGI. Chile, 166, Libro II Registro de oficio para la Audiencia de Chile, 1615-1643, RC. Madrid,
16-XII-1631, fs. 460v-461v.
1721 AGI. Chile, 166, Libro II Registro de oficio para la Audiencia de Chile, 1615-1643, RC. Madrid,
26-II-1636, fs. 514r-516r.
1722 AGI. Chile, 166, Libro II Registro de oficio para la Audiencia de Chile, 1615-1643, RC. Madrid,
17-VIII-1634, fs. 486v-487v.
1723 CORRAL CALVO DE LA TORRE, Juan del, (n. 1168), I, fol. 294 y 300-301.
1724 Idem, I, fol. 293-294.
1725 Idem, I, fol. 294.
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1.2. En materia de Derecho y Hacienda reales
Las reales audiencias indianas debían, igualmente, proteger los intereses del monarca y
asegurar que se le guardara justicia en todo lo tocante al Derecho y Hacienda reales.
El ejercicio de esta genérica competencia se cumplía especialmente a través del oficio
del fiscal, y por medio de diversas comisiones encargadas a sus ministros, sobre todo en
materias de hacienda.
1.2.1. El oficio de fiscal
Como queda dicho en otro lugar, Francisco Alfaro definía al oficio del fiscal como el
de quien defendía los negocios del príncipe, tocantes sive ad rem, vel patrimonium, sive
ad iustitiae, de donde su competencia abarcaba dos grandes órdenes de materias, a saber,
la defensa de la jurisdicción real, y la defensa de la hacienda real1726.
1.2.1.1. Defensa de la jurisdicción real
La defensa de la jurisdicción real le estaba encomendada a los fiscales indianos desde
las Ordenanzas antiguas de 1528, pues conforme a ellas, por la confianza que se hacía de
ellos, y por ser muy cumplidero a servicio nuestro y execucion de la nuestra justicia, se le
encargaba proseguir: Nuestras causas, y que alegara y defendera nuestra justicia y en
todas causas se avra bien y lealmente y sin parcialidad ni encubierta alguna, y que
defendera nuestros derechos1727, resumiéndose este deber al prescribirle que: En todo
mirara y procurara nuestro servicio y justicia real preeminencia1728.
Las Ordenanzas nuevas de 1563 eran menos expresivas que las de 1528, pero
reiteraban que el fiscal: Aya de salir y salga...a la defensa de la jurisdiccion real y sobre
ello haga todas las diligencias necesarias1729, precepto reiterado por las Ordenanzas de
Filipinas de 1596, que señalaban: Que el dicho fiscal tenga gran cuidado de la defensa y
conservacion de mi jurisdiccion, patronato y hacienda real, y de darme quenta, con
particular relacion, de todo lo que en esto huviere, y de quanto mas convenga a mi real
servicio1730, más tarde incluido en la Recopilación de Indias1731.
                                                
1726 ALFARO, Francisco, (n. 385), gl. 9.24, fol. 27.
1727 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 96.
1728 Ibidem.
1729 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 83, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 206.
1730 Ordenanzas de la Real Audiencia de Filipinas, 1596, cap. 92, en MURO ROMERO, Fernando,
(n. 7), p. 645.
1731 Recopilación de Indias, 2.18.29, Ordenamos a los Fiscales que tengan gran cuidado de la
defensa y conservacion de la jurisdiccion, Patronazgo, y hacienda Real, y castigo de pecados públicos, y
de darnos cuenta con particular relacion de todo lo que en esto hubiere, y de quanto mas convenga a
nuestro Real servicio .
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Además, específicamente en las Ordenanzas nuevas de 1563, se ordenaba y mandaba
que: El dicho nuestro fiscal tome la boz y el pleyto de las causas concernientes a la
execucion de la nuestra justicia quando se apelare de los corregidores o de otros
juezes1732, precepto reiterado en las de Manila de 1596, y luego recopilado1733.
Este especial deber y competencia del fiscal se le recordaba a cada sujeto provisto en el
oficio en sus reales títulos, tal como podía leerse en el despachado el 4 de octubre de 1597
en favor de don Francisco Alfaro como fiscal de la Real Audiencia de Charcas, donde se
le señalaba precisamente que se era voluntad real que fuera el promotor de la justicia real:
De aqui adelante, quanto mi voluntad fuere, seáis mi Fiscal y Promotor de mi justicia en
la mi Audiencia y Chancilleria Real que reside en la ciudad de la Plata de las Provincias
de los Charcas...y quiero que como tal mi Fiscal de ella, podáis en la dicha Audiencia de
los Charcas, pedir y demandar, acusar, defender todas aquellas causas y cada una de
ellas que cumplan a mi servicio y patrimonio real y a la execucion de mi justicia1734.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile, los mismos fiscales reconocían cuán de su
precisa obligación era la defensa de la jurisdicción real y de los derechos monarcas, como
se podía leer en el dictamen del fiscal interino doctor José Teodoro Sánchez fechado el 14
de septiembre de 1810, para salvaguardar los legítimos derechos de Fernando VII frente a
quienes deseaban convocar a un cabildo para tratar de la constitución de una junta: El
Fiscal, como el más inmediato vocero en este dominio de los derechos del Rey, y de los
más sagrados del público y permanente seguridad, también debe cumplir con su esencial
deber de representar a Vuestra Señoría, con la debida respetuosidad, los inconvenientes
y vicios insanables de lo dispuesto en el precitado cabildo o junta del día de ayer1735.
1.2.1.2. Defensa de la real hacienda1736
Este deber y competencia de los fiscales indianos era muy bien explicado por
Solórzano y Pereyra, quien escribía que: Este oficio de Fiscal, en quanto contiene la
defensa de la hacienda Real, y la atencion de como se administra, y reparte, segun que se
le encarga en dichas cédulas, y ordenanzas, y en una ley de la Recopilacion, le podemos
tener y juzgar por semejante del que exercian en tiempo de los Romanos aquellos
Ministros, o Magistrados, que por ellos eran llamados Procuradores Caesaris, o
Rationales1737.
La defensa del patrimonio y hacienda real se confiaba al fiscal desde las Ordenanzas
de 1528, y en ellas se insistía principalmente en lo relativo a las penas de cámara, pues se
                                                
1732 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 81, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 206.
1733 Recopilación de Indias, 2.18.23.
1734 ALFARO, Francisco, (n. 385), RP. San Lorenzo, 4-X-1597, fols. 2-3.
1735 MARTÍNEZ, Melchor, Memoria histórica sobre la revolución de Chile desde el cautiverio de
Fernando VII hasta 1814 , II, Santiago, 1964, Vista del fiscal don José Teodoro Sánchez, Santiago, 14-IX-
1810, p. 94.
1736 SUÁREZ, Santiago-Gerardo, (n. 378), pp. 403-473.
1737 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.6.2.
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le mandaba que: Con mucha diligencia y fidelidad mire y sepa y se ynforme quien o
quales personas, concejos o universidades caen o yncurren, en qualesquier penas
pertenecientes a nuestra camara y Fisco, y demande las dichas penas, salvo las que al
multador pertenesce demandar, y prosiga las causas y pleytos sobre ellos, hasta ver
sentencia o mandamiento o carta executoria en cada una de las tales causas1738.
Las Ordenanzas nuevas de 1563 eran menos expresivas que las antiguas de 1528, pero
reiteraban que el fiscal: Entienda solamente en lo que Nos tocaren y a nuestra camara y
fisco1739, precepto que fue complementado por las Ordenanzas de Filipinas de 1596, pues
en ellas se contenía un capítulo que señalaba: Que el dicho fiscal tenga gran cuidado de
la defensa y conservacion de mi jurisdiccion, patronato y hacienda real, y de darme
quenta, con particular relacion, de todo lo que en esto huviere, y de quanto mas convenga
a mi real servicio1740, más tarde incluido en la Recopilación de Indias1741.
Diversas reales cédulas recopiladas precisaron este deber y competencia de los fiscales
indianos.
Una real cédula fechada en San Lorenzo el Real el 1 de junio de 1574 le mandaba:
Salir a los pleitos que resultaren de cuentas de oficiales reales, y hacer las defensas que
fueren convenientes1742; otra despachada en Madrid el 31 de diciembre de 1626 prescribía
que: Siempre que nuestra Real hacienda fuere interesada en algun pleyto de acreedores,
que pasare ante los Jueces ordinarios por derecho, que nos pertenezca, mandamos que
salga a él, nuestro Fiscal1743; otras dadas en Badajoz el 11 de noviembre de 1580 y en
Madrid el 4 de agosto de 1626, le ordenaban salir: A todos los pleytos y negocios tocantes
a hacienda Real, que en grado de apelacion de los autos y procedimientos de los
Oficiales Reales fueren a las Audiencias, hasta que sean fenecidos y executoriados1744; y
otras diversas disponían que: En todos los pleytos, que se ofrecieren de nuestra Real
hacienda ante Oficiales Reales, se muestren partes los Fiscales de las Audiencias y la
defiendan y hagan su oficio, sin poner dificultad, ni otro algun impedimento1745.
                                                
1738 Ibidem.
1739 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 77, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), pp. 205-206.
1740 Ordenanzas de la Real Audiencia de Filipinas, 1596, cap. 92, en MURO ROMERO, Fernando,
(n. 7), p. 645.
1741 Recopilación de Indias, 2.18.29, Ordenamos a los Fiscales que tengan gran cuidado de la
defensa y conservacion de la jurisdiccion, Patronazgo, y hacienda Real, y castigo de pecados públicos, y
de darnos cuenta con particular relacion de todo lo que en esto hubiere, y de quanto mas convenga a
nuestro Real servicio .
1742 Recopilación de Indias, 2.18.16.
1743 Recopilación de Indias, 2.18.15.
1744 Recopilación de Indias, 2.18.13.
1745 Recopilación de Indias, 2.18.12.
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También debían salir los fiscales a los pleitos que resultaban de cuentas de oficiales
reales1746, igualmente tenían que hallarse presente en las almonedas de hacienda real1747, y
contradecir las libranzas ordenadas en las cajas reales contra derecho 1748, además de
algunas otras actuaciones concretas.
1.2.1.3. Salir a los pecados públicos
Una especial competencia de los fiscales de las reales audiencias indianas dirigida a
salvaguardar la paz y quietud pública, en la que estaba envuelto el respeto y observancia
de los derechos y mandatos de los monarcas, era la que les encargaba que salieran a los
pecados públicos.
Las Ordenanzas nuevas de 1563 encomendaban al fiscal que: Aya de salir y salga a
los pecados publicos y a la defensa de la jurisdiccion real y sobre ello haga todas las
diligencias necesarias1749, precepto reiterado por las Ordenanzas de Filipinas de 15961750,
más tarde incluido en la Recopilación de Indias1751.
1.2.2. Competencia por vía de comisión a sus ministros
Tocaba también a las audiencias de Indias guardar la hacienda real y los derechos de la
corona en esta materia a través de una serie de competencias que, por vía de comisión,
desempeñaban algunos de sus ministros.
Las principales comisiones de esta naturaleza eran tomar cuentas a los oficiales reales,
la Sala de Ordenanza, las Juntas de Hacienda, el Juzgado de la Media Anata y Lanzas, el
Juzgado del Papel Sellado y, el Juzgado Privativo de Tierras Baldías
1.2.2.1. Toma de cuentas a los Oficiales Reales
Debido a diversos problemas derivados de la actuación de los oficiales reales de la
ciudad de Méjico, se había ordenado a la primera audiencia que los enviara a la corte,
pero como en 1530 aun no se había cumplido tal orden y sólo había pasado a los reinos de
España el factor, el día 12 de julio de 1530 se reiteró dicha orden a la segunda audiencia,
pero además se declaró que antes que partieran los oficiales reales: Hareys que den cuenta
de sus cargos y se cobren dellos los alcances, que se les hizieren por vos los licenciados
                                                
1746 Recopilación de Indias, 2.18.16.
1747 Recopilación de Indias, 2.18.17. Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 59.
1748 Recopilación de Indias, 2.18.19.
1749 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 83, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 206.
1750 Ordenanzas de la Real Audiencia de Filipinas, 1596, cap. 96, en MURO ROMERO, Fernando,
(n. 7), p. 646.
1751 Recopilación de Indias, 2.18.29, Ordenamos a los Fiscales que tengan gran cuidado de la
defensa y conservacion de la jurisdiccion, Patronazgo, y hacienda Real, y castigo de pecados públicos, y
de darnos cuenta con particular relacion de todo lo que en esto hubiere, y de quanto mas convenga a
nuestro Real servicio .
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Salmeron y Ceynos a quien particularmente avemos cometidos sus cuentas, y para que en
nombre de nuestro fisco asista a ellas avemos nombrado al dotor Valdevieso1752.
Esta práctica de comisionar a dos oidores para tomar a las cuentas a los oficiales reales
se institucionalizó algunos años más tarde, cuando por real cédula fechada el 10 de mayo
de 1554 se aprobaron las Ordenanzas para el buen recaudo de la Hacienda1753, en las que
se ordenó que al principio de cada año se tomaran las cuentas de los oficiales reales por el
presidente y dos oidores: Que las dichas quentas les tomen el Presidente que fuere de la
audiencia Real de la provincia donde residiere juntamente con dos oydores della por su
rueda, tomando persona que sea sufficiente para ello, e habil y esperimentado en
quentas, y escribano1754.
La citada real cédula de 10 de mayo de 1554 fue aclarada por otra fechada el 29 de
julio de 15601755, que sirvieron de fuentes a un capítulo de las Ordenanzas nuevas de
audiencias de 1563, que reiteraron esta competencia por vía comisión a las audiencias, al
prescribir que: El nuestro Presidente con dos oydores en principio de cada un año tomen
quentas a los officiales que tienen cargo de nuestra Real hazienda del año pasado, y las
fenezcan dentro del mes de henero y hebrero; y, acabadas, ymbien un traslado dellas al
nuestro Consejo de las Yndias; y mandamos que pasados los dichos dos meses, sy no
estuvieren acabadas las dichas quentas, los officiales de nuestra Real hazienda no ganen
salario hasta que las fenezcan; y cada un oydor de los que asi estuvieren a tomar las
dichas quentas tenga de ayuda de costa veynte y cinco mill maravedis1756.
Este capítulo fue recogido en las Ordenanzas de Manila de 1596, con el sólo agregado
de señalar que los dos oidores: No ayan de ganar ni ganen este salario o ayuda de costa,
sino el año que ynbiare fenecidas las dichas quentas a mi Real Consejo de Yndias1757. Al
darse las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile en 1609 se conservó este
capítulo, aunque se dispuso que los oidores no habrían de ganar la ayuda de costa sino el
año que enviaran las cuentas: Al Tribunal dellas de Lima1758, y la misma innovación
recogieron las Ordenanzas de Buenos Aires de 1661 y de 1786.
Las mismas Ordenanzas de 1563 daban ciertas reglas tocantes a la forma en que
deberían proceder el presidente y los dos oidores en el desempeño de esta comisión: Al
tiempo que se començaren a tomar las quentas de nuestra hazienda Real por el nuestro
                                                
1752 PUGA, Vasco de, (n. 239), Instrucciones a la audiencia de Méjico, Madrid, 12-VII-1530, fol. 40
vta.; ENCINAS, Diego de, (n. 893), II, fol. 266.
1753 SÁNCHEZ-BELLA, Ismael, La organización financiera de las Indias (Siglo XVI) , Sevilla, 1968,
pp. 271-273.
1754 ENCINAS, Diego de, (n. 893), III, RC. 10-V-1554, fols. 248-251.
1755 PUGA, Vasco de, (n. 239), fol. 208 vta. Recopilación de Indias, 8.19.2.
1756 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 58, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 202.
1757 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, cap. 67, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7), p. 642.
1758 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de Chile, 1609, cap. 65, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 266.
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Presidente e oydores conforme a la provision sobre ello dada, vayan ante todas cosas a
nuestra Real caxa y pesen y quenten el oro y plata y lo demas que en ella huviere; y
tomen dello testimonio, y luego comiencen las quentas, y acabadas, sobre el alcance
dentro del tiempo que la dicha provision manda, y se meta en el arca de las tales llaves,
dando orden que no cumpla el alcance del año pasado con lo que se cobrare en el tiempo
que estuvieren tomando las quentas1759.
La Real Audiencia de Santiago de Chile, desde muy temprano comenzó a ejercer esta
competencia, pues el 8 de enero de 1611 dictó un auto acordado, precisamente sobre
tomar cuentas a los oficiales reales conforme a la ordenanza, nombrándose a los oidores
don Juan de Caxal y don Gabriel de Zelada para ello, y como contador y escribano al
que lo era de cámara:
En la ciudad de santiago del Reyno de chille en dicho dia del mes de Henero
de mill y seiscientos y once años los ss. Pressidente e oydores de esta rreal
audiencia= dijeron que Por quanto conforme a lo ordenado y mandado por las
ordenanzas de ella el Rey nuestro señor manda que los dichos señores tomen
quenta en cada un año a los officiales Reales de esta ciudad de la hacienda que a
entrado en su poder y en que y como la an distribuydo bissitando primero las
rreales caxas y porque los dichos señores las tienen vissitadas y combiene se
tomen a los dichos officiales rreales las dichas quentas cometieron a los señores
oydores licenciado joan caxal y doctor gabriel de zelada tomen quentas a los
dichos officiales rreales de toda la hacienda y demas cossas que pertenecientes a
su magestad a entrado en su poder y deban dar desde que esta rreal audiencia se
ffundo conforme y de la manera y con el salario que por la dicha ordenanza el
Rey nuestro señor manda = e nombraron por contador y escrivano de las dichas
quentas a el de esta rreal audiencia para que las haga segun y de la manera que se
acostumbra hacerlas en las demas contadurias de las yndias guardando la orden
que su magestad tiene dada cerca de lo suso dicho con que haga la solenidad y
juramento que en tal casso se rrequiere y asi lo Probeyeron e Rubricaron1760.
Esta comisión fue reiteradamente encargada a la Real Audiencia de Santiago de Chile,
así se hizo por real cédula fechada en Madrid el 26 de abril de 1703, en virtud de la cual:
Se hallaba con comision privativa de Su Majestad (Que Dios guarde) para tomar cada un
año, dos de los Señores de ella segun sus antigüedades, las cuentas a estos oficiales
reales, de todos los ramos que estan en la Real Caxa, y determinar sobre ellas civil y
criminalmente, remitiendo al Real Consejo traslado autorizado de los autos formados y
substanciados. Y no solo esto, sino aun a los oficiales reales de la ciudad de la
Concepcion, en conformidad del capitulo de la real cedula fecha en Madrid a veinte y
seis de abril de mil setescientos y tres años1761.
En 1709 se originó un conflicto entre la Real Audiencia y el virrey del Perú, marqués
de Castel dos Rius, pues éste último comisionó al capitán don José Moreno Viniegra:
Para la visita de estas Reales Caxas y ajuste de todas las quentas de Real Hacienda
desde el tiempo que trajo esta visita Don Pedro Fernández de Moreda y por comision del
                                                
1759 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 60, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 202.
1760 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 8-I-1611, fs. 136.
1761 ANRACH. 3.140, Libro de votos secretos del Real Acuerdo, 1656-1713, Acuerdo, Santiago, 11-
IV-1709, fs. 171 vta.
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excelentisimo Sr. Duque de la Palata... especialmente de las que han dado el Comisario
General Dn. Andres de Silva, Contador oficial Real de estas Caxas y capitan Dn. Joseph
Negron de Luna, Thesorero interinario de ellas1762.
El referido capitán Moreno Viniegra presentó un memorial ante el gobernador don
Juan Andrés de Ustáriz, acompañado del título de su comisión para que fuera reconocido
en dicho carácter, ante lo cual el presidente consultó al Real Acuerdo, especialmente
porque los oficiales reales Silva y Negrón de Luna se hallaban: Suspensos de sus oficios y
refugiados en los Conventos de San Agustin y de San Francisco de esta Corte, por los
delitos cometidos en la mala administracion de la Real Hacienda1763.
El Real Acuerdo, integrado por el decano don Diego de Zúñiga y Tovar, y sus colegas
don Ignacio Antonio del Castillo y don Juan del Corral Calvo de la Torre, se reunió el 11
de abril de 1709, y unánimemente estimaron que esta comisión era contraria a derecho,
pues la real cédula del 26 de abril de 1703 que encargaba a dos oidores el tomar cuentas:
Se vulneraba gravemente con la resolucion del dicho Sr. Virrey su jurisdiccion, y el
decoro de esta Audiencia, pues sin causa ni motivo la dexaba inhibida, remitiendo a un
sujeto lego (y de profesion mercader) que conociese de las quentas y causas que havia
conocido tan Superior Tribunal1764, en razón de lo cual: Fueron de parecer dichos
señores por votos unanimes y conformes, se le expresase a dichos Sr. Presidente no diese
cumplimiento a la dicha comision y visita, mandando retirar los despachos presentados
por el dicho Joseph Moreno, atento a estar radicado el conocimiento de estas causas en
esta Real Audiencia1765.
1.2.2.2. La Real Sala de Ordenanza
Después de la creación de los Tribunales de Cuentas en Méjico, Lima y Santa Fe el 24
de agosto de 1605, se dictaron unas Ordenanzas de contadores, que señalaban que de las
decisiones adoptadas por los contadores se podía apelar ante una junta integrada por tres
oidores designados por el presidente, con asistencia de dos contadores, y del fiscal, quien
debía defender el pleito, junta que además debía conocer, con citación del fiscal, de las
falsedades de cuentas, de las causas de cuentas, y de las cobranzas de alcances1766. A esta
junta de oidores se la acostumbraba llamar Real Sala de Ordenanza.
De esta manera, por vía de comisión a tres de sus oidores y con la asistencia del fiscal,
las audiencias ejercían una competencia defensiva de los derechos del monarca en
materias tocantes a la Real Hacienda.
En el siglo XVIII, la creación de las regencias produjo algunas alteraciones en esta
materia, pues por real cédula fechada el 7 de septiembre de 1779 se ordenó que los
regentes concurrieran a la Sala de Ordenanza, y que los decanos les suplieran en sus
                                                
1762 Ibidem.
1763 Ibidem.
1764 Ibidem.
1765 Idem, fs. 172.
1766 Recopilación de Indias, 8.1.36; 8.1.84.
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ausencias o impedimentos, y que los virreyes y presidentes, con propuesta o acuerdo de
los regentes nombraran a dos de los ministros para que también concurrieran a ella 1767.
Poco tiempo después, con la introducción de las intendencias en Indias y,
concretamente con la creación de la Junta Superior de Real Hacienda, se generaron una
serie de dudas, sobre si debía o no subsistir la Sala de Ordenanza, que parecía haber sido
substituida por la nueva junta.
Por real orden fechado el 3 de junio de 1791 se resolvió que, a pesar de lo establecido
en los artículos 214 de la Ordenanza de Intendentes de Buenos Aires, y 243 de la de
Nueva España, y para acabar con las dudas que habían generado, debía restablecerse la
Sala de Ordenanza de que hablaban las Leyes de Indias, bajo el mismo método que tenía
antes, para despachar: En ella, como que es el único y privativo Tribunal de Justicia,
erigido para el conocimiento y resolución de los autos de esta clase que ocurran en los de
Cuentas, todos los que ya sea por remisión de ellas o por recurso de las partes deban
pertenecer a su conocimiento con absoluta separación de la Junta Superior de Hacienda,
como diversas en su institución y funciones1768.
En 1796 la Real Audiencia de Santiago de Chile consultó si el presidente podía en un
solo nombramiento elegir los oidores que debían asistir a la Sala de Ordenanza para
muchos pleitos o si era necesario especial nombramiento para cada litigio, y si estos
nombramientos los había de hacer por sí solo o con acuerdo del regente, si podía nombrar
al regente para que asistiese a ella o si este ministro estaba exento, si a falta o en ausencia
del regente se debía observar lo mismo con el oidor decano; y en qué sitio se debía
celebrar la Sala de Ordenanza, esto es, si en la posada del presidente o regente cuando la
presidieran, o en la segunda sala de la audiencia, o necesariamente en la Contaduría
mayor de Cuentas. Se resolvió que debía nombrar a sus miembros el presidente, y podía
recaer la elección en el regente u oidores, y que debía reunirse en la sala del Tribunal de
Cuentas donde era costumbre1769.
1.2.2.3. Juntas o Acuerdos de Real Hacienda
Las Juntas o Acuerdos de Real Hacienda se realizaban un día fijo de la semana, para
tratar cuestiones fiscales, y a ellas debían asistir, los oficiales reales, el gobernador
presidente de la audiencia, y el oidor más antiguo y el fiscal, además de un escribano 1770.
Desde la introducción del oficio de regente en 1776, era este nuevo magistrado quien
debía asistir en vez del oidor más antiguo a las Juntas de Hacienda, por haberse refundido
en él las facultades de los decanos, conforme al capítulo 61 de la Instrucción.
                                                
1767 ANRACH. 3.012, pza. 1.
1768 AGI. Chile, 223, Informaciones sobre sueldos, reformas y asignaciones, RO. 3-VI-1791.
1769 AGI. Chile, 223, Informaciones sobre sueldos, reformas y asignaciones.
1770 SÁNCHEZ BELLA, Ismael, (n. 1.253), pp. 201-204.
353
1.2.2.4. Negocios de Temporalidades
Tras haber sido ordenada la expulsión de los jesuitas, por real decreto del 27 de febrero
de 1767, y de la pragmática del 2 de abril del mismo año, se confirieron nuevas
comisiones a los ministros de las audiencias de Indias para entender en las juntas que se
debían formar para la administración y aplicación de sus temporalidades.
En efecto, por real cédula fechada el 9 de junio de 1769 se dispuso que el oidor decano
debía asistir a las Juntas de Aplicaciones de Temporalidades, comisión que desde la
introducción del oficio de regente recayó en estos nuevos ministros, en virtud del capítulo
61 de su Instrucción, que refundía en los regentes las facultades de los decanos.
Por real cédula fechada el 27 de marzo de 1769, se ordenaba que un oidor nombrado
por el presidente debía concurrir a las Juntas de Temporalidades de los jesuitas expulsos,
que eran las encargadas, entre otros aspectos, de los remates de tales bienes.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile se suscitaron algunas dificultades respecto
del desempeño de dichas comisiones.
En efecto, a principios del año 1778 el presidente del reino nombró para que asistiera a
la Junta de Temporalidades al oidor subdecano don Benito María de La Mata, quien
resistió el encargo y, a pesar de haber concurrido algunas veces, el 23 de febrero de 1778
presentó al presidente las razones por las cuales se excusaba de servir dicho encargo:
Hace presente a V.S. que lo que ha visto observar y practicar es que,
asistiendo el Sr. Decano de esta Real Audiencia a las Juntas de Real hacienda y
de Aplicaciones, el Sr. Oydor inmediato ha concurrido a la de Temporalidades.
En el dia que se han refundido en el Sr. Regente, como Ministro de mas elevado
caracter, las preheminencias de los SS. Decanos, deven estos y por mas
inmediatos y segun practica, substituir aquellas comisiones que antes tenian los
Subdecanos, por solo el respeto de mas antiguos, ademas que la Real Cedula de
9 de junio de 1769 manda asista el Sr. Decano, a no ser que intervenga motivo
justo1771.
Además agregaba que él se hallaba recargado de ocupaciones por el servicio de las
comisiones de juez de comercio y juez privativo de tierras. El presidente dio vista al fiscal
de lo civil, que lo era don Lorenzo Blanco Cicerón, quien contradijo la excusa del oidor:
Dice que: esa asistencia la tiene el Sr. Dn. Benito en cumplimiento de lo que
S.M. ordena en su Real Cedula de 27 de marzo de 769, no como Subdecano, sino
como Ministro de la Real Audiencia a quien V.S. ha elegido para que concurra a
las referidas Juntas, y aunque hoy se halla mas desembarazado el Sr. Decano, por
haberse refundido en el Sr. Regente sus facultades, dejando por esto de asistir a
las Juntas de Aplicaciones y Real Hacienda, no por eso deja de tener otras
comisiones, ni de estar pronto a sobstituir siempre que por algun impedimento no
concurre dicho Sr. Regente1772.
Pero a pesar de lo anterior, conceptuaba el fiscal que dado el efectivo recargo de
comisiones que pesaban sobre el oidor de la Mata podría el presidente nombrar a otro
ministro para el despacho de este encargo, parecer con el que se conformó el presidente,
                                                
1771 ANCG. 633, Sobre excusarse de asistir a la junta de Temporalidades el oidor Sr. Dn. Benito de
la Mata, Representación al presidente, Santiago, 23-II-1778, fs. 116.
1772 Idem, Vista fiscal, Santiago, 11-III-1778, fs. 116 vta.
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pues por nombramiento suyo del 12 de mayo de 1778 entró a asistir a la Junta de Remates
de Temporalidades el oidor don Nicolás de Mérida y Segura1773.
En julio de 1787 el regente y presidente interino de la Real Audiencia con Tomás
Álvarez de Acevedo nombró para que asistiera a la Junta de Temporalidades al oidor don
Juan Rodríguez Ballesteros, supuesto que el oidor subdecano que servía esta comisión,
don Francisco Tadeo Diez de Medina y Vidanges, había pasado a ocupar el decanato y, en
consecuencia, debía concurrir a las Juntas de Aplicaciones, y el subdecano don Luis de
Urriola y Echevers se hallaba gravemente enfermo:
Santiago, julio 18 de 1787.
En atencion a que haviendo recaido en el Sr. Dn. Francisco Diez de Medina el
Decanato de esta Real Audiencia y otras Judicaturas y ocupaciones del Real
Servicio, se halla legitimamente impedido de concurrir al Despacho de las Juntas
de Temporalidades de Ex Jesuitas, por cuyo motivo asistio a las ultimas que se
celebraron el Sr. Don Luis de Urriola, quien no puede tampoco continuar dicha
asistencia por su notoria dilatada enfermedad. Hallandose actualmente completo
el numero de SS. Ministros de esta Real Audiencia, entre quienes pueden y
deben repartirse las Comisiones, se nombra para la enunciada de concurrencia a
Junta de Temporalidades al Sr. Dn. Juan Rodriguez Ballesteros, quedando al
cargo de el nominado Sr. Dn. Francisco Tadeo Diez de Medina la intervencion
que como a Decano le corresponde en la de Aplicaciones. Y para la inteligencia
de ambos se les pasara los oficios respectivos1774.
1.2.2.5. Juzgado de la Media Anata
Solórzano y Pereyra escribía que un oidor tenía: La comisión de mesadas, medias
anatas y papel sellado1775, y en su desempeño debía entender en todas las cuestiones que
se suscitaran sobre estas materias1776.
Consta que en la Real Audiencia de Santiago de Chile esta comisión fue desempeñada
por varios oidores, entre ellos don José Blanco Rejón a principios del siglo XVIII, quien
se titulada “juez del derecho de media anata”1777.
Sobre esta derecho el oidor y regente del tribunal don José de Rezaval y Ugarte
escribió la obra más completa, bajo el título de Tratado del derecho real de las medias
anatas seculares y del servicio de lanzas a que están obligados los títulos de Castilla1778.
                                                
1773 Idem, fs. 117 vta.
1774 ANCG. 633, Expediente formado sobre el nombramiento hecho en el Sr. Dn. Juan Rodriguez
Ballesteros para la concurrencia de las Juntas de Temporalidades, Decreto del presidente, Santiago, 18-
VII-1787, fs. 114.
1775 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.52.
1776 RODRÍGUEZ VICENTE, María Encarnación, “El derecho de media anata”, en Poder y presión
fiscal en la América española (Siglos XVI, XVII y XVIII) , Valladolid, 1986, pp. 465-504.
1777 ANRACH. 2.965.
1778 REZAVAL Y UGARTE, José de, Tratado del derecho real de las medias anatas seculares y del
servicio de lanzas a que están obligados los títulos de Castilla, Madrid, 1792.
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1.2.2.6. Juzgado de Lanzas
Los títulos de Castilla en Indias se hallaban gravados con el denominado servicio de
lanzas, que ascendía a 531 pesos anuales, además de la media anata, que alcanzaba a
3.660 pesos y 3 reales en el primer titulado, 1.220 pesos y un real en los sucesores
directos, y 2.440 pesos y 2 reales en las líneas colaterales1779.
Para la cobranza, recaudación y administración de estos servicios se daba comisión a
un oidor para que actuara como juez de lanzas de los títulos de Castilla, encargo que en el
caso de Chile sirvió, entre otros, el oidor don Juan de Corral Calvo de la Torre por
comisión despachada en su favor por el oidor limeño don Juan de Peñaloza el 30 de julio
de 1707.
1.2.2.7. Juzgado del Papel Sellado
Solórzano y Pereyra escribía en su Política que un oidor tenía a su cargo la comisión
del papel sellado1780, en la cual era nombrado por el presidente.
En 1637 se implantó en los reinos de España el régimen del papel sellado, lo que
significaba la introducción de un nuevo impuesto, que de inmediato se extendió a las
Indias, para lo cual por real orden fechado el 1 de abril de 1637 se mandó que en el
Consejo de Indias se constituyera una Sala del Papel Sellado encargada de ocuparse en
todas las cuestiones derivadas de la introducción de este impuesto en América, la que fue
regulada por real cédula fechada el 20 de mayo del mismo año1781.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile uno de los oidores que sirvió esta comisión
fue don José Lucas de Gorbea y Vadillo, a quien el presidente don Agustín de Jáuregui le
confió tal encargo junto al de monasterios el 16 de mayo de 1778, conforme al siguiente
decreto:
Santiago, mayo dieciseis de 1778.
Nombrase por Juez Privativo de Monasterios y Papel Sellado al Sr. Dr. Dn.
Joseph Gorvea y Vadillo, Oydor y Alcalde de Corte de esta Real Audiencia, y se
le confiere la Jurisdiccion en derecho necesaria para la judicatura en todas y
qualesquiera causas que se intentaren en los dos Ramos referidos, hagase saber y
se comete1782.
1.2.2.8. Juzgado Privativo de Tierras Baldías
En 1692 fue creada la Superintendencia del beneficio y composición de tierras en las
provincias del Perú y Nueva España, reglada por real cédula fechada en El Escorial el 30
de octubre de dicho año, cuyo primer titular fue el consejero don Bernardino de Valdés
                                                
1779 LIRA MONTT, Luis, “La concesión de títulos de Castilla a los habitantes en Indias. Estudio
histórico-jurídico”, en BACH. 98, Santiago, 1987, pp. 169-197, en concreto, pp. 185-187.
1780 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.52.
1781 MARTÍNEZ DE SALINAS, María Luisa, “La Sala del Papel Sellado del Consejo de Indias”, en
Poder y presión fiscal en la América española (Siglos XVI, XVII y XVIII) , Valladolid, 1986, pp. 455-464.
1782 ANCG. 600, Decreto del presidente Jáuregui, Santiago, 16-V-1778, fs. 15.
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(1692-1696), a quien sucedió su colega don Francisco Camargo de Paz (1696-1712), y a
éste el antiguo oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Diego de Zúñiga y
Tovar (1712-1733), después sirvieron este encargo los consejero don Antonio de Pineda
(1735-1743), y don Antonio José Álvarez de Abreu (1743-1754)1783.
La citada real cédula de 1692 facultaba al superintendente para nombrar subdelegados
en cabeza de los ministros de las audiencias: Con la facultad expresada de subdelegarla
en los ministros de las audiencias de dichas provincias, y estos en otros y que procedáis
conforme a derecho a la restitución de dichas tierras, indultando a los que las poseyeren
en la cantidad que tuvieredes por proporcionada, despachandoles titulos de ellas con
calidad que dentro del termino que esta dispuesto para las encomiendas hayan de llevar
confirmacion mia de las que asi beneficiaredes o indultaredes, y con los que no se
arreglaren a esta providencia o pidieren composicion en su exceso, pasaréis a venderlas
arreglandoos en todo esto a las leyes 14, 15, 16 y 21 del libro IV, titulo 12 de la
Recopilacion de Indias1784.
De esta manera aparecían en Indias los llamados jueces privativos de tierras, en cuanto
delegados del superintendente, a quienes tocaba como ámbito: Privativo de su
jurisdicción, el conocimiento de las causas sobre composiciones, en fuerza de la
subdelegación de que específicamente estaban instruidos mis virreyes1785.
En febrero de 1778, el oidor de la Real Audiencia de Santiago don Benito María de la
Mata, que desempeñaba este encargo, calificaba a esta comisión y a la de comercio como:
Las mas graves e interesantes1786.
Sirvieron este Juzgado privativo los oidores don Ignacio Antonio del Castillo entre
1722 y 17231787; don Martín de Recabarren entre 1740 y 17501788; don Juan Verdugo
entre 1752 y 17771789; don Benito María de la Mata1790, por nombramiento del presidente
entre 1778 y 17791791, a quien substituyó en 1779 el oidor don José Lucas Gorbea y
Vadillo, quien se titulaba “juez privativo de tierras baldías en nombre del rey” 1792; a quien
                                                
1783 SOLANO, Francisco de, Cedulario de tierras. Compilación de legislación agraria colonial
(1497-1820), Méjico, 1991, pp. 60-62.
1784 Idem, RC. El Escorial, 30-X-1692, p. 379.
1785 SOLANO, Francisco de, “El juez de tierras y la superintendencia del beneficio y composición de
tierras”, en AHJE. VI, Quito, 1980, pp. 347-358.
1786 ANCG. 663, Representación del oidor Benito de la Mata al presidente, Santiago, 23-II-1778, fs.
116-116 vta.
1787 ANCG. 18, fs. 105.
1788 ANCG. 18, fs. 123 vta., 157 vta.
1789 AGI. Chile, 183, Jubilación del oidor don Juan Verdugo; ANCG. 18, fs. 85, 136, 145 vta.
1790 ANCG. 18, fs. 71-157 vta.
1791 ANCG. 663, Representación del oidor Benito de la Mata al presidente, Santiago, 23-II-1778, fs.
116-116 vta.
1792 ANRACH. 1.955, pza. 12, Autos sobre remate de tierras baldías, fs. 80-101.
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sucedió don Luis de Urriola y Echeverz, hasta 1788 año en que se suprimió este juzgado
por haber pasado al Superior Gobierno o intendencia 1793.
Los resultados económicos de este Juzgado no fueron proporcionados en todos los
años de su funcionamiento, pues aunque en sus diez últimos años produjo 8.772 pesos
entre lo generado por ventas y por composiciones, el desglose anual muestra una serie de
variaciones.
Ingresos del Juzgado Privativo de Tierras Baldías (1779-1788)
AÑO VENTAS COMPOSICIONES TOTAL
1779 800 pesos - 800 pesos
1780 1.850 pesos 7 reales 50 pesos 1900 pesos 7 reales
1781 1.337 pesos 5 ½
reales
135 pesos 1.472 pesos 5 ½ reales
1782 2.615 pesos 2 ½
reales
- 2.615 pesos 2 ½ reales
1783 763 pesos - 763 pesos
1784 29 pesos - 29 pesos
1785 299 pesos 406 pesos 705 pesos
1786 - - -
1787 492 pesos - 492 pesos
1788 - - -
TOTALES 8.182 pesos 591 pesos 8.772 pesos1794
En enero de 1789 el antiguo escribano de este Juzgado don Luis Luque Moreno
certificaba el buen desempeño de los ministros que habían tenido a su cargo esta comisión
desde don Juan Verdugo hasta don Luis de Urriola: Nunca supe ni oi decir que hubiere
habido la menor quexa en dichos Señores Ministros del despacho en los Remates de
Tierras Valdias y en Composiciones, que uvieren dado los hazendados, vecinos, ni menos
los indios, porque las causas que rodaban en dicho Juzgado eran entre partes; en cuyo
juzgado se sustanciaban y determinaban y se concedian las apelaciones a la Real
Audiencia; y en las causas de tierras vacantes y de composiciones se sustanciaban con el
Sr. Fiscal de Su Magestad1795.
                                                
1793 ANRACH. 610, pza. 4, Expediente sobre cumplimiento de la Real Orden dada en El Pardo a 30
de enero de 1788 que dispone se informe a S.M. los efectos producidos por la comisión o juzgado
privativo de tierras baldías de que trata la instrucción de 15 de octubre de 1754, fs. 156.
1794 Idem, Informe Oficiales Reales, Santiago, 9-I-1789, fs. 154-154 vta.
1795 Idem, Certificación del escribano Luis Luque Moreno, Santiago, 9-I-1789, fs. 156-156 vta.
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1.2.2.9. Juzgado de la Real Junta de Tabacos
En el reino de Chile, una vez implantado el estanco del tabaco en 1753 se creó el oficio
de juez de la Real Junta de Tabacos, encargado del cobro, recaudación y administración
de dichos ingresos, y de fiscalizar su inversión.
Entre otros ministros sirvió este encargo el oidor don Juan de Balmazeda Zenzano y
Beltrán, nombrado el día 30 de julio de 1776.
1.2.2.10. Oidor asistente a las almonedas
Un real cédula fechada el 3 de junio de 1554, luego recopilada, había ordenado que:
Cada oidor asista por turno a las almonedas de nuestra Real Hacienda seis meses
continuos, y cumplido este tiempo el que saliere dé relación al que entrare de lo que
estuviere hecho, no habiendo costumbre de que asista el Oidor más moderno, que esta se
ha de guardar1796, tal como lo señalaba Ramírez de Valenzuela en sus adiciones a la
Política indiana1797.
También debía hallarse presente en las almonedas el fiscal del tribunal, y respecto de la
realización de ellas un capítulo de las Ordenanzas nuevas de 1563, mandaba que: El
remate que en las almonedas se hiziere de nuestra Real hazienda no se puede hazer sin
consentimiento de la mayor parte de los que para ello estuvieren diputados, aunque el
oydor que estuviere presente lo quiera; y a las tales ventas se halle presente nuestro
Fiscal juntamente con los dichos oficiales, los quales no vendan cosa alguna sin que el
este presente1798.
1.2.2.11. Oidor asistente a las cuentas de diezmos
Un capítulo de las Ordenanzas nuevas de 1563 mandaba que: Al tiempo que se
hicieren las quentas de los diezmos para que se repartan conforme a la ereccion asista a
ello un oydor1799.
2. La audiencia y su deber de hacer justicia a los vasallos en general
La principal ocupación de las audiencias de Ultramar era hacer justicia a los habitantes
de sus distritos para, de este modo, asegurarles el buen gobierno que el monarca les debía,
y así lo señalaban todos los documentos fundacionales de los tribunales reales de las
Indias.
Desde las Ordenanzas de la Audiencia y Juzgado de la Española en 1511 se reconocía
que una de las razones habidas en cuenta para decidir la erección del tribunal había sido el
entender: Ser complidero a mi servicio e a la buena administración de la mi justicia en
                                                
1796 Recopilación de Indias, 2.16.34.
1797 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.2, ad.
1798 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 59, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 202. Corresponde al capítulo 66 de las Ordenanzas de Santiago de 1609.
1799 Idem, cap. 63. Corresponde al capítulo 69 de las de Santiago de Chile.
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las dichas Indias, e por escusar los muchos gastos e espensas que los vecinos e
moradores e estantes en las dichas Yndias han hecho hasta aqui en venir en grado de
apelación, por qualquier cantidad, al mi Consejo, e los que harían si no se remediase,
queriendo proveer e remedyar sobre ello, de manera que nuestros súbditos alcancen
conplimiento de justicia e no gasten su tiempo e fasiendas en pleytos, mi merced e
voluntad es que en las dichas Yndias aya un Jusgado e Abdiencias...1800.
La idea básica de crear las audiencias para que los súbditos lograran justicia se
reiteraba en muchos otros textos indianos, tales como en las Ordenanzas antiguas de la
audiencia de Méjico en 1528, donde se indicaba que el tribunal se había mandado
establecer: Deseando el bien y procomun de los dichos nuestros Reynos y provincias, y
porque nuestros subditos y naturales que pidiesen justicia la alcançasen1801, y lo mismo
se decía en las de 1538 despachada para la audiencia de Panamá: Deseando el bien y
procomun de las dichas provincias e yslas a ella comarcanas, y por que nuestros subditos
y naturales que pidieren justicia la alcancen1802.
Similares conceptos se expresaban en la real provisión fechada en Lima el 22 de mayo
de 1561, en virtud de la cual la audiencia virreinal fijaba los términos del distrito del
tribunal mandado poner en Charcas, pues en ella se reconocía que se había decidido
fundarlo: Acordandonos de la obligacion que tenemos que nuestros subditos e naturales
sean mantenidos en paz e justicia1803, y se agregaba que también se había considerado
que: Los dichos Reynos e provincias del piru son muy grandes e mucha distancia de
tierra y que sin grandes costas e daños por la dicha gran distancia no pueden todos
buena y comodamente venir a la dicha audiencia los que fuesen opresos y agraviados a
querellarse ni pedir justicia1804.
Por todo ello, bien podía escribir Solórzano y Pereyra de las audiencias de Indias que:
De verdad no se puede negar, que son los castillos roqueros de ellas, donde se guarda
justicia, los pobres hallan defensa de los agravios, y opresiones de los poderosos, y a
cada uno se le da lo que es suyo con derecho, y verdad1805.
Esta genérica competencia de hacer justicia y mantener en paz a los vasallos de sus
distritos en general, la cumplían las audiencias en tres grandes ámbitos: frente a los
oficiales gubernativos; frente a los oficiales eclesiásticos y; frente a los propios
particulares.
                                                
1800 Ordenanzas de la Audiencia y Juzgado de la Española , 1511, pr., en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 65.
1801 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1528, pr., en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 77.
1802 Ordenanzas de la Real Audiencia de Panamá , 1538, pr., en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 78.
1803 LEVILLIER, Roberto, (n. 440), RP, Los Reyes, 22-V-1561, p. 526.
1804 Ibidem.
1805
 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.7.
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2.1. Frente a los oficiales gubernativos y de justicia
La fundación de reales audiencias en las Indias parece haberse debido normalmente a
problemas de índole política que afectaban a las provincias donde se las mandaba
establecer.
El desacierto de muchos gobernadores y las continuas quejas de los vasallos por los
vejámenes y abusos de que eran víctimas por parte de sus gobernantes indianos resulta ser
una de las principales consideraciones que tuvo la corona para decidir la creación de
audiencias, pues se creía que un cuerpo letrado, representante de la real persona,
constituía un seguro escudo para súbditos tan alejados de la protección real.
Tal era el sentido de aquellas motivaciones expresadas en el proemio de las
Ordenanzas de 1528 despachadas para la recién establecida Audiencia de Méjico, que
decían que se había decidido su instalación: Deseando el bien e pro común de los dichos
nuestros Reynos e Provincias, porque nuestros súbditos e naturales, que pidiessen
justicia la alcanssasen, y zelando el servicio de Dios nuestro Señor, bien y provecho y
alivio de nuestros súbditos y naturales, a la paz y sosiego de los pueblos de la dicha
Nueva España1806.
Mucho más clara resultaba una consulta del 26 de enero de 1536 dirigida por el
Consejo de Indias al emperador en lo tocante a la creación de una Audiencia en Panamá
y provincias nuevamente descubiertas: En la provincia de Castilla del Oro...se ha visto
por experiencia el poco fruto que en servicio de Dios y de Va. Mt., ni en bien de los
naturales della se ha hecho, antes han venido en gran disminución... y do Va. Mt. tiene
puestos sus Gobernadores, y las personas que se sienten agraviadas de los
Gobernadores y otros ministros destas provincias, si han de venir por remedio a estos
Reinos o al Audiencia de la Isla Española, es muy grande el daño y perjuicio que dello
reciben, y muchos dellos han por mejor, sufrir los agravios que buscar el remedio con
tanta costa...Visto y platicado muchas veces en este Consejo lo que más convernía...ha
parecido que...se podrá proveer que tres Letrados...residan en aquella ciudad de
Panamá...los quales estén en lugar del Gobernador que suele allí haber, y éstos
conozcan de las apelaciones, agravios y querellas que a ellos vinieren1807.
En la real provisión de establecimiento de la Real Audiencia de Buenos Aires,
expedida el 6 de abril de 1661, con toda exactitud se señalaba que se había decidido su
fundación porque: No podían concurrir los vecinos de ellas a seguir sus pleitos y acusar
y pedir se les guardasse justicia en los agravios que se les hacían por mis gobernadores
y otras personas poderosas1808.
Así pues, las Reales Audiencias y Chancillerías se crearon en las Indias para asegurar
el buen gobierno a los vasallos, principalmente para poner freno a los gobernantes y para
mantener el orden público, como lo declaraban las precitadas reales disposiciones,
                                                
1806 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1528, pr., en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 77.
1807 SCHÄFER, Ernesto, (n. 426), II, pp. 68-69.
1808 LEVAGGI, Abelardo, (n. 453), p. 26.
361
cuando decían que se las había establecido para que a los vecinos se les guardase justicia
en los agravios que se les hacían por mis gobernadores y otras personas poderosas, y
para procurar la paz y sosiego de los pueblos.
De esta manera las audiencias de Ultramar debían procurar que los oficiales
gubernativos mantuvieran en paz y justicia a los súbditos del distrito, para que les fuera
dado lo que a cada uno de ellos tocaba en todo lo relativo a la buena gobernación de la
tierra, y en dicha materia ejercían ciertas competencias en cuerpo y a través de algunos de
sus ministros.
Las competencias que ejercía la audiencia en cuerpo en orden a la justicia gubernativa
las desempeñaba por vía de especial comisión en lo tocante al gobierno interino del reino;
y del conocimiento de las apelaciones en materia gubernativa, y del voto consultivo de los
oidores en negocios de gobierno.
Por vía de comisión a algunos de sus ministros, su competencia era fundamentalmente
ejercida a través de la realización de visitas para fiscalizar la actuación de ciertos oficiales,
y también a través del conocimiento de algunas residencias.
2.1.1. En cuerpo de Audiencia
La audiencia en cuerpo de tal ejercía básicamente tres grandes competencias, dos
propias y peculiares, cuales eran el conocimiento de las apelaciones en materia
gubernativa, y los avisos o informaciones sobre la actuación de virreyes y gobernadores; y
otra por vía de especial comisión, a saber, el gobierno interino del reino.
Además de estas tres actuaciones, el cuerpo de oidores también desempeñaba una
competencia dirigida a precaver eventuales abusos gubernativos, mediante el despacho de
votos consultivos en materias de gobierno, y también mediante el envío de avisos e
informaciones sobre virreyes y oidores.
2.1.1.1. Gobierno interino
El gobierno interino del reino de Chile contó con una regulación singular en relación
a los criterios generales de las restantes gobernaciones de Ultramar, no suficientemente
estudiado hasta ahora, ni siempre bien comprendido1809.
En las Ordenanzas nuevas de audiencias de 1563, se había dispuesto que producida
la falta del presidente el gobierno interino debía recaer en la audiencia en cuerpo, pero
el oficio de presidente y las competencias propias de este oficio de justicia tocaban al
oidor más antiguo: Faltando el Presidente de la dicha Audiencia de suerte que no
pueda gobernar, la misma Audiencia govierne y haga todo lo que el podia hazer,
                                                
1809 ESTELLÉ MÉNDEZ, Patricio, “Reemplazo del gobernador en el reino de Chile. Notas para su
estudio”, en III Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios,
Madrid, 1973, pp. 581-596. Este estudio ofrece algunas noticias de interés, pero se advierten en él una
serie de vacíos, y una confusión entre la substitución de los distintos oficios de presidente, gobernador y
capitán general.
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haciendo el officio de Presidente el oydor mas antiguo, y las demas cosas que se
cometen al Presidente hasta que Nos proveamos de otra cosa1810.
En las Ordenanzas de Manila de 1596 se mantuvo esta distinción, en cuanto el ramo
de gobierno recaía interinamente en toda la audiencia, y el oficio de presidente lo debía
hacer el oidor más antiguo, a quien además confiaba el ramo de guerra en cuanto
capitán general: Faltando el presidente de la dicha Audiençia, de suerte quel no pueda
governar, la misma Audiençia govierne, y haga todo lo quel podia haçer, haçiendo el
officio del presidente y capitan general, el oydor mas antiguo, para quel solo haga y
provea todas las cossas que son propias del presidente y capitan general, hasta que Yo
provea otra cossa y persona que haga los dichos officios1811.
Por ello, bien podía escribir Solórzano y Pereyra que: En las de las Indias, si sucede
ausentarse, o morir, o estar impedido por otra causa el Virrey, o Governador, que en
ellas preside, no solo se suple la persona del Virrey, o Presidente por el Oidor mas
antiguo, como se hace en las de España, sino que pasa luego a toda la Audiencia todo
el govierno general que en él residía, así en lo espiritual, como en lo temporal, y en lo
civil, como en lo criminal, y en lo militar1812.
Esta regla consagrada en la ordenanza 43 de las de Manila de 1596, fue modificada
para el reino de Chile en cuanto al gobierno interino, pues antes de fundarse la audiencia
en Santiago, por una real cédula fechada en San Lorenzo el 2 de septiembre de 1607 el
gobernador y capitán general don Alonso García Ramón se encontraba facultado para
nombrar a un sucesor interino en caso de peligro, para que asumiera tras su muerte
mientras el virrey nombraba a una persona que fuera a hacerse cargo de él hasta la
designación real:
Por quanto he sido informado que, por no tener licencia nuestros
gobernadores y capitanes generales del reino de Chile para que en caso de su
fallecimiento puedan dejar nombrada personas que les suceda en aquellos cargos,
en el interin que se proveen, de que resultan y pueden resultar muchos
inconvenientes y para que se eviten, convenia que mi gobernador propietario del
dicho reino pudiese dejar nombrado y señalado la persona que le pareciere mas a
proposito que le suceda en aquellos cargos, en el interin que yo los proveo, y
habiendose visto, tratado y platicado sobre ellos en nuestro Consejo de Indias y
consultadoseme he tenido por bien dar licencia, poder y facultad a Alonso Garcia
Ramon, mi gobernador y capitan general del reino de Chile para que en caso de
su fallecimiento, pueda dejar hecho nombramiento en la persona que le pareciera
que tenga las partes y calidades necesarias para que le suceda en dicho cargo y
los sirva y los sirva en el interin que yo, o mi virrey del Piru, lo proveemos1813.
Pero además, esta misma real cédula prescribió que si el gobernador y capitán
general propietario moría sin haber dejado hecho el nombramiento a prevención de su
                                                
1810 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 35, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 198.
1811 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, cap. 43, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7), p. 626 y 638.
1812 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.42.
1813 ANRACH. 3.136, RC. San Lorenzo, 2-IX-1607, fs. 97.
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muerte, tocaba a la audiencia mandada establecer en Santiago de Chile realizar dicho
nombramiento interino:
Y es mi voluntad y mando que en caso que el dicho mi gobernador y capitan
general fallezca sin dejar hecho el dicho nombramiento, lo haga mi Audiencia
Real que mando asentar en el dicho reino de Chile y que la tal persona que en la
forma susodicha se nombrare para servir el dicho cargo de mi gobernador y
capitan general en el interin que yo o el dicho mi virrey le proveyesemos, le
suceda a usar y ejercer en todo lo que es tocante y perteneciente y mando que sea
obedecido y respetado y que se cumplan sus ordenes y mandatos como es del
gobernador y capitan general propietario y que contra el dicho nombramiento no
vayan ni pasen en manera alguna que asi es mi voluntad.1814.
Este sistema fue confirmado y precisado por una real cédula despachada en Madrid
el 25 de enero de 1609, que confiaba el gobierno interino del reino a la persona
designada por el virrey: El Virey tenga hecho nombramiento de dos, o mas personas,
para que si llegare el caso de morir el Gobernador, suceda la primera, y así las demás,
por la graduacion de sus nombramientos, y sirva en el ínterin que el Virey envia
persona que gobierne, hasta que nos los proveamos en propiedad1815.
Así pues, al despacharse las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago, fechadas
el 17 de febrero de 1609, se acogió esta innovación respecto del régimen general
expresado en las Ordenanzas de Manila de 1596, de modo tal que su capítulo 41,
relativo a la sucesión en el gobierno por falta del gobernador, prescribía: Mando que
quando faltare el mi Governador y Capitan General de las dichas Provincias y
Presidente de la dicha Audiencia en caso de fallecimiento, sirva estos cargos la
persona y en la forma que por Cedula nuestra fecha a 25 de henero deste año tengo
ordenado, y mandado y no en otra manera1816.
La facultad del virrey de tener designada dos o más personas para el gobierno y
capitanía general interina del reino de Chile, a prevención de la muerte del propietario, y
mientras fuera avisado para designar a otro interino, fue confirmada por real cédula
fechada el 7 de mayo de 1635.
A principios de mayo de 1649 murió el gobernador y capitán general don Martín de
Mujica, en razón de lo cual en el Real Acuerdo del 5 de mayo de dicho año se abrió un
pliego del virrey del Perú marqués de Mancera fechado el 5 de marzo de 1643 en el que
nombraba para el gobierno interino en caso de muerte del titular a tres sujetos, de los
cuales sólo vivía el primero don Alonso de Figueroa, a quien se reconoció como
gobernador y capitán general interino del reino 1817.
Sin embargo, la audiencia no le reconoció como presidente, pues todas las reales
cédulas existentes sobre la materia sólo hablaban de los oficios de gobernador y capitán
                                                
1814 Ibidem.
1815 Recopilación de Indias, 2.16.3.
1816 ANRACH, 3.137, Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile , 1609, cap. 41. Igual orden se
mandó guardar a la Real Audiencia de Buenos Aires por el capítulo 42 de sus Ordenanzas de 1661, y algo
semejante había mandado una real cédula fechada en Madrid el 10 de mayo de 1643 para el caso de
vacancia del presidente, gobernador y capitán general de Tierra Firme (Recopilación de Indias, 2.16.2).
1817 ANRACH. 3.257, Libro del Real Acuerdo, acuerdo, Santiago, 5-V-1649.
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general, y así en el acuerdo del 9 de diciembre de 1649 se decidió que no procedía:
Recibir al Sr. Alonso de Figueroa en la dignidad de Presidente ni conviene hacer
novedad y que se haga suplica a S.M. en forma sobre si se comprende el titulo de
Presidente y en caso que no, si tienen los señores Virreyes facultad de nombrar en el
interin la dignidad de Presidente y asi se escriba a S.M.1818 .
Esta diferencia dio motivo a la real cédula fechada el 24 de octubre de 1655 que
precisó las facultades que debían entenderse conferidas al sujeto nombrado en el “pliego
de mortaja”, pues en ella expresamente se mandó que el provisto para el evento de la
muerte del propietario sólo ejerciera como capitán general, y que el gobierno recayera
en la audiencia: Que la persona nombrada a prevencion de la muerte del Gobernador y
Capitan General de este Reyno solo sea Gobernador en lo Militar y que el Gobierno
Politico quede en la Real Audiencia, y que esto se observe sin embargo de qualesquiera
orden o estilo que hubiese en contrario1819.
El 6 de marzo de 1662 la Real Audiencia de Santiago dictó un auto acordado relativo
al recibimiento que debía hacerse a los gobernadores designados a prevención de la
muerte del propietario, pues el cabildo había consultado si a don Diego González
Montero nombrado en tal carácter se le debía hacer igual recibimiento que a los
propietarios, debido a la muerte del titular don Pedro Porter Casanate, y el tribunal
acordó en dicho auto que de conformidad a la real cédula de 1655 sólo le tocaba el
gobierno militar, y por ello no le correspondía ser recibido como a los titulares, pues el
gobierno interino pertenecía al tribunal:
Visto el escrito presentado por el Cabildo de la Ciudad, y informe del fiscal
sobre el recibimiento que se debia hacer al Gobernador Dn. Diego Gonzalez
Montero y forma que debia guardarse dijeron: Que se guardara y cumpliera la Rl
Cedula de 24 de octubre de 1655 en que expresamente se manda que la persona
nombrada a prevencion de la muerte del Gobernador y Capitan General de este
Reyno solo sea Gobernador en lo Militar y que el Gobierno Politico quede en la
Real Audiencia, y que esto se observase sin embargo de qualesquiera orden o
estilo que hubiese en contrario, que todas son palabras de la Real Cedula, y en su
conformidad el Cavildo no debera permitir a Dn. Diego Gonzalez Montero, que
es el Gobernador nombrado a prevencion, que tome posesion, ni se le haga el
recibimiento que se acostumbra hacer a los Gobernadores propietarios, y los que
vinieren nombrados por el Virrey del Peru despues que haian tenido noticia de la
muerte del Gobernador de este Reyno: y asi lo proveyeron y rubricaron1820.
La Recopilación de Indias de 1680 resumió en una de sus leyes el principio general
en lo tocante a la presidencia interina, y las situaciones de excepción, que eran Chile,
Panamá y Filipinas: Mandamos que faltando el Virey, o Presidente, de suerte que no
pueda gobernar, sucedan en el gobierno nuestras Reales Audiencias, y resida en ellas,
como lo podía hacer el Virey, o Presidente quando servían estos cargos: y el Oidor mas
antiguo sea Presidente, y él solo haga y provea todas las cosas propias y anexas al
Presidente; y si fuere Capitán General, asimismo use este cargo el Oidor mas antiguo,
                                                
1818 Idem, acuerdo, Santiago, 9-XII-1649, fs. 31-33 vta.
1819 ANFA. 3, RC. 24-X-1655, fs. 288.
1820 ANFA. 3, Autos Acordados Antiguos de la Audiencia de Chile, Auto acordado, Santiago, 6-III-
1662, fs. 288.
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hasta que por Nos se provea de sucesor, o le envíe quien conforme a nuestras órdenes
tuviere facultad para ello, si por las leyes de este libro no se dispusiere en algunas
Audiencias lo contrario, o diferente1821.
Este orden y costumbre se observó también durante el curso del siglo XVIII, y
conforme a él, si no había pliego de providencia para nombrar a un sujeto en el gobierno
interino en caso de vacancia, éste era asumido por la audiencia, y el ramo de lo militar era
entregado al oidor decano, todo ello previo auto acordado por el propio tribunal.
El 11 de noviembre de 1733 falleció el gobernador don Gabriel Cano y Aponte, ante lo
cual la audiencia el mismo día dio orden al escribano de cámara que certificara si había
pliego de providencia nombrando a algún sujeto para dicha ocasión en el gobierno
interino, y como no lo había, ni aun llegaba al reino el provisto don Bruno Mauricio de
Zavala, por auto acordado del 12 de noviembre de 1733, declaró que llegaba el caso de
asumir el gobierno a todo el tribunal y confiar lo militar al decano don Francisco Sánchez
de la Barreda y Vera:
Se halla precisa la puntual providencia en lo militar y gubernatibo en el ínterin
que llega a este Reino, y más no hallándose en el Archivo del Acuerdo, pliego
alguno secreto de Gobernación en inter, para estos casos, estando prevenido por
leyes reales, con la práctica y estilo así de la Real Audiencia de los Reyes, en la
muerte de señores Virreyes...y en este Reyno más de sesenta años por muerte del
señor don Martín de Mujica que acabó sus días en actual ejercicio de sus
empleos, en esta atención: Acordaron y declararon que en este caso toca y
pertenece al dicho señor Dr. don Francisco Sánchez Barreda y Vera por Oidor
más antiguo, la Capitanía General de este Reyno, y el gobierno de él en gracia y
justicia a todos los dichos señores en el inter que llega el dicho Excmo. Sr. don
Bruno Mauricio de Zavala, o viene pliego de providencia del señor Virrey de
estos Reinos...1822.
En dicha conformidad, el mismo día 12 de noviembre fue recibido de capitán general
del reino el oidor Sánchez de la Barreda y Vera y se mantuvo como tal hasta el 6 de mayo
de 1734, día en que fue recibido don Manuel de Salamanca, como presidente, gobernador,
y capitán general, con lo cual también acababa el gobierno de la audiencia 1823.
Estos acuerdos y decisiones de la Real Audiencia de Santiago de Chile fueron
aprobados por real cédula fechada en el Pardo el 1 de marzo de 1735, en la que se
comunicaba al tribunal que: Habiéndose visto en mi Consejo de las Indias, con lo que dijo
su Fiscal he tenido a bien avisaros del éxito de vuestra representación, y que se queda
con estas noticias para que os halléis en esta inteligencia1824.
A mediados de dicho siglo volvió a producirse otro interinato, entre el 24 de enero de
1768 y 1770, cuando asumió la audiencia el gobierno interino, y su decano don Juan de
                                                
1821 Recopilación de Indias, 2.15.57.
1822 ANRACH. 492, pza. 7, Auto de la Real Audiencia que ordena se notifique la defuncion de D.
Gabriel cano de Aponte, y pase el escribano de Camara al Archivo del Real Acuerdo y reconozca si
existe algun pliego de providencia expedido por el Virrey del Peru en caso de muerte del Gobernador y
Capitan General de este Reyno, Auto, Santiago, 12-XI-1733, fs. 263-263 vta.
1823 ACS. XXIX, Santiago, 1982, Auto acordado, Santiago, 12-XI-1733, pp. 218-219 , p. 226.
1824 ACS. XXX, Santiago, 1983, RC. El Pardo, 1-III-1735, p. 35.
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Balmazeda Zenzano y Beltrán hizo oficio de presidente, a la muerte del titular don
Antonio de Guill y Gonzaga, y se mantuvo en dicha calidad hasta el día 3 de marzo de
1770, fecha en que fue recibido como presidente, gobernador, y capitán general don
Francisco Javier de Morales y Pérez de Castejón1825.
Este orden sufrió una leve alteración por la Instrucción de Regentes de 1776, en
cuanto al quedar refundidas en los regentes las facultades de los oidores decanos, eran
ahora estos nuevos magistrados quienes asumían interinamente el oficio de presidente
en caso de vacancias: En las vacantes de Virreyes o Presidentes se observará lo
establecido en las leyes 57. Tít. 15. Lib. 2, y 1o Tít. 2. Lib. 3 de la Recopilación de
Indias, con las demas Cedulas y Ordenanzas que hablan en este asunto y, en
consecuencia, de reunirseles a los Regentes las facultades y prerrogativas de los
Decanos, como ya se halla dispuesto por mi Real Persona, sustituirán estos el cargo de
Virrey o Presidente, segun y en la forma que se halla prevenido respecto de los
Decanos1826.
La primera de ocasión en que se aplicó esta disposición ocurrió en 1780 cuando a don
Tomás Antonio Álvarez de Acevedo, en su carácter de regente, le correspondió asumir ad
interim la presidencia y capitanía general del reino de Chile, por ascenso del propietario
don Agustín de Jáuregui y Aldecoa a plaza de virrey del Perú, quien el 6 de julio de dicho
año envió a la audiencia un oficio en el que le comunicaba su marcha a la sede virreinal,
día en que asumió el regente y se mantuvo en el ejercicio de estos oficios hasta el 2 de
diciembre del mismo año, cuando entregó el mando al titular don Ambrosio de
Benavides1827.
Por segunda vez tocó el gobierno a la audiencia a la muerte del gobernador don
Ambrosio de Benavides, y para ello el tribunal dictó el auto correspondiente en acuerdo
del 28 de abril de 1787, y se acudió nuevamente al regente Álvarez de Acevedo para que
despachara los negocios de la presidencia 1828.
Este interinato dio origen a una serie de enfrentamientos entre el regente y el cuerpo de
oidores del tribunal, pues el primero comenzó a despachar una serie de negocios propios
del ramo de gobierno que, a juicio de los ministros tocaban a la audiencia.
La primera controversia se produjo porque el regente comenzó a abrir por sí solo los
pliegos reales que venían dirigidos al presidente y capitán general, ante lo cual el oidor
decano don Francisco Tadeo Díez de Medina y Vidanges y el fiscal don Joaquín Pérez de
Uriondo le insinuaron que ello tocaba a la audiencia, pues en ella había recaído el
gobierno del reino, y él solo oficiaba de presidente interino. Inmediatamente el regente
abrió expediente y decretó el 3 de julio de 1787 que conforme al capítulo 76 de la
Instrucción de Regentes se resolviera la duda en el Acuerdo:
                                                
1825 ACS. XXXIII, Santiago, 1987, Cabildo, 3-III-1770, pp. 213-215.
1826 Instrucción de Regentes, cap. LXVI.
1827 CAMPOS HARRIET, Fernando, “Los Gobernadores del Reino bajo Carlos III”, en Estudios
sobre la época de Carlos III en el reino de Chile, Santiago, 1989, pp. 50-51.
1828 ANRACH. 3.146, Libro de Acuerdos, acuerdo, Santiago, 28-IV-1787.
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En atención a haberme insinuado en días pasados el Sr. Oidor Decano y el Sr.
Fiscal que sin embargo de residir en mí la Presidencia de la Real Audiencia y la
Capitanía General del Reino por ministerio de la Ley, no debo abrir
privativamente los Pliegos dirigidos al Presidente y Capitán General, si no en el
Tribunal, del mismo modo que se abren los rotulados al Presidente y Oidores. A
fin de precaver en tiempo oportuno cualquier disputa o controversia sobre el
particular se propondrá el punto en el Real Acuerdo para que con arreglo a lo
prevenido y encargado en el capítulo 76 de la Instrucción de Regentes, se trate,
resuelva y determine lo que parezca más conforme al tenor y espíritu de las
Leyes y Reales Órdenes relativas al caso y más útil y conveniente para la más
fácil y regular expedición de los asuntos del Real Servicio 1829.
El regente ordenó dar vista al fiscal, quien evacuó su informe el 9 de julio de 1787, en
el que refutaba la pretensión de Álvarez de Acevedo, pues a su juicio el gobierno recaía
en la audiencia y los negocios tocantes a dicho ramo no podían ser despachados por el
solo presidente interino, entre otras razones porque: Este concepto y dictamen del Fiscal
no sólo se mira apoyado en la Real Cédula y Leyes precitadas, sino también en la que
como verdad incuestionable asienta nuestro sabio político el Sr. Dn. Juan de Solorzano,
que hablando de las Reales Audiencia y Chancillerias de Indias y sus particularidades
dice que si sucede ausentarse o morir o estar impedido por otra causa el Virrey, o
Gobernador, que en ellas preside, no solo se suple la persona del Virrey, o Presidente
por el Oidor más antiguo, como se hace en las de España, sino que pasa luego a toda la
Audiencia todo el govierno general que en él residía, así en lo espiritual, como en lo
temporal, y en lo civil, como en lo criminal1830.
Evacuada la vista se pasó el expediente al Real Acuerdo, el cual nuevamente solicitó el
dictamen del fiscal Pérez de Uriondo, quien reiteró su opinión, pero además hacía
presente al tribunal una falta de decoro en el tratamiento que el regente-presidente interino
daba a la audiencia: Finalmente hace el Fiscal presente a V.A. el thenor del Decreto a f. 1
con que da principio este expediente en que el Sr. Regente dice: “Se propondrá el punto
en el Acuerdo”. Esta es una especie de mandato, y el mandar a las Audiencias por
Decretos está prohivido expresamente en la ley 58, titulo 15, libro tercero1831.
Con estos antecedentes los oidores se negaron a resolver en el acuerdo este punto y el
3 de marzo de 1788 acordaron dar cuenta al monarca con testimonio de lo obrado en el
asunto1832.
Posteriormente, por real cédula fechada el 2 de agosto de 1789 se regularon con más
precisión y detalle los casos de vacancia del gobierno por muerte o imposibilidad
absoluta, o por simple ausencia temporal, prescribiéndose que en caso de producirse
                                                
1829 ANRACH. 610, pza. 1, Expediente formado con motivo de estar acéfala la Presidencia de la
Real Audiencia para saber quien debe abrir los oficios remitidos al Presidente y Capitán General,
empleo vacante por muerte de Don Ambrosio de Benavides, Decreto del regente, Santiago, 3-VII-1787,
fs. 1.
1830 Idem, Vista fiscal, Santiago, 9-VII-1787, fs. 6 vta.-7. La cita de Solórzano, en Política indiana,
5.3.42.
1831 Idem, Vista fiscal, Santiago, 13-II-1788, fs. 9.
1832 Idem, Acuerdo, Santiago, 3-III-1788, fs. 9 vta.
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recaía el gobierno superior del reino en todos los ramos políticos y militares y de Real
Hacienda, juntamente con el real vice patronato en la real audiencia y para: Efecto de que
en todos los negocios diarios y urgentes que requieran pronto despacho no se infiera
grave perjuicio con la demora al mejor servicio de las partes interesadas se ocurra al Sr.
Regente para que libre las providencias que correspondan1833.
A la partida del gobernador, presidente y capitán general don Ambrosio O'Higgins
promovido a virrey del Perú, la audiencia se reunió en acuerdo extraordinario de justicia
el día 26 de mayo de 1796, para asumir el mando del reino, y acudir al regente don José
de Rezaval y Ugarte para el despacho de los negocios diarios y urgentes, conforme lo
declaraba el auto acordado por el tribunal:
Estando en el Real Acuerdo Extraordinario de Justicia los Señores Dn. José de
Rezaval y Ugarte, caballero de la Real y Distinguida Orden Española de Carlos
III, Dn. Alonso González Pérez, y Dn. Luis de Urriola y Echeverz, Regente y
Oydores de esta Real Audiencia, a que asistió el Sr. Dn. Joaquín Pérez de
Uriondo, fiscal de la misma y caballero de la expresada Orden, todos del Consejo
de S.M., con lo que expuso este su Ministro a la vista dijeron: Que en atención a
haberse sabido positivamente y por públicas noticias y por carta que manifestó el
Sr. Regente de el Excmo. Sr. Barón de Ballenari Presidente, Gobernador y
Capitán General de este Reyno escrita desde el Puerto de Valparaíso con fecha
de antes de ayer veinticuatro del corriente en que le participaba que a las ocho de
la misma mañana pasaba a verificar su embarque en la fragata de la Real Armada
nombrada El Pilar, la que le conducía para el Puerto del Callao a servir el
Virreynato del Perú, que la Real piedad se había dignado conferirle, y a no aver
pliego de providencia de S.M. para la sucesión de este mando; debían declarar y
declaraban, que en conformidad de las Leyes y Reales Cédulas posteriores y
señaladamente de la expedida en dos de Agosto de 1789, había recaído el
Gobierno Superior del Reyno en todos los ramos políticos y militares y de Real
Hacienda, juntamente con el Real Vice patronato en esta Real Audiencia y
mandaron que a efecto de que en todos los negocios diarios y urgentes que
requieran pronto despacho no se infiera grave perjuicio con la demora al mejor
servicio de las partes interesadas se ocurra al Sr. Regente para que libre las
providencias que correspondan y publicándose este Auto en la forma
acostumbrada para que llegue a noticia de todos pásense por el mismo Sr.
Regente los Oficios correspondientes a los Reverendos Obispos de esta Capital y
de la Concepción, al Sr. Gobernador Intendente de esta Provincia, a la
Contaduría Mayor de Cuentas, y a los demás Jefes Militares y Políticos de la
comprehensión de este mando para su inteligencia y cumplimiento, y a los
Prelados Superiores de las Religiones en la parte que a cada qual pertenezca, y
fecho sacándose testimonio de este Auto, dése cuenta a S.M. para su Soberana
aprobación, y así lo proveyeron y firmaron, de que doy fe 1834.
El gobierno de la audiencia duró algo más de tres meses, pues entregó el mando al
propietario don Joaquín del Pino el día 18 de septiembre de 1796.
El gobierno del reino volvió a vacar en abril de 1801 por promoción del titular don
Joaquín del Pino al virreinato del Río de la Plata, y nuevamente la real audiencia asumió
el interinato hasta el 30 de enero de 1802, día en que entregó el mando al propietario don
Luis Muñoz de Guzmán. En Real Acuerdo extraordinario de justicia celebrado el 8 de
                                                
1833 ANRACH. 2.136, pza. 1, RC. 2-VIII-1789.
1834 ANRACH. 2.136, pza. 1, Expediente sobre la vacante de la Presidencia y Capitanía General de
este Reyno de Chile, Auto, Santiago, 26-V-1796, fs. 3-3 vta.
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abril de 1801 se dio cuenta de haberse recibido un oficio desde la cordillera en que el
gobernador del Pino anunciaba su salida del reino, y por ello se dictó el auto de rigor en
virtud del cual la audiencia asumía el gobierno:
Estando en real acuerdo extraordinario de justicia los señores oidores don Jose
de Santiago Concha Ximenez de Lebaton mas antiguo y don Jose Santiago de
Aldunate y el Sr. Francisco Manuel de Herrera, fiscal de esta Audiencia que hace
de oidor, dijeron: Que en atencion a haberse sabido positivamente por publicas
noticias y por la carta que ha dirigido a este Tribunal el M.I.S.P. don Joaquin del
Pino, gobernador y capitan general de este Reyno escrita desde la cordillera con
fecha del cuatro del presente en la que participa hallarse pasando la cordillera de
los Andes en camino al servicio del Virreinato de las provincias del Rio de la
Plata para adonde ha sido promovido por S.M. debia por tanto jurar y declarar
que en conformidad de las leyes y reales cedulas y señaladamente la expedida en
dos de agosto de 1789 habia recaido el gobierno superior del Reyno en todos los
ramos politicos y militares y de real hacienda juntamente con el vice patronato
en esta Real Audiencia, y mandaron que en todos los negocios diarios y urgentes
que requerian pronto despacho no se invoque con la demora algun grave
perjuicio al mejor servicio de S.M. y a la mas breve administracion de justicia
que demandan las partes interesadas, se ocurra en todos ellos al nominado señor
oidor mas antiguo don Jose de Santiago Concha para que libre las providencias
que corresponden, a quien se le guarden los honores y preeminencias que estan
concedidas por las leyes en iguales ocurrencias y publicado este bando en la
forma acostumbrada...1835.
Este sistema para las vacancias fijado por la Instrucción de Regentes y por la real
cédula del 2 de agosto de 1789, fue alterado por real orden de 23 de octubre de 1806, que
dispuso que en caso de vacancia de la presidencia, gobierno y capitanía general, debía
asumir el militar graduado de más alto rango que no bajara de coronel, y a falta de él
recaía el gobierno en el decano y no en la audiencia en cuerpo:
Que en todos los Virreinatos y gobiernos de Indias en que hubiese Audiencia
recayera el mando politico, militar y presidencia en los casos de muerte, ausencia
o enfermedad del propietario, en el oficial de mayor graduacion que no bajara de
coronel efectivo de ejercito, no habiendo nombrado S.M. por pliego de
providencia, y que en los casos de no haber oficial de dicha clase o mayor,
recaiga en el oidor decano y no en el acuerdo.
Muy pronto tuvo aplicación esta disposición en el reino de Chile, pues el 11 de febrero
de 1808 murió el gobernador don Luis Muñoz de Guzmán, y el mismo día la Real
Audiencia proveyó auto en el que declaró que el mando político y militar del reino había
recaído en el regente don Juan Rodríguez Ballesteros, quien prestó juramento ante el
cabildo el mismo día1836, pero esta decisión fue resistida por el brigadier don Francisco
García Carrasco, a quien una junta de guerra celebrada en Concepción reconoció como
gobernador, presidente y capitán general interino del reino de acuerdo al real orden de 23
de octubre de 1806, y tras algunos desencuentros el regente hubo de condescender a que
se hiciera cargo del gobierno interino el citado brigadier García Carrasco1837 y, cuando
                                                
1835 ANRACH. 2.836, pza. 2, Expediente formado con motivo de la vacante del gobierno del Reino ,
1801, Real Acuerdo, Santiago, 8-IV-1801, fs. 26-26 vta.
1836 ACS. XXXVI, Santiago, 1992, Cabildo, 11-II-1808, p. 191.
1837 ANRACH. 1.795, pza. 5.
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éste fue obligado a renunciar el 16 de julio de 1810, fue sucedido por el brigadier don
Mateo de Toro y Zambrano, conde de la Conquista.
2.1.1.2. Avisos e informes
Si bien, diversas reales cédulas recopiladas prohibían a los oidores levantar
informaciones contra el presidente de la audiencia 1838, se les permitía que escribieran al
monarca para darle cuenta de lo que les pareciere: Han de tener libertad para escribirnos
y darnos cuenta de lo que se ofreciere1839, y también se les daba licencia para: Avisar e
informar de lo que les pareciere justo, y enviar los testimonios y recaudos necesarios,
aunque sea sin orden del Virrey o Presidente de la Audiencia, como no sea haciendo
información1840.
Además se facultaba a las audiencia para que en cuerpo de oidores o en cuerpo de
audiencia: Hallando que conviene avisarnos en nuestro Consejo Real de las Indias
alguna cosa, que toque a los Virreyes o Presidentes de ellas o a su familia lo puedan
hacer, sin hallarse presente el Virrey o Presidente, y la Audiencia tome la razón o
información que convenga, como, cuando y en la forma que pareciere más necesaria
para la administración de justicia y buen gobierno1841.
Finalmente, en aquellos casos en que había: Diferencia entre los Virreyes o
Presidentes y los Oydores de nuestras Reales Audiencias de las Indias, sobre que los
Virreyes o Presidentes exceden de lo que por nuestras facultades les concedemos e
impiden la administración de justicia1842, o en los que parecía: Que el Virrey o Presidente
excede y no guarda lo ordenado y se embaraza y entromete en aquello que no debía1843,
tenían los oidores obligación de hacerles los requerimientos necesario para que desistieran
de sus intentos, y si no obstante ellos perseveraban, debían dar: Aviso particular de lo que
hubiere pasado, para que Nos lo mandemos remediar como convenga1844.
De esta manera las audiencias podían defender la buena administración de justicia
frente a eventuales atropellos por parte de sus presidentes gobernadores, dando aviso al
monarca para que tomara las providencias que considerara oportunas.
2.1.1.3. Apelación en materia de gobierno
El principal remedio contra las injusticias que podían cometer los gobernantes contra
los súbditos de las Indias estaba representado en Ultramar por la posibilidad de apelar
                                                
1838 Recopilación de Indias, 2.15.39, Ninguno de los Oydores pueda hacer por sí solo informaciones
contra su Presidente, públicas ni secretas por ningún caso, ni causa que haya para ello, sin participar
orden o comisión nuestra...
1839 Ibidem.
1840 Recopilación de Indias, 2.15.40.
1841 Recopilación de Indias, 2.15.41.
1842 Recopilación de Indias, 2.15.42.
1843 Recopilación de Indias, 2.15.36.
1844 Ibidem.
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ante la audiencia de las decisiones que en materias de gobierno o de gracia adoptaban los
virreyes o gobernadores.
Esta competencia de las audiencias era de naturaleza judicial, pues los agravios que
por vía gubernativa se podían inferir a los vasallos se reducían a casos de justicia al haber
conflicto entre partes, y además porque con esta institución se pretendía proteger a los
súbditos frente a los gobernantes y asegurar el imperio del derecho y la paz y justicia
pública1845.
Sobre esta institución, en la primera mitad del siglo XVII escribió en Lima un informe
el oidor de la Real Audiencia de Santiago Gaspar de Escalona y Agüero (1590-1650), a
instancias del virrey, bajo el título de Informe sobre las apelaciones de el Superior
Gobierno a las Reales Audiencias1846, y hacia 1776 un jurista anónimo escribió otro
informe en Buenos Aires sobre el mismo tema1847, y cerca de 1778 otro jurista anónimo
redactó en Lima, a petición del virrey Guirior, otro informe que se ocupaba de la misma
institución1848.
De este tema se han ocupado diversos historiadores del derecho, entre ellos
Villapalos1849 y Sánchez Bella1850, además de Martiré ya citado1851.
Escalona y Agüero escribía respecto al origen de esta competencia de las audiencias
indianas que: Sucedió ser preciso permitir a la parte agraviada la apelación de los autos
del Virrey, como ya de los autos de los cónsules refiere Pomponio (v.1.2.Dig.de orig.
iur.), porque totalmente no se vindicasen la regia potestad, aunque en nuestro caso el
principal motivo de esta introducción fue el obviar las molestias y gastos que
ocasionaban los recursos y apelaciones al Consejo por la larga distancia, pudiéndose
recurrir a la Audiencia, que tan vivamente representa la Real Persona y es un cuerpo
místico del Príncipe1852.
                                                
1845 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La apelación en materia de gobierno y su aplicación en la
Real Audiencia de Chile (S. XVII, XVIII, XIX)”, en RCHHD. 16, Santiago, 1990-1991, pp. 343-382.
1846 ESCALONA Y AGÜERO, Gaspar de, Informe sobre las apelaciones de el Superior Gobierno a
las Reales Audiencias, en ANFA. 3, pza. 5, (Por la que cito) y otra copia en ANFV. 887, fs. 58-87 vta.
Publicado por PAREJA, David, “Un inédito valioso del autor del Gazophilacium Regium Peruvicum”, en
Revista del Archivo Nacional del Perú , II, Lima, 1921, pp. 79-130.
1847 MARTIRÉ, Eduardo, “El recurso de apelación contra las decisiones del virrey o presidente de las
audiencias en Indias a fines de la época hispánica (1806)”, en Estructuras, gobierno y agentes de la
administración en la América española (siglos XVI, XVII, XVIII) , Valladolid, 1984, pp. 341-359.
1848 ANVM. 1, pza. 18, Dictamen anónimo sobre apelación en materia de gobierno , Lima, 1778, fs.
219-264; BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La fiscalización de los actos de gobierno en la época
indiana y su desaparición durante la república”, en REHJ. XV, Valparaíso, 1992-1993, pp. 105-130.
1849 VILLAPALOS, Gustavo, “Los recursos en materia administrativa en Indias”, en AHDE. XLVI,
Madrid, 1976, pp. 5-76.
1850 SÁNCHEZ BELLA, Ismael, “Las audiencias y el gobierno de las Indias”, en REHJ. II,
Valparaíso, 1977, pp. 159-186, y ahora en su Derecho Indiano. Estudios II, Pamplona, 1991, pp. 551-589.
1851 MARTIRÉ, Eduardo, (n. 1.347).
1852 ESCALONA Y AGÜERO, Gaspar de, (n. 1.346), fs. 108.
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El origen de esta institución parece hallarse en la práctica observada en la Nueva
España bajo el gobierno del virrey Luis de Velasco, tal como reconocía una real cédula
fechada en Madrid el 5 de junio de 1552, que expresaba que era costumbre apelar para
ante la audiencia de las providencias dictadas por el virrey recaídas en: Cosas tocantes a
la buena gobernación de aquella tierra, así sobre mandar quitar algunas estancias de
ganado, por estar en perjuicio de los naturales, como sobre moderar la cantidad y hacer
pagar daños y hacer Ordenanzas que le parece ser convenientes para el buen
gobierno1853. Una vez que la decisión del virrey era apelada, la audiencia mandaba
suspender la ejecución de dicha providencia, con lo cual se generaban grandes discordias
entre el virrey y el tribunal, y con ello se embarazaba la buena gobernación de la tierra, y
debido a ello la citada real cédula de 1552 dispuso que, no obstante la apelación, la
providencia del virrey debía cumplirse:
Que en las cosas que proveyere y ordenare el dicho Visorrey don Luis de
Velasco para el buen gobierno de aquella tierra, ansi en mandar quitar algunas
estancias de ganados, como sobre moderar la cantidad que de ello ha de haber, y
hacer pagar daños, y hacer Ordenanzas, que parezcan convenientes para el buen
gobierno, se execute lo que ordenare y proveyese, aunque se apele dello por las
partes a quien tocare, y le sea otorgada la apelación por él para la Audiencia Real
de la dicha Nueva España, porque visto el negocio por la dicha Audiencia, se
hará y determinará en ello lo que sea justicia y entretanto es bien que se guarde,
cumpla y execute lo que el dicho Visorrey proveyere, y en las otras cosas de
gobernación que él hiciere y proveyere mandamos que no se faga novedad de lo
que se hacía en tiempos del Virrey don Antonio de Mendoza1854.
Catorce años después una real cédula despachada a la Real Audiencia de Quito
generalizaba la posibilidad de apelar contra cualquier providencia gubernativa dictada por
el virrey del Perú, cometiendo dicha competencia a la audiencia de Lima:
Por quanto, por Nos ha sido ordenado y mandado, que si de las cosas que el
que gobernare esas provincias proveyere en los negocios de gobierno de algunas
personas pretendieren ser agraviadas, puedan seguir su justicia sobre el agravio
que pretendieren que se les hace, ante la audiencia de la ciudad de Los Reyes,
donde ha de residir el que así gobernare, y no le pueda seguir en esa audiencia, ni
en ninguna de las otras audiencias de esas provincias, con que a la determinación
de los dichos negocios no se halle el gobernador de quien las tales personas se
agraviaren1855.
Esta disposición se generalizó en virtud de una real cédula fechada en Madrid el 15 de
febrero de 1567, que fue la que, en opinión de Escalona y Agüero, dio forma al recurso de
apelación en materias de gobierno, pues establecía que si alguna persona se sentía
agraviada por las decisiones gubernativas del virrey, tanto respecto de su gobierno en el
distrito del tribunal limeño, cuanto en los de Quito y Charcas, podía ocurrir ante la
audiencia de Lima, y no a otra, para demandar su justicia:
Declaramos y mandamos que cada y quando que de las cosas que proveyere y
ordenare por via de govierno en las dichas Provincias del Peru assi el dicho
licenciado Castro, como la persona que despues del tuviere en nuestro nombre el
govierno dellas, assi en el distrito de la dicha audiencia de Los Reyes, como
                                                
1853 ENCINAS, Diego de, (n. 893), I, RC. Madrid, 5-VI-1552, fol. 110.
1854 Ibidem.
1855 ENCINAS, Diego de, (n. 893), I, RC. Madrid, 15-II-1566, fol. 246.
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fuera del, en lo de las dichas audiencias de La Plata y Quito, e alguna o algunas
personas se sintieren y pretendieren estar agraviadas, y sobre ello quisieren pedir
su justicia, es nuestra voluntad que lo hagan, y ocurran sobre el tal agravio a la
dicha audiencia de Los Reyes donde esta ordenado que resida el nuestro
governador y no a otra ninguna de las dichas audiencias de La Plata y Quito1856.
Este mismo orden y disposición fue comunicado al virrey de la Nueva España por real
cédula fechada el 16 de junio de 1572, respecto de quienes se sintieren agraviados de sus
providencias gubernativas, tanto en el distrito del tribunal de Méjico, cuanto en el de la
Nueva Galicia 1857.
Esta nueva competencia de las audiencias generó innumerables conflictos entre los
tribunales y los virreyes y gobernadores, en razón de lo cual se expidieron múltiples reales
cédulas que precisaban y regulaban esta institución, muchas de las cuales fueron
recopiladas1858.
Durante el siglo XVIII la corona se preocupó de fortalecer esta institución, y así la
Instrucción de Regentes de 1776, señalaba que:
Siendo de gravísimo perjuicio el que no se observen con toda exactitud las
Leyes de Indias que permiten la Apelación de todas las determinaciones de
Gobierno para las Reales Audiencias, según y en la forma que se prescribe en la
22. tit. 12 del lib. 5 y en la 35. tit. 15. lib. 2, será uno de los más principales
cuidados de los Regentes el hacer que tuvieran puntualísimo cumplimiento,
zelando que no se defrauden unas decisiones tan justas y apartando qualesquier
motivos de terror que intimide a las Partes para dexar de seguir su derecho, y a
este fin pasarán sus oficios con los Virreyes y Presidentes, los quales se
abstendrán de asistir a los Acuerdos en que se traten las Apelaciones de sus
providencias, como se dispone en la ley 24. tit. 15. lib. 2, y sobre lo que ocurra
en este asunto darán cuenta todos los años a mi Real Persona los Regentes, o
antes si hubiese algún motivo urgente, sobre lo que se les hará cargo especial en
sus Residencias si estuviesen omisos en esta materia de tanta importancia 1859.
La naturaleza de esta competencia de las audiencias indianas era de justicia, pero
entendida en la amplia acepción que se ha señalado, y así lo entendían además los juristas
indianos que, como Solórzano y Pereyra, escribían que: De todas las cosas que los
Virreyes y Governadores proveyeren a título de govierno, está ordenado que si alguna
parte se sintiere agraviada, pueda apelar, y recurrir a las Audiencias Reales de las
Indias, así como en España se apela, y recurre al Consejo de Justicia de lo que se provee
en el de Cámara. Y allí son oídos judicialmente los interesados, y se confirman, revocan y
moderan los autos y decretos de los Virreyes y Governadores1860, ideas estas que hallaban
su base en la real cédula del 1 de octubre de 1624 que expresamente había prescrito que:
En las materias de gobierno que se reducen a justicia entre partes, de lo que los
                                                
1856 ESCALONA Y AGÜERO, Gaspar de, (n. 1.346), RC. Madrid, 15-II-1567, fs. 108-109.
1857 ENCINAS, Diego de, (n. 893), I, RC. Madrid, 16-VI-1572, fol. 244.
1858 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 1.345).
1859 Instruccción de Regentes, cap. XLI.
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Presidentes proveyeren, si las partes apelaren, han de admitir las apelaciones a sus
Audiencias1861.
De este modo la apelación en materias gubernativas era entendida como una cuestión
de naturaleza judicial y, en tal carácter su conocimiento correspondía a la real audiencia,
en cuanto ella ejercía vicariamente y regis personam representante el deber propio del
príncipe de mantener en paz y justicia a su pueblo, pues si bien la decisión del gobernante
que causaba agravio era originariamente gubernativa, se convertía en un asunto de justicia
precisamente porque había agravio de parte, tal cual lo sostenía Escalona y Agüero al
señalar que esta competencia del tribunal no era: Resolución exquisita, ni exorbitante de
la regla y condiciones de las Audiencias, pues habiendo parte agraviada, el negocio que
ya fue de gobierno, alterado por las circunstancias agraviantes que le mudan la especie,
pasa a caso de justicia y derecho contencioso, en que haya bastante blanco que ocupar
en el instituto de las Audiencias con jurisdicción privativa1862.
La Real Audiencia de Santiago de Chile, como suprema protectora de los súbditos en
su distrito frente a las autoridades gubernativas, desde muy temprano se preocupó por el
efectivo cumplimiento de las disposiciones reales que franqueaban a todas las personas la
apelación contra los actos de gobierno, de los cuales señalaremos algunos ejemplos1863.
i) Contra abusos del gobernador en materias militares: durante el gobierno de don
Francisco Laso de la Vega, la audiencia luchó incansablemente por impedir los abusos del
gobernador quien, en tal carácter y en el de capitán general, había decretado enganches
militares para la guerra de Arauco y adoptado diversas providencias que los vecinos de
Santiago juzgaron por injustas, y por ello apelaron para ante el regio tribunal, ante lo cual
el gobernador por auto del 14 de octubre de 1637 declaró que todos los negocios militares
y de gobierno le tocaban privativamente en cuanto gobernador y capitán general, en razón
de lo cual inhibía a la audiencia del conocimiento de ellos por cualquier vía y, en
particular, por la de la apelación.
Frente a esta arbitrariedad y después de innumerables disensiones, el real acuerdo
escribió al monarca el 8 de mayo de 1639 para representar la que estimaban abusiva
conducta del gobernante:
Esta Audiencia...representa que de un Gobernador en partes tan remotas la
mano es muy poderosa, y teniendo debajo de la suya a su disposición dos mil
plazas armadas, es mucho de temer su indignación por los Ministros de la Paz,
aunque sean enteros y superiores, y que si al Gobierno y Capitania General no se
le modera y reprime esta facultad en que se ha introducido de poder declarar los
casos y tomar todas las causas que le pareciere, por decir que son suyas de su
jurisdiccion, la de esta Audiencia en las cosas mas propias de su obligacion,
como son las de justicia quedara usurpada, su libre administracion impedida y su
autoridad sin el lustre y fuerza que es menester para hacer con entereza y valor el
servicio de Vuestra Majestad, y estos vasallos desconsolados, reconociendo
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menos poderoso y desautorizado el Tribunal donde han de recurrir con sus
agravios y apelaciones1864.
ii) Contra gravámenes injustificados: en 1791 conoció la Real Audiencia de Santiago
de una apelación interpuesta por el conde de la Conquista contra un decreto del
gobernador don Ambrosio O’Higgins que le había ordenado contribuir con diez caballos
en razón de prorrata para el transporte de los indios que debían concurrir a Arauco para la
jura de Carlos IV.
Una vez presentada la apelación se ordenó al escribano de gobierno que remitiera los
autos a la audiencia, pero este subalterno los negó, ante lo cual el regente del tribunal pasó
un oficio al gobernador para recordarle cuán de su obligación era dejar libre el recurso a la
audiencia:
A pesar de las tan repetidas reales disposiciones en que Su Majestad ordena se
observen con toda exactitud las Leyes de Indias que franquean los recursos de
apelacion a las Reales Audiencias de todas las determinaciones de Gobierno, se
presentan a cada paso dudas y tropiezos que entorpecen su cumplimiento, y
estándome tan estrechamente encargado en los capitulos 41 y 43 de mi empleo,
con la recomendable circunstancia de dirigirse al bien del Estado o utilidad de la
causa publica y quietud de las Provincias, que por lo distante de la peninsula
necesitan de mayor esmero y rectitud en la imparcial administracion de justicia,
espero no extrañe a Usia que en el desempeño de esta Real confianza y de lo
acordado por esta Real Audiencia, le haga presente que producida en ella un
pedimento del Señor Conde de la Conquista en grado de apelacion por habersela
denegado Usia, de una providencia sobre prorratas de caballos y expresiones que
le son indecorosas, se proveyo por semaneria el auto ordinario a fin de que
entregue los autos el escribano...Y que faltara a lo dispuesto por Su Majestad en
beneficio de la causa publica si omitiere este examen de que pende la rectitud e
imparcial administracion de justicia, con cuyo objeto se erigieron las Reales
Audiencias1865.
A pesar de esta representación, el gobernador se negó a pasar los autos originales y
únicamente remitió al tribunal un traslado de ellos, por tal razón el regente en defensa de
la competencia protectora de la audiencia y de los derechos del agraviado, dirigió el
siguiente oficio al gobernador noticiándole de que pondría en conocimiento de la corona
este incidente:
Viendose interpelada la Real Audiencia, sin poder cerrar la puerta al Señor
Conde de la Conquista, que acudio en calidad de oprimido en solicitud de la
proteccion y justicia que Su Majestad tiene en ella depositada, era preciso que
para administrarla mandase traer a la vista el proceso...Si desviado este camino
trillado, fue Usia conducido por otro no practicado ni designado por las leyes, no
es culpa mia ni del Tribunal, pronto siempre a su mas religiosa observancia en
sostener las facultades que a Usia concede, sin detrimento de las que le
pertenecen como al Tribunal Superior del Reino destinado a velar sobre la buena
administracion de justicia y reparar los agravios por cualesquiera jueces que se
irroguen, pero una vez que sin dar lugar a estos juridicos acomodamientos,
negandose usia a la remesa de estos autos originales, para aquellos precisos fines
conviene en que se de traslado de todo a noticia de Su Majestad...1866.
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iii) Contra destitución de empleos: en 1804 conoció la audiencia de una apelación
interpuesta por el diputado de la doctrina de Peumo don Justo Jerez contra un decreto del
gobernador don Luis Muñoz de Guzmán que había ordenado separarlo de su empleo.
Concedido el recurso por el gobierno y tramitado por el tribunal, la audiencia revocó la
providencia del gobernador y el 26 de agosto de 1804 ordenó reponer en su oficio a Jerez:
Vistos: por el merito que ministra el proceso, se reforma la providencia
apelada y en su conformidad se declara que el Diputado don Justo Xerez debe ser
restituido al empleo de Diputado de la Doctrina de Peumo 1867.
Este decreto fue cumplido y Jerez repuesto en su empleo, pero al día siguiente de haber
reasumido sus funciones, el gobernador ordenó detenerle y embargarle sus bienes por su
supuesta mala conducta. Ante este atropello, el afectado volvió a ocurrir ante la audiencia,
la que pasó el siguiente oficio al gobernador:
A pesar que esta Real Audiencia nada desea y procura mas que la constante
armonia y conformidad con Vuestra Excelencia, en cumplimiento de la ley
municipal 34, del titulo y libro III, se ve no obstante, en ocasiones necesitada a la
manifestacion de sus derechos cuando algun procedimiento interfiere, mengua y
compromete a la autoridad, decoro y respetos que le son debidos y cuya guarda
no puede serle indiferente, por su inmediato influjo en la observancia de las
leyes, peculiar instituto de este Tribunal...Cuando mira triunfar las calumnias y
descredito de un hombre de bien, puesto bajo el amparo de las leyes, y que no
obstante tan sagrado escudo se le ultraja y aniquila...no puede menos que
suponer sorpresa en las enunciadas providencias de Vuestra Excelencia, sobre
todo la ilustracion y prudencia de Vuestra Excelencia, debera conocer por las
expuestas reflexiones la precision en que se ve de solicitar el desagravio de su
autoridad y de la administracion de justicia, mandando de acuerdo con Vuestra
Excelencia...que se cumpla y ejecute el auto de 26 de agosto proximo pasado1868.
iv) Contra atentados a la libertad de las corporaciones: en 1809 conoció la audiencia
de una apelación interpuesta por el cabildo de la ciudad de Valparaíso contra un decreto
del gobernador don Francisco Antonio García Carrasco, en virtud del cual desconocía la
elección de capitulares que había realizado la corporación y, como a pesar de haber
revocado el tribunal dicha decisión, el gobernador perseveraba en hacer cumplir su
decreto, la audiencia comunicó al monarca semejante desacato:
No ha menester Vuestra majestad que le funde esta Audiencia, como lo hizo
al presidente los motivos de las citadas reales determinaciones en favor de la
causa publica y pro comunal de los vasallos, dejando a la superior penetracion la
del exceso que se comete con la transgresion de las leyes mas sagradas, cuales
son las que como la apelacion conciernen al reparo del gravamen y opresion y las
que establecen y deslindan las facultades de la Audiencia y del Presidente,
siendo ya un abuso intolerable y reprensible desacato a la Majestad el que
cometen los Presidentes oponiendose, como lo ha ejecutado el de este Reino al
puntual obedecimiento de la ley Municipal y Reales cedulas referidas1869.
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2.1.1.4. Protección tuitiva
Las audiencias indianas además asumieron un competencia protectora de los vasallos
frente a los abusos, fuerzas y opresiones que sufrían por parte de los gobernantes,
mediante un especial procedimiento de protección cuyo origen fue una elaboración
jurisprudencial vinculada a los juristas regalistas, especialmente desarrollada en el siglo
XVIII.
Queda dicho que las audiencias de Ultramar conocían del recurso de fuerza contra las
decisiones de los jueces eclesiásticos que la cometían y, que muchos juristas sostuvieron,
para evitar incurrir en las censuras de la bula In Coena Domini, que este recurso no era de
naturaleza jurisdiccional, sino una gestión tuitiva del monarca dirigida a proteger a sus
súbditos eclesiásticos de las opresiones de que fueran víctimas por parte de los
eclesiásticos, tal como escribía el oidor de la Real Audiencia de Santiago don José de
Rezaval y Ugarte: El conocimiento de este Recurso corresponde al Rey, porque a él le
toca libertar de las violencias que los eclesiásticos infieren a sus vasallos. Los Reyes han
encargado este ceremonial al Consejo y a las Audiencias en sus respectivos distritos1870.
Sobre la base de este recurso de fuerza, durante el siglo XVIII se desarrolló el llamado
recurso de protección, destinado a proteger a ciertas instituciones eclesiásticas, tales como
las sedes vacantes y, en general, a todas las que resultaban oprimidas por el ejercicio de la
llamada jurisdicción voluntaria de los ordinarios.
Este recurso de protección, como consecuencia del fuerte regalismo de la época
borbónica, se extendió a todos los súbditos de la corona y así abarcó también a los
seglares, en cuanto se sostuvo que el rey no sólo debía protección y amparo a sus vasallos
eclesiásticos, para libertarlos de las fuerzas y opresiones, sino que también lo debía a sus
vasallos seculares para protegerlos de todo género de abusos, inferidos tanto por oficiales
eclesiásticos, cuanto gubernativos, tal como escribía el conde de la Cañada:
Proteger y defender las injurias es un oficio que nace vinculado a la dignidad
Real, y es extensivo a todos los ciudadanos de su Reino; y más principalmente a
los miserables y desvalidos. No hay diferencia esencial de la potestad que el Rey
ejercita en la defensa natural de los oprimidos por los Jueces Eclesiásticos en las
fuerzas, a la que usa en defender y amparar de iguales o semejantes violencias a
los que las padecen o temen recibirlas1871.
Agregaba el mismo autor que este conocimiento tocaba a las audiencias, y que al igual
que en el caso de los recursos de fuerza, correspondía al ejercicio de la potestad tuitiva del
monarca para con sus vasallos, y era de carácter extrajudicial, porque: Una y otra
potestad es económica, tuitiva y paternal, y se imparte por medios extrajudiciales, sin
mezcla de jurisdicción contenciosa1872.
La Real Audiencia de Santiago de Chile acogió esta argumentación doctrinaria y tuvo
ocasión de darle una extensa y profunda fundamentación, cuando en 1810 el asesor
letrado de la Presidencia don Pedro Díaz de Valdés ocurrió ante ella para que interpusiera
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su protección frente al gobernador don Francisco García Carrasco, quien le había privado
de su empleo injuriosamente.
El tribunal sostenía que era una regalía inherente a la soberanía defender y proteger a
los súbditos, y no sólo a los eclesiásticos, sino también a los laicos, sin que el monarca
pudiera renunciarla, y que si sólo se llamaba a este recurso de fuerza, ello no significaba
que los súbditos no eclesiásticos no pudieran ocurrir en busca de la protección real cuando
sufrieren fuerzas o violencias:
No sólo es permitido a la porción destinada al servicio del altar buscar la
protección del Soberano, sino a todo vasallo, porque es una regalía inherente a la
soberanía defender y proteger a sus súbditos, en términos que no puede
abdicarla, ni desprenderse de ella sin renunciar una parte de su independencia,
dividir el imperio, y faltar a su primera obligación. El que se llame Recurso de
Fuerza el remedio protectivo contra las injurias que reciben los eclesiásticos, no
quita a los demás vasallos el Derecho que tienen a buscar en la protección del
príncipe el remedio contra las violencias y fuerzas que sufren1873.
Agregaba que los súbditos estaban expuestos al peligro frecuente de que sus
gobernantes ejercieran mal el poder que detentaban y les oprimieran, porque: Muy tuertas
armas han para facer el mal (Dice la ley 4, tit. 10 de la Séptima Partida), aquellos que
tienen voz del Rey cuando quisieren usar mal del lugar que tienen, calificando como una
fuerza hecha con armas cuando se deshonra a algún hombre, expresando las terribles
penas en que incurren la ley 8 del mismo título y libro1874, y, continuaba el tribunal,
como: La fuerza y la violencia la detestan las leyes de todos los gobiernos, y las de estos
dominios enfrenan el poder para que no degenere en arbitrario, por los enormes
perjuicios que resultan al vasallo cuando se lo constituye en la necesidad de ocurrir al
poder de la Majestad1875.
Así pues, argumentaban los ministros de la audiencia santiaguina: Todas las veces que
los magistrados seculares, atropellando las leyes despojan al ciudadano de su libertad,
hacienda, y honor, mandando alguna cosa contra la ley, sin oírle, ni admitir sus defensas,
cometen notoria fuerza y violencia1876, frente a lo cual: Este Tribunal interpone, a nombre
del Soberano, su protección a este vasallo inocente1877, y lo hace, tal como sostenían los
juristas: Sin abrir un juicio contencioso y sólo por medio de prevenciones oportunas a
V.S. para el acierto y mejor servicio de la causa pública1878.
En este caso concreto el gobernador García Carrasco, no aceptó la intervención de la
audiencia, y argumentó que sus facultades eran tan amplias que nada podía hacer el
tribunal, en razón de lo cual la audiencia informó al monarca, sin antes dejar de hacer
presente al gobernador que si bien cuando el tribunal había protegido a Díaz de Valdés: Se
le amenaza y se le opone que son tan amplias las facultades de V.S. que se extienden a
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todo aquello que no está expresamente prohibido por el Soberano...Mucho pudiera
decirse sobre las amplias facultades que dice V.S. le da la ley...y sólo se expondrá que
aun para la provisión de oficios y mercedes no olvidó Su Majestad a sus
Audiencias...(esta) da por concluido este negocio dando cuenta a Su Majestad con
testimonio de lo obrado1879.
2.1.1.5. Voto consultivo de los oidores en materia de gobierno
Las reales audiencias indianas no reconocían superior en sus distritos en el ramo de
justicia, ni admitían más limitaciones que las que les señalaban sus Ordenanzas, en razón
de lo cual todas ellas se encontraban en el mismo plano respecto de las materias de
justicia, de allí que la habitual clasificación que de ellas se hace en virreinales, pretoriales
y subordinadas, carezca de toda realidad y precisión, pues ella sólo hacía referencia a la
calidad de quien detentaba el gobierno superior del distrito y, en consecuencia era su
presidente, mas no a las materias de justicia, respecto de las cuales todas eran iguales1880.
Precisamente porque las reales audiencias ultramarinas no reconocían superior alguno
en el ramo de justicia dentro de sus distritos, reiteradas disposiciones reales prescribían
que la sola audiencia entendiera en los casos de justicia.
Así se entendía que desde las Ordenanzas antiguas de audiencias se ordenara: Que el
dicho nuestro Presidente, sy fuere letrado, tenga voto, e sy no lo fuere, no lo tenga1881, y
desde las de Manila de 1596 se mandaba que: En todas las causas civiles y criminales no
ha de tener voto el dicho Governador y Presidente, por no tener letras, sino de las dichas
causas han de conocer solos los dichos oydores1882, y en el mismo sentido la cédula
ereccional de la Real Audiencia de Buenos Aires del 6 de abril de 1661 era aun más
expresiva al prescribir que: Para que en todo se ejecute mi resolución os mando no
impidáis a la dicha mi Audiencia el ejercicio que conforme a sus Ordenanzas le debe
tocar en las dichas provincias por ninguna causa, ni con ningún pretexto, inhibiéndoos
como desde luego os inhibo del conocimiento de todas las causas y negocios assi civiles
como criminales que se ofrecieren en las dichas provincias para que por vía de exceso,
apelación ni en otra forma no os podáis entrometer, ni entrometáis en cosa de lo
dependiente de ellos, por no haber de tocar como mando que toque su conocimiento
privativamente a la dicha mi Audiencia1883.
Como contrapartida a esta autarquía jurisdiccional de las audiencias indianas, los
virreyes y gobernadores poseían una entera autonomía en la provisión del ramo de
gobierno, sin que se permitiera al cuerpo de oidores inmiscuirse en ello 1884.
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Múltiples fueron las disposiciones reales que señalaban este límite a los oidores. Así
por real cédula fechada en Madrid el 15 de febrero de 1566 se informaba a los oidores de
Quito que se había concedido el gobierno de dichas provincias al licenciado Castro, y:
Por ende yo vos mando que no os entrometáis en el govierno del distrito de essa
Audiencia y lo dexéis al dicho licenciado Castro1885, y por otra despachada en 1572 al
virrey de la Nueva España se le decía que: Vos solo tengáis el govierno de todos los
distritos de esa Audiencia y de la Provincia de Nueva Galicia en todo lo que se ofreciere.
Por ende, por la presente vos damos poder y facultad para ello y mandamos al nuestro
Presidente y Oydores de la nuestra Audiencia Real de la Provincia de la Nueva Galicia
no se entrometan ni puedan entremeter en el govierno del distrito de la dicha
Audiencia1886.
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile, sus Ordenanzas de 1609 expresamente
prescribían que: Al qual dicho Alonso Garcia Ramon y al que subcediere como a tal
Governador ha de pertenecer privativamente proveer en las cosas de govierno1887.
En estas, y otras muchas reales disposiciones se contenía la política oficial de la
monarquía en cuanto a la separación del ejercicio del gobierno político encomendado a
virreyes y gobernadores, y el ejercicio de la justicia que pertenecía privativamente a las
audiencias.
A pesar de lo anterior, desde mediados del siglo XVI aparecía el cuerpo de oidores de
la audiencia como un acuerdo asesor de virreyes y gobernadores en ciertas materias de
gobierno arduas e importantes que, el propio virrey o gobernador les sometía consulta por
voto consultivo.
Una real cédula expedida en Valladolid el 16 de diciembre de 1553 ordenó que el
virrey consultara los negocios difíciles de gobierno con los oidores, y que oído el parecer
de los letrados decidiera lo que tuviera por conveniente1888, y en la Instrucción que el 22
de julio de 1595 se dio al virrey del Perú Luis de Velasco, se le mandaba que: En las
cosas que tocaren a la gobernacion de esa tierra, entenderéis vos solo conforme a las
provisiones e instrucciones que para ello os he mandado dar; pero sera bien que siempre
comuniquéis con los dichos oydores las cosas importantes y que a vos os parecieren para
mejor acertar y seguiréis lo que despues de comunicado con ellos os pareciere1889, texto
que se reprodujo en el capítulo 25 de las Instrucciones despachadas el 20 de marzo de
1596 al virrey de la Nueva España conde Monterrey1890.
Estos preceptos sirvieron de fuente al capítulo 4 de las Ordenanzas de la Real
Audiencia de Filipinas de 1596, que mandaba: Al qual dicho don Francisco Tello, como a
tal Governador, ha de pertenecer privativamente proveer en las cosas de Govierno, salvo
                                                
1885 ENCINAS, Diego de, (n. 893), I, RC. Madrid, 15-II-1566, fol. 234.
1886 Idem, fol. 241.
1887 Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile, 1609, (n. 1), cap. 4.
1888 Recopilación de Indias, 3.3.45.
1889 ENCINAS, Diego de, (n. 893), I, Instrucción al virrey Luis de Velasco, 22-VII-1595, fol. 324.
1890 Idem, Intrucción al virrey conde de Monterrey, cap. 25, 20-III-1596, fol. 331.
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que porque esto se acierte mejor, quiero y mando que en las cosas y casos que se
ofrecieren de Govierno, que sean de importancia las aya de tratar con los oydores de la
dicha Audiencia, para que le den su parecer consultivamente, y aviendolos oido, lo
provea como mas convenga al servicio de Dios y mio y a la paz y tranquilidad de aquella
provincia y republica1891.
Este capítulo pasó en iguales términos a las Ordenanzas de la Real Audiencia de
Santiago de Chile1892, y a las de Buenos Aires1893, y más tarde se hizo general en la
Recopilación de Indias, con la siguiente redacción: Es nuestra voluntad, que los Vireyes
solo provean y determinen en las materias de gobierno de su jurisdicción, pero será bien
que siempre comuniquen con el acuerdo de Oydores de la Audiencia donde presiden, las
que tuvieren los Vireyes por mas arduas e importantes, para resolver con mejor acierto y
habiendolas comunicado, resuelvan lo que tuvieren por mejor1894.
A esta institución recurrían con mucha frecuencia los virreyes y gobernadores, incluso
en materias de poca monta, pues así pretendían libertarse de los cargos que por sus
decisiones podían serles formulados, ya que argüían que habían sido resueltos por los
oidores y como sus jueces de residencias no tenían competencia para entender contra los
ministros, quedaban muchas personas agraviadas y sin poder reclamar su justicia, y sólo
eso, sino que quedaban: Muchos casos sin remediar en materias políticas, administración
de justicia y las más tocantes a nuestra Real Hacienda1895.
Para evitar estos abusos se dictó una real cédula en 1622, luego recopilada, que
extendió la competencia de los jueces de residencia para entender en estos negocios:
Porque conviene saber y averiguar toda especie de exceso que conste de esta forma de
proceder, mandamos a todos los jueces de residencia de los Virreyes del Peru y Nueva
España que a ellos y a los Oidores de las audiencias de Lima y México, hagan cargo de
la culpa que resultare en lo que se hubiere determinado en los negocios que el Virey
llevare al Acuerdo con voto consultivo, sin embargo de haberlo ejecutado los Vireyes con
su parecer. Y damos y concedemos a los jueces de residencia toda jurisdicción necesaria
que en tal caso se requiere para que puedan comprender sobre este punto a los oidores,
aunque no haya estilo ni costumbre por lo pasado1896.
                                                
1891 Ordenanzas de la Real Audiencia de Filipinas, 1596, cap. 4, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7).
1892 Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile, 1609, cap. 4, Al qual dicho Alonso Garcia Ramon, y
al que subcediere, como a tal Governador, ha de pertenecer privativamente proveer en las cosas de
govierno, salvo que, porque esto se acierte mejor, quiero y mando que en los casos y cosas que se
ofrecieren de govierno, que sean de importancia, el dicho Governador las haya de tratar con los oydores
de la dicha Audiencia, para que le den su parecer consultivamente, y haviendolos oido, lo provea como
mas convenga al servicio de Dios y mio y a la paz y tranquilidad de aquellas provincias y republica.
1893 Ordenanzas de la Real Audiencia de Buenos Aires, 1661, cap. 6.
1894 Recopilación de Indias, 3.3.45.
1895 Recopilación de Indias, 3.15.2.
1896 Ibidem.
382
De este modo se configuró institucionalmente el voto consultivo de los oidores en
materias de gobierno, como una manifestación de la necesidad que tenía el gobernante de
actuar aconsejado por hombres de letras y experiencia, y de esta forma procurar el buen
gobierno y mantenimiento de los súbditos en justicia, pues mediante este consejo de
letrados se pretendía evitar el desacierto e injusticia gubernativa, y prevenir el daño de los
vasallos y de la república.
Esta competencia no era propia de la audiencia, sino que se atribuía al cuerpo o
acuerdo de los oidores, en cuanto letrados que venían a desempeñar en cierto modo la
competencia que el Consejo de Indias desempeñaba en la península, quizá como resabio
del origen histórico de estos ministros que habían nacido del antiguo Consejo del Rey1897,
y que en las Indias también se titulaban “del Consejo de Su Majestad”, y en razón de ello
Solórzano y Pereyra escribía de las audiencias americanas que: Por la gran distancia que
hay de ocurrir de ellas al Rey, o a su Real Consejo de Indias, y el peligro que podria
ocasionar la tardanza, se les han concedido y conceden muchas cosas que no se permiten
a las de España y viene a tener casi en todo las veces del mismo Consejo1898.
Que era competencia de los oidores y no de la audiencia, quedaba de manifiesto no
sólo porque era imposible que institucionalmente perteneciera al tribunal en cuanto su
presidente quedaba excluido de ella, sino porque expresamente las disposiciones reales
que la regulaban, la atribuían a los dichos oydores1899, a los oydores de la dicha
Audiencia1900, y expresamente al acuerdo de Oydores de la Audiencia donde presiden1901,
y así también lo entendía Solórzano y Pereyra cuando escribía en su Política que: Está
encargado y mandado a los mismos Virreyes y Gobernadores que cuando se ofrecieren
negocios arduos y también cuando hubiesen de proveer los oficios de la tierra entre los
beneméritos de ella, llamen a los oidores y para su mayor acierto les pidan su consejo y
parecer, aunque es verdad que no se les pone precisa obligación de seguirle1902.
La costumbre que se observaba en la Real Audiencia de Lima en el despacho de los
votos consultivos consistía en que el virrey concurría al Acuerdo prefijado para tratar la
materia y allí escuchaba el parecer de cada oidor sobre el negocio que sometía a su voto
consultivo, y allí mismo determinaba si aceptaba alguna de las opiniones manifestadas
por los ministros, y una vez decidido el virrey por cuál dictamen se inclinaba, los oidores
redactaban un borrador con el parecer que sometían a la aprobación del virrey, y si éste la
daba, ordenaba que fuera puesto por escrito en definitiva en el mismo expediente que se
había formado, junto a los votos de los oidores, y firmado todo por el propio virrey y los
ministros. Si el virrey se apartaba del voto de los oidores, este parecer no se estampaba en
el expediente y únicamente se anotaba en la decisión la resolución del virrey de no
                                                
1897 GARCÍA GALLO, Alfonso, (n. 854), p. 364.
1898 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.10.
1899 ENCINAS, Diego de, (n. 893), I, Instrucción al virrey Luis de Velasco, 22-VII-1595, fol. 324.
1900 Ordenanzas de la Real Audiencia de Filipinas, 1596, cap. 4, en MURO ROMERO, Fernando, (n.
7).
1901 Recopilación de Indias, 3.3.45.
1902 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.28.
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haberse conformado con él, y para no desairarles y hacerles perder la consideración
pública los pareceres de los ministros se estampaban en el libro secreto del tribunal1903.
El estilo de la Real Audiencia de Santiago de Chile era diverso, pues normalmente el
gobernador no concurría al Real Acuerdo, y se limitaba a enviar por escrito la consulta
que sometía al dictamen de los oidores, quienes daban su parecer en presencia del fiscal, y
allí estampaban el voto unánime o particular de cada uno en el expediente que había
originado la consulta, e inmediatamente lo remitían al gobernador para que decidiera si se
conformaba con ella o no.
Esta práctica quedaba comprobada en diversos votos consultivos de los siglos XVII y
XVIII, como en uno fechado el 11 de abril de 1709, en el que se encabezaba el acuerdo
con la siguiente expresión: En la Ciudad de Santiago de Chile, en once dias del mes de
abril de mil setescientos y nueve años, los Señores Licenciados Dn. Diego de Zuñiga y
Tovar, cavallero del Orden de Santiago, Dn. Ignacio Antonio del Castillo y Dn. Juan del
Corral Calvo de la Torre, del Consejo de Su Majestad, Oydores de esta Real Audiencia.
Aviendo visto una consulta del Sr. Dn. Juan Andres de Uztariz, cavallero del Orden de
Santiago, Governador y Capitan General de este Reyno, y Presidente de esta Real
Audiencia, que remitio al Real Acuerdo...Pidiendo el dicho Sr. Presidente Voto
Consultivo para la resolucion sobre la referida visita. Y reconocido el libelo della, el
memroial y carta remitido al Acuerdo...1904.
Este uso y estilo de la audiencia chilena se mantuvo hasta 1778, pues en dicho año se
acordó adecuarlo a la práctica que se observaba en la de Lima, pues en el acuerdo del día
16 de mayo de tal año se trató: De los graves inconvenientes que se siguen de no asistir
Su Señoria a oir los pareceres de los Señores Ministros para conformarse con el mayor o
menor numero de votos o separarse de ellos, sin que se extienda el dictamen en el
expediente, como hasta de presente se ha observado, para que despues el dicho Señor se
conforme o separe de el por decreto distinto, quedando este Tribunal desairado, o tal vez
mal entendido su parecer1905.
Supuesto este inconveniente: Se acordo que sobre que Su Señoria tenga por
conveniente remitir al referido voto los asustos que conforme a las Leyes pueda enviar, se
guarde la practica y estilo que se observa en las demas Audiencias de estos Reynos y con
especialidad en la de Lima, asistiendo el Señor Presidente a los acuerdos ordinarios o
extraordinarios en que se trate de ellos, para que oidos los pareceres de los Señores y
conformandose con la mayor o menor parte de dictamenes se le remita despues el
borrador, a fin de que no ofreciendosele reparo y condecendiendo Su Señoria, se mande
extender en el expediente y libre con todos los Señores que ayan asistido al Acuerdo, y en
                                                
1903 ANRACH. 3.144, Libro en que se sientan las providencias de Acuerdo por esta Real Audiencia
que consta de 196 foxas de papel sellado y empieza en Enero de 1778 hasta Diciembre de 1784, Real
Acuerdo, Santiago, 16-V-1778, fs. 13.
1904 ANRACH. 3.140, Libro de votos secretos 1656-1713 , Real Acuerdo, Santiago, 11-IV-1709, fs.
386 vta.
1905 ANRACH. 3.144, Libro en que se sientan las providencias de Acuerdo por esta Real Audiencia
que consta de 196 foxas de papel sellado y empieza en Enero de 1778 hasta Diciembre de 1784, Real
Acuerdo, Santiago, 16-V-1778, fs. 13.
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el caso de no conformarse quede reservado el dictamen en este libro sin que se exprese
en el expediente qual fue y solo en general se manifieste en el Auto de Su Señoria no
haverse conformado1906.
Adoptado que fue este acuerdo se pidió al presidente que concurriera a él para
comunicárselo, y así lo hizo y convino en él: Y aviendo venido con este motivo al Acuerdo
hoy, donde se ha tratado de varios votos consultivos se le hizo presente esta
determinacion, a que asintio y convino en ella, que se extiende hoy de la fecha en
cumplimiento de lo acordado1907.
En la práctica de la real audiencia de Santiago de Chile fue muy frecuente el ejercicio
de esta función consultiva por parte de los oidores del tribunal, en materias de la más
diversa índole e importancia, entre ellas las siguientes: a) el 11 de marzo de 1699 para
decidir si el presidente podía abrir una carta dirigida, al parecer por el antiguo gobernador
don José de Garro, a don Juan de Esparza, que se hallaba preso en Potosí por mala
administración del real situado1908; b) el 13 de julio de 1706 para determinar si se debían
entregar al cabildo eclesiásticos en sede vacante unos pliegos recibidos y que iban
dirigidos al obispo de Santiago don Francisco de la Puebla González, que había
muerto1909; c) el 11 de abril de 1709 para resolver si se cumplía el nombramiento hecho
por el virrey en la persona del capitán don José Moreno Viniegra para que visitara las
cajas reales, pues la real audiencia se hallaba con comisión real privativa 1910; d) el 2 de
mayo de 1710 para responder al oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz, ascendido a una
plaza el la audiencia de Lima y que ya se había despedido del tribunal, pero que por no
haber podido embarcar solicitaba ser nuevamente recibido en la audiencia al uso y
ejercicio de su antiguo oficio 1911; e) el de 12 de febrero de 1778 sobre la pretensión de los
racioneros de que les fueran nombrados substitutos1912; f) el de 23 de marzo de 1778
sobre el tratamiento que debía dársele al conde de la Conquista por título de Castilla 1913 y;
g) el de 20 de junio de 1810 sobre la respuesta que debía darse al oficio enviado por la
Junta Gubernativa de Buenos Aires en orden a su constitución1914.
                                                
1906 Idem, fs. 13-13 vta.
1907 Idem, fs. 13 vta.
1908 ANRACH. 3.140, Libro de votos secretos 1656-1713 , Real Acuerdo, Santiago, 21-III-1699, fs.
342.
1909 Idem, Real Acuerdo, Santiago, 13-VII-1706, fs. 377.
1910 Idem, Real Acuerdo, Santiago, 11-IV-1709, fs. 386 vta.-388.
1911 Idem, Real Acuerdo, Santiago, 2-V-1710, fs. 426-427.
1912 ANRACH. 3.144, Libro en que se sientan las providencias de Acuerdo por esta Real Audiencia
que consta de 196 foxas de papel sellado y empieza en Enero de 1778 hasta Diciembre de 1784, Real
Acuerdo, Santiago, 12-II-1778, fs. 3.
1913 Idem, Real Acuerdo, Santiago, 23-III-1778, fs. 6 vta.
1914 MARTÍNEZ, Melchor, (n. 1.235), I, pp. 51-53.
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2.1.2. Por vía de comisión a sus ministros
Las audiencias se ocupaban igualmente de hacer justicia a los súbditos frente a los
oficiales gubernativos, de justicia, y determinados funcionarios, por vía de diversas
comisiones encomendadas a sus ministros.
Las principales de estas comisiones revestían la forma de visitas particulares, tales
como la de la tierra, la de cárceles, y la de escribanos, además del conocimiento de
algunas residencias.
2.1.2.1. Visita de la tierra
Una de las más eficaces formas de asegurar a los súbditos el buen gobierno y su
conservación en justicia y en paz estaba constituida por la institución de la visita de la
tierra, pues por medio de ella uno de los ministros del tribunal debía recorrer el distrito de
la audiencia para, entre otras cosas, fiscalizar las actuación de los oficiales gubernativos,
encomenderos y personas poderosas.
Solórzano anotaba que esta era una de las competencias de las audiencias indianas que
las hacía diferentes a las de Valladolid y Granada, y así escribía que: En la Audiencias de
España los Oidores, por la mayor parte, solo se ocupan, y entienden en oir, y votar sus
pleytos; pero en las de las Indias, fuera de este cuydado, tienen otras muchas
ocupaciones, porque en cumplimiento de sus ordenanzas, uno de ellos ha de andar
siempre visitando la tierra1915.
En las Ordenanzas nuevas de audiencias de 1563 se regulaba expresamente esta visita
anual y por turno entre los oidores: Queremos que uno de los nuestros oydores, por su
tanda visite cada un año los pueblos del distrito de la dicha Audiencia, y las ventas y
boticas, provehiendo que en las ventas aya arançeles y cosas que se hallaren
corrompidas en las boticas las derrame y no consienta que se vendan1916, disposición
recogida en las Ordenanzas de Santiago en el capítulo 45.
Este precepto fue recogido en la Recopilación de Indias de 1680, pero ya no en forma
anual sino cada tres años, y con expresa indicación que esta visita se mandaba practicar
para saber como eran gobernados los vasallos y para que alcanzaran justicia y enmienda
de los agravios que les pudieran haber inferido: Porque Nos sepamos como son regidos y
gobernados nuestros vasallos y puedan más fácilmente alcanzar justicia, y tengan
remedio y enmienda los daños y agravios que recibieren: Mandamos que de todas y cada
una de las Audiencias de las Indias salga un Oydor a visitar la tierra de su distrito...Y
ordenamos que por ahora no se puedan hacer, ni hagan, si no fuere de tres en tres
años1917.
                                                
1915 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.49.
1916 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 198.
1917 Recopilación de Indias, 2.31.1.
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El nombramiento del oidor que debía salir a la visita de la tierra debía ser hecho por el
presidente sin intervención de los oidores1918, pero desde la Instrucción de Regentes de
1776 debía preceder el informe de estos nuevos ministros para un mejor acierto1919, y el
mismo presidente debía señalarle el distrito que comprendería la visita, y los subalternos
que le acompañarían, salvo el escribano que podía ser nombrado personalmente por el
visitador1920.
En la designación del oidor visitador el presidente debía comenzar con el oidor más
antiguo y por turno proseguir hasta acabar en el más moderno, sin que se admitiera réplica
por parte del elegido, a menos que tuviera legítimo impedimento1921.
Una vez nombrado el oidor visitador, la propia audiencia debía despacharle la
provisión ordinaria de visita para el desempeño de su comisión: Y para los efectos arriba
dichos de al tal oydor la provision que habla sobre las visitas1922, en virtud de la cual
quedaba facultado para informarse de la calidad de la tierra, del número de pobladores, y
el modo en que podrían sustentarse las iglesias y monasterios, y qué edificios eran
necesarios para el bien de los pueblos, y si los indios perseveraban en la idolatría, y si
ellos y los esclavos que trabajaban en las minas eran adoctrinados1923, y además para
instruirse de: Todo lo demas que conviene sumariamente; y el tal oydor lleve comision
para proveer las cosas en que la dilacion seria dañosa, o fueren de calidad que no
requieran mayor deliberacion; y remita a la Audiencia las cosas en que el no oviere de
poner mano; y para los efectos arriba dichos de al tal oydor la provision que habla sobre
las visitas1924.
Un capítulo de las Ordenanzas de audiencias de 1563 mandaba que: El oydor que
saliere a visitar no lleve mas ayuda de costa de lo que les esta ordenado y mandado dar,
y no resciban cosa alguna de yndios ni de españoles aunque sea cosa de comer, so pena
de lo pagar con el quatro tanto1925, disposición que fue recogida en el capítulo 41 de las
Ordenanzas de Filipinas de 1596, y en el 39 de las de Santiago de Chile de 1609.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile esta visita se realizó en diversas ocasiones,
aunque no con la regularidad y frecuencia que mandaban las leyes reales, pues parece que
en cierto modo venía a ser substituida por una visita más particular que era la de los
pueblos de indios.
                                                
1918 Recopilación de Indias, 2.3.1.3.
1919 Instrucción de Regentes, cap. LIV, en SALVAT MONGUILLOT, Manuel, (n. 40), p. 66.
1920 Recopilación de Indias, 2.31.4.
1921 Recopilación de Indias, 2.31.2.
1922Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 198. Recopilación de Indias, 2.31.1.
1923 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 198. Recopilación de Indias, 2.31.1.
1924Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 198.
1925 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 33, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 197.
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El fiscal de la Real Audiencia de Santiago don Alonso Solórzano y Velasco solicitó al
Real Acuerdo el 26 de marzo de 1658 que instara ante el presidente para que nombrara a
uno de los oidores para que saliera a hacer la visita de la tierra que hacía muchos años que
no se practicaba, pero nada se determinó1926.
Dos años más tarde en el Real Acuerdo del 22 de abril de 1660 el fiscal del tribunal
don Manuel Muñoz de Cuéllar hizo presente cuánta necesidad había de señalar partido
para que se visitara la tierra por uno de los oidores según el turno, pues hacía más de ocho
años que no se verificaba, instancia a la que accedieron los oidores y nombraron a don
Juan de Huerta Gutiérrez para que la practicara en el corregimiento de Santiago:
Se conformaron en que es inescusable la visita y que conviene hacerla por lo
que muestran las causas que la piden y aver mas de ocho años que no sale
ministro a hacerla, y por inquirir los inconvenientes que han sobrevenido si se
originan de malos tratamientos hechos a los indios y otras causas que se
contendran en los capitulos de instruccion que se le daran al Sr. Oydor que
saliere a visitarla, y asi les parece que el partido que insta mas hoy se visite es el
de este corregimiento que ha once años no se visita, y el de los corregimientos de
Quillota y la Ligua y Coquimbo y Guasco, a donde si le pareciere podra nombrar
persona que visite no pudiendo hacerlo en persona, que esta visita la haga el
señor Dr. Dn. Juan de Huerta Gutierrez, que es el que se halla mas
desembarazado y en camino que esta para salir a visitar la estancia de doña
Catalina de los Rios...y que se escriba al Sr. Governador esta resolucion del
Acuerdo, supuesto que aunque el turno ha de comenzar del mas antiguo el Sr.
Dr. Dn. Nicolas Polanco se halla promovido y con titulo de fiscal de la audiencia
de Lima y ya no se podra ocupar en esta funcion, y el Sr. Dn. Pedro de Hazaña
que tiene el segundo lugar se halla escusado, por sus achaques, de poder
salir...1927.
2.1.2.2. Visita de cárceles
Las Ordenanzas de las audiencias americanas reprodujeron la obligación que tenían
los ministros de las audiencias peninsulares de hacer semanalmente la visita de cárceles
para inquirir el estado y curso de los pleitos de los reos presos, y el tratamiento que les era
dado en ellas, de tal suerte a través de esta visita particular la audiencia, por vía de
comisión, podía examinar la actuación de los encargados de las cárceles, y de los
procuradores y abogados de presos, para asegurar que a los reos les dieran lo que en
justicia les tocaba.
Las Ordenanzas de la Audiencia y Chancillería de Valladolid de 1489 había mandado
que un día a la semana dos de sus oidores, nombrados por el presidente, visitaran las
cárceles real y de la ciudad y los presos en ellas, visita a la que debían concurrir los
alcaldes, alguaciles, y escribanos, para que dieran razón de las quejas que pudieran
presentarse contra ellos:
Otrosy ordenamos e mandamos que un dia de cada semana que fuere diputado
vayan dos oydores como los rrepartiere el presydente, de manera que todos
syrvan a visitar las carceles e los pressos dellas, assy de la carcel de nuestra Casa
                                                
1926 ANRACH. 487, pza. 5, Autos promovidos por el Fiscal para que se haga visita de indios de la
jurisdiccion de esta Real Audiencia, 1658-1660, fs. 125-135.
1927 ANRACH. 3.140, Libro de votos secretos 1656-1713 , Real acuerdo, Santiago, 22-IV-1660, fs.
72-72 vta.
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e Corte e Chancilleria como la de la cibdab o villa en que estoviere, e que en la
visitacion esten presentes los alcaldes e alguaziles e los escrivanos de las carceles
porque sy alguna quexa dellos oviere se fallen presentes para dar razon de sy1928.
En Indias, las Ordenanzas del Juzgado e Abdiencia de la Española en 1511 recogían
esta misma obligación, aunque con ligeras variantes, pues se mandaba que la practicaran
todos los jueces, o al menos dos de ellos, el día sábado de cada semana, para saber cómo
se administraba justicia a los presos, y para procurar que no se les hiciera agravio alguno:
Que los dichos Jueses de la dicha Abdiencia, o a lo menos los dos de ellos, visyten el
sabado de cada semana la carcel o carceles de la cibdad, villa o lugar donde residieren e
sepan como se hace e administra la justicia a las personas que estovieren presas en ellas,
e provean e remedien como la justicia se administre a los dichos presos brevemente e no
se les faga agravio alguno1929.
En las Ordenanzas antiguas de 1528 se mantuvo esta obligación, ahora reglada en
similares términos que en el caso de la Chancillería de Valladolid, aunque se fijaba el día
sábado para practicarla, y se gravaba la conciencia de los oidores: Ordenamos y
mandamos, que el sabado de cada semana vayan don Oydores, como los repartiere el
Presydente, de manera que todos syrvan a visitar las carceles y los presos de ellas, asy la
carcel de la dicha nuestra Corte e Chancilleria, como de la cibdad o villa en que
estovieren, so cargo de sus conciencias, y que en la visitacion esten presentes los
Alcaldes y Alguaziles y los Escribanos de las carceles, porque sy alguna quexa de ellos
oviere, se hallen presentes a dar razon de sy1930.
En las Ordenanzas nuevas de 1563 se introdujeron algunas variaciones a esta visita,
pues se hablaba expresamente de la cárcel de la audiencia, y se incluyó al procurador
fiscal dentro de los oficiales que tenían deber de asistir a ella, y se mandaba que los
alcaldes ordinarios se sentaran cerca de los oidores: Mandamos que el sabado de cada
semana vayan dos oydores por su tanda, como el Presidente los repartiere, a visitar las
carceles del Audiencia y de la villa donde el Audiencia estuviere; y esten presentes a la
visita los alcaldes, alguaziles y escribanos de las carceles y el nuestro procurador fiscal;
y en la visita de la carcel de la cibdad o villa los alcaldes ordinarios della se sienten
cerca de los oidores1931. En las Ordenanzas de Manila de 1596 sólo se introdujo una
innovación de etiqueta, al prescribirse que los alcaldes ordinarios: Se sienten en banco
diferente de los oidores, en el lugar mas decente y preeminente que hubiere1932, y en los
mismos términos pasó a las Ordenanzas de Santiago de 1609 en su capítulo 29.
                                                
1928 Ordenanzas de la Audiencia y Chancillería de Valladolid , 1489, cap. XXII, en VARONA
GARCÍA, Maria Antonia, (n. 246).
1929 Ordenanzas de la Audiencia y Juzgado de la Española , 1511, cap. 14, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 68.
1930 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 18, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 89.
1931 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 23, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 196.
1932 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, cap. 31, em MURO ROMERO, Fernando, (n.
7).
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Desde las Ordenanzas nuevas de 1563 se mandaba al alguacil mayor y a sus tenientes
que asistieran a las visitas de cárceles, bajo pena de dos pesos por cada día que
faltaren1933, mandato cuyo origen eran las Ordenanzas del virrey Mendoza de 1548, que
habían ordenado: Que el alguazil mayor asista en la visita de las carceles de
Chancilleria, so pena de un peso de minas, por cada vez que faltare para los pobres de
ellas1934, pena elevada a dos pesos por las Ordenanzas del mismo virrey para el Perú en
15521935.
A la Real Audiencia de Santiago de Chile siempre le preocupó la práctica de esta visita
de cárceles y, especialmente, la concurrencia a ellas de quienes estaban obligados, materia
sobre la cual dictó varios autos acordados, como el fechado el 16 de diciembre de 1730
que mandó a los abogados de la audiencia que asistieran a las visitas generales de
cárceles, so pena de 25 pesos:
En la Ciudad de Santiago de Chile, en dieciséis de Diciembre de 1730, los SS.
Presidente y Oydores de esta Real Audiencia, Dr. Dn. Francisco Sanchez de la
Barreda y Vera, y licenciado Juan de el Corral Calvo de la Torre, del Consejo de
S. M.= Estando en el Real Acuerdo de Justicia, dijeron que por quanto se ha
notado que los abogados de esta Real Audiencia no asisten a las visitas generales
de carzel, ni los dias 7 de enero a oir las Ordenanzas, debian de mandar y
mandaron se notifique a los suso dichos concurrir los dias espresados a esta Real
Audiencia, pena de 25 pesos aplicados en la forma ordinaria, y asi lo proveyeron
e acordaron y señalaron dichos SS1936.
El 7 de noviembre de 1803 se dictó otro auto acordado para requerir a los alcaldes
ordinarios y demás jueces que no faltaran a las visitas de cárceles1937, y el 8 de enero de
1816 se acordó otro que en su párrafo séptimo reiteraba la obligación impuesta por las
Ordenanzas:
7º. Como el más interesante objeto de las visitas de Cárcel es saber el estado
de las causas de los reos, la actividad en su prosecusión y en la defensa, siendo
indispensable que para tomar este Tribunal las providencias que sobre estos
particulares sean precisas, asistan a ellas los alcaldes ordinarios, los procuradores
y los abogados defensores como lo ordenan las Leyes: Se espera del buen celo y
honor de dichos alcaldes no omitirán por motivo alguno, no siendo de
enfermedad, su concurrencia y se apercibe a los abogados y procuradores la
verifiquen bajo la multa de dos pesos aplicados para los pobres de la misma Real
cárcel1938.
                                                
1933 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 97, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 208.
1934 Ordenanzas del Virrey Mendoza para la Audiencia de Nueva España , 1548, cap. 165, en
SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 178.
1935 Ordenanzas del Virrey Mendoza para la Audiencia del Perú , 1552, cap. 193, en SÁNCHEZ-
ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 178.
1936 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto Acordado,
Santiago, 16-XII-1730, fs. 76.
1937 ANRACH. 3.137, Quaderno 2º de Autos Acordados por la Real Audiencia, Auto acordado,
Santiago, 7-XI-1803, fs. 79-79 vta.
1938 MM. 273, Auto acordado, Santiago, 16-I-1816, fs. 244.
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Este mismo auto acordado se preocupaba de la exacta realización de la visita semanal
de cárceles y, para lograrla también dispuso que:
8º. A fin de asegurarse esta Real Audiencia de la efectividad del número de
reos contenidos en las listas semanales de visita que se práctica los sábados y que
puedan estos exponer sus quejas verbalmente, así en orden a sus causas como a
su trato y asistencia personal, pasará uno de los Señores de los Ministros que al
efecto se turnarán a la Real cárcel por la mañana o a la tarde en el mismo día
sábado e informará al Tribunal lo que tenga por conveniente y digno de reparo,
entre tanto se dispone una sala a propósito en la dicha Real cárcel, donde pueda
hacerse la dicha visita de cárcel semanal1939.
2.1.2.3. Visita de escribanos
A las audiencias indianas tocaba la fiscalización de los escribanos públicos y del
número de sus respectivos distritos, y para realizar este encargo existían diversos
mecanismos que adoptaban la forma de visitas particulares servidas por vía de comisión
a sus ministros, a través de las cuales se pretendía lograr que los titulares de los oficios
de escribano trataran en justicia a los vasallos que ocurrían a ellos.
2.1.2.3.1. Visita de la tierra
Por diversas reales cédulas recopiladas se mandaba que, para que se supiera por el
monarca: Como son regidos y gobernados nuestros vasallos, y puedan más fácilmente
alcanzar justicia, y tengan remedio y enmienda los daños y agravios que recibieren1940,
en cada real audiencia un oidor: Por turno, comenzando por el más antiguo1941, debía
salir cada tres años: A visitar la tierra de su distrito, y visite las Ciudades y Pueblos de
él1942.
Por lo tocante a los escribanos, correspondía al oidor visitador practicar la visita de
todos los escribanos públicos, del número, de concejos, de minas y registros, y reales, e
incluso a los notarios de las audiencias y juzgados eclesiásticos de todo el distrito, como
lo ordenaba una real cédula fechada en San Lorenzo el 11 de marzo de 1576, según su
versión recopilada:
El Oidor Visitador visite a los Escribanos Públicos, y de el Número, y
Concejos, y Escribanos de Minas y Registros de todas las Ciudades, Villas y
Lugares del distrito, y de las gobernaciones sujetas a la Audiencia, y a los
Escribanos Reales, que en las Ciudades, Villas y Lugares residieren, y a los
Notarios de las Audiencias y Juzgados de los Provisores y Vicarios, y otros
Jueces Eclesiásticos...1943.
El oidor visitador debía informarse ampliamente de cómo servían sus oficios los
dichos escribanos, pues la misma ley recopilada le encargaba que:
                                                
1939 Ibidem.
1940 Recopilación de Indias, 2.31.1.
1941 Recopilación de Indias, 2.31.2.
1942 Recopilación de Indias, 2.31.1.
1943 Recopilación de Indias, 2.31.17.
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Sepa como han usado y usan sus oficios, y si en el exercicio han guardado y
guardan las Leyes, pragmáticas, y Aranceles de estos Reynos, y de las Indias, y
en que han faltado, y si han llevado derechos demasiados, cohechos, baraterías, y
en que casos y cantidades, y a que personas, y que otros delitos han cometido en
sus oficios, y si han sido castigados o no, y que agravios han hecho a los vecinos
y naturales de la tierra, y si han dado residencia, o no, y por que la han dejado de
dar, y de todo lo demás que le pareciere, que se debe informar y averiguar la
verdad, cerca de lo susodicho, así por probanzas de testigos, como por procesos
y registros, y otra qualquier vía y forma que le pareciere...1944.
El oidor visitador estaba facultado para proceder contra los culpados, y para dictar
sentencia, la que era apelable para ante la audiencia:
Y proceda contra los culpados, conforme a justicia; y si de las sentencias, que
pronunciare, por alguna de las partes fuere apelado, en caso que de derecho haya
lugar la apelación, la otorgue para ante la Real Audiencia 1945.
2.1.2.3.2. Visita de registros de escribanos
Diversas reales cédulas recopiladas disponían que en aquellos casos en que a la
audiencia no le parecía conveniente nombrar a un oidor para la visita de la tierra de su
distrito, debía el presidente proveer a una persona de satisfacción para que visitara los
registros de los escribanos públicos, del número, y ordinarios:
En casos que conforme a los resuelto por la ley primera de este título,
pareciere al Presidente y Oidores, que no conviene nombrar Visitador del
distrito, provea el Presidente de la Audiencia una persona de satisfacción, que
visite los registros de los Escribanos Públicos, del Número y Ordinarios...1946.
Este visitador era nombrado expresamente: Para que vea si está conforme a las leyes
y pragmáticas de estos y aquellos Reynos, y hagan que se guarde y execute en todas las
Ciudades, Villas y Lugares de Españoles1947.
A diferencia de la visita de la tierra, esta sí comprendía a los escribanos de cámara de
la audiencia y a los escribanos de la ciudad de su asiento, pues la misma ley municipal
prescribía que ella se ordenaba: Sin perjuicio de lo ordenado por la ley antecedente a
los Visitadores ordinarios de los Oficiales de nuestras Reales Audiencias1948.
En el reino de Chile sólo se ha podido comprobar que se ordenaron realizar cuatro
visitas a los escribanos de la audiencia y de la ciudad de Santiago, todas ellas en la
segunda mitad del siglo XVIII.
a) La primera fue practicada en 1760 de conformidad a la Recopilación de Indias en
ausencia de oidor visitador del distrito, y la realizó el oidor don Juan Verdugo, quien la
concluyó al año siguiente.
                                                
1944 Ibidem.
1945 Ibidem.
1946 Recopilación de Indias, 2.31.28.
1947 Ibidem.
1948 Ibidem.
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b) La segunda visita, fue ordenada por el monarca en 1763 ante las quejas de los
escribanos de Santiago por lo obrado en la primera, y también la practicó el oidor
Verdugo.
c) La tercera fue mandada verificar por el presidente Ambrosio O'Higgins en 1788,
también a falta de visitador del distrito, y para llevarla a cabo se nombró al oidor don
Juan Suárez Trespalacios, mas por su muerte le substituyó su colega don Juan
Rodríguez Ballesteros, quien la interrumpió sin que llegara a concluirse.
d) La cuarta visita fue practicada a instancias del regente don José de Rezaval y
Ugarte, y ordenada llevar adelante por el presidente marqués de Avilés en 1798 al oidor
don José de Santiago Concha y Jiménez de Lobatón, quien al parecer no la finalizó.
a) Visitas del oidor don Juan Verdugo (1760-1764): el 8 de enero de 1760 el
presidente don Manuel de Amat y Junyent, basado en la referida ley de la Recopilación
de Indias, decretó que se practicara una visita a los escribanos públicos del número y
ordinarios, para cuya cometido nombró al oidor don Juan Verdugo:
Respecto de que por la ley 28. tit. 31. lib. 2 de las de Indias, se prebiene que
en defecto de visitador del distrito, provea el Govierno una persona de
satisfacción que vizite que vizite (sic) los Rexistros de los Escrivanos Públicos
del número y ordinarios para que bea si están conformes a las Leyes y
Pragmáticas destos Reynos: En esta atención verificándose a la sazón los
términos de la ley, no menos que la necesidad de esta Providencia según estoy
informado. Elijo y nombro al Sr. Dr. Dn. Juan Verdugo, del Consejo de Su
Magestad, Oydor y Alcalde de Corte de esta Real Audiencia, a quien le doy toda
la comisión en derecho necesaria para que en conformidad a la Ley haga una
exacta vizita y reconocimiento de los mencionados officios, y me dé cuenta de
sus resultas1949.
El 19 de enero siguiente el oidor visitador nombró por escribano de la visita a don
Luis Luque Moreno, y ordenó notificar a los escribanos que el día 21 de febrero iba
principiarla, y además mandó que se fijara el auto correspondiente: En las puertas del
palacio y real audiencia para que llegue a noticia de todos esta visita y que si alguno o
algunos tuvieren que pedir contra dichos Escrivanos civil o criminalmente lo hagan
ante mí, presentando sus querellas, poniendo sus demandas, y pidiendo sus desagravios
sobre que se les guardará justicia1950.
Durante el término prefijado no se presentó queja alguna contra los referidos
escribanos, y sólo pareció el receptor general de penas de cámara don Juan José de
Santa Cruz para pedir al visitador que dispusiera los medios conducentes a que los
escribanos cumplieran con las leyes de Indias tocantes a su deber de llevar libro de
penas y condenaciones y se las comuniquen1951.
El 29 de febrero de 1760 el oidor visitador formó un interrogatorio para proceder a
una sumaria información de oficio sobre el cumplimiento de los deberes de los
                                                
1949 ANRACH. 1.707, pza. 2, Autos obrados sobre la visita de los Escribanos Públicos y Reales de
esta Corte que está practicando el Sr. Dr. Dn. Juan Verdugo, del Consejo de Su Magestad, Oydor y
Alcalde de Corte desta Real Audiencia, Decreto del presidente, Santiago, 8-I-1760, fs. 169.
1950 Idem, Auto del visitador, Santiago, 19-I-1760.
1951 Idem, El receptor general de penas de cámara, Santiago, 1-II-1760, fs. 172-172 vta.
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escribanos, rendida la cual procedió a la visita material de los registros de todos los
escribanos, y respecto de la mayoría de ellos notó que en los cuadernos de protocolos se
advertían los defectos de tener muchos de ellos cuadernillos sueltos sin incluirse en el
principal, firmas borradas en ciertas escrituras, documentos sin firmar o sin autorizar,
hojas en blanco y sin nota alguna, carecer algunos cuadernos de foliación, no llevar
ciertos libros, como los de multas y condenaciones, el de tutelas y curadurías, y el de las
comisiones conferidas por la audiencia, y era constante el que no apuntaban sus
derechos en los márgenes de las escrituras.
Concluida la revisión de los registros, el visitador ordenó el 23 de febrero de 1761
que informara el fiscal1952, quien tras reconocer la multitud de vicios y defectos que
dejaba reconocer la visita sólo pudo responder que había visto el expediente y: Lo a
vuelto a registrar, sin que se le ofrezca rumbo cierto y seguro a que dirigir su
pedimento, a vista de los defectos y desgreños en que están dichos oficios1953.
Tras ello, el oidor visitador pasó el 23 de abril de 1761 los autos concluidos al
presidente1954, quien el mismo día pidió nuevo informe al fiscal, el que se limitó a decir
que: Conteniendo los más de los Rexistros vizios insanables y estando muchos de ellos
authorizados de sujetos que no tienen facultad por derecho, le parece que sólo el
Soberano podrá subsanar tan considerables defectos1955.
Sobre esta base, el 24 de abril de 1761 el presidente ordenó remitir los autos de la
visita al monarca para que decidiera qué medidas debían adoptarse:
Respecto de que los bisios que padesen los mas de los Rexistros,
especialmente los que han authorizado Sipriano de Astorga, Escribano Público, y
Juan Bautista Borda, que es de ser Escrivano de Cámara, y don Joseph Antonio
del Río siendo Escrivano de Gobierno, son insanables y contra el expreso thenor
de las Leyes, se dé cuenta a S.M. para que en su vista se digne mandar lo que
fuere de su soberano arbitrio 1956.
El monarca, habiendo visto el citado expediente y recibido un memorial de descargos
de los escribanos que hacían presente haber sido esa la primera visita y que no tenían
reglas fijas por las cuales conducirse, despachó al presidente una real cédula fechada en
San Lorenzo el 13 de octubre de 1763 en la que le ordenaba que:
Providenciaréis que por el mismo Oydor que executó la vicita o hallándose
con qualquier legítimo impedimento, por el que nombraréis, se reconozcan de
nuevo todos los protocolos de los Escribanos por el mismo orden y methodo que
se observó en la Vicita... previniendo os también que esta Diligencia podrá para
los subsesivo servir de Instrucción y regla en el Govierno de los Escrivanos,
como se los mandaréis, advirtiéndoles que por las posteriores vicitas, que
dispondréis se repitan, se reconocerá como lo observan, y en su defecto se le
formarán los cargos, y se les impondrán las penas y multas correspondientes, ya
                                                
1952 Idem, Santiago, 23-II-1761, fs. 218 vta.
1953 Idem, Vista fiscal, Santiago, 22-IV-1761.
1954 Idem, auto del visitador, 23-IV-1761.
1955 Idem, Vista fiscal, Santiago, 24-IV-1761.
1956 Idem, Decreto del presidente, Santiago, 24-IV-1761.
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que por agora proceda con benignidad, considerando que no se les han dado
reglas fijas para el Exercicio de sus empleos1957.
En dicha conformidad el presidente comisionó el 13 de julio de 1764 nuevamente al
oidor Verdugo para pasar a revisar los registros de los escribanos1958, quienes habían
salvado muchos de los defectos que se les habían censurado, de tal manera, después de
oír el parecer del fiscal, y los descargos de los escribanos, el oidor visitador dictó
sentencia el 3 de agosto de 1768, en la que: Dixo que debía absolver y absolvía a los
dichos Escribanos de los cargos y defectos que les resultan de dicha visita por ser así la
mente y disposición de S.M1959.
Pero además, el oidor visitador dictó en su misma sentencia una Instrucción a la que
en adelante debían ajustar sus actuaciones todos los escribanos:
Y para que en lo venidero se reparen y enmienden las faltas que se han notado
contra las Leyes que tratan de esta materia, guardando la fe pública que deven
observar en la práctica de sus instrumentos, se arreglen precisa y puntualmente
en lo de adelante a la siguiente Instrucción...1960.
Presentada la sentencia e Instrucción al gobierno, fue aprobada y mandada guardar el
22 de agosto de 17651961. El presidente Guill y Gonzaga dio cuenta de lo actuado al
monarca por carta fechada el 18 de octubre de 1765, y remitió los autos de lo obrado, y
por real cédula fechada en San Lorenzo el 10 de octubre de 1767 fue aprobada la dicha
visita:
He venido en aprobar lo ejecutado en la mencionada Visita de Escrivanos, y
en su consequencia os mando que cuidéis de que se arreglen, y observen lo
prevenido, y en su defecto se les corrija a correspondencia de los cargos que les
resulten, haciendo que en las visitas del casco de esa ciudad y en las de fuera se
arreglen y guarden lo dispuesto por las Leyes veinte y siete, y veinte y ocho
Libro segundo título treinta y uno, la ciento y sesenta y nueve Libro segundo,
título quinze, y la diez y ocho Libro octavo, título veintitrés de la Recopilación
de esos Dominios por lo que toca al papel sellado1962.
b) Visita del oidor don Juan Rodríguez Ballesteros (1788-1789): el 2 de octubre de
1788 el gobernador, capitán general, y presidente de la Real Audiencia de Santiago don
Ambrosio O'Higgins decidió que se practicara una visita general de escribanos, y para
ello nombró al oidor don Juan Hipólito Suárez Trespalacios y Escandón:
La persuasión de ser indispensable que se practique en todas partes una visita
general de Escrivanos, con respecto a estar informado, haber pasado cerca de
treinta años, después de la última que mandó executar en esta capital el Excmo.
Señor D. Manuel de Amat, Virrey que fue del Perú, sirviendo esta Presidencia y
Capitanía General: Por tanto, y en atención a que por la ley 28. tit. 31. lib. 2º de
la Recopilación de estos Reynos se previene que en defecto de visitador del
                                                
1957 Idem, RC. San Lorenzo, 13-X-1763, fs. 225-227 vta.
1958 Idem, Decreto del presidente, Santiago, 13-VII-1764, fs. 229 vta.
1959 Idem, Sentencia, Santiago, 3-VIII-1765, fs. 249.
1960 Idem, fs. 249 vta.-250 vta.
1961 Idem, Decreto del gobernador, Santiago, 22-VIII-1765, fs. 252 vta.
1962 ANCG. 696, RC. San Lorenzo, 16-X-1767, fs. 223-223 vta.
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distrito, provea el Govierno una persona de satisfacción, que visite los Registros
de los Escrivanos públicos, y del número, reconociendo si están conformes a las
Leyes, y Pragmáticas de unos y otros Reynos; repitiendo S.M. novísimamente
este encargo en el artículo 50 de la Real Ordenanza e Instrucción de Intendentes,
hasta hacer responsables a estos de qualquiera tolerancia, o descuido sobre el
particular; verificándose al presente los términos de la Ley, no menos, que la
necesidad de dar providencia, Elijo y nombro al Sr. Dn. Juan Suárez
Trespalacios, del Consejo de Su Magestad, Oydor y Alcalde de Corte de esta
Real Audiencia, para que en virtud de toda la comisión necesaria en Derecho,
que por el presente le concedo proceda a hacer una visita y reconocimiento
universal de todos los oficios de Escrivanos de esta capital, y me dé cuenta de
sus resultas con los autos y diligencias, para mi inteligencia, y poder expedir en
su conformidad, todas las órdenes que puedan servir de apoyo a la execución de
las providencias que sobre el particular dictare el expresado Sr. ministro como
Juez Visitador de Escribanos1963.
Sin embargo, este nombramiento quedó sin efecto, pues a los pocos días murió el
oidor Suárez Trespalacios, ante lo cual el 28 de octubre de 1788 el presidente nombró
para continuar la visita al oidor don Juan Rodríguez Ballesteros1964. De inmediato
comenzó el juez comisionado a entender en la visita y para ello el día 12 de noviembre
de 1788 nombró para el curso de la visita: Por escribano cartulario a don Antonio de
los Alamos, que lo es público y del Juzgado Mayor de Provincia1965.
El 2 de marzo de 1789 el juez visitador decretó que se notificara a los escribanos que
el día 20 de marzo se daría principio a la visita, y ordenó que se fijarán: Al mismo
tiempo carteles que así lo prevengan en las Puertas del Palacio y Real Audiencia, para
que llegue a noticia de todos esta visita; y que los que tuvieren que pedir o deducir
contra dichos escrivanos civil o criminalmente lo hagan en esta comisión1966.
Como nadie compareció a presentar queja alguna, el juez visitador pasó los autos al
fiscal don Joaquín Pérez de Uriondo, quien el 23 de mayo de 1789 al evacuar su vista
fue de parecer que se tomara información sumaria de oficio a testigos calificados para
proseguir la visita, y él mismo presentó un interrogatorio de nueve preguntas1967.
Tras esto se decretó que se procediera a la sumaria, mas el expediente no continúa,
pues la visita se suspendió por haber sido ascendido el juez visitador a una plaza en la
Real Audiencia de Lima. Sin embargo, con fecha 4 de marzo de 1791 se halla un
decreto destinado a proseguir con la visita, pero sin que se hubiera realizado gestión
alguna más.
c) Visita del oidor don José de Santiago Concha (1798-1800): el 3 de enero de 1798
don José de Rezaval y Ugarte, regente de la Real Audiencia de Santiago, pasó un oficio
                                                
1963 ANRACH. 2.167, pza. 7, Autos formados sobre la visita de los Archivos de Escrivanos deste
Reino, Juez de ella el Sr. Dn. Juan Rodriguez Ballesteros, Año de 1788, Auto del presidente, Santiago,
12-X-1788, fs. 161-162.
1964 Idem, Auto del presidente, Santiago, 28-X-1788, fs. 164.
1965 Idem, Auto del juez visitador, Santiago, 12-XI-1788, fs. 165 vta.-166.
1966 Idem, Auto del juez visitador, Santiago, 2-III-1789, fs. 170.
1967 Idem, Vista fiscal, Santiago, 23-V-1789, 173 vta.-174.
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al presidente marqués de Avilés, haciéndole presente la necesidad que había de practicar
una visita general de escribanos, y señalaba que:
En esta atención, no puedo menos de representarlo al distinguido zelo de
V.E., a fin de que se sirva comisionar para la execución de esta importante
diligencia al Sr. MInistro que fuere de su grado, para que proceda
inmediatamente a berificarla; comprendiendo en ella, no sólo a los Escribanos
públicos, y Reales, sino al de Aduana, Juzgado de bienes de Difuntos, Tabacos,
Moneda, Minería, Consulado, Contaduría maior de Cuentas, maior de Gobierno,
y Real Hacienda, y a los de Cámara de la Real Audiencia.
En esta forma se practica en Lima y acostumbra hacerse de dos en dos, o a lo
más de tres en tres años indistintamente en todos los oficios de aquella capital,
cuio método podría adaptarse en lo sucesibo, si V.E. lo tubiese por conveniente,
para que por este medio se evitasen los daños, y perjuicios que suelen
ocasionarse a la causa pública por demorarse tanto tiempo unas Visitas, que
producen tan conocidas utilidades, y ventajas1968.
El presidente accedió a lo solicitado y por decreto del 11 de enero del mismo año
comisionó al oidor don José de Santiago Concha y Jiménez de Lobatón:
Santiago, 11 de Enero de 1798.
En atención a la importancia, y necesidad de visitar las escribanías, públicas, de
los Juzgados, y tribunales de esta capital, que significa el Sr. Regente, nombro
por Juez de esta comisión al Sr. Dn. José de Santiago Concha, oydor de la Real
Audiencia, a quien se pasará este oficio con el encargo correspondiente, para su
efecto, y que dé cuenta a este Superior Govierno de sus resultas1969.
El día 14 de marzo de 1798 el oidor comisionado dictó un auto con las providencias
necesarias para dar principio a la visita:
Primeramente: Que para que ninguno de los Escrivanos alegue ignorancia de
la referida Vicita, y puedan tener prevenidos y dispuestos sus respectivos
Protocolos, se les notifique y haga saber a cada uno en Persona como el día lunes
diez y seis del próximo mes de Abril se ha de dar principio a la comisión.
Segunda: Que con el objeto de que esta llegue a noticia de los Vecinos todos de
esta Capital, se fixen Carteles que la publiquen en las Puertas de Palacio y Real
Audiencia por si alguno o algunos tuvieren qué pedir contra dichos Escrivanos
civil, o criminalmente lo hagan ante mí, por sí o su Apoderado con Poder
bastante presentando sus querellas, poniendo sus demandas, y pidiendo sus
desagravios sobre que se les guardará justicia.
Tercera: Que siendo necesario para ebacuar la presente comisión el
nombramiento de un actuario de toda la confianza e inteligencia correspondiente,
                                                
1968 ANCG. 696, Autos obrados para la vicita de los Escrivanos Públicos y Reales de los del Número
de esta Corte, y de sus Juzgados y Tribunal por el Sr. Dn. José de Santiago Concha, de el Consejo de su
Magestad, oydor y Alcalde de Corte de esta Real Audiencia , Oficio del regente, Santiago, 3-I-1798, fs.
176 vta.
1969 Idem, Decreto del presidente, Santiago, 11-I-1798, fs. 176.
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y concurriendo estas calidades en Dn. Melchor Román, Escrivano de Cámara de
esta Real Audiencia, y Anotador de Hipotecas, le nombro desde luego,
esperando llenará cumplidamente sus deberes.
Quarta: Que respecto de haberse trahido a la vista los Autos de Vicita de
Escrivanos que principió el Sr. Oydor Dn. Juan Rodríguez Ballesteros, por las
que aparece no haber alcanzado a verificar las de oficio alguno de los Escrivanos
por su promoción a la Real Audiencia de Lima, de que resulta no haberse
actuado desde el año de mis setescientos sesenta y cinco, en que la concluyó el
Sr. Dn. Juan Verdugo, deberá contraherse la presente al tiempo corrido desde
dicha época hasta la actual, y cons iguientemente al reconocimiento de las
enmiendas que se hayan hecho de los defectos en los Protocolos notados en la
citada Vicita; haciéndoseles cargo a los Escrivanos sobre el cumplimiento de
cada uno de los diez capítulos de la Instrucción formada por el nominado Señor
Dn. Juan Verdugo, y de lo prevenido por S. M. en su Real Cédula de diez y seis
de octubre de mil setecientos sesenta y siete, aprovatoria de la misma expresada
vicita.
Quinta y última: Que para el efecto indicado se ponga por cabeza de los Autos de
esta comisión, después de los oficios que la han motivado, el testimonio
relacionado de los de la precitada vicita antecedente con copia a la letra de la
Real Cédula de foxas cinquenta y siete, y el Auto de foxas ochenta y una...1970.
El día 31 de mayo de 1798, el oidor de Santiago Concha, habida consideración que
nadie había parecido a presentar queja alguna contra los escribanos, ordenó que se
procediera a la sumaria información, para lo cual elaboró un interrogatorio de catorce
preguntas1971.
Concluida la sumaria, el 3 de octubre de 1798 decretó el oidor visitador que
principiaría la visita de los registros de cada uno de los escribanos, la que comenzaría el
día lunes 8 de dicho mes a las cuatro de la tarde con la escribanía mayor de gobierno 1972,
pero sólo alcanzó a realizar dicho cometido respecto de algunas escribanías, como las de
cámara servidas por don José Jorge Ahumada y don Melchor José Román, con cuya
acta concluye este expediente, sin que pareciera que hubiera llegado a concluirse la
visita.
La visita de escribanos por parte de un ministro se mantuvo en el derecho patrio y
pervive hasta la actualidad, con los mismos caracteres que en la época indiana.
En efecto, el artículo 73 del Reglamento de administración de justicia de 1824,
encargaba a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que era la sucesora de
la Real Audiencia, por turno, visitara todos los oficios públicos de escribanos:
En los días 7 de enero, 7 de marzo, 7 de mayo, 7 de julio, 7 de septiembre, y 7
de noviembre, visitará un Ministro de la Corte de Apelaciones, por turno, todos
los oficios públicos de escribanos, para corregir por sí los defectos que advierta
en la organización, arreglo, y policía de los archivos y oficios, y de los defectos
graves, o que exijan un remedio general, dará cuenta a la Corte para que se
aplique inmediatamente, o deponga a los Escribanos, si se conceptuare
                                                
1970 Idem, Auto, Santiago, 14-III-1798, fs. 225-226 vta.
1971 Idem, Auto, 31-V-1798, fs. 228-229 vta.
1972 Idem, Auto, Santiago, 3-X-1798, fs. 237.
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conveniente esta medida, sin perjuicio de formarles causa legalmente, si por sus
delitos o contravenciones merecieren que se les imponga pena 1973.
Esta visita fue reglamentada por una circular del Ministerio de Justicia fechada el 7
de noviembre de 1842, que contenía los quince capítulos que debían examinarse por el
ministro visitador1974. Posteriormente, y en los mismo términos del Reglamento de
1824, fue mantenida esta visita bimestral por el artículo 49 de la Ley de Organización y
Atribuciones de los Tribunales, y reiterada en el artículo 565 del actual Código
Orgánico de Tribunales de 1944, respecto de los notarios, sin perjuicio de las demás
visitas regladas entre los artículos 553 a 585 del mismo texto.
2.1.2.3.3. Visita de escribanos de cámara
Las Ordenanzas nuevas de 1563 en su capítulo 110 del texto originario de Charcas,
ordenaban que anualmente uno de los oidores del tribunal practicara la visita de los
escribanos de la audiencia y de la ciudad donde ella residía:
Que uno de los nuestros oydores, a quien fuere cometido, visite cada un año
los registros de los scrivanos del Audiencia y los de los escrivanos de la ciudad
donde residiere el Audiencia; y los registros de los scrivanos de fuera de la
ciudad los visite el oydor que anduviere visitando1975.
Pasó luego a la ordenanza 111 de las de Quito de 1563, y a la 111 de Concepción de
1565. Posteriormente fue recogido en el capítulo 125 de las Ordenanzas de Filipinas de
1596, y en el 123 de las de la Real Audiencia de Santiago de Chile de 1609, pero esta
comisión perdió su individualidad en la segunda mitad del siglo XVII, pues como queda
dicho en la Recopilación de Indias de 1680 se encargó al oidor visitador de ministros y
oficiales que realizara esta visita de los registros de los escribanos de la audiencia y de
la ciudad donde tenía su asiento:
El Oidor, que en nuestras Audiencias fuere Visitador ordinario de los
Oficiales, visite cada año los registros de los Escribanos de la Audiencia, y
Escribanos de la Ciudad, Públicos y del Número, donde residiere...1976.
Como en el caso anterior pareciera que en la Real Audiencia de Santiago no se
verificó esta práctica.
2.1.2.4. Visita de ministros y oficiales
A las propias reales audiencias indianas les tocaba fiscalizar la actuación de sus
oficiales subalternos, dentro de los que se contaban los escribanos de cámara, tarea que
cumplía mediante la comisión de uno de sus oidores para que realizara la visita de
dichos escribanos de cámara.
                                                
1973 Boletín de las Leyes y de las Ordenes y Decretos del Gobierno, lib. 1, nº. 27, Santiago, 19-VI-
1824, p. 282.
1974 Gaceta de los Tribunales, Santiago, 1842, p. 134.
1975 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, ord. 110, en, SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n.1), p. 210.
1976 Recopilación de Indias, 2.31.27.
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En Méjico a finales del siglo XVI el cumplimiento de este deber generó una
contienda de competencia entre los alcaldes del crimen y los oidores, en razón de a
quien tocaba ordenar la visita de los escribanos de la sala del crimen.
En efecto, por auto del 3 de diciembre de 1592 la sala de oidores resolvió: Que un
oidor hiciese la visita de los escribanos de Cámara de ambas Salas, scrivanos de
Provincia y demas oficiales en conformidad de las leyes destos Reynos y de algunas
visitas y Ordenanzas de la Chancillería de Valladolid, y que el virrey Don Luis de
Velasco nombro el dicho oydor para ello, que hizo parte de la visita1977.
Los alcaldes del crimen se sintieron agraviados con esta decisión y escribieron a la
corte para expresar que: Estando ordenada por leyes del Reyno que los Alcaldes vesiten
cada año los scrivanos de Camara del Crimen y provincia, y los demas oficiales, el
Virey pretendia que le tocaba nombrar un oydor que lo hiciese1978.
El Consejo de Indias ordenó despachar cédula para que la Real Audiencia informara
sobre este asunto, y el tribunal en carta fechada el 17 de julio de 1597 dio respuesta
insistiendo en que tocaba a un oidor la expresada visita, pues: De esto no se pueden
agraviar los dichos Alcaldes, pues cuando ellos tengan facultad de visitar sus scrivanos
del crimen, no se quita la general que tienen los oydores para todos los scrivanos y
ministros, mayormente no habiendo hecho la visita los dichos alcaldes muchos años
ha1979.
El Consejo, opinaba en consulta fechada el 16 de noviembre de 1597 que: Parece
que se debe ordenar, siendo V.M. servido, que la visita ordinaria de los Oficiales del
Crimen la haga un Alcalde conforme a la ley, no quitando por esto al presidente y
Audiencia la jurisdicción que tienen para conocer de los delictos de todos los oficiales
de toda la Audiencia y de la Sala del Crimen de los dichos Alcaldes y castigarlos. El
monarca se conformó con este parecer1980.
Este criterio, de tocar a la audiencia la visita de sus oficiales fue ratificado por real
cédula fechada en Madrid el 14 de noviembre de 1626, luego recopilada, pues en ella se
dispuso que los presidentes nombraran a un oidor para que sirviera como visitador de
sus ministros y oficiales subalternos:
En todas las Audiencias nombren los Presidentes un Oidor, el que les
pareciere, para que sea Visitador de sus Ministros y Oficiales, y entiendan, que
no procediendo con la justificación que deben, han de ser castigados, y los que
recibieren agravio, sepan a quien han de acudir en particular1981.
En la Recopilación de Indias de 1680 se encargó a este oidor visitador de ministros y
oficiales que visitara anualmente los registros de los escribanos de la audiencia, y de la
ciudad donde tenía su asiento, tarea que conforme al capítulo 110 de las Ordenanzas
                                                
1977 AGI. Méjico, 1, Consultas, Consulta, 16-IX-1597.
1978 Ibidem.
1979 Ibidem.
1980 Ibidem.
1981 Recopilación de Indias, 2.15.169.
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nuevas de 1563 de Charcas desempeñaba hasta ese momento un oidor especialmente
nombrado por el presidente:
El Oidor, que en nuestras Audiencias fuere Visitador ordinario de los
Oficiales, visite cada año los registros de los Escribanos de la Audiencia, y
Escribanos de la Ciudad, Públicos y del Número, donde residiere...1982.
La misma ley municipal, al recoger una real cédula fechada en San Lorenzo el 14 de
agosto de 1620, encargaba al oidor visitador que revisara que los escribanos tuvieran
inventariados los pleitos y demás papeles de sus oficios, y que los procesos estuvieren
íntegros, y sin enmienda, facultándole para que, con intervención del fiscal, proveyera
todo lo conveniente al buen servicio de sus plazas:
Ponga especial cuidado en que tengan inventariado los pleytos, papeles y
escrituras de sus oficios, y los procesos enteros, y sin enmiendas y falta de hojas,
y provea con intervención de nuestro Fiscal lo que fuere justicia, y todo lo demás
que convenga al buen uso y exercicio de sus Oficios, y los registros de los
Escribanos de fuera de la Ciudad los visite el oidor del distrito1983.
La visita de los ministros y oficiales de la audiencia parece no haberse practicado
regularmente en las Indias.
En efecto en la visita a la audiencia de Méjico que, a partir de 1608, continuó don
Juan de Villela, éste decía que en dicho tribunal en el tiempo de veinte años no se
habían hecho más que dos, a saber, una realizada por el oidor don Eugenio de Salazar
hacia 1589, y otra iniciada por el oidor don Hernando Saavedra Valderrama en 1592 y
acabada por su colega don Pedro Núñez Morquecho, en razón de lo cual acusaba a los
oidores mejicanos por esta falta, cargos por los cuales la sentencia del Consejo les ponía
culpa1984.
En el caso de la Real Audiencia de Santiago no se ha podido comprobar que hubiera
actuado este oidor visitador de ministros y oficiales.
2.1.2.5. Juicios de residencia
Las reales audiencias ultramarinas estaban facultadas para ver ciertas residencias,
aunque esta era competencia propia del Consejo, y así lo habían dispuesto dos reales
cédulas despachadas el año 1542 y 1575, cuya versión según Solórzano y Pereyra era la
siguiente:
Y como quiera que el ver las residencias, es cosa propria que lo debía hacer el
Consejo. Pero por la gran distancia que hay de esos Reynos, mandamos, que solo
se traygan al nuestro Consejo de las Indias las residencias, y visitas que fueren
tomadas a los Oidores, y personas de las Audiencias, y las que se tomaren a los
dichos nuestros Governadores, y todas las demás permitimos, y mandamos que
se vean, y provean, sentencien, y determinen por las dichas Audiencias, cada una
en su distrito y jurisdicion1985.
                                                
1982 Recopilación de Indias, 2.31.27.
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1984 ARREGUI ZAMORANO, Pilar, La Audiencia de México según los visitadores (Siglos XVI y
XVII), Méjico, 1985, p. 138.
1985 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.3.11.
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Por ello el mismo Solórzano había escrito que: Aunque en España el conocer, y
determinar las causas de residencias de los Corregidores, y otras Justicias toca a solo el
Real Consejo de Justicia, como lo advierte Bobadilla, en las Indias están cometidas a las
Audiencias1986. Esta disposición pasó en los mismos términos a la Recopilación de
Indias1987, respecto de la cual Ramiro de Valenzuela anotaba en la Política que: Por estas
leyes se manda, que las residencias de los provistos por el Virrey vayan a las Reales
Audiencias, y de los provistos por el Rey vengan al Consejo, y asi se practica1988.
Las Ordenanzas de audiencias presentan un problema de lectura e interpretación
respecto de esta facultad, pues mientras en el capítulo 14 de las Ordenanzas de la Real
Audiencia de Charcas se decía que: La nuestra Audiencia nombre juez de residencia a las
provincias y governadores dellas que les estan sujetas ni pesquisidores1989, en las
versiones de Quito, Panamá, Concepción, Lima, Guatemala y Manila de 1583, se
expresaba: La nuestra Audiencia no nombre juez de residencia a las provincias, que
pareciera ser la lectura correcta, pues es la que mantuvo el capítulo 21 de las de Filipinas
de 1596.
En el caso del reino de Chile, el capítulo 14 de las Ordenanzas de la Real Audiencia de
Concepción de 1565 había seguido el texto general que prohibía nombrar jueces de
residencia: La nuestra Audiencia no nombre juez de residencia a las provincias y
gobernadores de ellas que les estan sujetas, ni pesquisidores1990, pero esta disposición fue
expresamente modificada por real cédula despachada en Madrid el 25 de mayo de 1573,
para permitir al tribunal sentenciar en grado de vista las residencias de los proveídos en
oficios de gobierno y justicia, y hacer ejecutar las penas pecuniarias contra ellos, con
suplicación para ante el Consejo:
A nos se ha hecho relacion que muchas personas benemeritas y de los que
Nos han servido en esa tierra y en quien hay parte para servirnos en cosas de
gobierno dejan de ser empleados en ellos por no se poder en esa audiencia
sentenciar definitivamente las residencias como se manda por las ordenanzas de
ellas, lo cual era de mucho inveniente a nuestro servicio; y habiendose visto por
los de Nuestro Consejo de las Indias porque tenemos voluntad que sean
gratificados los que Nos hubieren servido y fueren benemeritos, os mando que
las residencias que se tomaren a las personas que fueren proveydas en cargos de
justicia y gobierno las veáis y sentenciéis en vista en esa audiencia, y ejecutéis
las penas pecuniarias que hubiere contra ellos, y a los que suplicaren de la
sentencia de vista les otorguéis la suplicacion para el nuestro Consejo de las
Indias para que en el se haga justicia, sin que por razon de esto se impida la
ejecucion de las penas pecuniarias, lo cual ansy guardaréis y cumpliréis 1991.
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1987 Recopilación de Indias, 5.15.69.
1988 Ibidem, nota o.
1989 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 14, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 194.
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De su lado, las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de 1609, en el libro
registro del Consejo de Indias el capítulo 20 de sus Ordenanzas seguía la versión
mayoritaria, pero en el traslado enviado a la Real Audiencia el citado capítulo decía: La
mi Audiencia nombre juez de residencia a las provincias y governadores de ellas, que
están sujetas, y pesquisidores1992, y el mismo texto aparecía en la copia del Archivo del
Arzobispado de Santiago.
2.2. Frente a los oficiales eclesiásticos
Las audiencias indianas no sólo debían procurar hacer justicia a los vasallos frente a
los titulares de oficios reales, sino también frente a los titulares de oficios eclesiásticos,
para evitar los agravios que pudieran cometer contra ellos.
Esta competencia de las audiencias indianas se ejercía básicamente a través de los
recursos de fuerza, de los de nuevos diezmos o protección, y de la retención de bulas, en
cuanto afectaran a algún particular.
2.2.1. Recursos de Fuerza
Queda dicho que el recurso de fuerza era aquel que se interponía para ante la
jurisdicción real siempre que se pretendía que la hacía un juez eclesiástico en alguno de
los modos reconocidos, para que el tribunal real declarara si el juez recurrido la cometía o
no.
La fuerza cometida por el eclesiástico significaba oprimir a un vasallo, a quien el
monarca debía su protección, en razón de lo cual los juristas regalistas sostenía que este
recurso se dirigía, al menos en dos de sus modos, a proteger a los súbditos de los
eventuales abusos y agravios inferidos por los eclesiásticos.
Así el regente de la Real Audiencia de Santiago de Chile don José de Rezaval y Ugarte
escribía en el siglo XVIII que: El conocimiento de este recurso corresponde al rey,
porque a el le toca privativamente libertar de las violencias que los eclesiásticos infieren
a sus vasallos, los reyes han encargado este conocimiento al Consejo y a las Audiencias
en sus respectivos distritos, con declaración de los casos en que privativamente deberá
conocer aquel con inhibición de los demás1993.
En el archivo de la Real Audiencia de Santiago de Chile existen innumerables
expedientes de recursos de fuerza y, sobre la base de ellos se puede señalar que su
tramitación era la siguiente: el recurrente se presentaba en grado de fuerza ante el tribunal
con un escrito encabezado de la titulación de estilo Muy Poderoso Señor (M.P.S.) y
exponía la fuerza que pretendía se le hacía por el eclesiástico recurrido y solicitaba a la
audiencia que librara la real provisión ordinaria eclesiástica para que el notario ante quien
pasaban los autos eclesiásticos los remitiera íntegros y originales al tribunal real y éste
con su vista declarara que el juez recurrido había hecho fuerza. El tribunal en cuerpo
despachaba la real provisión al notario solicitándole, en algunas ocasiones que junto a la
                                                
1992 Ordenanzas de la Real Audiencia de Chile, 1609, cap. 20, (n. 1).
1993 REZAVAL Y UGARTE, José de (n. 1.158).
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remisión del expediente acompañara un informe escrito para tenerlo a la vista al momento
de decidir. Notificada la real provisión y recibidos los autos en la audiencia, el tribunal
decretaba vista al fiscal, y evacuada esta diligencia, de inmediato declaraba si el juez
eclesiástico había cometido fuerza o no, conforme a la real cédula librada en El Pardo el
25 de noviembre de 1620 que precisamente disponía que: En las causas que se llevaren a
las Audiencias por vía de fuerza, solamente declaren si los Jueces Eclesiásticos hacen
fuerza, o no la hacen; y si conforme a derecho les tocare el conocimiento de otra cosa,
sea por proceso aparte1994.
2.2.2. Recurso de Nuevos Diezmos
Este recurso no sólo se dirigía, como queda dicho, a cautelar los intereses de la corona,
sino las más de las veces a proteger a los vasallos indianos de eventuales abusos al
pretender diezmar bienes que no acostumbraban estar afectos a este gravamen o que
estaban exentos de él y, por tal razón el afectado podía ocurrir ante el tribunal real para
que reparara el abuso y que no se innovara en el cobro de diezmos.
El oidor y regente de la Real Audiencia de Santiago de Chile don José de Rezaval y
Ugarte precisamente destacaba que esta facultad de ciertos tribunales reales era una
manifestación de la protección que el rey debía a sus vasallos: Este conocimiento
protectivo y eminente se exerce por medios extraordinarios, que sin alterar la
jurisdicción radical y habitual de los jueces a quienes compete el de las Causas
Decimales, se preserva a los vasallos de qualesquiera novedad y sus consequencias en la
exacción1995, y agregaba que se fundaba: Este recurso en la regalía y protección que el
Rey deve a sus Vasallos1996.
2.2.3. Retención de Bulas
La competencia de las audiencias indianas para recoger las bulas y demás documentos
pontificios que circulaban sin pase, no sólo pretendía hacer guardar el derecho y la
jurisdicción real, sino que en algunas ocasiones se ejercía para asegurar la justicia a los
vasallos, particularmente a aquellos contra quienes se publicaba la bula.
Este aspecto de la competencia de los tribunales reales de las Indias lo destacaba el
regente de la Real Audiencia de Santiago de Chile don José de Rezaval y Ugarte cuando
escribía que: En el recurso de retención de bulas hay dos interesados muchas veces, como
son el Señor Fiscal por el interés público, y aquel a quien perjudicare la bula1997.
2.3. Frente a los propios particulares
Las audiencias indianas debían, igualmente mantener en justicia a los vasallos en sus
relaciones particulares o privadas, mediante el ejercicio de la justicia entre partes, es decir:
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1997 Ibidem.
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Aquella que se debe fazer ordenadamente por seso e por sabiduría en demandando e
defendiendo cada uno en juizio lo que cree sea su derecho1998.
Esta competencia judicial de las audiencias era ejercida en cuerpo de tribunal y
también por vía de comisiones particulares a sus ministros.
2.3.1. En cuerpo de Audiencia
La real audiencia, en cuanto supremo tribunal real en su distrito conocía pro tribunali
de los casos de corte; de las incidencias de hidalguías; de las apelaciones contra las
sentencias de las justicias ordinarias; y de las suplicaciones contra sus propias sentencias.
La competencia primordial de las audiencias en cuanto administrar justicia entre partes
era la que les tocaba para entender en grado de alzada.
2.3.1.1. Casos de corte
Las audiencias indianas, en cuanto tribunales del rey, en el ejercicio de su jurisdicción
contenciosa entre partes debían conocer de los casos de corte, que eran aquellos en los
que debido a su especial gravedad, o a la condición de alguno de los litigantes, se requería
que fueran conocidos por el tribunal real y no por las justicias ordinarias.
Sobre esta materia el oidor de la Real Audiencia de Panamá don Francisco Carrasco
del Saz (15 ?-1625) escribió una obra que es la más completa sobre el tema, titulada
Tractatus de casibus curiae1999.
En Castilla los casos de corte tenían una antigua data, pues ya habían comenzado a
determinarse en las Cortes de Zamora de 12742000, y por la misma época aparecían
señalados en las Siete Partidas2001, más tarde se les regulaba en la Nueva Recopilación de
1567, y finalmente en la Novísima2002.
Conforme a las Partidas eran casos de corte en atención a la gravedad de la materia los
que versaban sobre muerte segura, mujer forzada, tregua quebrantada, casa quemada,
traición aleve, rapto, y falsificación de moneda2003.
En razón de la persona contra quien se litigaba eran casos de corte aquellos en los
cuales se tenía como contraparte a algún poderoso, como un gobernador, un oidor, un
corregidor, etc.
Igualmente eran casos de corte aquellos en los que litigaban personas a las que el ius
commune tenía por miserabiles, o menesterosas, tales como los huérfanos de padre y
                                                
1998 Siete Partidas, 3.pr.
1999 CARRASCO DEL SAZ, Francisco, Tractatus de casibus curiae...Opus tam in praxi, quam in
theorica versantibus, Matriti, 1630.
2000 IGLESIA FERREIRÓS, Aquilino, “Las Cortes de Zamora de 1274 y los casos de Corte”, en
AHDE. XLI, Madrid, 1971, pp. 945-971.
2001 Siete Partidas, 3.3.5; 3.4.18-21; 3.18.41.
2002 Novísima Recopilación de Leyes de España, 2.3.1-5; 2.4.9-11.
2003 Siete Partidas, 3.3.5.
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madre menores de veinticinco años, las viudas honestas y recogidas, y las mujeres
casadas con marido inútil, materia esta que fue magistralmente tratada por el oidor
indiano don Gabriel Álvarez de Velasco (15 ?-1658) en su Tractatus de privilegiis
pauperum, et miserabilium personae2004.
Especial interés revestían en Indias los casos de corte en razón de la condición de
miserable, pues a los indígenas se les asimiló a dicho status como una medida de
protección, y así lo defendían autores como Solórzano y Pereyra2005, y fray Gaspar de
Villarroel2006.
Los casos de corte constituían una eficaz medida de protección dispensada a los
vasallos que debían litigar contra poderosos, al substraer del conocimiento de las justicias
ordinarias dichos asuntos y entregárselo al tribunal real, y asimismo aseguraban al
monarca y a la república que aquellos crímenes que por su naturaleza aparecían como
extremadamente graves y reprobables fueran castigados de la manera más ajustada al
rigor que el derecho exigía, para asegurar el más exacto ejercicio de la justicia, y
conservar la quietud de la república.
La competencia para conocer casos de corte se había dado en 1511 al Juzgado y
Audiencia de La Española, al ordenarse que: Los dichos mis Juezes puedan conoscer e
conoscan de todos los pleytos, asy ceviles como criminales, que son o fueren sobre casos
de Corte, por primera ynstancia2007, y más tarde la reiteraron las Ordenanzas antiguas de
1528 al prescribir que el presidente y oidores: Ayan de conoscer, y conoscan en primera
ynstancia de todos los pleitos y causas, asy ceviles como criminales, dentro de las cinco
leguas y en todos los casos de Corte, que segund leyes de nuestros Reynos e hordenanças
de nuestras Audiencias los Oydores y Alcaldes de ellas pueden y deven conoscer, y no
mas2008, y con nueva redacción pasó a las Ordenanzas de 1563 que decían: Y no puedan
en primera ynstancia conocer de la causa alguna sy no fuere en casos de corte o en las
causas criminales que subcedieren en la ciudad, villa o villas donde residieren con cinco
leguas alrrededor2009, de donde fue recogido en el capítulo 10 de las de Filipinas de 1596
y en el 8 de las de Santiago de Chile de 1609, para finalmente recopilarse en 1680 junto a
una real cédula del 18 de diciembre de 1552 y a otra del 1 de diciembre de 1572 en la
siguiente redacción: Nuestras Reales Audiencias no hagan, ni admitan más casos de corte
                                                
2004 ÁLVAREZ DE VELASCO, Gabriel, Tractatus de privilegiis pauperum, et miserabilium personae,
Matriti, 1630.
2005 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 2.28.3.
2006 VILLARROEL, Gaspar de, (n. 409), II.XIV.3.26-27.
2007 Ordenanzas del Juzgado y Audiencia de La Española, 1511, cap. 5, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 66.
2008 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 5, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 83.
2009 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 2, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 191.
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en los negocios y pleytos que se ofrecieren, de los que por Leyes destos Reynos de
Castilla y Ordenanzas se dispone y ordena2010.
De conformidad con una real cédula fechada en Balsain el 28 de octubre de 1598,
luego recopilada, se ordenaba que los casos de corte fueran vistos en la misma audiencia
en grado de revista, de la misma manera en que eran conocidos los demás asuntos, sin
ninguna diferencia y sin que fuera necesario que el oidor más antiguo se hallare
presente2011.
Un caso de corte que expresamente se entregaba al conocimiento de las audiencias
indianas era el de los delitos de falsificación de moneda, ya tenidos por tales en las
Partidas2012, y al efecto las Ordenanzas nuevas de audiencias de 1563 decían: Ordenamos
que el nuestro Presidente e oydores y las otras justicias ordinarias de las dichas nuestras
Yndias, a donde huviere casa de moneda, puedan conocer de qualquier delito de falsedad
de moneda que se cometiere por los monederos, aunque sea cometido dentro de la casa
de la moneda, y adbocar a si la causa aunque los alcaldes de la dicha casa ayan
prevenido y començado a conocer della2013, capítulo que fue reiterado en el número 30 de
las de Filipinas de 1596 y en el 28 de las de Santiago de Chile de 1609.
Por real cédula fechada el 19 de noviembre de 1773, dirigida a la Real Audiencia de
Santiago, se reiteró esta competencia del tribunal, pues: En ella se declara que la
Audiencia debe conocer de los monederos falsos, contra la competencia promovida por el
oydor Dn. Pedro Tagle, Superintendente de las Reales Caxas de Potosi2014.
Del examen de los expedientes custodiados en el Archivo de la Real Audiencia de
Santiago de Chile se puede concluir que fue muy frecuente la concesión de corte en la
mayoría de los supuestos previstos por la legislación castellana, v.gr. en 1736 por ser las
demandantes huérfanas y menores de 25 años, como hacían valer doña María Josefa y
Gertudris Barros al entablar una querella posesoria de despojo de aguas2015; en 1772 por
ser viuda honesta doña María Josefa lea Plaza al entablar una querella posesoria contra el
teniente Antonio Gómez2016; en 1720 por la misma calidad doña María Fuica Ladrón de
Zegarra para obtener declaración de una servidumbre de agua 2017; en 1779 solicitaba el
caso de corte el canónigo don Joaquín Pareto al demandar de obra nueva al corregidor
don Luis Manuel de Zañartu, como persona poderosa2018; y en 1691 lo pedía dona Isabel
                                                
2010 Recopilación de Indias, 2.15.72.
2011 Recopilación de Indias, 2.15.73.
2012 Siete Partidas, 3.3.5.
2013 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 22, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 196.
2014 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas cedulas de esta Real Audiencia, desde 1658 hasta 1778,
RC. 19-XI-1773, fs. 31 vta.
2015 ANRACH. 2.260, pza. 2.
2016 ANRACH. 2.260, pza. 4.
2017 ANRACH. 2.180, pza. 1.
2018 ANRACH. 2.801, pza. 5.
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Díaz de Contreras al demandar por una servidumbre al alcalde ordinario de Concepción
don Juan Llorente, como persona poderosa2019.
El caso de corte lo conocía la audiencia en cuerpo, y el que pretendía tal calidad de su
pleito debía solicitar la declaración en su mismo escrito de demanda o de contestación, y
el tribunal resolvía de plano mediante un decreto breve y sin fundamento, que se limitaba
a señalar: Declárase por notorio el caso de corte2020, o declárase pertenecerle el caso de
corte, tras lo cual la audiencia continuaba con la tramitación ordinaria del pleito.
En algunas ocasiones la audiencia antes de declarar el caso de corte solicitaba el
dictamen del fiscal, y sólo a ella le tocaba realizar dicha declaración, de tal manera que
era inoficioso pedirlo ante la justicia ordinaria, tal como se declaró en 1816 por el
subdelegado de San Fernando cuando el regidor don Pedro Nolasco de Guzmán solicitó
que declarara que le tocaba caso de corte por litigar contra el cura vicario don Diego
Antonio de Elizondo, petición respecto de la cual el asesor letrado del subdelegado opinó
que debía rechazarse porque: La declaratoria sobre caso de corte es un asunto privativo
del Superior Tribunal de la Real Audiencia, que lo niega o acepta con audiencia del
ministerio fiscal2021, parecer que el subdelegado mandó tener por sentencia.
2.3.1.2. Incidencias de hidalguía
Un capítulo de las Ordenanzas nuevas de 1563 mandaba a las audiencias que
guardaran las ejecutorias o privilegios de hidalguía a quienes las tuvieran, pero les
impedía entender en los casos en que alguien pretendiere serlo, pues ellos debían
remitirlos a las audiencias y chancillerías de los reinos de España: Que la nuestra
Audiencia guarde a los que tuvieren executorias o previllegios de hidalguias las tales
executorias y previllegios, y los demas que pretendieren ser hijos dalgo no conozcan
dello y lo remitan a las Audiencias destos reynos donde se deviere conocer2022,
disposición que literalmente se recogió en el capítulo 25 de las Ordenanzas de la Real
Audiencia de Santiago.
Así pues, las audiencias de Ultramar no podían conocer como negocio principal de las
causas de hidalguía, pero sí podían hacerlo por vía de incidencia, tal como lo explicaba
Solórzano y Pereyra: Aunque las Audiencias de las Indias no pueden conocer
principalmente de estas causas de hidalguía, bien lo pueden hacer por vía de incidencia,
para efectos de soltar de la cárcel a alguno que está preso por deudas civiles y alega ser
noble, o aunque lo esté por causa criminal, cuando alega la misma excepción, para que
no le pongan a questión de tormento, como expresamente se dispone en una cédula dada
en Toledo el 18 de abril de 1639 donde se inserta y se manda guardar a la letra una ley
de la Nueva Recopilación de Castilla, que trata de estos puntos2023.
                                                
2019 ANRACH. 2.522, pza. 1.
2020 ANRACH. 755, pza. 3.
2021 ANRACH. 2.516, pza. 1.
2022 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 19, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 195.
2023 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 3.5.61.
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La declaración que realizaba la audiencia en cuanto a la hidalguía conocida por vía de
incidencia sólo aprovecharía al beneficiado con ella respecto de la incidencia, y en ningún
caso engendraría perjuicio a la causa principal de hidalguía y nobleza, sin que pudiera ser
alegada por acto positivo para la obtención de hábitos u otras pretensiones, como
recordaba Solórzano y Pereyra, conforme a una de las recopiladas de Castilla que
disponía que: Quando se deduxere hidalguía por incidencia, para salir uno de la cárcel, o
a otros fines semexantes, declaramos que la probanza, y autos que sobre ella hicieren, no
se puedan presentar, ni alegar, ni tener por acto positivo para la hidalguía en lo
principal2024.
Finalmente, Solórzano y Pereyra, fundándose en las doctrinas consignadas por Arce y
Otalora en su De nobilitate, sostenía que las audiencias también podían conocer de
aquellos casos en los que alguien, a título de noble pretendía asiento en los estrados del
tribunal, aunque exigía que no sólo se probara la hidalguía, sino que además se
acompañara: El lustre, crédito y honesta ocupación de la persona; porque hay muchos en
las Indias, que aunque sean hidalgos, no andan, proceden ni se tratan como tales, y
entendiendo a juntar dinero se aplican a grangerías y ocupaciones menos honestas2025.
2.3.1.3. Alzadas ordinarias civiles
La competencia de justicia entre partes de las audiencias de Indias era básicamente de
segunda instancia, y en su ejercicio le tocaba al real tribunal entender en los negocios que
por vía de apelación de las justicias ordinarias llegaban hasta él.
La competencia de alzada de las audiencias de Ultramar sufrió algunas variaciones en
el curso del tiempo, especialmente en lo tocante a la cuantía de las sentencias que eran
apelables, y a los recursos que procedían contra las sentencias que en este grado de vista
dictaba la audiencia.
El capítulo 7 de las Ordenanzas del Juzgado y Audiencia de la Española en 1511
disponía que dichos jueces: Puedan conocer e conoscan en el dicho grado de apelación
de todas las cabsas ceviles que ante ellos vinieren de qualesquier juezes e justicias de las
dichas Yndias2026.
Si la sentencia dictada por los jueces conociendo de la apelación era confirmatoria de
la sentencia recurrida, se la tendría por sentencia de revista y no cabría recurso alguno en
su contra, y si revocaba la sentencia recurrida, se la consideraría como sentencia de vista
y, por lo tanto, cabría suplicación para ante los mismos jueces, quienes debería resolver en
grado de revista2027.
Si las sentencias dictadas en grado de revista recaían en pleitos de una cuantía superior
a cien mil maravedíes se permitía recurrir al Consejo Real de Castilla: Que la parte que se
                                                
2024 Idem, 3.5.62.
2025 Idem, 3.5.63.
2026 Ordenanzas del Juzgado y Audiencia de La Española, 1511, cap. 7, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 67.
2027 Ibidem.
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syntiere agraviada pueda apelar, sy quisiere, para ante los del Consejo Real de estos
Reynos de Castilla, e no para ante otro jues alguno2028.
Las Ordenanzas antiguas de 1528 introdujeron sólo algunas innovaciones respecto de
los recursos que eran posibles frente a las sentencias dictadas por la audiencia, pues
respecto de las que dictaba en grado de vista recaídas en pleitos de cuantía inferior a 600
pesos de oro, la parte agraviada podía suplicar ante la misma audiencia o apelar para ante
el Consejo de Indias, apelación que sólo se concedía mere devolutive, y si la causa era de
cuantía superior a los dichos 600 pesos oro, no cabía suplicación ante la misma audiencia,
ya que únicamente la parte agraviada podía apelar para ante el Consejo de Indias2029.
Este régimen de recursos sufrió una nueva alteración en la versión de 1530 de las
Ordenanzas antiguas, pues allí se fijó la cuantía en 1.500 pesos oro, y respecto de las
sentencias dictadas por la audiencia en pleitos de cuantía inferior a dicha suma sólo se
podía suplicar ante la misma audiencia, eliminándose la antigua posibilidad de apelar para
ante el Consejo, y respecto de las recaídas en pleitos superiores a los dichos 1.500 pesos
podían las partes agraviadas apelar para ante el Consejo de Indias2030.
Finalmente, las Ordenanzas nuevas de 1563 volvieron a modificar este régimen al
prescribir que: En las causas ceviles las sentencias que en grado de vista y revista se
dieren por los dichos nuestros Presidente e Oydores, sean executadas sin que aya mas
grado de apelacion ni suplicacion ni otro recurso alguno excepto quando las causas
fueren de tanto valor y quantia que aya lugar segunda suplicacion para ante nuestra
persona real, conforme a lo provehido y mandado por nuestras leyes y ordenanças, que
en tal caso queremos que se pueda suplicar2031.
Fue este el mismo sistema recogido en las Ordenanzas de Filipinas de 1596 y en
consecuencia en las de Santiago de Chile de 1609.
2.3.1.4. Alzadas ordinarias criminales
El capítulo 6 de las Ordenanzas del Juzgado y Audiencia de la Española en 1511
disponía que dichos jueces: Puedan conoscer en grado de apelación de todas las cabsas
criminales de las dichas Yndias, e determinar en ellas en el dicho grado de apelación lo
que fuere justicia2032, y las sentencias que dictaban podían ser apeladas y suplicadas ante
ellos mismos, pero sus sentencias dictadas en grado de revista debían guardarse y
                                                
2028 Ibidem.
2029 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 4, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 82.
2030 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1530, cap. 4, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 81.
2031 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 5, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 192.
2032 Ordenanzas del Juzgado y Audiencia de La Española, 1511, cap. 6, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 66.
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ejecutarse: Syn enbargo de qualquier otra apelación o suplicación que de ello se
ynterponga2033.
El capítulo 5 de las Ordenanzas de 1528 modificó el régimen de los recursos contra las
sentencias dictadas por la audiencia en las causas criminales, pues prescribió que: Las
sentencias dadas por nuestros Presidente e Oydores en las causas criminales, no se
pueda apelar para ante los del nuestro Consejo de las Indias, salvo suplicar ante ellos
mismos2034, y la versión de las Ordenanzas antiguas de 1530 permitió apelar de ciertas
sentencias criminales de la audiencia para ante el Consejo de Indias: Que de las
sentencias que se dieren por los dichos nuestro Presidente e Oydores en las causas
criminales en casos de muerte, absolutoria o condenatoria, aya lugar a apelacion para el
dicho nuestro Consejo de las Yndias, y ansi mismo sea si fuere la sentencia de
condenacion o confiscación de bienes, de los dichos mill y quinientos pesos de oro
arriba; y en todas las otras sentencias de causas cryminales, absolutorias o
condenatorias se pueda suplicar ante ellos, y no apelar2035.
Finalmente las Ordenanzas nuevas de 1563 acabaron con toda posibilidad de acudir al
Consejo de Indias contras las sentencias dictadas por las audiencias al prescribir que:
Todas las causas criminales que pendieren y ocurrieren a la dicha nuestra Audiencia, de
qualquier calidad e ynportancia que sean de todo su distrito, se conozcan dellas y
sentencien y determinen en vista y grado de resulta en la dicha nuestra Audiencia; y la
sentencia que asi se diere sea executada sin que aya mas grado de apelacion ni
suplicacion ni otro remedio ni recurso alguno2036.
Fue este el mismo sistema recogido en las Ordenanzas de Filipinas de 1596 y en
consecuencia en las de Santiago de Chile de 1609.
2.3.1.5. Suplicación
La suplicación de las sentencias no constituía un verdadero recurso, sino una gracia
real, en cuanto la propia audiencia revisaba las sentencias que ella misma había dictado en
grado de vista, en razón de ser un tribunal del rey que representaba a la real persona.
Esta competencia por vía de suplicación experimentó diversas alteraciones en las
distintas ordenanzas de audiencias.
Las Ordenanzas del Juzgado y Audiencia de La Española de 1511, permitían la
suplicación en aquellos casos en que la sentencia civil de la audiencia era revocatoria de
la de primera instancia, y respecto de todas las sentencias criminales dictadas en grado de
                                                
2033 Ibidem.
2034 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, cap. 5, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 82.
2035 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1530, cap. 5, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 82.
2036 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, caps. 5 y 20, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), pp. 192 y 195.
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vista2037, y las Ordenanzas antiguas de 1528 admitían la suplicación de las sentencias
civiles dictadas en pleitos de cuantía inferior a 600 pesos oro, y de todas las sentencias
criminales2038, y las Ordenanzas en su versión de 1530 sólo innovaron al elevar la cuantía
a 1.500 pesos oro2039.
Las Ordenanzas nuevas de 1563 mantuvieron el sistema de las antiguas al prescribir
que eran suplicables ante la propia audiencia todas sus sentencias civiles recaídas en
pleitos de cuantía inferior a 200 pesos, y todas sus sentencias criminales2040, sistema que
se conservó en las Ordenanzas de Filipinas de 1596 y en las de Santiago de Chile de
1609.
Por real cédula fechada en Madrid el 20 de octubre de 1627 se ordenó al presidente y
oidores de la Real Audiencia de Chile que en los pleitos que hubiere en el tribunal en
segunda suplicación, se hiciera notificar a las partes para que acudieran al Consejo de
Indias a seguir sus instancias, y que la propia audiencia remitiera sin dilación los
pleitos2041.
2.3.2. Por vía de comisión
Las audiencias de Ultramar ejercían diversas competencias judiciales de carácter
especial por vía de comisión a algunos de sus ministros, a quienes se encargaba el
despacho de determinados juzgados, o el servicio de determinadas asesorías.
2.3.2.1. Juzgado Mayor de Provincia
Una real cédula de Felipe II fechada en Aranjuez el 8 de abril de 1565, luego
recopilada, ordenó a los oidores de aquellas audiencias indianas en las cuales no había
alcaldes del crimen que: Hagan Audiencia de Provincia los martes, jueves y sábados de
cada semana por las tardes, en las plazas de las ciudades donde residiere la Audiencia, y
conozcan de todos los pleytos civiles, que ante ellos vinieren de dentro de las cinco
leguas; y cada uno haga la Audiencia por su turno tres meses al año2042, y otra real
cédula despachada el 19 de diciembre de 1568 mandó a los alcaldes del crimen de Méjico
y Lima que hicieran audiencia de provincia de igual manera que la hacían los oidores en
las restantes audiencias indianas2043.
                                                
2037 Ordenanzas del Juzgado y Audiencia de La Española, 1511, caps. 6 y 7, en SÁNCHEZ-
ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), pp. 66-67.
2038 Ordenanzas de la Real Audiencia de Santo Domingo, 1528, caps. 4 y 5, en SÁNCHEZ-
ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), pp. 81-82.
2039 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1530, caps. 4 y 5, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), pp. 81-82.
2040 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 20, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 195.
2041 AGI. Chile, 166, RC. Madrid, 20-X-1627, fs. 414r.
2042 Recopilación de Indias, 2.19.1.
2043 Recopilación de Indias, 2.19.2.
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Así pues, en las audiencias en las cuales no había alcaldes del crimen los oidores por
turno trimestral debían servir el Juzgado de Provincia, para conocer en primera instancia
de todos los pleitos civiles procedentes de la ciudad sede del tribunal y sus cinco leguas, y
en las audiencias virreinales de Méjico y Lima, los oidores por turno servían esta misma
comisión pero no sólo de los pleitos civiles, sino también de los criminales, tal como
mandaba una de las recopiladas: Los Alcaldes conozcan en primera instancia de todas las
causas civiles y criminales que se ofrecieren dentro de las cinco leguas y hagan
Audiencia de Provincia a las partes en las plazas de dichas ciudades2044.
La sentencia dictada por el Juez de Provincia era apelable ante la audiencia, sin que
pudiera votar el oidor que había dictado la sentencia recurrida2045, pero también el Juez de
Provincia tenía competencia para entender por vía de apelación de las sentencias de las
justicias ordinarias en forma preventiva con la audiencia, tal como decía una de las
municipales: En los pleitos civiles de la justicia ordinaria puedan las partes apelar para
las Audiencias o para los Jueces de Provincia, conforme fuere la voluntad del
apelante2046.
El Juzgado de Provincia funcionó en la Real Audiencia de Santiago de Chile, aunque
con una serie de inconvenientes, pues en algunas épocas pareciera que los oidores no
sirvieron este juzgado.
En 1619, debido a la falta de ministros, fue nombrado para el servicio de esta comisión
el abogado don Francisco Pastene, como comunicaba en carta del 2 de marzo de dicho
año el fiscal Machado: Para los negocios que se ofrecen en los juzgados de Provincia y
de Difuntos hemos nombrado por juez dellos a otro abogado desta Audiencia que es el
licenciado Francisco Pastene, persona de muchas partes y letras2047.
Pocos años después, por real cédula librada en Madrid el 3 de septiembre de 1624 se
mandó al presidente y oidores que hicieran la audiencia de provincia en la plaza y no en
sus casas:
Por parte de la ciudad de Santiago de esas provincias me ha sido hecha
relación que estando dispuesto por las Ordenanzas de esa Audiencia que la de
Provincia se haga debajo de los portales de mis Casas Reales, no se guarda, y la
hacen los oidores en su casa, de que resulta mucho perjuicio a los negociantes...y
visto por los de mi Consejo de las Indias, he tenido por bien de mandar dar esta
mi cédula, por la cual os mando deis orden para que la dicha Audiencia de
Provincia se haga en la plaza y no en las casas de los dichos oidores...2048.
A principios del siglo XVIII, por real cédula librada en El Pardo el 30 de septiembre de
1714 se ordenó que: Los oidores de la Audiencia de Chile ronden, traigan vara alta de
                                                
2044 Recopilación de Indias, 2.17.1.
2045 Recopilación de Indias, 2.19.1.
2046 Recopilación de Indias, 5.2.16.
2047 MM. 120, Carta del fiscal Hernando Machado al rey, Santiago, 2-III-1619, fs. 203.
2048 AGI. Chile, 166, Registro de oficio para la Audiencia de Chile , (1615-1643), libro II, RC. Madrid,
3-IX-1624, fs. 383r.
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justicia como Alcaldes del Crimen y hagan en parte pública el Juzgado de Provincia, por
quexa que se dio de que nada de esto hacían2049.
Cuando las reformas de Carlos III, los fiscales Blanco Cicerón y Zerdán de Landa y
Simón Pontero al poco tiempo de haber tomado posesión de sus plazas advirtieron la
existencia de una serie de prácticas de la audiencia que eran contrarias a derecho, además
de haber notado algunas omisiones en el cumplimiento de ciertos deberes en los que
habían incurrido los oidores, y para obtener su reformación dirigieron al tribunal, el 16 de
mayo de 1777, una representación en que hacían presentes: Varias corruptelas, y abusos
dignos de reforma y de remedio2050, entre las que se hallaban desarreglos los turnos del
Juzgado Mayor de Provincia y de Bienes de Difuntos, pues censuraban los fiscales el
hecho de no guardarse el turno que estaba mandado para el servicio de este juzgado, y al
efecto señalaban los fiscales que: Estan en la inteligencia que el Juzgado de Provincia
turna entre los SS. Ministros por tiempo de cuatro meses y por un año el de Bienes de
Difuntos. En las leyes tit. 19 y tit. 32. lib. 3 de las recopiladas se establece que las sirvan
por turno el primero cada tres meses y de dos en dos años el segundo, con que mientras
no se manifieste su derogacion no hay merito para que dejen2051.
Los oidores recriminados por los fiscales hicieron presente al monarca lo siguiente:
Reparan que vuestros Ministros no turnan en los Juzgados de Provincia y de Bienes de
Difuntos en los tiempos prescriptos por vuestras Leyes Reales. Por el testimonio
legalizado de que comprenderian si se huviesen mejor informado que la practica ha sido
asistir cada Ministro al primer Juzgado cuatro meses y al segundo por dos años. Y que si
en algunas ocasiones no han completado estos terminos ha dependido de que hallandose
alguno de vuestros Oydores en su puntual ejercicio ha sido nombrado para que
acompañe a vuestros Presidentes a la Frontera del Reyno, sublevada por la invacion de
los indios2052.
2.3.2.2. Juzgado de Bienes de Difuntos
Por real cédula fechada en El Pardo el 18 de febrero de 1609, dirigida al presidente de
la audiencia don Alonso García Ramón, se decía:
He sido informado que en las causas y negocios de bienes de difuntos hay
gran colusión, descuido y negligencia, porque la persona que se nombra para
defensor de ellos no lo hace como debe, ni esto se remedia, porque como el juez
de los dichos bienes, que es uno de los oidores de la Audiencia con otras
ocupaciones de su oficio no puede estar tan atento a los términos y diligencias
que se pueden hacer...y que así conviene que los fiscales de mis Audiencias
hagan el oficio de defensor de los dichos bienes, y porque quiero saber de vos lo
que hay y pasa acerca desto en ese distrito, y si convendrá que los fiscales de las
                                                
2049 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas cédulas de esta Real Audiencia desde 1648 hasta 1778,
RC. El Pardo, 30-IX-1714, fs. 81.
2050 MM. 196, doc. 4.716, Representación de los fiscales a la Real Audiencia, Santiago, 16-V-1777,
fs. 290-297.
2051 MM. 196, doc. 4.716, Representación de los fiscales a la Real Audiencia, Santiago, 16-V-1777,
fs. 292.
2052 MM. 196, doc. 4.711, Informe de la Real Audiencia sobre las prácticas representadas por los
Fiscales, Santiago, 28-V-1777, fs. 263.
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dichas mis Audiencias acudan a la defensa de las causas de los dichos bienes de
difuntos, y si con esto se podrán excusar los defensores de ellos, o convendrá que
también los haya...Os mando que me mandéis razón particular sobre todo con
vuestro parecer2053.
En los primeros años de funcionamiento de la audiencia hubo una serie de
inconvenientes para el despacho de este Juzgado debido a la escasez de ministros, así en
1618 sirvió esta comisión el oidor don Juan Caxal, y al siguiente debió nombrarse al
abogado don Francisco Pastene, como comunicaba en carta del 2 de marzo de dicho año
el fiscal Machado: Para los negocios que se ofrecen en los juzgados de Provincia y de
Difuntos hemos nombrado por juez dellos a otro abogado desta Audiencia que es el
licenciado Francisco Pastene, persona de muchas partes y letras2054.
Por real cédula librada el 15 de abril de 1626 se ordenó: Que los Oydores nombrados
anualmente por Jueces de Bienes de Difuntos lo sean de ahora en adelante por dos
años2055.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile no se cumplía este turno bianual, pues los
oidores solían servir por muchos años el Juzgado de Bienes de Difuntos, así consta que lo
sirvió hasta 1667 el oidor don Gaspar de la Cuba y Arce; a quien reemplazó ese año el
fiscal interino don Juan de la Cerda Contreras; y entre 1700 y 1708 despachó en él el
oidor don Diego de Zúñiga y Tovar; a quien substituyó don Álvaro Bernardo de Quiroz
entre 1708 y 1711; y a éste don Juan del Corral Calvo de la Torre entre 1711 y 1712; y a
su vez le reemplazó don Ignacio Antonio del Castillo el año 17122056; substituido desde el
7 de noviembre de dicho año por don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera, quien el 10
de marzo de 1714 solicitó al presidente don Juan Andrés de Ustáriz que le relevara de
dicha comisión por sus ocupaciones y achaques, pero el presidente por decreto fechado
dos días después declaró: No ha lugar al desistimiento que propone el Sr. Dr. Dn.
Francisco Sanchez de la Barreda y Vera y continue con la comision de Juez Mayor de
Vienes de Difuntos2057, en cuya conformidad permanecía en el desempeño de este encargo
en noviembre de 1724, aunque el año 1722 había sido suplido por su colega don Juan
Próspero de Solís Vango, mientras duraba su ausencia en la ciudad de Concepción2058.
El 8 de noviembre de 1724 el fiscal don Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo hizo
presente al gobernador don Gabriel Cano de Aponte que en la Real Audiencia de Santiago
de Chile no se cumplía el turno de dos años entre los oidores para el servicio de este
juzgado, y porque el ministro que servía dicha comisión llevaba más de doce años en su
desempeño solicitaba que procediera a nombrar a otro oidor para esta ocupación:
                                                
2053 ANRACH. 3.136, RC. El Pardo, 18-II-1609, fs. 112vta-113.
2054 MM. 120, Carta del fiscal Hernando Machado al rey, Santiago, 2-III-1619, fs. 203.
2055 ANRACH. 3.136, RC. 15-IV-1626, fs. 213vta.-214.
2056 ANCG. 117, El fiscal de S.M. sobre que se cumpla el turno en la provision del Juzgado de Bienes
de Difuntos, Certificación de los Oficiales Reales, Santiago, 15-XI-1724, fs. 340.
2057 Idem, Decreto del presidente, Santiago, 12-III-1714, fs. 341 vta.
2058 ANCG. 117, El fiscal de S.M. sobre que se cumpla el turno en la provision del Juzgado de Bienes
de Difuntos, Certificación de los Oficiales Reales, Santiago, 15-XI-1724, fs. 340.
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Por varias Reales Zedulas y Ordenanzas se halla establecida la alternativa del
Juzgado de Bienes de Difuntos entre los Señores Ministros de las Reales
Audiencias de Indias y principalmente en el tit. 32, lib. 3 de las recopiladas de
Indias esta dispuesto que el termino del ejercicio en dicho Juzgado de qualquiera
de los referidos Señores Oydores nombrados por Vuestra Excelencia sea el de
dos años, los quales pasados sin tener arbitrio ni facultad por dicha ley ni por
otra alguna en la prorroga o continuacion en dicho Juzgado, haya V.E. de
nombrar otro de los referidos Señores Ministros y Juez del mencionado Juzgado,
porque a noticia del Fiscal es llegado que el Sr. Dr. Dn. Francisco Sanchez de la
Barreda y Vera, del Consejo de Su Magestad, su Oydor y Alcalde de Corte de
esta Real Audiencia se halla en el exercicio y actuacion de los negocios de bienes
de difuntos por Juez general que es de ellos desde veynte del mes de abril de
17142059.
El presidente Cano y Aponte, tras pedir que los oficiales reales certificaran el tiempo
por el cual había sido costumbre que los oidores sirvieran esta comisión, no condescendió
a lo pedido por el fiscal y el 15 de noviembre de 1724 ratificó en dicho Juzgado al oidor
Sánchez de la Barreda y Vera:
Dijo que en atencion a que por la certificacion de los Oficiales Reales parece
haverse practicado sin interrupcion alguna que los Señores Ministros de esta
Audiencia han servido el cargo de Jueces de Vienes de Difuntos sin limitacion de
tiempo, ejerciendo unos dicha Judicatura por tiempo de siete años y otros seis,
segun individualmente se ha reconocido por dicha certificacion y que el Sr. Dr.
Dn. Francisco Sanchez dela Barreda y Vera desde que fue nombrado por Juez de
dicho Juzgado ha cumplido exactamente con la obligacion de su cargo, devia de
mandar y mandava en el interin que se dava quenta a Su Magestad con
testimonio de estos autos para que determine sobre la materia lo que pareciere
conveniente, negar a lo pedido por el Sr. Fiscal en orden a que dicho Sr. Dr. Dn.
Francisco Sanchez de la Barreda y Vera cese en la actuacion de los negocios que
ocurren a dicho Juzgado2060.
No contento el fiscal apeló de dicho decreto ante la audiencia, y el presidente le
concedió el recurso el 22 de noviembre de 1724, pero el tribunal declaró que no procedía
por tratarse de un negocio meramente gubernativo: Dijeron no haver lugar a la Apelacion
interpuesta por el dicho Sr. Fiscal por ser esta materia mere Gubernative, en cuya
conformidad no toca ni pertenece a esta Real Audiencia su conocimiento2061.
Algunos años después, en 1777, los fiscales don Lorenzo Blanco Cicerón y don
Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero advirtieron la existencia de: Varias
corruptelas, y abusos dignos de reforma y de remedio2062, entre las que se hallaba el
desarreglo en el turno del Juzgado de Bienes de Difuntos: Estan en la inteligencia que el
Juzgado de Provincia turna entre los SS. Ministros por tiempo de cuatro meses y por un
año el de Bienes de Difuntos. En las leyes tit. 19 y tit. 32. lib. 3 de las recopiladas se
establece que las sirvan por turno el primero cada tres meses y de dos en dos años el
                                                
2059 ANCG. 117, El fiscal de S.M. sobre que se cumpla el turno en la provision del Juzgado de Bienes
de Difuntos, Santiago, 8-XI-1724, fs. 338-338 vta.
2060 Idem, Decreto del presidente, Santiago, 15-XI-1724, fs. 339-339 vta.
2061 Idem, Auto de la audiencia, Santiago, 23-XI-1724, fs. 346-346 vta.
2062 MM. 196, doc. 4.716, Representación de los fiscales a la Real Audiencia, Santiago, 16-V-1777,
fs. 290-297.
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segundo, con que mientras no se manifieste su derogacion no hay merito para que
dejen2063.
Los oidores recriminados por los fiscales hicieron presente al monarca lo siguiente:
Reparan que vuestros Ministros no turnan en los Juzgados de Provincia y de Bienes de
Difuntos en los tiempos prescriptos por vuestras Leyes Reales. Por el testimonio
legalizado de que comprenderian si se huviesen mejor informado que la practica ha sido
asistir cada Ministro al primer Juzgado cuatro meses y al segundo por dos años. Y que si
en algunas ocasiones no han completado estos terminos ha dependido de que hallandose
alguno de vuestros Oydores en su puntual ejercicio ha sido nombrado para que
acompañe a vuestros Presidentes a la Frontera del Reyno, sublevada por la invacion de
los indios2064.
Nada parece que varió, pues entre 1778 y 1788 desempeñó este encargo el oidor don
Luis de Urriola y Echeverz; y en 1782 entró a él don Juan de Balmazeda Zenzano y
Beltrán; y en 1787 don Juan Rodríguez Ballesteros; y en 1795 don José de Santiago
Concha.
2.3.2.3. Juzgado de Alzadas de Comercio
Solórzano y Pereyra escribía en su Política que un oidor: Suele conocer de las
apelaciones del Consulado de los Mercaderes, que llaman alzadas2065, comisión que se
hallaba regulada en una ley recopilada2066.
En el reino de Chile la competencia en las causas mercantiles tocaba al Tribunal del
Consulado de Lima, situación que cambió en 1708 cuando fue nombrado un Diputado de
dicho Tribunal en Santiago, pero sólo con facultades de instructor y componedor en los
pleitos, sin que pudiera fallarlos.
El virrey del Perú, marqués de Villagarcía, atendiendo las instancias de los mercaderes
chilenos, escribió al monarca el 13 de abril de 1737 para que se estableciera un Diputado
de Comercio en Santiago que conociera de las causas tocantes a dicho ramo sin que las
apelaciones fueran al Consulado de Lima, y sobre consulta del Consejo fechada el 24 de
mayo de 1752, el rey decidió que se mantuviera la Diputación de Comercio en Chile:
Subsistiendo la subordinacion al Consulado de Lima, en lo Gubernativo y Providencial; y
que respecto de ser el nombre y concepto de tal Diputado inadaptable a una persona en
cuia eleccion no ha de tener parte el Consulado de Lima, sino solo el Comercio de Chile
sea y se entienda el que por este nombrare con el titulo de Consul, y todo con la calidad
                                                
2063 MM. 196, doc. 4.716, Representación de los fiscales a la Real Audiencia, Santiago, 16-V-1777,
fs. 292.
2064 MM. 196, doc. 4.711, Informe de la Real Audiencia sobre las prácticas representadas por los
Fiscales, Santiago, 28-V-1777, fs. 263.
2065 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 3.5.52.
2066 Recopilación de Indias, 9.46.37.
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de por ahora2067, pero además ordenaba crear un Juzgado de Alzadas servido por un oidor
para conocer de las apelaciones de las sentencias dictadas por dicho cónsul:
Que para las Apelaciones se forme un Juzgado de Alzadas que se govierne
por las mismas Leyes y Reglas que el de Lima y Mexico. Que ejerza esta
Judicatura uno de los Oidores de aquella Audiencia, el que cada año nombrare el
Presidente2068.
Esta decisión fue confirmada por real cédula fechada en San Ildefonso el 29 de julio de
1767, dirigida al presidente don Antonio Guill y Gonzaga, que al efecto dispuso:
He resuelto que se ponga en execucion en esa Ciudad el establecimiento de un
Juez de Alzadas, el qual se govierne por las mismas Leyes y Reglas que los de
Lima y Mexico, exerciendo esta Jurisdiccion uno de los oidores de esa
Audiencia, el que se nombre por turno entre ellos, y en su consecuencia os
encargo la execucion de esta Proyecto, y que echo forméis con intervencion de
mi Virrey del Peru (a quien por despacho de la fecha de este se previene lo
conveniente) las Ordenanzas particulares que os parecieren arregladas para su
Govierno, remitiendolas al propio mi Consejo para su aprobacion2069.
El presidente cumplió este encargo y por decreto fechado el 9 de marzo de 1768
nombró como primer Juez de Alzadas de Comercio al oidor don Domingo Martínez de
Aldunate:
Conformandome con el dictamen del Real Acuerdo, se guarde cumpla y
execute lo mandado por Su Magestad por su Real Cedula de 29 de julio de 1767;
y en su conformidad y en la de ordenarse en ella que la Judicatura del Juez de
Alzadas que haia de conocer en esta ciudad en grado de apelacion de las causas
de comercio la exerza uno de los oidores de esta Real Audiencia, el que se
nombrare por turno entre ellos: Nombro para dicha Judicatura al Sr. Dr. Dn.
Domingo Martinez de Aldunate, quien se governara por las mismas Leyes y
Reglas que los de Lima y Mexico2070.
En 1777 y 1778 sirvió este Juzgado el oidor don Benito María de la Mata, y en 1787
don Juan Rodríguez Ballesteros, pero en el Acuerdo del 7 de enero de 1788, día de
apertura del tribunal y en el que se acostumbraba nombrar al oidor que debía servir este
encargo, el decano don Francisco Tadeo Diez de Medina planteó dudas sobre el turno y
nada se proveyó, en razón de lo cual el regente Álvarez de Acevedo por oficio del 15 de
enero solicitó al Acuerdo que le informara sobre lo que había resuelto, y los oidores el día
19 de enero le comunicaron que: Conforme a las Leyes tocava por turno este año al Sr.
Oydor Dn. Juan Ipolito Suarez Trespalacios, por haverla ejercido anteriormente los dos
Señores mas antiguos segun el turno observado2071, y se dio cuenta al rey de la duda
suscitada, la que fue resuelta por real cédula fechada en Madrid el 30 de diciembre de
                                                
2067 ANRACH. 610, pza. 6, Expediente formado sobre la secuela del Turno de la Judicatura de
Alzadas, RO. Madrid, 26-VIII-1752, fs. 165-166.
2068 Ibidem.
2069 Idem, RC. San Ildefonso, 29-VII-1767, fs. 167-168 vta.
2070 Idem, Decreto del presidente, Santiago, 9-III-1768, fs. 169.
2071 Idem, Oficio de la audiencia al regente, Santiago, 19-I-1788, fs. 164-164 vta.
418
1788, que reiteró se cumpliera el turno según lo mandaba la cédula del 29 de julio de
17672072.
2.3.2.4. Auditoría de Guerra
Por reales cédulas de Felipe III, despachadas en Aranjuez el 21 de abril de 1607, el 2
de diciembre de 1608 y en Madrid el 3 de septiembre de 1624, luego recopiladas, se
ordenó que los presidentes, gobernadores y capitanes generales de la Isla de la Española,
Nuevo Reino de Granada, Tierra Firme, Guatemala, y Chile, conocieran privativamente
de todos los pleitos y causas criminales de la gente de guerra de sus provincias y que: Por
mas satisfacción de las partes para la determinación de las dichas causas, en la segunda
instancia, además del Asesor Letrado que tuvieren, nombren otro, que sea uno de los
Oidores de aquella Audiencia, donde presidieren los Capitanes Generales, y con parecer
de ambos determinen en segunda instancia2073.
La real cédula fechada el 2 de diciembre de 1608 dirigida al gobernador y capitán
general del reino de Chile le entregaba la competencia privativa de las causas del fuero
militar en primera y segunda instancia, con inhibición de la audiencia y de cualquier otra
justicia:
Declaro y mando que por el tiempo que fuere mi voluntad y no proveyere y
mandare otra cosa en contrario el dicho mi governador y capitan general y
presidente que es o fuere de la dicha mi audiencia de las dichas Provincias de
Chille como tal mi capitan general conosca y determine en primera y segunda
ynstancia todos los dilitos casos y causas que en qualquiera manera tocaren a los
capitanes officiales y a la demas gente de guerra que me sirviere a sueldo y se
juntare para qualesquier conquistas y pacificaciones en aquellas Provincias sin
que mi Audiencia Real dellas ni otras qualesquier justicias se entremetan en cosa
alguna dello ni en conocer de los tales casos y causas por bia de apelacion ni en
otra manera y que lo mismo se guarde en los casos criminales con los capitanes
de cavallos e de ynfanteria que el dicho mi presidente governador y capitan
general tubiere nombrados o nombrare para que sirvan en las ciudades de
aquellas Provincias y gobiernen las compañias de los vecinos y con sus gentes y
alferezes...2074.
Esta misma real cédula establecía que el gobernador en cuanto capitán general, debía
nombrar a un oidor para determinar con él y su asesor letrado las causas en segunda
instancia: Con que para mas satisfaccion de las partes para la determinacion de las
dichas causas en la segunda ynstancia demas del acesor letrado que tubiere el dicho mi
capitan general aya de nombrar y nombre tambien otro que sea uno de los oydores de
la dicha mi audiencia para que con parecer de ambos determine en la segunda
ynstancia las dichas causas2075.
A este oidor que actuaba como asesor del capitán general en el conocimiento de los
pleitos del fuero militar en segunda instancia se acostumbraba llamarle auditor de guerra
                                                
2072 Idem, RC. Madrid, 30-XII-1788, fs. 171.
2073 Recopilación de Indias, 3.11.2.
2074 ANRACH. 3.136, RC. Madrid, 2-XII-1608, fs. 109-110.
2075 Ibidem.
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y, consta que durante el siglo XVII actuaron como tales el oidor don Juan de Huerta
Gutiérrez entre 1655 y 1664, y el fiscal interino don Juan de la Cerda entre el 19 de enero
de 1677 y 1770.
Este sistema fue alterado por el Real Placarte comunicado por real cédula fechada en
Madrid el 26 de abril de 1703, que dispuso en su capítulo 29 que el oidor más antiguo de
la audiencia debía servir: El oficio de Auditor de la Gente de Guerra en esta ciudad de
Santiago sin que por esta razon se le acudiese con salario alguno2076, y además que en la
ciudad de Concepción: El Auditor de Guerra que lo havia de ser el Señor Oydor que le
tocase por su trienio pasar de Corregidor a la Ciudad de la Concepcion, donde havia de
exercer el oficio de Auditor de Guerra, que determino S.M. extinguir, se le asistiese con
la ayuda de costa de mil pesos en conformidad del capitulo 28 de la mencionada Real
Cedula del año tres2077.
Así, desde 1703 el decano servía como auditor de guerra en la ciudad de Santiago sin
ayuda de costa alguna, y el oidor que por turno era enviado por el término de tres años a
servir el corregimiento de Concepción servía allí como auditor de guerra con mil pesos de
ayuda de costa.
De conformidad al citado capítulo 29 del Real Placarte de 1703, la audiencia nombró
ese mismo año al oidor don Diego de Zúñiga para que pasara como corregidor a
Concepción y, en tal carácter, debía servir también la auditoría de guerra. En 1707 fue
substituido por don Álvaro Bernardo de Quiroz, y éste en 1711 por don Ignacio del
Castillo, a quien sucedió al año siguiente don Juan del Corral, substituido en 1715 por don
Martín de Recabarren, que lo fue hasta 1717, año en que dejaron los oidores de ir a servir
el corregimiento de Concepción, porque: En el año de 1717, con motivo de haverse
recibido por cedula de S.M. Don Jose de Arce de Corregidor de esta dicha ciudad en
propiedad, y con la renta o sueldo de un mil y quinientos pesos anuales, ceso el turno que
por un trienio ocupaban el corregimiento los señores oydores en calidad de auditores de
guerra, siendo el ultimo el señor Martin de Errecavarren2078.
De este modo, a partir de 1717 sólo quedaba como auditor de guerra en Santiago el
oidor decano, pues como recordaba una real cédula de 1773, para Concepción
nombraban: Los presidentes subsesivamente auditores interinos y se suprimio el enviar
oidores. Que siempre quedo en Santiago el Decano de Auditor2079.
Este orden subsistió hasta el gobierno del conde de Poblaciones quien, sin orden real,
nombró como su auditor al licenciado don Santiago de Tordesillas, aunque el oidor
decano seguía acompañándole como auditor de guerra cuando salía a visitas y a
parlamentar con los indios, con goce a una ayuda de costa de 500 pesos: Hasta que el
                                                
2076 ANRACH. 2.836, pza. 7, Sobre la Auditoría de Guerra e informe a S.M. en virtud de su Real
Zedula de 20 de agosto de 1767 , Vista del fiscal interino don Melchor de Santiago Concha, Santiago, 19-
IV-1768, fs. 144 vta.
2077 Idem, fs. 145.
2078 Idem, Certificación del Veedor General del Ejército, Concepción, 7-X-1768, fs. 148 vta.
2079 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas cédulas de esta Real Audiencia desde 1648 hasta 1778,
RC. El Pardo, 24-I-1773, fs. 32.
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Conde de Poblaciones nombro para la Auditoria a Don Santiago Tordesillas, su asesor,
sin preceder orden del Rey, bien que siempre le acompañaba un oidor a los Parlamentos
y Visitas de las Plazas y se le daban quinientos pesos de ayuda de costa, que asi se habia
continuado sin auditor2080.
Según esta práctica, el gobernador nombró en 1765 como auditor de guerra a don
Francisco López, y en carta fechada el 6 de abril solicitó al rey que le confirmara en tal
empleo, pero extrañado el Consejo de esta situación solicitó informe por real cédula
fechada en San Ildefonso el 20 de agosto de 1768:
He resuelto que me informéis con toda individualidad (como os lo mando) en
virtud de que orden o zedula se suprimio ahi el empleo de Auditor de Guerra,
que nuevos motivos ocurren ahora para renovarle, por que no sirve o no podra
servir el referido empleo un oydor de esa Audiencia, y que causas procedio para
que no se le haya asistido con la ayuda de costa de mil pesos en cada año que
prevenia el expresado Real Placarte del año de 17032081.
Hechas las averiguaciones se informó al monarca lo sucedido desde 1703 en adelante,
y el propio gobernador don Francisco Javier de Morales hizo presente: Que era inutil el
Auditor de la Concepcion, porque todas las causas las enviaban a la Capitania, y que las
causas civiles son de poca monta2082, en razón de lo cual se despachó real cédula fechada
en El Pardo el 24 de enero de 1773 en la que se mandó: Que no se altere en nada y no
haya mas que la auditoria de la capital sin sueldo, sino la ayuda de costa de quinientos
pesos quando sale a la Frontera2083.
2.3.2.5. Asesoría del Tribunal de Cruzada
Después de una serie de consultas y pláticas en el Consejo Real y en el de Indias con el
comisario apostólico general de la Santa Cruzada don Martín de Córdoba relativas a la
buena administración de la bula de la Santa Cruzada que se predicaba y publicaba en las
Indias y demás territorios de la monarquía, se decidió, por real cédula fechada en San
Lorenzo el 16 de mayo de 1609, que en aquellos lugares de Ultramar donde había reales
audiencias hubiera un comisario general de Cruzada, quien junto al oidor decano, o al
que en su ausencia le seguía en antigüedad, debía formar el Tribunal de Cruzada:
Por quanto para la buena administracion de la bula de la santa cruzada que se
predica y publica en las mis provincias de las Indias orientales y occidentales
yslas y tierra firme del mar oceano y se predicare y publicare en ellas adelante y
para que el gobierno y administracion de la justicia se haga en ellas como mas
combenga al servicio de dios y mio y bien universal de mis subditos y basallos
que en ellas residen ordene y mande a el licenciado martin de cordoba del mi
consejo Prior de la villa de Yunquera dambia comissario apostolico general de la
santa cruzada en todos mis Reynos y señorios se juntasse con algunos de los del
mi consejo y del de yndias a tratar y conferir lo que cerca dello combenia, y
abiendolo hecho, tratado y platicado dibersas beces a parecido que para que la
                                                
2080 Ibidem.
2081 ANRACH. 2.836, pza. 7, Sobre la Auditoría de Guerra e informe a S.M. en virtud de su Real
Zedula de 20 de agosto de 1767 , RC. San Ildefonso, 20-VIII-1768, fs. 143.
2082 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas cédulas de esta Real Audiencia desde 1648 hasta 1778,
RC. El Pardo, 24-I-1773, fs. 32 vta.
2083 Ibidem.
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dicha administracion de la cruzada se haga con la autoridad quenta y Razon que
combiene y el govierno de la justicia con la rrectitud y mayor comodidad que se
pueda Para el bien de mis basallos es necesario que en las partes y lugares de
esas mis Provincias e yslas donde ubiere audiencia Real aya en cada una de ellas
un commisario general de la cruzada y que se forme un tribunal de ella con uno
de los oydores de mi audiencia que sirba y asista con el por asesor de la dicha
cruzada como se hace en las ciudades de Lima y Mexico en todos los casos
negocios y pleitos que en el se ordenaren sentenciaren y determinaren, el qual
sea el mas antiguo de la dicha audiencia y en su ausencia el siguiente oydor en
grado excepto en las dichas ciudades de Lima y mexico que como dicho es esta
puesto y formado el dicho tribunal de personas que le sirven2084.
De acuerdo a esta real cédula y a otras posteriores, luego recopiladas, este Tribunal de
Cruzada se debía integrar por el Comisario subdelegado general, nombrado por el
Comisario General de Cruzada, y por el oidor decano o el subdecano en su ausencia, y a
sus audiencias debía asistir el fiscal, y debía oficiar como contador de cruzada el más
antiguo de los oficiales reales.
La real cédula de 1609, recopilada, prescribía que: En los tribunales, y por el
subdelegado general y oydor se verán, sentenciarán y determinarán todos los pleytos,
negocios y causas, que hubiere en sus distritos y partidos, así en lo tocante a la
administración y cobranza de la Cruzada como los que fueren entre partes y ante ellos
ocurriesen de los otros subdelegados particulares de su distrito en grado de
apelación2085.
El oidor decano que integraba el tribunal debía dar: Su voto y parecer consultivo y
decisivo, y señalando los autos judiciales y extrajudiciales y demás despachos, que
hicieren tocantes a la Cruzada2086, y en aquellos casos en los cuales había disparidad de
votos entre el juez comisario y el decano, se debía solicitar al presidente de la audiencia
que designara a otro oidor para que con su voto dirimiera la discordia 2087.
En el reino de Chile el oidor decano y fundador de la Real Audiencia de Santiago de
Chile dio cumplimiento a la real cédula de 1609 y procedió a fundar el Tribunal de
Cruzada, que integró hasta 1612, año en que partió a Lima, y fue sucedido por su colega
don Fernando Talaverano Gallegos.
3. La audiencia y su deber de hacer justicia a los vasallos indígenas
Las audiencias indianas debían también asegurar a los naturales de sus distritos, en
cuanto vasallos libres y menesterosos de la real corona que eran, el cumplimiento de la
justicia y la fiel y exacta observancia de las leyes que se referían a ellos.
                                                
2084 ANRACH. 3.136, RC. San Lorenzo, 16-XII-1609, fs. 118-119 vta.
2085 Recopilación de Indias, 1.20.1.
2086 Ibidem.
2087 Ibidem.
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Este deber lo cumplían las audiencias de Ultramar en cuerpo de tribunal, y por vía de
comisión a sus ministros, además de las particulares competencias que se le daban a sus
fiscales en la materia.
3.1. En cuerpo de Audiencia
Desde temprano se encargó a las reales audiencias americanas que cuidaran del buen
tratamiento y buena gobernación de los naturales de sus distritos, competencia esta que
había sido una de las habituales consideraciones que se habían tenido en cuenta para erigir
los tribunales reales en Ultramar.
En efecto, en las Ordenanzas despachadas para la Real Audiencia de Méjico en 1528
se declaraba que el tribunal se había mandado fundar: Deseando el bien y procomun de
los dichos nuestros Reynos y provincias, y porque nuestros subditos y naturales que
pidiesen justicia la alcançasen, y zelando el servicio de Dios Nuestro Señor, bien y
provecho e alivio de nuestros subditos e naturales2088, y en un capítulo de las Leyes
Nuevas de 1542 se reiteraba que una de las principales ocupaciones de las audiencias
debía ser la protección y alivio de los naturales:
Porque una de las cosas mas principales que en las Abdiençias han de
servirnos, es en tener muy espeçial cuydado del buen tratamiento de los yndios y
conservaçion de ellos, mandamos que se ynformen siempre de los exçesos y
malos tratamientos que les son o fueren fechos por los governadores o personas
particulares, y como han guardado las ordenanças e ynstruçiones que les han sido
dadas y para el buen tratamiento de ellos estan fechas; y en lo que se oviere
exçedido o exçediere de aqui adelante, tengan cuydado de lo remediar,
castigando los culpados por todo rigor, conforme a justiçia; y que no den lugar a
que en los pleytos de entre yndios, o con ellos, se hagan proçesos ordinarios, ni
aya largas como suele acontescer por la maliçia de algunos abogados y
procuradores, sino que sumariamente sean determinados, guardando sus usos y
costumbres, no siendo claramente ynjustos, y que tengan las dichas Abdiençias
cuydado que asi se guarde por los otros jueces ynferiores2089.
Otro capítulo de las Leyes Nuevas de 1542 mandaba a los presidentes y oidores que
tuvieran mucho cuidado en que los indios vacos: Sean muy bien tratados e ynstruydos en
las cosas de nuestra Sancta Fee Catholica y como vasallos nuestros libres, que este ha de
ser su principal cuydado, y de lo que principalmente le avemos de tomar cuenta y en que
mas nos han de servir, y provean que sean governados en justicia por la via y orden en
que son governados al presente en la Nueva España los yndios que estan en nuestra
corona real2090.
Ambas disposiciones de las Leyes Nuevas fueron recogidas en los capítulos 68 y 69 de
las Ordenanzas nuevas de 1563, en su versión originaria de Charcas, y de allí pasaron a
los capítulos 79 y 80 de las Ordenanzas de Filipinas de 1596, de donde los tomaron los
capítulos 77 y 78 de las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de 1609.
                                                
2088 Ordenanzas de la Real Audiencia de Méjico, 1528, pr. en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José,
(n. 1), p. 77.
2089 Leyes Nuevas, 1542, cap. 20, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, José, (n. 1), p. 107.
2090 Idem, cap. 31.
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Tal como señalaban estos preceptos, y múltiples otras reales disposiciones, en los
juicios de residencia que se tomaba a los ministros de las audiencias se ponía especial
cuidado en averiguar cuán celosos habían sido en el cumplimiento de sus deberes para
con los naturales. Así en la residencia tomada al oidor de la audiencia de Santiago don
Lucas Francisco Bilbao La Vieja, publicada el 17 de junio de 1709, la décimo séptima
pregunta de la información sumaria decía:
Si saven que el dicho Señor Licenciado...hizo por su parte las diligencias que
conforme a las Zedulas de Su Magestad tuvo en obligacion de hazer, procurando
en todo las livertades, alivio y buen tratamiento de los indios naturales deste
Reyno, castigando a los transgresores y disponiendo que estuviesen en la
enseñanza de la doctrina Christiana y evitando los excesos que los dichos indios
tienen en sus borracheras y juegos yllicitos, castigandolos con la moderacion de
las leyes, y haziendo que sus encomenderos los traten bien y que los ociosos
trabajen y estuviesen con personas honestas y virtuosas y las indias en casas
donde viviesen y no les impidan el que se cassen cuando quizieren, ni las
violentassen o forzassen a que fuesse con las personas que los dichos
encomenderos les señalassen porque queden dentro de sus en Comiendas, y si en
todo executo y guardo las reales zedulas y ordenanzas que de esto hablan. Digan
la omision, culpa o dolo que en esto huviere avido o supieren o entendieren2091.
En el caso de la Real Audiencia de Concepción en el Reino de Chile, expresamente se
declaraba en 1565 que una de las razones por las cuales se la había mandado fundar era
para procurar el buen tratamiento de los indios, tal como se consignaba en el título del
oidor fundador licenciado Egas Venegas: Deseando el bien y pro común de las nuestras
Indias, y porque nuestros súbditos y naturales alcancen justicia, y los naturales de las
dichas Indias sean instruidos y bien tratados como vasallos nuestros libres, como los son,
habemos acordado de mandar proveer una nuestra audiencia y chancilleria real, que
resida en la ciudad de la Concepcion de las provincias de Chile2092.
La Real Audiencia de Santiago se preocupó especialmente de procurar el buen
tratamiento de los indios y desde temprano reconocía cuan de su precisa obligación era el
conservar en justicia a los naturales de su distrito.
En efecto, a sólo veinte días desde que se había instalado el tribunal se dictó un auto
acordado sobre la libertad de las indias y de los indios menores de dieciocho años:
Teniendo consideracion a lo mucho que ynporta al amparar y faborescer a los yndios, y
tambien mirar por la conservacion de esta probincia y españoles que con tantos
travajos la an sustentado y sustentan, que por una y otra parte estan llenos de
dificultades, como se colije de los dichos Pareceres, y porque en todo quanto les fuere
posible desean que los yndios naturales deste reyno entiendan el favor y merced que el
rey nuestro señor con justicia les desea hacer2093. De este modo declaraban lo siguiente
en el citado auto:
Y para que los dichos yndios desde luego comiencen a tener algun consuelo
entendiendo que con la fundacion desta dicha Real audiencia se les a de guardar
e hacer entero cunplimiento de justicia siendo sertificados que lo que mas sienten
los dichos yndios es el ber servir a sus mujeres e hijos estando ellos apartados los
                                                
2091 ANRACH. 1.620, Residencia del oidor don Lucas Bilbao La Vieja , 1709, fs. 43.
2092 ACADEMIA CHILENA DE LA HISTORIA, (n. 207), RP. Madrid, 14-I-1565, p. 201.
2093 ANRACH. 3.136, Auto acordado, Santiago, 28-IX-1609, fs. 39-41.
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unos de otros contra su boluntad = dixeron que mandavan y mandaron que en
todas las Probincias deste Reyno y gobernacion se quite el servicio Personal de
mugeres assi cassadas como solteras y de los barones menores de diez y ocho
años que es la hedad en que estan obligados a tributar conforme a las
hordenanzas de su magestad y que los dichos yndios gossen con libertad de sus
mujeres hijos e hijas menores de la dicha hedad sin que puedan ser apremiados a
servir a nadie contra su boluntad y con essa en casso que sus maridos y padres la
tubieren de que sirban sea haciendo asiento por un año con ynterbencion del
protector o de la justicia pagando a cada uno dellos lo que se consertare por el
salario y curandolos en sus enfermedades y que las dichas yndias y muchachos
que en la forma dicha se asentaren a servir tubieren boluntad de mudar amo
cumplido su asiento o a pro Rogallo por mas tiempo lo puedan hacer por otro
año y por todos los demas de que quisieren haciendosse la dicha pro Rogacion de
año en año solamente porque se tengan libertad de poder mudar amo en casso
que les este bien. - y mandaron que este dicho acuerdo y Probeymiento sse
Pregone Publicamente en la Plassa y Partes publicas desta ciudad Para que benga
a noticia de todos y que assi mismo se libren probissiones ynserto este dicho
acuerdo las quales se enbien a los corregidores y protectores de las ciudades
deste Reyno para que los hagan publicar guardar y cunplir con toda puntualidad
poniendo las dichas Probissiones penas y apersebimientos a el que no lo
cunpliere y lo firmaron2094.
3.2. El oficio de Fiscal
Una de las principales ocupaciones de los fiscales de las audiencias americanas era la
de proteger y amparar a los indios, y en razón de ello las Ordenanzas de los tribunales y
múltiples reales cédulas les encomendaban una serie de actuaciones enderezadas a
procurar el buen tratamiento y alivio de los naturales.
Los fiscales de Ultramar ejercían una competencia genérica tocante a la defensa y
cuidado de los naturales, pero además en algunos períodos unían a ella la particular
relativa al oficio de protector de indios, que se les acumulaba.
3.2.1. Competencia genérica
Juan de Solórzano y Pereyra resumía esta competencia genérica de los fiscales
indianos cuando escribía que: Pero lo que toca a la Abogacía, se limita en las Indias
notablemente en las causas, y negocios de los Indios, en cuyo favor, no solo pueden
abogar los Fiscales, y recibirlos debaxo de su patrocinio, y amparo, cuando no pleytean
con el Fisco, sino que antes les está mandado con mucho aprieto que lo hagan, y en sus
títulos se les suele añadir por esta razón el de Protectores generales de los Indios, como
se decide en las Ordenanzas del año de 1563, y en muchas cédulas, que se hallarán en el
segundo tomo de las impresas. En lo qual no repugnan las dichas leyes; porque nuestros
piadosos Reyes, y Señores han juzgado, que las causas de los Indios, como tan abatidos,
y miserables, son proprias suyas2095.
El cumplimiento de este deber constituía una de las materias de obligada investigación
en las residencias que se tomaban a los fiscales indianos. Así, por ejemplo, en la del fiscal
                                                
2094 Ibidem.
2095 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 243), 5.7.27.
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de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Gonzalo Remírez de Baquedano,
publicada el 15 de junio de 1709, una de las preguntas de la información sumaria
pretendía averiguar de los testigos: Si saven que el dicho Señor Licenciado, en los casos
que fue necesario, ayudo y favorescio a los Indios, alegando para que alcanzassen
justicia y, especialmente, si puso todo su cuidado sobre que los dichos Indios fuessen
mantenidos y amparados en su livertad, segun y como Su Magestad lo tiene prevenido y
mandado por repetidas reales cedulas y ordenanzas2096.
Esta genérica competencia se concretaba en una gran cantidad de actuaciones
específicas que debían realizar los fiscales, algunas de las cuales se señalan a
continuación.
3.2.1.1. Velar por la observancia de las disposiciones sobre el buen tratamiento de los
naturales
Este deber compendiaba a todos los demás y era una manifestación de la competencia
de los fiscales relativa a cuidar de la observancia del derecho en general, y aparecía
consagrado en las Ordenanzas nuevas de 1563 en los siguientes términos: El dicho
nuestro fiscal terna gran cuydado en ver si se guardan las provisiones dadas y las
ordenanças que estan hechas, mayormente las que tocan a la ynstruçion y conversion,
buen tratamiento y conservacion de los yndios2097.
Esta disposición fue recogida en el capítulo 88 de las Ordenanzas de Filipinas de
1596, y de allí pasó al capítulo 86 de las de Santiago de Chile de 1609.
3.2.1.2. Ayudar y favorecer a los indios pobres
Las mismas Ordenanzas de 1563 imponían a los fiscales el deber de: Ayudar y
favorecer a los yndios pobres en los pleytos que trataren, y mirar por ellos para que no
sean apremiados, maltratados ni reçiban agravio conforme a lo provehido y mandado
por nuestras leyes y ordenanças2098.
Al igual que en el caso anterior esta disposición fue recogida en las Ordenanzas de
Manila de 1596, capítulo 93, de donde pasó al capítulo 91 de las de Santiago de Chile.
3.2.1.3. Suplir y coadyuvar a los protectores de naturales
Diversas reales cédulas recopiladas mandaban a los fiscales que: En las Audiencias
donde hubiere Protectores generales, letrados y Procuradores de Indios, se informen
como los ayudan, para suplir en lo que faltaren, y coadyuvarlos si les pareciere
necesario2099.
                                                
2096 ANRACH. 1.639, Residencia del fiscal don Gonzalo Remírez de Baquedano , 1709, fs. 47.
2097 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 77, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 206.
2098 Idem, cap. 80.
2099 Recopilación de Indias, 2.18.34.
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3.2.1.4. Reclamar antes las audiencias por la libertad de los indios
Por una real cédula fechada el 11 de agosto de 1553, luego recopilada, se ordenó a los
fiscales: Que visto y entendido lo que cerca de la libertad de los indios está dispuesto,
tengan muy grande y particular cuidado de reclamar en las Audiencias universalmente la
libertad de todos los Indios, e Indias, de qualquier calidad que sean, o estén debaxo de
servidumbre o color de esclavitud, así de los que residen en las casas y servicio de los
Españoles, como en sus estancias, minas, grangerías, labores, haciendas, y en otra
qualquier parte donde se hallaren detenidos y sin su natural libertad2100.
Agregaba la misma disposición que para lograr tal finalidad y para que: Cese el menor
perjuicio en materia de tan grave escrúpulo, se informen con mucha particularidad de las
partes y lugares donde estuvieren, y del número de ellos, sigan y prosigan sus causas
sobre la libertad hasta las fenecer y acabar; y en caso que los Indios e Indias fuere
necesario ser declarados por libres, les hagan saber y entender que lo son, y dar y librar
todos los despachos, que convengan para que puedan hacer y disponer de sus personas lo
que quisieren y por bien tuvieren, como libre y no sujetos a alguna especie de
servidumbre2101. Este deber tenían que cumplirlo de oficio, sin que fuera menester que los
naturales requirieran al fiscal, pues se mandaba que: Los dichos Fiscales hagan y sigan
estos pedimentos y causas de oficio, en nombre de los Indios, sin que ellos lo pidan, digan
ni hagan alguna diligencia mas de las que los Fiscales les hicieren, de forma que ningún
Indio, ni India dexe de conseguir y conservar libertad2102.
3.2.1.5. Velar porque las mercedes de tierras no perjudicaren a los indios
Una real cédula fechada en Aranjuez el 24 de mayo de 1571 ordenó que siempre que
se hiciera información sobre si resultaba daño a terceros con la concesión de tierras,
pastos u otros, se citara al fiscal para la defensa de los derechos de los naturales:
Deseamos que los Indios sean en todo relevados y bien tratados, y no reciban
alguna molestia, daño o perjuicio en sus personas o hacienda. Y mandamos, que
en todos quantos casos y ocasiones se ofrecieren de enviar a hacer
informaciones, sobre si resulta perjuicio contra algunas personas para conceder
tierras de labor, o pastos, u otros efectos, los Virreyes, Presidentes y Oydores,
hagan citar a los que verdaderamente fueren interesados, y a los Fiscales de
nuestras Reales Audiencias, por lo que tocare a los Indios, para que todos los
susodichos, y cada uno, pueda hacer sus diligencias, y alegar su derecho contra
qualquier agravio, que en su perjuicio pudiere resultar2103.
3.2.1. Competencia como protector de indios
Desde el establecimiento de la audiencia de Santiago, el presidente nombraba a una
persona, no necesariamente letrada, para que sirviera el empleo de Protector de Indios,
situación que se mantuvo hasta el año 1641.
                                                
2100 Recopilación de Indias, 2.18.37.
2101 Ibidem.
2102 Ibidem.
2103 Recopilación de Indias, 2.18.37.
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Dicho año, habiéndose considerado por algunos ministros de los Consejos y,
particularmente por el de Indias: Lo mucho que importa que haya persona de letras,
conciencia y toda satisfacción, que mire por el bien y conservación de los indios
naturales de las Indias y que acuda a la defensa de las causas que se les ofrecen y los
defiendan en todos géneros de negocios y agravios que se les hacen2104, y que:
Convendría que los que de aquí adelante se proveyesen en los dichos oficios fuesen
letrados de toda experiencia y a mi elección2105, se decidió crear fiscales protectores
letrados de naturales en los distritos de las audiencias, asimilados a los demás fiscales de
lo civil y criminal de los tribunales reales.
De esta manera don Antonio Ramírez de Laguna fue nombrado fiscal protector y
administrador de los censos y rentas de los indios de Santiago, Concepción, Coquimbo, y
demás ciudades del distrito de la audiencia, despachándosele título por real provisión
fechada en Aranjuez el 23 de abril de 1641. Juró el 22 de mayo de 1642, y fue suspendido
cuatro años más tarde por el presidente Muxica, aunque en 1649 fue restituido por el
virrey conde de Salvatierra.
Este fiscal protector fue dotado de los honores y preeminencias de los fiscales de las
audiencias, pues se dispuso que: Podáis traer garnacha y tengáis asiento en los estrados
de aquella Audiencia inmediato al fiscal de ella, y en los demás actos públicos,
prefiriendo en todos al Alguacil maior de ella, y que os halléis en los acuerdos y juntas
que siendo como los demás fiscales de mis Audiencias y con las preeminencias que ellos
tienen, y que en las vacantes, ausencias que queden en la fiscalía de la dicha Audiencia
de Chile, la sirváis vos, como lo podía hacer la persona que la Audiencia nombraba para
ello con el mismo salario y emolumentos que se acostumbra a dar a los que sirven
semejantes interin2106.
La existencia de este nuevo fiscal protector en las audiencias de Indias fue de corta
duración, pues por real cédula fechada en Madrid el 28 de agosto de 1648, se decidió
volver al orden antiguo, y que los protectores fueran personas nombradas por los
propios gobernadores, sin el apelativo de fiscales:
Por lo mucho que deseo el alivio, conservacion y amparo de los naturales de
esa Provincia, y que cesen los daños que se originan de las molestias y
vejaciones que reciven de los havitadores de ellas, y que en qualquiera causa que
se les ofrezca tengan quien los ampare y cuide de su defensa, he resuelto que la
Provision de los dichos oficios de Protectores vuelva a su antiguo instituto, para
que se den a personas de satisfaccion y que procedan con desinteres cuidando de
la defensa de los indios, que es el fin con que se criaron y que a los que oy los
sirven se les de satisfaccion de las cantidades que por sus titulos constare dieron
por ellos2107.
Este régimen fue confirmado por real cédula fechada en el Pardo el 1 de febrero de
1657, que insertó la disposición anterior, y que expresamente señalaba: Que el
                                                
2104 AGI. Chile, 181, Títulos varios, Título Fiscal Protector de Indios, Antonio Ramírez de Laguna,
RP. Aranjuez, 23-IV-1641.
2105 Ibidem.
2106 Ibidem.
2107 ANRACH. 482, pza. 6, RC. Madrid, 28-VIII-1648, fs. 149.
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nombramiento de Protectores de ellos, que es el titulo que antes tenian vuelva al Estado
antiguo para que los hagan el Virrey y Presidentes de las dichas mis Audiencias, a
quien antes tocaba, en que no ha de haber novedad, como queda referido2108. Esta real
cédula y la de 1648 fueron confirmadas por otra fechada en Madrid el 16 de septiembre
de 16732109.
De esta manera desde mediados del siglo XVII era el presidente de la audiencia quien
nombraba al protector de naturales, y al fiscal de la audiencia sólo le tocaba auxiliarle y
suplirle, y así se practicó en Chile, donde por ejemplo, en la década de 1670 oficiaba con
el título de Protector General de Indios del Reino don Bartolomé Jorquera2110.
La Recopilación de Indias de 1680, conforme a este criterio, estableció que en aquellas
audiencias donde no había protectores de naturales tal oficio debían desempeñarlo los
fiscales: Los Fiscales de nuestras Reales Audiencias sean Protectores de los indios, y los
ayuden y favorezcan en todos los casos y cosas, que conforme a derecho les convenga
para alcanzar justicia, y aleguen por ellos en todos los pleytos civiles y criminales de
oficio y partes, con Españoles, demandando o defendiendo, y así lo den a entender a los
Indios2111.
En 1698 el presidente don Tomás Marín de Póveda nombró como Protector General de
Naturales al oidor supernumerario don Juan del Corral Calvo de la Torre, a quien en
diciembre de 1706 los oficiales reales le exigieron presentara la real confirmación de su
oficio, y como no la había obtenido, el 20 de enero de 1707 el presidente don Francisco
Ibáñez de Peralta nombró provisoriamente al abogado don Francisco Ruiz de Berecedo,
iniciándose un largo expediente, que concluyó con auto del gobernador fechado el 12 de
enero de 1710 en el que declaró vaco el oficio de Protector que servía del Corral y
confirmó a Ruiz de Berecedo2112.
En carta del 2 de marzo de 1713 don Francisco Ruiz de Berecedo, a quien el
gobernador don Francisco Ibáñez de Peralta le había dado título provisorio de Protector
General de Indios el 20 de enero de 1707, solicitó al monarca la real confirmación: Con el
renombre de Protector Fiscal y el mismo asiento, honras y privilegios que tiene mi fiscal
de esa Audiencia2113. Sobre consulta del Consejo, previa vista de su fiscal se decidió: Dar
la confirmación de dicho empleo y el renombre de Protector Fiscal de Indios del dicho
Reyno de Chile, y que se os dé asiento en el Juzgado de Cenzos a un lado de la mesa
donde se ponen los jueces que le componen, con superioridad a los demás ministros
                                                
2108 Idem, RC. El Pardo, 1-II-1657, fs. 150.
2109 Idem, RC. Madrid, 16-IX-1673, fs. 150 vta.
2110 ANRACH. 1.955, pza. 1, El Protector General de Indios por la libertad de unos naturales, 1674,
fs. 65-79 vta.
2111 Recopilación de Indias, 2.18.34.
2112 ANRACH. 482, pza. 6, Sobre vacante de Protector General de los Indios, que se disputan Don
Juan de la Cerda, don Juan del Corral Calvo de la Torre, Oydores de la Real Audiencia, y el abogado
Don Francisco Ruiz, 1706-1710, fs, 136-167.
2113 AGI. Chile, 181, Títulos varios, Título del Protector Francisco Ruiz de Berecedo, RP. Madrid, 10-
VI-1713.
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inferiores, y que cuando concurráis en la sala de mi Audiencia de esa ciudad tengáis el
primer lugar en el banco de los abogados de ella2114.
En 1733, se dio un paso más para equiparar al protector fiscal de los indios, con el
fiscal, pues al nombrarse a don Tomás Azúa, se lo hizo con honra de: Que podáis servir
dicha Plaza con el trage de Garnacha, como la trae mi fiscal de dicha Audiencia2115., y
además con expresa indicación de:
Que gozéis y os guarden las mismas preeminencias que él tiene, dándose os
asiento en los estrados y actos públicos con preferencia a el Alguacil Mayor de
ella, por deber ser vuestro asiento inmediato al fiscal, y que entréis y os halléis a
los acuerdos y juntas que hubiere, donde se tratare negocio que toque a los
dichos Indios, y podáis nombrar un solicitador que acuda a las causas de ellos,
según y como lo han hecho vuestros antecesores, y asimismo es mi voluntad que
luego que os presentéis en dicha Audiencia con este título y se os de la posesión
de este empleo, precisamente cesando el que le estuviere sirviendo por
nombramiento del Virrey del perú y del Presidente de la referida Audiencia, y
todos los demás protectores que hubiere en el distrito de ella, para que los
nombréis vos con calidad de que sean personas de toda satisfacción, que cuiden
de la protección y amparo de los indios del distrito donde estuvieren y los
defiendan en sus pleytos y causas, hasta que en apelación vayan a la dicha
Audiencia, donde cuidaréis de su defensa, con advertencia que no hayan de
llevar ni lleven dichos protectores salario alguno, y para que de todas suertes
estén los indios defendidos, habéis de visitar la tierra cada año con el oidor que
fuere a visitarla, y si por alguna causa no pudiereis nombraréis persona que vaya
con dicho oydor, con advertencia también de que si la fiscalía de la dicha mi
Audiencia vacare la habréis de servir en el interin que yo la proveo con el salario
que se acostumbra dar a los abogados que en tales casos se han nombrado para
exercerla, no obstante que por cédula de 7 de diciembre de 1639 está resuelto
sirvan dichas vacantes los Oydores más modernos, sin que en las ausencias y
enfermedades del dicho mi fiscal llevéis salario alguno todo el tiempo que
sirviéreis su plaza. Y mando al Presidente y Oydores de la referida Audiencia de
Santiago de Chile, tomen y reciban de vos el dicho don Thomas de Asua, el
juramento con la solemnidad que en tal caso se requiere y devéis hacer de que
bien y fielmente serviréis la dicha Plaza de Protector Fiscal de los Indios del
distrito de ella, mirando por su bien y conservación y defendiendo todas sus
causas, y pleytos que ocurrieren judicial y extrajudicialmente, y habiéndolo
hecho, os hayan y reciban y tengan por tal Protector Fiscal de Indios, y usen con
vos este empleo y no con otra persona alguna...Con cuyo cargo es mi voluntad
que ayáis y llevéis de salario en cada un año 3.000 pesos, que es sueldo que para
desde ahora en adelante he tenido por conveniente señalar a este Empleo y que se
os pague de mi real Hacienda, en el mismo lugar de los propios efectos, y a los
tiempos y plazos que a los demás ministros de dicha Audiencia desde el día que
constare hayáis tomado posesión de el, y además gozaréis de todos los
emolumentos pertenecientes a este empleo, que han gozado y devido gozar
vuestros antecesores2116.
Esta nueva situación se mantuvo hasta que por real cédula fechada el 22 de octubre de
1761 se extinguió la plaza de protector fiscal de indios de la Real Audiencia de Santiago,
y se ordenó que ejerciera este empleo el fiscal de la Real Audiencia, pero casi de
                                                
2114 Ibidem.
2115 AGI. Chile, 181, Títulos varios, RP. San Lorenzo, 21-X-1733.
2116 Ibidem.
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inmediato se representaron al monarca los inconvenientes, dificultades y embarazos que
ocurrían para el desempeño de esta ocupación por parte del fiscal, y por ello sobre
consulta del Consejo de Indias del 4 de junio de 1768 se acordó crear una plaza de
abogado protector de indios, con el salario anual de 3.000 pesos, y fue nombrado para su
servicio don Alonso de Guzmán, a quien se le despachó título por real provisión fechada
en Aranjuez el 13 de febrero de 1769, con el encargo de que: Miraréis por el bien y
conservación de los indios, defendiendo todas sus causas y pleytos2117.
3.3. Por vía de comisión a sus ministros
Las audiencias indianas, además, ejercían algunas otras competencias protectivas de
los indios a través de ciertas comisiones que desempeñaban sus ministros, tales como la
visita de la tierra y de los pueblos de indios, y el Juzgado Mayor de Censos de Indios.
3.3.1. Visita de la tierra y de pueblos de indios
En las Ordenanzas nuevas de audiencias de 1563 se regulaba expresamente la visita
anual de la tierra y por turno entre los oidores: Queremos que uno de los nuestros
oydores, por su tanda visite cada un año los pueblos del distrito de la dicha Audiencia...y
en la dicha visita de las provincias de su distrito se ynforme de la calidad de la tierra y
numero de pobladores...y si los naturales hazen los sacrifiçios e ydolatrias que solian; y
como los corregidores hazen sus oficios; y si los esclabos que andan a las minas son
doctrinados como deven; y si se cargan los yndios o si se hazen esclabos contra lo
ordenado, y se informe de todo lo demas que conviene sumariamente2118, disposición que
fue recogida en las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago de 1609 en el capítulo
45.
Este precepto fue recogido en la Recopilación de Indias de 1680, pero ya no en forma
anual sino cada tres años, y con expresa indicación que esta visita se mandaba practicar
para saber como eran gobernados los vasallos y para que alcanzaran justicia y enmienda
de los agravios que les pudieran haber inferido: Porque Nos sepamos como son regidos y
gobernados nuestros vasallos y puedan más fácilmente alcanzar justicia, y tengan
remedio y enmienda los daños y agravios que recibieren: Mandamos que de todas y cada
una de las Audiencias de las Indias salga un Oydor a visitar la tierra de su distrito...Y
ordenamos que por ahora no se puedan hacer, ni hagan, si no fuere de tres en tres
años2119.
Por reales cédulas despachadas en Madrid el 18 de julio de 1560 y el 9 de abril de
1591, ambas recopiladas, se ordenaba a este oidor: Que saliere a visitar la tierra, se
informe en cada lugar y Pueblo de Indios de la forma y orden que hay en la enseñanza
Christiana, quien se la enseña, dice Misa y administra los Santos Sacramentos de la
                                                
2117 AGI. Chile, 181, Títulos varios, RP. Aranjuez, 13-II-1769.
2118 Ordenanzas de la Real Audiencia de Charcas, 1563, cap. 39, en SÁNCHEZ-ARCILLA
BERNAL, José, (n. 1), p. 198.
2119 Recopilación de Indias, 2.31.1.
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Iglesia, y si en esto hubiere alguna falta, haga que se provea luego de todo lo
conveniente2120.
Además, el oidor visitador debía preocuparse de fiscalizar el cumplimiento de la
tasación de los tributos de los indios, y examinar si eran agraviados o mal tratados por sus
encomenderos o por otras personas, y si eran obligados a llevar cargas, materias respecto
de las cuales tenía facultad para hacer justicia y desagraviar a los naturales2121. El mismo
oidor debía procurar que los indios tuvieran bienes de comunidad y que plantaran árboles,
para que: No se hagan holgazanes y se apliquen al trabajo para su aprovechamiento y
buena policia2122.
Tenía, igualmente, el oidor visitador, facultad para castigar a los caciques que
cometían excesos contra sus indios2123, y se le ordenaba que: Visite con particular
atención las encomiendas, minas, chacras y obrajes, e inquiera el tratamiento que los
encomenderos, mineros y dueños de las demás haciendas hicieren a los indios de
repartimiento o voluntarios y no consientan que los unos ni los otros padezcan violencia
ni servidumbre, castigando los culpados y executando en sus personas y haciendas las
penas impuestas2124.
Las Ordenanzas de audiencias de 1596 daban poder y facultad al oidor visitador para
que conociera de las causas relativas a la libertad de los indios: Mandamos que el oydor
que anduviere visitando la tierra pueda conocer de las causas de la libertad de los
yndios, con que haga relacion en la Audiencia2125; y también le facultaban para entender
en las causas sobre derecho a los cacicazgos: Que ninguna justicia ordinaria del distrito
de la dicha Audiencia se entremeta a privar a los caciques de sus cacicazgos por
acusacion que hante ellos se de, so pena de privacion de officios, y de cincuenta mil
maravedis para la mi camara; y que el conocimiento de esto queda reservado a la mi
Audiencia, para el oydor que fuere a visitar los dichos pueblos2126.
La Real Audiencia de Santiago cumplió con estas prescripciones, aunque con alguna
irregularidad, sobre todo en lo tocante al turno y período en que debían realizarse las
visitas.
Consta que en 1610 el oidor subdecano don Fernando Talaverano Gallegos salió a la
visita general de la tierra para observar el cumplimiento de las ordenanzas dadas sobre el
buen tratamiento de los indios; que hacia 1619 hizo lo propio el fiscal don Hernando
Machado; que en 1625 salió a la visita de los pueblos de indios el fiscal don Jácobe de
                                                
2120 Recopilación de Indias, 2.31.8.
2121 Ibidem.
2122 Recopilación de Indias, 2.31.9.
2123 Recopilación de Indias, 2.31.11.
2124 Recopilación de Indias, 2.31.10.
2125 Ordenanzas de la Real Audiencia de Manila , 1596, cap. 86, en SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL,
José, (n. 1), p. 269.
2126 Idem, cap. 82.
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Adaro y San Martín2127; que en 1639 realizó la visita de los indios de Aculeo el oidor don
Pedro González Güemes, quien se titulaba en los autos “Juez visitador general de los
naturales”2128; y que en el Real Acuerdo del 22 de abril de 1660 el fiscal del tribunal don
Manuel Muñoz de Cuéllar hizo presente cuánta necesidad había de señalar partido para
que se visitara la tierra por uno de los oidores según el turno, pues hacía más de ocho años
que no se verificaba, instancia a la que accedieron los oidores y nombraron a don Juan de
Huerta Gutiérrez para que la practicara en el corregimiento de Santiago:
Se conformaron en que es inescusable la visita y que conviene hacerla por lo
que muestran las causas que la piden y aver mas de ocho años que no sale
ministro a hacerla, y por inquirir los inconvenientes que han sobrevenido si se
originan de malos tratamientos hechos a los indios y otras causas que se
contendran en los capitulos de instruccion que se le daran al Sr. Oydor que
saliere a visitarla, y asi les parece que el partido que insta mas hoy se visite es el
de este corregimiento que ha once años no se visita, y el de los corregimientos de
Quillota y la Ligua y Coquimbo y Guasco, a donde si le pareciere podra nombrar
persona que visite no pudiendo hacerlo en persona, que esta visita la haga el
señor Dr. Dn. Juan de Huerta Gutierrez, que es el que se halla mas
desembarazado y en camino que esta para salir a visitar la estancia de doña
Catalina de los Rios...y que se escriba al Sr. Governador esta resolucion del
Acuerdo, supuesto que aunque el turno ha de comenzar del mas antiguo el Sr.
Dr. Dn. Nicolas Polanco se halla promovido y con titulo de fiscal de la audiencia
de Lima y ya no se podra ocupar en esta funcion, y el Sr. Dn. Pedro de Hazaña
que tiene el segundo lugar se halla escusado, por sus achaques, de poder
salir...2129.
Los indios de Aculeo en 1672 eran visitados por el alcalde provincial de la Santa
Hermandad don Francisco Maldonado de Madrigal, quien se titulaba “Juez visitador de
los indios por comisión del Govierno”2130; y en 1701 los indios de la hacienda de Huanilla
en el distrito de la Serena fueron visitados por el corregidor don Fernando de Aguirre
Hurtado de Mendoza 2131.
El 12 de diciembre de 1712 el presidente don Juan Andrés de Uztáriz nombró al fiscal
don Baltazar José de Lerma y Salamanca para que realizara la visita general de los indios
del valle de Copiapó, Huasco y Coquimbo:
Don Juan Andres de Ustariz, cavallero del Orden de Santiago, del Consejo de
Su Magestad, Gobernador y Capitan General de este Reyno y Presidente de la
Real Audiencia. Por quanto conviene al servicio de ambas magestades el que se
haga Visita General de los Yndios de la Jurisdiccion de las ciudades de la Serena
y Valle de Copiapo, para saver como se hallan instruidos en los misterios de
nuestra Sancta Fee Catholica, Ley Natural y Politica Christiana, y sean
desagraviados de las opresiones de sus encomenderos y de las demas personas a
quienes sirven...Y porque los dichos desagravios es preciso nombrar persona de
letras, confianza, virtud e yntegridad que con independenzia mire las causas de
los dichos indios y concurriendo las dichas calidades en el Lizdo. Dn. Baltazar
                                                
2127 ANFV. 265, pza. 21, Visita de pueblos de indios, 1625.
2128 ANRACH. 1.689, pza. 10, Visita de los indios de Aculeo , 1639, fs. 214-219 vta.
2129 ANRACH. 3.140, Libro de votos secretos 1656-1713 , Real acuerdo, Santiago, 22-IV-1660, fs.
72-72 vta.
2130 ANRACH. 1.955, pza. 24, Visita de los indios de Aculeo , 1672, fs. 216-245.
2131 ANRACH. 825, pza. 2, Visita de los indios de Huanilla, 1701.
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Joseph de Lerma y Salamanca, del Consejo de Su Magestad, fiscal de esta Real
Audiencia, y que actualmente se halla en la visita de los minerales del Valle de
Copiapo y en otras comisiones. Por la presente en nombre de Su Magestad, que
Dios guarde, y como su Gobernador y Capitan General, elijo, nombro y proveo
al dicho Lizdo. Dn. Baltazar Joseph de Lerma y Salamanca por Visitador
General de los Yndios de la dicha Jurisdiccion de la ciudad de la Serena y del
Corregimiento del Valle de Copiapo para que entienda en la dicha visita2132.
El fiscal Lerma y Salamanca, no obstante hallarse promovido a Lima al momento de
esta designación, aceptó el encargo y juró desempeñarlo fielmente el 20 de enero de 1713,
y concluyó la visita el 29 de abril del mismo año.
3.3.2. Juzgado Mayor de Censos de Indios
Por una real cédula fechada el 16 de abril de 1639 se creó un juez especial para los
bienes de comunidad de los indios, en manos de un oidor, para que tuviera a su cargo: La
judicatura y cobranza de los dichos bienes y cuidado de que se recojan y remitan a las
cajas2133.
En la Real Audiencia de Santiago de Chile este Juzgado, llamado Mayor de Censos de
Indios, se integraba desde la segunda mitad del siglo XVII por el obispo de Santiago, y el
oidor decano, quienes debían designar a un contador de censos, y al que debía asistir el
fiscal del tribunal2134.
Por real cédula fechada el 3 de diciembre de 1690 se permitió que el obispo pudiera
designar a su vicario provisor general para que le substituyera en este Juzgado2135, y por
otra real cédula fechada el 7 de abril de 1691, despachada para responder a una consulta
formulada por el oidor decano de la audiencia de Santiago don Sancho García de Salazar
y el obispo fray Bernardo Carrasco, se permitió que: Excusándose el decano entraría el
que le seguía de los oidores en el despacho del Juzgado2136.
Este Juzgado se reunía semanalmente en casa del obispo, aunque en el caso de Chile,
por la multitud de negocios en los que debía entender, estaba autorizado para reunirse
además los días miércoles y viernes por las tardes2137.
                                                
2132 ANRACH. 2.435, pza. 3, Visita de los indios del Valle de Copiapó, 1713.
2133 SALERNO, Marcelo Urbano, “Cajas de censos y bienes de comunidad. Evolución histórica en el
Río de la Plata”, en III Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y
Estudios, Madrid, 1973, pp. 869-891; DÍAZ REMENTERÍA, Carlos, “La administración de los bienes de
comunidades indígenas en Charcas, Tucumán y Río de la Plata”, en IX Congreso del Instituto
Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios, II, Madrid, 1991, pp. 65-105.
2134 LIZANA, Elías, (n. 1), II, doc. 194, Carta del obispo fray Bernardo Carrasco al rey, Santiago, 10-
X-1695, p. 421.
2135 Ibidem.
2136 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas cédulas de esta Real Audiencia desde 1658 hasta 1778,
RC. 7-IV-1691, fs. 40 vta.
2137 LIZANA, Elías, (n. 1), II, doc. 162, Carta del obispo fray Bernardo Carrasco al rey, Santiago, 30-
VIII-1685, p. 357.
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Una real cédula fechada en Madrid el 31 de diciembre de 1691 ordenó que: Los autos
formados en el Juzgado de Censos de Indios sobre rebaja a causa de los terremotos se
remitan a la Audiencia estando discordes el Obispo y el Oidor Decano2138, y conforme a
otra real cédula fechada en Madrid el 10 de junio de 1713 se prescribía que las sentencias
dictadas por este Juzgado eran apelables ante la audiencia, la cual debía seguir la segunda
instancia de dichos pleitos y tramitarlos y concluirlos con la mayor brevedad2139.
El 31 de marzo de 1656 entró a despachar esta comisión el oidor don Pedro de Hazaña
Solís y Palacios. Hasta 1668 sirvió este Juzgado el oidor don Manuel de León y Escobar,
a quien substituyó el 7 de febrero de dicho año el fiscal interino don Juan de la Cerda,
quien lo hizo hasta 1672, año en que fue reemplazado por el oidor don Juan de la Peña y
Salazar, quien fue substituido en 1682 por su colega don Sancho García de Salazar, que
sirvió esta comisión hasta 1686.
                                                
2138 ANFA. 3, pza. 4, Extracto de algunas cédulas de esta Real Audiencia desde 1658 hasta 1778,
RC. Madrid, 31-XII-1691, fs. 40 vta.
2139 Idem, RC. Madrid, 10-VI-1713, fs. 40 vta.
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TERCERA PARTE
ESTUDIO PROSOPOGRÁFICO DE LA REAL AUDIENCIA DE
SANTIAGO DE CHILE
I. LOS MINISTROS DE LA REAL AUDIENCIA DE SANTIAGO Y EL
CURSUS HONORUM
1. Plazas y provisiones
Para proveer las plazas togadas de la Real Audiencia de Santiago de Chile se realizaron
entre 1605 y 1817 un total de 118 nombramientos de ministros. De ellos 6 fueron para la
plaza de regente; 81 para las de oidores; y 31 para la fiscalía. A estos 118 nombramientos
debían agregarse 4 títulos de oidores honorarios.
Regentes: 6
Oidores: 81
Fiscales: 31
Honorarios: 4
Total: 122
Si bien fueron 118 las provisiones para plazas con ejercicio, ellas recayeron sólo en 105
letrados, pues 11 de los provistos como fiscales fueron ascendidos a plaza de oidor, y 2
oidores fueron promovidos a la regencia de la misma audiencia.
Por esta razón únicamente hubo 105 sujetos nombrados para ocupar alguna plaza con
ejercicio en la Real Audiencia de Santiago de Chile, más los cuatro individuos agraciados
con los honores de oidor.
1.1. Ministros provistos y ministros que asumieron
Era muy frecuente que muchos de los sujetos nombrados para servir algún oficio en las
Indias no llegaran a asumirlo, bien porque rechazaran la designación, porque murieran antes
de tomar posesión, porque fueran provistos en otra plaza antes de asumir, etc.
De los 118 nombramientos realizados para la Real Audiencia de Santiago de Chile en
plazas con ejercicio, sólo 91 tuvieron efecto, pues en el caso de los 27 restantes los sujetos
agraciados con ellas no tomaron posesión del oficio.
De los seis regentes provistos para la audiencia de Santiago de Chile sólo cinco tomaron
posesión de su plaza, pues el último de ellos fue nombrado cuando el tribunal ya había sido
disuelto por los independentistas. De los 81 sujetos provistos como oidores del tribunal
santiaguino, asumieron 6, y los restantes 17 jamás llegaron a servir su plaza, y de los 31
fiscales provistos sólo asumieron 22.
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Ministros provistos y ministros que no tomaron posesión
MINISTROS PROVISTOS ASUMEN NO ASUMEN
REGENTES 6 5 1
OIDORES 81 64 17
FISCALES 31 22 9
TOTALES 118 91 27
Las razones por las cuales estos 27 sujetos nombrados para plazas en la audiencia de
Santiago no llegaron a tomar posesión de ellas fueron variadas, en efecto, 11 no alcanzaron a
prestar juramento debido a su muerte; otros 6 se excusaron de ir a servir a Chile; 4 fueron
promovidos de inmediato y no tuvieron tiempo de asumir; 3 no pudieron hacerlo en razón de
las alteraciones de la insurrección en época de la independencia; otro fue reformado antes de
viajar porque su plaza era futuraria; otro nombramiento no tuvo efecto, pues el ministro a
quien se le había llamado a suceder permaneció en la plaza; y otros dos jamás llegaron a
servir, por causas que se desconocen.
Ministros que no tomaron posesión de sus plazas
MINISTROS AÑO PLAZA RAZÓN
Pedro Cernadas Bermúdez de Castro 1817 Regente Independencia
Pedro Diez Romero 1606 Oidor Promoción
Juan Cortez 1651 Oidor Muerte (?)
Ambrosio Arévalo y Sedeño 1653 Oidor Muerte
José Nieto de Ariza 1653 Oidor Muerte
Álvaro de Ibarra 1655 Oidor Excusa
Juan de La Plaza 1664 Oidor Muerte
Alonso Martín de Orellana 1680 Oidor Muerte
Pablo Vázquez de Velasco 1689 Oidor Promoción
Andrés de Hidalgo Peredes de
Espinosa
1692 Oidor (?)
Francisco de Rojas y Acevedo 1703 Oidor Excusa
Salvador Sánchez de la Barreda 1708 Oidor Muerte
Juan de la Fuente y Villalta 1750 Oidor Muerte
Juan José de la Puente Ibáñez 1776 Oidor Excusa
Ramón José de Salamanca 1785 Oidor Muerte
Antonio Castrillo Ezeyza 1799 Oidor Muerte
José Álvarez de Acevedo 1806 Oidor Sin efecto
Francisco Valdivieso y Pradas 1814 Oidor Independencia
Guillén de Solís 1605 Fiscal Excusa
Juan Manuel Sotomayor 1645 Fiscal Excusa
Francisco Brito 1650 Fiscal Muerte (?)
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Tomás Berjón de Caviedes 1653 Fiscal Excusa
Francisco Manrique de Lara 1663 Fiscal Muerte
Alonso Martín de Orellana 1674 Fiscal Promoción
Sancho García de Salazar 1680 Fiscal Promoción
Marcelo de Ayala y Marín 1700 Fiscal Reforma
Luis Moxó de Francoli 1810 Fiscal Independencia
Si bien fueron 91 los nombramientos que tuvieron efecto, supuesto que los agraciados con
ellos tomaron posesión de sus oficios, tales provisiones recayeron sólo en 81 sujetos, pues de
los 10 nombramientos restantes, 8 de los realizados en plazas de oidor favorecieron a quienes
ya servían la fiscalía del tribunal, y los otros 2 correspondían a nombramientos en la plaza de
regente que se hicieron en favor de quienes ya servían el oficio de oidor.
Los 8 fiscales promovidos a plaza de oidor en la misma audiencia y que asumieron este
nuevo oficio fueron don Hernando Machado, don Jácobe de Adaro y San Martín, don Pedro
Machado de Chávez, don Antonio Fernández de Heredia, don Juan de Huerta Gutiérrez, don
Alonso de Solórzano y Velasco, don Manuel Muñoz de Cuéllar, y don Manuel de León y
Escobar. Por su parte, los dos oidores ascendidos a la regencia fueron don José de Rezaval y
Ugarte y don Juan Rodríguez Ballesteros.
De esta manera, si bien se realizaron 118 nombramientos en plazas con ejercicio para la
Real Audiencia de Santiago de Chile, sólo tuvieron efecto 91 de ellos, los que recayeron en
81 sujetos.
1.2. Ministros en plazas numerarias, supernumerarias y futurarias
Las plantillas de las reales audiencias americanas constaban de una cantidad fija y cierta
de plazas numerarias o propietarias, pero además con bastante frecuencia solían verse
acrecentadas por el nombramiento de ministros en plazas supernumerarias o futurarias,
situación que se presentó en diversas ocasiones y épocas en la Real Audiencia de Santiago
de Chile.
1.2.1. Ministros en plazas numerarias
De los 118 nombramientos realizados entre 1605 y 1817 para proveer plazas con
ejercicio en la Real Audiencia de Santiago de Chile, 100 se efectuaron en plazas
propietarias o del número, es a saber, los 6 nombramientos de regentes; 64 provisiones en
plazas de oidor; y 30 nombramientos en plaza de fiscal.
Los demás nombramientos se verificaron en 13 plazas supernumerarias de oidor, 4
futuras de oidor, y una futura de fiscal.
Algunos de los nombrados en plazas supernumerarias o futurarias llegaron a ocupar
plaza del número con los años, pues generalmente en sus reales títulos les venía declarada
la opción a entrar en la primera plaza del número que vacare.
Tales fueron los casos de los oidores supernumerarios don José de Meneses Allende
Salazar en 1669; don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera en 1712; don Ignacio Fausto
Gallegos en 1713; don Juan Bautista Verdugo en 1767; don Melchor José de Santiago
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Concha en 1772; don Domingo Martínez de Aldunate en 1775; don José Santiago de
Aldunate y Guerrero en 1798; don Antonio Caspe y Rodríguez en 1811; y don José
Antonio Rodríguez Aldea en 1815. A ellos se unía el oidor futurario don José Clemente de
Traslaviña y Oyagüe en 1745.
1.2.2. Ministros en plazas supernumerarias
Como queda dicho en su lugar, las plazas supernumerarias eran aquellas que se proveían
excediendo el número de las plazas propietarias, y se hacía normalmente con uso y
ejercicio desde luego, y con los mismos privilegios y regalías que gozaban los ministros
numerarios, salvo en cuanto solía concedérseles, por regla general, únicamente la mitad del
salario.
Durante los más de dos siglos que permaneció en funciones la Real Audiencia de
Santiago de Chile se realizaron catorce nombramientos de ministros en plazas
supernumerarias, todos ellos en oficios de oidor, ocho de ellas previo servicio pecuniario,
de los cuales diez eran americanos.
Oidores de plazas supernumerarias
Real Decreto Oidor Naturaleza Servicio
Madrid, 5-VII-1666 José Meneses de Allende Salazar Lima Sin servicio2140
Buen Retiro, 7-III-1707 Juan del Corral Calvo de la Torre La Plata 8.000 pesos
Buen Retiro, 12-VI-1708 Salvador Sánchez de la Barreda Lima 2.500 doblones
Madrid, 1-II-1709 Ignacio Fausto Gallegos Lima 2.5000 doblones
Madrid, 11-VI-1710 Leandro de Torquemada Sevilla 2.500 pesos
Madrid, 19-VI-1710 Francisco Sánchez de la Barreda Lima 500 pesos2141
Buen Retiro, 14-I-1747 Juan Bautista Verdugo Santiago de Chile 20.000 pesos
Buen Retiro, 1-VII-1748 Domingo Martínez de Aldunate Santiago de Chile 20.000 pesos
Buen Retiro, 2-X-1750 José de la Fuente y Villalta Lima 22.980 pesos
Madrid, 2-IX-1756 Melchor de Santiago Concha Lima Sin servicio2142
San Lorenzo, 13-IX-1795 José de Aldunate y Guerrero Santiago de Chile Sin servicio
Sevilla, 29-XII-1809 José Álvarez de Acevedo Santiago de Chile Sin Servicio
Cádiz, 14-XI-1810 Antonio Caspe y Rodríguez Granada Sin servicio
Madrid, 29-VII-1815 José Rodríguez Aldea Chillán (Chile) Sin servicio
Los nombramientos en plazas supernumerarias se hicieron frecuentes desde el reinado
de Carlos II, pues fueron uno de los medios a través de los cuales la corona intentaba
                                                
2140 Dos años antes había sido nombrado oidor supernumerario de la Real Audiencia de Guadalajara, por
haber contraído matrimonio con doña Gabriela de Barrios, hija del piloto mayor de la carrera de Indias don
Gabriel de Barrios, a quien por sus servicios se le había concedido dicha plaza para la persona que casare con
una de sus hijas, y por tal razón la plaza la obtuvo Meneses en concepto de dote (AGI. Guadalajara, 303).
2141 Benefició a la corona con 500 pesos para mantener en su favor el nombramiento que se había hecho a
su hermano Salvador, quien a su vez, había entregado 2.500 doblones para obtener una plaza supernumeraria.
2142 Había obtenido plaza de oidor en Charcas por el servicio de 19.000 pesos fuertes, y en 1756 fue
trasladado a plaza supernumeraria en Chile, por haber casado sin el real permiso.
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satisfacer las urgencias económicas de la monarquía, debido a que normalmente se
realizaban previo servicio pecuniario del interesado2143.
El primer nombramiento en plaza supernumeraria para la Real Audiencia de Santiago se
realizó precisamente a comienzos del reinado de Carlos II, y recayó en el limeño don José
Meneses en 1666, quien dos años antes había logrado plaza supernumeraria en la Real
Audiencia de Guadalajara, por haber casado con la hija del piloto mayor de la carrera de
Indias don Gabriel de Barrios, a quien se le había concedido dicha plaza por sus servicios:
Teniendo consideración a lo que Graviel de Barrios piloto mayor de mi
Armada de la guarda de la carrera de las Indias me ha servido le hice merced de
una plaza de oydor de mi Audiencia Real de la ciudad de Guadalajara en la
provincia de la Nueva Galicia para la persona que casasse con una de sus hijas, y
por su parte se me ha hecho relación que ha dado estado a doña Graviela de
Barrios su hija con vos don Joseph Tello de Meneses y para que la dicha merced
tenga efecto me a suplicado os mande dar el título y despachos necesarios para yr
a servir esta plaza, y atendiendo a la suficiencia y letras que concurren en vos el
dicho Dn. Joseph Tello tengo por bien de haceros merced como por la presente
os la hago de plaza supernumeraria de oidor de mi Audiencia Real de la ciudad
de Guadalajara, con calidad de que ayáis de entrar en la primera del número que
vacare y que esta supernumeraria de que os hago merced se haya de consumir en
la primera vacante del número que se ofreciere en la dicha Audiencia...2144.
En el momento de recibir este nombramiento don José de Meneses se encontraba en la
península, y allí consiguió después de diversas gestiones que fuera promovido a una plaza
supernumeraria de oidor en la Real Audiencia de Santiago de Chile, de la que se le
despachó título por real provisión fechada en Madrid el 5 de junio de 16662145, y tres años
más tarde sería nombrado en propiedad conforme a su título librado por real provisión
fechada en Madrid el 20 de abril de 1669, para ocupar la vacante quedada por muerte de
don Juan de La Plaza 2146.
Bajo el reinado de Felipe V se realizaron otros cinco nombramientos en plazas
supernumerarias, todos ellos previo servicio pecuniario, y recayeron en don Juan del Corral
Calvo de la Torre (1707); don Salvador Sánchez de la Barreda y Vera (1708); don Ignacio
Fausto Gallegos (1709); don Leandro Fernando de Torquemada (1710); y don Francisco
Sánchez de la Barreda y Vera (1710). Sólo dos de estos ministros alcanzaron plaza de
número, a saber, don Ignacio Fausto Gallegos en 1713, y don Francisco Sánchez de la
Barreda y Vera el año anterior.
Fernando VI proveyó cuatro plazas supernumerarias, de las cuales tres lo fueron previo
servicio pecuniario, a saber, don Juan Verdugo en 1747; don Domingo Martínez de
Aldunate en 1748; y don Juan José de la Fuente y Villalta en 1750. El otro ministro fue don
                                                
2143 BURKHOLDER, Mark y CHANDLER, Dewitt, From impotence to Authority. The Spanish Crown
and the American Audiencias, (1687-1808), Columbia, 1977, Hay versión en castellano en Méjico, 1984, bajo
el título De la impotencia a la autoridad. La corona española y las audiencias de América (1687-1808) , por
la que cito.
2144 AGI. Guadalajara, 303, Títulos de oidores, RP. Madrid, 18-VI-1664.
2145 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 5-VI-1666.
2146 Idem, RP. Madrid, 20-IV-1669.
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Melchor de Santiago Concha que, si bien no benefició a la corona, en 1745 había obtenido
plaza de oidor en Charcas previo servicio de 19.000 pesos fuertes, y fue trasladado en 1756
a la de Santiago como castigo por haber casado sin real permiso. Todos estos oidores, salvo
don Juan José de la Fuente y Villalta llegaron a despachar en plazas del número: Verdugo
en 1767, Santiago Concha en 1772, y Martínez de Aldunate en 1775.
Carlos IV sólo realizó un nombramiento en plaza supernumeraria, el del oidor don José
Santiago de Aldunate y Guerrero en 17952147, quien tres años más tarde entró en plaza
propietaria 2148.
El 29 de diciembre de 1809 la Junta Suprema Central nombró como supernumerario, sin
servicio previo, a don José Álvarez de Acevedo, a quien en 1806 se le había nombrado en
propiedad, pero cuya provisión se había dejado sin efecto, y ahora debido a la
independencia no llegó a asumir2149.
El Consejo de Regencia el 28 de noviembre de 1810 proveyó en plaza supernumeraria,
sin servicio previo, a don Antonio Caspe y Rodríguez, quien sobre consulta del 9 de
febrero del año siguiente fue nombrado en plaza del número para ocupar la vacante
quedada por ascenso de don Manuel de Irigoyen y González del Rivero2150.
Finalmente, Fernando VII nombró sobre consulta del 29 de julio de 1815 en plaza
supernumeraria de oidor a don José Antonio Rodríguez Aldea, a quien sobre consulta del 9
de septiembre del mismo año se le concedió plaza del número para entrar en la vacante
quedada por ascenso de don José Santiago de Aldunate y Guerrero2151.
1.2.3. Ministros en plazas futurarias
También se ha dicho que desde el siglo XVII se solían conceder futuras de plazas de
oidor o de fiscal, vale decir, se despachaba en favor de algún sujeto, normalmente previo
servicio pecuniario, título futurario con opción a la vacante, lo que le permitía vestir toga, y
despachar en el tribunal durante las ausencias y enfermedades de ministros, con goce a
medio salario.
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile se proveyeron solamente cinco futuras,
cuatro en plazas de oidor, y la restante en oficio de fiscal.
                                                
2147 Idem, RP. San Lorenzo el Real, 8-X-1795.
2148 Idem, RP. Madrid, 19-XII-1798.
2149 Idem, RP. Alcázar de Sevilla, 15-I-1810.
2150 Idem, RP. Cádiz, 7-III-1811.
2151 Idem, RP. Madrid, 24-X-1815.
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Ministros de plazas futurarias
Nombramiento Ministro Plaza Naturaleza Servicio
RD. Madrid, 9-XII-1692 Andrés Hidalgo de Paredes Oidor La Plata 11.000
escudos
RD. Madrid, 26-IV-1695 Juan del Corral Calvo de la
Torre
Oidor La Plata 8.000 pesos
RD. Madrid, 31-I-1700 José de Valverde Contreras Oidor Lima Sin datos
RD. Madrid, 21-III-1700 Marcelo de Ayala y Marín Fiscal Lima Sin datos
RD. Buen Retiro, 11-VI-1740 José Clemente de Traslaviña Oidor Lima 17.000 pesos
Estos cinco nombramientos se realizaron previo servicio pecuniario, aunque no se sabe
el monto con el que contribuyeron Valverde y Ayala.
Cuatro de estos nombramientos se efectuaron en tiempos de Carlos II, aunque los
despachos de Valverde y de Ayala se libraron ya muerto el monarca, y el de Traslaviña se
efectuó bajo el reinado de Felipe V, quien fue el único futurario que llegó a ocupar una
plaza numeraria.
La primera futura de plaza de oidor en la Real Audiencia de Santiago de Chile la obtuvo
don Andrés Hidalgo de Paredes y Espinosa2152, natural de La Plata, previo servicio
pecuniario de 11.000 escudos, en cuya consecuencia fue nombrado por real decreto
fechado en Madrid el 9 de diciembre de 1692, despachándosele título por real provisión
librada en Madrid el 31 de diciembre del mismo año2153, aunque jamás llegó a jurar.
Por real decreto fechado en Madrid el 26 de abril de 1695, previo servicio pecuniario de
de 8.000 pesos, se concedió una segunda futura de plaza de oidor de la Real Audiencia de
Chile en favor de don José del Corral Calvo de la Torre2154, natural de La Plata,
despachándosele su título por real provisión librada en Madrid el 26 de junio del mismo
año2155.
Fue muy singular la situación de del Corral Calvo de la Torre, pues su futura de oidor
fue afectada por la reforma de 1701 y debió abandonar el despacho y perder sus gajes, a lo
que se opuso tenazmente y al efecto dirigió al monarca un Manifiesto en derecho sobre no
                                                
2152 AGI. Chile, 3, Decretos circulares para el distrito de dicha Audiencia (1621-1699), RD. Madrid, 9-
XII-1692.
2153 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 31-XII-1692.
2154 AGI. Chile, 3, Decretos circulares para el distrito de dicha Audiencia (1621-1699), RD. Madrid, 26-
IV-1695.
2155 AGI. Chile, 223 , Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 26-VI-1695.
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ser comprendido en el valimiento de sus sueldos que se han mandado quitar a los ministros
supernumerarios de las Reales Audiencias2156, pero no obtuvo gran cosa.
Posteriormente, cuando por real decreto del 7 de marzo de 1707 fue nombrado oidor de
la audiencia de Santiago don Juan Próspero de Solís Vango, que sólo contaba con 17 años,
se libró en favor de Corral Calvo de la Torre una nueva futura de oidor para que despachara
en la plaza del núbil magistrado mientras duraba su minoridad:
Por cuanto, por decreto de siete de marzo del presente año de 1707 he hecho
merced de oidor a don Juan Próspero de Solís Vango, caballero de la Orden de
Calatrava, de Plaza de Oidor de número de esa Audiencia en la vacante de don
José Blanco Rexón, a quien promoví al arcedianato de la iglesia metropolitana de
Charcas, con la circunstancia respecto de ser menor de edad de que no la pueda
jurar, ni entrar en esa Audiencia hasta que tenga veinte años cumplidos y que
desde esa edad asista en ella sin voto hasta que cumpla los veinticinco, y para
salvar estos inconvenientes de la falta de este ministro he resuelto nombrar oidor
futurario a don Juan del Corral Calvo de la Torre para que sirva la plaza de oidor
de ella...2157.
Al enterar Solís Vango los 20 años prestó juramento de su plaza sin derecho a voto en el
Acuerdo, y se generó un dura disputa entre del Corral y él por determinar a quien
correspondía la precedencia en el estrado, y para acabar con ella la corona, por real cédula
expedida el 4 de abril de 1710, dejó a del Corral en libertad para servir o no la plaza de
Solís Vango 2158. Finalmente, por real provisión fechada el 8 de septiembre de 1710 se
despachó en favor de del Corral título de plaza supernumeraria en la Audiencia de Chile, de
cuyo ejercicio fue suspendido por real cédula fechada el 27 de agosto de 1714, en razón de
imputársele ciertos malos procedimientos tenidos mientras servía el corregimiento de
Concepción. Sólo pudo volver al servicio de su oficio supernumerario por real provisión
expedida el 3 de mayo de 1722.
Una tercera futura de oidor en la Real Audiencia de Chile se concedió por real decreto
fechado en Madrid el 31 de enero de 1700 en favor de don José de Valverde Contreras y
Alarcón, natural de Lima, con mitad de gajes y segunda opción a la del número después de
Corral2159, despachándosele su título por real provisión librada en Madrid el 12 de febrero
del mismo año2160, plaza que juró el 27 de abril de 17042161.
Una cuarta futura, que fue la única en plaza de fiscal de la Real Audiencia de Santiago
Chile se concedió, por real decreto fechado en Madrid el 21 de marzo de 1700, al limeño
                                                
2156 ANRACH. 2.725, pza. 3, Manifiesto en derecho sobre no ser comprendido en el valimiento de sus
sueldos que se han mandado quitar a los ministros supernumerarios de las Reales Audiencias.
2157 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 24-V-1707.
2158 ANRACH. 3.148, RC. 8-IX-1710, fs. 17.
2159 AGI. Chile, 70, Decretos originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de 1689 a
1756, RD. Madrid, 31-I-1700.
2160 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 12-II-1700.
2161 ANRACH. 3.138 , Juramento de Presidentes, Oidores, Fiscales y subalternos, Santiago, 27-IV-1704.
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don Marcelo de Ayala Marín Benavides2162, pero no sacó sus despachos, pues fue afectado
por la reforma.
Finalmente, previo servicio pecuniario de 17.000 pesos fuertes, sobre consulta del
Consejo de Hacienda del 25 de mayo de 1740 se concedió por real decreto expedido en
Buen Retiro el 11 de junio del mismo año a don José de Traslaviña y Oyagüe la última
futura de oidor de la Real Audiencia de Santiago 2163, despachándosele su título por real
provisión librada en Buen Retiro el 1 de julio de 17402164, quien 5 años más tarde entró a
despachar en plaza propietaria debido a la muerte de don Ignacio Fausto Gallegos.
1.3. Ministros en plazas interinas
Los nombramientos de ministros interinos fueron escasos en la Real Audiencia de
Santiago de Chile. En efecto, durante los más de dos siglos de actuación del tribunal sólo
hubo tres nombramientos en este carácter.
Ministros interinos
Nombramiento Ministro Plaza Cesa
10-IX-1609. Francisco Pastene Fiscal 1-XII-1610
23-XII-1809 Joaquín Bernardo de Campuzano Oidor 14-III-1810
12-XI-1814 José Antonio Rodríguez Aldea Oidor 1816
El primero de ellos se verificó al instalarse el tribunal, pues como el fiscal fundador don
Hernando Machado no había llegado al reino, el presidente don Alonso García Ramón
nombró el 10 de septiembre de 1609 al licenciado criollo don Francisco Pastene, quien
sirvió el oficio hasta la llegada del propietario, es decir, hasta el 1 de diciembre de 16102165.
El segundo interinato lo sirvió el oidor don Joaquín Bernardo de Campuzano, que al ser
promovido en 1804 desde su plaza de oidor de Buenos Aires a otra en Guatemala, salió del
Río de la Plata en 1808 rumbo a su nuevo destino, y habiéndose detenido en Santiago de
Chile en diciembre del mismo año, el presidente del tribunal le llamó el 23 de diciembre de
1809 "a despachar en esta Real Audiencia, ocupando plaza por las vacantes y escasez de
ministros"2166.
Sirvió, pues, como oidor interino en Chile entre el 23 de diciembre de 1809 y el 14 de
marzo de 1810, fecha en que asumió el propietario don Félix Francisco Bazo y Berry. En
                                                
2162 AGI. Chile, 67, Consultas. Años 1604 a 1716, RD. Madrid, 21-III-1700.
2163 AGI. Chile, 70, Decretos originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de 1689 a
1756, RD. Aranjuez, 11-VI-1740.
2164 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 1-VII-1740.
2165 SILVA Y MOLINA, Abraham de, Oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile durante el
siglo XVII, Santiago, 1903, p. 10.
2166 ANRACH. 2.322, Sobre el abono del sueldo del oidor don Joaquín Bernardo de Campuzano, 1809.
444
1810 el Consejo de Regencia aprobó esta determinación del presidente chileno y confirmó el
pago de su salario de oidor de Chile por los 81 días que despachó en dicha plaza, y que era
mayor que el que le correspondía en Guatemala 2167.
El segundo y último nombramiento interino fue el de don José Antonio Rodríguez
Aldea, a quien el virrey Abascal le proveyó como oidor interino por despacho fechado en
Lima el 12 de noviembre de 1814 para que concurriera al restablecimiento del tribunal, que
los derrotados insurgentes habían disuelto:
Don José Fernando de Abascal y Souza...Por cuanto, atendiendo a los méritos
y servicios del Dr. José Antonio Rodríguez contraídos en la expedición del
Reyno de Chile dirigida a sujetar los excesos de aquellos insurgentes, a que
concurrió en calidad de Auditor interino por nombramiento que le hice de 14 de
diciembre del año próximo pasado de 1813, manejándose con la mayor
exactitud, desinterés y fidelidad...Por tanto, en nombre de S.M., que Dios guarde,
nombro y elijo al referido Dr. Dn. José Antonio Rodríguez por oidor interino de
la Real Audiencia de Chile, con la mitad de sueldo de su dotación y, en
consecuencia, encargo a los SS. Regente y Ministros de ella que, presentándose
el interesado con el título, precedido el juramento acostumbrado, lo reconozcan
por tal oidor...2168.
1.4. Ministros en plazas honorarias
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile se proveyeron cuatro plazas de oidores
honorarios durante los más de dos siglos que se mantuvo en funciones.
Oidores honorarios
Real Título Oidor
RP. El Pardo, 22-I-1728 Francisco Ruiz de Berecedo
RP. Madrid, 31-XII-1805 José de Irigoyen y González del Rivero
RP. Cádiz, 2-VIII-1810 Francisco Cisternas y Gallardo
RP. Madrid, 3-IV-1816 Pedro José Méndez de la Chica
El primer letrado que recibió los honores de oidor fue el doctor don Francisco Ruiz de
Berecedo, a quien por real provisión fechada en El Pardo el 22 de enero de 1728 se le
despachó título de oidor honorario de la Real Audiencia de Chile2169. El doctor Ruiz de
Berecedo promovió en 1748 un interesante expediente ante la Real Audiencia de Santiago
para que se le guardaran sus honras de oidor honorario que, desde hacía algún tiempo se
habían comenzado a obscurecer, pues no se le invitaba al recibimiento de presidentes y
                                                
2167 ANCG. 603, El apoderado del Sr. Oydor Dn. Joaquín Bernardo Campuzano, sobre abono de su
sueldo del tiempo que sirvió en esta Real Audiencia en calidad de agregado, Santiago, 29-V-1809, fs. 132.
2168 ANRACH. 2.119, Decreto del virrey, Lima, 12-IX-1814.
2169 ANRACH. 2.106, pza. 12, RP. El Pardo, 22-I-1728, fs. 2vta.-3.
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oidores, ni menos a los actos públicos seculares y eclesiásticos, ni a los de divertimiento a
que concurría la audiencia2170.
Los tres restantes títulos de oidores honorarios se despacharon en los últimos años de
actuación del tribunal, y fueron los de don José de Irigoyen y González del Rivero, por real
provisión fechada en Madrid el 31 de diciembre de 18052171; de don Francisco Cisternas,
por real provisión fechada en Cádiz el 2 de agosto de 18102172; y de don Pedro José
Méndez de la Chica, por real provisión fechada en Madrid el 3 de abril de 18162173.
1.5. Los ministros en depósito
A la Real Audiencia de Santiago de Chile solamente fueron destinados tres ministros en
depósito, y todos ellos alcanzaron prontamente la plaza en propiedad.
Ministros depositados
Mandato depósito Ministros Plaza de origen
D. Lima, 11-III-1643 Nicolás Polanco de Santillana Fiscal futurario Charcas
RC. Buen Retiro, 16-V-1651 Pedro Hazaña Solís y Palacio Oidor Charcas
RC. 1715 Martín de Recabarren Oidor Panamá
Don Nicolás Polanco de Santillana, fiscal futurario de la Real Audiencia de Charcas, fue
el primer oidor depositado en Santiago, por despacho del virrey conde de Alba de Liste
fechado en Lima el 11 de marzo de 1643. Comenzó a servir el 10 de mayo de 1644 y
despachó hasta agosto de 1659, época en que pasó a Lima, como fiscal en lo civil, cuando ya
años antes había alcanzado plaza del número.
Don Pedro de Hazaña Solís y Palacio fue el segundo oidor depositado en Chile, por real
cédula de reprensión librada en Buen Retiro el 16 de mayo de 1651 se le destinó en dicha
calidad mientras duraba la visita que realizaba don Francisco Ustáriz Marín, quien debía
averiguar los procedimientos del oidor al haber casado a un hijo suyo sin el real
permiso2174.
El tercer y último ministro depositado en la Real Audiencia de Santiago de Chile fue el
oidor de Panamá don Martín de Recabarren en 1715, que juró el 30 de junio de 1716. Sobre
consulta fechada el 10 de abril de 1723 se le concedió plaza en propiedad en la vacante
                                                
2170 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “El derecho común ante la Real Audiencia de Chile en una
alegato del siglo XVIII”, en RCHHD. 15, Santiago, 1989, pp. 105-116.
2171 ANRACH. 602, RP. San Lorenzo el Real, 31-XII-1805, fs. 68-69.
2172 AGI. Chile, 223, Títulos de ministros honorarios, RP. Cádiz, 2-VIII-1810.
2173 AGI. Chile, 223, Títulos de ministros honorarios, RP. Madrid, 3-IV-1816.
2174 ANRACH. 3.138, RC. Buen Retiro, 16-V-1651, fs. 39-39 vta.
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quedada por ascenso de don Ignacio Antonio del Castillo2175, de la que se le libró título por
real provisión despachada en San Ildefonso el 30 de diciembre de 17232176, y prestó
juramento el 30 de agosto del año siguiente, manteniéndose en ella hasta su muerte.
2. Vías de acceso a las plazas
La vía ordinaria para acceder a una plaza togada en Indias era sobre consulta del Consejo
de Indias o de la Cámara de Indias mientras la hubo, pero también podían proveerse las
plazas por decreto decisivo del monarca, sin consulta previa del Consejo o de la Cámara.
El Consejo y su Cámara funcionaron hasta el año 1808, período en el cual se realizaron 81
nombramientos sobre consulta en plazas de ejercicio en la Real Audiencia de Santiago de
Chile, a los cuales se suman otros 2 realizados una vez restablecido el Consejo, de modo tal
que las provisiones sobre consultas fueron 83 de un total de 118 nombramientos.
Los restantes 35 nombramientos se efectuaron por decreto decisivo y sin consulta previa
del Consejo de Indias o de su Cámara, debido a diversas causas, tales como, el nombramiento
previo beneficio pecuniario o la merced real directa.
2.1. Sobre consulta del Consejo o de la Cámara de Indias (1605-1808)
Desde la creación del Consejo de Indias, quedó entregada a él la competencia para proveer
las plazas de las audiencias de Ultramar, lo que se realizaba previa consulta, normalmente
oral, régimen que experimentó algunas modificaciones cuando en 1569 se encomendó al
licenciado don Juan de Ovando que visitara el Consejo de Indias, en cuya comisión realizó
diversas proposiciones para ordenar su actuación.
Una de sus propuestas en lo tocante a la provisión de empleos de Indias se dirigía a que en
adelante sólo el presidente del Consejo consultase los nombramientos de oficios y las
concesiones de mercedes, para evitar favoritismos, retrasos y diferencias entre los consejeros,
como también que las plazas más importantes se proveyeran previa consulta. Esta
proposición fue acogida favorablemente por los consejeros2177. Por una cédula particular se
accedió a esta sugerencia, tal cual lo explicaba una consulta de Otalora sin fecha: V. Mt. por
su Real Cédula...mandó que durante su voluntad y hasta que otra cosa proveyese, el
presidente solo nombrase y consultase las personas que a él le pareciese, por la forma
contenida en la dicha Cédula, y ansy se hizo hasta que murió el presidente Juan de Ovando,
para quien se dio2178.
Bajo la presidencia interina del Consejo del licenciado Otalora, se consultó al monarca
que restableciera el orden antiguo que había en las provisiones, es decir, que todos los
consejeros participaran en las proposiciones de plazas y concesiones de mercedes, pues se
juzgaba que el privilegio de sólo entender en ellas se había dado en razón de la persona del
                                                
2175 AGI. Chile, 68, Consultas originales del distrito de esa Audiencia. Años de 1717 a 1732 , Consulta nº.
72, Madrid, 10-IV-1723.
2176 ANRACH. 3.136, Títulos de oidores, RP. San Ildefonso, 30-XII-1723, fs. 131-132.
2177 SCHÄFER, Ernesto, El Consejo Real y Supremo de las Indias, Sevilla, 1935, I, p. 133.
2178 AGI. Indiferente, 738. Cit. por SCHÄFER, Ernesto, (n. 38), I, p. 141, n.5.
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presidente Ovando. En la consulta señalaban los consejeros que la intervención del solo
presidente generaba diversos inconvenientes:
Siendo elegidos por sólo el Presidente, y sus títulos despachados con sola su
firma y señal, a sólo él conocen y con sólo él tienen su correspondencia, como se
ha visto por experiencia en los que han sido proveídos por esta nueva orden , que
los avisos y advertencias que habían de escribir al Consejo, muchos dellos las
han escrito a sólo el Presidente, sin hacer caso del Consejo, y las ha venido a
entender el Consejo a cabo de muchos días, cuando al Presidente le parecía o se
le acordaba, para decirlo en el Consejo, y muchas veces a tiempo que era pasada
la ocasión de proveer en ello...2179.
Además agregaban variadas razones que justificaban la vuelta al orden antiguo:
Aunque el Presidente tenía buen celo y deseaba acertar, por proveerlo él solo,
se pudo engañar más fácilmente que si fuera ayudado del parecer de los del
Consejo...Y para las Indias, por ser tan lejos y con tantos peligros, no se ofrecen
tantas personas destas calidades que quisieran pasar allá, y es menester buscarlas
con mucho cuidado, porque por la mayor parte los que se ofrecen a ello y lo
pretenden, son los que no se atreven a pretender lo de acá, por faltarles méritos
para ello, y para lo de allá procuran de suplirlos y encubrir sus faltas con favores
y otros medios humanos, y más fácilmente los encubren de uno que de muchos,
porque proveyéndose en el Consejo propónense las personas y confiérese y
trátase dellas, y las faltas que no saben los unos, las saben y descubren los
otros...2180.
El monarca no accedió a esta petición y sólo se limitó a responder que: He visto lo que en
esto decís, y miraré en ello2181. Únicamente desde 1591 se volvió a la práctica de la
participación de todos los consejeros en las consultas de plazas togadas para las Indias, estilo
que se mantuvo hasta la creación de la Cámara de Indias.
El año 1600 se decidió la creación, en el Consejo, de la Cámara de Indias, a imagen de la
que existía en el Consejo de Castilla, como una junta particular integrada por el presidente y
tres consejeros, a la cual se encomendó las consultas de provisiones de plazas eclesiásticas y
seculares de las Indias. Al efecto, una real cédula fechada el 25 de agosto de 1600 ordenaba:
Que en el dicho mi Consejo de Indias se forme una Junta de Cámara como
está formado el Consejo de Cámara de Castilla, y que en ella entren el Presidente
y tres Consejeros del, que mandaré nombrar los que me parecerán más a
propósito para su entera rectitud y celo... y que traten y me consulten las
provisiones eclesiásticas y seglares que hubieren de hacer para el buen gobierno
espiritual y temporal de las Indias, y que en todo y por todo se conformen con el
estilo y forma que en el Consejo de Castilla se guarda y está establecida2182.
El 19 de enero de 1601 fueron nombrados los tres consejeros que formarían la Cámara, a
saber, los licenciados Álvarez de Toledo, Molina de Medrano, y Pérez de Aponte.
                                                
2179 SCHÄFER, Ernesto, (n. 38), I, p. 142, n. 2.
2180 Idem, p. 142, n. 1.
2181 Idem, I, p. 142.
2182 Idem, I, pp. 179-180.
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La Cámara de Castilla confeccionó un memorial que en 20 capítulos describía el orden
que tenía en su actuación. Conforme a él, las provisiones de plazas de oidores y otros oficios
se verificaba de la manera siguiente: el presidente enviaba al secretario los memoriales de los
pretendientes, y comunicaba en la Cámara el día en que se haría la consulta para la provisión
de la plaza. En dicho día cada camarista concurría a la sesión con su lista de propuestos,
dándolas a conocer desde el más moderno hasta el más antiguo, y finalizaba el presidente.
Los nombres de los sujetos eran anotados por el secretario formando una terna en el orden en
que habían sido votados. Luego volvía a circular la consulta entre los camaristas y solían
introducirse alteraciones, para finalmente ser pasada en limpio, señalando las copias en sus
casas los consejeros y el presidente la elevaba al rey. El sujeto nominado por el monarca era
interrogado por el presidente en orden a que manifestara si aceptaba o no la provisión, si
accedía se comunicaba a la Cámara la designación, y de lo contrario, se volvía al monarca la
consulta, o se consultaban más sujetos, hasta que alguno aceptara.
La Cámara de Indias funcionó pocos años, pues el 1 de abril de 1608 el conde de Lemos
presentó en el Escorial un memorial secreto al duque de Lerma, en el que expresaba la
necesidad de suprimirla 2183. Esta sugerencia fue acogida y por decreto del 16 de marzo de
1609 se ordenó la supresión inmediata de la Cámara de Indias2184, con lo cual el Consejo en
pleno recuperaba su competencia en la provisión de plazas togadas.
Por un real decreto fechado el 23 de mayo de 1625 Felipe IV ordenó que en las consultas
de provisión de plazas solamente se le propusieran tres personas. Disposición que fue
confirmada por el capítulo 39 de las Ordenanzas del Consejo de 1636, y recogida en la
Recopilación de Indias2185.
Además sobre consulta de la Junta de Guerra de Indias del 7 de marzo de 1647, se acordó
que como cuando faltaba el presidente y en consecuencia no había voto de preeminencia para
decidir los empates en las propuestas: Sucedía proponerse en cada lugar más sugetos que
uno, por tener igualdad de votos, con que se venía a acrecentar el número de los tres. Fue Su
Magestad servido de responder en un mismo lugar se consultaran los que tuvieren iguales
votos, precediendo y entrando en los tres de la Consulta los que tuvieren mayor número de
votos2186.
Las Ordenanzas del Consejo de Indias de 1636 reconocían la competencia del Consejo
para la elaboración de las consultas de las provisiones en plazas togadas de audiencias, en su
ordenanza número 30:
Considerando lo mucho que importa el acertamiento de las elecciones y
Ministros para el bien público, y buen gobierno de nuestras Indias, Islas, y
Provincias dellas: Mandamos y encargamos a los del nuestro Consejo de Indias,
que teniendo presente el servicio de Dios nuestro Señor, y nuestro, y la confianza
que hacemos de sus personas, estén siempre muy atentos, y con el cuidado y
recato que es menester, para proponernos, así para las Prelacías, Dignidades,
Prebendas, y otros Beneficios Eclesiásticos, como para las Presidencias, Plazas
                                                
2183 AGI. Indiferente, 827.
2184 SCHÄFER, Ernesto, (n. 38), I, p. 187.
2185 Recopilación de Indias, 2.2.39.
2186 Idem, Auto 147.
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de asiento, y los demás oficios de justicia y hacienda, personas de las calidades,
letras, virtud, entendimiento, suficiencia, experiencia y aprobación, que
conviniere, y respectivamente fuere y es necesario para ellos, y nos las consulten
con relación de sus partes y calidades, como lo tenemos ordenado2187.
El capítulo 36 de estas Ordenanzas, recogiendo uno anterior de las de 1591 regulaba el
estilo de las consultas:
Quando estuvieren vacos, o vacaren en nuestras Indias...los cargos de
Virreyes, Presidencias, Plazas, Gobernaciones, Corregimientos, y otros oficios
de asiento, o temporales...Que nos hayamos de proveer, y se nos haya de
consultar, se trate en el dicho Consejo de todas las personas, que parecieren a
propósito, y demás partes, así propuestas por el Presidente, como por los del
Consejo, y de estas se nos consulten las que al parecer de cada uno tengan más
partes para lo que se hubiere de proveer, en la forma que por órdenes, o decretos
nuestros estuviere dispuesta, y la consulta que se hiciere, señalada de todos, en la
forma dicha, se nos envíe, para que de las dichas personas, o de otras, Nos
hagamos elección de las que nos pareciere mejor, y de lo que Nos resolviéremos,
se le dará aviso al Presidente, para que lo diga a la parte, y después que lo haya
aceptado, lo diga asimismo en el dicho Consejo2188.
Posteriormente, por real decreto fechado en Tortuera el 10 de febrero de 1644, Felipe IV
ordenó restablecer la Cámara de Indias:
Hanme movido algunas consideraciones, a resolver que en el Consejo de
Indias haya Consejo de Cámara, como solía, formándose de tres consejeros del
mismo Consejo que concurran con el Presidente del, y por ellos se despachen y
consulten las cosas y negocios que se consultaban y despachaban por él, cuando
lo había. Executaráse así, y he nombrado para Consejeros de Cámara a los
licenciados don Pedro González de Mendoza y Paulo Arias Temprado y Don
Jerónimo de Villanueva2189.
Por un real decreto fechado el 6 de julio de 1677, junto con reorganizarse el Consejo de
Indias, se disolvía la Cámara de Indias, y se ordenaba que de los miembros del Consejo:
Han de intervenir en consultarme las provisiones y demás gracias que hoy
corren por la Cámara, el Presidente y tres Consejeros, los que yo nombrare. Y no
han de tener gajes ni emolumentos algunos por esta razón más de los que por
Consejeros les tocaren2190.
En la práctica, pues, las consultas para las provisiones de oficios de las audiencias
indianas, continuaban en manos de sólo tres consejeros y el presidente, no obstante, la
supresión de la Cámara, que por decreto del 17 de julio de 1691 se ordenaba que continuara
formada por el presidente, tres consejeros: dos de capa y espada más antiguos, y don Manuel
de Lira.
                                                
2187 Recopilación de Indias. 2.2.30.
2188 Recopilación de Indias, 2.2.38.
2189 SCHÄFER, Ernesto, (n. 38), I, p. 227.
2190 Cit. por SCHÄFER, Ernesto, (n. 38), I, p. 276, n.1.
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La existencia y actuación de la Cámara de Indias durante el siglo XVIII continuó, aunque
con una serie de interrupciones y modificaciones. En efecto, por el real decreto de reforma
del 6 de marzo de 1701 se ordenó su supresión, volviendo al Consejo todas sus
competencias, aunque prontamente un decreto del 3 de marzo de 1703 confirmaba su
existencia, y oficialmente por decreto del 29 de abril de 1716 era restablecida,
componiéndose del presidente o gobernador, dos consejeros de capa y espada, y un consejero
togado, aunque nuevamente fue suprimida por decreto del 11 de septiembre de 17172191.
La Cámara de Indias fue definitivamente restablecida por decreto del 22 de diciembre de
1721, integrada por el presidente, dos consejeros de capa y espada y dos consejeros togados,
que en 1731 fueron elevados a tres; en 1734 a cuatro; en 1767 a cinco2192. Entre 1792 y 1795
sus miembros eran siete; en 1796 y 1797 actuaban seis; en 1798 llegaron a ser diez; al año
siguiente eran nueve; en 1800 pareciera ser que actuaban siete más el gobernador; en 1801
volvían a actuar nueve; en 1802 actuaban ocho; y al año siguiente sólo seis; en 1805 actuaban
cinco o seis; en 1806 sólo cuatro; en 1807 eran cinco; y en 1808 eran seis 2193.
La competencia de la Cámara en cuanto a las consultas para la provisión de oficios fue
menguada por la reforma del 26 de agosto de 1754, pues ella ordenó que las proposiciones
para plazas del Consejo de Indias, de virreyes, presidentes de audiencias, gobernadores, y
oficios vinculados a la hacienda, y eclesiásticos, debían realizarse por la vía reservada2194.
De los 118 nombramientos para plazas con ejercicio en la Real Audiencia de Santiago de
Chile, 83 de ellos se despacharon previa consulta del Consejo o de la Cámara de Indias, y los
restantes 35 lo fueron por decreto decisivo.
Los seis nombramientos de regentes se efectuaron previa consulta de la Cámara de Indias;
y de los 81 nombramientos de oidores, fueron 51 los realizados previa consulta del Consejo o
de la Cámara; y de los 31 nombramientos de fiscales, los provistos sobre consulta fueron 26.
El nombramiento de los cuatro oidores fundadores y del fiscal fue realizado sobre consulta
del Consejo fechada el 14 de diciembre de 1605, pues por tratarse de las plazas de
establecimiento parecía más adecuado que fuera el Consejo y no su Cámara la que elevara la
consulta. Los cinco sujetos designados iban incluidos en la consulta, y entre ellos había dos
estudiantes salmantinos, a saber el oidor decano don Luis Merlo de la Fuente, colegial del de
San Bartolomé, y el oidor don Pedro Diez Romero, a ellos se agregaban el fiscal don Guillén
de Solís, graduado en Valladolid 2195.
Los dos nombramientos siguientes se realizaron para nombrar a quienes debían suceder al
fiscal Guillén de Solís, y al oidor Diez Romero, que fueron promovidos antes de pasar a
Chile. Estas provisiones se efectuaron sobre consulta de la Cámara de Indias, a saber, para la
plaza de oidor el 10 de septiembre de 1607, proponiéndose en primer lugar al salmantino don
                                                
2191 BERNARD, Gildas, Le Secrétariat d’État et le Conseil espagnol des Indes, (1700-1808) , Genéve-
Paris, 1972, pp. 111-112.
2192 Ibidem.
2193 AGI. Ultramar, 802, Consultas de la Cámara de Indias, 1792-1807.
2194 BERNARD, Gildas, (n. 52), p. 111.
2195 AGI. Chile, 67, Consultas. Años 1604-1697, Consulta Consejo, nº 4, 14-XII-1605.
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Gabriel de Zelada, que resultó nombrado2196; y para la fiscalía el 16 de octubre de 1607, en la
que se proponía en primer lugar al también salmantino don Hernando Machado, quien fue
nombrado2197.
Entre 1611 y 1643 no existió Cámara en el Consejo de Indias y, por lo tanto las consultas
para la provisión de plazas togadas las formaba el Consejo en pleno. Durante este período se
cursaron 13 provisiones para plazas con ejercicio en la Real Audiencia de Santiago de Chile,
todas ellas sobre consulta, de las cuales, 10 eran para oficios de oidor, y las tres restantes para
la fiscalía.
Los 13 provistos iban incluidos en las consultas, y 11 de ellos eran presentados en el
primer lugar de los propuestos por el Consejo. Los otros dos eran el fiscal don Antonio
Fernández de Heredia y el oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo.
Fernández de Heredia fue consultado el 7 de marzo de 1635 en segundo lugar para plaza
de oidor en Santiago, la que se dio al primer provisto don Hernando Machado, con cuyo
nombramiento vacaba la fiscalía del tribunal, y por ello en la misma consulta, y por vía de
resulta, se le concedió la fiscalía: Nombro al fiscal don Pedro Machado y para la fiscalia al
licenciado don Antonio Fernandez de Heredia2198.
Gutiérrez de Lugo fue consultado el 27 de septiembre de 1633 en segundo lugar para una
plaza de oidor, junto a otros 16 propuestos, de los que iba en primer término el doctor
Baltazar Velázquez2199. Pesaba en favor de Gutiérrez de Lugo su condición de bachiller,
licenciado, doctor y catedrático en la Universidad de Salamanca.
En febrero de 1644 fue restablecida la Cámara de Indias y funcionó como tal hasta el año
1677, período en el cual se hicieron 22 nombramientos, sobre consulta de ella, para proveer
plazas en la audiencia chilena. Un total de 20 de los provistos en las plazas iba en el primer
lugar de los consultados por la Cámara, y los dos restantes el fiscal don Francisco de
Cárdenas y Solórzano provisto por vía de resulta; y el fiscal don Alonso de Solórzano y
Velasco, que no iba entre los consultados.
Al igual que en el caso del fiscal Fernández de Heredia, Cárdenas y Solórzano fue
consultado por la Cámara el 8 de abril de 1669 en el segundo lugar para una plaza de oidor
en Chile, la que se dio al primer propuesto don Manuel de León y Escobar, que a la sazón era
fiscal, en razón de lo cual vacaba dicho oficio, y se le concedió por vía de resulta: Nombro a
Don Manuel de Leon y para la fiscalia a Don Francisco de Cardenas Solorzano2200.
Finalmente el 5 de mayo de 1653 la Cámara consultó para proveer la plaza de fiscal de la
Real Audiencia de Santiago a don José Nieto de Ariza, don Manuel Centeno y Ordóñez y
                                                
2196 AGI. Chile, 1, Consultas. Años 1578-1565 , Consulta Cámara, 10-IX-1607.
2197 Idem, Consulta Cámara, 16-X-1607.
2198 Idem, Consulta Consejo, nº 236, Madrid, 7-III-1635.
2199 Idem, Consulta Consejo, nº 227, Madrid, 27-IX-1633.
2200 AGI. Chile, 2, Consultas originales del distrito de dicha Audiencia. Años de 1657 a 1699, Consulta
Cámara, nº 88, Madrid, 8-IV-1669.
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don Gerónimo Lerín, pero el monarca no acogió a ninguno de los propuestos y se limitó a
señalar que: Nombro a Don Alonso de Solorzano2201, quien no iba entre los consultados.
Entre 1677 y 1701 las consultas para las provisiones de plazas las realizaba el presidente
del consejo más tres consejeros. En este período se realizaron 12 nombramientos sobre
consulta, 10 de ellos recayeron en el primer propuesto, y los dos restantes fueron los del
oidor don Bernardo de Laya Bolívar, consultado en segundo lugar, y el oidor don Juan de la
Cueva y Lugo, consultado en tercer y último lugar.
Don Bernardo de Laya y Bolívar fue consultado el 15 de marzo de 1683, tras don Andrés
de Paredes y Polanco, para ocupar la vacante de oidor quedada por muerte de don Alonso
Martín de Orellana, y resultó él nombrado, quizá porque el primer propuesto sólo era
bachiller, y Laya detentaba el grado de licenciado.
El 9 de agosto de 1680 fue consultado en tercer lugar don Juan de la Cueva y Lugo para
proveer la plaza de oidor vacante por muerte de don José de Meneses, y era precedido por los
doctores Sancho García de Salazar, y Marcelo de España, pero él fue nombrado, aunque diez
días más tarde García de Salazar era provisto en la fiscalía.
Entre 1701 y 1703 volvió a todo el Consejo la competencia para elaborar las consultas
para proveer plazas en Indias, período en el cual sólo fueron nombrados sobre consulta del 4
de mayo de 1702 el oidor don Ignacio Antonio del Castillo, que era el primero de los cinco
propuestos2202; y sobre consulta del 28 de marzo de 1702 el fiscal don Baltazar José de
Lerma, que ocupaba el primer lugar en la propuesta del consejero don Alonso Carrero, y el
segundo lugar en la del consejero marqués del Carpio, y en tercer lugar en las de los
consejeros Martín de Solís, Silvestre de Ortega y Diego Hermoso2203.
Entre 1703 y 1717 funcionó nuevamente la Cámara de Indias, período en el cual sólo se
realizaron dos provisiones sobre consulta de ella, a saber, la del 27 de junio de 1703 para una
plaza de oidor, en la que ocupaba el primer lugar entre siete propuestos don Francisco de
Rojas y Acevedo, a quien se nombró2204; y la del 10 de octubre de 1712 para la plaza de
fiscal, en la que ocupaba el octavo lugar entre once propuestos don Miguel de Gomendio y
Urrutia, quien fue nombrado2205, quizá porque pertenecía a una familia vinculada a la
judicatura indiana, pues su padre don Juan de Gomendio era oidor en Panamá, y su primo
don Domingo era oidor en Guatemala, además él tenía una sólida formación, ya que se había
graduado de bachiller en Sigüenza, y de licenciado y doctor en Alcalá, donde había leído por
substitución diversas cátedras.
Entre 1717 y 1721 la Cámara de Indias estuvo extinguida, período en el cual el Consejo
volvió a formar las consultas, y para la Real Audiencia de Santiago de Chile sólo se proveyó
                                                
2201 Idem, Consulta Cámara, Madrid, 5-V-1653.
2202 AGI. Chile, 67, Consultas. Años 1604-1697, Consulta Consejo, nº 35, Madrid, 4-V-1702.
2203 Idem, Consulta Consejo, nº 34, Madrid, 28-III-1702.
2204 Idem, Consulta Cámara, nº 40, Madrid, 27-VI-1703.
2205 Idem, Consulta Cámara, nº 93, Madrid, 10-X-1712.
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una plaza de fiscal sobre consulta de ella, a saber, la del 29 de marzo de 1721, en la que se
propuso en el primer lugar a don Martín Gregorio de Jáuregui, quien fue nombrado2206.
El 22 de diciembre de 1721 fue restablecida la Cámara de Indias, y se mantuvo en
actividad a cargo de las consultas para proveer plazas hasta el año 1808, período en el cual se
realizaron 21 nombramientos previa consulta.
La regla general fue que los propuestos en primer lugar fueran nombrados, aunque en
algunas ocasiones ello no ocurrió así. Tal fue el caso del nombramiento de regente hecho en
favor de don José de Rezaval y Ugarte, pues en la consulta de Cámara del 19 de septiembre
de 1792, no iba incluido, y su nombramiento fue publicado en la Cámara el 17 de octubre del
mismo año:
Consulta para proveer la regencia de Chile, Cámara, 19-IX-1792 (AGI. Ultramar,
802)
Camaristas Primer lugar Segundo lugar Tercer lugar
Sr. Cistué Cosme de Mier y
Trespalacios
José Caveza Henríquez Luis Antonio de Musquiz
Sr. Pizarro El mismo Al mismo Al mismo
Sr. Machado Nicolás Vélez de Guevara Juan de Dios Calvo Melchor José de Foncerrada
Sr. Muñoz Al mismo Guevara A Caveza Henríquez Lucas Muñoz Cubero
Sr. Tepa Cosme de Mier Al mismo Caveza Henríquez A dicho Musquiz
Sr. Cerda A D. José Caveza Henríquez A D. Josef Merchante A Foncerrada
Sr. Porlier A D. José Caveza Henríquez D. Nicolás Vélez de Guevara A D. Juan de Dios Calvo.
En otras ocasiones algunas de las plazas se proveyeron por vía de resulta. Así ocurrió
cuando sobre consulta del 16 de junio de 1794 para proveer la regencia de Guatemala, fue
propuesto y nombrado el oidor de Lima don Ambrosio Zerdán, y se proveyó su vacante en
don Juan Rodríguez Ballesteros, oidor de Chile, cuya resulta se dio a don José de Santiago
Concha: Vajó electo Dn. Ambrosio Cerdán y Pontero. Para la plaza de Oydor de Lima a Dn.
Juan Rodríguez Ballesteros; y esta resulta a Dn. Josef de Santiago Concha con medio
sueldo2207, igual pasó con el nombramiento de don José Álvarez de Acevedo y Salazar,
cuando sobre consulta del 11 de agosto de 1806 para proveer la regencia de Chile se
generaron diversas resultas como consecuencia de habérsela dado al oidor de Lima don Juan
Rodríguez Ballesteros: Bajó electo D. Juan Rodríguez Ballesteros. Para la Plaza de Oydor
de Lima que este dexa al Alcalde del Crimen en la misma Audiencia D. Josef Baquijano,
para esta resulta al Oydor de Chile D. Josef de Santiago Concha, y para esta Plaza a D.
Josef de Azevedo Salazar2208.
                                                
2206 AGI. Chile, 68, Consultas. Años 1717-1732, Consulta Cámara, 29-III-1721.
2207 AGI. Ultramar, Consultas de la Cámara de Indias, 1792-1808, Consulta Cámara, Madrid, 16-VI-
1794.
2208 Idem, Consulta Cámara, Madrid, 11-VIII-1806.
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Vuelto al trono Fernando VII fue restablecido el Consejo de Indias, período en el cual
fueron provistos el oidor don Antonio Luis Pereyra, sobre consulta del 16 de enero de 1816;
y el regente don Pedro Antonio Cernadas y Bermúdez de Castro, sobre consulta del 4 de
junio de 1817.
2.2. Por decreto decisivo
Podía el monarca proveer las plazas de las audiencias indianas por alguna vía distinta a la
previa consulta del Consejo o de la Cámara de Indias, la que se concretaba porque el
nombramiento simplemente se producía mediante un real decreto, normalmente llamado
“decisivo”.
La no existencia de consulta previa se debía normalmente a la provisión de las plazas
previo servicio pecuniario, caso en el cual el pretendiente trataba personalmente las
condiciones del nombramiento y la cantidad con la que iba a contribuir a la corona, tras lo
cual el Consejo de Hacienda elevaba una consulta al monarca proponiéndole la provisión del
sujeto, y de inmediato se libraba el real decreto de su nombramiento.
Así por ejemplo, cuando en 1707 el Consejo de Indias preparaba la consulta para
presentar a los sujetos que le parecían a propósito para ocupar una plaza de oidor vacante en
la Real Audiencia de Santiago por promoción de don José Blanco Rejón, el monarca la
otorgó directamente previo servicio pecuniario al joven don Juan Próspero de Solís Vango,
por lo que el Consejo dejó de reunir las relaciones de méritos para formar la consulta y se
limitó a estampar en el expediente: Esta Plaza se proveyó por Decreto Decisivo, y las
relaciones se entregaron al Sr. Juan Manuel de Zevallos para proponer otra de Panamá2209.
En otros casos se obviaba la consulta porque el monarca había hecho una merced directa
de plaza para remunerar algún servicio, tal ocurría cuando honraba a alguien con una plaza
de oidor para quien casare con alguna de sus hijas, de suerte tal, que cuando alguna de ellas
tomaba estado, su padre lo comunicaba al monarca para que se despachara en favor de su
yerno el nombramiento.
En alguna ocasión el nombramiento se verificaba por simple real decreto decisivo cuando
se trataba de “depositar” a algún ministro en otra audiencia en razón de alguna consideración
importante al real servicio, o de simple castigo.
2.2.1. Nombramientos previo servicio pecuniario
Como queda dicho, desde el reinado de Carlos II y hasta mediados del siglo XVIII, se
hizo frecuente el ingreso a la judicatura previo beneficio económico, vía esta que emplearon
preferentemente los naturales de las Indias, y que fue tan común que en América se tenía esta
situación por regla común. Así escribía en 1751, desde Potosí al rey, fray José Villastrigo
Quintana, que: Es común adagio en este Reino: el que lleva plata a España, aunque no haya
saludado la Instituta, viene garnacha2210.
                                                
2209 AGI. Chile, 84, Nóminas, propuestas, e informes a favor de gobernadores y personas seculares del
distrito de aquella Audiencia , sin foliar.
2210 RÍPODAS ARDANAZ, Daisy, “Popularidad de lo jurídico en los siglos coloniales. Un examen de la
literatura de la Arquidiócesis de Charcas”, en Revista de Historia de América , 101, Méjico, 1986, p. 43.
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Los nombramientos realizados previo servicio pecuniario normalmente se verificaban en
plazas supernumerarias o futurarias, y para el caso de la Real Audiencia de Santiago de
Chile, este género de provisiones fueron 15, todas ellas comprendidas en los reinados de
Carlos II (5); Felipe V (6); y Fernando VI (4).
Oidores nombrados previo servicio pecuniario
Real Decreto Ministro Plaza Servicio
Madrid, 5-VII-1666 José Meneses de Allende Salazar Oidor supernumerario Sin
Madrid, 26-IV-1692 Juan del Corral Calvo de la Torre Oidor futurario 8.000 pesos
Madrid, 9-XII-1695 Andrés de Hidalgo Paredes Oidor futurario 10.000
Madrid, 31-I-1700 José de Valverde y Contreras Oidor futurario Sin datos
Madrid, 21-III-1700 Marcelo de Ayala y Marín Fiscal futurario Sin datos
Madrid, 7-III-1707 Juan Próspero de Solís Vango Oidor número 38.000
Buen Retiro, 12-VI-1708 Salvador Sánchez de la Barreda Oidor supernumerario 2.500
Madrid, 1-II-1709 Ignacio Fausto Gallegos Oidor supernumerario 2.5000
Madrid, 11-VI-1710 Leandro Fernando de Torquemada Oidor supernumerario 2.500 pesos
Madrid, 19-VI-1710 Francisco Sánchez de la Barreda Oidor supernumerario 500 pesos2213
Madrid, 11-VI-1740 José Clemente de Traslaviña Oidor futurario 17.000 pesos
Madrid, 30-IV-1746 José Perfecto Salas Fiscal número 13.000 pesos
Buen Retiro, 14-I-1747 Juan Bautista Verdugo Oidor supernumerario 20.000 pesos
Buen Retiro, 1-VII-1748 Domingo Martínez de Aldunate Oidor supernumerario 20.000 pesos
Buen Retiro, 2-X-1750 José de la Fuente y Villalta Oidor supernumerario 22.980 pesos
2.2.2. Nombramientos por merced directa
El primer nombramiento de este género se verificó en 1661 en favor de don Juan de la
Peña Salazar, pues en sus capitulaciones matrimoniales, celebradas el 29 de octubre de 1661,
se estipuló que doña Isabel de Alba aportaba en el cuerpo de sus bienes dotales una plaza de
oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile, que su majestad le había concedido para la
persona que casare con ella, en consideración a los servicios de su padre, el capitán don
Pedro de Alba y Alvarado, y en dicha conformidad doña Isabel pareció ante el Consejo para
que fuera nombrado don Juan de la Peña. El Consejo así lo consultó al monarca el 8 de
noviembre de 1661, para que ocupara la vacante quedada por promoción de don Juan de
Huerta Gutiérrez, y el monarca le nombró en tal plaza 2214, y en dicha conformidad se le
despachó su título por real provisión fechada en Madrid el 3 de marzo del año siguiente2215.
                                                
2211 Dos años antes había sido nombrado oidor supernumerario de la Real Audiencia de Guadalajara, por
haber contraído matrimonio con doña Gabriela de Barrios, hija del piloto mayor de la carrera de Indias don
Gabriel de Barrios, a quien por sus servicios se le había concedido dicha plaza para la persona que casare con
una de sus hijas, y por tal razón la plaza la obtuvo Meneses en concepto de dote (AGI. Guadalajara, 303).
2212 Esta cantidad también incluía una presidencia en favor de su padre don Bernardo de Solís Vango.
2213 Benefició a la corona con 500 pesos para mantener en su favor el nombramiento que se había hecho a
su hermano Salvador, quien a su vez, había entregado 2.500 doblones para obtener una plaza supernumeraria.
2214 AGI. Chile, 2, Consultas originales del distrito de dicha Audiencia. Años de 1657 a 1699, Consulta
Consejo, nº 22, Madrid, 8-XI-1661.
2215 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 3-III-1662.
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Durante el reinado de Carlos IV también fueron frecuentes los nombramientos por merced
directa, pues en esa época fueron provistos sin consulta previa los oidores José Santiago de
Aldunate y Guerrero (1695); Antonio Castrillo Ezeyza (1799); Manuel de Irigoyen y
González del Rivero (1800); Félix Francisco Bazo y Berry (1804); y el fiscal José Antonio
Moxó (1803).
El nombramiento de don José Santiago de Aldunate y Guerrero se realizó por real decreto
fechado el 13 de septiembre de 1795, en plaza supernumeraria y sin goce de sueldo, en
atención a los méritos de su padre, el ya fallecido oidor de Chile don Domingo Martínez de
Aldunate2216. El de don Antonio Castrillo Ezeyza se efectuó por real decreto del 21 de abril
de 1799, en plaza del número y con sueldo entero, probablemente debido a la influencia de su
padre el marqués de las Cuevas del Becerro2217. El nombramiento de don Manuel Mariano de
Irigoyen se verificó por real decreto fechado en San Lorenzo el 9 de noviembre de 1800 en
una plaza de oidor, pero con goce a medio sueldo mientras viviera el jubilado González
Pérez2218; y lo mismo ocurrió con el nombramiento de Bazo y Berry en plaza con goce a
medio salario conforme al real decreto del 29 de abril de 18042219. Finalmente, el
nombramiento del fiscal don José Antonio Moxó de Francoli también se realizó con goce a
medio sueldo, conforme al real decreto fechado el 7 de agosto de 18032220.
2.2.3. Nombramientos por razones de mejor servicio
Finalmente, otros nombramientos sin consulta del Consejo o de la Cámara se producían en
aquellos casos de ministros que ya se encontraban sirviendo algún oficio togado, y que por
razones que convenían a la buena administración de justicia eran trasladados a otro tribunal.
Uno de los casos en los que se presentaba esta situación era en el de los ministros
depositados que, como queda dicho, fueron tres en la Real Audiencia de Santiago.
Don Nicolás Polanco de Santillana, fiscal futurario de la Real Audiencia de Charcas, por
despacho del virrey conde de Alba de Liste fechado en Lima el 11 de marzo de 1643 fue
depositado en la de Real Audiencia de Santiago mientras se producía la vacante en Charcas.
Don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, por real cédula de reprensión librada en Buen Retiro
el 16 de mayo de 1651 fue depositado mientras duraba la visita que realizaba don Francisco
Ustáriz Marín, quien debía averiguar los procedimientos del oidor al haber casado a un hijo
suyo sin el real permiso2221. El último ministro depositado en la Real Audiencia de Santiago
de Chile fue el oidor de Panamá don Martín de Recabarren en 1715, que juró el 30 de junio
de 1716. Sobre consulta fechada el 10 de abril de 1723 se le concedió plaza en propiedad en
                                                
2216 AGI. Chile, 184, Provisiones de empleos, mercedes y gracias. Años 1794, Expediente en que se
concede a Dn. Josef Santiago Aldunate Plaza supernumeraria de la Audiencia de Chile, sin sueldo hasta la
primera vacante.
2217 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Aranjuez, 10-V-1799.
2218 Idem, RP. San Lorenzo, 24-XI-1800.
2219 Idem, RP. Aranjuez, 17-V-1804.
2220 Idem, Títulos de fiscales desde 1631 , RP. San Ildefonso, 25-IX-1803.
2221 ANRACH. 3.138, RC. Buen Retiro, 16-V-1651, fs. 39-39 vta.
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la vacante quedada por ascenso de don Ignacio Antonio del Castillo2222, de la que se le libró
título por real provisión despachada en San Ildefonso el 30 de diciembre de 17232223.
En otros casos simplemente se trataba de una medida disciplinaria, como la decretada en
1756 contra don Melchor de Santiago Concha, oidor en Charcas, por haber casado sin
licencia, en razón de la cual fue enviado como supernumerario a la audiencia de Santiago, o
la decretada en 1789 contra don Alonso González Pérez, oidor en Buenos Aires, quien por
real orden fechada el 25 de marzo de dicho años: Fue trasladado a la de Chile por convenir,
reprendiéndole al mismo tiempo la ignorancia e irregulares procedimientos, con que se
versó en una comisión que estando en Charcas le avia conferido el Virrey para formar causa
al Regente y otros dos oydores sobre mala versación2224.
2.2.4. Otros nombramientos directos
Por último, hubo algunos otros nombramientos en el período comprendido entre 1809 y
1815, tanto por la Junta Central, cuanto por la Regencia, y por el propio Fernando VII, que
naturalmente no se hicieron previa consulta.
Dichos nombramientos fueron los de: Luis María Moxó como fiscal con medio sueldo, en
la vacante quedada por jubilación de su padre, por real decreto fechado en el Alcázar de
Sevilla el 5 de enero de 18102225; Antonio Caspe y Rodríguez como oidor supernumerario
por real decreto fechado en la Isla de León el 14 de noviembre de 18102226; Francisco
Valdivieso y Pradas como oidor numerario por decreto del 27 de septiembre de 18142227;
José Antonio de Navarrete, diputado a las Cortes, como fiscal por real decreto fechado en
Madrid el 6 de junio de 18152228; y el de Juan Rodríguez Aldea como oidor supernumerario,
con mitad de sueldo y opción a la primera vacante, por real decreto del 29 de julio de
18152229.
3. Naturaleza de los ministros
La naturaleza de los sujetos provistos en plazas de audiencias de Indias era uno de los
factores considerados por el Consejo o la Cámara para efectos de formar las consultas, pues
hubo épocas en las cuales existió una clara tendencia a privilegiar a los naturales de los reinos
de España.
En el caso de la Real Audiencia de Santiago de Chile existió prácticamente una igualdad
entre los peninsulares y los indianos, pues de los 118 nombramientos verificados entre 1605
                                                
2222 AGI. Chile, 68, Consultas originales del distrito de esa Audiencia. Años de 1717 a 1732 , Consulta nº.
72, Madrid, 10-IV-1723.
2223 ANRACH. 3.136, Títulos de oidores, RP. San Ildefonso, 30-XII-1723, fs. 131-132.
2224 AGI. Chile, 184, Provisiones de empleos, mercedes y gracias.
2225 AGI. 223, Títulos de oidores desde 1620 , RP. Alcázar de Sevilla, 16-I-1810.
2226 AGI. Chile, 173, Consultas y nombramientos 1799-1820, RD. Isla de León, 14-XI-1810.
2227 Idem, RD. 27-IX-1814.
2228 AGI. Chile, 184, Provisiones de empleos, mercedes y gracias. Año 1815, RD. Palacio, 6-VI-1815.
2229 Idem, RD. Madrid, 29-VII-1815.
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y 1817 para las plazas de oidores, fiscales y regentes, 60 (50.8%) recayeron en peninsulares y
58 (49.2%) en naturales de las Indias.
Estas cifras varían en favor de los peninsulares si sólo se consideran los 100
nombramientos realizados en plazas numerarias, pues de ellos 58 (58%) recayeron en
peninsulares y 42 (42%) en americanos, debido a que una parte de los indianos ingresaron
por la vía del servicio pecuniario en plazas supernumerarias o futurarias.
Una nueva alteración de las proporciones se produce al considerar únicamente a los 91
sujetos que tomaron posesión de sus plazas, pues se reparten casi exactamente por mitades,
ya que asumieron 46 peninsulares, y 45 americanos.
Finalmente si se consideran exclusivamente a los 81 sujetos que sirvieron las plazas,
debido a que 8 de los fiscales ascendieron a oidores, y dos oidores fueron promovidos a la
regencia, se mantiene inalterada la proporción anterior, pues fueron 41 los peninsulares, y 40
los indianos.
Naturaleza de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
Naturaleza Provistos % Numerarios % Asumen % Efectivos %
Peninsulares 60 50.8 58 58.0 46 50.1 41 50.7
Americanos 58 49.1 42 42.0 45 49.9 40 49.3
Total 118 100 100 100 91 100 81 100
Estas proporciones variaban, no sólo respecto de cada uno de los oficios de regente, oidor,
o fiscal, sino también por épocas, o atendiendo a la vía de ingreso, pues cuando se realizaba
sobre consulta se prefería a los peninsulares.
Durante el reinado de Felipe III, bajo el cual se erigió la Real Audiencia de Santiago, se
efectuaron 13 nombramientos de ministros para ella. Diez de ellos fueron en plazas de oidor
y los tres restantes en plazas de fiscal.
De estos trece ministros provistos, doce eran peninsulares, vale decir, un 92.30%, pues
sólo el oidor don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor era indiano, como que había nacido en
Méjico.
De los 10 nombramientos de oidores realizados entre 1606 y 1620, todos ellos en plazas
de número, sólo uno recayó en un americano, don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor (1614),
natural de Méjico. De ellos, asumieron nueve, pues el peninsular don Pedro Diez Romero,
provisto como fundador en 1605, no asumió porque inmediatamente fue nombrado alcalde
de corte de Navarra. Por su parte, los tres fiscales eran peninsulares, de y sólo el fundador
don Guillén de Solís no asumió.
Cabe destacar que estos 13 nombramientos se realizaron previa consulta, a saber, en 1605
los cuatro oidores fundadores más el fiscal, por el Consejo de Indias, todos ellos
peninsulares; dos por la Cámara de Indias en 1607, también en peninsulares; y los restantes 6
por el Consejo, uno de ellos en americano.
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Nombramientos de ministros bajo Felipe III (1605-1620)
AÑO MINISTRO PLAZA NATURALEZA
1605 Luis Merlo de la Fuente Oidor Valdepeñas
1605 Hernando Talaverano Gallegos Oidor Extremadura
1605 Juan Caxal Oidor Valladolid
1605 Pedro Diez Romero Oidor Peninsular
1605 Guillén de Solís Fiscal Aragón
1607 Hernando Machado Fiscal Zafra
1607 Gabriel de Zelada Oidor Guadalajara
1611 Pedró Álvarez de Solórzano Oidor Palencia
1614 Cristóbal de la Cerda y Sotomayor Oidor Méjico
1620 Hernando Machado Oidor Zafra
1620 Rodrigo de Carvajal y Mendoza Oidor Úbeda
1620 Gaspar de Narváez y Valdelomar Oidor Jaén
1620 Jácobe de Adaro y San Martín Fiscal Bilbao
El claro predominio de los naturales de los reinos de España, observado durante el reinado
de Felipe III, disminuyó bajo el de su sucesor, Felipe IV, pues entre 1631 y 1664 se
realizaron 28 nombramientos, 19 en plaza de oidor y los otros 9 en oficio de fiscal, todos en
plazas numerarias, los que se repartían exactamente por mitades, pues eran 14 peninsulares y
otros tantos americanos.
De los 19 nombramientos en plazas propietarias de oidor, 9 recayeron en indianos y los 10
restantes en peninsulares. De los 9 en el oficio de fiscal, 4 favorecieron a peninsulares y 5 a
americanos.
De los 28 sujetos nombrados, 9 no asumieron, a saber, 7 naturales de los reinos de España:
los oidores Juan Cortez, Ambrosio de Arévalo, José Nieto de Ariza y Juan de la Plaza, y los
fiscales Juan Manuel de Sotomayor, Francisco Brito, y Tomás Berjón de Caviedes; y dos
americanos: el oidor limeño Alonso de Ibarra, y el fiscal Francisco Manrique de Lara, con lo
cual se produjo un claro predominio de los americanos: 12 indianos (63.15%), contra 7
peninsulares (36.85%).
Finalmente, eran 25 los sujetos nombrados previa consulta del Consejo o de la Cámara de
Indias, y los tres restantes directamente, a saber el peninsular don Juan de la Peña, por vía de
dote; el toledano don Pedro de Hazaña Solís y Palacio depositado, al igual que su colega
limeño don Nicolás Polanco.
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Ministros nombrados bajo Felipe IV (1631-1664)
AÑO MINISTRO PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1631 Jácobe de Adaro y San
Martín
Oidor Bilbao Consulta Consejo
1631 Pedro Machado de Chávez Fiscal Quito Consulta Consejo
1634 Pedro Gutiérrez de Lugo Oidor Santo Domingo Consulta Consejo
1634 Pedro González Güemes Oidor Valladolid Consulta Consejo
1634 Pedro Machado de Chávez Oidor Quito Consulta Consejo
1635 Antonio Fernández de
Heredia
Fiscal Lima Consulta Consejo
1638 Bernardino Figueroa Oidor Sevilla Consulta Consejo
1643 Nicolás Polanco de Santillana Oidor Lima Depósito
1645 Antonio Fernández de
Heredia
Oidor Lima Consulta Cámara
1645 Juan Manuel de Sotomayor Fiscal Valdemoro Consulta Cámara
1645 Juan de Huerta Gutiérrez Fiscal Trujillo Consulta Cámara
1647 Gaspar de Escalona Oidor Chuquisaca Consulta Cámara
1650 Francisco Brito Fiscal Peninsular Consulta Cámara
1651 Juan Cortez Oidor Peninsular Consulta Cámara
1651 Pedro de Hazaña Oidor Toledo Depósito
1652 Juan de Huerta Gutiérrez Oidor Trujillo Consulta Cámara
1653 Tomás Berjón de Caviedes Fiscal Peninsular Consulta Cámara
1653 Alonso de Solórzano Fiscal Lima Consulta Cámara
1653 Ambrosio de Arévalo Oidor Peninsular Consulta Cámara
1653 José Nieto de Ariza Oidor Peninsular Consulta Cámara
1655 Álvaro de Ibarra Oidor Lima Consulta Cámara
1657 Alonso de Solórzano Oidor Lima Consulta Cámara
1657 Manuel Muñoz de Cuéllar Fiscal Salamanca Consulta Cámara
1659 Gaspar de Cuba y Arce Oidor Cartagena de Indias Consulta Cámara
1662 Juan de la Peña Salazar Oidor Burgos Dote
1662 Manuel Muñoz de Cuéllar Oidor Salamanca Consulta Cámara
1663 Francisco Manrique de Lara Fiscal Lima Consulta Cámara
1664 Juan Manuel de Sotomayor Oidor Valdemoro Consulta Cámara
El aumento de los indianos que se produjo bajo el reinado de Felipe IV se incrementó con
su sucesor, Carlos II quien, entre 1666 y 1695 efectuó 20 nombramientos, 14 de los cuales
recayeron en americanos (70%), y sólo 6 en peninsulares (30%).
De estos 20 nombramientos, 14 fueron en plaza de oidor, 9 de los cuales recayeron en
indianos (64.28%), y 5 en peninsulares (35.72%). Los seis restantes fueron en oficio de
fiscal, de los cuales 5 favorecieron a americanos (83.3%), y sólo uno a un peninsular
(16.3%).
De los 20 nombramientos, 17 se hicieron en plazas de número, 12 para indianos (70.58%)
y los otros 5 para peninsulares (29.42%). Los tres restantes, fueron una futura de oidor para
Hidalgo Paredes y Espinosa, natural de La Plata; una supernumeraria de oidor para el limeño
José de Meneses; y otra futura de oidor y para el charqueño Juan del Corral Calvo de la
Torre.
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El incremento de provisiones en naturales del Nuevo Mundo, se explica, en parte, debido
a la obtención de las plazas por la vía del beneficio pecuniario a la corona, pues de los seis
americanos, dos de ellos accedieron a sus oficios por este expediente. En efecto, en 1692,
Hidalgo Paredes y Espinosa benefició a la corona con 11.000 escudos para obtener una futura
de oidor en Chile, y su colega del Corral Calvo de la Torre, había entregado en 1695, la suma
de 8.000 pesos por otra futura de oidor.
Al igual que en el período anterior, fueron los limeños una clara mayoría de entre los
indianos nombrados en la Audiencia de Santiago, en efecto, 11 eran naturales de la capital
del virreinato y todos ellos fueron provistos en plazas de número; 2 habían nacido en La
Plata, pero sólo accedieron a una futura y a una supernumeraria; y 1 era natural de Panamá.
Nombramientos bajo Carlos II (1665 - 1695)
AÑO MINISTRO PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1666 José de Meneses Allende
Salazar
Oidor supernumerario Lima Beneficio pecuniario
1666 Manuel de León y Escobar Fiscal Panamá Consulta Cámara
1669 Manuel de León y Escobar Oidor Panamá Consulta
1669 Francisco de Cárdenas Fiscal Lima Consulta Cámara
1672 Diego Portales Garcés Oidor Lebrija Real decreto decisivo
1674 Alonso Martín de Orellana Fiscal Lima Consulta Cámara
1680 Alonso Martín de Orellana Oidor Lima Consulta Cámara
1680 Sancho García de Salazar Fiscal Lima Consulta Cámara
1680 Juan de la Cueva y Lugo Oidor Lima Consulta Cámara
1681 Sancho García de Salazar Oidor Lima Consulta Cámara
1681 Pablo Vázquez de Velasco Fiscal Lima Consulta Cámara
1683 Bernardo de Laya Bolívar Oidor Lima Consulta Cámara
1687 Lucas Bilbao La Vieja Oidor Sevilla Cnsulta Cámara
1688 Álvaro Bernado de Quiroz Oidor Oviedo Consulta Cámara
1688 José Blanco Rejón Oidor Lima Consulta Cámara
1689 Pablo Vázquez de Velasco Oidor Lima Consulta Cámara
1689 Gonzalo Remírez de
Baquedano
Fiscal Navarra Consulta Cámara
1690 Diego de Zúñiga y Tovar Oidor Castilla Consulta de Cámara
1692 Andrés Hidalgo de Paredes Oidor futura La Plata Beneficio pecuniario
1695 Juan del Corral Calvo de la
Torre
Oidor futura La Plata Beneficio pecuniario
En el reinado de Felipe V se incrementó la tendencia a nombrar americanos en las plazas
de la Real Audiencia de Santiago de Chile, pues de las 17 designaciones que se efectuaron
entre 1700 y 1744, recayeron 12 de ellas en indianos (70.58%), y sólo 5 (29.42%) en
peninsulares.
Al igual que en el caso anterior, el aumento de naturales del Nuevo Mundo se debió, en
parte, a que 6 americanos ingresaron a cuatro plazas supernumerarias y a una futuraria, y
todos ellos lo hicieron por la vía del beneficio pecuniario. Además en 1746 don José Perfecto
Salas, natural de Corrientes, obtuvo la fiscalía del número también previo beneficio
pecuniario.
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En este período también se observa un incremento de los limeños dentro de los ministros
naturales de Indias nombrados para la audiencia santiaguina, en efecto, de los 12 americanos,
9 habían nacido en Lima, 1 en Huancavelica, otro en La Habana, y otro en Corrientes.
De los nueve limeños, cuatro obtuvieron sólo plazas supernumerarias y otros dos una
simple futura, por las que hubieron de desembolsar ciertas cantidades en beneficio de la
corona. Lo que confirma que la vía del beneficio se constituyó en el principal mecanismo que
permitía a los peruanos acomodados ingresar a la magistratura.
Nombramientos bajo Felipe V (1700 - 1744)
AÑO MINISTRO PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1700 José de Valverde y Contreras Oidor supernumerario Lima Beneficio pecuniario
1700 Marcelo de Ayala y Marín Fiscal futurario Lima Beneficio pecuniario
1702 Baltazar José de Lerma Fiscal Burgos Consulta Consejo
1703 Francisco de Rojas y Acevedo Oidor Lima Consulta Consejo
1703 Ignacio Antonio del Castillo Oidor Huancavelica Consulta Consejo
1707 Juan Próspero de Solís Vango Oidor Lima Beneficio pecuniario
1708 Salvador Sánchez de la Barreda Oidor supernumerario Lima Beneficio pecuniario
1709 Ignacio Fausto Gallegos Oidor supernumerario Lima Beneficio pecuniario
1710 Francisco Sánchez de la Barreda Oidor supernumerario Lima Beneficio pecuniario
1710 Leandro Fernando de Torquemada Oidor supernumeraio Sevilla Beneficio pecuniario
1712 Miguel de Gomendio y Urrutia Fiscal Lima Consulta Cámara
1721 Martín de Jáuregui y Ollo Fiscal Sevilla Consulta Cámara
1723 Martín de Recabarren Oidor La Habana Depósito
1739 Juan de Balmazeda Zenzano Oidor Galilea Consulta Cámara
1740 José Clemente de Traslaviña Oidor futurario Lima Beneficio pecuniario
1744 Gregorio Blanco Laysequilla Oidor Ponferrada Consulta Cámara
1746 José Perfecto de Salas Fiscal Corrientes Beneficio pecuniario
El reinado de Fernando VI marcó el máximo de la tendencia al aumento de
nombramientos recaídos en americanos, pues entre 1747 y 1756 efectuó cuatro
designaciones, todas ellas en plazas de oidor, las cuales fueron para indianos, e incluso más,
dos de ellas por primera vez se hacían en naturales del distrito de la Real Audiencia de
Santiago, a saber, Juan Antonio Verdugo del Castillo (1747) y Domingo Martínez de
Aldunate (1748). Las dos restantes favorecieron a los limeños Juan de la Fuente y Villalta
(1750) y Melchor José de Santiago Concha (1756).
De otro lado, también fue este reinado fiel reflejo del incremento del acceso de los
americanos a la magistratura a través de plazas supernumerarias o futurarias, pues los cuatro
nombramientos lo fueron para este género de oficios.
Por otra parte, los cuatro nuevos magistrados obtuvieron sus plazas supernumerarias o
futurarias por la vía del beneficio pecuniario a la corona. En efecto, Verdugo, Martínez de
Aldunate y Santiago Concha, debieron desembolsar 20.000 pesos para lograr un
nombramiento supernumerario, y de la Fuente y Villalta, 22.800 pesos por su futura de oidor,
que nunca llegó a servir.
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Nombramientos bajo Fernando VI (1747 - 1756)
AÑO MINISTRO PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1747 Juan Bautista Verdugo Oidor supernumerario Santiago de Chile Beneficio pecuniario
1748 Domingo Martínez de Aldunate Oidor supernumerario Santiago de Chile Beneficio pecuniario
1750 Juan de la Fuente y Villalta Oidor futurario Lima Beneficio pecuniario
1756 Melchor de Santiago Concha Oidor supernumerario Lima Beneficio pecuniario
Al subir al trono Carlos III en 1759, la planta de la audiencia chilena presentaba una serie
de situaciones excepcionales en relación a sus congéneres americanas. Se encontraba provista
de tres ministros más que los de su dotación, pues además de los cuatro oidores numerarios,
servían plazas supernumerarias tres magistrados. De estos siete ministros sólo dos eran
peninsulares y todos ellos llevaban más de diez años en el tribunal, con la sola excepción de
Melchor de Santiago Concha, que únicamente tenía meses de haber llegado a Santiago, y
finalmente solamente dos de ellos habían ingresado a la magistratura por la vía regular,
puesto que los restantes, incluso el fiscal, habían accedido a la judicatura por la vía del
beneficio.
Los oidores que despachaban en plazas del número eran: don Martín de Recabarren (La
Habana 1679-Santiago 1767) con más de 43 años de servicio en la audiencia de Chile; don
José de Traslaviña y Oyagüe (Lima 1714-Santiago 1778) con 13 años de servicio; don
Gregorio Blanco Laysequilla (Ponferrada 1710-Santiago 1772); y don Juan de Balmazeda
Zenzano (Galilea 1693-Santiago 1778), que al igual que Blanco Laysequilla llevaba 13 años
en Chile. Los supernumerarios eran don Juan Bautista Verdugo (Santiago 1704-Santiago
1779) con 11 años de servicio; don Domingo Martínez de Aldunate (Santiago 1707-Santiago
1778) que sumaba 10 años en la audiencia y, don Melchor José de Santiago Concha (Lima
1716-Lima 1795) con sólo 1 año en el despacho. Servía la fiscalía don José Perfecto Salas
(Corrientes 1714-Buenos Aires 1778) desde hacía 12 años.
Esta composición de la audiencia chilena reflejaba con exactitud la política de la
monarquía anterior a Carlos III en lo tocante al ingreso a la magistratura, pues ella databa de
las décadas comprendida entre 1740-1760, en las cuales se habían vuelto frecuentes los
nombramiento a futuras y supernumerarios, previo un servicio pecuniario por parte del
agraciado en favor de la corona, por los apremios económicos que ella pasaba, producto de
los gastos defensivos a que se hallaba enfrentada2230.
De tal manera, salvo los propietarios Blanco Laysequilla y Balmazeda Zenzano que
habían sido nombrados por Felipe V, en 1739 y 1744 respectivamente, los demás habían
accedido a la magistratura gracias a una contribución pecuniaria. En efecto, Recabarren había
obtenido por la suma de $ 4.000, una plaza de oidor supernumerario en Panamá en el año
1707, desde donde fue depositado en Chile nueve años más tarde, para finalmente adquirir la
plaza del número en 1723; Traslaviña en 1740 había efectuado un servicio de $ 17.000, por
un futura de oidor en Chile, para años más tarde entrar en propiedad; Verdugo, en 1747 había
contribuido con $ 20.000, por el título de supernumerario; Santiago Concha, en 1745 había
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464
entregado 19.000, por una plaza de oidor en Charcas; y Martínez de Aldunate, en 1748 tuvo
que desembolsar 20.000, por la calidad de supernumerario en Chile.
El beneficio de las plazas de las audiencias, frecuente en las décadas anteriores a Carlos
III produjo que los tribunales americanos se poblaran de sujetos naturales de las Indias, e
incluso del mismo distrito en el cual eran provistos, pues la corona, ante la posibilidad de
recibir algún ingreso no fue todo lo celosa en el cumplimiento de las exigencias relativas al
origen de los ministros y al llamado impedimento de patricio. De esta manera los americanos
encontraron, por la vía de un servicio pecuniario el camino apropiado para acceder a los
oficios de las audiencias. Ello explica por qué el tribunal santiaguino, en 1759, año del inicio
del reinado de Carlos III, sólo contaba con dos peninsulares: Blanco Laysequilla y
Balmazeda Zenzano, quienes precisamente eran los únicos que no habían obtenido sus plazas
previo beneficio, pues los restantes eran americanos: Recabarren, natural de La Habana;
Traslaviña y Santiago Concha eran limeños; Verdugo y Martínez de Aldunate, habían nacido
en Santiago.
La vía del beneficio contribuía además a crear frecuentes vínculos de parentesco entre los
ministros de los tribunales indianos, pues por este expediente los magistrados conseguían
plazas para sus hijos o parientes. Así don Melchor de Santiago Concha era hijo del oidor
limeño don José de Santiago Concha, quien también había ingresado previo servicio
pecuniario, ya que en 1693 había hecho entrega de $ 16.000 por una futura de fiscal de
crimen de Lima.
Finalmente el largo tiempo de servicio que llevaban los ministros en la Real Audiencia de
Chile, al inicio del reinado de Carlos III, había contribuido a que los magistrados se
vincularan fuertemente al distrito y a su sociedad a través de matrimonios o de parentescos
políticos.
Ejemplo de lo anterior era el longevo don Martín de Recabarren, que casó con doña Isabel
Pardo de Figueroa y Luján, sobrina nieta del marqués de Casa Fuerte, virrey de Méjico y
hermana de fray Pedro, arzobispo de Guatemala. Sus hijos José y Francisco de Paula fueron
alcaldes de la Serena; Estanislao fue canónigo de la catedral de Santiago y rector de la
Universidad de San Felipe; Juana casó con el heredero del marqués de Cañada Hermosa; y
Margarita contrajo matrimonio con el marqués de Villapalma de la Encalada, enlace del que
nacieron cuatro hijas casadas con cuatro ministros del tribunal chileno: los oidores don José
Lucas Gorbea y don Fernando Márquez de la Plata, y los fiscales don Lorenzo Blanco
Cicerón y don Ambrosio Zerdán y Pontero.
El oidor Verdugo había casado con doña Juana María Valdivieso, y su hija doña Francisca
de Paula contrajo matrimonio con el teniente coronel y alcalde de Santiago don Ignacio de la
Carrera, enlace del que nacería José Miguel. Un primo de don Ignacio de la Carrera, don
Francisco Javier Valdés Carrera fue alcalde de Santiago y teniente coronel y comandante del
Príncipe.
El oidor don Juan de Balmazeda contrajo matrimonio con doña Agustina Álvarez de
Uceda, a la sazón viuda del fiscal don Martín Gregorio de Jáuregui, y también del capitán
don Francisco Fernández de Córdoba. A pesar de no haber tenido descendencia, el oidor
Balmazeda fundó un mayorazgo sobre las casas de su morada en Santiago y en las Estancias
de Ñuñoa, en cabeza de sus sobrinos don Francisco Ruiz Clavijo y don Pedro Fernández de
Balmazeda.
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Don Melchor de Santiago Concha, era hijo del primer marqués de Casa Concha, caballero
de la Orden de Calatrava y oidor limeño don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra.
Casó con la hija del marqués de Rocafuerte y presidente de la audiencia de Charcas, don
Nicolás Jiménez de Lobatón. De este matrimonio nació don José de Santiago Concha, que
fue oidor en Chile; Nicolasa, que casó con el alcalde de Santiago don Nicolás de la Cerda,
que era nieto del oidor don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera. Don Pedro de Santiago
Concha, hermano de Melchor, fue fiscal en la audiencia de Lima, y casó con una hermana del
oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe.
Don Domingo Martínez de Aldunate casó con doña Petronila de Acevedo y Borja, de
quien tuvo dos hijas, más tarde contrajo segundo matrimonio con doña María Micaela
Guerrero y Carrera, de quien tuvo doce hijos: José fue oidor en Santiago; dos de sus hijos
casaron con hijas del marqués de la Pica y una hija con don Tomás Ruiz de Berecedo, hijo
del oidor honorario don Francisco Ruiz de Berecedo, quien a su vez había casado por
segunda vez con doña Bernarda Martínez de Aldunate, hija de Domingo.
La situación antes descrita hacía de la Real Audiencia de Santiago un tribunal que ante los
ojos de la corona aparecía como de cuidado debido al origen de los magistrados, a la
supuesta influencia de la sociedad local en sus ministros, al excesivo gasto que significaba
para el real erario el tener que pagar a tres ministros supernumerarios, que aunque gozaban
de medio sueldo, sumaban en total $ 4.500, y por el largo tiempo de servicios que llevaban en
sus oficios.
A pesar de lo anterior, sólo a la llegada de Gálvez al ministerio de Indias y, junto a las
reformas por él impulsadas en las plantas de las audiencias americanas, en 1776 se
emprendió una profunda renovación de los ministros del tribunal chileno. Sin embargo, en
los años anteriores había bajado el número de magistrados a los cuatro de establecimiento,
producto de las vacantes quedadas a los fallecimientos de los propietarios don Martín de
Recabarren en 1767, don Gregorio Blanco Laysequilla en 1772 y don Juan de Balmazeda en
1775, plazas a las que accedieron en propiedad los tres supernumerarios: Verdugo, Martínez
de Aldunate y Santiago Concha, respectivamente. De este modo, los tres primeros ministros
que accedieron a plazas del número en la audiencia de Santiago, bajo el reinado de Carlos III,
eran individuos, que por sus títulos tenían concedida la opción a la primera plaza que vacare.
Ello explica que estos tres ministros fueran americanos y que incluso Verdugo, fuera natural
de Santiago de Chile, pero éste por su nombramiento supernumerario efectuado por Fernando
VI en 1747 había obtenido que se le otorgara dispensando el ser natural de la referida
ciudad de Santiago, pues no en vano había contribuido a la corona con $ 20.000 fuertes.
Gálvez asumió en 1776 como Secretario del Despacho Universal de Indias y, desde este
empleo pudo llevar a la práctica una reorganización de la estructura y composición de las
audiencias indianas, según las ideas que llevaba exponiendo desde la época de su visita a la
Nueva España, las que se reducían a disminuir la participación de los americanos en las
audiencias y a mejorar la calidad de los ministros, como asimismo una expresa negativa a
aceptar los servicios pecuniarios para el ingreso a la magistratura. Naturalmente, esta nueva
política pugnaba con la situación que en 1776 mostraba el tribunal de Santiago, puesto que
sus cuatro oidores eran americanos: Traslaviña y Santiago Concha eran limeños y Verdugo y
Aldunate eran santiaguinos, y el fiscal Salas era natural de Corrientes en el Río de la Plata.
Además todos ellos habían accedido a la judicatura por la vía del beneficio pecuniario y sus
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parentescos se extendían por toda su provincia, e incluso se proyectaban a los tribunales de
Lima y Charcas.
Las medidas de reestructuración del tribunal chileno las emprendió rápida y drásticamente
el ministro Gálvez el mismo año 1776 con la finalidad de apartar a los naturales del distrito
de la audiencia y de substituir a los restantes indianos por peninsulares. Para obtener estos
resultados se comenzó por designar como primer regente al asturiano don Tomás Antonio
Álvarez de Acevedo, por real provisión del 14 de noviembre de 1776 y por otras datadas el
27 de julio del mismo año se había trasladado como alcaldes del crimen de Lima a los
oidores Verdugo y Martínez de Aldunate y como oidor del mismo tribunal al decano
Traslaviña, y finalmente, por real provisión del 6 de marzo de 1777, promovió a Santiago
Concha a una alcaldía criminal de Lima.
El traslado de todos los ministros de la Real Audiencia de Santiago, que a la sazón
contaban con más de 20 años de servicios en Chile, fue tenazmente resistido por algunos de
ellos, lo que no hizo variar la decisión de la corona. En efecto, el decano Traslaviña se
excusó de ir a servir su nuevo oficio por hallarse sordo y gotoso, ante lo cual se optó por
jubilarle el 26 de noviembre de 1778. Su colega Martínez de Aldunate se excusó, igualmente,
por encontrarse semiparalítico, no obstante ello, se le proveyó en 24 de marzo de 1774 como
oidor en Lima para así convencerle de salir de Santiago, mas volvió a rehusar la promoción
y, frente a esta nueva negativa fue nombrado fiscal de la Casa de la Contratación y se le
exigió perentoriamente salir a su nuevo destino, lo que no alcanzó a cumplir, pues murió en
Santiago en 1778. Verdugo del Castillo, se opuso a su traslado y por ello fue jubilado el 25
de junio de 1777. Santiago Concha fue el único ministro que accedió a su traslado y salió de
Santiago con destino a una alcaldía criminal de Lima.
Por su parte el fiscal don José Perfecto Salas fue trasladado a una plaza en la Casa de la
Contratación, conforme a su título extendido por real provisión del 29 de junio de 1776, pero
como se resistiera al traslado y demorara su viaje, no alcanzó a embarcar, pues murió de un
infarto en el Río de la Plata
Los seis nombramientos de oidores que debieron hacerse entre 1776 y 1777 para proveer
íntegramente la planta ampliada con la reforma de la Real Audiencia de Santiago, recayeron
en peninsulares, con la sola excepción del oidor decano, oficio en que se designó al limeño
don Juan José de la Puente, alcalde del crimen en su ciudad natal, pero rehusó dicha
provisión por considerarla casi un insulto debido a que contrariaba el tradicional cursus
honorum judicial del virreinato, ante ello se nombró al también limeño don Luis de Santa
Cruz y Zenteno, que al momento era oidor propietario en Charcas.
El oficio de regente fue ocupado por Álvarez de Acevedo, natural de Asturias, a la época
fiscal del crimen en Lima; las restantes cuatro plazas de oidor fueron llenadas por don Benito
de la Mata Linares, natural de Madrid; don José de Rezaval y Ugarte, natural de Vitoria; don
José Lucas Gorbea, natural de Orduña; y por don Nicolás de Mérida y Segura, natural de
Cádiz. A los que debían sumarse, en la fiscalía civil a don Lorenzo Blanco Cicerón, natural
de Galicia y en la criminal a don Ambrosio Zerdán, natural de Barcelona.
Con las designaciones anteriores, la Real Audiencia de Santiago de Chile se había
reorganizado según los ideales de Gálvez, pues sólo uno de sus ministros era americano y
salvo ser hijo del conde de San Juan de Lurigancho y caballero de Santiago don José de
Santa Cruz y Gallardo, no tenía otras relaciones de parentesco, tanto así que murió soltero.
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Los últimos diez años de reinado de Carlos III se caracterizaron porque se mantuvo la
política de Gálvez, en cuanto a la provisión de las plazas de las audiencias americanas en
sujetos de buenas prendas, literatura y letras, aunque comenzó a debilitarse la tendencia de
no designar naturales de Indias, rasgo que se incrementó a partir de 1787, cuando Antonio
Porlier substituyó a Gálvez.
En efecto, entre 1778 y 1788 se hicieron ocho nombramientos para el tribunal chileno,
cinco de ellos en plazas de oidor. De los ocho ministros provistos, la mitad eran americanos,
y de los cinco oidores, dos eran indianos.
El 22 de agosto de 1779, la corona nombró para reemplazar a los fiscales Zerdán y Blanco
Cicerón, al doctor Joaquín Pérez de Uriondo, natural de La Plata, para lo civil, y al licenciado
José Márquez de la Plata y Soto, natural de Sevilla, para lo criminal. Este último tres años
más tarde fue trasladado a Buenos Aires para cumplir la reducción de planta decretada en
1781, según se ha explicado. Su colega Pérez de Uriondo sobreviviría al reinado de Carlos III
y sólo dejó su plaza a su muerte, ocurrida en 1797.
El mismo 22 de agosto de 1779, se nombró al doctor Tadeo Díez de Medina, natural de La
Paz, para ocupar la vacante del oidor de la Mata Linares, recientemente ascendido a Lima. El
13 de agosto de 1780 se nombró al panameño don Luis de Urriola y Echeverz, para servir la
plaza vaca por ascenso a Lima del oidor Rezaval. Con estas designaciones, nuevamente en la
Real Audiencia de Santiago ganaban posiciones los americanos, pues, salvo el regente
Álvarez de Acevedo y el oidor Gorbea, los restantes miembros de ella eran indianos. Ante
esta situación reaccionó la corona en 1784, cuando al vacar la plaza de Gorbea, único oidor
peninsular, fue nombrado como sucesor don Ramón José de Salamanca, natural de Burgos,
pero este ministro murió antes de asumir, por lo que se insistió en un peninsular para
reemplazarlo, designándose en mayo de 1786 a don Juan Hipólito Suárez Trespalacios,
natural de Asturias. Igual cosa se hizo al nombrar sucesor del decano Santa Cruz en 1786, a
don Juan Rodríguez Ballesteros, natural de Sevilla. Con estas dos designaciones,
peninsulares y americanos compartían el tribunal, pues a los primeros se sumaba el regente y
a los segundos se agregaba el fiscal. Pues, precisamente el nombramiento de Rodríguez
Ballesteros, que restableció esta equiparidad fue el último efectuado a instancias de José de
Gálvez para la audiencia de Santiago. Sintomáticamente, la designación que siguió y que fue
la última bajo Carlos III recayó en un americano, el regente don Francisco Antonio Moreno y
Escandón, natural de Mariquita del Nuevo Reino de Granada. Esta designación marcaba la
tendencia que se observaría bajo el ministerio de Porlier en el caso de la Audiencia de Chile,
vale decir, un progresivo aumento de americanos, incluso naturales del mismo distrito.
A la muerte de Carlos III, integraban la audiencia el regente Álvarez de Acevedo
(Asturias), los oidores Urriola (Panamá), Díez de Medina (La Paz), Rodríguez Ballesteros
(Sevilla) y Suárez Trespalacios (Asturias) y el fiscal Pérez de Uriondo (La Plata),
repartiéndose por mitades entre peninsulares e indianos y ninguno de ellos tenía relaciones de
parentesco con la sociedad local o virreinal, que fueron tan frecuentes antes de su reinado.
En suma, de los 16 nombramientos efectuados en tiempos de Carlos III, todos ellos en
plazas propietarias, 11 recayeron en peninsulares (68.75%) y 5 en indianos (32.25%).
De los cinco indianos, no asumió el limeño don Juan José de la Puente Ibáñez, con lo cual
el porcentaje de peninsulares ascendía a un 71.42%. De los restantes cuatro americanos, sólo
uno era limeño, don Luis de Santa Cruz, y los otros tres eran el panameño don Luis de
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Urriola, el paceño don Francisco Tadeo Diez de Medina, y el rioplatense don Joaquín Pérez
de Uriondo, con lo cual quedaba claro el propósito de la corona de apartar a los naturales de
la capital del virreinato de la Real Audiencia de Santiago, lo que además impedía que, por el
curso de sus carreras en la magistratura pudieran acceder al tribunal virreinal2231.
Nombramientos bajo Carlos III (1776 - 1786)
AÑO MINISTROS PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1776 Tomás Álvarez de Acevedo Regente Lois Consulta Cámara
1776 Juan José de la Puente Ibáñez Oidor decano Lima Consulta Cámara
1776 Benito María de la Mata Linares Oidor Madrid Consulta Cámara
1776 Lorenzo Blanco Cicerón Fiscal civil Galicia Consulta Cámara
1776 Ambrosio Zerdán y Simón Pontero Fiscal crimen Barcelona Consulta Cámara
1777 José Lucas Gorbea y Vadillo Oidor Orduña Consulta Cámara
1777 José de Rezaval y Ugarte Oidor Álava Consulta Cámara
1777 Luis de Santa Cruz y Zenteno Oidor Lima Consulta Cámara
1777 Nicolás de Mérida y Segura Oidor Cádiz Consulta Cámara
1779 Francisco Tadeo Diez de Medina Oidor La Paz Consulta Cámara
1779 José Márquez de la Plata Fiscal civil Sevilla Consulta Cámara
1779 Joaquín Pérez de Uriondo Fiscal crimen La Plata Consulta Cámara
1780 Luis de Urriola y Echeverz Oidor Panamá Consulta Cámara
1785 Ramón José de Salamanca Oidor Burgos Consulta Cámara
1786 Juan Hipólito Suárez Trespalacios Oidor Asturias Consulta Cámara
1786 Juan Rodríguez Ballesteros Oidor Sevilla Consulta Cámara
Paradójicamente, a los pocos años de la muerte de Carlos III reaparecerían los americanos
en la audiencia de Santiago y las influencias de las mismas familias que él se había
preocupado en mudar de Chile, las que nuevamente por la vía del beneficio, se incorporaron
al tribunal bajo su sucesor Carlos IV.
En 1794 fue nombrado oidor supernumerario don José de Santiago Concha y Jiménez de
Lobatón, natural de Santiago, hijo de don Melchor José, a quien en 1776 se había trasladado
a Lima. Este oidor casó con su sobrina doña María Josefa de la Cerda, hija del alcalde de
Santiago, don Nicolás de la Cerda y de su hermana doña Nicolasa de Santiago Concha.
Además la familia de Santiago Concha se emparentaba con el regente provisto en 1792,
Rezaval y Ugarte, casado con doña Juana de Micheo Jiménez de Lobatón, prima del oidor
don José de Santiago Concha.
La familia Martínez de Aldunate volvió a la Real Audiencia de Santiago de Chile en 1795,
al designarse como supernumerario a José Santiago, también santiaguino, hijo de Domingo,
que había sido removido en 1776. El bisoño oidor era primo del rector de la Universidad de
San Felipe y luego obispo de Guamanga y de Santiago don José Antonio Martínez de
Aldunate.
También por esta época cobró nueva importancia en el tribunal la descendencia del oidor
Martín de Recabarren, a través de su hija Margarita, casada con el marqués de Villapalma de
                                                
2231 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Las reformas de Carlos III y la Real Audiencia de Santiago de
Chile”, en Temas de Derecho, VII, nº 2, Santiago, 1992, pp. 23-46.
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la Encalada, pues sus cuatro hijas casaron con ministros santiaguinos, aunque a esta época de
finales del siglo XVIII sólo correspondía el matrimonio de una de ellas con el regente
Fernando Márquez de la Plata en 1786, quien juró su plaza en 1803.
De los trece nombramientos de ministros efectuados durante el reinado de Carlos IV, 8
recayeron en peninsulares (61.53%), y 5 favorecieron a americanos (48.47%). De los
indianos provistos, no asumió el santiaguino don José Álvarez de Acevedo, nombrado en
1806 para suceder a don José de Santiago Concha, promovido a una alcaldía del crimen en
Lima, pues este magistrado rehusó el ascenso, y la designación de Álvarez de Acevedo
quedó sin efecto, y sólo en 1810 obtuvo una plaza supernumeraria, que no pudo asumir.
De los cinco americanos, tres eran naturales de Santiago de Chile, a saber, los oidores don
José de Santiago Concha (1794), don José Santiago de Aldunate y Guerrero (1795) en plaza
supernumeraria, y el citado Álvarez de Acevedo (1806). Los otros dos eran el regente
neogranadino don Francisco Moreno y Escandón, y el oidor don Manuel de Irigoyen, natural
de Buenos Aires.
Nombramientos bajo Carlos IV (1788 - 1806)
AÑO MINISTROS PLAZA NATURALEZA VÍA DE PROVISIÓN
1788 Francisco Moreno y Escandón Regente Nueva Granada Consulta Cámara
1789 Alonso González Pérez Oidor Galicia Real decreto decisivo
1792 José de Rezával y Ugarte Regente Álava Consulta Cámara (No iba en ella)
1794 José de Santiago Concha Oidor Santiago de Chile Consulta Cámara
1795 José Santiago de Aldunate y Guerrero Oidor
supernumerario
Santiago de Chile Real decreto decisivo
1798 Francisco Manuel de Herrera Fiscal Málaga Consulta Cámara
1799 Antonio Castrillo Ezeyza Oidor Ecija Real decreto decisivo
1800 Manuel José de Irigoyen Oidor Buenos Aires Real decreto decisivo
1801 Fernando Márquez de la Plata Regente Sevilla Consulta Cámara
1803 José Moxó de Francoli Fiscal Cervera Real decreto decisivo
1804 Félix Francisco Bazo y Berry Oidor Málaga Real decreto decisivo
1806 Juan Rodríguez Ballesteros Regente Sevilla Consulta Cámara
1806 José Álvarez de Acevedo Oidor Santiago de Chile Por resulta
Durante el cautiverio de Fernando VII, sólo se efectuaron dos nombramientos, a saber el
del fiscal don Luis María Moxó en 1810 por la Junta Central, y el de oidor propietario en el
granadino don Antonio Caspe y Rodríguez en 1811.
Nombramientos durante el cautiverio de Fernando VII (1810-1811)
AÑO MINISTROS PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1810 Luis María Moxó Fiscal Cervera Junta Central
1811 Antonio Caspe y Rodríguez Oidor Granada Cortes
Vuelto al trono Fernando VII, hizo cinco nombramientos para la Real Audiencia de
Santiago de Chile, de los cuales sólo dos recayeron en peninsulares, el madrileño don
Antonio Luis Pereyra, nombrado oidor, y el gallego don Pedro Antonio Cernadas nombrado
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regente, pues los restantes favorecieron al limeño don Francisco Valdivieso y Pradas, al
chillanejo (Chile) don José Antonio Rodríguez Aldea, y a don José Antonio de Navarrete,
natural de Piura.
Nombramientos bajo Fernando VII (1815 - 1817)
AÑO MINISTROS PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1815 Francisco Valdivieso y Pradas Oidor Lima Real decreto decisivo
1815 José Antonio Rodríguez Aldea Oidor supernumerario Chillán (Chile) Real decreto decisivo
1816 Antonio Luis Pereyra Oidor Madrid Consulta
1817 Pedro Cernadas Regente Galicia Consulta
1817 José Antonio de Navarrete Fiscal crimen Piura Real decreto decisivo
3.1. Regentes
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile se proveyeron seis regentes, de los cuales
solamente uno era indiano.
Procedencia geográfica de los regentes de la Real Audiencia de Santiago Chile
REGENTE NOMBRAMIENTO MONARCA ORIGEN
Tomás Álvarez de Acevedo 1776 Carlos III Asturias
Francisco Moreno y Escandón 1788 Carlos IV Nueva Granada
José de Rezaval y Ugarte 1792 Carlos IV Álava
Fernando Márquez de la Plata 1801 Carlos IV Sevilla
Juan Rodríguez Ballesteros 1806 Carlos IV Sevilla
Pedro Antonio Cernadas 1817 Fernando VII Galicia
El primer regente, nombrado en 1776, don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo y Robles
había nacido en Lois, Asturias; el tercero, don José de Rezaval y Ugarte, provisto en 1792,
era natural de Álava; su sucesor, don Fernando Márquez de la Plata y Orozco, nombrado en
1801, había nacido en Sevilla, al igual que don Juan Rodríguez Ballesteros, provisto en 1806;
y su tardío sucesor don Pedro Antonio Cernadas y Bermúdez de Castro, designado en 1817,
había nacido en Santiago de Compostela.
El único americano, fue el segundo regente, don Francisco Antonio Moreno y Escandón,
natural de Mariquita en el Nuevo Reino de Granada, nombrado por Carlos IV en noviembre
de 1788.
En cuanto a los padres de los regentes, se puede señalar que respecto de los cinco
peninsulares, ellos eran originarios del lugar donde habían nacido sus hijos, o por lo menos
del mismo reino.
En efecto, los de Álvarez de Acevedo eran naturales de Lois en Asturias, al igual que sus
abuelo paterno, su abuela materna era natural de Piloña, Asturias, y sus abuelos maternos
eran oriundos de Otero y Canales. El de Rezaval y Ugarte, José Gabriel, era natural de
Vitoria. Los padres de Márquez de la Plata, eran naturales de Quesada en Valencia y Sevilla,
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sus abuelos paternos de Villanueva de las Cruces, y Madrid, y sus abuelos maternos de
Sevilla. La madre de Rodríguez Ballesteros, era originaria de Carmona, y el padre de
Cernadas y Bermúdez de Castro lo era de Galicia.
En el caso del único americano, el neogranadino don Francisco Antonio Moreno y
Escandón, su padre había nacido en Alcolea del Pinar, Guadalajara, y su madre, igual que él
era originaria de Mariquita en el Nuevo Reino de Granada. Sus abuelos paternos eran
naturales de Alcolea del Pinar y Sacecorbo, y sus abuelos maternos, de Abándames en el
valle de Peñamerella, y de Mariquita.
3.2. Oidores
En el caso de los oidores las cifras favorecían a los indianos, aunque esta apreciación
general debe matizarse.
De los 81 oidores provistos entre 1605 y 1817 para la Real Audiencia de Santiago de
Chile, 38 eran peninsulares, y los restantes 43 eran naturales de las Indias, vale decir, un
53.16% eran americanos y un 46.84% eran naturales de los reinos de España.
Esta leve primacía de los indianos se reducía a tres ministros, si se consideraban
únicamente los oidores que llegaron a jurar su plaza y que efectivamente la sirvieron. En
efecto, hubo 16 ministros que no tomaron posesión de sus plazas, de los cuales 9 (10.12%)
eran naturales del Nuevo Mundo, y los otros 7 (7.59%) de la Península, con lo cual, de los 65
oidores que desempeñaron sus oficios, 34 eran indianos (52.30%), y 31 peninsulares
(47.70%).
De su lado, si se toma en cuenta únicamente a los 66 provistos en plazas numerarias, sin
perjuicio de que algunos supernumerarios o futurarios obtuvieran luego una plaza en
propiedad, acaba el predominio de los indianos, pues sólo fueron 28, en comparación a los 38
peninsulares, vale decir que se reducen a un 42.18% respecto del 57.82% de los naturales de
los reinos de España, supuesto que de los 15 nombramientos no propietarios, sólo dos
recayeron en peninsulares, lo que se explica porque las plazas supernumerarias o futurarias
normalmente se adquirían previo beneficio pecuniario a la corona, de suerte tal, que se
constituyeron en una vía normal de acceso para los americanos a la magistratura, como se
habrá de ver en su lugar.
Naturaleza de los oidores
NATURALEZA PROVISTOS % ASUMEN % NUMERARIOS %
Peninsulares 38 46.84 31 47.70 38 57.82
Indianos 43 53.16 34 52.30 28 42.18
3.2.1. Peninsulares
De los 38 oidores naturales de los reinos de España, conocemos el lugar de nacimiento de
33 ministros. De ellos, 11 habían nacido en los antiguos reinos de Andalucía; 9 en el antiguo
reino de León; 6 en Castilla La Nueva; 1 en Castilla La Vieja; 3 en la provincias Vascas; 2 en
Extremadura; y 1 en Galicia. Dos grupos se destacaban, a saber, el de los originarios de
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Andalucía (29.72%) y el de los leoneses (24.32%), que concentraban más de la mitad de los
nombramientos recaídos en peninsulares (54.00%).
Prácticamente se repartían los nombramientos las regiones del norte y las del sur. En
efecto, 14 oidores eran naturales de León, Castilla La Vieja, Galicia, y las provincias Vascas;
y 13 de Andalucía y Extremadura. De su lado, 6 eran originarios de Castilla La Nueva: 2
toledanos, 2 madrileños, y 2 de Guadalajara.
Llama la atención el que no hubiera ministros naturales del reino de Navarra, como
tampoco del de Murcia y de la Corona de Aragón, a pesar de la reserva de plazas para
naturales de Aragón.
De los 11 oidores naturales de Andalucía, 7 habían nacido en el antiguo reino de
Sevilla2232; 2 en el de Jaén2233; y los otros 2 en el de Granada2234.
Felipe III, nombró a los dos naturales de Jaén: Gaspar de Narváez (1620) y Rodrigo de
Carvajal (1620); Felipe IV, sólo nombró a uno: Bernardino Figueroa de la Cerda (1638);
Carlos II, a dos: Diego Portales (1672), y Lucas Francisco Bilbao (1687); Felipe V, a uno
solo: Leandro Fernando de Torquemada (1710); Fernando VI, a ninguno; Carlos III, a dos:
Nicolás de Mérida y Segura (1777), y Juan Antonio Rodríguez Ballesteros (1786); Carlos IV,
a otros dos: Antonio Castrillo Ezeiza (1799), y Félix Francisco Bazo y Berry (1804); y el
Consejo de Regencia, a otro: Antonio Caspe y Rodríguez (1810).
De estos 11 ministros, conocemos los lugares de nacimiento de los padres de 7 de ellos,
datos que parecen indicar que los oidores pertenecían a familias originarias o por lo menos
largamente asentadas en los reinos de Andalucía.
Don Gaspar de Narváez y Valdelomar, natural de Jaén, pertenecía por línea paterna a una
familia establecida en Baeza desde su reconquista en 1227. Era hijo de don Luis de Narvaéz
y Valdelomar, originario de Baeza (Jaén), y de doña Catalina de la Cruz Aldana y Robledo,
natural de Jaén. Su abuelo paterno, don Alonso de Valdelomar y Narváez, tambíen había
nacido en Baeza (Jaén), y descendía de uno de los ganadores de dicha ciudad en 1227. De su
lado, su madre era hija de don Alonso de Robledo, natural de las Montañas de Burgos, y de
doña Catalina Rodríguez de Aldana, natural de Cáceres en Extremadura.
Don Diego Portales y Salas, natural de Lebrija (Sevilla), hijo de don Juan Ruiz Portales, y
nieto de don Diego Portales, originarios de Lebrija. Leonardo Fernando de Torquemada,
natural de Sevilla, era hijo de don Nicolás García de Torquemada, natural de Córdoba, y de
doña Antonia del Castillo, originaria de Sevilla. Nicolás de Mérida y Segura, natural de
Cádiz, era hijo de don Juan de Segura, presidente de la Audiencia de Cádiz. Antonio Castrillo
Ezeiza, natural de Ecija, era hijo del Marqués de Las Cuevas, vecino de Ecija (Sevilla). Juan
Rodríguez Ballesteros, nacido en Alcalá de Guadaira (Sevilla), era hijo de doña Ana
Rodríguez Muñoz, natural de Carmona (Sevilla).
                                                
2232 Bernardino Figueroa de la Cerda (Carmona), Diego Portales Garcés (Lebrija), Lucas Francisco
Bilbao La Vieja (Sevilla), Leandro Fernando de Torquemada (Sevilla), Nicolás de Mérida y Segura (Cádiz),
Juan Rodríguez Ballesteros (Alcalá de Guadaira), y Antonio Castrillo Ezeiza (Ecija).
2233 Gaspar de Narváez y Valdelomar (Jaén), y Rodrigo de Carvajal (Ubeda).
2234 Félix Francisco Bazo y Berry (Málaga), y Antonio Caspe y Rodríguez (Granada).
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De los 9 oidores naturales del antiguo reino de León, 2 fueron nombrados por Felipe II,
Juan Caxal (1606), y Pedro Álvarez de Solórzano (1611); 3 por Felipe IV, Pedro González
Güemes de la Mora (1634), Juan de la Peña Salazar (1662), Manuel Muñoz de Cuéllar
(1663); 1 por Felipe V, Gregorio Blanco Laysequilla (1744); y 2 por Carlos III, Ramón José
de Salamanca (1785), y Juan Hipólito Suárez Trespalacios (1786).
Al igual que en el caso de los andaluces, pareciera que los ministros naturales del antiguo
reino de León, pertenecían a familias originarias del dicha región del norte de la Península.
En efecto, don Juan de Caxal, natural de Valladolid, era hijo del médico y cirujano de
Felipe II, don Juan Caxal y de doña María de Tobar, nacidos en Valladolid. Don Pedro
Álvarez de Solórzano, natural de Aguilar del Campoo (Palencia), era hijo de don Francisco
Álvarez de Solórzano, también originario de Aguilar del Campoo. Don Álvaro Bernardo de
Quiroz, nacido en Olloniego, pertenecía a la antigua familia asturiana de Quiroz, era hijo del
caballero de Santiago don Felipe Bernardo de Quiroz, señor de la casa de Quiroz, y de doña
Catalina Bernardo de Miranda, señora de la casa de Olloniego. Don Manuel Muñoz de
Cuéllar, natural de Peñaranda de Bracamonte (Salamanca), era hijo de don Juan Muñoz
Pabón y de doña Ana Sánchez, naturales de la misma villa.
En el caso de don Pedro González Güemes de la Mora, natural de Valladolid, sus padres
habían nacido en las Montañas de Santander.
De los seis oidores originarios de Castilla La Nueva, 2 eran naturales de Toledo: Luis
Merlo de la Fuente (Valdepeñas), y Pedro Hazaña Solís y Palacios (Torrijos); 2 de
Guadalajara: Gabriel de Zelada, y Diego de Zúñiga y Tobar; y los restantes 2, de Madrid:
Benito María de la Mata Linares y Antonio Luis Pereyra. De ellos, dos fueron nombrados por
Felipe II, Luis Merlo de la Fuente (1606), y Gabriel de Zelada (1607); 1 por Felipe IV, Pedro
Hazaña Solís y Palacios (1651); 1 por Carlos II (Diego de Zúñiga y Tobar (1690); 1 por
Carlos III, Benito de la Mata (1776); y 1 por Fernando VII, Antonio Luis Pereyra (1816).
De estos ministros, al menos 3 pertenecían a familias originarias de dicha región. En
efecto, Luis Merlo de la Fuente, natural de Valdepeñas (Toledo), era hijo del familiar del
Santo Oficio, don Luis Merlo de la Fuente, y de doña María Ruiz de Beteta, vecinos de
Valdepeñas; Pedro Hazaña Solís y Palacios, nacido en Torrijos (Toledo), era hijo de don
Bartolomé Sánchez Palacio y de doña María de Hazaña, naturales de Torrijos; y don Diego
de Zúñiga y Tovar, natural de Guadalajara, era hijo de don Luis de Zúñiga y Guzmán, natural
de Guadalajara y de doña María Felipa de Tovar, natural de Madrid, y sus abuelos paternos
eran naturales de Guadalajara y los maternos de Madrid.
Por su parte, los únicos dos oidores madrileños, no pertenecían a familias originarias de tal
región. Así, don Benito María de la Mata, era hijo del caballero de la Orden de Alcántara,
don Francisco Manuel de la Mata Linares y González Calderón de la Barca, natural de
Valladolid, y de doña Tomasa Vázquez Dávila y Arce, nacida en Tordesillas. Don Antonio
Luis Pereyra, era hijo del corregidor de Vizcaya y oidor de la Chancillería de Valladolid don
Luis Marcelino Pereyra.
De los 3 ministros naturales de las provincias Vascas, 1 fue nombrado por Felipe IV, don
Jácobe de Adaro y San Martín (1631); y los restantes 2 por Carlos III, don José Lucas Gorbea
y Vadillo (1777), y don José de Rezaval y Ugarte (1777). Todos ellos pertenecían a familias
asentadas en tales regiones.
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En efecto, don Jácobe de Adaro y San Martín era natural de Bilbao, al igual que sus
padres, don Antonio de Adaro y doña María Catalina Ibáñez de San Martín; don José Lucas
Antonio de Gorbea y Vadillo, nacido en Orduña (Vizcaya), era hijo de don Pedro Gorbea y
Echaurren, natural de Vizcaya; y don José de Rezaval y Ugarte, nacido en Vitoria (Álava),
era hijo del señor de la Casa de Eibar, don José Gabriel de Rezaval y Zárate.
Los 2 extremeños fueron don Hernando Talaverano Gallegos (1606), y don Hernando
Machado (1621), nombrados por Felipe III. Este último era natural de la villa de Zafra, al
igual que sus padres, don Francisco Machado y doña Mencía Núñez de Carvajal, aunque los
ascendientes de la familia Machado eran originarios de la Redondela y Sotojusto, en el reino
de Galicia.
El único oidor gallego fue don Alonso González Pérez, natural de Cornaintes, nombrado
por Carlos IV en 1789; y el único natural de Castilla La Vieja, fue don Juan de Balmazeda
Zenzano y Beltrán, nacido en Galilea, al igual que sus padres, don Juan Manuel Balmazeda
Zenzano y doña María Zenzano y Marín, y sus cuatro abuelos.
Los oidores peninsulares cuyo lugar de nacimiento desconocemos, eran Pedro Diez
Romero, Juan Cortez, José Nieto de Ariza, Ambrosio de Arévalo y Sedeño, y Juan de La
Plaza, ninguno de los cuales asumió su oficio.
3.2.2. Indianos
Por su parte, de los 43 oidores naturales de las Indias, conocemos el lugar de nacimiento
de todos ellos. Una clara mayoría eran limeños 22 (50.00%), a los que se agregaban 1 natural
de Huancavelica, 1 de Chuquisaca, y 1 de Trujillo; 6 del reino de Chile; 2 de La Plata; 3 de
Panamá; 1 de La Habana; 1 de Quito; 1 de La Paz; 1 de Cartagena de Indias; 1 de Buenos
Aires; 1 de México; y 1 de Santo Domingo.
De los 22 limeños, 4 fueron nombrados por Felipe IV, a saber, don Nicolás Polanco de
Santillana (1643), don Antonio Fernández de Heredia (1645), don Alonso de Solórzano
(1657), y don Álvaro de Ibarra (1665); 6 por Carlos II, don José de Meneses (1666), don
Alonso Martín de Orellana (1680), don Sancho García de Salazar (1681), don Juan de la
Cueva y Lugo (1682), don José Blanco Rejón (1688), y don Pablo Vázquez de Velasco
(1689); 7 por Felipe V, don José de Valverde Contreras y Alarcón (1700), don Francisco de
Rojas y Acevedo (1703), don Juan Próspero de Solís Vango (1707), don Salvador Sánchez
de la Barreda y Vera (1708), don Ignacio Fausto Gallegos (1709), don Francisco Sánchez de
la Barreda y Vera (1710), y don José de Traslaviña y Oyagüe (1740); 2 por Fernando VI, don
Juan José de la Fuente y Villalta (1750), y don Melchor José de Santiago Concha (1756); 2
por Carlos III, don Juan José de la Puente (1776), y don Luis de Santa Cruz y Zenteno
(1777); y 1 por Fernando VII, don Francisco de Valdivieso y Pradas.
El mayor número de los naturales de Lima ingresaron a la Real Audiencia de Santiago
durante los reinados de Carlos II y Felipe V, precisamente entre 1666 y 1740, época en que la
corona debido a diversos problemas económicos recurrió a la vía del beneficio de oficios
públicos con jurisdicción para enfrentar los gastos derivados, sobre todo, de la guerra contra
los ingleses. De este modo, los más de los limeños obtuvieron sus nombramientos previo un
servicio pecuniario, tales fueron: don Juan Próspero de Solís Vango, don Salvador y don
Francisco Sánchez de la Barreda, don Ignacio Gallegos y don José de Traslaviña, a quienes
deben agregarse los dos ministros nombrados por Fernando VI, don Melchor de Santiago
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Concha, y don Juan José de la Fuente, sin contar a don José Blanco Rejón, quien en 1688
había obtenido una plaza de fiscal en Chile, previo beneficio de 10.000 pesos, e
inmediatamente obtuvo un oficio de oidor.
De otro lado, de los 22 magistrados naturales de Lima, 7 habían ingresado al tribunal
santiaguino en plazas supernumerarias, a saber, don José de Meneses, don José de Valverde,
don Ignacio Gallegos, don Salvador y don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera, don
Melchor de Santiago Concha, y don Juan José de la Fuente; y 1 en simple futura, don José de
Traslaviña. De todos ellos, sólo don José de Meneses y don Pablo Vázquez de Velasco, no
habían recurrido al servicio pecuniario para obtener su plaza
Carlos III, a instancias de José de Gálvez, redujo el nombramiento de americanos en las
plazas de las audiencias americanas, y por ello sólo nombró a dos limeños en la de Santiago,
aunque en la práctica, sólo era un nombramiento, pues don Juan José de la Puente Ibáñez,
provisto en 1776, rehusó el traslado, y en su lugar se designó, al también limeño, don Luis de
Santa Cruz.
Conocemos el lugar de nacimiento de los padres de 15 de estos ministros limeños. Dichos
datos parecen indicar que los más de los oidores no pertenecían a familias originarias de
Lima, o largamente avecindadas en ella, sino que más bien, eran indianos de primera
generación o sólo por línea materna, supuesto que sus madres, normalmente hijas de familias
acaudaladas y de posición, casaban con peninsulares de posibles o alguna nobleza.
Eran hijos de padres limeños únicamente don José de Valverde Contreras y Alarcón, don
Juan José de la Fuente y Villalta, y don Luis de Santa Cruz y Zenteno.
En efecto, Valverde era hijo del caballero de Santiago don Fernando Valverde y Mercado,
natural del Cuzco, y de doña María Josefa Ayala de Alarcón, natural de Lima, y nieto por
línea paterna de doña Bernardina Valverde y Contreras, natural del Cuzco, y por línea
materna del oidor limeño, don Sebastián Alarcón y Alcocer, natural de Lima.
Don Juan José de la Fuente y Villalta era hijo del conde de Fuente Roja don Pedro Andrés
de la Fuente, natural de Pisco, y de doña María Teresa Núñez de Rojas, natural de Lima, y
nieto por línea paterna del caballero de Santiago don Juan Lucas de la Fuente y Rojas, natural
de Lima, y por vía materna del oidor de Lima don Miguel Núñez de Sanabria, y de doña
Gregoria de Rojas y Acevedo, naturales de Lima.
Don Luis de Santa Cruz y Zenteno, era hijo del conde de San Juan de Lurigancho don
José de Santa Cruz y Gallardo, natural de Sandia, Puno, y de doña Mariana Zenteno de
Chávez y Mendoza, natural de Lima.
Por línea materna eran limeños 7 oidores: don Nicolás Polanco de Santillana, don Alonso
Martín de Orellana, don Juan Próspero de Solís Vango, don Salvador y don Francisco
Sánchez de la Barreda y Vera, don José de Traslaviña y Oyagüe, y don Juan José de la
Puente Ibáñez.
Don Nicolás Polanco de Santillana era hijo de la limeña doña Luna Gutiérrez, y de don
Fabián Polanco de Santillana, natural de Carrión; don Alonso Martín de Orellana era hijo de
la limeña doña Gertrudis Godínez, y de don Sebastián Alonso de Orellana y Meneses, natural
de Puebla de Los Ángeles, Nueva España, y nieto por línea materna de don Juan Rodríguez
Gijón y Alonso, natural de Triana, Sevilla, y por línea paterna, de don Juan de Orellana
Meneses y de doña Isabel Fernández del Hoyo, naturales de Berzocana, Cáceres,
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Extremadura; don Juan Próspero de Solís Vango era hijo de la limeña doña Leonor Riaño, y
de don Bernardo de Solís Vango, natural de Avilés; don Salvador y don Francisco Sánchez
de la Barreda eran hijos de la limeña doña María Blázquez de Orellana, y de don Miguel
Sánchez de la Barreda, natural de Guadalcanal; don José de Traslaviña era hijo de la limeña
doña Teresa Juana de Oyagüe y Beingolea, y de don Juan de Traslaviña Garay y Otáñez,
natural de Vizcaya, y nieto materno de don Francisco de Oyagüe y García de Carrión, natural
de San Sebastián de Campos en Córdoba; y don Juan José de la Puente Ibáñez era hijo de la
limeña doña Mariana Ibáñez y Orellana, y de don Lorenzo de la Puente, natural de Vizcaya.
Otros dos ministros limeños eran hijos de americanos. Don Francisco de Rojas y Acevedo
era hijo de don Gregorio de Rojas y Acevedo, natural de Buenos Aires, y de doña María
Andrea Correa de León, natural de Potosí; y don Melchor de Santiago Concha era hijo de
don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra, natural del Callao, y de doña Inés de
Errazquín e Izarbe, natural de Charcas.
Finalmente, don Antonio Fernández de Heredia era hijo de doña Casilda de Heredia,
natural de Toledo; don Alonso de Solórzano y Velasco era hijo de don Alonso Fernández de
Solórzano, natural de Segovia, y de doña María Ana de Velasco, natural de Madrid, y nieto
por línea paterna de don Pedro Álvarez de Solórzano, natural de Aguilar del Campoo,
Palencia; y don Pablo Vázquez de Velasco era hijo del oidor don Pedro Vázquez de Velasco,
natural de Palencia, y de doña Ángela de Salazar y Usátegui, natural de Alcalá de Henares.
A estos ministros limeños era posible agregar otros 3, que por su lugar de nacimiento se
encontraban dentro del área de influencia de esta ciudad, tales eran don Gaspar de Escalona y
Agüero, natural de Chuquisaca, don Juan de Huerta Gutiérrez, natural de Trujillo, y don
Ignacio Antonio del Castillo, natural de Huancavelica. De ellos, Escalona y Agüero era hijo
de don Gaspar de Escalona, natural de Río Bamba, y don Juan de Huerta Gutiérrez lo era de
su homónimo, natural de Lobón, Badajoz, y de doña Francisca de Bohórquez, natural de
Trujillo, Perú.
En lo tocante a los 6 oidores naturales del reino de Chile, 2 fueron nombrados por
Fernando VI, don Juan Bautista Verdugo (1747), y don Domingo Martínez de Aldunate
(1748); 3 por Carlos IV, don José de Santiago Concha (1794), don José Santiago de Aldunate
y Guerrero (1795), y don José Alvarez de Acevedo (1806); y 1 por Fernando VII, don José
Antonio Rodríguez Aldea (1815), el único no santiaguino, pues era natural de Chillán.
De los seis ministros chilenos, 4 fueron nombrados en plazas supernumerarias: don Juan
Bautista Verdugo, don Domingo Martínez de Aldunate, don José Santiago de Aldunate
Guerrero, y don José Antonio Rodríguez Aldea, y de estos, los dos primeros obtuvieron sus
oficios por la vía del beneficio.
Estos magistrados estaban arraigados en Indias desde hacía tiempo, y algunos de ellos en
el mismo reino de Chile.
Don Juan Bautista Verdugo del Castillo, era hijo de don Antonio Verdugo y Figueroa,
natural de Santiago, y de doña María del Castillo y Ruiz. Sus abuelos paternos fueron, don
Antonio Verdugo, natural de Santiago, y doña Lorenza Suárez de Figueroa, natural de
Concepción, Chile. En su título despachado por Real Decreto fechado en Buen Retiro el 14
de enero de 1747, previo beneficio de 20.000 pesos se le otorgaba: Dispensándole ser natural
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de aquella ciudad de Santiago, el contraer matrimonio con persona de ella o de la
jurisdicción de la misma Audiencia y poseer bienes raíces2235.
Don Domingo Martínez de Aldunate, era hijo de don Juan Felipe Martínez de Ojué,
natural de Pamplona, y de doña Juana de Barahona y Ureta, natural de Santiago. Casó en
segundo matrimonio con doña María Micaela Guerrero y Carrera, natural de la Serena en el
reino de Chile, de quien nació en Santiago, el también oidor, José Santiago de Aldunate y
Guerrero.
Don José de Santiago Concha y Jiménez de Lobatón, era hijo del oidor don Melchor de
Santiago Concha, natural de Lima, y de doña María Constanza Jiménez de Lobatón y
Costilla, natural de La Plata. Sus abuelos paternos fueron, el oidor don José de Santiago
Concha y Méndez Salvatierra, natural de Lima, y doña Inés de Errazquín e Izarbe, natural de
Tarija; y su abuelo materno, fue don Nicolás Jiménez de Lobatón y Hazaña, natural de Lima.
Don José Álvarez de Acevedo y Salazar, era hijo del regente don Tomás Antonio Álvarez
de Acevedo, natural de Lois, Asturias, y de doña María Josefa Salazar y Carrillo, natural de
Lima.
De los restantes oidores americanos, dos habían nacido en La Plata, don Andrés Hidalgo
de Paredes y Espinosa (1692), y don Juan del Corral Calvo de la Torre (1695). Ambos
obtuvieron plazas supernumerarias por vía de beneficio pecuniario, durante el reinado de
Carlos II.
Don Andrés Hidalgo, era hijo de don Diego Hidalgo, natural de Salinas de Río Pisuerga,
España, y de doña Graciana de Espinosa, natural de Lima, hija de don Juan de Espinosa,
natural de Madrid, y de doña Isabel de Pastrana, natural de Lima.
Don Juan del Corral Calvo de la Torre, era hijo del oidor don José del Corral Calvo de la
Banda, natural de Lima, y de doña Francisca Antonia de la Torre y Zegarra, natural de
Arequipa, hija de dos arequipeños.
Otros tres, habían nacido en Panamá, don Manuel de León y Escobar (1669), don
Bernardo de Laya Bolívar (1683), y don Luis de Urriola y Echeverz (1780). Los dos
primeros nombrados por Carlos II, y el segundo, por Carlos III. De ellos, don Luis de
Urriola, pertenecía a una familia largamente establecida en Panamá, en efecto, sus padres
eran los panameños, don Juan de Urriola y doña Antonia de Echeverz, y sus abuelos
maternos, los también panameños, don Antonio de Echeverz y doña María Josefa Romero, y
su abuelo paterno, don Gabriel de Urriola, era natural de Vizcaya.
Don Francisco Tadeo Diez de Medina (1779), nombrado por Carlos III, era natural de La
Paz, al igual que sus padres, don Andrés Diez de Medina, y doña Nicolasa Vidanges. Don
Manuel Mariano de Irigoyen y de la Quintana (1800), natural de Buenos Aires, era hijo de
don Ignacio de Irigoyen Echenique, natural de Azpilcueta, y de doña Francisca de la
Quintana y Riglos, natural de Buenos Aires. Don Gaspar de la Cuba y Arce (1659), era
natural de Cartagena de Indias, e hijo de don Cristóbal de la Cuba y Arce, natural de Villa
Carrillo, Jaén. Don Pedro Machado de Chávez (1635), era natural de Quito, e hijo del oidor
                                                
2235 AGI. Chile, 70, Decretos originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de 1689 al
1756 . R.D. Buen Retiro, 14-I-1747.
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don Hernando Machado de Chávez, y de doña Ana Núñez de Chávez, naturales de Zafra,
Extremadura.
Sólo 3 ministros americanos no habían nacido en el virreinato del Perú. Eran ellos, don
Cristóbal de la Cerda y Sotomayor (1616), natural de Méjico; don Pedro Gutiérrez de Lugo
(1634), natural de Santo Domingo, hijo de don Agustín Gutiérrez de Lugo, natural de Medina
del Campo, y de doña María Guerrero de la Fuente, natural de la Fuente del Maestro; y don
Martín de Recabarren (1723), natural de La Habana, era hijo de don Miguel de Recabarren, y
de doña Luisa Pérez Borroto, naturales de La Habana, y nieto paterno de don Miguel de
Recabarren y Aguirre, y de doña Leonor Márquez de Morta, naturales de Guipúzcoa.
Origen de los oidores y sus ascendientes
OIDOR NACIMIENTO PADRE MADRE A.PATERNO A. PATERNA A.MATERNO A. MATERNA
Pedro Diez Romero Península
Luis Merlo de la Fuente Toledo Valdepeñas Ciudad Real
HernandoTalaverano Extremadura
Juan Caxal Valladolid Valladolid Valladolid
Gabriel de Zelada Guadalajara
Pedro Álvarez Palencia Palencia
Cristóbal de la Cerda Méjico Ciudad Real Ciudad Real Ciudad Real Ciudad Real
Gaspar de Narváez Jaén Baeza Jaén Jaén Burgos Cáceres
Hernando Machado Zafra Zafra Zafra
Rodrigo de Carvajal Jaén
Jácobe de Adaro Bilbao Bilbao Bilbao
Pedro González Güemes Valladolid Santander Santander
Pedro Gutiérrez de Lugo Santo Domingo Valladolid Fuente del Maestro
Pedro Machado Quito Zafra Trujillo Zafra Zafra Trujillo Zafra
Bernardino Figueroa Sevilla
Nicolás Polanco Lima Carrión Lima Oviedo Carrión Villanueva Cáceres
Antonio Fernández Lima Toledo
Gaspar de Escalona Chuquisaca Río Bamba
Juan Cortez Península
Pedro de Hazaña Toledo Torrijos Novés Torrijos Torrijos
Juan de Huerta Gutiérrez Trujillo Lobón Trujillo (Perú) Lobón Lobón Huete Utrera
José Nieto de Ariza Península
Álvaro de Ibarra Lima Vizcaya Lima
Alonso de Solórzano y Velasco Lima Segovia Madrid Palencia Burgos
Gaspar de Cuba y Arce Cartagena Jaén
Juan de la Peña Salazar Burgos Burgos Rambla
Manuel Muñoz de Cuéllar Salamanca Salamanca Salamanca
Ambrosio de Arévalo Sedeño Península
Juan de La Plaza Península
José de Meneses Allende Salazar Lima Extremadura Madrid Extremadura Madrid Burgos Madrid
Manuel de León y Escobar Panamá
Diego Portales Lebrija Lebrija Lebrija
Alonso Orellana Lima Puebla Lima Cáceres Cáceres Sevilla Salamanca
Juan de la Cueva y Lugo Lima
Sancho García Salazar Lima
Bernardo de Laya Bolívar Panamá
Lucas Francisco Bilbao la Vieja Sevilla
Álvaro Bernardo de Quiroz Oviedo Madrid Oviedo
José Blanco Rejón Lima
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Pablo Vázquez de Ve lasco Lima Palencia Alcalá
Diego de Zúñiga y Tovar Guadalajara Guadalajara Madrid Guadalajara Guadalajara Madrid Madrid
Andrés Hidalgo Peredes Espinosa La Plata Salinas Lima Extremadura Charcas Madrid Lima
Juan del Corral Calvo de la Torre La Plata Lima Arequipa Arequipa Arequipa
José de Valverde Lima Cuzco Lima Madrid Cuzco Lima Madrid
Francisco de Rojas y Acevedo Lima B. Aires Potosí Tenerife Lisboa Viana Buenos Aires
Ignacio Antonio del Castillo Lima
Juan Próspero de Solís Vango Lima Avilés Lima Avilés Avilés Santiago Concepción
Salvador Sánchez de la Barreda Lima Guadalcanal Lima Zalamea Zalamea
Ignacio Fausto Gallegos Lima
Francisco Sánchez de la Barreda Lima Guadalcanal Lima Zalamea Zalamea
Leandro Fernando de
Torquemada
Sevilla Córdoba Sevilla
Martín de Recabarren La Habana La Habana La Habana Guipúzcoa La Habana La Habana La Habana
Juan de Balmazeda Zenzano Galilea Galilea Galilea Galilea Galilea Galilea Galilea
José Clemente de Traslaviña Lima Vizcaya Lima Córdoba
Gregorio Blanco Laysequilla León
Juan Verdugo Santiago Santiago Santiago Santiago Concepción
Domingo Martínez de Aldunate Santiago Pamplona Santiago Pamplona Pamplona Alcaraz Santiago
Juan José de la Fuente Lima Pisco Lima Lima Lima Lima Lima
Melchor de Santiago Concha Lima Callao Charcas Santander Lima Navarra Lima
Juan José de la Puente Ibáñez Lima Vizcaya Lima Vizcaya Vizcaya Madrid Lima
Benito María de la Mata Madrid Valladolid Tordesillas San Vicente Ganzo Tordesillas Colmenar
Lusi de Santa Cruz Lima Puno Lima Lima Concepción Sevilla Toledo
José Lucas Gorbea y Vadillo Calahorra Retes Orduña Ayala Retes Villaño Orduña
José de Rezaval y Ugarte Alava Alava
Nicolás de Mérida y Segura Cádiz
Francisco Tadeo Diez de Medina La Paz La Paz La Paz
Luis de Urriola y Echeverz Panamá Panamá Panamá Vizcaya Panamá Panamá Panamá
Ramón José de Salamanca Burgos
Juan Hipólito Suárez Asturias
Juan Rodríguez Ballesteros Sevilla Carmona
Alonso González Pérez Galic ia
José de Santiago Concha Santiago Lima La Plata Lima Tarija Lima
José Santiago Aldunate Santiago Santiago La Serena Pamplona Santiago
Antonio Castrillo Ezeyza Ecija
Manuel Ignacio de Irigoyen B. Aires Azpilcueta B. Aires
Félix Francisco Bazo y Berry Málaga
José Álvarez de Acevedo Santiago Asturias Lima Asturias Asturias Lima Lima
Antonio Caspe y Rodrñiguez Granada
Francisco Valdivieso y Pradas Lima
José Rodríguez Aldea Chillán Chile Chile Andalucía
Antonio Luis Pereyra Madrid
3.3. Fiscales
De los 31 fiscales provistos para la Real Audiencia de Santiago de Chile, 17 eran
peninsulares (54.83%), y 14 eran naturales de las Indias (45.17%).
Si sólo se considera a los 30 del número, los indianos se reducían a 13 (43.33%), pues el
futurario don Marcelo de Ayala y Marín (1700) había nacido en Lima.
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De los 31 fiscales provistos, asumieron su plaza solamente 26, de los cuales 14 eran
peninsulares (53.84%), y 12 indianos (46.16%).
Naturaleza de los fiscales de la Real Audiencia de Santiago de Chile
NATURALEZA PROVISTOS % NUMERARIOS % ASUMEN %
Peninsulares 17 54.83 17 56.66 14 53.84
Indianos 14 45.17 13 43.33 12 46.16
Totales 31 100 30 100 25 100
Al igual que en el caso de los oidores las tendencias a preferir peninsulares variaron en el
tiempo.
Bajo el reinado de Felipe III se proveyeron tres fiscales para la Real Audiencia de
Santiago de Chile, y todos estos nombramientos recayeron en peninsulares.
Nombramientos en el reinado de Felipe III (1606-1620)
AÑO FISCALES PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1606 Guillén de Solís Numeraria Aragón Consulta Consejo
1607 Hernando Machado Numeraria Zafra Consulta Cámara
1620 Jácobe de Adaro y San Martín Numeraria Bilbao Consulta Consejo
Durante el reinado de Felipe IV se realizaron 9 nombramientos para ocupar la plaza de
fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile. De ellos, 5 (55.55) recayeron en
americanos, y los restantes en peninsulares (44.45%).
Nombramientos en el reinado de Felipe IV (1631-1663)
AÑO FISCALES PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1631 Pedro Machado de Chávez Numeraria Quito Consulta Consejo
1635 Antonio Fernández de
Heredia
Numeraria Lima Consulta Consejo
1645 Juan Manuel de Sotomayor Numeraria Valdemoro Consulta Cámara
1645 Juan de Huerta Gutiérrez Numeraria Trujillo Consulta Cámara
1650 Francisco de Brito Numeraria Peninsular Consulta Cámara
1653 Tomás Berjón de Caviedes Numeraria Peninsular Consulta Cámara
1653 Alonso de Solórzano Numeraria Lima Consulta Cámara
1657 Manuel Muñoz de Cuéllar Numeraria Salamanca Consulta Cámara
1663 Francisco Manrique de Lara Numeraria Lima Consulta Cámara
Al igual que lo observado respecto de los oidores, bajo el reinado de Carlos II aumentó el
número de americanos provistos en la fiscalía de la Real Audiencia de Santiago de Chile. En
efecto, de los seis nombramientos realizados bajo su gobierno, sólo uno recayó en un
peninsular (16.66%).
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Nombramientos en el reinado de Carlos II (1666-1689)
AÑO FISCAL PLAZA NATURALEZA VÍA DE PROVISIÓN
1666 Manuel de León y Escobar Numeraria Panamá Consulta Cámara
1669 Francisco de Cárdenas Numeraria Lima Consulta Cámara
1674 Alonso Martín de Orellana Numeraria Lima Consulta Cámara
1680 Sancho García de Salazar Numeraria Lima Consulta Cámara
1681 Pablo Vázquez de Velasco Numeraria Lima Consulta Cámara
1689 Gonzalo Remírez de Baquedano Numeraria Navarra Consulta Cámara
La misma tendencia se mantuvo bajo el reinado de Felipe, en cuya época se efectuaron 5
nombramientos para la fiscalía, de los cuales 2 recayeron en peninsulares, y los restantes en
americanos. Dos de los americanos obtuvieron la plaza previo servicio pecuniario, y uno de
ellos sólo consiguió la futura.
Nombramientos en el reinado de Felipe V (1700-1746)
AÑO FISCAL PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1700 Marcelo de Ayala y Marín Futuraria Lima Beneficio pecuniario
1702 Baltazar José de Lerma Numeraria Burgos Consulta Consejo
1712 Miguel de Gomendio Urrutia Numeraria Lima Consulta Cámara
1721 Martín de Jáuregui y Ollo Numeraria Sevilla Consulta Cámara
1746 José Perfecto Salas Numeraria Corrientes Beneficio pecuniario
Como queda dicho, en tiempos de Carlos III se prefirió a los peninsulares, de suerte tal
que de los cuatro nombramientos que efectúo para proveer las fiscalías civil y criminal de la
Real Audiencia de Santiago de Chile, solamente uno de ellos favoreció a un indiano.
Nombramientos en el reinado de Carlos III (1776-1779)
AÑO FISCAL PLAZA NATURALEZA VÍA DE PROVISIÓN
1776 Lorenzo Blanco Cicerón Numeraria civil Galicia Consulta Cámara
1776 Ambrosio Zerdán Numeraria criminal Barcelona Consulta Cámara
1779 José Márquez de la Plata Numeraria civil Sevilla Consulta Cámara
1779 Joaquín Pérez de Uriondo Numeraria criminal La Plata Consulta Cámara
En el reinado de Carlos IV solamente se efectuaron dos nombramientos para proveer la
nuevamente única fiscalía de la Real Audiencia de Santiago de Chile, y ambos recayeron en
peninsulares.
Nombramientos en el reinado de Carlos IV (1798-1803)
AÑO FISCAL PLAZA NATURALEZA VÍA PROVISIÓN
1798 Francisco Manuel de Herrera Numeraria Málaga Consulta Cámara
1803 José Moxó de Francoli Numeraria Cervera Real decreto decisivo
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Finalmente, durante el cautiverio de Fernando VII la Junta Central nombró en 1810 a don
Luis María Moxó de Francoli, natural de Cervera, quien no llegó a tomar posesión por las
alteraciones de la insurgencia, y una vez vuelto al trono Fernando VII, nombró en 1817 a don
José Antonio de Navarrete, natural de Piura.
4. Literatura y letras de los ministros
En cuanto a la literatura y letras de los sujetos, desde la recepción del ius commune en
Castilla con la aparición y desarrollo de un importante estamento de letrados comenzó a
extenderse la idea de que el titular de determinados oficios públicos debía poseer los
conocimientos técnicos necesarios para su recto ejercicio y, de esta manera los letrados
comenzaron a ocupar los más de los oficios de justicia y gobierno en el reino 2236.
Durante la segunda mitad del siglo XIV se acrecentó la concepción del juez instruido en
derecho para el cabal desempeño de su plaza, tendencia que se consolidó durante el reinado
de los Reyes Católicos, quienes con la finalidad de asegurar la buena elección de sus oficiales
impusieron la prueba de la idoneidad como exigencia necesaria para la provisión de ciertos
oficios. Doña Isabel y don Fernando ordenaron por una Real Pragmática fechada en
Barcelona el 6 de julio de 1493, que para ser provisto en una plaza de justicia era
imprescindible que el candidato hubiera probado haber cursado diez años de estudios de
cánones y leyes en la Universidad2237.
Para las Indias no se expidió ninguna real disposición que expresamente fijara requisitos
precisos de formación universitaria para los sujetos a nombrar en plazas de justicia. Sin
embargo, en cuanto la Pragmática de 1493 pasó a la Nueva Recopilación (III.9.2) formaba
parte del ordenamiento jurídico indiano, supuesto que el derecho castellano era supletorio del
municipal de estos dominios, aunque no se cumplía estrictamente en lo tocante a los años de
estudios, pero sí en lo relativo a la formación universitaria 2238.
Hubo sí diversas reales cédulas que se referían a la necesidad de las letras en los sujetos
provistos en las plazas de audiencias indianas, como uno de los requisitos de mayor
consideración para sus nombramientos.
Felipe II en las ordenanzas 7 y 9 del Consejo de Indias y Felipe III en la ordenanza 33 de
las de 1636, mandaron al Consejo de Indias: Que con grandes diligencia y cuidado busquen
siempre para Ministros de justicia tales personas, y de tanta virtud, ciencia y experiencia,
quales convengan al servicio de Dios nuestro Señor y nuestro2239, y en el capítulo 30 de las
                                                
2236 MARAVALL, José Antonio, “La formación de la conciencia estamental de los letrados”, en Revista de
Estudios Políticos, 70, Madrid, 1953; PÉREZ COLLADOS, José María, “Sobre letrados y administración en la
formación del Estado Moderno”, en AMHD. III, Méjico, 1991, pp. 183-231.
2237 GARCÍA MARÍN, José María, El oficio público en Castilla durante la baja Edad Media , Sevilla, 1974,
hay segunda edición en Madrid, 1987, pp. 218-224.
2238 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La selección de ministros togados para Indias”, en XI Congreso
del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios, III, Buenos Aires, 1997, pp.
293-334, en especial pp. 316-318.
2239 Recopilación de Indias, II.2.33.
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mismas Ordenanzas del Consejo de 1636 se ordenaba al Consejo de Indias que por lo mucho
que importaba para el acertamiento de las elecciones y Ministros estuviera muy atento en
proponer para las Presidencias, Plazas de asiento, y los demás oficios de justicia a personas
de las calidades, letras, virtud, entendimiento, suficiencia, experiencia y aprobación, que
conviene2240.
Por su parte, la literatura jurídica indiana se ocupó con particular atención de la exigencia
de las letras en los sujetos provistos en plazas de audiencias.
Francisco Alfaro en su Tractatus de officio fiscalis señalaba sobre esta materia que
conforme a la ley petitione del Código de advocatis: Scientia sicuti hic requiritur, alias
minus bene officium exerceret...ideo non potest creari, nisi qui per quinquenium
studuerit2241, pero de inmediato agregaba que conforme a la ley segunda, del título 9 del libro
quinto de la Nueva Recopilación, que correspondía a la citada Pragmática de Barcelona de
1493: Per decennium, ut generaliter apud nos statuitur2242.
Agregaba el mismo Alfaro que: Iudex debet habere scientiam, & experientiam
iudicandi2243 y que estas cualidades: Tempore provisionis nominatus habere debet2244. Juan
de Solórzano y Pereyra en su Política indiana decía que eran tantas y tales las cosas que se
fiaban de las audiencias de las Indias que con razón se debía procurar: Que los oidores, y
demás ministros que se nombran, y embían a ellas, no sólo tengan las dotes de ciencia,
prudencia, y demás virtudes que comunmente se requieren en los demás Magistrados, de que
tratan bien el Emperador Justiniano, nuestra Ley de Partida, y otros Autores, sino que aun
sean los más aventajados en ellas que ser pudiere, y entre saquen de los mejores, más
aprobados, y experimentados sugetos2245. Tan especial cuidado había de tenerse en la
provisión de los ministros para las Indias conforme decía el mismo Solórzano: Porque si
donde más se peligra, se ha de proceder con más tiento, bien se deja entender, quales han de
ser los que se han de embiar a Provincias, en que de ordinario se tratan, y se ofrecen
materias tan graves, y que tienen tan lexos el reparo, y remedio de lo que se pecare, o errare
en ellas por malicia, o por ignorancia2246.
Juan Antonio de Ahumada en su Representación político legal, fundándose en la ley de
Castilla que decía: Juezes deben ser puestos personas leales...y que ayan sabiduria para
                                                
2240 Recopilación de Indias, II.2.30.
2241 ALFARO, Francisco, Tractatus de officio fiscalis, deque fiscalibus privilegiis, Vallisoleti, 1606, glosa
VI, nº. 2, fol. 17.
2242 Ibidem.
2243 Ibidem.
2244 Ibidem.
2245 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, Política indiana , Madrid, 1647, 5.4.1, fols. 284-285.
2246 Idem, 5.4.2, fol. 285.
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juzgar los pleytos, por su saber y sesso2247 escribía que la persona del juez: Ha de tener
capacidad para discernir y juzgar, como quiere la ley Recopilada2248.
La exigencia de las letras se manifestaba en los grados universitarios, las universidades a
las que se había asistido, la pertenencia a colegios mayores, el carácter de catedrático, o el
haber escrito alguna obra, y la exigencia de práctica, que no era general, en el haber
desempeñado oficios subalternos.
El requisito de la formación universitaria de los pretendientes a plazas togadas quedaba de
manifiesto en la práctica del Consejo de Indias al consultar al rey los nombres de los sujetos
propuestos para ocupar las plazas togadas de América, donde expresaban sus estudios y
ejercicios literarios.
En la consulta del Consejo de 14 de diciembre de 1605, para proveer las plazas de la
recién creada Real Audiencia de Santiago de Chile, se proponían diversos candidatos con
expresa mención de sus estudios y grados universitarios:
El Dr. Antonio de Ibarra, estudió derecho en la Universidad de México, por la
cual se graduó de Dr. en Cánones ...El Dr. Gómez Cornejo, estudió en
Salamanca, y se graduó de Licenciado en Leyes por aquella Universidad el año
de 88...El Licenciado Dn. Juan de Alvarado, se graduó de bachiller en cánones
por Salamanca el año de 85 y el de 87 de Licenciado por Osuna...El Licenciado
Sancho de Moxica, acabados sus estudios en Salamanca fue a Sevilla y se opuso
al Colegio de Maese Rodrigo...El Licenciado Diego de Coveilla, estudió en
Salamanca y se graduó de bachiller en Leyes por aquella Universidad y de
Licenciado por la de Sigüenza...2249.
En la misma consulta se guardaba igual estilo para proponer a los sujetos aptos para la
plaza de fiscal:
El Dr. Graviel de Zelada, después de haber estudiado derechos en Salamanca
y graduádose allí de bachiller y de licenciado y doctor por Osuna...El Licenciado
Guillén de Solís, a más de veinte y cinco años que comenzó sus estudios en esta
Universidad de Valladolid, por la cual fue graduado de bachiller en leyes y de
licenciado...El licenciado Pedro de Diez Romero, estudió derechos en Salamanca
y se graduó de bachiller por aquella Universidad y de licenciado por la de
Valencia...2250.
Esta práctica continuó durante el curso del siglo XVII y así de don Pedro Gutiérrez de
Lugo decía el Consejo en consulta del 27 de septiembre de 1633 para proponerlo como oidor
de la Real Audiencia de Chile en reemplazo de don Gaspar de Narváez y Valdelomar, que:
Estudió en la Universidad de Salamanca, dieciséis años de Cánones y Leyes y
a mas de once que se graduó y tuvo muchos actos públicos arguyendo y
                                                
2247 Nueva Recopilación de Castilla, 3.9.1.
2248 AHUMADA, Juan Antonio, Representación político legal, que haze a nuestro soberano Don Phelipe
Quinto (Que Dios guarde), rey poderoso de las Españas, y emperador siempre Augusto de las Indias, para que
se sirva de declarar, no tienen los españoles indianos obice para obtener los empleos Políticos, y Militares de
la América; y que deben ser preferidos en todos, assi eclesiasticos, como seculares, (Méjico, s\f), nº. 30.
2249 AGI. Chile, 67, Consultas Años 1604-1697, Consulta, Valladolid, 12-XII-1605.
2250 Ibidem.
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replicando con tanta aprobación que llegó a ser señalado entre los que más se
adelantaron y presidió en muchas conclusiones con general satisfacción de sus
letras...2251.
De don Pedro González Güemes de la Mora, se decía al consultarlo el Consejo el 27 de
septiembre de 1633 que: Ha más de veintidós años que sigue los estudios en la Universidad
de Salamanca y la de Osuna2252.
Desde mediados del siglo XVII las consultas aparecen bastante más concisas, limitándose
a señalar el nombre de los propuestos, su calidad de colegial y la Universidad a la que habían
asistido. Así al consultarse el 28 de marzo de 1702 la provisión de la fiscalía vacante por
ascenso de don Gonzalo Remírez de Baquedano sólo se decía que se proponía a: Baltazar
José de Lerma, Colegial Mayor de Cuenca en la Universidad de Salamanca. Juan Félix
García, Colegial en el del Rey de Alcalá2253.
La formación universitaria de los ministros provistos se hacía constar expresamente en sus
reales títulos, bien de una manera genérica, o bien de forma expresa y detallada.
En muchos casos únicamente solía hacerse una referencia general a la formación de los
ministros provistos, con expresiones tales como la suficiencia, letras y demás buenas partes,
literatura y letras, u otras semejantes.
Así en el título de oidor despachado por real provisión fechada en Madrid el 13 de marzo
de 1620 en favor de don Gaspar de Narváez y Valdelomar se expresaba que era nombrado:
Por vuestra suficiencia, letras y buenas partes2254; en el expedido el 16 de marzo de 1688 en
favor de don Álvaro Bernardo de Quiroz se decía que era nombrado: Teniendo consideración
a la suficiencia, letras y demás buenas partes que concurren en vos2255; en el del oidor don
Martín de Recabarren, contenido en real provisión despachada en San Ildefonso el 30 de
octubre de 1723 se señalaba que era designado: Atendiendo a la literatura, servicios y
méritos que concurren en vos2256; y en el de su colega don José Clemente de Traslaviña y
Oyagüe fechado el 1 de julio de 1740 se consignaba que era provisto: En atención a la
literatura, madurez, y juicio de vos2257. En otros casos las reales provisiones que contenían el
título del ministro indicaban prolijamente sus condiciones de ciencia y formación.
El Consejo de Indias en alguna ocasión mostró su especial celo en el cumplimiento de esta
exigencia de formación letrada de los sujetos provistos. Así respecto del oidor
supernumerario don Ignacio Fausto Gallegos nombrado por real decreto del 1 de febrero de
                                                
2251 AGI. Chile, 1, Consultas 1578-1656, consulta nº 227 del 27-IX-1633.
2252 Idem, consulta nº 228 del 27-IX-1633.
2253 AGI. Chile, 67, Consultas 1604-1716, consulta nº 34, Madrid, 28-III-1702.
2254 ANRACH. 3.136, Título oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, RP. Madrid, 13-III-1620, fs. 148
vta.-149 vta.
2255 AGI. Chile, 223, Títulos de sus ministros y subalternos, Título oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz,
RP. Madrid, 16-III-1688.
2256 ANRACH. 3.136, RP. San Ildefonso, Título oidor don Martín de Recabarren, RP. San Ildefonso, 30-X-
1723, fs. 131-132.
2257 Idem, Título oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, RP. Buen Retiro, 1-VII-1740, fs. 150-
151.
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1702, previo servicio pecuniario de 20.500 doblones, enterado el Consejo de la aparente falta
de letras y edad del bachiller Gallegos expresaba en consulta del 6 de febrero de 1702 que:
Ponen en la alta consideración de S.M. los graves perjuicios que podrán
resultar al servicio de V.M. y a la vindicta pública en la administración de
justicia, de no tener el dicho Dn. Ignacio Gallegos la edad, suficiencia, y
literatura que se requiere para el ministerio y más en una Audiencia tan
distantante...Siendo de sentir el Consejo para salvar el escrúpulo en los agravios
que de lo contrario pueden resultar el que V.M. se digne de permitir se expida
Zédula secreta a la Audiencia de Lima, mandando le examine y reconozca su
edad, y que en caso de no hallarle capaz y proporcionado para el empleo le
suspenda la posesión, dando la orden conveniente a la dicha Audiencia de Chile
para ello2258.
El monarca estampó su como parece y se actuó en la forma propuesta por el Consejo,
razón por la cual fue detenido en Lima mientras era examinado y sólo pudo jurar su plaza el
4 de mayo de 1713.
4.1. Grados universitarios
El grado universitario que habilitaba para ingresar a la judicatura togada era el de bachiller
en leyes o cánones. De tal manera, no era necesario detentar los mayores de licenciado o
doctor, aunque en la práctica se veía cierta preferencia por aquellos sujetos que poseían
alguno de estos últimos2259.
Excepcionalmente algunos sujetos contados con algún grado que no era en leyes o
cánones, como ocurrió alguno vez respecto de los graduados en teología o en artes.
4.1.1. El bachillerato
La duración de los estudios que conducían al bachillerato dependía de las universidades,
aunque normalmente se extendía por cinco o tres años.
Era frecuente que los estudiantes cursaran sus estudios ordinarios conducentes al
bachillerato en cánones o leyes en una universidad, y luego incorporaran este grado en otra,
en la cual obtenían el grado de licenciado, y en ciertos casos el doctorado, situación muy
frecuente debido a los elevados costos para alcanzar los grados en algunas universidades.
Para la Real Audiencia de Santiago de Chile se proveyeron 6 regentes, 81 oidores, y 31
fiscales, vale decir, se realizaron 118 nombramientos de ministros para ella. Sin embargo, el
total de sujetos provistos en ella fueron solamente 105, pues 11 de los fiscales ascendieron a
plaza de oidor, y dos oidores a plaza de regente.
De los 105 sujetos nombrados para servir alguna plaza de fiscal, oidor, o regente en la
Real Audiencia de Santiago de Chile, solamente 9 (8.49%) detentaban únicamente el grado
de bachiller, a saber, 1 regente, 8 oidores, y 1 fiscal2260. Existía cierta paridad entre los
                                                
2258 AGI. Chile, 67, Consultas Años 1604-1716 , Consulta Cámara, nº 59, Madrid, 6-II-1709.
2259 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 99), pp. 319-325.
2260 Rodríguez Ballesteros fue primero oidor y luego regente, por ello la suma no coincide.
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bachilleres canonistas y los legistas, pues cuatro lo eran en cánones2261, tres en leyes2262, y
dos utroque iure2263.
De un total de 88 ministros cuyos datos tocantes al grado de bachiller conocemos, se
puede señalar que 40 lo habían obtenido en leyes; 24 en cánones; 22 en ambos derechos; uno
en teología; y otro en artes.
Además, el regente Moreno y Escandón que era bachiller in utroque iure, también había
obtenido este grado en artes, al igual que los oidores González Pérez y Castrillo Ezeyza. De
su lado el oidor Domingo Martínez de Aldunate, que era bachiller en cánones, también
ostentaba este grado en teología.
De los seis regentes de la Real Audiencia de Santiago, sólo Juan Rodríguez Ballesteros era
únicamente bachiller en cánones, grado que había alcanzado en Granada. De los 81 oidores
provistos para la Real Audiencia de Santiago conocemos los datos tocantes a los estudios
universitarios de 63 de ellos, y de estos solamente 9 eran únicamente bachilleres2264.
Los dos bachilleres nombrados por Felipe V no fueron provistos en plazas propietarias,
pues Valverde lo fue en una supernumeraria prontamente afectada por la reforma de 1701, y
Gallegos en otra supernumeraria, previo servicio pecuniario, que sólo pudo asumir tras haber
acreditado su suficiencia ante la Real Audiencia de Lima como se ha tenido ocasión de
anotar.
Los seis bachilleres restantes unían a su grado diversos otros méritos que acreditaban sus
letras. Así Blanco Laysequilla había sido opositor a cátedras en Salamanca; Urriola y
Echeverz había sido colegial del de San Antonio en Alcalá, y colegial y rector del de San
Clemente de Bolonia; y Rodríguez Ballesteros era académico de la de Nuestra Señora del
Rosario de Sevilla.
De estos ocho bachilleres, tres eran graduados en cánones, tres en leyes y dos en ambos
derechos.
De los 31 fiscales nombrados para la Real Audiencia de Santiago, solamente uno de ellos
era bachiller, a saber, Baltazar José de Lerma y Salamanca (1703) bachiller en cánones
(1692) por la Universidad de Salamanca.
                                                
2261 Los oidores Valverde Contreras, Gallegos, Rodríguez Ballesteros, y el fiscal Lerma y Salamanca.
2262 Los oidores Blanco Laysequilla, Irigoyen, y Pereyra.
2263 Los oidores Urriola y Suárez Trespalacios.
2264 José de Valverde Contreras y Alarcón (1700), bachiller en cánones por la Universidad de San Marcos
de Lima (1673); Ignacio Fausto Gallegos (1709), bachiller en cánones por la Universidad de San Marcos de
Lima (1702); Gregorio Blanco Laysequilla (1744), bachiller en leyes por la Universidad de Osma (1733); Luis
de Urriola y Echeverz (1780), bachiller utroque iure  por la Universidad de Sigüenza (1768); Juan Hipólito
Suárez Trespalacios y Escandón (1786) bachiller en leyes (1768) y cánones (1770) por la Universidad de
Oviedo; Juan Rodríguez Ballesteros (1786) bachiller en cánones por la Universidad de Granada; Manuel
Mariano de Irigoyen y de la Quintana (1800) bachiller en leyes por la Universidad de Charcas; y Antonio Luis
Pereyra (1816), bachiller en leyes por la Universidad de Valladolid (1798).
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4.1.2. La licenciatura
Gran parte de los ministros provistos en la Real Audiencia de Santiago de Chile
detentaban el grado de licenciado.
Al menos 72 ministros habían obtenido el grado de licenciado en derecho. A saber, 37 en
leyes, 26 en cánones, y 9 en ambos derechos. A ellos se sumaban un licenciado en artes y
otro en teología.
De esta forma de los 105 ministros nombrados en plazas de regente, oidores o fiscales de
la Real Audiencia de Santiago de Chile 71 detentaban el grado de licenciado, es decir, un
67.61%.
4.1.3. El Doctorado
Al menos 42 ministros de los 105 sujetos provistos para la Real Audiencia de Santiago de
Chile habían obtenido las borlas doctorales en derecho, a saber, 21 en leyes2265, 15 en
cánones2266, y 6 en ambos derechos2267.
A ellos se sumaban cuatro doctores en teología, que eran: el regente don Francisco
Antonio Moreno y Escandón por la Universidad de Santa Fe; el oidor don Domingo Martínez
de Aldunate por la Universidad de San Felipe de Chile(1773); su colega don Juan Verdugo
por la Universidad de San Marcos; y el fiscal don José Perfecto Salas. También debe
consignarse que el oidor Antonio Castrillo era doctor en filosofía por la Universidad de
Granada.
Dos de los seis regentes eran doctores, a saber, don Fernando Márquez de la Plata
doctorado en leyes por la Universidad de Sevilla, y don Francisco Antonio Moreno y
Escandón doctor utroque iure por la Universidad de Santa Fe en el Nuevo Reino de Granada.
De los 81 oidores provistos para la Real Audiencia de Santiago 30 alcanzaron el grado de
doctor2268. Quince de ellos eran doctorados en leyes, seis en cánones, seis en ambos
                                                
2265 Álvarez de Acevedo, Valladolid; Márquez de la Plata, Sevilla; Peña Salazar, Alcalá; Martínez de
Aldunate, San Marcos; Rodríguez Aldea, San Marcos (1805); Gutiérrez de Lugo, Salamanca; Blanco Rejón,
Salamanca (1687); Solís Vango, San Marcos; Santiago Concha, San Marcos; Álvarez de Acevedo, San Marcos;
Carvajal, Valencia; González Güemes, Granada (1626); Rojas y Acevedo, San Marcos; Zelada, Osuna;
Solórzano, San Marcos; Castrillo, Granada; Cárdenas, San Marcos; Herrera, Granada; Moxó, Cervera; Moxó,
Cervera; Navarrete, San Marcos.
2266 Merlo de la Fuente, Salamanca; Adaro y San Martín, Oñate (1606); Figueroa y de la Cerda, Sigüenza;
Huerta Gutiérrez, San Marcos (1652); Gaspar José de Cuba y Arce, Sevilla (1654); José de Meneses, Sevilla
(1663); Puente Ibáñez, San Marcos; Santa Cruz, San Marcos; Polanco de Santillana, Salamanca (1630); Gorbea
y Vadillo, Toledo (1770); Bazo y Berry, Orihuela (1790); Manrique de Lara, Sigüenza; Gomendio, Sigüenza
(1696); Jáuregui, Sevilla (1716); Pérez de Uriondo, Valladolid (1774).
2267 Moreno y Escandón, Santa Fe; Traslaviña y Oyagüe, San Marcos (1735); Diez de Medina, Charcas;
Cerda y Sotomayor, Sevilla; Machado, San Marcos (1619); Mérida y Segura, Alcalá.
2268 Gabriel de Zelada (1607) doctor en leyes por la Universidad de Osuna; Cristóbal de la Cerda y
Sotomayor (1616) doctor utroque iure por la Universidad de Sevilla; Rodrigo de Carvajal y Mendoza (1620)
doctor en leyes por la Universidad de Valencia; Pedro Gutiérrez de Lugo (1633) doctor en cánones y leyes por la
Universidad de Salamanca; Pedro González Güemes (1634) doctor en cánones por la Universidad de Osma;
Pedro Machado de Chávez (1635) doctor en leyes por la Universidad de San Marcos; Nicolás Polanco de
Santillana (1643) doctor en cánones (1630) por la Universidad de Salamanca; Juan de Huerta Gutiérrez (1652)
doctor en cánones y leyes por la Universidad de San Marcos; Alonso de Solórzano y Velasco (1657) doctor en
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derechos, y dos en teología. Al menos uno de los doctorados en leyes era bachiller en
cánones, a saber, don José Blanco Rejón, bachiller en cánones (1678) por la Universidad de
San Marcos.
De estos 30 doctores, 15 habían obtenido las borlas en Universidades indianas, a saber, 13
en la de San Marcos, 1 en la Universidad de Charcas y otro en la de San Felipe de Chile.
De los 31 fiscales, 11 detentaban el título de doctor2269, de los cuales ocho lo eran en leyes
y tres en cánones. Cuatro habían alcanzado este grado en la Universidad de San Marcos; dos
en la Universidad de Cervera; uno en la de Alcalá; uno en la de Valladolid; uno en la de
Sigüenza; uno en la de Sevilla; y otro en la de Granada.
Así, de los 105 ministros nombrados para la Real Audiencia de Santiago de Chile en
plazas de regente, oidor o fiscal, 42 detentaban el grado de doctor, lo que representaba un
40.0% del total.
4.2. Las universidades
Como en el caso de los demás magistrados de las Indias, los que fueron nombrados para
servir en la Real Audiencia de Santiago de Chile, habían cursado sus estudios en
universidades peninsulares o indianas.
Entre todas ellas había algunas que estaban más directamente vinculadas al inicio de la
carrera de la toga, debido a su prestigio o a la influencia de sus graduados en los consejos,
tales eran los casos de las de Salamanca y Alcalá 2270.
                                                                                                                                         
cánones y leyes por la Universidad de San Marcos; Gaspar José de la Cuba y Arce (1659) doctor en cánones por
la Universidad de Sevilla (1654); Juan de la Peña Salazar (1661) doctor por la Universidad de Alcalá; José de
Meneses (1666) doctor en cánones por la Universidad de Sevilla (1663); José Blanco Rejón (1688) doctor en
leyes por la Universidad de Salamanca; Francisco de Rojas y Acevedo (1703) doctor en leyes por la Universidad
de San Marcos; Juan Próspero de Solís Vango (1707) doctor en leyes por la Universidad de San Marcos; José
Clemente de Traslaviña y Oyagüe (1740) doctor en cánones y leyes por la Universidad de San Marcos (1735);
Juan Bautista Verdugo (1747) doctor en teología por la Universidad de San Marcos; Domingo Martínez de
Aldunate (1748) doctor en leyes por la Universidad de San Marcos; Melchor de Santiago Concha (1756) doctor
en leyes por la Universidad de San Marcos; Juan José de la Puente Ibáñez (1776) doctor en cánones por la
Universidad de San Marcos (1742); Luis de Santa Cruz y Zenteno (1777) doctor en cánones por la Universidad
de San Marcos; José Lucas Gorbea y Vadillo (1777) doctor en cánones por la Universidad de Toledo (1770);
Nicolás de Mérida y Segura (1777) doctor en leyes por la Universidad de Alcalá; Francisco Tadeo Diez de
Medina y Vidanges (1779) doctor en cánones y leyes por la Universidad de Charcas; José Santiago Aldunate y
Guerrero (1795) doctor en teología por la Universidad de San Felipe de Chile (1773); Antonio Castrillo Ezeiza
(1799) doctor en leyes por la Universidad de Granada; Félix Francisco Bazo y Berry (1804) doctor en cánones
por la Universidad de Orihuela (1790); José Álvarez de Acevedo (1806) doctor en leyes por la Universidad de
Valencia; José Antonio Rodríguez Aldea (1815) doctor en leyes por la Universidad de San Marcos (1805);
Francisco Valdivieso y Pradas (1815) doctor en leyes por la Universidad de San Marcos (1788).
2269 Pedro Machado (1631) doctor en leyes por la Universidad de San Marcos; Alonso de Solórzano y
Velasco (1653) doctor en leyes por la Universidad de San Marcos; Francisco Manrique de Lara (1663) doctor en
cánones por la Universidad de Sigüenza; Francisco de Cárdenas y Solórzano (1669) doctor en leyes por la
Universidad de San Marcos; Miguel de Gomendio (1713) doctor en cánones por la Universidad de Alcalá
(1696); Martín Gregorio de Jáuregui (1721) doctor en cánones por la Universidad de Sevilla (1716); Joaquín
Pérez de Uriondo (1779) doctor en leyes por la de Valladolid; Francisco Manuel de Herrera (1798) doctor en
leyes por la Universidad de Granada; José Moxó de Francoli (1803) doctor en leyes por la de Cervera (1778);
Luis María de Moxó (1810) doctor en leyes por la de Cervera; José Antonio de Navarrete (1815) doctor en leyes
por la Universidad de San Marcos.
2270 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 99), pp. 319-325.
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4.2.1. Universidades peninsulares
Las universidades peninsulares de mayor prestigio eran las de Salamanca y Alcalá, que
precisamente fueron las más concurridas por los ministros de la Real Audiencia de Santiago
de Chile, pues ambas representaban cerca de la mitad de los nombramientos recaídos en
graduados en universidades peninsulares, y cerca de un 35% del total de nombramientos. A
estas dos universidades seguían las de Granada, Valladolid, y Sigüenza, que sumaban cerca
de un 15% de los nombramientos.
La Universidad de Salamanca fue, entre las peninsulares, la más concurrida por los
ministros de la Real Audiencia de Santiago.
De un total de 105 ministros nombrados para la Real Audiencia de Santiago 18 habían
pasado por la Universidad de Salamanca2271, bien porque estudiaron en sus facultades, bien
porque incorporaron sus grados previos en ella, lo que representaba un 17.14% del total. De
estos, cuatro habían incorporado en ella algún grado anterior.
De los seis regentes, dos habían pasado por la Universidad de Salamanca, a saber, Tomás
Álvarez de Acevedo, y José de Rezaval y Ugarte, donde se habían graduado de licenciados
en leyes, vale decir un 33.3% del total de regentes. Dieciséis de los 81 oidores provistos para
Real Audiencia de Santiago se habían graduado en las facultades de la Universidad de
Salamanca, número que correspondía al 17.28% del total de oidores provistos. De los 32
fiscales nombrados para la Real Audiencia de Chile solamente dos se habían graduado en la
Universidad de Salamanca, vale decir, un escaso 6.25%, del total de fiscales.
Ministros graduados en Salamanca
PROVISIÓN MINISTRO PLAZA GRADO AÑO
1606 Pedro Díez Romero Oidor Bachiller
1606 Luis Merlo de la Fuente Oidor Licenciado
1607 Gabriel de Zelada Oidor Licenciado en Leyes
1607 Hernando Machado Fiscal Licenciado en Leyes
1614 Cristóbal de la Cerda Oidor Bachiller
1620 Jácobe de Adaro Fiscal Bachiller en Cánones 1604
1634 Pedro Gutiérrez de Lugo Oidor Doctor
1634 Pedro González Güemes Oidor Licenciado
1643 Nicolás Polanco Oidor Doctor en Cánones 1630
1680 Alonso de Orellana Fiscal Licenciado
1688 José Blanco Rejón Oidor Doctor en Leyes 1688
1695 Juan del Corral Oidor Licenciado en Leyes 1694
1703 Baltazar José de Lerma Fiscal Bachiler en Cánones 1692
1744 Gregorio Blanco Laysequilla Oidor Bachiller 1737
1776 Tomás Álvarez de Acevedo Regente Licenciado en Leyes
1776 Benito María de la Mata Oidor Licenciado en Leyes 1772
1777 José de Rezaval y Ugarte Oidor Licenciado
1789 Alonso González Pérez Oidor Licenciado en Cánones 1777
                                                
2271 Hernando Machado, y Jácobe de Adaro y San Martín se consideran una sola vez, pues de sus plazas de
fiscal ascendieron a la de oidor.
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Existen ciertas diferencias entre algunos reinados respecto del nombramiento de
salmantinos para la Real Audiencia de Santiago, derivados de la mayor o menor presencia de
americanos entre los provistos, y del acceso a las plazas por vía del servicio pecuniario.
Los reinados de Felipe III y Felipe IV en la primera mitad del siglo XVII concentraban el
mayor número de nombramientos recaídos en graduados en Salamanca debido a que en esta
época existía una clara predilección por proveer a peninsulares, lo que aumentaba las
posibilidades de los salmantinos y además no se realizó en este tiempo ningún nombramiento
por vía de beneficio pecuniario, lo cual influía en un mayor rigor en la selección por parte del
Consejo, amén de que el beneficio fue una vía ordinaria de acceso a la magistratura para los
indianos.
Estas condiciones influyeron en que durante estos dos reinados los salmantinos
representaran cerca de una cuarta parte del total de provisiones de ministros realizadas para
llenar plazas en la Real Audiencia de Santiago de Chile.
De los diez nombramientos de oidores efectuados por Felipe III, cuatro de ellos recayeron
en graduados de Salamanca2272, vale decir, un 40% de las provisiones que efectuó, y uno de
los tres fiscales que nombró2273. De esta manera los salmantinos provistos por Felipe III
representaban un 30.76% de los ministros por él nombrados para el tribunal de Santiago, y un
23.52% del total de graduados en Salamanca que sirvieron en Chile.
De los diecinueve nombramientos de oidor realizados por Felipe IV, sólo cuatro
favorecieron a graduados de Salamanca2274, esto es, un 21.05% de los por él provistos, sin
que proveyera un solo fiscal salmantino de entre los diez nombramientos que hizo. Así, pues,
en tiempos de Felipe IV los salmantinos alcanzaban a sólo un 13.82% de sus nombramientos,
y representaban un 23.52% del total de salmantinos que recibieron una plaza de la audiencia
chilena.
El reinado de Carlos II marcó el inicio de una clara decadencia en el número de
salmantinos nombrados en la Audiencia de Chile, debido al incremento de nombramientos
recaídos en americanos, quienes encontraron en la vía del servicio pecuniario un camino
apropiado para acceder a las plazas togadas, obviando el prolijo examen de sus méritos por
parte de la Cámara o el Consejo.
Esta situación que hizo descender los nombramientos de salmantinos a cerca de un 10%
durante los reinados de Carlos II y Felipe V alcanzó su cúspide con Fernando VI quien no
nombró a ningún graduado en Salamanca.
De los trece oidores nombrados en tiempos de Carlos II, sólo tres eran salmantinos2275, es
decir, un 23.07% de ellos, sin que proveyera ningún fiscal de Salamanca de entre los seis
nombramientos que realizó. De este modo el porcentaje de los salmantinos provistos en este
                                                
2272 El bachiller Pedro Díez Romero (1606); el doctor Luis Merlo de la Fuente (1606); el licenciado
Gabriel de Zelada (1607); y el doctor Cristóbal de la Cerda y Sotomayor (1614).
2273 El licenciado Jácobe de Adaro y San Martín (1620).
2274 Jácobe de Adaro y San Martín (1631), Pedro Gutiérrez de Lugo (1634), Pedro González Güemes
(1634), y Nicolás Polanco de Santillana (1643).
2275 Alonso Martín de Orellana (3), José Blanco Rejón (1688) y Juan del Corral Calvo de la Torre (1695).
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reinado descendía a un 15.78%, que representaba un 17.64% del total de graduados en
Salamanca.
Felipe V, únicamente designó al bachiller salmantino don Gregorio Blanco Laysequilla
(1744), de los doce nombramientos que efectuó, esto es, un escaso 8.33%, y a sólo un fiscal
el bachiller don Baltazar José de Lerma (1703) de los cinco por él designados. El porcentaje
de los salmantinos nombrados por Felipe V de entre el total de los ministros que proveyó
descendía a un 11.52%, que era el mismo porcentaje respecto del total de graduados en
Salamanca.
Su sucesor, Fernando VI, no proveyó a ningún graduado en Salamanca, de entre los cuatro
oidores que nombró, sin que proveyera fiscales.
Con Carlos III, se interrumpieron los 32 años en que no hubo nombramientos que
favorecieran a salmantinos en la Audiencia de Santiago, pues por la política impuesta por
José de Gálvez se acabó con el acceso por vía del servicio pecuniario y se restringió
notoriamente el nombramiento de indianos.
En efecto, el único regente que proveyó fue el licenciado salmantino don Tomás Alvarez
de Acevedo (1776). De las doce designaciones de oidor que efectuó, dos de ellas recayeron
en graduados de Salamanca, el bachiller don Benito María de la Mata (1776), y el licenciado
don José de Rezaval y Ugarte (1777), es decir, un 18.18% de los nombramientos, sin que
nombrara fiscales salmantinos, de entre los cuatro que proveyó.
Así, pues, los salmantinos nombrados por Carlos III representaban un 17.65% de sus
nombramientos, e igual porcentaje respecto del total de graduados en Salamanca nombrados
en la Audiencia de Santiago.
Carlos IV realizó en 1789 el último nombramiento recaído en un graduado de Salamanca,
al designar como oidor al licenciado en cánones don Alonso González Pérez, que representa
un 14.28% de los siete oidores que proveyó.
En cuanto a la naturaleza de los 18 ministros graduados en Salamanca, doce eran
peninsulares, y los restantes seis eran americanos2276.
El prestigio de la Universidad de Salamanca y su importancia para el acceso a las plazas
togadas quedaba en evidencia cuando se observa que varios ministros concurrieron a ella tras
haberse graduado en otras universidades, tanto peninsulares como americanas.
Tres americanos, Polanco de Santillana, Blanco Rejón y del Corral, antes de graduarse en
Salamanca lo habían hecho en la Universidad de San Marcos de Lima, y el mejicano don
Cristóbal de la Cerda, se había hecho doctor utroque iure en Sevilla.
De su lado, el peninsular Álvarez de Acevedo antes de licenciarse en Salamanca se había
hecho bachiller en leyes por la Universidad de Osma; Rezaval y Ugarte se había graduado de
                                                
2276 Los americanos eran: Cristóbal de la Cerda y Sotomayor, natural de Méjico; Nicolás Polanco de
Santillana, natural de Lima, graduado de licenciado en 1627 y de doctor en 1630; Pedro Gutiérrez de Lugo,
natural de Santo Domingo, que también alcanzó la borla doctoral; Alonso Martín de Orellana, natural de Lima,
graduado de licenciado; José Blanco Rejón, natural de Lima, licenciado en leyes en 1687 y doctorado en 1688;
y Juan del Corral Calvo de la Torre, natural de La Plata, licenciado en leyes.
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bachiller en cánones por Granada; y Blanco Laysequilla se había graduado en leyes por la
Universidad de Osma en 1733.
Algunos peninsulares continuaron sus estudios en otras universidades, tales eran: don
Gabriel de Zelada, tras licenciarse en leyes por Salamanca, se graduó de doctor en la de
Osuna; su colega don Jácobe de Adaro y San Martín, natural de Bilbao, se licenció en leyes
por la Universidad de Oñate en 1606.
La Universidad de Alcalá seguía a la de Salamanca en el número de graduados de ella que
obtuvieron plazas de ministro en la Real Audiencia de Santiago.
Del total de 105 sujetos que ocuparon plazas en la Real Audiencia de Santiago de Chile,
once habían pasado por la Universidad de Alcalá, vale decir, un 10.47%, bien porque
cursaron allí los estudios para obtener el grado de bachiller, o porque incorporaron este grado
obtenido en otra universidad y luego alcanzaron allí los grados superiores de licenciado y
doctor.
Ninguno de los regentes era graduado en Alcalá de Henares, pero sí ocho oidores, esto es,
un 9.87%, del total de los 81 nombramientos de oidor. Cuatro de los 31 fiscales nombrados
para la Audiencia de Santiago de Chile se habían graduado en Alcalá, es decir, un 12.5% del
total de ellos.
Oidores graduados en Alcalá de Henares
PROVISIÓ
N
OIDOR GRADO
1614 Cristóbal de la Cerda y Sotomayor Licenciado
1662 Juan de la Peña Salazar Doctor
1681 Sancho García de Salazar Licenciado en leyes
1688 Alvaro Bernardo de Quiroz Licenciado
1690 Diego de Zúñiga y Tovar Licenciado
1776 Benito María de la Mata Linares Bachiller
1777 Nicolás de Mérida y Segura Doctor
1780 Luis de Urriola y Echeverz Bachiller
Fiscales graduados en la Universidad de Alcalá de Henares
PROVISIÓN FISCAL GRADO AÑO
1645 Juan Manuel Sotomayor Licenciado en Cánones
1680 Sancho García de Salazar Licenciado en Leyes
1713 Miguel de Gomendio Licenciado, en doctor
Cánones
1695-1696
1776 Ambrosio Zerdán de Landa Licenciado en Leyes
Al igual que en el caso de los salmantinos hubo variaciones en los distintos reinados,
motivadas aparentemente por causas semejantes.
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Felipe III nombró a un solo ministro graduado en Alcalá, el oidor mejicano don Cristóbal
de la Cerda y Sotomayor (1614). Felipe IV, proveyó a dos, el fiscal don Juan Manuel
Sotomayor (1645) y el oidor don Juan de la Peña Salazar (1662).
Carlos II designó a tres, el fiscal y luego oidor don Sancho García de Salazar (1680-1681),
el oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz (1688) y el oidor don Diego de Zúñiga y Tovar
(1690). Su sucesor Felipe V únicamente nombró al fiscal don Miguel de Gomendio y Urrutia
(1713), y Fernando VI no proveyó a ninguno.
Carlos III después de 86 años volvió a nombrar a graduados en Alcalá, al igual como
había ocurrido con los salmantinos, con la única diferencia que después de su reinado no
volverían a nombrarse alcalaínos.
Estos nombramientos recayeron en el oidor don Benito María de la Mata Linares (1776),
el fiscal don Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero (1776), el oidor don Nicolás de
Mérida y Segura (1777), y el oidor don Luis de Urriola y Echeverz (1780).
Vale decir, un 27.27% de los oidores nombrados por Carlos III eran graduados en Alcalá
de Henares.
De los once graduados en Alcalá, tres eran americanos, don Cristóbal de la Cerda y
Sotomayor, natural de Méjico, graduado de licenciado; don Sancho García de Salazar,
natural de Lima, graduado de licenciado; y don Luis de Urriola y Echeverz, natural de
Panamá, graduado de bachiller en cánones y leyes.
Estos tres ministros habían pasado antes por otras universidades. En efecto, don Cristóbal
de la Cerda y Sotomayor, también se había licenciado en la Universidad de Sigüenza, y luego
doctorado en cánones y leyes por la de Sevilla; don Sancho García de Salazar, antes se había
licenciado en la Universidad de San Marcos de Lima; y don Luis de Urriola y Echeverz, se
había graduado de bachiller en cánones y leyes por la de Sigüenza, y antes de bachiller en
artes por la Universidad de Panamá.
La Universidad de Granada dio 9 ministros al tribunal santiaguino, todos ellos
peninsulares, que correspondían a un 8.57% del total de 105 provistos.
Oidores graduados en la Universidad de Granada
PROVISIÓN MINISTRO PLAZA GRADO AÑO
1605 Hernado Talaverano Gallegos Oidor Licenciado 1586 (?)
1605 Guilén de Solís Fiscal Licenciado
1620 Rodrigo de Carvajal y Mendoza Oidor Doctor
1777 José de Rezaval y Ugarte Oidor Bachiller Cánones 1760
1786 Juan Rodríguez Ballesteros Oidor Bachiller Cánones
1798 Francisco Manuel de Herrera Fiscal Doctor 1798
1799 Antonio Castrillo Ezeyza Oidor Doctor Leyes
1804 Félix Francisco Bazo y Berry Oidor Licenciado 1786 (?)
1815 Antonio Caspe y Rodríguez Oidor Licenciado Leyes 1793
Seis de los granadinos fueron designados en los últimos 40 años de funcionamiento del
tribunal, pues salvo los oidores don Hernando Talaverano Gallegos (1605), don Rodrigo de
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Carvajal y Mendoza (1620) y el fiscal Guillén de Solís (1605) nombrados por Felipe III, los
restantes fueron nombrados por Carlos III, Carlos IV, y la Regencia.
Carlos III nombró a don José de Rezaval y Ugarte (1777), graduado de bachiller en
cánones en 1760, luego licenciado en Salamanca; y al bachiller en cánones don Juan
Rodríguez Ballesteros (1786), es decir, un 18.18% de los oidores que designó.
Carlos IV, hizo lo propio con el fiscal don Francisco Manuel de Herrera (1798), y con los
oidores don Antonio Castrillo Ezeyza (1799), graduado de doctor en leyes, y don Félix
Francisco Bazo y Berry (1800), graduado de licenciado y luego doctorado en cánones en
1790 por la Universidad de Orihuela, vale decir, un 28.57% de sus nombramientos.
Finalmente, en 1815, se proveyó a don Antonio Caspe y Rodríguez, bachiller en 1785 y
licenciado en leyes en 1793.
La Universidad de Valladolid contó a ocho de sus graduados en la Real Audiencia de
Chile, y al igual que en el caso de la de Granada, todos ellos fueron peninsulares, y su
presencia se advierte desde mediados del siglo XVIII en adelante2277.
El único regente graduado en Valladolid fue el doctor don Tomás Álvarez de Acevedo
(1776), aunque también don José de Rezaval y Ugarte había asistido a sus facultades.
Cuatro fueron los oidores graduados en Valladolid provistos para la Real Audiencia de
Chile, es decir, un 4.97% del total de ellos.
Oidores graduados en la Universidad de Valladolid
PROVISIÓN OIDOR GRADO AÑO
1739 Juan de Balmazeda Licenciado Leyes 1737
1777 José Lucas Gorbea Bachiller
1785 Ramón José de Salamanca Licenciado Cánones 1767
1816 Antonio Luis Pereyra Bachiller Leyes 1798
Sólo dos fiscales fueron graduados en Valladolid, a saber, el bachiller y licenciado en
leyes don Guillén de Solís, y el doctor en ambos derechos don Joaquín Pérez de Uriondo y
Martierena.
De esta forma, de los 105 ministros nombrados para la audiencia santiaguina, ocho eran
graduados vallisoletanos, cantidad que representaba un 6.95%.
Felipe V nombró al licenciado don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán (1739); Carlos
III a tres ministros, al bachiller don José Lucas Gorbea y Vadillo (1777), luego bachiller en
leyes por la Universidad de Toledo (1767), al licenciado en cánones (1767) don Ramón José
de Salamanca, antes bachiller en cánones por la Universidad de Osma (1763), y al fiscal don
                                                
2277 Eran: el regente Tomás Álvarez de Acevedo, doctor leyes; su colega José de Rezaval, que incorporó
sus grados; los oidores Juan de Balmazeda, bachiller en cánones (1725), bachiller en leyes (1734), licenciado;
José de Gorbea y Vadillo, bachiller en cánones (1764); Ramón José de Salamanca, licenciado en cánones
(1767); Luis Pereyra, bachiller en leyes (1798); y los fiscales Guillén de Solís, bachiller y licenciado en leyes; y
Joaquín Pérez de Uriondo, licenciado (1771), doctor (1774).
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Joaquín Pérez de Uriondo (1779). Finalmente, Fernando VII, en 1816 proveyó al bachiller en
leyes (1798) don Antonio Luis Pereyra, es decir, un 33.3% de los nombramientos que realizó.
De su lado, ocho ministros se habían graduado en la Universidad de Sevilla, es decir, un
6.95% respecto del total de 105 provistos. Tales eran, dos regentes, cuatro oidores, y dos
fiscales, pero de ellos sólo tres habían seguido allí los cursos de bachiller, pues los restantes
incorporaron dicho grado que habían obtenido con anterioridad en otra universidad.
Ministros graduados en la Universidad de Sevilla
PROVISIÓN MINISTROS GRADO AÑO
1614 Cristóbal de la Cerda y Sotomayor Licenciado, doctor en cánones 1606
1638 Bernardino Figueroa de la Cerda Bachiller en cánones
1659 Gaspar de Cuba y Arce Licenciado, doctor en cánones 1654
1666 José Meneses Allende Salazar Licenciado, doctor en cánones 1663
1721 Martín Gregorio de Jáuregui Doctor en cánones 1716
1779 José Márquez de la Plata Licenciado en cánones
1786 Juan Rodríguez Ballesteros Bachiller en cánones
1801 Fernando Márquez de la Plata Bachiller, licenciado, doctor en leyes
Por su parte, en la Universidad de Sigüenza se habían graduado siete ministros, lo que
representaba un 6.66% del total de los 105 nombrados2278.
Ministros graduados en la Universidad de Sigüenza
PROVISIÓN MINISTROS GRADO AÑO
1611 Pedro Álvarez de Solórzano Licenciado en Leyes
1614 Cristóbal de la Cerda Licenciado
1638 Bernardino Figueroa Doctor en Cánones
1663 Francisco Manrique de Lara Doctor en Cánones
1713 Miguel de Gomendio Bachiller en Cánones 1691
1776 Ambrosio Zerdán de Landa Bachiller en Cánones
1780 Luis de Urriola y Echeverz Bachiller en Cánones y Leyes
Los restantes nombramientos recayeron en graduados en universidades de menor
tradición.
En la Universidad de Valencia se habían graduado tres oidores: el bachiller don Pedro
Diez Romero (1606); el doctor en leyes don Rodrigo de Carvajal y Mendoza (1620), y el
doctor en leyes don José Antonio Álvarez de Acevedo (1806).
                                                
2278 Licenciado en leyes Pedro Álvarez de Solórzano (1611); licenciado Cristóbal de la Cerda y Sotomayor
(1614); licenciado y doctor en cánones Bernardino de Figueroa y de la Cerda (1638); y el bachiller en cánones
y leyes Luis de Urriola y Echeverz (1780), también los tres últimos se graduaron en otras universidades, el
primero de doctor en Sevilla, el segundo de bachiller en Sevilla, y el tercero de licenciado en Alcalá. En
Sigüenza también se habían graduado los fiscales: doctor en cánones Francisco Manrique de Lara (1663);
bachiller en cánones Miguel de Gomendio y Urrutia (1713); y bachiller en cánones Ambrosio Zerdán y
Pontero (1776).
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Cuatro en la Universidad de Osma: don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo (1776),
bachiller en leyes (1751); don Pedro González Güemes (1634) doctor en cánones (1626); don
Gregorio Blanco Laysequiya (1744) bachiller en leyes (1733); y don Ramón José de
Salamanca, (1785) bachiller en cánones; aunque estos últimos se graduaron después en
Salamanca y Valladolid, respectivamente.
Dos en la Universidad de Oñate: el fiscal y oidor licenciado y doctor en cánones (1606)
don Jácobe de Adaro y San Martín (1620-1631), antes bachiller en cánones por Salamanca; y
el fiscal licenciado en leyes don Gonzalo Remírez de Baquedano (1685). Otros dos en la
Universidad de Santiago de Compostela, el regente don Pedro Antonio Cernadas (1817)
bachiller en leyes (1763), licenciado en leyes; y el fiscal bachiller y licenciado en leyes don
Lorenzo Blanco Cicerón (1776). Dos en la Universidad de Cervera, los fiscales don José
Antonio Moxó de Francoli (1803) y su hijo don Luis María (1810). Uno en la Universidad de
Ávila, el oidor licenciado en cánones y leyes, don Diego de Zúñiga y Tovar, luego licenciado
en Alcalá. Uno en la Universidad de Toledo, el oidor bachiller en leyes y doctor en cánones
don José Lucas Gorbea y Vadillo (1777), también bachiller en Valladolid. Uno en la
Universidad de Orihuela, el oidor doctor en cánones don Félix Francisco Bazo y Berry
(1804), antes licenciado en Granada. Uno en la Universidad de Osuna, el oidor doctor don
Gabriel de Zelada (1607), antes licenciado en leyes por Salamanca. Dos en la Universidad de
Oviedo el oidor bachiller en cánones y leyes don Juan Hipólito Suárez Trespalacios (1786), y
el licenciado en cánones don Álvaro Bernardo de Quiroz (1675).
Oidores graduados en otras universidades peninsulares
PROVISIÓN OIDOR UNIVERSIDAD GRADO AÑO
1607 * Gabriel de Zelada Osuna Doctor
1611  Pedro Álvarez de Solórzano Sigüenza Licenciado Leyes
1614 * Cristóbal de la Cerda Sigüenza Bachiller
1614 * Cristóbal de la Cerda Sevilla Doctor utroque
1620  Rodrigo de Carvajal Valencia Doctor Leyes
1631 * Jácobe de Adaro San Martín Oñate Licenciado Cánones 1606
1634 * Pedro González Güemes Osma Doctor Cánones
1666  José de Meneses Sevilla Doctor Cánones 1663
1690 * Diego de Zúñiga y Tovar Ávila Licenciado utroque
1744 * Gregorio Blanco Laysequilla Osma Bachiller Leyes 1733
1777 * José Lucas Gorbea y Vadillo Toledo Doctor Cánones 1767
1780 * Luis de Urriola y Echeverz Sigüenza Bachiller utroque
1785 * Ramón José de Salamanca Osma Bachiller Cánones 1763
1786  Juan Hipólito Suárez Oviedo Bachiller utroque 1770
1786 * Juan Rodríguez Ballesteros Sevilla Licenciado
1804 * Félix Bazo y Berry Orihuela Doctor Cánones 1790
1806  José Álvarez de Acevedo Valencia Doctor Leyes
1817  Pedro Antonio Cernadas Santiago Licenciado Leyes
* Ministros que se graduaron además en otra universidad.
De ellos, eran americanos don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor, natural de Méjico, y
don José Antonio Álvarez de Acevedo, natural de Santiago de Chile.
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Interesa destacar, además, que de los 42 oidores naturales de las Indias, nombrados para la
Real Audiencia de Santiago de Chile, sólo 10 de ellos (13.57%) se graduaron en alguna
universidad peninsular, 6 en Salamanca, 4 en Alcalá, y 1 en Valencia.
Oidores americanos graduados en universidades peninsulares
PROVISIÓN OIDOR NATURALEZA UNIVERSIDAD GRADO AÑO
1614 Cristóbal Cerda y Sotomayor  Méjico  Alcalá Licenciado
1634 Pedro Gutiérrez de Lugo  Santo Domingo  Salamanca Doctor
1643 Nicolás Polanco de Santillana  Lima  Salamanca Doctor 1630
1666 José de Meneses  Lima  Sevilla Doctor 1663
1680 Alonso Martín de Orellana  Lima  Salamanca Licenciado
1681 Sancho García de Salazar  Lima  Alcalá Licenciado
1688 José Blanco Rejón  Lima  Salamanca Doctor 1688
1695 Juan del Corral Calvo de la Torre  La Plata  Salamanca Licenciado 1694
1780 Luis de Urriola y Echeverz  Panamá  Alcalá Bachiller
1806 José Álvarez de Acevedo  Santiago  Valencia Doctor
De su lado, sólo tres fiscales americanos se graduaron en alguna universidad peninsular.
Ellos fueron don Francisco Manrique de Lara, natural de Lima, licenciado y doctor en
cánones por Sigüenza, antes bachiller en San Marcos; don Miguel de Gomendio, natural de
Lima, bachiller en cánones por Sigüenza (1691); licenciado en Alcalá (1694), doctor Alcalá
(1696); y don Joaquín Pérez de Uriondo, licenciado en Valladolid (1771) y doctor allí mismo
doctor (1774).
4.2.2. Universidades indianas
De los regentes sólo el neogranadino don Francisco Moreno y Escandón había estudiado
en una universidad indiana, precisamente la de Santa Fe, donde se había hecho doctor en
ambos derechos. Treinta y cinco oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile se
graduaron en universidades indianas, todos americanos.
De ellos, treinta (85.29%) lo hicieron en la de San Marcos de Lima, dos en la de Charcas
(5.88%), uno en la de Panamá (2.94%), uno en la de Méjico (2.94%), y uno en la de San
Felipe de Santiago de Chile (2.94%).
De los 30 graduados en San Marcos, 20 eran naturales de Lima (65.51%); 4, naturales del
reino de Chile (13.79%); 1, de Trujillo (3.44%); 1, de Cartagena de Indias (3.44%); 1, de
Chuquisaca (3.44%); 1 de Huancavelica (3.44%); y 1 de La Plata (3.44%).
De estos 30 oidores, solamente cuatro se graduaron posteriormente en universidades
peninsulares, a saber, don Sancho García de Salazar en Alcalá; don José de Meneses en
Sevilla; don José Blanco Rejón en Salamanca y; don Juan del Corral Calvo de la Torre en
Salamanca.
Asimismo, de estos 30 oidores, 16 obtuvieron el grado de doctor (55.17%); 13 el de
licenciado (41.37%); y 1 el de bachiller (3.44%).
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Oidores graduados en la Universidad de San Marcos de Lima
PROVISIÓ
N
MINISTRO NATURALEZA GRADO
1634 Pedro Machado de Chávez Quito Doctor
1645 Antonio Fernández de Heredia Lima Doctor
1647 Gaspar de Escalona y Agüero  Chuquisaca Licenciado
1650 Juan de Huerta Gutiérrez Trujillo Doctor
1655 Álvaro de Ibarra Lima Doctor
1657 Alonso de Solórzano y Velasco Lima Doctor
1659 Gaspar de Cuba y Arce Cartagena Doctor
1666 José Meneses Allende Salazar Lima Doctor
1680 Alonso Martín de Orellana Lima Licenciado
1681 Sancho García de Salazar Lima Licenciado
1688 José Blanco Rejón Lima Licenciado
1689 Pablo Vázquez de Velasco Lima Licenciado Leyes
1695 Juan del Corral Calvo de la Torre La Plata Bachiller
1700 José de Valverde y Contreras Lima Licenciado
1703 Ignacio del Castillo Huancavelica Licenciado
1703 Francisco de Rojas y Acevedo Lima Licenciado
1707 Juan Próspero de Solís Vango Lima Doctor
1708 Salvador Sánchez de la Barreda y Vera Lima Licenciado
1709 Ignacio Fausto Gallegos Lima Bachiller Cánones
1710 Francisco Sánchez de la Barreda y Vera Lima Licenciado
1740 José Clemente de Traslaviña y Oyagüe Lima Doctor
1747 Juan Bautista Verdugo Santiago Doctor
1748 Domingo Martínez de Aldunate Santiago Doctor
1750 Juan José de la Fuente Lima Licenciado
1756 Melchor José de Santiago Concha Lima Doctor
1776 Juan José de la Puente Ibáñez Lima Doctor
1777 Luis de Santa Cruz y Zenteno Lima Doctor
1794 José de Santiago Concha Santiago Licenciado
1815 Francisco Valdivieso y Pradas Lima Doctor
1815 José Antonio Rodríguez Aldea Chillán Doctor
De los 31 fiscales provistos para la Real Audiencia de Chile 9 de ellos fueron graduados
en la Universidad de San Marcos, lo que significaba un 28.12% del total de ellos2279.
Así pues, de los 105 ministros provistos para la Audiencia de Chile 39 eran graduados en
la Universidad de San Marcos de Lima, lo que representaba un 33.91 % de ellos.
En la Universidad de Charcas se doctoró don Francisco Tadeo Diez de Medina y
Vidanges, natural de La Paz; don Andrés Hidalgo se graduó de licenciado; don Manuel de
Irigoyen, natural de Buenos Aires, se graduó de bachiller; el fiscal Manrique de Lara de
                                                
2279 Pedro Machado, licenciado y doctor en leyes; Juan de Huerta, doctor; Alonso de Solórzano, bachiller,
Licenciado y doctor en cánones y leyes; Francisco Manrique de Lara, licenciado en cánones y leyes; Alonso de
Orellana, licenciado en leyes; Pablo Vázquez de Velasco, licenciado en leyes; José Perfecto Salas, bachiller en
cánones (1737), licenciado en cánones (1739); José Antonio Navarrete, doctor; Marcelo de Ayala, bachiller y
licenciado en leyes.
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bachiller en artes; y su colega Pérez de Uriondo de bachiller en teología y en ambos
derechos.
Por su parte, don Martín de Recabarren, natural de La Habana, se licenció en 1703 por la
Universidad de Méjico; don Luis de Urriola y Echeverz, natural de Panamá, se graduó de
bachiller en artes por la universidad de su ciudad natal; y don José Santiago de Aldunate y
Guerrero, natural de Santiago, se doctoró en cánones y leyes en 1733 por la Universidad de
San Felipe de Chile.
4.3. Los colegios
Uno de los antecedente importantes para la obtención de plazas en Indias era el que los
candidatos pertenecieran a determinados colegios, especialmente a alguno de los seis
mayores, pues ellos constituyeron una de las principales vías de acceso a los oficios de
gobierno, justicia y eclesiásticos dentro de la monarquía durante gran parte de la época
moderna2280. Esta situación era tan así que decían al rey en 1655 las Universidades de
Salamanca y Alcalá que: son los Colegios, Señor, los que han proveído a V. Md. en lo
eclesiástico y seglar2281.
Igualmente alcanzaron cierta importancia algunos de los colegios, titulados “mayores”, en
Indias, particularmente los vinculados a las universidades de Méjico y de San Marcos de
Lima
4.3.1. Los colegiales peninsulares
En los reinos de España tuvieron especial importancia en el reclutamientos de letrados
para los oficios de gobierno, justicia y eclesiásticos los seis colegios mayores, más algunos
otros, pues la condición de colegial tendió a primer por sobre la de simple manteísta.
Igualmente algunos de los llamados colegios menores también tuvieron alguna
trascendencia, pues importaban un mérito de los candidatos a plazas togadas.
4.3.1.1. Los colegiales mayores
Los seis colegios mayores eran los cuatro de Salamanca, a saber, el de San Bartolomé
fundado en 1401 por el obispo don Diego de Anaya y Maldonado; el de Santiago el Zebedeo,
comúnmente llamado de Cuenca, fundado en 1500 por el obispo de Cuenca don Diego
Ramírez de Villaescusa; el de San Salvador de Oviedo, llamado vulgarmente del "Pan y
Carbón", creado en 1517 por el obispo de Oviedo don Diego Mínguez de Bendana Oanes; y
                                                
2280 KAGAN, Richard, Universidad y sociedad en la España moderna, Madrid, 1981, pp. 151-201;
FAYARD, Janine, Los miembros del Consejo de Castilla (1621-1746), Madrid, 1982, pp. 41-70, lo ha
mostrado en relación a los consejeros de Castilla entre 1621 y 1746; PELORSON, Jean-Marc, Les letrados
juristes castillans sous Philipe III. Recherches sur leur place dans la société, la culture et l'état, Poitiers, 1980,
pp. 26-27 y 204-207, ha hecho lo propio al estudiar los letrados juristas durante el reinado de Felipe III;
BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 99), pp. 325-330.
2281 Cit. por PELORSON, Jean-Marc, (n. 141), p. 205, n. 39.
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el del Arzobispo, fundado en 1521 por el arzobispo de Santiago don Alonso de Fonseca y
Acevedo2282.
A ellos se unían el de Santa Cruz de Valladolid fundado en 1484 por iniciativa del
cardenal arzobispo de Toledo don Pero González de Mendoza; y el de San Ildefonso de
Alcalá, fundado en 1508 por el cardenal Cisneros.Especial mención merecía el Colegio de
Españoles de San Clemente de Bolonia, fundado en 1365 por el cardenal Gil de Albornoz,
aunque no tuvo tanta trascendencia para el reclutamiento de ministros de audiencias indianas.
También desde el siglo XVI se daba el dictado de "mayor" al Colegio de Santa María de
Jesús de Sevilla, fundado en 1506, que tuvo especial importancia en el acceso a plazas de
Indias2283.
Los colegios mayores habían sido fundados para recibir a jóvenes de escasos posibles,
quienes en ellos habrían de recibir vestido, alojamiento y alimentación. Así pues, era
requisito obligado para el ingreso a ellos la prueba de la pobreza del candidato, sin embargo,
desde el siglo XVII esta exigencia cada vez se relajó más, y sus miembros ya no sólo fueron
estudiantes pobres.
Otro requisito exigido para el ingreso a los colegios mayores era la probanza de limpieza
de sangre, pues los pretendientes a becas en ellos debían acreditar su limpieza de toda mala
raza. Esta circunstancia influía luego en que los colegiales fueran provistos en plazas de
gobierno, justicia, o eclesiásticas, con la casi plena seguridad de cumplir con esta exigencia
que venía impuesta desde antiguo en Castilla.
El tiempo normal de permanencia en los colegios mayores era el de 8 años, tras los cuales
el colegial que no había conseguido alguna plaza u oficio debía abandonarle.
Desde la segunda mitad del siglo XVI los colegios mayores habilitaron las llamadas
hospederías, a donde pasaban los colegiales tras el lapso de rigor, en espera de un
nombramiento apropiado a sus letras, pues como escribía en el siglo XVIII Pérez Bayer:
Entra hoy un joven en un Colegio, sabiendo que, concluidos sus ocho años de beca, ha de
pasar a la hospedería, donde tendrá iguales asistencias, mejor habitación, y mucha mayor
libertad y autoridad que tuvo cuando era colegial actual. Encastíllase allí hasta que le saque
la muerte, o la prebenda, o plaza2284.
Este hecho acrecentaba la influencia de los colegiales en la lucha por las plazas de
gobierno, justicia y eclesiásticas.
Entre los colegiales se creaba un fuerte espíritu de cuerpo que influía en que cada vez que
alguno de ellos lograba plaza en algún Consejo, prefería sistemáticamente a los miembros de
su colegio. Esta situación era gráficamente resumida por el presidente del Consejo de Indias
                                                
2282 SALA BALUST, Juan, Constituciones, estatutos y ceremonias de los antiguos Colegios seculares de
la Universidad de Salamanca , Madrid, 1962-1966, 4 vols.
2283 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Estado moderno y judicatura letrada en Indias. Colegiales del
de Santa María de Jesús de Sevilla en plazas togadas”, en IUS FUGIT. Revista interdisciplinar de estudios
histórico-jurídicos, 3-4, Zaragoza, 1994-1995, pp. 247-307.
2284 PÉREZ BAYER, Francisco, Por la libertad de la literatura española. Memorial al Rey don Carlos
III, p. 113, cit. por ÁLVAREZ DE MORALES, Antonio, La ilustración y la reforma de la Universidad en la
España del siglo XVIII3, Madrid, 1985, p. 25.
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conde de Lemos, cuando escribía a su suegro, que respecto de la primera Cámara de Indias
creada en 1601 para proveer las plazas americanas: Dios nos libre de que acierten a ser
Consejeros de Cámara dos colegiales de un mismo Colegio, y de que otro respeto de amistad
o ambición los confedere2285.
Mas, no sólo el espíritu de cuerpo se daba respecto de un colegial y sus colegas, sino entre
los miembros de los seis mayores contra los simples manteístas. Así escribía Bertrán en su
Informe sobre los Colegios Mayores, que: Se hace bien manifiesto a todo el mundo la
coligación que hay entre las seis comunidades mayores y todos sus alumnos,
perjudicialísima en sí y nociva a la juventud estudiosa, al Estado, a las Universidades, y a
muchas provincias. Porque la causa, el negocio, el agravio y aun la soñada injuria de
cualquier de ellos y de cada uno de sus individuos se hacen causa común de todas ellas, y de
todos los que visten y han vestido la beca y se hallan ya en los tribunales2286.
En la misma línea agregaba Pérez Bayer en su Memorial que: Si pretende canongía de
oficio algún manteísta de sobresaliente mérito, y solicita el voto de algún colegial, que lo
conoce a fondo, se le responde sin rebozo y como lastimándose de que no sea de su gremio:
“!Si Vmd. tomase un baño!”, que es lo mismo que decirle:¡Si Vmd. fuese o se hiciese de
nuestro partido!2287.
De esta suerte, no era extraño que los colegiales de los seis mayores coparan alrededor del
50% de las plazas togadas peninsulares, tanto seculares cuanto eclesiásticas.
Esta conducta también se presentaba en el caso del Consejo de Indias y de la Cámara, lo
que influyó notoriamente en la provisión de los oficios de las audiencias indianas, pues los
colegiales actuaban con este mismo espíritu de cuerpo y por ello no era raro que entre los
ministros de las provincias de Ultramar primaran los colegiales por sobre los simples
manteístas, cuando eran mayoría los colegiales en la Cámara o en el Consejo.
A ello debía agregarse que desde finales del siglo XVI se consagró en la práctica del
Consejo o de la Cámara de Indias, cuando la hubo, una especial preferencia institucional por
los colegiales para la provisión de las plazas togadas indianas.
En efecto, durante toda la época indiana era de rigor que quien aspiraba a una plaza togada
en Indias presentara en el Consejo una Relación o Memorial de sus méritos y servicios, en la
que precisamente indicaba su carácter de colegial, incluso en el mismo encabezado de ellos.
Así eran frecuentes los ejemplares como el siguiente: Relación de los méritos, grados y
ejercicios literarios de Don Joaquín Basco y Vargas, caballero de la Orden de Santiago,
Colegial que fue en el Mayor de Cuenca de la Universidad de Salamanca2288.
Presentado el Memorial se mandaba formar un extracto por alguno de los oficiales del
Consejo y se depositaban en la secretaría para cuando llegara el caso de alguna vacante. En
estos extractos que se formaron, al menos a finales del siglo XVI y durante todo el XVII, se
consignaba precisamente la condición de colegial del pretendiente, que comenzaban como el
                                                
2285 Cit. por SCHÄFER, Ernesto, (n. 38), I, p. 187.
2286 Cit. por ÁLVAREZ DE MORALES, Antonio, (n. 145), p. 24, n. 54.
2287 Idem, p. 24.
2288 AGI. Ultramar, 802, fechada en Madrid, 18-II-1789.
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siguiente: El Dr. Francisco de Alarcón Coronado, colegial huésped del Colegio Mayor de
Cuenca de Salamanca...2289.
Cuando llegaba el caso de una vacante el presidente del Consejo o de la Cámara mandaba
traer los extractos y memoriales de los pretendientes y sobre la base de ellos se formaba la
correspondiente Lista de pretendientes que se llevaría al seno del Consejo o de la Cámara
para votar por ellos y formar la terna que se habría de consultar al monarca para la provisión.
Esta nómina hasta cerca de 1640 se elaboraba sin mayores distinciones, pero siempre
consignándose al lado del nombre del pretendiente su calidad de colegial.
Desde mediados del siglo XVII la lista de pretendientes a una plaza se elaboraba
agrupándolos jerárquicamente en atención a la calidad de ellos. Así siempre tras los ministros
que tenían ascenso regular a ella, tales como los fiscales del tribunal respecto de la plaza de
oidor, se agrupaban los colegiales y tras estos los restantes sujetos.
Por ejemplo en 1664 para proveer la plaza de oidor de la Real Audiencia de Chile vacante
por traslado a Buenos Aires de licenciado don Alonso de Solórzano y Velasco, los
pretendientes se agrupaban de la siguiente forma:
1. El Dr. Dn. Francisco Manrique de Lara, fiscal desta Audiencia, se halla en
esta Corte.
2. Licenciado Juan de La Plaza, fiscal de Panamá, pide esta plaza.
Colegiales Mayores
3. El licenciado Francisco de Carvajal y Mendoza, Colegial Mayor de
Cuenca.
4. Licenciado Gonzalo de Saavedra Orellana, colegial Mayor de Cuenca.
5. Melchor de Mansilla y Córdoba, colegial Mayor de San Ildefonso.
Colegiales de Sevilla
6. Rodrigo del Corro.
7. Manuel de Villalón y Torreblanca.
8. Francisco de Bohórquez Villalón.
Colegiales de diferentes colegios
9. Manuel Bernardo de Quiroz, colegial de San Pelayo de Salamanca.
Más sujetos
Catedráticos Universidad de Lima
Protectores fiscales
Relatores de la Audiencia de Lima
Otros sujetos que están en las Indias2290.
Sobre la base de este género de listas votaban los consejeros y formaban la nómina de
sujetos que era consultada, también indicándose su condición de colegiales o no. Por ejemplo
                                                
2289 AGI. Indiferente, 1.846 A, s/f, aunque de cerca de 1620.
2290 AGI. Chile. 84.
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en consulta del mes de abril de 1631 para proveer la plaza de oidor vacante en la Real
Audiencia de Méjico por traslado a Lima de don Juan de Villabona Zubiaurre, se decía de los
propuestos:
El licenciado don Álvaro Paredes de Ulloa, tiene nueve votos, es colegial del
Colegio Mayor de Cuenca, desde 10 de agosto de 1623 y fue rector de dicho
Colegio año de 1628....
El licenciado don Antonio de Calatayud, tiene 7 votos, ...
El licenciado don Agustín de Villavicencio, tiene seis votos, es colegial del
Colegio Mayor de Cuenca...2291.
De esta manera se podía observar cómo la práctica del Consejo y de la Cámara tendía a
privilegiar a los colegiales por sobre los simples manteístas, y a los mayores por sobre los
pertenecientes a otros.
Finalmente, la calidad de colegial mayor solía ser indicada en los reales títulos que se
despachaban al provisto indicándose que ella había sido una de las consideraciones tenidas
en cuenta para nombrarle, como podía apreciarse en el siguiente de alcalde del crimen de
Lima despachado por real provisión fechada en El Pardo el 24 de enero de 1721 en favor de
don Francisco Javier de Salazar:
Y atendiendo a la literatura y servicios y méritos que concurren en vos Don
Francisco Javier de Salazar, colegial huésped en el de Santa Cruz de Valladolid,
os he hecho merced de la referida plaza de alcalde del crimen...2292.
No obstante lo anterior, la presencia de colegiales en la judicatura indiana fue mucho
menor que la observada en las audiencias peninsulares.
Influía en ello, el muchas veces escaso interés de los propios colegiales por las plazas
ultramarinas. Esto quedaba de manifiesto en que varios de los provistos rehusaban las plazas
para las que habían sido nominados, tales fueron, entre otros, los casos del colegial de
Cuenca don Manuel González Téllez que no aceptó las plazas de fiscal de Panamá, y de
oidor de Charcas; y el del colegial de Santa Cruz don Diego Fernández Romero, que rehusó
el oficio de alcalde del crimen de Lima.
Otro factor, ligado al anterior, que incidió en la menor presencia de colegiales mayores en
Indias, fue el que las plazas que se juzgaban a propósito para los colegiales mayores eran
precisamente las más importantes de América, vale decir, las de oidores o alcaldes del crimen
de Lima o Méjico. Tales vacantes eran escasas y además, eran normalmente la culminación
de aquellos ministros que habían seguido la carrera ordinaria, y que regularmente eran
simples manteístas.
No menos importante que los aspectos anteriores que explicaban el menor porcentaje de
colegiales mayores en Indias respecto de las plazas peninsulares, fue el hecho del acceso de
ministros indianos a la magistratura ultramarina los que, normalmente, no habían estudiado
en la península y por ello, no habían tenido posibilidad de ser colegiales de los mayores.
                                                
2291 AGI. Indiferente, 1.846 A.
2292 AGI. Lima, 789, Títulos de alcaldes del crimen desde 1603 hasta 1786, RP. El Pardo, 24-I-1721.
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Si se considera que los naturales de Indias representaron cerca del 50% del total de 1.446
ministros provistos para plazas togadas americanas entre 1511 y 1821, la proporciones
necesariamente varían.
Además, también debe tenerse presente, que la pertenencia a alguno de los colegios
americanos fue una particular consideración tenida en cuenta para la provisión de plazas
togadas. Tales colegios fueron los mayores de San Ildefonso y de Santa María de Todos los
Santos de Méjico, y Real de San Felipe, y de San Martín de Lima.
De los 1.446 ministros provistos para las audiencias indianas entre 1511 y 1821, se ha
podido detectar la presencia de 143 colegiales de los seis colegios mayores de Salamanca,
Alcalá y Valladolid. Esta cifra representaba un 9. 88% del total de ministros indianos, y se
elevaba a cerca de un 20%, si sólo se consideraba a aquellos ministros que habiendo
estudiado en la península habían tenido la posibilidad de ser colegiales de alguno de los
mayores.
A estos 143 colegiales mayores se podían sumar los nueve del de San Clemente de
Bolonia, y los cuarenta y seis del de Santa María de Jesús de Sevilla, con lo cual su número
alcanzaba a 198.
Con ellos el porcentaje de colegiales se elevaba a algo más de un 13.69% del total de
sujetos provistos en plazas togadas de Indias. Cifra que aumentaba a algo más de un 25% si
únicamente se consideraba a los que habían cursado sus estudios en universidades
peninsulares.
Colegiales mayores en plazas de fiscales, oidores, alcaldes del crimen y regentes
en Indias
COLEGIOS SIGLO XVI
%
SIGLO XVII
%
SIGLO XVIII
%
TOTAL %
San Bartolomé  7 (18.42)  12 (13.04)  10 (14.70)  29 (14.64)
Cuenca  1 ( 2.63)  11 (11.95)  9 (13.23)  21 (10.60)
Oviedo  1 ( 2.63)  6 ( 6.52)  7 (10.29)  14 ( 7.07)
Arzobispo  9 (23.68)  17 (18.47)  9 (13.23)  35 (17.67)
San Ildefonso  0 (00.00)  13 (14.13)  11 (16.17)  24 (12.12)
Santa Cruz  4 (10.52)  6 ( 6.52)  10 (14.70)  20 (10.10)
San Clemente  0 (00.00)  4 ( 4.34)  5 ( 7.35)  9 ( 4.54)
Sevilla  16 (42.10)  23 (25.00)  7 (10.29)  46 (23.23)
Totales  38 (100%)  92 (100%)  68 (100%)  198 (100%)
El período en el cual el nombramiento de colegiales mayores para plazas de audiencias
indianas fue mayor, fue el comprendido entre los años 1601 y 1609, vale decir, mientras se
mantuvo en funciones la primera Cámara de Indias, encargada precisamente de las
provisiones de plazas togadas en Ultramar.
En efecto, durante su existencia ingresaron a la judicatura indiana 42 sujetos, 14 de los
cuales eran colegiales de alguno de los seis mayores, o del de San Clemente de Bolonia o del
de Santa María de Jesús de Sevilla, vale decir, un 33.33% del total de individuos provistos
durante dichos ocho años.
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La explicación de este notorio incremento provisiones de plazas en colegiales mayores por
sobre el promedio de todo el período indiano se encontraba precisamente en la presencia de
colegiales entre los camaristas.
Así cinco bartolómicos fueron nombrados en este tiempo. Situación nada extraña, si se
consideraba que pertenecía a la Cámara de Indias sus colegas de colegio don Benito
Rodríguez Valtodano (1602-1609) y don Luis de Salcedo (1603-1609)2293.
Otros dos pertenecían al Colegio Mayor de Santa Cruz de Valladolid, mientras era
camarista su colega don Gonzalo Lope de Aponte (1601-1604)2294. Dos más eran colegiales
del Mayor de Oviedo, mientras presidía la Cámara su colega don Pablo de Laguna 2295. Uno
era colegial del Mayor de Cuenca2296, y el restante del Mayor del Arzobispo2297.
Finalmente tres eran colegiales del de Santa María de Jesús de Sevilla, mientras fue
camarista su colega don Alonso Molina de Medrano (1601-1608)2298.
En el caso de la Real Audiencia de Santiago de Chile, de los 105 ministros nombrados
para ella, 63 estudiaron en universidades peninsulares, 10 de ellos fueron americanos. Por tal
razón, para los efectos de analizar la pertenencia a los colegios peninsulares sólo se puede
considerar este universo de 63 ministros que efectivamente pudieron haber sido colegiales
mayores o simples manteístas.
Diez de estos 63 ministros pertenecieron a alguno de los seis colegios mayores españoles,
es decir, un 15.87%. A los que se podrían agregar un colegial del de San Clemente de
Bolonia, y otros dos del de Santa María de Jesús de Sevilla, con lo cual el porcentaje de
colegiales mayores ascendía a un 20.69%.
                                                
2293 Eran Manuel Castro y Padilla, oidor de Charcas (10-II-1603); Juan Martínez Tenorio, oidor en Santo
Domingo (18-VII-1604); Juan de Loayza Calderón, oidor en Charcas (28-XI-1605); Francisco Leoz, fiscal de
Méjico (26-III-1606); y Pedro Suárez de Molina, oidor de Méjico (17-II-1609).
2294 Diego Fernández Romero, alcalde del crimen de Lima (10-II-1603); y Alonso Pérez de Lara, alcalde
del crimen de Lima (22-V-1607).
2295 Pedro de Logorza, oidor de Méjico (24-I-1603); y Martín Egues de Beamonte, oidor de Lima (2-X-
1606).
2296 Juan Canseco, alcalde del crimen de Lima (6-IV-1606).
2297 Diego López Bueno, alcalde del crimen de Méjico (24-IX-1607).
2298 Alonso Bravo de Sarabia, alcalde del crimen de Lima (17-X-1602; Sancho de Muxica, fiscal de Quito
(17-X-1607; y Juan de Villabona Zubiaurre, oidor de Santa Fe (17-XII-1607).
507
Colegiales mayores en la Real Audiencia de Santiago de Chile
MINISTRO COLEGIO INGRESO PLAZA PROVISIÓN
Luis Merlo de la Fuente San Bartolomé 1584 Oidor 1606
Benito de la Mata Linares San Bartolomé 1768 Oidor 1776
Baltazar de Lerma Salamanca Cuenca ? Fiscal 1702
Martín Gregorio de Jáuregui Cuenca 1714 Fiscal 1721
José de Rezaval y Ugarte Arzobispo 1765 Oidor 1777
Alonso González Pérez San Salvador Oviedo 1776 Oidor 1789
Francisco Manrique de Lara San Ildefonso 1636 Fiscal 1663
Juan Manuel de Sotomayor San Ildefonso 1637 Fiscal 1645
Álvaro Bernardo de Quiroz San Ildefonso 1677 Oidor 1687
Diego de Zúñiga y Tovar San Ildefonso 1685 Oidor 1690
Luis de Urriola y Echeverz San Clemente 1769 Oidor 1780
Cristóbal de la Cerda Santa María Sevilla 1606 Oidor 1616
Martín Gregorio de Jáuregui Santa María Sevilla 1710 Fiscal 1721
Cabe destacar que entre los ministros del tribunal santiaguino no hubo colegiales del
Mayor de Santa Cruz de Valladolid.
Así, pues, los 13 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que fueron
colegiales de los seis mayores, o del de San Clemente y del de Santa María de Jesús de
Sevilla representaban un 12.38% de los 105 sujetos provistos para servir en ella, cifra que se
encontraba ligeramente por debajo del promedio de los 1.446 nombramientos para todas las
audiencias, que era de un 13.69%.
A alguno de los cuatro colegios mayores de Salamanca pertenecieron seis de estos 63
ministros, es decir, un 9.52%. De ellos, dos eran bartolómicos; dos del de Cuenca; uno del de
Oviedo; y otro del Arzobispo2299. Cuatro ministros fueron colegiales del Mayor de San
Ildefonso de Alcalá, vale decir un 6.34%2300. Al Colegio de San Clemente de Bolonia ingresó
en 1778 el oidor Luis de Urriola y Echeverz, y por nombramiento real fue su rector entre
1774 y 1780. Al Colegio de Santa María de Jesús de Sevilla pertenecieron el oidor Cristóbal
de la Cerda y Sotomayor, que ingresó en 1606; y el fiscal Martín Gregorio de Jáuregui que
ingresó en 1710.
                                                
2299 Fueron colegiales del Mayor de San Bartolomé de la Universidad de Salamanca, los oidores Luis
Merlo de la Fuente, que fue recibido como familiar en 1584; Benito María de la Mata, que fue su rector en
1771. Al Colegio Mayor de Oviedo, ingresó en 1776 el oidor Alonso González Pérez, quien fue su rector por 3
años. Al Colegio Mayor de Cuenca: pertenecieron los fiscales Baltazar José de Lerma y Salamanca, al que
ingresó en 1695; y su colega Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo, que fue recibido como colegial huésped el
año 1714. Al Colegio Mayor del Arzobispo en Salamanca perteneció el oidor y regente José de Rezaval y
Ugarte, que fue su rector en los años 1766, 1768, y 1770.
2300 Al Colegio Mayor de San Ildefonso de Alcalá pertenecieron los oidores Álvaro Bernardo de Quiroz, y
Diego de Zúñiga y Tovar, que ingresó a él en 1685; y los fiscales Francisco Manrique de Lara, que ingresó en
1636, y Juan Manuel Sotomayor, ingresado al año siguiente.
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4.3.1.2. Los colegiales menores
Además de los indicados colegios mayores existieron otros, los "menores", cuyos
colegiales no eran graduados al momento de ingresar a ellos y sus rectores no eran anuales.
Tales fueron entre otros los colegios del Rey, de Santa Catalina de los Verdes, y de San
Antonio de Alcalá; de Santo Tomás de Aquino, de Santiago, y de San Miguel en Granada; de
Santo Tomás y San Buenaventura en Sevilla; de San Antonio en Sigüenza; y del Espíritu
Santo en Oñate2301.
Diecisiete ministros pertenecieron alguno de los colegios menores peninsulares, vale
decir, un 26.98% de los 63 que estudiaron en los reinos de España, y un 16.19% del total de
provistos. Dos de ellos pasaron luego a uno de los mayores2302.
De los colegios menores de Salamanca, sólo el de San Pelayo contó a uno de su miembros
en la Real Audiencia de Santiago de Chile, a saber, el regente don Tomás Álvarez de
Acevedo, del que fue rector.
Hubo tres colegiales de los menores de Alcalá, a saber, el oidor don Juan de la Peña
Salazar, del Colegio del Rey; su colega don Luis de Urriola y Echeverz, y el fiscal don
Miguel de Gomendio y Urrutia del Colegio de San Antonio. Este último ministro también fue
colegial del de Santa Catalina de los Verdes.
Hubo seis colegiales de los menores de Granada. Fueron ellos: el oidor y regente don José
de Rezaval y Ugarte y el oidor don Antonio Castrillo que pertenecieron al de San Bartolomé
y Santiago; los oidores don Bernardino Figueroa y de la Cerda, y don Rodrigo de Carvajal y
Mendoza, al Colegio Real; el oidor don Félix Francisco Bazo y Berry, al de Santo Tomás de
Aquino; y el fiscal don Francisco Manuel de Herrera, al de San Miguel.
Los regentes don Fernando Márquez de la Plata y don Juan Rodríguez Ballesteros, y el
fiscal don José Márquez de la Plata fueron colegiales del de Santo Tomás de Aquino Sevilla.
Al Colegio del Espíritu Santo de Oñate pertenecieron el oidor don Jácobe de Adaro y San
Martín, y el fiscal don Gonzalo Remírez de Baquedano.
Al Colegio de Osma perteneció el oidor don Pedro González Güemes, y al Pontificio de
Nuestra Señora de Valencia el oidor don José Álvarez de Acevedo y Salazar.
4.3.2. Los colegios indianos
En las Indias junto con la fundación de universidades, aparecieron también los colegios
mayores, cuyos colegiales también contaban con este cuerpo como uno de sus principales
sustentos para acceder a la magistratura.
Igualmente hubo diversos colegios considerados “menores”, que no tuvieron mayor
trascendencia en relación al ingreso a la carrera letrada indiana.
                                                
2301 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 99), pp. 330-331.
2302 Rezaval y Ugarte del de San Bartolomé y Santiago de Granada al del Arzobispo, y Urriola y Echeverz,
del de San Antonio de Alcalá al de San Clemente de Bolonia.
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4.3.2.1. Los colegiales “mayores”
En el caso de la Universidad de San Marcos de Lima, donde más frecuentemente
estudiaron los ministros indianos de la Audiencia de Santiago de Chile, hubo dos importantes
colegios, con el dictado de “mayores”, a saber, el de San Martín y el Real de San Felipe.
El Real Colegio de San Felipe, fue fundado en 1592 por el virrey marqués de Cañete, con
el privilegio de mayor, a expensas de la Real Hacienda situándose sus rentas en varias
encomiendas, manteniendo 12 becas que asignaba el virrey.
El Real Colegio de San Martín de Lima fue fundado por el virrey don Martín Enríquez el
11 de agosto de 1582, aprobado por Felipe II en 1588, donde el monarca sustentaba 12 becas,
y que más tarde fue regentado por los jesuitas.
Estos dos colegios se refundieron durante el reinado de Carlos III, y bajo el virreinato de
don Manuel de Amat y Junyent, en el Colegio de San Carlos.
La pertenencia de los ministros indianos a alguno de los citados colegios limeños también
fue un elemento de peso para su nombramiento, aunque nunca de la misma entidad que el de
los peninsulares. Así se reconocía, por ejemplo, en la real provisión que contenía el título del
oidor don Juan Verdugo del Castillo:
Por quanto, en consideración a los méritos y literatura de vos, el Doctor Don
Juan Verdugo, Colegial que fuísteis en el Mayor de San Martín de Lima...2303.
Hubo 46 ministros que estudiaron en universidades indianas. 39 lo hicieron en la
Universidad de San Marcos de Lima; 4 en la de Charcas; 1 en la de Panamá, 1 en la de Santa
Fe, 1 en la de Méjico, y otro en la de San Felipe de Santiago de Chile.
De estos 46 ministros 32 fueron colegiales (72.72%) y 12 manteístas (27.28%).
De estos 46 ministros 21 fueron colegiales del Mayor de San Martín de Lima, vale decir,
un 43.75% del total de graduados en América; 6 del Real de San Felipe de Lima, esto es, un
13.63%; 1 del Colegio de San Carlos de Lima (2.27%); 1 del Seminario de Santo Toribio
(2.27%); 2 del Real de San Juan Bautista de La Plata (4.54%); y 1 del Mayor de Santa María
de Méjico (2.27%).
De estos 46 ministros 21 fueron colegiales del Mayor de San Martín de Lima2304, vale
decir, un 43.75% del total de graduados en América, y un 53.84% de los graduados en la
Universidad de San Marcos de Lima.
Sólo seis de estos 46 ministros fueron colegiales del Real de San Felipe de Lima, vale
decir, un 13.63% respecto del total, y un 15.38% de los graduados en San Marcos2305.
                                                
2303 ANRACH. 3.136, R.P. 1747, fs. 191-192.
2304 Fueron colegiales del Real y Mayor de San Martín de Lima, los oidores: Salvador Sánchez de la
Barreda y Vera (8 años), Francisco Sánchez de la Barreda y Vera, Domingo Martínez de Aldunate, Juan José de
la Puente Ibáñez, Gaspar de Cuba y Arce, Sancho García de Salazar, José Blanco Rejón, Juan Próspero de Solís
Vango, Melchor José de Santiago Concha, Ignacio Antonio del Castillo, Juan Bautista Verdugo del Castillo,
Gaspar de Escalona y Agüero, Alvaro de Ibarra, Alonso de Orellana, Ignacio Fausto Gallegos, José Clemente de
Traslaviña, José Valverde Contreras, Juan José de la Fuente y Villalta; y los fiscales: Alonso de Orellana, Pablo
Vázquez de Velasco, Sancho García de Salazar, Marcelo de Ayala, Gonzalo Ramírez de Baquedano, y José
Perfecto Salas (1739).
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Un ministro del final del período fue colegial del de San Carlos de Lima, en el cual se
habían refundido los dos colegios anteriores2306.
De esta manera queda en claro que, de los estudiantes de la Universidad de San Marcos
que ingresaron a la Real Audiencia de Chile, existía una clara primacía de los colegiales por
sobre los manteístas, pues los primeros eran 29, es decir, un 74.35%, y los segundos sólo
eran 10, es decir, un 25.65%.
También aparece la evidente supremacía de los colegiales del Mayor de San Martín de
Lima, que representaban un 72.41% del total de colegiales limeños, y un 53.84% del total de
graduados en San Marcos.
Perteneció al Colegio Mayor de Santa María de la Universidad de Méjico, el oidor don
Martín de Recabarren, quien también fue colegial del Real de Todos los Santos de Méjico.
4.3.2.2. Los colegiales “menores”
Fueron escasos los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que pertenecieron
a alguno de los colegios no titulados de “mayores” en Indias.
En efecto, al Colegio Seminario de Santo Toribio de Lima había pertenecido el fiscal y
oidor don Juan de Huerta Gutiérrez, el oidor don José de Santiago Concha, y el fiscal don
José Perfecto Salas.
Por último, al Colegio Real de San Juan Bautista de La Plata pertenecieron el oidor don
Francisco Tadeo Diez de Medina, y el fiscal don Joaquín Pérez de Uriondo.
4.4. Las cátedras
La literatura y letras de los ministros no sólo se juzgaba por sus grados o pertenencia a los
colegios, sino también por haber servido cátedras en alguna universidad, tanto como
propietarios o substitutos, e incluso por el simple hecho de haber hecho oposición a ellas2307.
Era muy frecuente que al consultarse al monarca los sujetos que eran a propósito para
ocupar alguna vacante en las audiencias indianas el Consejo o la Cámara, en su caso,
señalara expresamente la calidad de catedrático de los propuestos, junto a sus grados y demás
ejercicios literarios.
Así en consulta del 22 de enero de 1620 para proveer una plaza de oidor vacante por
muerte de don Alonso de Solórzano y Velasco se proponía a don Jácobe de Adaro y San
Martín, que se había graduado: El año de 604 de bachiller en cánones por la Universidad de
Salamanca y el de 1606 de licenciado por la de Oñate, en la cual fue colegial de la beca
                                                                                                                                         
2305 Fueron colegiales del Real y Mayor de San Felipe Neri de Lima, los oidores: Domingo Martínez de
Aldunate, que fue elegido rector de él el año 1735 por el virrey, Juan José de la Puente Ibáñez, Luis de Santa
Cruz y Zenteno, Pedro Machado de Chavez, Alonso de Solórzano (rector), y Juan del Corral Calvo de la Torre;
y los fiscales: Pedro Machado de Chávez; y Alonso de Solórzano y Velasco.
2306 El fiscal José Antonio de Navarrete.
2307 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 99), pp. 331-333.
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jurista de Vizcaya, y en ella llevó por oposición las cátedras de Decreto y Vísperas de
Cánones, que leyó hasta el año de 6132308.
En consulta del 27 de septiembre de 1633 se proponía a don Pedro González Güemes de
la Mora: Colegial del colegio de Osma, ha más de 22 años que sigue los estudios en la
Universidad de Salamanca y la de Osma, y seis que es colegial del dicho colegio, donde fue
lector, bachiller en ambos derechos y licenciado y doctor en cánones por la de Osma, y por
oposición catedrático de Instituta, Decreto, Vísperas y Prima de Cánones, ha leído y
regentado y tiene la cátedra de Prima en propiedad, de cuatro años a esta parte, ha sido
cuatro años examinador en los grados de licenciado y doctor en cánones y leyes2309.
Estas circunstancias también se reconocían en los mismos reales títulos de los ministros,
por ejemplo en el expedido por real provisión fechada en Buen Retiro el 29 de octubre de
1744 en favor del oidor don Gregorio Blanco Laysequilla se decía que era nombrado en una
plaza porque convenía: Proveerla en persona de la Literatura y circunstancias que se
requieren, atendiendo a que estas y otras buenas prendas concurren en vos Dn. Gregorio
Blanco Laysequilla, opositor a cátedras de Leyes en la Universidad de Salamanca2310. Algo
parecido se expresaba en el título del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, contenido
en real provisión expedida en Buen Retiro el 29 de julio de 1748, donde se señalaba que era
provisto: En atención a los servicios de vos el Dr. Dn. Domingo Martínez de Aldunate,
agente fiscal de lo civil de la Audiencia de Lima, abogado de ella, y de el fisco de el Santo
Oficio de la Inquisición, y Catedrático de Instituta de la Universidad de San Marcos de
aquella ciudad2311.
No sólo constituía mérito el haber sido catedrático, sino también el haber sustentado los
actos académicos propios de la vida universitaria, tales como haber presidido conclusiones, y
además solía hacerse presente el éxito del maestro para atraer oyentes a sus lecciones.
Un claro ejemplo de estos méritos se encontraba en don Pedro Gutiérrez de Lugo, a quien
el Consejo consultaba el 27 de septiembre de 1633 para una plaza de oidor en Chile,
exponiendo todas sus buenas prendas y talentos, y reconociendo honestamente que si aun no
era catedrático propietario era simplemente porque carecía de hacienda para tratar de las
oposiciones:
Estudió en la Universidad de Salamanca, dieciséis años de Cánones y Leyes y
ha más de once que se graduó y tuvo muchos actos públicos, arguyendo y
replicando con tanta aprobación que llegó a ser señalado entre los que más se
adelantaron, y presidió en muchas conclusiones con general satisfacción de sus
letras y sustituyó la cátedra de Prima de Cánones, acrecentándola de oyentes y
por su buen juicio le hizo la Universidad de dos claustros por contador y
diputado y los catedráticos y maestros de la dicha Universidad dicen que si
hubiera tenido hacienda con que poder tratar de la oposición de las cátedras lo
fuera hoy, por el grande crédito de sus estudios, de que resultaría a la
Universidad considerable aumento y en esta corte el año de 629 presidió en unas
conclusiones en que arguyeron y replicaron el cardenal de Guzmán, colegiales
                                                
2308 AGI. Chile, 1, Consultas desde 1578 hasta 1665 , Consulta Consejo nº 173, 22-I-1620.
2309 Idem, Consulta Consejo nº 228, 27-IX-1633.
2310 ANRACH. 3.136, R.P. Buen Retiro, 29-X-1744, fs. 171-172.
2311 ANRACH. 3.136, R.P. Buen Retiro, 29-VII-1748, fs. 199-200.
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mayores y otros ministros y el claustro y universidad, y dos colegios mayores, y
la dicha Universidad de Salamanca han escrito a V. M. en abono de su persona y
crédito de sus muchas letras2312.
De los regentes sólo don José de Rezaval y Ugarte había leído como substituto la cátedra
de Instituta en una universidad peninsular, la de Salamanca.
De los ochenta y un oidores, veinticuatro habían ejercido la docencia en universidades
peninsulares y americanas.
Nueve de ellos leyeron cátedras por oposición en universidades peninsulares, o las
regentaron en propiedad por elección.
Don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor leyó por oposición las cátedras de Código,
Digesto Viejo, Decreto y Vísperas de Leyes en la Universidad de Sevilla; don Jácobe de
Adaro y San Martín fue catedrático en 1613 de Decreto y Vísperas de Cánones en la
Universidad de Oñate; don Rodrigo de Carvajal y Mendoza fue catedrático de Prima de
Leyes, Vísperas e Instituta en la de Granada y fue provisto en la Código; don Bernardino
Figueroa y de la Cerda fue catedrático en Granada de Sexto (1627) y de Prima de Leyes
(1628-1629); don Pedro González Güemes regentó la de Instituta, Decreto, Vísperas, Prima
de Cánones e Instituta en la de Osma; don Juan del Corral Calvo de la Torre, fue catedrático
de Instituta y de Código en Salamanca; don Luis de Urriola y Echevers fue catedrático de
Derecho Canónico (1769) y Derecho Pontificio (1771) en San Clemente de Bolonia; don
José Lucas Gorbea y Vadillo regentó la de Instituta (1769-1770) en la de Toledo; y don
Alonso González Pérez fue catedrático de Prima de Cánones en Salamanca.
De los 31 fiscales provistos para la Real Audiencia de Santiago de Chile, 4 leyeron en
propiedad alguna cátedra en universidades peninsulares. A saber, don Jácobe de Adaro y San
Martín, las de Decreto y Vísperas de Cánones (1613) en Oñate; don Juan Manuel Sotomayor,
las de Decreto y Sexto en Salamanca; don Martín de Jáuregui y Ollo, la de Vísperas de
Cánones en Sevilla; y don José Antonio Moxó de Francoli, las de Prima de Código, Instituta,
Digesto Viejo y Vísperas en Cervera.
Catedráticos propietarios en universidades peninsulares
MINISTROS PLAZA UNIVERSIDAD CÁTEDRAS AÑOS
Cristóbal de la Cerda Sotomayor Oidor Sevilla Código, Decreto, Digesto Viejo,
Vísperas.
Jácobe de Adaro San Martín Fiscal Oñate Decreto, Vísperas de Cánones 1613
Bernardino Figueroa de la Cerda Oidor Granada Sexto , Prima de Leyes 1627-29
Rodrigo Carvajal y Mendoza Oidor Granada Prima Leyes-Instituta-Código-Vísperas.
Pedro González Güemes Oidor Osma Instituta-Decreto-Prima CánonesVísperas
Juan del Corral Calvo de la Torre Oidor Salamanca Instituta-Código.
José Lucas Gorbea y Vadillo Oidor Valladolid Instituta 1769-70
Alonso González Pérez Oidor Salamanca Vísperas de Cánones
Juan Manuel de Sotomayor Fiscal Salamanca Decreto-Sexto
Martín de Jáuregui y Ollo Fiscal Sevilla Vísperas de Cánones
José Moxó Francoli Fiscal Cervera Código-Instituta-Digesto Viejo-Vísperas.
                                                
2312 AGI. Chile, 1, Consultas, consulta Consejo, nº 227 del 27-IX-1633.
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Así pues, de los 105 ministros de la Real Audiencia de Chile, 11 fueron catedráticos
propietarios en universidades peninsulares, es decir, un 10.47%. A ellos hay que agregar al
oidor Luis de Urriola y Echeverz, que en 1771 obtuvo por oposición la cátedra de Cánones
del Colegio de San Clemente de Bolonia, con lo cual el porcentaje se elevaba a un 11.42 %.
Cuatro oidores sirvieron cátedras como substitutos: don Pedro Gutiérrez de Lugo la de
Prima de Cánones en Salamanca; don Juan de Balmazeda Zenzano las de Prima de Cánones
y Leyes en la Universidad de Valladolid; don Ramón de Salamanca, las de Derecho Civil y
Código en Valladolid; y don Antonio Caspe y Rodríguez la de Prima de Instituciones
Canónicas en la de Granada. Al igual que cuatro fiscales: don Baltazar José de Lerma y
Salamanca, la de Clementinas en Salamanca; don Gonzalo Remírez de Baquedano, en Oñate;
don Miguel de Gomendio, en Alcalá; y don Joaquín Pérez de Uriondo, la de Digesto en
Valladolid. A ellos se agregan Jáuregui que substituyó la de Digesto Viejo en Sevilla; y
Moxó de Francoli, que substituyó la de Instituta por cinco años en Cervera.
De esta manera, entre propietarios y substitutos fueron 20 los ministros de la Real
Audiencia de Chile que sirvieron alguna cátedra en universidades peninsulares, vale decir, un
19.45%, más el oidor Urriola y Echeverz, catedrático en Bolonia, con lo que el porcentaje
ascendía a algo más de un 20%.
Dos oidores habían hecho oposición a algunas cátedras, a saber, don Nicolás Polanco de
Santillana, a la de Instituta en Salamanca en 1628; y don Gregorio Blanco Laysequilla, a las
de Código y Prima de Leyes en Salamanca.
Fueron catedráticos en universidades americanas, un regente, nueve oidores, y cuatro
fiscales.
En la Universidad de San Marcos de Lima: fueron catedráticos propietarios, el fiscal y
oidor don Pedro Machado, de Prima de Leyes; el fiscal y oidor don Juan de Huerta Gutiérrez,
de Decreto (1637) y Prima de Leyes (1639); el oidor don Nicolás Polanco de Santillana, de
Instituta; el fiscal y oidor don Alonso de Solórzano y Velasco, de Instituta, Prima de Cánones
y Decreto (1646); el oidor don Álvaro de Ibarra, de Prima de Leyes; el oidor don Domingo
Martínez de Aldunate, por oposición la de Instituta (1743), y elegido de la de Digesto Viejo
(1733), la regentó por cuatro años; y el fiscal don José Perfecto Salas, de Código (1740) y de
Instituta (1742).
El regente don Francisco Antonio Moreno y Escandón, había servido la cátedra de
Instituta en la Universidad de Santa Fe de Bogotá entre 1759 y 1764, y
Dos oidores leyeron cátedras como substitutos, a saber, don José Blanco Rejón, la de
Prima de Leyes; y su colega don Juan Bautista Verdugo, la de Vísperas de Leyes (1727).
Otros dos fueron opositores a ellas: don José Blanco Rejón a la de Prima de Cánones; y
don Domingo Martínez de Aldunate en 1742 a las de Código y de Instituta.
En la Universidad de Méjico, don Martín de Recabarren leyó como substituto la cátedra
de Prima de Leyes.
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4.5. Producción científica
Bien sabido es que diversos ministros de audiencias indianas fueron autores de obras
jurídicas, entre los que basta mencionar los nombres de Juan de Solórzano y Pereyra, Juan
Luis López, Gaspar de Escalona y Agüero, Gabriel Álvarez de Velasco, Francisco Carrasco
del Saz, Francisco Alfaro, Diego Ibáñez de Faría, o Alfonso Pérez de Lara2313.
Gran parte de estos trabajos fueron elaborados cuando ya habían obtenido alguna plaza
togada, y sólo constituían méritos para obtener los ascensos dentro del cursus honorum, y no
habían incidido en su ingreso a la judicatura. Sin embargo, en ciertas ocasiones los
pretendientes a plazas habían ya elaborado algunas obras, o trabajaban en ellas, y
precisamente invocaban esta circunstancia al solicitar plazas en el Consejo.
El pretendiente a plazas en Indias don Gaspar de Hermosilla invocaba en su Memorial,
según decía la minuta formada sobre él: Que tiene escrito y va escribiendo adicionando las
Glosas de Gregorio López y ha travajado mucho en ello, y ha comenzado a recoger las de la
Quinta partida y sobre el 1, 2, 3 y 4 título y hasta la ley 55 del título 5, y tiene más de 80
pliegos, por los quales consta de su travajo y estudio2314.
Entre los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile hubo varios que escribieron
obras jurídicas, históricas, y literarias.
El oidor don Gabriel de Zelada (c.1570-1614) en 1610 escribió una Relación sobre el
Reino de Chile. Su colega don Hernando Machado (1557-1630) formó un Memorial sobre la
guerra de Chile, que constaba de 87 puntos desarrollados a lo largo de 22 folios, de una
marcada finalidad práctica, pues, como él mismo decía en el punto 48, buscaba evitar la
guerra y el enorme gasto que ella acarreaba, en un territorio que no se acababa de dominar,
porque en realidad no era el reino de Chile más que la ciudad de Santiago. El informe, en
su primera redacción, data de 1615, según se manifiesta en el punto 71, y respondía a una
petición que le había hecho el virrey marqués de Montesclaros2315. El hijo de Hernando, el
fiscal y oidor don Pedro Machado de Chávez (c.1590-1647) escribió dos obras, al parecer no
publicadas, Los discursos políticos, y La Reformación del derecho.
El oidor don Gaspar de Escalona y Agüero (c.1590-1650) fue autor del célebre Arcae
limensis. Gazophilacium regium peruvicum, publicado en Madrid en 16472316. Escribió
también un Memorial jurídico político sobre la suspensión de la nueva real cédula de la
fianza de rezagos, que se imprimió en Lima en 16422317; y otro Memorial en defensa de los
indios, impreso en Madrid en 16462318.
                                                
2313 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 99), pp. 333-334.
2314 AGI. Indiferente, 1.846 A.
2315 PANIAGUA, Jesús, “La proyección del humanismo jurídico español en Chile. Hernando Machado
(1557-1630)”, en RCHHD. 18, Santiago, 1994-1995.
2316 ANTONIO, Nicolás, Biblioteca Hispana Nova sive hispanorum scriptorum qui ad anno MD ad
MDCLXXXIV floruere notitia, I, Matriti, 1783, fol. 524; LASSOR A VAREA, Alfonso, Universum terrarum
orbis scriptorum calamo delineatus, hoc est auctorum fere omnium, II, Lugduni, 1730, fol. 107.
2317 MEDINA, José Toribio, La Imprenta en Lima (1584-1824) , I, Santiago, 1966, p. 414.
2318 Idem, p. 457.
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En 1620, por encargo del virrey del Perú conde de Chinchón, redactó un Informe sobre las
apelaciones del Superior Gobierno a las Reales Audiencias, publicado por Pareja, y que se
conserva manuscrito en el Archivo Nacional de Chile2319.
Proyectó además un Código Peruano tocante a los privilegios concedidos a los indios2320;
y una obra titulada Del oficio y potestad del Virrey de Perú2321.
Sobre esta última obra, León Pinelo parece haberla conocido pues la menciona bajo el
título de Del Oficio del Virrey2322, dato que tomó Mendiburu2323 y también Medina 2324.
Modernamente Pareja creyó que esta obra y la tocante a las apelaciones al superior gobierno
eran la misma2325, pero como aclaró Sánchez Bella son trabajos distintos, pues él mismo
Escalona y Agüero las diferenciaba en su Información de Méritos2326. De su lado, Muro
Orejón informaba en 1946 que entre los papeles del marqués del Risco existentes en la
Biblioteca de la Universidad de Sevilla se conservaba impreso el índice de un libro titulado
Espejo de Virreyes del Perú, en el mismo volumen en que aparecía el manuscrito de
Escalona del Código Peruano, y sugería que quizá fuera la misma obra de Escalona y
Agüero2327, pero en 1970 Sánchez Bella apuntaba que: “Me parece obra distinta a la citada
anteriormente por el título y por la extensión, más reducida sin duda, que debió tener el
escrito de Escalona sobre el oficio de virrey” 2328. A estos datos puedo agregar que quizá sí
sean la misma obra, pues en el testamento de Escalona y Agüero, ordenado por su mujer y el
oidor Polanco de Santillana, según poder para testar conferido el 21 de enero de 1650, se
señalaba que una de las causas de su muerte había sido el gran trabajo dedicado a escribir el
                                                
2319 ANFA. 3, pza. 5, también en ANFV. 887, fs. 58-87 vta. Sobre esta obra vide PAREJA, David A., “Un
inédito valioso del autor del Gazophilacium Regium Peruvicum”, en Revista del Archivo Nacional del Perú , II,
Lima, 1921, pp. 79-130; SÁNCHEZ BELLA, Ismael, “Las audiencias y el gobierno de las Indias (Siglos XVI
y XVII), en REHJ. II, Valparaíso, 1977, pp. 159-186, y ahora en su Derecho Indiano Estudios. II. Fuentes.
Literatura Jurídica. Derecho Público, Pamplona 1991, pp. 549-589, (Por la que cito); BARRIENTOS
GRANDON, Javier, “La apelación en materia de gobierno y su aplicación en la Real Audiencia de Chile
(Siglos XVII, XVIII y XIX)”, en RCHHD. 16, Santiago, 1990-1991, pp. 343-382.
2320 GARCÍA GALLO, Alfonso, “El proyecto de “Código Peruano” de Gaspar de Escalona y Agüero”, en
AHDE. XVII, Madrid, 1946, pp. 889-920, y ahora en sus Estudios de Historia del Derecho Indiano, Madrid,
1972, pp. 367-399; SÁNCHEZ BELLA, Ismael, “Notas sobre Gaspar de Escalona y Agüero y Juan Luis
López, juristas del virreinato peruano”, en RCHHD. 6, Santiago, 1970, pp. 217-237, y ahora en su Derecho
Indiano Estudios. II. Fuentes. Literatura Jurídica. Derecho Público, Pamplona 1991, pp. 319-346 (Por la que
cito), en concreto pp. 326-343.
2321 SÁNCHEZ BELLA, Ismael, (n. 181), pp. 343-346.
2322 LEÓN PINELO, Antonio de, Epitome de la Biblioteca Oriental y Occidental, Madrid, 1629, fol. 117.
2323 MENDIBURU, Manuel, Diccionario Histórico Biográfico del Perú. Parte primera que corresponde
a la época de la dominación española, 3, Lima, 1878, p. 48.
2324 MEDINA, José Toribio, Biblioteca Hispano-Chilena (1523-1817) , I, Santiago, 1963, p. 466.
2325 PAREJA, David A., (n. 180), p. 79.
2326 SÁNCHEZ BELLA, Ismael, (n. 181), pp. 344-345.
2327 MURO OREJÓN, Antonio, “El doctor Juan Luis López, Marqués del Risco, y sus comentarios a la
Recopilación de Indias, en AHDE. XVII, Madrid, 1946, pp. 854-860.
2328 SÁNCHEZ BELLA, Ismael, (n. 181), p. 346.
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Gazophilacium, y: El libro que iba acabando y tenia en mui buen estado de “El espejo de
Vireyes”, y como Nuestro Señor fue servido de llevarsele, no pudo acabarle2329.
El oidor don Juan de Huerta Gutiérrez (1602-1678) publicó en Lima dos memoriales, uno
que principia Don Diego Perez Gallego sigue causa contra los Herederos de Alonso
Rodríguez de Vera, y los de Garcilopez de Morales, sobre la venta de una chácara (Lima,
1638)2330; y un Informe en defensa de la Sagrada Religión de Santo Domingo sobre los
diezmos, que la Santa Iglesia Metropolitana de esta Ciudad de los Reyes le pide de los
bienes, que sin este cargo a tenido y tiene en los terminos deste Arzobispado (Lima, 1645),
escrito contra un Discurso apologético del doctor Andrés García de Zurita2331.
El oidor don Nicolás Polanco de Santillana (1603-1664) en su juventud se dedicó a la
poesía y escribió una Canción lírica y un Soneto con consonante forssosa. Hacia 1640 dio a
la imprenta un Memorial de cuatro folios dirigido al monarca para solicitar que no se
beneficiaran por dinero los oficios de corregidores y de justicia en las Indias y que se cierre
la puerta del todo a exemplar de tanto sentimiento para sus súbditos2332, que es el mismo
escrito en cuatro fojas del que da una incompleta noticia Medina 2333.
Escribió también un Comentario a las leyes del título primero de la Recopilación, que se
proponía continuar el de Alfonso de Azevedo y que tenía más de mil seiscientas fojas.
Además se le deben obras, escritas después del terremoto que asoló Santiago el 13 de mayo
de 1647, a saber, De obligationibus iudicum et prudentia gubernatorum exercendi leges in
casibus adversis, del que llevaba escritas mil ciento catorce fojas, y De iudicium Indiarum.
Que sepamos, ninguna de estas obras llegó a imprimirse2334.
El oidor don Alonso de Solórzano y Velasco (1608-1680) escribió un Panegírico sobre
los sujetos, prendas y talentos de los doctores, maestros de la real e insigne Universidad de
San Marcos de la ciudad de Los Reyes, que floreció el año 1651, publicado en Madrid en
1653, y un Informe sobre las cosas de Chile, fechado el 2 de abril de 1657, que se conserva
en el Archivo Nacional de Chile2335. Fue autor también de un Discurso legal e información
en derecho a favor de los nacidos en los Reynos del Perú, y conveniencia para que en él, sin
el óbice de haber nacido allí, puedan obtener plazas de oidor, y demás que les están
prohibidas, que se publicó en 1652.
El fiscal don Juan Manuel Sotomayor (c.1615-c.1670) en 1643 publicó en Madrid una
Relectio ad cap. 7 causa 19 quaestione 3, sobre el testamento de los monjes2336.
                                                
2329 ANE. 212, Testamento de don Gaspar de Escalona y Agüero, Santiago, 14-V-1650, fs. 208.
2330 MEDINA, José Toribio, La Imprenta en Lima (1584-1824) , I, Santiago, 1966, pp. 310-311
2331 Idem, pp. 349-350.
2332 POLANCO DE SANTILLANA, Nicolás, Señor, Dn. Nicolás Polanco de Santillana...Digo que ha
venido a mi noticia, que los oficios de Corregidores..., Madrid, c.1640.
2333 MEDINA, José Toribio, Biblioteca Hispano-Chilena (1523-1817) , I, Santiago, 1963, pp. 406-413.
2334 Ibidem.
2335 ANAG. 15, exp. 24, fs. 129-171.
2336 REZAVAL Y UGARTE, José de, (n. 177), fol. 195.
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El oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz (c.1655-1734) escribió el Discurso Laudatorio,
que precede a la obra de su padre Solar de la Casa de Olloniego, publicada en Madrid en
1688.
El oidor don Juan del Corral Calvo de la Torre (1665-1737) fue autor de los inconclusos
Commentaria in Legum Indicarum Recopilationem2337, y del Directorio moral de penitentes
para el acierto de una buena confesión y católico gobierno en cualquier estado del hombre,
que no llegó a publicarse, pero que circuló manuscripto, pues el oidor don Juan Próspero de
Solís Vango (1690-1743) lo contaba entre las escasas obras de su librería. En 1702 dirigió al
monarca un Manifiesto en derecho sobre no ser comprendido en el valimiento de sus sueldos
que se han mandado quitar a los ministros supernumerarios de las Reales Audiencias2338. Al
parecer, formó hacia 1713 una obra llamada Alegaciones fiscales, que nunca llegaron a
imprimirse y que seguramente recogían su trabajo como fiscal interino en la Real Audiencia
de Santiago de Chile 2339.
El fiscal don José Perfecto Salas (1714-1778) escribió una Historia geográfica del Reino
de Chile, redactó la Relación del gobierno del virrey Amat, y formó, de orden de la
Audiencia de Santiago, una Instrucción circular en que se dan reglas para la substanciación
de las causas criminales2340. Además, tras la muerte del licenciado don Juan del Corral Calvo
de la Torre, y del doctor Tomás de Azúa, continuó los inconclusos Commentaria in Legum
Indicarum Recopilationem por orden del virrey del Perú2341.
El fiscal don Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero (1752-1803) escribió una
Oratio iuris publici et Hispaniarum legum studio, impresa en Madrid en 17732342. También
se le debe un Tratado sobre las aguas que fertilizan los valles de Lima, publicado en 1793 en
el Mercurio Peruano, donde escribía bajo el pseudónimo de "Nerdacio"2343. Zerdán también
formó una Instrucción circular que con presencia de las anteriores formadas ordena el Sr.
Dn. Ambrosio Zerdán y Pontero, del Consejo de Su Majestad y su Fiscal del Crimen en esta
                                                
2337 TORRE REVELLO, José, “Los comentarios a las Leyes de Indias de Juan del Corral Calvo de la
Torre”, en XXV Congreso Internacional de Americanistas. Actas, II, La Plata, 1934, pp. 307-314;
ALURRALDE, Carlos, Los comentarios a la Recopilación de Indias del licenciado Juan del Corral Calvo de
la Torre, Buenos Aires, 1951; RÓSPIDE, María Margarita, Los "Comentarios" de Corral Calvo de la Torre
como cedulario , en IX Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios,
I, Madrid, 1991, pp. 159-184; BARRIENTOS GRANDON, Javier, La cultura jurídica en el reino de Chile.
Bibliotecas de ministros de la Real Audiencia de Chile (s. XVII-XVIII) , Santiago, 1992, pp. 184-216.
2338 ANRACH. 2.725, pza. 3.
2339 RÓSPIDE, María Margarita, “Los "Comentarios" de Corral Calvo de la Torre como cedulario”, en IX
Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios, I, Madrid, 1991, p.
160.
2340 ANRACH. 3.137, fols. 30-31.
2341 GARCIA GALLO, Concepción, Las notas a la Recopilación de Leyes de Indias de Salas, Martínez y
Boix, Madrid, 1979.
2342 MEDINA, José Toribio, Biblioteca Hispanoamericana (1493-1810), V, Santiago, 1961, pp. 78-79.
2343 DOUGNAC RODRÍGUEZ, Antonio, “El Derecho de aguas indiano según Ambrosio Cerdán y
Pontero”, en Revista de Derecho de Minas y Aguas, III, Santiago, 1992, pp. 133-165.
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Real Audiencia, para que sirva de regla en la substanciación de causas criminales2344,
aprobada por auto acordado de 10 de marzo de 1778.
En el Mercurio Peruano aparecieron diversas colaboraciones suyas, entre ellas un
Razonamiento sobre el origen y caracteres de la Poesía2345, y una Disertación preliminar a
los Apuntamientos históricos de los más principales hechos y acaecimientos de cada uno de
los señores Gobernadores, Presidentes y Virreyes del Perú2346.
El regente don Francisco Antonio Moreno y Escandón (1736-1792) escribió una obra de
historia del Nuevo Reino de Granada formada en 1772, a saber, Estado del Vireynato de
Santa Fe, Nuevo Reyno de Granada. Relación del gobierno y mando del Bailio Don Pedro
Messia de la Cerda, Marqués de la Vega de Armijo, Virrey del mismo Nuevo Reyno que,
manuscripto se conserva en el Fondo Americanista Abad y Lasierra2347.
El regente don José de Rezaval y Ugarte (1747-1800), que fue uno de los más ilustrados y
brillantes ministros que pasaron por el tribunal chileno, escribió diversos trabajos sobre
historia de España, derecho indiano y genealogía, entre los que destacaron: Biblioteca de los
escritores que han sido individuos de los seis colegios mayores, publicado en Madrid en
1805; De la literatura vascongada; Adiciones y suplemento de la biblioteca histórico-
genealógico-heráldica de Ernesto Franckenau; Tratado del derecho real de las medias
anatas; Política de los regentes de las Reales Audiencias de ambas Américas e Islas
Filipinas, su creación, honores, preeminencias y facultades que les competen por su
instrucción y posteriores reales resoluciones; de Los recursos de fuerza de los regulares de
Indias; Tractatus academicus de dividuis et individuis obligationibus; y Dissertatio de
dignitatibus infamibus non confederendis ad illustrationem l.2. Cod. de dignitatibus, lib.
XII2348.
Se debe a su pluma, además, un Informe sobre el plan de los estudios del Convictorio de
San Carlos de Lima, redactado en 1788 dirigido al virrey caballero de Croix, donde
desarrolla con rara erudición la necesidad de formar un nuevo código adaptado a las
modernas doctrinas europeas, para lo cual cita con profusión a Juan Francisco de Castro y a
Mayans y Siscar2349.
                                                
2344 ANRACH. 3.137, fols. 110r-117v.
2345 Mercurio Peruano, nº 52, t. II, Lima, 3-VII-1791, fols. 150-156.
2346 Mercurio Peruano, nº 339, t. X, Lima, 3-IV-1794, fols. 215-221.
2347 PARDO GARCÍA, Ángela, Archivo Diocesano de Barbastro. El Fondo Americanista Abad y
Lasierra, Zaragoza, 1989, p. 28.
2348 REZAVAL Y UGARTE, José de, Biblioteca de los escritores que han sido individuos de los seis
colegios mayores: de San Ildefonso de la Universidad de Alcalá, de Santa Cruz de la de Valladolid, de San
Bartolomé, de Cuenca, San Salvador de Oviedo, y del Arzobispo de Salamanca. Con varios índices, Madrid,
1805, pp. 298-304. Vide FELIÚ CRUZ, Guillermo, “Un bibliógrafo español del siglo XVIII. José de Rezábal
y Ugarte, oidor regente de la Real Audiencia y presidente interino de la Capitanía General de Chile. Estudio
biográfico, bibliográfico y crítico”, en BACH. 74, Santiago, 1966, pp. 74-121.
2349 En MM. 358, 2º cuad., fs. 60 y ss.
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Durante su permanencia en el tribunal santiaguino dio principio a su Tratado de los
recursos de fuerza2350, a su Política de Regentes. Elaboró en Lima un Compendio alfabético
de varias reales cédulas y órdenes que no se hayan inclusas en la Recopilación de Indias,
que se conserva en el Archivo Nacional de Chile2351; y formó de orden de la audiencia una
Instrucción para los alcaldes de cuarteles y de barrio, en la que se recopilan los bandos de
policía y buen gobierno que se han publicado en este siglo.
Finalmente, el regente don Pedro Antonio Cernadas y Bermúdez de Castro (1740-1823),
comisionado por el virrey fray Francisco Gil para examinar el estado de los cementerios,
escribió un opúsculo sobre la necesidad de establecer panteones2352.
5. Experiencia
Una de las condiciones tenidas en cuenta al momento de proveer a algún pretendiente en
plazas togadas era la experiencia en oficios vinculados al ejercicio de la jurisdicción2353.
Francisco Alfaro en su Tractatus de officio fiscalis, al comentar la ley segunda del título
noveno de la partida segunda, señalaba: Istud praecipuum est antiqua scilicet, exercitatio in
ministerio, cui quis praeponitur, l. 6. tit. 24. part. 2. ibi E quanto mas usado: officia enim
expertis non rudibus commitenda... nam novitii Magistratus in initio servent, postea
deficiunt2354, y algo más adelante añadía que: Et iudex debet habere scientiam &
experientiam iudicandi2355.
De esta manera siempre se procuraba que los sujetos provistos por primera vez en alguna
plaza togada de las Indias hubiera ganado experiencia en los negocios de justicia mediante el
desempeño de algunos oficios o el cumplimiento de comisiones, pero esta experiencia era en
otras ocasiones suplida por la simple formación universitaria, pues como escribía Solórzano
y Pereyra, el requisito de la experiencia: Siempre quiero, y se entiende ser dicho sin perjuicio
de los muchos, y buenos Ministros que sirven en todas partes, y que sacados de las
Universidades, Cátedras y Colegios, aunque sin mucha experiencia de Tribunales, en breve
tiempo se hacen muy capaces de sus estilos, y salen tan eminentes Letrados, y Consejeros,
que no en valde está recibido en uso echar de ordinario mano de ellos para estos cargos2356.
Un importante número de ministros indianos había servido previamente diversos oficios
en la península o en América. Hubo algunas constantes respecto de los puestos ocupados por
los togados antes de su ingreso a la magistratura.
                                                
2350 ANFA. 88.
2351 ANRACH. 3.209.
2352 MENDIBURU, Manuel de, (n. 184), 2, Lima, 1876, p. 358.
2353 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 99), p. 334.
2354 ALFARO, Francisco, (n. 102), gloss. III, nº. 1, fol. 12.
2355 ALFARO, Francisco, (n. 102), gloss. VI, nº. 2, fol. 17.
2356 SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan de, (n. 106), 5.4.6.
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Así, entre quienes habían servido en la península frecuentemente durante los siglos XVI y
XVII, era habitual que hubieran sido inquisidores en alguna villa o ciudad, o que hubieran
sido corregidores o tenientes de corregidor. En ciertos casos también hubo quienes habían
despachado como jueces de la Contratación en Canarias.
Por lo que toca a los que habían servido en Indias, normalmente había sido relatores de
algún tribunal, o protectores de naturales, o que hubieran servido diversas comisiones.
5.1. Oficios en los reinos de España
De los 105 sujetos provistos para la Real Audiencia de Santiago de Chile, sólo catorce
habían desempeñado algún oficio o comisión de justicia en los reinos de España antes de
ingresar a la judicatura indiana.
Cuatro de ellos habían sido alcaldes mayores o corregidores, a saber, el oidor don
Hernando Talaverano Gallegos, corregidor del estado de Burguillos hacia 15902357; el oidor
don Juan de La Plaza, alcalde mayor de Logroño y Calahorra en 1660; el oidor don Ramón
de Salamanca, corregidor de La Mancha Real; y el fiscal don José Márquez de la Plata y
Soto, alcalde mayor de Antequera en 1774. A ellos podría agregarse el oidor y regente don
Juan Rodríguez Ballesteros que fue juez de residencia en Huesca, y en cuyo desempeño
sirvió interinamente hacia 1765 dicho corregimiento.
Este reducido número de ministros que habían servido algún corregimiento o alcaldía
mayor pareciera confirmar la aseveración que para el siglo XVIII hace Gómez Rivero cuando
escribe que: “Se puede decir, sin temor a equivocarse, que una vez que a alguien se le ha
conferido un Corregimiento o Alcaldía mayor, probablemente toda su vida profesional la
ocupará desempeñando los mismos”2358, y que: “Sólo unos pocos corregidores o alcaldes
mayores lograban ascender a alcaldes del Crimen u oidores de alguna Audiencia o
Chancillería”2359. Tampoco, pues, eran las audiencias indianas una salida profesional para los
corregidores o alcaldes mayores letrados peninsulares.
Los restantes ministros habían servido diversos oficios menores, algunos de carácter
eclesiástico, y cumplido múltiples comisiones.
Ellos eran los oidores: don Juan de Caxal, juez de registros de la Contratación en la
Palma, y lugarteniente de gobernador de dicha isla entre 1598 y 1601; don Gabriel de Zelada,
abogado de pobres de los Reales Consejo en 1600; don Rodrigo de Carvajal y Mendoza,
alcalde de hijosdalgo interino de la Chancillería de Granada por ausencia del titular, y
abogado de presos del Santo Oficio; don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor, alcalde de sacas
en Sevilla por ausencia de titular, y fiscal interino de dicha audiencia en la misma calidad,
comisario general de la expulsión de los moriscos en 1604 y asesor de la Proveeduría
General; don Jácobe de Adaro y San Martín vicario y juez eclesiástico en Oñate; don
Francisco Brito, relator de la Casa de la Contratación; don Gaspar de Narváez y Valdelomar,
                                                
2357 Talaverano era abogado del duque de Béjar, y también se desempeñó como abogado de presos del
Santo Oficio en Llerena el año 1595.
2358 GÓMEZ RIVERO, Ricardo, Las competencias del Ministerio de Justicia en el Antiguo Régimen, en
Documentación Jurídica , 65-66, Madrid, 1990, p. 137.
2359 Ibidem.
521
teniente de la tierra en Sevilla, corregidor del Cuzco, Paucarpolla, y Potosí; don Juan Cortez,
auditor en Bari y luego auditor general del Ejército en Cataluña entre 1647 y 1651; y don
Pedro Cernadas Bermúdez de Castro, procurador síndico de La Coruña en 1770, y fiscal del
monopolio del tabaco al año siguiente; y el fiscal don Lorenzo Blanco Cicerón que servía
como fiscal de la Capitanía General de Galicia desde 1775.
5.2. Oficios en Indias
De su lado, fueron 28 los sujetos provistos en plazas de la Real Audiencia de Santiago de
Chile, quienes antes de ingresar al cursus honorum letrado había servido algún oficio en
Indias vinculado a la jurisdicción o desempeñado alguna comisión.
Desde la segunda mitad del siglo XVI, y durante buena parte del siglo XVII fue frecuente
que antes de ingresar a la judicatura los ministros togados de Indias hubieran servido como
relatores de alguna de las audiencias americanas, tales fueron los casos de cinco de los
ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile, a saber, los oidores: don Luis Merlo de
la Fuente, relator de la Real Audiencia de Lima 2360; don Pedro Álvarez de Solórzano, relator
de la Real Audiencia de Lima en 1585; don Hernando Machado, relator de la Real Audiencia
de Quito en 1589; don Nicolás Polanco de Santillana, relator de la Real Audiencia de Lima
en 1630; y don Manuel de León y Escobar, relator de la sala del crimen de la Real Audiencia
de Lima en 1662.
Fue habitual también que otros se hubieran desempeñado como protectores de naturales
en alguno de los distritos de la audiencias de Ultramar. Tales fueron: los oidores don Álvaro
de Ibarra, protector fiscal de naturales de Lima en 1655 y; don Francisco de Rojas y
Acevedo, protector de naturales del distrito de la Real Audiencia de Lima hacia 17002361; y
los regentes: don Francisco Antonio Moreno y Escandón, protector de naturales de la Real
Audiencia de Santa Fe en 1765 y; don Fernando Márquez de la Plata, protector de naturales
de la audiencia de Charcas, hacia 1770.
En el siglo XVIII también se hizo frecuente que algunos de ellos sirvieran como agentes
fiscales en alguna audiencia. En el caso de los ministros de Santiago fueron: el oidor don
Domingo Martínez de Aldunate, agente fiscal de lo civil en la Real Audiencia de Lima en
1743; el fiscal don José Antonio de Navarrete, agente fiscal del crimen de Lima, hacia 1808;
y el oidor don Francisco Valdivieso y Pradas, agente supernumerario de los tribunales del
Consulado y Minería de Lima, hacia 1808.
Desde la introducción de las intendencias también fue habitual que muchos de los
provistos en plazas togadas hubieran sido asesores letrados de ellas, aunque en el caso del
tribunal santiaguino sólo lo fue uno de sus ministros, el oidor don Antonio Pereyra, teniente
asesor letrado de la intendencia de Arequipa en 1804. Igualmente, en el siglo XVIII algunos
de ellos habían sido defensores de menores, como el fiscal don José Perfecto Salas, defensor
general de menores de Lima y Callao, y el oidor don Francisco Tadeo Diez de Medina,
defensor de menores de La Paz en 1760.
                                                
2360 Antes había servido como visitador de los oficiales de gobierno y guerra de Chile (1592).
2361 Fue asesor del virrey conde de la Monclova.
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En otros casos algunos comenzaban sus servicios como auditores de guerra, tales fueron el
fiscal don Francisco Manrique de Lara, auditor general del Mar del Sur, y los oidores don
Francisco Tadeo Diez de Medina, auditor de guerra de las milicias de La Paz en 1763, y don
José Antonio Rodríguez Aldea, auditor de guerra interino de la expedición restauradora de
Chile en 1813.
Hubo también algunos que habían desempeñado ciertas comisiones, como el oidor don
Pedro de Hazaña Solís y Palacios, teniente de la visita de las minas de Huancavelica
realizada por Solórzano y Pereyra2362; su colega don Alonso de Solórzano y Velasco, juez de
la causa contra el gobernador de Huancavelica; y el también oidor don Ambrosio de Arévalo
y Sedeño, teniente de gobernador de Cartagena de Indias hacia 1650.
Dos ministros habían sido abogados de presos del Santo Oficio de Lima, a saber, el oidor
don Juan de Huerta Gutiérrez, entre 1641 y 16452363, y el fiscal don José Perfecto Salas hacia
1645.
Finalmente, dos ministros habían desempeñado oficios eclesiásticos, a saber, el oidor don
Pedro Machado de Chávez, visitador general del obispado de Santiago en 1622, y al siguiente
provisor y vicario general; y el fiscal don Luis Moxó, provisor y vicario general de Charcas.
Estos empleos los debían a sus parientes, en el primer caso el canónigo de Santiago y
gobernador en sede vacante don Francisco Machado de Chávez, hermano del oidor; y en el
segundo a su tío el arzobispo de Charcas don Benito María de Moxó.
5.3. Oficios togados anteriores a la Real Audiencia de Santiago de Chile
Desde la segunda mitad del siglo XVI se consolidó en la práctica del Consejo de Indias y
más tarde de la Cámara la existencia de un riguroso cursus honorum de las plazas togadas de
las audiencias de Ultramar, que no era único, pues había uno para los tribunales del virreinato
de la Nueva España y otro para los del Perú.
En el virreinato de la Nueva España las plazas normales de acceso al cursus honorum eran
las fiscalías de Santo Domingo, Guatemala, Manila y Guadalajara, de ellas se solía acceder a
las plazas de oidor de las mismas audiencias.
Las plazas de oidor, a su vez, estaban rigurosamente graduadas por la práctica del Consejo
y la Cámara al proveerlas. Así de oidor de Santo Domingo se acostumbraba pasar a igual
oficio en Guatemala o Guadalajara, y de oidor de Manila a las fiscalías o alcaldías del crimen
de Méjico.
Los oidores de Guatemala o Guadalajara eran promovidos generalmente en plazas de la
Audiencia de Méjico, normalmente a una alcaldía del crimen, y algunas veces directamente a
oidor.
Una vez alcanzada plaza de oidor en Méjico los ascensos se abrían a dos posibilidades. La
una, a plazas de oidor en la Audiencia y Chancillería Real de Valladolid o Granada, y la otra,
a las presidencias letradas de Indias, tales como las de Guatemala, Santa Fe, Quito, y
Charcas, esta última estimada como superior a las restantes.
                                                
2362 Había sido asesor del cabildo de Lima, y regidor de él.
2363 Fue también asesor del virrey marqués de Mancera entre 1640 y 1643.
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Desde estas últimas plazas, o en ciertos casos desde la misma de oidor de Méjico, se
ascendía a plaza togada en el Consejo de Indias, y luego a la Cámara de Indias, cuando
existía. De allí, sólo se podía aspirar a una plaza en el Consejo de Castilla, y culminar en la
Cámara.
En el caso del virreinato del Perú se solía ingresar en los oficios del fiscal de las
audiencias de Panamá, Santa Fe, Quito, Chile o Charcas, para ascender a oidor en ellas
mismas, aunque las plazas de oidor de Panamá solían tener ascenso a las de Santa Fe, y las de
Quito a Charcas.
Desde una plaza de oidor en alguna de estas audiencias se podía acceder a los oficios de la
Real Audiencia de Lima, bien las fiscalías, alcaldías del crimen, o plazas de oidor, y desde
estas últimas las posibilidades era alguna presidencia letrada indiana, o algún oficio en las
audiencias y chancillerías de Valladolid y Granada, e incluso ascender directamente al
Consejo de Indias, desde donde se podía llegar hasta el Consejo de Castilla.
De los 105 sujetos provistos en plazas de oidor, regente y fiscal para la Real Audiencia de
Santiago de Chile, solamente 24 habían servido algún oficio togado en otra audiencia
indiana, es decir, un 22.85%. De ellos, 3 eran fiscales, 16 oidores, y los 6 regentes2364.
Era natural que los seis regentes hubieran servido otros oficios antes de ser nombrados en
la Real Audiencia de Chile, pues desde 1776 esta nueva plaza era una de las superiores del
cursus honorum letrado en Indias.
El primer regente don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo (1776) llevaba 10 años en la
magistratura indiana al momento de ser nombrado en la regencia chilena, pues en 1766 había
ingresado a la judicatura como oidor en Charcas, en 1773 había sido promovido a la fiscalía
del crimen de Lima, y dos años después a la fiscalía civil.
El segundo regente don Francisco Antonio Moreno y Escandón (1788) tenía 12 años en la
carrera judicial ultramarina. En efecto, en 1776 había ingresado como fiscal del crimen en
Santa Fe, cuatro años más tarde había sido promovido a la fiscalía del crimen de Lima, y en
1785 había alcanzado plaza de oidor en el mismo tribunal.
El tercer regente don José de Rezaval y Ugarte (1792) contaba con 15 años en la
magistratura, pues en 1777 había accedido a ella como oidor en Santiago de Chile, y tres
años más tarde había sido ascendido a una alcaldía del crimen en Lima, y en 1787 a la plaza
de oidor decano en el Cuzco, pero ese mismo año se le ascendió a oidor en Lima.
El cuarto regente don Fernando Márquez de la Plata (1801) sumaba 25 años en la
judicatura indiana, pues había ingresado a ella en 1776 como fiscal del crimen en Charcas, y
cuatro años después había pasado como alcalde del crimen en Lima, y en 1789 había
obtenido ascenso a oidor, tras lo cual en 1796 había sido promovido a la regencia de Quito.
El quinto regente don Juan Rodríguez Ballesteros (1806) completaba 20 años en la
magistratura, pues en 1786 había ingresado como oidor en Santiago de Chile, de allí había
pasado como oidor a Lima en 1794.
                                                
2364 Dos de ellos habían ingresado a la magistratura en plaza de oidor precisamente en Santiago de Chile,
a saber, José de Rezaval y Ugarte y Juan Rodríguez Ballesteros, por ello se le considera dentro de los oidores.
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Finalmente, el último regente don Pedro Cernadas Bermúdez de Castro (1817) llevaba 40
años dentro de la carrera de la toga, pues en 1777 había ingresado a ella como oidor de la
Real Audiencia de Charcas, y diez años después había pasado a oidor en el Cuzco, y en 1806
a la regencia de Quito.
Como se puede apreciar, todos los regentes había seguido una carrera normal dentro del
cursus honorum del virreinato del Perú, y 5 de ellos habían pasado previamente por la Real
Audiencia de Lima, salvo el caso excepcional de Bermúdez de Castro, cuya carrera se vio
alterada por la insurrección de 1810.
De los 18 restantes ministros que habían servido plazas antes de llegar a la Real Audiencia
de Chile, 13 sólo habían ocupado un destino previo, y los otros cinco más de uno.
Ministros que sirvieron plazas togadas antes de asumir en la Real Audiencia de
Santiago
 AÑO PLAZA MINISTRO PLAZA ANTERIOR  AÑO  PLAZA
ANTERIOR
 AÑO
1605 Oidor Luis Merlo de la Fuente Alcalde del crimen Lima 1604 Oidor Panamá 1597
1616 Oidor Cristóbal de la Cerda
Sotomayor
Oidor Santo Domingo 1614
1620 Oidor Gaspar de Narváez Valdelomar Oidor Santo Domingo 1604 ---
1643 Oidor Nicolás Polanco de Santillana Fiscal futurario Charcas 1642 ---
1664 Oidor José de Meneses Oidor Guadalajara 1664 ---
1664 Fiscal Francisco Manrique de Lara Fiscal crimen Méjico 1640 ---
1672 Oidor Diego Portales y Salas Oidor Buenos Aires 1667 Fiscal Buenos Aires 1663
1687 Oidor Lucas Francisco Bilbao La
Vieja
Oidor Santo Domingo 1686 ---
1699 Fiscal Gonzalo Remírez de
Baquedano
Fiscal Quito 1689 ---
1703 Oidor Francisco de Rojas y Acevedo Alcalde futurario Lima 1696 ---
1700 Oidor Ignacio del Castillo Oidor supernumerario
Charcas
1703 ---
1723 Oidor Martín de Recabarren Oidor supernumerario
Panamá
1707 ---
1756 Oidor Melchor de Santiago Concha Oidor supernumerario
Charcas
1745 ---
1776 Oidor Juan José de la Puente Ibáñez Alcalde numerario Lima 1757 Alcalde futurario Lima 1747
1777 Oidor Luis de Santa Cruz y Zenteno Oidor supernumerario
Quito
1746 Oidor Charcas 1771
1789 Oidor Alonso González Pérez Oidor Buenos Aires 1783 Oidor Charcas 1778
1798 Fiscal Francisco Manuel de Herrera Fiscal Buenos Aires 1787 ---
1810 Oidor Antonio Caspe y Rodríguez Fiscal crimen Buenos
Aires
1804 ---
De estos 18 ministros únicamente cinco habían llegado a la Real Audiencia de Santiago de
Chile procedentes de alguno de los tribunales que integraban el cursus honorum del
virreinato de la Nueva España, y como excepciones que eran tenían claras explicaciones.
El primero fue el oidor de Santo Domingo don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor,
trasladado a la Real Audiencia de Santiago de Chile en 1616, quizá debido a que era natural
de la ciudad de Méjico, o a su propio pedimento.
525
El segundo fue el oidor de Santo Domingo don Gaspar de Narváez y Valdelomar, cuyo
traslado a Chile en 1620 se debía a los múltiples desórdenes y alteraciones producidos con el
gobernador de Río Hacha, de quien fue juez pesquisidor nombrado por la audiencia para
averiguar una arribada maliciosa de negros.
El tercer caso fue el del fiscal del crimen de Méjico don Francisco Manrique de Lara en
1664, pues este ministro nombrado para Méjico en 1640 fue suspendido siete años después
durante la visita del arzobispo Palafox, y por sentencia definitiva del Consejo pronunciada en
1658 fue suspendido por cuatro años y condenado en 12.000 pesos, por lo que una vez
cumplida la suspensión comenzaba nuevamente en el tribunal chileno su carrera.
El cuarto fue el oidor don José de Meneses, quien en 1664 había obtenido plaza de oidor
supernumerario en la Real Audiencia de Guadalajara, pero sin viajar a ella gestionó
personalmente en la corte su nuevo nombramiento en plaza de oidor de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, lo que consiguió en carácter supernumerario en 1666, y en propiedad en
1669.
El quinto y último caso fue también de un oidor de Santo Domingo, don Lucas Francisco
Bilbao La Vieja en 1687, pero este ministro inmediatamente de haber sido provisto para
Santo Domingo en 1686 gestionó su traslado a Chile y no llegó a viajar a su primer destino.
De los otros 13 ministros que llegaron a la Real Audiencia de Santiago de Chile después
de haber iniciado su cursus honorum ordinariamente dentro de los tribunales del virreinato
del Perú, sólo cuatro habían dado un paso fuera de lo regular.
Uno de ellos eran el oidor don Luis Merlo de la Fuente, que servía como alcalde del
crimen en Lima, pero su designación se debía a que en 1605 fue nombrado oidor fundador
del tribunal chileno conforme a la práctica de enviar a un togado con experiencia para plantar
una nueva audiencia, y además su nombramiento era por tres años, transcurridos los cuales
volvía a Lima con plaza de oidor. El segundo era el alcalde del crimen de Lima don Juan
José de la Puente Ibáñez, que aunque nombrado como decano de Santiago en 1776 rehusó el
traslado por considerar que era una plaza inferior fuera del curso normal; y el tercero fue don
Alonso González Pérez, que en 1789 pasó desde su plazas de oidor en Buenos Aires, pero
ello se debía a que se había decidido permutar su plaza con la de don Juan Hipólito Suárez
Trespalacios.
Los once restantes había seguido los peldaños ordinarios. En efecto, cuatro de ellos habían
comenzado como fiscales en las plazas inferiores de Charcas, Quito y Buenos Aires; otros
cuatro procedían de plazas supernumerarias en Charcas, Panamá y Quito; uno de plaza
futuraria de Lima; y otro de plaza de oidor en la primera audiencia de Buenos Aires.
6. Término de su servicio en la Real Audiencia de Chile
Como queda dicho en su lugar, de los 118 nombramientos de ministros realizados para la
Real Audiencia de Santiago de Chile en plazas con ejercicio, sólo 91 tuvieron efecto, pues en
el caso de los 27 restantes los sujetos agraciados con ellas no tomaron posesión del oficio.
De los seis regentes provistos para la Real Audiencia de Santiago de Chile sólo cinco
tomaron posesión de su plaza, pues el último de ellos fue nombrado cuando el tribunal ya
había sido disuelto por los independentistas. De los 81 sujetos provistos como oidores del
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tribunal santiaguino, asumieron 64, y los restantes 17 jamás llegaron a servir su plaza, y de
los 31 fiscales provistos sólo asumieron 22.
Ministros provistos y ministros que no tomaron posesión
MINISTROS PROVISTOS ASUMEN NO ASUMEN
REGENTES 6 5 1
OIDORES 81 64 17
FISCALES 31 22 9
TOTALES 118 91 27
Las razones por las cuales estos 27 sujetos nombrados para plazas en la audiencia de
Santiago no llegaron a tomar posesión de ellas fueron variadas, en efecto, 11 no alcanzaron a
prestar juramento debido a su muerte; otros 6 se excusaron de ir a servir a Chile; 4 fueron
promovidos de inmediato y no tuvieron tiempo de asumir; 3 no pudieron hacerlo en razón de
las alteraciones de la insurrección en época de la independencia; otro fue reformado antes de
viajar porque su plaza era futuraria; otro nombramiento no tuvo efecto, pues el ministro a
quien se le había llamado a suceder permaneció en la plaza; y otros dos jamás llegaron a
servir, por causas que se desconocen.
Ministros que no tomaron posesión de sus plazas
MINISTROS AÑO PLAZA RAZÓN
Pedro Cernadas Bermúdez de Castro 1817 Regente Independencia
Pedro Diez Romero 1606 Oidor Promoción
Juan Cortez 1651 Oidor Muerte (?)
Ambrosio de Arévalo y Sedeño 1653 Oidor Muerte
José Nieto de Ariza 1653 Oidor Muerte
Álvaro de Ibarra 1655 Oidor Excusa
Juan de La Plaza 1664 Oidor Muerte
Alonso Martín de Orellana 1680 Oidor Muerte
Pablo Vázquez de Velasco 1689 Oidor Promoción
Andrés de Hidalgo Paredes y Espinosa 1692 Oidor (?)
Francisco de Rojas y Acevedo 1703 Oidor Excusa
Salvador Sánchez de la Barreda 1708 Oidor Muerte
Juan de la Fuente Villalta 1750 Oidor Muerte
Juan José de la Puente 1776 Oidor Excusa
Ramón José de Salamanca 1785 Oidor Muerte
Antonio Castrillo 1799 Oidor Muerte
José Álvarez de Acevedo 1806 Oidor Sin efecto
Francisco Valdivieso y Pradas 1814 Oidor Independencia
Guillén de Solís 1605 Fiscal Excusa
Juan Manuel de Sotomayor 1645 Fiscal Excusa
Francisco Brito 1650 Fiscal Muerte (?)
Tomás Berjón de Caviedes 1653 Fiscal Excusa
Francisco Manrique de Lara 1663 Fiscal Muerte
Alonso Martín de Orellana 1674 Fiscal Promoción
Sancho García de Salazar 1680 Fiscal Promoción
Marcelo de Ayala y Marín 1700 Fiscal Reforma
Luis Moxó de Francoli 1810 Fiscal Independencia
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También queda dicho que, si bien fueron 91 los nombramientos que tuvieron efecto,
supuesto que los agraciados con ellos tomaron posesión de sus oficios, tales provisiones
recayeron sólo en 81 sujetos, pues de los 10 nombramientos restantes, 8 de los realizados en
plazas de oidor favorecieron a quienes ya servían la fiscalía del tribunal, y los otros 2
correspondían a nombramientos en la plaza de regente que se hicieron en favor de quienes ya
servían el oficio de oidor. Los 8 fiscales promovidos a oidor y que asumieron este nuevo
oficio fueron don Hernando Machado, don Jácobe de Adaro y San Martín, don Pedro
Machado de Chávez, don Antonio Fernández de Heredia, don Juan de Huerta Gutiérrez, don
Alonso de Solórzano y Velasco, don Manuel Muñoz de Cuéllar, y don Manuel de León y
Escobar. Por su parte, los dos oidores ascendidos a la regencia fueron don José de Rezaval y
Ugarte y don Juan Rodríguez Ballesteros.
El término de los servicios de los ministros de las audiencias indianas se podía deber a
diversas razones que, genéricamente se podían agrupar en las siguientes: i) muerte; ii)
jubilación; iii) ascenso y; iv) suspensión y destitución.
En el caso de los 81 sujetos nombrados como ministros de la Real Audiencia de Santiago
de Chile que tomaron posesión de sus plazas, 24 murieron en el ejercicio de ellas (29.62%);
otros 7 jubilaron (8.64%); otros 41 ascendieron (50.61%); 3 fueron suspendidos (1.23%); 1
reformado; y 5 afectados por la independencia (6.17%).
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6.1. Muerte
De los 81 ministros que asumieron sus oficios en la Real Audiencia de Santiago de Chile,
24 acabaron su carrera en el mismo tribunal debido a sus muertes, es decir, un 29.62%.
Ministros que murieron en el servicio de sus plazas
MINISTROS PLAZA PROVISIÓN MUERTE AÑOS DE
SERVICIO
Juan de Caxal Oidor 1605 1616 11
Hernando Talaverano Gallegos Oidor 1605 1619 14
Gabriel de Zelada Oidor 1607 1614 7
Hernando Machado Fiscal 1607 16302365 23
Pedro Álvarez de Solórzano Oidor 1611 1619 8
Rodrigo de Carvajal y Mendoza Oidor 1620 1632 12
Gaspar de Narváez y Valdelomar Oidor 1620 1632 12
Pedro Gutiérrez de Lugo Oidor 1634 1644 10
Gaspar de Escalona y Agüero Oidor 1647 1650 3
Manuel Muñoz de Cuéllar Fiscal 1657 16672366 10
Juan de la Cueva y Lugo Oidor 1680 1711 312367
Juan del Corral Calvo de la Torre Oidor supernumerario 1695 1737 422368
Juan Próspero de Solís Vango Oidor 1707 1743 36
Leandro Fernando de Torquemada Oidor supernumeraro 1710 1714 4
Francisco Sánchez de la Barreda y
Vera
Oidor supernumerario 1712 1738 26
Martín de Recabarren Oidor 1723 1767 44
Gregorio Blanco Laysequilla Oidor 1744 1772 28
Nicolás de Mérida y Segura Oidor 1777 1781 4
Luis de Santa Cruz y Zenteno Oidor 1777 1784 7
Francisco Tadeo Diez de Medina Oidor 1779 1803 242369
Joaquín Pérez de Uriondo y
Martierena
Fiscal 1779 1794 15
Luis de Urriola y Echeverz Oidor 1780 1798 18
Francisco Antonio Moreno y
Escandón
Regente 1788 1792 4
José de Rezaval y Ugarte Regente 1792 1800 8
                                                
2365 Murió cuando ya ocupaba, plaza de oidor que se le había dado en 1620.
2366 Murió cuando ya era oidor, plaza que se le había concedido en 1663.
2367 Este ministro estuvo suspendido entre 1686 y 1711.
2368 Este ministro estuvo suspendido en varias ocasiones.
2369 Este ministro estuvo fuera del tribunal entre 1794 y 1800.
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6.2. Jubilación
De los 81 ministros que asumieron sus oficios en la Real Audiencia de Santiago de Chile,
solamente 7 acabaron su carrera en el tribunal como consecuencia de haber obtenido la
jubilación, es decir, un exiguo 8.64%.
Ministros que se jubilaron en el servicio de sus plazas
MINISTROS PLAZA PROVISIÓN JUBILACIÓN AÑOS DE
SERVICIO
Pedro Machado de Chávez Fiscal 1631 1644 132370
Ignacio Fausto Gallegos Oidor 1709 1745 36
Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo Fiscal 1721 1746 25
Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán Oidor 1739 1773 34
Alonso González Pérez Oidor 1789 1798 202371
José Antonio Moxó de Francoli Fiscal 1803 1810 7
Juan Rodríguez Ballesteros Regente 1806 1817 11
La jubilación se concedía normalmente después de acreditados los méritos y servicios del
ministro, y los quebrantos y enfermedades que padecía, y se otorgaba generalmente con goce
a la mitad de los gajes de la plaza, los que gravaban el salario del sucesor, quien mientras
viviera el jubilado solamente iba a gozar de la mitad de sueldo.
Por real decreto fechado el 30 de abril de 1746 fue jubilado don Martín Gregorio de
Jáuregui y Ollo, quien llevaba 25 años en el ejercicio de la fiscalía del tribunal. Los términos
de su jubilación eran los siguientes: V.M. concede a Dn. Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo,
fiscal de la Audiencia de Chile, jubilación con mitad de sueldo y licencia para venir a
España, y nombra para aquella Plaza con la otra mitad a Dn. Joseph Perfecto Salas, y
licencia para contraer matrimonio2372.
El oidor don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán nombró un procurador para que en la
corte pidiera su jubilación, pero como nada de ella sabía en 1772, solicitó al virrey del Perú
por carta fechada en Santiago el 20 de abril de 1772 que instara por su jubilación debido a
sus quebrantos de salud, pues expresaba que no era: Compatible con la avanzada edad y
avituales dolencias el exacto cumplimiento de mi obligacion en el cargo de oydor de esta
Real Audiencia, de que tome posesion en el año de 1742, tuve por conveniente remitir poder
para que se me solicitase jubilacion de la piedad del Rey, cuyo exito ignoro2373, y agregaba
que de sus constantes ocupaciones: Me resulto notable novedad en la vista, a mas de la
cortedad que antecedentemente experimentaba, con cuyo acontecimiento se aumenta por
instantes mi cuidado y escrupulo por no poderme dedicar al reconocimiento prolijo de los
                                                
2370 Jubiló cuando ya servía plaza de oidor, a la que había sido promovido en 1634.
2371 Servía en la magistratura desde 1778, año en que había ingresado como oidor en Charcas.
2372 AGI. Chile, 182, Provisiones de empleos políticos, militares, agregación y grados del distrito de esta
Audiencia. Año 1746 , RD. 30-IV-1746.
2373 AGI. Chile, 182, Sobre la Jubilación concedida con medio sueldo al Oydor Decano de Chile Dn.
Juan de Valmazeda, en virtud de sus méritos, Carta del oidor Balmazeda al virrey, Santiago, 20-IV-1772.
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procesos, ni al estudio de los Autores que tratan el punto de Derecho que se controvierte por
las partes litigantes2374. Finalmente obtuvo su jubilación, de la que comenzó a usar en
17752375.
El oidor don Alonso González Pérez fue jubilado por real decreto fechado el 2 de
diciembre de 1798 con goce a mitad de sueldo, de tal manera que su sucesor el oidor don
José Santiago Aldunate y Guerrero solamente percibiría la otra mitad de los gajes de la
plaza2376. González Pérez llevaba 20 años en la magistratura, pues en 1778 había sido
nombrado oidor en Charcas, y en 1783 había sido trasladado a Buenos Aires, y seis años más
tarde a la de Chile.
6.3. Ascenso
Un importante número de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile terminó
sus servicios en ella debido a que fueron promovidos a otros destinos, tanto dentro de la
judicatura, cuanto fuera de ella.
Fueron ellos un total de 41, lo que representaba un 50.61% del total de 81 ministros que
asumieron.
Ministros que ascendieron a otras plazas
PROVISIÓN MINISTRO PLAZA ASCENSO AÑO SERVICIO EN
CHILE
1605 Luis Merlo de la Fuente Oidor Oidor Lima 1609 3
1616 Cristóbal de la Cerda y Sotomayor Oidor Oidor Lima 1635 19
1620 Jácobe de Adaro y San Martín Oidor Alcalde crimen Lima 1638 182377
1634 Pedro González Güemes de la Mora Oidor Oidor Santa Fe 1647 13
1635 Antonio Fernández de Heredia Oidor Fiscal Lima 1652 172378
1638 Bernardino Figueroa de la Cerda Oidor Alcalde crimen Lima 1651 13
1643 Nicolás Polanco de Santillana Oidor Fiscal Charcas 1651 82379
1645 Juan de Huerta Gutiérrez Oidor Inquisidor Lima 1661 162380
1652 Alonso de Solórzano y Velasco Oidor Oidor Buenos Aires 1664 122381
                                                
2374 Ibidem.
2375 ANCG. 223, Sobre que don Juan de Balmazeda use de su jubilación, 4-XI-1775, fs. 196-198.
2376 AGI. Chile, 184, Provisiones de empleos, mercedes y gracias. Año 1798, RD. 2-XII-1798.
2377 En 1620 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de Santiago, y en 1631 ascendido a oidor en el
mismo tribunal.
2378 En 1635 había sido nombrado fiscal de la Real Audiencia de Santiago y en 1641 fue ascendido a
oidor en el mismo tribunal.
2379 No aceptó esta promoción y permaneció en Chile hasta 1658, año en que pasó a Lima promovido a la
fiscalía civil.
2380 En 1645 había sido nombrado fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile y ascendido a oidor el
año 1650.
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1659 Gaspar de la Cuba y Arce Oidor Alcalde crimen Lima 1671 12
1680 Juan de la Peña Salazar Oidor Alcalde crimen Lima 1686 6
1680 Sancho García de Salazar Oidor Fiscal crimen Lima 1688 82382
1681 Pablo Vásquez de Velasco Oidor Fiscal crimen Lima 1690 92383
1683 Juan de Laya Bolívar Oidor Alcalde crimen Lima 1690 7
1687 Lucas Francisco Bilbao La Vieja Oidor Fiscal crimen Lima 1703 16
1688 José Blanco Rejón Oidor Arcediano La Plata 1706 18
1688 Álvaro Bernardo de Quiroz Oidor Alcalde crimen Lima 1704 16
1690 Diego de Zúñiga y Tovar Oidor Oidor Granada 1709 19
1690 Gonzalo Remírez de Baquedano Fiscal Oidor supernum.
Lima
1699 192384
1702 Baltazar de Lerma Salamanca Fiscal Oidor Charcas 1712 10
1703 Ignacio Antonio del Castillo Oidor Oidor Charcas 1723 20
1712 Miguel de Gomendio y Urrutia Fiscal Alcalde crimen Lima 1721 9
1740 José Clemente de Traslaviña y Oyagüe Oidor Oidor Lima 1776 26
1746 José Perfecto Salas Fiscal Oidor Contratación 1776 302385
1747 Juan Verdugo Oidor Alcalde crimen Lima 1776 29
1748 Domingo Martínez de Aldunate Oidor Alcalde crimen Lima 1776 28
1756 Melchor de Santiago Concha Oidor Alcalde crimen Lima 1776 20
1776 Benito María de la Mata Linares Oidor Oidor Lima 1778 2
1776 Tomás Antonio Álvarez de Acevedo Regente Consejo de Indias 1788 12
1776 Lorenzo Blanco Cicerón Fiscal civil Oidor Charcas 1779 3
1776 Ambrosio Zerdán y Simón Pontero Fiscal crimen Alcalde crimen Lima 1779 3
1777 José Lucas Gorbea y Vadillo Oidor Fiscal crimen Lima 1784 7
1779 José Márquez de la Plata y Soto Fiscal civil Fiscal Buenos Aires 1783 4
1786 Juan Hipólito Suárez Trespalacios Oidor Oidor Buenos Aires 1789 3
1794 José de Santiago Concha Oidor Oidor Lima 1806 122386
1795 José Santiago de Aldunate y Guerrero Oidor Alcalde crimen Lima 1815 20
1798 Francisco Manuel de Herrera Fiscal Fiscal civil Lima 1803 5
1800 Manuel José de Irigoyen Oidor Oidor Buenos Aires 1811 11
1801 Fernando Márquez de la Plata Regente Consejo de Indias 1806 5
1804 Félix Francisco Bazo y Berry Oidor Alcalde crimen Lima 1809 5
1810 Antonio Caspe y Rodríguez Oidor Alcalde crimen Lima 1815 5
Estos datos confirman la existencia y mantenimiento de un riguroso cursus honorum
dentro de las plazas togadas del virreinato del Perú, y de él se pueden extraer las siguientes
conclusiones.
                                                                                                                                         
2381 En 1652 había sido nombrado fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile y ascendido a oidor el
año 1657.
2382 En 1680 había sido nombrado fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile y ascendido a oidor al
año siguiente.
2383 En 1681 había sido nombrado fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile y ascendido a oidor
en 1689, pero no asumió esta plaza, pues pasó de inmediato a Lima.
2384 Permaneció en Chile hasta que obtuvo plaza en propiedad en Lima, lo que ocurrió en 1702.
2385 Entre 1761 y 1775 estuvo fuera de la audiencia desempeñándose como asesor del virrey en Lima.
2386 Rehusó el ascenso y permaneció en el tribunal hasta su disolución en 1811, época en la que llevaba
17 años de servicio, y se reincorporó en 1815 al ser restaurada la audiencia, y permaneció en ella hasta su
extinción en 1817.
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a) Las plazas de ascenso ordinarias para los ministros de la Real Audiencia de Santiago de
Chile eran las de la audiencia virreinal, en efecto, de los 41 magistrados que fueron
promovidos, 26 pasaron a la audiencia limeña, es decir, un 63.41%.
a.1) Lo más frecuente era que del oficio de oidor se ascendiera a alguna de las alcaldías
del crimen limeñas, tal fue el caso de 14 de los ministros santiaguinos.
a.2) Eras escasas las ocasiones en las que se ascendía a la fiscalía, normalmente del
crimen, situación que fue la de 6 togados.
a.2) Eran más raros los casos en los que se pasaba directamente a una plaza de oidor, sólo
6 ministros, pero respecto de todos ellos había causas concretas que explicaban el haberse
saltado un peldaño del curso ordinario.
En efecto, el oidor don Luis Merlo de la Fuente, fue nombrado como decano en 1605,
cuando ya era alcalde del crimen en Lima, y se le envió como fundador con la futura de oidor
de Lima para después de tres años; don Cristóbal de la Cerda llevaba 19 años de servicio al
ser promovido, lo que era casi el doble del tiempo que suponía un ascenso de oidor de Chile
a una alcaldía del crimen; caso semejante era el de don José Clemente de Traslaviña y
Oyagüe, que llevaba 26 años en el tribunal, además su ascenso fue forzado por la política de
Gálvez; don Benito María de la Mata, sólo llevaba 2 años en su plaza de oidor, pero su
ascenso se debía con toda seguridad a la influencia de su padre don Francisco Manuel, a la
sazón consejero de Cámara de Castilla; y a la misma razón se debía el ascenso a plaza de
oidor supernumerario de Lima de don Gonzalo Remírez de Baquedano, pues su hermano
Juan era consejero de Castilla y su hermano Diego Felipe consejero de Órdenes y; don José
de Santiago Concha llevaba 12 años, aunque su ascenso no tuvo efecto.
b) El traslado a la Real Audiencia de Buenos Aires, cuando la hubo, no era propiamente
un ascenso, pues sólo 4 ministros pasaron a ella, a saber, en 1664 el oidor Alonso de
Solórzano y Velasco, como oidor fundador; en 1783 el fiscal don José Márquez de la Plata a
la fiscalía; en 1786 el oidor Juan Hipólito Suárez Trespalacios, pero habiendo permutado su
plaza con el oidor de Santiago don Alonso González Pérez; y en la excepcional situación de
1811 del oidor don Manuel de Irigoyen.
c) La Real Audiencia de Charcas no se encontraba dentro de las plazas de ascenso de la
Real Audiencia de Santiago de Chile. En efecto, sólo cuatro ministros fueron destinados a
ella, a saber, en 1651 el oidor don Nicolás Polanco a la fiscalía, pero la rehusó porque
contrariaba la carrera ordinaria; en 1712 el fiscal Baltazar José de Lerma a plaza de oidor; en
1723 el oidor don Ignacio Antonio del Castillo a plaza de oidor; y en 1779 el fiscal de lo civil
don Lorenzo Blanco Cicerón, debido a la política de separarlo de su plaza por haber casado
con la hija de los marqueses de Villapalma de la Encalada.
d) Sólo un ministro fue trasladado a la Real Audiencia de Santa Fe, a saber, el oidor don
Pedro González Güemes de la Mora como sanción. En efecto, por haber casado sin el real
permiso con natural de su distrito el virrey del Perú avisó al Consejo y se le instruyó proceso,
en el que fue condenado en 1639 a pagar 2.000 pesos y a salir de Santiago dentro de los 20
días siguientes a que fuera notificado de la sentencia. Pero en 1640 recibió una real cédula
que había obtenido su suegra, doña María de Silva, merced a un beneficio a la real corona de
2.700 ducados para poder casar a una de sus hijas con oidor, razón por la cual se revió su
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causa, pero se mantuvo la condenación por sentencia de vista del 1 de agosto de 1646 y de
revista del 4 de febrero de 16472387.
e) Solamente dos ministros fueron trasladados a plazas no togadas, sino a eclesiásticas,
tales fueron el oidor don Juan de Huerta Gutiérrez como inquisidor en Lima, y su colega don
José Blanco Rejón como arcediano en Charcas.
f) Excepcionalmente cuatro ministros fueron promovidos a plazas en la península, a saber,
dos al Consejo de Indias, uno a la Casa de la Contratación, y otro a la Audiencia y
Chancillería de Granada, casos que tenían explicaciones muy concretas.
f.1) Los dos ministros que pasaron al Consejo de Indias fueron los regentes don Tomás
Antonio Álvarez de Acevedo en 1788, y don Fernando Márquez de la Plata en 1806,
situación explicable pues se hallaban en la cima de los oficios togados indianos.
f.2) El único ministro promovido a la Casa de la Contratación fue el fiscal don José
Perfecto Salas, traslado que fue una de las medidas adoptadas por Gálvez para acabar con las
vinculaciones que con la sociedad local tenían los togados de la Real Audiencia de Santiago
de Chile, de tal manera, a finales de 1776 debió salir del reino, para hacerse cargo de su
nueva plaza de oidor, cuyo título se le había despachado por real provisión del 29 de junio de
1776, pero como se resistiera al traslado y demorara su viaje, no alcanzó a embarcar, pues
murió de un infarto en el Río de la Plata
f.3) El oidor don Diego de Zúñiga y Tovar, por real decreto del 12 de junio de 1708 fue
nombrado oidor supernumerario de la Audiencia y Chancillería Real de Granada,
probablemente previo servicio pecuniario 2388, sin embargo, por real decreto del 21 de abril de
1711 se ordenó que no se le dieran sus reales despachos para tomar posesión de su plaza por
no haber dado aun residencia del tiempo que había servido en Chile. Ante ello, hizo presente
que había dejado en Santiago mandatario con poder bastante para responder por las resultas
de la residencia. En dicha conformidad, por real decreto del 12 de octubre de 1711 fue
nombrado en plaza supernumeraria con ejercicio y tratamiento del Consejo de Indias, de la
que tomó posesión siete días después. Tras la reorganización del Consejo de Indias en 1717
fue nombrado como uno de sus ministros togados. Sobre consulta del 22 de diciembre de
1721 fue nombrado miembro del Consejo de Cámara, plaza de la que se le despachó su título
por real provisión fechada el 18 de febrero de 1722. Por real cédula fechada el 21 de
noviembre de 1735 fue liberado de asistir a las reuniones del Consejo debido a sus
enfermedades y achaques.
6.4. Suspensión y destitución
Sólo tres ministros acabaron sus servicios en la Real Audiencia de Santiago de Chile
producto de una sanción, que consistió en su suspensión o depósito en otro tribunal.
El primero de ellos fue don José de Meneses, a quien por real provisión fechada el 18 de
junio de 1664 se le despachó título de oidor supernumerario de la Real Audiencia de
Guadalajara, y a su pedimento se le concedió una plaza supernumeraria en la Real Audiencia
                                                
2387 AGI. Chile, 1, Consultas 1578-1665, consulta nº. 277, 27-II-1647.
2388 AGI. Chile, 67, Consultas, RD. 12-VII-1708, anexo a consulta nº 57.
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de Chile conforme a su título extendido por real provisión del 5 de junio de 1666. Por otra del
20 de abril de 1669 se le libró título en propiedad, oficio en el que despachó desde el 8 de
febrero de 1670 hasta su suspensión.
En 1668 ingresó a la Orden de Santiago, pero como el Consejo de Indias fue noticiado de
la falsedad de la genealogía y de los instrumentos que había presentado para obtener el
hábito, se mandó practicar una segunda diligencia y, en su vista, se anuló la concesión en
1671, ordenándose recoger el título, privarle el hábito y apresarle, pero no obstante ello viajó
a Chile, y tomó posesión de su plaza.
Por real cédula fechada en Madrid el 4 de diciembre de 1674 se ordenó al presidente del
reino que le desterrara a Valdivia, con goce a la mitad de su salario: Por el escándalo y mal
ejemplo con que se ha entendido ha vivido...teniendo amistad ilícita con una mujer soltera y
los excesos que acerca de esto ha cometido ajenos de un ministro de su grado2389, y por otra
real cédula fechada el 9 de julio de 1680 se mandó que de su medio salario, sólo se le
entregaran 1.000 pesos, pues otros 300 se darían a la mujer con quien tuvo trato ilícito, y los
restantes a su mujer e hijos2390.
El segundo de ellos fue el fiscal don Francisco de Cárdenas y Solórzano que, sobre
consulta del 8 de abril de 1669 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de Santiago, y se le
despachó su título por real provisión fechada en Madrid el 20 de abril del mismo año, plaza
que juró el 2 de diciembre del mismo año y en la que despachó hasta finales de 1675.
Mientras sirvió en Chile, dio motivo a diversos escándalos derivados de su vida
desarreglada. El obispo de Santiago, fray Diego de Humanzoro, escribía al rey, que: He sido
informado que el señor don Francisco de Cárdenas, fiscal de esta Audiencia, tiene
comunicación y trato ilícito con doña María de Astorga y que para comunicarse con la
susodicha, viste traje lascivo e indecente de mujer y ha solicitado que le encomienden y
encarguen las rondas de noche por tener más comodidad de comunicarse con la susodicha
y con las obligaciones de su oficio fomenta pecados públicos2391. En 1671 participó
activamente en los desórdenes habidos en el capítulo de los religiosos de San Agustín, a
instancias del presidente Meneses, e incluso irrumpió con soldados en la sala capitular, para
hacer elegir provincial a fray Agustín del Molino y definidor a un hermano suyo.
Estas quejas movieron a la corona a enviarle en depósito a servir la fiscalía de la Real
Audiencia de Panamá, sanción que fue ordenada sobre consulta del 2 de diciembre de 1674,
y que se le comunicó por real cédula del 28 de diciembre del mismo año. Por otra real cédula
fechada el 3 de noviembre de 1675, se ordenó al presidente don Juan Henríquez, que le
instruyera proceso por su vida escandalosa y por ciertos cohechos que se le imputaban, en
concierto del escribano de cámara Antonio Sánchez. El virrey del Perú, posteriormente dio
comisión al licenciado Lucas de Segura y Lara para conocer de los procesos seguidos contra
este ministro.
El tercer caso fue el del oidor don Manuel de León y Escobar, quien sobre consulta del 15
de julio de 1665 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de Santiago, oficio del que se le
                                                
2389 AGI. Chile, 223, Sueldos, RC. Madrid, 28-XII-1674.
2390 Idem, RC. Madrid, 9-VII-1680.
2391 MM. 163, doc. 3.309.
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despachó título por real provisión fechada en Madrid el 18 de enero de 1666, y que comenzó
a servir el 2 de mayo de 1667. Sobre consulta del 8 de abril de 1669 fue ascendido a plaza de
oidor de la Real Audiencia de Chile, despachándose su título por real provisión fechada en
Madrid el 20 de abril de 1669, oficio en el que juró el 15 de noviembre de 1670, y que sirvió
hasta septiembre de 1674.
Los numerosos escándalos que promovió en Chile fueron la causa de la suspensión de su
oficio. En efecto, en 1670, el obispo de Santiago, comunicaba al monarca, que el nuevo
ministro: Tiene trato ilícito y escandaloso con una mozuela de mal vivir que se llama por mal
nombre la Pinchá. Meses después, insistía el prelado, en que: Ha seguido en sus vicios a sus
compañeros, dando muy mal ejemplo con una mujer soltera, a quien el gobernador desterró
a instancias mías, y la echó y desterró de esta ciudad2392. Se enemistó con su colega de la
Peña, porque había logrado que el presidente desterrara a la amante de este último, quien le
acusó de cometer pecado nefando. Hecho que dio origen a un largo proceso iniciado el 16 de
septiembre de 1674, fecha en que el presidente Juan Henríquez le hizo apresar y le encerró en
la torre de la casa de recogidas, de donde el visitador Munive le trasladó a la cárcel del Callao
en 1675 a bordo del navío Santo Tomás. Permaneció preso en la cárcel del Callao hasta su
muerte.
Sobre consulta del 29 de noviembre de 1686 se declaró que no podía volver al ejercicio de
su plaza y por otra del 8 de enero de 1687, no obstante, haber sido absuelto de los crímenes
que se le imputaban, se ordenó designarle sucesor y retirarle con medio salario: Para pasar
la vida por su pobreza y crecida edad2393, pero ya había muerto.
6.5. Otras razones
Hubo cinco ministros que terminaron sus servicios debido a la insurrección
independentista, tales fueron los oidores José Santiago Concha; Francisco Valdivieso y
Pradas, Antonio Pereyra; José Antonio Rodríguez Aldea, y el fiscal José Antonio de
Navarrete.
Finalmente el oidor don José Valverde Contreras y Alarcón fue afectado por las reformas
de las plazas futurarias en 1703.
7. Residencias
Pocos son los expedientes de los juicios de residencias de los ministros de la Real
Audiencia de Santiago de Chile que se conocen, y en ellos los togados siempre fueron
declarados por buenos y justos jueces, sin que se les hubiera puesto culpa ni cargo alguno.
Don Diego Portales y Salas por el tiempo que sirvió en la Real Audiencia de Santiago de
Chile fue residenciado por el oidor don Juan de la Cueva y Lugo, quien en sentencia del 15
de mayo de 1684 le declaró por bueno, recto y limpio juez2394.
                                                
2392 ANCI. 302, Carta del obispo fray Diego de Humanzoro al rey, Santiago, 20-VI-1672, fs. 154.
2393 AGI. Chile, 2, Consultas originales del distrito de dicha Audiencia. Años de 1657 a 1699, Consulta
nº 197, 8-I-1687.
2394 ANCI. 303, Residencia del oidor don Diego Portales, 1684.
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La residencia del tiempo que sirvió en la Real Audiencia de Santiago de Chile el fiscal
don Gonzalo Remírez de Baquedano fue encomendada al oidor de la misma audiencia don
Diego de Zúñiga y Tovar por real provisión fechada en Madrid el 28 de marzo de 1705. El
oidor Zúñiga y Tovar publicó la residencia en la ciudad de Santiago el día 15 de julio de
1708, y dictó sentencia el 15 de junio de 1709 absolviéndole de todos los cargos y
declarándole por: Bueno, recto y limpio juez2395.
En la residencia tomada al oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Lucas
Francisco de Bilbao La Vieja, publicada el 17 de junio de 1709, también fue declarado por:
Bueno, recto y limpio juez2396
Don Diego de Zúñiga y Tovar fue residenciado del tiempo que sirvió en la audiencia
santiaguina por su colega don Juan del Corral Calvo de la Torre, a quien se la había
encomendado por real cédula fechada el 10 de agosto de 1711, la que fue publicada el 28 de
noviembre de 1713 y, finalmente por sentencia librada en Santiago el 6 de febrero de 1714
fue declarado: bueno, limpio y recto juez, y durante el desempeño de su oficio se declaraba
que no había culpa de que hacerle cargo, pues: Corrio con limpieza y desinteres con los
litigantes en las causas y negocios que determino2397.
La residencia del oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz fue encomendada por real cédula
despachada en Madrid el 26 de enero de 1713 al oidor don Francisco Sánchez de la Barreda y
Vera, quien en su sentencia fechada el día 25 de mayo de 1715 le declaró por: Bueno, recto y
limpio juez.
8. Carrera posterior
Las plazas de la Real Audiencia de Santiago de Chile se encontraban dentro del cursus
honorum letrado del virreinato del Perú, por esta razón fue muy frecuente que los letrados
que servían en ella fueran ascendidos a plazas situadas en niveles más altos de la carrera
togada y que continuaran sus ascensos hasta alcanzar plazas situadas en los reinos de España,
tanto en las audiencias y chancillerías, cuanto en los Consejos, especialmente el de las Indias.
De los 41 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que ascendieron de ella a
otros destinos, 25 acabaron su carrera en la Real Audiencia de Lima, a saber, 19 de ellos en
plaza de oidor, 5 como alcaldes del crimen y 1 como fiscal. Otros 2 culminaron sus ascensos
en plaza de oidor de la Real Audiencia de Charcas; 3 más como oidores en la Real Audiencia
de Buenos Aires; otros 2 en la Real Audiencia de Santa Fe, uno como presidente y otro como
regente.
A los ministros anteriores se sumaba uno que no continuó en la magistratura, pues abrazó
la carrera eclesiástica y terminó sus días como canónigo de la catedral de Charcas.
En plazas de los reinos de España acabaron 8 ministros. De ellos 6 en el Consejo de
Indias, y 2 en la Casa de la Contratación.
                                                
2395 ANRACH. 1.639, Residencia del fiscal don Gonzalo Remírez de Baquedano , 1709.
2396 ANRACH. 1.620, Residencia del oidor don Lucas Bilbao La Vieja , 1709.
2397 ANRACH. 2.643, pza. 6, Papeles de la residencia del oidor don Diego de Zúñiga y Tovar, 1714.
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Carrera y ascensos de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
AÑO MINISTRO PLAZA ASCENSO AÑO ASCENSO AÑO ASCENSO AÑO ASCENSO AÑO
1605 Luis Merlo Oidor O Lima 1609
1616 Cristóbal de Cerda Oidor O Lima 1635
1620 Jácobe de Adaro Oidor A Lima 1638
1634 Pedro González Oidor O S. Fe 1647 OS Lima 1661
1635 Antonio F. Heredia Oidor F Lima 1651 O Lima 1653 P Quito 1660 OD Lima 1663
1638 Bernardino
Figueroa
Oidor A Lima 1651 O Lima 1658
1643 Nicolás Polanco Oidor F Charcas 1651 F Lima 1658 O Lima 1663
1645 Juan de Huerta Oidor I Lima 1661 O B.Aires 1661 P Santa Fe 1674
1652 Alonso Solórzano Oidor O B.Aires 1664 O Charcas 1670
1659 Gaspar de la Cuba Oidor A Lima 1671 O Lima 1683
1680 Juan de la Peña Oidor A Lima 1686 O Lima 1689
1680 Sancho García Oidor F Lima 1688 O Lima 1689
1681 Pablo V. Velasco Oidor F Lima 1690 OS Lima 1700 O Lima 1703
1683 Juan de Laya Oidor A Lima 1690
1687 Lucas Bilbao Oidor F Lima 1703
1688 José Blanco Rejón Oidor Arcediano 1706
1688 Álvaro B. de
Quiroz
Oidor A Lima 1704 O Lima 1712
1690 Diego de Zúñiga Oidor O Granada 1708 CS Indias 1711 C Indias 1717 CC Indias 1721
1690 Gonzalo Remírez Fiscal OS Lima 1699 O Lima 1702 FF Indias 1711 C Indias 1718
1702 Baltazar de Lerma Fiscal O Charcas 1712 O Lima 1723
1703 Ignacio del Castillo Oidor O Charcas 1723
1712 Miguel Gomendio Fiscal A Lima 1721
1740 José de Traslaviña Oidor O Lima 1776
1746 José Perfecto Salas Fiscal Contratación 1776
1747 Juan Verdugo Oidor A Lima 1776
1748 Domingo Aldunate Oidor A Lima 1776 O Lima 1778 F Contratación 1779
1756 Melchor S. Concha Oidor A Lima 1776 O Lima 1779
1776 Benito de la Mata Oidor O Lima 1778 R B.Aires 1787 C Indias 1802 CC Indias 1807
1776 Tomás Álvarez A. Regente C Indias 1788
1776 Lorenzo Blanco Fiscal O Charcas 1779 O Charcas 1779 O Buenos Aires 1786
1776 Ambrosio Zerdán Fiscal A Lima 1779 A Lima 1779 O Lima 1784
1777 José Gorbea Oidor F Lima 1784 R Manila 1802 R Buenos Aires 1803 F Indias 1804
1779 José M. de la Plata Fiscal F B. Aires 1783 O B.Aires 1804
1786 Juan Hipólito
Suárez
Oidor O B. Aires 1789
1794 José de S. Concha Oidor O Lima 1806
1795 José de Aldunate Oidor A Lima 1815 O Lima 1816
1798 Francisco de
Herrera
Fiscal F Lima 1803 R S. Fe 1803
1800 Manuel de Irigoyen Oidor O B. Aires 1811 F Lima 1815 A Lima 1818
1801 Fernando M. Plata Regente C Indias 1806
1804 Félix Bazo y Berry Oidor A Lima 1809
1810 Antonio Caspe Oidor F Lima 1815 O Lima 1818
TABLA: O: Oidor; OD: Oidor decano; OS: Oidor supernumerario; F: Fiscal; FF. Fiscal futurario; P: Presidente; R:
Regente; A: Alcalde del crimen; C: Consejero; I: Inquisidor.
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II. LOS MINISTROS Y LA SOCIEDAD
1. Las familias de los ministros
Estudiar las familias de los ministros de las audiencias indianas constituye una tarea ardua
y pesada, no sólo por la dificultad para contar con los datos necesarios, sino también porque
permite analizar una serie de aspectos históricos, sociales, culturales, sociológicos, etc. casi
imposibles de agotar, por tal razón, para los efectos de este trabajo, se revisarán sólo algunos
de los aspectos de más interés para la historia del derecho, tales como: su procedencia social,
la tendencia a la endogamia profesional, las redes de parentescos, las vinculaciones con la
sociedad local, y la vida cotidiana de los ministros.
1.1. Ascendientes de los ministros
Los padres de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile pertenecían en su
mayoría a familias de cierta nobleza, bien por detentar algún título, por ser señores de
vasallos, por pertenecer a órdenes militares, o por formar parte de las pequeñas aristocracias
locales.
Además un buen número de ascendientes de los ministros de la audiencia chilena eran
miembros de consejos y audiencias peninsulares e indianas, otros eran letrados con estudio
abierto, y cierto número eran militares.
Los datos y cifras que se ofrecen no son enteramente representativas, pues de los 105
ministros provistos, respecto de 48 de ellos no aparece declarado el oficio u ocupación del
padre.
1.1.1. Los nobles titulados
No eran muchos los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile cuyos padres
ostentaban algún título nobiliario. En efecto, sólo 9 de ellos eran hijos de titulados, lo que
representaba un 8.59% del total de 105 ministros provistos para el tribunal, aunque este
porcentaje pareciera representar la media en los consejos y tribunales reales, así para los
consejeros de Castilla entre 1621 y 1746 Fayard señala que comprendían por término medio
un 8% de hijos de titulados2398.
De estos nueve ministros, cuatro eran hijos de nobles con títulos de los reinos de España,
y los cinco restantes de nobles con títulos americanos.
Los hijos de nobles titulados de los reinos de España eran el oidor don José del Castrillo,
hijo del marqués de las Cuevas del Becerro; y los fiscales don Gonzalo Remírez de
Baquedano, hijo del primer marqués de San Martín de Amescoa y Andía; don Antonio Moxó
de Francoli, hijo del primer barón de Juras Reales don Francisco Moxó; y don Luis María
Moxó de Francoli, hijo del segundo barón de Juras Reales.
                                                
2398 FAYARD, Janine, Les membres du Conseil de Castille à l’époque moderne, 1621-1746, Ginebra,
1979. Hay versión castellana bajo el título de Los miembros del Consejo de Castilla (1621-1746), Madrid,
1982, por la que cito, p. 230.
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Todos estos títulos eran recientes, pues dos de ellos habían sido otorgados a finales del
siglo XVII por Carlos II, y el restante en la segunda mitad del siglo XVIII por Carlos III.
En efecto, el título de marqués de las Cuevas del Becerro había sido concedido por Carlos
II el 22 de febrero de 1693 al caballero de Santiago y señor de las Cuevas del Becerro don
Cristóbal del Castillo y Fajardo, y el de marqués de San Martín de Amescoa también lo había
otorgado Carlos II el 25 de diciembre de 1690 a don Diego Remírez de Baquedano, y con
esta denominación el 20 de febrero de 1695 le concedió el título de marqués de Andía.
De su lado, el título de barón de Juras Reales lo había concedido Carlos III el 24 de
septiembre de 1761 a don Mariano Francisco de Moxó y Magañosa.
Los hijos de nobles con títulos americanos eran los oidores don Juan José de la Fuente y
Villalta, hijo del primer conde de Fuente Rojas; don Melchor José de Santiago Concha, hijo
del primer marqués de Casa Concha; don Juan José de la Puente Ibáñez, hijo del segundo
marqués de Corpa; don Luis de Santa Cruz y Zenteno, hijo del segundo conde de San Juan de
Lurigancho; y don José de Santiago Concha, hijo del segundo marqués de Casa Concha.
Estos títulos también eran recientes, pues dos de ellos los había concedido Carlos III a
finales del siglo XVII, y los dos restantes Felipe V en los primeros decenios del siglo
siguiente.
El título de marqués de Corpa fue concedido en Perú por Carlos II el 12 de junio de 1683
al caballero de Santiago y señor de Corpa don Luis Ibáñez de Peralta Segovia; el de conde de
San Juan de Lurigancho también fue concedido en Perú por Carlos II el 18 de abril de 1685 a
don Luis de Santa Cruz y Padilla; el de marqués de Casa Concha fue concedido en Perú por
Felipe V el 12 de junio de 1718 al oidor de la Real Audiencia de Lima don José de Santiago
Concha y Méndez Salvatierra; y el conde de Fuente Rojas fue concedido en Perú por Felipe
V el 4 de noviembre de 1722 a don Pedro de la Fuente y Rojas.
Estas familias tituladas en Perú se unieron entre ellas por diversos enlaces matrimoniales,
y también con otras familias que detentaban algún título, constituyendo un fuerte núcleo
nobiliario en el virreinato, con múltiples proyecciones, una de las cuales fue el servicio en la
judicatura letrada.
a) Marqueses de Corpa: el caballero de Santiago y primer marqués de Corpa don Luis
Ibáñez de Segovia Peralta y Cárdenas, era hermano del marqués de Mondéjar, grande de
España, casó con doña María Josefa de Orellana y Luna, hermana del oidor de la Real
Audiencia de Santiago de Chile don Alonso Martín de Orellana (1644-1681), matrimonio del
que nacieron:
i) Doña María Ibáñez de Segovia, natural de Lima, casada en segundas nupcias con el
caballero de Calatrava don Lorenzo de la Puente, de cuyo matrimonio nacieron:
i.i) Don Juan José de la Puente Ibáñez, oidor en las audiencias de Santiago Chile y Lima y
ministro honorario del Consejo de Indias, que casó en 1756 con su sobrina doña Constanza
de la Puente y Castro, natural de Lima, hija del marqués de Villafuerte y Sotomayor, y de
doña Ana Nicolasa Castro Urdánegui y Delgadillo. De este matrimonio nació doña
Constanza, que casó con su tío don Juan Esteban de la Puente y Castro, marqués de la Puente
y Sotomayor.
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i.ii) Don Lorenzo Antonio de la Puente Ibáñez, caballero de la Orden de Calatrava,
marqués de Villafuerte y Sotomayor, fiscal de la Real Audiencia de Lima.
i.iii) Don Gaspar de la Puente Ibáñez, nacido en Lima en 1727, casó con doña Lucía
Carrillo de Albornoz y Bravo de Lagunas, natural de Lima, hija del conde de Montemar,
Señor del Castillo de Mirabel y Escribano Mayor de la Mar del Sur, don Diego Miguel
Carrillo de Albornoz y de la Presa, y de doña Mariana Bravo de Lagunas y Villela, ambos
naturales de Lima. De este matrimonio nació doña Mariana de la Puente y Carrillo de
Albornoz, casada en 1780 con el conde de las Lagunas don José Juan Vázquez de Velasco y
Ontañón, natural de Lima, bisnieto del oidor de la Real Audiencia de Santiago don Pablo
Vázquez de Velasco.
ii) Doña Beatriz Ibáñez de Segovia, casó en Lima el 7 de julio de 1703 con el oidor
limeño don Juan Pérez de Urquizu (c.1655-1728), y fueron padres del también oidor limeño
don Gaspar de Urquizu e Ibáñez.
b) Condes de San Juan de Lurigancho: el primer conde de San Juan de Lurigancho don
Luis de Santa Cruz y Padilla, natural de Saña, casó con doña Juliana Fernández Gallardo,
natural de Concepción en el reino de Chile, matrimonio del que nació el caballero de
Santiago y segundo conde de San Juan de Lurigancho don José de Santa Cruz y Gallardo,
natural de Sandia, Puno, y de doña Mariana Zenteno de Chávez y Mendoza, natural de Lima,
padres de:
i) Don Luis de Santa Cruz y Zenteno, oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile,
que murió soltero.
ii) Don José de Santa Cruz y Zenteno, caballero de la Orden de Calatrava (1746), que
sucedió a su padre en el condado.
iii) Don Diego de Santa Cruz y Zenteno, sucedió a su hermano en el condado, y casó con
doña Juana de Queréjazu y Santiago Concha, hija del oidor limeño don Antonio
Hermenegildo de Queréjazu, y de doña María Josefa de Santiago Concha, hija del oidor
limeño don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra, natural de Lima y primer
marqués de Casa Concha, y de doña Inés de Errazquín Ilzarbe y Torres, natural de Tarija.
c) Marqueses de Casa Concha: el primer marqués de Casa Concha, oidor de la Real
Audiencia de Lima, caballero de la Orden de Calatrava don José de Santiago Concha y
Méndez Salvatierra (1667-17 ?), natural de Lima, casado en segundas nupcias con doña Inés
de Errazquín Ilzarbe y Torres (1694-17 ?), natural de Tarija en Charcas, hija del caballero de
Santiago don Pedro Matías de Errazquín, natural de Tirapu en Navarra, y doña Josefa de
Torres y Zavala, nacida en Lima. Hijos del primer marqués de Casa Concha fueron los
siguientes:
i) Don Pedro de Santiago Concha, hijo de su primer matrimonio, casó con doña Teresa
Traslaviña y Oyagüe, hermana del oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don José
Clemente de Traslaviña y Oyagüe.
ii) Doña María Josefa, casada en la parroquia de San Sebastián de Lima el 27 de agosto de
1733, con el caballero de Santiago, oidor decano de Lima y Consejero Honorario de Indias
don Antonio Hermenegildo de Queréjazu, natural de Lima, padres de doña Juana de
Queréjazu y Santiago Concha, casada con el conde de San Juan de Lurigancho, don Diego de
Santa Cruz y Zenteno, hermano del oidor de Chile, don Luis.
541
iii) Doña Juana Rosa, que casó en Lima el 20 de septiembre de 1730, con el oidor de La
Plata y Lima, don José Antonio de Villalta y Núñez, natural de Lima, nieto del oidor limeño
don Miguel Núñez de Sanabria que, a su vez, era hijo del fiscal de la Real Audiencia de
Buenos Aires, don Gregorio de Rojas y Acevedo.
iv) Don Melchor José, oidor de la audiencia de Santiago de Chile, que en 1754 casó con
doña María Constanza Jiménez de Lebatón (17 ?-1773), natural de La Plata, hija del primer
marqués de Rocafuerte y presidente de la audiencia de Charcas don Nicolás Jiménez de
Lebatón y Azaña (16 ?-1757), natural de Lima, y de doña Constanza de Costilla Valverde y
Cartagena, natural del Cuzco. Su mujer era nieta paterna del caballero de Calatrava, oidor de
Lima y presidente de Charcas don Juan Jiménez de Lebatón y Morales, natural de Sanlúcar
de Barrameda, casado con doña Francisca Ventura de Hazaña Valdés, natural de Lima, nieta
del oidor de Quito y Lima, don Juan de Valdés y Llano, natural de Villamar, Asturias, y de
don Bartolomé de Hazaña Palacio, natural de Torrijos, hermano del oidor de Chile don Pedro
de Hazaña Solís y Palacio.
Del matrimonio de don Melchor José nacieron dos hijos, a saber:
i) Doña Nicolasa, que casó con el alcalde de Santiago don José Nicolás de la Cerda y
Sánchez de la Barreda, hijo de don Nicolás de la Cerda y Carvajal y de doña Nicolasa
Sánchez de la Barreda, que a su vez era hija del oidor de la Real Audiencia de Santiago de
Chile don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera, hermano del también oidor de Santiago
de Chile don Salvador Sánchez de la Barreda y Vera, y de doña María Ana Sánchez de la
Barreda y Vera, que casó con el gobernador de Chucuito, caballero de Santiago don Pedro
Ortiz de Foronda Ortiz de Zárate y Fernández de Igoroin, de cuyo matrimonio nacieron: i) el
primer conde de Valle Hermoso, caballero de Calatrava don Pedro Ortiz de Foronda; ii) doña
María Bernarda, casada con el general don Martín de Zugasti y Gaztelu, padres de doña
Mariana, casada con el conde de Premio Real y caballero de Santiago don José Antonio de
Lavalle y Cortés y; iii) doña María Francisca, casada con don Faustino Álvarez y Gutiérrez,
padres del conde de Valle Hermoso, caballero de Santiago don Faustino de Regis Álvarez de
Foronda (1739-c.1800), casado con doña María Manuela de Mendibe y Jara, matrimonio del
que nació doña María Francisca Álvarez de Foronda, casada en el Cuzco el 18 de agosto de
1808 con el alcalde del crimen de la Audiencia de Lima don Manuel Plácido de Berriozabal
y Beitía (1775-1849), luego consejero de Indias.
ii) Don José, oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile, que el 13 de junio de 1793
casó en Santiago con su sobrina doña María Josefa de la Cerda y Santiago Concha, hija de su
hermana doña Nicolasa, y del alcalde ordinario de Santiago don José Nicolás de la Cerda y
Sánchez de la Barreda.
d) Condes de Fuente Rojas: el primer conde de Fuente Rojas don Pedro Andrés de la
Fuente y Rojas, natural de Lima, casó con doña María Teresa Núñez de Rojas, natural de
Lima, hija del oidor decano de la Real Audiencia de Lima don Miguel Núñez de Sanabria,
natural de Lima, y de doña Antonia María de Rojas y Acevedo.
Doña Antonia María de Rojas y Acevedo era hija del fiscal y oidor provisto de la Real
Audiencia de Charcas don Gregorio de Rojas y Acevedo, y hermana de:
i) Don Alejo Fernando de Rojas y Acevedo, fiscal provisto de Quito y obispo de Santiago
de Chile y La Paz;
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ii) Don Francisco de Rojas y Acevedo, oidor de la audiencia de Santiago, que casó en
1691 con doña María Teresa del Corral y Calvo de la Torre, hija del oidor de la Real
Audiencia de Lima, don José del Corral Calvo de la Banda, y de doña Francisca Antonia de
la Torre y Zegarra, por ende, hermana del oidor supernumerario de Chile don Juan del Corral
Calvo de la Torre.
iii) Doña Catalina de Rojas y Acevedo, que casó con el oidor de la Real Audiencia de
Chile don Juan José de la Fuente y Villalta.
Finalmente, algunos ministros estaban emparentados con ciertos nobles titulados, tales
eran: el regente don Fernando Márquez de la Plata, casado con una hija de los marqueses de
Villapalma de la Encalada; y los oidores don Gaspar de la Cuba y Arce, casado con una hija
del vizconde de la Portilla; don Sebastián de Orellana, cuñado del marqués de Corpa; don
Juan Próspero de Solís Vango, cuñado del primer conde del Valle de Oselle; don Martín de
Recabarren, suegro del marqués de Villapalma de la Encalada y del marqués de Cañada
Hermosa; don Melchor José de Santiago Concha, casado con una hija del marqués de Roca
Fuerte; don Juan José de la Puente Ibáñez, casado con una hija de los marqueses de
Villafuerte, y suegro del marqués de la Puente y Sotomayor; y don Luis de Urriola y
Echeverz, casado con la marquesa de Montepío.
1.1.2 Los caballeros de Órdenes militares
Trece ministros de la audiencia de Santiago eran hijos de caballeros de alguna de las tres
órdenes de Santiago, Alcántara, Calatrava. A ellos se sumaban dos que eran hijos de
caballeros de la Orden de Carlos III. De esta manera, de los 105 ministros provistos para la
audiencia de Santiago de Chile, 15 eran hijos de caballeros de alguna Orden, es decir, un
14.28% del total de ellos.
Ocho eran hijos de caballeros de Santiago 2399, dos de cruzados de Calatrava 2400; tres de la
de Alcántara2401; y dos de la de Carlos III2402.
                                                
2399 Los oidores Álvaro Bernardo de Quiroz, Juan Próspero de Solís Vango, José de Valverde y Contreras,
Diego de Zúñiga y Tovar, y Luis de Santa Cruz y Zenteno; y los fiscales Francisco Manrique de Lara, Martín
Gregorio de Jauregui, y Francisco Manuel de Herrera.
2400 Los oidores Melchor José de Santiago Concha y Errazquín, quien también lo fue, y su hijo José de
Santiago Concha y Jiménez de Lobatón.
2401 Los oidores Juan José de la Puente Ibáñez, y Benito María de la Mata Linares, y el fiscal Ambrosio
Zerdán de Landa.
2402 El regente Francisco Márquez de la Plata, y el oidor José Álvarez de Acevedo y Salazar.
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Ministros hijos de caballeros de órdenes
MINISTROS PADRE ORDEN
Francisco Manrique de Lara Jorge Manrique de Lara Santiago
Álvaro Bernardo de Quiroz Felipe Bernardo de Quiroz Santiago
José de Valverde y Contreras Francisco Valverde Santiago
Juan Próspero de Solís Vango Bernardo de Solís Vango Santiago
Diego de Zúñiga y Tovar Luis de Zúñiga y Guzmán Santiago
Martín Gregorio de Jáuregui José de Jáuregui Santiago
Luis de Santa Cruz y Zenteno José de Santa Cruz y Gallardo Santiago
Francisco Manuel de Herrera Antonio de Herrera Santiago
Melchor José de Santiago Concha José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra Calatrava
José de Santiago Concha Melchor José de Santiago Concha Calatrava
Juan José de la Puente Ibáñez Lorenzo de la Puente Alcántara
Ambrosio Zerdán de Landa Dionisio Zerdán de Landa Alcántara
Benito María de la Mata Francisco Manuel de la Mata Alcántara
Fernando Márquez de la Plata Rodrigo Márquez de la Plata Carlos III
José Álvarez de Acevedo Tomás Antonio Álvarez de Acevedo Carlos III
A su vez, cinco oidores eran nietos de caballeros de alguna Orden, a saber, los oidores
don Juan José de la Puente Ibáñez, del caballero de Santiago don Luis Ibáñez de Peralta y
Cárdenas; don Melchor de Santiago Concha y Errazquín, del caballero de Santiago don
Pedro Matías de Errazquín; don José de Santiago Concha y Jiménez de Lobatón, del
caballero de Calatrava don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra; don Juan José
de la Fuente Villalta, del caballero de Santiago don Juan Lucas de la Fuente y Rojas; y don
José de Valverde, del caballero de Santiago don Francisco de Valverde y Mercado.
Otros ministros tenían algunos parentescos con caballeros de órdenes, tales como el oidor
don Gregorio Blanco Laysequilla, sobrino del caballero de Santiago don José de Laysequilla
Palacios y Aguilar (1728).
De su lado, eran yernos de caballeros de órdenes los oidores: i) don Gaspar de la Cuba y
Arce, del caballero de Santiago don Agustín Sarmiento de Sotomayor; ii) don Sancho García
de Salazar, del caballero de Santiago don Francisco Ter de los Ríos Vozmediano y Arteaga;
iii) don Juan Próspero de Solís Vango, del caballero de Calatrava don Juan de Molleda Rubín
de Celis y Vega; iv) don Martín de Recabarren, del caballero de Santiago don Bernardo
Pardo de Figueroa y; v) don Fernando Márquez de la Plata, del caballero de Calatrava don
Manuel de Encalada y Chacón.
Otros tenían cuñados que pertenecían a alguna Orden, tales eran los oidores: i) don Alonso
Martín de Orellana, cuya hermana María Josefa había casado con el caballero de Santiago y
primer marqués de Corpa don Luis Ibáñez de Segovia, hermano del marqués de Mondéjar,
padres tres hijos cruzados de Calatrava (1676), a saber, Felipe, Gaspar, y Mateo Ibáñez de
Segovia y Orellana, y de una hija doña María, casada con el caballero de Calatrava don
Lorenzo de la Puente, padres del oidor y caballero de Calatrava don Juan José de la Puente
Ibáñez; ii) don Salvador Sánchez de la Barreda y Vera, cuya hermana Mariana casó con el
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caballero de Santiago don Pedro Ortiz de Foronda Ortiz de Zárate; iii) don Melchor de
Santiago Concha y Errazquín, cuya hermana María Josefa casó con el caballero de Santiago
don Antonio Hermenegildo de Queréjazu; iv) don José Clemente de Traslaviña, cuya
hermana María Josefa casó con el caballero de Santiago don Andrés Cayetano de Salazar y
Muñatones; v) don Martín de Recabarren, cuya mujer doña Isabel era hermana del caballero
de Santiago don José Agustín Pardo de Figueroa y; vi) don José de Valverde, cuya hermana
doña Ana casó con el caballero de Santiago don Ignacio Martínez de Aibar.
Por su parte, cinco ministros tuvieron hermanos cruzados de alguna Orden, ellos eran los
oidores: i) don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, de don Bartolomé, caballero de Santiago; ii)
don Pablo Vázquez de Velasco y Salazar, de Buenaventura caballero de Calatrava, y de
Andrés y de Pablo, caballeros de Santiago (1684); iii) don Diego de Zúñiga y Tovar, su
hermano caballero de Santiago; iv) don Juan José de la Puente Ibáñez, de Lorenzo Antonio
caballero de Calatrava y; v) don Luis de Santa Cruz y Zenteno, de José caballero de
Calatrava (1746).
Tres ministros fueron padres de algún caballero, a saber, los oidores: i) don Pablo
Vázquez de Velasco y Salazar, de don José Joaquín Vázquez de Velasco y Tello, caballero
de la Orden de Calatrava (1713); ii) don Pedro Hazaña, de don Juan de Oña Palacio,
caballero de Santiago (1644) y de don Lesmes de Oña Palacio, caballero de Santiago (1664)
y; iii) don Martín de Recabarren, de don Estanislao, caballero de la Orden de Carlos III
(1793).
El oidor don Pablo Vázquez de Velasco y Salazar era abuelo de don Pedro Pascual
Vázquez de Velasco, caballero de Alcántara, y tío de los caballeros de Calatrava don José
Félix, y don Pedro Vázquez de Velasco y Ortiz de Espinosa (1700); y el oidor don Salvador
Sánchez de la Barreda y Vera, era tío del caballero de Calatrava don Pedro Ortiz de Foronda
y Sánchez de la Barreda.
1.1.3. Poseedores de un señorío
Solamente dos ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile eran hijos de
poseedores de algún señorío, a saber, los oidores don Álvaro Bernardo de Quiroz, y don José
de Rezaval y Ugarte.
Don Álvaro Bernardo de Quiroz, natural de Olloniego, Asturias, era hijo del caballero de
Santiago y señor de la Casa de Quiroz don Felipe Bernardo de Quiroz, y de doña Catalina
Bernardo de Miranda, señora de la Casa de Olloniego.
Su bisabuelo don Francisco Bernardo de Quiroz obtuvo carta ejecutoria de hidalguía
librada por la Audiencia y Chancillería Real de Valladolid el 26 de marzo de 1562, consta en
ella que había casado con doña Jerónima Bernardo de Benavides, señora de la Torre de
Molina2403.
                                                
2403 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 26), pp. 65-66.
545
El regente don José de Rezaval y Ugarte, natural de Álava, era hijo legítimo del alguacil
mayor perpetuo de la Santa Cruzada y señor de la Casa de Eibar don José Gabriel de Rezaval
y Zárate, y de doña Isabel Ugarte Larios y Rosas2404.
Finalmente, debe consignarse que el oidor don Juan José de la Puente Ibáñez, era nieto
materno del caballero de Santiago y señor de Corpa don Luis Ibáñez de Peralta Segovia, a
quien Carlos II concedió el título de marqués de Corpa; y que su colega don Benito María de
la Mata Linares era nieto materno del señor del Carpio don José Vázquez Dávila y Arce.
1.1.4. Titulares de oficios en consejos y audiencias
Solamente seis ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile eran hijos de
miembros de consejos o audiencias de los reinos de España, es decir, un escaso 5.71% del
total de 105 provistos.
Hijos de miembros de consejos o audiencias peninsulares
AÑO MINISTRO PADRE PLAZA
1702 Baltazar José de Lerma Diego de Lerma y Gallo Consejero de Hacienda
1776 Ambrosio Zerdán de Landa Dionisio Zerdán de Landa Oidor Cataluña
1777 Benito María de la Mata Linares Francisco de la Mata Linares Consejero de Castilla
1777 Nicolás de Mérida y Segura Juan de Mérida Oidor Cádiz
1801 Fernando Márquez de la Plata Rodrigo Márquez de la Plata Oidor Sevilla
1816 Antonio Luis Pereyra Luis Marcelino Pereyra Oidor Valladolid
Fueron cinco los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile quienes tuvieron a
algún abuelo en plazas de consejos o audiencias de los reinos de España, es decir, un
4.76% del total de 105 provistos.
Dos ministros eran nietos de miembros de algún consejo, a saber, i) el fiscal don
Francisco Manuel de Herrera, que lo era de su homónimo don Francisco Manuel de
Herrera (1684-1752), natural de Arcos, fiscal de la Casa de la Contratación, consejero del
de Guerra con honores del de Castilla (1733), consejero de Castilla (1744) y; ii) el fiscal
don Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero, de don Andrés de Simón Pontero (17 ?-
1775), natural de Chillarón, obispado de Cuenca, alcalde mayor de Teruel (1714), alcalde
del crimen de la Audiencia de Barcelona (1741), regente de la Audiencia de Valencia
(1764), y consejero de Castilla (1770).
Los otros tres ministros eran nietos de magistrados de audiencias peninsulares, a saber,
los primos hermanos el regente don Fernando Márquez de la Plata y Orozco y el fiscal don
José Márquez de la Plata y Soto, nietos paternos de don Fernando Márquez de la Plata,
oidor de la Audiencia de Barcelona, y el oidor don Benito María de la Mata Linares, nieto
paterno de don Fernando Ventura de la Mata Linares, oidor de la Audiencia y Chancillería
Real de Valladolid.
                                                
2404 REZAVAL Y UGARTE, José de, (n. 177), pp. 298-304.
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Nietos de miembros de consejos o audiencias peninsulares
AÑO MINISTRO ABUELO PLAZA
1776 Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero Andrés de Simón Pontero Consejero de Castilla
1777 Benito María de la Mata Linares Fernando de la Mata Linares Oidor Valladolid
1779 José Márquez de la Plata y Soto Fernando Márquez de la Plata Oidor Barcelona
1799 Francisco Manuel de Herrera Francisco Manuel de Herrera Consejero de Castilla
1801 Fernando Márquez de la Plata Fernando Márquez de la Plata Oidor Barcelona
Finalmente, debe consignarse que el regente don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo
era sobrino nieto de don Baltazar Álvarez de Acevedo y Canseco (1655-1725), natural de
Lois, fiscal del Consejo de Hacienda (1715), consejero de él (1717), y consejero de Castilla
(1720).
Por su parte, trece de los 105 ministros provistos para la Real Audiencia de Santiago de
Chile eran hijos de ministros de alguna audiencia de Indias, es decir, un 12.26% del total de
los provistos. Cinco de ellos eran hijos de oidores de la propia Real Audiencia de Chile2405.
Hijos de ministros de audiencias indianas
AÑO MINISTRO PADRE AUDIENCIA AÑO
1635 Pedro Machado de Chávez Hernando Machado Oidor Chile 1620
1666 José de Meneses Allende Salazar Pedro de Meneses Oidor Lima 1646
1666 Francisco Manrique de Lara Jorge Manrique de Lara Oidor Panamá 1610
1689 Pablo Vázquez de Velasco Pedro Vázquez de Velasco Presidente Charcas 1660
1695 Juan del Corral Calvo de la Torre José del Corral Calvo de la Banda Oidor Lima 1679
1703 Francisco de Rojas y Acevedo Gregorio de Rojas Acevedo Fiscal Charcas 1678
1712 Miguel de Gomendio Urrutia Juan de Gomendio Oidor Panamá ?
1756 Melchor de Santiago Concha José de Santiago Concha Oidor Lima 1709
1779 Joaquín Pérez de Uriondo Joaquín Pérez de Uriondo Oidor Charcas 1745
1794 José de Santiago Concha Melchor de Santiago Concha Oidor Chile 1756
1795 José Aldunate y Guerrero Domingo Martínez de Aldunate Oidor Chile 1748
1806 José Álvarez de Acevedo Tomás Álvarez de Acevedo Regente Chile 1776
1810 Luis Moxó de Francoli José Antonio Moxó de Francoli Fiscal Chile 1803
Por su parte, cuatro de los 105 ministros nombrados para la Real Audiencia de Santiago
de Chile eran nietos de ministros de audiencias indianas, es decir, un 3.80%, uno de los
cuales era nieto de un oidor de la misma Audiencia, a saber, el oidor don Alonso de
Solórzano y Velasco, del también oidor don Pedro Álvarez de Solórzano.
                                                
2405 Pedro, de Hernando Machado; José Santiago, de Domingo Martínez de Aldunate; José, de Melchor de
Santiago Concha; José, de Tomás Alvarez de Acevedo; y Luis María, de José Antonio Moxó de Francoli.
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Nietos de ministros de audiencias indianas
AÑO MINISTRO ABUELO AUDIENCIA AÑO
1657 Alonso de Solórzano y Velasco Pedro Álvarez de Solórzano Oidor Chile 1611
1700 José de Valverde Contreras y Alarcón Sebastián de Alarcón Oidor Lima 1642
1750 Juan de la Fuente Villalta Miguel Núñez de Sanabria Oidor Lima 1694
1794 José de Santiago Concha José de Santiago Concha Oidor Lima 1709
Finalmente, dos ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile eran bisnietos de
oidores indianos.
Bisnietos de ministros de audiencias indianas
AÑO MINISTRO BISABUELO AUDIENCIA AÑO
1700 José de Valverde Contreras García de Valverde Oidor Lima 16 ?
1750 Juan de la Fuente Villalta y Rojas Gregorio de Rojas Acevedo Fiscal Charcas 1678
1.1.5. Corregidores
No hubo entre los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile hijos de
corregidores peninsulares, pero sí tres togados eran nietos de alguno de ellos.
En efecto, el oidor don Gregorio Blanco Laysequilla era nieto materno de don Santiago
Laysequilla, corregidor de Orense; el oidor don Ramón de Salamanca era nieto paterno de
don Manuel de Salamanca, corregidor de Ecija; y su colega don Antonio Luis Pereyra lo
era de don Marcelino Pereyra, corregidor de Vizcaya.
Únicamente el oidor don Gaspar de Escalona y Agüero era hijo de un corregidor
indiano, pues su padre, homónimo suyo, lo fue de Potosí en el Perú.
1.1.6. Servidores de oficios concejiles
Un reducido número de ministros del tribunal santiaguino eran hijos de miembros de las
pequeñas aristocracias locales indianas, y como tales servían oficios concejiles.
El oidor don Martín de Recabarren era hijo de don Miguel de Recabarren, alcalde
ordinario de La Habana, y su colega don Manuel Ignacio de Irigoyen, los era del capitán de
milicias y regidor del cabildo de Buenos Aires don Ignacio de Irigoyen y Echenique.
De su lado, el fiscal don Francisco Manrique de Lara, era nieto paterno del alcalde
ordinario de la ciudad de Lima don Francisco Manrique de Lara.
1.1.7. Subalternos de audiencias indianas
Cuatro oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile eran hijos de oficiales
subalternos de alguno de los tribunales reales de Ultramar.
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Don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor era hijo del escribano y relator de la Real
Audiencia de Méjico don Cristóbal de la Cerda; don Pedro Gutiérrez de Lugo lo era del
escribano de cámara de la Real Audiencia de Santo Domingo don Agustín Gutiérrez de
Lugo; don Nicolás Polanco de Santillana lo era del relator de la Real Audiencia de Lima don
Fabián Polanco y; don Gaspar de la Cuba y Arce, era hijo del relator de la Real Audiencia de
Lima don Cristóbal de la Cuba.
1.1.8. Familiares del Santo Oficio
Sólo uno de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile era hijo de un
familiar del Santo Oficio de la Inquisición.
En efecto, el oidor fundador don Luis Merlo de la Fuente era hijo legítimo de don Luis
Merlo de la Fuente, familiar del Santo Oficio, natural de Valdepeñas, y de doña María Ruiz
de Beteta, natural de Calzada de Calatrava, Ciudad Real.
1.1.9. Letrados
Un reducido número de ministros eran hijos de letrados que tenían estudio abierto de
abogado, o que servían algunos oficios eclesiásticos o universitarios.
El oidor don Juan de la Peña Salazar era hijo del licenciado homónimo, natural de Salazar
de Burgos; don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán era hijo de don Pedro, procurador
general de nobles de Galilea; el fiscal don Francisco de Cárdenas, era hijo del doctor don
Pedro; y el regente don Francisco Antonio Moreno y Escandón, era hijo de don Miguel,
notario de la Inquisición en Cartagena de Indias.
Finalmente, el oidor don Francisco de Valdivieso y Pradas era hijo del catedrático de la
Universidad de San Marcos de Lima don Manuel Valdivieso y Torrejón.
1.1.10. Militares
Un total de 13 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile eran hijos de militares,
aunque algunos de ellos lo eran de milicias, es decir, representaban un 11.42% respecto de
los 105 ministros provistos para ella.
Los oidores: don Álvaro de Ibarra, hijo del capitán don Gregorio de Ibarra y Ruiz de
Lozoya, natural de Berriatua, Vizcaya; don Alonso Solórzano y Velasco, hijo del contador y
veedor general del ejército de Chile capitán don Alonso Fernández de Solórzano, natural de
Segovia; don Alonso Martín de Orellana, hijo del capitán don Sebastián de Orellana y
Meneses, natural de Puebla de los Ángeles, Nueva España; don José Blanco Rejón del
capitán de caballos homónimo; don Andrés de Hidalgo Peredes y Espinosa, hijo del sargento
mayor don Diego Andrés, natural de Salinas de Río Pisuerga, Tarija; don Ignacio Fausto
Gallegos, hijo del capitán don Diego Fausto; don José de Valverde Contreras y Alarcón, hijo
de don Francisco de Valverde y Mercado, natural del Cuzco, sargento mayor de las milicias
del Perú y teniente de maestre de campo general; don Domingo Martínez de Aldunate, hijo
del capitán don Juan Felipe Martínez de Aldunate, natural de Pamplona; don Juan Verdugo,
hijo del capitán don Antonio Verdugo; don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, hijo del
capitán don Juan de Traslaviña y Otáñez, natural de Arcentales, Vizcaya; don Luis de Urriola
y Echeverz, hijo del capitán don Juan de Urriola, natural de Panamá; don Manuel de
549
Irigoyen, hijo del capitán de milicias de Buenos Aires don Manuel de Irigoyen y Echenique,
natural de Azpilcueta; y el fiscal don José Perfecto de Salas, hijo del capitán don Francisco
Antonio Martínez de Salas, natural de Sevilla.
1.2. Los tíos
Al igual que lo observado con los padres de los ministros de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, algunos de ellos tuvieron tíos que pertenecieron a alguna de las órdenes
nobiliarias, o que fueron miembros de consejos o audiencias peninsulares o ultramarinas.
Los ministros que tuvieron tíos cruzados de alguna Orden fueron: i) el oidor don Gregorio
Blanco Laysequilla, sobrino del caballero de Santiago don José de Laysequilla Palacios y
Aguilar (1728); ii) el oidor don José de Santiago Concha y Jiménez de Lebatón, por el
matrimonio de su tía doña María Josefa de Santiago Concha era sobrino del caballero de
Santiago don Antonio Hermenegildo de Queréjazu y; iii) el fiscal don Francisco Manuel de
Herrera, sobrino de los caballeros de Santiago don Francisco, don José y don Juan de Herrera
y Navarro, y por el matrimonio de su tía doña Gertrudis de Herrera y Navarro lo era del
caballero de Calatrava don José de Alsedo y Aguera.
Fueron siete los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile quienes tuvieron tíos
en plazas de audiencias indianas, es decir, un 6.66% del total de 105 provistos.
Cuatro de ellos, lo eran debido al matrimonio de alguna de las hermanas de sus padres con
oidores, a saber, don Juan Próspero de Solís Vango, por el matrimonio de su tía doña María
Antonia de Solís Vango con el fiscal supernumerario de Lima don Alonso Eduardo de
Salazar y Ceballos; don Juan José de la Puente Ibáñez, por el matrimonio de su tía doña
Beatriz Ibáñez de Peralta con el oidor limeño don Juan Pérez de Urquizu; don José Santiago
Aldunate y Guerrero, por el matrimonio de su tía doña Bernarda Martínez de Aldunate con el
oidor honorario de Chile don Francisco Ruiz de Berecedo; y don José de Santiago Concha y
Jiménez de Lebatón por el matrimonio de su tía doña María Josefa con el oidor de Lima don
Antonio Hermenegildo de Queréjazu.
Sobrinos de ministros de consejos y audiencias peninsulares e indianas
AÑO MINISTROS TÍO PLAZA
1666 José de Meneses y Allende Salazar Simón de Meneses Oidor Santo Domingo
1707 Juan Próspero de Solís Vango Alonso Eduardo de Salazar y Ceballos Fiscal supernumerario Lima
1744 Gregorio Blanco Laysequilla José de Laysequilla Palacios y Aguilar Consejero de Indias
1750 Juan José de la Fuente y Villalta y Núñez Gregorio Núñez de Rojas Oidor Lima
1776 Juan José de la Puente Ibáñez Juan Pérez de Urquizu Oidor Lima
1794 José de Santiago Concha y Jiménez de
Lebatón
Antonio Hermenegildo de Queréjazu Oidor Lima
1795 José Santiago de Aldunate y Guerrero Francisco Ruiz de Berecedo Oidor honorario Chile
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1.3. Los hermanos
Entre los hermanos conocidos de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
se dan las constantes normales de los destinos profesionales en oficios letrados y eclesiásticos
y en plazas militares.
Además, algunos de los hermanos de los togados santiaguinos eran miembros de las
órdenes nobiliarias.
1.3.1. Los seglares
Existía cierta paridad entre los destinos profesionales de carácter secular de los hermanos
de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile, pues se repartían casi
proporcionalmente entre los letrados y los que seguían la carrera de las armas.
1.3.1.1. Caballero de Órdenes
Cinco ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile tuvieron hermanos cruzados de
alguna Orden militar, es decir, un 4.76% del total de 105 ministros provistos.
Ellos eran los oidores: i) don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, de Bartolomé, caballero de
Santiago; ii) don Pablo Vázquez de Velasco y Salazar, de Buenaventura caballero de
Calatrava, y de Andrés caballero de Santiago (1684); iii) don Diego de Zúñiga y Tovar, su
hermano caballero de Santiago; iv) don Juan José de la Puente Ibáñez, de Lorenzo Antonio
caballero de Calatrava y; v) don Luis de Santa Cruz y Zenteno, de José caballero de
Calatrava (1746).
1.3.1.2. Ministros de consejos y audiencias
Solamente 2 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile tuvieron hermanos en
audiencias o consejos peninsulares, y otros siete los tuvieron en audiencias americanas.
El fiscal don Gonzalo Remírez de Baquedano tuvo dos hermanos en los supremos
consejos, a saber: i) su hermano mayor, heredero del marquesado de Andía y caballero de
Calatrava don Juan Remírez de Baquedano (1645-1723), que fue colegial en el del Espíritu
Santo de Oñate y en el Mayor de Santa Cruz (1672), alcalde de corte en Navarra (1682),
consejero de Navarra (1686), alcalde de casa y corte (1687), consejero de Órdenes (1695), y
llegó a ocupar plaza en Consejo de Castilla (1700) y de su Cámara (1715) y; ii) su hermano
don Diego Felipe, caballero de Santiago y consejero del de Órdenes.
Por su parte, el oidor don José Álvarez de Acevedo y Salazar fue hermano de don Juan del
Consejo Supremo de Órdenes.
Fueron siete los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile los que tuvieron
algún hermano como togado de alguna audiencia de Ultramar, es decir, un 6.66% del total de
105 ministros provistos, aunque debe señalarse que dos de ellos eran hermanos, a saber, don
Salvador y don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera.
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Ministros con hermanos en audiencias indianas
AÑO MINISTROS HERMANO AUDIENCIA AÑO
1683 Bernardo de Laya Bolívar Juan de Laya Bolívar Oidor Panamá 1688
1703 Francisco de Rojas y Acevedo Alejo Fernando de Rojas Acevedo Fiscal Charcas 1702
1708 Salvador Sánchez de la Barreda Francisco Sánchez de la Barreda Oidor Chile 1710
1776 Juan José de la Puente Ibáñez Lorenzo Antonio de la Puente Fiscal Lima 1727
1788 Francisco Moreno Escandón Francisco Javier Moreno y Escandón Oidor Lima 1800
1804 Félix Francisco Bazo y Berry José Bazo y Berry Oidor Santa Fe 1802
1804 Félix Francisco Bazo y Berry Juan Bazo y Berry Oidor Lima 1815
1.3.1.3. Militares
Un muy escaso número de ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile tuvieron
hermanos en plazas militares, pues de aquellos conocidos, solamente fueron cinco oidores, es
decir, un pequeño 4.76% del total de 105 provistos.
Dichos oidores fueron: i) don Rodrigo de Carvajal, hermano de don Francisco, capitán en
Flandes, que murió de un cañonazo en el sitio de Amiens; ii) don Pedro de Hazaña, del
capitán don Bartolomé, que comerciaba en el obraje de ropa de la tierra en Cajamarca, Perú;
iii) don Álvaro Bernardo de Quiroz, del capitán de infantería don Pedro, que murió en
Flandes; iv) don Juan del Corral Calvo de la Torre, del maestre de campo don Francisco y; v)
don Benito María de la Mata Linares, de don Francisco de Paula, sargento mayor del
regimiento de infantería del Príncipe, de don Pedro Regalado María, sargento mayor del
regimiento de caballería de Farnesio, y de don Enrique, capitán del regimiento de infantería
de Córdoba.
Es interesante el caso de don Francisco de la Mata Linares, nacido en Valladolid en 1744,
que fue cadete en Burgos, teniente en Toledo, capitán en Lombardía, y ascendido a coronel
en 1776. En 1789 fue nombrado comandante del regimiento de la Frontera del reino de Chile,
gobernador político y militar de Concepción e intendente de la Real Hacienda, para ocupar la
vacante quedada por ascenso de don Ambrosio O’Higgins. En Chile sirvió también como
oficial de la Real Contaduría de Santiago y como tesorero general del Real Estanco del
Tabaco2406.
1.3.2. Los eclesiásticos y religiosos
Al menos nueve ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile tuvieron hermanos
clérigos, es decir, un 8.57% del total de 105 provistos. Tres de ellos ocuparon alguna silla
episcopal en el Nuevo Mundo.
                                                
2406 LORENZO SANZ, Eufemio, Cuatro mil vallisoletanos y cien poblaciones en América y Filipinas,
Valladolid, 1995, p. 114.
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Ellos fueron: i) don Hernando Machado, de don Francisco, clérigo presbítero en su ciudad
natal de Zafra, y de don Pedro, fraile de la Merced; ii) don Pedro Machado de Chávez, de
don Francisco, arcediano de la catedral de Santiago de Chile, y de don Juan, canónigo de
Trujillo y obispo electo de Popayán; iii) don Antonio Fernández de Heredia, de don José,
canónigo de la catedral de Panamá; iv) don Álvaro de Ibarra, de don Esteban, maestrescuela
de la catedral de Lima, y su provisor y vicario general en sede vacante; v) don Ignacio Fausto
Gallegos, de don José Fausto, racionero de la catedral de Lima; vi) don Pablo Vázquez de
Velasco, de don Pedro, obispo de Mizque; vii) don Francisco de Rojas y Acevedo, de don
Alejo Fernando, obispo de Santiago de Chile y de La Paz; viii) don Martín Gregorio de
Jáuregui y Ollo, de don José Ignacio, clérigo beneficiado de la parroquia de la Magdalena de
Sevilla y catedrático propietario de filosofía en la universidad hispalense y; ix) don Domingo
Martínez de Aldunate, del deán don Francisco.
1.4. Las hermanas
Muchas de las hermanas de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
contrajeron matrimonio con ministros de audiencias, caballeros de órdenes, nobles titulados,
militares, o miembros de las pequeñas aristocracias locales, lo que contribuía enormemente a
incrementar y extender los lazos de influencia de las familias de los togados.
1.4.1. Las hermanas y sus cónyuges ministros de audiencias
Al menos once hermanas de ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile tomaron
estado con algún togado de una audiencia americana, y una los hizo con un hijos de un oidor.
Además, gran parte de estos matrimonios contribuyeron con sus propios hijos a aumentar
las redes de parentescos entre los togados indianos y a consolidar una fuerte tendencia
endogámica dentro del virreinato del Perú, cuyas conexiones se extendían a todos los
tribunales de la América del Sur, y eran particularmente fuerte entre las audiencias de Lima,
Charcas, Santiago, Quito y Santa Fe, algunos de cuyos casos más notables se señalan a
continuación.
Doña María, hermana del fiscal don Francisco de Cárdenas y Solórzano, casó con el
caballero de Santiago y oidor de la Real Audiencia de Lima don Nicolás Matías del Campo y
La Rynaga, hijo del oidor de la Real Audiencia de Charcas don Juan del Campo Godoy. Don
Matías Nicolás, una vez viudo, casó con la viuda del oidor de Lima don Diego de Baeza doña
Micaela de Zárate Haro y Córdoba, natural de Lima, hija legítima del alcalde del crimen de
Lima don Alonso de Zárate y Verdugo, y de doña Luisa de Sotomayor y Haro. De este
matrimonio nacieron: i) el alcalde del crimen y oidor de Méjico don José Clemente del
Campo y Zárate y; ii) doña Rosa del Campo y Zárate (1688-17 ?), natural de La Plata, casada
con el conde de Portillo don Antonio Sarmiento de Sotomayor y Salazar (1679-17 ?), natural
de Arequipa.
Doña María Josefa, hermana del oidor don Alonso Martín de Orellana casó con el
caballero de Santiago y primer marqués de Corpa don Luis Ibáñez de Segovia Peralta y
Cárdenas, hermano del marqués de Mondéjar, grande de España, y fueron los abuelos del
oidor de la Real Audiencia de Santiago don Juan José de la Puente Ibáñez.
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Doña María Teresa, hermana del oidor don Juan del Corral y Calvo de la Torre e hija del
oidor de la Real Audiencia de Lima don José del Corral Calvo de la Banda, casó en Lima en
1691 con el oidor de la Real Audiencia de Chile don Francisco de Rojas y Acevedo.
Doña Ana, hermana del oidor don José de Valverde Contreras y Alarcón, casó con el
fiscal provisto de la Real Audiencia de Quito don Ignacio Martínez de Aibar.
Doña Jerónima Micaela, hermana del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, casó con
el primer conde del Valle de Oselle y oidor de la Real Audiencia de Lima don Álvaro de
Navia Bolaños, y fueron padres del oidor de la Real Audiencia de Santo Domingo don Nuño
de Navia Bolaños.
Doña María Antonia, la otra hermana de don Juan Próspero, casó en Lima el 25 de
octubre de 1714 con don Alonso Eduardo de Salazar y Ceballos (1687-c.1750), natural de
Arequipa, fiscal del crimen supernumerario de Lima (1726), asesor del virreinato y auditor
general de guerra, quien contrajo segundo matrimonio el 26 de agosto de 1734 con doña
María Rosa de Munarriz y Aliaga, natural de Lima, hija de don Bartolomé de Munarriz,
alcalde del crimen de Lima (1708).
Doña Ana María, hermana del oidor don Francisco de Rojas y Acevedo, casó con el oidor
decano de Lima don Miguel Núñez de Sanabria, natural de Lima, hijo del fiscal de la Real
Audiencia de Buenos Aires don Gregorio de Rojas y Acevedo. De este matrimonio nacieron:
i) doña Francisca Javiera Núñez de Rojas, natural de Lima, casada con el general don José de
Villalta Aguilera y Giner, padres del oidor de Charcas y Lima don José Antonio de Villalta y
Núñez, natural de Lima, casado con doña Juana Rosa de Santiago Concha, hija del oidor
decano de Lima, don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra; ii) doña María Teresa
Núñez de Rojas, natural de Lima, casada con el conde de Fuente Rojas don Pedro Andrés de
la Fuente y Rojas, matrimonio del que nació don Juan José de la Fuente y Villalta, oidor de
Chile; y iii) don Gregorio Núñez de Rojas, oidor de Lima.
Doña Catalina, la otra hermana de don Francisco, casó con el oidor de la Real Audiencia
de Santiago de Chile don Juan José de la Fuente y Villalta.
Doña María Josefa, hermana del oidor don Melchor de Santiago Concha, casó en la
parroquia de San Sebastián de Lima el 27 de agosto de 1733, con el caballero de Santiago,
oidor decano de Lima y consejero honorario de Indias don Antonio Hermenegildo de
Queréjazu, natural de Lima, padres de doña Juana de Queréjazu y Santiago Concha, casada
con el conde de San Juan de Lurigancho don Diego de Santa Cruz y Zenteno, hermano del
oidor de Chile, don Luis.
Doña Juana Rosa, la otra hermana de don Melchor, casó en Lima el 20 de septiembre de
1730, con el oidor de La Plata y Lima don José Antonio de Villalta y Núñez, natural de
Lima, nieto del oidor limeño don Miguel Núñez de Sanabria que, a su vez, era hijo del fiscal
de la Real Audiencia de Buenos Aires don Gregorio de Rojas y Acevedo.
Doña Bernarda, hermana del oidor don Domingo Martínez de Aldunate casó con el oidor
honorario de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Francisco Ruiz de Berecedo.
Doña María Teresa, hermana del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, casó
con don Pedro de Santiago Concha, hijo del primer matrimonio del marqués de Casa Concha
y oidor de Lima don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra.
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Un caso especial fue el de doña Rufina, hermana del oidor don José Álvarez de Acevedo,
que casó con el ministro de Fernando VII don José María de Pando y Remírez de Laredo, y
su otra hermana doña María Fidela natural de Madrid, casó el 25 de abril de 1792 con el
coronel Martín de Guesasola y Meave.
1.4.2. Las hermanas y sus cónyuges caballeros de órdenes
Fueron al menos cinco las hermanas de ministros de la Real Audiencia de Santiago de
Chile las que contrajeron matrimonio con cruzados de alguna Orden nobiliaria.
Queda dicho que doña María, hermana del fiscal don Francisco de Cárdenas y Solórzano,
casó con el caballero de Santiago y oidor de la Real Audiencia de Lima don Nicolás Matías
del Campo y La Rynaga; al igual que doña María Josefa, hermana del oidor don Alonso
Martín de Orellana, que casó con el caballero de Santiago y primer marqués de Corpa don
Luis Ibáñez de Segovia Peralta y Cárdenas, hermano del marqués de Mondéjar, grande de
España; y que doña María Josefa, hermana del oidor don Melchor de Santiago Concha, que
casó en 1733 con el caballero de Santiago don Antonio Hermenegildo de Queréjazu.
A ellas se sumaba doña María Ana, hermana de los oidores don Salvador y don Francisco
Sánchez de la Barreda y Vera, que casó con el gobernador de Chucuito, caballero de
Santiago don Pedro Ortiz de Foronda Ortiz de Zárate y Fernández de Igoroin, de cuyo
matrimonio nacieron: i) el primer conde de Valle Hermoso, caballero de Calatrava don Pedro
Ortiz de Foronda; ii) doña María Bernarda, casada con el general don Martín de Zugasti y
Gaztelu, padres de doña Mariana, casada con el conde de Premio Real y caballero de
Santiago don José Antonio de Lavalle y Cortés y; iii) doña María Francisca, casada con don
Faustino Álvarez y Gutiérrez, padres del conde de Valle Hermoso, caballero de Santiago don
Faustino de Regis Álvarez de Foronda (1739-c.1800) casado con doña María Manuela de
Mendibe y Jara, matrimonio del que nació doña María Francisca Álvarez de Foronda, casada
en el Cuzco el 18 de agosto de 1808 con el alcalde del crimen de la Real Audiencia de Lima
don Manuel Plácido de Berriozabal y Beitía (1775-1849), luego consejero de Indias.
Por último, doña María Josefa, hermana del oidor don José Clemente de Traslaviña y
Oyagüe, casó con el caballero de Santiago don Andrés Cayetano de Salazar.
1.4.3. Las hermanas y sus cónyuges de las aristocracias locales
Algunas hermanas de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile contrajeron
matrimonio con miembros de las aristocracias locales del propio reino de Chile o de Lima,
situación que contribuyó a crear vinculaciones con la sociedad local, nunca deseadas por la
corona.
Doña Nicolasa, hermana del oidor don José de Santiago Concha y Jiménez de Lebatón,
casó en Santiago de Chile con el alcalde ordinario de la ciudad don Nicolás de la Cerda y
Sánchez de la Barreda, hijo de don Nicolás de la Cerda y Carvajal y de doña Nicolasa
Sánchez de la Barreda, hija del oidor de la Real Audiencia de Chile don Francisco Sánchez
de la Barreda y Vera.
Por su parte, tres de las hermanas del oidor don José Santiago Aldunate y Guerrero
contrajeron matrimonio con hijos de las principales familias de la ciudad de Santiago de
Chile, a saber, doña Mercedes casó con don Fernando Bascuñán; doña Rosa con don
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Francisco Javier Errázuriz; y doña Isabel con uno de los hijos del rector de la Universidad de
San Felipe don Tomás de Azúa. Además dos de sus hermanos lo habían hecho con las hijas
de otra importante familia, a saber, don Francisco y don Manuel que casaron con doña
Micaela y doña Mercedes Irarrázaval del Solar.
1.5. Matrimonio y soltería de los ministros
El matrimonio de los ministros de las Audiencias de Indias era uno de los factores que
más influía en la posición social y profesional de los togados, pues incluso algunos de ellos
debían su ingreso a la judicatura precisamente a sus enlaces, o debían sus promociones a la
posición de sus suegros.
Un buen matrimonio podía significar que se alcanzara o consolidara una situación
económica de importancia dentro de la sociedad local, sobre todo por la vía de la dote.
También un enlace afortunado podía entroncar al ministro con otros titulares de oficios reales
que facilitarían su ascenso en el cursus honorum. Igualmente, el matrimonio podía importar
para el ministro el acceso a las familias de la nobleza local, o a las que tenían miembros en
algunas de las órdenes militares.
Estas y otras consideraciones podían significar que peligrara el recto ejercicio de la
justicia, pues las vinculaciones políticas con la sociedad local que podían adquirir los
ministros a través de sus matrimonios, podía volverles débiles frente a las presiones de
ciertos intereses familiares. Por ello la corona desde temprano se preocupó en restringir la
libertad de los togados para contraer matrimonio, haciendo imprescindible contar con la
licencia real para casar dentro del distrito.
De los 105 sujetos que fueron provistos en plazas de regente, oidores o fiscales para la
Real Audiencia de Santiago de Chile, se conocen con certeza los datos relativos al estado
civil de 89 de ellos. De los 16 restantes la más alta posibilidad es que fueran solteros, sin
embargo, no se les considerará al momento de realizar el análisis.
1.5.1. El celibato de los ministros
Con toda certeza 21 de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile murieron
solteros, es decir, un 23.59% respecto de los 89 cuyo estado civil es conocido. Veinte de ellos
fueron oidores, y el restante fiscal.
De este total de 21 ministros célibes, dos tomaron estado clerical, a saber, los oidores don
Álvaro de Ibarra a mediados del siglo XVII, y don José Blanco Rejón en 1700.
1.5.2. El estado matrimonial
De los 89 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile cuyo estado civil es
conocido, 69 contrajeron matrimonio, es decir, un 77.52%, y cuatro de ellos casaron por
segunda vez.
1.5.2.1. Naturaleza de las cónyuges
Se conoce la naturaleza de 55 de las cónyuges de los ministros de la Real Audiencia de
Santiago de Chile. De ellas, 33 eran naturales de los reinos de Indias, es decir un 60%, y las
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restantes 22 eran originarias de los reinos de España, aunque estos porcentajes mostraban una
clara diferencia al comparar los siglos XVII y XVIII.
Queda dicho en su lugar que una de las prohibiciones que pesaba sobre los ministros de
las audiencias indianas era contraer matrimonio con naturales del distrito donde servían, y
que la única posibilidad que tenían las personas incluidas en la prohibición de contraer
matrimonio sin incurrir en las penas señaladas para los contraventores, era obtener la
licencia real.
Este permiso real fue concedido escasas veces durante buena parte del siglo XVII, por
ello la mayoría de las cónyuges de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
durante los primeros 90 años de funcionamiento del tribunal fueron peninsulares, además
influía también en este mayor número de peninsulares el que muchos ministros nombrados
para el tribunal santiaguino procedían de los reinos de España y ya se encontraban casados
al momento de ser destinados al reino de Chile.
De los 24 ministros que contrajeron matrimonio durante el siglo XVII y respecto de los
cuales se conoce la naturaleza de sus cónyuges, 15 lo hicieron con peninsulares, es decir,
un 62.50%, y los restantes 9 con americanas, esto es, un 37.50%.
Los 15 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que contrajeron matrimonio
con peninsulares durante el siglo XVII fueron los oidores: i) don Juan de Caxal, que casó
en Valladolid con su prima doña Juana Caxal; ii) don Gabriel de Zelada, casó en España
con doña Francisca Ricardo de Montalván, natural de Madrid; iii) don Gaspar de Narváez y
Valdelomar, casó en Sevilla en 1581 con doña Úrsula Ortiz Romano, natural de Sevilla; iv)
don Rodrigo de Carvajal casó con doña Beatriz de Armenteros y Henao, natural de Sevilla;
v) don Pedro Álvarez de Solórzano, con doña Antonia Ortiz de Velasco, natural de Medina
Pomar; vi) don Hernando Machado, con doña Ana Núñez de Chávez, natural de Trujillo;
vii) don Gaspar de Escalona y Agüero, casó en Lima en 1639 con doña Elvira Tello de
Guzmán, natural de Sevilla; viii) don Nicolás Polanco de Santillana, casó en Lima en 1639
con doña Juana Guzmán de Cabrera, natural de Córdoba; ix) don Antonio Fernández de
Heredia casó con doña Domesia de Argárate y Lizarri, natural de San Sebastián; x) don
Pedro de Hazaña Solís y Palacio, casó con doña Ana de Oña, natural de Azuaga; xi) don
Juan de la Peña Salazar en 1661 con doña Isabel Feliciana de Alba y Alvarado, natural de
Jerez de los Caballeros; xii) don José de Meneses casó con doña Gabriela de Barrios y
Saavedra, natural de Sevilla; xiii) don Manuel Muñoz de Cuéllar casó en Madrid con doña
Ana Flores, natural de Madrid; xiv) don Sancho García de Salazar, casó en Madrid en 1669
con doña Josefa de los Ríos Vozmediano, natural de Madrid y; xv) don Álvaro Bernardo de
Quiroz casó en Madrid con doña Josefa Arias Ferrer de Saavedra, natural de Madrid.
Por su parte los 9 oidores de la Real Audiencia de Santiago de Chile que tomaron estado
con americanas durante el siglo XVII fueron: i) don Luis Merlo de la Fuente, casado en
Lima en 1590 con doña Jerónima de Santa Cruz y Celis Padilla, natural de Lima; ii) don
Jácobe de Adaro y San Martín, casado en Lima en 1621 con doña María Ramírez de los
Olivos, natural de Lima; iii) don Pedro González Güemes, casado en Santiago en 1638 con
doña Clara de Xaraquemada, natural de Santiago; iv) don Bernardino Figueroa y de la
Cerda, casado en Lima en 1640 con doña Josefa Merlo y Santa Cruz, natural de Lima; v)
don Alonso de Solórzano y Velasco, casado en Lima en 1654 con doña Ana Muñoz
Ternero, natural de Lima; vi) don Juan de la Cueva y Lugo, casado en Lima en 1684 con
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doña Ana Josefa de la Cueva y Torres, natural de Lima; vii) don Gaspar de Cuba y Arce,
casado en Lima en 1688 con doña Mariana Sarmiento de Sotomayor, natural de Ayllona;
viii) don Francisco de Rojas, casado en Lima en 1691 con doña María Teresa del Corral y
Calvo de la Torre y; ix) don Pablo Vázquez de Velasco, casado en 1696 con doña Ana
María Tello de la Cueva, natural de Lima.
Dos de estos matrimonios se habían realizado antes del ingreso a la magistratura y por
ello no precisaron de especial licencia, a saber, don Luis Merlo de la Fuente en 1590, pues
sólo siete años más tarde fue nombrado oidor en Panamá, y don Francisco de Rojas y
Acevedo en 1691, pues únicamente ocho años después obtuvo un nombramiento de alcalde
supernumerario en la Real Audiencia de Lima.
Otro ministro al finalizar el siglo XVII obtuvo licencia para hacerlo previo beneficio
económico, fue el fiscal de la Real Audiencia de Santiago don Pablo Vázquez de Velasco
quien en 1694, previo servicio pecuniario de 4.000 escudos, obtuvo licencia para contraer
matrimonio con una dama limeña2407.
Finalmente otro ministro contrajo matrimonio sin expresa licencia: el oidor don Pedro
González Güemes de la Mora, quien casó en Santiago de Chile en 1638 con doña Clara de
Xaraquemada Solórzano del Hoyo y Silva, natural de Santiago, hija del maestre de campo
don Diego de Xaraquemada y de doña María de Silva y Morales.Por esta razón el virrey del
Perú avisó al Consejo y se le instruyó proceso, en el que fue condenado en 1639 a pagar
2.000 pesos y a salir de Santiago dentro de los 20 días siguientes a que fuera notificado de la
sentencia, pero en 1640 recibió una real cédula que había obtenido su suegra, doña María de
Silva, merced a un beneficio a la real corona de 2.700 ducados para poder casar a una de sus
hijas con oidor, razón por la cual se revió su causa, pero se mantuvo la condenación por
sentencia de vista del 1 de agosto de 1646 y de revista del 4 de febrero de 1647, y en su
consecuencia fue trasladado a plaza de oidor de la Real Audiencia de Santa Fe, conforme a
su título extendido el 25 de mayo de 16472408.
Desde finales del siglo XVII fue frecuente el otorgamiento de licencias para casar en el
distrito previo servicio pecuniario, por ello el porcentaje de cónyuges americanas de los
ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile fue mayor que en la centuria anterior.
Habitualmente en el momento de obtener una plaza supernumeraria, el pretendiente
ofrecía además del dinero fijado para obtener la provisión, una cantidad adicional para
lograr ciertas dispensas o gracias, tales como la dispensa de naturaleza, y la licencia para
casar dentro del distrito. En otros casos, un ministro que ya gozaba de una plaza, lograba la
licencia para él o para sus hijos previo un servicio pecuniario directo.
Los ministros que al obtener sus plazas previo servicio pecuniario, consiguieron también
licencia para contraer matrimonio fueron: i) el oidor don Salvador Sánchez de la Barreda y
Vera, que en 1708 obtuvo su plaza supernumeraria previo servicio de 2.500 doblones2409;
ii) el oidor don Ignacio Fausto Gallegos, que en 1709 obtuvo plaza supernumeraria previo
                                                
2407 LOHMAN VILLENA, Guillermo, Los ministros de la Audiencia de Lima en el reinado de los
Borbones (1700-1821) , Sevilla, 1974, p. 140.
2408 AGI. Chile, 1, Consultas 1578-1665, Consulta nº 276, 4-II-1647.
2409 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Buen Retiro, 8-VII-1708.
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beneficio de 10.000 pesos2410; iii) el oidor don José Clemente de Traslaviña, que en 1740
obtuvo su plaza futuraria previo servicio de 17.000 pesos2411; iv) el fiscal don José Perfecto
Salas, que en 1746 obtuvo su plaza previo servicio de 13.000 pesos2412 y; v) el oidor don
Juan Verdugo, que en 1747 obtuvo su plaza supernumeraria previo servicio de 20.000
pesos2413. Otro ministro a quien se concedió licencia para casar en el distrito de la audiencia
y con natural de él fue el oidor don Gregorio Blanco Laysequilla, a quien le fue otorgada
sobre consulta del 4 de septiembre de 17552414, y en ella no se hace referencia a servicio
pecuniario alguno. Por real cédula fechada el 4 de octubre de 1787 se concedió la misma
licencia al oidor don Luis de Urriola y Echeverz quien, en uso de ella, casó con doña María
Josefa Balbontín de la Torre y Rojas, viuda del marqués de Montepío, natural de Santiago,
hija de don José Nicolás Balbontín, natural de Santiago, y de doña Ana Josefa de los Reyes,
natural de Valparaíso2415.
De 31 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que contrajeron matrimonio
con cónyuges cuya naturaleza es conocida, 24 lo hicieron con americanas, es decir, un
77.42%, y los restantes 7 casaron con originarias de la península.
Los 7 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que durante el siglo XVIII
tomaron estado con naturales de los reinos de España fueron: i) el regente don Francisco
Antonio Moreno y Escandón, que casó en Santa Fe del Nuevo Reino de Granada en 1759
con doña María Teresa Isabella y Aguado, natural de Morón; ii) el regente don Juan
Rodríguez Ballesteros, que casó con la peninsular doña María Antonia Taforó; iii) don Juan
de Balmazeda Zenzano y Beltrán, que casó en Santiago de Chile en 1750 con doña
Agustina Álvarez de Uceda, natural de Córdoba; iv) el fiscal don Baltazar José de Lerma y
Salamanca, que casó con doña Manuela de Hermosilla, natural de Madrid; v) el fiscal don
Martín Gregorio de Jáuregui que casó con doña Agustina Álvarez de Uceda, natural de
Córdoba; vi) el fiscal don Joaquín Pérez de Uriondo, que casó en Valladolid en 1775 con
doña Inés Vicenta Menéndez y Valdés Cornellana, natural de Valladolid; vii) y el fiscal
don Antonio Moxó de Francoli, que casó con doña María Bárbara López Fuertes Piquer,
natural de Gudar, Aragón.
Los 24 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que durante el siglo XVIII
tomaron estado con naturales de las Indias fueron: i) el fiscal don Gonzalo Remírez de
Baquedano que casó en Lima en 1705 con doña María Rosa Castro y Oyagüe, natural de
Lima; ii) el oidor don Ignacio Fausto Gallegos que casó por poder en Lima en 1712 con
doña María Dávalos y Mendoza, natural de Lima; iii) el oidor don Álvaro Bernardo de
Quiroz que contrajo segundo matrimonio en Lima en 1722 con doña Isabel Cayetana de las
Infantas y Villegas, natural de Lima; iv) el oidor don Martín de Recabarren que casó en
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2412 AGI. Chile, 223, Títulos de fiscales desde 1631, RP. 13-V-1746.
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2415 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. 4-X-1787.
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Santiago de Chile en 1725 con doña Isabel Pardo de Figueroa, natural del Cuzco; v) el
oidor don Ignacio Antonio del Castillo que casó en Charcas en 1739 con doña Ana María
del Campo y Vega, natural de Charcas; vi) el oidor don Domingo Martínez de Aldunate,
que casó en Lima en 1739 con doña Petronila de Acevedo y Borja, natural de Pisco, y
viudo de ella casó en Santiago de Chile en 1751 con doña María Micaela Guerrero y
Carrera, natural de Santiago de Chile; vii) el fiscal don José Perfecto Salas que casó en
Santiago de Chile en 1750 con doña Josefa Corvalán y Chirinos, natural de Córdoba del
Tucumán; viii) el oidor don Melchor de Santiago Concha que casó en Charcas en 1754 con
doña María Constanza Jiménez de Lebatón, natural de La Plata; ix) el oidor don Juan José
de la Puente Ibáñez, que casó en Lima en 1756 con su sobrina doña Constanza de la Puente
y Castro, natural de Lima; x) el oidor don Gregorio Blanco Laysequilla que casó en
Santiago en 1756 con doña María Josefa Núñez de la Cantera, natural de Santiago; xi) el
oidor don Juan Verdugo, que casó en Santiago de Chile con doña María Juana Valdivieso,
natural de Córdoba del Tucumán; xii) el regente Tomás Álvarez de Acevedo, que casó en
Lima en 1777 con doña María Josefa Salazar y Carrillo, natural de Lima; xiii) el fiscal don
Lorenzo Blanco Cicerón que casó en Santiago de Chile en 1779 con doña María Mercedes
Calvo Encalada, natural de Santiago; xiv) el fiscal don Ambrosio Zerdán de Landa que
casó en Santiago de Chile en 1779 con doña María Josefa Calvo Encalada, natural de
Santiago; xv) el regente don José de Rezaval y Ugarte, que casó en Lima con doña Juana
Micheo y Jiménez de Lebatón, natural de Lima; xvi) el fiscal don José Márquez de la Plata
y Soto que casó en Santiago de Chile en 1784 con doña Francisca Xaviera García
Huidobro, natural de Santiago; xvii) el oidor don José Lucas Gorvea y Vadillo que casó en
Santiago de Chile en 1785 con doña Teresa Calvo Encalada, natural de Santiago; xviii) el
regente don Fernando Márquez de la Plata, que casó en Santiago de Chile en 1786 con
doña Antonia Calvo Encalada, natural de Santiago de Chile; xix) el oidor don Luis de
Urriola y Echeverz que casó en Santiago de Chile en 1787 con doña María Josefa
Balbontín de la Torre, natural de Santiago; xx) el oidor don José de Santiago Concha que
casó en Santiago en 1793 con su sobrina doña María Josefa de la Cerda y Santiago Concha,
natural de Santiago; xxi) el oidor don José Santiago de Aldunate y Guerrero, que casó en
Santiago de Chile con doña Josefa Corail y Echenique, natural de Santiago; xxii) el oidor
don José Antonio Rodríguez Aldea, que casó en Santiago de Chile con doña Mercedes
Velasco y Osuna, natural de Santiago; xxiii) el oidor don Félix Francisco Bazo y Berry que
casó en Santiago de Chile con doña María del Tránsito Riesco, natural de Santiago y; xxiv)
el fiscal don Luis María Moxó de Francoli, que casó con doña María Dolores Oromí y la
Sala, natural de Buenos Aires.
1.5.2.2. La edad al tomar estado
La edad de los ministros al momento de contraer matrimonio se situaba como promedio
en los 38 años, época relativamente tardía y coincidente en líneas generales con los
observado por Fayard respecto de los consejeros de Castilla entre 1621 y 1746, pues allí
señalaba que durante el reinado de Carlos II la media se fijaba en los 40 años; y durante el
de Felipe V descendía a los 35 años2416.
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Debe sí advertirse que es muy bajo el número de ministros casados cuya edad al
momento de contraer matrimonio es conocida, pues de los 69 que tomaron estado, sólo se
sabe la edad de 35 de ellos.
El promedio de edad de cuatro ministros que contrajeron matrimonio en tiempos del
reinado de Felipe III era de 31, 7 años; el de cinco de ellos durante el reinado de Carlos II
es de 39, 9 años, es decir, exactamente la misma media apuntada por Fayard; el de cinco
durante el reinado de Felipe IV se sitúa en 43, 3 años; el de 7 durante el reinado de Felipe
V correspondía a 45, 7 años; el de dos de los tres que casaron bajo el reinado de Fernando
VI era de 29 años; el de 9 durante el reinado de Carlos III era de 34, 8 años; y el de tres
durante el reinado de Carlos IV era de 37, 3 años.
De los referidos 35 ministros cuyas edades al momento de casar son conocidas sólo 8 lo
hicieron antes de cumplir los 30 años; 14 entre los 30 y los 39 años; 9 entre los 40 y los 49
años; 3 entre los 50 y los 59; y sólo uno después de los 60 años.
La tardía época de la vida en la cual tendían a contraer matrimonio los ministros de la
Real Audiencia de Santiago de Chile, podía explicarse, entre otras causas, porque el
matrimonio era para ellos no sólo un estado deseado por el amor y bienes espirituales a él
anexos, sino porque constituía un medio de consolidación o ascenso social, y también un
medio de promoción profesional, de tal manera que sólo se decidían a contraer matrimonio
cuando encontraban a la doncella más a propósito.
Incluso más, en algunas ocasiones el propio matrimonio era el medio que permitía el
acceso a la magistratura por vía de la dote.
El primero de estos casos fue el del oidor don José de Meneses Allende Salazar, a quien
en 1664 doña Gabriela de Barrios le aportó en dote una plaza supernumeraria de oidor en la
Real Audiencia de Guadalajara, de la que el rey había hecho merced a su padre:
Teniendo consideración a lo que Graviel de Barrios piloto mayor de mi
Armada de la guarda de la carrera de las Indias me ha servido le hice merced de
una plaza de oydor de mi Audiencia Real de la ciudad de Guadalajara en la
provincia de la Nueva Galicia para la persona que casasse con una de sus hijas y
por su parte se me ha hecho relación que ha dado estado a doña Graviela de
Barrios su hija con vos don Joseph Tello de Meneses y para que la dicha merced
tenga efecto me a suplicado os mande dar el titulo y despachos necesarios para yr
a servir esta plaza y atendiendo a la suficiencia y letras que concurren en vos el
dicho Dn. Joseph Tello tengo por bien de haceros merced como por la presente
os la hago de plaza supernumeraria de oidor de mi Audiencia Real de la ciudad
de Guadalajara, con calidad de que ayáis de entrar en la primera del número que
vacare y que esta supernumeraria de que os hago merced se haya de consumir en
la primera vacante del número que se ofreciere en la dicha Audiencia 2417.
El segundo y último caso de un ministro de la Real Audiencia de Santiago de Chile que
ingresó a una plaza togada en Indias por vía de dote fue el de don Juan de la Peña Salazar, en
cuyas capitulaciones matrimoniales, celebradas el 29 de octubre de 1661, se estipuló que
doña Isabel de Alba aportaba en el cuerpo de sus bienes dotales una plaza de oidor de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, avaluada en 16.000 ducados de plata, que su majestad le
había concedido para la persona que casare con ella, en consideración a los servicios de su
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padre, el capitán don Pedro de Alba y Alvarado, y en dicha conformidad doña Isabel pareció
ante el Consejo para que fuera nombrado don Juan de la Peña. El Consejo así lo consultó al
monarca el 8 de noviembre de 1661, para que ocupara la vacante quedada por promoción de
don Juan de Huerta Gutiérrez, y el monarca le nombró en tal plaza 2418, y en dicha
conformidad se le despachó su título por real provisión fechada en Madrid el 3 de marzo del
año siguiente2419.
Muchos ministros hubo que tomaron estado tardíamente con jóvenes de la nobleza o de
vinculaciones familiares de importancia, como el del oidor don Juan de Balmazeda Zenzano
y Beltrán, quien a los 57 años, casó en la parroquia de Santa Ana de Santiago de Chile el 8 de
febrero de 1750 con doña Agustina Álvarez de Uceda, natural de Córdoba, hija de don Pedro
Álvarez y de doña María de Uceda. A la sazón, doña Agustina había enviudado de don
Francisco Fernández de Córdoba y del fiscal de la audiencia don Martín Gregorio de Jáuregui
y Ollo. Doña Agustina no sobrevivió a su tercer marido, pues murió en Santiago el 29 de
noviembre de 1761.
Otros casos interesantes fueron el del oidor don Gaspar de la Cuba y Arce quien, a los
56 años, casó con doña Mariana Sarmiento de Sotomayor, hija del vizconde de Portillo; el
del oidor don Martín de Recabarren quien, a los 46 años, casó con doña Isabel Pardo de
Figueroa, hermana del marqués de San Lorenzo del Valle Umbroso; el del fiscal don José
Márquez de la Plata y Soto quien, a los 46 años, casó con doña Francisca Javier García
Huidobro, hija del marqués de Casa Real; y el del oidor don Luis de Urriola y Echeverz
quien, a los 39 años, casó con doña María Josefa Balbontín de la Torre, viuda del marqués
de Montepío.
Una situación paradigmática de la espera hasta encontrar una cónyuge de fortuna y
buena posición social fue el de las cuatro hijas de los marqueses de Villapalma de la
Encalada, pues todas ellas casaron con ministros del tribunal santiaguino, a saber, en 1779
el fiscal de lo civil don Lorenzo Blanco Cicerón, de 36 años desposó a doña María
Mercedes Calvo de Encalada; y ese mismo año su colega de lo criminal don Ambrosio
Zerdán de Landa, de 27 años, lo hizo con doña María Josefa; en 1785 el oidor don José
Lucas Gorbea y Vadillo tomó estado con la tercera hermana, doña Teresa, y al año
siguiente su colega don Fernando Márquez de la Plata y Soto lo hizo con la cuarta
hermana, doña Antonia.
Los ministros que contraían matrimonio a menor edad solían ser aquellos vinculados a
la nobleza titulada, tendencia sugerida también por Fayard2420. En efecto, el más precoz en
tomar estado fue don Juan José de la Puente Ibáñez, heredero del marquesado de Corpa,
quien a los 22 años casó con su sobrina, doña Constanza de la Puente y Castro, natural de
Lima, hija del marqués de Villafuerte y Sotomayor, y de doña Ana Nicolasa Castro
Urdánegui y Delgadillo; don Joaquín Pérez de Uriondo y Martierena, heredero del
marquesado del Tojo, casó a los 23 años con doña Inés Vicenta Menéndez y Valdés
Cornellana, natural de Valladolid, hija de don Manuel Menéndez de Valdés, y de doña
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Petronila O'Flenaggan; y don Melchor de Santiago Concha, heredero del marquesado de
Casa Concha casó a los 26 años con doña María Constanza Jiménez de Lebatón (17 ?-1773),
natural de La Plata, hija del primer marqués de Rocafuerte don Nicolás Jiménez de Lebatón y
Hazaña (16 ?-1757), natural de Lima, y de doña Constanza de Costilla Valverde y Cartagena,
natural del Cuzco.
1.5.2.3. Los suegros
La posición social de las cónyuges de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de
Chile solía corresponder a un estrato semejante al de los magistrados, pues muchas de ellas
pertenecían a familias de nobles titulados, de caballeros de órdenes, de magistrados, o de
militares.
1.5.2.3.1. Nobles titulados
De los 69 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que contrajeron
matrimonio, 8 lo hicieron con hijas de nobles titulados, es decir, un 11.59%, y dentro de ellos
destacaban cuatro togados que fueron yernos de los marqueses de Villapalma de la Encalada.
Los ministros cuyos suegros fueron nobles titulados eran: i) don Gaspar de la Cuba y
Arce, del vizconde del Portillo don Agustín Sarmiento de Sotomayor; ii) don Juan José de la
Puente Ibáñez, del marqués de Villafuerte y Sotomayor don Lorenzo Antonio de la Puente
Larrea y Garma; iii) don Melchor José de Santiago Concha, del marqués de Rocafuerte don
Nicolás Jiménez de Lebatón; iv) don José Márquez de la Plata y Soto, del marqués de Casa
Real don Francisco García Huidobro.
A los anteriores se unían el regente don Fernando Márquez de la Plata y Orozco, el oidor
don José Lucas Gorbea y Vadillo y los fiscales don Lorenzo Blanco Cicerón y don Ambrosio
Zerdán de Landa, quienes casaron con las hijas de los marqueses de Villapalma de la
Encalada, caballero de Santiago don Martín Calvo de Encalada, y doña Margarita Pardo de
Recabarren.
1.5.2.3.2. Caballeros de Órdenes
Un total de 11 ministros de la audiencia santiaguina casaron con hijas de caballeros de
órdenes, es decir, un 15.94% respecto de los 69 que tomaron estado.
De su lado, eran yernos de caballeros de órdenes los oidores: i) don Gaspar de la Cuba y
Arce, del caballero de Santiago don Agustín Sarmiento de Sotomayor; ii) don Sancho García
de Salazar, del caballero de Santiago don Francisco Ter de los Ríos Vozmediano y Arteaga;
iii) don Juan Próspero de Solís Vango, del caballero de Calatrava don Juan de Molleda Rubín
de Celis y Vega; iv) don Martín de Recabarren, del caballero de Santiago don Bernardo
Pardo de Figueroa; v) don Juan José de la Puente, del caballero de Calatrava don Lorenzo
Antonio de la Puente; vi) don José de Rezaval y Ugarte, del caballero de Santiago don Juan
Francisco Micheo; vii) don Fernando Márquez de la Plata, del caballero de Calatrava don
Manuel de Encalada y Chacón y; viii) don José Lucas Gorbea y Vadillo, del caballero de
Calatrava don Manuel de Encalada y Chacón; y los fiscales: i) don Gonzalo Remírez de
Baquedano, del caballero de Calatrava don Jerónimo Castro Gallegos; ii) don Lorenzo
Blanco Cicerón, del caballero de Calatrava don Manuel de Encalada y Chacón y; iii) don
Ambrosio Zerdán de Landa, del caballero de Calatrava don Manuel de Encalada y Chacón.
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1.5.2.3.3. Ministros de audiencias
Sólo 4 togados de la Real Audiencia de Santiago de Chile casaron con hijas de ministros
de audiencias indianas, es decir, un escaso 3.71% respecto de los 105 provistos, aunque
muchas de las cónyuges de los togados pertenecían a familias vinculadas a la judicatura
peninsular o indiana.
Los oidores cuyos suegros ocupaban plazas en audiencias americanas eran: i) don
Bernardino Figueroa de la Cerda, del oidor de Chile y Lima don Luis Merlo de la Fuente; ii)
don Rodrigo de Carvajal y Mendoza (1620), del oidor de Lima don Diego de Armenteros y
Henao; iii) don Francisco de Rojas y Acevedo (1703), del oidor de Lima don Juan del Corral
Calvo de la Banda y; iv) don Juan José de la Puente Ibáñez (1776), del fiscal de Lima don
Lorenzo Antonio de la Puente Larrea y Garma.
Dentro de las cónyuges que pertenecían a familias ligadas a la magistratura ultramarina
se encontraban: i) doña María Josefa Salazar y Carrillo, casada con el regente don Tomás
Antonio Álvarez de Acevedo, pues era sobrina nieta del oidor de Santiago de Chile don
José Clemente de Traslaviña y Oyagüe; ii) doña Juana Micheo y Jiménez de Lebatón,
casada con el regente don José de Rezaval y Ugarte, pues era sobrina del oidor de Santiago
y Lima don Melchor José de Santiago Concha y Errazquín, y prima del oidor de Chile don
José de Santiago Concha y Jiménez de Lebatón; iii) doña María Constanza Jiménez de
Lebatón, casada con don Melchor de Santiago Concha, que era nieta del oidor don Juan
Jiménez de Lebatón; iv) doña Antonia Calvo Encalada y Pardo Recabarren, y sus hermanas
doña Teresa, doña María Mercedes, y doña María Josefa, casadas con el regente don
Fernando Márquez de la Plata, con el oidor don José Lucas Gorbea y Badillo, y con los
fiscales don Lorenzo Blanco Cicerón y Ambrosio Zerdán de Landa respectivamente, pues
eran nietas del oidor de la Real Audiencia de Chile don Martín de Recabarren, y sobrinas
del oidor de Lima don Gaspar Remírez de Laredo y Encalada; v) doña María Rosa Castro y
Oyagüe, casada con el fiscal don Gonzalo Remírez de Baquedano, era prima del oidor José
Clemente de Traslaviña y Oyagüe; y) vi) doña María Josefa de la Cerda y Santiago Concha,
casada con su tío don José de Santiago Concha, que además era bisnieta del oidor de
Santiago don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera.
Finalmente, doña Juana Guzmán Córdoba y Salinas, mujer del oidor don Nicolás
Polanco de Santillana, era nieta materna del alcalde de la Audiencia y Chancillería Real de
Granada don Jerónimo Cabrera.
1.5.2.3.4. Militares
Al menos 7 de los togados de la Real Audiencia de Santiago de Chile contrajeron
matrimonio con hijas de militares, es decir, un 10.14% respecto de los 69 que tomaron
estado.
Los ministros cuyos suegros eran militares fueron: i) el regente don Tomás Antonio
Álvarez de Acevedo, del coronel del Regimiento Provincial de Dragones del valle de
Chincha don José Rafael Salazar Traslaviña; ii) el oidor don Hernando Machado, del
capitán en Quito y en la guerra de Chile don Francisco Álvarez de Chávez; iii) el oidor don
Nicolás Polanco del Santillana, del capitán de las Guardias Viejas de Castilla don Diego
Guzmán y Córdoba; iv) el oidor don Antonio Fernández de Heredia, del capitán don Martín
de Argárate y Lizarri; v) el oidor don Juan de la Peña Salazar, del gobernador del tercio
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viejo de las milicias de Extremadura castellano de la fuerza de Tortosa capitán don Pedro
de Alba y Alvarado; vi) el oidor don Juan de la Cueva y Lugo, del capitán don Agustín de
la Cueva y Lugo y; vii) el oidor don Juan Próspero de Solís Vango, del teniente de capitán
general don Juan de Molleda y Rubín de Celis.
1.5.2.4. Las dotes
Queda dicho que el matrimonio no sólo era apetecible por los bienes espirituales
derivados de él, sino también por la posición social y vinculaciones que podían lograrse al
enlazar con familias influyentes, pero igualmente el matrimonio solía aportar cierto
económico a los ministros por la vía de la dote.
Solamente se cuenta con los datos tocantes a la dote recibida por 17 ministros de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, por ello las conclusiones que puedan extraerse de ellos son
muy limitadas.
De todos estos casos hay uno de ellos, el del oidor don Antonio Fernández de Heredia,
en el cual la mujer no aportó dote alguna al matrimonio, y así en el poder para testar que
otorgó su cónyuge doña Domesia Argárate y Lizarri, casada en primeras nupcias con el
capitán don Martín de Ugalde, se señalaba: Declaro desde luego que cuando me casse con
el dicho Sr. Licenciado Dn. Antonio Fernandez de Heredia no traje dote alguno al
matrimonio2421.
Las cantidades aportadas en dote oscilaban entre los 8.000 pesos de a ocho reales
recibidos por el oidor don Gaspar de Escalona y Agüero en 1639 y los 72.847 recibidos en
1787 por el oidor don José de Rezaval y Ugarte.
Las dotes normalmente consistían en una cantidad de dinero a la cual se sumaban una
serie de bienes muebles, tales como ropas, adornos, joyas y lienzos. Así en el recibo de
dote del fiscal don Lorenzo Blanco Cicerón extendido en Santiago de Chile el 4 de
diciembre de 1779, se consignaban 18.000 pesos, 969 pesos en dádivas graciosas, y 2.201
pesos en diversos bienes muebles2422.
En algunas ocasiones la situación económica de la cónyuge parecía no ser equivalente a
la del ministro con quien contraía matrimonio.
Tal era el caso de doña Elvira Tello de Guzmán, casada en 1639 con don Gaspar de
Escalona y Agüero, pues en el poder para testar que otorgó este ministro en Santiago de
Chile el 21 de enero de 1650 señalaba que el virrey del Perú había contribuido a la dote de
su cónyuge: Declaro que la dicha mi mujer trujo de dote a mi poder e yo rescebi ocho mil
pesos de a ocho reales, que procedieron de un corregimiento que el Excmo. Sr. Conde de
Chinchon dio para ayuda a la dote de la susodicha2423.
                                                
2421 ANE. 220, Poder para testar de doña Domesia Argárate y Lizarri, Santiago, 13-IV-1644, fs. 149 vta.-
150.
2422 ANE. 788, Recibo de dote del fiscal don Lorenzo Blanco Cicerón, Santiago, 4-XII-1779, fs. 453 vta.-
457 vta.
2423 ANE. 212, Poder para testar del oidor don Gaspar de Escalona y Agüero, Santiago, 21-I-1650, fs. 208
vta.
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Bienes dotales*
MINISTRO AÑO DOTE ARRAS
Gaspar de Narváez y Valdelomar 1581 8.250
Pedro González Güemes 1638 40.000
Gaspar de Escalona y Agüero 1639 8.000
Antonio Fernández de Heredia 164? Sin dote
Juan de la Peña Salazar 1661 31.567
Manuel Muñoz de Cuéllar 1657 10.000
Sancho García Salazar 1669 12.375
Francisco Rojas y Acevedo 1691 14.051  4.000
Pablo Vázquez de Velasco 1696 29.000  10.000
Melchor de Santiago Concha 1705 18.690  6.000
Gonzalo Remírez de Baquedano 1705 59.400  10.000
 Martín de Recabarren 1725 32.478
Álvaro Bernardo de Quiroz 1727 8.742  2.000
José de Santiago Concha 1734 56.174  6.000
Juan José de la Puente 1756 53.596  10.000
Lorenzo Blanco Cicerón 1779 21.170
José de Rezaval y Ugarte 1787 72.847  12.000
* Expresados en pesos de a 8 reales
1.5.2.5. Las segundas nupcias
Sólo 5 ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile contrajeron un segundo
matrimonio, aunque uno más tenía concertado hacerlo, pero murió antes de la celebración.
Dichos ministros fueron: i) el regente don Pedro Cernadas y Bermúdez de Castro, quien
tras haber enviudado de doña Juana Rivero, casó con doña Eulalia de la Cámara, viuda a su
vez del caballero de la Orden de Carlos III don Juan Clemente de Larrea; ii) el oidor don
Alonso de Solórzano y Velasco, que viudo de doña Jerónima de Aldaña y Noroña, casó con
doña Ana Muñoz Ternero, natural de Lima; iii) el oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz,
que viudo de doña Josefa Arias Ferrer, natural de Madrid, casó en Lima con doña Isabel
Cayetana de las Infantas y Villegas, natural de Lima; iv) el oidor don Ignacio Antonio del
Castillo, que viudo de doña Ana María del Campo y Vega, natural de Charcas, contrajo
matrimonio con doña Francisca Gutiérrez de Escalante y; v) el oidor don Domingo
Martínez de Aldunate, que viudo de doña Petronila de Acevedo y Borja, natural de Pisco,
casó con doña María Micaela Guerrero y Carrera, natural de la Serena en el reino de Chile.
El oidor que una vez viudo decidió casar por segunda vez sin alcanzar a verificarlo fue
don Rodrigo de Carvajal y Mendoza, quien tenía convenido hacerlo con doña Constanza de
Valencia y Herrera, natural de Lima, hija de don Leandro Valencia y de doña Francisca de
Herrera, para cuyo efecto otorgó poder el 16 de febrero de 1630 al oidor de Lima, don
Gabriel Gómez de Sanabria, y a don Juan Labarca y Benavides y don Pedro Saravia,
disposición que no llegó a cumplirse por la muerte del oidor.
1.5.2.6. Las viudas
Las viudas de los ministros de Santiago de Chile, por regla general, llevaron una vida
retirada, preocupadas sólo de los negocios de sus casas y de dar estado a sus hijos, aunque
algunas de ellas acabaron sus días en algún monasterio, y fueron muy pocas las que
volvieron a casar.
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Una de las primeras que ingresó a un monasterio fue doña Sebastiana de Avendaño y
Villela, viuda del oidor don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor2424, y a ella siguió la viuda
del oidor Muñoz de Cuéllar, aunque después de dos nuevos matrimonios.
En efecto, doña Ana Flores, muerto en 1667 su marido el oidor don Manuel Muñoz de
Cuéllar, casó con don Antonio Calero y, viuda por segunda vez, contrajo nuevo matrimonio
con el capitán don José Zorrilla de la Gándara, tesorero de la Real Hacienda, y después de
enviudar de este su tercer marido, profesó como carmelita descalza en el monasterio de San
José de la Cañada.
Doña Ana tenía un particular sentimiento religioso, pues mientras vivía su segundo
marido y con licencia de él, hizo donación el 20 de diciembre de 1678 a los padres de la
Compañía de Jesús de su casa situada en Santiago a seis cuadras de la plaza mayor, con su
iglesia, capilla, torre, sacristía y convento que había levantado para la clausura de los
religiosos, más una huerta, viña, estanque, molino, esclavos, plata labrada, lienzos,
pinturas, ornamentos, albas y manteles, tasados todos en la suma de 43.920 pesos y 6
reales, otorgándose a doña Ana la patente de fundadora, origen éste del Colegio de San
Pablo de la Compañía2425.
Por su parte, doña Agustina Álvarez de Uceda, natural de Córdoba, ya era viuda de don
Francisco Fernández de Córdoba, cuando casó con el fiscal de la Real Audiencia de
Santiago de Chile don Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo, de quien enviudó el 30 de julio
de 1749, y pocos meses después casó por tercera vez, en la parroquia de Santa Ana de
Santiago el 8 de febrero de 1750, con el oidor don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán, a
quien no sobrevivió, pues murió en Santiago el 29 de noviembre de 1761.
Finalmente, doña Juana Micheo Jiménez de Lebatón, después de enviudar en julio de
1800 del regente don José de Rezaval y Ugarte, se comprometió para segundo matrimonio
con el regente de la Real Audiencia de Lima don Manuel Antonio Arredondo y Pelegrin
(c.1738-1822), pero falleció antes de recibirse la licencia real.
1.6. Los descendientes
Los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile tuvieron pocos descendientes.
En efecto, de los 69 que contrajeron matrimonio sólo 49 tuvieron hijos, es decir, un
71.01%, y solamente dos de los que permanecieron solteros tuvieron descendencia
ilegítima, con lo cual menos de la mitad de los 105 provistos formaron familias que
perduraron en el tiempo.
Los 49 ministros casados con descendencia en sus matrimonios tuvieron un total de 176
hijos, es decir, un promedio de 3, 59 hijos por pareja, cantidad similar a la que Fayard
había apuntado para los consejeros de Castilla entre 1621 y 16462426.
Esta media de hijos por matrimonio debe ser considerada únicamente como referencia,
pues en muchos casos no se sabe el número de hijos muertos en la infancia. Así, por
                                                
2424 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 26), p. 27.
2425 Idem, pp. 51-52.
2426 FAYARD, Janine, (n. 259), pp. 288-289.
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ejemplo, el oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar declaraba en su testamento que en
su matrimonio con doña Úrsula Ortiz Romano: Huvimos muchos hijos lejitimos y fue Dios
servido de llevar para si la mayor parte siendo niños en vida de su madre, y solo nos
quedaron tres2427.
No fueron muchos los ministros que tuvieron más de 5 hijos, a saber, el oidor don
Domingo Martínez de Aldunate, quien tuvo 13 hijos, 2 en su primer matrimonio y los 11
restantes en el segundo, más una criatura gemela que murió en el parto; su colega don
Gabriel de Zelada tuvo 9; el regente don Francisco Antonio Moreno y Escandón tuvo 8,
igual que el oidor don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor; el oidor don José de Santiago
Concha tuvo 7, al igual que el oidor don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera y que el
fiscal don Luis Moxó y; el oidor don Luis Merlo de la Fuente tuvo 6, al igual que su colega
don Sancho García de Salazar.
Por su parte, solamente se ha podido comprobar la existencia de 5 hijos naturales dentro
de la descendencia de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile, de los
cuales 2 lo eran de magistrados solteros, y los otros de ministros que tomaron estado
matrimonial.
1.6.1. Destino profesional de los hijos legítimos
Como manifestación de la constante para las familias de la posición social de los
ministros de las audiencias indianas, las ocupaciones de sus hijos solían estar constituidas
por la carrera eclesiástica, el curso letrado, y el servicio en el ejército, además de aquellos
otros que simplemente se dedicaban al servicios de oficios locales.
1.6.1.1. Los eclesiásticos
De 81 hijos varones de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile,
solamente 11 tomaron estado religioso, la mayoría de ellos durante el siglo XVII.
Los primeros fueron dos hijos del oidor fundador don Luis Merlo de la Fuente, a saber,
don Alonso Merlo de la Fuente, que fue deán de la catedral del Cuzco, y don Juan Merlo de
la Fuente, que fue obispo de Honduras.
De su lado, uno de los hijos del oidor don Juan Caxal, llamado Francisco, entró a la
Compañía de Jesús, al igual que uno de los hijos del oidor don Cristóbal de la Cerda y
Sotomayor, quien además tuvo otro hijo clérigo, y otros dos religiosos agustinos.
En este mismo siglo XVII el fiscal y luego oidor don Hernando Machado tuvo dos hijos
que tomaron estado eclesiástico y cuyas carreras fueron semejantes a las de los hijos de su
colega Merlo de la Fuente, pues su hijo don Juan Machado de Chávez fue canónigo de la
catedral del Cuzco, tesorero de la de Lima, y obispo electo de Popayán, y su otro hijo don
Francisco fue arcediano de la catedral de Santiago de Chile, y su provisor y vicario general,
y gobernador en sede vacante.
                                                
2427 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs.
307-307 vta.
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Finalmente en el siglo XVIII, don Estanislao, hijo del oidor don Martín de Recabarren,
fue canónigo de la catedral de Santiago, y don Ramón Moxó de Francoli, hijo del fiscal don
Luis, se hizo monje del Císter.
1.6.1.2. Los militares
Al menos 8 de los hijos de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
siguieron la carrera de las armas.
Ellos fueron el capitán don Juan Caxal, hijo del oidor homónimo; el capitán don
Francisco Álvarez de Solórzano, hijo del oidor don Pedro Álvarez de Solórzano; el maestre
de campo general don Alonso de Narváez y Valdelomar, capitán de infantería española,
sargento mayor del presidio de la isla de Santo Domingo y castellano en la guerra de
Arauco, y su hermano el capitán y sargento mayor don Luis, avecindado en Madrid, hijos
del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar; don Miguel José Moreno, alférez de
fragata de la Real Armada, y oficial primero de la Secretaría de Estado, hijo del regente
don Francisco Antonio Moreno y Escandón y; don Mariano Pérez de Uriondo, muerto en la
guerra con Francia, hijo del fiscal don Joaquín Pérez de Uriondo y Martierena.
Un caso curioso fue el de un hijo del último regente don Juan Rodríguez Ballesteros y el
de su colega don José Santiago de Aldunate y Guerrero, que participaron en las últimas
campañas de la independencia americana, aunque en bandos opuestos, a pesar de haber
compartido sus juegos de niños en Santiago.
En efecto, don José Rodríguez Ballesteros fue coronel de milicias de la ciudad de Castro
en la isla de Chiloé, y segundo del gobernador don Antonio de Quintanilla, a cuyo mando
se encontraban las tropas que en abril de 1824 derrotaron al ejército chileno en Mocopulli,
y que en 1826 organizó la defensa del partido de Castro. De su lado, don José Santiago
Aldunate fue a Chiloé en la segunda expedición del director supremo don Ramón Freire el
año 1826, y tras la capitulación de las tropas reales en enero de 1826 fue designado por
Freire como el primer gobernador chileno de Chiloé, con asiento en la ciudad de San
Carlos, actual Ancud.
1.6.1.3. Letrados
Al menos 13 de los hijos de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
siguieron estudios de derecho, sin contar a algunos de los que tomaron estado eclesiástico y
que también habían cursado las facultades de cánones y leyes.
De dichos trece letrados, once hijos de ministros de la Real Audiencia de Santiago de
Chile siguieron el cursus honorum letrado en los reinos de España e Indias, a saber, uno de
ellos llegó a ocupar plaza en el Consejo de Órdenes, y los diez restantes sirvieron oficios en
las audiencias del Nuevo Mundo, a quienes se podría sumar uno más que sirvió plazas en la
judicatura republicana chilena.
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Hijos en plazas de Consejos y Audiencias
AÑO MINISTRO HIJO AUDIENCIA AÑO
1606 Luis Merlo de la Fuente Francisco Merlo de Fuente Oidor Panamá 1685
1606 Luis Merlo de la Fuente Luis José Merlo de la Fuente Oidor Charcas 1642
1607 Hernando Machado Pedro Machado de Chávez Fiscal-Oidor Chile 1631
1651 Pedro Hazaña Solís Palacio Juan de Oña Palacio Oidor Charcas
1748 Domingo Martínez de Aldunate José Santiago de Aldunate Oidor Chile 1795
1756 Melchor de Santiago Concha José de Santiago Concha Oidor Chile 1794
1776 Tomás Álvarez de Acevedo Juan Álvarez de Acevedo Consejero de Órdenes
1776 Tomás Álvarez de Acevedo Tomás Álvarez de Acevedo Oidor Lima
1776 Tomás Álvarez de Acevedo José Álvarez de Acevedo Oidor Chile 1806
1777 José Lucas Gorbea Vadillo Manuel José Gorbea Oidor Manila 1821
1803 José Antonio Moxó de Francoli Luis María Moxó de Francoli Fiscal Chile 1810
1794 José de Santiago Concha Melchor de Santiago Concha Fiscal Corte Suprema* 1830
* Corte Suprema de Justicia de la República de Chile
1.6.1.4. Los matrimonios
El matrimonio de los hijos de los ministros fue también un medio a través del cual se
consolidaba la posición social, económica y profesional de sus respectivas familias, pues
existía una clara tendencia endogámica que les llevaba a unirse a miembros de otras
familias de letrados, de la nobleza o de las pequeñas aristocracias locales.
Precisamente para evitar las vinculaciones con la sociedad local y las malas
consecuencias que sobre la administración de justicia podían seguirse de ellas, la
prohibición de los matrimonios en el distrito también comprendía a los hijos de los
ministros de las audiencias ultramarinas y, al igual que lo que ocurría con los togados, fue
frecuente en el siglo XVIII que se obtuvieran licencias previo servicio pecuniario para el
matrimonio de los hijos.
Algunos ministros consiguieron tales licencias, entre ellos, el oidor don Martín de
Recabarren que, previo servicio de 15.000 reales de vellón, obtuvo que se le concediera
licencia para casar a sus hijas con naturales del reino, la que se le otorgó sobre consulta del
3 de marzo de 17422428, y que le fue comunicada por real cédula fechada en Aranjuez el 1
de junio del año siguiente2429; el oidor don Juan Bautista Verdugo, que obtuvo por real
cédula del 3 de agosto de 1767 licencia para casar a su hija doña María Francisca de Paula
con natural del distrito2430. Un caso similar fue el oidor don Melchor José de Santiago
                                                
2428 AGI. Chile, 69, Consultas originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia, años 1733 al
759, Consulta, 3-III-1742.
2429 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. Aranjuez, 1-VI-1742.
2430 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. 3-VIII-1767.
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Concha, a quien por real cédula fechada el 29 de octubre de 1774 se le otorgó licencia para
casar a sus hijos e hijas2431.
Casos hubo también en que esta licencia fue denegada, como a don Francisco Sánchez
de la Barreda y Vera, quien ofreció beneficiar a la corona con 1.000 pesos para lograr el
permiso de casar a sus hijos con naturales del distrito y, no obstante la opinión favorable
del Consejo, sobre consulta del 22 de agosto de 1735, el rey estampó que: No vengo en
condescender a lo que se propone2432.
Entre los hijos de oidores casados con hijas de familias de la nobleza o de caballeros de
alguna de las órdenes militares se encontraban don Juan de Carvajal y Mendoza, casado
con doña Clara Flores de León, hija del caballero de Santiago, general don Diego Flores de
León; y don Manuel José María Antonio de Gallegos y Dávila, casado con doña María del
Castillo y Castañeda, heredera del condado de Casa Dávalos.
Ejemplo de hijos casados con jóvenes pertenecientes a las principales familias del reino
fueron don Juan Caxal, casado con doña Magdalena del Campo Lantadilla, hija del alguacil
mayor del cabildo de Santiago don Alonso del Campo Lantadilla; Francisco Genaro y
Manuel Martínez de Aldunate, casados con doña Micaela y doña Mercedes Irarrázaval
Solar; tres de los vástagos del oidor don José de Santiago Concha, a saber, su homónimo
casado con doña Mercedes Aldunate de la Lastra, don Manuel, casado con doña Carmen
Vázquez de Acuña, y don Melchor casado con doña Damiana de Toro; y dos de los hijos
del regente don Juan Rodríguez Ballesteros, casados con las hermanas Mercedes y María
Riesco.
Hijos de ministros que casaron con hijas de otros magistrados fueron don Joaquín Pérez
de Uriondo, hijo del fiscal homónimo, que contrajo matrimonio con doña Manuela de
Herrera, hija del fiscal don Manuel de Herrera, cuyo otro hijo don Pedro de Herrera casó
con doña Jesús, hija del fiscal de la Real Audiencia del Cuzco don Bartolomé Bedoya.
1.6.2. Las hijas legítimas
Las hijas de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile fueron levemente
más que los varones, pues alcanzaban a 94, y también respecto de sus vidas se observaba la
doble tendencia a tomar la vida religiosa o a contraer matrimonio dentro de la esfera
económica, social y profesional de sus padres.
1.6.2.1. Religiosas
Dentro de 94 hijas de ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile fueron una
minoría las que tomaron el hábito religioso, pues solamente se ha podido comprobar que lo
hicieron 9 de ellas, y la mayor parte durante el siglo XVII.
Una de las hijas del oidor don Juan Caxal, doña Cecilia, profesó en el Monasterio de las
Agustinas de la Limpia Concepción de Santiago de Chile, igual que dos de las hijas de su
colega don Pedro Álvarez de Solórzano, doña Úrsula y doña Luisa; dos hijas del oidor don
                                                
2431 AGI. Chile, 223 , Licencias y privilegios, RC. 29-X-1774.
2432 AGI. Chile, 69, Consultas originales del distrito de aquella Audiencia, años de 1733 al 759 ,
Consulta, 22-VIII-1735.
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Cristóbal de la Cerda también tomaron estado religioso; una hija del oidor don José de
Meneses profesó en el Monasterio de Carmelitas de San José de Santiago con el nombre de
sor Teresa de Jesús; una hija del oidor don Ignacio Fausto Gallegos, doña Rosa, tomó el
hábito en el Monasterio del Corazón de Jesús; y dos hijas del fiscal don Luis María Moxó
abandonaron el mundo y se enclaustraron para hacer vida religiosa.
1.6.2.2. El matrimonio de las hijas
La mayoría de las hijas de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
contrajeron matrimonio, y contribuyeron con sus enlaces a ampliar las redes de
vinculaciones familiares de sus padres.
En efecto, al menos 36 de ellas tomaron estado con nobles, caballeros de órdenes,
ministros de audiencias, militares, oficiales de hacienda, gobierno o de las pequeñas
aristocracias locales.
Contrajeron matrimonio con nobles titulados dos hijas del oidor decano don Martín de
Recabarren, a saber: doña Margarita, que casó con el marqués de Villapalma de la
Encalada, y doña Juana, que casó con el marqués de Cañada Hermosa. También casó con un
noble titulado doña Constanza, hija del oidor don Juan José de la Puente Ibáñez, que casó con
el marqués de la Puente y Sotomayor.
Casaron con caballeros de órdenes: i) doña María Merlo y Santa Cruz, que casó en 1655
con el caballero de Santiago, general don Luis Felipe César de Scazuola, hijo del caballero de
Alcántara don Julio César Scazuola Rasari Canucio, que fueron padres del caballero de
Alcántara don Julio César Scazuola y Merlo (1678); ii) doña María de Zelada, en segundo
matrimonio con el caballero de Santiago don Fernando de Carvajal y Ulloa; iii) doña
Francisca de Velasco y Solórzano, que casó con el caballero de Santiago don Juan Nicolás
Roldán Dávila (1664) y; iv) doña Margarita de Recabarren, que casó con el caballero de
Calatrava don Manuel de Encalada y Chacón, marqués de Villapalma de la Encalada.
Tomaron estado con ministros de audiencias indianas doña María Josefa Merlo y Santa
Cruz, que casó con el oidor de la Real Audiencia de Chile don Bernardino Figueroa y de la
Cerda; y doña Constanza de la Puente, que casó con el fiscal de la Real Audiencia de Lima
y marqués de la Puente y Sotomayor don Juan Esteban de la Puente.
Además doña Manuela de Herrera, hija del fiscal don Manuel de Herrera, casó con don
Joaquín Pérez de Uriondo, hijo del fiscal homónimo, y doña Rufina Álvarez de Acevedo,
hija del primer regente de la audiencia, casó en Madrid con el ministro de Fernando VII y
luego de Simón Bolívar don José María Pando y Remírez de Laredo (1787-1840).
Contrajeron matrimonio con militares: i) doña María de Zelada que casó en primer
matrimonio con el general don Lorenzo Pacheco Osores; ii) doña Mencía de Chávez casada
en Quito con el capitán don Gabriel de Vera y Aragón; iii) doña Josefa Bernardo de Quiroz
casada con el comisario general de la caballería en Chile don José Remírez de Baquedano,
y en segundo matrimonio con don Francisco Muñoz Torres que servía el mismo oficio de
su primer marido y; iv) doña María Fidela Álvarez de Acevedo que casó en Madrid con el
coronel don Martín de Guesasola.
Contrajeron matrimonio con oficiales de Real Hacienda: i) doña María Ana de Velasco
y Solórzano, que casó con el contador don Alonso Fernández de Solórzano, natural de
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Segovia, padres del oidor de Santiago de Chile don Alonso de Solórzano y Velasco; ii)
doña Isabel de Chávez, que casó en Quito con el tesorero don Pedro de la Torre; iii) doña
María Josefa de Herrera, que casó con don Gaspar Rico y Angulo ministro honorario de las
Cajas Reales de Lima y; iv) doña Ángela Rosa Vázquez de Velasco, que casó en la catedral
de Lima el 23 de septiembre de 1721 con el contador general de Cruzada, capitán don José de
Zavala y Esquivel, natural de Lima, padres de: i) don Tadeo Martín de Zavala y Vázquez de
Velasco, que casó con la marquesa de Valle Umbroso doña Mariana Pardo de Figueroa; ii)
doña Petronila Ana, nacida en Lima el 22 de abril de 1722, que casó en su catedral el 15 de
octubre de 1738 con el doctor Pedro José Bravo de Ribero (1701-1786), natural de Lima,
oidor de su audiencia y consejero honorario de Indias, padres del oidor limeño don Diego
Miguel José Bravo del Ribero y Zavala (1756-c.1825), que casó con doña María Josefa de
Aliaga y Borda, hermana de doña Mariana, casada con el oidor limeño don Manuel Pardo y
Rivadeneira; y iii) doña Ana, casada con el coronel don José Toribio Bravo de Lagunas y
Castilla, hermano del oidor de la audiencia de Lima don Pedro José Bravo de Lagunas y
Castilla (1703-1762).
Casaron con oficiales de gobierno: i) doña María Merlo y Santa Cruz, que casó con el
gobernador de Puno y caballero de Santiago don Luis Felipe Scazuola; ii) doña Florencia
de Velasco y Solórzano casó en Santiago pro primera vez con el corregidor de la ciudad
don Pedro Lísperguer y Flores y; iii) doña Josefa Antonia Figueroa y Merlo casó en Lima
con el gobernador de Cochabamba don Gaspar de la Puente y Verástegui, natural de
Sevilla.
Tomaron estado con hijos de familias de la primera y más antigua nobleza de las
ciudades: i) doña Dionisia de Narváez y Valdelomar, que casó con el alguacil mayor de
corte de Panamá don Diego de Meneses Ribera y en segundas nupcias con don José
Quiñones Sodocín, natural de Madrid; ii) doña Luisa de Zelada casada con el alcalde
ordinario de Santiago y fiscal interino de la audiencia licenciado don Andrés de Toro
Mazote; iii) doña Beatriz Carvajal y Armenteros casada con el alguacil mayor de corte de
Santiago de Chile don Miguel Gómez de Silva y; iv) doña Nicolasa de Santiago Concha
casada con el alcalde ordinario de Santiago don Nicolás de la Cerda y Sánchez de la
Barreda, nieto del oidor don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera.
Por últimos muchas de las otras hijas de los ministros de la Real Audiencia de Santiago
tomaron estado con jóvenes que pertenecían a importantes familias, tales como: doña
María Engracia Moreno casada en Santa Fe con don José Antonio Valdés y su hermanas
doña María Teresa con don Lorenzo Eugenio Marroquín, doña María Josefa con don
Fernando Rodríguez, y doña María del Carmen con don Pantaleón Gutiérrez; doña Teresa
de Laya casada con don José de Ureta; doña María Mercedes de Aldunate casada con don
Fernando Bascuñán; doña Rosa de Aldunate casada con don Francisco Xavier Errázuriz;
doña María Isabel casada con uno de los Azúa; doña Catalina Polanco de Santillana y
Guzmán, casada con don Jerónimo de Jáuregui y Guzmán, hijo legítimo de don Miguel de
Jáuregui y Guzmán y de doña Isabel de Leiva, vecinos de Sevilla. El recibo de la dote fue
otorgado en Santiago de Chile el 13 de febrero de 1658, y ella ascendía a 10.000 pesos de
plata de a ocho reales2433; doña María del Carmen Gorbea casada con don Manuel de
                                                
2433 ANE. 97, Recibo de dote de doña Catalina Polanco de Santillana y Guzmán, Santiago, 13-XII-1658,
fs. 239.
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Arlegui; doña Rosa de Santiago Concha casada con don Pedro Fernández Recio; doña
Mercedes de Santiago Concha, casada con don José María Gallo Zavala, doña Nicolasa de
Santiago Concha casada con don Nicolás de la Cerda Concha; doña Carmen de Santiago
Concha casada con don Carlos Infante Valero; doña María Caxal casada con don Sebastián
de Tejada; y doña Ana María de la Cerda casada en Lima con don Antonio de la Riva
Agüero.
1.6.3. Los hijos naturales
Solamente se ha podido detectar la existencia de cinco hijos naturales de los ministros
de la Real Audiencia de Santiago de Chile.
El primero de ellos fue hijo del oidor don Juan de Caxal, llamado don Pedro Caxal,
menor de edad a la muerte de su padre2434, que no se ha podido comprobar si lo tuvo antes
de contraer matrimonio.
El oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar tuvo en Madrid, antes de contraer
matrimonio una hija natural llamada doña Luisa, a la que según declaraciones
testamentarias llevó a las Indias y después de dotarla convenientemente profesó en un
monasterio de Santo Domingo: Declaro que estando en la villa de Madrid, por procurador
general de los Charcas del Peru, tuve amistad con una mujer bien nacida que estaba en
muy buena opinion, y de doncella en la cual tuve una hija, llamada doña Luisa de Narvaez
y Valdelomar, de la cual al momento que nacio la entregue a una dama que la criase, y
cuando vine por Oydor de la Real Audiencia de la Ciudad de Santo Domingo de la
Española la truje en mi compañia, y en la dicha ciudad se crio en el Convento de Monjas
de Regina Angelorum, donde siendo de edad quiso tomar y tomo el habito de monja y
professo, y pague su dote y demas del le di una esclava negra llamada Lucia y una india
del Dorado para que la sirviessen y assimismo la di otras cosas2435.
El fiscal y luego oidor don Pedro Machado de Chávez, que murió soltero, tuvo un hijo
natural llamado don Antonio Machado, clérigo a la muerte de su padre, a quien dejó un
legado en su testamento: Mando al Dr. Dn. Antonio Machado mi hijo natural 500 pesos de
a ocho, los cuales le dara mi hermano don Francisco, y declaro ser el dicho Dn. Antonio
mi hijo natural, y que atento a que tiene capellanias con que poderse alimentar
comodamente, y por muchas deudas, no poderle dexar mas cantidad, y assi mismo mando
se le de al dicho Dn. Antonio el Lienzo del Sr. San Pedro que tengo en el Estudio2436.
Este ministro tuvo también otra hija natural llamada doña Margarita Machado, que en
1643 otorgó poder para testar2437, muerta en vida de su padre, quien en su testamento
ordenaba que se dijera una misa anual por su alma: Que el dia de los finados o otro que mas
comodamente pudiese todos los años se digan en el Convento del Sr. Sn. Francisco por los
                                                
2434 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 26), p. 20.
2435 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 309.
2436 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 95.
2437 ANE. 116, Poder para testar de doña Margarita Machado, Santiago, 1643, fs. 94.
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religiosos del, una misa cantada y doze rezadas por las animas de mis padres, y de mi hija
Doña Margarita y mia2438.
Finalmente el oidor don José de Valverde Contreras y Alarcón tuvo una hija natural
llamada doña Juana Valverde.
2. Los ministros y las glorias y vanidades del mundo
En una sociedad marcada por el concepto del honor, no sólo como “patrimonio del
alma”, sino también como signo de una determinada posición en el mundo, los ministros de
las audiencias de Indias ocupaban uno de los primeros estratos en la sociedad, tanto por su
cultura y oficio, cuanto por el monto de sus salarios, pero además solían ser muy celosos en
la guarda de sus personas y calidades, como quedaba de manifiesto en sus enlaces
matrimoniales, o en los de sus hijos.
Esta preocupación, por ejemplo, podía verse en el testamento del oidor don Gaspar de
Narváez y Valdelomar, en el que mandaba dar copia autorizada a sus hijos de la carta
ejecutoria de su hidalguía, y les imponía este mismo deber respecto de sus sucesores, y
agregaba que: Hago este encargo por los sucesos que se ven en el mundo y especial en las
Indias, habiendo de vivir en ellas2439; o en el caso del oidor don Álvaro Bernardo de
Quiroz, quien desheredó a su hijo don Manuel: Por haberse casado con gente vil2440.
Igualmente se preocupaban en aumentar el lustre de sus personas pretendiendo títulos o
hábitos de las Órdenes nobiliarias, bien así como en conservar unas apariencias externas
que no hicieran deslucir su rango, lo que se manifestaba en su preocupación por tener casas
y habitaciones dignas, ropas y vestimentas decentes, esclavos y criados para su conveniente
servicio, carruajes, etc.
2.1. Los ministros y los títulos nobiliarios
Solamente cuatro ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile detentaron algún
título nobiliario, número muy inferior al que podía observarse en una audiencia como la de
Lima.
El primero de ellos fue el oidor don Juan José de la Fuente y Villalta, hijo del primer
conde de Fuente Roja, don Pedro Andrés de la Fuente y Rojas, natural de Pisco, y de doña
María Teresa Núñez de Rojas, natural de Lima, que precisamente heredó de su padre el
título, a quien se lo había concedido Felipe V el 4 de noviembre de 17222441.
El oidor don Juan José de la Puente Ibáñez, hijo del marqués de Corpa y caballero de la
Orden de Alcántara, general don Lorenzo de la Puente y de la Calera, natural del valle de
Trucíos en Vizcaya, y de doña María Ana Ibáñez de Segovia, natural de Lima, en cuyo favor,
                                                
2438 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 94 vta.
2439 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 327.
2440 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 26), p. 68.
2441 LOHMAN VILLENA, Guillermo, Los americanos en las órdenes nobiliarias, I, Madrid, 1947, I, pp.
165-166.
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por auto del 16 de noviembre de 1776 se declaró el marquesado de Corpa que redimió de
lanzas por la suma de 10.000 pesos, y de medias anatas por real cédula del 16 de septiembre
de 17862442.
Finalmente, el fiscal don José Antonio Moxó de Francoli, hijo legítimo del primer barón
de Juras Reales don Mariano Francisco de Moxó y Magañosa, y de doña María Teresa de
Francoli y Sabatell, y que sucedió a su padre en el título, y a él le sucedió su hijo don Luis
María, también fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile2443.
2.2. Los ministros y las Órdenes nobiliarias
De los 105 ministros provistos para la Real Audiencia de Santiago de Chile, 23 fueron
cruzados de alguna Orden, vale decir un 21.90%.
A la Orden de Santiago pertenecieron ocho ministros; a la de Calatrava otros seis; uno a la
de Alcántara; siete a la de Carlos III; y uno a la de Isabel la Católica.
Fueron caballeros de la Orden de Santiago los oidores Antonio Fernández de Heredia,
Nicolás Polanco de Santillana (1640), José de Meneses (1668), privado de él en 1671;
Alonso Martín de Orellana (1677), Pablo Vázquez de Velasco y Salazar (1684), Álvaro
Bernardo de Quiroz (1687, José Blanco Rejón (1688), y Diego de Zúñiga y Tovar (1690).
Fueron caballeros de la Orden de Calatrava los oidores Juan Próspero de Solís Vango (1693),
Bernardo de Laya Bolívar (1689), Juan José de la Fuente y Villalta, Luis de Santa Cruz y
Zenteno (1746), y Juan José de la Puente Ibáñez (1783); y el fiscal Juan Manuel y
Sotomayor. Perteneció a la Orden de Alcántara el oidor Andrés de Hidalgo (1695).
Ingresaron a la Real y Distinguida Orden de Carlos III los regentes Tomás Antonio Alvarez
de Acevedo (1785), y Fernando Márquez de la Plata (1796); los oidores Benito María de la
Mata, José Lucas Gorbea y Vadillo (1796), y Luis de Urriola y Echeverz (1796); y los
fiscales Ambrosio Zerdán de Landa y Simón Pontero (1794), y Joaquín Pérez de Uriondo y
Martierena (1794). Finalmente, en 1819 ingresó a la Orden de Isabel la Católica el fiscal don
Luis María Moxo de Francoli.
                                                
2442 MENDIBURU, Manuel de, (n. 184), 9, pp. 282-283.
2443 MOLAS RIBALTA, Pere, “Dos catedráticos de Cervera en la América Borbónica. La familia
Moixo”, en EHSEA, 7, Alcalá, 1991, pp. 22-30.
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Ministros que pertenecieron a alguna Orden
AÑO MINISTROS ORDEN AÑO
1635 Antonio Fernández de Heredia Santiago ?
1643 Nicolás Polanco de Santillana Santiago 1640
1666 José de Meneses Santiago 1668
1674 Alonso de Orellana Santiago 1677
1681 Pablo Vázquez de Velasco Santiago 1684
1687 Álvaro Bernardo Quiroz Santiago 1687
1688 José Blanco Rejón Santiago 1688
1690 Diego de Zúñiga y Tovar Santiago 1690
1645 Juan Manuel Sotomayor Calatrava ?
1689 Bernardo de Laya Bolívar Calatrava 1689
1707 Juan Próspero de Solís Vango Calatrava 1693
1750 Juan José de la Fuente Calatrava ?
1777 Luis de Santa Cruz Calatrava 1746
1776 Juan José de la Puente Calatrava 1783
1692 Andrés de Hidalgo Alcántara 1695
1776 Tomás Álvarez de Acevedo Carlos III 1785
1776 Ambrosio Zerdán Pontero Carlos III 1794
1777 Benito de La Mata Linares Carlos III 1796
1777 José Lucas Gorbea y Vadillo Carlos III 1796
1779 Joaquín Pérez de Uriondo Carlos III 1794
1780 Luis de Urriola y Echeverz Carlos III  1796
1801 Fernando Márquez de la Plata Carlos III 1796
1810 Luis María Moxó de Francoli Isabel la Católica 1819
En los últimos años del reinado de Carlos II fue relativamente frecuente que al momento
de proveer a algún pretendiente a plaza togada como oidor en la Real Audiencia de Santiago
de Chile se consultara al monarca la concesión de un hábito de alguna de las tres órdenes,
para que viajara debidamente condecorado a una audiencia tan remota.
En efecto, sobre consulta del 8 de enero de 1687 fue nombrado oidor de la Real Audiencia
de Santiago don Álvaro Bernardo de Quiroz, y por real decreto del 3 de octubre del mismo
año se remitió a la Cámara de Indias un memorial para que se consultara su pretensión a un
hábito, y así la Cámara en consulta del día 13 de dicho mes decía al monarca: Que por su
conocida calidad y ir a una Audiencia tan distante de la Real presencia de V. M. conviene
que vaya condecorado, para que tenga la autoridad correspondiente a su representacion y
asi tiene por justa su pretension2444, y el rey se limitó a estampar: Helo mandado2445.
Igual política adoptaba la Cámara respecto del oidor don José Blanco Rejón, cuando por
real decreto del 13 de octubre de 1688 recibía un memorial con su pretensión de un
                                                
2444 AGI. Chile 2, Consultas originales del distrito de dicha Audiencia. Años 1657 a 1699 , Consulta
Cámara, nº 201, 13-X-1687.
2445 Ibidem.
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hábito2446, a la que el monarca también accedió. Algo más le costó al oidor don Juan de Laya
Bolívar, pues la Cámara consultó el 18 de diciembre de 1689 su deseo de un hábito, pero el
rey esta vez sólo señaló que: Quedo con cuidado2447, pero la Cámara insistió en consulta del
18 de julio de 1689 y allí hacía presente al monarca que parecía conveniente acceder a su
petición: Para que con este honor se alentase a hacer maior merito en el real servicio2448, y
esta vez sí el rey estampó su conformidad. Lo mismo ocurrió cuando la Cámara consultó el 4
de abril de 1690 la aspiración a un hábito de Santiago del oidor don Diego de Zúñiga y
Tovar, como tenían su padre y su hermano, y el monarca señaló simplemente: Helo
mandado2449, al igual que al responder la consulta de la Cámara del 10 de noviembre de 1690
con la solicitación de un hábito para el oidor don Lucas Francisco de Bilbao la Vieja2450.
No tuvo la misma fortuna el fiscal don Gonzalo Remírez de Baquedano, pues cuando la
Cámara consultó el 25 de enero de 1690 su pretensión de un hábito el rey sólo respondió:
Quedo enterado2451, y cuando la Cámara insistía en consulta del 5 de abril de 1690
lacónicamente reiteraba: Quedo con cuidado2452.
3. Los ministros y los bienes materiales
Los ministros indianos eran los titulares de oficios reales que gozaban de uno de los
mayores ingresos en razón de sus salarios y, en un reino pobre como era el de Chile, en
principio eran los particulares que disponían de más posibles, pero también tenían que hacer
frente a una serie de gastos, no sólo para su honesta manutención, sino también para dar
estado y educación a sus hijos, por lo que no fueron pocos aquellos que acabaron sus días
pobremente.
3.1. Las casas y muebles de la vida cotidiana
Los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile solían vivir en casas situadas en
las calles principales de la ciudad, no muy distantes de la plaza mayor. Algunos de ellos eran
propietarios y otros simplemente alquilaban, por la prohibición que había en tal sentido.
En el siglo XVII el oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar vivía en el barrio norte de la
ciudad, cerca del río Mapocho, a unas seis cuadras de la plaza mayor, en la que además tenía
huerta, viña, estanque y molino. Después de su muerte su viuda doña Ana Flores el año 1678
la donó a los padres de la Compañía de Jesús, más algunos muebles, plata labrada, lienzos y
esclavos, tasados en la suma de 43.920 pesos y seis reales2453.
                                                
2446 Idem, Consulta Cámara, nº 206.
2447 Idem, Consulta Cámara, nº 208, 18-XII-1688.
2448 Idem, Consulta Cámara, nº 209, 18-VII-1689.
2449 Idem, Consulta Cámara, nº 215, 4-IV-1690.
2450 Idem, Consulta Cámara, nº 220, 10-XI-1690.
2451 Idem, Consulta Cámara, nº 213, 25-I-1690.
2452 Idem, Consulta Cámara, nº 216, 5-IV-1690.
2453 SILVA Y MOLINA, Abraham de, (n. 26), p. 51.
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Durante el siglo XVIII la casa del oidor don Domingo Martínez de Aldunate se hallaba al
norte de la calle Real: Situada dos cuadras de la esquina de la Iglesia del Monasterio de
Santa Clara de la Victoria para arriba2454, y la de su colega don José Clemente de
Traslaviña y Oyagüe se encontraban en la vereda norte de la misma calle Real2455.
En 1793 el oidor don Juan Rodríguez Ballesteros hubo de dejar su casa porque fue
infestada por la peste de chavalongo, y debió tomar en alquiler la que había pertenecido a
doña Bernarda Martínez de Aldunate: La peste de chavalongo, con que se ha infestado la
casa de mi havitacion, que me arrebato una hija y ha tenido en los umbrales de la muerte a
mi hijo mayor y a otros dependientes y criados, dio motivo a que con parecer de los medicos
procurase con viveza desalojarla, buscando en arrendamiento otra en que acomodarme con
mi mujer y familia. Hice para ello las mas exquisitas diligencias, valiendome de varias
personas, y solo halle la proporcion de la que fue de la Sra. Da. Bernarda Aldunate2456.
Los muebles y menaje de las viviendas de los oidores solían ser modestos, hasta extremos
como el caso del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, en cuyos inventarios solamente se
consignaban como cubiertos la existencia de tres tenedores y una cuchara2457, pues había
perdido en un naufragio gran parte de sus enseres, aunque hubo algunas excepciones, sobre
todo durante el siglo XVIII, en las que aparecían algunos objetos de cierto lujo, como en la
casa del oidor don Domingo Martínez de Aldunate quien poseía: Un relox grande de pendola
Real y Pesas2458.
Entre los muebles de uso cotidiano se encontraban diversos tipos de sillas, como las 12
que poseía en 1667 el oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, quien también tenía una silla de
mano de baqueta de Moscovia 2459, un escaparate de madera, cuatro espejos, y una caja
grande y dos pequeñas para guardar ropa2460.
Especial lugar ocupaban los escritorios y bufetes, el oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar
poseía dos escritorios grandes y uno pequeño, y una escribanía de ébano con bisagras de
bronce2461.
Había también en todas ellas diversos utensilios de plata labrada, los que sumaban más de
1.000 pesos en el caso del oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio2462; 200 marcos en el
                                                
2454 ANE. 890, Inventario de los bienes del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 19-VIII-
1778, fs. 75.
2455 ANE. 930, Inventario de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 23 vta.
2456 ANCG. 653, El oidor don Juan Rodríguez Ballesteros al Gobernador, Santiago, 22-X-1793, fs. 150.
2457 ANE. 550, Inventario de los bienes del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 24-V-
1743, fs. 227 vta.
2458 ANE. 890, Inventario de los bienes del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 19-VIII-
1778, fs. 75.
2459 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, 110 vta.
2460 Ibidem.
2461 Ibidem.
2462 ANE. 291, Inventario de los bienes del oidor don Pedro Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 26-IX-
1661, fs. 140.
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caso del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar2463; cerca de igual cifra en el caso del oidor don
Domingo Martínez de Aldunate2464; y 4 arrobas y diez libras en el caso del oidor don José
Clemente de Traslaviña y Oyagüe2465.
Entre otros objetos de uso cotidiano se hallaba la loza y cristalería, así el oidor don Pedro
de Hazaña Solís y Palacio contaba con 20 copas de vidrio 2466, su colega don Juan Próspero de
Solís Vango tenía 12 platos, 3 fuentes, 3 azafates, dos mates de concha de perla guarnecidos,
una vinera con 25 diamantes y su cadena de oro, y otra vinera esmaltada2467, y el oidor don
José Clemente de Traslaviña y Oyagüe poseía 35 platos “a la moda”2468.
Los oidores eran también muy aficionados a los lienzos y cuadros, y mucho menos a las
esculturas, los que solían consignarse en los inventarios de sus bienes. La gran mayoría de los
motivos de los lienzos y cuadros eran religiosos.
Don Pedro Machado de Chávez poseía una pintura de la Virgen con el niño en brazos, un
lienzo de la lectura de Cristo y un lienzo de San Pedro que colgaba en su estudio 2469; don
Pedro de Hazaña Solís y Palacio, tenía una laminita de Nuestra Señora de la Limpia y Pura
Concepción, una lámina de San Nicolás, dos imágenes de Nuestra Señora de Copacabana de
plata doradas, y seis imágenes de la misma Virgen de plata de mediano tamaño, una imagen
de María Magdalena de medio cuerpo, y una imagen pequeña de Nuestra Señora de la
Soledad2470; don Manuel Muñoz de Cuéllar poseía una lámina de piedra de jaspe con
guarnición de bronce dorado del nacimiento de Jesús, 12 láminas romanas, un lienzo de
Nuestra Señora de la Limpia Concepción con marco dorado y azul, un lienzo de San
Francisco, otro de Santa Lucía, 12 lienzos de ángeles de dos varas con bastidores, 12 lienzos
de vírgenes, 11 lienzos apaisados, y 12 lienzos de pigmeos en sus bastidores2471; don
Domingo Martínez de Aldunate poséia varios lienzos apaisados que representaban a María
Magdalena, la Adoración, el Sacrificio de Isaac, y Nuestra Señora de los Dolores, e imágenes
del Señor de la Columna, del Señor de la Caña, de Santa Rosa y de Santo Tomás de
Aquino2472; don Juan de Balmazeda Zenzano poseía varios lienzos que representaban a
                                                
2463 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 111.
2464 ANE. 890, Inventario de los bienes del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 19-VIII-
1778, fs. 83 vta.
2465 ANE. 930, Inventario de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 23 vta.
2466 ANE. 291, Inventario de los bienes del oidor don Pedro Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 26-IX-
1661, fs. 140.
2467 ANE. 550, Inventario de los bienes del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 24-V-
1743, fs. 227 vta.
2468 ANE. 930, Inventario de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 23 vta.
2469 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 96.
2470 ANE. 291, Inventario de los bienes del oidor don Pedro Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 26-IX-
1661, fs. 140.
2471 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, 111.
2472 ANE. 890, Inventario de los bienes del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 19-VIII-
1778, fs. 75 vta.
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Nuestra Señora del Carmen, San Antonio, Santa Teresa, San Francisco Javier, y Nuestra
Señora de los Dolores2473; y don José Clemente de Traslaviña poseía 11 lienzos, 10 de ellos
del Apostolado y uno de María Purísima, más diversas láminas que representaban a San
Francisco Javier, San José, San Nicolás de Tolentino, y Nuestra Señora de los Dolores2474.
El vestido de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile era honesto, decente
y poco ostentoso, formándose normalmente por tres o cuatro pares de garnachas, algunos
sombreros y muy pocas otras piezas.
En el inventario de los bienes de don Manuel Muñoz de Cuéllar levantado en 1667 se
declaraba que poseía: Cuatro garnachas con sus vestidos, y dos sombreros de carton y uno
de Castilla2475. Entre las ropas del oidor don Juan Próspero de Solís Vango había un pañuelo
blanco de vicuña guarnecido, un pañuelo de Cambray, un gorro de brocato, un sombrero
negro panza de burro, una chupa de tisú, una casaca y calzón de terciopelo, y un poncho de
Chiloé2476.
Los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile tenían también cierto gusto por
las joyas, de las que se daba detallada cuenta en los inventarios de sus bienes.
Don Pedro de Hazaña Solís y Palacio poseía diversas joyas, entre las que se contaban unos
zarcillos de plata2477; su colega don Juan Próspero de Solís Vango tenía dos pares de zarcillos
con 34 diamantes y 8 perlas, tres sortijas de rubíes y en ellas 12 diamantes, y un relicario de
oro con su cordoncito2478; y el oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, un par de
zarcillos con 26 diamantes pequeños2479.
Finalmente, muchos de los togados tenían calesas o carrozas con sus animales de tiro y
competentes aparejos.
El inventario de los bienes del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar daba cuenta de una
silla de caballería y de: Una carroza con todos sus aderezos y cuatro parejas de mulas y
otras seis de camino2480; en el de don Domingo Martínez de Aldunate se consignaba la
existencia de: Una calesa vieja con su avío y dos mulas2481; en el del oidor don José
                                                
2473 ANE. 844, Inventario de los bienes del oidor don Juan de Balmazeda Zenzano, Santiago, 17-VI-1778,
fs. 107.
2474 ANE. 930, Inventario de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 23 vta.
2475 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 111 vta.
2476 ANE. 550, Inventario de los bienes del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 24-V-
1743, fs. 227 vta.
2477 ANE. 291, Inventario de los bienes del oidor don Pedro Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 26-IX-
1661, fs. 140.
2478 ANE. 550, Inventario de los bienes del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 24-V-
1743, fs. 227 vta.
2479 ANE. 930, Inventarios de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 27.
2480 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 111.
2481 ANE. 890, Inventario de los bienes del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 19-VIII-
1778, fs. 83 vta.
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Clemente de Traslaviña y Oyagüe se mencionaba: Una calesa con su mula y avío2482; y en
1808 el fiscal don José Antonio Moxó de Francoli legaba a su hijo don Luis María: El
caballo de su silla con el aderezo de monta2483.
3.2. Los esclavos
En un reino tan distante como era el de Chile los esclavos constituían bienes de elevado
valor, y sólo podían tener acceso a ellos las familias de más posibles, en razón de lo cual se
convertían también en un signo de estado y posición social.
La mayoría de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile poseían esclavos,
muchos de los cuales llevaban al Nuevo Mundo desde los reinos de España, o adquirían en el
Caribe antes de arribar al reino de Chile, a los cuales se sumaban durante el siglo XVII los
indios cogidos en la guerra de Arauco conforme a la real cédula de esclavitud de Felipe III.
El oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar poseyó varios esclavos, entre ellos una
esclava negra llamada Lucía y una india de El Dorado que donó a su hija natural doña Luisa
de Narváez y Valdelomar cuando esta profesó en el Convento de Regina Angelorum de la
isla de Santo Domingo 2484, y al momento de ordenar su testamento en 1629 tenía una esclava
llamada Catalina, un esclavo negro criollo de Santiago llamado Manuel, y dos mingacos
indios cogidos en la guerra2485.
El oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo al momento de ordenar su testamento en 1643
contaba con dos esclavos negros llamados Antonio y Andrés y con una india Auca esclava
llamada Ana 2486.
El oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio al momento de su muerte en 1661 tenía 8
esclavos, a saber, uno negro llamado Diego, natural de Guinea de 40 años; una negra ladina
llamada Clara de cerca de 50 años; una mulata llamada Rufina de 30 años; una negra de
Guinea llamada Liboria de 40 años; otra llamada Juana de 2 a 3 años; otra negra bozal
llamada María de 30 años; un negro ladino viejo, sastre, venido del Perú; y una indiecita de
servidumbre cogida en la guerra del reino de Chile llamada Juana y de edad de 9 a 10
años2487.
El oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar al momento de ordenar su testamento en 1667
contaba con 7 esclavos negros más una india esclava y su hija, a saber, dos negros llamados
Luis y Juan, tres negras nombradas Magdalena, María e Isabel, y dos negritas pequeñas
                                                
2482 ANE. 930, Inventario de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 23 vta.
2483 ANRNS. 31, Codicilo del fiscal don José Antonio Moxó de Francoli, Santiago, 27-XII-1808, fs. 209
vta.
2484 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 309.
2485 Idem, fs. 310.
2486 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 26-XI-1643, fs. 117.
2487 ANE. 291, Inventario de los bienes del oidor don Pedro Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 26-IX-
1661, fs. 149.
582
llamadas Ana paula y Ana María; y una india esclava llamada Ana con su hija llamada
María2488.
El oidor don Domingo Martínez de Aldunate al momento de su muerte en 1778 poseía 6
esclavos, que eran una negra llamada Juana de cerca de 80 años; una mulata llamada
Gregoria de cerca de 60 años; otra mulata llamada Feliciana de 45 años; un mulatillo de 15
años llamado Victorino; un negrito de 9 años llamado Cristóbal, y otro negrito de 8 años
llamado Domingo 2489.
El oidor don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán al momento de su muerte ocurrida en
1778 tenía 7 esclavos, que eran una negra de 65 años llamada Catalina; otra de 40 años
llamada Manuela; un mulato de 30 años llamado Gregorio; un negrito de 8 años llamado
Santos; otro negrito tullido de 3 años llamado Juan Gregorio; una mulata de 15 años llamada
María del Rosario; y un negrita de 4 meses llamada María de la Luz2490.
El oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe al momento de su muerte en 1780
tenía solamente un esclavo de 35 años llamado Tadeo2491.
En 1781 cuando el oidor don José de Rezaval y Ugarte fue promovido a una plaza de
alcalde del crimen de la Real Audiencia de Lima, solicitó licencia al gobernador para llevar
en su compañía a un mulato esclavo, a otra mulata esclava, a una mulata libre y a dos
mestizos libres que iban en su servicio, la que le fue concedida2492.
3.3. La librerías de los ministros
Los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile fueron poseedores de
importantes bibliotecas que, no sólo constituían uno de los elementos más importantes de sus
patrimonios culturales, sino también uno de sus bienes más preciados.
Se conocen los inventarios de trece librerías de ministros de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, más datos aislados de otras diez de ellas2493.
Durante el siglo XVII las librerías de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de
Chile eran relativamente importantes, y destacaba dentro de ellas la del oidor don Pedro de
Hazaña Solís y Palacio (c.1600-1661), la que según declaración testamentaria constaba de:
Ochocientos cincuenta y un cuerpos de libros grandes y pequeños de Leyes y Historia y otras
                                                
2488 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, 110 vta.
2489 ANE. 890, Inventario de los bienes del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 19-VIII-
1778, fs. 83 vta.
2490 ANE. 844, Inventario de los bienes del oidor don Juan de Balmazeda Zenzano, Santiago, 17-VI-1778,
fs. 201-201 vta.
2491 ANE. 930, Inventario de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 23 vta.
2492 ANCG. 689, Expediente formado sobre la licencia que solicitó el Sr. Dn. Jose de Irrazaval y Ugarte
para transportarse a la ciudad de Lima a exercer Plaza de Alcalde del Crimen de aquella Rl. Audiencia ,
Santiago, 16-I-1781, fs. 24-30.
2493 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 198).
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cosas2494, respecto de la cual había dispuesto: Segun voluntad expresa del dicho difunto se ha
de llevar al Peru y se ha de entregar al dicho don Juan de Oña Palacio y Azaña para el caso
que quiera estudiar y si no se vendera2495.
Las restantes bibliotecas que se conocen de este siglo eran mucho más reducidas, en
efecto, la del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar (1556-1632), conforme a su
inventario levantado el 17 de septiembre de 1632 se componía de: Noventa y cuatro libros de
leyes2496. La del oidor don Pedro Machado de Chávez (c.1590-1647), formada en parte con
los libros que recibió de su padre el oidor don Hernando Machado (1557-1630), luego
heredada por su hermano el canónigo don Francisco Machado de Chávez, ascendía a 358
volúmenes de libros de derecho 2497. La del oidor don Sancho García de Salazar (c.1640-
1688), inventariada el 30 de octubre de 1688, se componía de 225 volúmenes2498, de los
cuales 200 eran jurídicos, incluidos seis libros manuscritos de distintas materias teóricas2499.
Para este mismo siglo XVII hay algunos datos de las bibliotecas de otros ministros, tales
como de la del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo (c.1600-1643), quien en su testamento
señalaba: Declaro por mis bienes algunos libros de derecho y de buenas letras y estos son de
consideracion, midase por buen precio en la venta de ellos si son graves2500, y de la de su
colega don Manuel Muñoz de Cuéllar (c.1610-1667), quien consignaba en su testamento que:
Declaro por mis bienes la libreria que tengo en mi estudio, que los cuerpos dellos constaran
en dicho estudio2501.
Durante el siglo XVIII las librerías de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de
Chile fueron más bien reducidas, si se las comparaba con los inventarios de las bibliotecas de
togados de otros tribunales indianos, aunque hubo excepciones.
El oidor don Juan del Corral Calvo de la Torre (1665-1737) poseyó una librería que
constaba de 296 tomos, tasados en 370 pesos, la que fue adquirida en pública almoneda por
el fiscal don Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo (1690-1749), según se declaraba en los
autos de acreedores del citado oidor: Primeramente se ponen por cuerpo de vienes que
quedan por fin y muerte del dicho Sr. Lizdo. Dn. Juan del Corral Calvo de la Torre, la
cantidad de trescientos y setenta pesos que monto la Libreria del dicho difunto, que se
componia de doscientos y noventa y seis tomos, entre chicos y grandes, como consta de los
                                                
2494 ANE. 292, Testamento por poder del oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 24-IX-
1661, fs. 15.
2495 Ibidem.
2496 ANE. 132, Inventario de los bienes del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 17-IX-
1632, fs. 354.
2497 ANE. 95, Inventario de los bienes del Dr. Dn. Francisco Machado de Chávez, Santiago, 1661, fs.
431-435.
2498 ANRACH. 2.938, pza. 1, Inventario de los bienes del oidor don Sancho García de Salazar, Santiago,
30-X-1688, fs. 5-7 vta.
2499 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La biblioteca del oidor Sancho García de Salazar (c.1630-
1688). Notas para el estudio de la cultura jurídica en Chile indiano (II)”, en Revista de Historia del Derecho
Ricardo Levene, 29, Buenos Aires, 1992, pp. 7-28.
2500 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 21-X-1643, fs. 114.
2501 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 116.
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inventarios, que corren desde fs. 4 hasta fs. 11 de dichos autos, y fueron tasados por el Dr.
Dn. Joseph Lopez y Lizdo. Dn. Santiago de Tordesillas, a diez reales cada tomo, como
consta a fs. 172 de dichos autos, los que fueron rematados en publica almoneda a fs. 232 y
siguientes de dichos autos en el Sr. Dn. Martin Gregorio de Jauregui y Ollo, del Consejo de
Su Majestad, y fiscal que lo era entonces de esta Real Audiencia2502.
El oidor don Juan Próspero de Solís Vango (1690-1743), perdió gran parte de su librería
en un naufragio, pues embarcado en el Callao en marzo de 1735 en el navío San Antonio con
destino a Chile, naufragó la nave frente a las costas del reino, y estuvo a un paso de perder la
vida, pues salvó en una lancha que estuvo cuatro días al garete, suceso en el que perdió todas
sus ropas, menaje, joyas, y demás bienes, incluida su biblioteca, la que quedó reducida según
su inventario del 28 de mayo de 1743 a sólo 60 volúmenes2503.
El oidor honorario don Francisco Ruiz de Berecedo (1674-1746) legó su biblioteca a su
sobrino el obispo don Manuel de Alday2504, y aunque no se conoce el inventario de los libros
legados sí se los puede identificar, porque el año 1735 cuando Alday tomó posesión de la
silla episcopal de Santiago se practicó el inventario de rigor de sus bienes, en el cual se
señalaba que su biblioteca constaba de 1.095 volúmenes2505, y al momento de su muerte se
levantó nuevo inventario, en el cual se advertía un importante incremento de su librería, la
que ahora ascendía a: Dos mil cincuenta y ocho libros, entre grandes y pequeños en sus
estantes de madera2506, en razón de lo cual el legado del oidor Ruiz de Berecedo pudo
alcanzar a cerca de 900 volúmenes.
El obispo don Manuel de Alday legó su biblioteca a la iglesia catedral de Santiago y
asignó un capital de 300 pesos censuados al 5% anual, para que con su rédito se pagara a una
persona encargada de ella, la que debería abrirla al público dos días a la semana durante
cinco horas2507. El cabildo metropolitano se hizo cargo de la librería de Alday y habilitó una
pieza contigua a la catedral para que allí funcionara. Años más tarde, cuando el gobierno
republicano dispuso la creación de la Biblioteca Nacional, ordenó que la de la catedral pasara
a formar parte de ella, pero los canónigos se opusieron e hicieron presente que: Desde el
momento en que hemos visto declarada la formacion de la Biblioteca Nacional y, para el
efecto, ordenada asimismo la reunion de la Libreria de esta santa Iglesia Cathedral, no
hemos podido mirar sin dolor y con el mayor pesar esta Superior resolucion...Sin duda que
el Supremo Director ha ignorado el fin y calidades con que fue donada por el Illmo. Sr.
Alday, y se ha creido seria util su incorporacion a la Nacional, pero es todo lo contrario. Es
constante a V.I.S. que el Sr. Alday dejo su Libreria a beneficio del Clero y con la precisa
                                                
2502 ANRACH. 2.30, pza. 1, Autos de acreedores formados a la muerte del oidor don Juan del Corral
Calvo de la Torre, fs. 2.
2503 ANE. 550, Inventario de los bienes del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 24-V-
1743, fs. 232-234.
2504 ANE. 637, Testamento del oidor don Francisco Ruiz de Berecedo, Santiago, 5-IX-1746, fs. 38 vta.
2505 AAS. 61, Testimonio del capital del Ilustrisimo Señor D. Manuel de Alday, del Consejo de Su
Majestad, Meritisimo Obispo de esta Santa Iglesia, fs. 700-725.
2506 ANE. 911, Inventario de los bienes del obispo don Manuel de Alday y Aspee, Santiago, 13-III-1788,
fs. 48 vta.
2507 ANE. 911, Testamento del obispo don Manuel de Alday y Aspee, fs. 264.
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calidad de que la pieza para su uso se construyese a inmediacion de la Iglesia. Por otra
parte es inutil a la Nacional la reunion de esta Biblioteca, porque lo unico que se podia
desear para el caso en que hubiesen alli escritores de la mejor nota, aseados, modernos,
peregrinos, y una entrada cuantiosa para su conservacion. Nada de esto hay, porque los
tratadistas y obras que la componen son las comunes y antiguas, como que en mas de 40
años no se ha agregado una sola obra. El Derecho Romano y sus expositores componen su
mayor parte. Se hallan las obras en lo general estropeadas y muchas mancas, con ocasion
del incendio que padecio ahora dos años2508.
El gobierno accedió a la representación de los canónigos y la librería continuó en manos
del cabildo eclesiástico y en la misma habitación anexa a la catedral, y así fue hasta hace
pocos años, cuando fue trasladada al Museo del Carmen de Maipú, donde actualmente se
halla. Los profesores Javier González Echenique, Horacio Aránguiz Donoso, Fernando Silva
Vargas y Juan Eduardo Vargas Cariola, trabajaron dicho fondo y lograron identificar 259
obras firmadas por el oidor don Francisco Ruiz de Berecedo2509.
El oidor don Domingo Martínez de Aldunate (1707-1778) poseyó una librería que,
conforme a su inventario levantado el 18 de agosto de 1778, se componía de: Seiscientos
cincuenta y cuatro volumenes, los quinientos ochenta y seis de folio mayor y menor y los
sesenta y ocho de a quarto y quartillo, sin contar quadernos con tapas de papel, y dicha
Libreria se halla en seis estantes2510. Don Domingo dejó su biblioteca a su hijo don José
Santiago de Aldunate y Guerrero (1754-c.1824), también oidor en la Real Audiencia de
Santiago de Chile: Mando que al Sr. Dn. Jose Santiago, mi hijo, se le entregue la Libreria
con sus estantes y los lienzos apaisados del Estudio, todo en cantidad de mil pesos, por
quenta de su lexitima, y en lo demas que valiere lo mejoro2511.
El oidor don Juan Bautista Verdugo (1704-1779) contó con una librería cuyo inventario se
levantó el 4 de julio de 1779, y conforme a él se componía de 533 volúmenes2512; su colega
don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe (1704-1780) tenía una biblioteca formada por
621 volúmenes2513; el oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno (1716-1784) poseía una
librería de 151 volúmenes, tasados en 757 pesos2514; el oidor don Juan Hipólito Suárez
Trespalacios y Escandón (1744-1788) tenía una librería que se componía de 393
                                                
2508 ANIJVE. 18, pza. 43, El cabildo metropolitano al Supremo Director, Santiago, s/f, fs. 80.
2509 ARÁNGUIZ DONOSO, Horacio, “Notas para el estudio de la biblioteca del obispo de Santiago don
Manuel de Alday (1712-1788)”, en AHJE. VI, Quito, 1980, pp. 625-643.
2510 ANE. 890, Inventario de los bienes del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, 18-VIII-1778, fs.
79-82.
2511 ANE. 892, Testamento del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 8-III-1774, fs. 431.
2512 ANE. 788, Inventario de los bienes del oidor don Juan Verdugo, Santiago, 4-VII-1779, fs. 334-338
vta.
2513 ANE. 930, Inventario de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 24-28.
2514 ANRACH. 2.573, pza. 3, Inventario de los bienes del oidor don Luis de Santa Cruz, Santiago, 9-XI-
1786, fs. 55-60 y fs. 85.
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volúmenes2515; y el regente don Francisco Antonio Moreno y Escandón (1736-1792) poseía
una librería con 251 volúmenes2516.
Librerías de ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile
AÑO MINISTROS VOLÚMENES
1632 Gaspar de Narváez y Valdelomar 94
1647 Pedro Machado de Chávez 358
1661 Pedro de Hazaña Solís y Palacio 851
1688 Sancho García de Salazar 225
1737 Juan del Corral Calvo de la Torre 296
1738 Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo 2962517
1743 Juan Próspero de Solís Vango 60
1746 Francisco Ruiz de Berecedo 259
1778 Domingo Martínez de Aldunate 654
1778 José Santiago de Aldunate y Guerrero 6542518
1779 Juan Bautista Verdugo 533
1780 José Clemente de Traslaviña y Oyagüe 625
1784 Luis de Santa Cruz y Zenteno 151
1788 Juan Hipólito Suárez Trespalacios y Escandón 393
1792 Francisco Antonio Moreno y Escandón 251
Hay también algunas noticias fragmentarias sobre las librerías de algunos otros ministros
de la Real Audiencia de Santiago de Chile durante el siglo XVIII.
El fiscal don Pablo Vázquez de Velasco (1655-1720) contó entre sus libros con la edición
de Madrid de 1608 de la Scholia ad Leges Regias Styli de Cristóbal de Paz2519; su colega don
Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo (1690-1749), además de haber comprado íntegra la
biblioteca del oidor don Juan del Corral Calvo de la Torre, tenía la edición de Dilinga, 1722
del Ius canonicum in V libros Decretalium distributum del jesuita Enrique Pirhing2520; el
también fiscal don José Márquez de la Plata y Soto (1741-1825) poseyó la edición napolitana
de 1683 del Tractatus de pluralitate Hominis Legali de Carlos Antonio de Luca2521; y el
regente don José de Rezaval y Ugarte (1747-1800) tuvo una grande y nutrida biblioteca, que
se disgregó a su muerte, y entre las obras que se contaban en ella había diversos manuscritos
                                                
2515 ANRACH. 651, Inventario de los bienes del oidor don Juan Hipólito Suárez Trespalacios y
Escandón, Santiago, 1788.
2516 ANRACH. 3.131, pza. 1, Inventario de los bienes del regente don Francisco Antonio Moreno,
Santiago, 19-IV-1792, fs. 60 vta.-67 vta.
2517 En 1738 compró en pública almoneda los 296 volúmenes de la librería del oidor don Juan del Corral
Calvo de la Torre.
2518 Recibió como legado la librería de su padre don Domingo Martínez de Aldunate.
2519 BARRIENTOS GRANDON, Javier y RODRÍGUEZ TORRES, Javier, “La biblioteca jurídica
antigua de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile”, en REHJ. XIV, Valparaíso, 1991, p. 330.
2520 Idem, p. 317.
2521 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 198), p. 11.
587
jurídicos, y libros como los tres volúmenes de la Historia del Colegio de San Bartolomé del
marqués de Alventos, que hoy se encuentra en la Sala Medina de la Biblioteca Nacional.
El fiscal don José Perfecto Salas (1714-1776) contó también con una buena biblioteca, y
se preocupaba de incrementarla procurando que le enviaran libros desde Lima, así don Pedro
de Cañas le envió seis volúmenes más ejemplares del Mercurio peruano2522; y su colega don
José Antonio Moxó de Francoli (1751-1810) tuvo también una librería que legó a su hijo, el
también fiscal don Luis María (1776-1840), conforme a una disposición codicilar: Y añadio
que legaba a su antedicho hijo Dn. Luis su libreria y el caballo de su silla con el aderezo de
monta, y asi lo firmo2523.
Finalmente, el oidor don Francisco Tadeo Diez de Medina y Vidanges (1738-1803) contó
con una de las bibliotecas más grandes y completas de su tiempo. José Toribio Medina,
señala que pasó a Chile en 1791 con 36 cajones de libros2524, y cuando en 1796 abandonó
Santiago con destino a la ciudad de La Paz dejó su librería al cuidado de las religiosas del
Convento de Santa Rosa, y allí permanecieron hasta su regreso al reino en 1801, pero como
casi de inmediato enfermó gravemente no la retiró y por codicilo fechado el 11 de agosto de
1803 legó sus libros a dichas monjas: Ordena y manda que la libreria que tiene en este
Monasterio de Santa Rosa donde existen y se le han guardado aquellas religiosas tan
amables y piadosas, quede a favor de ellas en legado que les hace bajo la proteccion de su
amantisimo amigo, el Ilustrisimo Señor Dn. Francisco Jose de Maran, del Consejo de S.M.
Dignísimo Obispo de esta Diocesis; que su Ilma. mande separar los libros que aqui se usan
para que se puedan expender en esta ciudad, y las obras extranjeras, que hay muchas
grandes se servira mandarlas remitir a Lima para su expendio con el fin de que se logre su
mejor precio y estimacion, quedando todo el producto de unas y otras obras a beneficio del
antedicho su amado Monasterio de Santa Rosa, solo con el cargo de una obra pia de
ochocientos pesos pensionados de ocho misas rezadas anuales, que aplica por su alma y las
demas de su obligacion en caridad y justicia2525.
El inventario de la librería de don Francisco Tadeo Diez de Medina se desconoce, pero al
momento de su muerte, además de los libros depositados en manos de las monjas Rosas,
contaba con 26 volúmenes, de los cuales 12 estaban en lengua francesa, más algunos otros
sobre temas médicos2526.
                                                
2522 ANIJVE. 43, pza. 12, Memoria de los Mercurios y demas libros que se remiten por el Sr. Dn. Pedro
Joseph Cañas al Sr. Dr. Dn. Joseph Perfecto de Salas, del Consejo de S.M. y su Fiscal en la Real Audiencia
de Santiago de Chile, en dos cajones rotulados al mismo Sr. doctor, s/f.
2523 ANRNS. 31, Codicilo del fiscal don José Antonio Moxó de Francoli, Santiago, 27-XII-1808, fs. 209
vta.
2524 MEDINA, José Toribio, Diccionario biográfico colonial, Santiago, 1906, p. 243.
2525 ANRNS. 14, Codicilo del oidor don Francisco Tadeo Diez de Medina, Santiago, 11-VIII-1803, fs.
372-374 vta.
2526 Idem, Inventario de los bienes del oidor don Francisco Tadeo Diez de Medina, fs. 681.
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Todas las librerías de los togados de la Real Audiencia de Santiago de Chile se hallaban
inmersas en el gran marco conceptual del ius commune, y predominaba en ellas la literatura
jurídica del mos italicus tardío2527.
En todas ellas aparecían las fuentes romanas, canónicas y de legislación real castellana e
indiana. Las obras de glosadores sólo se mencionaban en los inventarios del siglo XVII,
representadas por Azo de Bolonia e Inocencio IV, a diferencia de los comentaristas que
también se hallaban en las del siglo XVIII, especialmente Bartolo de Sassoferrato, Baldo de
Ubaldis, Paulo de Castro, Nicolás Tudeschis, y Jasón del Mayno. La literatura jurídica más
abundante era la del mos italicus tardío de los siglos XVI al XVIII, con comentarios a los
textos romanos, canónicos y de legislación real, colecciones de consilia, decisiones,
allegationes, controversiae, quaestiones, tratados, prácticas, etc.
Especialmente en las bibliotecas del siglo XVIII se encontraban algunos representantes
del humanismo jurídico clásico, tales como Andrés Alciato, Francisco Conan, Hugo
Donellus, Jacobo y Dionisio Godofredo, y ara menor la presencia de autores influidos por el
racionalismo, como Hugo Grocio 2528. La escuela española del derecho natural se hallaba
representada por autores como Domingo de Soto, Melchor Cano, Francisco Suárez y, sobre
todo, por Luis de Molina, que era el más difundido de todos ellos.
3.4. Las fortunas
Los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile, por regla general, no fueron
hombres de gran fortuna, sino de un mediano pasar, pues aquellos que contaban con algunos
posibles solían invertirlos en la educación de su hijos y en dar estado a sus hijas. Hubo sí
excepciones, en ambos extremos, es decir, ministros que murieron en la miseria y otros con
una cuantiosa fortuna.
Durante el siglo XVII la situación económica de los oidores no fue buena, pues la
mayoría, o murieron en la pobreza o muy modestamente, y sólo en el siglo XVIII se
observaba la existencia de ministros con grandes caudales, sobre todo, aquellos que eran
naturales de las Indias.
3.4.1. Ministros con bienes de fortuna
Los oidores que tuvieron una mejor posición económica durante el siglo XVII fueron don
Gaspar de Narváez y Valdelomar y don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, y algo menos los
oidores don Rodrigo de Carvajal y Mendoza y don Nicolás Polanco de Santillana.
El oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar (1556-1632) había recibido en 1581 en
concepto de dote 6.000 y tantos ducados de a once reales de plata cada uno 2529. Cuando
residía en Santo Domingo pagó la dote de su hija natural doña Luisa de Narváez y
                                                
2527 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “Derecho común y derecho indiano en el reino de Chile”, en X
Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano, I, Méjico, 1995, pp. 133-159.
2528 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “El humanismo jurídico en las librerías del reino de Chile (s.
XVII-XVIII)”, en Revista de Derecho de la Universidad Austral de Chile, III, nº 1-2, Valdivia, 1992, pp. 25-
34.
2529 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 307.
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Valdelomar para que profesara como religiosa, y además la donó una esclava negra llamada
Lucía y una india de El Dorado para que la sirviesen2530, y a su hija legítima doña Dionisia la
dotó con 15.000 pesos de a ocho reales de plata al contraer matrimonio en Panamá con don
Diego de Meneses y Ribera2531. En 1629, cuando ordenaba su testamento, poseía una esclava
negra, otro esclavo negro criollo de Santiago, y dos mingacos indios cogidos en la guerra, y
además mandaba gastar crecidas sumas de dinero para sus gastos de funeral y misas, así por
ejemplo, 10 patacones para cada convento de la ciudad, otros 10 para la cera del santísimo
sacramento, la limosna para que le dijeran en los reinos de España 1.000 misas rezadas2532.
También al momento de su muerte se contaban dentro de sus bienes los 94 cuerpos de libros
que formaban su biblioteca2533.
Por su parte, don Pedro de Hazaña Solís y Palacio (c.1600-1661) gozaba al momento de
su muerte ocurrida en 1661 de un cuantioso patrimonio, prueba de ello era que solamente en
sus gastos de funeral, entierro y misas se gastaron 1.474 pesos, además había remitido 10.000
pesos a los reinos de España para pretender un hábito de alguna de las tres órdenes para su
hijo don Lesmes, y en el inventario de sus bienes levantado el 26 de septiembre de 1661 se
consignaban entre ellos, 2.000 pesos de a ocho reales, gran cantidad de plata labrada,
cristalería, joyas, lienzos, imágenes religiosas, 8 esclavos, y su librería que se componía de
851 cuerpos de libros grandes de leyes, historia y otros temas2534.
Don Rodrigo de Carvajal y Mendoza (1571-1632) tenía un buen pasar, como quedaba de
manifiesto en su poder para testar y en los inventarios de sus bienes levantados tras su muerte
en 1632, y por las gestiones y negocios realizados por doña Mariana de Valverde y Mercado,
curadora y tenedora de bienes de los hijos menores del oidor, por ejemplo en 1645 prometió
doña Mariana al capitán don Miguel Gómez de Silva entregar en dote 20.000 pesos por su
matrimonio con doña Beatriz de Armenteros y Henao, hija de don Rodrigo 2535.
Don Nicolás Polanco de Santillana (1603-1664) tuvo siempre una buena situación
económica, así por ejemplo después del terremoto de mayo de 1647 levantó a su costa la
iglesia que sirvió durante tres años de catedral en Santiago de Chile, y en 1658 dotó con
10.000 pesos de plata de a ocho reales a su hija doña Catalina Polanco de Guzmán para que
contrajera matrimonio con don Jerónimo de Jáuregui y Guzmán2536.
Durante el siglo XVIII hubo ministros que gozaron de un gran caudal de bienes, entre
ellos don Martín de Recabarren, don Domingo Martínez de Aldunate, don Juan de
Balmazeda Zenzano, don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, don José Perfecto Salas, y
don Juan José de la Puente Ibáñez.
                                                
2530 Idem, fs. 309.
2531 Idem, fs. 307.
2532 Idem, fs. 305 vta.
2533 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 198), pp. 103-115.
2534 ANE. 291, Inventario de los bienes del oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 26-IX-
1661, fs. 138-151 vta.
2535 ANE. 198, Donación y dote en favor de don Miguel Goméz de Silva y Verdugo, Santiago, 22-X-
1645, fs. 276-284.
2536 ANE. 97, Carta de dote de doña Catalina Polanco de Guzmán, Santiago, 13-II-1658, fs. 239-241.
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Don Martín de Recabarren (1679-1767) gozó de una espléndida situación económica. En
efecto, había beneficiado con 4.000 pesos a la corona por una plaza de oidor en la Real
Audiencia de Quito, luego recibió 32.478 pesos en concepto de dote por su matrimonio con
doña Isabel Pardo de Figueroa, respecto de los cuales solicitó licencia para invertirlos en
bienes raíces, la que le fue concedida sobre consulta del 30 de junio de 17392537,
despachándosela por real cédula fechada en El Pardo el 4 de abril de 17402538.
Don Domingo Martínez de Aldunate (1707-1778) gozó de una sólida posición económica,
así había beneficiado a la corona con 20.000 pesos para obtener plaza supernumeraria de
oidor en la Real Audiencia de Chile, y al momento de su muerte poseía una gran casa situada
a dos cuadras de la esquina de la iglesia del Monasterio de Santa Clara de la Victoria, al norte
de la calle Real, una chacra llamada Guanaco que se hallaba en la doctrina de Renca, seis
esclavos, costosos bienes muebles, como relojes, platería, cristales, joyas, dinero en metálico,
y una librería que se componía de 654 volúmenes2539.
El oidor don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán (1693-1778) gozó de una considerable
fortuna, así en los inventarios de sus bienes levantados el año de su muerte se consignaban,
entre otros, las casas de su morada, una chacra y estancia de Puangue. Las dimensiones de la
chacra eran 2.710 varas castellanas de norte a sur, y 370 de este a oeste, más una casa y
oratorio, siete esclavos, y numerosos bienes muebles, tales como joyas, lienzos, loza,
cristales, y plata labrada, además de dinero en metálico2540. Este ministro además fundó un
mayorazgo sobre las casas de su morada y estancia de Nuñoa, en cabeza de sus sobrinos don
Francisco Ruiz Clavijo y don Pedro Fernández Balmazeda2541.
El fiscal don José Perfecto Salas (1714-1778) fue un hombre de fortuna que había
beneficiado con 13.000 pesos a la real corona para obtener su plaza de fiscal en la Real
Audiencia de Santiago de Chile, con licencia para casar con natural del distrito y para poseer
bienes raíces en el territorio de su audiencia, de las que usó, y así poseyó diversos inmuebles
en Santiago, entre ellos la chacra de Conchalí.
Don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe (1744-1780) era un hombre rico, como
quedaba de manifiesto porque había beneficiado a la corona con 17.000 pesos por una futura
de oidor en la Real Audiencia de Santiago de Chile, y al momento de su muerte contaba con
una casa ubicada en la vereda norte de la calle Real, un esclavo, 4 arrobas y 10 libras de plata
labrada, 5.117 pesos y medio real en metálico, diversos particulares le debían más de 12.000
pesos, más los muebles de su morada, entre los que había lienzos, loza, cristalería, joyas, y su
librería con más de 230 títulos2542.
                                                
2537 AGI. Chile, 69, Consultas originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Años de 1753 al
1759 , Consulta, 30-VI-1739.
2538 AGI. Chile, 223, Licencias y privilegios, RC. El Pardo, 4-IV-1740.
2539 ANE. 892, Testamento del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 8-III-1774, fs. 428-
432; ANE. 890, Inventario de los bienes del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, 18-VIII-1778, fs. 75-
87.
2540 ANE. 844, Inventarios de los bienes del oidor don Juan de Balmazeda Zenzano, fs. 80-107, 200-209.
2541 ESPEJO, Juan Luis, Nobiliario de la Capitanía General de Chile, Santiago, 1967, pp. 141-142.
2542 ANE. 930, Inventarios de los bienes del oidor don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, Santiago,
22-I-1790, fs. 23 vta-30.
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Don Juan José de la Puente Ibáñez (1724-1796), marqués de Corpa, que no asumió su
plaza, pertenecía a una familia de muchos medios económicos. El mismo había beneficiado a
la corona con 27.000 pesos por una plaza supernumeraria de alcalde del crimen de Lima, y en
1776 había redimido de lanzas su título por la suma de 10.000 pesos, además había recibido
como dote la cantidad de 53.596 pesos2543.
3.4.2. Ministros con bienes modestos
La mayoría de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile tuvieron una
situación económica muy modesta, pues contaban con escasos bienes, y sus ingresos
derivados de sus salarios los invertían en la decente sustentación de sus familias.
Ejemplo de estos ministros era don Pedro Gutiérrez de Lugo (c.1590-1643), de una
situación económica muy modesta, pues era hijo de un relator de la Real Audiencia de Santo
Domingo, que en 1614 había invertido gran parte de su caudal en enviarle a estudiar a
Salamanca, donde permaneció 16 años y no pudo acceder a cátedras por carecer de dinero:
Los catedráticos y maestros de la dicha Universidad dicen que si hubiera tenido hacienda
con que poder tratar de la oposición de las cátedras lo fuera hoy por el grande crédito de
sus estudios de que resultaría a la Universidad considerable aumento2544. Cuando murió
dejó muy escasos bienes, entre los que se contaban dos esclavos negros, una india auca
esclava, y algunos libros que formaban su biblioteca2545.
También don Manuel Muñoz de Cuéllar (c.1610-1667) al contraer matrimonio en 1657
con doña Ana Flores recibió 10.000 pesos en dote, y al ordenar su testamento en 1667 tenía
un regular estado económico, pues contaba con 200 marcos de plata labrada, y 900 pesos en
reales, y las Reales Cajas le debían 3.000 pesos en concepto de salarios, y además diversos
particulares le debían 1.419 pesos y medio real, dineros a los que se sumaban 7 esclavos
negros y una india esclava con su hija, y su biblioteca2546.
3.4.3. Ministros pobres
Muchos fueron también los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile que
acabaron sus días muy pobremente, e incluso algunos en tal estado de miseria que ni siquiera
dejaban bienes con los cuales poder dárseles cristiana sepultura.
Don Gabriel de Zelada (c.1570-1614), de familia hidalga, pero sin bienes. Desde 1600 se
mantenía en Madrid gracias a su salario de 40 ducados anuales recibidos por su desempeño
como abogado de pobres en los Reales Consejos, pero debía contar con algunos otros
medios, además de la dote recibida de su mujer doña Francisca Ricardo de Montalván,
aunque murió con muy pocos bienes dejando a su viuda cargada con la deuda de los 19.500
pesos de plata que había prometido como dote a don Lorenzo Pacheco, su yerno, quien siguió
pleito para reclamarla, obteniendo el embargo de los salarios pendientes de su suegro, el que
                                                
2543 MENDIBURU, Manuel de, (n. 184), 9, pp. 282-283.
2544 AGI. Chile, 1, Consultas 1578-1665, Consulta nº 227, 27-IX-1633.
2545 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 26-XI-1643, fs. 114-119.
2546 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110 vta.-111
vta.
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sólo se alzó tras la transacción a que llegó con su suegra por la suma de 7.546 patacones y
ocho reales2547.
Don Hernando Machado (1557-1630) salió de Zafra, su tierra natal, con una mediana
situación económica, pues meses antes de embarcar a las Indias, su madre doña Mencía
Núñez de Carvajal había renunciado a la legítima de dos tercios que la pudieran pertenecer
en caso de muerte de su hijo, para que él pudiera disponer libremente de sus bienes, y
además él y su mujer le entregaron a doña Mencía un conjunto de censos al quitar, del que
ambos gozaban sobre diversas tierras, casas, molino y palomar en la localidad de
Cazavehal, y cuya renta anual se cifraba en 18.359 maravedís, en la cantidad de 211.013
maravedís2548, cantidad a la que debía unir la dote recibida en su matrimonio con doña Ana
de Chávez, pero esta holgura económica varió desde el mismo instante de su viaje, pues
durante él se hundió una de las naves de la flota, lo que le significó unas pérdidas que se
avaluaron en 3.000 ducados, y a esta desgracia se sumó el que al pasar por Panamá su
familia enfermó y algunos de sus esclavos murieron, por lo que sus gastos se
incrementaron2549.
Llegó así a Quito a servir la plaza de relator de la audiencia, y lo hizo justo en el
momento en que se producía la revuelta de las Alcabalas. En su camino a la ciudad don
Hernando se había unido a las tropas pacificadoras del nuevo presidente don Esteban de
Marañón, que entró en la ciudad el 25 de marzo de 1593, y contribuyó a reforzar su
comitiva con cuatro soldados a su costa, gesto en el que, al parecer, consumió su ya
menguada hacienda2550, y así en Quito hubo sólo de mantenerse con los derechos
procedentes de su oficio de relator, los que no le permitían mantener a su familia con el
debido decoro, por ello su nombramiento como fiscal de la Real Audiencia de Santiago de
Chile en 1607 y su posterior ascenso a oidor le significaron cierto alivio, en razón de los
3.000 pesos ensayados de salario anual que le significaban.
A pesar de lo anterior, don Hernando murió en 1630 casi completamente destituido de
bienes, pues durante su vida había gastado sus escasos posibles en los estudios de tres de
sus hijos, y en las dotes de sus hijas, de tal manera que a su muerte ni siquiera hubo dinero
bastante para restituir la dote a su mujer doña Ana de Chávez, tal como ella misma lo
declaraba en su testamento otorgado cuatro años después: Declaro que al tiempo cuando
murio el dicho mi marido, de los grandes gastos que tuvimos, asi en las dotes que dimos a
nuestras hijas, como en los alimentos y estudios de nuestros hijos, no dejo bienes con que
se me enterase el dicho mi dote, ni yo los tengo de que poder disponer2551. La propia doña
Ana murió en la pobreza, y ella era tal que en su testamento declaraba que: No tengo bienes
ningunos al presente, y ruego y encargo a los dichos mis hijos me entierren de limosna, y
                                                
2547 ANE. 82, Testimonio del pleito y transacción entre doña Francisca Ricardo de Montalván y el general
don Lorenzo Pacheco, Santiago, 19-XI-1614, fs. 454-462 vta.
2548 PANIAGUA PÉREZ, Jesús, “La proyección del humanismo español en Chile. Hernando Machado
(1557-1630)”, en RCHHD. 18, Santiago, 1994-1995.
2549 Ibidem.
2550 Ibidem.
2551 ANE. 108 A, Testamento de doña Ana de Chávez, Santiago, 10-II-1634, fs. 196.
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hagan bien por mi alma2552, pues el único alivio que había tenido era el que, sobre consulta
del 16 de mayo de 1631, se le había concedido la acostumbrada ayuda de costa de medio
salario anual de su marido difunto2553.
La fortuna siguió sin sonreír a su hijo, el fiscal y luego oidor don Pedro Machado de
Chávez (c.1590-1647), cuya únicas posesiones eran su grado de doctor en derecho por la
Universidad de San Marcos de Lima y los dineros procedentes de un censo en Zafra que le
había dejado su padre: Nombro en el vinculo que el licenciado Francisco Machado me dejo
en la villa de Zafra, por mi subcesor al Dr. Dn. Pedro Machado, mi hijo, para que lo haya y
goce como propio y disponga de su principal y corridos2554, dineros a los que desde 1631 se
unía su salario como fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile, y luego como oidor,
pues aunque fue jubilado sobre consulta del 24 de marzo de 1645 se lo hizo con sueldo
entero en atención a sus méritos2555.
Sin embargo, durante su vida tuvo muchos gastos y al momento de ordenar su testamento
estaba cargado de deudas, pues en vida había dotado a sus sobrinas monjas y a doña María de
Olarte, monja profesa de Santa Clara, aparentemente la madre de sus hijos naturales, además
había gastado mucho en sus: Enfermedades de gota y perlesía que continuamente le
fatigaban2556, como declaraba en su testamento, donde también reconocía deber ciertas
cantidades a su tía doña Dorotea de Chávez, cuyo cuidado encargaba a su hermano
Francisco: En pago de algunos dineros que la devo, y de muchos años de amparo que me ha
hecho tratandome como a hijo y curandome con todo amor y cuidado en las largas y prolijas
enfermedades de que he padecido2557. Declaraba también que a su hijo natural don Antonio
le legaba 500 pesos de a ocho reales: Por muchas deudas no poderle dejar mas cantidad2558.
Don Gaspar de Escalona y Agüero (c.1590-1650), murió en la pobreza, pues durante su
vida solamente se había mantenido con su salario de corregidor en Perú, y luego con los
cortos gajes que alcanzó a cobrar por su oficio de oidor en Chile. A ello se sumaba la pobreza
de su mujer que era tal, que carecía de dote, y por ello los 8.000 pesos a que ella alcanzó:
Procedieron de un corregimiento que el Excmo. Sr. Conde de Chinchon dio para ayuda de la
dote de la susodicha2559. De esta manera en su poder para testar declaraba no poseer más
bienes que los muebles de su casa y sus salarios pendientes, y reconocía deber 1.000 pesos a
diversos particulares2560.
                                                
2552 Idem fs. 196 vta.
2553 AGI. Chile, Consultas 1578-1665, Consulta nº 218, 16-V-1631.
2554 ANE. 160, Testamento cerrado del oidor don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 320.
2555 AGI. Chile, 1, Consultas 1578-1665, Consulta nº 262, 24-III-1645.
2556 AGI. Chile, 1, Consultas 1578-1665, Carta del marqués de Baides al Consejo, 12-IV-1642, anexa a
Consulta nº 262, 24-III-1645.
2557 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 96.
2558 Idem, fs. 96 vta.
2559 ANE. 212, Poder para testar del oidor don Gaspar de Escalona y Agüero, Santiago, 21-I-1650, fs. 208
vta.
2560 Ibidem.
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De su lado, el oidor don Juan de la Cueva y Lugo murió el 26 de octubre de 1711, y como
se hallaba en la más completa miseria, su viuda hubo de solicitar a la Junta de Real Hacienda
un auxilio de 1.000 pesos para costear los gastos del entierro, funeral y misas de su marido, y
le fue concedido con cargo a medio salario que se le debía a don Juan, pero por real cédula
fechada en Buen Retiro el 28 de diciembre de 1715 se desaprobó este acuerdo y se ordenó
restituir dicha cantidad a las Reales Cajas, pero como la viuda no tenía bienes se hizo efectiva
la deuda en el fiador el marqués de la Pica don Antonio de Irarrázaval Bravo de Saravia 2561.
Por su parte, don Leandro Fernando de Torquemada (16 ?-1714) murió sumamente pobre,
cargado de deudas, las que eran tantas que no había dinero para enterrarle decentemente, en
razón de ello se acordó en Junta de Real Hacienda librar dos mil pesos de las reales cajas
para el pago de su entierro, funeral y misas, de lo cual se dio cuenta al monarca, quien por
real cédula despachada en Buen Retiro el 23 de agosto de 1716 desaprobó tal determinación
y mandó que los ministros que habían concurrido al acuerdo enterasen dicha suma a las
reales cajas, previniéndoles que en lo futuro se abstuvieran de efectuar tales libramientos2562.
Don Juan del Corral Calvo de la Torre (1665-1737) murió en la miseria, pues sus escasos
bienes los había gastado en su larga estancia en la península para estudiar en Salamanca, y en
beneficiar a la corona con 8.000 pesos por una segunda futura de oidor en la Real Audiencia
de Chile, dinero que había pedido prestado, y que no pudo pagar debidamente, por los cortos
gajes de su plaza y porque ella fue comprendida en las reformas del 6 de marzo de 1701, y
debió abandonar el despacho, a lo que se opuso tenazmente y reclamó estérilmente largos
años por sus salarios, y al efecto dirigió al monarca un Manifiesto en derecho sobre no ser
comprendido en el valimiento de sus sueldos que se han mandado quitar a los ministros
supernumerarios de las Reales Audiencias2563.
Murió cargado de deudas, y no había dinero para darle cristiana sepultura, por lo que la
audiencia acordó librar 600 pesos para sus gastos de entierro, funeral y misas2564, y su
hermano el maestre de campo don Francisco del Corral Calvo de la Torre, que actuó como
albacea y tenedor de bienes, decía que este último cargo lo ejercía “solo en el nombre”, pues
en la venta en pública almoneda de sus bienes no se alcanzaron a cubrir los créditos de todos
los acreedores.
Don Juan Próspero de Solís Vango (1690-1743), pertenecía a una familia acomodada. Su
padre don Bernardo de Solís Vango era un rico comerciante de la ciudad de Lima que había
beneficiado a la corona con 38.000 pesos para obtener la presidencia de Guadalajara para sí y
una plaza de oidor en Santiago de Chile para don Juan Próspero, sin embargo este ministro
acabó sus días en la pobreza.
                                                
2561 ANRACH. 497, 1.088, 1.230, 1.343, 2.127, p. 6.
2562 AGI. Chile, 70.
2563 ANRACH. 2.725, Manifiesto en derecho sobre no ser comprendido en el valimiento de sus sueldos que
se han mandado quitar a los ministros supernumerarios de las Reales Audiencias, pza. 3.
2564 ANRACH. 335, Autos de acreedores formados a la muerte del oidor don Juan del Corral Calvo de
la Torre, 1737.
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En efecto, sobre consulta del 27 de septiembre de 1724 se le concedió licencia por un año
para pasar a Lima, con goce a medio salario, para ocuparse en los intereses de su familia2565.
Dejó Santiago en 1728 y permaneció en la capital virreinal durante seis años, pues embarcó
en el Callao en marzo de 1735 en el navío San Antonio, que naufragó frente a las costas de
Chile, y estuvo a un paso de perder la vida, pues salvó en una lancha que estuvo cuatro días
al garete, suceso en el que perdió todas sus ropas, menaje, joyas, y demás bienes, incluida su
biblioteca, la que quedó reducida según su inventario del 28 de mayo de 1743 a sólo 60
volúmenes2566. Por esta razón la Real Audiencia de Santiago acordó adelantarle 6.000 pesos
de sus salarios para que pudiera subvenir sus gastos después del naufragio, medida que sobre
consulta del 28 de septiembre de 1743 fue desaprobada por el monarca2567. De esta manera,
al momento de su muerte contaba con muy pocos bienes, y según su inventario sólo poseía
algunos muebles, ropas, lienzos y 100 pesos y 18 reales2568.
4. Amistades, amores y otros afectos
Bajo la garnacha eran los ministros de las audiencias indianas hombres tan sujetos a las
pasiones como cualesquier otros, y durante sus vidas supieron granjearse y cultivar
amistades, amar con devoción a sus mujeres, y ser presas en otros casos de afectos
desordenados.
4.1. Los ministros y la amistad
El obispo de Santiago de Chile fray Gaspar de Villarroel explicaba, con su docta y amena
pluma, las conveniencias de la amistad entre los hombres que se habían formado en las
escuelas, y señalaba que la amistad entre los oidores y los prelados era cosa muy deseable:
Para la diversión y honestos entretenimientos de los obispos son los oidores
muy a propósito; porque los prelados ¿Con qué otras personas de la república
podrán familiarizarse sin nota?. Un obispo en casa es indecencia, y en la de un
oidor a nadie puede parecer mal. Los hombres que se criaron en escuelas ¿Cómo
podrán vivir sin comunicar letrados?. Y estas Audiencias siempre se pueblan con
excelentes sujetos de Salamanca. En casos arduos ¿Es malo tener a mano un
buen consejo?. ¿Cómo puede pasar un hombre sin amigos?. Y no pudiendo haber
amistad sino entre iguales ¿Con quién la tendrá el obispo sin oidores?. Y para el
morir, que es lo principal, ¿Es de poca importancia su protección?. ¿De quién
puede fiar el obispo con gusto las cosas de su alma, sino de la virtud, piedad y
letras de una Audiencia?2569.
                                                
2565 AGI. Chile, 68, Consultas Años 1717-1732, Consulta nº 81, 27-IX-1724.
2566 ANE. 550, Inventario de los bienes del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 24-V-
1743, fs. 232-234.
2567 AGI. Chile, 69, Consultas originales pertenecientes al distrito de aquella Audiencia. Año 1733 a 759 ,
Consulta, 28-IX-1743.
2568 ANE. 550, Inventario de los bienes del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 24-V-
1743, fs. 227 vta.
2569 VILLARROEL, Gaspar de, Govierno eclesiástico pacífico y unión de los dos cuchillos pontificio y
regio, Madrid, 1657, II.XI.II.
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Hubo así varios ministros que fueron muy amigos de los obispos de la ciudad de Santiago
de Chile, entre ellos el oidor don Francisco Tadeo Diez de Medina y Vidanges (1738-1803),
que lo fue del prelado don Francisco José de Marán, a quien nombró como albacea, y en su
codicilo extendido en 1803 le trataba de: Amantisimo amigo, el Ilustrisimo Señor Dn.
Francisco Jose de Maran, del Consejo de S.M. Dignísimo Obispo de esta Diocesis2570.
También fue frecuente que entre los mismos togados nacieran vínculos de amistad,
facilitados por el trato frecuentes y la comunidad de formación e intereses, amén de las
disposiciones restrictivas que pesaban sobre los magistrados en cuanto a sus relaciones
sociales.
Durante el siglo XVII fueron grandes y buenos amigos los oidores don Manuel Muñoz de
Cuéllar (c.1610-1667), don Gaspar de la Cuba y Arce (1632-1715) y don Juan de la Peña
Salazar (c.1620-c.1694), aunque a juicio del obispo de Santiago fray Diego de Humanzoro,
esta amistad no era nada buena, pues de don Juan de la Peña Salazar decía que: El mal
ejemplo de su grande amigo don Gaspar de Cuba le ha pervertido2571.
El oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar no olvidó a sus amigos en la hora de su muerte,
pues en recuerdo de la amistad que habían tenido les legó algunas armas, y al efecto
declaraba poseer entre sus bienes: Un juego de espada y daga mano, el que mando se le de al
Sr. Dr. Gaspar de Cuba y Arce, Oydor mas antiguo desta Real Audiencia, en memoria de
nuestra amistad2572; y también: Una escopeta, la que mando se le de al Sr. Dr. Dn. Juan de
la Peña Salazar, asimismo Oydor desta Real Audiencia, en memoria de nuestra amistad2573.
Por su parte, el oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo (c.1600-1643) también recordaba en
sus postrimerías a sus amigos difuntos, al ordenar en su testamento que: Se diga por los
difuntos mis amigos ocho misas rezadas2574. Este ministro fue muy amigo de los jesuitas, a
quienes tampoco olvidó en sus disposiciones de última voluntad, porque legó: Por vía de
gratitud cincuenta pesos al Colegio de la Compañia de Jesus de Santiago2575.
4.2. Los ministros y el amor conyugal
No resulta fácil saber con certeza los sentimientos de los ministros para con sus cónyuges,
pero algunos datos aislados pueden permitir una aproximación al afecto y amor que por ellas
podían sentir, y así hubo ministros amantísimos de sus mujeres, y otros no tanto.
El fiscal y más tarde oidor don Hernando Machado (1557-1630) le tuvo un gran y especial
amor a su mujer doña Ana de Chávez, a quien no sólo designó como albacea, demostrando
en ello la confianza que la tenía, sino también fue ella una de sus especiales preocupaciones
                                                
2570 ANRNS. 14, Codicilo del oidor don Francisco Tadeo Diez de Medina, Santiago, 11-VIII-1803, fs.
372-374 vta.
2571 ANCI. 302, Carta del obispo fray Diego de Humanzoro al rey, Santiago, 20-VI-1672, fs. 154.
2572 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 112.
2573 Ibidem.
2574 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 26-XI-1643, fs. 114 vta.
2575 Ibidem.
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por el mucho amor que le he tenido2576, y así mandaba a uno de sus hijos y a sus nietas que
cuidaran de ella y la respetaran: Y mando al doctor Dn. Francisco Machado, mi hijo, y a mis
nietas, la sirvan y regalen como es razon y espero que lo haran, y en particular mando a las
dichas mis nietas, a la dicha su aguela y al Dtor. Francisco, su tio, tengan mucho respecto y
obediencia2577.
También parece que el regente don José de Rezaval y Ugarte (1747-1800) sintió gran
admiración y amor por su mujer doña Juana Micheo y Jiménez de Lebatón, pues escribió una
obra para ella, precisamente, sobre su ilustre ascendencia y genealogía2578.
Distinto parece haber sido el caso del oidor don Juan de la Peña Salazar (c.1620-c.1694),
quien había casado con doña Isabel Feliciana de Alba y Alvarado, motivado principalmente
porque su dote comprendía una plaza de oidor en la Real Audiencia de Santiago de Chile, y
así desde llegado al reino su vida desarreglada y sus amores furtivos fueron la constante
mortificación de su cónyuge, situación respecto de la cual el obispo fray Diego de
Humanzoro escribía que: Ha llegado a tanto esta desdicha que doña Isabel de Alva, su
legítima mujer, vive tan desesperada y hace tales demostraciones públicas de sentimiento y
voces, que todos juzgamos que muy presto perderá el juicio si su marido no se enmienda, y
aun se puede temer alguna resolución desesperada2579.
4.3. Los ministros y las ilícitas amistades
La segunda mitad del siglo XVII fue para la Real Audiencia de Santiago de Chile una
época marcada por las aventuras galantes de sus ministros, las que llegaban a tales extremos
que hacían escribir en 1671 al obispo fray Diego de Humanzoro que: Los pecados públicos y
males de la sensualidad en cuyo sucio fuego se abraza esta república provocan la ira de
Dios...Es pues el mayor escándalo desta ciudad en materia de deshonestidad el que dan los
señores oidores desta Real Audiencia2580.
Este desasosiego lo causaban los oidores don Gaspar de la Cuba y Arce, y sus colegas don
Manuel de León y Escobar, don Juan de la Peña Salazar, don José de Meneses, y el fiscal don
Francisco de Cárdenas y Solórzano.
De don Gaspar de Cuba y Arce (1632-1715), en octubre de 1671, el obispo fray Diego de
Humanzoro, escribía al rey, que: Es pues el mayor escándalo de esta ciudad en materia de
deshonestidad el que dan estos señores oidores de esta real audiencia. El señor Gaspar de la
Cuba y Arce con una señora principal, en agravio de un caballero noble y emparentado con
quien está casada2581, y al año siguiente, se lamentaba el prelado, de no haber: Podido, con
                                                
2576 ANE. 160, Testamento cerrado del oidor don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 318 vta.
2577 Idem, fs. 318 vta.-319.
2578 REZAVAL Y UGARTE, José de, (n. 177), fols. 298-304.
2579 ANCI. 302, Carta del obispo fray Diego de Humanzoro al rey, Santiago, 20-VI-1672, fs. 154.
2580 ANCI. 302, Carta del obispo fray Diego de Humanzoro al rey, 18-X-1671, fs. 185.
2581 Ibidem.
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muchos medios que he probado, apartarlo de sus mocedades, mayormente de una mala
amistad, pública y escandalosa que tiene2582.
De su lado, el obispo también reprendía con dureza la licenciosa vida y peores costumbres
del oidor don Juan de la Peña Salazar (c.1620-c.1694): Es el segundo oidor de esta Real
Audiencia, caballero de muy buenas letras y que en los primeros años de su asistencia en
ella daba muy buen ejemplo y frecuentaba los santos sacramentos de la comunión y
confesión, pero el mal ejemplo de su grande amigo don Gaspar de Cuba le ha pervertido, de
manera que hoy es por muchos años atrás el mayor escándalo de todo este reino. Y aunque
por mí y por el gobernador don Juan Henríquez ha sido amonestado muchas veces, no se ha
podido conseguir enmienda alguna2583.
Tampoco se libraba el oidor don Manuel de León y Escobar (c.1622-1688), respecto de
quien en 1670 el obispo de Santiago comunicaba al monarca que: Tiene trato ilícito y
escandaloso con una mozuela de mal vivir que se llama por mal nombre la Pinchá. Meses
después, insistía el prelado, en que: Ha seguido en sus vicios a sus compañeros, dando muy
mal ejemplo con una mujer soltera, a quien el gobernador desterró a instancias mías, y la
echó y desterró de esta ciudad2584.
Del oidor don José de Meneses y Allende Salazar (1640-1678), nada bueno podía decir el
mismo prelado, y al efecto escribía al monarca en 1672, que: Es tercero oidor de esta
Audiencia, y es el más escandaloso de todos, no es graduado en letras, ni las ha
profesado...y como la deshonestidad es una hidropesia venenosa, no hay número que pueda
contar las mujeres de que abusa, dos son las ordinarias y de asiento, la una es una mujer
casada y que tiene escondida, sin querérsela restituir a su marido, a título de que está
criando un hijo que tuvo en ella...la segunda mujer con quien muy de asiento está mal
amigado este oidor y alcalde del crimen, es una hija de un caballero notorio (doña Elvira
Tello que) solicitada de este mal hombre se salió del monasterio... y se amancebó con dicho
oidor2585.
Para acabar con esta última aventura, el diligente prelado, recluyó en el convento de las
agustinas a doña Elvira, mas el ministro logró que el abuelo de la moza: Presentase petición
sobre que se la enviásemos a la estancia de unos tíos a veinte leguas de esta ciudad. En el
viaje a tal paraje, don José, con la ayuda de cinco hombres, raptó a su amada de los custodios
del obispo, y la mantuvo en su casa largos meses.
En 1673, debió enfrentar don José de Meneses una querella interpuesta por doña
Margarita Verdugo y Cerón, por haber: Solicitado de amores a una hija de la querellante,
doncella virtuosa y de muy tierna edad, nombrada doña María Cerón, a la cual le ha
enviado la ropa de vestir que manifiesta, que todo es una hungarina de terciopelo negro, una
pollera de tafetán doble carmesí en corte, otra de chamelote picada y acabada, dos pares de
medias y dos de calcetas. Como la requerida no aceptó, con mano de justicia envió a prender
a la querellante.
                                                
2582 ANCI. 302, Carta del obispo fray Diego de Humanzoro al rey, Santiago, 20-VI-1672, fs. 154.
2583 Ibidem.
2584 ANCI. 302, Carta del obispo fray Diego de Humanzoro al rey, Santiago, 20-VI-1672, fs. 154.
2585 Ibidem.
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No se salvaba tampoco el fiscal don Francisco de Cárdenas y Solórzano (1625-1694), de
quien fray Diego de Humanzoro, escribía al rey, que: He sido informado que el señor don
Francisco de Cárdenas, fiscal de esta Audiencia, tiene comunicación y trato ilícito con
doña María de Astorga y que para comunicarse con la susodicha, viste traje lascivo e
indecente de mujer y ha solicitado que le encomienden y encarguen las rondas de noche por
tener más comodidad de comunicarse con la susodicha y con las obligaciones de su oficio
fomenta pecados públicos2586.
Pocos años después el obispo fray Bernardo Carrasco debió censurar la escandalosa y
menos arreglada conducta de don Juan de la Cueva y Lugo (c.1634-1711), la que movió al
prelado a noticiar de ella al monarca por carta fechada el 15 de julio de 1683 y a levantar una
información sobre sus procedimientos para acreditar sus dichos, la que acompañaba a su
misiva2587. En una carta fechada en agosto de 1686 resumía fray Bernardo Carrasco los
motivos de haber hecho tal información: El grave escándalo que da en esta dicha ciudad con
su desenfrenado vivir, no sólo estando mal amistado con algunas mujeres, sino valiéndose de
la autoridad de su oficio para violentar a otras muchas...Habiéndose hecho absoluto este
ministro en la Audiencia y con esto dueño de ella, lo ha sido también de hacer cuantas
injusticias y vejaciones le dicta el poco temor de Dios con que vive, y menos respeto a ser
Ministro de tan Cathólico Monarca...Pues aunque tiene por compañero al Dor. Sancho de
Salazar lo arrastra ordinariamente, unas veces de industria y otras de temor...Siendo ambos,
por la falta de letras y juicio, tan indignos de la garnacha como sabe toda esa corte2588.
Enterado el Consejo de la información levantada por el obispo, sobre consulta del 9 de
mayo de 1685, se decidió enviar comisión al presidente don José de Garro para que
averiguara las acusaciones, con orden de hacer salir al oidor de Santiago y destinarle a:
Concepción donde le detendrá hasta fenecer la causa y enviarla como se le ordena al
Consejo, sin que en el tiempo que durare la pesquisa vuelva al exercicio de la plaza de oydor
de aquella Audiencia2589, en cuya conformidad se despachó real cédula el 21 de mayo de
1685 al presidente de la audiencia 2590.
4.4. Los ministros y la gratitud
Algunos de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile fueron también
hombres generosos y agradecidos para con aquellos que les habían servido fielmente.
Al oidor don Hernando Machado (1557-1630) le había servido durante su estancia en
Quito un indio llamado Diego Purguay, de quien no se olvidaba en su testamento, pues en él
                                                
2586 MM. 163, doc. 3.309.
2587 ANCI. 303, Autos informativos sobre los procedimientos y excesos cometidos por el Lic. Don Juan
de la Cueva y Lugo, hechos por el Revdmo. Obispo de Santiago fray Bernardo Carrasco de Saavedra ,
Santiago, 2-VI-1683, fs. 71-210.
2588 ANCI. 303, Carta del obispo fray Bernardo Carrasco al rey, Santiago, 30-VIII-1686, fs. 212.
2589 AGI. Chile, 2, Consultas originales del distrito de dicha Audiencia, Años de 1657 a 1699, Consulta,
9-V-1685.
2590 AGI. Chile, 131, Expediente sobre los malos procedimientos de Don Juan de la Cueva y Don Sancho
García, oidores de aquella Audiencia, Años 1684 a 1709, RC. 21-V-1685.
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ordenaba: Que a los herederos de un indio llamado Diego Purguay en Quito, se le den
treinta patacones por el amor con que el dicho su padre me sirvio2591.
Por su parte, el oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno (1716-1784) había tenido como
criado durante largos años a Lorenzo Vallejo, a quien no sólo confirió poder para testar, sino
que también trataba de: Mi antiguo y fiel criado2592.
5. Los ministros y la muerte
En una sociedad en la cual se vivía para la muerte, esta última era la principal
preocupación de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile, y disponían con
toda prolijidad hasta el último de sus detalles, de tal manera que siempre las primeras de sus
disposiciones testamentarias tenían por finalidad regular sus entierros, funerales, y misas.
5.1. Las iglesias
Los habitantes de Ultramar gozaban de libertad para elegir la iglesia o monasterio en cual
deseaban que fuera dada cristiana sepultura a sus cuerpos, pues conforme a una real cédula
fechada en Madrid el 18 de julio de 1539, luego recopilada, los arzobispos y obispos de las
Indias debían ordenar que: Los vecinos y naturales de ellas se puedan enterrar y entierren
libremente en las iglesias o monasterios que quisieren y por bien tuvieren, estando benditos
el monasterio o iglesia y no se les ponga impedimento2593.
La mayoría de los magistrados de la Real Audiencia de Santiago de Chile optaban por
ordenar que su cuerpo fuera sepultado en algunos de los conventos de la ciudad.
Dentro de ellos, en la iglesia del Convento de Santo Domingo fueron enterrados, al menos
seis oidores; tres en la de San Francisco; otros tantos en la de la Merced; uno en la del
Monasterio de Santa Clara; otro en el de las Carmelitas Descalzas; y otro en la catedral.
Durante el siglo XVII las iglesias preferidas parecían ser las de San Francisco (tres
oidores), y la de Santo Domingo (cuatro oidores), preferencia semejante a la que mostraban
los vecinos de Buenos Aires en la misma centuria 2594.
El oidor don Hernando Machado tenía su sepultura en la iglesia del Convento de San
Francisco, y allí mandó en su testamento otorgado el 30 de junio de 1630 le enterrasen: Que
cuando Dios fuere servido de llevarme, que mi cuerpo sea enterrado en la Iglesia de San
Francisco2595. Años más tarde allí mismo fue inhumada su mujer doña Ana de Chávez, y
luego su hijo el oidor don Pedro Machado de Chávez, habiéndolo previamente dispuesto en
su testamento ordenado el 18 de diciembre de 1646: Primeramente mando que mi cuerpo sea
                                                
2591 ANE. 160, Testamento cerrado del oidor don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 320.
2592 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno, Santiago, 10-XII-1779, fs.
464 vta.
2593 Recopilación de Indias, 1.18.1.
2594 SEOANE, María Isabel, “Las Órdenes Religiosas y el derecho de sepultura en el Buenos Aires del
siglo XVII”, en AUCH. 20, Santiago, 1989, p. 562.
2595 ANE. 160, Testamento cerrado del oidor don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 318 vta.
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enterrado en la Iglesia del Sr. San Francisco de esta ciudad, en la sepultura de mis padres
que en ella tengo2596.
En la misma iglesia de San Francisco mandó el año 1661 ser sepultado temporalmente el
oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, pues ordenó que luego su cuerpo cadáver fuera
llevado a Lima: En deposito en el interin que se trasladan mis huesos a la ciudad de Los
Reyes a donde eligiere el Capitan Bartolome de Hazaña, mi hermano2597.
Uno de los primeros ministros que mandó ser enterrado en la iglesia de Santo Domingo
fue don Gaspar de Narváez y Valdelomar quien en su testamento otorgado el 13 de octubre
de 1629 expresaba que: Quiero y es mi voluntad que muriendo en esta ciudad de Santiago
me entierren en el Monasterio del Sr. Santo Domingo de ella2598. Siguió su ejemplo el oidor
don Rodrigo de Carvajal y Mendoza, quien así lo dispuso en el poder para testar que otorgó
el 26 de diciembre de 1631 en favor de doña Mariana de Valverde, tía de su mujer, y del
oidor Narváez y Valdelomar y de fray Gabriel de Covaleda2599. Lo mismo ordenó en su
testamento fechado el 21 de octubre de 1643 su colega don Pedro Gutiérrez de Lugo: Mando
que mi cuerpo sea sepultado en el Convento de Santo Domingo2600. El 21 de octubre de 1688
murió el oidor don Sancho García de Salazar, que se hallaba asilado en el convento de San
Francisco del Monte, y su cadáver fue trasladado a Santiago y se le dio eclesiástica sepultura
en la iglesia de Santo Domingo 2601.
El año 1778 El oidor don Juan Verdugo en su poder para testar dio libertad a sus albaceas
don Ignacio de la Carrera y doña María Paula Verdugo y Valdivieso, para que le enterraran
en lugar sagrado donde ellos dispusieran2602, quienes lo hicieron en la referida iglesia de
Santo Domingo 2603. También eligió esta iglesia el oidor don Nicolás de Mérida y Segura
conforme lo ordenaba en su testamento otorgado el 5 de agosto de 17812604.
El oidor don Gaspar de Escalona y Agüero dispuso en su poder para testar fechado el 21
de enero de 1650 que fuera enterrado en el Convento de Nuestra Señora de la Merced: Que
mi cuerpo sea enterrado en el Convento de Nuestra Señora de las Mercedes de esta
ciudad2605, e igual ordenó en el suyo firmado en 1743 su colega don Juan Próspero de Solís
                                                
2596 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 94 vta.
2597 ANE. 292, Poder para testar del oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 21-IX-1661, fs.
8 vta. También en ANE. 291, fs. 135 vta.
2598 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 304
vta.
2599 ANE. 72, Poder para testar del oidor don Rodrigo Carvajal y Mendoza, Santiago, 26-XII-1631, fs. 34.
2600 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 21-X-1643, fs. 114.
2601 ANRACH. 2.938, pza. 11, Diligencias sobre el inventario de los bienes del oidor don Sancho García
de Salazar, 1688.
2602 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Juan Verdugo, Santiago, 20-IV-1778, fs. 232.
2603 ANE. 788, Testamento por poder del oidor don Juan Verdugo, Santiago, fs. 235 vta.
2604 ANE. 887, Testamento del oidor don Nicolás de Mérida y Segura, Santiago, 5-VIII-1781, fs. 328 vta.
2605 ANE. 212, Poder para testar del oidor don Gaspar de Escalona y Agüero, Santiago, 21-I-1650, fs.
208.
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Vango2606, y el oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno en un poder para testar fechado el 10
de diciembre de 1779: Mando y es mi voluntad que en la parte donde yo falleciere y Dios
Nuestro Señor fuere servido de llevarme y hubiere Convento de Nuestra Madre y Señora de
la Merced ha de ser sepultado mi cuerpo cadaver2607.
De su lado el oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar mandó en su testamento fechado el 6
de enero de 1667 ser enterrado en el Monasterio de Santa Clara: Mando que quando Dios
Nuestro Señor fuere servido de llevarme de esta presente vida, mi cuerpo sea sepultado en el
Monasterio de la Virgen Santa Clara de esta ciudad de Santiago2608.
Por su parte el oidor don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán en su poder para testar
fechado el 30 de mayo de 1778 mandaba que fuera: Enterrado en sagrado de la Iglesia del
Monasterio antiguo de Carmelitas Descalzas, con quienes tengo hermandad2609.
Uno de los pocos ministros que fue sepultado en la iglesia catedral fue el regente don
Francisco Antonio Moreno y Escandón, quien murió en Santiago de Chile, pasado el
mediodía del 22 de febrero de 1792, y al día siguiente se le dio: Eclesiástica sepultura al
cuerpo cadáver del Sr.Dn. Francisco Moreno y Escandón a las siete horas de la noche en
esta Santa Iglesia Cathedral con toda la decencia y honores correspondientes al empleo que
obtenía2610. Su sepulcro está situado en el muro poniente de la catedral, tras el altar mayor.
Entre los ministros que murieron fuera del reino de Chile se hallaba el oidor don Álvaro
de Ibarra, el sábado 19 de enero de 1675, dos días después de haber otorgado poder para
testar, y fue enterrado el día domingo en la iglesia de la Compañía de Jesús de Lima 2611.
También murió en la capital virreinal el oidor don Alonso Martín de Orellana que pasó a
mejor vida el lunes 28 de julio de 1681, fue enterrado dos días después en la iglesia de Santo
Domingo con presencia del arzobispo, aunque sin la concurrencia de los oidores2612.
Finalmente, el primer regente don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo murió en Madrid
el 1 de noviembre de 1802, y fue sepultado en la iglesia de San Sebastián bajo el altar de
Nuestra Señora de la Blanca2613.
Un caso singular fue el del oidor don Martín de Recabarren, quien otorgó poder para testar
en Buenos Aires el año 1720 estando de viaje al reino de Chile, y en él disponía que si moría
durante la travesía: Mi cuerpo sea arrojado al mar segun es costumbre entre los navegantes,
                                                
2606 ANE. 550, Testamento del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 15-V-1743, fs. 219
vta.
2607 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno, Santiago, 10-XII-1779, fs.
465.
2608 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110.
2609 ANE. 844, Poder para testar del oidor don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán, Santiago, 30-V-
1778, fs. 22 vta.
2610 ANRACH. 663, pza. 20, Expediente sobre los funerales del Sr. Regente Dn. Francisco Moreno y
Escandón, 1792.
2611 MUGABURU, Josephe y MUGABURU, Francisco, Diario de Lima (1640-1694) , en Colección de
libros y documentos referentes a la historia del Perú , VIII, Lima, 1918, pp. 34, 58-59, 71.
2612 Idem, p. 123.
2613 LOHMAN VILLENA, Guillermo, (n. 302), II, pp. 121-122.
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y si mi fallecimiento fuere en tierra ha de ser sepultado en la Capilla o Iglesia de Nuestra
Señora del Carmen o del Rosario2614.
5.2. El lugar de la sepultura
No sólo preocupaba a los ministros la elección de la iglesia en la cual iban a ser enterrados
sus cuerpos mortales, sino también el lugar preciso de su sepultura, pues allí iban a resucitar
en el día glorioso del Juicio Final.
Muchos de los ministros mostraban una especial humildad al disponer que fueran
sepultados sus huesos en los lugares más modestos de las respectivas iglesias, pero otros eran
menos recatados y prescribían una determinada ubicación.
El oidor don Pedro Machado de Chávez se había limitado a ordenar en su testamento que
su cuerpo fuera enterrado: En la sepultura de mis padres2615, y su colega don Gaspar de
Escalona y Agüero que ello se hiciera: En la parte que ad bituaren mis albaceas2616.
De su lado, el oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar hacía gala de una especial
modestia al ordenar en su testamento que su cadáver fuera enterrado: En la sepultura mas
humilde que aya en la iglesia del y donde se hubiesen enterrado los muy pobres y humildes,
que enterrar el cuerpo en sepulcros suntuosos, o que no lo sean, no quita ni acrescienta
ningun grado de gloria2617, y agregaba que en el momento de decir la misa corpore insepulto
su ataúd fuera puesto en el suelo y no sobre tarima ni estrado alguno, sin que se pusiera
tumba sobre su sepultura. Con expresiones de igual o mayor mansedumbre, su colega don
Pedro Gutiérrez de Lugo había ordenado que su cuerpo fuera sepultado: En la parte mas
humilde de todo el, donde se entierran cuerpos cristianos, teniendose respeto al mio como
pecador, y no al oficio que he usado indignamente2618.
Por su parte, especiales indicaciones sobre el lugar de la sepultura había hecho el oidor
don Rodrigo de Carvajal, quien mandaba que fuera en la capilla de Nuestra Señora del
Rosario2619, y su colega don Manuel Muñoz de Cuéllar, que había ordenado que fuera
enterrado: En la peana del altar mayor al lado del Evanjelio2620.
                                                
2614 SEOANE, María Isabel, “Los poderes para testar en el Buenos Aires del siglo XVIII”, en X Congreso
del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano, II, Méjico, 1995, p. 1.530, n. 31.
2615 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 94 vta.
2616 ANE. 212, Poder para testar del oidor don Gaspar de Escalona y Agüero, Santiago, 21-I-1650, fs.
208.
2617 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 304
vta.
2618 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 21-X-1643, fs. 114.
2619 ANE. 72, Poder para testar del oidor don Rodrigo Carvajal y Mendoza, Santiago, 26-XII-1631, fs. 34.
2620 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110.
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5.3. La mortaja
Otra de las prescripciones expresas de los ministros de la Real Audiencia de Santiago de
Chile en orden a sus entierros era disponer la mortaja con la cual debían ser cubiertos sus
cuerpos, la que solía ser el hábito de alguna orden religiosa, por ganar las indulgencias a ellos
concedidas, advirtiéndose cierta preferencia por el hábito franciscano.
En efecto, en su testamento fechado el 13 de octubre de 1629 el oidor don Gaspar de
Narváez y Valdelomar ordenó que fuera enterrado: Con el habito de el Serafico San
Francisco2621, disposición que se cumplió exactamente, tal cual lo certificaba su fe de
muerte: Yo, Antonio de Bocanegra, escribano del Rey Nuestro Señor, doy fe como en trece
de julio de mil y seiscientos y treynta y cuatro años, como entre las tres y cuatro de la tarde,
vide muerto y amortajado con el havito del Sr. Sn. Francisco al Dr. Dn. Gaspar de Narvaez
y Valdelomar, Oydor que fue en esta Real Audiencia, al cual conoci y estaba muerto y
amortajado en la cuadra de las casas de su morada2622.
La misma orden había dejado en 1643 el oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo: Y mi cuerpo
baya amortajado con el avito del Serafico padre San Francisco2623, y en 1667 su colega don
Manuel Muñoz de Cuéllar: Y mi cuerpo baya amortajado con el abito de mi padre San
Francisco2624.
De su lado, en 1781 el oidor don Nicolás de Mérida y Segura junto con ordenar que su
cuerpo fuera enterrado en la iglesia de Santo Domingo pedía ser: Amortajado con el habito
de estos religiosos2625, y lo mismo había mandado tres años antes su colega el oidor don Juan
Verdugo2626.
Finalmente, en 1779 el oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno, con algo menos de
modestia, había ordenado ser sepultado en la iglesia del Convento de la Merced: Ha de ser
sepultado mi cuerpo cadaver amortajado con el havito que visten los Religiosos de dicha
Orden, y sobre ella el manto capitular de mi Orden de Calatrava2627.
5.4. Ceremonial del funeral y entierro
Con singular esmero los ministros cuidaban hasta el más mínimo detalle de la realización
de su funeral, y así ordenaban la cantidad y clase de clérigos que debían oficiar los actos
eclesiásticos, el género de cruces a emplear, y otros aspectos de la liturgia, con el debido
señalamiento de las limosnas que debían darse en razón de tales actos.
                                                
2621 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 304
vta.
2622 ANE. 107, Fe de muerte del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-VII-1634.
2623 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 21-X-1643, fs. 114.
2624 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110.
2625 ANE. 887, Testamento del oidor don Nicolás de Mérida y Segura, Santiago, 5-VIII-1781, fs. 328 vta.
2626 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Juan Verdugo, Santiago, 20-IV-1778, fs. 232.
2627 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno, Santiago, 10-XII-1779, fs.
465.
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Esta minuciosidad normalmente iba acompañada de recomendaciones dirigidas a evitar la
ostentación y pompa en el funeral y entierro, como pedía en 1630 el oidor don Hernando
Machado: Y sea enterrado con pompa muy moderada2628, y en igual sentido el año 1643 su
colega el oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo pedía que todo el ceremonial fuere: Con la
menor pompa que se pueda2629, o como en 1779 requería de sus albaceas el oidor don Luis de
Santa Cruz y Zenteno: A quienes encargo sea el dicho mi entierro a las cinco de la mañana
sin asistencia ni combite alguno, evitando toda pompa, haciendo lo sea dicho mi entierro
religioso y en todo moderado2630, tal como dos años después lo encomendaba a sus
cabezaleros el oidor don Nicolás de Mérida y Segura: A quienes encargo la moderacion en
mi funeral, evitando toda pompa2631.
La mayoría de los oidores durante el siglo XVII pedían que sus cuerpos fueran
acompañados a la sepultura por los curas de la iglesia catedral y con cruz alta llevada por el
sacristán de la catedral, aunque algunos otros incluían dentro de sus disposiciones la
asistencia de cierto número de clérigos, o el ser acompañados por hachas encendidas.
En 1629 el oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar mandaba en su testamento que:
Solo acompañen mi cuerpo cuando le lleven a enterrar los dos curas de la Iglesia Cathedral
de esta ciudad y dos capellanes con el sacristan con la Santa Cruz, y lleven hachas
encendidas cuatro pobres, a quienes se les de la limosna que a mi albacea le pareciere2632.
En 1630 el oidor don Hernando Machado se limitaba a disponer en su testamento que el
día de su entierro: A la Santa Cruz se le pongan dos hachas y a mi cuerpo cuatro velas2633, y
en 1643 el oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo ordenaba en su testamento que: El dia de mi
fallecimiento acompañen mi cuerpo a la sepultura el cura y el sacristan de la ciudad con
Cruz alta2634, y el mismo orden mandaba guardar en 1743 el oidor don Juan Próspero de
Solís Vango al disponer en su testamento que acompañaran su entierro únicamente el cura y
el sacristán de la iglesia catedral2635.
En 1667 el oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar era menos comedido que sus colegas,
pues mandaba: Que el dia de mi entierro acompañen mi cuerpo el cura y sacristan de la
iglesia cathedral con Cruz alta y veinte y cuatro clérigos hazedores con sobrepellizes2636.
                                                
2628 ANE. 160, Testamento cerrado del oidor don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 318 vta.
2629 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 21-X-1643, fs. 115.
2630 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno, Santiago, 10-XII-1779, fs.
466.
2631 ANE. 887, Testamento del oidor don Nicolás de Mérida y Segura, Santiago, 5-VIII-1781, fs. 328 vta.
2632 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 304
vta.
2633 ANE. 160, Testamento cerrado del oidor don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 318 vta.
2634 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 21-X-1643, fs. 115.
2635 ANE. 550, Testamento del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 15-V-1743, fs. 219
vta.
2636 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110.
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Finalmente, en 1778 el oidor don Juan Verdugo disponía que acompañaran su cuerpo a la
fosa solamente el cura y el sacristán de la parroquia: Con la Cruz que les pareciere2637.
5.5. Misas y novenarios
Todos los ministros ponían especial cuidado en reglar prolijamente la cantidad y clase de
misas que debían decirse por el sufragio de sus almas una vez muertos, bien así como los
trisagios y novenarios que debían seguir al entierro, y las memorias anuales de misas.
Por regla general los togados pedían que el día del funeral y entierro se dijera una misa
cantada con su vigilia de cuerpo presente, más un número variable de misas rezadas, y en los
tres días posteriores al entierro debía celebrarse el novenario correspondiente.
Don Gaspar de Narváez y Valdelomar ordenaba en 1629 que el día de su entierro se dijera
una misa cantada de requiem corpore insepulto y que dicho día y los tres siguientes: Se digan
en la Cathedral treinta misas rezadas2638, y que: En cada uno de los Conventos de religiosos
que hay en esta ciudad se digan en los dias arriba referidos viente misas rezadas de
requiem2639, y además declaraba que había enviado a los reinos de España: La limosna para
que se digan mil misas rezadas de requiem por mi alma2640. Finalmente quería y mandaba:
Que en tres dias continuos despues de mi entierro se haga mi novenario2641.
En 1630 el oidor don Hernando Machado solamente pedía que el día de su entierro: Se me
digan todas las misas rezadas que pudieren y por la limosna de ellas se de a patacon a cada
sacerdote, y demas desto se digan el dia de mi entierro una misa cantada con su vigilia y
otra cada dia hasta llegar a cumplir un novenario, y por la limosna de ella se de la ordinaria
que se acostumbra2642, y en 1646 su hijo el oidor don Pedro Machado de Chávez mandaba:
Que el dia de los finados o otro que mas comodamente pudiese todos los años se digan en el
Convento del Sr. Sn. Francisco por los religiosos del, una misa cantada y doze rezadas por
las animas de mis padres, y de mi hija Doña Margarita y mia2643.
Don Pedro Gutiérrez de Lugo mandaba en 1643 que el día de su entierro se dijera una
misa de cuerpo presente: De requiem cantada con su vigilia, diacono y subdiacono2644, y que
además se dijeran por la salvación de su alma 500 misas rezadas por los religiosos, y 50 más
por las congregaciones, sin olvidar el novenario de misas.
                                                
2637 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Juan Verdugo, Santiago, 20-IV-1778, fs. 232.
2638 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 306.
2639 Ibidem.
2640 Ibidem.
2641 Idem, fs. 305 vta.
2642 ANE. 160, Testamento cerrado del oidor don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 318 vta.
2643 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 94 vta.
2644 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 21-X-1643, fs. 114 vta.
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En 1661 don Pedro de Hazaña Solís y Palacio ordenaba que el día de su entierro se dijeran
500 misas rezadas y 3 cantadas: La una de cuerpo presente con su vigilia, diacono y
subdiacono, por religiosos y sacerdotes de la Orden de San Francisco2645.
En 1667 el oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar mandaba: Que el dia de mi entierro se me
diga una misa cantada de cuerpo presente, y si no fuere ora, se me diga otro dia siguiente, y
asimismo cien misas rezadas, todas de cuerpo presente, y se pague la limosna
acostumbrada2646, y agregaba: Que en el novenario y honras se me digan trescientas misas
ressadas, y dia del aniversario una cantada2647, todo ello sin perjuicio de: Las misas que
tuvieren obligacion2648 las cofradías de las Ánimas del Purgatorio, y la esclavonía de Nuestra
Señora de la Merced, de la Virgen de los Remedios, y del Ángel de la Guarda, de las que era
cofrade.
En 1743 el oidor don Juan Próspero de Solís Vango mandaba que el día de su entierro se
dijeran una misa cantada corpore insepulto y 1.000 misas rezadas2649.
En la segunda mitad del siglo XVIII la cantidad de misas mandadas decir se reducía
notoriamente en los testamentos conocidos.
En efecto, en 1778 el oidor don Juan Verdugo se limitaba a dejar al arbitrio de sus
albaceas la ordenación de sus misas y novenario2650. Ese mismo año el oidor don Juan de
Balmazeda Zenzano únicamente ordenaba que el día de su sepultura se dijera una misa
cantada de cuerpo presente y dos rezadas2651, y tres años después su colega don Nicolás de
Mérida y Segura solamente pedía que el día de su funeral y entierro se dijera una misa
cantada corpore insepulto y ocho rezadas2652.
Finalmente, el oidor don Francisco Tadeo Diez de Medina (1738-1803), por codicilo
fechado el 11 de agosto de 1803 legó sus librería a las religiosas del Monasterio de Santa
Rosa, con cargo a una obra pía de ocho misas anuales por su alma y las de su obligación:
Quedando todo el producto de unas y otras obras a beneficio del antedicho su amado
Monasterio de Santa Rosa, solo con el cargo de una obra pia de ochocientos pesos
pensionados de ocho misas rezadas anuales, que aplica por su alma y las demas de su
obligacion en caridad y justicia2653.
                                                
2645 ANE. 292, Testamento del oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 24-IX-1661, fs. 8
vta.
2646 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110.
2647 Idem, fs. 110 vta.
2648 Ibidem.
2649 ANE. 550, Testamento del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 15-V-1743, fs. 219
vta.
2650 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Juan Verdugo, Santiago, 20-IV-1778, fs. 232.
2651 ANE. 844, Testamento del oidor don Juan de Balmazeda Zenzano, Santiago, 17-VI-1778, fs. 23 vta.
2652 ANE. 887, Testamento del oidor don Nicolás de Mérida y Segura, Santiago, 5-VIII-1781, fs. 328 vta.
2653 ANRNS. 14, Codicilo del oidor don Francisco Tadeo Diez de Medina, Santiago, 11-VIII-1803, fs.
372-374 vta.
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5.6. Mandas forzosas y voluntarias
Los ministros de la Real Audiencia de Santiago de Chile solían dejar para las mandas
forzosas las cantidades establecidas, aunque algunos de ellos asignaban cantidades mayores
dependiendo de sus posibles, pero también solían realizar mandas voluntarias.
El oidor don Hernando Machado (1557-1632) decía en su testamento que: Mando a las
mandas forzosas a cuatro reales a cada una, con que las aparto de mis bienes2654; su colega
don Gaspar de Narváez y Valdelomar (1556-1632) dejaba cuatro reales para cada una de
ellas2655; don Pedro Gutiérrez de Lugo (c.1590-1643) les dejaba un patacón a cada una 2656;
don Pedro Machado de Chávez (c.1590-1647) señalaba que: Mando un patacon a las mandas
forzosas, con que los aparto de mis bienes2657; don Pedro de Hazaña Solís y Palacio (c.1600-
1661) dejaba dos patacones para cada una de ellas2658; don Manuel Muñoz de Cuéllar
(c.1610-1667) mandaba: A las mandas forzosas y acostumbradas a patacon a cada una2659;
don Juan Próspero de Solís Vango (1690-1743) les dejaba doce pesos a cada una 2660; don
Juan Verdugo (1704-1779) dejaba esta materia al arbitrio de sus albaceas2661, quienes les
asignaron dos reales a cada una de ellas2662; y el oidor don Nicolás de Mérida y Segura
(c.1720-1781) les dejaba la misma cantidad2663.
Además de las mandas forzosas, algunos ministros solían dejar dineros para la redención
de cautivos y para los Santos Lugares, como asimismo era frecuente que asignaran ciertas
cantidades a algunas cofradías, conventos, hospitales, o a determinadas imágenes religiosas.
El oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar (1556-1632) mandaba: Para la cera del
Santisimo Sacramento diez patacones, y a cada uno de los Conventos de Monjas otros diez
patacones2664.
El oidor don Pedro Machado de Chávez (c.1590-1647) instituía mandas para las Cofradías
del Santísimo Sacramento, de las Ánimas del Purgatorio, de San José, y de San Agustín:
Mando diez patacones de limosna a la Cofradia del Santisimo Sacramento que esta fundada
en la Iglesia Cathedral de esta ciudad, otros diez a las de las Animas del Purgatorio, otros
                                                
2654 ANE. 160, Testamento cerrado del oidor don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 318 vta.
2655 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 305
vta.
2656 ANE. 194, Testamento del oidor don Pedro Gutiérrez de Lugo, Santiago, 21-X-1643, fs. 115.
2657 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 94 vta.
2658 ANE. 292, Testamento del oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 24-IX-1661, fs. 8
vta.
2659 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110 vta.
2660 ANE. 550, Testamento del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 15-V-1743, fs. 220.
2661 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Juan Verdugo, Santiago, 20-IV-1778, fs. 232.
2662 ANE. 788, Testamento por poder del oidor don Juan Verdugo, Santiago, 15-III-1779, fs. 235.
2663 ANE. 887, Testamento del oidor don Nicolás de Mérida y Segura, Santiago, 5-VIII-1781, fs. 329.
2664 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs. 305
vta..
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diez a la del Sr. Sn. Jose, otros diez a la Cofradia de la ermita del Sr. Sn. Agustin2665,  y
además mandaba: Cien pesos de a ocho de limosna a la Imagen de Nuestra Señora del
Socorro, que esta en el Convento del Sr. Sn. Francisco2666.
Don Pedro de Hazaña Solís y Palacio (c.1600-1661) mandaba diez pesos a la Cofradía de
las Ánimas del Purgatorio de la iglesia catedral2667; don Manuel Muñoz de Cuéllar (c.1610-
1667) mandaba: En conformidad de Bulas de S.S. mando para redempcion de niños captivos
cinco ducados de a doce reales para poder pagarse las gracias e indulgencias que por ellas
estan concedidas2668; don Juan Próspero de Solís Vango (1690-1743) mandaba: Para los
Santos Lugares cinco ducados de Castilla, y otros tantos para redempcion de niños
cautivos2669; los apoderados del oidor don Juan Verdugo (1704-1779), asignaron dos reales
para la redención de cautivos y dos más para los Santos Lugares2670; e igual cantidad dejaba
don Nicolás de Mérida y Segura (c.1720-1781) para redención de cautivos, Santos Lugares, y
Hospital de San José2671.
5.7. Gastos de funeral y misas
Durante el siglo XVII y primera mitad del siglo XVIII parecía ser lo habitual gastar cerca
de 1.000 pesos de a ocho reales en los gastos de funeral, entierro y misas de los ministros,
cantidad que podía variar dependiendo de las facultades del difunto.
Así en 1661, conforme a la cuenta rendida en los autos formados a la muerte del oidor don
Pedro de Hazaña Solís y Palacio, se habían gastado 1.474 pesos en las: Misas cantadas y
resadas, acompañamiento de cuerpo y otros sufragios, lutos, cera y demas demostraciones
funebres2672.
De su lado, el oidor don Juan de la Cueva y Lugo murió el 26 de octubre de 1711, y como
se hallaba en la más completa miseria, su viuda hubo de solicitar a la Junta de Real Hacienda
un auxilio de 1.000 pesos para costear los gastos del entierro, funeral y misas de su marido, y
le fue concedido con cargo a medio salario que se le debía a don Juan, pero por real cédula
fechada en Buen Retiro el 28 de diciembre de 1715 se desaprobó este acuerdo y se ordenó
restituir dicha cantidad a las Reales Cajas, pero como la viuda no tenía bienes se hizo efectiva
la deuda en el fiador el marqués de la Pica don Antonio de Irarrázaval Bravo de Saravia 2673.
                                                
2665 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 94 vta.
2666 Ibidem.
2667 ANE. 292, Testamento del oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio, Santiago, 24-IX-1661, fs. 8
vta.
2668 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel Muñoz de Cuéllar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110 vta.
2669 ANE. 550, Testamento del oidor don Juan Próspero de Solís Vango, Santiago, 15-V-1743, fs. 220.
2670 ANE. 788, Testamento por poder del oidor don Juan Verdugo, Santiago, 15-III-1779, fs. 235.
2671 ANE. 887, Testamento del oidor don Nicolás de Mérida y Segura, Santiago, 5-VIII-1781, fs. 329.
2672 ANE. 292, Cuentas de los gastos de funeral del oidor don Pedro de Hazaña Solís y Palacio,
Santiago, 24-IX-1661.
2673 ANRACH. 497, 1.088, 1.230, 1.343, 2.127, pza. 6.
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Por su parte, el oidor don Leandro Fernando de Torquemada falleció el 28 de marzo de
1714 sumamente pobre y con algunas deudas, por lo que se acordó en Junta de Real
Hacienda librar dos mil pesos de las reales cajas para el pago de su entierro, funeral y misas,
de lo cual se dio cuenta al monarca, quien por real cédula despachada en Buen Retiro el 23
de agosto de 1716 desaprobó tal determinación y mandó que los ministros que habían
concurrido al acuerdo enterasen dicha suma a las reales cajas, previniéndoles que en lo futuro
se abstuvieran de efectuar tales libramientos2674.
En 1737 murió el oidor don Juan del Corral Calvo de la Torre, y como se hallaba cargado
de deudas, no había dinero para darle cristiana sepultura, por lo que la audiencia acordó librar
600 pesos para sus gastos de entierro, funeral y misas, ceremonias que se realizaron
modestísimamente2675.
                                                
2674 AGI. Chile, 70.
2675 ANRACH. 335, Autos de acreedores formados a la muerte del oidor don Juan del Corral Calvo de
la Torre, 1737.
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CUARTA PARTE
CÉDULAS BIOGRÁFICAS DE LOS MINISTROS DE LA REAL
AUDIENCIA DE SANTIAGO DE CHILE (1605-1817)
I. REGENTES
1. Doctor TOMÁS ANTONIO ÁLVAREZ DE ACEVEDO Y ROBLES
CONSULTA: Cámara, 23 de septiembre de 1776.
TITULO NUMERARIO: RP. San Lorenzo el Real, 14 de noviembre de 1776.
JURAMENTO: 22 de diciembre de 1777.
CESA: 21 de julio de 1788 (1789).
Nació en Lois, Asturias, el 24 de enero de 1735 y fue bautizado el 10 de febrero del
mismo año. Murió en Madrid el 1 de noviembre de 1802, y fue sepultado en la iglesia de
San Sebastián bajo el altar de Nuestra Señora de la Blanca.
Hijo legítimo de don Bernardo Antonio Álvarez de Acevedo, natural de Lois, y de
doña Alfonsa Robles y Rodríguez Lorenzana, natural de Otero, obispado de León.
Su abuelos paternos fueron don Rodrigo Álvarez de Acevedo y Canseco, natural de
Lois, y doña Manuela Argüelles y Pérez Estrada de Villamayor, natural de Piloña,
Asturias. Don Rodrigo era hermano de don Baltazar Álvarez de Acevedo y Canseco
(1655-1725), fiscal del Consejo de Hacienda en 1715, y consejero de él dos años después,
y ascendido a consejero de Castilla en 1720.
Sus abuelos maternos fueron don Juan de Robles y Ordaz de Valdepiélago, natural de
Otero, y doña Bernarda Rodríguez Lorenzana y Quiñones, natural de Canales.
Casó en Lima el 4 de junio de 1777 con doña María Josefa Salazar y Carrillo, natural
de Lima, hija del coronel del Regimiento Provincial de Dragones del Valle de Chincha
don José Rafael de Salazar Traslaviña (1726-c.1776), natural de Lima, y de su segunda
mujer doña María Josefa Carrillo y Sancho Dávila (1731-c.1776), natural de Lima, que
por su afición al cultivo de las rosas, era llamada la dama de la rosa.
Su mujer era nieta paterna de doña María Josefa de Traslaviña y Oyagüe, hermana del
oidor de la misma Real Audiencia de Santiago don José Clemente.
De este matrimonio nacieron los siguientes cinco hijos:
i) Don Juan Álvarez de Acevedo y Salazar, natural de Santiago de Chile y ministro del
Consejo Supremo de Órdenes.
ii) Don José Álvarez de Acevedo y Salazar, natural de Santiago de Chile, oidor en las
reales audiencias de Santiago y Buenos Aires y fiscal de la de Charcas.
iii) Doña Rufina Álvarez de Acevedo y Salazar, natural de Madrid, que casó con el
ministro de Fernando VII y de Simón Bolívar, don José María de Pando y Remírez de
Laredo.
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iv) Don Tomás Álvarez de Acevedo y Salazar, natural de Santiago de Chile, oidor de
la Real Audiencia de Lima.
v) Doña María Fidela Álvarez de Acevedo y Salazar, natural de Madrid, que casó el 25
de abril de 1792 con el coronel Martín de Guesasola y Meave.
En 1785 ingresó a la Real y Distinguida Orden de Carlos III.
Don Tomás Álvarez de Acevedo inició sus estudios en 1744 y se graduó de bachiller
en leyes por la Universidad de Osma en 1751, grado que incorporó en la Universidad de
Valladolid, y en 1752 en la de Salamanca donde estuvo asociado al Colegio de San
Pelayo del que llegó a ser rector. Finalmente se graduó de doctor en leyes por la
Universidad de Valladolid.
Por real provisión fechada el 12 de diciembre de 1766 se le despachó título de fiscal de
la Real Audiencia de Charcas. Allí participó activamente en la reforma de los estudios
jurídicos de la Universidad de Chuquisaca.
Sobre consulta de Cámara fechada el 23 de diciembre de 1773 fue promovido a la
fiscalía del crimen de la Real Audiencia de Lima, oficio del que se le libró título por real
provisión despachada en El Pardo el 16 de febrero de 1774, y del que tomó posesión el 20
de noviembre de 1775.
En 1775, cuando sobre consulta de Cámara del 23 de mayo de 1775 fue ascendido a
plaza de oidor el fiscal de lo civil don Jerónimo Manuel de Rueda, por ministerio de la ley
primera, del título 18, del libro segundo de la Recopilación de Indias, pasó Álvarez de
Acevedo a ocupar la fiscalía de lo civil en Lima.
Por real provisión despachada en San Lorenzo el Real, el 14 de noviembre de 1776,
sobre consulta del Consejo de Cámara de Indias del 23 de septiembre del mismo año, fue
ascendido a la recién creada regencia de la Real Audiencia de Santiago de Chile, plaza en
la que comenzó a despachar el 22 de diciembre de 1777 y en la que se mantuvo hasta
1789, año en que viajó a la península, promovido al Consejo de Indias conforme a su
título extendido por real provisión del 21 de julio de 1788.
La parte substantiva de la real provisión que lo promovía a la regencia del tribunal
santiaguino rezaba lo siguiente:
Don Carlos, por la gracia de Dios, rey Castilla...Por quanto, por Real Decreto
de once de Marzo del corriente año, en que me digné dar nueva Planta a mis
Reales Audiencias de Indias, fui servido de crear Plazas de Regentes en ellas
señalándolas por Reglamento de la propia fecha, los respectivos sueldos y;
atendiendo a los méritos de Vos Dn. Thomas Alvarez de Azevedo, fiscal de mi
Real Audiencia de Lima, he venido sobre consulta de mi Consejo de Cámara de
Indias de veintitrés de septiembre último, en nombraros por Regente de mi Real
Audiencia de Chile. Por tanto quiero y es mi voluntad, sirváis esta plaza,
arreglandoos a la Instrucción que para el ejercicio de ella expedí en veinte de
Junio del presente año y tengo dirigida por mi Secretaría de Estado y del
Despacho de Indias a las mencionadas Audiencias. Y mando al Presidente y
Oydores de la de Chile, que luego que vean este título, tomen y recivan de vos el
juramento con la solemnidad que se requiere y devéis hacer, de que bien y
fielmente exerceréis el espresado empleo, y que aviéndole hecho y puéstose
testimonio de él en el título, ellos y todas las personas estantes y havitantes en
aquel Distrito, os haian, rescivan y tengan por tal Regente, guardando os y
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haviendo os de guardar todas las honras y preheminencias y prerrogativas que
por esta razón os corresponden...2676.
Al asumir su oficio se encontró con un despacho recargado y con una gran cantidad de
pleitos atrasados, por lo cual desplegó una incesante actividad para poner al corriente las
labores del Acuerdo. Con esta finalidad procedió a la división del tribunal en dos salas, en
conformidad a la facultad que le confería el capítulo XVII de la Instrucción de Regentes,
que prescribía: Podrá el Regente formar Sala extraordinaria de Justicia Civil y Criminal
siempre que hubiere necesidad para ello2677. De este modo por vez primera la audiencia
de Santiago, desde su instalación en 1609, funcionaba dividida en salas y, gracias a esta
medida, al poco tiempo de haber jurado su plaza se normalizó el despacho e incluso la
formación de la segunda sala se verificó en escasas oportunidades, de lo cual daba cuenta
al monarca en 1780 al comunicarle que:
Cuando tomé posesión de la Regencia de esta Real Audiencia a fines del año
pasado de 1777 se hallaba el tribunal recargado de negocios y pleitos
atrasados...(pero) he) logrado ver finalizado todos los antiguos y tan corriente y
desembarazado el despacho de las ocurrencias diarias que algunos días faltan
relaciones y asuntos con que llenar las tres horas de audiencia que prescribe la
Ley...Considerando que la referida expedición se ha conseguido con el continuo
y arreglado despacho de una sola Sala, pues aunque efectivamente se estableció
la segunda según participé a V.E. en carta de 25 de mayo del año pasado de 79,
se verificó muy pocas veces su formación por falta de ministros a causa de la
promoción de don Benito de la Mata Linares y continuas enfermedades del
Decano don Luis de Santa Cruz2678.
Al primer regente se debió la pronta supresión de la quinta plaza de oidor y de la
segunda fiscalía en el tribunal. En efecto, ellas habían sido introducidas el mismo año
1776, pero el propio Alvarez de Acevedo en carta del 2 de septiembre de 1780 sugería a
la corona que se redujera la planta de la audiencia en un oidor y un fiscal, pues decía:
Me parece que esta Audiencia no necesita en la actualidad más ministros que
quatro y un regente y un fiscal con dos agentes para desempeñar cumplidamente
la administración de justicia y los demás objetos a que debe atender2679.
Este parecer fue acogido por Gálvez, impulsor de la reforma de 1776, y por real cédula
expedida en San Lorenzo el 29 de octubre de 1781 se dispuso:
Se supriman en esa Real Audiencia, dos plazas de Ministros cuando llegue el
caso de vacantes para dotación de la que haya de formarse en Buenos Aires2680.
La reducción de las plazas del tribunal de Santiago se concretó en noviembre de 1781
cuando a la muerte del titular del quinto oficio de oidor, don Nicolás de Mérida y Segura,
no se le proveyó sucesor y, en lo relativo a la fiscalía, en 1783 al promoverse a dicha
plaza en la Audiencia de Buenos Aires a don José Márquez de la Plata y Soto, su colega
                                                
2676 ANRACH. 3.136, fs. 234-236, R.P. San Lorenzo del Real, 14-XI-1776.
2677 Instrucción de Regentes, (n.), cap. XVII.
2678 ANRACH. 2.839, pza. 9, fs. 3 vta.-4. Santiago, 2-IX-1780.
2679 Ibidem, fs. 4.
2680 Ibidem, fs. 5.
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don Joaquín Pérez de Uriondo asumió como único titular el ministerio público. De esta
manera la nueva planta de audiencias establecida en 1787 y que volvía al número de
magistrados anteriores a las reformas de Gálvez, no produjo efectos en la Audiencia de
Chile, que ya desde 1781 había perdido un oidor y un fiscal.
A pesar de que la Instrucción de Regentes reglaba minuciosamente los aspectos de
ceremonial y etiqueta que involucraba la creación de este nuevo oficio, se plantearon
durante la regencia de Álvarez de Acevedo diversas cuestiones derivadas de incidencias
entre las autoridades del reino por materias de etiqueta.
El primer desencuentro que tuvo el regente en estas materias se produjo cuando en la
catedral de Santiago el subdiácono no le bajó a besar el Evangelio, no obstante, que él se
hallaba presidiendo la ceremonia, pues el presidente Jáuregui se encontraba fuera de la
ciudad. Álvarez de Acevedo llevó este incidente hasta el Real Acuerdo el día 30 de junio
de 1778, donde sus colegas se conformaron con la opinión de su regente en orden a que a
éste le correspondían los mismos honores que al presidente cuando este último se hallara
ausente y, al efecto se extendió el siguiente voto:
Propuso el Regente según el cap. 76 de la Instrucción sobre sus honores y
preeminencias que, con motivo de lo acaecido el día 22, a que asistieron los
Señores Ministros de esta Real Audiencia a una de las Fiestas de Octava de
Corpus, que por turno se celebra, a la que no se halló el señor Presidente, se notó
que al bajar el subdiácono desde el Presbiterio al lugar que ocupa el señor
Presidente para besar el libro del Evangelio, habiendo llegado como a dos o tres
pasos del sitial del señor presidente y visto no estar allí se volvió inmediatamente
cerrando el libro del Evangelio. Y comprendiendo el Acuerdo que, efectivamente
a los señores Regentes se les deben distinguidos honores y mayores que los que
antes correspondían a los señores Decanos, equiparándolos a los señores
Virreyes y Presidentes en los actos a que concurran presidiendo solos en casos de
asistir aquellos, según se nota en el capítulo 46 de la nueva Instrucción, en esta
atención pareció arreglada la propuesta y en su virtud para formar expediente
acordaron se extendiese como Acuerdo esta propuesta2681.
En conformidad al auto anterior se remitió al Consejo el expediente formado por la
audiencia y allí el fiscal de los negocios del Perú informó, que el acuerdo del tribunal
chileno se ajustaba al artículo 76 de la Instrucción de Regentes y a la ley 51, título 15,
libro 3 de las Municipales, para que se observasen al regente los respetos que merecía su
investidura. Sin embargo, el Consejo en pleno resolvió el 21 de julio de 1779, que como
el presidente del reino de Chile se hallaba fuera de Santiago, pero dentro de su
jurisdicción, no le correspondían al regente los honores de aquél. El ministro de Indias no
se conformó con este dictamen y pidió su parecer al fiscal para la Nueva España, Antonio
Porlier, quien el 30 de agosto contradecía la opinión del Consejo y señalaba que por la ley
14, título 15, libro 3 de Indias se ordenaba que asistiendo la audiencia en ausencia de su
presidente se le debían al oidor decano las mismas ceremonias que al presidente y como
el capítulo 61 de la Instrucción de Regentes establecía que las facultades de los decanos se
refundían en los regentes, y en los capítulos 66 y 70 se mandaba, que en las audiencias
donde no hubiera virrey se siguiese el ceremonial acostumbrado con el presidente,
siempre que no pugnase con la Instrucción, mandando se aplicase la precitada ley 14.
                                                
2681 ANRACH. 2.560, pza.1. Expediente formado sobre las regalías, honores y preheminencias que
se deben observar y guardar con el Sr. Regente de esta Real Audiencia de Chile, el Sr. Dn. Tomás
Alvarez de Azevedo, 1778, fs.1. Real Acuerdo, Santiago, 30-VI-1778.
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Además añadía que en el caso de la Real Audiencia de Santiago de Chile era costumbre
inmemorial que se guardasen a los decanos las mismas honras que a los presidentes en su
ausencia y que los capítulos 45 y 46 de la Instrucción se referían no a las vacantes del
virreinato o presidencia, sino a la falta a los actos públicos por enfermedad u otro motivo.
De tal manera, a su juicio había sido muy escandaloso que el subdiácono cerrase el
Evangelio sin darlo a besar al regente2682.
El 24 de febrero el ministro José de Gálvez pasó este expediente al Consejo en pleno
de sus tres salas con asistencia de ambos fiscales, quienes para una mejor comprensión
dividieron el asunto en dos puntos. El primero, cuando concurría la audiencia faltando su
presidente, pero encontrándose éste dentro de su distrito; y el segundo, cuando no estaban
en la audiencia ni el presidente ni el regente. En lo tocante a la primera cuestión y,
apoyados en las leyes 13, 18, 27 y 28 del título 15 del libro 3 de la Recopilación de
Indias, determinaron que competían al regente las mismas preeminencias que al
presidente cuando asistiera el tribunal con la falta de este último, pues el regente hacía las
veces de cabeza de la audiencia, pero las demás prerrogativas las conservaba el presidente
mientras se hallara dentro de su provincia por lo cual no podían pasar al regente. En esta
conformidad el 13 de marzo de 1780 se ordenó que al regente de Chile pertenecían
iguales honores que al presidente en los casos precitados y, por ello se libraría carta al
obispo para que reprendiera al subdiácono 2683.
Otra duda planteada bajo la regencia de Álvarez de Acevedo se originó por la sucesión
en la presidencia, gobernación y capitanía general del reino, al ascenso de don Agustín de
Jáuregui al virreinato, pues al producirse la vacante asumió el regente con acuerdo de la
audiencia, reservándose el cuerpo sólo el ejercicio del real patronato y la provisión de
empleos. Medida que contrariaba lo expresamente dispuesto por las leyes 57 del título 15
del libro 2 de las de Indias y por lo dispuesto por la 10, título 2 del libro 2, de modo tal
que no fue extraño que el monarca el 11 de mayo de 1781 desaprobara esta resolución y
reprendiera al tribunal por abdicar de una competencia que sólo a él le correspondía2684.
Formuló también Álvarez de Acevedo ante el Acuerdo la duda suscitada durante el
tiempo en que recaían en él los empleos de presidente y gobernador, en orden a si debería
juntarse la real audiencia e ir con ella el cabildo secular a sacarlo los días de función de
tabla desde palacio. El Acuerdo determinó dar vista al fiscal, oficio que a la sazón servía
interinamente el oidor más moderno, don Nicolás de Mérida y Segura, quien fue de
parecer que se observase la costumbre, para lo cual se ordenó certificasen los escribanos
la práctica seguida con los decanos que accidentalmente ejercían la presidencia. Francisco
Borja de la Torre, escribano de cámara y José Rubio, escribano público y del cabildo,
certificaron que a la muerte de Antonio Guill y Gonzaga recayó el gobierno en el decano
Juan de Balmazeda y Zenzano y: Se juntaban sus Señorías con los demás Señores que
componen aquél tribunal en las casas de dicha Real Audiencia a donde los venía a sacar
                                                
2682 MARTIRÉ, Eduardo, Los regentes de Buenos Aires. La reforma judicial indiana de 1776,
Buenos Aires, 1981, pp. 164 y ss.
2683 Ibidem.
2684 Ibidem.
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el cabildo para las funciones de tabla2685. Con el mérito de esta certificación la audiencia
dictaminó que no se hiciera novedad por ahora y que se consultase a la corte, con lo cual
quedaba desairado el regente. El monarca por real cédula de 1 de julio de 1781 aprobó lo
obrado por el tribunal2686.
En su carácter de regente de la Real Audiencia de Santiago le correspondió asumir en
1780 ad interim la gobernación y capitanía general del reino de Chile, por ascenso del
propietario don Agustín de Jáuregui y Aldecoa como virrey del Perú. Entregó el mando
en diciembre del mismo año al titular don Ambrosio de Benavides.
La regencia de Álvarez de Acevedo, que se caracterizó por el asentamiento de la nueva
plaza en Chile, entre un sinnúmero de controversias por aspectos de ceremonial y etiqueta
terminó en 1789, cuando el primer regente fue ascendido a una plaza en el Consejo de
Indias por real decreto del 15 de agosto de 1788, oficio del que se le despachó su título
por real provisión del 21 de julio de 1788, y que juró el 16 de noviembre de 1790, y en la
que despachó hasta su muerte2687.
2. Doctor FRANCISCO ANTONIO MORENO Y ESCANDÓN
TÍTULO NUMERARIO: RP. 11 de noviembre de 1788.
JURAMENTO: 16 de noviembre de 1789.
CESA: 22 de febrero de 1792 (muerte).
Nació en Mariquita, en el Nuevo Reino de Granada, donde fue bautizado el 25 de
noviembre de 1736 y murió en Santiago de Chile, pasado el mediodía del 22 de febrero de
17922688. Al día siguiente se le dio: Eclesiástica sepultura al cuerpo cadáver del Sr.Dn.
Francisco Moreno y Escandón a las siete horas de la noche en esta Santa Iglesia
Cathedral con toda la decencia y honores correspondientes al empleo que obtenía2689. Su
sepulcro está situado en el muro poniente de la catedral, tras el altar mayor.
                                                
2685 ANRACH. 2.106, pza.1, Expediente formado sobre la propuesta hecha por el Sr. Regente
Presidente, sobre si durante los empleos que han recaído en su persona debería juntarse la Real
Audiencia e ir con ella el Cabildo Secular a sacarlo en los días de funciones de tabla, 1780.
2686 MARTIRÉ, Eduardo, (n. 7), pp. 168-169.
2687 AGI. Chile, 173, 223; AGI. Lima, 790; ANFV. 300; ANRACH. 2.106, pza. 1; 2.560, pza. 1;
3.138; BBC. pp. 9-10; BBD. pp. 7-9; BCHI. pp. 170, 292, 310, 324, 328; BS. p. 223; FLM. p. 132; LVA.
II, pp. 121-122; LVM. pp. 4-5; MD. p. 65; NCG. p. 28; TI. pp. 21, 520, 597, 618.
2688 ANRACH. 2.113, pza. 6, Fe de muerte del regente don Francisco Antonio Moreno y Escandón,
Certifico en cuanto puedo, que en cumplimiento del auto anterior, como habiendo reconocido al Sr. Dn.
Francisco Moreno y Escandon, Regente de la Real Audiencia que fue, y movido el cuerpo, manifiesta
estar al parecer naturalmente muerto. Cuyo cadaver se halla en la cama en que fallecio, cubierto con
una sabana de lienzo y dos luces encendidas, y para que conste y obre el efecto que hubiere lugar, doy la
presente en esta ciudad de Santiago de Chile en veinte y dos de febrero de mil setescientos y noventa y
dos años, como a las tres y media horas de la tarde de este dia. Francisco Borja de la Torre, escribano
de Camara.
2689 ANRACH. 663, pza. 20, Expediente sobre los funerales del Sr. Regente Dn. Francisco Moreno y
Escandón, 1792.
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Había otorgado poder para testar el 26 de septiembre de 1788 en favor de su mujer y
en subsidio a su hija, y designó como albacea a don José Gómez González2690.
Hijo legítimo del familiar y notario de la Inquisición de Cartagena don Miguel
Moreno, nacido en Alcolea del Pinar, Guadalajara, bautizado allí mismo el 29 de mayo de
1699, y de doña Manuela Díaz de Escandón, nacida en Mariquita y bautizada allí el 15 de
abril de 1709, quienes habían casado en Mariquita el 5 de noviembre de 1732.
Sus abuelos paternos fueron don José Moreno y Yuberías, nacido en Alcolea del Pinar,
bautizado el 8 de agosto de 1660 y muerto el 14 de agosto de 1707, y doña María Moreno
de Matarranz, nacida en Sacecorbo, bautizada el 5 de septiembre de 1673, y muerta en
Alcolea del Pinar el 25 de noviembre de 1707. Habían casado en Sacecorbo el 19 de junio
de 1689.
Sus abuelos maternos fueron don Diego Díaz de Escandón, natural de Abándames en
el valle de Peñamerella y muerto en Mariquita el 29 de julio de 1744, y doña María
Francisca Gayón, natural de Mariquita y muerta allí mismo el 8 de noviembre de 1753.
Habían contraído matrimonio en Mariquita el 21 de diciembre de 1705.
Su hermano don Francisco Xavier fue oidor en la Real Audiencia de Manila (1784), y
luego alcalde del crimen (1794) y oidor en la de Lima (1800), y regente de la de Quito
(1810).
El 10 de junio de 1759 casó en la catedral metropolitana de Santa Fe de Bogotá con
doña María Teresa Isabella y Aguado, natural de Morón, Sevilla, donde había sido
bautizada el 22 de julio de 1736.
Doña María Teresa era hija de don Isidro Isabella, nacido en Almazán y bautizado allí
mismo el 24 de mayo de 1703, y de doña Francisca Xaviera Aguado, nacida en Utrilla,
donde fue bautizada el 10 de febrero de 1709, quienes habían casado en Alentisque el 14
de noviembre de 1727.
De este matrimonio nacieron los siguientes ocho hijos.
i) Doña María Engracia Xaviera Nepomucena, nacida en Santa Fe el 16 de abril de
1760 y casada el 23 de enero de 1780 con don José Antonio Valdés, natural del
Principado de Asturias, hijo legítimo de don Antonio Valdés y de doña María Antonia de
Hecana.
ii) Doña María Josefa Carmela Eusebia, nacida en Santa Fe el 6 de marzo de 1763, que
casó el 29 de octubre de 1789 con don Fernando Rodríguez, natural de Santa Fe, hijo
legítimo de don Fernando Rodríguez, y de doña Josefa de la Serna.
iii) Doña María del Carmen Francisca de Paula, nacida en Santa Fe el 27 de septiembre
de 1764, que casó el 3 de diciembre de 1780 con don Pantaleón Gutiérrez y Quijano, hijo
legítimo de don Francisco Antonio Gutiérrez y de doña María Antonia Díaz Quijano.
iv) Don José Joaquín Benito Braulio Francisco de Paula, nacido en Santa Fe el 20 de
marzo de 1767.
                                                
2690 ANRACH. 3.131, fs. 50 y ss.
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v) Don Miguel José Francisco Fermín, nacido en Santa Fe el 8 de julio de 1768, alférez
de fragata de la Real Armada, oficial primero segundo de la Secretaría de Estado y del
Despacho Universal de Marina, caballero de la Orden de Carlos III (1818).
vi) Doña María Antonia Micaela, nacida en Santa Fe el 8 de junio de 1771.
vii) Doña María del Carmen Teresa Josefa Bonifacia, nacida en Santa Fe el 5 de mayo
de 1772 y que casó el 8 de agosto de 1792 con don Lorenzo Eugenio Marroquín de la
Sierra, hijo legítimo de don Francisco Marroquín y de doña Manuela de la Sierra.
viii) Don Francisco Ignacio José, nacido en Santa Fe el 28 de julio de 1779.
Don Francisco Antonio Moreno y Escandón inició sus estudios en Bogotá,
graduándose de bachiller y maestro en artes por la Universidad de Santa Fe. Allí mismo
se hizo doctor en teología y utroque iure.
En la Universidad de Santa Fe regentó la cátedra de Instituta entre 1759 y 1763, y
luego la de Prima de Cánones.
A su pluma se debe una obra de historia del Nuevo Reino de Granada formada en
1772, a saber, Estado del Vireynato de Santa Fe, Nuevo Reyno de Granada. Relación del
gobierno y mando del Bailio Don Pedro Messia de la Cerda, Marqués de la Vega de
Armijo, Virrey del mismo Nuevo Reyno que, manuscripto se conserva en el Fondo
Americanista Abad y la Sierra.
Fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Santa Fe, donde servía en 1763
como defensor de rentas decimales del arzobispado.
En 1764 viajó a la Península y allí obtuvo el nombramiento de Protector General de
Naturales del distrito de la Real Audiencia de Santa Fe, del que se le despachó título el 10
de junio de 1765 y que comenzó a servir el 20 de enero de 1766. Por una real cédula
fechada el 29 de abril de 1773 se dispuso que asumiera la fiscalía de dicho tribunal en las
ausencias o enfermedades del titular, y por real provisión de 1776 fue ascendido a la
recién creada fiscalía del crimen de la misma audiencia.
Sobre consulta de Cámara fechada el 23 de febrero de 1780 fue ascendido a la plaza de
fiscal del crimen de la Real Audiencia de Lima, de la que se le despachó título por real
provisión fechada en Aranjuez el 12 de abril del mismo año. Salió de Bogotá rumbo a su
nuevo destino el 1 de octubre de 1781 y juró su oficio el 1 de octubre de 1782.
Sobre consulta de Cámara del 28 de septiembre de 1785 fue ascendido a plaza de oidor
en el mismo tribunal virreinal, de la que se le despachó título por real provisión fechada
en San Lorenzo el 19 de noviembre de 1785, la que comenzó a servir el 11 de mayo de
1786.
Por real provisión fechada el 11 de noviembre de 1788 se le despachó título de regente
en la Real Audiencia de Santiago de Chile, para reemplazar al ascendido Álvarez de
Acevedo y Robles. Despachó en este oficio desde el 16 de noviembre del año siguiente
hasta la época de su muerte.
Durante su corta regencia amainaron las disputas por cuestiones de ceremonial y
protocolo en el tribunal, e incluso a petición suya se formalizó un expediente acerca del
ceremonial que debía observarse por la real audiencia en los actos de recibimiento de los
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obispos, presidentes, regentes y ministros del tribunal, que se determinó por auto
acordado del 25 de febrero de 17902691.
A su muerte contaba con una mediana librería, que fue inventariada el 19 de abril de
17922692. Constaba de 249 volúmenes, que correspondían a 158 obras, las que se
enmarcaban en líneas generales dentro de la tradición del mos italicus tardío, pero
también se advertía la presencia de obras muy del gusto de los ilustrados dieciochescos,
tales como libros de geografía, mineralogía, educación pública, y varios ejemplares del
Mercurio peruano.
Dos años después de su muerte su viuda inició un expediente para obtener el montepío
a que tenía derecho2693.
3. Bachiller JOSÉ DE REZAVAL Y UGARTE
CONSULTA: 19 de septiembre de 1792.
TÍTULO NUMERARIO: RP. 9 de noviembre de 1792.
JURAMENTO: 14 de febrero de 1795.
CESA: 17 de julio de 1800 (muerte).
Nació en Álava en 1747 y murió sorpresivamente en Santiago de Chile el 19 de julio
de 1800.
Hijo legítimo del alguacil mayor perpetuo de la Santa Cruzada y señor de la Casa de
Eibar don José Gabriel de Rezaval y Zárate, y de doña Isabel Ugarte Larios y Rosas.
Casó en Lima con doña Juana Micheo y Jiménez de Lebatón (17 ?-1804), natural de
Lima, hija del caballero de Santiago don Juan Francisco de Micheo y Uztáriz, natural de
Gaztelu, y de doña Josefa Jiménez de Lebatón Salazar y Azaña, natural de Lima, sobrina
del oidor don Melchor de Santiago Concha y Errazquín. De este matrimonio no hubo
descendencia.
Doña Juana Micheo, una vez viuda, se comprometió para segundo matrimonio con el
regente de la Real Audiencia de Lima don Manuel Antonio Arredondo y Pelegrin
(c.1738-1822), pero falleció antes de recibirse la licencia real para el enlace.
Estudió en la Universidad de Granada, donde estuvo asociado al Colegio de San
Bartolomé y Santiago, graduándose de bachiller en cánones en 1760. De allí pasó a la
Universidad de Valladolid.
                                                
2691 ANRACH. 3.137, 1er. cuad., fol. 165 r.-v.
2692 BARRIENTOS GRANDON, Javier, La cultura jurídica en el reino de Chile. Bibliotecas de
ministros de la Real Audiencia de Santiago (s. XVII-XVIII) , Santiago, 1992, pp. 454-477.
2693 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 790; ANFV. 300; ANRACH. 663, pza. 20; 1.351, pza. 1; 1.599,
pza. 2; 2.113, pza. 6; 3.131, pza. 1; 3.138; BCHB. pp. 222-224; BCHI. pp. 138, 147, 199, 274, 324, 360,
370, 372, 432; JBC. pp. 10, 454-477; LVA. II. p. 388; LVM. p. 75; MD. p. 559; MBHCH. II, pp. 569,
572, 602; MBHCH. III, pp. 94, 147, 200; TI. 401, 494, 519, 521, 522, 524, 597; Relacion de los meritos,
y circunstancias del Doctor Don Francisco Antonio Moreno y Escandón, Cathedratico que fué de
Instituta, y despues de Prima en Sagrados Cánones en la Universidad de la Ciudad de Santa Fé, en el
Nuevo Reyno de Granada, Defensor de Rentas Decimales de aquel Arzobispado, y actual Protector
Fiscal de Indios de aquella Real Audiencia, (Madrid, 17 de julio de 1768); PARDO GARCÍA, Ángela,
Archivo Diocesano de Barbastro. El Fondo Americanista Abad y Lasierra , Zaragoza, 1989, p. 28.
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En Salamanca fue admitido al Colegio Mayor del Arzobispo con dispensa de edad, y
fue su rector en los años 1766, 1768 y 1770.
En la misma Universidad de Salamanca sirvió como substituto la cátedra de Instituta.
Fue uno de los más ilustrados y brillantes ministros que pasaron por el tribunal chileno,
a cuya pluma se deben notables trabajos sobre historia de España, derecho indiano y
genealogía, entre los que destacan: Biblioteca de los escritores que han sido individuos de
los seis colegios mayores, publicado en Madrid en 1805; De la literatura vascongada;
Adiciones y suplemento de la biblioteca histórico-genealógico-heráldica de Ernesto
Franckenau; Tratado del derecho real de las medias anatas; Política de los regentes de
las Reales Audiencias de ambas Américas e Islas Filipinas, su creación, honores,
preeminencias y facultades que les competen por su instrucción y posteriores reales
resoluciones; de Los recursos de fuerza de los regulares de Indias; Tractatus academicus
de dividuis et individuis obligationibus; y una Dissertatio de dignitatibus infamibus non
confederendis ad illustrationem l.2. Cod. de dignitatibus, lib. XII.
Se debe a su pluma, además, un Informe sobre el plan de los estudios del Convictorio
de San Carlos de Lima, redactado en 1788 dirigido al virrey caballero de Croix, donde
desarrolla con rara erudición la necesidad de formar un nuevo código adaptado a las
modernas doctrinas europeas, para lo cual cita con profusión a Juan Francisco de Castro y
a Mayans y Siscar2694.
Durante su permanencia en el tribunal santiaguino dio principio a su Tratado de los
recursos de fuerza2695, a su Política de Regentes. Elaboró en Lima un Compendio
alfabético de varias reales cédulas y órdenes que no se hayan inclusas en la Recopilación
de Indias, que se conserva en el Archivo Nacional de Chile 2696; y formó de orden de la
audiencia una Instrucción para los alcaldes de cuarteles y de barrio, en la que se
recopilan los bandos de policía y buen gobierno que se han publicado en este siglo.
Sobre consulta del Consejo de Cámara fechada el 3 de marzo de 1777 fue nombrado
oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile para ocupar la vacante quedada por
ascenso de don Juan Bautista Verdugo a una alcaldía del crimen en Lima. Por real
provisión despachada en Aranjuez el 21 de abril de 1777 se le extendió su título.
Llegó a Santiago el 4 de abril de 1778 y prestó juramento de su plaza dos días después,
sirviéndola hasta enero de 1781, época en que salió de Chile promovido a una alcaldía del
crimen en Lima.
Mientras sirvió en el tribunal santiaguino se desempeñó como Juez Mayor de Bienes
de Difuntos desde su llegada hasta enero de 1781, y desde el 1 de agosto de 1780 sirvió
como ministro protector del Real Convictorio Carolino. Fue además ministro comisario
de la fábrica de la iglesia catedral, y protector del Hospital Provincial de Mujeres.
Sobre consulta del Consejo de Cámara fechada el 6 de marzo de 1780 fue ascendido a
una plaza de alcalde del crimen de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante
quedada por promoción de don Ramón Posada a la fiscalía nuevamente creada en Méjico.
                                                
2694 MM. 358, 2º cuad., fs. 60 y ss.
2695 ANFA. 88, pza. 2, fs. 12-31.
2696 ANRACH. 3.209.
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Por real provisión fechada en Aranjuez el 13 de mayo de 1780 se le despachó su título, y
comenzó a despachar en su plaza el 28 de marzo de 1781.
El 16 de enero de 1781 solicitó licencia al presidente de la Real Audiencia de Santiago
para pasar a Lima a tomar posesión de su nueva plaza, junto a un mulato esclavo, dos
mestizos libres, una mulata esclava y otra libre, que iban en su servicio, la que se le concedió
el día 20 siguiente2697.
Fue ascendido al oficio de oidor decano de la Real Audiencia del Cuzco, plaza de la
que se le libró título por real provisión despachada el 2 de mayo de 1787, pero que no
llegó a asumir, porque el virrey le retuvo en Lima para que instruyese la causa sobre el
derrumbe de Huancavelica.
Por real provisión expedida el 10 de mayo de 1787 se le extendió título de oidor de la
Real Audiencia de Lima, plaza en la que despachó hasta 1794.
Mientras sirvió en el Perú se desempeñó como juez de lanzas y medias anatas, juez de
rematados, juez instructor de la causa seguida contra los franceses Gramusset y Berney en
1783, juez de la causa contra Tupac Amaru en el mismo año, juez comisionado para
tomar la confesión al intendente de Chiloé don Francisco Hurtado, y director real de
estudios de la Universidad de San Marcos.
Sobre consulta del 19 de septiembre de 1792 fue ascendido a la regencia de la Real
Audiencia de Chile, para ocupar la vacante quedada por muerte de don Francisco Antonio
Moreno y Escandón, plaza de la que se le despachó su real título por real provisión
fechada el 9 de noviembre del mismo año y que juró el 14 de febrero de 1795 y que sirvió
hasta su muerte.
En tal carácter asumió el 24 de mayo de 1796 como Presidente, Gobernador y Capitán
General interino del reino de Chile, oficio que entregó al propietario el 18 de septiembre
del mismo año.
Sobre consulta del 14 de febrero de 1798 fue nombrado Consejero Honorario de
Indias, según reza su título despachado por real provisión fechada en Madrid el 5 de julio
del mismo año:
Don Carlos (IV)...Por cuanto, en atención a los muchos y distinguidos
servicios de vos, don José Rezaval y Ugarte, Regente de mi Real Audiencia de
Chile, he venido a consulta de mi Consejo de Cámara de Indias de 14 de febrero
de este año en concederos honores de mi Consejo Supremo de aquellos
dominios...2698.
Poseyó una grande y nutrida biblioteca, que se disgregó a su muerte. Entre las obras
que se contaban en ella había diversos manuscritos jurídicos, y libros como los tres
volúmenes de la Historia del Colegio de San Bartolomé del marqués de Alventos, que
hoy se encuentra en la Sala Medina de la Biblioteca Nacional2699.
                                                
2697 ANCG. 689, Expediente formado sobre la licencia que solicitó el Sr. Dn. Jose de Irrazaval y Ugarte
para transportarse a la ciudad de Lima a exercer Plaza de Alcalde del Crimen de aquella Rl. Audiencia ,
Santiago, 16-I-1781, fs. 24-30.
2698 ANRACH. 2.268.
2699 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 790; AGI. Ultramar, 802; ANCG. 91, 111, 117, 689, 699; ANFA.
88, pza. 2; ANRACH. 2.268, 3.132, 3.136; 3.138, 3.209; BCHB. pp. 282-283; BCHI, pp. 276, 324, 328-
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4. Doctor FERNANDO MÁRQUEZ DE LA PLATA Y OROZCO
CONSULTA: Cámara, 10 de marzo de 1801.
NOMBRAMIENTO: RD. 5 de abril de 1801.
TÍTULO NUMERARIO: RP. 24 de abril de 1801.
JURAMENTO: 28 de abril de 1803.
CESA: 1806 (traslado).
Nació en Sevilla el 3 de septiembre de 1740 y murió en Santiago de Chile el 17 de
diciembre de 1818.
Hijo legítimo del oidor de la Real Audiencia de Sevilla y caballero de la Orden de
Carlos III don Rodrigo Márquez de la Plata, natural de la villa de Quesada, Valencia, y de
doña Luisa Orozco y Martel, natural de Sevilla.
Sus abuelos paternos fueron el oidor de la Audiencia de Barcelona don Fernando
Márquez de la Plata, natural de Villanueva de las Cruces, y doña Manuela García de
Celis, natural de Madrid.
Sus abuelos maternos fueron el teniente del regimiento de caballería de Sevilla don
Francisco Orozco y doña María de Martel, naturales de Sevilla.
Hermanas suyas fueron doña María de la Merced y doña Francisca de Paula, solteras
en 1783.
Su primo don José Márquez de la Plata y Soto fue fiscal en las reales audiencias de
Santiago y Buenos Aires, y oidor en esta última hasta la revolución de mayo de 1810.
Casó en Santiago de Chile el año 1786 con doña Antonia Calvo Encalada y
Recabarren, natural de Santiago, hija de los marqueses de Villapalma de la Encalada,
nieta del oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Martín de Recabarren, y
sobrina del oidor de Lima don Gaspar Remírez de Laredo y Encalada.
De este matrimonio nació don Fernando Márquez de la Plata Encalada (1792-1863),
diputado al Congreso Nacional entre 1831 y 1852.
En 1796 ingresó a la Orden de Carlos III.
Ingresó al Colegio de Santo Tomás en Sevilla, y se graduó de bachiller, licenciado y
doctor en leyes por la Universidad hispalense, en cuya Real Audiencia fue recibido como
abogado.
En 1764 se desempeñó como alcalde ordinario de la villa de Palomares. Luego pasó a
Indias como auditor de guerra en la expedición de Cevallos.
El 19 de febrero de 1776 fue nombrado protector fiscal de naturales del distrito de la
Real Audiencia de Charcas, plaza de la que fue ascendido a la de fiscal del crimen del
                                                                                                                                         
329, 332, 366; BS. p. 225; LVM. pp. 6-8, 116; MBHCH. III, pp. 193-201, 406-410; MD. p. 741; MM.
213, 358; MMD. 7, pp. 69-70; RB. pp. 298-304; TI. 24, 520, 522, 541, 597-598; CASTRO, Ignacio,
Relación de la fundación de la Real Audiencia del Cuzco en 1788, Madrid, 1795; FELIÚ CRUZ,
Guillermo, “Un bibliógrafo español del siglo XVIII. José de Rezábal y Ugarte, oidor regente de la Real
Audiencia y presidente interino de la Capitanía General de Chile. Estudio biográfico, bibliográfico y
crítico”, en BACH. 74, Santiago, 1966, pp. 74-121.
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mismo tribunal, conforme a su título expedido por real provisión del 27 de marzo del
mismo año.
Sobre consulta de Cámara del 15 de marzo de 1780 fue ascendido a una plaza de
alcalde del crimen en la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por
promoción de don Jorge Escobedo a oficio de oidor. Por real provisión fechada en San
Ildefonso el 23 de julio de 1781 se le despachó título de su plaza, en la que comenzó a
despachar el 20 de diciembre de 1782.
Sobre consulta de Cámara del 28 de enero de 1789 fue ascendido a plaza de oidor de la
misma audiencia virreinal, para ocupar la vacante quedada por promoción de don
Francisco Antonio Moreno y Escandón a la regencia de Chile, despachándosele título de
este oficio por real provisión fechada en Madrid el 1 de marzo de 1789, plaza que juró el
22 de agosto de igual año y en la que se mantuvo hasta su promoción a la regencia de la
Real Audiencia de Quito.
Mientras sirvió en Lima fue Gobernador Intendente de Huancavelica y
Superintendente de sus minas desde el 1 de enero de 1786 hasta 1789, y le correspondió
residenciar al virrey marqués de Guirior.
Sobre consulta de Cámara fechada el 21 de abril de 1796 fue promovido a la regencia
de la Real Audiencia de Quito, oficio del que se le libró título por real provisión fechada
el 12 de julio del mismo año.
De la regencia de Quito, fue promovido a la de Santiago de Chile por real decreto del 5
de abril de 1801, a consulta del 10 de marzo del mismo año, extendiéndose su título por
real provisión despachada el 24 de abril de 1801 y en la que comenzó a servir, tras prestar
el juramento acostumbrado, el 28 de abril de 1803, manteniéndose en ella hasta 1806, año
en que sobre consulta del 16 de junio fue nombrado ministro togado del Consejo de Indias
en la vacante quedada al fallecimiento de don Ignacio Cortínez, pero no viajó a tomar
posesión de su oficio por los sucesos de la Península y porque más tarde tomó el bando de
los insurgentes.
El 23 de junio de 1810 fue nombrado por el presidente don Francisco Antonio García
Carrasco miembro de la Junta de Observación y Vigilancia.
Márquez de la Plata tuvo una destacada participación en el proceso independentista
chileno después de haber jubilado. Así estuvo presente en el cabildo abierto del 18 de
septiembre de 1810, donde fue elegido vocal de la Junta Gubernativa, la que presidió
desde la muerte del conde de la Conquista, a partir del 26 de febrero de 1811.
En septiembre de 1811 fue designado ministro del Tribunal de Justicia y Apelaciones
que había reemplazado a la audiencia, para ocupar la plaza vacante por renuncia de don
Francisco Cisternas, oficio en el que despachó hasta su jubilación concedida por el
gobierno el 11 de agosto de 1814.
En 1812 había sido nombrado miembro de la Comisión encargada de formar una
Constitución.
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En octubre de 1818 fue nombrado ministro de la Cámara de Apelaciones, que así
pasaba a llamarse el Tribunal de Justicia y Apelaciones en virtud de la Constitución de
1818, plaza en la que despachó hasta su muerte2700.
5. Doctor JUAN RODRÍGUEZ BALLESTEROS
CONSULTA: Cámara, 12 de agosto de 1806.
NOMBRAMIENTO: RD. 31 de agosto de 1806.
TÍTULO NUMERARIO: RP. 12 de septiembre de 1806.
JURAMENTO: 1807.
CESA: 24 de abril de 1811 (Disolución del tribunal).
Nació en Alcalá de Guadaira, Sevilla, en 1738, y murió en Lima el 18 de febrero de
1818.
Hijo de don Antonio Rodríguez Ballesteros, y de doña Ana Rodríguez Muñoz, natural
de Carmona.
Casó con la peninsular doña María Antonia Taforó, aunque se le había otorgado
dispensa para que pudiera contraer matrimonio con americana.
Hijos suyos fueron: i) don Antonio Rodríguez Taforó; ii) don Blas Rodríguez
Ballesteros, casado con doña Mercedes Riesco; iii) don José Rodríguez Ballesteros,
casado con doña María Riesco y; iv) una hija muerta en Santiago en marzo de 1793
durante la peste de chavalongo que asoló su casa.
Durante tres años fue colegial del Colegio de Santo Tomás de Aquino de Sevilla donde
estudió filosofía. Luego pasó a la Universidad de Granada, en la que se graduó de
bachiller en cánones. Fue miembro de la Academia de Leyes de Nuestra Señora del
Rosario de Sevilla.
Asistió durante cinco años al estudio y pasantía del licenciado don Bernardo José de
Anguiano.
Fue admitido como abogado por la Real Audiencia de Sevilla el 29 de octubre de
1759, y el 17 de julio de 1760 se incorporó al Colegio de Abogados de la misma ciudad, y
en mayo de 1765 fue admitido como abogado por los Reales Consejos.
Fue juez de residencia y corregidor interino de la ciudad de Huesca.
Sobre consulta de Cámara del 22 de marzo de 1786 fue nombrado oidor de la Real
Audiencia de Chile para ocupar la vacante quedada por muerte de don Ramón José de
Salamanca, y se le despachó título por real provisión fechada en Aranjuez el 4 de mayo de
1786, oficio que juró el 16 de mayo de 1787 y en el que se mantuvo hasta mediados de
1795, año en que pasó a servir una plaza de oidor en la Real Audiencia de Lima.
                                                
2700 AGI. Chile, 173, 223; AGI. Lima, 789, 790; AGI. Ultramar, 802; ANRACH. 563, pza. 1; BCHB.
p. 199; BBC. pp. 76-77; BCHI. pp. 147, 170, 182, 274, 322, 324, 360, 366, 412; LVM. pp. 64-65; MD.;
NCG. p. 561; TI. p. 519, 522, 597, 618-619; MATUTE Y GAVIRIA, Justino, Hijos de Sevilla señalados en
santidad, letras, armas, artes o dignidad , I, Sevilla, 1886, p. 238.
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Mientras fue oidor en Chile a principios de 1793 la peste de chavalongo infestó su
casa, por lo que con parecer de los médicos debió desalojar su morada y pasó a vivir a la
casa que había sido de doña Bernarda de Aldunate.
En Santiago sirvió en el Juzgado de Bienes de Difuntos y tuvo a su cargo los casos de
comercio. El 28 de octubre de 1788 el presidente Ambrosio O’Higgins le nombró juez
visitador de los archivos de escribanos, en reemplazo del fallecido don Juan Hipólito
Suárez Trespalacios, que no había alcanzado a dar comienzo a la visita. Comenzó a
entender en ella el 12 de noviembre de dicho año.
Sobre consulta de Cámara del 20 de junio de 1794 fue ascendido a plaza de oidor de la
Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por ascenso de don Ambrosio
Zerdán a la regencia de Guatemala. Por real provisión fechada el 24 de noviembre de
1794 se le despachó título de esta plaza, la que juró el 15 de octubre del año siguiente, y
en cuyo servicio despachó en el Juzgado Mayor de Censos de Indios.
Sobre consulta de Cámara del 12 de agosto de 1806, fue ascendido por real decreto del
31 de agosto de 1806, a la regencia de la Real Audiencia de Santiago, de la que se le
extendió título por real provisión despachada el 12 de septiembre de 1806 oficio del que
prestó juramento al año siguiente y en el que fue jubilado en 1817, aunque sólo despachó
en él hasta la primera disolución del tribunal el 24 de abril de 1811.
A la muerte del gobernador don Luis Muñoz de Guzmán pretendió que la real
audiencia asumiera el gobierno interino del reino, aunque ello contravenía el novísimo
real orden que lo confiaba al militar de más alta graduación que no bajara de coronel. Tras
algunos desencuentros hubo de condescender a que se hiciera cargo del gobierno el
brigadier don Francisco García Carrasco.
Rodríguez Ballesteros fue el último regente de la Real Audiencia de Santiago que
sirvió su oficio, y como tal le correspondió asistir al proceso de independencia, del cual
fue un declarado enemigo y, a pesar de sus más de setenta años, en 1810 se opuso
decididamente al establecimiento de Junta Gubernativa, lo que le valió, junto al oidor
decano don José de Santiago Concha y Jiménez de Lebatón, el destierro a la villa de San
Fernando, decretado por los insurgentes el 24 de abril de 1811, día en que de hecho dejó
de actuar la Real Audiencia de Santiago.
Posteriormente logró que le fuera permitido trasladarse a Melipilla donde permaneció
cuatro meses. Después de muchas gestiones obtuvo permiso del Congreso Nacional, para
dirigirse a Lima y aun se encontraba allí en la época de la Restauración del tribunal en
1815, pero por hallarse valetudinario y totalmente incapacitado de servir no viajó a
reasumir su plaza y permaneció en la capital del virreinato llamándose hasta su muerte:
regente expulso de la Real Audiencia de Santiago de Chile.
En 1813, desde su destierro en Lima, solicitaba al monarca que lo premiara con la
plaza de regente en el tribunal virreinal:
Dn. Juan Rodríguez Ballesteros, Regente expulso de la Real Audiencia de
Chile, con la más profunda veneración puesto a los reales pies de V.M.,
representa a V.M. que... V.M. no puede mirar con indiferencia su lastimoso
estado y falta de recursos para la decente mantención de su familia en una edad
ya avanzada, que cuenta más de setenta y cinco años y que no le permite
emprender viaje a otros parajes o destinos. Sensible V.M. a las calamidades que
ha sufrido, tendrá la dignación de emplearlo en la Regencia de esta ciudad en
626
caso de que vaque, proporcionándole de este modo el trabajo correspondiente a
sus aptitudes y el sueldo que necesita para mantenerse2701.
Sin embargo, sólo obtuvo de la real piedad ser nombrado ministro togado del Consejo
de Indias, cuando ya se encontraba absolutamente minusválido, como refería al rey en
1816 el gobernador del reino de Chile, don Francisco Casimiro Marcó del Pont:
El regente don Juan Rodríguez Ballesteros, emigrado en 1811 a Lima, donde
permanece, además de hallarse en una edad octogenaria, está ya valetudinario y
totalmente incapacitado de servir, como yo mismo lo he visto en mi tránsito por
allí, y es además muy público y notorio.
Posteriormente, sobre consulta del 29 de febrero de 1817, fue jubilado de su plaza de
regente de Chile2702.
6. Licenciado PEDRO ANTONIO CERNADAS Y BERMÚDEZ DE CASTRO
CONSULTA: 4 de junio de 1817.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 2 de agosto de 1817.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Santiago de Compostela, Galicia, en 1740 y murió en Lima en 1823.
Hijo legítimo de don Domingo Cernadas y de doña Francisca Xaviera Bermúdez de
Castro.
Casó con doña Juana Rivero y en segundas nupcias, previa licencia concedida en 1810,
con doña Eulalia de la Cámara, ya viuda de don Juan Clemente de Larrea y Villavicencio,
caballero de la Orden de Carlos III y contador oficial del Cuzco.
Su hija Francisca casó con don Andrés de Santa Cruz, luego presidente de la república
de Bolivia.
Cursó tres años artes y cinco de leyes en la Universidad de Santiago, graduándose de
bachiller en leyes en 1763 y luego de licenciado.
En 1767 fue recibido como abogado por la Audiencia de Galicia y el mismo año
ingresó al Colegio de Abogados de dicha ciudad.
En 1770 fue elegido Procurador Síndico de La Coruña, y en 1771 fue nombrado fiscal
del monopolio del tabaco.
Por real provisión del 8 de junio de 1777 se le despachó título de oidor de la Real
Audiencia de Charcas, plaza que juró el 3 de noviembre del año siguiente, de la que fue
trasladado a la del Cuzco por real provisión del 3 de mayo de 1787.
En 1801 ingresó a la Orden de Carlos III y por real provisión del 5 de noviembre de
1806 le fueron concedidos honores del Consejo de Indias.
                                                
2701 MM. 224.
2702 AGI. Chile, 173, 223; AGI. Lima, 790; AGI. Ultramar, 802; ANCG. 653; ANRACH. 1.795, pza.
5; 2.167, pza. 7; BCHB. p. 294; BCHI. pp. 158, 280, 324, 328, 360; LVM. pp. 119-120; MM. 222; NCG.
p. 144; TI. pp. 520, 597, 598; Relación de Méritos y exercicios literarios del Licdo. Dn. Juan Rodríguez
Ballesteros.
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Sobre consulta del 26 de marzo de 1806 fue promovido a la regencia de la Real
Audiencia de Quito, pero jamás sirvió dicha plaza. El mismo año, sobre consulta del 28
de agosto fue nombrado consejero honorario del de Indias.
En 1814 fue arrestado por los rebeldes de Cuzco y al año siguiente pasó a Lima desde
donde regresó al Cuzco.
Sobre consulta del Consejo de Cámara del 4 de junio de 1817 fue nombrado regente de
la ya disuelta Real Audiencia de Santiago, para ocupar la vacante quedada a la jubilación
de Rodríguez Ballesteros, de la que se le despachó título por real provisión fechada en
Madrid el 22 de agosto de 1817, pero jamás llegó a servirla debido al triunfo de los
insurgentes, por lo que permaneció en el Cuzco, donde actuaba como regente interino en
1822.
Comisionado por el virrey fray Francisco Gil para examinar el estado de los
cementerios, escribió un opúsculo sobre la necesidad de establecer panteones2703.
II. OIDORES
1. PRIMERA PLAZA DE OIDOR
1. Doctor LUIS MERLO DE LA FUENTE
CONSULTA: 14 de diciembre de 1605.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 31 de diciembre de 1606.
JURAMENTO: 8 de septiembre de 1609.
CESA: Julio de 1610 (traslado).
DECANO: 1609 - 1612.
Nació en Valdepeñas en la Mancha de Toledo, donde fue bautizado el 8 de febrero de
1558 y murió en Lima el 10 de octubre de 1638.
Hijo legítimo de don Luis Merlo de la Fuente, familiar del Santo Oficio, natural de
Valdepeñas, y de doña María Ruiz de Beteta, natural de Calzada de Calatrava, Ciudad
Real.
Casó en la catedral de Lima el 1 de mayo de 1590 con doña Jerónima de Santa Cruz y
Celis de Padilla, natural de Lima, hija de don Alonso de Santa Cruz y Córdoba, natural de
Almagro, y de doña Jerónima Celis de Padilla, originaria de Lima.
Su cuñado don Hernando de Santa Cruz y Padilla, natural de Lima, contador mayor del
Tribunal de Cuentas de Lima, casado con doña María de Hinojosa, natural de Lima, fue
padre del capitán don Alonso de Santa Cruz, padre a su vez del primer conde de San Juan
de Lurigancho, don Luis de Santa Cruz de Vera y Soto, que fue abuelo del oidor de la
Real Audiencia de Santiago don Luis de Santa Cruz y Zenteno.
                                                
2703 AGI. Chile, 223; AGI. Ultramar, 802; BCHD. p. 87; BS. p. 227; MMD. 2, p. 358; TI. 541.
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Tuvo seis hijos: i) el doctor Francisco José, natural de Lima, fiscal de la Real
Audiencia de Santo Domingo; ii) el doctor Luis José, natural de Lima, oidor de la Real
Audiencia de Charcas, luego se hizo clérigo y fue chantre de la catedral de Lima en 1675
y deán de ella en 1684; iii) el doctor Alonso, deán de la catedral de Cuzco en 1664; iv) el
doctor Juan, obispo de Honduras; v) doña Josefa, natural de Lima, casada con el oidor de
la Real Audiencia de Santiago don Bernardino Figueroa de la Cerda y; vi) doña María,
nacida en Lima, casada con el caballero de Santiago y gobernador de Puno don Luis
Felipe César de Scazuola, natural de Madrid.
Estudió en la Universidad de Salamanca, donde el año 1584 fue recibido por familiar
en el Colegio Mayor de San Bartolomé, graduado de bachiller en cánones. Luego se
graduó de licenciado y doctor.
Siempre tuvo presente a su Colegio. Así decía el marqués de Alventos en su clásica
obra sobre el de San Bartolomé, que: Fue un insigne ministro de todas maneras, y lo
que le hace mayor es el mostrarse agradecido y reconocido del Colegio, que le dio ser,
y fue causa de haber ocupado tan grandes puestos, enviándole en tiempos de don Diego
del Corral, 100 reales de a ocho. Y el año de 1636 le envió otros 300 reales de a
ocho...La carta está llena de reconocimiento y sumisión al Colegio. Suplícale le
perdone la cortedad con que le sirve, y que por hallarse con cinco hijos pequeños no se
alargaba a más, que en otra ocasión lo enmendaría2704.
En 1592 fue nombrado visitador de los oficiales de gobierno y guerra de Chile, luego
pasó como relator a la Real Audiencia de Lima.
Ingresó a la magistratura por real provisión de 24 de noviembre de 1597 como oidor de
la Real Audiencia de Panamá. Sirvió esta plaza hasta 1604, pues sobre consulta de
Cámara fechada en Valladolid el 10 de febrero de dicho año fue nombrado alcalde del
crimen de la Real Audiencia de Lima, oficio del que se le libró título por real provisión
datada el 31 de marzo de 1604.
Mientras despachó en Panamá desempeñó variadas comisiones, tales como la visita de
los oficiales de gobierno y guerra de su distrito en 1598; la visita de los oficiales de
gobierno y guerra de Portobello en 1602, la de los de Cartagena de Indias en la que fue
nombrado sobre consulta del Consejo de 16 de junio de 1603; y la del real situado de las
galeras de la guardia y galeones en 1604.
Durante su estancia limeña se incoó proceso en su contra por diversos cargos, para que
finalmente el monarca por una real cédula de reprensión de 12 de diciembre de 1608 le
amonestara por tener en Lima suegra, cuñados y algunos deudos a quienes protegía; por
avenirse mal con sus compañeros; por ser descortés con la gente del reino; y por ser
hombre de poco estilo y áspera condición. A estos dos últimos cargos respondió
orgullosamente, que:
En cuanto a ser descortés con la gente del reino y de poco estilo y áspera
condición, digo que tengo por santo y bueno el haber reprendido y afeado los
vicios en el modo en que yo lo he hecho. Vuestra Majestad no me puso por
alcalde de corte para que fuese perro mudo, sino por celador contra los vicios y
para que ladrase contra ellos y corrigiese y castigase a todos los malhechores con
                                                
2704 RUIZ DE VERGARA, Francisco y ROXAS Y CONTRERAS, Joseph, Historia del Colegio de
San Bartholome , Madrid, 1766, fol. 597.
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el valor necesario hasta quebrantar su maldad...El ser yo descortés se puede
atribuir a haber guardado con más puntualidad que otros el no visitar a nadie ni
dejarme acompañar de ninguno, ni recibir nada de nadie...2705.
Por real provisión despachada en Madrid el 31 de diciembre de 1606, sobre consulta
del 14 de diciembre de 1605, fue designado oidor decano y fundador de la Real Audiencia
de Santiago. Los términos de su real título fueron los siguientes:
Don Felipe (II)...Por quanto, y por convenir a mi servicio y al buen estado,
pacificación y población de las provincias de Chille que en ellas se ponga
Audiencia y Chancillería Real, y acordado y terminado que así se haga, y que
esta se funde y resida en la ciudad de Santiago, donde antes estuvo (sic), y mi
voluntad es que vos don Luis Merlo de la Fuente, Alcalde del Crimen de mi
Audiencia Real de la ciudad de los Reyes de las Provincias del Perú, vais a
fundar y a sentar la Audiencia y asistáis en ella como mi oydor más antiguo, por
la presente os elijo y nombro para dicho cargo...Dada en Madrid a postrero de
diciembre de mil seiscientos y seis. De Yo el Rey, yo Pedro de Ledezma,
secretario del reino2706.
El 8 de septiembre de 1609 instaló la Real Audiencia de Santiago de Chile, bajo la
presidencia del gobernador y capitán general don Alonso García Ramón y con la
asistencia de los restantes oidores, don Hernando Talaverano Gallegos, don Juan de Caxal
y don Gabriel de Zelada.
Por especial encargo dio cumplimiento a la real cédula fechada en San Lorenzo el 16
de mayo de 1609, que mandaba fundar el Tribunal de Cruzada.
Mientras sirvió en Chile le tocó asumir interinamente el gobierno del reino el 16 de
agosto de 1610 a la muerte de García Ramón, quien le había designado como sucesor en
el "pliego de mortaja", y se mantuvo en él hasta el 15 de enero de 1611, día en que asumió
el propietario, don Juan de Jaraquemada. El 3 de marzo de 1610 publicó la residencia del
antiguo gobernador don Alonso de Ribera y le condenó severamente por sentencia dictada
en Santiago el 5 de mayo del mismo año ante el escribano de gobernación, don Hernando
García.
En el mes de julio de 1612 regresó a Lima para ocupar plaza de oidor con antigüedad
en ella, pues su nombramiento para la de Chile había sido únicamente por tres años. Para
sucederle fue nombrado el licenciado don Pedro Álvarez de Solórzano.
Despachó en su oficio de oidor en Lima hasta que fue jubilado por real cédula de 8 de
agosto de 1618.
Sobre consulta del Consejo fechada el 16 de octubre de 1634 se le hizo merced de
1.000 ducados de renta en indios vacos para el hijo suyo que señalare.
Sobre consulta del Consejo fechada en Madrid el 4 de noviembre de 1634 se le
concedió licencia para pasar a España por tres años con goce de salario2707.
                                                
2705 ANVM. 294.
2706 ANRACH. 3.136, fs. 21 vta.-22.
2707 AGI. Chile, 1, 67; AGI. Lima, 789; AHCC. III, pp. 332, 385; AHCC. VI, pp. 356, 362; ANRACH.
3.136 y 3.138; ANVM. 187; 294, p. 504, 507, 514; LVA. I, 338, II, 131; LVM. pp. 181-182; MBHCH. I,
pp. 593-598; MD.; MMD. 5, pp. 303-304; NCG. pp. 571-572; RCSB. II, fs. 596-597; SCH. II, pp. 468,
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2. Licenciado PEDRO ÁLVAREZ DE SOLÓRZANO
CONSULTA: 7 de mayo de 1611.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Lorenzo, 9 de julio de 1611.
JURAMENTO: 1 de julio de 1613.
SUSPENSIÓN: 6 de noviembre de 1614.
REASUME: 16 de marzo de 1616.
CESA: 1619 (muerte).
Nació en Aguilar del Campoo, Palencia, a mediados del siglo XVI y murió en Santiago
de Chile al promediar el año 1619.
Hijo legítimo de don Francisco Álvarez de Solórzano, natural de Aguilar del Campoo.
Casó con doña Antonia Ortiz de Velasco, natural de Medina de Pomar en las Montañas
de Burgos, hija de don Francisco Ortiz de Velasco, nacido en Medina de Pomar y
bautizado allí mismo el 24 de agosto de 1544, y de doña Isabel de Linares y Salinas.
De este matrimonio nacieron cinco hijos: i) doña María Ana de Velasco y Solórzano,
natural de Madrid, casada con el contador don Alonso Fernández de Solórzano, natural de
Segovia, padres del oidor santiaguino don Alonso de Solórzano y Velasco; ii) doña
Florencia, natural de Lima, casada en primeras nupcias con el corregidor de Santiago don
Pedro Lísperguer y Flores, y en segundo matrimonio con don Antonio de Torres y
Zegarra; iii) doña Úrsula; iv) doña Luisa, monjas agustinas de la Limpia Concepción de
Santiago y; v) el capitán don Francisco.
Estudió en la Universidad de Sigüenza donde se graduó de licenciado en leyes.
Sirvió como relator en la Real Audiencia de Lima por más de 25 años hasta 1611, pues
dicho año en virtud de una real provisión despachada en San Lorenzo el 9 de julio se le
concedió una plaza de oidor en la de Chile, vaca por ascenso del doctor Merlo de la
Fuente.
Juró en su nuevo oficio el 1 de julio de 1613 y despachó en él hasta el 6 de noviembre
de 1614, fecha en que por auto de la propia real audiencia, el presidente y sus colegas le
suspendieron de él, por haber casado sin real permiso a su hija Florencia con don Pedro
Lísperguer.
Por una real cédula de 30 de diciembre de 1614 se mandó al príncipe de Esquilache
que averiguara estos sucesos y, en definitiva, el 18 de marzo de 1616 determinó que el
oidor Alvarez de Solórzano: Sea vuelto y restituido a la tal plaza de oidor de ella, sin
embargo del auto de suspensión que proveyó la Audiencia en seis de noviembre de 1614,
que declaro por nulo y de ningún valor.
Volvió a su oficio en 1616 y se mantuvo en él hasta su muerte. Tras ella, y sobre
consulta del 28 de mayo de 1629 se concedió a su viuda la habitual ayuda de costa de seis
meses de salario de su marido difunto2708.
                                                                                                                                         
482, 487, 517; SM. pp. 5-15; TI. 223, 260, 265, 273, 427, 430, 529, 594, 617; LOHMAN VILLENA,
Guillermo, Informaciones genealógicas de peruanos ante el Santo Oficio, s/l, 1957, p. 124.
2708 AGI. Chile, 1; ANRACH. 3.136, fs. 144; 3.138; LVA. I, p. 237; MD.; SCH. II, pp. 517; SM. pp.
21-22.
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3. Licenciado HERNANDO MACHADO NÚÑEZ DE CARVAJAL
CONSULTA: 22 de enero de 1620.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 12 de marzo de 1620.
JURAMENTO: 20 de noviembre de 1620.
CESA: 4 de julio de 1630 (muerte).
Nació en la villa de Zafra, Badajoz, Extremadura, el 15 de septiembre de 1557, donde
fue bautizado el día 27 del mismo mes, y murió en Santiago de Chile el 4 de julio de
1630, bajo disposición testamentaria cerrada otorgada ante el escribano de cámara don
Bartolomé Maldonado el 30 de junio de 16302709, y fue sepultado en la iglesia de San
Francisco.
Último hijo legítimo de don Francisco Machado (15 ?-1577), y de su segunda mujer
doña Mencía Núñez de Carvajal, ambos naturales de Zafra. La primera mujer de su padre
había sido doña María Gutiérrez, en quien había tenido una hija, llamada doña Catalina.
Sus hermanos mayores fueron: i) doña Catalina, casada con el emeritense don Luis
Martínez que pasó a Panamá donde murió, tras lo cual ella profesó en Madrid; ii) don
Francisco, clérigo presbítero en Zafra; iii) don Diego, que en 1590 pasó a América, pero
pereció en el viaje; iv) don Pedro, fraile de la Merced y; v) don Juan Alonso, abogado.
Sus padres y abuelos eran cristianos viejos, limpios, descendientes de gente honrada,
rica y principal del reino de Galicia, originarios de la Redondela y Sotojusto en dicho
reino. La reconocida hidalguía de su familia fue confirmada por algunos de los testigos
que participaron en una información levantada en Quito, en 1602, para que Hernando
fuera promovido. El abogado Cristóbal de Bolaños, natural de Fuente del Maestre,
localidad próxima a Zafra, manifestaba en la información que había conocido bien a la
familia Machado "que era tenida por gente muy honrada y principal y de mucho lustre”.
Casó con doña Ana Núñez de Chávez, natural de Trujillo, Extremadura, hija del
capitán don Francisco Álvarez de Chávez, natural de Trujillo, y de doña Isabel González
de Meza, natural de Zafra. El capitán Álvarez de Chávez había pasado a las Indias a
servir un destino en Quito, y luego participó en la guerra de Chile y Tucumán, sin haber
recibido por ello premio ni galardón alguno.
De este matrimonio nacieron cinco hijos: i) el doctor don Juan, canónigo, tesorero,
arcediano y deán de la catedral de Trujillo, luego tesorero de la metropolitana de Lima, y
muerto en 1653 cuando se hallaba electo obispo de Popayán, autor del muy difundido El
Perfecto Confesor y Cura de almas, editado en Barcelona en 1641; ii) el doctor don
Pedro, oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile; iii) don Francisco, canónigo de la
catedral de Santiago; iv) doña Mencía, casada con el capitán don Gabriel de Vera y
Aragón, residente en San Francisco de Quito y; v) doña Isabel, casada con el tesorero don
Pedro de la Torre, natural de Toledo, que murió en Santiago tras haber testado el 22 de
julio de 1627 ante Domingo García Corvalán.
Es probable que adquiriera en su villa natal su primera formación, en la escuela que
allí había fundado el maestro Ávila, aprendiendo latinidad con Antonio Márquez,
                                                
2709 ANE. 160, Testamento de don Hernando Machado, Santiago, 30-VI-1630, fs. 318-321 vta.
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“quien le dejaría la impronta de su interés por los más débiles de aquella compleja
sociedad en la que le tocó vivir”.
Concluidos sus estudios iniciales, pasó a cursar Leyes en Salamanca, donde se
graduó de licenciado. Presenció allí los problemas de una Universidad convulsionada
por el encarcelamiento de los destacados humanistas Gaspar Grajal, Martín Martínez de
Cantalapiedra y fray Luis de León, y una vez concluidos volvió a su villa natal.
Al igual que muchos extremeños decidió pasar a las Indias, y antes de salir de España,
en su afán por dejar organizado todo su patrimonio, Hernando Machado formalizó con
su madre dos escrituras públicas. En una, doña Mencía renunciaba a la legítima de dos
tercios que la pudieran pertenecer en caso de muerte de su hijo, para que de esta forma
él pudiese disponer libremente de sus bienes; por la otra, Hernando y su esposa le
entregaban, en 211.013 maravedís, un conjunto de censos al quitar, que ambos gozaban
sobre diversas tierras, casas, molino y palomar en la localidad de Cazavehal, y cuya
renta anual se cifraba en 18.359 maravedís.
Felipe II nombró a Machado relator de la Real Audiencia de Quito el 28 de
septiembre de 1589, designación que se asentaría en los libros de contaduría de la Casa
de Contratación de Sevilla el 7 de enero de 1592.
El viaje hacia su nuevo destino fue problemático, pues se hundió una de las naves de
la expedición, lo que le acarreó a unas pérdidas que se valuaron en 3.000 ducados.
Después, en el obligado paso por Panamá, su familia enfermó y algunos de sus esclavos
murieron, por lo que sus gastos se incrementaron.
Por fin desembarcó en el puerto de Guayaquil y continuó su camino hacia Quito,
justo en el momento en el que se producía la Revuelta de las Alcabalas, que había
originado graves enfrentamientos entre el cabildo y la audiencia, hasta el punto que ésta
tuvo que refugiarse en el convento de San Francisco. En su camino a la ciudad,
Hernando se unió a las tropas pacificadoras del nuevo presidente Esteban de Marañón,
que entró en la ciudad el 25 de marzo de 1593, contribuyendo a reforzar su comitiva con
cuatro soldados mantenidos a su costa, gesto en el que, al parecer, consumió el resto de
su disminuida hacienda.
Su destacada actividad en el nuevo oficio hizo que se le propusiera para oidor en
1596, aunque sin éxito. Su labor fue tan destacada que el propio obispo de Quito, Luis
López de Solís, llegó a solicitar para él una plaza en el Consejo de Indias,
considerándole uno de los sujetos más capacitados que había conocido en letras,
prudencia, cristiandad y buen ejemplo, y el procurador de la real audiencia, por su parte,
le estimaba idóneo para presidente de una de las chancillerías de Castilla2710.
Finalmente sobre consulta del 16 de octubre de 1607 fue nombrado fiscal de la Real
Audiencia de Santiago, y se le despachó título por real provisión fechada en Madrid el 31
de diciembre del mismo año. Juró esta plaza el 1 de diciembre de 1610 y despachó en ella
hasta el 20 de noviembre de 1620, pues en este día juró como oidor del mismo tribunal.
                                                
2710 PANIAGUA, Jesús, “La proyección del humanismo jurídico español en Chile. Hernando
Machado (1557-1630)”, en RCHHD. 18, Santiago, 1994-1995, cuya exposición he seguido en los
párrafos anteriores.
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Sobre consulta del 22 de enero de 1620 fue ascendido a plaza de oidor en la misma
audiencia, para ocupar la vacante quedada a la muerte de don Pedro Álvarez de
Solórzano, y se le libró el título correspondiente por real provisión fechada en Madrid el
12 de marzo de igual año, oficio del que tomó posesión el 20 de noviembre de 1620, y
que sirvió hasta su muerte.
Mientras desempeñó la fiscalía efectuó una visita general al distrito de la audiencia
para observar el cumplimiento de las ordenanzas tocantes al buen tratamiento de los
indios y para eliminar el servicio personal de los indios y averiguar "qué era este reino,
qué españoles tenía y a éstos qué haciendas, qué comodidades, de qué vivían, qué
heredades habían en él... ordenando que lo anduviese todo, sin dejar un rancho de un
indio". El salario por este encargo le traería algunos problemas, y mucho hubo de
pleitear hasta conseguir que se le reconociesen sus derechos en 1627. El éxito habido en
aquella tarea dio lugar a que se le encargase una segunda visita en tiempos del virrey
Príncipe de Esquilache, cuyo fin fue reconocer los problemas con la esclavitud de los
indígenas, contando incluso con poder para liberar a 600 de ellos.
Además de los problemas derivados de la guerra de Chile, le preocupó la
administración civil y religiosa, con alegatos que ponían de manifiesto el mal
funcionamiento de la audiencia por diferentes motivos o los abusos de los eclesiásticos
y escribanos en sus cobros.
Fue comisionado para averiguar ciertos capítulos puestos por don Juan Rodríguez de
Figueroa y don Martín Gómez al oidor de Lima, doctor Juan Jiménez de Montalvo y al
alcalde del crimen don Alonso Bravo de Saravia, mandándose por real cédula del 25 de
enero de 1623 que el tiempo que demorase en ello le sería pagado a razón de 1.500 pesos
a costa de los culpados.
Murió en la pobreza, tanto así que no hubo cómo restituir la dote a su viuda, la que
decía que: Al tiempo cuando murió el dicho mi marido, de los grandes gastos que tuvimos
así en las dotes que dimos a nuestras hijas como en los alimentos y estudios de nuestros
hijos, no dejó bienes con qué se me enterase el dicho mi dote2711.
Sobre consulta del 16 de mayo de 1631 se concedió a doña Ana la acostumbrada ayuda
de costa de medio salario anual de su marido difunto.
La propia doña Ana murió en la pobreza, y así en su testamento reconocía que: No
tengo bienes ningunos al presente y agregaba que: Ruego y encargo a los dichos mis hijos
me entierren de limosna y hagan bien por mi alma2712.
4. Doctor JÁCOBE DE ADARO Y SAN MARTÍN
CONSULTA: 2 de mayo de 1631.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 14 de mayo de 1631.
                                                
2711 ANE. 108 A, Testamento de doña Ana de Chávez, Santiago, 10-II-1634, fs. 196.
2712 AGI. Chile, 1, 223; AHCC. VI, p. 47; ANE. 95, 108 A; 160; ANCI. 276; ANFV. 300; ANRACH.
3.136, 3.138; MBHCH. I, p. 152; MD.; MR.; RYU. pp. 601-602; SCH. II, pp. 517-519; SM. pp.; TI. pp.
599, 614; PANIAGUA, Jesús, “La proyección del humanismo jurídico español en Chile. Hernando
Machado (1557-1630)”, en RCHHD. 18, Santiago, 1994-1995.
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JURAMENTO: 29 de marzo de 1632.
CESA: 26 de mayo de 1638 (ascenso).
Nació en Bilbao en la segunda mitad del siglo XVI y murió en Lima el 29 de mayo de
1644.
Hijo legítimo de don Ambrosio de Adaro y de doña María Catalina Ibáñez de San
Martín, naturales de Bilbao.
Casó el 21 de abril de 1621 con doña María Ramírez de los Olivos y Dávalos, natural
de Lima, única hija de don Francisco Ramírez de los Olivos y de doña Catalina Grajales y
Dávalos. De este matrimonio nacieron Catalina y Diego de Adaro y Grajales.
El año 1604 se graduó de bachiller en cánones por la Universidad de Salamanca, y en
1606 de licenciado y doctor en cánones por la de Oñate. En esta última fue colegial de la
beca jurista de Vizcaya en el Colegio del Espíritu Santo.
El año 1607 llevó en la Universidad de Oñate por oposición las cátedras de Decreto y
Vísperas de Cánones: Las quales leyó con mucha aceptación de los oyentes y con mucho
aplauso de la dicha Universidad2713.
Fue vicario y juez eclesiástico en Oñate y luego fue generalmente nombrado por todos
los pueblos de las encartaciones de Vizcaya, tierra de Ayala y Valle de Horozco como
letrado consultor para la defensa de sus pleitos.
Sobre consulta del 22 de enero de 1620 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago, plaza de la que se le despachó título por real provisión de 31 de marzo de 1620,
oficio que juró el 19 de enero de 1622 y que sirvió hasta el 29 de marzo de 1632, día en
que tomó posesión de una plaza de oidor en la misma audiencia.
En 1625 le correspondió efectuar la visita general de los pueblos de indios del distrito
de la audiencia 2714.
Mientras despachó en la fiscalía se malquistó con los oidores Narváez y Valdelomar,
de la Cerda y Carvajal, por haber apoyado el levantamiento de banderas de enganche y de
estandarte de leva que realizó el gobernador Laso de la Vega en junio de 1630 para
concurrir a la guerra de Arauco. De aquellos sucesos datan unas coplas malsonantes y un
soneto anónimo aparecidos en Santiago contra el gobernador y el fiscal. Entre otras cosas,
decían:
  Y que un malvado fiscal
que con su ambición maligna
lo traiga todo revuelto
sin Dios ni Sancta María.
Un prevaricasso en todo,
un infame que no mira
el servicio de su rey
sino sus bellaquerías...
Y a ese fiscal malvado
conforme a las leyes mismas,
pues merece ser quemado
                                                
2713 AGI. Indiferente, 1.846 A, Relaciones de pretendientes a plazas de Audiencias y empleos de Real
Hacienda, Jácobe de Adaro y San Martín, s/f.
2714 ANFV. 265, pza. 21.
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y echado en las llamas vivas,
por lo menos le quitad
lo que le ensalza y sublima
que es la Plaza que posee
cosa para él indigna...
Bajen cada año todos los ladrones,
no haya más justicia que en Amberes
ande el Misal en Venus, Baco y Ceres,
prevarique el fiscal las peticiones...
Sobre consulta del 2 de mayo de 1631 fue ascendido a plaza numeraria de oidor en la
Real Audiencia de Santiago de Chile, para ocupar la vacante quedada por muerte del
oidor don Hernando Machado. Se le despachó título por real provisión fechada en Madrid
el 14 de mayo de 1631 y juró en su oficio el 29 de marzo del año siguiente, sirviéndolo
hasta 1638, pues en dicho año pasó a ocupar una alcaldía del crimen en el tribunal de
Lima.
Por real provisión fechada en Madrid el 22 de mayo de 1638, se le libró título de
alcalde del crimen de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por
jubilación de don Cristóbal de la Cerda y Sotomayor, oficio en el que se mantuvo hasta su
muerte2715.
5. Doctor BERNARDINO FIGUEROA Y DE LA CERDA
CONSULTA: 28 de abril de 1638.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 22 de mayo de 1638.
JURAMENTO: 5 de junio de 1640.
CESA: 29 de agosto de 1651 (traslado).
DECANO: 1649 - 1651.
Nació en Carmona, Sevilla, hacia 1600, y murió en Lima el 6 de octubre de 1664.
Hijo legítimo de los peninsulares don Francisco de Figueroa y doña María de la Cerda.
Casó en Lima el 14 de febrero de 1640 con doña Josefa Merlo y Santa Cruz, natural de
Lima, hija del oidor don Luis Merlo de la Fuente, natural de Valdepeñas, y de doña
Jerónima de Santa Cruz, natural de Lima.
De este matrimonio, bendecido por el célebre arzobispo don Feliciano de Vega, nació
en Santiago doña Josefa Antonia de Figueroa y Merlo, casada en Lima el 4 de febrero de
1662 con don Gaspar de la Puente y Verástegui, natural de Sevilla, gobernador de
Cochabamba.
Fue colegial del Real de la ciudad de Granada. Se graduó de bachiller en cánones por
la Universidad de Sevilla, y de licenciado y doctor en la misma facultad por la
Universidad de Sigüenza.
El cardenal arzobispo de Granada don Agustín de Espinosa le proveyó el 2 de
diciembre de 1627 en la cátedra de Sexto de la Universidad de Granada, y tomó posesión
                                                
2715 AGI. Chile, 1, 223; AGI. Indiferente, 1.846 A; AGI. Lima, 789; ANE. 74; ANFV. 265, pza. 21;
300; ANRACH. 3.136, 3.138; LVM. p. 152; MM. 132, doc. 2.404; MR.; RYU. p. 633; SCH. II, pp. 488,
517, 519; SM. pp. 38-39; TI. pp. 521, 594.
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de ella el 23 de dicho mes y año. Por nombramiento del claustro de la misma universidad
leyó la cátedra de Prima de Leyes los años 1628 y 1629.
Sobre consulta del 28 de abril de 1638 fue nombrado oidor numerario de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, librándosele su título por real provisión fechada en
Madrid el 22 de mayo del mismo año.
Tomó posesión de su plaza el 5 de junio de 1640 y despachó en ella hasta fines de
1651, época en que pasó a Lima como alcalde del crimen.
Por real provisión fechada en Madrid el 29 de agosto de 1654 se le extendió título de
alcalde del crimen de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por
promoción de don Melchor Domonte y Robledo.
Finalmente, por real provisión fechada en Madrid el 18 de julio de 1658 se le despachó
título de una plaza de oidor en el mismo tribunal virreinal, para ocupar la vacante quedada
por muerte de don Pedro Meneses, plaza que sirvió hasta su muerte2716.
6. Doctor JUAN DE HUERTA GUTIÉRREZ
CONSULTA: 23 de septiembre de 1650.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 24 de marzo de 1652.
JURAMENTO: 9 de marzo de 1655.
CESA: 6 de abril de 1661 (1664).
DECANO: 1659-1664
Nació en Trujillo en el virreinato del Perú en 1602 y murió en Lima el 26 de junio de
1678.
Hijo legítimo de don Juan de Huerta Gutiérrez (c.1554-1616), natural de Lobón,
Badajoz, y de doña Francisca de Bohórquez (c.1575-16 ?), natural de Trujillo, quienes
habían contraído matrimonio en esta última población en 1588.
Sus abuelos paternos fueron don Francisco de Huerta y doña Isabel Gutiérrez de
Peñaranda, naturales de Lobón.
Sus abuelos maternos fueron don Julián de Olmos de Boedo (1530-15 ?), natural de
Huete, y doña Catalina de Zamora Marín Montes de Oca y Bohórquez, natural de Utrera.
Hermano suyo fue el dominico don Francisco de Huerta Gutiérrez, natural de Trujillo.
Estudió en el Seminario de Santo Toribio en Lima, y alcanzó la borla doctoral en la
Universidad de San Marcos. En esta última fue elegido catedrático de Decreto en 1637, y
en 1639 de Prima de Leyes, la que ganó a sus maestros don Juan Blásquez y don Juan del
Campo.
En Lima publicó dos memoriales, uno que principia Don Diego Perez Gallego sigue
causa contra los Herederos de Alonso Rodríguez de Vera, y los de Garcilopez de
Morales, sobre la venta de una chácara (Lima, 1638); y un Informe en defensa de la
                                                
2716 AGI. Chile, 1, 223; AGI. Indiferente, 1.846 A; AGI. Lima, 789, 790; ANRACH. 3.138; LVA. I, p.
338; LVM. p. 168; MD.; RYU. p. 652; SCH. II, pp. 484, 488, 517; SM., p. 41; TI. pp. 519, 522, 598.
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Sagrada Religión de Santo Domingo sobre los diezmos, que la Santa Iglesia
Metropolitana de esta Ciudad de los Reyes le pide de los bienes, que sin este cargo a
tenido y tiene en los terminos deste Arzobispado (Lima, 1645), escrito contra un Discurso
apologético del doctor Andrés García de Zurita.
Entre 1640 y 1643 fue asesor del virrey marqués de Mancera, y entre 1641 y 1645
sirvió como abogado de pobres de la Inquisición de Lima.
Sobre consulta fechada el 22 de abril de 1645 fue nombrado fiscal de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, plaza de la que se le despachó título por real provisión
fechada en Zaragoza el 12 de mayo del mismo año, oficio en el que comenzó a despachar
el 22 de marzo de 1646 y que sirvió hasta el 9 de marzo de 1655.
Sobre consulta del 23 de septiembre de 1650 fue ascendido a plaza de oidor en el
tribunal de Santiago, despachándosele título por real provisión fechada en Madrid el 24 de
marzo de 1652. Prestó el juramento de estilo el 9 de marzo de 1655 y se mantuvo en
funciones hasta principios de 1664, época en que pasó a Lima como inquisidor, oficio en
el que había sido provisto tres años antes.
En 1655 pasó a la Frontera nombrado auditor de guerra y visitador de los oficiales
reales de Concepción. Por real provisión del 7 de julio de 1655 se le libró título de
comisario de la Media Anata.
En septiembre de 1660, sin licencia alguna, marchó a Lima a bordo del navío Santiago
Apóstol, pero el conde de Alba le hizo regresar, de tal manera reasumió su plaza de oidor
en Santiago en 1661.
A la partida del oidor don Nicolás Polanco de Santillana, entró a ocupar el decanato del
tribunal con la tenaz oposición de su colega don Pedro de Hazaña Solís y Palacio. Esta
controversia la decidió el virrey, conde de Alba, el 30 de noviembre de 1660 en favor del
oidor Huerta Gutiérrez.
Por real provisión despachada el 6 de abril de 1661 se le libró título de oidor fundador
de la Real Audiencia de Buenos Aires, pero noticiado de ello escribió al monarca el 8 de
agosto de 1662 que no pasaba a servirla y solicitaba su retiro y dejación de su plaza en
Chile. Sobre consulta del 15 de marzo de 1664 se accedió a esta petición y de inmediato
fue nombrado inquisidor de Lima.
En los primeros meses de 1664 viajó a Lima a tomar posesión de su oficio de
inquisidor en el que se mantuvo hasta su muerte.
Sobre consulta de Cámara fechada en Madrid el 27 de enero de 1674 había sido
nombrado presidente de la Real Audiencia de Santa Fe del Nuevo Reino de Granada,
plaza de la que se le libró título por real provisión datada el 4 de febrero de dicho año,
pero rehusó el ascenso por sus enfermedades y achaques y perseveró en Lima2717.
                                                
2717 AGI. Chile, 1, 2, 223; AHCC. XII, p. 575; ANCAS. 7; ANRACH. 497, 3.136, 3.138; MBHCH. I,
p. 551; MD.; MMD. IV, pp. 282; MR. pp. 48-49; SCH. II, pp. 97, 518, 519, 524, 546; SM. pp. 47-48; TI.
pp. 436, 598, 614, 648; LOHMAN VILLENA, Guillermo, Informaciones genealógicas de peruanos ante
el Santo Oficio, s/l, 1957, pp. 90-91.
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7. Doctor JUAN DE LA PEÑA SALAZAR
CONSULTA: 8 de octubre de 1661.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 3 de marzo de 1662.
JURAMENTO: 20 de diciembre de 1664.
CESA: 19 de junio de 1680 (1682) (traslado).
DECANO: 1672 - 1682.
Nació en Salazar de Burgos hacia 1620, y murió en Lima después de 1690.
Hijo legítimo del licenciado don Juan de la Peña Salazar, natural de Salazar de Burgos,
y de doña Ana de Angulo, natural de la villa de Rambla.
Casó en Madrid el 7 de noviembre de 1661 con doña Isabel Feliciana de Alba y
Alvarado (16 ?-1673), natural de Jerez de los Caballeros, hija del capitán don Pedro de
Alba y Alvarado, gobernador del tercio viejo de las milicias de Extremadura, castellano
de la fuerza de Tortosa, y de doña Catalina Cuadrado Fernández.
De este matrimonio no hubo sucesión.
Fue colegial del Colegio del Rey en Alcalá y alcanzó la borla doctoral en dicha
Universidad. El 30 de julio de 1654 el licenciado Pedro Manzano, secretario de capilla de
su colegio, certificaba su ejercicios literarios: Ha cumplido con los exerzizios de tal
colexial, porque siendo cursante sustento la materia de captivis, et post-liminio reversis, y
toda la materia de nuptiis, y la de Dolo malo et metus exseptione, y asimismo la materia
depositi vel contra, y de puntos de veinte y cuatro horas defendio el texto en la L. is qui a
debitore, Quae in fraude creditore, y otros muchos actos que ahora no se pueden poner
aqui por no estar a mano otro libro en que se sientan los que se hacen por los ausentes, y
assimismo certifico como desde el tiempo que es passante ha presidido muchos actos2718.
En sus capitulaciones matrimoniales, celebradas el 29 de octubre de 1661, se estipuló
que doña Isabel de Alba aportaba en el cuerpo de sus bienes dotales una plaza de oidor de
la Real Audiencia de Santiago de Chile, avaluada en 16.000 ducados de plata, que su
majestad le había concedido para la persona que casare con ella, en consideración a los
servicios de su padre, el capitán don Pedro de Alba y Alvarado, y en dicha conformidad
doña Isabel pareció ante el Consejo para que fuera nombrado don Juan de la Peña. El
Consejo así lo consultó al monarca el 8 de noviembre de 1661, para que ocupara la
vacante quedada por promoción de don Juan de Huerta Gutiérrez, y el monarca le nombró
en tal plaza2719, y en dicha conformidad se le despachó su título por real provisión fechada
en Madrid el 3 de marzo del año siguiente2720, oficio que juró el 20 de diciembre de 1664
y despachó en él hasta finales de 1682, época en que pasó como oidor a Charcas, provisto
por real provisión de 19 de junio de 1680.
                                                
2718 AHN. Universidades-Alcalá, 45, exp. 1, Relaciones de méritos de los graduados, nº 140, Dr. Juan
de la Peña Salazar, Alcalá, 30-VII-1654.
2719 AGI. Chile, 2, Consultas originales del distrito de dicha Audiencia. Años de 1657 a 1699,
Consulta Consejo, nº 22, Madrid, 8-XI-1661.
2720 AGI. Chile, 223, Títulos de oidores desde 1620, RP. Madrid, 3-III-1662.
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Mientras sirvió en Chile se malquistó con casi todas las autoridades del reino. En
efecto, fue pública su enemistad con el gobernador Meneses, la que fue tanta que el oidor
limeño Lope Antonio de Munive, que residenció al gobernador, junto con publicar la
residencia ordenó alejar a 20 leguas de Santiago al oidor de la Peña para que no estorbara
la investigación.
Con el gobernador don Juan Henríquez, sucesor de Meneses, también mantuvo agrias
disputas. El 5 de marzo de 1671 el gobernador le reprendió por su participación en el
escándalo del capítulo de los frailes de San Agustín y, para alejarlo de Santiago, le
encomendó ese mismo año que efectuara la visita de la tierra, a lo que se negó el oidor.
Como insistiera el gobernador, de la Peña se asiló en el Convento de Santo Domingo.
Se disgustó también con su colega don Manuel de León y Escobar, a quien llamaba:
Mi enemigo declarado, por los avisos que di a la audiencia de Lima gobernando, de la
parcialidad que tenía con don Francisco Meneses2721. Pero el verdadero motivo de estos
desencuentros lo explicaba el fiscal de la audiencia, don Francisco de Cárdenas: Con
noticia que tuvo el presidente de esta audiencia del escándalo que daba en esta ciudad
una mujer, dio orden al doctor don Manuel de León Escobar, oidor de ella, para que la
prendiese y depositase, y parece que la causaba la asistencia en su casa de don Juan de
la Peña Salazar, asimismo oidor, por cuyo motivo prorrumpió contra don Manuel
imputándole algunos excesos y en especial el delito de pecado nefando2722.
De su lado el obispo, fray Diego de Humanzoro, reprendía con dureza su licenciosa
vida y peores costumbres. Escribía el prelado que don Juan de la Peña: Es el segundo
oidor de esta Real Audiencia, caballero de muy buenas letras y que en los primeros años
de su asistencia en ella daba muy buen ejemplo y frecuentaba los santos sacramentos de
la comunión y confesión, pero el mal ejemplo de su grande amigo don Gaspar de Cuba le
ha pervertido, de manera que hoy es por muchos años atrás el mayor escándalo de todo
este reino. Y aunque por mí y por el gobernador don Juan Henríquez ha sido amonestado
muchas veces, no se ha podido conseguir enmienda alguna, y ha llegado a tanto esta
desdicha que doña Isabel de Alva, su legítima mujer, vive tan desesperada y hace tales
demostraciones públicas de sentimiento y voces, que todos juzgamos que muy presto
perderá el juicio si su marido no se enmienda, y aun se puede temer alguna resolución
desesperada2723.
Igualmente el oidor se hallaba mal opinado ante el cabildo secular, el que advertía al
monarca que: El destemplado natural del doctor Juan de la Peña Salazar, únicamente
embarazaba el buen gobierno y conservación del reino.
Por real provisión fechada el 19 de junio de 1680 se le extendió título de oidor de la
Real Audiencia de Charcas. Salió de Santiago para su nuevo destino en 1682 y se
mantuvo en él hasta su promoción a una alcaldía del crimen en Lima.
                                                
2721 ANCI. 302, Carta del oidor don Juan de la Peña Salazar a la reina gobernadora, Santiago, 24-X-
1671.
2722 ANCI. 302, Carta del presidente don Juan Henríquez, del oidor don José de Meneses, y del fiscal
don Francisco de Cárdenas al rey, Santiago, 4-VI-1672, fs. 174.
2723 ANCI. 302, Carta del obispo fray Diego de Humanzoro al rey, Santiago, 20-VI-1672, fs. 154.
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Por real provisión fechada en Madrid el 31 de diciembre de 1686 se le libró título de
alcalde del crimen de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por
muerte de don Rafael de Azcona.
Por real provisión fechada en Madrid el 27 de noviembre de 1689, se le despachó título
de oidor de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por la promoción
de don Mateo de Cuenca Mata a la presidencia de Quito, oficio que sirvió hasta su
muerte2724.
8. Licenciado ALONSO MARTÍN DE ORELLANA
CONSULTA: 29 de julio de 1680.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 10 de agosto de 1680.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima el 22 de enero de 1644 y fue bautizado en la parroquia de San Lázaro
veintinueve días después, y murió allí mismo el lunes 28 de julio de 1681, y fue enterrado
dos días después en la iglesia de Santo Domingo con presencia del arzobispo, aunque sin
la concurrencia de los oidores.
Hijo del capitán don Sebastián Alonso Martín de Orellana y Meneses, natural de
Puebla de Los Ángeles, Nueva España, donde fue bautizado el 24 de noviembre de 1587,
y de doña Gertrudis Godínez de Luna, natural de Lima, bautizada en la catedral el 29 de
noviembre de 1621, que contrajo segundo matrimonio en 1654 con el caballero de
Alcántara y contador mayor del Real Tribunal de Cuentas de Lima don Felipe de la
Puente.
Sus abuelos paternos fueron don Juan de Orellana Meneses, y doña Isabel Fernández
del Hoyo, naturales de Berzocana, Cáceres, Extremadura; y los maternos, don Juan
Rodríguez Gijón y Alonso, natural de Triana, Sevilla, y doña Beatriz Godínez de Luna,
natural de Ledezma, Salamanca.
No constituyó familia.
Su hermana doña María Josefa Orellana y Luna casó con el primer marqués de Corpa
y caballero de Santiago don Luis Ibáñez de Segovia Peralta y Cárdenas, hermano del
marqués de Mondéjar, padres de: i) doña María Ibáñez de Segovia, casada en segundas
nupcias con el caballero de Calatrava don Lorenzo de la Puente, de cuyo matrimonio
nació don Juan José de la Puente Ibáñez, oidor en Chile y Lima y ministro honorario del
Consejo de Indias; y ii) doña Beatriz Ibáñez, casada con el oidor limeño don Juan Pérez
de Urquizu (c.1655-1728), padres del también oidor limeño don Gaspar de Urquizu e
Ibáñez.
Ingresó a la Orden de Santiago en 1677.
Ingresó al Colegio de San Martín de Lima y se graduó de licenciado en leyes por la
Universidad de San Marcos, de donde pasó a la Universidad de Salamanca.
                                                
2724 AGI. Chile, 2, 223; AGI. Lima, 789, 790; AHN. Universidades-Alcalá, 45, exp. 1; ANCI. 302,
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Sobre consulta de Cámara del 10 de diciembre de 1674 fue nombrado fiscal de la Real
Audiencia de Santiago, extendiéndosele su título por real provisión fechada en Madrid el
28 de diciembre del mismo año. No pudo viajar en los galeones de aquel año, y por real
cédula del 17 de marzo de 1677 fue autorizado para hacerlo en los próximos, pero jamás
llegó a servir su plaza.
Por real provisión fechada en Madrid el 10 de agosto de 1680, librada sobre consulta
del 29 de julio del mismo año, fue ascendido a oidor en el mismo tribunal de Santiago,
pero murió antes de jurar en este oficio.
El virrey del Perú, conde de Castellar, le nombró Gobernador de Valdivia en 1676.
No consta que hubiera asumido ninguno de dichos oficios, pues no se lo registra en el
libro de juramento de fiscales y oidores de la Real Audiencia, ni menos hay actuaciones
suyas en los libros del real acuerdo, a pesar de que Schäfer dice que murió en su plaza, lo
que es inexacto, pues murió en Lima 2725.
9. Licenciado BERNARDO DE LAYA BOLÍVAR
CONSULTA: 15 de marzo de 1683.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 12 de agosto de 1683.
JURAMENTO: 18 de marzo de 1686.
CESA: 23 de enero de 1690 (traslado).
DECANO: 1688-1691.
Nació en Panamá hacia 1654 y murió en Lima en 1697.
Hijo legítimo de don Juan Laya de Bolívar y de doña Ana Iturmendi y Arriola.
Su hermano don Juan de Laya Bolívar fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Panamá, plaza de la que se le despachó título por real provisión del 21 de noviembre de
1688.
Casó con doña Alfonsa de Paniagua, matrimonio del que nacieron doña Ana, en
febrero de 1683, y doña Teresa, casada en 1704 con don José de Ureta.
Pasó a Chile con licencia del 2 de septiembre de 1683.
Sobre consulta del 15 de marzo de 1683 fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Santiago, plaza de la que se le despachó título por real provisión fechada en Madrid el 12
de agosto del mismo año. Juró en su oficio el 18 de marzo de 1686 y se mantuvo en él
hasta 1691, año en que salió para Lima a tomar posesión de una alcaldía del crimen.
La Real Audiencia de Chile le retuvo en Santiago, no obstante conocer su promoción a
la de Lima, debido a la falta de ministros, decisión que fue aprobada por real cédula del
17 de agosto de 1700.
                                                
2725 AGI. Chile, 2, 223; ANRACH. 3.136; GG. p. 128; AHCC. XII, p. 670; GG. p. 128; LVA. I, pp.
111, 293, II, pp. 53, 111, 112, 293; MMD. 6, p. 164; RYU. p. 749; SCH. II, pp. 518-519; TI. pp. 598, 599,
MUGABURU, Josephe y MUGABURU, Francisco, Diario de Lima (1640-1694) , en Colección de libros y
documentos referentes a la historia del Perú , VIII, Lima, 1918, p. 123.
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Por real provisión fechada en Madrid el 23 de enero de 1690 se le libró título de
alcalde del crimen de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por
ascenso de don Juan de la Peña Salazar, plaza en la que se mantuvo hasta su muerte.
Sobre consulta del 18 de julio de 1689 le fue concedido un hábito de una de las tres
órdenes2726.
10. Licenciado PABLO VÁZQUEZ DE VELASCO Y SALAZAR
CONSULTA: 14 de diciembre de 1689.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima, donde fue bautizado el 4 de septiembre de 1655 y murió allí mismo en
1720.
Hijo legítimo del oidor de de la Real Audiencia de Lima y presidente de las reales
audiencias de Charcas y Quito don Pedro Vázquez de Velasco, natural de Palencia, y de
doña Ángela de Salazar y Usategui, natural de Alcalá de Henares.
Hermanos suyos fueron: i) don Buenaventura, caballero de la Orden de Calatrava; ii)
su don Pedro, obispo de Mizque o Santa Cruz de la Sierra, y otro hermano y; iii) don
Tomás José casado con doña Rosa María del Peral y Moscoso, que fueron padres del
oidor limeño don Pedro Vázquez de Velasco del Peral.
Previa licencia concedida en 1694 por el servicio de 4.000 escudos, casó el 2 de junio
de 1696, tras haberse extendido la carta de dote el 30 de mayo del mismo año, con doña
Ana María Tello de la Cueva, natural de Lima, hija de don Agustín Tello y Espinosa,
natural de Lima, hijo de don Juan Tello de Lara, natural de Huánuco, hijo de don
Fernando Tello de Contreras, natural de Lima, hijo del conquistador, don Juan Tello de
Sotomayor. Su madre fue doña Mariana Luisa de la Cueva y Toledo, natural de Jerez de
la Frontera, hija de don Pedro de la Cueva Balaguer y Salcedo, natural de Lima, y de doña
Mariana de Salcedo Balaguer.
De este matrimonio nacieron los siguientes dos hijos:
i) Doña Ángela Rosa, que casó en la catedral de Lima el 23 de septiembre de 1721 con
el Contador General de Cruzada, capitán don José de Zavala y Esquivel, natural de Lima.
Fueron sus hijos: i) don Tadeo Martín de Zavala y Vázquez de Velasco, que casó con la
marquesa de Valle Umbroso doña Mariana Pardo de Figueroa; ii) doña Petronila Ana,
nacida en Lima el 22 de abril de 1722, que casó en su catedral el 15 de octubre de 1738
con el doctor Pedro José Bravo del Ribero (1701-1786), natural de Lima, oidor de su
audiencia y consejero honorario de Indias, padres del oidor limeño don Diego Miguel
José Bravo del Ribero y Zavala (1756-c.1825), que casó con doña María Josefa de Aliaga
y Borda, hermana de doña Mariana, casada con el oidor limeño don Manuel Pardo y
Rivadeneira; y iii) doña Ana, casada con el coronel don José Toribio Bravo de Lagunas y
Castilla, hermano del oidor limeño don Pedro José Bravo de Lagunas y Castilla (1703-
1762).
                                                
2726 AGI. Chile, 2, 84; AGI. Lima, 789, 790; ANFA. 3, pza. 4; ANRACH. 3.136, 3.138; LVM. p. 176;
RYU. pp. 749-750; SCH. II, p. 518; SM. pp. 62-63; TI. pp. 478, 521.
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ii) Don José Joaquín, caballero de la Orden de Calatrava (1713), padre de don Pedro
Pascual y de don Pablo Vázquez de Velasco y Quiroz.
Don Pedro Pascual Vázquez de Velasco y Quiroz, natural de Lima, fue caballero de la
Orden de Alcántara, gobernador de Potosí, y por real despacho del 21 de noviembre de
1771 Carlos III le concedió el título de conde de San Antonio de Vista Alegre. Casó con
doña Josefa Zugasti, hermana de la condesa de Premio Real y falleció sin sucesión.
Don Pablo Vázquez de Velasco y Quiroz, alcalde ordinario de Lima en 1671, casó con
la condesa de las Lagunas doña Nicolasa Ontañón Valverde y Ampuero, y por ello recibió
dicho título, que heredó su hijo, don José Vázquez de Velasco y Ontañón, caballero de la
Orden de Santiago, casado con doña Mariana de Puente Castro, sobrina del marqués de
Corpa y del conde de Montemar y Monteblanco.
Nuestro oidor fue colegial del Real de San Martín en Lima y se graduó de licenciado
en leyes por la Universidad de San Marcos.
Sobre consulta del 28 de abril de 1681 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, oficio del que se le libró título por real provisión fechada en Madrid el
21 de mayo de 1681, y del que sólo tomó posesión el 22 de abril de 1687 y en el que se
mantuvo hasta 1691.
Sobre consulta fechada el 14 de diciembre de 1689 fue ascendido a una plaza de oidor
en la misma audiencia de Santiago, pero de inmediato, por real provisión del 6 de febrero
de 1690, se le libró título de fiscal del crimen de Lima, por lo que no alcanzó a tomar
posesión de su plaza de oidor en Chile.
Mientras despachó en la fiscalía santiaguina le fue encomendada la averiguación del
fideicomiso tácito de la hacienda de unos portugueses a don Pedro de Torres.
Sobre consulta de Cámara fechada el 18 de enero de 1700 se le hizo merced de una
plaza supernumeraria de oidor en la Real Audiencia de Lima, sirviendo la fiscalía, y con
la primera opción a la del número que vacare, despachándosele su título por real provisión
fechada en Madrid el 21 de marzo del mismo año, plaza de la que prestó juramento de
estilo el 22 de agosto de 1702.
Finalmente por otra real provisión del 11 de mayo de 1703 se le extendió título en
plaza propietaria, en la que se mantuvo hasta su muerte.
Por real provisión del 26 de septiembre de 1719 se le concedió licencia para fundar un
mayorazgo 2727.
11. Licenciado DIEGO JOSÉ ISIDRO DOMINGO ANTONIO DE ZÚÑIGA Y
TOVAR
CONSULTA: 20 de febrero de 1690.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 21 de marzo de 1690.
JURAMENTO: 4 de enero de 1692.
                                                
2727 AGI. Chile, 2, 84, 223; AGI. Lima, 789; ANFV. 300; ANRACH. 3.138; BCHB. p. 345; LVA. I,
pp. 60, 105, 437-440, II, pp. 55, 106, 146-147, 160; LVM. p. 140; MR. p. 52; MMD. 7, p. 177; 8, p. 272;
RYU. pp. 750-751; SCH. II, pp. 486, 492, 518-519; TI. pp. 520-521, 579, 599.
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CESA: RD. 12 de junio de 1708 (1710, traslado).
DECANO: 1708-1710.
Nació en Guadalajara, Castilla la Nueva, el 4 de abril de 1662, y fue bautizado en su
parroquia de Santa María de la Fuente el 20 de junio de 1662, y murió en Madrid el 20 de
mayo de 1738.
Su padre fue el caballero de Santiago y gentilhombre de boca de su majestad don Luis
Esteban Domingo Antonio de Zúñiga y Guzmán, natural de Guadalajara, nacido el 3 de
agosto de 1638 y bautizado diez días después en la iglesia parroquial de Nuestra Señora
de la Fuente.
Su madre fue doña María Felipa de Tovar, nacida en Madrid el 4 de agosto de 1638, y
bautizada en la parroquia de San Martín el 11 de agosto del mismo año.
Sus abuelos paternos fueron don Juan de Zúñiga, natural de Guadalajara, y doña
Magdalena Guzmán, nacida en Guadalajara el 14 de mayo de 1607 y bautizada el 5 de
junio del mismo año en la iglesia parroquial de San Ginés, que testó el 21 de agosto de
1670. Habían contraído matrimonio en su ciudad natal el 9 de julio de 1654.
Sus abuelos maternos fueron el caballero de Santiago don Jorge Tovar Valderrama,
natural de Madrid, en cuya iglesia de San Martín fue bautizado el 6 de abril de 1587, y
doña Juana Jusepa de Collado, nacida en Madrid el 10 de julio de 1608, y bautizada nueve
días después en la parroquial de San Andrés.
Sus bisabuelos paterno-paternos fueron don Luis de Guzmán Regidor y doña Mariana
de Guzmán. Sus bisabuelos paterno-maternos fueron don Jorge Tovar y doña María Jofré
de Loayza, vecinos de Madrid. Sus bisabuelos materno-maternos fueron el doctor don
Pedro Sánchez Collado y doña Isabel de Alma
Hermano suyo fue el caballero de Santiago don Luis de Zúñiga y Guzmán.
No tomó estado matrimonial.
Estudió en la Universidad de Ávila y allí obtuvo los grados de bachiller y licenciado en
cánones y leyes, los que más tarde incorporó en la Universidad de Alcalá.
En 1685 ingresó como colegial al Mayor de San Ildefonso de la Universidad de Alcalá,
en el que permaneció cinco años.
Sobre consulta del 20 de febrero de 1690 fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, plaza de la que se le despachó título por real provisión fechada en
Madrid el 21 de marzo del mismo año.
Embarcó en Cádiz el 17 de enero de 1691 y arribó a Buenos Aires comenzado el
invierno, por lo que se detuvo allí más de seis meses por estar cerrada la cordillera.
Finalmente llegó a Santiago el 4 de enero de 1692 y comenzó a despachar en su plaza el
mismo día, manteniéndose en ella hasta el 1 de febrero de 1710, cuando salió de Santiago
promovido a una plaza de oidor en la Real Audiencia y Chancillería de Granada.
En 1696 y 1701 sirvió el Juzgado Mayor de Provincia en Santiago. Por real cédula
despachada en Madrid el 26 de abril de 1703 fue nombrado corregidor y justicia mayor de
Concepción, para suceder al maestre de campo don Juan de Espinosa. Asumió este oficio
el 1 de junio de 1704 y lo desempeñó hasta el 13 de abril de 1707, día en que juró como
su sucesor el oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz.
645
Desde 1708 ocupó el decanato del tribunal por ascenso de su colega don Lucas
Francisco Bilbao La Vieja.
Fue residenciado del tiempo que sirvió en la audiencia santiaguina por don Juan del
Corral Calvo de la Torre quien, por sentencia librada en Santiago el 6 de febrero de 1714
le declaró: bueno, limpio y recto juez2728.
El 1 de febrero de 1710 había partido de la ciudad de Santiago con destino a su plaza
de oidor supernumerario en la Audiencia y Chancillería Real de Granada, que le había
sido concedida por real decreto del 12 de junio de 1708. Sin embargo, por real decreto del
21 de abril de 1711 se ordenó que no se le dieran sus reales despachos para tomar
posesión de su plaza por no haber dado aun residencia del tiempo que había servido en
Chile. Ante ello, hizo presente que había dejado en Santiago mandatario con poder
bastante para responder por las resultas de la residencia.
En dicha conformidad, por real decreto del 12 de octubre de 1711 fue nombrado en
plaza supernumeraria con ejercicio y tratamiento del Consejo de Indias, de la que tomó
posesión siete días después. Tras la reorganización del Consejo de Indias en 1717 fue
nombrado como uno de sus ministros togados.
Sobre consulta del 22 de diciembre de 1721 fue nombrado miembro del Consejo de
Cámara, plaza de la que se le despachó su título por real provisión fechada el 18 de
febrero de 1722.
Por real cédula fechada el 21 de noviembre de 1735 fue liberado de asistir a las
reuniones del Consejo debido a sus enfermedades y achaques.
Sobre consulta del 4 de abril de 1690 se le concedió el hábito de caballero de la Orden
de Santiago, como tenían su padre y hermano, y su título se le despachó el 29 de julio del
mismo año2729.
12. Licenciado SALVADOR SÁNCHEZ DE LA BARREDA Y VERA
NOMBRAMIENTO: RD. Buen Retiro, 8 de junio de 1708.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Buen Retiro, 8 de julio de 1708.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima en 1687 y murió de viaje a las Indias en 1708.
Hijo de don Miguel Sánchez de la Barreda, natural de Guadalcanal, y de doña María
de Orellana Blázquez, natural de Lima.
Sus abuelos maternos fueron don Juan Orellana Blázquez de la Nava, y doña Catalina
Alonso de Mena, naturales de Zalamea de la Serena.
                                                
2728 ANRACH. 2.643, pza. 6, Papeles de la residencia del oidor don Diego de Zúñiga, por don Juan
del Corral Calvo de la Torre, 1714. Otros documentos en ANRACH. 535, pza. 1, Autos de la residencia
de Dn. Diego de Zuñiga del tiempo que sirvio como Oydor y Corregidor de Concepcion, fs. 1-11.
2729 AGI. Chile, 2, 68, 223; AHN. Órdenes Militares-Santiago, exp. 9.234; ANRACH. 535, pza. 1;
2.643 pza. 6; 2.965, pza. 7, 3.136, 3.138; BBD. pp. 142-143; BCHB. p. 371; BCHI.; BS. p. 215; RYU. p.
775; SM. pp. 63-64; TI. p. 599; VUICS. p. 391; RÚJULA Y DE OCHOTORENA, José de, Indice de
Colegiales del Mayor de San Ildefonso y Menores de Alcalá , Madrid, 1946, pp. 931, 894.
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Su hermano Francisco fue oidor en la Real Audiencia de Santiago de Chile.
Su hermana María Ana casó con el gobernador de Chucuito, caballero de Santiago don
Pedro Ortiz de Foronda Ortiz de Zárate y Fernández de Igoroin, de cuyo matrimonio
nacieron: i) el primer conde de Valle Hermoso, caballero de Calatrava don Pedro Ortiz de
Foronda; ii) doña María Bernarda, casada con el general don Martín de Zugasti y Gaztelu,
padres de doña Mariana, casada con el conde de Premio Real y caballero de Santiago, don
José Antonio de Lavalle y Cortés y; iii) doña María Francisca, casada con don Faustino
Álvarez y Gutiérrez, padres del conde de Valle Hermoso, caballero de Santiago don
Faustino de Regis Álvarez de Foronda (1739-c.1800) casado con doña María Manuela de
Mendibe y Jara, matrimonio del que nació doña María Francisca Álvarez de Foronda,
casada en el Cuzco el 18 de agosto de 1808 con el alcalde del crimen de la Audiencia de
Lima don Manuel Plácido de Berriozabal y Beitía (1775-1849), luego consejero de Indias.
Fue colegial del Real de San Martín en Lima durante 8 años, y se graduó de licenciado
en la Universidad de San Marcos. Tras ello fue recibido como abogado por la Audiencia
de la misma ciudad.
Previo beneficio a la corona de 2.500 doblones obtuvo un nombramiento de oidor
supernumerario de la Real Audiencia de Chile por real decreto fechado en Buen Retiro el
8 de junio de 1708 con declaración de no afectarle ninguna eventual reforma de plazas,
con dispensa para casar con natural del distrito de su audiencia, y con la promesa de si
fallecía antes de asumir su oficio, la corona devolvería a sus herederos la suma entregada.
Se le despachó su título por real provisión fechada en Buen Retiro el 8 de julio de 1708.
La vacante en el tribunal se produjo inmediatamente, por el traslado del oidor Zúñiga y
Tovar y por esta razón entró a la plaza propietaria de inmediato, conforme a su real título.
Viajó de la Península hacia América, pero la nave en que venía fue atacada y capturada
por los holandeses, sucesos en los que perdió la vida, por lo cual no llegó a servir su
plaza2730.
13. Licenciado FRANCISCO SÁNCHEZ DE LA BARREDA Y VERA
CONSULTA: 19 de julio de 1710.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Madrid, 7 de agosto de 1710.
JURAMENTO: 1 de febrero de 1712.
JURAMENTO NUMERARIO: 22 de febrero de 1712.
CESA: 1738 (muerte).
Nació en Lima en 1690 y murió en Santiago de Chile en 1738.
Hijo legítimo de don Miguel Sánchez de la Barreda, natural de Guadalcanal, y de doña
María de Orellana Blázquez, natural de Lima.
Sus abuelos maternos fueron don Juan Orellana Blázquez de la Nava, y doña Catalina
Alonso de Mena, naturales de Zalamea de la Serena.
                                                
2730 AGI. Chile, 70, 223; BCHB. p. 311; BCHI. pp. 57, 58; LVA. I, pp. 29, 226, II, 28-29, 62, 85-86,
89-90; LVM. pp. 13-14; NCG. p. 738; RYU. p. 224; TI. pp. 557, 586, 598.
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Casó con doña Isabel López de Espinoza y Suazo (169?-1749), hija legítima de don
Francisco López de Espinoza, y de doña Antonia Juárez.
De este matrimonio nacieron siete hijos, a saber: i) don Domingo; ii) don Ignacio; iii)
don Miguel; iv) doña Nicolasa, casada con don Nicolás de la Cerda y Carvajal, que fueron
padres del alcalde de Santiago don Nicolás, casado con doña Nicolasa de Santiago
Concha y Jiménez de Lebatón, hermana del oidor José, e hija del oidor don Melchor José;
v) doña María Isabel, muerta en la infancia; vi) don José, muerto infante y; vii) don
Francisco, muerto en la niñez.
Fue colegial del de San Martín en Lima y se graduó de licenciado en la Universidad de
San Marcos.
Pasó luego a la Península donde fue opositor a cátedras de leyes en la Universidad de
Valladolid.
En 1708 su hermano Salvador había obtenido una plaza supernumeraria de oidor en la
Audiencia de Chile, previo beneficio de 2.500 doblones, pero como murió antes de
asumir, don Francisco benefició a la corona con otros 500 pesos para mantener el
nombramiento. En dicha conformidad sobre consulta del Consejo de Hacienda del 19 de
julio de 1710 fue nombrado oidor supernumerario de la Audiencia de Santiago con opción
a la primera vacante, despachándosele su título por real provisión fechada en Madrid el 7
de agosto del mismo año. Juró en dicha calidad el 1 de febrero de 1712.
En Real Acuerdo del 22 de febrero de 1712, la audiencia le dio posesión de la plaza del
número que se encontraba vacante por muerte del oidor, don Juan de la Cueva y Lugo, sin
embargo, el Consejo declaró posteriormente que su plaza era la vacante por muerte de su
hermano y, en consecuencia sucedía al oidor Zúñiga y Tovar, en la que se mantuvo hasta
su muerte.
Tras la muerte del gobernador don Gabriel Cano y Aponte la Real Audiencia asumió el
gobierno interino y él en su calidad de decano comenzó a despachar como presidente,
gobernador y capitán general el día 12 de noviembre de 1733 y se mantuvo como tal hasta
el 9 de marzo de 1734.
Sobre consulta del 27 de abril de 1739 se le negó la solicitud de licencia para que sus
hijos pudieran casar con naturales y poseer haciendas, y sobre consulta del 21 de octubre
de 1740 se confirmó la multa de 2.000 pesos en que había sido condenado por haber
intervenido en los escándalos del capítulo provincial de los agustinos2731.
14. Licenciado JUAN DE BALMAZEDA ZENZANO Y BELTRÁN
TÍTULO NUMERARIO: RP. Buen Retiro, 17 de julio de 1739.
JURAMENTO: 28 de noviembre de 1742.
CESA: Enero de 1773 (1775) (jubilación).
DECANO: 1767 - 1775.
Nació en Galilea, Castilla la Vieja, en 1693 y murió en Santiago de Chile el 30 de
mayo de 1778, tras haber conferido poder para testar el mismo día en favor de su colega
                                                
2731AGI. Chile, 69, 70, 223; ANRACH. 3.136; BCHB. p. 311; BCHI. pp. 58, 208; RYU. p. 824.
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don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe, quien usó de él el 17 de junio siguiente2732, y
fue enterrado en el monasterio antiguo de las Carmelitas Descalzas.
Hijo legítimo del procurador general de nobles de Galilea don Pedro de Balmazeda
Zenzano y de doña Ángela Zenzano, naturales de Galilea.
Sus abuelos paternos fueron don Juan Manuel Balmazeda Zenzano y doña María
Zenzano y Marín, y sus abuelos maternos don Juan Zenzano y doña Ana Fernández
Balmazeda, todos naturales de Galilea
Casó en la parroquia de Santa Ana de Santiago el 8 de febrero de 1750 con doña
Agustina Álvarez de Uceda, natural de Córdoba, hija de don Pedro Álvarez y de doña
María de Uceda. A la sazón, doña Agustina había enviudado de don Francisco Fernández
de Córdoba y del fiscal de la audiencia don Martín Gregorio de Jáuregui y Ollo. Doña
Agustina no sobrevivió a su tercer marido, pues murió en Santiago el 29 de noviembre de
1761.
De este matrimonio no hubo descendencia, pero el oidor Balmazeda fundó un
mayorazgo sobre las casas de su morada y estancia de Nuñoa, en cabeza de sus sobrinos,
don Francisco Ruiz Clavijo y don Pedro Fernández Balmazeda.
Estudió en la Universidad de Valladolid, y allí se graduó de bachiller en cánones en
1725, en leyes en 1734 y luego de licenciado. Dictó como substituto la cátedra de cánones
y leyes en la misma universidad.
En 1737 fue recibido como abogado por el Consejo Real y en 1737 se incorporó al
Colegio de Abogados de Madrid.
Por real provisión fechada en Buen Retiro el 17 de julio de 1739 se le despachó título
de oidor en la Real Audiencia de Santiago, para ocupar la vacante quedada a la muerte del
oidor Sánchez de la Barreda y Vera. Comenzó a servirla el 28 de noviembre de 1742 y lo
hizo hasta que empezó a gozar de su jubilación en enero de 1775, que le había sido
otorgada por una real cédula de enero de 1773.
En carta del 20 de abril de 1772 escribía al virrey para que instara ante el monarca a fin
de obtener su jubilación debido a sus habituales achaques, además de su casi total
ceguera.
Ocupó el decanato del tribunal entre 1767 y 1775. El 25 de mayo de 1743 fue
nombrado juez de bienes de difuntos, y el 17 de julio de 1745 fue designado juez
protector del partido de Aconcagua. Despachó además en el Juzgado Mayor de Provincia
y fue comisionado para residenciar al gobernador don Manuel Amat y Junyent.
Entre el 24 de enero de 1768 y 1770 asumió como presidente interino de la Real
Audiencia, tras el ascenso al virreinato de don Manuel Amat.
El 30 de julio de 1776 fue nombrado juez de la Real Junta de Tabacos.
A su muerte constaba con una considerable fortuna que, entre otros bienes, se
componía de su casa en la ciudad, una chacra en Ñuñoa de 2.710 varas castellanas de
largo por 370 de ancho, y la estancia Puangue, y siete esclavos2733.
                                                
2732 ANE. 844, Testamento del oidor don Juan de Balmazeda y Zenzano, Santiago, 17-VI-1776, fs.
23-26.
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15. Doctor DOMINGO MARTÍNEZ DE ALDUNATE
NOMBRAMIENTO: RD. Buen Retiro, 1 de julio de 1748.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Buen Retiro, 29 de julio de 1748.
JURAMENTO: 24 de abril de 1749.
JURAMENTO NUMERARIO: 1775.
CESA: 27 de julio de 1776 (9 de junio de 1778).
Nació en Santiago de Chile en cuya iglesia catedral fue bautizado el 19 de septiembre
de 1707, y murió allí mismo el 9 de junio de 1778, bajo disposición testamentaria
otorgada el 8 de marzo de 1774 ante el escribano Pedro Gaona2734.
Hijo del capitán don Juan Felipe Martínez de Ujué y Aldunate, natural de Pamplona,
bautizado el 1 de mayo de 1653, y de doña Juana de Barahona y Ureta, natural de
Santiago, bautizada allí mismo el 5 de mayo de 1666, quienes habían casado en la iglesia
catedral de Santiago el 22 de mayo de 1690.
Sus abuelos maternos fueron el alférez mayor de Santiago y alguacil mayor de la
Inquisición, don Francisco Barahona, natural de Alcaraz, y doña María de Ureta Pastene,
natural de Santiago, que habían casado allí el 1 de febrero de 1663.
Hermanos suyos fueron: i) doña Bernarda, que casó con el oidor honorario de la Real
Audiencia de Santiago don Francisco Ruiz de Berecedo, natural de Concepción; ii) don
Manuel, alcalde ordinario de Santiago, casó con doña María de Santa Cruz y Silva,
natural de Santiago, hija del alguacil mayor de Corte de la Audiencia de Chile, don Juan
Ignacio de Santa Cruz y Torres, natural de Sevilla, y de doña María Mercedes de Silva;
iii) don José, casó con doña Rosa Garcés Marcilla Molina, padres del obispo don José
Antonio; iv) don Francisco deán de la catedral y; v) doña Fausta.
Casó el 4 de agosto de 1739 con doña Petronila de Acevedo y Borja Manterola (17 ?-
1744), natural de la villa de Pisco, hija de don Ignacio de Acevedo y Borja, natural de la
villa de Pisco, y de doña Juana de Manterola. Sus abuelos paternos fueron don Ignacio de
Acevedo, natural de Lima, y doña Isabel de Borja, y sus abuelos maternos don Diego de
Manterola, natural de Guipúzcoa, y doña Juana de Escurra.
De este matrimonio nacieron dos hijas, a saber, i) doña Juana Ignacia de las Mercedes,
nacida en Lima el 14 de mayo de 1740 y; ii) doña Josefa Manuela Fabiana Evangelista,
nacida en Lima el 23 de diciembre de 1742.
Don Domingo enviudó el 6 de julio de 1744, y después de seis años contrajo segundo
matrimonio en Santiago de Chile el 27 de enero de 1751 con doña María Micaela
Guerrero y Carrera, natural de la Serena en el reino de Chile, hija de don Marcelino
Rodríguez Guerrero y de doña Rosa de la Carrera.
De su segundo matrimonio nacieron los siguientes once hijos:
                                                                                                                                         
2733AGI. Chile, 182, 223; ANCG. 223; ANE. 844; ANFV. 300; ANRACH. 848, 3.136, 3.138; BCHB.
pp. 32-33; BCHI. pp. 326-327; MD. p. 107; NCG. p. 141-142; TI. p. 598.
2734 ANE. 892, Testamento del oidor don Domingo Martínez de Aldunate, Santiago, 8-III-1774, fs.
431-435.
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i) Doña Rosa, nacida a las siete de la tarde del día 11 de marzo de 1753, casada luego
con don Francisco Javier Errázuriz.
ii) Don José Santiago Ignacio Aldunate y Guerrero, nacido a las 5 de la mañana del día
23 de marzo de 1754, oidor en las audiencias de Santiago y Lima, casado con doña Josefa
Corail y Echenique.
iii) Don Domingo Francisco de Paula, nacido a las 7 de la mañana del día 7 de febrero
de 1755.
iv) Don Manuel, nacido a la una y media de la mañana del día 28 de mayo de 1756,
casado con doña Mercedes Irarrázaval Solar.
v) Doña María Mercedes, nacida a las once de la mañana del día 28 de mayo de 1759,
casada con don Fernando Bascuñán.
vi) Doña María Josefa, nacida a las cinco y media de la mañana del día 28 de abril de
1760, en parto de mellizas, pero la otra criatura murió.
vii) Doña María Isabel, nacida a las ocho de la mañana del día 2 de julio de 1761,
casada con uno de los Azúa.
viii) Don Miguel José María, nacido a las diez y media de la mañana del día 26 de
septiembre de 1767.
ix) Don Juan Vicente, nacido a las diez de la noche del día 30 de marzo de 1769.
x) Don Francisco Genaro, nacido a las tres de la mañana del día 19 de septiembre de
1771, casado con doña Micaela Irarrázaval Solar.
xi) Don Xavier Nicolás, nacido el 4 de diciembre de 1772.
Su nieta, doña Carmen Aldunate Irarrázaval casó con don José Domingo Amunátegui,
y fueron padres del ministro de la Corte Suprema de Chile, don Gregorio Víctor.
Fue colegial de los de San Martín y San Felipe en Lima, y elegido rector de este último
en 1735 por designación del virrey. Se graduó de doctor en leyes por la Universidad de
San Marcos.
En 1733 fue elegido catedrático de Digesto Viejo en la Universidad de San Marcos,
regentando esta cátedra por cuatro años. En 1742 hizo oposición a las cátedras de Código
e Instituta y al año siguiente obtuvo por oposición esta última.
En 1743 fue designado agente fiscal de lo civil en la Real Audiencia de Lima y
procurador de la Inquisición.
Por real decreto del 1 de julio de 1748, previo servicio de veinte mil pesos, obtuvo un
nombramiento de oidor supernumerario en la Real Audiencia de Santiago, del que se le
extendió el respectivo título por real provisión fechada en Buen Retiro el 29 de julio de
1748, plaza que juró el 24 de abril de 1749 y en la que se mantuvo hasta 1775, año en que
entró a despachar en la del número, por jubilación del licenciado Balmazeda y Zenzano.
Mientras sirvió en el tribunal chileno actuó como fiscal de la Junta de la Real Renta de
Tabacos y como superintendente de la Real Casa de Moneda, empleos en los que había
sido nombrado por el conde de Superunda, y que le fueron confirmados por real cédula
del 2 de diciembre de 1768. En diversas ocasiones despachó en el Juzgado Mayor de
Provincia y en el de Bienes de Difuntos.
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Sobre consulta del 14 de junio de 1776 fue ascendido a una alcaldía del crimen en
Lima, para ocupar la vacante quedada por promoción de don Manuel Antonio de Borda, y
se le despachó su título por real provisión fechada en San Ildefonso el 27 de julio de 1776,
pero rehusó dicha plaza, y ante su negativa fue nombrado oidor en el tribunal virreinal
conforme a su título librado por real provisión despachada en el Pardo el 24 de marzo de
1778, pero también se excusó de aceptarla, por una parálisis que le aquejaba desde 1773.
Si embargo, la corona, deseosa de acabar con la influencia de su familia en la audiencia
santiaguina, le nombró fiscal de la Casa de Contratación y le exigió perentoriamente que
se hiciera cargo de su nuevo destino, lo que no pudo verificar por su muerte.
Poseyó una importante biblioteca, inventariada el 18 de agosto de 1778 y que constaba
de 654 volúmenes, de los cuales 586 eran de folio mayor y menor, y los restantes de
cuarto y cuartillo, la que por disposición testamentaria dejó a su hijo José Santiago.
A su muerte contaba con una regular fortuna, entre cuyos bienes se hallaban su casa
situada en la calle Real, a dos cuadras de la iglesia del Monasterio de Santa Clara, una
chacra llamada “Guanaco” en la doctrina de Renca, y seis esclavos2735.
16. Doctor JUAN JOSÉ DE LA PUENTE IBÁÑEZ DE SEGOVIA
TÍTULO NUMERARIO: RP. 27 de julio de 1776.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima el 22 de febrero de 1724, donde fue bautizado en la parroquia de San
Marcelo el 12 de febrero del mismo año, y murió allí mismo el 8 de marzo de 1796, bajo
disposición testamentaria otorgada en Lima el 24 de diciembre de 1789.
Hijo del marqués de Corpa y caballero de la Orden de Alcántara, general don Lorenzo
de la Puente y de la Calera, natural del valle de Trucíos en Vizcaya, donde fue bautizado
el 11 de agosto de 1664, y de doña María Ana Ibáñez de Segovia, natural de Lima, donde
fue bautizada el 7 de agosto de 1683, a la sazón ya viuda del general don Gregorio de
Hazaña.
Sus abuelos paternos fueron don Pedro de la Puente y del Valle, nacido en el valle de
Trucíos, donde fue bautizado el 9 de junio de 1619, y doña Francisca de la Calera y
Pando, natural del mismo valle, en el que fue bautizada el 22 de mayo de 1633.
Sus abuelos maternos fueron el caballero de Santiago y primer marqués de Corpa,
general don Luis Ibáñez de Peralta y Cárdenas, nacido en Madrid y bautizado en la
parroquia de San Ginés el 19 de julio de 1636, y doña María Josefa de Orellana, nacida en
Lima y bautizada en su catedral el 10 de febrero de 1649.
Su abuela materna, doña María Josefa, era hermana del oidor de Chile don Alonso
Martín de Orellana, pues era hija del capitán don Sebastián Alonso de Orellana y
Meneses, natural de Puebla de los Ángeles, y de doña Gertrudis Godínez de Luna, natural
de Lima.
                                                
2735 AGI. Chile, 70, 182, 223; AGI. Lima, 789, 790; ANE. 890, 892; ANFV. 300; ANRACH. 331,
3.136, 3.138; BCHB. p. 202; BCHI. pp. 137, 186, 210, 266, 326, 366; RCHHG. 29, pp. 126-128; JBC. pp.
284-286; LVA. I, p. 3; II, p. 429; LVM. pp. 65-66; MBHCH. III, pp. 251-258, 347, 348; MD. p. 514; MMD.
1, p. 92; NCG. pp. 64-66; RYU. pp. 755-756; TI. pp. 519-522.
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Su hermano, el caballero de la Orden de Calatrava y marqués de Villafuerte y
Sotomayor, don Lorenzo Antonio, fue fiscal de la Real Audiencia de Lima.
Su otro hermano, don Gaspar, nacido en Lima en 1727, casó con doña Lucía Carrillo
de Albornoz y Bravo de Lagunas, natural de Lima, hija del conde de Montemar, Señor del
Castillo de Mirabel y Escribano Mayor de la Mar del Sur, don Diego Miguel Carrillo de
Albornoz y de la Presa, y de doña Mariana Bravo de Lagunas y Villela, ambos naturales
de Lima.
De este matrimonio nació doña Mariana de la Puente y Carrillo de Albornoz, casada en
1780, con el conde de las Lagunas, don José Juan Vázquez de Velasco y Ontañón, natural
de Lima, bisnieto del oidor don Pablo Vázquez de Velasco.
Su tía doña Beatriz Ibáñez de Peralta casó el 7 de julio de 1703 con el oidor limeño
don Juan Pérez de Urquizu (c.1655-1728), enlace del que nació el también oidor limeño
don Gaspar de Urquizu e Ibáñez.
En 1756 casó con su sobrina, doña Constanza de la Puente y Castro, natural de Lima,
hija del marqués de Villafuerte y Sotomayor, y de doña Ana Nicolasa Castro Urdánegui y
Delgadillo.
De este matrimonio nació doña Constanza, que casó con su tío don Juan Esteban de la
Puente y Castro, marqués de la Puente y Sotomayor.
Por auto de 16 de noviembre de 1776 se declaró en su favor el marquesado de Corpa
que redimió de lanzas por la suma de 10.000 pesos, y de medias anatas por real cédula del
16 de septiembre de 1786.
En 1783 había ingresado a la Orden de Calatrava.
Fue colegial de los de San Martín y San Felipe en Lima. En 1739 se graduó de
bachiller en cánones por la Universidad de San Marcos, y en 1742 de licenciado y doctor.
Al año siguiente fue recibido como abogado por la Audiencia de Lima.
Previo beneficio a la corona de 27.000 pesos obtuvo una plaza supernumeraria de
alcalde del crimen en Lima, de la que se le despachó título por real provisión del 20 de
enero de 1747, y por otra fechada el 8 de octubre de 1757 entró a servirla en propiedad.
Por real provisión librada el 27 de julio de 1776 se le extendió título de oidor decano
de la Real Audiencia de Santiago de Chile, traslado que consideró indecoroso y rehusó.
Tras esto, por real provisión despachada en San Ildefonso el 21 de agosto de 1777 se le
despachó título de oidor en la misma Lima, y por otra fechada el 22 de julio de 1780 se le
extendió título de consejero honorario del de Indias, sobre consulta del 6 de julio del
mismo año.
Por real cédula del 31 de enero de 1783 se le dio licencia para fundar un
mayorazgo 2736.
                                                
2736AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 789; ANRACH. 3.136; BCHB. p. 271; BCHI. pp. 98, 114, 137, 145,
185, 210, 264, 326, 358, 364; BS. p. 222; LVA. II, pp. 111, 253; LVM. pp. 107-108; MMD. 2, p. 417; 6, p.
564; 9, pp. 282-283; TI. 89, 522, 579, 674.
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17. Doctor LUIS JOSÉ FRANCISCO DE PAULA DE SANTA CRUZ Y
ZENTENO
CONSULTA: 3 de septiembre de 1777.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Lorenzo el Real, 19 de octubre de 1777.
JURAMENTO: 26 de noviembre de 1778.
CESA: 1784 (muerte).
Nació en Lima, donde fue bautizado el 11 de abril de 1716 y murió en Santiago de
Chile en 1784, bajo disposición testamentaria otorgada en abril de 1780.
Hijo del caballero de Santiago y conde de San Juan de Lurigancho don José de Santa
Cruz y Gallardo, natural de Sandia, Puno, y de doña Mariana Zenteno de Chávez y
Mendoza, natural de Lima.
Sus abuelos paternos fueron el primer conde de San Juan de Lurigancho don Luis de
Santa Cruz y Padilla, natural de Saña, y doña Juliana Fernández Gallardo, natural de
Concepción en el reino de Chile.
Sus abuelos maternos fueron don Antonio Zenteno Melo y Machado Costilla, natural
de Sevilla, y doña Juana de Chávez Salinas y Mendoza Sandoval, natural de Toledo.
Hermanos suyos fueron: i) don José, caballero de la Orden de Calatrava (1746), que
sucedió a su padre en el condado; ii) don Diego, que sucedió en el título a su hermano
José, casado con doña Juana de Queréjazu y Santiago Concha, hija del oidor limeño don
Antonio Hermenegildo de Queréjazu, y de doña María Josefa de Santiago Concha, hija
del oidor limeño don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra, natural de Lima y
primer marqués de Casa Concha, y de doña Inés de Errazquín Ilzarbe y Torres, natural de
Tarija y; iii) doña Narcisa, marquesa de Moscoso.
No constituyó familia, y en Santiago le acompañó su criado Lorenzo Vallejo, a quien
llamaba en un poder para testar otorgado en 1779 como “mi antiguo y fiel criado”, y en él
mandaba instituir por única heredera a su hermana doña Narcisa de Santa Cruz, marquesa
de Moscoso2737.
Fue colegial del Real de San Felipe en Lima. En 1739 se graduó de bachiller en
cánones por la Universidad de San Marcos, donde luego obtuvo la borla doctoral. En
1743 fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Lima.
Viajó a la Península y allí, previo servicio pecuniario de 10.000 pesos, obtuvo por real
decreto de 5 de marzo de 1746 una plaza de oidor supernumerario en Quito, de la que se
le extendió título por real provisión del 25 de mayo de 1746, y que comenzó a servir en
1753, ya en plaza de número por muerte del propietario don José de Llorente.
Despachó en Quito hasta 1772, año en que pasó como oidor a la Real Audiencia de
Charcas trasladado conforme a su título extendido por real provisión del 22 de julio de
1771.
Sobre consulta del 3 de septiembre de 1777 fue nombrado oidor decano de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, y se le despachó su título por real provisión fechada en
                                                
2737 ANE. 788, Poder para testar del oidor don Luis de Santa Cruz y Zenteno, Santiago, 10-XII-1779,
fs. 464 vta.-467 vta.
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San Lorenzo el Real el 19 de octubre del mismo año. Llegó al reino el 2 de noviembre del
año siguiente y juró en su oficio el 26 del mismo mes, sirviéndolo hasta su muerte
En 1746 ingresó a la Orden de Calatrava.
Poseyó una librería que ascendía 162 volúmenes, en la cual se advertía la presencia
mayoritaria de la literatura jurídica del mos italicus tardío, y también algunas obras del
gusto de los ilustrados2738.
18. Licenciado JUAN HIPÓLITO SUÁREZ TRESPALACIOS Y ESCANDÓN
CONSULTA: 22 de marzo de 1786.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 4 de mayo de 1786.
JURAMENTO: 31 de marzo de 1787.
CESA: Diciembre de 1788 (muerte).
Nació en Abin, Principado de Asturias, concejo de Honiz, el 13 de agosto de 1744 y
falleció soltero en Santiago de Chile en diciembre de 1788, tras haber conferido poder
para testar el 25 de octubre del mismo año, ante el escribano Nicolás de Herrera, a sus
colegas don Joaquín Pérez de Uriondo y don Francisco Tadeo Diez de Medina, a quienes
designó como albaceas2739.
Hijo de don Juan Suárez de la Cueva y de doña Francisca Trespalacios y Escandón.
No tomó estado matrimonial.
Estudió en la Universidad de Oviedo, en cuyas facultades se graduó de bachiller en
leyes el año 1768 y en cánones dos años después.
En 1774 fue admitido a la práctica de leyes por el Consejo Real.
Sobre consulta del 22 de marzo de 1786 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, oficio del que se le despachó título por real provisión
fechada en Aranjuez el 4 de mayo del mismo año. Tomó posesión el 31 de marzo de 1787
y sirvió su plaza hasta su muerte.
El 2 de octubre de 1788 el gobernador, capitán general, y presidente de la Real
Audiencia de Santiago don Ambrosio O'Higgins decidió que se practicara una visita
general de escribanos, y para ello nombró al oidor don Juan Hipólito Suárez
Trespalacios y Escandón:
..Elijo y nombro al Sr. Dn. Juan Suárez Trespalacios, del Consejo de Su
Magestad, Oydor y Alcalde de Corte de esta Real Audiencia, para que en virtud
de toda la comisión necesaria en Derecho, que por el presente le concedo
proceda a hacer una visita y reconocimiento universal de todos los oficios de
Escrivanos de esta capital, y me dé cuenta de sus resultas con los autos y
diligencias, para mi inteligencia, y poder expedir en su conformidad, todas las
                                                
2738 AGI. Chile, 223; AGI. Quito, 122; ANE. 788;ANRACH. 2.573, pza. 3, 3.136, 3.138; BCHB: p.
314; BCHI. pp. 210, 264, 318, 328, 329; JBC. pp. 405-418; LVA. I, pp. 318, 339, 340, 392, 460-461, II.
pp. 126-131, 267; MMD. 7, pp. 187, 188, 207, 208; RYU. pp. 681-682; TI. pp. 495, 552, 598, 618.
2739 ANRACH. 651, Poder para testar del oidor don Juan Hipólito Suárez Trespalacios y Escandón,
Santiago, 25-X-1788.
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órdenes que puedan servir de apoyo a la execución de las providencias que sobre
el particular dictare el expresado Sr. ministro como Juez Visitador de
Escribanos2740.
Sin embargo, este nombramiento quedó sin efecto, pues a los pocos días murió el
oidor Suárez Trespalacios, ante lo cual el 28 de octubre de 1788 el presidente nombró
para continuar la visita al oidor don Juan Rodríguez Ballesteros2741.
Este magistrado contó con una importante librería, que se componía de 365 volúmenes
que correspondían a 204 títulos. Esta biblioteca mostraba a un letrado típicamente
ilustrado, que poseía obras muy del gusto dieciochesco, tales como las de Jacobo Bossuet
(1627-1704), Antonio Codorniu (1709-1771), José del Campillo (16 ?-1744), Pedro
Rodríguez Campomanes (1723-1803), Antonio José Alvarez de Abreu (1683-1775), José
Febrero Bermúdez (1732-1790), Benito Jerónimo de Feyjoo (1676-1764), Claudio Fleury
(1640-1723), Juan Heineccio (1681-1741), etc2742.
Ya muerto, por real provisión del 10 de abril de 1789 se había dispuesto su traslado a
la Real Audiencia de Buenos Aires, para ocupar la plaza del oidor don Alonso González
Pérez, que debía servir la suya en Santiago 2743.
19. Licenciado ALONSO GONZÁLEZ PÉREZ
NOMBRAMIENTO: RO. Madrid, 25 de marzo de 1789.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 10 de abril de 1789.
JURAMENTO: 17 de marzo de 1790.
CESA: 19 de diciembre de 1798 (27/5/1799).
Nació en Cornaintes, Galicia, el 8 de abril de 1743 y murió en la Península pasado el
año 1804.
Hijo legítimo de los peninsulares don Tomás González y doña Matilde Pérez.
No tomó estado matrimonial.
En 1765 se graduó de bachiller en filosofía por la Universidad de Salamanca, al año
siguiente de bachiller en leyes, en 1767 de bachiller en cánones y en 1777 de licenciado
en la misma facultad. En 1776 ingresó al Colegio Mayor de Oviedo, del que fue rector
durante tres años. En la Universidad de Salamanca regentó la cátedra de cánones.
Por real provisión despachada el 28 de enero de 1778 se le libró título de oidor en la
Real Audiencia de Charcas. Por otra de 12 de julio de 1783 se le proveyó como oidor
                                                
2740 ANRACH. 2.167, pza. 7, Autos formados sobre la visita de los Archivos de Escrivanos deste
Reino, Juez de ella el Sr. Dn. Juan Rodriguez Ballesteros, Año de 1788, Auto del presidente, Santiago,
12-X-1788, fs. 161-162.
2741 Idem, Auto del presidente, Santiago, 28-X-1788, fs. 164.
2742 BARRIENTOS GRANDON, Javier, La cultura jurídica en el reino de Chile. Bibliotecas de
ministros de la Real Audiencia de Santiago (s. XVII-XVIII) , Santiago, 1992, pp. 419-453.
2743 AGI. Chile, 223; ANRACH. 651, 2.248, 2.767, 3.005, 3.136; BCHB. p. 325; BCHI. pp. 280, 328;
JBC. pp. 419-453; MD. p. 848; TI. p. 598.
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fundador de la segunda audiencia de Buenos Aires. Mientras sirvió en este último tribunal
se desempeñó como miembro de la Junta Superior de la Real Hacienda en 1784.
Por real orden fechado en Madrid el 25 de marzo de 1789 se dispuso su traslado a la
Real Audiencia de Chile para ocupar la plaza del oidor Suárez Trespalacios, quien a su
vez pasaba a servir la suya en Buenos Aires, despachándosele su título por real provisión
fechada en Madrid el 10 de abril de 1789, que expresaba:
Don Carlos (III)...Por cuanto, habiendo resuelto que vos, el oidor de mi Real
Audiencia de Buenos Aires, don Alonso González Pérez paséis a la de Chile a
servir la plaza del ministro de aquella Audiencia don Juan Hipólito Suárez y que
éste sirva en Buenos Aires la que ocupáis, con el goce uno y otro de los sueldos
que en el días disfrutáis....
Al ser trasladado se lo hizo: Reprendiéndole al mismo tiempo la ignorancia e
irregulares procedimientos con que se versó en una comisión que, estando en Charcas, le
había conferido el virrey para formar causa al regente y dos oidores sobre una mala
versación2744.
Juró su plaza en el tribunal de Santiago el 17 de marzo de 1790 y despachó en ella
hasta el 27 de mayo de 1799, día en que se hizo efectiva la jubilación que se le había
concedido por real cédula del 19 de diciembre de 1798, sobre consulta del 2 de diciembre
del mismo año.
Al momento de jubilar, únicamente servían en la Real Audiencia de Santiago los
oidores, don José de Santiago Concha y don José Santiago de Aldunate, por tal razón el
regente del tribunal, don José de Rezabal y Ugarte, solicitó el 29 de mayo de 1799 al
gobernador, don Joaquín del Pino, que por la falta de ministros autorizase la asistencia al
despacho del oidor González Pérez. El gobernador aceptó la proposición y pasó la
siguiente nota al regente:
Santiago y mayo treinta y uno de 1799. Con la mayor brevedad he trasladado
al Sr. Dn. Alonso González Pérez las razones en que U.S. se funda para solicitar
que este Ministro, no obstante su jubilación, prosiga asistiendo al despacho de
ese tribunal y demás juntas y comisiones que tenía a su cargo, mientras subsiste
la necesidad y escasez de ministros, y no dudando que impuesto de ellos lo
ejecute, expóngolo a U.S. en contestación a su papel del veinte y nueve del que
expira. Dios guarde a U.S.
De inmediato se extendió el siguiente documento que autorizaba al oidor González
Pérez para continuar en el tribunal:
Recibido este oficio y en su inteligencia y cumplimiento, esperándose el que
le dará en cuanto le sea posible el acreditado zelo por el real servicio, del Sr. Dn.
Alonso González Pérez, téngasele por Ministro Habilitado para continuar
asistiendo al despacho en esta Real Audiencia y de las comisiones y juntas que le
estaban encargadas, mientras que no se lo impidan las disposiciones de su viaje a
España en que piensa entender el dicho Sr. por el mes de septiembre, según lo ha
significado al tribunal.
                                                
2744 AGI. Chile, 184, Provisiones de empleos, mercedes y gracias, 1798, Consulta, 10-II-1798.
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Hay testimonios de su actuación hasta septiembre de 1799, por lo que es probable que
efectivamente saliera de Santiago en octubre rumbo a la Península. En 1804 se encontraba
en Buenos Aires2745.
20. Doctor JOSÉ SANTIAGO IGNACIO ALDUNATE Y GUERRERO
NOMBRAMIENTO: RD. San Lorenzo el Real, 13 de septiembre de 1795.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. San Lorenzo el Real, 8 de octubre de 1795.
JURAMENTO: 25 de enero de 1797.
NOMBRAMIENTO: RD. 2 de diciembre de 1798
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 19 de diciembre de 1798.
JURAMENTO: 19 de diciembre de 1798.
CESA: 6 de abril de 1811 (renuncia).
REASUME: 15 de marzo de 1815.
CESA: 16 de noviembre de 1815 (1816).
Nació en Santiago de Chile a las cinco de la mañana del día 23 de marzo de 1754 y
murió allí mismo después de 1822.
Segundo hijo del oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Domingo
Martínez de Aldunate, natural de Santiago, y de su segunda mujer doña María Micaela
Guerrero Carrera, natural de la Serena.
Sus abuelos paternos fueron el capitán don Juan Felipe Martínez de Ujué y Aldunate,
natural de Pamplona, y doña Juana de Barahona y Ureta, natural de Santiago de Chile.
Sus abuelos maternos fueron don Marcelino Rodríguez Guerrero, y doña Rosa de la
Carrera.
Casó en Santiago con doña Josefa Corail y Echenique, natural del reino de Chile, con
quien tuvo cinco hijos, a saber, Ana, Josefa, Miguel, Domingo, y Vicente.
Inició sus estudios en el Convictorio de San Francisco Javier de Santiago de Chile, y
luego se graduó de bachiller y licenciado en teología por la Universidad de San Felipe,
donde también obtuvo las borlas doctorales en teología el 5 de febrero de 1773.
Fue procurador general de la Universidad de San Felipe de Santiago de Chile.
Por real decreto fechado en San Lorenzo el Real el 13 de septiembre de 1795 se le
concedió plaza supernumeraria de oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile, con
opción a la primera vacante del número, de la que se le extendió título por real provisión
fechada en San Lorenzo el 8 de octubre de 1795, y tomó posesión de ella el 25 de enero
de 1797.
Por real decreto fechado el 2 de diciembre de 1798 se le concedió la plaza del número,
conforme a su opción, para ocupar la vacante quedada por jubilación de don Alonso
González Pérez, pero sólo con medio sueldo mientras viviera dicho ministro. Se le
                                                
2745 AGI. Chile, 184, 223; ANRACH. 2.248, pza. 2, 2.767, 3.012, 3.136, 3.138; BCHB. p. 147; BCHI.
pp. 278, 308, 320, 328; MD. p. 378; TI. pp. 598, 617, 648.
658
extendió su título por real provisión fechada en Madrid el 19 de diciembre de 1798, en la
que se mantuvo hasta su renuncia, que presentó a la Junta Gubernativa del Reino, el 6 de
abril de 1811. El 18 de abril partió a Valparaíso, rumbo a Lima.
Entre el 15 de marzo de 1797 y el 5 de agosto de 1798 despachó interinamente en la
fiscalía del tribunal, en su calidad de oidor más moderno, pues había muerto el titular don
Joaquín Pérez de Uriondo y Martierena, y cesó en ella al llegar el propietario don
Francisco Manuel de Herrera.
El 15 de marzo de 1815, reasumió su plaza en el acto de reinstalación de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, y la sirvió hasta junio de 1816, época en la que pasó a
Lima, provisto como alcalde del crimen.
Sobre consulta del 9 de septiembre de 1815 fue ascendido a plaza de alcalde del
crimen de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por promoción de
don Gaspar Antonio de Osma, y se le despachó su título por real provisión fechada en
Madrid el 16 de noviembre del mismo año, oficio que comenzó a servir el 13 de enero de
1817.
Sobre consulta de Cámara del 19 de octubre de 1816 fue ascendido a plaza de oidor en
la misma audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por traslado de don Manuel
Genaro de Villota, y se le despachó su título por real provisión fechada en Madrid el 19
de noviembre de 1816, oficio en el que se mantuvo hasta 1821, año en que se suprimió la
audiencia y se la reemplazó por la Alta Cámara de Justicia del Perú, de la cual no quiso
ocupar una plaza de vocal que le había conferido el general José de San Martín el 28 de
agosto de 1821.
En 1822 regresó a Chile, donde falleció posteriormente2746.
21. Doctor JOSÉ ANTONIO RODRÍGUEZ ALDEA
TÍTULO INTERINO: D. Lima, 12 de noviembre de 1814.
JURAMENTO: 15 de marzo de 1815.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. 29 de julio de 1815.
CONSULTA: 9 de septiembre de 1815.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 24 de octubre de 1815.
CESA: febrero de 1817.
Nació en Chillán, reino de Chile, el 6 de agosto de 1779 y murió en Santiago el 3 de
junio de 1841.
Hijo legítimo de don Agustín Antonio Rodríguez Álvarez, natural de Galicia y de doña
María del Rosario Aldea Canales de la Cerda, natural de Chillán en el reino de Chile.
Sus abuelos maternos fueron don Alonso de Aldea, natural de Andalucía, y doña
Xaviera Canales de la Cerda.
                                                
2746 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 789, 790; ANFV. 331, pza. 12; ANRACH. 496, pza. 10, 2.268,
3.005; BCHB. p. 8; BCHI. pp. 199, 286, 328, 329, 362, 368; LVM. pp. 3-4; MMD. 1, p. 92; RYU. pp. 755-
756; TI. pp. 521, 598.
659
Casó con doña Mercedes Velasco Osuna, natural de Santiago de Chile, matrimonio del
que nació don Francisco de Paula.
Estudió en la Universidad de San Marcos de Lima, en cuyas facultades se graduó de
bachiller, licenciado y doctor en leyes el año 1805, y fue recibido como abogado por la
audiencia virreinal.
Sirvió como notario mayor de la curia eclesiástica de la arquidiócesis del Perú. El
virrey Abascal le nombró el 14 de diciembre de 1813 auditor de guerra interino del
ejército restaurador de Chile.
Por decreto del mismo virrey, fechado el 12 de noviembre de 1814 fue nombrado oidor
interino de la Real Audiencia de Santiago, con goce a medio salario, oficio del que prestó
juramento el día de la reapertura del tribunal, es decir, el 15 de marzo de 1815,
comenzando a despachar también como fiscal interino en su calidad de oidor más
moderno.
El 29 de julio de 1815 fue nombrado oidor supernumerario y, sobre consulta del 9 de
noviembre de 1815 fue nombrado oidor propietario, plaza de la que se le libró título por
real provisión fechada en Madrid el 24 de octubre del mismo año.
Después de la independencia tomó el bando de O'Higgins, quien el 2 de marzo de 1820
le nombró ministro de hacienda, y el 17 de junio del mismo año fue designado Director
Supremo Delegado en el Ministerio de Hacienda, y el 1 de noviembre de 1822, Director
Supremo Delegado en los departamentos de Hacienda y Guerra.
En 1823, tras la caída de O'Higgins fue desterrado a la hacienda de su suegro, donde
sólo permaneció tres días, pues luego fue conducido a prisión en el cuartel de San
Agustín, iniciándose su juicio de residencia. Luego fue desterrado al Perú.
Regresó al país en 1827 y dos años después fue elegido senador por la provincia de
Concepción, pero no prestó juramento ante el Congreso.
Después de la batalla de Lircay, el 12 de abril de 1830, fue designado vicepresidente
del Congreso de Plenipotenciarios y desde el 18 de abril se desempeñó como su
presidente2747.
2. SEGUNDA PLAZA DE OIDOR
1. Licenciado HERNANDO TALAVERANO GALLEGOS
CONSULTA: 14 de diciembre de 1605.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 23 de marzo de 1606.
JURAMENTO: 8 de septiembre de 1609.
CESA: 1619 (muerte).
DECANO: 1612 - 1619.
                                                
2747 AGI. Chile, 223; ANRACH. 2.106 (2); 2.119; TI. p. 598; RODRÍGUEZ VELASCO, Francisco de
Paula, Biografía del doctor José A. Rodríguez Aldea , Santiago, 1862.
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Nació en Extremadura hacia 1553 y murió en Santiago de Chile a fines de 1619.
Casó con doña Catalina de Ledezma, en quien tuvo cuatro hijas.
Estudió en la Universidad de Granada, donde se graduó de licenciado. En 1577 fue
recibido como abogado por la Real Audiencia de Granada.
Fue abogado del duque de Béjar, corregidor del estado de Burguillos, y abogado de
presos del Santo Oficio en Llerena. El 12 de abril de 1595 fue nombrado consultor del
Santo Oficio en Llerena, oficio que sirvió hasta 1602.
Por despacho del 4 de noviembre de 1602 fue nombrado lugarteniente de gobernador y
capitán general del reino de Chile, para ocupar la plaza que servía el licenciado don Pedro
de Vizcarra, con goce a un salario anual de 3.000 pesos de a 450 maravedises.
Salió de España en los galeones del año 1603 y arribó a Lima el 3 de octubre del
mismo año, para finalmente desembarcar en Concepción el 17 de diciembre de 1603 y
tomar posesión de su destino el 13 de enero de 1604, en el que se mantuvo hasta el 8 de
septiembre de 1609.
Su residencia del tiempo que sirvió como lugarteniente estuvo a cargo del oidor don
Juan Caxal, quien falló el 30 de junio de 1614 absolviéndole de los capítulos que se le
habían puesto que, entre otros, eran el de tener estancia con ganado a cuatro leguas de la
ciudad de Santiago y haber sembrado trigo y otras legumbres en ella.
Por real cédula de 7 de noviembre de 1603 había sido nombrado consultor de la
Inquisición en Chile, y en 1605 fue provisto como juez de bienes confiscados por la
Inquisición. Fue, además, juez de residencia del licenciado Vizcarra.
Sobre consulta del 14 de diciembre de 1605 fue nombrado oidor fundador del la Real
Audiencia de Santiago en calidad de subdecano, plaza de la que se le despachó título por
real provisión fechada en Madrid el 23 de marzo de 1606. Se recibió de ella el día de la
instalación del tribunal y sólo la dejó a su muerte.
Mientras sirvió como oidor le correspondió efectuar la visita general de la tierra para
observar el cumplimiento de las ordenanzas tocantes a la buena conservación de los
indios. Desde 1612 ocupó el decanato del tribunal, sitial en el que sucedió a don Luis
Merlo de la Fuente.
A la muerte del gobernador don Alonso de Ribera le correspondió asumir
interinamente la presidencia y gobernación del reino, pues el presidente fallecido le había
nombrado como sucesor por despacho librado en Concepción el 9 de marzo de 1617.
Asumió estos empleos el 16 de marzo de 1617 y se mantuvo en ellos hasta el 23 de
noviembre del mismo año.
Por real cédula fechada en Madrid el 2 de mayo de 1615 se ordenó a la Audiencia que
informara sobre las noticias que se tenían a cerca de que el oidor Talaverano poseía
chácara para sementeras y para criar ganado. En definitiva, el Consejo de Indias, por
sentencia del 25 de noviembre de 1617 le impuso una multa de cien ducados y ordenó la
requisición de la estancia.
Desde 1616 su salud se encontraba muy quebrantada, por ello sus colegas, el oidor
Caxal y el fiscal Machado, el 12 de marzo de dicho año solicitaron al monarca que le
diera licencia para llevar su casa a España, jubilándole con goce a salario íntegro, porque:
El licenciado Fernando Talaverano Gallegos, oidor más antiguo de esta real audiencia
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es de edad de más de setenta años. Vive con muchos achaques y con tan corta vista que si
no es de muy junto no conoce una persona, y con falta grande en el oír, y que no tiene
diente ni muela en la boca, y que algunas veces le fatiga la gota, y que todo el invierno
tiene corrimientos al pecho, que está asmático, y ha más de cuarenta años que sirve a
V.M. en España y estas partes2748.
Por real cédula fechada en Madrid el 17 de noviembre de 1617 se pidió informe al
virrey sobre la jubilación de Talaverano, y por carta real del 10 de diciembre de 1618 se le
respondió que no se accedía por ahora.
El padre Diego de Rosales le describía en los últimos años de su vida como: Pequeño
de cuerpo, grande de ánimo, de sesenta años, cortés, afable y humano, tan liberal que
pocos le llegaron a pedir mercedes que no se las hiciere, y tan bien afortunado en su
gobierno que no tuvo desgracia ninguna, ni pérdidas, antes muchas ganancias.
Sobre consulta del 23 de abril de 1622 se concedió a su viuda la acostumbrada ayuda
de costa de seis meses de salario del oidor difunto2749.
2. Doctor GASPAR DE NARVÁEZ Y VALDELOMAR
CONSULTA: 22 de enero de 1620.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 13 de marzo de 1620.
JURAMENTO: 19 de enero de 1622.
CESA: 13 de julio de 1632 (muerte).
Nació en Jaén, Andalucía, en 1556 y murió en Santiago de Chile el 13 de julio de
1632, bajo disposición testamentaria otorgada el 13 de octubre de 1629 ante el escribano
don Diego Rutal2750. Extendió codicilos el 16 de diciembre de 1630 y el 12 de julio de
1632 ante el escribano don Antonio de Bocanegra, y su albacea fue su hijo don Alonso.
Fue sepultado en el monasterio de Santo Domingo.
Hijo legítimo de don Luis Narváez y Valdelomar, natural de Baeza, y de doña Catalina
de la Cruz Aldana y Robledo, natural de Jaén.
Sus abuelos paternos fueron don Alonso de Valdelomar y Narváez, natural de Baeza, y
doña Beatriz Ayllón y Cerón; y los maternos, don Alonso de Robledo, natural de las
Montañas de Burgos, y doña Catalina Rodríguez de Aldana, natural de Cáceres,
Extremadura.
Hermano suyo fue don Alonso Narváez de Valdelomar, que vivió en León de Huánuco
de los Caballeros, casado con doña Beatriz Jara de Espinosa, padres de doña Catalina y
doña Isabel Narváez. Como su situación económica no era buena don Gaspar le llevó a
Chile junto a su familia y le mantuvo hasta el fin de sus días.
                                                
2748 MM. 115, doc. 1.967, Carta de los licenciados Caxal y Machado al rey, Santiago, 12-III-1616, fs.
103.
2749AGI. Chile, 1, 67, 166; ANRACH. 3.136, 3.138; MBHCH. I, p. 152; MD.; MM. 115, fs. 103 y ss.,
116, fs. 37 y ss.; RYU. p. 579; SCH. II p. 517; SM. pp. 15-19.
2750 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs.
304-329.
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Casó en Sevilla, cuando era abogado de dicha audiencia y teniente de la tierra, el año
1581 con doña Úrsula Ortiz Romano, natural de Sevilla, y muerta en Santo Domingo, hija
de don Francisco Romano, natural de Valladolid, y de doña Constanza Ortiz, natural de
Sevilla. Recibió por dote la suma de 6.000 ducados de a once reales de plata cada uno.
De este matrimonio nacieron varios hijos, de los que sólo sobrevivieron los tres
siguientes:
i) El maestre de campo don Alonso de Narváez y Valdelomar, natural de Sevilla,
casado con doña Juana Pantoja y Valenzuela, y muerto en Santiago el 14 de julio de 1656,
bajo disposición testamentaria otorgada ante el escribano Antonio de Bocanegra el 7 de
enero de 1656, que corre inserto en el protocolo de Pedro Vélez2751. Tuvo por hija natural
a doña Úrsula de Narváez, natural de Santo Domingo, casada en Santiago con el capitán
don Alonso de Atienza.
ii) El capitán don Luis de Narváez y Valdelomar, residente en Madrid donde fue
procurador general de las ciudades de la isla de la Española..
iii) Doña Dionisia de Narváez y Valdelomar, casada en Panamá con don Diego de
Meneses y Ribera, alguacil mayor de corte de la Audiencia de Panamá, y viuda de él
contrajo nuevo matrimonio con don José de Quiñones Sodocin.
Tuvo además en Madrid una hija natural llamada doña Luisa de Narváez y
Valdelomar, que al momento de nacer fue entregada a una dama para que la criase y a la
que llevó consigo a Santo Domingo, donde fue criada en el Convento de Monjas Regina
Angelorum en el que tomó el hábito y profesó, a la que dotó debidamente y donó una
esclava negra llamada Lucía y una india de El Dorado para que la sirviese.
Hacia 1578 residía en la villa de Madrid como procurador general de las provincias de
Charcas. Pasó luego a Sevilla donde fue recibido como abogado por dicha audiencia, y
sirvió como relator de ella, saliendo a muchas comisiones, y en 1581 era teniente de la
tierra en Sevilla.
En 1584 pasó al Perú con el conde del Villar y allí fue dos veces teniente de corregidor
de la ciudad de Lima. El virrey conde del Villar le designó corregidor de Paucarpolla,
oficio en que fue confirmado por el virrey marqués de Cañete, quien también le nombró
juez de residencia de don Gabriel de Montalvo, gobernador de Chucuito, tras lo cual fue
designado teniente de corregidor de Potosí por dos veces, y luego corregidor de dicho
partido a instancias de don Luis de Velasco.
En Lima fue excomulgado y, reprendido por la audiencia, desterrado a veinte leguas de
la ciudad por haber autorizado con su presencia el tormento que el virrey conde del Villar
había hecho dar, por desacato, al doctor Salinas, abogado de presos del Santo Oficio.
Sobre consulta de Cámara fechada en Valladolid el 5 de octubre de 1604 fue nombrado
oidor en la Real Audiencia de Santo Domingo, para ocupar la vacante quedada por
ascenso del doctor Núñez Morquecho a una plaza en Quito, y se le extendió su título por
real provisión expedida el 30 de octubre de 1604.
Sobre consulta del 22 de enero de 1620 fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, para ocupar la vacante quedada por muerte del licenciado Talaverano
                                                
2751 ANE. 237, Testamento de don Alonso de Narváez y Valdelomar, Santiago, 7-I-1656, fs. 210-221.
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Gallegos. Por real provisión fechada en Madrid el 20 de marzo de 1620 se le despachó
título de esta plaza, de la que tomó posesión el 19 de enero de 1622, manteniéndose en
ella hasta su muerte.
Mientras despachó en Santiago, se malquistó con el oidor decano don Cristóbal de la
Cerda y Sotomayor y con el fiscal don Jácobe de Adaro y San Martín, hasta el extremo de
haber corrido el rumor de que junto a sus colegas Hernando Machado y Rodrigo de
Carvajal, habían intentado darles muerte. El oidor Narváez, jura a Dios en su testamento
que, ni de burla ni, de veras intentó semejante cosa: Declaro que en los años pasados los
SS. DD. Don Christoval de la Cerda Sotomayor, oydor mas antiguo desta Real Audiencia
de Santiago de Chile y Jacove Adaro y San Martin fiscal della, dixeron y publicaron que
los SS. licenciado Hernando Machado, Dn. Rodrigo de Carvajal y Mendoza, asimismo
Oydores della, y yo, los queriamos matar, de que se causo grande escandalo en esta
ciudad y reyno, y fuera por haberse determinado a decirlo sin fundamento ninguno, juro
a Dios y a esta señal de Cruz + que ni yo ni los dichos SS. licenciados Dn. Hernando
Machado y Dn. Rodrigo de Carvajal, ni de burlas ni de veras, ni en otra manera ni forma
de tal se tarto ni comunico, ni se ni entiendo que estos pensamientos ni imaginacion
hubiese, y debajo de juramento que tengo fecho digo con toda verdad2752.
Como si no le hubiera parecido bastante la declaración anterior para desvirtuar los
rumores, en su codicilo fechado el 10 de diciembre de 1631 designó expresamente a sus
colegas de la Cerda y Sotomayor, Adaro y San Martín, y Carvajal por sus albaceas2753.
El oidor Narváez y Valdelomar contó con una biblioteca de cierta consideración para
la época, pues ella se componía de 94 cuerpos de libros, de los cuales solamente uno no
era de derecho, y así alcanzaban a 55 obras jurídicas. Su librería se caracterizaba por el
predominio de la literatura jurídica del ius commune, en la que aparecían glosadores como
Azo de Bolonia (c.1160-1230); comentaristas como Paulo de Castro (13 ?-1445) y
Nicolás Tudeschis (c.1383-1445); comentaristas de legislación real, como Gregorio
López (1496-1560) y Tello Fernández Mexía (15 ?-1595); consiliaristas como Aymone
Craveta (1504-1569); decisionistas, como Próspero Farinacio (1544-1618); humanistas,
como Fernando Vázquez de Menchaca (1512-1569); tratadistas como Juan Gutiérrez
(1530-1618); y juristas indianos como Juan de Hevia Bolaños (c.1570-1623)2754.
A su muerte poseía una regular fortuna, habiendo dispuesto de crecidas sumas para sus
misas y entierro, para las mandas forzosas y de limosna, incluso para decir mil misas
rezadas de requiem. A su hija la había dotado con 15.000 pesos de plata2755.
3. Doctor PEDRO GUTIÉRREZ DE LUGO
CONSULTA: 27 de septiembre de 1633.
                                                
2752 ANE. 132, Testamento del oidor don Gaspar de Narváez y Valdelomar, Santiago, 13-X-1629, fs.
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NOMBRAMIENTO: RD. 25 de enero de 1634.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 29 de marzo de 1634.
JURAMENTO: 10 de abril de 1636.
CESA: 23 de noviembre de 1643 (muerte).
Nació en Santo Domingo en la segunda mitad del siglo XVI y murió en Santiago de
Chile el 23 de noviembre de 1643, bajo disposición testamentaria otorgada el 21 de
octubre del mismo año, habiéndosele enterrado en el Convento de Santo Domingo 2756.
Hijo legítimo del escribano de cámara de la Real Audiencia de Santo Domingo don
Agustín Gutiérrez de Lugo, natural de Medina del Campo, y de su segunda mujer, doña
María Güemes de la Fuente, natural de la Fuente del Maestro en Extremadura.
Hermanos suyos fueron don Juan de Lugo, doña Ana de Lugo, y doña Inés de Lugo.
No tomó estado matrimonial.
En 1614 abandonó Santo Domingo y pasó a estudiar cánones y leyes a la Universidad
de Salamanca, donde permaneció 16 años, graduándose en 1621. Se graduó de bachiller
en cánones y leyes, de licenciado y doctor, y sólo por un voto no fue honrosamente
distinguido con una doble licenciatura.
Fue elegido contador y diputado del claustro y leyó como substituto la cátedra de
Prima de Cánones acrescentándola de oyentes, según decía la Cámara al consultarlo y,
agregaba, que: Los catedráticos y maestros de la dicha Universidad dicen que si hubiera
tenido hacienda con que poder tratar de la oposición de las cátedras lo fuera hoy por el
grande crédito de sus estudios de que resultaría a la Universidad considerable
aumento2757.
El año 1629 presidió en Madrid unas conclusiones en las que arguyeron el cardenal de
Guzmán, colegiales mayores, otros ministros, y el claustro de la universidad.
Gozó de un prestigio no igualado en la Universidad de Salamanca, cuyo claustro decía
que: En los actos públicos es oído con atención y admiración y que esta llegó a ser tan
grande que comúnmente fue tenido por el más docto, mejor y más aventajado profesor de
aquel tiempo...Se tiene de él concepto en muchas cosas igual y en otras superior a los
mayores profesores de Francia y Flandes2758.
En el resumen de su relación de méritos formada en el Consejo de Indias se decía que:
En lo theorico del Derecho, erudicion eclesiastica y de concilios tiene hechos
particulares escritos2759, aunque no se conoce obra alguna suya.
Sobre consulta del 27 de septiembre de 1633 fue nombrado oidor propietario de la
Real Audiencia de Santiago, plaza de la que se le despachó título por real provisión
                                                
2756 ANE. 194, fs. 114-119.
2757 AGI. Chile, 1, Consultas 1578-1665, Consulta nº 227, 27-IX-1633.
2758 AGI. Indiferente, 1.846 A, Relaciones de pretendientes a plazas de las Audiencias y empleos de
Real Hacienda, Dr. Pedro Gutiérrez de Lugo, s/f.
2759 Ibidem.
665
fechada en Madrid el 23 de marzo de 1634. Tomó posesión de ella el 10 de abril de 1636
y la sirvió hasta su muerte.
Al morir contaba con muy pocos bienes, entre los que se hallaban dos negros esclavos
llamados Antonio y Andrés, una india Auca esclava llamada Ana, y su biblioteca,
respecto de la cual decía en su testamento: Declaro por mis bienes algunos libros de
derecho y de buenas letras y estos son de consideracion, midase por buen precio en la
venta de ellos si son graves2760.
4. Doctor NICOLÁS POLANCO DE SANTILLANA
TÍTULO DEPOSITADO: Decreto, Lima, 11 de marzo de 1643.
JURAMENTO: 10 de mayo de 1644.
CESA: 3 de diciembre de 1658 (agosto 1659).
DECANO: 1652 - 1659.
Nació en Lima, donde fue bautizado el 1 de marzo de 1603 y murió allí mismo el 15
de julio de 1664, bajo disposición testamentaria otorgada el 17 de mayo de dicho año ante
el escribano don Fabián Fernández.
Hijo legítimo del relator de la audiencia limeña don Fabián Polanco Velarde de
Santillana, natural de Carrión de los Condes, y de doña Luisa Cano Gutiérrez, natural de
Lima, donde habían contraído matrimonio el 8 de noviembre de 1598.
Sus abuelos paternos fueron el capitán don Nicolás Polanco de Santillana, natural de
Cuenco en Oviedo, y doña Dorotea Calderón, natural de Carrión de los Condes, y sus
abuelos maternos, don Marcos Cano, natural de Villanueva de la Serena en Extremadura,
y doña Ana Gutiérrez, natural de Cáceres, Extremadura.
Casó el 20 de mayo de 1639 con doña Juana Guzmán Córdoba y Cabrera, natural de
Granada, hija del capitán de las Guardias Viejas de Castilla don Diego Guzmán y
Córdoba, natural de Córdoba, y de doña Catalina de Cabrera y Zúñiga, natural de Sevilla,
hija del alcalde de la Audiencia y Chancillería Real de Granada don Jerónimo de Cabrera.
De este matrimonio nacieron: i) don Fabián Polanco de Guzmán, natural de Lima,
casado con doña Inés de Espinosa y Pastrana y; ii) doña Catalina Polanco de Santillana y
Guzmán, casada con don Jerónimo de Jáuregui y Guzmán, hijo legítimo de don Miguel de
Jáuregui y Guzmán y de doña Isabel de Leiva, vecinos de Sevilla. El recibo de la dote fue
otorgado en Santiago de Chile el 13 de febrero de 1658, y ella ascendía a 10.000 pesos de
plata de a ocho reales2761.
En 1640 ingresó a la Orden de Santiago.
Estudió en la Universidad de Salamanca, en cuyas facultades se graduó de licenciado
en cánones en junio de 1627 y de doctor en febrero de 1630. En dicha universidad hizo
oposición a la cátedra de Instituta en 1628.
                                                
2760 AGI. Chile, 1, 223; AGI. Indiferente, 1.846 A; ANE. 194; ANFV. 300; ANRACH. 3.136; MD.;
RYU. p. 612, 650; SCH. II pp. 517; SM. p. 40; TI. p. 598.
2761 ANE. 97, Recibo de dote de doña Catalina Polanco de Santillana y Guzmán, Santiago, 13-XII-
1658, fs. 239.
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En la Universidad de San Marcos de Lima se hizo bachiller, licenciado y doctor en
cánones, regentando la cátedra de Instituta, y sirvió también como su procurador general.
En su juventud se dedicó a la poesía y escribió una Canción lírica y un Soneto con
consonate forssosa. Hacia 1640 dio a la imprenta un Memorial de cuatro folios dirigido al
monarca para solicitar que no se beneficiaran por dinero los oficios de corregidores y de
justicia en las Indias y que se cierre la puerta del todo a exemplar de tanto sentimiento
para sus súbditos.
Escribió también un Comentario a las leyes del título primero de la Recopilación, que
se proponía continuar el de Alfonso de Azevedo y que tenía más de mil seicientas fojas.
Además se le deben obras, escritas después del terremoto que asoló Santiago el 13 de
mayo de 1647, a saber, De obligationibus iudicum et prudentia gubernatorum exercendi
leges in casibus adversis, del que llevaba escritas mil ciento catorce fojas, y De iudicium
Indiarum. Que sepamos, ninguna de estas obras llegó a imprimirse.
Por real provisión fechada el 22 de marzo de 1630 se le despachó título de relator de la
Real Audiencia de Lima, y en 1639 el claustro de la Universidad de San Marcos le
nombró su Procurador General en Corte. Fue también regidor de la ciudad de Lima.
Por real provisión del 24 de julio de 1642 fue provisto como fiscal futurario de la Real
Audiencia de Charcas, en cuyo desempeño sirvió como juez visitador de las Cajas Reales
de Potosí, Oruro y Chuquiabo.
Por despacho del virrey conde de Alba fechado el 11 de marzo de 1643 fue depositado
en la Real Audiencia de Santiago de Chile mientras se verificaba su futura, donde juró su
plaza el 10 de mayo de 1644 y despachó en ella hasta agosto de 1659, época en que pasó a
Lima, como fiscal en lo civil.
En Chile gozó de gran prestigio por su literatura y letras. Así el cabildo de Santiago
escribía al rey el 29 de junio de 1648, para dar cuenta que el oidor Polanco de Santillana:
En cuatro años y medio que asiste en esta audiencia no le hemos conocido segunda
diversión, y en todos ellos no ha faltado a la Audiencia, sino algunos días, y esos pocos
por falta notoria de salud, y hemos reconocido en su proceder y juzgar un desinterés
limpio y de ejemplo grande en su modo de vida.
En 1649 residenció al oidor Pedro González Güemes de la Mora y al Marqués de
Baides. Se desempeñó como protector general de naturales y como fiscal interino de la
audiencia entre mayo de 1643 y principios de 1646.
Mientras sirvió en Santiago de Chile ocupó el decanato del tribunal desde la
promoción, en 1652, de su colega Bernardino Figueroa de la Cerda.
Después del terremoto de mayo de 1647 levantó a su costa la iglesia que sirvió durante
tres años de catedral en Santiago, y conoció de los negocios derivados de la rebaja de los
censos, producto del desastre2762.
Al vacar la fiscalía de la Real Audiencia de Charcas en 1651, y en conformidad a su
título futurario de ella, el virrey conde de Alba le nombró en ella por despacho del 10 de
mayo de 1651, pero prefirió mantenerse como depositado en el tribunal santiaguino.
                                                
2762 ANFV. 2, pza. 22, Autos formados sobre la rebaja de los censos, 1657.
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Por real provisión fechada en Madrid el 3 de diciembre de 1658 se le libró título de la
fiscalía civil de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por ascenso
de don Tomás Berjón de Caviedes, oficio del que se hizo cargo al año siguiente, y del que
fue promovido a una plaza de oidor en el mismo tribunal, conforme a su título extendido
por real provisión fechada en Madrid el 27 de noviembre de 1663, para ocupar la vacante
quedada por muerte de don García Francisco Carrillo y Alderete, en la que despachó hasta
su muerte.
Sobre consulta de Cámara del 20 de febrero de 1669 se hizo merced a su viuda de la
mitad del salario que gozaba2763.
5. Doctor GASPAR JOSÉ DE LA CUBA Y ARCE
CONSULTA: 17 de noviembre de 1659.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 6 de diciembre de 1659.
JURAMENTO: 10 de mayo de 1662.
CESA: 29 de diciembre de 1671 (12/12/1672).
DECANO: 1664 - 1672.
Nació en Cartagena de Indias, Nueva Granada, en mayo de 1632, y murió en Lima el
16 de febrero de 1715.
Hijo legítimo del relator de la Real Audiencia de Lima (7-IX-1647) licenciado don
Cristóbal de la Cuba y Arce (16 ?-c.1674), natural de Villa Carrillo, Jaén, y de su segunda
mujer, doña Beatriz Lara y Arroyo.
Hermano suyo fue don José de la Cuba y Arce, que le acompañó a Chile
Casó el 22 de mayo de 1688 con doña Mariana Sarmiento de Sotomayor, natural de
Ayllona, Arequipa, hija del caballero de Santiago y vizconde de Portillo don Agustín
Sarmiento de Sotomayor, y de doña María de los Ríos y Cornejo. A la sazón, doña
Mariana era viuda del caballero de la Orden de Calatrava general don Francisco Muñoz
de Vela.
Ingresó al Colegio de San Martín en Lima, y se graduó de bachiller en cánones por la
Universidad de San Marcos.
Pasó luego a los reinos de España, y allí el 18 de agosto de 1654 se graduó de
licenciado en cánones por la Universidad de Sevilla, y el 20 del mismo mes y año de
doctor en la misma facultad.
                                                
2763 AGI. Chile, 2; AGI. Lima, 260, 337, 790; ANE. 97; ANFV. 2, pza. 22, 300; ANRACH. 487, 497,
3.136, 3.138; AHCC. XII, p. 19; LVA. I, p. 328; LVM. pp. 186-187; MBHCH. I, pp. 406-413; MD; RYU.
p. 653; SCH. II, pp. 484, 491, 510, 517; SM. pp. 41-42; TI. pp. 520, 521, 525, 618; VUICS. p. 278;
POLANCO DE SANTILLANA, Nicolás, Señor. Dn. Nicolás Polanco de Santillana, Cavallero del Orden
de Santiago, como Doctor, Catedratico, y Procurador General de la Universidad de Lima, que soi...Digo
que ha venido a mi noticia, que los oficios de Corregidores y Gobernacion de aministracion de justicia de
aquellos Reynos, se trata se den a personas que sirvan con algun dinero...(Madrid, c.1640); LOHMAN
VILLENA, Guillermo, Informaciones genealógicas de peruanos ante el Santo Oficio, s/l, 1957, pp. 147,
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Sobre consulta del 17 de noviembre de 1659 se le concedió plaza de número en la Real
Audiencia de Santiago de Chile, para ocupar la vacante del oidor Nicolás Polanco de
Santillana. Su título se le despachó por real provisión fechada en Madrid el 6 de
diciembre de 1659.
Comenzó a despachar en ella el 10 de mayo de 1662 y lo hizo hasta el 12 de diciembre
de 1672, día en que salió para Lima, provisto para ocupar una plaza de alcalde del crimen,
de la que se le había librado título por real provisión del 29 de diciembre del año anterior.
Mientras sirvió en Chile tuvo a su cargo los juicios de residencia de los presidentes,
don Pedro Porter Casanate y don Angel de Peredo. En 1664 el gobernador Meneses le
envió en comisión a la provincia de Cuyo, y en 1672 efectuó la visita de los oficiales
reales de Concepción.
Junto a sus colegas Juan de la Peña, José de Meneses, Manuel de León y el fiscal
Francisco de Cárdenas, provocaron diversos disgustos al gobernador y al obispo por sus
vidas desarregladas y de mal ejemplo.
En octubre de 1661, el obispo fray Diego de Humanzoro, escribía al rey, que: Es pues
el mayor escándalo de esta ciudad en materia de deshonestidad el que dan estos señores
oidores de esta real audiencia. El señor Gaspar de la Cuba y Arce con una señora
principal, en agravio de un caballero noble y emparentado con quien está casada. Al año
siguiente, se lamentaba el prelado, de no haber: Podido, con muchos medios que he
probado, apartarlo de sus mocedades, mayormente de una mala amistad, pública y
escandalosa que tiene2764, y en fin, decía su ilustrísima, que: Sus estudios son muy cortos,
su maña mucha para lo que no conviene, y a fuerza de ella se conserva en este puesto2765.
Mas, no sólo don Gaspar atribulaba al reverendo obispo, sino también un hermano suyo:
Mancebo que se llama don José de Cuba y Arce, que da también malos ejemplos en esta
misma materia.
Por real provisión fechada en Madrid el 29 de diciembre de 1671 se le despachó título
de una alcaldía del crimen de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada
por promoción de don Pedro García de Ovalle a plaza de oidor, de la que se hizo cargo en
1673.
Por real provisión despachada en Madrid el 18 de mayo de 1683 se le libró título de
oidor de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por muerte de don
Pedro Becerra Serrano, plaza que sirvió hasta su muerte2766.
6. Doctor DIEGO PORTALES Y SALAS
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 16 de enero de 1672.
                                                
2764 ANCI. 302, Carta del obispo fray Diego de Humanzoro al rey, Santiago, 20-VI-1672, fs. 154.
2765 Ibidem.
2766 AGI. Chile, 2, 223; AGI. Lima, 789, 790; AHCC. XII, p. 300; AHUS. Libro, 629, fols. 117-118;
ANCI. 300, 302, 331; ANFV. 300; ANRACH. 3.136, 3.138; LVM. pp. 36-37; MD. p. 226; MMD. II, p.
469; RYU. p. 685; SCH. II, pp. 485, 489, 518; SM. p. 50; TI. pp. 522, 524, 598; FLOREZ DE OCARIZ,
Juan, Libro primero de las genealogías del Nuevo Reino de Granada , Madrid, 1674, reimpresión del
Archivo Nacional de Colombia, Genealogías del Nuevo Reino de Granada, Bogotá, 1955, p. 188;
MUGABURU, Josephe de y MUGABURU, Francisco de, Diario de Lima (1640-1694) , en Colección de
Libros y Documentos referentes a la historia del Perú , VIII, Lima, 1918, pp. 61, 149.
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JURAMENTO: 14 de mayo de 1673.
CESA: 19 de abril de 1681 (1683).
Nació en Lebrija, donde fue bautizado el 26 de abril de 1615, y murió en Lima el 28 de
febrero de 1688.
Hijo legítimo de don Juan Ruiz Portales, natural de Lebrija, y de doña Catalina María
de Salas.
Su abuelo paterno fue don Diego Portales, natural de Lebrija, y los maternos don
Tomás García y doña Leonor de Salas.
Su hermano don Tomás García Portales, fue padre de don Diego Portales Ortiz,
tatarabuelo del estadista chileno don Diego Portales y Fernández Palazuelos.
Por real provisión fechada en Madrid el 9 de diciembre de 1662 se le extendió título de
fiscal fundador de la primera Real Audiencia de Buenos Aires, ministerio del que se hizo
cargo el 16 de abril de 1663 y en el que despachó hasta el 15 de junio de 1668, día en que
juró como oidor en el mismo tribunal, plaza de la que se le había extendido título por real
provisión del 25 de mayo de 1667, y en la que se mantuvo hasta la supresión del referido
tribunal el 26 de octubre de 1672.
Mientras despachó en Buenos Aires sirvió el Juzgado de Bienes de Difuntos, realizó la
visita de tiendas y pulperías en 1669, y el 15 de febrero de 1671 levantó un padrón de los
115 indios de tasa del pueblo de Santa Cruz de Tilme.
Por real provisión fechada en Madrid el 16 de enero de 1672 se le despachó título de
oidor en la Real Audiencia de Santiago, plaza que comenzó a servir el 14 de mayo de
1673 y en la que continuó hasta 1683, año en que pasó a ocupar el mismo oficio en la
Real Audiencia de Charcas, que se le había concedido dos años antes.
Durante su servicio en Chile fue comisionado por el presidente don Juan Henríquez
para proseguir la causa secreta fulminada contra el oidor don Manuel de León y Escobar.
Por real cédula despachada en Madrid el 14 de octubre de 1679 se ordenó al presidente
don Juan Henríquez que hiciera efectiva la multa de 4.000 pesos en los que había sido
condenado por diversas irregularidades observadas en la tramitación de ciertos procesos
que había seguido en Buenos Aires por las arribadas de unos navíos portugueses y
holandeses.
La residencia del tiempo que sirvió en Chile fue llevada por el oidor don Juan de la
Cueva y Lugo, quien en sentencia del 15 de mayo de 1684 le declaró por bueno, recto y
limpio juez.
Por real provisión fechada el 19 de abril de 1681 se le libró título de oidor de la Real
Audiencia de Charcas, plaza que juró el 16 de noviembre de 1683, de la que fue
ascendido a oidor de la Real Audiencia de Lima conforme a su título extendido por real
provisión datada en Madrid el 13 de marzo de 1683, para ocupar la vacante quedada por
ascenso de don Diego Cristóbal de Messía a la presidencia de Charcas, oficio que sirvió
hasta su muerte2767.
                                                
2767 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 790; ANCG. 706; ANFV. 300; ANRACH. 3.136, 3.138; MD.; NCG.
pp. 655-656; SCH. II, pp. 97, 99, 485, 509, 518, 524; RYU. pp. 738-739; SM. pp. 57-58; TI. pp. 583, 598,
618, 648-649.
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7. Licenciado SANCHO GARCÍA DE SALAZAR
CONSULTA: 14 de abril de 1681.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 19 de abril de 1681.
JURAMENTO: 27 de febrero de 1683.
SUSPENDIDO: RC. 11 de noviembre de 1686.
CESA: 24 de junio de 1688.
Nació en Lima hacia 1636 y murió en el Convento de San Francisco del Monte, en las
cercanías de Santiago de Chile, el 28 de octubre de 1688, y fue sepultado al día siguiente
en el Convento de Santo Domingo.
Hijo legítimo de don Sancho de Salazar y de doña Ana María de Mexía, muerta en
Madrid a finales de 1667.
Casó en Madrid el año 1669, tras haber celebrado capitulaciones matrimoniales el 1 de
febrero de dicho año, con doña Josefa de los Ríos Vozmediano (16 ?-1683), natural de
Madrid, hija del caballero de Santiago y caballerizo de la reina don Francisco Ter de los
Ríos Vozmediano y Arteaga, natural de Madrid, y de doña Josefa de los Ríos y Peña. La
dote de doña Josefa y las arras prometidas por don Sancho García de Salazar sumaron
9.000 ducados de vellón.
De este matrimonio nacieron seis hijos: Bartolomé, Antonio, José, Leonor Teresa,
María Rosa, y Josefa Ana.
Fue colegial del de San Martín de Lima, tras lo cual pasó a Madrid en 1668, donde
residía en la calle de Silva 41. Se graduó de licenciado por la Universidad de Alcalá.
Sobre consulta del 19 de agosto de 1680 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago, plaza de la que se le extendió título por real provisión fechada el 2 de
septiembre de 1680, y que no llegó a asumir debido a su ascenso casi inmediato.
Sobre consulta del 14 de abril de 1681 fue promovido a plaza numeraria de oidor en el
mismo tribunal, de la que se le libró título por real provisión fechada en Aranjuez el 19 de
abril de 1681. Juró en su oficio el 27 de febrero de 1683 y despachó en él hasta el 21 de
octubre de 1688, día en que el gobernador don José de Garro le suspendió en el ejercicio
de su oficio, para dar cumplimiento a una real cédula del 11 de noviembre de 1686,
producto de su desordenado proceder.
De su breve paso por la audiencia santiaguina se conservan escasas noticias. En
diversos períodos sirvió el Juzgado Mayor de Provincia, y el año 1685 entró a despachar
en el Juzgado Mayor de Censos de Indios, junto al obispo fray Bernardo Carrasco.
El oidor García de Salazar ejerció su oficio en el período más borrascoso de la
audiencia, debido a las aventuras galantes y escandalosas de sus colegas, a las cuales él
también se aficionó. Según el obispo Carrasco, el decano don Juan de la Cueva influía
perjudicialmente en don Sancho, pues dicho ministro: Lo arrastraba ordinariamente,
unas veces de industria y otras de temor2768, lo que, en su concepto, les hacía: A ambos,
                                                
2768 ANCI. 303, Carta del obispo fray Bernardo Carrasco al rey, Santiago, 30-VIII-1686, fs. 212.
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por la falta de letras y juicio, tan indignos de la garnacha como sabe toda esa corte2769.
Insistía el prelado en que los dos magistrados eran oidores: Sin ningunas letras y aptitudes
para suplir esta falta con prudencia y buen juicio, aunque en don Sancho de Salazar no
fuera tan perjudicial su ignorancia, si tuviera compañeros que lo acompañaran y a quien
pudiera seguir2770.
El mal arreglado vivir y proceder del oidor García de Salazar dio pie para que se le
instruyera proceso, en virtud de una real cédula de 11 de noviembre de 1686, que además
ordenó suspenderle de su plaza y alejarle de Santiago. Tal orden fue cumplida por el
presidente Garro el 21 de octubre de 1688, quien conminó a don Sancho a retirarse de la
capital a un lugar de su elección. Temeroso el oidor, se asiló en el convento de San
Francisco del Monte el mismo 21 de octubre y allí murió a la semana exacta de haber
llegado. Su cadáver fue trasladado a Santiago y se le dio eclesiástica sepultura en la
iglesia de Santo Domingo.
El duro juicio de sus contemporáneos acerca de la falta de letras y buenas prendas del
oidor García de Salazar, no se compadece con el catálogo de su librería, que fue
inventariada el 30 de octubre de 1688. Su bibioteca se componía de 225 cuerpos de libros,
de los cuales 200 eran de derecho, correspondientes a 112 títulos2771.
En líneas generales su librería se encontraba al día en las tendencias jurídicas
imperantes en Europa, con un marcado predominio de la literatura jurídica del ius
commune posterior al 1500, aunque también aparecen comentaristas, tales como Jacobo
Puteo (c.1400-1453) y Jasón del Mayno (1435-1519). Aparecen también obras de
humanistas, que desde finales del siglo XV habían dirigido su crítica contra el tradicional
bartolismo, tales como Andrés Alciato (1492-1550) y Dionisio Godofredo (1549-1622).
Igualmente hay algunos neoescolásticos españoles, como Luis de Molina (1535-1600).
Por real provisión fechada en Madrid el 24 de junio de 1688 se le había librado título
de la plaza de fiscal del crimen de la Real Audiencia de Lima, y por otra fechada en
Madrid el 10 de septiembre de 1689 se le había extendido título de una de oidor en el
mismo tribunal, para ocupar la vacante quedada por muerte de don Alonso del Castillo.
Sobra decir que tales designaciones no tuvieron efecto2772.
8. Doctor JOSÉ BLANCO REJÓN
CONSULTA: 28 de junio de 1688.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 17 de septiembre de 1688.
JURAMENTO: 14 de marzo de 1692.
CESA: 1706 (11 de mayo de 1708).
                                                
2769 Ibidem.
2770 Ibidem.
2771 BARRIENTOS GRANDON, Javier, (n. 39), pp. 151-183.
2772 AGI. Chile, 2, 131, 223; AGI. Lima, 790; ANCI. 303; ANFV. 300; ANRACH. 2.790, 2.938,
3.138; JBC. pp. 151-183; MD.; MMD. 7, pp. 168, 169; RYU. p. 753; SCH. II, pp. 485, 491, 518, 519; SM.
pp. 61-62; TI. pp. 519, 521, 598, 599; BARRIENTOS GRANDON, Javier, “La biblioteca del oidor Sancho
García de Salazar (c.1630-1688). Notas para el estudio de la cultura jurídica en Chile indiano (II)”, en
Revista de Historia del Derecho Ricardo Levene, 29, Buenos Aires, 1992, pp. 7-28.
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DECANO: 1706-1708.
Nació en Lima en 1655 y murió en Charcas hacia 1718.
Hijo legítimo del capitán de caballos don José Blanco Rejón y de doña Sebastiana
Ramos Galbán.
En 1700 tomó estado eclesiástico.
Cursó diez años en el Colegio de San Martín de Lima. Obtuvo el 8 de noviembre de
1678 el grado de bachiller en cánones por la Universidad de San Marcos y el de
licenciado en la misma facultad el 2 de septiembre de 1682.
Fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Lima en 1680.
En 1684 viajó a la Península e incorporó su grado de bachiller en cánones en la
Universidad de Salamanca, al igual que el de leyes en abril de 1687. El 2 de septiembre de
1687 se graduó de licenciado en leyes en la Capilla de Santa Bárbara de la Universidad de
Salamanca, y el 24 de septiembre del mismo año de doctor en leyes.
En la Universidad de San Marcos de Lima leyó por substitución las cátedras de Prima
de Cánones y de Vísperas de Leyes, y fue opositor a ellas.
En 1688, previo beneficio a la corona de 10.000 pesos, fue nombrado fiscal de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, pero inmediatamente, sobre consulta del 28 de junio del
mismo año fue designado oidor propietario en el mismo tribunal, plaza de la que se le
extendió título por real provisión fechada en Madrid el 17 de septiembre del mismo año.
Juró el 14 de marzo de 1692.
Sobre consulta del 5 de mayo de 1700 se despachó real cédula en Aranjuez el 18 de
mayo de 1700, en la que, por su debilitada salud, fue autorizado para no votar en las
causas criminales y para ordenarse de presbítero, manteniendo el goce entero de su
salario.
Por real orden del 20 de septiembre de 1702 mandó el rey que el Consejo de Indias
tuviera presente sus méritos para consultarle al arcedianato de La Plata. El Consejo le
consultó para dicha canongía el 1 de junio de 1705, y le fue concedida teniendo presente
una carta del gobernador de Chile don Francisco Ibáñez de Peralta fechada el 30 de julio
de 1703, en la que hacía presente que el oidor don José Blanco Rejón le había: Asegurado
deseaba con grande instancia una prebenda para poderse retirar de la judicatura en que
estaba violento2773.
Sirvió su oficio hasta el 11 de mayo de 1708, día en que salió de la ciudad de Santiago
rumbo a Charcas, para tomar posesión del arcedianato de La Plata, oficio al que había
sido destinado dos años antes.
En Chile despachó en el Juzgado Mayor de Provincia y en el del derecho de la media
anata.
Sobre consulta del 13 de octubre de 1688 se le concedió un hábito de caballero de la
Orden de Santiago.
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Su desempeño en la judicatura, no obstante no ser ella su inclinación, fue bien juzgado
por sus colegas, pues el presidente y oidores informaban al Consejo en cartas del 14 y 18
de mayo de 1708 que: Haría más de 16 años que lo había hecho en ella cumpliendo
enteramente con lo que era de su cargo, portándose con toda independencia, integridad y
desinterés, sin respecto ni atención, más que a lo que era de su obligación, aplicándose
con gran desvelo en el cumplimiento della2774.
9. Doctor JUAN PRÓSPERO DE SOLÍS VANGO
NOMBRAMIENTO: RD. 7 de marzo de 1707.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Buen Retiro, 24 de mayo de 1707.
JURAMENTO: 6 de octubre de 1710.
CESA: 20 de mayo de 1743.
Nació en Lima el 25 de junio de 1690, donde fue bautizado el 10 de julio siguiente, y
murió en Santiago de Chile el 20 de mayo de 1743, bajo disposición testamentaria
otorgada ante el escribano José Álvarez de Henostroza, y fue enterrado en el Convento de
la Merced2775.
Hijo del presidente de la audiencia de Guadalajara y caballero de Santiago don
Bernardo González de Solís Vango, natural de Avilés, bautizado el 30 de septiembre de
1647, y de doña Leonor Riaño y Ayala, natural de Lima, y bautizada en su catedral el 5 de
mayo de 1674.
Sus abuelos paternos fueron don Esteban González de Vango y doña María de Solís
Cascos e Inclán, naturales de Avilés, y sus abuelos maternos, el Tesorero General de la
Inquisición en Chile, capitán don Juan de Riaño Acuña y Guevara, nacido en Santiago de
Chile y bautizado en su catedral el 19 de julio de 1635, y doña Jerónima de Ayala y
Veloso, natural de Concepción en Chile, y bautizada el 15 de octubre de 1652.
Estuvo emparentado con varios ministros de otras audiencias indianas y formó parte de
una de las más extendidas e importantes familias de ministros de la Secretaría del
virreinato del Perú.
Su tía paterna doña María Antonia de Solís Vango casó en Lima el 25 de octubre de
1714 con el asesor del virreinato del Perú, auditor general de guerra y fiscal del crimen
supernumerario de Lima don Alonso Eduardo de Salazar y Ceballos (1687-17 ?), natural
de Arequipa, que una vez viudo contrajo segundo matrimonio en Lima el 26 de agosto de
1734 con doña Mauricia Rosa de Munárriz y Aliaga, natural de Lima, hija del alcalde del
crimen de Lima don Bartolomé de Munárriz y de su segunda mujer doña Rosa de Aliaga
y Oyagüe.
Su hermana Jerónima Micaela casó con el primer conde del Valle de Oselle, don
Álvaro de Navia Bolaño Figueroa y Moscoso, que llegó a oidor decano en Lima, de cuyo
matrimonio nació don Nuño de Navia Bolaños, oidor en Santo Domingo.
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Su hermana María Antonia casó el 25 de octubre de 1714 con don Alonso Eduardo de
Salazar y Ceballos (1687-c.1750), natural de Arequipa, fiscal del crimen supernumerario
de Lima (1726), asesor del virreinato y auditor general de guerra, quien contrajo segundo
matrimonio el 26 de agosto de 1734 con doña María Rosa de Munarriz y Aliaga, natural
de Lima, hija de don Bartolomé de Munarriz, alcalde del crimen de Lima (1708).
Casó en Lima con doña María Teresa de Molleda y Clerque, hija del teniente de
Capitán General y caballero de Calatrava don Juan de Molleda Rubín de Celis y Vega,
natural de Casamaría en Santander, y de doña Mauricia Rosa de Clerque y Lindo de
Valderrama, natural de las Montañas de Burgos. De este matrimonio nacieron, Bernardo y
Francisco.
Se graduó de doctor en leyes por la Universidad de San Marcos de Lima, donde fue
colegial del de San Martín, recibiéndose de abogado ante la Real Audiencia de la misma
ciudad virreinal.
En 1693 ingresó a la Orden de Calatrava.
Su padre, previo beneficio a la corona de 38.000 pesos obtuvo la plaza de presidente de
la Audiencia de Guadalajara y consiguió que nombraran a su hijo en calidad de oidor
numerario de la de Chile en la vacante del doctor Blanco Rejón. En tal conformidad fue
nombrado por real decreto del 7 de marzo de 1707 y se le despachó su título por real
provisión fechada en Buen Retiro el 24 de mayo del mismo año.
Como Solís Vango al momento de su nombramiento sólo tenía dieciséis años, se
determinó que no pudiera jurar su oficio hasta que enterara los veinte y que desde dicha
época, hasta que cumpliera los veinticinco asistiera al real acuerdo sin derecho a voto.
Para salvar los inconvenientes de la falta de este ministro en el despacho, por real
provisión expedida el mismo 24 de mayo de 1707 se nombró en plaza supernumeraria a
don Juan del Corral Calvo de la Torre, para que sirviera el oficio de Solís Vango durante
su minoridad. De esta forma, del Corral, juró su plaza el 1 de junio de 1708.
El 6 de octubre de 1710, después de cumplir Solís Vango los veinte años de edad,
únicamente se encontraba en el tribunal su colega del Corral, quien le dio la posesión de
su plaza sin derecho a votar en el Acuerdo.
La asistencia de Solís Vango al tribunal desde dicho tiempo, originó una áspera disputa
entre el joven ministro y el experimentado del Corral, por determinar a quién de los dos
correspondía la precedencia en el asiento. Esta cuestión se vio en el Real Acuerdo del 18
de mayo de 1711, y allí se declaró: Tocar y pertenecer la preferencia en el asiento al Dr.
Sr. Dn. Juan Próspero de Solís Vango, con calidad de que concurriendo solos los dos
señores al despacho de la Real Audiencia, prefiera en este caso el dicho Sr. Lizdo. Dn.
Juan del Corral Calvo de la Torre.
El desairado del Corral se opuso tenazmente a esta decisión y escribió al monarca,
expresándole:
Siendo por todos derechos tan notoria injusticia en el deber preferir en el lugar
a este sujeto mientras sirvo su plaza por su menor edad, ya por el exceso en ella,
pues se halla él con menos de 21 años y yo con 45, por la literatura y suficiencia,
pues siendo a V.M. notoria la mía, con más años de solo estudio de
jurisprudencia y oposiciones en la Universidad de Lima y Salamanca, que don
Juan Próspero de Solís Vango tiene de vida, de modo que cuando él nació estaba
ya yo en Salamanca, y hallándole luego que le recibí con tal cortedad de estudios
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que (para descargo de mi conciencia expreso a V.M. no saber latinidad), le
mandé fuese a mi estudio en las noches para enseñarle lo que era traslado y
autos (como fue más de dos meses sin provecho alguno), y tratando don
Bernardo de Solís Vango, su padre (mercader muy rico en la ciudad de Lima) de
vestir esta ignorancia, para colorearla a empeños del dinero, le hizo graduar de
doctor en aquella Universidad.
Este enojoso incidente le valió al oidor Solís Vango el natural desamor de del Corral,
quien le trataba junto a su colega don Ignacio Antonio del Castillo de dos mozos sin
práctica ni experiencia, y recalcaba que don Juan Próspero debe a mi enseñanza los
pocos principios de práctica con que se halla.
Sobre consulta del 27 de septiembre de 1724 se le concedió licencia por un año para
pasar a Lima, con goce a medio salario, para ocuparse en los intereses de su familia. Dejó
Santiago en 1728 y permaneció en la capital virreinal durante seis años, pues embarcó en
el Callao en marzo de 1735 en el navío San Antonio, que naufragó frente a las costas de
Chile, suceso en el que perdió todas sus posesiones, incluida su biblioteca, la que quedó
reducida según su inventario del 28 de mayo de 1743 a sólo 60 volúmenes.
Solicitó insistentemente su traslado a la Real Audiencia de Lima, pero a consulta del 5
de julio de 1727 se rechazaron sus instancias por ser natural del distrito de aquel tribunal.
El 3 de agosto de 1730 fue multado por el Consejo de Indias en 2.000 pesos debido a
sus irregulares procedimientos en la celebración del capítulo provincial de los agustinos
del año 1728, que habían culminado con la remisión a Cádiz, bajo partida de registro, de
fray Diego de Salinas.
En Santiago fue Juez Particular de las Rentas del Monasterio de Monjas de la Limpia
Concepción de la regla de San Agustín.
Murió en una situación económica muy modesta debido al naufragio en el que había
perdido gran parte de su hacienda, y aunque sólo reconocía deber 108 pesos y 18 reales, el
inventario de sus bienes daba cuenta de muy escasas posesiones, e incluso tenía
empeñadas en 250 pesos tres sortijas de rubíes con 12 diamantes2776.
10. Bachiller GREGORIO BLANCO LAYSEQUILLA
CONSULTA: 23 de julio de 1744.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Buen Retiro, 29 de octubre de 1744.
JURAMENTO: 4 de agosto de 1746.
CESA: 24 de junio de 1772 (muerte).
Nació en Ponferrada, León, en 1710 y murió en Santiago de Chile el 24 de junio de
1772.
Hijo legítimo de don José Blanco y de doña Baltazara Laysequilla Palacios de Oyo,
natural de Madrid.
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Sus abuelos maternos fueron el abogado de nobles y corregidor de Orense y
Ponferrada don Santiago Laysequilla y Palacios, natural del valle de Liendo, en las
Montañas de Burgos, y doña Antonia Francisca de Aguilar, natural de Madrid.
Su tío, el caballero de Santiago (1728) don José de Laysequilla Palacios y Aguilar
(c.1677-1755) fue oidor en Santo Domingo (1704), Quito (1709), Santa Fe (1719), fiscal
del Consejo de Indias (1723) y consejero de él (1738).
Previo real permiso, concedido sobre consulta del 4 de septiembre de 1755, casó en
Santiago el 16 de julio del año siguiente con doña María Josefa Núñez de la Cantera,
natural de Santiago, de quien no tuvo descendencia.
Se graduó de bachiller en Leyes por la Universidad de Osma el 30 de diciembre de
1733, grado que incorporó en Salamanca el 12 de febrero de 1737.
Leyó públicamente en escuelas en Salamanca, y en lección de extraordinario.
Substituyó la cátedra de Código más antigua por enfermedad de don Bartolomé Uría,
durante 15 días el año 1738-1739, y la de Prima de Leyes en su vacante pro Universitate
y nombramiento del rector durante ocho días en el mismo curso.
Presidió en Salamanca un acto mayor. Leyó de oposición dos veces, una a la cátedra de
Vísperas de Leyes en julio de 1737, y otra a la de Prima de Leyes, en 1739.
Ingresó a la Academia de San Millán, sita en el Colegio Trilingüe de Salamanca, y
actuó como presidente de ella en ausencia del propietario.
Sobre consulta del 23 de julio de 1744 fue designado oidor propietario de la Real
Audiencia de Chile, con dispensa para casar con natural de su distrito. Se le despachó
título por real provisión fechada en Buen Retiro el 29 de octubre de 1744, y juró su plaza
el 4 de agosto de 1746 y únicamente la dejó a su muerte.
Sirvió en diversas ocasiones el Juzgado Mayor de Provincia 2777.
11. Doctor MELCHOR JOSÉ DE SANTIAGO CONCHA Y ERRAZQUÍN
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. 2 de septiembre de 1756.
JURAMENTO: 12 de febrero de 1758.
JURAMENTO NUMERARIO: 1772.
CESA: 26 de enero de 1777 (6/3/1777) (traslado).
Nació en Lima el 11 de octubre de 1728 y murió allí mismo el 18 de diciembre de
1795, bajo disposición testamentaria otorgada cuatro días antes ante el escribano Hilario
de Ávila.
Hijo legítimo del oidor de la Real Audiencia de Lima, caballero de la Orden de
Calatrava y primer marqués de Casa Concha don José de Santiago Concha y Méndez
Salvatierra, natural de Lima, donde fue bautizado el 1 de diciembre de 1667, y de doña
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Inés de Errazquín Ilzarbe y Torres, natural de Tarija en Charcas, donde fue bautizada el
29 de septiembre de 1694.
Sus abuelos paternos fueron el Proveedor General de la Mar del Sur, don Pedro de
Santiago Concha, nacido en la Heras, Santander, donde fue bautizado el 4 de julio de
1618, y doña Mayor de Salvatierra, nacida en Lima y bautizada en la parroquia de San
Marcelo el 5 de septiembre de 1637.
Sus abuelos maternos fueron el caballero de Santiago don Pedro Matías de Errazquín,
natural de Tirapu en Navarra, y doña Josefa de Torres y Zavala, nacida en Lima.
Su hermana doña María Josefa, casó en la parroquia de San Sebastián de Lima el 27 de
agosto de 1733, con el caballero de Santiago, oidor decano de Lima y Consejero
Honorario de Indias don Antonio Hermenegildo de Queréjazu, natural de Lima, padres de
doña Juana de Queréjazu y Santiago Concha, casada con el conde de San Juan de
Lurigancho don Diego de Santa Cruz y Zenteno, hermano del oidor de Chile, don Luis.
Su hermana, doña Juana Rosa, casó en Lima el 20 de septiembre de 1730, con el oidor
de La Plata y Lima, don José Antonio de Villalta y Núñez, natural de Lima, nieto del
oidor limeño don Miguel Núñez de Sanabria que, a su vez, era hijo del fiscal de la
Audiencia de Buenos Aires, don Gregorio de Rojas y Acevedo.
En 1754 casó con doña María Constanza Jiménez de Lobatón (17 ?-1773), natural de
La Plata, hija de don Nicolás Jiménez de Lebatón y Hazaña (16 ?-1757), natural de Lima,
presidente de la Audiencia de Charcas y primer marqués de Rocafuerte, y de doña
Constanza de Costilla Valverde y Cartagena, natural del Cuzco.
Su mujer era nieta del caballero de Calatrava, oidor de Lima y presidente de Charcas
don Juan Jiménez de Lebatón y Morales, natural de Sanlúcar de Barrameda, casado con
doña Francisca Ventura de Hazaña Valdés, natural de Lima, nieta del oidor de Quito y
Lima don Juan de Valdés y Llano, natural de Villamar, Asturias, y de don Bartolomé de
Hazaña Palacio, natural de Torrijos, hermano del oidor de Chile don Pedro de Hazaña
Solís y Palacio.
De este matrimonio nacieron dos hijos, a saber, doña Nicolasa, que casó con el alcalde
de Santiago don Don Nicolás de la Cerda, y don José, oidor de las audiencias de Santiago
y Lima. Por real cédula fechada el 29 de octubre de 1774 se le había concedido licencia
para casar a sus hijas con naturales del distrito.
Fue colegial del Real de San Martín de Lima y se graduó de doctor en la Universidad
de San Marcos. Fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Lima.
Previo beneficio a la corona de 19.000 pesos fuertes obtuvo una plaza de oidor en la
Real Audiencia de Charcas, extendiéndosele su título por real provisión de 25 de
noviembre de 1745, oficio en el que despachó hasta 1756.
Por haber casado sin el real permiso fue trasladado como supernumerario a la Real
Audiencia de Santiago en 1756.
Mientras sirvió en Charcas fue superintendente interino y visitador de las Cajas Reales
de Potosí.
Por real provisión fechada el 2 de septiembre de 1756 se le libró título de oidor
supernumerario de la Real Audiencia de Santiago de Chile, oficio que juró el 12 de
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febrero de 1758 y que sirvió hasta el 6 de marzo de 1777, día en que salió de Santiago de
Chile, trasladado a una alcaldía del crimen del tribunal virreinal.
En 1761 disputó la antigüedad como supernumerario con sus colegas don Juan
Bautista Verdugo y don Domingo Martínez de Aldunate, que servían en la misma calidad
en el tribunal. El monarca, por real cédula de 16 de octubre de 1762 mandó que se
mantuviese en el tribunal santiaguino, pero sin expresar en qué calidad. Por esto, el
presidente, don Antonio Guill y Gonzaga, consultó al monarca por el carácter en el cual
habría de contársele en la audiencia. El 9 de diciembre de 1764 se respondió que: He
venido en declarar que don Melchor de Santiago Concha debe servir en calidad de
supernumerario más moderno que los otros dos, pero con el sueldo entero2778. Sólo en
1775 pasó a ocupar una plaza en propiedad, tras la jubilación de su colega Balmazeda y
Zenzano.
Producto de las drásticas reformas de Gálvez a la audiencia chilena, sobre consulta del
16 de diciembre de 1776, fue trasladado a una plaza de alcalde del crimen de la Real
Audiencia de Lima, de la que se le extendió título por real provisión fechada en El Pardo
el 26 de enero de 1777, oficio que juró el 23 de noviembre de 1778 y en el que despachó
hasta el 7 de septiembre de 1779. En esta última fecha tomó posesión de una plaza de
oidor de la misma audiencia de Lima, de la que se le había librado título por real
provisión del 23 de febrero de 1779, y sirvió en ella hasta el 4 de diciembre de 1794, día
en que comenzó a gozar de la jubilación que se le había concedido por real cédula del 20
de marzo del año anterior.
Como oidor del tribunal limeño desempeñó variadas comisiones, tales como, vocal de
la junta superior de real hacienda, juez del juzgado mayor de censos de indios y juez
conservador de la real casa de niños expósitos. Entendió, además, en las obras que se
hicieron en el tajamar del río y en uno de los ojos del puente, mientras gobernaba el virrey
Jáuregui y Aldecoa2779.
12. Doctor JOSÉ LUCAS GORBEA Y VADILLO
CONSULTA: 3 de abril de 1777.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 21 de abril de 1777.
JURAMENTO: 6 de abril de 1778.
CESA: 4 de diciembre 1784 (5/10/1785).
Nació en Orduña, Calahorra, donde fue bautizado el 19 de octubre de 1746 y murió en
Madrid el 18 de octubre de 1809.
Hijo legítimo de don Pedro Gorbea y Echaurren, natural de Retes, y de doña Águeda
Gertrudis de Vadillo, natural de Orduña.
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Sus abuelos paternos fueron don Pedro Simón de Gorbea, natural de Erbi, Ayala,
diócesis de Calahorra, y doña Francisca de Echaurren, natural de Retes. Sus abuelos
maternos fueron don Francisco Vadillo, natural de Villaño, Orduña, y doña Lucía de
Madaria, natural de Orduña.
Su hermano don Manuel fue prior del Tribunal del Consulado de Lima.
Casó en Santiago el 20 de noviembre de 1785 con doña Teresa Calvo de Encalada y
Recabarren, natural de Santiago, hija de los marqueses de Villapalma de la Encalada, don
Manuel Calvo de Encalada y doña Margarita de Recabarren y Pardo Figueroa, hija del
oidor don Martín de Recabarren y de doña Isabel Pardo de Figueroa. Este matrimonio le
emparentó con el oidor don Fernando Márquez de la Plata y con los fiscales don Lorenzo
Blanco Cicerón y don Ambrosio Zerdán, que habían casado con otras tres hijas de los
marqueses.
De este matrimonio nacieron: i) el doctor don Manuel José Gorbea y Calvo, oidor de la
Real Audiencia de Manila y; ii) doña María del Carmen, que casó con don José Manuel
de Arlegui, hijo de don Francisco Javier Arlegui y de doña Josefa Rodríguez Zorrilla.
En 1759 ingresó a la Universidad de Valladolid, donde se graduó de bachiller en
cánones. En 1765 pasó a la de Toledo, en la que se graduó de bachiller en leyes en 1767 y
de licenciado y doctor en cánones en 1770, y entre 1769 y 1770 regentó la cátedra de
Instituta.
En 1772 fue admitido como abogado por el Consejo Real y al año siguiente por el
Colegio de Corte. Ingresó a la Academia de Jurisprudencia Práctica, y a la Real Academia
de Derecho Civil y Canónico de San Juan Nepomuceno, y obtuvo licencia de la
Inquisición para leer libros prohibidos.
Sobre consulta del 3 de abril de 1777 fue nombrado oidor de la audiencia de Santiago,
y se le extendió título por real provisión fechada en Aranjuez el 21 de abril del mismo
año. Tomó posesión de su oficio el 6 de abril de 1778 y despachó en él hasta el 5 de
octubre de 1785, día en que salió de Santiago para hacerse cargo de la fiscalía del crimen
de Lima.
Sobre consulta del 27 de septiembre de 1784 fue ascendido a plaza de fiscal del crimen
de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por ascenso de don Juan
José de Villalengua a la regencia de Quito, librándosele su título por real provisión
fechada en Madrid el 4 de diciembre de 1784. Al año siguiente, al ser promovido a oidor
el fiscal de lo civil don Francisco Antonio Moreno y Escandón, pasó a ocupar dicha plaza.
En 1794 reunió en Lima una junta de vizcaínos con el objeto de recaudar dinero para
socorrer al señorío de Vizcaya con ocasión de la guerra con Francia. En 1801 fue uno de
los albaceas del virrey Ambrosio O'Higgins.
En 1796 ingresó a la Órden de Carlos III.
Sobre consulta del 4 de enero de 1802 fue nombrado regente de la Real Audiencia de
Manila, pero rehusó el traslado. A consulta del 23 de marzo de 1803 fue ascendido a la
regencia de la Real Audiencia de Buenos Aires, despachándosele su título por real
provisión de 13 de mayo del mismo año. Prontamente se le trasladó al Consejo de Indias
como procurador fiscal de los negocios del Peru por real provisión de 15 de marzo de
1804 despachada sobre consulta del 25 de enero de dicho año.
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Arribó a España en 1808 y tomó posesión de su plaza el 10 de febrero de dicho año2780.
13. Licenciado RAMÓN JOSÉ DE SALAMANCA GARCÍA
CONSULTA: 26 de enero de 1785.
TÍTULO NUMERARIO: RP. El Pardo, 14 de marzo de 1785.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en la villa de Poza, Burgos, en 1745 y murió allí mismo el 30 de mayo de 1785.
Hijo legítimo de don Manuel de Salamanca y de doña Ana Casilda García. Su abuelo
paterno, homónimo de su padre, fue corregidor de Ecija.
Estudió en la Universidad de Osma, donde se graduó de bachiller en cánones en 1763.
De allí pasó a la Universidad de Valladolid, donde se licenció en cánones el año 1767. En
esta última universidad sirvió como substituto las cátedras de Derecho Civil y Código.
Fue corregidor de La Mancha Real.
Sobre consulta del 26 de enero de 1785 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Santiago, extendiéndosele título por real provisión fechada en El Pardo el
14 de marzo del mismo año, pero no alcanzó a tomar posesión de su plaza, pues murió
dos meses y medio después de su designación2781.
14. Doctor JUAN RODRÍGUEZ BALLESTEROS
CONSULTA: 22 de marzo de 1786.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 4 de mayo de 1786.
JURAMENTO: 16 de mayo de 1787.
CESA: 24 de noviembre de 1794 (1795)
Vide plaza de regentes, nº 5.
15. Bachiller JOSÉ DE SANTIAGO CONCHA Y JIMÉNEZ DE LEBATÓN
CONSULTA: 20 de junio de 1794.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Lorenzo el Real, 26 de noviembre de 1794.
JURAMENTO: 19 de diciembre de 1795.
TRASLADO: RP. San Ildefonso, 12 de septiembre de 1806 (sin efecto)
CESA: 24 de abril de 1811 (destierro).
REASUME: 15 de marzo de 1815.
CESA: 13 de febrero de 1817.
                                                
2780 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 790; AGI. Ultramar, 802; ANRACH. 3.136, 3.232; BBD. pp. 51-53;
BCHB. pp. 150-151; BCHI. pp. 182, 188, 276, 308, 328, 370, 372, 374; BS. p. 229; RCHHG. 29 pp. 132-
133; LVM. pp. 51-52; MD.; MMD. IV, pp. 163; NCG. pp. 440-441; TI. 26, 521, 598, 648.
2781 AGI. Chile, 223; BCHB. p. 307; BCHI. pp. 280, 328; TI. p. 598.
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Nació en Santiago de Chile, donde fue bautizado el 30 de marzo de 1760, y murió allí
mismo en 1834.
Hijo del oidor de la Real Audiencia de Santiago don Melchor de Santiago Concha y
Errazquín, natural de Lima, y de doña María Constanza Jiménez de Lebatón y Costilla,
natural de la Plata.
Sus abuelos paternos fueron el oidor de la Real Audiencia de Lima y primer marqués
de Casa Concha don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra, natural de Lima, y
doña Inés de Errazquín e Ilzarbe, natural de Tarija.
Sus abuelos maternos fueron el primer marqués de Rocafuerte y presidente de la
Audiencia de Charcas, don Nicolás Jiménez de Lebatón y Hazaña, natural de Lima, y
doña Constanza Costilla y Cartagena, natural del Cuzco.
Estuvo emparentado con diversos ministros de las audiencias del virreinato. En efecto,
su tía abuela, doña Juana Rosa de Santiago Concha, casó con el alcalde del crimen de
Lima, don José Antonio de Villalta y Núñez; otra tía abuela suya, doña María Josefa de
Santiago Concha, casó con el oidor de Lima, don Antonio Hermenegildo de Queréjazu.
Su tío, don Pedro de Santiago Concha, casó con doña Teresa Traslaviña y Oyagüe,
hermana del oidor de Chile, don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe.
El 13 de junio de 1793 casó en Santiago con su sobrina doña María Josefa de la Cerda
y Santiago Concha, hija de su hermana doña Nicolasa, y del alcalde ordinario de Santiago
don José Nicolás de la Cerda y Sánchez de la Barreda.
De este matrimonio nacieron los siguientes siete hijos: i) doña Rosa, casada con don
Pedro Fernández Recio, padres de don Rafael Fernández Concha (1833-1912), profesor
de la Facultad de Leyes y Provisor del Arzobispado de Santiago; ii) doña Mercedes,
casada con don José María Gallo Zavala; iii) doña Nicolasa, casada con don Nicolás de la
Cerda Concha; iv) doña Carmen, casada con don Carlos Infante Valero; v) don José,
casado con doña Mercedes Aldunate de Lastra; vi) don Manuel, casado con doña Carmen
Vásquez de Acuña de la Fuente y; vii) don Melchor de Santiago Concha y de la Cerda
(1799-1883), casado con doña Damiana de Toro Guzmán, que continuó la tradición
familiar de servicio en la judicatura, pues el 25 de febrero de 1829 fue nombrado fiscal
suplente de la Corte Suprema de Justicia, y al año siguiente en propiedad.
Su sobrino, don Manuel José Cerda y Concha fue ministro de la Corte Suprema de
Justicia entre 1852 y 1864.
El 3 de agosto de 1779 ingresó en beca de merced al Real Colegio Seminario de Santo
Toribio en Lima. Sólo se graduó de bachiller en leyes por la Universidad de San Marcos,
pues decía en 1802 no haberse "podido graduar de doctor por las escasas facultades del
expresado su padre".
Fue recibido como abogado por la audiencia virreinal el 7 de diciembre de 1784.
Sobre consulta del 20 de junio de 1794 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, con goce a medio salario mientras viviera su padre. Por
real provisión despachada en San Lorenzo el Real el 26 de noviembre de 1794 se le
extendió título de esta plaza, la que comenzó a servir el 19 de diciembre de 1795 y lo hizo
hasta el 24 de abril de 1811, día en que, junto al regente, fue desterrado de Santiago por
orden de la Junta Gubernativa del Reino.
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Reasumió su oficio en el acto de reinstalación de la Real Audiencia de Santiago de
Chile el 15 de marzo de 1815, y se mantuvo en él hasta la disolución definitiva del
tribunal, en la madrugada del 13 de febrero de 1817.
Mientras sirvió en Chile, se desempeñó como vocal de la Junta de Temporalidades,
Juez de Bienes de Difuntos, Director de la Academia Carolina de Leyes Reales y Práctica
Forense, y presidente y gobernador interino del reino entre el 6 de abril de 1801 y el 31 de
diciembre del mismo año.
Santa Cruz de Triana le eligió como diputado a la Junta Central y el conde de la
Conquista le nombró su asesor legal en la Junta Gubernativa, pero rechazó esta
designación.
Por una real provisión del 12 de septiembre de 1806, despachada sobre consulta del 12
de agosto del mismo año, había sido ascendido a oidor en Lima, pero rehusó el traslado,
por lo cual no asumió su sucesor don José Álvarez de Acevedo.
En el mes de abril de 1811, tras los sucesos del motín de Figueroa, junto al regente don
Juan Rodríguez Ballesteros, fue el único ministro que no renunció a su oficio, hasta que el
24 de dicho mes la Junta Gubernativa les intimó un oficio en que, considerando que
ambos se mostraban contrarios “a la justa causa que sostiene el reino para conservar estos
dominios al señor don Fernando VII”, los separó de su plaza, y fue confinado a la chacra
de Nuñoa, de propiedad de su suegro y cuñado, don José Nicolás de la Cerda, con goce a
una pensión mensual de 150 pesos.
Durante la Restauración, reinstaló la Real Audiencia el 15 de marzo de 1815, bajo la
presidencia de don Mariano Osorio, y se mantuvo en su carácter de decano hasta la
madrugada del 13 de febrero de 1817, día en que huyó a Valparaíso, tras conocer la
derrota de las armas reales en Chacabuco.
En 1816 le fueron concedidos honores del Consejo de Indias.
Tras la independencia solicitó permiso para pasar a Lima, pero le fue denegado y sólo
obtuvo autorización para pasar a Río de Janeiro, desde donde se dirigió a la Península.
Regresó a Chile en 1823, previa autorización concedida por el gobierno el 28 de
noviembre del mismo año.
En 1833 solicitó al Gobierno que se le pagara la jubilación que le había concedido el
Congreso de 1811. El presidente de la República pasó tal solicitud al Senado, el cual en su
sesión del 17 de julio de 1833, acordó acogerla y, más aun, restituirle a una plaza de
ministro de un tribunal superior de justicia del país, lo que no se verificó por su
muerte2782.
16. Doctor JOSÉ ÁLVAREZ DE ACEVEDO Y SALAZAR
CONSULTA: 12 de agosto de 1806.
                                                
2782 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 789; AGI. Ultramar, 802; ANCG. 52; ANRACH. 2.268, 3.005,
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TÍTULO NUMERARIO: RP. San Ildefonso 12 de septiembre de 1806.
JURAMENTO: No asumió.
NOMBRAMIENTO: RD. 29 de diciembre de 1809.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Alcázar de Sevilla, 15 de enero de 1810.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Santiago de Chile en 1778 y murió al promediar el siglo siguiente.
Hijo legítimo del regente de la Real Audiencia de Chile y consejero de Indias don
Tomás Antonio Álvarez de Acevedo, natural de Lois, Asturias, y de doña María de
Salazar y Carrillo, natural de Lima.
Sus abuelos paternos fueron don Bernardo Antonio Álvarez de Acevedo y doña
Alfonsa Robles y Rodríguez Lorenzana, naturales de Lois.
Sus abuelos maternos fueron el coronel don José Rafael de Salazar Traslaviña, sobrino
del oidor de Chile don José Clemente de Traslaviña y Oyagüe; y doña María Josefa
Carrillo, naturales de Lima.
Ingresó a los Reales Estudios de San Isidro en Madrid y luego fue colegial del
Pontificio de Nuestra Señora en Valencia. Se graduó de bachiller y doctor en leyes por la
Universidad de Valencia.
Fue presidente de la Academia de Derecho Público en Valencia, miembro de la Real
Academia de Derecho de España, de la Real Academia de Jurisprudencia Práctica de San
Felipe Neri, y de la Sociedad Económica de Madrid.
Sobre consulta del 12 de agosto de 1806 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, en la plaza vacante por ascenso del oidor de Santiago
Concha, pero este nombramiento no tuvo efecto, pues de Santiago Concha rehusó el
traslado. Por real provisión fechada en San Ildefonso el 12 de septiembre de 1806 se le
había extendido título de este oficio.
Posteriormente, por real decreto del 29 de diciembre de 1809 fue nombrado oidor
supernumerario de la Real Audiencia de Chile. Oficio del que se le despachó título en el
Alcázar de Sevilla el 15 de enero de 1810, pero menos pudo despachar en su plaza, por
las agitaciones de la insurgencia.
Por real provisión de 4 de abril de 1811 fue trasladado como oidor a la audiencia de
Buenos Aires, oficio que menos pudo asumir, y finalmente, el 16 de febrero de 1816 fue
nombrado fiscal en lo civil de la Real Audiencia de Charcas, plaza que tampoco sirvió 2783.
3. TERCERA PLAZA DE OIDOR
1. Licenciado JUAN DE CAXAL Y TOBAR
CONSULTA: 14 de diciembre de 1605.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 2 de marzo de 1606.
                                                
2783 AGI. Chile, 173, 223; BCHB. pp. 10-11; BCHI, pp. 170, 310, 328, 329; LVM. pp. 4-5; TI. p. 618.
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JURAMENTO: 8 de septiembre de 1609.
CESA: 19 de enero de 1619 (muerte).
Nació en Valladolid a mediados del siglo XVI y murió en Santiago de Chile el 19 de
enero de 1619, bajo disposición testamentaria otorgada ante Domingo García Corvalán el
7 de octubre de 1616 y codicilo del 18 de enero de 1619 ante el escribano de cámara
Bartolomé de Maldonado.
Hijo legítimo del médico y cirujano de cámara de Felipe II don Juan de Caxal, natural
de Valladolid, y de doña María Tobar, natural de Valladolid, hija de don Cristóbal de
Santiago. Pertenecía a un antiguo linaje aragonés de ricos hombres de mesnada.
Casó con su parienta doña Jerónima Caxal, de cuyo matrimonio nacieron cinco hijos:
i) Francisco, religioso de la Compañía de Jesús.
ii) Juan, capitán, alférez real y alguacil mayor del cabildo de Santiago, que casó en
1622 con doña Magdalena del Campo Lantadilla, hija ilegítima del alguacil mayor del
cabildo don Alonso del Campo Lantadilla y de doña Mariana de Robles. De este
matrimonio nacieron siete hijos, entre ellos: a) doña María Caxal y del Campo, que casó
con don Antonio Chacón y Quiroga, de quienes nació don Juan José Chacón y Caxal, que
casó con doña Melchora Carvajal y Flores de León, nieta de su colega el oidor don
Rodrigo de Carvajal y Mendoza; y b) don Alonso Caxal y del Campo, fiscal de la Real
Audiencia de Panamá.
iii) María, casada con don Sebastián Tejada.
iv) Cecilia, religiosa agustina.
v) Jerónima, casada con el corregidor y justicia mayor de Santiago don Cristóbal
Fernández Pizarro, de cuyo matrimonio nació don Juan Pizarro Caxal, oidor en la Real
Audiencia de Santo Domingo.
Tuvo además don Juan Caxal un hijo ilegítimo llamado don Pedro Caxal.
Fue recibido como abogado por los Reales Consejos.
Se desempeñó como juez de registros de la Contratación en Palma de Canaria durante
seis años, y como lugarteniente gobernador en la misma isla entre 1598 y 1601.
Fue incluido por la Cámara en la consulta del 19 de junio de 1604 para proveer dos
plazas de oidor en Guatemala, que se dieron a los licenciados don Pedro Núñez de Toledo
y don Juan Berrío de Venegas.
Sobre consulta del 14 de diciembre de 1605 fue nombrado oidor fundador de la Real
Audiencia de Santiago de Chile. Por real provisión fechada en Madrid el 2 de marzo de
1606 se le extendió título de esta plaza.
En agosto de 1607 se encontraba en Buenos Aires y en marzo del año siguiente en
Santiago. Juró su plaza en el acto de instalación del tribunal el día 8 de septiembre de
1609, y despachó en ella hasta su muerte.
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Fue juez de residencia del licenciado don Hernando Talaverano Gallegos del tiempo
que sirvió como teniente de gobernador, y le absolvió de los capítulos que le fueron
puestos, por sentencia del 30 de julio de 16142784.
2. Doctor RODRIGO DE CARVAJAL Y MENDOZA
CONSULTA: 22 de enero de 1620.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 12 de marzo de 1620.
JURAMENTO: 3 de abril de 1623.
CESA: 1 de enero de 1632 (muerte).
Nació en Baeza, donde fue bautizado en la iglesia de San Salvador el 7 de junio de
1571, y murió en Santiago de Chile el 1 de enero de 1632, después de haber otorgado
poder para testar a doña Mariana Valverde, tía de su mujer, a su colega don Gaspar de
Narváez y Valdelomar, y a fray Gabriel de Covaleda el 27 de diciembre del año anterior
ante el escribano Diego Rutal2785.
Hermano suyo fue el capitán don Francisco de Carvajal, que sirvió en la guerra de
Flandes, y murió de un cañonazo en el sitio de Amiens.
Casó con doña Beatriz de Armenteros y Henao Valverde, natural de Sevilla, hija del
oidor de la Real Audiencia de Lima don Diego de Armenteros y Henao, natural de la villa
de Fuentesaúco, y de doña Isabel de Valverde (1605-16 ?), natural de Sevilla. Su padre
era hermano de doña Antonia, casada con don Fernando Ramírez Fariña (15 ?-1638), que
fue oidor en Granada, alcalde de casa y corte, consejero de Castilla y de su Cámara, y que
era hijo del doctor Ramírez de Argüelles, oidor en Valladolid. Doña Beatriz era nieta
paterna de don Diego de Armenteros, natural de Medina del Campo, que fue alcalde de
corte de la Audiencia y Chancillería Real de Granada, ascendido a consejero de Indias
conforme a su título expedido el 23 de julio de 1594, comisionado en 1595 para pasar a
Sevilla a visitar la Casa de la Contratación, y de doña Beatriz de Henao, natural de Toro.
De este matrimonio nacieron: i) don Juan de Carvajal Armenteros, natural de Santiago,
casado con doña Clara Flores de León, natural de Santiago, abuelos de doña Catalina
Josefa Chacón y Carvajal (1685-17 ?), casada con el marqués de Villapalma de Encalada,
don Diego Calvo de Encalada y Orozco, padres de doña Francisca Javiera Calvo de
Encalada, que casó con el conde de San Javier y Casa Laredo, don Francisco
Buenaventura Remírez de Laredo; ii) don Diego Nicolás Carvajal y Armenteros, natural
de Santiago, que testó ante Pedro Vélez el 24 de julio de 16442786 y; iii) doña Beatriz de
Armenteros y Henao(16 ?-1676), natural de Santiago, casada el 22 de octubre de 1645
con el alguacil mayor de corte don Miguel Gómez de Silva y Verdugo.
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fs. 33 vta.-36 vta.
2786 ANE. 196, Testamento de don Diego Carvajal y Armenteros, Santiago, 24-VII-1644, fs. 105 vta.
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Una vez viudo, decidió casar con doña Constanza de Valencia y Herrera, natural de
Lima, hija de don Leandro Valencia y de doña Francisca de Herrera, para cuyo efecto
otorgó poder el 16 de febrero de 1630 al oidor de Lima, don Gabriel Gómez de Sanabria,
y a don Juan Labarca y Benavides y don Pedro Saravia, disposición que no llegó a
cumplirse por la muerte del oidor.
Vino con él al reino de Chile la tía de su mujer doña Mariana de Valverde y Mercado,
que fue tutora y curadora de los hijos menores del oidor. Era natural de Cáceres en
Extremadura, hija legítima de don Baltazar de Valverde y de doña Catalina de Hinojoza,
vecinos de Cáceres, y que murió soltera en Santiago, bajo disposición testamentaria
otorgada ante Pedro Vélez el 22 de septiembre de 16522787.
Estudió en la Universidad de Valencia, donde se graduó de bachiller en leyes, y más
tarde de licenciado y doctor. Fue examinado y aprobado por la Universidad de Granada, a
cuyo colegio ingresó. En la Universidad de Granada leyó las cátedras de Prima de Leyes,
Vísperas e Instituta y fue provisto en la de Código. Fue además, visitador y reformador
del Colegio y Universidad de Osuna.
Sirvió en la Audiencia y Chancillería Real de Granada como alcalde de los fijosdalgo
por ausencia de uno de los propietarios y luego fue recibido como abogado de presos del
Santo Oficio en dicha ciudad
Sobre consulta del 22 de enero de 1620 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, plaza de la que se le despachó título por real provisión
fechada en Madrid el 12 de marzo de 1620.
Cuando fue nombrado oidor de Chile se le dio comisión para que entendiera en la
averiguación de las mercaderías que se llevaban en la armada y flota de Tierra Firme, en
razón de lo cual tardó algún tiempo en asumir su plaza, y por ello por real cédula del 19
de diciembre de 1620 se ordenó que se le pagara en Méjico lo que hubiere de haber de
salario desde el tiempo en que se hiciere a la vela, descontándosele los 1.000 pesos que se
le habían prestado para la preparación de su viaje.
Llegó a Chile a comienzos del año 1623, y juró su plaza el 3 de abril de dicho año y se
mantuvo en su oficio hasta su muerte.
Mientras despachó en Santiago se malquistó con el oidor decano don Cristóbal de la
Cerda y Sotomayor y con el fiscal don Jácobe de Adaro y San Martín, hasta el extremo de
haber corrido el rumor de que junto a sus colegas Hernando Machado y Gaspar de
Narváez y Valdelomar habían intentado darles muerte, especie que el oidor Narváez y
Valdelomar desmentía en su testamento: Declaro que en los años pasados los SS. DD.
Don Christoval de la Cerda Sotomayor, oydor mas antiguo desta Real Audiencia de
Santiago de Chile y Jacove Adaro y San Martin fiscal della, dixeron y publicaron que los
SS. licenciado Hernando Machado, Dn. Rodrigo de Carvajal y Mendoza, asimismo
Oydores della, y yo, los queriamos matar, de que se causo grande escandalo en esta
ciudad y reyno, y fuera por haberse determinado a decirlo sin fundamento ninguno, juro
a Dios y a esta señal de Cruz + que ni yo ni los dichos SS. licenciados Dn. Hernando
Machado y Dn. Rodrigo de Carvajal, ni de burlas ni de veras, ni en otra manera ni forma
                                                
2787 ANE. 250, Testamento de doña Mariana de Valverde y Mercado, Santiago, 22-IX-1652, fs. 143
vta.-145.
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de tal se tarto ni comunico, ni se ni entiendo que estos pensamientos ni imaginacion
hubiese, y debajo de juramento que tengo fecho digo con toda verdad2788.
3. Doctor PEDRO GONZÁLEZ GÜEMES DE LA MORA
CONSULTA: 27 de septiembre de 1633.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 28 de febrero de 1634.
JURAMENTO: 16 de mayo de 1635.
CESA: 25 de mayo de 1647 (1649).
DECANO: 1638 - 1649.
Nació en Valladolid hacia 1590, y murió en Lima en noviembre de 1669, bajo
disposición testamentaria otorgada el 18 de septiembre de ese mismo año.
Hijo de don Pedro Güemes de la Mora, que servía en el Consejo de Guerra y en el de
Órdenes, y de doña Francisca Ruiz de Artalejos y Miranda, naturales de las Montañas de
Santander.
Decía el Consejo en el extracto de su relación de méritos que: Sus abuelos sirvieron en
diferentes ocasiones de la guerra en las costas de Santander y Laredo, y que su padre ha
treinta años que sirve la mayor parte del en los negocios graves del Consejo de Guerra y
los restantes en el de Ordenes2789.
Casó en Santiago de Chile hacia 1638 con doña Clara de Xaraquemada Solórzano del
Hoyo y Silva, natural de Santiago, hija del maestre de campo, corregidor y justicia mayor
de Santiago don Diego de Xaraquemada y de doña María de Silva y Morales. Doña Clara
aportó una dote avaluada en 40.000 pesos de a ocho reales.
De este matrimonio nació don Juan Fausto de Güemes.
Por haber casado sin el real permiso con natural de su distrito el virrey del Perú avisó
al Consejo y se le instruyó proceso encomendándose la averiguación de los hechos al
inquisidor don Juan Andrés Gaytán, en el que fue condenado en 1639 a pagar 2.000 pesos
y a salir de Santiago dentro de los 20 días siguientes a que fuera notificado de la
sentencia. Pero en 1640 recibió una real cédula que había obtenido su suegra, doña María
de Silva y Morales, merced a un beneficio a la real corona de 2.700 ducados para poder
casar a una de sus hijas con oidor, razón por la cual se revió su causa, pero se mantuvo la
condenación por sentencia de vista del 1 de agosto de 1646 y de revista del 4 de febrero
de 1647.
Desde 1613 asistió a la Universidad de Salamanca graduándose en ella de bachiller en
ambos derechos, y de licenciado y doctor en cánones por la de Osma en 1626. Ingresó al
Colegio de Osma en 1627, en el que enteró más de seis años, y un total de más de 22 años
de estudios.
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Se desempeñó como lector en el Colegio de Osma, del que fue rector. En la
Universidad de Osma llevó por oposición las cátedras de Instituta, Decreto, Vísperas y
Prima de Cánones y regentó en propiedad la de Prima desde el año 1629. Fue examinador
en los grados de licenciado y doctor por cuatro años, y durante tres se desempeñó como
asesor de la jurisdicción de Osma.
El 22 de julio de 1631 la iglesia de Burgos en sede vacante le despachó colación de un
beneficio de media ración y canongía de la iglesia de Santa Cruz de Castañeda, de la que
tomó posesión el 26 de julio del mismo año.
Sobre consulta del 27 de septiembre de 1633 fue nombrado oidor de la Real Audiencia
de Santiago de Chile, oficio del que se le despachó título por real provisión fechada en
Madrid el 28 de enero de 1634, y que juró el 16 de mayo de 1635, y que dejó en 1649, por
su traslado a Santa Fe.
Al momento de embarcarse para ir a tomar posesión de su plaza en Chile fue
comisionado para que a su paso por Tierra Firme veriguara la conducta y proceder del
licenciado don Jerónimo Ortiz de Zapata, visitador de la Real Audiencia de Panamá. En
esta comisión se detuvo más de seis meses y en razón de ello por real cédula fechada en
Madrid el 4 de abril de 1637 se ordenó a los oficiales reales de Santiago de Chile que le
pagaran el salario correspondiente a aquel período.
En 1639 fue nombrado por el presidente del tribunal para que realizara una visita a los
indios de Aculeo2790.
Por haber casado sin real permiso fue trasladado a plaza de oidor en la Real Audiencia
de Santa Fe, despachándosele título en virtud de real provisión fechada el 25 de mayo de
1647 en carácter de pena, y por esta razón abandonó Santiago, permaneciendo en el
Nuevo Reino de Granada cerca de quince años.
Por real provisión fechada en Madrid el 20 de junio de 1661 se le extendió título de
una plaza supernumeraria de oidor en el tribunal de Lima si no la había vacante, en la que
se mantuvo hasta su muerte, aunque años antes había entrado a gozar de plaza del
número2791.
4. Licenciado GASPAR DE ESCALONA Y AGÜERO
CONSULTA: 12 de abril de 1647.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 29 de junio de 1647.
JURAMENTO: 11 de mayo de 1649.
CESA: 21 de enero de 1650 (muerte).
Nació en Chuquisaca hacia 1590 y murió en Santiago de Chile el 21 de enero de 1650,
habiendo dado poder para testar a su mujer y a su colega Nicolás Polanco de Santillana el
                                                
2790 ANRACH. 1.689, pza. 10.
2791 AGI. Chile, 1, 223; AGI. Indiferente, 1.846A; AGI. Lima, 790; ANFV. 300; ANRACH. 1.689,
pza. 10, 3.136, 3.138, LVM. pp. 171-172; MBHCH. I p. 486-487; MD. ; RYU. p. 612, 651; SCH. II pp.
484, 502, 517; SM. pp. 39-40; TI. p. 598.
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mismo día ante el escribano Pedro Vélez2792. Fue enterrado en el Convento de Nuestra
Señora de las Mercedes.
Hijo del corregidor de Potosí y abogado de presos del Santo Oficio don Gaspar de
Escalona y Agüero, natural de Río Bamba, y de doña Isidora Rey de la Torre.
Casó en Lima el 8 de marzo de 1639 con doña Elvira Tello de Guzmán, natural de
Sevilla, hija de don Juan Tello de Guzmán, natural de Sevilla, y de doña Elvira Pérez de
Medina Sandoval, natural de Sevilla. De este matrimonio nacieron: María Olana, Isabel
Tello de Guzmán, Juan de Escalona y Agüero, y Francisco Escalona y Agüero.
Estudió en los colegios de Lima y se graduó de licenciado en leyes por la Universidad
de San Marcos, donde fue discípulo del obispo Feliciano de Vega y compañero de
estudios de Antonio de León Pinelo.
Fue corregidor en Tarija, gobernador de Castrovirreina, procurador general del Cuzco,
y visitador de las cajas reales.
Sobre consulta del 12 de abril de 1647 fue destinado a una plaza de oidor en la
Audiencia de Santiago. Por real provisión despachada en Madrid el 29 de junio de 1647
se le extendió título de este oficio, que juró ya muy enfermo el 11 de mayo de 1649 y en
el que despachó irregularmente hasta su muerte.
Fue autor del célebre Arcae limensis. Gazophilacium regium peruvicum, publicado en
Madrid en 1647. Escribió también un Memorial jurídico político sobre la suspensión de
la nueva real cédula de la fianza de rezagos, que se imprimió en Lima en 1642; y otro
Memorial en defensa de los indios, impreso en Madrid en 1646.
En 1620, por encargo del virrey del Perú conde de Chinchón, redactó un Informe sobre
las apelaciones del Superior Gobierno a las Reales Audiencias, publicado por Pareja, y
que se conserva manuscrito en el Archivo Nacional de Chile 2793.
Proyectó además un Código Peruano tocante a los privilegios concedidos a los indios;
y una obra titulada Espejo de virreyes.
Murió en la pobreza, así reconocía en su testamento diversas deudas, que montaban
más de mil pesos2794.
5. Licenciado PEDRO DE HAZAÑA SOLÍS Y PALACIO
DEPOSITADO: RC. Buen Retiro, 16 de mayo de 1651.
TÍTULO: RP. 24 de marzo de 1652.
JURAMENTO: 1 de febrero de 1655.
CESA: 24 de septiembre de 1661 (muerte).
                                                
2792 ANE. 211, Poder para testar del oidor don Gaspar de Escalona y Agüero, Santiago, 21-I-1650, fs.
84-84 vta.
2793 ANFA. 3, pza. 5, también en ANFV. 887, fs. 58-87 vta.
2794 AGI. Chile, 1, 223; ANE. 211- 212; ANFA. 3, pza. 5; ANFV. 300, 887; ANRACH. 3.136, 3.138;
MBHCH. I, pp. 414, 457, 465, 466; MD.; RYU. p. 643; SCH. II p. 517; SM. pp. 43-44; TI. p. 598.
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Nació en la villa de Torrijos, Toledo, a principios del siglo XVII y murió en Santiago
de Chile el 24 de septiembre de 1661, sepultándosele en la iglesia de San Francisco, arriba
del altar mayor en el lado del Evangelio, mientras eran trasladados sus huesos a la ciudad
de Lima.
Hijo de don Bartolomé Sánchez Palacio, natural de Torrijos, y de doña María de
Hazaña, natural de Novés.
Sus abuelos paternos fueron don Bartolomé Sánchez Calero y doña María de Hazaña,
naturales de Torrijos; y los maternos don Alonso de Hazaña y doña Francisca Solís.
Hermano suyo fue el capitán don Bartolomé de Hazaña, caballero de Santiago, que se
dedicaba al comercio en la villa de Cajamarca.
Casó en Huancavelica con doña Ana de Oña Zapata (15 ?-1655), natural de Azuaga,
hija de don Lesmes de Oña, natural de Burgos, y de doña María Ortiz Zapata, natural de
Azuaga.
De este matrimonio nacieron tres hijos: i) don Juan de Oña Palacio (c.1622-16 ?),
natural de Lima, oidor en la Audiencia de Charcas y caballero de la Orden de Santiago
(1644); ii) don Pedro Hazaña, muerto en la juventud y; iii) don Lesmes de Oña Palacio y
Hazaña (c.1629-16 ?), alcalde ordinario de Chuquisaca y caballero de Santiago (1664),
casado con doña María de Figueroa y Quiñones, natural de Chuquisaca.
Con don Pedro de Hazaña se inició en las Indias una grande y dilatada familia
vinculada a la mayoría de las audiencias del virreinato, durante los siglos XVII, XVIII y
XIX.
Su hermano, don Bartolomé Sánchez Hazaña casó con doña Juana Bernarda de Valdés
Llano, hija del oidor de la Audiencia de Quito y fiscal de la de Lima don Juan de Llano
Valdés. De este matrimonio nació en 1660 doña Francisca Ventura de Hazaña, que casó
en 1675 con el caballero de Santiago, oidor de Lima y presidente de la Real Audiencia de
Charcas, don Juan Jiménez de Lebatón, que era hermano del caballero de Santiago, fiscal
de la Audiencia y Chancillería Real de Granada y alcalde de casa y corte, don Diego
Jiménez de Lebatón.
Del matrimonio de su sobrina, doña Francisca Ventura y don Juan Jiménez de
Lobatón, nació doña Gabriela, que contrajo segundo matrimonio con el caballero de
Santiago, don Antonio de Queréjazu y Uriarte, padres del oidor limeño don Antonio
Hermenegildo de Queréjazu, quien a su vez, casó en 1733 con doña Josefa de Santiago
Concha, hija del primer marqués de Casa Concha y oidor de la Audiencia de Lima, don
José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra, y por ende, hermana del oidor de Chile,
don Melchor José de Santiago Concha y Errazquín, casado con doña Constanza Jiménez
de Lebatón, hija del presidente de la Audiencia de Charcas, don Nicolás Ximénez de
Lebatón y Hazaña, que fueron padres del también oidor de Santiago, don José de Santiago
Concha y Jiménez de Lebatón.
Pasó al Perú hacia 1618, y allí fue abogado de la Real Audiencia de Lima, asesor del
Cabildo Secular y su regidor perpetuo, familiar del Santo Oficio, y teniente de la visita a
Huancavelica realizada por don Juan de Solórzano Pereyra. En 1639 el Cabildo de Lima
le nombró su Procurador General en la corte, donde estuvo en 1641 y 1642.
Por real provisión fechada el 4 de marzo de 1643 se le despachó título de oidor de la
Real Audiencia de Charcas, plaza desde la que fue depositado en la de Chile, por real
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cédula fechada en Buen Retiro el 16 de mayo de 1651, mientras el visitador del tribunal
de Charcas examinaba y determinaba los capítulos de revisión que se le habían puesto por
haber consentido el matrimonio de su hijo don Lesmes con doña María de Figueroa y
Quiñones, natural del distrito de su audiencia, sin el real permiso. Se le despachó su título
de oidor de Chile por real provisión fechada el 24 de marzo de 1652.
Juró en Chile la plaza vaca por muerte del licenciado Escalona y Agüero el 1 de
febrero de 1655, y despachó en ella hasta su muerte.
Sirvió el Juzgado Mayor de Censos de Indios desde el 31 de marzo de 1656.
En 1659, tras el ascenso del decano don Nicolás Polanco de Santillana, entró a ocupar
el decanato su colega don Juan de Huerta Gutiérrez, con la tenaz oposición del licenciado
Hazaña, pues efectivamente era más antiguo que Huerta Gutiérrez, pero por su carácter de
depositado el real acuerdo no lo consideró. Esta disputa se elevó al virrey, conde de Alba,
quien por real provisión fechada en Lima el 30 de noviembre de 1660, dispuso:
Con ocasión de la merced que Su Majestad hizo al señor Nicolás Polanco
Santillán, que tan dignamente obtuvo la de fiscal de esta Real Audiencia, se ha
querido introducir el dicho Señor Licenciado don Pedro de Hazaña por más
antiguo en la Audiencia de Santiago de Chile, y pretendido preceder y presidir al
más antiguo de los oidores que le aventaja en propiedad, y porque estas
pretensiones son contra todo derecho...La antigüedad y precedencia en la Real
Audiencia de Chile, pertenece al oidor Juan de Huerta Gutiérrez, como más
antiguo y propietario, y no a don Pedro Hazaña Solís y Palacio, que la
disputaba2795.
Esta provisión se cumplió el 14 de marzo de 1661, cuando el oidor Hazaña se hallaba
sacramentado, y su colega Huerta Gutiérrez, sin venia alguna se había hecho a la vela
hacia el Perú.
Mientras el virrey decidía a quien tocaba la antigüedad en la audiencia santiaguina, el
licenciado Hazaña se encerró en su casa durante tres meses sin querer salir de ella, ni
asistir al despacho, ni menos a entregar las llaves del archivo del tribunal, a pesar de que
sus colegas le enviaban recados en que besaban a su merced las manos rogándole
concurriera a dar su voto en el acuerdo y que restituyera las llaves, pero él se excusaba,
pues decía estar de purga y muy achacoso. Como continuaran los pedimentos del
tribunal, que le eran comunicados por el escribano de cámara, un buen día, el taimado
ministro, luego de tantos recados se enojó y amenazó con poner en el cepo de cabeza al
escribano de cámara.
Fue veinticuatro de la nueva Cofradía de Nuestra Señora de los Remedios fundada en
el Convento de Nuestra Señora de las Mercedes.
El oidor Hazaña poseyó una de las librerías más importantes en el reino de Chile, que a
la época de su muerte se componía de 851 cuerpos, que dejó a su hijo Juan de Oña.
Murió con una sólida posición económica, lo que se reflejaba en los inusitados gastos
para su entierro y misas, en el que se emplearon cerca de 1.500 pesos2796.
                                                
2795ANRACH. 487.
2796 AGI. Chile, 84, 223; ANE. 292, fs. 8-21; ANRACH. 487, 3.136, 3.138; JBC. pp. 9, 478; LVA. I.
pp. 60, 290, 291, 339; MMD. 1, p. 430, 5, pp. 53-55, 7, pp. 1, 2; NCG. p. 457; SCH. II pp. 508, 518; SM.
pp. 44-47.
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6. Doctor MANUEL MUÑOZ DE CUÉLLAR
CONSULTA: 3 de septiembre de 1663.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 27 de septiembre de 1663.
JURAMENTO: 25 de junio de 1664.
CESA: 30 de enero de 1667 (muerte).
Nació en Peñaranda de Bracamonte, Castilla la Vieja, hacia 1610, y murió en Santiago
de Chile el 30 de enero de 1667, bajo disposición testamentaria otorgada el 6 de enero del
mismo año, ante el escribano Juan de Agurto Gastañaga 2797.
Hijo de don Juan Muñoz Pabón y de doña Ana Sánchez, vecinos de Peñaranda de
Bracamonte en Castilla la Vieja.
Casó el año 1657 en Madrid con doña Ana Flores, y no tuvo descendencia, habiendo
recibido en dote la suma de 10.000 pesos, conforme la carta labrada en Madrid ante el
escribano don Alonso Romero.
Doña Ana, después de enviudar, casó con don Antonio Calero, y viuda por segunda
vez, contrajo nuevo matrimonio con el capitán don José Zorrilla de la Gándara, tesorero
de la Real Hacienda, y después de enviudar de este su tercer marido, profesó como
carmelita descalza en el monasterio de San José de la Cañada.
Sobre consulta del 12 de enero de 1657 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago, oficio del que se le libró título por real provisión despachada en Madrid el 27 de
febrero de 1657, y en el que comenzó a despachar el 7 de marzo de 1659, haciéndolo
hasta el 25 de junio de 1664, día en que juró en el mismo tribunal la plaza de oidor a la
que había sido ascendido, sobre consulta del 3 de septiembre del año anterior. Se le
extendió título de esta última plaza por real provisión fechada en Madrid el 27 de
septiembre de 1663, manteniéndose en ella hasta su muerte.
En Santiago fue hermano de la Cofradía de las Ánimas del Purgatorio, y esclavo de la
esclavitud de Nuestra Señora de la Merced y de la Virgen de los Remedios y Ángel de la
Guarda.
Sobre consulta del 22 de agosto de 1670 se concedió a su viuda la acostumbrada ayuda
de costa de seis meses de salario de su marido difunto.
Al momento de su muerte contaba con muy escasos bienes, pues entre ellos solamente
se contaban 3.000 pesos que le debían las Reales Cajas por sus salarios; 276 pesos que le
adeudaba don Melchor Carvajal y Saravia; 207 pesos que le adeudaba don Salvador Pérez
de Ortega; 936 pesos que le adeudaba don Lorenzo de Abaytúa; 200 marcos de plata
labrada; 900 pesos en reales; 2 negros esclavos; 3 negras esclavas; una india esclava
cogida en guerra y su hija pequeña; su librería; una carroza; su ropa; algunas imágenes y
lienzos religiosos2798.
                                                
2797 ANE. 324, Testamento del oidor don Manuel de León y Escobar, Santiago, 6-I-1667, fs. 110-114
vta.
2798 AGI. Chile, 2, 84, 223; ANE. 324; ANFV. 300; ANRACH. 3.136, 3.138; JBC. p. 478; MD.; MR.
p. 50; RYU. p. 696; SCH. II p. 518; SM. pp. 50-52; TI. p. 598.
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7. Doctor MANUEL DE LEÓN Y ESCOBAR
CONSULTA: 8 de abril de 1669.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 20 de abril de 1669.
JURAMENTO: 15 de noviembre de 1670.
SUSPENSIÓN: 16 de septiembre de 1674 (suspensión).
CESA: 29 de noviembre de 1686.
Nació en Panamá hacia 1622 y murió en la cárcel del Callao, según dice Medina, del
susto que le ocasionó un temblor que sobrevino a mediados de 1688, bajo disposición
testamentaria otorgada en Lima el 12 de marzo de 1688 ante el escribano Lorenzo
Contero.
No tomó estado matrimonial.
Estudió en la Península donde fue recibido como abogado por los Reales Consejos, y
moraba en la corte en 1664 en la calle del Pozo.
Por real provisión del 15 de diciembre de 1662 se le libró título de relator de la sala del
crimen de la Real Audiencia de Lima.
Sobre consulta del 15 de julio de 1665 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago, oficio del que se le despachó título por real provisión fechada en Madrid el 18
de enero de 1666, y que comenzó a servir el 2 de mayo de 1667.
Sobre consulta del 8 de abril de 1669 fue ascendido a plaza de oidor de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, despachándose su título por real provisión fechada en
Madrid el 20 de abril de 1669, oficio en el que juró el 15 de noviembre de 1670, y que
sirvió hasta el 16 de septiembre de 1674, fecha en que el presidente Juan Henríquez le
hizo apresar y le encerró en la torre de la casa de recogidas, de donde el visitador Munive
le trasladó a la cárcel del Callao en 1675 a bordo del navío Santo Tomás. Permaneció
preso en la cárcel del Callao hasta su muerte.
Los numerosos escándalos que promovió en Chile fueron la causa de la suspensión de
su oficio. En efecto, en 1670, el obispo de Santiago, comunicaba al monarca, que el nuevo
ministro: Tiene trato ilícito y escandaloso con una mozuela de mal vivir que se llama por
mal nombre la Pinchá. Meses después, insistía el prelado, en que: Ha seguido en sus
vicios a sus compañeros, dando muy mal ejemplo con una mujer soltera, a quien el
gobernador desterró a instancias mías, y la echó y desterró de esta ciudad.
Se enemistó con su colega de la Peña, porque había logrado que el presidente
desterrara a la amante de este último, quien le acusó de cometer pecado nefando. Hecho
que dio origen a un largo proceso iniciado el 16 de septiembre de 1674, que acabó en su
prisión y suspensión de su plaza el mismo día, desde donde fue remitido a la cárcel del
Callao.
Sobre consulta del 29 de noviembre de 1686 se declaró que no podía volver al ejercicio
de su plaza y por otra del 8 de enero de 1687, no obstante, haber sido absuelto de los
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crímenes que se le imputaban, se ordenó designarle sucesor y retirarle con medio salario
para pasar la vida por su pobreza y crecida edad, pero ya había muerto2799.
8. Licenciado ÁLVARO BERNARDO DE QUIROZ
CONSULTA: 8 de enero de 1687.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 16 de marzo de 1688.
JURAMENTO: 14 de marzo de 1692.
CESA: 27 de marzo de 1704 (Marzo de 1713).
Nació en Olloniego, Oviedo, hacia 1655, y murió en Lima el 9 de octubre de 1734, día
en el que había otorgado poder para testar.
Hijo legítimo del caballero de Santiago y Señor de la Casa de Quiroz don Felipe
Bernardo de Quiroz, natural de Madrid, y de la señora de la Casa de Olloniego doña
Catalina Bernardo de Miranda (16 ?-1686).
Su abuelos paternos fueron don Álvaro Miranda de Quiroz, hijo de don Francisco
Bernardo de Quiroz y de doña Jerónima Bernardo de Benavides; y doña María de Valdés
y Valdivia, hija de don Juan Meléndez de Valdivia y de doña María Erazo y Valdivia.
Sus hermanos fueron don Felipe Antonio, paje de Carlos II, y don Pedro, capitán de
Infantería, muerto en Flandes.
Casó en Madrid con doña Josefa Arias Ferrer de Saavedra, natural de Madrid, hija de
don Francisco Ferrer y de doña María Antonia Arias de Saavedra, de la casa de los condes
de Castellar.
De este matrimonio nacieron tres hijos: i) doña Josefa Bernardo de Quiroz, natural de
Madrid, casada en primera nupcias con el comisario general de la caballería en Chile don
José Remírez de Baquedano, natural de Amescoa, y en segundas con el también
comisario general don Francisco Muñoz de Torres, natural de Guadalajara, matrimonio
del que nació don José Muñoz Bernardo de Quiroz, primer marqués de Bellavista; ii)
doña Teresa Bernardo de Quiroz, muerta en la infancia y; iii) don Manuel Bernardo de
Quiroz, a quien su padre desheredó por haber casado con gente vil.
En Lima contrajo segundo matrimonio en la parroquia de San Sebastián el 14 de mayo
de 1722 con doña Isabel Cayetana de las Infantas y Villegas, natural de Lima, hija del
caballero de Santiago don Francisco de las Infantas y Villegas, natural de Lima, y de doña
Isabel de Pro León. De este enlace no hubo descendencia.
Estudió en la Universidad de Oviedo, donde se graduó de licenciado en cánones en
1675.
El 1 de octubre de 1677 ingresó al Colegio Mayor de San Ildefonso en la Universidad
de Alcalá, donde se graduó de licenciado.
Sobre consulta del 13 de octubre de 1687 se le concedió un hábito de caballero de
Santiago.
                                                
2799 AGI. Chile, 2, 84, 223; ANFV. 300; ANRACH. 3.138; LVA. II, p. 134; MR. pp. 50-51; SCH. II,
p. 518; SM. pp. 55-57; TI. pp. 525, 598-599.
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Escribió el Discurso Laudatorio, que precede a la obra de su padre, Solar de la Casa
de Olloniego, publicada en Madrid en 1688.
Sobre consulta del 8 de enero de 1687 se le concedió una plaza de oidor en la Real
Audiencia de Santiago de Chile, de la que se le extendió título por real provisión fechada
en Madrid el 16 de marzo de 1688, para servir en la del suspendido oidor don Juan de la
Cueva y Lugo, en la que comenzó a despachar el 14 de marzo de 1692 y que dejó en
marzo de 1713, época en que pasó a Lima a tomar posesión de una plaza de alcalde del
crimen.
En 1707 sucedió al licenciado don Diego de Zúñiga y Tovar en el corregimiento de
Concepción, empleo que comenzó a servir el 13 de abril de dicho año. Por una real cédula
de 12 de agosto de 1708 se le encomendó residenciar al virrey conde de la Monclova.
Sirvió, además, en diversas ocasiones el Juzgado Mayor de Provincia.
Tras su ascenso a Lima, no se proveyó a ningún reemplazante en la Audiencia de
Santiago, sino hasta que se produjo definitivamente la vacante de la plaza de don Juan de
la Cueva y Lugo.
Por real cédula despachada en Madrid el 26 de enero de 1713 se confió su residencia
del tiempo que sirvió en Chile al oidor don Francisco Sánchez de la Barreda y Vera, quien
en su sentencia del 25 de mayo de 1715 le declaró por bueno, recto y limpio juez2800.
Por real provisión fechada en Castelblanco el 27 de mayo de 1704 se le libró título de
una plaza de alcalde del crimen de la Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada
por ascenso de don Diego Antonio de Rivas, que no había llegado a asumir la plaza del
promovido don Juan Fernando Calderón de la Barca, de la que únicamente se hizo cargo
en el mes de julio de 1713, y que sirvió hasta que fue jubilado por real cédula despachada
en San Lorenzo el 21 de septiembre de 1718, y comenzó a gozar de su jubilación el 13 de
mayo de 1720.
Por real provisión fechada en Aranda de Duero el 10 de diciembre de 1721 se le libró
título de oidor en la misma Real Audiencia de Lima, oficio en el que despachó hasta su
muerte2801.
9. Doctor FRANCISCO DE ROJAS Y ACEVEDO
CONSULTA: 27 de junio de 1703.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 23 de noviembre de 1703.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima, donde fue bautizado el 23 de octubre de 1661, y murió allí mismo el
24 de mayo de 1717, tras haber tomado el hábito de la Compañía de Jesús.
                                                
2800 ANRACH. 1.621, 1.622, Residencia del oidor don Álvaro Bernardo de Quiroz, 1713-1715.
2801 AGI. Chile, 1, 2, 67, 84; AGI. Lima, 789, 790; ANFV. 300; ANRACH. 497, 1.621, 1.622, 2.550,
2.965, 3.136, 3.138; BCHB. p. 39; BCHI.; GCCSI. p. 20; LVM. pp. 12-13; NCG. pp. 160-162; RYU. p.
769; SCH. II, pp. 518; SM. pp. 65-68; TI. pp. 521, 598.
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Hijo del fiscal y oidor provisto de la Real Audiencia de Charcas don Gregorio de Rojas
y Acevedo, natural de Buenos Aires, y de doña María Andrea Correa de León, natural de
Potosí.
Sus abuelos paternos fueron el gobernador interino de Buenos Aires, general don
Pedro de Rojas y Acevedo, natural de Garachico, Tenerife, y doña María de Vega, natural
de Lisboa.
Sus abuelos maternos fueron don Fernán López Correa, natural de Viana en Portugal,
y doña Catalina Marquesa de León Pinelo, natural de Buenos Aires, hermana del fiscal de
Lima don Diego de León Pinelo y del célebre Antonio de León Pinelo.
Su hermano Alejo Fernando, fue fiscal provisto de la Real Audiencia de Quito y
obispo de Santiago y de La Paz.
Su hermana, Antonia María, casó con el oidor decano de Lima don Miguel Núñez de
Sanabria, natural de Lima, que fueron padres de: i) doña Francisca Javiera Núñez de
Rojas, natural de Lima, casada con el general don José de Villalta Aguilera y Giner,
padres, a su vez, del oidor de Charcas y Lima, don José Antonio de Villalta y Núñez,
natural de Lima, casado con doña Juana Rosa de Santiago Concha, hija del oidor decano
de Lima, don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra; ii) doña María Teresa
Núñez de Rojas, natural de Lima, casada con el conde de Fuente Roja, don Pedro Andrés
de la Fuente y Rojas, matrimonio del que nació don Juan José de la Fuente y Villalta,
oidor de Chile; y iii) don Gregorio Núñez de Rojas, oidor de Lima.
Su otra hermana, doña Catalina casó con el oidor de la Real Audiencia de Chile don
Juan José de la Fuente y Villalta.
En 1691 casó con doña María Teresa del Corral y Calvo de la Torre, hija del oidor de
la Real Audiencia de Lima don José del Corral Calvo de la Banda, y de doña Francisca
Antonia de la Torre y Zegarra, por ende, hermana del oidor supernumerario de Chile don
Juan del Corral Calvo de la Torre.
Estudió en la Universidad de San Marcos de Lima, donde se graduó de doctor en leyes.
Fue protector de naturales del distrito de la Real Audiencia de Lima y asesor del virrey
conde de la Monclova.
Previo beneficio pecuniario, por real decreto del 21 de noviembre de 1699, fue
nombrado alcalde del crimen futurario de la Real Audiencia de Lima, plaza de la que se le
despachó su título por real provisión del 31 de diciembre del mismo año y que sirvió
durante 15 meses en ausencias y enfermedades de los del número.
Sobre consulta del 27 de junio de 1703 se le concedió una plaza de oidor en la Real
Audiencia de Chile, de la que se le extendió título por real provisión despachada en
Madrid el 23 de noviembre de 1703. Por carta del 24 de noviembre de 1704 representó
este nombramiento por sus enfermedades, sin embargo a consulta del 3 de mayo de 1706
se ordenó comunicar al virrey que lo hiciera pasar a servir su plaza en Chile y que se le
tendría presente para ascensos al tribunal de Lima, pero nuevamente solicitó se le
exonerase de su plaza e hizo renuncia de ella en manos del virrey pidiendo se le
restituyese a la alcaldía del crimen futuraria de Lima. Esta vez, sobre consulta del 19 de
julio de 1710 se aceptó su instancia.
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Finalmente, en 1710 fue nombrado alcalde del crimen propietario de Lima, oficio que
juró el 1 de junio de 1711 y en el que despachó hasta su muerte2802.
10. Bachiller IGNACIO FAUSTO GALLEGOS
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 1 de febrero de 1709
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Madrid, 21 de febrero de 1709.
JURAMENTO: 4 de mayo de 1713.
JURAMENTO NUMERARIO: 20 de mayo de 1715.
CESA: 13 de noviembre de 1740 (Jubilación).
Nació en Lima hacia 1686 y murió en Santiago de Chile cerca de 1747.
Hijo del capitán don Diego Fausto Gallegos y de doña Leonor Pereyra.
El 15 de diciembre de 1712 casó por poder con doña María Dávalos y Mendoza,
natural de Lima, pues en su real título se le dispensaba para casar con natural de las
Indias. Su mujer era hija de don Juan Dávalos de Ribera y Mendoza y de doña Francisca
Simona de Mendoza.
De este matrimonio nacieron: i) Rosa, religiosa del Corazón de Jesús; ii) María de la
Gracia Antonia; iii) Diego Fausto Leandro y; iv) Manuel José María Antonio de Gallegos
y Dávalos, conde de Casa Dávalos, casado con doña María del Castillo y Castañeda.
Su hermano don José Fausto, fue racionero de la iglesia catedral de Lima.
Estudió en la Universidad de San Marcos de Lima, donde fue colegial del de San
Martín, y se graduó de bachiller en cánones el 7 de junio de 1702 en la Universidad de
San Marcos.
Previo beneficio a la real corona de 2.500 doblones (diez mil pesos) obtuvo una plaza
supernumeraria de oidor en la Real Audiencia de Santiago de Chile, con entrada y goce
desde luego, opción a la primera vacante, la seguridad de que no la afectarían futuras
reformas y con licencia para casar con americana. Fue nombrado por real decreto del 1 de
febrero de 1709, y se despachó su título por real provisión fechada en Madrid el 21 de
febrero de 1709.
Noticiado el Consejo del nombramiento de Gallegos representó al monarca: Los
graves perjuicios que podrían resultar al servicio de V.M. y a la vindicta pública en la
administración de justicia de no tener el dicho Dn. Ignacio Gallegos la edad, suficiencia
y literatura que se requiere para el ministerio y más en una Audiencia tan distante2803 y,
por ello sobre consulta del 6 de febrero de 1709, se decidió expedir cédula secreta para
que la Audiencia de Lima: Le examine y reconozca su edad y que en caso de no hallarle
capaz y proporcionado para el empleo le suspenda la posesión2804.
                                                
2802 AGI. Chile, 67, 84, 223; AGI. Lima, 789; ANFV. 3, pza. 4; BCHB. p. 299; BCHI. pp. 41, 43, 110,
207, 211, 242, 326, 362, 364; LVA. I pp. 163-165, 286, 453-454, II p. 44; LVM. pp. 121-122; MMD. 7,
pp. 140-141; NCG. p. 707; TI. pp. 522, 598, 629.
2803 AGI. Chile, 67, Consultas, Consulta Consejo nº 59, 6-II-1709.
2804 Ibidem.
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Sin embargo juró en su oficio el 4 de mayo de 1713 y el 20 de mayo de 1715,
conforme a su opción, comenzó a despachar en la plaza del número vacante por la falta
del oidor Rojas, que hasta ese momento ocupaba el supernumerario don Leandro
Fernando Torquemada, la que sirvió hasta su jubilación, que le fue concedida por real
cédula del 13 de noviembre de 1740 y que comenzó a gozar en 1745.
Se le instruyeron dos causas a pedimento del marqués de Piedra Blanca de Guana,
vecino de La Serena, por varios excesos que se decía había cometido al desempeñar
algunas comisiones en Coquimbo, Huasco, y el mineral de Petorca2805.
En 1722 se había querellado por injurias, con grande escándalo, contra el general
Pedro Erazo y el marqués de Piedra Blanca, pues según él le habían llamado: pícaro,
traidor, ladrón, borracho, cornudo2806.
11. Doctor JOSÉ CLEMENTE DE TRASLAVIÑA Y OYAGÜE
CONSULTA C. HACIENDA: 25 de mayo 1740.
NOMBRAMIENTO: RD. 11 de junio de 1740.
TÍTULO FUTURARIO: RP. Buen Retiro, 1 de julio de 1740.
JURAMENTO: 13 de enero de 1744.
NUMERARIO: 1745.
CESA: 27 de julio de 1776 (9 de noviembre de 1778).
Nació en Lima en 1744, donde fue bautizado el 13 de agosto de aquel año, y falleció
soltero en Santiago de Chile el 21 de diciembre de 1780.
Hijo legítimo del capitán don Juan de Traslaviña Garay y Otáñez, natural de
Arcentales, Vizcaya, y de doña Teresa Juana de Oyagüe y Bengolea, natural de Lima, que
habían casado en la parroquia de San Sebastián de Lima el 3 de agosto de 1699.
Sus abuelos maternos fueron el general don Francisco de Oyagüe y García de Carrión,
natural de San Sebastián de Campos, Córdoba, y doña María de Bengolea y Zavala.
Su hermana doña María Teresa casó con don Pedro de Santiago Concha, hijo del oidor
de la Real Audiencia de Lima, don José de Santiago Concha y Méndez Salvatierra, y
hermano del oidor Melchor José de Santiago Concha.
Su hermana doña María Josefa casó con el caballero de Santiago don Andrés Cayetano
de Salazar y Muñatones, natural de Pisco, padres de don José Rafael Salazar Traslaviña,
casado con doña María Josefa Carrillo y Sancho Dávila, matrimonio del que nació doña
María Josefa Salazar y Carrillo, casada con el primer regente de la Real Audiencia de
Chile don Tomás Antonio Álvarez de Acevedo.
                                                
2805 ANCG. 689, Testimonio de la Relacion de la causa que ante el Jues Instructor y conjueces se
sigue de oficio sobre los procedimientos del Sr. Licenciado Ignacio Gallegos, del Consejo de S.M., oydor
y alcalde de corte de esta Real Audiencia, fs. 31-42.
2806 AGI. Chile, 67, 68, 70, 223; ANCG. 283, 689; ANRACH. 3.136; BCHB. p. 129; BCHI. pp. 208,
248, 326; RYU. p. 824; TI. 568, 571, 579, 598.
699
Su tía doña María Josefa de Oyagüe y Beingolea casó con el oidor limeño don Juan
Bautista de Orueta e Irusta (16 ?-1720). Su otra tía, doña María Teresa casó con don
Pablo de Santiago Concha, hermano del oidor limeño don José de Santiago Concha y
Méndez Salvatierra.
No tomó estado matrimonial.
Fue colegial del de San Martín en Lima al que había ingresado en 1727. En 1735
obtuvo las borlas de licenciado y doctor en cánones y leyes por la Universidad de San
Marcos.
Fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Lima, tras haber hecho práctica
por dos años en el estudio de don Santiago de Barrientos.
Previo beneficio a la corona de diecisiete mil pesos obtuvo por real decreto del 11 de
junio de 1740 a consulta de Consejo de Hacienda del 1 de julio de dicho año, un
nombramiento a futuras de oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile con dispensa
para contraer matrimonio con americana, de la que nunca hizo uso. Su título se le
despachó por real provisión fechada en Buen Retiro el 1 de julio de 1740 y juró en su
plaza el 13 de enero de 1744 y al año siguiente entró a despachar como numerario por
vacante de un oficio debido a la jubilación de su colega Gallegos.
Junto a su colega don Juan de Balmazeda y Zenzano residenció al presidente don
Manuel de Amat y Junyent. El conde de Superunda le comisionó para trasladar a mejor
ubicación las poblaciones de Curicó y San Fernando, de esta última villa fue Protector
Superintendente entre 1742 y 1749, y en 1746 el conde de Poblaciones le llevó como
asesor al parlamento que celebró con los naturales.
Por auto de la audiencia del 9 de enero de 1761 fue comisionado para que hiciera la
reforma de los Reales Aranceles de los subalternos del tribunal, en cuyo cumplimiento
presentó su trabajo el 5 de marzo del mismo año2807.
Fue superintendente de obras públicas en Santiago, labor en la que proyectó parte de
los tajamares del Mapocho e intervino en la construcción del Canal del Maipo y de la
Casa de Moneda. Sirvió además en diversas ocasiones el Juzgado Mayor de Provincia, y
conoció de los negocios de temporalidades de los expatriados jesuitas, en cuya comisión
emitió en 1773 un informe sobre el estado de la hacienda de Chacabuco.
Producto de las reformas de Gálvez en el tribunal chileno, sobre consulta del 6 de
septiembre de 1775 fue trasladado a una plaza de alcalde del crimen de la Real Audiencia
de Lima, pero al poco tiempo, sobre consulta del 14 de junio de 1776 fue nombrado en la
segunda plaza de aumento de oidor de la misma audiencia de Lima, y se le despachó su
título por real provisión fechada en San Ildefonso el 27 de julio de 1776 a una plaza de
oidor en Lima, pero rehusó el ascenso por hallarse sordo, gotoso y con perlesía, y de
inmediato solicitó su jubilación, la que le fue concedida con goce a medio salario por real
                                                
2807 ANRACH. 491, pza. 2, Autos de la Real Audiencia que nombra al oidor don Jose de Traslaviña
para que, en union del Fiscal, proceda a la reforma de los Reales Aranceles establecidos para el cobro
de los derechos judiciales que corresponden a los ministros de justicia, 1760-1761, fs. 10-51.
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decreto fechado en San Lorenzo el 9 de noviembre de 1778, que se le comunicó por real
cédula del 26 de noviembre del mismo año2808.
Este ministro poseyó una importante librería, que ascendía a 620 volúmenes. Esta
biblioteca mostraba a un ministro de ideas ilustradas, pues entre sus libros aparecían, enre
otros, los de Tomás Tosca (1651-1723), Noël Antoine Pluche (1688-1781), Claudio
Fleury (1640-1723), Nicolás Malebranche (1638-1715), Edmundo Pourchot (1651-1734),
Benito Jerónimo de Feyjoo (1676-1764), etc.
A su muerte contaba con una considerable fortuna, entre cuyos bienes se hallaba, su
casa situada en la calle Real; 5.117 pesos de a 8 reales; 4 arrobas y 10 libras de plata
labrada; más de 12.000 pesos que le adeudaban, y un esclavo llamado Tadeo2809.
12. Licenciado BENITO MARÍA DE LA MATA LINARES Y VÁZQUEZ
DÁVILA
CONSULTA: 23 de marzo de 1776.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 16 de junio de 1776.
JURAMENTO: 15 de abril de 1777.
CESA: 26 de noviembre de 1778 (traslado).
Nació en Madrid el 28 de diciembre de 1752 y fue bautizado al día siguiente en la
parroquia de San Martín.
Hijo legítimo del caballero de Alcántara don Francisco Manuel de la Mata Linares y
González Calderón de la Barca (1706-1780), natural de Valladolid, colegial del Mayor de
San Bartolomé, fiscal del crimen en Valladolid, alcalde de casa y corte, fiscal de Consejo
de Castilla, consejero de Castilla y de su Cámara; y de doña Ana Francisca Vázquez
Dávila y Arce, natural de Tordesillas, Valladolid, hija legítima de don José Vázquez
Dávila, señor del Carpio, y de doña María de Jesús Vázquez Dávila.
Nieto paterno del oidor decano de la Audiencia y Chancillería Real de Valladolid don
Fernando Ventura de la Mata Linares y Herrera, natural de San Vicente de la Barquera, y
de doña Fausta Jacinta González Calderón, natural de Ganzo.
Nieto materno del señor del Carpio don José Vásquez Dávila y Arce, y de doña María
de Jesús Vásquez Dávila y Arce.
Bisnieto paterno-paterno de don Baltasar de la Mata y de doña María de Herrera
Sánchez de Puertas.
Bisnieto paterno-materno de don Alonso González Calderón, y de doña Josefa Álvarez
de Estrada.
Su padre fue colegial del Mayor de San Bartolomé, fiscal del crimen en Valladolid
(1738), y luego de lo civil y criminal (1740), alcalde de casa y corte (1748), fiscal del
                                                
2808 ANCG. 165, Informe sobre el estado de la Hacienda de Chacabuco, Santiago, 27-XI-1773, fs. 27-
41.
2809 AGI. Chile, 70, 183, 223; AGI. Lima, 790; ANCG. 98, 165; ANE. 930; ANRACH. 491, pza. 2;
841; 3.136; BCHB. pp. 330-331; BCHI. pp. 76, 260, 326, 327; JBC. pp. 366-404; LVA. I pp. 67, 122;
LVM. p. 145; MBHCH. III, pp. 443 y ss.; RYU. p. 820; TI. pp. 520, 560, 598.
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Consejo de Castilla (1754), consejero de Castilla (1758), y de la Cámara de Castilla
(1770).
Hermanos suyos fueron: i) don Juan de Sahagún María, colegial mayor en el de San
Bartolomé, casado con la marquesa de Solana doña María Rita de Barrenechea Morante
de la Madrid; ii) don Francisco de Paula, sargento mayor del regimiento de infantería del
príncipe; iii) don Pedro Regalado María, sargento mayor del regimiento de caballería de
Farnesio; iv) don Enrique, capitán del regimiento de infantería de Córdoba; v) don José
Eugenio; vi) doña María del Rosario, casada con el caballero de Santiago, brigadier don
Juan Manuel Cagigal de la Vega; vii) doña Francisca Xaviera, casada con don Miguel
María Panes, hijo de los marqueses de Villa Panes y; viii) doña Marta Margarita.
Estudió en la Universidad de Salamanca en la cual se graduó de bachiller en cánones
en 1767.
El 24 de junio de 1768 ingresó al Colegio Mayor de San Bartolomé de Salamanca, del
que fue rector en 1771. Posteriormente, allí mismo se graduó de bachiller en leyes, y de
licenciado en 1772.
Sobre consulta del 23 de marzo de 1776 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, oficio del que se le extendió título por real provisión
despachada en Aranjuez el 16 de junio de 1776, y que juró el 15 de abril de 1777 y que
sirvió hasta el año siguiente.
En Chile fue Juez de Comercio, asesor de la Real Junta de Tabacos, y juez de
residencia del presidente Manuel Amat y Junyent. Además en 1778 fue nombrado para
que asistiera a la Junta de Temporalidades, pero se excusó de servir esta comisión, y en su
reemplazo fue designado don Nicolás de Mérida y Segura.
Por una real provisión del 26 de noviembre de 1778 fue ascendido a una plaza de oidor
en Lima, la que juró el 31 de mayo de 1779, y en la que se mantuvo hasta el 4 de marzo
de 1787, fecha de la real provisión que lo trasladó a la regencia de la Real Audiencia de
Buenos Aires.
Mientras estuvo en Lima, fue nombrado el 18 de agosto de 1783 subdelegado del
Cuzco y al año siguiente, Gobernador Intendente de la misma provincia.
Juró como regente en Buenos Aires el 23 de junio de 1788 y despachó en este oficio
hasta 1802, época en que fue promovido al Consejo de Indias.
Por una real provisión fechada el 5 de octubre de 1802 le fueron concedidos los
honores del Consejo de Indias y el 24 de noviembre del mismo año se le proveyó en una
plaza de número de dicho Consejo, la que juró el 5 de marzo de 1803. Posteriormente, por
real provisión despachada el 27 de agosto de 1807 fue designado miembro del Consejo de
Cámara de las Indias, plaza que juró el 3 de septiembre siguiente.
Ingresó a la Orden de Carlos III en 17872810.
                                                
2810 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 790; ANCG. 633, fs. 116-117; ANFV. 3, p. 4; ANRACH. 3.136;
BCHB. pp. 206-207; BCHI. pp. 170, 172, 182, 274, 308, 326, 358; BS. p. 229; LVM. pp. 67-68; MD. p.
517; RHCSB. II, fols. 722-728, 951-952; TI. pp. 20, 21, 519, 598, 648; FAYARD, Janine, Los ministros
del Consejo Real de Castilla (1621-1788). Informes biográficos, Madrid, 1982, p. 176.
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13. Doctor FRANCISCO TADEO DÍEZ DE MEDINA Y VIDANGES
CONSULTA: Cámara, 14 de junio de 1779.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Ildefonso, 22 de agosto de 1779.
JURAMENTO: 10 de marzo de 1783.
CESA: 10 de agosto de 1803 (muerte).
DECANO: 1784 - 1803.
Nació en La Paz, Bolivia, en 1738 y murió en Santiago de Chile el 10 de agosto de
1803.
Hijo legítimo de don Andrés Díez de Medina y de doña Nicolasa Vidanges, naturales
de La Paz.
No constituyó familia.
Fue colegial del Real de San Juan Bautista de La Plata, donde estudió artes y ambos
derechos. Se graduó de doctor en cánones y leyes por la Universidad de Charcas, en la
cual fue pasante de latinidad y artes.
El 9 de enero de 1759 fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Charcas.
En 1759 fue nombrado procurador de pobres del distrito de la Real Audiencia de
Charcas, y al año siguiente, defensor de menores en la ciudad de La Paz. Luego fue asesor
del cabildo secular de la misma ciudad.
El 15 de enero de 1763 fue nombrado auditor de guerra de las milicias de La Paz. El 17
de enero de 1765 fue designado asesor general de la curia eclesiástica, y el 5 de
noviembre de 1773 fue nombrado regidor del cabildo de La Paz. Se desempeñó también
como director de la Junta de Temporalidades de los jesuitas expulsos de La Paz; visitador
del hospital real; alcalde de primer voto de La Paz el 1 de enero de 1777. Finalmente fue
comisionado por la comandancia general del virreinato de Buenos Aires para el
conocimiento, substanciación y fenecimiento de la causa incoada contra los principales
reos de la sublevación de la provincia de La Paz.
Sobre consulta de Cámara del 14 de junio de 1779 fue nombrado oidor de la Real
Audiencia de Santiago de Chile, plaza de la que se le extendió título por real provisión
fechada en San Ildefonso el 22 de agosto de 1779. Juró el 10 de marzo de 1783, y
despachó en su oficio, con algunos intervalos, hasta su muerte.
En 1787 cuando el regente don Tomás Álvarez de Acevedo pasó a servir la presidencia
interina, le correpondió asistir a las Juntas de Aplicaciones de Temporalides de los
Jesuitas.
Entre junio de 1792 y mediados del año siguiente reemplazó, en su carácter de oidor
decano, al presidente don Ambrosio O'Higgins mientras éste permanecía en el sur, y
posteriormente, el 31 de diciembre de 1801, asumió como, presidente, gobernador y
capitán general interino del reino, por promoción del titular, don Joaquín del Pino al
virreinato del Perú. Entregó el mando al propietario, don Luis Muñoz de Guzmán, el 30
de enero de 1802.
En 1785 solicitó licencia para pasar a la ciudad de La Paz a atender negocios de
familia. El Consejo solicitó informe al virrey de Buenos Aires y éste informó: Que no
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convenía la residencia de Medina en La Paz, porque con su genio orgulloso impediría
indiscretamente el nuevo sistema de gobierno que se establecía. Por tal razón no sólo le
fue negada la licencia sino que además: Se le encargó al Presidente de Chile que vigilase
su conducta.
En 1789 escribía el gobernador de Chile proponiendo al Consejo que: A Medina se le
trasladase a la Audiencia de Lima, pues habiendo observado su conducta con
desconfianza y cautela, advertía vehemencia de genio, cavilosidad, e inclinación a
competencias. Con estas consideraciones, por real orden del 5 de octubre de 1789 se:
Previno de nuevo al Presidente que si las operaciones de Medina no fuesen conforme a
sus deberes le procesase y diese cuenta; y a éste se le reprendió conminándole con
privación del empleo, si no se enmendaba.
En junio de 1792 el Gobernador O'Higgins salió de Santiago y dejó el mando en
manos de Diez de Medina en calidad de decano entregándole unas instrucciones para el
gobierno interino, ante lo cual el oidor protestó enérgicamente e hizo caso omiso del
instructivo.
A su regreso de la Frontera, el gobernador escribió a la Corte el 18 de junio y el 17 de
octubre de 1793 quejándose de la extraña conducta del expresado oidor. La corona por
real orden fechado en San Lorenzo el 6 de octubre de 1794 mandó que Medina usara
cuanto antes de licencia: Para pasar a la ciudad de La Paz, su patria, permaneciendo en
ella aun cuando se cumpla el año porque se le concedió la expresada licencia, bajo el
concepto de que S. M. se la prorroga hasta que se verifique la vacante proporcionada en
otro tribunal, todo con el objeto de que no vuelva más a Chile. Pero además se advertía a
O'Higgins: Que si vuelve a ausentarse de esa capital delegue sus facultades con arreglo
al artículo 40 de la Real Cédula de 2 de agosto de 1789 sin añadir instrucción alguna a
su contexto.
En dicha conformidad salió Medina del puerto de Valparaíso el 16 de junio de 1796 en
el paquebote "San Antonio", pero como a la salida de la rada éste naufragó, hubo de
embarcar en la fragata "La Aurora", para finalmente arribar a La Paz el 28 de septiembre
de 1796.
La corona en el precitado real orden, le advertía que: Cuide de evitar se repitan los
disgustos que se han notado en Chile, en el nuevo destino o traslación a otro tribunal. Por
otro real orden fechado el 7 de julio de 1797 se le mandó regresar a servir su plaza en
Chile ofreciéndole ascenso a Méjico o Lima. Ante ello el ya anciano oidor señalaba: Que
no le conviene su traslación a Méjico por la grande distancia, ni a Lima, porque allí
residen sus mayores enemigos, el Virrey O'Higgins y el asesor Rozas, que le persiguieron
en Chile, y solicitaba plaza supernumeraria del Consejo de Indias.
Sobre consulta del 26 de enero de 1800 se negó esta petición y se le conminó a
marchar de inmediato a Chile. Llegó a Santiago el 31 de diciembre de 1801.
En marzo de 1802 enfermó de cuidado producto de haber caído accidentalmente al
entrar en la calesa, y desde febrero del año siguiente se encontraba semiparalítico y
gravemente afectado de viruela por lo que ya no concurría al tribunal, en razón de lo cual
el 6 de mayo se nombró en calidad de cojuez para suplir su ausencia, al doctor Nicolás
José de Gandarillas.
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El 5 de enero de 1803 solicitó que se le jubilara, pero no alcanzó a obtener el retiro,
pues murió algunos meses después, tras haber ido a Santa Cruz a tomar aires puros y
frescos.
La biblioteca del oidor Diez de Medina fue de las más completas de su tiempo, amén
de que poseía licencia del Santo Oficio para leer libros prohibidos. José Toribio Medina,
que sigue muy de cerca la vida de este ministro, afirma que pasó a Chile en 1791 con 36
cajones de libros, los que legó al Monasterio de Santa Rosa de Santiago, sin que se haya
podido dar con el inventario de ellos. Sin embargo, se conoce el listado de veintiséis
volúmenes que poseía al momento de morir, entre los que se contaban 12 cuerpos en
francés y un tomo de las obras de Bossuet2811.
14. Doctor FÉLIX FRANCISCO BAZO Y BERRY
NOMBRAMIENTO: RD. Aranjuez, 29 de abril de 1804.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 17 de mayo de 1804.
JURAMENTO: 13 de marzo de 1809.
CESA: 4 de mayo de 1809 (9 de abril de 1811 renuncia).
REASUME: 15 de marzo de 1815.
CESA: 13 de febrero de 1817.
Nació en Málaga en 1765 y murió en Santiago de Chile cerca de 1825.
Hijo legítimo de don Lorenzo Bazo y de doña Ana Berry.
Dos de sus hermanos fueron ministros de audiencias, a saber, i) don Juan Bazo y Berry
(1756-p.1822) fue teniente asesor letrado de la intendencia de Trujillo en 1777, y oidor en
las audiencias de Buenos Aires (1801) y Lima (1815) y; ii) don José (1769-183?), fue
oidor en la de Santa Fe (1802).
Casó en Santiago con la criolla doña María del Tránsito Riesco, natural de Santiago de
Chile.
Fue colegial del de Santo Tomás de Aquino de Granada, y obtuvo la borla doctoral en
cánones por la Universidad de Orihuela en 1790. Fue recibido como abogado por la
Chancillería de Granada en 1793.
Por real decreto del 29 de abril de 1804 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Chile, en la plaza vacante por muerte del oidor Diez de Medina, con goce a
medio sueldo mientras viviera el oidor jubilado González Pérez. Se le despachó título de
su plaza por real provisión del 17 de mayo de 1804 y comenzó a despachar en ella el 13
de marzo de 1809 haciéndolo hasta el 9 de abril de 1811, fecha en que presentó su
renuncia ante la Junta Gubernativa y solicitó permiso para pasar a Lima, la que sólo se le
concedió meses más tarde.
El 4 de mayo de 1809 había sido provisto como alcalde del crimen de la Real
Audiencia de Lima, pero este nombramiento no tuvo efecto.
                                                
2811 AGI. Chile, 139, 223; ANCG. 633, fs. 113-115; ANRACH. 3.138; 3.239; ANRNS. 14; BCHB. pp.
101-102; BCHI. pp. 278, 328; JBC. pp. 480-481; MD. p. 243; TI. p. 628.
705
Durante la Restauración, el virrey Abascal le envió a Chile para reincorporarse a su
plaza en la Real Audiencia de Santiago, lo que hizo el 15 de marzo de 1815, y en la que se
mantuvo hasta la disolución definitiva del tribunal en febrero de 1817.
Viajó a la Península en 1822 y regresó a Santiago dos años más tarde, donde vivió
retirado de la vida pública2812.
4. CUARTA PLAZA DE OIDOR
1. Licenciado PEDRO DIEZ ROMERO
CONSULTA: 14 diciembre de 1605.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 23 de marzo de 1606.
JURAMENTO: No asumió.
Natural de la Península.
Su padre fue abogado de Pobres del Consejo y cárcel de corte. Era sobrino del
consejero de Indias licenciado Carvajal.
Estudió en la Universidad de Salamanca, donde se graduó de bachiller. Pasó luego a la
de Valencia, donde se graduó de licenciado.
Fue recibido como abogado por los Reales Consejos.
Por real provisión fechada en Madrid el 23 de marzo de 1606 se le despachó título de
oidor fundador de la Real Audiencia de Santiago de Chile, pero no asumió pues fue
nombrado inmediatamente alcalde de corte de Navarra2813.
2. Doctor GABRIEL DE ZELADA
CONSULTA: 10 de septiembre de 1607.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Lorenzo, 17 de octubre de 1607.
JURAMENTO: 8 de septiembre de 1609.
CESA: 4 de agosto de 1614 (muerte)
Nació en Guadalajara, España, en la segunda mitad del siglo XVI y murió en Santiago
de Chile el 4 de agosto de 1614.
Hijo legítimo de don Martín de Encinas de Zelada y de doña Ana de Ribas.
Hermanos suyos fueron don Martín, don Juan, doña María y doña Ana de Zelada.
La Audiencia y Chancillería Real de Valladolid le despachó cédula de hidalguía el 12
de enero de 1599.
                                                
2812 AGI. Chile, 223; ANRACH. 3.005; BCHB. pp. 38-39; BCHI. pp. 158, 290, 308, 328, 362, 430;
LVM. p. 11; MD. p. 123; TI. pp. 430, 518, 598, 618.
2813 AGI. Chile, 1; SCH. II p. 517.
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Casó con doña Francisca Ricardo de Montalván, natural de Madrid, muerta el 7 de
marzo de 1628, con quien tuvo nueve hijos: i) doña María, casada con el general don
Lorenzo Pacheco Osores y segunda vez con el general y caballero de la Orden de
Santiago don Fernando de Carvajal y Ulloa; ii) don Alonso, lugarteniente de corregidor de
Santiago en 1621, y corregidor del partido de Colchagua en 1624, casado con doña Juana
de Riberos y Figueroa; iii) doña Luisa, nacida en Madrid, casada en 1616 con el alcalde
de Santiago, licenciado don Andrés de Toro Mazote, que sirvió interinamente la fiscalía
de la audiencia, muerta bajo disposición testamentaria otorgada en Santiago el 4 de
diciembre de 16562814; iv) don Juan Bautista; v) don Mateo; vi) don Sebastián; vii) don
Francisco; viii) doña Juana; ix) doña Tomasa.
Se graduó de bachiller en leyes por la Universidad de Salamanca, y de licenciado y
doctor en la de Osuna.
En 1610 escribió una Relación sobre el Reino de Chile.
Fue abogado de los Reales Consejos donde servía como abogado de pobres en 1600
con un salario de 40 ducados anuales.
Sobre consulta del 10 de septiembre de 1607 fue nombrado oidor de la Real Audiencia
de Santiago, plaza de la que se le extendió título por real provisión despachada en San
Lorenzo el 17 de octubre de 1607. Comenzó a servir su oficio en el acto de instalación del
tribunal el 8 de septiembre de 1609, y se mantuvo en él hasta su muerte.
Murió con muy pocos bienes dejando a su viuda cargada con la deuda de los 19.500
pesos de plata que había prometido como dote a don Lorenzo Pacheco, su yerno, quien
siguió pleito para reclamarla, obteniendo el embargo de los salarios pendientes de su
suegro, el que sólo se alzó tras la transacción a que llegó con su suegra por la suma de
7.546 patacones y ocho reales2815.
3. Doctor CRISTÓBAL DE LA CERDA SOTOMAYOR
CONSULTA: 7 de mayo de 1616.
TÍTULO NUMERARIO: RP. 16 de junio de 1616.
JURAMENTO: 27 de marzo de 1619.
CESA: 23 de marzo de 1635 (1636).
Nació en Méjico, donde fue bautizado el 19 de agosto de 1584, y murió en Lima el 6
de noviembre de 1658.
Hijo de don Cristóbal de la Cerda (15 ?-1613), natural de Ciudad Real, que había
sido escribano y relator de la Audiencia de Méjico por cerca de 37 años, y de su
segunda mujer doña Ana de Sotomayor, viuda del factor y veedor de la Real Hacienda
de Méjico don Martín de Albarracín.
                                                
2814 ANE. 95, Testamento de doña Luisa de Zelada, Santiago, 4-XII-1656, fs. 355-359.
2815 AGI. Chile, 1; ANE. 82, 95; ANRACH. 3.136, 3.138; NCG. p. 250; RYU. pp. 597-598; SM. p. 20-
21.
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Sus abuelos paternos fueron don Sebastián de Miranda y doña Ana de la Cerda,
vecinos de Ciudad Real. Sus abuelos maternos fueron don Jerónimo de Mercado y
Sotomayor y doña Elvira de Salcedo.
Casó con doña Sebastiana de Avendaño y Villela, muerta en 1645, de quien tuvo
ocho hijos: i) don Juan, muerto en la adolescencia; ii) doña Ana María casada en Lima
con don Antonio de la Riva-Agüero; iii) un hijo clérigo; iv) otro jesuita; v) y vi) dos
agustinos; y vii) y viii) dos monjas.
Fue colegial del de Santa María de Jesús en Sevilla, al que ingresó el 8 de febrero de
1606. El 2 de abril de 1615 se dio por vaca su beca en razón de hallarse proveído para la
Real Audiencia de Santo Domingo.
Estudió en la Universidad de Salamanca, donde se graduó de bachiller en cánones el
30 de junio de 1604. Pasó luego a la de Sevilla donde obtuvo el grado de licenciado en
cánones el lunes 15 de mayo de 1606, y el de doctor en la misma facultad el 11 de junio
siguiente.
Leyó como substituto la cátedra de Digesto Viejo todo el año de 1606, y la de
Vísperas de Cánones el de 1607. Substituyó la de Código todo el año de 1607, y llevó la
de Decreto en propiedad desde el 19 de marzo de 1608. Más tarde leyó por oposición
las cátedras de Código, Digesto Viejo, Decreto y Vísperas. Fue rector de la misma
universidad por más de diez años y colegial de ella. También había asistido a las
universidades de Sigüenza y Alcalá.
Fue alcalde de sacas en Sevilla por ausencia de don Juan de Escobar Espíndola, fiscal
interino de la misma audiencia durante tres años, comisario general de la expulsión de
los moriscos en 1604, y asesor de la Proveeduría General.
Por real provisión despachada el 19 de septiembre de 1614 se le extendió título de
oidor de la Real Audiencia de Santo Domingo, oficio que sirvió hasta 1617.
Sobre consulta del 7 de mayo de 1616 fue trasladado como oidor a la Real Audiencia
de Santiago de Chile, conforme a su título expedido por real provisión del 16 de junio
de 1616. Juró su plaza el 27 de marzo de 1619. Despachó en ella hasta 1636, año en que
pasó a Lima, nombrado alcalde del crimen en dicho tribunal.
Sobre consulta del Consejo fechada en Madrid el 2 de marzo de 1635 fue ascendido a
plaza de alcalde del crimen de la Real Audiencia de Lima. Se le despachó título por real
provisión del 23 de marzo de 1635, plaza de la que fue jubilado por real cédula del 28
de junio de 1638.
El navío en el que viajó a Chile desde Santo Domingo fue capturado por piratas
ingleses, que lo liberaron en Portobello, donde vivió de la caridad pública, hasta que
pudo continuar su marcha que hubo de interrumpir en Perú, debido a una grave
enfermedad que le detuvo por más de un año, y producto de la cual perdió la nariz.
En Chile le correspondió asumir como presidente, gobernador y capitán general
interino a la muerte del propietario, don Lope de Ulloa y Lemos, quien por despacho
librado en Concepción el 24 de noviembre de 1620 lo había designado como sucesor.
708
Entró a este oficio el 13 de diciembre de 1620 y lo dejó el 5 de noviembre del año
siguiente, fecha en que se recibió del mando el titular, don Pedro Ossores de Ulloa2816.
4. Doctor PEDRO MACHADO DE CHÁVEZ
CONSULTA: 7 de marzo de 1635.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 23 de marzo de 1635.
JURAMENTO: 10 de abril de 1636.
CESA: 1644 (jubilado).
Nació en Quito hacia 1590 y murió en Santiago de Chile el 19 de abril de 1647, bajo
disposición testamentaria otorgada el 18 de diciembre de 1646, ante el escribano de
Santiago, don Domingo García Corvalán, y fue enterrado en la sepultura de sus padres
ubicada en la iglesia de San Francisco2817.
Hijo del oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile licenciado don Hernando
Machado, natural de Zafra, y de doña Ana Núñez de Chávez, natural de Trujillo.
Sus abuelos paternos fueron don Francisco Machado, y doña Mencía Núñez de
Carvajal, naturales de Zafra.
Sus abuelos maternos fueron el capitán don Francisco Álvarez de Chávez, natural de
Trujillo, de los primeros conquistadores de Quito y Perú, y doña Isabel González de
Mesa, natural de Zafra.
Tuvo cuatro hermanos: i) don Francisco, arcediano de la catedral de Santiago, y su
provisor, vicario general y gobernador en sede vacante; ii) don Juan, canónigo de la
catedral de Trujillo y luego obispo electo de Popayán; iii) doña Mencía de Chávez, casada
en Quito con el capitán don Gabriel de Vera y Aragón; y iv) doña Isabel de Cáhvez,
casada en Quito con el tesorero don Pedro de la Torre, natural de Toledo.
No constituyó familia, pero en su testamento reconoció como hijo natural al clérigo
doctor don Antonio Machado, a quien dejó 500 pesos de a ocho reales y un lienzo de San
Pedro. Tuvo también otra hija natural llamada doña Margarita Machado, que otorgó poder
para testar en 16432818, muerta en vida de su padre.
Le acompañó en Santiago su tía doña Dorotea de Chávez quien le asistió hasta el
último día de su vida, y él así lo reconocía en su testamento cuando decía que la debía:
Muchos años de amparo que me ha hecho tratándome como a hijo y curándome con todo
amor y cuidado en las largas y prolijas enfermedades que he padecido2819.
Fue colegial del de San Felipe en Lima durante 9 años, y se graduó de licenciado y de
doctor en cánones y leyes por la Universidad de San Marcos el año 1619, en cuyas
                                                
2816AGI. Chile, 1; AGI. Lima, 789; AHUS. 766, fols. 236-236 vta.; AHUS. Sº. 10 (4); Sº. 58, fol. 148; AHUS.
Libro, 626, fols. 18-18vta., 23-23vta.; ANFV. 300; ANRACH. 343, 3.136, 3.138; AHCC. VI, p. 401; LVM. pp. 163;
NCG. pp. 253, 254; RYU. pp. 616-617; SCH. II, pp. 446, 488, 517; SM. pp. 22-27; TI. p. 521.
2817 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 94-96.
2818 ANE. 118, Poder para testar de doña Margarita Machado, 1643, fs. 94.
2819 ANE. 112, Testamento del oidor don Pedro Machado de Chávez, Santiago, 18-XII-1646, fs. 95.
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facultades tuvo muchas conclusiones y argumentos en que dio muestras de sus letras2820,
y leyó por substitución las cátedras de Prima de Cánones y de Instituta.
En 1619 fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Lima.
A su pluma se deben dos obras, al parecer no publicadas, Los discursos políticos, y La
Reformación del derecho.
En 1622 fue nombrado visitador general del obispado de Santiago y al año siguiente
provisor y vicario general. En 1626 el virrey marqués de Guadalcázar: Escribió en su
aprobación proponiéndole para una de las plazas de las audiencias del Perú2821.
Sobre consulta del Consejo fechada en Madrid el 9 de mayo de 1631 fue nombrado
fiscal de la Audiencia de Santiago, despachándosele su título por real provisión fechada
en Madrid el 14 de mayo de 1631, plaza que juró el 14 de mayo del año siguiente y en la
que se mantuvo hasta el 10 de abril de 1636, día en que juró como oidor en el tribunal,
oficio al que había sido ascendido sobre consulta del 7 de marzo de 1635, plaza de la que
se le despachó título por real provisión fechada en Madrid el 23 de marzo de 1635.
Se mantuvo en esta última plaza hasta su jubilación, que había sido solicitada por el
gobernador, marqués de Baides el 12 de abril de 1642, en atención: De las enfermedades
de gota y perlesía que continuamente le fatigaban2822. Sobre consulta del 24 de marzo de
1645 fue jubilado con sueldo entero en atención a sus méritos.
Poseyó una importante biblioteca, compuesta de 358 volúmenes, que dejó a su
hermano, Francisco.
Acabó sus días con muchas deudas, pues en vida había dotado a sus sobrinas monjas y
a doña María de Olarte, monja profesa de Santa Clara, aparentemente la madre de su hijo
natural2823.
5. Licenciado ANTONIO FERNÁNDEZ DE HEREDIA
CONSULTA: 31 de marzo de 1645.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Zaragoza, 22 de abril de 1645.
JURAMENTO: 12 de marzo de 1646.
CESA: 31 de diciembre de 1651 (1652).
Nació en Lima en la primera mitad del siglo XVII y murió en Saña en noviembre de
1665.
                                                
2820 AGI. Indiferente, 1.846 A, Relaciones de pretendientes a plazas de las Audiencias y empleos de
Real Hacienda, Dr. Pedro Machado de Chávez, s/f.
2821 Ibidem.
2822 AGI. Chile, 1, Consultas 1578-1665, Consulta nº 262, 24-III-1645.
2823 AGI. Chile, 1; AGI. Indiferente, 1.846A; ANE. 95, 108 A, 112, 118; ANRACH. 3.136, 3.138;
AHCC. VI, p. 44; JBC. pp. 116-150; MCDI. 276; SCH. II, pp. 517; RYU. pp. 601-602; SM. p. 40; TI. p.
599.
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Hijo de doña Casilda de Heredia (15 ?-1648), natural de Toledo, y muerta en la villa de
Almodóvar del Campo de Calatrava, arzobispado de Toledo, bajo testamento otorgado
ante el escribano de dicho ayuntamiento Bartolomé Portillo el 27 de agosto de 1648.
Hermanos suyos fueron: i) doña María de Heredia, que le acompañó a las Indias y; ii)
don José Fernández de Heredia, canónigo de la catedral de Panamá.
Casó con doña Domesia de Argárate y Lizarri (16 ?-1652), natural de San Sebastián,
Guipúzcoa, hija del capitán don Martín de Argárate y Lizarri, y de doña Isabel
Arrizabalaga, vecinos de San Sebastián, Guipúzcoa, sin que doña Domesia aportara dote
alguna.
Doña Domesia, era viuda del capitán don Martín de Ugalde, con quien había tenido
una hija, doña Ana María de Ugalde y Argárate, residente en Madrid.
Sobre consulta del 7 de marzo de 1635 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago, plaza de la que se le despachó título por real provisión fechada en Madrid el 4
de abril de 1635.
Comenzó a despachar en la fiscalía el 10 de junio de 1636 y lo hizo hasta el 4 de mayo
de 1643, día en que fue suspendido. Reasumió el 10 de marzo de 1644 y se mantuvo en
ejercicio hasta el 12 de marzo de 1646, día en que juró como oidor en el mismo tribunal.
Sobre consulta del 31 de marzo de 1645 fue ascendido a plaza de oidor en el mismo
tribunal. Por real provisión despachada en Zaragoza el 22 de abril de 1645 se le extendió
título de este oficio, que juró el 12 de marzo del año siguiente.
Por real provisión fechada en Madrid el 31 de diciembre de 1651 se le extendió título
de fiscal de la Real Audiencia de Lima, plaza que juró en 1652. Fue ascendido a oidor en
el mismo tribunal como consta de su título librado por real provisión del 20 de septiembre
de 1653, oficio del que fue promovido a la presidencia de la Real Audiencia de Quito por
real provisión del 16 de septiembre de 1660.
Finalmente, por real provisión fechada el 29 de abril de 1663 se le despachó título de
oidor más antiguo en Lima, pero no alcanzó a asumir.
Fue caballero de la Orden de Santiago 2824.
6. Licenciado JUAN CORTEZ
CONSULTA: 17 de abril de 1651.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Buen Retiro, 14 de mayo de 1651.
JURAMENTO: No asumió.
Natural de los reinos de España, murió en 1652.
Abogado de los Reales Consejos.
Se desempeñó como Auditor General del Ejército en Cataluña entre 1647 y 1651.
Antes había servido como auditor de la provincia de Bari en los reinos de Sicilia y
                                                
2824 AGI. Chile, 1, 223; AGI. Lima, 790; ANE. 210, 220; ANFV. 300; ANRACH. 3.136, 3.138;
MMD. 3, p. 48; RYU. p. 615, 650-651; SCH. II, pp. 484, 491, 517, 518; SM. pp. 42-43; TI. pp. 493, 519,
520, 599.
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Nápoles, donde había tenido a su cargo la administración, cobranza y superintendencia de
las rentas reales.
Sobre consulta del 17 de abril de 1651 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Santiago de Chile. Se le despachó título por real provisión fechada en Buen
Retiro el 14 de mayo de 1651.
Viajó en los galeones del mismo año de 1651 a Panamá, pero jamás llegó a asumir su
plaza2825.
7. Licenciado AMBROSIO DE ARÉVALO Y SEDEÑO
CONSULTA: 31 de marzo de 1653.
JURAMENTO: No asumió.
Natural de España, murió en Panamá en 1653.
Casó con doña Ana Clara Ruiz de Herrera.
Fue teniente de gobernador de la ciudad de Cartagena de Indias.
Sobre consulta del 31 de marzo de 1653 fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Santiago. Embarcó en los galeones de 1653 con destino a su nueva plaza, pero murió en
Panamá, de camino a ella 2826.
8. Licenciado JOSÉ NIETO DE ARIZA
CONSULTA: 9 de junio de 1653.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 12 de agosto de 1653.
JURAMENTO: No asumió.
Natural de la Península, murió en 1654.
Sobre consulta del 9 de junio de 1653 fue nombrado oidor propietario de la Real
Audiencia de Santiago de Chile. Por real provisión fechada en Madrid el 12 de agosto de
1653 se le despachó título de esta plaza, pero murió al poco tiempo y no alcanzó a asumir
su oficio2827.
9. Doctor ÁLVARO DE IBARRA Y VEYTIA
CONSULTA: 15 de enero de 1655.
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 12 de marzo de 1655.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 22 de marzo de 1655.
JURAMENTO: No asumió.
                                                
2825AGI. Chile, 1, 223; ANRACH. 3.138; SCH. II, p. 518.
2826AGI. Chile, 1, 84, 223.
2827 AGI. Chile, 1, 84, 223; SCH. II, p. 518; TI. p. 598.
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Nació en Lima el 22 de octubre de 1621, donde fue bautizado el 29 de noviembre del
mismo año, y murió allí mismo el sábado 19 de enero de 1675, dos días después de haber
otorgado poder para testar, y fue enterrado el día domingo en la iglesia de la Compañía de
Jesús de Lima.
Hijo del capitán don Gregorio de Ibarra y Ruiz de Lozoya, natural de Berriatua,
Vizcaya, y de doña Isabel de Merodio y Alcocer, natural de Lima.
Hermano suyo fue don Esteban de Ibarra, maestrescuela de la catedral de Lima y
provisor y vicario general en sede vacante, que murió en Lima el 6 de septiembre de
1672.
Tomó estado religioso.
Fue colegial del de San Martín en Lima y se graduó de licenciado en cánones y leyes
por la Universidad de San Marcos, en cuyas facultades fue catedrático por oposición de
Prima de Leyes.
En 1655 fue nombrado fiscal protector de naturales del distrito de la Real Audiencia de
Lima y luego inquisidor.
El virrey, conde de Alba de Liste, le envió al reino de Chile para formar sumaria contra
los causantes de la deposición del gobernador don Antonio de Acuña y Cabrera, y para
que averiguase el alzamiento de los naturales, materia sobre la cual formó una extensa
relación fechada en Lima el 25 de agosto de 16582828.
Por real provisión del 1 de junio de 1654 fue provisto fiscal de la Real Audiencia de
Santa Fe, e inmediatamente solicitó una plaza de oidor en Chile, que le fue concedida a
consulta del 15 de enero de 1655 y de la que se le extendió título por real provisión del 12
de marzo de 1655, plaza que nunca asumió, porque el 10 de junio de 1655 había pedido al
monarca que se le excusara de servir la fiscalía en Santa Fe por ser su inclinación a lo
eclesiástico, y por ello, a consulta del 12 de enero de 1657 se decidió proveer la plaza de
oidor en Chile que se le había conferido.
Más tarde, por real provisión del 15 de febrero de 1664 se le libró título de presidente
de la Real Audiencia de Quito.
A instancias del conde de Lemos, sobre consulta del Consejo fechada en Madrid el 25
de enero de 1669 fue nombrado oidor más antiguo de la Real Audiencia de Lima,
despachándosele título por real provisión fechada el 6 de marzo de 1669, oficio en el que
se mantuvo hasta su muerte.
Tras la muerte del virrey Conde de Lemos, el 14 de diciembre de 1672 asumió el
gobierno y capitanía general como oidor decano que era, y se mantuvo en el mando hasta
el 15 de agosto de 1674, día en que fue recibido el virrey Conde de Castellar.
Años antes había tomado el estado clerical y, en tal carácter fue electo obispo de
Trujillo, sede de la cual sobre consulta de Cámara del 29 de noviembre de 1674 se le
                                                
2828 Relación que hace a Su Magestad el Dr. Dn. Alvaro de Ibarra, ajustada a los autos que processó
y se remiten sobre el estado y alzamiento de los indios del Reino de Chile, Lima, agosto 25 de 1658, en
MM. 340.
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concedió la tercera parte de su vacante. El 21 de enero de 1675 fue presentado para esta
mitra, pero no alcanzó a acceder a ella, pues había muerto dos días antes2829.
10. Doctor ALONSO DE SOLÓRZANO Y VELASCO
CONSULTA: 12 de enero de 1657.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 27 de febrero de 1657.
JURAMENTO: 7 de enero de 1659.
SUSPENSIÓN: 7 de septiembre de 1664.
REASUME: 6 de septiembre de 1665.
CESA: 1665.
DECANO: 1665.
Nació en Lima, donde fue bautizado el 17 de enero de 1608, y murió en Chuquisaca el
3 de diciembre de 1680.
Hijo del contador y veedor general del ejército de Chile capitán don Alonso Fernández
de Solórzano, natural de Segovia, y de doña María Ana de Velasco, natural de Madrid.
Era nieto materno del oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile don Pedro
Álvarez de Solórzano, natural de Aguilar del Campoo, y de doña Antonia Ortiz de
Velasco, natural de Medina Pomar en las Montañas de Burgos.
Casó con doña Jerónima de Aldana y Noroña, hija del licenciado don Diego de Aldana
y Noroña, y de doña Francisca Cárdenas y Serantes.
De este matrimonio nació don Alonso de Solórzano y Aldana, alguacil mayor de
Chuquisaca, corregidor y justicia mayor de Caravaylla.
El 23 de agosto de 1654 contrajo segundo matrimonio con doña Ana Muñoz Ternero,
natural de Lima, hija de don Marcos Muñoz Ternero y de doña Luisa de Arrieta.
De esta enlace tuvo a doña Francisca (1657-17 ?), natural de Santiago, casada con el
caballero de la Orden de Santiago don Juan Nicolás Roldán Dávila, vecino encomendero
de Lima, a quien aportó una dote de 73.000 pesos.
El marqués de Guadalcazar le hizo merced de beca en el Real Colegio de San Felipe de
Lima. Se graduó de bachiller en cánones y leyes por la Universidad de San Marcos, y más
tarde de licenciado y doctor. Fue rector del colegio de San Felipe, y en 1646 obtuvo las
cátedras de Prima de Cánones, Decreto e Instituta.
Escribió un Panegírico sobre los sujetos, prendas y talentos de los doctores, maestros
de la real e insigne Universidad de San Marcos de la ciudad de Los Reyes, que floreció el
año 1651, publicado en Madrid en 1653, y un Informe sobre las cosas de Chile, fechado
el 2 de abril de 1657, que se conserva en el Archivo Nacional de Chile2830.
                                                
2829 AGI. Chile, 1, 2, 223; AGI. Lima, 790; AHCC. XII, pp. 11, 664; LVM. pp. 172-173; MM. 340;
MMD. 4, 323, 324; SCH. II, 484, 518; TI. 431, 493, 519, 592, 598; MUGABURU, Josephe de y
MUGABURU, Francisco de, Diario de Lima (1640-1694) , en Colección de Libros y Documentos
referentes a la historia del Perú , VIII, Lima, 1918, pp. 34, 58-59, 71.
2830 ANAG. 15, exp. 24, fs. 129-171.
714
Fue autor también de un Discurso legal e información en derecho a favor de los
nacidos en los Reynos del Perú, y conveniencia para que en él, sin el óbice de haber
nacido allí, puedan obtener plazas de oidor, y demás que les están prohibidas, que se
publicó en 1652.
Fue juez de la causa de capítulos contra el gobernador de Huancavelica, don Juan de la
Cerda; auditor general de la armada en 1650; y procurador general de la Universidad de
San Marcos por nombramiento del 11 de julio de 1653.
Hacia 1650 pasó a la corte donde residió en la calle de la Magdalena hasta 1653.
Sobre consulta del 5 de mayo de 1653 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago, oficio del que se le despachó título por real provisión fechada el 11 de julio de
1653, y que juró el 7 de abril de 1655.
Sobre consulta del 12 de enero de 1657 fue promovido a plaza de oidor en el mismo
tribunal, de la que se le extendió título por real provisión fechada en Madrid el 27 de
febrero de 1657. Juró en este oficio el 7 de enero de 1659 y se mantuvo en él hasta 1665,
año en que pasó como oidor fundador a la Real Audiencia de Buenos Aires, conforme a
su título librado por real provisión del 6 de septiembre de 1664.
Mientras sirvió en Chile, el gobernador Francisco Meneses le separó de su plaza en
cumplimiento de una real cédula de 7 de septiembre de 1664, y sólo fue restituido a ella el
6 de septiembre del año siguiente, cuando ya se hallaba promovido a Buenos Aires.
Su nombramiento para Buenos Aires fue por cuatro años, con futura de oidor de
Charcas, en virtud de lo cual se le despachó título por real provisión del 24 de septiembre
de 1670, plaza que sirvió hasta su muerte.
Desde 1675 se hallaba quebrantado de salud, por su edad, achaques y mal de gota, en
razón de lo cual solicitaba su jubilación. A ello fue respondido por real cédula librada en
Madrid el 3 de junio de 1676 que se quedaba con cuidado para promoverlo a un lugar
donde pudiera hallar mejoría y en especial se le tendría presente para las vacantes de
Lima2831.
11. Licenciado JUAN DE LA PLAZA
CONSULTA: 20 de junio de 1664.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Buen Retiro, 2 de julio de 1664.
JURAMENTO: No asumió.
Natural de los reinos de España, murió hacia 1668.
Casó con doña Magdalena de Ibarra, de quien tuvo por hija a doña Petronila, a quien
sobre consulta del Consejo de 4 de diciembre de 1686 se le concedió merced de un hábito
de alguna de las tres órdenes para la persona que casare con ella, en atención a los méritos
y servicios de su padre.
                                                
2831 AGI. Charcas, 416; AGI. Chile, 1, 2, 84, 223; ANCG. 15, exp. 24; ANFV. 300; ANVM. 298, ps.
638, 639, 640, 641; ANRACH. 3.136, 3.138; AHCC. XII, p. 21; MBHCH. II, pp. 485-487; MMD. 7, p.
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Fue alcalde mayor de Logroño y Calahorra, oficio del que fue ascendido a una plaza de
fiscal de la Real Audiencia de Panamá, de la que se le despachó su título por real
provisión del 5 de enero de 1661.
En Panamá realizó la visita de la tierra y se desempeñó como teniente general de su
jurisdicción en lo militar.
Sobre consulta del 20 de junio del mismo año fue promovido a una plaza de oidor en la
Audiencia de Santiago de Chile, de la que se le libró título por real provisión despachada
en Buen Retiro el 2 de julio de 1664, y que no alcanzó a asumir 2832.
12. Doctor JOSÉ DE MENESES Y ALLENDE SALAZAR
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Madrid, 5 de junio de 1666.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 20 de abril de 1669.
JURAMENTO: 8 de febrero de 1670.
SUSPENSIÓN: 4 de diciembre de 1674.
CESA: 1678.
Nació en Lima, en cuya catedral fue bautizado el 19 de marzo de 1640, y murió en
Valdivia en 1678.
Hijo del fiscal y oidor de la Real Audiencia de Lima doctor don Pedro de Meneses de
Santa Cruz (16 ?-1667), natural de Alburquerque, Extremadura, y de doña Beatriz de
Allende Salazar, natural de Madrid.
Sus abuelos paternos fueron don Miguel de Meneses, natural de Alburquerque,
Extremadura, y doña María de Cepeda, natural de Madrid; y los maternos fueron don
Lope de Allende, natural de Burgos, y doña Catalina Saracho, natural de Madrid.
Su tío Simón, fue oidor de la Real Audiencia de Santo Domingo, conforme a su título
despachado por real provisión fechada el 17 de julio de 1591.
Casó con doña Gabriela Barrios y Saavedra (16 ?-1699), natural de Sevilla, hija del
Piloto Mayor de la Armada de Indias don Gabriel Barrios y Saavedra, y de doña María de
Garro, quien aportó como bien dotal una plaza de oidor en la Real Audiencia de
Guadalajara.
De este enlace nació una hija, sor Teresa de Jesús, monja carmelita que profesó en el
Monasterio de San José de Santiago.
En 1668 ingresó a la Orden de Santiago, pero como el Consejo de Indias fue noticiado
de la falsedad de la genealogía y de los instrumentos que había presentado para obtener el
hábito, se mandó practicar una segunda diligencia y, en su vista, se anuló la concesión en
1671, ordenándose recoger el título, privarle el hábito y apresarle
Inició sus estudios de derecho en la Universidad de San Marcos de Lima, donde se
graduó de bachiller en cánones. Pasó luego a la Universidad de Sevilla y allí se graduó de
licenciado en cánones el día jueves 20 de diciembre de 1663, y de doctor en la misma
facultad el día domingo 23 de diciembre del dicho año.
                                                
2832 AGI. Chile, 2, 84, 223; AGI. Panamá, 254; SCH. II. pp. 472, 518; TI. pp. 479, 598.
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Por real provisión fechada el 18 de junio de 1664 se le despachó título de oidor
supernumerario de la Real Audiencia de Guadalajara con calidad de entrar en la primera
del número que vacare, para así cumplir la merced que el rey había hecho a don Gabriel
de Barrios de una plaza de oidor de la Real Audiencia de Guadalajara, para quien casare
con una de sus hija.
A su pedimento se le concedió una plaza supernumeraria en la Real Audiencia de
Chile conforme a su título extendido por real provisión fechada en Madrid el 5 de junio de
1666. Por otra librada en Madrid el 20 de abril de 1669 se le extendió título en plaza
propietaria para ocupar la vacante quedada por muerte de don Juan de la Plaza, pero el
Consejo fue noticiado del proceso que se seguía en el Consejo de Órdenes y por real
decreto del 23 de abril del mismo año se resolvió: No pase por ahora a las Indias y se le
prenda; y asi mando que se le suspenda la licencia para su viaje y que se le envie luego
orden al General de Galeones, para que estando embarcado le prenda, y remita a esta
Corte2833.
Al parecer la orden anterior no alcanzó a cumplirse, pues se embarcó en los galeones
de dicho año y en febrerero de 1670 se encontraba en Santiago de Chile, donde el día 8
prestó juramento y se mantuvo en el despacho hasta su suspensión.
Integró el tribunal en su época más borrascosa, por la vida desarreglada y de poca
moralidad de sus ministros, a la sazón, don Gaspar de la Cuba y Arce, don Juan de la
Peña Salazar y don Manuel de León y Escobar.
Se caracterizó por los escándalos a que dio lugar su desordenado proceder y continuas
aventuras galantes. El obispo de Santiago, fray Diego de Humanzoro, preocupado por el
mal ejemplo que daban los ministros, escribía al monarca en 1672, que don José:
Es tercero oidor de esta Audiencia, y es el más escandaloso de todos, no es
graduado en letras, ni las ha profesado...y como la deshonestidad es una
hidropesia venenosa, no hay número que pueda contar las mujeres de que abusa,
dos son las ordinarias y de asiento, la una es una mujer casada y que tiene
escondida, sin querérsela restituir a su marido, a título de que está criando un hijo
que tuvo en ella...la segunda mujer con quien muy de asiento está mal amigado
este oidor y alcalde del crimen, es una hija de un caballero notorio (doña Elvira
Tello que) solicitada de este mal hombre se salió del monasterio... y se amancebó
con dicho oidor.
Para acabar con esta última aventura, el diligente prelado, recluyó en el convento de las
agustinas a doña Elvira, mas el ministro logró que el abuelo de la moza: Presentase
petición sobre que se la enviásemos a la estancia de unos tíos a veinte leguas de esta
ciudad. En el viaje a tal paraje, don José, con la ayuda de cinco hombres, raptó a su
amada de los custodios del obispo, y la mantuvo en su casa largos meses.
En 1673, debió enfrentar una querella interpuesta por doña Margarita Verdugo y
Cerón, por haber: Solicitado de amores a una hija de la querellante, doncella virtuosa y
de muy tierna edad, nombrada doña María Cerón, a la cual le ha enviado la ropa de
vestir que manifiesta, que todo es una hungarina de terciopelo negro, una pollera de
tafetán doble carmesí en corte, otra de chamelote picada y acabada, dos pares de medias
                                                
2833 AGI. Chile, 3, Decretos circulares para el distrito de dicha Audiencia. 1621-1699 , RD. Madrid,
23-IV-1669.
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y dos de calcetas. Como la requerida no aceptó, con mano de justicia envió a prender a la
querellante.
De su conducta, se decía que: Ha amparado y tenido en su casa a hombres
fascinerosos y de mal hacer y procesados por causas criminales...anda de noche con
armas ofensivas y defensivas y habla en secreto con dichos hombres.
De su actuación en el tribunal, certificaba el escribano de cámara don Antonio Sánchez
Bahamonde, que: He visto que el señor doctor José de Meneses, oidor de la dicha
Audiencia, ha acudido a la dicha Audiencia las más del dicho tiempo a la segunda hora
de audiencia y muchas veces a la última, y otras después de haberse levantado los
señores de debajo del dosel.
Por real cédula fechada en Madrid el 28 de diciembre de 1674 se ordenó al presidente
del reino que le desterrara a Valdivia, con goce a la mitad de su salario: Por el escándalo
y mal ejemplo con que se ha entendido ha vivido...teniendo amistad ilícita con una mujer
soltera y los excesos que acerca de esto ha cometido ajenos de un ministro de su
grado2834, y por otra real cédula fechada en Madrid el 9 de julio de 1680 se mandó que de
su medio salario, sólo se le entregaran 1.000 pesos para sus sustento en Valdivia, pues
otros 300 se darían a la mujer con quien tuvo trato ilícito, y los restantes a su mujer e
hijos2835.
13. Licenciado JUAN DE LA CUEVA Y LUGO
CONSULTA: 9 de agosto de 1680.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 31 de agosto de 1680.
JURAMENTO: 16 de mayo de 1682.
SUSPENDIDO: RC. 11 de noviembre de 1686.
REASUME: Marzo de 1711.
CESA: 26 de octubre de 1711 (muerte).
DECANO: 1682-1689; 1711.
Nació en Lima hacia 1634 y murió en Santiago de Chile el 26 de octubre de 1711.
Casó en 1684 con su sobrina doña Ana Josefa de la Cueva y Torres, natural de Lima,
hija del capitán don Agustín de la Cueva y Lugo y de doña María de Torres y la Roca.
Estudió en la Universidad de San Marcos de Lima, de donde marchó a España en
1666. Pasó a Cádiz con licencia del 7 de enero de 1680.
Sobre consulta del 9 de agosto de 1680 fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, plaza de la que se le libró título por real provisión fechada en Madrid el
31 de agosto de 1680. Juró en su oficio el 16 de mayo de 1682 y lo sirvió regularmente
hasta 1689, pues en dicho año se hizo efectiva la suspensión de su plaza decretada el 11
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718
de noviembre de 1686, y sobre consulta del 29 de noviembre del mismo año se ordenó
proveer su plaza.
Fue juez de residencia del oidor don Diego Portales.
El tiempo que sirvió en Chile lo empleó, más que en administrar justicia, en
enemistarse con cuanta persona e institución le fue posible. El 1 de febrero de 1683 el
cabildo eclesiástico escribía al monarca, que don Juan de la Cueva es desatento y
desacatado con los ministros eclesiásticos. Se ganó también el odio de los franciscanos,
pues actuando solo en el acuerdo, desterró en febrero de 1683 al provincial de dicha
orden, fray Alonso de Briceño, a quien se acusaba, entre otras cosas, de haber mandado
poner en las puertas de las iglesias unas coplas injuriosas contra el gobernador don Juan
Henríquez. Fray Diego Briceño, hermano del provincial desterrado, escribía al
gobernador Garro, que el oidor: cerrando los ojos a todos respetos, está constante en que
mi hermano permanezca en el destierro. Después de este incidente, los franciscanos no
dejaron pasar ocasión de importunarle, y así en junio de 1683, fray Juan de Barrenechea
denunciaba al gobernador, que don Juan de la Cueva: azote que Dios ha enviado a este
reino, por sus justos juicios, había ordenado hacer anatomía del cadáver de Francisco de
Moreda, visitador de las Cajas Reales, después de haberlo puesto en prisiones engrillado y
en un cepo por espacio de tres días.
El virrey del Perú, decía que el oidor de la Cueva no tenía: Ningunas letras, ni
aptitudes para suplir esta falta con prudencia y buen juicio...es arrojado y vano y así
hace cada día muchas locuras, por ello expresaba al monarca: Cuánto conviene sacarle
de esta audiencia a donde se halla de oidor más antiguo, sin haber servido en ningún
tribunal, ni haberles visto, porque en su vida estudió para esto.
Se enemistó también con el obispo fray Bernardo Carrasco, porque, según el mismo
oidor, en su visita al presidio de Valdivia había rebajado el precio de la harina
correspondiente al trigo de los diezmos. Por esto el prelado, de propia iniciativa, inició el
2 de junio de 1683 un sumario contra el oidor, en el que decía que: Habiéndose hecho
absoluto este ministro en la audiencia y con esto dueño de ella, lo ha sido también de
hacer cuantas injusticias y vejaciones le dicta el poco temor de Dios con que vive y
menos respeto a ser ministro de tan católico monarca...pues aunque tiene por compañero
a don Sancho de Salazar, lo arrastra ordinariamente, unas veces de industria y otras de
temor...siendo ambos por la falta de letras y juicio, tan indignos de la garnacha como
sabe toda esa corte.
No permaneció indiferente nuestro oidor ante la inquina del prelado, y en la primera
oportunidad que tuvo se tomo desquite del obispo. Tal ocasión se le presentó un día de
fiesta de tabla en la catedral, cuando fray Bernardo Carrasco: Pasando del coro al altar
mayor, volviéndose a hacer cortesía a la audiencia y, reparando que habièndose
levantado don Sancho de Salazar, se estaba sentado don Juan de la Cueva, le dijo el
obispo que aunque no fuese por su persona debía hacer más estimación de su dignidad, y
la respuesta de don Juan de la Cueva, estándose sentado fue: "Padre, el rey no se levanta
a sus vasallos" .
De su lado, el cabildo secular comunicaba al rey en carta del 14 de julio de 1684, que:
La promoción a la plaza de oidor de esta real audiencia en la persona del licenciado don
Juan de la Cueva y Lugo habrá sido ocasionada de nuestras culpas, pues sólo por ellas
se nos pudiera haber dado tan grande castigo, como el que experimentamos en las
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grandes injusticias, repetidos agravios y vejaciones que hace a este reino habiéndose
hecho absoluto en esta real audiencia.
El 7 de abril de 1684 el fiscal del Consejo de Indias dictaminó que fray Bernardo
Carrasco, al instruir sumario contra el oidor: se ha excedido notoriamente y que se le debe
expatriar. Pero además, sobre consulta del 9 de mayo de 1685 se acordó enviar comisión
al presidente Garro para que averiguara las acusaciones contra el oidor y le hiciera salir a
la ciudad de Concepción: Donde se le detendrá hasta fenecer la causa y enviarla como se
le ordena al Consejo, sin que en el tiempo que dure la pesquisa vuelva al ejercicio de la
plaza de oydor de aquella Audiencia2836. Por real cédula del 21 de mayo de 1685 se
comunicó al gobernador Garro esta decisión, que él umplió, y así puso en prisiones al
oidor conduciéndole, luego, a Valparaíso para que de allí pasara al presidio de Valdivia,
desde donde fue trasladado a Quillota, por orden del presidente, aprobada por el virrey
conde de la Monclova el 18 de diciembre de 1689.
Sólo pudo volver al ejercicio de su plaza el marzo de 1711, en calidad de oidor decano,
manteniéndose en ella hasta su muerte.
Murió en la más completa miseria, la que era tal que su viuda hubo de solicitar a la
Junta de Real Hacienda un auxilio de 1.000 pesos para costear los gastos del entierro,
funeral y misas de su marido, y le fue concedido con cargo a medio salario que se le debía
a don Juan, pero por real cédula fechada en Buen Retiro el 28 de diciembre de 1715 se
desaprobó este acuerdo y se ordenó restituir dicha cantidad a las Reales Cajas, pero como
la viuda no tenía bienes se hizo efectiva la deuda en el fiador el marqués de la Pica don
Antonio de Irarrázaval Bravo de Saravia 2837.
14. Licenciado LUCAS FRANCISCO BILBAO LA VIEJA
CONSULTA: 23 de diciembre de 1686.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 26 de enero de 1687.
JURAMENTO: 16 de abril de 1693.
CESA: 2 de mayo de 1703 (1706).
DECANO: 1693 - 1706.
Nació en Sevilla a mediados del siglo XVII y murió soltero en Lima el 20 de julio de
1713, bajo disposición testamentaria otorgada tres días antes.
Hijo legítimo de don Marcos Bilbao la Vieja y de doña Mariana del Campo.
No constituyó familia.
Por real provisión fechada el 2 de marzo de 1686 se le despachó título de oidor de la
Real Audiencia de Santo Domingo.
Sobre consulta del 23 de diciembre de 1686 fue trasladado a la Real Audiencia de
Santiago en una plaza de oidor, de la que se le libró título por real provisión fechada en
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Madrid el 26 de enero de 1687. Juró el 16 de abril de 1693 y despachó en su oficio hasta
abril de 1706, época en que partió a Lima, para ocupar la fiscalía del crimen a que había
sido ascendido, sobre consulta de abril de 1702.
Mientras sirvió en Chile, fue comisionado para realizar la visita de los oficiales reales
de Buenos Aires.
Por real provisión fechada en Buen Retio el 10 de mayo de 1703 se le despachó título
de la plaza de fiscal del crimen de la Real Audiencia de Lima, para ocupar el oficio que
estaba vacante por promoción de don Diego de Mendoza y Reinoso. En 1704 por
ministerio de la ley, pasó a despachar la fiscalía de lo civil por ascenso de don Carlos de
Alcedo y Sotomayor, oficio que sirvió hasta su muerte2838.
15. Licenciado IGNACIO ANTONIO DEL CASTILLO
CONSULTA: 4 de mayo de 1702.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 14 de agosto de 1703.
JURAMENTO: 10 de marzo de 1708.
CESA: 30 de marzo de 1723
DECANO: 1720 - 1723.
Nació en Huamanga, Huancavelica, en 1670, y murió en Charcas después de 1747.
En 1739 casó con doña Ana María del Campo y Vega, natural de Charcas, y en
segundo matrimonio con doña Francisca Gutiérrez de Escalante.
Fue colegial del Real de San Martín en Lima.
Se graduó de licenciado en leyes por la Universidad de San Marcos de Lima.
Por real decreto fechado el 7 de diciembre de 1699, fue nombrado oidor
supernumerario de la Real Audiencia de Charcas, plaza de la que se le extendió título por
real provisión del 31 de enero de 1700.
Sobre consulta del 4 de mayo de 1702 fue promovido a plaza propietaria en la Real
Audiencia de Santiago de Chile, de la que se le despachó su real título por provisión
fechada en Madrid el 14 de agosto de 1703, oficio que juró el 10 de marzo de 1708, y en
el que despachó hasta 1723, época en que pasó a Charcas, provisto como oidor de aquel
tribunal.
En Chile fue nombrado corregidor y justicia mayor de Concepción el 17 de febrero de
1710, ciudad a la que se trasladó y donde además sirvió como auditor general de guerra y
superintendente de la real hacienda.
Por real cédula librada en noviembre de 1713 fue reprendido debido a la discusión que
había tenido en el acuerdo con su colega Sánchez de la Barreda y Vera por no haber
convenido en el voto de una causa.
                                                
2838 AGI. Chile, 2, 67, 84, 131; AGI. Lima, 790; ANFV. 300; ANRACH. 1.620, 2.790 pza. 8, 2.965,
pza. 7, 3.136, 3.138; LVM. p. 14; SCH. II, p. 518; SM. p. 69; TI. p. 520.
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En 1723 fue ascendido a plaza de oidor en la Real Audiencia de Charcas, de la que fue
suspendido en 1740 cuando ya era decano, por haber casado con una natural de su distrito
sin el real permiso, y que por real decreto del 19 de noviembre de 1742 fue declarada por
vaca, aunque fue restituido a ella el 17 de agosto de 17462839.
16. Licenciado MARTÍN DE RECABARREN
TÍTULO DEPOSITADO: 1715.
JURAMENTO: 30 de junio de 1716.
CONSULTA: 10 de abril de 1723.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Ildefonso, 30 de diciembre de 1723.
JURAMENTO: 30 de agosto de 1724.
CESA: 7 de enero de 1767.
DECANO: 1723 - 1767.
Nació en La Habana el 11 de noviembre de 1679, y murió en Santiago de Chile el 7 de
enero de 1767. Otorgó poder para testar en Buenos Aires el año 1720 estando de viaje al
reino de Chile, y en él disponía que si moría durante la travesía: Mi cuerpo sea arrojado
al mar segun es costumbre entre los navegantes, y si mi fallecimiento fuere en tierra ha
de ser sepultado en la Capilla o Iglesia de Nuestra Señora del carmen o del Rosario2840.
Hijo del alcalde ordinario de La Habana, don Miguel de Recabarren y Márquez, y de
doña Lucía Pérez Borroto, naturales de La Habana.
Sus abuelos paternos fueron don Miguel de Recabarren y Aguirre, nacido en Motrico,
Guipúzcoa, y doña Leonor Márquez de Morta, natural de La Habana; y los maternos, don
Diego Pérez Borroto y Costilla y doña Magdalena de Rojas y Chirinos, naturales de La
Habana.
En 1725 casó por poder con doña Isabel Pardo de Figueroa, natural de Tinta, Cuzco,
hija del caballero de Santiago y corregidor de Tinta, don Bernardo Pardo de Figueroa, y
de doña Margarita de Luján y Vázquez de Acuña, naturales de Lima.
Doña Isabel, era hermana del marqués de San Lorenzo de Valle Umbroso y caballero
de Santiago don José Agustín Pardo de Figueroa.
Hijos suyor fueron: i) Estanislao, canónigo de la catedral de Santiago de Chile, e
ingresó en 1793 a la Orden de Carlos III; ii) Margarita que casó con el marqués de
Villapalma de la Encalada y caballero de Calatrava don Manuel de Encalada y Chacón,
natural de Santiago y; iii) Juana, que casó con el marqués de Cañada Hermosa.
En 1700 se graduó de bachiller en artes por la Universidad de Méjico, donde fue
colegial del de Santa María. En 1703 se graduó de licenciado y en 1706 fue admitido al
                                                
2839AGI. Charcas, 194; AGI. Chile, 67, 84, 223; ANFA. 3, pza. 4; ANRACH. 3.138, 3.148; BCHB. p.
79; BCHI. pp. 43, 49, 83, 211, 242, 316, 326; RYU. p. 814; TI. p. 598.
2840 SEOANE, María Isabel, “Los poderes para testar en el Buenos Aires del siglo XVIII”, en X
Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano, II, Méjico, 1995, p. 1.530, n. 31.
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colegio de Todos los Santos. Sirvió como substituto la cátedra de Prima de Leyes en la
Universidad de Méjico.
Previo beneficio pecuniario de 4.000 pesos obtuvo un nombramiento de oidor
supernumerario de Panamá, concedido por real decreto del 23 de mayo de 1707, del que
se le extendió título por real provisión fechada en Buen Retiro el 5 de junio del mismo
año.
Por real provisión fechada en Madrid el 23 de agosto de 1707 se declaró que debía
entrar en la plaza del número, vaca por ascenso de don Francisco Medina a la audiencia
de Santa Fe.
En 1715 fue depositado en la Real Audiencia de Santiago de Chile, oficio que juró el
30 de junio de 1716.
Sobre consulta fechada el 10 de abril de 1723 se le concedió plaza en propiedad en la
vacante quedada por ascenso de don Ignacio Antonio del Castillo, de la que se le libró
título por real provisión despachada en San Ildefonso el 30 de diciembre de 1723, y prestó
juramento de ella el 30 de agosto del año siguiente, manteniéndose en ella hasta su
muerte.
En Chile se desempeñó como auditor de guerra y superintendente de la real hacienda
en Concepción en 1717. Sirvió también como juez privativo de tierras vacas desde
17382841. Pasó a la Frontera en 1738 junto al presidente Manso para la distribución del
real situado. Entre 1749 y 1765 sirvió como superintendente de la Real Casa de Moneda.
Sobre consulta del 30 de junio de 1739 fue autorizado para invertir en bienes raíces los
32.478 pesos correspondiente a la dote de su mujer. Por real cédula despachada en El
Pardo el 4 de abril de 1740 se le otorgó licencia para comprar bienes raíces, y por otra
fechada en Aranjuez el 1 de junio de 1742 se le concedió licencia para casar a sus hijas
con naturales del distrito de su audiencia 2842.
17. Doctor JUAN BAUTISTA VERDUGO DEL CASTILLO
NOMBRAMIENTO: RD. Buen Retiro, 14 de enero de 1747.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Buen Retiro, 31 de enero de 1747.
JURAMENTO: 30 de abril de 1748.
TÍTULO NUMERARIO: RP. 22 de enero de 1767.
CESA: 27 de julio de 1776 (28 de junio de 1777).
Nació en Santiago de Chile en 1704, en cuya catedral fue bautizado el 2 de enero de
1709, y murió allí mismo el 12 de marzo de 1779, bajo poder para testar otorgado en
Santiago el 20 de abril de 1778 en favor de don Ignacio de la Carrera y doña María Paula
Verdugo y Valdivieso y fue sepultado en la iglesia de Santo Domingo 2843.
                                                
2841 ANCG. 17, fs. 20.
2842 AGI. Chile, 68, 69, 223; AGI. Panamá, 254; AGI. Ultramar, 802; ANCG. 17; ANRACH. 3.136,
3.138; BCHB. pp. 279-280; BCHI. pp. 246, 247; LVA. I p. 140, II pp. 411-412; MD. p. 725; NCG. pp.
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Hijo legítimo del capitán don Antonio Mariano Verdugo y Figueroa y de doña María
del Castillo y Ruiz, naturales de Santiago de Chile.
Sus abuelos paternos fueron don Antonio Verdugo, natural de Santiago, y doña
Lorenza Suárez de Figueroa, natural de Concepción; y los maternos, don Pedro del
Castillo y doña María Ruiz.
Casó con doña María Juana Fernández de Valdivieso, natural de Córdoba, Tucumán,
hija de don Silvestre Fernández de Valdivieso y de doña Rosa Jerónima de Herrera.
De este matrimonio nació doña María Francisca de Paula Verdugo y Valdivieso, que
casó con don Ignacio de la Carrera, natural de Santiago. Verdugo había obtenido por real
cédula del 3 de agosto de 1767 licencia para casar a su hija con natural del distrito.
Estudió artes y teología en el Convictorio de San Francisco Javier de Santiago. Luego
fue colegial del de San Martín en Lima, donde fue pasante de teología. Se hizo doctor en
teología en la Universidad de San Marcos, donde en 1727 fue substituto de la cátedra de
Vísperas de Leyes. En 1726 había sido recibido como abogado por la Real Audiencia de
Lima.
En 1734 fue alcalde ordinario y procurador de la ciudad de Cuzco.
Por real decreto despachado en Buen Retiro, el 14 de enero de 1747 fue nombrado
oidor supernumerario de la Real Audiencia de Chile, previo servicio pecuniario de 20.000
pesos, con dispensa de ser natural de Santiago, licencia para contraer matrimonio y para
poseer bienes raíces. Se le extendió su título por real provisión fechada en Buen Retiro el
31 de enero de 1747, y juró en ella el 30 de abril de 1748 y la sirvió en dicha calidad hasta
que una real provisión fechada el 22 de enero de 1767 se la concedió en propiedad.
Por real provisión del 27 de julio de 1776 fue nombrado alcalde del crimen de Lima,
pero rehusó dicho traslado, excusándose por hallarse gotoso, y solicitó su jubilación, la
que le fue concedida por real decreto del 12 de junio de 1777, decisión que se le
comunicó por real cédula del 28 de junio del mismo año.
Mientras sirvió en Chile fue nombrado en 1752 Juez Privativo de Tierras, oficio que
ocupó hasta su muerte. Entre 1761 y 1763 visitó las escribanías y formó una Instrucción
para escribanos, que fue aprobada por real cédula del 16 de octubre de 1767.
Poseyó una importante biblioteca que contaba con 209 títulos2844.
18. Licenciado JOSE DE REZAVAL Y UGARTE
CONSULTA: 3 de marzo de 1777.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 21 de abril de 1777.
JURAMENTO: 6 de abril de 1778.
CESA: 13 de mayo de 1780 (1781).
Vide plazas de regente, nº 3.
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TI. pp. 522.
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19. Bachiller LUIS MIGUEL DE URRIOLA Y ECHEVERZ
CONSULTA: 21 de junio de 1780.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Ildefonso, 13 de agosto de 1780.
JURAMENTO: 16 de diciembre de 1782.
CESA: 5 de agosto de 1798 (muerte).
Nació en Panamá el 24 de agosto de 1748, en cuya catedral fue bautizado el 8 de
septiembre del mismo año y murió en Santiago de Chile el 5 de agosto de 1798.
Hijo del capitán don Juan de Urriola y de doña Antonia de Echeverz, naturales de
Panamá. Sus abuelos paternos fueron don Gabriel de Urriola Echavarría, natural de
Durango en Vizcaya, y doña Juana González Salado, natural de Panamá; y los maternos,
don Antonio de Echeverz y doña María Josefa Romero, naturales de Panamá.
Su abuelo materno don Antonio de Echeverz, era hijo del caballero de Calatrava y
presidente, gobernador y capitán general de Guatemala, don Antonio de Echeverz y
Subisa, natural de Asiain, Navarra.
En 1787 casó, previo real permiso concedido por real cédula fechada el 4 de octubre de
1787, con doña María Josefa Balbontín de la Torre y Rojas, viuda del marqués de
Montepío, natural de Santiago, hija de don José Nicolás Balbontín, natural de Santiago, y
de doña Ana Josefa de los Reyes, natural de Valparaíso. De este matrimonio nacieron
cinco hijos.
Estudió en la Universidad de Panamá, donde se graduó de bachiller en artes. Luego
pasó a la Península donde se graduó de bachiller in utroque iure en la Universidad de
Sigüenza. En 1768 ingresó al Colegio de San Antonio de la Universidad de Alcalá.
En enero de 1769 fue presentado por Carlos III al Colegio de San Clemente de Bolonia
en el que fue admitido con dispensa de no ser español. Allí cursó griego, y entre 1769 y
1770 fue consiliario y celario, entre 1770 y 1771 consiliario e historiador, entre 1771 y
1772 consiliario y bibliotecario, entre 1772 y 1773 consiliario y secretario, y entre 1773 y
1774 consiliario y bibliotecario.
El 17 de febrero de 1769 fue presentado por Carlos III para Derecho Canónico, y en
1771 ganó la cátedra de Derecho Pontificio a la que renunció voluntariamente el 22 de
abril de 1775. Por nombramiento real obtuvo en 1774 la rectoría de dicho colegio en la
que se mantuvo hasta 1780.
A instancias de Gálvez y del Príncipe de Esquilache, sobre consulta del 21 de junio de
1780 fue nombrado oidor numerario de la Real Audiencia de Santiago de Chile, plaza de
la que se le despachó título por real provisión fechada en San Ildefonso el 13 de agosto de
1780.
Comenzó a servir el 16 de diciembre de 1782 y lo hizo hasta su muerte, aunque desde
agosto de 1792 su salud se encontraba muy resentida, como certificaba el médico don
José Llenes, producto: De una mala constitución, inclinada a caer en relajamiento y
aniquilamiento de que es acometido en cualquier enfermedad que padezca.
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En 1796 había ingresado a la Orden de Carlos III2845.
20. Doctor ANTONIO CASTRILLO EZEIZA
NOMBRAMIENTO: RD. Aranjuez, 21 de abril de 1799.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 10 de mayo de 1799.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Ecija y murió en Cádiz en 1800, durante una epidemia.
Hijo legítimo del marqués de las Cuevas del Becerro.
Fue colegial del de San Bartolomé y del de Santiago en Granada. En la Universidad de
esta última ciudad se graduó de doctor en filosofía y leyes.
Por real decreto del 21 de abril de 1799 fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Santiago, extendiéndosele su título por real provisión fechada en Aranjuez el 10 de mayo
de 1799, pero no llegó a servir dicha plaza, pues murió en Cádiz, cuando se aprestaba a
viajar a su nuevo destino 2846.
21. Bachiller MANUEL MARIANO DE IRIGOYEN Y DE LA QUINTANA
NOMBRAMIENTO: RD. San Lorenzo, 9 de noviembre de 1800.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Lorenzo, 24 de noviembre de 1800.
JURAMENTO: 19 de abril de 1803.
CESA: 4 de abril de 1811 (9 de abril de 1811, renuncia).
Nació en Buenos Aires en 1762 y fue bautizado el 15 de septiembre de dicho año.
Murió en Lima el 13 de marzo de 1819.
Hijo legítimo del capitán de milicias y regidor de Buenos Aires don Ignacio de
Irigoyen Echenique, natural de Azpilcueta, y de doña Francisca de la Quintana y Riglos,
natural de Buenos Aires.
Casó con doña Paula Calderón y Velasco.
Estudió en la Universidad de Charcas, donde se graduó de bachiller. Fue recibido
como abogado por la Real Audiencia de Charcas.
Por real provisión del 8 de febrero de 1788 se le despachó título de relator de la Real
Audiencia de Buenos Aires.
Sobre consulta del Consejo de Indias del 21 de junio de 1800 fue nombrado oidor de la
Real Audiencia de Guadalajara, para ocupar la vacante quedada por jubilación de don
Martín Santos Domínguez, con sólo la dos tercera partes del sueldo de la dotación de su
plaza, mientras viviera el jubilado. Por real provisión fechada en San Ildefonso el 28 de
                                                
2845AGI. Chile, 139, 223; AGI. Ultramar, 802; ANFV. 941; ANRACH. 3.136, 3.138; BCHB. p. 335;
BCHI. pp. 174, 278, 328-329; LVA. II pp. 435-436; MD. p. 888; TI. pp. 480, 482, 599.
2846AGI. Chile, 184, 223; BCHB. pp. 80-81; BCHI. pp. 282, 328, 329; TI. p. 598.
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agosto de 1800 se le despachó título, plaza que no asumió, pues de inmediato fue
nombrado en la audiencia de Santiago de Chile.
Por real decreto fechado en San Lorenzo el 9 de noviembre de 1800 se le concedió una
plaza de oidor en la Real Audiencia de Santiago de Chile, con goce a medio sueldo
mientras viviera el jubilado González Pérez. De esta plaza se le despachó título por real
provisión fechada el 24 de noviembre de 1800 y tomó posesión de ella el 19 de abril de
1803 y en la que despachó hasta el 9 de abril de 1811, día en que renunció a su oficio y
solicitó a la Junta Gubernativa autorización para pasar a Lima, la que se le concedió
meses más tarde.
En 1806 solicitó licencia para pasar a Buenos Aires a atender negocios de familia,
previo informe favorable del presidente evacuado el 10 de octubre de dicho año, por rel
orden fechado el 12 de enero de 1808 le fue concedida con el goce de sueldo entero, pero
limitada a un año.
Por real provisión despachada el 4 de abril de 1811 fue trasladado como oidor a la Real
Audiencia de Buenos Aires, pero producto de las agitaciones de la independencia no pudo
concurrir a servirla.
En 1816 regresó a Chile y se incorporó a la restablecida Real Audiencia en espera de
pasar a Buenos Aires.
En septiembre de 1815 fue nombrado fiscal del crimen de la Real Audiencia de Lima,
para suceder a don Miguel de Eyzaguirre, pero no asumió dicho empleo.
Sobre consulta del 9 de agosto de 1817 fue nombrado alcalde del crimen del mismo
tribunal, despachándosele su título por real provisión fechada en Madrid el 15 de enero de
1818, plaza en la que despachó hasta su muerte2847.
22. Licenciado ANTONIO CASPE Y RODRÍGUEZ
NOMBRAMIENTO: RD. Isla de León, 14 de noviembre de 1810.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Isla de León, 28 de noviembre 1810.
CONSULTA: 9 de febrero de 1811.
NOMBRAMIENTO: RD. Cádiz, 19 de febrero de 1811.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Cádiz, 7 de marzo de 1811.
JURAMENTO: 2 de mayo de 1815.
CESA: 16 de noviembre de 1815 (1816).
Nació en Granada hacia 1762 y murió en España, probablemente en enero de 1833.
Hijo legítimo de don Francisco Caspe y de doña María Rodíguez. Su abuelo paterno
fue don Pedro Caspe.
Casó con doña María de la Concepción Rodríguez, de cuyo matrimonio nació doña
María del Carmen, muerta en la infancia.
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727
En 1778 ingresó a la Universidad de Granada y en 1782 se graduó de bachiller y cinco
años más tarde de licenciado en leyes. En esta misma universidad leyó como substituto la
cátedra de Prima de Instituciones Canónicas.
En 1783 se incorporó a la Academia de Jurisprudencia Práctica de Granada, en 1786
fue recibido como abogado por la Audiencia y Chancillería Real de Granada. En 1789
ingresó al Colegio de Abogados de Madrid, mas tarde lo hizo en la Real Academia de
Leyes de San Felipe el Real.
Por real provisión del 29 de abril de 1804 despachada sobre consulta del 21 de marzo
del mismo año fue nombrado fiscal del crimen de la Real Audiencia de Buenos Aires,
plaza que sirvió hasta el 22 de julio de 1810, día en que fue desterrado a las Canarias por
los juntistas.
Por real decreto de 14 de noviembre de 1810 fue trasladado a una plaza
supernumeraria de oidor en la Real Audiencia de Santiago, de la cual se le extendió título
por real provisión fechada en la Isla de León el 28 de noviembre de 1810. El 3 de
diciembre de ese mismo año se le confirieron honores del Consejo de Indias.
Sobre consulta del 9 de febrero de 1811 fue nombrado oidor propietario en el tribunal
de Santiago, plaza de la que se le despachó título por real provisión fechada en Cádiz el 7
de marzo de 1811.
Salió de Cádiz el 17 de abril de 1811 para hacerse cargo de su nuevo destino, a bordo
del navío "Capitán Ephonstone Fleming". Arribó a Valparaíso el 25 de julio del mismo
año e inmediatamente se dirigió al gobierno juntista para que lo recibiera en su oficio. El
Congreso le contestó que la Real Audiencia había sido suprimida y reemplazada por el
Tribunal de Justicia y Apelaciones, que funcionaba con el número completo de vocales,
en razón de lo cual debía esperar alguna vacante. Por esta razón continuó viaje al Perú y
permaneció en Lima hasta 1815, año en que viajó a Chile para ocupar su plaza en la
reinstalada real audiencia, de la que tomó posesión el 2 de mayo de 1815 y que sirvió
hasta finales de 1816.
Sobre consulta del 9 de septiembre de 1815 fue nombrado alcalde del crimen de la
Real Audiencia de Lima para ocupar la vacante quedada por ascenso de don José de la
Iglesia, y se le despachó su título por real provisión fechada en Madrid el 16 de
noviembre de 1815, la que asumió a principios de 1817.
Sobre consulta del 15 de septiembre de 1819 fue ascendido a plaza de oidor en la Real
Audiencia de Lima para ocupar la vacante quedada por haber concedido jubilación a don
Pedro Mariano de Goyeneche, y se le despachó su título por real provisión fechada en
Madrid el 15 de octubre de 1819.
En 1821 viajó a España y allí fue designado, en 1824, alcalde de casa y corte, oficio
que sirvió hasta 1830. Luego fue nombrado miembro del Tribunal de Guerra y Marina y
después pasó al Consejo de Indias2848.
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23. Bachiller ANTONIO LUIS PEREYRA
CONSULTA: 16 de enero de 1816.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 6 de febrero de 1816.
JURAMENTO: noviembre de 1816.
CESA: febrero de 1817.
Nació en Madrid el 27 de noviembre de 1776.
Hijo del corregidor de Vizcaya y oidor de la Audiencia y Chancillería Real de
Valladolid, don Luis Marcelino Pereyra, y de doña Rosa Nava.
Tomó estado matrimonial.
Cursó artes, cánones y leyes en la Universidad de Valladolid, donde se graduó de
bachiller en leyes en 1798. En 1801 fue admitido como procurador por el Consejo Real.
El 22 de abril de 1804 fue nombrado teniente asesor letrado de la Intendencia de
Arequipa, oficio que asumió el 22 de junio de 1806.
Sobre consulta del 16 de enero de 1816 fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Santiago, oficio del que se le despachó título por real provisión fechada en Madrid el 6 de
febrero de 1816.
Llegó a Valparaíso el 3 de noviembre de 1816 y prestó juramento de su plaza el mismo
mes, manteniéndose en ella hasta 1817.
Había viajado a Chile junto a la expedición del brigadier Mariano Osorio y se
desempeñó como auditor de guerra del ejército, por enfermedad del oidor don Francisco
Valdivieso y Pradas y, dice él mismo: Este útil e importante servicio irritó de tal suerte al
gobierno sedicioso que en odio a su persona, desterró a otro lado de la Cordillera de los
Andes a su mujer y resto de la familia que permanecía en Santiago.
Tras la independencia en Chile, volvió al Perú, donde el 29 de enero de 1819 el virrey
escribía al monarca, que la persona de Pereyra, por sus: Recomendables circunstancias...y
bellas actitudes, méritos y servicios... era acreedor de toda compasión, y digno de un
nuevo destino 2849.
5. QUINTA PLAZA
1. Doctor NICOLÁS DE MÉRIDA Y SEGURA
CONSULTA: 3 de marzo de 1777.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 21 de abril de 1777.
JURAMENTO: 6 de abril de 1778.
CESA: 6 de noviembre de 1781.
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Nació en Cádiz y murió soltero en Santiago de Chile el 6 de noviembre de 1781, bajo
disposición testamentaria otorgada ante el escribano Justo Vares del Trigo, el 5 de agosto
de 17812850, y fue sepultado en la iglesia del Convento de Santo Domingo.
Hijo del oidor y presidente de la Audiencia de Cádiz don Juan de Mérida, y de doña
Josefa de Segura.
Se graduó de bachiller y doctor en cánones y leyes por la Universidad de Alcalá.
Sobre consulta del 3 de marzo de 1777 fue designado para ocupar la recién creada
quinta plaza de oidor de la Real Audiencia de Santiago, oficio del que se le extendió título
por real provisión despachada en Aranjuez el 21 de abril de 1777, y que sirvió entre el 6
de abril de 1778 y su muerte.
En su calidad de oidor más moderno le correspondió servir interinamente la fiscalía
civil del tribunal a la partida del propietario, don Lorenzo Blanco Cicerón, entre el 15 de
abril y el 23 de diciembre de 1780, fecha esta última el que asumió el propietario, don
José Márquez de la Plata y Soto.
A su muerte se extinguió esta plaza conforme al real orden fechado en San Lorenzo el
29 de octubre de 17812851.
6. PLAZA DE LA PLANTILLA DE 1812
1. Doctor FRANCISCO VALDIVIESO Y PRADAS
CONSULTA: 27 de septiembre de 1814.
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 6 de junio de 1815.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 16 de junio de 1815.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima en 1768 y murió allí mismo después de 1835.
Hijo legítimo del catedrático de Prima de Leyes de la Universidad de San Marcos don
Manuel Valdivieso y Torrejón.
Ingresó al Convictorio de San Carlos en Lima, y se graduó de bachiller y de doctor en
leyes por la Universidad de San Marcos el año 1788. Fue opositor a la cátedra de Artes, la
que obtuvo en el Convictorio de San Carlos. En 1795 fue recibido como abogado por la
Audiencia de Lima.
Entre 1799 y 1808 se desempeñó como agente supernumerario de los tribunales del
Consulado y General de Minería en Lima, y luego viajó a España como diputado a las
Cortes de Cádiz por el Perú.
El 20 de septiembre de 1814 solicitó una plaza de oidor en Chile, supuesto que había
dos vacantes producto de la nueva planta de los tribunales. Se accedió a ello y sobre
                                                
2850ANE. 887, Testamento del oidor don Nicolás de Mérida y Segura, Santiago, 5-VIII-1781, fs. 326 y
ss.
2851 AGI. Chile, 223; ANE. 887; BCHB. p. 210; BCHI. pp. 276, 328; MD. p. 532; NCG. p. 570; TI. p.
598.
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consulta del 27 de septiembre de 1814 fue nombrado oidor de la Real Audiencia de
Santiago, plaza de la que se le libró título por real provisión fechada en Madrid el 16 de
junio de 1815.
No llegó a asumir su plaza, pues enfermó y no pudo viajar a Chile con la expedición de
Mariano Osorio, de la que estaba provisto como auditor de guerra por el virrey Joaquín de
la Pezuela.
Sobre consulta del 23 de octubre de 1816 se declaró que su plaza era de las de aumento
conforme a la restauración de la antigua plantilla de 1776, y por ello estaba exenta del
pago de media anata.
Después de la independencia del Perú, fue miembro del Congreso, ministro del
Supremo Tribunal de Justicia y ministro de Estado2852.
7. PLAZAS SUPERNUMERARIAS
1. Licenciado LEANDRO FERNANDO DE TORQUEMADA
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 12 de junio de 1710.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. 7 de julio de 1710.
JURAMENTO: 17 de octubre de 1712.
CESA: 28 de marzo de 1714 (muerte).
Nació en Sevilla al promediar el siglo XVII y murió en Santiago de Chile el 18 de
marzo de 1714, donde fue sepultado tres días después.
Hijo legítimo de don Nicolás García de Torquemada, natural de Córdoba, y de doña
Antonia del Castillo, natural de Sevilla.
No constituyó familia.
Benefició a la corona con dos mil quinientos pesos para obtener una plaza
supernumeraria de oidor en la Real Audiencia de Chile, la que se le concedió por real
decreto fechado en Madrid el 12 de junio de 1710 con ejercicio y goce desde luego y
opción a la vacante del número por su antiguedad, de la cual se le extendió el título
respectivo por real provisión fechada el 7 de julio de 1710. Juró su plaza el 17 de octubre
de 1712 y despachó en ella hasta su muerte.
En su testamento había instituido por heredera a su alma, para que si algo queda se
convierta en sufragio para su alivio, pero nada quedó, y más aun, falleció sumamente
pobre y con algunas deudas, por lo que se acordó en Junta de Real Hacienda librar dos mil
pesos de las reales cajas para el pago de su entierro y misas, de lo cual se dio cuenta al
monarca, quien por real cédula despachada en Buen Retiro el 23 de agosto de 1716
desaprobó tal determinación y mandó que los ministros que había concurrido al acuerdo
                                                
2852 AGI. Chile, 173, 184, 223; BCHB. p. 341; BCHI. pp. 298, 328, 329; MM. 229; MMD. 8, p. 235;
TI. p. 599.
731
enterasen dicha suma a las reales cajas, previniéndoles que en lo futuro se abstuvieran de
efectuar tales libramientos2853.
2. Licenciado JUAN JOSÉ DE LA FUENTE Y VILLALTA
NOMBRAMIENTO: RD. Buen Retiro, 2 de octubre de 1750.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. San Lorenzo, 22 de octubre de 1750.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima en 1726 y murió en Cartagena de Indias hacia 1751.
Hijo del primer conde de Fuente Rojas, don Pedro Andrés de la Fuente y Rojas, natural
de Pisco, y de doña María Teresa Núñez de Rojas, natural de Lima.
Sus abuelos paternos fueron, el caballero de Santiago, general don Juan Lucas de la
Fuente y Rojas, natural de Lima, y doña Andrea Francisca Sánchez Cortez de Monroy y
López de Herrera, natural de Pisco.
Sus abuelos maternos fueron el oidor de Lima don Miguel Núñez de Sanabria, natural
de Lima, y doña Gregoria de Rojas y Acevedo, natural de Lima, hija del fiscal de
Charcas, don Gregorio de Rojas y Acevedo y hermana del oidor de Chile, Francisco de
Rojas y Acevedo.
Su tíos, don Gregorio Núñez de Rojas y don José Antonio Villalta y Núñez, fueron
oidores en la Real Audiencia de Lima.
Estudió en el Colegio de San Martín de Lima y se graduó en la Universidad de San
Marcos.
Heredó de su padre el condado de Fuente Rojas.
Previo beneficio a la corona de 22.980 pesos obtuvo una plaza supernumeraria de
oidor en la Real Audiencia de Chile, que le fue concedida por real decreto del 2 de
octubre de 1750, con ejercicio, mitad de sueldo y opción a la primera vacante del número,
de la que se le extendió título por real provisión del 22 de octubre de 1750, y que nunca
llegó a servir2854.
8. PLAZAS FUTURARIAS
1. Licenciado JUAN DEL CORRAL CALVO DE LA TORRE
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 26 de abril de 1695.
TÍTULO FUTURARIO: RP. Madrid, 26 de junio de 1695.
JURAMENTO: 21 de agosto de 1698.
                                                
2853 AGI. Chile, 70, 223; ANFA. 3, p. 4; ANRACH. 3.136; 3.138; BCHB. p. 328; BCHI. pp. 208, 248,
326; MD. p. 871; RYU. p. 824; TI. p. 598; Archivo Parroquial del Sagrario, libro I de los entierros (1710-
1729).
2854 AGI. Chile, 70, 223; BCHB. pp. 125, 358; BCHI. p. 326; LVA. I, pp. 165-166; MMD. 6, pp. 61-
62.
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CESA: 1701.
CONSULTA: 7 de marzo de 1707.
NOMBRAMIENTO: RD. 13 de abril de 1707.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. Buen Retiro, 24 de mayo de 1707.
JURAMENTO: 1 de junio de 1708.
CESA: 4 de abril de 1710.
TÍTULO SUPERNUMERARIO: RP. 8 de septiembre de 1710.
SUSPENSIÓN: 3 de mayo de 1722.
REASUME: 18 de mayo de 1723.
CESA: 10 de diciembre de 1737 (muerte).
Nació en La Plata en 1665 y murió en Santiago de Chile el 10 de diciembre de 1737,
bajo disposición testamentaria otorgada el 16 de octubre de 1736, ante el escribano José
Álvarez de Henostroza.
Hijo del oidor de la Real Audiencia de Lima don José del Corral Calvo de la Banda
(c.1625-16 ?), natural de Lima, y de su segunda mujer doña Francisca Antonia de la Torre
Valverde y Zegarra, natural de Arequipa.
Sus abuelos paternos fueron el capitán don Alonso Pérez del Corral y doña Bernardina
Calvo de Escobar y de la Banda.
Sus abuelos maternos fueron el general don Juan de la Torre y Cárdenas, y doña
Leonor de Zegarra, naturales de Arequipa.
Casó con doña Manuela González de León y Rojas, de quien enviudó sin posteridad.
Una vez viudo pretendió contraer matrimonio con una sobrina, pero no llegó a
verificarlo 2855.
Obtuvo beca en el Colegio Real y Mayor de San Felipe Neri de la Universidad de San
Marcos de Lima, por merced del duque de la Palata, el 7 de julio de 1685. Se graduó de
bachiller en sagrados cánones el 18 de noviembre de 1686 y el 10 de abril de 1690 se le
recibió por la Audiencia de Lima como abogado del distrito.
Prosiguió sus estudios en Salamanca, donde se graduó de bachiller en leyes, luego de
licenciado y finalmente, tras trece años de estudios en ella, sirvió las cátedras de Instituta
y de Código.
A su pluma se deben los inconclusos Commentaria in Legum Indicarum
Recopilationem y el Directorio moral de penitentes para el acierto de una buena
confesión y católico gobierno en cualquier estado del hombre, que no llegó a publicarse,
pero que circuló manuscripto, pues el oidor Juan Próspero de Solís Vango (1690-1743) lo
contaba entre las escasas obras de su librería. Al parecer, formó hacia 1713 una obra
                                                
2855 ANRACH. 2.817, pza. 12, Expediente del Sr. Juan del Corral Calvo de la Torre, Oydor y Alcalde
de Corte de la Real Audiencia, sobre que se declare si puede casar con su sobrina sin contravenir la ley
real 82, tit. 15, lib. 2, de las de Indias.
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llamada Alegaciones fiscales, que nunca llegaron a imprimirse y que seguramente
recogían su trabajo como fiscal interino en la Real Audiencia de Chile2856.
Por real decreto del 26 de abril de 1695 se le concedió segunda plaza futuraria de oidor
en la Audiencia de Santiago, por la que había hecho a la corona un servicio pecuniario de
ocho mil pesos y de la que se le despachó título por real provisión del 26 de junio de
1695. Juró su oficio el 21 de agosto de 1698 y lo sirvió durante cuatro años y meses.
El gobernador Tomás Marín de Póveda, por despacho del 20 de junio de 1697 le
designó Protector General de Naturales, empleo que sirvió hasta el 12 de enero de 1707,
fecha en que dicha plaza fue declarada vaca por falta de confirmación real, proveyéndose
en ella al doctor Francisco Ruiz de Berecedo2857.
Como parte de las reformas del 6 de marzo de 1701, su plaza futuraria en el tribunal
Santiaguino fue reformada y debió abandonar el despacho, a lo que se opuso tenazmente,
y dirigió al monarca un Manifiesto en derecho sobre no ser comprendido en el valimiento
de sus sueldos que se han mandado quitar a los ministros supernumerarios de las Reales
Audiencias2858.
Volvió a una plaza en calidad de supernumerario por real decreto de 24 de mayo de
1707 para despachar en la audiencia mientras durase la minoridad de su colega Juan
Próspero de Solís Vango, que había sido nombrado oidor a los 18 años. Juró su nuevo
oficio el 1 de junio de 1708, pero como se malquistó con el núbil magistrado, la corona
por real cédula de 4 de abril de 1710 le dejó en libertad para servir o abandonar la plaza
de Solís Vango, pero se mantuvo en ella, y conforme a una novísima real cédula fue
designado corregidor de Concepción, plaza que ocupó hasta que una real cédula de 27 de
agosto de 1714 ordenó suspenderle del ejercicio de su oficio mientras se determinaba una
causa que se le instruyó por haber dado licencia a unos navíos franceses para vender ropa
en Concepción y por falsificación de ciertos inventarios. Por último una real provisión de
3 de mayo de 1722 ordenó reintegrarle a su plaza supernumeraria, lo que se verificó el 18
de mayo del año siguiente, manteniéndose en ella hasta su muerte.
Mientras sirvió su plaza en Chile, desempeñó diversas comisiones. Así fue Juez Mayor
de Provincia, Juez de Lanzas de los Títulos de Castilla, Juez de Bienes de Difuntos, Juez
de Residencia del oidor Diego Zúniga y Tovar, Corregidor de Concepción etc.
En Chile se malquistó prácticamente con todos sus colegas en el tribunal, así de Solís
Vango decía que le recibió en la audiencia: Con tal cortedad de estudios que, para
descargo de mi conciencia expreso a V.M. no saber latinidad, le mandé fuese a mi casa
en las noches para enseñarle lo que era traslado y autos, como fue más de dos meses sin
provecho alguno. Al mismo Solís Vango y al oidor decano Ignacio Antonio del Castillo,
los trataba de: Dos mozos sin práctica ni experiencia.
Esta azarosa vida en el tribunal chileno le hacía escribir al monarca el 8 de enero de
1725, que: Le suplico con el debido postramiento me tenga presente para honrarme con
                                                
2856 RÓSPIDE, María Margarita, “Los "Comentarios" de Corral Calvo de la Torre como cedulario”, en
IX Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Actas y Estudios, I, Madrid,
1991, p. 160.
2857 ANRACH. 482, pza. 6, Sobre vacante de Protector General de los indios, fs. 136-167.
2858 ANRACH. 2.725, pza. 3.
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cualquier plaza de la audiencia de Lima, donde acabar con sosiego y quietud cristiana
mis días, sin aspirar a otra cosa, ya que mis años ni mis achaques están capaces de
ambición para otra elaboración alguna. Pero su voz no fue oída y acabó sus días como
supernumerario en la de Chile.
El oidor Corral Calvo de la Torre, falleció en una gran pobreza y por ello a su muerte
se formaron autos de acreedores, en los cuales aparecía el inventario y tasación de su
biblioteca. Los referidos documentos señalaban lo siguiente: Primeramente se ponen por
cuerpo de vienes que quedan por fin y muerte del dicho Sr. Lizdo.Dn. Juan del Corral
Calvo de la Torre, la cantidad de trescientos i setenta pesos que montó la Librería del
dicho difunto que se componía de doscientos noventa i seis tomos, entre chicos y grandes,
como consta de los inventarios, que corren desde fs.4 hasta fs.11 de dichos autos y fueron
tasados por el Dr. Dn. Joseph López y Lizdo. Dn. Santiago de Tordesillas, a diez reales
cada tomo, como consta a fs. 172 de dichos autos, los que fueron rematados en publica
Almoneda a fs.232 i siguientes de dichos autos en el Sr. Dn. Martín Gregorio de Jáuregui
y Ollo, del Consejo de Su Majestad, i fiscal que lo era entonces de esta Real
Audiencia2859.
En líneas generales esta librería se situaba dentro del gran marco conceptual del ius
commune que había predominado hasta finales del siglo XV, pero también se notaba en
ella la influencia del mos gallicus y , en cierta medida, de la escuela española del derecho
natural. Vale decir, que junto a la literatura jurídica bartolista de los siglos XVI y XVII,
marcadamente más práctica que la anterior al 1500, se podía apreciar en ella el aporte de
la neoescolástica española y del humanismo jurídico2860.
2. Licenciado ANDRÉS HIDALGO DE PEREDES Y ESPINOSA
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 9 de diciembre de 1692.
TÍTULO FUTURARIO: RP. Madrid, 31 de diciembre de 1692.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en La Plata, donde fue bautizado el 9 de diciembre de 1662 y murió en la
primera mitad del siglo XVIII.
Hijo del sargento mayor don Diego Andrés Hidalgo, natural de Salinas de Río
Pisuerga, Tarija, y de doña Graciana de Espinosa, natural de Lima.
                                                
2859ANRACh. 2380, pza.1, fs.2. El inventario de la librería corre a fs.4 y siguientes del volumen 335,
del mismo archivo y fondo.
2860 AGI. Chile, 3, 223; ANCG. 115; ANRACH. 335; 482, pza. 6; 538; 666; 1.348; 2.380, pza. 1;
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José, “Los comentarios a las Leyes de Indias de Juan del Corral Calvo de la Torre”, en XXV Congreso
Internacional de Americanistas. Actas, II, La Plata, 1934, pp. 307-314; ALURRALDE, Carlos, Los
comentarios a la Recopilación de Indias del licenciado Juan del Corral Calvo de la Torre, Buenos Aires,
1951; GARCÍA GALLO, Concepción, Las notas a la Recopilación de Leyes de Indias de Salas, Martínez
y Boix, Madrid, 1979; RÓSPIDE, María Margarita, “Los "Comentarios" de Corral Calvo de la Torre como
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Sus abuelos paternos fueron don Sebastián Hidalgo de Peredes, nacido en Magacela,
Extremadura, y doña Elvira Suárez de Saldaña, natural de Santa Cruz de la Sierra en
Charcas.
Sus abuelos maternos fueron el Maestre de Campo don Juan de Espinosa y
Rivadeneyra, natural de Madrid, y doña Isabel de Pastrana, natural de Lima.
Estudió en la Universidad de La Plata.
Fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Charcas.
Previo beneficio pecuniario de 10.000 escudos fue nombrado por real decreto fechado
en Madrid el 9 de diciembre de 1692 oidor futurario de la Real Audiencia de Chile con
mitad de gajes, poniéndose desde luego toga, y sirviendo las ausencias y enfermedades de
los del número, y con declaración de entrar en la propiedad y goce entero de la plaza sin
necesidad de presentar nuevo despacho, librándosele su título por real provisión del 31 de
diciembre de 1692, aunque nunca llegó a servir su oficio.
Fue caballero de la Orden de Alcántara, a la que ingresó en 16952861.
3. Licenciado JOSÉ VALVERDE CONTRERAS Y ALARCÓN
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 31 de enero de 1700.
TÍTULO FUTURARIO: RP. Madrid, 12 de febrero de 1700.
JURAMENTO: 27 de abril de 1704.
Nació en Lima en 1650 y murió en Santiago de Chile en 1726.
Hijo del oficial de milicias, teniente de maestre de campo general y caballero de
Santiago don Francisco de Valverde y Mercado, natural del Cuzco, y de doña María
Josefa Ayala de Alarcón.
Sus abuelos paternos fueron don Fernando Valverde y Mercado, natural de Madrid,
presidente, gobernador y capitán general de Tiera Firme, y doña Bernardina Valverde y
Contreras, natural del Cuzco.
Sus abuelos maternos fueron el oidor de Charcas y Lima don Sebastián de Alarcón y
Alcocer, natural de Lima, y doña Rafaela de Ayala, natural de Madrid.
Bisnieto por línea paterna del licenciado García de Valverde, fiscal de la Real
Audiencia de Nuevo Reino de Granada, gobernador de Popayán, oidor en Quito y Lima y
presidente de las audiencias de Quito y Guatemala; y por línea materna de don Gabriel de
Ocaña y Alarcón, segundo secretario del Consejo de Indias y primer presidente del
Consejo de Hacienda.
Su hermana, doña Ana Valverde Contreras de Alarcón casó con el caballero de
Santiago don Ignacio Martínez de Aibar, fiscal provisto de la Audiencia de Quito.
Tuvo una hija llamada doña Juana de Valverde.
Estudió en la Universidad de San Marcos de Lima, donde se graduó de bachiller en
cánones el 18 de octubre de 1673. Fue recibido como colegial en el de San Felipe de Lima
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el 18 de diciembre de 1673, y como abogado por la Audiencia virreinal el 24 de octubre
de 1675.
Por real decreto fechado en Madrid el 31 de enero de 1700 fue nombrado oidor
futurario de la audiencia de Chile, con mitad de sueldo y tercera opción a los del número,
tras Hidalgo y Corral, extendiéndosele su título por real provisión del 12 de febrero del
mismo año, plaza que juró el 27 de abril de 1702, y que debió abandonar prontamente,
debido a la reforma de 1701. En 1714 solicitó una plaza eclesiástica en Lima, pero no se
accedió a ello.
Fue encomendero de los repartimientos de Manaro en la provincia de Lampa, de
Quipicanche y de Corpa en Pauparcolla, y de Calcara en el distrito de la caja del
Cuzco2862.
9. PLAZAS HONORARIAS
1. Doctor FRANCISCO RUIZ DE BERECEDO
TÍTULO: RP. El Pardo, 22 de enero de 1728.
Nació en la ciudad de Concepción, reino de Chile hacia 1674 y murió en Santiago el 3
de marzo de 1752, bajo disposición testamentaria otorgada el 5 de septiembre de 1746
ante el escribano Bartolomé de Mondaca2863.
Hijo legítimo del capitán don Juan Alonso Ruiz de Berecedo, natural del Valle de
Valdivieso en las Montañas de Burgos, y de doña Juana Alemán y Pozo y Silva, natural
de Concepción.
Sus abuelos maternos fueron don Alonso de Alemán, natural de Ayamonte, y doña
Juana del Pozo y Silva, natural de Santiago, hija del chanciller de la Real Audiencia de
Santiago de Chile don Alonso del Pozo y Silva.
En 1701 contrajo primer matrimonio con doña Gerónima del Castillo y Ureta, hija del
maestre de campo don Francisco del Castillo y de doña Lucía de Ureta, cuya carta dotal
pasó ante el escribano don Domingo de Oteiza el 22 de octubre de dicho año. De este
matrimonio no hubo descendencia.
Contrajo segundo matrimonio con doña Bernarda Martínez de Aldunate y Barahona,
sobrina de su primera mujer, hermana del oidor don Domingo Martínez de Aldunate y,
por lo tanto, hija del capitán don Juan Felipe Martínez de Ojué y Aldunate, natural de
Pamplona, y de doña Teresa de Barahona y Ureta, enlace del que tampoco hubo
descendencia.
Estudió siete años filosofía y teología en el Colegio de la Compañía de Jesús de
Santiago de Chile, hasta alcanzar la borla doctoral en teología. Pasó luego a Lima y allí
fue colegial del Real de San Martín, graduándose de licenciado en leyes por la
Universidad de San Marcos.
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2863 ANE. 637, Testamento de don Francisco Ruiz de Berecedo, Santiago, 5-IX-1746, fs. 365-381.
Copia autorizada en ANRACH. 2.038, pza. 2, fs., y un fragmento de él en ANRACH. 12.
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En la Universidad de San Marcos de Lima sirvió la cátedra de Instituta.
Fue recibido como abogado por la Real Audiencia de Lima, y más tarde vuelto a Chile
por la Real Audiencia de Santiago en 1699, donde tuvo estudio abierto.
En 1698 el presidente don Tomás Marín de Póveda nombró como Protector General de
Naturales al oidor supernumerario don Juan del Corral Calvo de la Torre, a quien en
diciembre de 1706 los oficiales reales le exigieron presentara la real confirmación de su
oficio, y como no la había obtenido, el 20 de enero de 1707 el presidente don Francisco
Ibáñez de Peralta nombró provisoriamente al abogado don Francisco Ruiz de Berecedo,
iniciándose un largo expediente, que concluyó con auto del gobernador fechado el 12 de
enero de 1710 en el que declaró vaco el oficio de Protector que servía del Corral y
confirmó a Ruiz de Berecedo2864.
En carta del 2 de marzo de 1713 don Francisco Ruiz de Berecedo, a quien el
gobernador don Francisco Ibáñez de Peralta le había dado título provisorio de Protector
General de Indios el 20 de enero de 1707, solicitó al monarca la real confirmación: Con el
renombre de Protector Fiscal y el mismo asiento, honras y privilegios que tiene mi fiscal
de esa Audiencia2865. Sobre consulta del Consejo, previa vista de su fiscal se decidió: Dar
la confirmación de dicho empleo y el renombre de Protector Fiscal de Indios del dicho
Reyno de Chile, y que se os dé asiento en el Juzgado de Cenzos a un lado de la mesa
donde se ponen los jueces que le componen, con superioridad a los demás ministros
inferiores, y que cuando concurráis en la sala de mi Audiencia de esa ciudad tengáis el
primer lugar en el banco de los abogados de ella2866.
Por real provisión fechada el 22 de agosto de 1720 se le despachó título de protector
fiscal de naturales del distrito de la Real Audiencia de Santa fe, para ocupar la vacante
quedada por ascenso de don José de Costilla a la fiscalía de dicho tribunal, pero rehusó
esta plaza.
Por real provisión fechada en San Ildefonso el 15 de octubre de 1723 se le libró título
de protector fiscal de naturales del distrito de la Real Audiencia de Lima, vacante por
ascenso de don Tomás Brun a una alcaldía del crimen, pero representó al rey esta
designación por falta de salud y renunció a ella.
Mediante agentes en la corte trató de obtener una plaza en la Real Audiencia de
Santiago de Chile, pero no le fue posible por su “impedimento de patricio”, y sólo
consiguió que fuera el primer letrado agraciado con una plaza de oidor honorario, de la
que se le despachó título por real provisión fechada en El Pardo el 22 de enero de
17282867.
El doctor Ruiz de Berecedo promovió en 1748 un expediente ante la audiencia de
Santiago para que se le guardaran sus honras de oidor honorario que, desde hacía algún
                                                
2864 ANRACH. 482, pza. 6, Sobre vacante de Protector General de los Indios, que se disputan Don
Juan de la Cerda, don Juan del Corral Calvo de la Torre, Oydores de la Real Audiencia, y el abogado
Don Francisco Ruiz, 1706-1710, fs, 136-167.
2865 AGI. Chile, 181, Títulos varios, Título del Protector Francisco Ruiz de Berecedo, RP. Madrid, 10-
VI-1713.
2866 Ibidem.
2867 ANRACH. 2.106, pza. 12, RP. El Pardo, 22-I-1728, fs. 2vta.-3.
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tiempo se habían comenzado a obscurecer, pues no se le invitaba al recibimiento de
presidentes y oidores, ni menos a los actos públicos seculares y eclesiásticos, ni a los de
divertimiento a que concurría la audiencia2868.
Contó con una importante biblioteca, que legó a su sobrino el obispo don Manuel de
Alday y Aspee2869.
2. Doctor JOSÉ DE IRIGOYEN Y GONZÁLEZ DEL RIVERO
TÍTULO: RP. Madrid, 31 de diciembre de 1805.
En Lima se desempeñó como asesor del cabildo de la ciudad.
Por real decreto del 8 de diciembre de 1805 se le concedieron honores y antigüedad
de oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile, despachándosele su título por real
provisión fechada en Madrid el 31 de diciembre de 18052870.
Dio poder al oidor don José de Santiago Concha, oidor numerario de la audiencia de
Santiago, para que prestara en su nombre el juramento de los referidos honores, y así se
hizo el día 15 de enero de 1807.
Por real decreto del 16 de septiembre de 1815 fue nombrado fiscal del crimen de la
Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por traslado a España de don
Miguel de Eyzaguirre. Se le despachó título en Madrid el 7 de octubre del mismo año2871.
3. Doctor FRANCISCO CISTERNAS
TÍTULO: RD. Cádiz, 18 de julio de 1810.
Nació en Santiago de Chile y murió allí mismo.
Hijo legítimo del teniente de corregidor de Copiapó don Ramón Javier de Zisternas y
Fuica, natural del Valle de Copiapó y de doña Josefa Gallardo e Hidalgo, natural de
Santiago.
Sus abuelos paternos fueron el general don Francisco Zisternas Villalobos (16 ?-1717),
natural de Concepción, y doña María de Fuica y Pastene, natural de la Serena.
Sus abuelos maternos fueron el maestre de campo don Juan Gallardo Lísperguer,
natural de Santiago, y doña Juana Hidalgo y Barrera.
Su tío el comisario general de caballería don Nicolás Ramón de Cisternas y Fuica
(1712-1740) fue el tatarabuelo del ministro de la Corte Suprema de Chile don Eliseo
Cisternas Peña (1859-19 ?).
                                                
2868 BARRIENTOS GRANDON, Javier, “El derecho común ante la Real Audiencia de Chile en una
alegato del siglo XVIII”, en RCHHD. 15, Santiago, 1989, pp. 105-116.
2869 AGI. Chile, 181; AGI. Lima, 789; ANE. 637, 911; ANRACH. 12; 482; 2.038, pza. 2; 2.106, pza.
12; JBC. pp. 227-283; MD. LVM.
2870 ANRACH. 602, RP. San Lorenzo el Real, 31-XII-1805, fs. 68-69.
2871 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 790; ANRACH. 602.
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Casó con doña Juana Martínez de la Torre y Jaraquemada, natural de Santiago, hija
legítima de don José Martínez de la Torre, natural de Villa de Canales, arzobispado de
Burgos, y de doña María de la Jaraquemada y Zisternas, natural de Santiago.
De este matrimonio nacieron nueve hijos.
Fue individuo de la Real Academia Carolina de Leyes y Práctica Forense. Fue
recibido como abogado por la Real Audiencia de Chile en 1770.
En 1770, al quedar vacante la escribanía, fue rematada por don Francisco Cisternas en
12.300 pesos, el día 14 de septiembre, librándosele su título provisorio por el presidente
en Santiago el 22 de octubre de aquel año, y confirmado por real provisión fechada en
Aranjuez, 25 de mayo de 17722872, empleo que sirvió hasta su renunciación en 1777.
En el tiempo que sirvió la escribanía de cámara se perdió el cuaderno de inventarios
del año de 1752, sobre lo que se le puso cargo por la audiencia2873.
En Santiago fue Asesor General del Juzgado de Comercio, asesor del cabildo secular
entre 1779 y 1788, y alcalde ordinario en 1789 y 1790.
Fue encomendero de Huasco Alto, encomienda que cedió a la real corona.
Esta fue la principal razón por la cual el Consejo de Regencia le concedió honores de
oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile, por real decreto fechado en Cádiz el 18
de julio de 1810, mientras se le proveía en una plaza del número de alguno de los otros
tribunales del virreinato2874.
4. JOSÉ MÉNDEZ DE LA CHICA
TÍTULO: RP. Madrid, 3 de abril de 1816.
Sirvió como asesor del gobierno e intendencia de Huancavelica.
Sobre consulta del Consejo de Cámara del 2 de marzo de 1816 se le concedieron
honores de oidor de la Real Audiencia de Santiago de Chile, despachándosele título por
real provisión librada en Madrid el 3 de abril del mismo año2875.
III. FISCALES DE LA REAL AUDIENCIA DE CHILE (1605-1817)
1. Licenciado GUILLÉN DE SOLÍS
CONSULTA: 14 de diciembre de 1605.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 28 de marzo de 1606.
JURAMENTO: No asumió.
                                                
2872 AGI. Chile, 223, Títulos de escribanos de cámara desde 1721, RP. Aranjuez, 25-V-1772.
2873 ANRACH. 1.701, pza. 5, Don Francisco Cisternas, sobre indemnizarse del cargo que se le formó
por este Real Tribunal por Inventario de papeles que faltó de la Secretaría siendo escribano della , Año
de 1779, fs. 60-66.
2874 AGI. Chile, 184, 223; ANRACH. 1.701, pza. 5; FF. 87-96.
2875 AGI. Chile, 223, Títulos de ministros honorarios, RP. Madrid, 3-IV-1816.
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Natural de Aragón.
Estudió en la Universidad de Valladolid, por la cual se graduó de bachiller en leyes y
de licenciado.
Fue recibido como abogado por los Reales Consejos, donde abogaba desde que se
había graduado de licenciado hasta 1605.
Sobre consulta del 14 de diciembre de 1605 fue nombrado fiscal fundador de la Real
Audiencia de Santiago, plaza de la cual se le extendió su real título por real provisión
fechada en Madrid el 28 de marzo de 1606, pero se excusó de servirla 2876.
2. Licenciado HERNANDO MACHADO NÚÑEZ DE CARVAJAL
CONSULTA: 16 de octubre de 1607.
TÍTULO NUMERARIO: RP. 31 de diciembre de 1607.
JURAMENTO: 1 de diciembre de 1610.
CESA: 3 de marzo de 1620 (20 de noviembre de 1620).
Vide primera plaza de oidor, nº 3.
3. Doctor JÁCOBE DE ADARO Y SAN MARTÍN
CONSULTA: 22 de enero de 1620.
TÍTULO NUMERARIO: RP. 3 de enero de 1620.
JURAMENTO: 19 de enero de 1622.
CESA: 14 de mayo de 1631 (29 de marzo de 1632).
Vide primera plaza de oidor, nº 4.
4. Licenciado PEDRO MACHADO DE CHÁVEZ
CONSULTA: 9 de mayo de 1631.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 14 de mayo de 1631.
JURAMENTO: 14 de mayo de 1632.
CESA: 23 de marzo de 1635 (19 de diciembre de 1635).
Vide cuarta plaza de oidor, nº 4.
5. Licenciado ANTONIO FERNÁNDEZ DE HEREDIA
CONSULTA: 7 de mayo de 1635.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 4 de abril de 1635.
JURAMENTO: 10 de junio de 1636.
                                                
2876 AGI. Chile, 1, 67; SCH. II, p. 519.
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SUSPENSIÓN: 4 de mayo de 1643.
REASUME: 10 de marzo de 1644.
CESA: 22 de abril de 1645 (12 de marzo de 1646)
Vide cuarta plaza de oidor, nº 5.
6. Licenciado JUAN MANUEL SOTOMAYOR
CONSULTA: 10 de abril de 1645.
JURAMENTO: No acepta.
Nació en Valdemoro, diócesis de Toledo, hacia 1615, y murió en Méjico hacia 1670.
Casó con doña Ana María Margarita de Navarrasqui, a quien sobre consulta de Cámara
fechada en Madrid el 14 de septiembre de 1671 se le hizo merced de la mitad de su
salario.
Estudió cánones en la Universidad de Alcalá, donde se graduó de bachiller. Ingresó al
Colegio de San Ildefonso en beca jurista el año 1637. Allí fue catedrático de Decreto y
Sexto.
En 1643 publicó en Madrid una Relectio ad cap. 7 causa 19 quaestione 3, sobre el
testamento de los monjes.
Fue caballero de la Orden de Calatrava.
Sobre consulta del 10 de abril de 1645 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, pero no aceptó esta plaza, e inmediatamente fueron consultados tres
nuevos postulantes para suceder a Fernández de Heredia.
Por real provisión fechada el 24 de diciembre de 1645 se le despachó título de fiscal de
la Real Audiencia de Méjico.
Vacante la plaza de oidor de Méjico que servía don Andrés Pardo de Lago, sobre
consulta de Cámara del 28 de junio de 1660 fue nombrado para que pasare a servirla el
licenciado don Juan de Padilla, quien de inmediato solicitó se le jubilare dejándole los
gajes. Se le dio cuenta al rey en consulta de 19 de julio de 1660, y fue de parecer que por
entonces no se le podía conceder por haberlo mandado visitar, pero si del juicio resultaba
quedar con bien se le podría conceder la jubilación, por ello había quedado vaca la plaza a
que se había mandado mudarle, y se nombró para servirla a don Juan Manuel de
Sotomayor, a quien se le despachó título por real provisión fechada en Madrid el 10 de
diciembre de 1660, en cuyo ejercicio murió.
En Méjico sirvió como Consultor del Santo Oficio 2877.
7. Licenciado JUAN DE HUERTA GUTIÉRREZ
CONSULTA: 22 de abril de 1645.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Zaragoza, 12 de mayo de 1645.
                                                
2877 AGI. Chile, 1; AGI. Méjico, 1.639; AHCC. XII, p. 271; RB. fol. 195; SCH. II, pp. 457, 461; TI.
p. 138.
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JURAMENTO: 22 de marzo de 1646.
CESA: 23 de septiembre de 1650 (9 de marzo de 1655).
Vide primera plaza de oidor, nº 6.
8. Licenciado FRANCISCO BRITO
CONSULTA: 26 de septiembre de 1650.
TITULO NUMERARIO: RP. Madrid, 31 de diciembre de 1650.
JURAMENTO: No asumió.
Natural de la los reinos de España, murió en 1652.
Por real provisión despachada el 22 de marzo de 1641 se le libró título de relator de la
Casa de Contratación de Sevilla.
Por real provisión fechada en Madrid el 31 de diciembre de 1650 se le despachó título
de fiscal de la Real Audiencia de Santiago de Chile, pero jamás asumió tal plaza 2878.
9. Licenciado TOMÁS BERJÓN DE CAVIEDES
CONSULTA: 31 de marzo de 1653.
JURAMENTO: No acepta.
Natural de la Península, murió en Lima hacia 1680.
En la documentación del Consejo de Indias se le trataba de doctor.
Sobre consulta del 31 de marzo de 1653 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, pero no aceptó y el 4 de abril se consultaron nuevos sujetos para
suceder a Brito.
Sobre consulta de Cámara fechada el 23 de junio de 1653 fue nombrado oidor de la
Real Audiencia de Quito, plaza de la que se le despachó título por real provisión fechada
el 20 de septiembre del mismo año.
Sobre consulta de Cámara fechada el 3 de marzo de 1656 fue promovido a plaza de
fiscal de la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por haberse dejado
sin efecto el nombramiento de don Pedro Melián. Se le despachó su título por real
provisión fechada en Madrid el 28 de marzo de 1656.
Sobre consulta de Cámara fechada el 12 de julio de 1658 fue promovido a plaza de
alcalde del crimen de la misma Real Audiencia de Lima, despachándosele su título por
real provisión fechada el 10 de diciembre de 1658.
Sobre consulta de Cámara del 22 de septiembre de 1659 fue promovido a un oficio de
oidor en el mismo tribunal limeño para ocupar la vacante quedada por muerte del
licenciado don Juan de Valdés Llano, y en dicha conformidad se le despachó su título por
real provisión fechada en Madrid el 17 de octubre de 1659.
Mientras se desempeñó en Lima fue visitador de la Universidad de San Marcos.
                                                
2878 AGI. Chile, 1, 223; ANRACH. 3.138 fs. 279; SCH. II, p. 519; TI. pp. 18, 599.
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En su calidad de oidor decano de Lima le tocó asumir las funciones de la presidencia a
la muerte del virrey conde de Lemos, hasta el 15 de agosto de 1674, día en que juró el
virrey conde de Castellar. Por algunos de los actos de gobierno durante el interinato de la
audiencia se le formularon diversos cargos, lo que acarreó la orden de ser depositado en la
Real Audiencia de Méjico.
El 24 de abril de 1680 le fue notificada en el real acuerdo una real cédula en la que se
le ordenaba que dentro de 24 horas saliera de la ciudad de Lima para el Callao y se
embarcara para Méjico, en cuya audiencia era depositado con plaza de oidor más
moderno, no consta que se hubiera cumplido esta orden2879.
10. Doctor ALONSO DE SOLÓRZANO Y VELASCO
CONSULTA: 5 de mayo de 1653.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 11 de julio de 1653.
JURAMENTO: 7 de abril de 1655.
CESA: 27 de febrero de 1657 (7 de enero de 1659).
Vide cuarta plaza de oidor, nº 10 .
11. Doctor MANUEL MUÑOZ DE CUÉLLAR
CONSULTA: 12 de enero de 1657.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 27 de febrero de 1657.
JURAMENTO: 7 de marzo de 1659.
CESA: 27 de septiembre de 1663 (25 de noviembre de 1664).
Vide tercera plaza de oidor, nº 6.
12. Doctor FRANCISCO MANRIQUE DE LARA
CONSULTA: 8 de octubre de 1663.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 13 de agosto de 1664.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima y murió, al parecer allí mismo, a finales de 1664.
Hijo legítimo del caballero de la Orden de Santiago y oidor en las audiencias de
Panamá y Charcas don Jorge Manrique de Lara, natural de Lima y de doña Mencía de
Silva Córdoba y Salinas, natural de Lima
                                                
2879 AGI. Chile, 1; AGI. Lima, 8, 9, 790; AGI. Quito, 2; AHCC. IX, pp. 286, 560; AHCC. XI, pp.
205, 357; MMD. 2 p. 38; SCH. II pp. 484, 488, 524, 591; TI. pp. 494, 518, 520; MUGABURU, Josephe y
MUGABURU, Francisco, Diario de Lima (1640-1694) , en Colección de libros y documentos referentes a
la historia del Perú , VIII, Lima, 1918, p. 106.
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Sus abuelos paternos fueron el alcalde ordinario de Lima caballero de Santiago don
Francisco Manrique de Lara, natural de Villapalacios, Albacete, y doña María Cepeda,
natural de Lima.
Sus abuelos maternos fueron el abogado de presos del Santo Oficio doctor don Diego
de Salinas, natural de Lima, y doña Juana de Silva y Córdoba, natural de Lima
Estudió artes en la Universidad de La Plata, donde fundó el año 1621, de orden del
virrey Príncipe de Esquilache, el Colegio de San Juan Bautista, del que fue vicerrector y
consiliario. En la misma universidad estudió cánones y leyes.
Luego pasó a Lima donde se graduó de bachiller por la Universidad de San Marcos, de
la que fue procurador general, y viajó a la península para continuar sus estudios.
El 23 de agosto de 1636 ingresó como el último colegial porcionista de manteo y
sotana al Mayor de San Ildefonso de la Universidad de Alcalá, y al año siguiente obtuvo
beca entera. Se graduó de licenciado y doctor en cánones por la Universidad de Sigüenza.
El virrey conde de Chinchón le nombró Auditor General de la Armada del Mar del
Sur.
Por real provisión del 7 de marzo de 1640 se le despachó título de fiscal del crimen de
la Real Audiencia de Méjico, para ocupar la vacante quedada por promoción de don
Pedro Melián a la de lo civil, oficio que sirvió ininterrumpidamente hasta 1647, época en
la que fue suspendido.
Durante la visita efectuada por el arzobispo don Juan de Palafox y Mendoza fue
suspendido de su plaza, la que fue proveída en don Jorge de Herrera y Castillo, conforme
a su título librado por real provisión fechada en Madrid el 30 de junio de 1647. En
definitiva fue condenado por sentencia definitiva del Consejo fechada el 7 de mayo de
1658 en suspensión de oficio por cuatro años, más 12.000 pesos.
Sobre consulta del 8 de octubre de 1663 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago de Chile, y se le libró su título por real provisión fechada en Madrid el 13 de
agosto de 1664, pero no asumió tal plaza, pues murió casi de inmediato2880.
13. Doctor MANUEL DE LEÓN Y ESCOBAR
CONSULTA: 15 de julio de 1665.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 18 de enero de 1666.
JURAMENTO: 2 de mayo de 1667.
CESA: 20 de abril de 1669 (15 de noviembre de 1670).
Vide tercera plaza de oidor, nº 7.
                                                
2880 AGI. Chile, 1, 2, 223; AGI. Indiferente, 1846; AGI. Méjico, 452, 1.640; GCCSI. p. 64;  LVA. I. p.
246-247; MMD. 5, pp. 135-136; SCH. II, pp. 465 y 519; TI. pp. 139, 427, 581, 599; ARREGUI
ZAMORANO, Pilar, La Audiencia de México según los visitadores. Siglos XVI y XVII, Méjico, 1981, pp.
107, 154; LOHMAN VILLENA, Guillermo, Informaciones genealógicas de peruanos ante el Santo
Oficio, s/l, 1957, p. 111.
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14. Doctor FRANCISCO DE CÁRDENAS Y SOLÓRZANO
CONSULTA: 8 de abril de 1669.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 20 de abril de 1669.
JURAMENTO: 2 de diciembre de 1669.
CESA: 2 de diciembre de 1674.
Nació en Lima en 1625 y murió probablemente en Panamá después de 1686.
Hijo del doctor don Pedro de Cárdenas y Arbieto y de doña Isabel de Solórzano.
Su hermana doña María de Cárdenas y Solórzano, nacida en Lima, casó en dicha
ciudad el 27 de noviembre de 1657 con el oidor de Lima don Nicolás Matías del Campo y
Larrinaga (1630-1689), natural de Lima, hijo del oidor de Panamá, Quito, y Charcas, don
Juan del Campo Godoy, natural de Santiago, y de doña María de Larrinaga Salazar.
Don Nicolás Matías del Campo y Larrinaga, una vez viudo de doña María, contrajo
segundo matrimonio con doña Micaela de Zárate Haro y Córdoba, natural de Lima, viuda
del oidor de Lima don Diego de Baeza, e hija del alcalde del crimen de Lima don Alonso
de Zárate y Verdugo. De este matrimonio nació don José Clemente del Campo, oidor de
Méjico en 1741.
Este ministro contrajo matrimonio, aunque no conocemos datos de su cónyuge.
Fue colegial del de San Martín de Lima, graduándose de doctor en la Universidad de
San Marcos.
En 1664 se encontraba en España.
Sobre consulta del 8 de abril de 1669 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago, y de le despachó su título por real provisión fechada en Madrid el 20 de abril
del mismo año, plaza que juró el 2 de diciembre del mismo año y en la que despachó
hasta finales de 1675, época en que pasó a servir como depositado la fiscalía de la Real
Audiencia de Panamá, en virtud de real cédula despachada el 28 de diciembre de 1674, a
consulta del 2 de diciembre del mismo año.
Mientras sirvió en Chile, dio motivo a diversos escándalos derivados de su vida
desarreglada. El obispo de Santiago, fray Diego de Humanzoro, escribía al rey, que:
He sido informado que el señor don Francisco de Cárdenas, fiscal de esta
Audiencia, tiene comunicación y trato ilícito con doña María de Astorga y que
para comunicarse con la susodicha, viste traje lascivo e indecente de mujer y ha
solicitado que le encomienden y encarguen las rondas de noche por tener más
comodidad de comunicarse con la susodicha y con las obligaciones de su oficio
fomenta pecados públicos2881.
En 1671 participó activamente en los desórdenes habidos en el capítulo de los
religiosos de San Agustín, a instancias del presidente Meneses, e incluso irrumpió con
soldados en la sala capitular, para hacer elegir provincial a fray Agustín del Molino y
definidor a un hermano suyo.
                                                
2881 MM. T. 163, doc. 3.309.
746
Estas quejas movieron a la corona a enviarlo en depósito a servir la fiscalía de la
Audiencia de Panamá, sanción que fue ordenada por real cédula del 28 de diciembre de
1674. Por otra real cédula fechada el 3 de noviembre de 1675, se ordenó al presidente
Juan Henríquez, que le instruyera proceso por su vida escandalosa y por ciertos cohechos
que se le imputaban, en concierto del escribano de cámara, Antonio Sánchez.
El virrey del Perú, posteriormente dio comisión al licenciado Lucas de Segura y Lara
para conocer de los procesos seguidos contra este ministro.
Cárdenas arribó a Panamá en 1677 y, según Schäfer, murió en su plaza de fiscal2882.
15. Licenciado ALONSO MARTÍN DE ORELLANA
CONSULTA: 10 de diciembre de 1674.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 28 de diciembre de 1674.
JURAMENTO: No asumió.
Vide primera plaza de oidor, nº 8.
16. Doctor SANCHO GARCÍA DE SALAZAR
CONSULTA: 19 de agosto de 1680.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 2 de septiembre de 1680.
JURAMENTO: No asumió.
Vide segunda plaza de oidor, nº 7.
17. Licenciado PABLO VÁZQUEZ DE VELASCO SALAZAR Y USATEGUI
CONSULTA: 28 de abril de 1681.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 20 de mayo de 1681.
JURAMENTO: 22 de abril de 1687.
CESA: 19 de diciembre de 1689 (1691).
Vide primera plaza de oidor, nº 10.
18. Licenciado GONZALO REMÍREZ DE BAQUEDANO
CONSULTA: 19 de diciembre de 1689.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 19 de enero de 1690.
JURAMENTO: 31 de marzo de 1692.
CESA: 24 de junio de 1702 (1703).
                                                
2882 AGI. Chile, 2, 223; LVM. p. 159; MD.; MM. 163, 167, 302; MR. p. 51; SCH. II, pp. 472 y 519;
TI. p. 599.
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Nació en San Martín de Amescoa, Navarra, el 8 de junio de 1662, donde fue bautizado
el 14 de agosto del mismo año, y murió en Madrid el 29 de diciembre de 1730.
Hijo legítimo del marqués de San Martín de Amescoa don Diego Remírez de
Baquedano y Arcaya, natural de San Martín de Amescoa, y de la marquesa de Andía doña
María Álvarez de Eulate y Arbizu, natural de Eulate.
Sus abuelos paternos fueron don José Remírez de Baquedano, natural de San Martín, y
doña María de Arcaya, natural de la villa de Torres.
Sus abuelos maternos fueron el maestre de campo y caballero de Santiago don Juan de
Eulate, natural de San Martín, y doña María de Albizu, natural de San Martín.
Su hermano mayor, heredero del marquesado de Andía y caballero de Calatrava, don
Juan Remírez de Baquedano (1645-1723) fue colegial en el del Espíritu Santo de Oñate y
en el Mayor de Santa Cruz (1672), y llegó a ocupar plaza en en Consejo de Castilla
(1700). Su hermano don Diego Felipe fue caballero de Santiago y consejero del de
Órdenes, y su otro hermano don Fernando fue caballero de Calatrava.
Casó en Lima, previo beneficio de 3.000 pesos para obtener la licencia para hacerlo
con natural del distrito, el 22 de mayo de 1705 con doña María Rosa Castro y Oyagüe,
natural de Lima, hija del caballero de la Orden de Calatrava y Contador Mayor del
Tribunal de Cuentas de Lima, don Gerónimo de Castro Gallegos, y de doña Francisca de
Oyagüe y Londoño, natural de Lima.
La dote labrada según rigor montó la suma de sesenta mil pesos.
Fue colegial del Espíritu Santo en Oñate entre 1683 y 1689. Se graduó de licenciado en
leyes en la Universidad de Oñate, en cuyas facultades fue substituto de varias cátedras.
Por real provisión fechada el 3 de octubre de 1689 se le despachó título de fiscal de la
Real Audiencia de Quito, pero prontamente, sobre consulta del 19 de diciembre del
mismo fue ascendido a igual plaza en la Real Audiencia de Santiago, de la que se le libró
título año por real provisión fechada en Madrid el 19 de enero de 1690. Tomó posesión el
31 de marzo de 1692 y en la que se mantuvo hasta 1703, época en que pasó a Lima a
ocupar una plaza de oidor.
Sobre consulta del 30 de noviembre de 1699 se le concedió plaza supernumeraria de
oidor de la Real Audiencia de Lima.
Sobre consulta del 23 de febrero de 1702 se le concedió plaza de oidor en propiedad
para ocupar la vacante quedada por jubilación de don Antonio Pallares y Espinosa, de la
que se le extendió título por real provisión fechada en Madrid el 24 de junio del mismo
año y que juró en 1704.
Su residencia del tiempo que sirvió en Chile fue encomendada al oidor don Diego de
Zúñiga y Tovar por real provisión fechada en Madrid el 28 de marzo de 1705. El oidor
Zúñiga y Tovar publicó la residencia el 15 de julio de 1709, y dictó sentencia el 15 de
junio de 1709 absolviéndole de todos los cargos y declarándolo bueno, recto y limpio
juez.
Mientras sirvió en el Perú se desempeñó como Superintendente de la Casa de Moneda
de Potosí.
En 1711, previo servicio pecuniario a la corona de 2.000 doblones obtuvo una futura
de fiscal en el Consejo de Indias, de la cual se le extendió título por real provisión del 20
748
de mayo del mismo año. En 1716 viajó a la Península, donde el 8 de febrero de 1718 fue
nombrado miembro del Consejo de Indias.
En 1720 obtuvo licencia para ordenarse de clérigo 2883.
19. Bachiller BALTASAR JOSÉ DE LERMA Y SALAMANCA
CONSULTA: 28 de marzo de 1702.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 11 de octubre de 1703.
JURAMENTO: 1 de octubre de 1707.
CESA: 29 de noviembre de 1712 (1713).
Nació en Burgos en 1672 y murió hacia 1723.
Hijo legítimo del ministro del Consejo de Hacienda don Diego de Lerma y Gallo y de
doña Francisca Salamanca y Velasco.
Casó con doña Manuela de Hermosilla, natural de Madrid, hija de don Lucas
Hermosilla y de doña María de Alarcón. Les nació una hija en Sevilla, doña Micaela
María.
Se graduó de bachiller en cánones por la Universidad de Salamanca en 1692 y tres
años más tarde ingresó al Colegio Mayor de Cuenca, donde leyó como substituto la
cátedra de Clementinas.
Sobre consulta del 28 de marzo de 1702 fue nombrado fiscal de la Real Audiencia de
Santiago, y se le despachó título por real provisión fechada en Madrid el 11 de octubre de
1703, oficio del que tomó posesión el 1 de octubre de 1707 y en el que asistió hasta el 1
de octubre de 1713, día en que se despidió de sus colegas para pasar como oidor a
Charcas.
Mientras sirvió en Chile, el presidente Juan Andrés de Ustáriz le comisionó el 12 de
diciembre de 1712 para realizar la visita general de los naturales de Copiapó, Huasco y
Coquimbo. Aceptó esta comisión el 20 de enero de 1713, no obstante, conocer su
traslado, y en su desempeño entendió además en la averiguación del estado de tierras
baldías pertenecientes al real patrimonio y en su remate2884.
Por real provisión fechada el 29 de noviembre de 1712 se le despachó título de oidor
de la Real Audiencia de Charcas, oficio del que tomó posesión el año siguiente.
Por real provisión fechada en Madrid el 5 de marzo de 1723 se le libró título de una
plaza de oidor en la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por muerte
de don Pablo Vázquez de Velasco, oficio del que no consta que se hubiera recibido2885.
                                                
2883 AGI. Chile, 2, 67, 223; AGI. Lima, 790; ANFV. 300; ANRACH. 1.639, 3.138; BBD. p. 105;
BCHB. p. 278; BCHI. pp. 238, 252, 330; FLM. p. 104; LVM. pp. 113-114; TI. pp. 22, 520, 576, 599.
2884 ANCG. 139, fs. 78-105 y 106-130 vta.
2885 AGI. Chile, 67, 223; ANCG. 139; ANFV. 300; ANRACH. 2.435, 3.138; BCHB. p. 180; BCHI.
pp. 101, 244, 316, 330, 354; LVM. p. 61; MR. p. 53; TI. pp. 599, 617.
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20. Doctor MIGUEL DE GOMENDIO URRUTIA
CONSULTA: 10 de octubre de 1712.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Madrid, 13 de enero de 1713.
JURAMENTO: 20 de mayo de 1715.
CESA: 22 de abril de 1721 (1723).
Nació en Lima en 1670 y murió soltero allí mismo el 1 de agosto de 1759.
Hijo legítimo de don Juan de Gomendio Urrutia, natural de Abadiano, Vizcaya, oidor
en Panamá, y de doña Catalina Ramírez de Arellano, natural del Cuzco, que habían
casado el 14 de mayo de 1661.
Primo de don Domingo de Gomendio Urrutia, oidor de la Real Audiencia de
Guatemala (1711), hijo de don Francisco de Gomendio.
No tomó estado matrimonial.
Estudió en la Universidad de Sigüenza, donde se graduó de bachiller en cánones el 1
de octubre de 1691. De allí pasó a la de Alcalá, en cuyas facultades se graduó de
licenciado el 22 de diciembre de 1695 y de doctor el 12 de enero de 1696.
Substituyó pro universitate la cátedra del libro tercero de Instituta en el curso de 1695
y 1696; la de Decreto por el doctor Sola, y en el curso de 1698 la de Prima de Canones
pro universitate. Explicó de extraordinario los 4 libros de la Instituta en los años 1692,
1693, 1696 y 1697. Presidió dos actos de conclusiones en Escuelas. Fue opositor a la
Cátedra de Prima de Cánones de Alcalá vaca por ascenso de don Carlos Soracoiz y Ayala
a oidor en Pamplona, en 1707.
En 1691 había ingresado al Colegio de Santa Catalina de los Verdes y, tiempo después,
hizo lo propio en el de San Antonio.
Sobre consulta del 10 de octubre de 1712 le fue concedida la plaza de fiscal de la Real
Audiencia de Santiago, oficio del que se le despachó título por real provisión fechada en
Madrid el 13 de enero de 1713, y que comenzó a servir el 20 de mayo de 1715.
Se mantuvo en el ejercicio de esta plaza hasta el año 1723, época en la que pasó a
Lima como alcalde del crimen, promovido conforme a su título extendido por real
provisión fechada en Aranjuez el 22 de abril de 1721, para ocupar la vacante quedada por
ascenso de don Juan Pérez de Urquizu, plaza en la que despachó hasta su jubilación, que
le fue concedida por real cédula del 3 de abril de 1755.
Tuvo a su cargo los juicios de residencia de los virreyes marqueses de Villagarcía y
Castelfuerte2886.
21. Doctor MARTÍN GREGORIO DE JÁUREGUI Y OLLO
CONSULTA: 29 de marzo de 1721.
                                                
2886 AGI. Chile, 67, 223; AGI. Lima, 789; AHUS. Legajo, 609; ANFV. 300; ANRACH. 3.138;
BCHB. pp. 138-139; BCHI. pp. 66, 250, 330, 364; LVM. pp. 48-49; RYU. p. 826; TI. pp. 224, 488, 489,
521, 599.
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TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 15 de mayo de 1721.
JURAMENTO: 14 de mayo de 1723.
CESA: 30 de abril de 1746.
Nació en Sevilla en 1690 y murió en Santiago de Chile el 30 de julio de 1749.
Hijo legítimo del caballero de Santiago don José de Jáuregui, natural de Ascoytía,
donde fue bautizado el 16 de abril de 1648, y de doña Catalina de Ollo, natural de
Sevilla.
Sus abuelos paternos fueron don José de Jáuregui y doña María de Emparandi,
naturales de Ascoytía. Sus abuelos maternos fueron el caballero de Santiago, don Juan
de Ollo, natural de la villa de Hernani, Guipúzcoa, y doña Petronila de Salinas, natural
de Sevilla.
Su tío, el caballero de Santiago don Domingo Antonio de Jáuregui y Aguirre, fue
Gobernador, capitán General y Presidente de Charcas, y su tía doña María Ana de
Jáuregui y Aguirre, natural de Lima, casó con don Martín de Olavide y Arbizu, padres
del oidor supernumerario de Lima don Pablo Antonio José de Olavide y Jáuregui (1725-
c.1800).
Casó con doña Agustina Álvarez de Uceda, natural de Córdoba, hija de don Pedro
Álvarez y de doña María de Uceda, matrimonio del que no hubo descendencia. Doña
Agustina era viuda de don Francisco Fernández de Córdoba y, tras enviudar del fiscal,
contrajo tercer matrimonio con el oidor don Juan de Balmazeda Zenzano y Beltrán.
Fue hermano de don Agustín de Jáuregui y Ollo, padre de doña Manuela Antonia, de
quien se hizo cargo don Martín, quien la dotó con 4.900 pesos para que casara con don
Bartolomé del Villar, natural de Cádiz, hijo de don Tomás del Villar Bayo Espinosa de
los Monteros y de doña Constanza de Mora y Figueroa.
Tuvo otro hermano, don José Ignacio, que fue clérigo beneficiado de la parroquia de
la Magdalena de Sevilla, regente de la cátedra de filosofía y catedrático propietario de
ella en la Universidad hispalense.
En 1705 ingresó al Colegio de San Buenaventura de propaganda fide en Sevilla en el
que cursó artes hasta 1707: Asistiendo a las conferencias cuotidianas, sustentando y
arguyendo cuando le tocaba su turno, y siendo su maestro el padre fr. Alonso López
que oy es lector de Theología de Vísperas en el Convento del Sr. San Antonio de la
ciudad de Ecija2887.
El 11 de octubre de 1710 ingresó graduado de bachiller al Colegio de Santa María de
Jesús de Sevilla, del que fue rector en 1714.
En 1710 se graduó de bachiller en cánones por la Universidad de Sevilla, y de
licenciado en la misma facultad y por la misma universidad el 8 de enero de 1716, y de
doctor el 12 de enero del mismo año, en cuyas facultades sirvió como substituto la
cátedra de Digesto Viejo los años de 1715 y 1716, y regentó la de Vísperas de Cánones.
Luego fue colegial huésped del Mayor de Cuenca en la Universidad de Salamanca.
                                                
2887 AHUS. 767, Certificación de fray Juan de Castro, Sevilla, 1-V-1715, fol. 136.
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Sobre consulta fechada el 29 de marzo de 1721 fue nombrado fiscal de la Real
Audiencia de Chile, para ocupar la vacante quedada por ascenso de don Miguel de
Gomendio y Urrutia, despachándosele su título por real provisión fechada en Aranjuez
el 15 de mayo de 1721, plaza en la que juró el 14 de mayo de 1723 y en la que se
mantuvo hasta 1746, año en que jubiló con goce a medio salario conforme al real
decreto de 30 de abril, que además le concedió licencia para pasar a España.
El 24 de mayo de 1747 comenzó a desempeñarse como examinador de derecho en la
Real Universidad de San Felipe.
Poseyó una importante biblioteca, la que incrementó notablemente por haber
comprado en 370 pesos los 296 volúmenes de que constaba la del oidor don Juan del
Corral Calvo de la Torre2888.
22. Doctor JOSÉ PERFECTO SALAS
NOMBRAMIENTO: RD. Aranjuez, 30 de abril de 1746.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 13 de mayo de 1746.
JURAMENTO: 4 de diciembre de 1747.
AUSENCIA: 7 de septiembre de 1761.
REASUME: junio de 1775.
CESA: 29 de junio de 1776 (diciembre de 1776).
Nació en Corrientes, provincias del Río de la Plata, el 4 de agosto de 1714 y murió en
Buenos Aires el 25 de diciembre de 1778.
Hijo legítimo del capitán don Francisco Antonio Martínez de Salas, natural de Sevilla,
y de doña Ana Rosa de los Ríos, natural de Corrientes, viuda de don Enrique Enríquez del
Águila.
Casó en Santiago de Chile el año 1750 con doña Josefa Corvalán y Chirinos, natural de
Mendoza.
De este matrimonio nació don Manuel de Salas y Corvalán (1754-1841), que casó con
doña Manuela Fernández de Palazuelos y Martínez de Aldunate. Don Manuel fue alcalde
de Santiago en 1775, superintendente de obras públicas en tiempos del gobernador
O'Higgins, y síndico del Consulado. Tras la independencia fue miembro del Congreso de
1811 y presidente del Consejo de Estado en 1823.
Don José Perfecto ingresó en 1725 al colegio jesuítico de Santiago de Chile, donde fue
alumno de fray Antonio Trujillo. Allí mismo, se graduó de maestro en artes, licenciado y
doctor en teología.
Pasó a Lima, y allí fue recibido el 5 de marzo de 1736 por colegial en el Real Colegio
de Santo Toribio en beca de número como pasante en artes y teología. El 11 de febrero de
                                                
2888 AGI. Chile, 68, 182, 223; AGI. Quito, 122; AHUS. Legajo 767, fol. 136; AHUS. Sº. 58, fol. 296;
AHUS. Libro 630, fols. 386, 386 vta.; ANCG. 687; ANE. 550; ANFV. 300; ANRACH. 2.350, pza. 15;
2.380; 3.138; BCHB. pp. 172-173; BCHI. pp. 106, 252, 330; JBC. p. 11; LVA. I. pp. 206-207, 289-290;
RYU. p. 832; TI. p. 599; MATUTE Y GAVIRIA, Justino, Hijos de Sevilla señalados en santidad, letras,
armas, artes o dignidad , I, Sevilla, 1886, pp. 405-406.
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1737 se graduó de bachiller en cánones en la Universidad de San Marcos, y el 23 de
octubre de 1739 de licenciado en las mismas facultades.
El 12 de febrero de 1738 "picó puntos" para leer de prueba la cátedra de Prima de
Sagradas Escrituras, el 17 de noviembre de 1739 fue recibido en el Real Colegio de San
Martín, donde fue nombrado examinador en artes, cánones y leyes, oficio que sirvió hasta
1742.
Desde el 11 de noviembre de 1740 regentó la cátedra de Código en la Universidad de
San Marcos. En 1741 se opuso la cátedra de Decreto y el año siguiente a la de Instituta. El
21 de enero de 1743 ingresó en beca de número al Colegio Real de San Felipe, en virtud
de un decreto del virrey marqués de Villagarcía.
El 9 de agosto de 1738, fue nombrado defensor general y curador ad litem de menores
en Lima y el Callao por el virrey marqués de Villagarcía. El 7 de febrero de 1739 fue
admitido por familiar y abogado de presos de la Inquisición limeña.
Previo beneficio pecuniario a la real corona de 13.000 pesos fuertes, fue nombrado
fiscal numerario de la Real Audiencia de Chile, por real provisión despachada el 13 de
mayo de 1746, con licencia para poseer bienes raíces y contraer matrimonio con natural
del distrito, plaza que juró el 4 de diciembre de 1747, con goce a medio salario mientras
viviera Jáuregui, y en la que entró a despachar con sueldo íntegro tras la muerte de
Jáuregui y Ollo el 30 de julio de 1749, situación que fue confirmada por el virrey del Perú
el 9 de octubre del mismo año, y despachó hasta septiembre de 1761, año en que marchó
a Lima como asesor general del virrey Amat y Junyent.
Volvió a servir la fiscalía en Chile a mediados de 1775, manteniéndose en ella hasta
finales de 1776, época en que partió rumbo a la Península, para hacerse cargo de una
plaza de oidor en la Casa de la Contratación, que le había sido concedida por real
provisión del 29 de junio de 1776, pero como se resistiera al traslado y demorara su viaje,
no alcanzó a embarcar, pues murió de un infarto en el Río de la Plata
Mientras estuvo en Lima como asesor del virrey, sirvió su plaza interinamente el oidor
más moderno del tribunal, doctor Melchor José de Santiago Concha y Errazquín.
Escribió una Historia geográfica del Reino de Chile, redactó la Relación del gobierno
del virrey Amat, y formó, de orden de la Real Audiencia de Santiago, una Instrucción
circular en que se dan reglas para la substanciación de las causas criminales2889.
Además, tras la muerte del licenciado Juan del Corral Calvo de la Torre, y del doctor
Tomás de Azúa, continuó los inconclusos Commentaria in Legum Indicarum
Recopilationem por orden del virrey del Perú2890.
23. Licenciado LORENZO BLANCO CICERÓN
TÍTULO NUMERARIO DE LO CIVIL: RP. San Ildefonso, 25 de agosto de 1776.
JURAMENTO: 30 de abril de 1777.
                                                
2889 ANRACH. 3.137, Quaderno 1º de Autos Acordados por la Real Audiencia, fs. 30-31.
2890 AGI. Chile, 182, 223; ANFV. 300; ANRACH. 1.632; 1.635; 1.968; 1.969; 1.970; 2.984, pza. 8;
3.137, 3.138; BCHB. pp. 307-308; BCHI. pp. 186-187, 210, 264, 330; JBC. pp. 11, 479; MR. pp. 54-55;
MBHCH. pp. 452-456; RCHHD. 9; RCHHG. 113; TI. pp. 19, 599.
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CESA: 24 de marzo de 1779 (15 de abril de 1780).
Nació en 1743, en Puerto Marín, Galicia, y murió en Buenos Aires el 9 de diciembre
de 1790.
Hijo legítimo de don Francisco Blanco Salgado, y de doña Rosa Isabel Cicerón. Sus
abuelos paternos fueron don Francisco Blanco Presado, y doña María Salgado, y los
maternos, don Antonio Benito Cicerón, y doña Josefa Centeno.
Casó en Santiago de Chile el 7 de agosto de 1779 con doña María Mercedes Encalada,
natural de Santiago, hija de los marqueses de Villapalma de la Encalada, don Manuel
Calvo de Encalada, y doña Margarita de Recabarren y Pardo de Figueroa, quien aportó
como bienes dotales la suma de 21.170 pesos y un real, conforme el recibo de dote
extendido en Santiago el 4 de diciembre de 17792891.
De este matrimonio nacieron cuatro hijos: i) don Ventura; ii) doña Carmen Rafaela; iii)
doña Carmen Ana y; iv) el primer presidente de Chile republicano don Manuel Blanco
Encalada (1790-1876), casado con doña Carmen Gana y López.
Se graduó de bachiller y licenciado en leyes por la Universidad de Santiago de
Compostela. Fue admitido a la práctica de leyes por la Audiencia de Galicia, y en 1775
fue nombrado fiscal de la Capitanía General de Galicia.
Por real provisión fechada en Aranjuez el 25 de agosto de 1776, se le despachó título
de fiscal en lo civil de la Real Audiencia de Santiago de Chile, en la plaza vacante por la
promoción de José Perfecto Salas, oficio que juró el 30 de abril de 1777, y que sirvió
hasta el 15 de abril de 1780, día en que salió de Santiago, para tomar posesión de una
plaza de oidor en la Real Audiencia de Charcas, que se le había concedido por real
provisión del 24 de marzo de 1779.
Finalmente, por real provisión del 20 de diciembre de 1786 fue trasladado a una plaza
de oidor en la Real Audiencia de Buenos Aires, oficio que sirvió hasta su muerte2892.
24. Licenciado AMBROSIO ZERDÁN DE LANDA Y SIMÓN PONTERO
TÍTULO NUMERARIO DEL CRIMEN: RP. San Ildefonso, 25 de agosto de 1776.
JURAMENTO: 3 de abril de 1777.
CESA: 6 de marzo de 1779.
Nació en Barcelona, donde fue bautizado el 7 de febrero de 1752, y murió en
Veracruz, Méjico, en 1803, contagiado de fiebre amarilla. Había otorgado testamento en
Lima ante Luis Tenorio el 8 de enero de 1796.
Hijo legítimo del oidor de la Audiencia de Cataluña, caballero de la Orden de
Alcántara don Dionisio Zerdán de Landa, natural de Cuenca, y de doña María Antonia de
Simón y Pontero, natural de Teruel, que viuda contrajo segundo matrimonio con el
caballero de Alcántara y Consejero de Órdenes don Juan Moreno Beltrán.
                                                
2891 ANE. 788, Recibo de dote del fiscal don Lorenzo Blanco Cicerón, Santiago, 4-XII-1779, fs. 453
vta.-457 vta.
2892 AGI. Chile, 223; ANE. 788; ANFV. 300; ANRACH. 3138; BCHB. pp. 49-50; BCHI. pp. 274,
308, 320, 330; MR. p. 55; NCG. pp. 169-170; RCHHG. 29 p. 142; TI. pp. 599, 617, 648.
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Sus abuelos paternos fueron don Francisco Xavier Zerdán de Landa, natural de
Cuenca, y doña Juana María Zerdán de Landa, natural de Cuenca.
Sus abuelos maternos fueron el caballero de Carlos III don Andrés Simón Pontero (17
?-1775), natural de Chillarón del Rey, obispado de Cuenca, y doña Teresa Torroba,
natural de Soria. Don Andrés fue alcalde mayor de Teruel (1724), alcalde del crimen de la
Audiencia Barcelona (1741), regente de la Audiencia de Valencia (1764), y consejero de
Castilla (1770).
Sus bisabuelos materno-paternos fueron el alguacil mayor del Santo Oficio de Cuenca
don Pedro Simón Fernández, y doña Teresa Pontero, naturales de Chillarón, hijos de
labradores honrados.
Su medio hermana doña María Teresa casó con don José Merchante y Contreras.
Tíos maternos suyos fueron: i) don Miguel de Simón Pontero; ii) don Andrés de Simón
Pontero; iii) don Carlos de Simón Pontero, alcalde de hijosdalgo de la Chancillería de
Granada; iv) doña Micaela y; iv) doña María Rosa.
Casó el 7 de agosto de 1779 con doña María Josefa de Encalada, natural de Santiago
de Chile, hija de los marqueses de Villapalma de la Encalada, don Manuel Calvo de
Encalada, y doña Margarita de Recabarren y Pardo de Figueroa, natural de Santiago. De
este matrimonio nacieron cinco hijos.
Su mujer era hermana de las cónyuges de su colega el fiscal Lorenzo Blanco Cicerón,
y de los oidores José Lucas Gorbea y Vadillo y Fernando Márquez de la Plata. Además
era prima del regente de la Audiencia de Charcas y de Lima, don Gaspar Antonio
Remírez de Laredo y Encalada.
En 1768 se graduó de bachiller en cánones por la Universidad de Sigüenza, y
posteriormente de licenciado en leyes por la Universidad de Alcalá. En 1772 fue recibido
como abogado por el Consejo Real.
Perteneció a la Academia de Derecho Civil y Canónico de la Corte, a la Real
Academia de San José de Alcalá, a la Real Academia de Derecho Público de Madrid, y a
la Real Academia de la Historia, a la que se incorporó el 8 de diciembre de 1775 en
calidad de correspondiente. En Lima fue miembro de la Sociedad de Amantes del País, y
en Guatemala, de la Sociedad de Amantes de la Patria. Fue catedrático en la Academia de
Cánones, Liturgia e Historia Eclesiástica de San Isidro.
En 1794 ingresó a la Orden de Carlos III.
Escribió una Oratio iuris publici et Hispaniarum legum studio, impresa en Madrid en
1773. También se le debe un Tratado sobre las aguas que fertilizan los valles de Lima,
publicado en 1793 en el Mercurio Peruano, donde escribía bajo el pseudónimo de
"Nerdacio".
Por real provisión fechada en Aranjuez el 25 de agosto de 1776 se le despachó título
como primer fiscal del crimen de la Real Audiencia de Santiago, plaza de la que tomó
posesión el 3 de abril de 1777, y en la que despachó hasta 1779, año en que fue trasladado
a Lima, como alcalde del crimen.
En Chile fue Protector General de Natural del Reino, Ministro Protector del Colegio de
Naturales, y del Convictorio Carolino, en cuyo cometido obtuvo su apertura el 3 de abril
de 1778.
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El fiscal Zerdán y Pontero en el desempeño del ministerio público en lo criminal el 9
de abril de 1777, vale decir, dos días después de haber asumido solicitó a la Audiencia
una: Noticia de todos los reos actualmente presos en la Real Cárcel, con expresión de los
motivos de su captura según resulta de los autos, cuyo estado se especifique, ya pendan
en gobierno o en esta real Audiencia, y otros qualesquiera juzgados. Asimismo la de los
reos destinados a las obras públicas, o depositados en ellas, con distinción del tiempo y
por qué fueron remitidos a ellas, no solamente por lo que respecta a los españoles, sino
también respecto de os indios. Igualmente una relación exacta del número y nombre de
los escribanos, procuradores y receptores, alguaciles y demás ministros subalternos del
tribunal, como también el de abogado y procurador de pobres2893.
Tan pronto como llegó a Chile, notó Zerdán el desorden y escaso celo en el
cumplimiento de las leyes reales en lo tocante a la administración de justicia en lo
criminal. Por ello instó ante la Audiencia para que se adoptasen medidas que mejorasen
dicha situación y así consiguió que por auto acordado de 22 de enero de 1778 se le
encargara la: Formación de una perfecta y exacta Instrucción que contuviere el modo y
forma de substanciar y seguir toda especie de causas criminales2894. Zerdán prontamente
cumplió esta comisión y presentado su trabajo al tribunal fue aprobado por auto acordado
de 10 de marzo de 1778 bajo el título de: Instrucción circular que con presencia de las
anteriores formadas ordena el Sr. Dn. Ambrosio Zerdán y Pontero, del Consejo de Su
Majestad y su Fiscal del Crimen en esta Real Audiencia, para que sirva de regla en la
substanciación de causas criminales2895. Esta Instrucción tuvo por fuente otra anterior
elaborada por el fiscal don José Perfecto de Salas en 17572896.
Además de lo anterior, a propuesta del mismo Zerdán, el 17 de abril de 1779 la
Audiencia dispuso que la relación de las causas criminales arduas y graves debía hacerse
en adelante por escrito2897. Ello se debió a que el día 16 de abril el relator Miguel Rocha
había hecho relación oral de una causa criminal por salteos y homicidios, negándose a
relatar por escrito, e insultando de viva voz al fiscal2898.
También obtuvo la división de la ciudad de Santiago en cuatro barrios para la mejor
administración de justicia criminal, con la consiguiente formación de las Instrucciones
para los alcaldes de barrio. La división en cuatro barrios fue aprobada por auto acordado
de 31 de agosto de 17782899 y las correspondientes Instrucciones fueron elaboradas por
los oidores José de Rezabal y Ugarte y Lucas José de Gorbea y Vadillo 2900.
Su preocupación se dirigió, igualmente, a la revisión del estado de las cárceles y el
tratamiento de los recluidos en ellas. Así el 18 de noviembre de 1778 llevó una
                                                
2893 ANRACH. 2.107, pza. 5.
2894 ANRACH. 3.137, 1er. cuad., fol. 118r-119v.
2895 Ibidem, fol. 110r-117v.
2896 Ibidem, fol. 30r-31v.
2897 ANRACH. 1.698, pza. 5.
2898 Ibidem, fs. 89 y ss.
2899 ANRACH. 2.975, pza. 2.
2900 ANFV. 264, pza. 7.
756
presentación al Real Acuerdo sobre el exceso de reos que existía en la cárcel pública2901.
Por la misma época insistía en el estricto cumplimiento que debían dar los alcaides y
encargados de obras públicas a la obligación de recibir a los reos previa copia competente
de sus condenas2902.
En materia carcelaria, quizá su más significativa labor la cumplió en redactar una
Instrucción para el gobierno del alcaide de la cárcel de Santiago, que fue aprobada por
auto acordado de 10 de marzo de 17782903. Esta Instrucción constaba de 21 capítulos,
algunos de los cuales reproducían disposiciones de las Ordenanzas del tribunal2904.
En su carácter de Protector General de Naturales del reino, Zerdán también se ocupó
en la defensa de los indios y de procurar su buen tratamiento. En 1779, a iniciativa suya,
se incoó un expediente sobre quién habría de finar las causas criminales de los indios2905,
y otro en que consultaba al Real Acuerdo una serie de dudas suscitadas a raíz de recaer en
él los empleos de Fiscal y de Protector de Indios2906.
Se ocupó, igualmente, por tratar de resolver el permanente problema de la provisión de
verdugo. El 17 de octubre de 1778 presentó un pedimento ante la Real Audiencia, con tal
objeto2907.
Especial participación le cupo al fiscal Ambrosio Zerdán en la erección del
Convictorio Carolino en 1778, pues fue designado como su primer Ministro Protector el
19 de julio de 1777 y en tal carácter adoptó todas las providencias necesarias para obtener
su apertura, la que se verificó solemnemente el 3 de abril de 1778, en cuya ceremonia el
propio Zerdán pronunció la oración inaugural2908.
El 2 de abril de 1778 el fiscal Zerdán planteó al presidente del reino la necesidad de
crear una Academia de Práctica Forense donde se ejercitasen los bachilleres y aun los
propios profesores, quienes se encontraban: Deseosos de sus mayores adelantos y
convencidos del atraso y perjuicio que ocasiona a sus progresos la falta de una junta o
cuerpo académico donde puedan ejercitar sus noticias y conocimientos legales2909,  y
proponía como modelo a la Real Academia de Santa Bárbara de la que él había sido
miembro. De esta petición informó su colega Blanco Cicerón el 27 de junio de aquel
mismo año y expresaba que: El proyecto verdaderamente es tan propio del distinguido
celo, aplicación y finos talentos del señor don Ambrosio, como utilísimo al público y
gremio de abogados y demás individuos que siguen esta carrera que quieran participar
                                                
2901 ANRACH. 2.274, pza. 1.
2902 MM. 196, doc. 4.715, fs. 286.
2903 ANRACH. 3.137, 1er. cuad., fol. 125r-126r.
2904 ÁVILA MARTEL, Alamiro de, Esquema del derecho penal indiano, Santiago, 1941, p. 47.
2905 ANRACH. 2.643, pza. 1.
2906 ANRACH. 2.254, pza. 6.
2907 ANRACH. 2.231, pza. 2, fs. 43-43 vta.
2908 MM, 198, doc. 4.841, fs. 294-301.
2909 MM, 198, doc. 4.841, fs. 294-301.
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de igual beneficio2910. El gobernador el 6 de julio aprobó el proyecto de Zerdán y en su
conformidad la audiencia despachó un auto acordado el 9 de julio2911.
Por real cédula de 24 de octubre de 1779 se confirmó por la corona la creación de la
Academia Carolina de Leyes Reales y Práctica Forense y sus Constituciones que habían
sido redactadas por Zerdán en su calidad de Director de ella y encargado de ponerla en
funcionamiento.
Sobre consulta de Cámara del 3 de febrero de 1779 fue promovido a una plaza de
alcalde del crimen en la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por
ascenso de don Melchor de Santiago Concha, plaza de la que se le libró título por real
provisión fechada en el Pardo el 6 de marzo de 1779, de la que se hizo cargo el 1 de
febrero de 1780, y en la que despachó hasta su promoción a oidor en el mismo tribunal.
Sobre consulta de Cámara del 27 de septiembre de 1784 fue ascendido a plaza de oidor
en la Real Audiencia de Lima, para ocupar la vacante quedada por el ascenso a la regencia
de Santa Fe de don José Ferrer. Se le extendió su título por real provisión fechada en
Madrid el 4 de diciembre de 1784.
Sobre consulta de Cámara fechada el 16 de junio de 1794 fue nombrado regente de la
Real Audiencia de Guatemala para ocupar la vacante quedada por promoción de don Juan
José de Villalengua a plaza togada en el Consejo de Indias. Por real provisión del 29 de
noviembre de 1794 se le despachó el título respectivo.
Sobre consulta de Cámara fechada el 22 de noviembre de 1802 fue nombrado fiscal del
Consejo de Indias para los negocios del Perú, plaza de la que se le libró título por real
provisión fechada el 5 de marzo de 1803, pero no alcanzó a asumir 2912.
25. Licenciado JOSÉ MÁRQUEZ DE LA PLATA Y SOTO
TÍTULO NUMERARIO CIVIL: RP. San Ildefonso, 22 de agosto de 1779.
JURAMENTO: 23 de diciembre de 1780.
CESA: 12 de julio de 1783.
Nació en Sevilla en 1741, y murió en 1825.
Hijo legítimo del Fiscal del Monopolio del Tabaco en Sevilla don Lope Márquez de la
Plata, y de doña Josefa de Soto Sánchez y Castro.
Sus abuelos paternos fueron el oidor de la Audiencia de Barcelona don Fernando
Márquez de la Plata, natural de Villanueva de las Cruces, y doña Manuela García de
Celis, natural de Madrid.
                                                
2910 Idem, fs. 308-309.
2911 ANRACH. 3.137, 1er. cuad., fol. 131r-132r.
2912 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 789, 790; AGI. Ultramar, 802; ANCG. 730, pza. 9996; ANFV. 264,
pza. 7, 300; ANRACH. 1.698, pza.5, 2.107, pza. 5, 2.231, pza. 2, 2.254, pza. 6, 2.274, pza. 1, 2.643, pza.
1, 2.975, pza. 2, 3.137, 3.138; BBD. pp. 28-29; BCHB. pp. 86-87; BCHI. pp. 147, 182, 274, 330, 342,
358, 366; FLM. p. 192; LVM. pp. 33-34; MM. 196, 198; MMD. 2, pp. 354-355; MR. pp. 55-56; TI. pp.
25, 247, 519, 522, 599.
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En 1784 casó en Santiago de Chile con doña Francisca Javiera García Huidobro,
natural de Santiago, hija del marqués de Casa Real, don Francisco García Huidobro, y de
doña Francisca Javiera Briand Morandais.
Fue colegial del de Santo Tomás en Sevilla, y se graduó de bachiller y licenciado en
cánones por la Universidad de Sevilla. Ingresó a la Academia de Leyes, presidida por el
oidor de la Casa de la Contratación, don Juan Francisco Gutiérrez de Pinares. En 1766 fue
admitido como abogado por la Real Audiencia de Sevilla, y al año siguiente se incorporó
al Colegio de Abogados de dicha ciudad.
En 1774 fue nombrado alcalde mayor de Antequera.
Por real provisión fechada en San Ildefonso el 22 de agosto de 1779 se le despachó
título de fiscal en lo civil de la Real Audiencia de Santiago, para ocupar la vacante
quedada tras el ascenso del licenciado Blanco Cicerón. Comenzó a despachar en ella el 23
de diciembre de 1780, y lo hizo hasta principios de 1784, época en salió de Chile,
trasladado a servir la fiscalía de la recién erigida Real Audiencia de Buenos Aires, que se
le había concedido por real provisión del 12 de julio de 1783.
En Buenos Aires fue miembro de la Junta Superior de Real Hacienda desde 1784.
Sobre consulta fechada el 30 de enero de 1804 fue promovido a plaza de oidor de la
Real Audiencia de Buenos Aires, de la que se le libró título por real provisión despachada
el 15 de marzo del mismo año, plaza que sirvió hasta la revolución de 1810, pues en
septiembre de aquel año fue suspendido por los insurgentes, por "no reconocer la
autoridad del presente gobierno"2913.
26. Doctor JOAQUÍN PÉREZ DE URIONDO Y MARTIERENA
TÍTULO NUMERARIO DEL CRIMEN: RP. San Ildefonso, 22 de agosto de 1779.
JURAMENTO: 23 de diciembre de 1780.
CESA: 7 de marzo de 1797.
Nació en La Plata, Bolivia, el 4 de enero de 1752, y murió en Melipilla, en las
cercanías de Santiago de Chile, el 7 de marzo de 1797.
Hijo legítimo del oidor de la Real Audiencia de Charcas don Joaquín Antonio Pérez de
Uriondo y Martínez de Murguía, natural de Sarría en el Valle de Zuya, Álava, y de doña
Antonia Prudencia de Martierena y Campero, natural de San Francisco de Yavi, Tarija.
Sus abuelos paternos fueron don Francisco Pérez de Uriondo, natural de Marquina en
el Valle de Zuya, Álava, y doña Magdalena Martínez de Murguía, natural de Sarría.
Sus abuelos maternos fueron el marqués del Valle del Tojo, don Alejo de Martierena,
natural de Pasajes de San Juan, Guipúzcoa, y doña Manuela Micaela Ignacia Fernández
Campero, natural de Santa Rosa de Tojo, Tarija.
Casó en Valladolid el 7 de mayo de 1775 con doña Inés Vicenta Menéndez y Valdés
Cornellana, natural de Valladolid, hija de don Manuel Menéndez de Valdés, y de doña
Petronila O'Flenaggan.
                                                
2913 AGI. Chile, 223; AGI. Ultramar, 802; ANFV. 300; ANRACH. 3138; BCHB. pp. 199-200; BCHI.
pp. 170, 278, 308, 310, 330; MR. pp. 56-57; NCG. pp. 559-560; TI. pp. 599, 648, 649.
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De este matrimonio nacieron: i) don Mariano, muerto en la guerra con Francia, y; ii)
don Joaquín, que casó con doña Manuela de Herrera, natural de Buenos Aires, hija del
fiscal de la Real Audiencia de Chile don Francisco Manuel de Herrera, natural de Málaga,
y de doña Francisca de Paula Rodado.
En 1768 ingresó al Colegio de San Juan Bautista de Chuquisaca, y se graduó de
bachiller en teología, y utroque iure en 1769 en la Universidad de San Francisco Javier.
En 1771 se graduó de licenciado en la Universidad de Valladolid, y tres años más tarde
recibió la borla doctoral en las mismas facultades.
En la Universidad de Valladolid, sirvió como substituto la cátedra de Digesto.
Fue admitido a la práctica de leyes por la Audiencia y Chancillería Real de Valladolid,
y en 1774 se incorporó a la Sociedad Económica Vasca.
Por real provisión fechada en San Ildefonso el 22 de agosto de 1779 se le libró título de
fiscal del crimen de la Real Audiencia de Santiago, oficio que sirvió desde el 23 de
diciembre de 1780 hasta su muerte.
En Chile fue Protector General de Naturales entre 1780 y 1797. El 10 de enero de
1793, por falta de ministros en el tribunal, fue nombrado juez suplente, por el presidente
interino, Francisco Tadeo Diez de Medina, de quien, luego, fue su albacea testamentario.
Por real provisión fechada en Aranjuez el 25 de octubre de 1794 se le despachó título
de oidor honorario de la Real Audiencia de Lima. Por real decreto del 13 de junio de 1790
fue nombrado caballero de la Orden de Carlos III, cuyo título le fue despachado por real
provisión dada en Aranjuez el 28 de abril de 1794.
Ostentó el título de marqués del Valle del Tojo2914.
27. Doctor FRANCISCO MANUEL DE HERRERA
CONSULTA: 17 de enero de 1798.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Aranjuez, 17 de marzo de 1798.
JURAMENTO: 22 de abril de 1799.
CESA: 16 de septiembre de 1803.
Nació en Málaga en 1741 y murió en Santa Fe el 28 de agosto de 1810.
Hijo legítimo del caballero de Santiago don Antonio de Herrera y Navarro, y de doña
Micaela Duquesne.
Sus abuelos paternos fueron don Francisco Manuel de Herrera (1684-1752), natural de
Arcos, y doña María Gertrudis de Navarro, natural de Cádiz. Don Francisco Manuel fue
fiscal de la Casa de la Contratación, consejero de Guerra y consejero de Castilla (1744).
Sus bisabuelos paterno-paternos fueron don Juan de Herrera y doña María Suárez de
Toledo, naturales de Jerez de la Frontera.
                                                
2914 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 790; ANFV. 300; ANCG. 148, pza. 15; 152, pza. 16; ANRACH.
651; 1191, pza. 3; 2.206; 2.268; 3.238; BCHB. pp. 260-261; BCHI. pp. 278, 330; LVA. II, pp. 399-400;
LVM. pp. 99-100; MR. p. 56; TI. pp. 520, 599, 629, 631, 632.
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Sus bisabuelos paterno-maternos fueron don Ciriaco Navarro y doña Ana López de
Párraga, naturales de Jerez de la Frontera.
Tíos suyos fueron: i) don Manuel, canónigo en Granada; ii) don Francisco, caballero
de Santiago; iii) don Juan, caballero de Santiago; iv) don José, caballero de Santiago y
teniente capitán del regimiento de Murcia; v) don Salvador y; vi) doña Gertrudis, casada
con el caballero de Calatrava don José de Alcedo y Aguera.
Casó en Buenos Aires con doña Francisca de Paula Rodado. De este matrimonio
nacieron: i) doña Manuela, que casó con don Joaquín Pérez de Uriondo, hijo del fiscal
homónimo de la Real Audiencia de Chile; ii) don Pedro, casado con doña Jesús Bedoya,
hija del fiscal de la Audiencia de Cuzco, don Bartolomé Bedoya; iii) don Ramón, casado
en segundo matrimonio con doña Manuela de la Puerta, hermana del vicepresidente del
Perú, general don Luis de la Puerta; iv) doña María Josefa, casada en Lima el 1 de mayo
de 1808 con el ministro honorario de las cajas reales de Lima, don Gaspar Rico y Angulo.
Fue colegial del de San Miguel de la Universidad de Granada, en cuya universidad se
graduó de doctor. En 1772 fue admitido a la práctica de leyes por la Real Chancillería de
Granada.
Por real provisión del 21 de enero de 1787 se le libró título de fiscal de la Real
Audiencia de Buenos Aires, desde donde fue trasladado a servir igual plaza en la Real
Audiencia de Santiago de Chile.
Sobre consulta fechada el 17 de enero de 1798 fue promovido a plaza de fiscal de la
Real Audiencia de Chile, oficio del que se le extendió título por real provisión despachada
en Aranjuez el 17 de marzo de 1798, plaza que sirvió entre el 22 de abril de 1799 y
mediados de 1804.
Sobre consulta de Cámara del 22 de junio de 1803 fue promovido a la plaza de fiscal
del crimen de la Real Audiencia de Lima, vacante por ascenso a la fiscalía de lo civil de
don José Pareja y Cortés, despachándosele su título por real provisión fechada en San
Lorenzo el 16 de septiembre de 1803, plaza que juró el 21 de julio de 1805.
Finalmente, por real provisión del 22 de octubre de 1805 se le despachó título de
regente de la Real Audiencia de Santa Fe, oficio del que tomó posesión el 18 de mayo de
1809, y que sirvió hasta julio de 1810, época en la que fue apresado por los
insurgentes2915.
28. Doctor JOSÉ ANTONIO MOXÓ DE FRANCOLÍ
NOMBRAMIENTO: RD. 7 de agosto de 1803.
TÍTULO NUMERARIO: RP. San Ildefonso, 25 de septiembre de 1803.
JURAMENTO: 25 de mayo de 1804.
CESA: 5 de enero de 1810 (4 de abril de 1810).
Nació en Cervera, Cataluña, el 5 de diciembre de 1751, y murió en Santiago de Chile
el 4 de abril de 1810, bajo disposición testamentaria otorgada ante el escribano Andrés
                                                
2915 AGI. Chile, 223; AGI. Lima, 790; ANRACH. 2.268; BCHB. p. 161; BCHI. pp. 282, 310, 330,
372, 424; FLM. pp. 162-163; LVM. pp. 54-55; MMD. 4, pp. 260-261; TI. pp. 16, 429, 521, 599, 649.
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Manuel de Villarreal el 14 de junio de 1808, complementada por codicilo fechado el 27
de diciembre del mismo año2916.
Hijo legítimo del primer barón de Juras Reales don Mariano Francisco de Moxó y
Magañosa, y de doña María Teresa de Francoli y Sabatell, hija de don Antón de Francoli,
y de doña Leonor de Sabatell.
Sucedió a su padre como barón de Juras Reales.
Casó con doña María Bárbara López Fuertes Pequer, natural de Gudar, Teruel,
Aragón, hija de don José López Figuera, y de doña Juana Fuertes.
De este matrimonio nacieron siete hijos, a saber, Luis, provisor y vicario general del
arzobispado de la Plata, y fiscal provisto de la Real Audiencia de Chile; Josefa y Benita,
monjas; Ramón, monje del Císter; María Dolores, Mariano, y Bárbara.
Estudió artes en la Universidad de Cervera, en cuyas facultades se graduó de bachiller,
y de licenciado el 25 de octubre de 1772, y de doctor el 26 de octubre de 1778.
Fue abogado del claustro universitario durante siete años. Leyó por cinco años como
substituto la cátedra de Instituta, y un año la de Prima de Código, regentó la de Retórica y
la de Instituta durante nueve años, al igual que la de Digesto Viejo. Fue catedrático
perpetuo de Vísperas.
Por real decreto fechado el 7 de agosto de 1803 fue nombrado fiscal de la Real
Audiencia de Santiago, oficio del que se le libró título por real provisión fechada en San
Ildefonso el 25 de septiembre de 1803, y que juró el 25 de mayo de 1804, y en el que se
mantuvo hasta su jubilación decretada el 5 de enero de 1810, aunque desde mediados de
1806, prácticamente no asistió al tribunal, debido a una grave enfermedad2917.
29. Doctor LUIS MARÍA MOXÓ
NOMBRAMIENTO: RD. Alcázar de Sevilla, 5 de enero de 1810.
TÍTULO NUMERARIO: RP. Alcázar de Sevilla, 16 de enero de 1810.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Cervera, Cataluña, en 1776, y murió en Burdeos en 1840.
Hijo legítimo del fiscal de la Real Audiencia de Santiago don José Antonio de Moxó y
Francoli, natural de Cervera, y de doña María Bárbara López Fuertes Pequer, natural de
Teruel.
Casó con doña María Dolores de Oromí y la Sala, natural de Buenos Aires, hija del
contador mayor supernumerario de Buenos Aires don Ramón de Oromí.
Estudió en la Universidad de Cervera, donde se graduó de doctor.
                                                
2916 ANRNS. 31, Codicilo del fiscal don José Antonio Moxó de Francoli, Santiago, 27-XII-1808, fs.
209 vta.
2917 AGI. Chile, 184, 223; ANRNS. 31; BCHB. p. 48; BCHI. pp. 290, 330; MBHCH. III, pp. 273-
277; TI. p. 599; MOLAS RIBALTA, Pere, “Dos catedráticos de Cervera en la América Borbónica. La
familia Moixo”, en EHSEA, 7, Alcalá, 1991, pp. 22-30.
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Fue nombrado provisor y vicario general del Arzobispado de Charcas, cuando su tío
Benito María de Moxó y Francoli era arzobispo.
Por real decreto fechado en el Alcázar de Sevilla el 5 de enero de 1810 fue nombrado
fiscal de la Real Audiencia de Santiago, oficio del que se le extendió título en el mismo
Alcázar de Sevilla el 16 de enero de 1810, plaza que no pudo asumir por las alteraciones
de la insurgencia. En efecto, en junio de 1810 llegó a Montevideo, e inmediatamente fue
detenido por las autoridades de Buenos Aires, y confinado a la ciudad de Mendoza, tal
como él mismo lo refería: Pero el Gobierno de Buenos Ayres temio sin duda que mi
llegada a Chile podria quizas contener, o a lo menos, retardar los progresos de la
revolucion en aquel reino, y por esto de improviso fui detenido al pie de la cordillera de
los Andes y confinado a la ciudad de Mendoza2918.
En 1814 le fue permitido viajar a España, a donde llegó en 1817.
En 1822 fue nombrado ministro de la Audiencia de Barcelona, y por real decreto
despachado en Madrid el 10 de diciembre de 1824 fue designado alcalde del crimen de la
Audiencia de Cataluña. El 6 de noviembre de 1830 fue nombrado regente de la Audiencia
de Extremadura.
Sucedió a su padre como barón de Juras Reales. En 1819 ingresó a la Orden de Isabel
la Católica2919.
30. Doctor JOSÉ ANTONIO DE NAVARRETE
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 6 de junio de 1815.
TÍTULO NUMERARIO DEL CRIMEN: RP. Madrid, 16 de junio de 1815.
JURAMENTO: 7 de diciembre de 1816.
CESA: febrero de 1817.
Nació en Piura, virreinato del Perú, y murió en La Coruña, cerca de 1840.
Ingresó al Colegio de San Carlos de Lima, del que llegó a ser maestro. Se graduó de
doctor en la Universidad de San Marcos. En 1798 fue recibido como abogado por la Real
Audiencia de Lima, en la que sirvió como agente fiscal en lo criminal.
Viajó a la Península, y allí fue elegido Diputado y Secretario de las Cortes, y en tal
carácter firmó la Constitución de 1812.
Restablecida las antiguas plantas de las audiencias indianas fijadas en 1776, por real
provisión del 16 de septiembre de 1815 se le despachó título de fiscal del crimen de la
Real Audiencia de Santiago, plaza que juró el 7 de diciembre de 1816, y en la que se
mantuvo hasta la disolución del tribunal en febrero del año siguiente.
Regresó a la Península, donde fue nombrado, en 1822, oidor de la Audiencia de
Canarias, de la que fue ascendido a la de Galicia2920.
                                                
2918 MM. 227, fs. 1-3.
2919 AGI. Chile, 184, 223; BCHB. pp. 217-218; BCHI. pp. 294, 330; MM. 227; MOLAS RIBALTA,
Pere, “Dos catedráticos de Cervera en la América Borbónica. La familia Moixo”, en EHSEA, 7, Alcalá,
1991, pp. 22-30.
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* FISCAL FUTURARIO
1. Licenciado MARCELO DE AYALA MARÍN BENAVIDES Y ARCE
NOMBRAMIENTO: RD. Madrid, 21 de marzo de 1700.
JURAMENTO: No asumió.
Nació en Lima en 1641.
Fue colegial del Real de San Martín en Lima y se graduó de bachiller y de licenciado
en leyes por la Universidad de San Marcos.
Previo servicio pecuniario a la corona fue nombrado fiscal futurario de la Real
Audiencia de Chile, por real decreto del 21 de marzo de 1700. Su plaza fue afectada por la
reforma de 1703, razón por la cual no asumió.
Sobre consulta del 6 de noviembre de 1703 fue nombrado oidor de la Real Audiencia
de Panamá, para ocupar la vacante quedada por promoción de don Francisco José de
Zúñiga a oidor en Santa Fe. Se le despachó su título por real provisión librada en Madrid
el 28 de marzo de 1705, oficio que dejó a su jubilación, concedida por real cédula del 13
de junio de 17082921.
                                                                                                                                         
2920 AGI. Chile, 223; BCHB. p. 232; BCHI. pp. 197, 199, 296, 330; MMD. 6, p. 46; TI. p. 599.
2921 AGI. Chile, 70; AGI. Panamá, 254; BCHI. pp. 41, 43, 207, 242, 330, 408; RYU. p. 713; TI. p.
478.
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